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5El Convenio europeo para la protecciôn y salvaguarda de 
los derechos humanos y las libertades fundamentales responde 
al propôsito de garantlzar, de modo eficaz, el respeto y el 
ejercicio de los Derechos humanos que consolidan las institu­
ciones democrdticas y coadyuvan a la realizaclôn del ideal de 
unidad europeo.
El respeto debldo a la dlgnldad de la persona, es la 
condiciôn necesarla para el raantenimiento de la democracia y la 
primacia del Derecho. En su defensa se instaura un "orden pû- 
blico comunltario" y una "garantie colcctiva" que frustre cual- 
quier intento antidemocrâtico en el seno de los Estados signa- 
tarlos.
La protecciôn individual y el consiguiente derecho de 
reparaciôn a la persona, vlctima de una violaciôn del Conve­
nio, constituyen los objetivos esenciales del présente estudio. 
La razôn jurîdica principal que motiva y explica el interês ac 
tuai del tema es la instauraciôn, en el piano internacional, de 
un sistema eficiente de garanties invocable directamente por la 
persona humana frente a los Estados signatarios e infractores 
del Convenio.
El estudio del Sistema jurîdico de la protecciôn indivi­
dual del Convenio conlleva el necesario anâlisis del tratamien- 
to legal de los derechos humanos. En primer lugar en el âmbito 
nacional, porque los Estados signatarios han asumido la respon- 
sabilidad de adoptar e introducir en sus ordenamientos los me- 
dios adecuados a la tutela ineludible y prescrite convencional- 
mente. La efectividad de los recursos internos no es ahora en 
el sistema europeo tan solo una mâxima genérica del Derecho in­
ternacional comûn, cuyo quebrantamiento genere la responsabili- 
dad interestatal; sino que es un precepto jurîdico cuya inobser
fi
v.mcia pone en funcionamlento el mécanisme protector del Con- 
venio directamente en favor de las personas lesionadas. Se 
atribuye al hombre, per se, el ejercicio de un recurso Indivi 
dual ante una Instancia internacional. Se le confrere a la per 
sona fîsica o juridica, presumlble victlma, la legitlmacldn ac 
tiva en el âmbito supranacIona 1 del Convenio.
El derecho de recurso individual ante una instancia euro 
pea -la Comlsiôn- convierte a la persona humana en el guardian 
de sus propios derechos y custodlo de sus propias libertades po 
lîticas, siendo parte en el procedImlento Internacional.
La problemâtica derlvada de esa ntieva sltuacldn jurrdi- 
ca del indivlduo en el orden Internacional nos ofrece una cons- 
telacidn de cuestlones muy amplla. Desde la nocldn de victlma, 
conforme a nuevos crlterios JuridIco-internacIona les, has ta la 
Investigaclon del alcance de la normntlva convencional y la in- 
terpretaclôn de la jurisprudencia europea, sin de j ar de conside 
rar las funciones fiscallzadoras de los organos de protecciôn 
del sistema Instaurado y las Interrelaciones de la reclamaclon 
y la reparaciôn indlviduales.
El funcionamlento del sistema do protecciôn Individual 
se encuentra condlcionado por una serie de presupuestos juridi- 
cos, cuyo esclareclmiento impone la determinaciôn de los nuevos 
crlterios y modalidades apllcables a la regia del agotamlento 
de los recursos Internes, conexo suhstanclal y pecutlarmente 
con el ejercicio del derecho de reparaciôn. La fundamentacion 
e Invocaciôn de dicha regia, operativa en el orden internacio­
nal, es objeto de muy especificas pecuIiaridades, limites tempo­
rales y excepciones en el desarrollo del sistema convencional 
europeo de las demandas indlviduales, al Igual que Io que aeon 
tece con la carga de la prueba en el singular procedImien to su-
pranacional del Convenio. Su funciôn repercute en el contexte 
de distribuciôn de competencias de los ôrganos de control del 
sistema, en la fase de admisibilidad y en las decisiones segûn 
el tipo de actos incriminados. Su acciôn serâ acorde con la c£ 
rrecta aplicaciôn de los principles internacionales pero mati- 
zada de modo especial en relaciôn con las demandas individua- 
les e interestatales en razôn del sistema jurîdico convencional.
La mejor comprensiôn de la configuraciôn jurîdica del de 
recho individual de reparaciôn, regulado por el Convenio, nos 
ha llevado al examen esclarecedor del asentamiento de la fôrmu- 
la convencional en otras claûsulas habituales de los tratados 
de arbitraje clâsicos, que le han servido de inspiraciôn. Este 
hecho nos permite subrayar la dlferente finalidad perseguida por 
la régla reparatorla en el contexte del Convenio y analizar sus 
efectos singulares e innovadores en el ambito jurîdico interna­
cional.
La singularidad especifica del derecho establecido que le 
confiere individualidad propia frente a las normas arbitrales 
que la inspiraron se analiza en base a la realidad concrete que 
pretendia regular el art, 50. La falta de identificaciôn plena 
entre la fôrmula reparatoria y las claûsulas arbitrales se cla­
rifies con la valoraciôn teleologies que subyace en la aporta- 
ciôn jurîdica de las reglas convencionales en materia de repara­
ciôn.
La innovaciôn jurîdica, en el piano internacional, del 
derecho individual de reparaciôn no ha dejado de presenter difi- 
cultades operatives en su aplicaciôn pragmâtica, especialmente 
en relaciôn con la persona humana, privada de libertad o caren- 
te de plena seguridad jurîdica (art. 5 del Convenio). Se impo- 
nîa por ello el estudio de la interrelaciôn existente entre las
8reglas reparatorias convencionales, con el fin de comprender, 
a la luz de la experiencia jurisprudencia!, el alcance compte 
mentario o derogatorlo de unas y otras y la correlaciôn jurt- 
dica entre la lex generalis (art. 50) y la lex specialis (art. 
5).
Los supuestos fâcticos amparados por el principle gene­
ral de reparaciôn del art. 50, han tenido que ser modelados 
progrèsivamente en razôn del objetlvo primordial de la obllga- 
clôn del resarcImlento que pesa sobre el Estado responsable. Es 
te perfeccionamiento évolutive nos ha llevado al anâlisis de la 
atribuclôn de la condiciôn de "parte leslonada", que se pone 
juego directamente por el Individuo, el mécanisme de la técnlca 
jurîdica reparatoria.
El ejercicio del derecho Individual o estatal de repara­
ciôn aun fundamentândose, natural e Inlcialmente, en una rela­
ciôn causal, poslbilita a la jurisdicclôn europea la estructura 
del procedimiento reparatorlo, de modo diverse al método clâsl- 
co seguldo por las Instancias estrIctamente interestatales.
La nueva tecnica procesal dériva de la concepclôn de la 
obligaclôn de reparar directamente a la persona humana, como 
victima efectiva de la violaciôn, es caiisa suficiente de su de 
manda de reparaciôn frente a los Estados. La pugna procesal g i 
ra en torno de la vlctima, como demandante, y del Estado Infrac 
tor, como demandado. La reclamaciôn de la vlctima constltuye la 
base primordial de la estimaciôn del daîlo. El juez europeo goza 
de entera libertad en la apreciaciôn del valor de las pruehas, 
y no esté limitado, como el juez interno, en lo que concierne a 
su evaluaciôn y admisibilidad. La prueba debe de ser aportada, 
principalmente como instrumente destinado a establecer las rela 
clones de hecho y de causalidad.
9El nexo causal entre la violaciôn y la lesion de sus de 
rechos es la base jurîdica que por si sola légitima al partlcu 
lar para solicitar el derecho a ser resarcido por el Estado, 
con independencia de la categorîa de la autoridad interna in- 
fractora, lo cual nos lleva a poner en evidencia los nuevos as^  
pectos de la responsabilidad del Estado.
La técnica de la reparaciôn se asienta en el sistema de 
"garantîa colectiva" y en la finalidad de la protecciôn humana. 
El Convenio ofrece una sistemâtica causal ligada a la infrac- 
ciôn. La violaciôn ha de estar en relaciôn causal con los dere­
chos y libertades inscrites en el sistema de garantîa colectiva 
del Convenio.
La confirraaciôn formai de la supuesta violaciôn no déri­
va directamente del esclareclmiento y razonamiento de la Comi- 
siôn, sino de la decisiôn del Comité de Ministres o de la sen- 
tencia del Tribunal, aunque la Comisiôn desempefta un papel pri­
mordial con el objeto de conseguir un arreglo amistoso del asun 
to.
La atribuciôn de la compensaciôn equitativa esté articu- 
lada en una serie de precisiones y limites derivados del siste­
ma de la "garantîa colectiva" y de manera muy especifica por el 
art. 50 del Convenio. Reunidas las condiciones sustantivas de 
la aplicaciôn del art. 50, compete al Tribunal apreciar, con 
buena discrecionalidad, la oportunidad y la equidad de la posi- 
ble concesiÔn de la reparaciôn. Las facultades discrecionales 
son de carâcter relative y tendrân en cuenta las circonstanciés 
del interés pûblico o privado propios de cada asunto. El siste­
ma europeo de restituciôn directa no resultarâ operative antes 
de haberse contrastado y ejercitado las posibilidades del siste­
ma de protecciôn jurîdica del Derecho interno. Es innovador el
in
hecho de que la presentaclôn de la reclamaciôn de reparaciôn no 
sea impre5cindible para la concesiôn de la satis faceiôn a la 
vlctima, porque el Tribunal puede otorgarla "ex officio".
Esta realidad convencional postuiaba la necesidad de es 
tudiar las facultades y esfera de acciôn, en materia de repara­
ciôn de cualquiera de los ôrganos de decisiôn del sistema de 
protecciôn -Comité de Ministres, Comisiôn y Tribunal europeos- 
que han de intervenir en defecto de la actuaciôn diligente o 
adecuada de las autoridades nacionales.
bas résolueiones de los ôrganos decisorios establecen, 
de forma anâloga en el terreno de los principles, las modalida­
des equitativas de la reparaciôn, pero presentan diferencias 
procesales para los requlrentes, segûn sea el ôrgano, intervi- 
niente. De ahl la necesidad del estudio têcnico-jurîdico de las 
posibilidades de acciôn de los ôrganos de control del sistema 
en relaciôn con las demandas de reparaciôn y, sIngularmente, l a 
interpretaciôn del Tribunal europeo respecte a las cuestiones 
especîficas suscitadas sobre la normativa y el modus operand!, 
que ha de observar la vlctima para hacer valer sus derechos y 
los crlterios establecidos en favor de una buena administraciôn 
de justicia.
En el anâlisis de la jurisprudencia no hemos pretendido 
efectuar un anâlisis exhaustive y de la problemâtica global que 
se suscite en las decisiones acordadas sino que nos hemos limi­
tado a hacer su anâlisis con referencia explicita a los aspec- 
tos reparatorios.
La eventual réserva del derecho de reparaciôn en la sen 
tencia declaratlva de la violaciôn, con carâcter previo a la
11
asignaciôn definitiva de la indemnizaciôn pertinente por la 
instancia jurisdiccional es, tambiên, objeto de desarrollo y 
estudio especial. Se trata de una singularidad convencional 
reveladora de la slgnificaciôn atribuîda a la conclliaciôn en­
tre las partes en litigio, al carâcter relative de la renuncia 
del requirente y al valor de la equidad a los efectos de la 
compensaciôn.
La pecullaridad del sistema y del ejercicio del derecho 
de reparaciôn se pone de manifiesto en el eventual desarrollo 
del procedimiento reparatorlo en dos fases separadas, con dos 
sentencias autônomas, pero intégrantes de un ûnico proceso in­
ternacional .
La imputabilidad del lllcito al Estado, en una primera 
sentencia, conlleva el reconocimiento del buen fundamento de la 
reclamaciôn individual de reparaciôn, aunque la réserva del de­
recho no presuponga el contenido material de la ulterior senten­
cia reparatoria. Por ello, merecîa dilucidarse la cuestiôn del 
sentido jurîdico de esa nueva oportunidad que se le ofrece al 
Estado de llegar a un arreglo amistoso con la persona lesionada, 
antes de pronunciarse la sentencia condenatoria de indemniza­
ciôn, y esclarecer los limites jurîdicos, en ese interrègne, de 
la discrecionalidad del Estado y de la acciôn individual. Estas 
cuestlones ponen de relieve la fiscalizaciôn constante de las 
instancias europeas en aras de la equidad perseguida por el art. 
50 del Convenio.
El anâlisis de la concurrencia del acto lesivo y de su 
realidad mensurable, al igual que la simultaneidad del vinculo 
de causalidad, como el origen del dafio déterminante de la con­
diciôn de vlctima del requirente, son cuestiones interdependien 
tes en relaciôn con el estudio de la estimaciôn del dafio mate-
rial y del perjuicio moral, causa dec i s1va y originaria del 
derecho a obtener reparaciôn.
Esclarecido el ejercicio del derecho individual, proce- 
dta la consideraciôn de las modalidades de la compensaciôn 
equitativa atribulble a la parte lesionada y las limitaciones 
objetlvas que pueden condicionar la demanda del requirente.
El contenido de la reparaciôn se refiere tanto a los 
supuestos en que la "restitutio in integrum" fuere posible co­
mo a aquellas infracclones en que la reparaciôn debiera reali 
zarse por equlvalencia.
El vasto elenco de las cuestiones jurldicas indicadas 
requerîa el contraste, indagaclôn y precisiôn del derecho de 
reparaciôn en la jurisprudencia del Tribunal europeo, cuya es­
timaciôn del dafio y de la satisfacciôn vienen determinados por 
los criterios de efectividad, necesidad y el carâcter razona- 
ble y equitativo de la compensaciôn en defecto de la "restitu­
tio in integrum". Las formas clâslcas de reparaciôn experimen- 
tan modiilaciones especîficas, cuando se trata de la libertad 
y de la seguridad de las personas, que suscitan la ponderac iôn 
de la conmutaciôn de la pena como reparaciôn suficiente, la 
evaluaciôn e indemnizaciôn por equlvalencia del perjuicio mo­
ral, la concesiÔn de una indemnizaciôn de carâcter global -por 
daRos y perjuiclos-, la naturaleza inembargable de la compen­
saciôn, la reparaciôn simbôlica del perjuicio moral mediante 
el reconocimiento explicite de la responsabilidad estatal como 
satisfacciôn equitativa suficiente, etc.
En fin, la innovaciôn del ejercicio individual del de­
recho de reparaciôn, en el piano europeo, se corresponde con 
el objetlvo primordial de 1 Convenio, cuyos ôrganos de garant Ta 
y control vienen salvaguardando el interés humano de la repa r .a 
c iôn.
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PARTE PRIMERA
I. El sistema jurîdico de la protecciôn individual.
A) Instauraciôn y âmbito de la protecciôn.
Entre los varios sistemas internacionales, existantes 
en la actualidad, sobre la protecciôn de los Derechos Huma­
nos destaca, en primerîsimo lugar, por su originalidad y e£i^  
ciencia prâcticas, el instaurado por el Convenio Europeo de 
salvaguardia de los derechos humanos y de las libertades fun 
damentales. Al 31 de Diciembre de 1 98 2., veidtiun Estados han 
ratificado el Convenio, que entrô en vigor el 3 de Septiembre 
de 1953 (1).
El sistema convencional, cuyo objetlvo estriba en la 
protecciôn internacional de los Derechos Humanos, se realiza
Cl) El Convenio fue firmado en Roma el 4 de Novierabre de 
1950 por los siguientes Estados: Bélgica, Dinamarca, 
Francia, Alemania Federal, Gran Bretafta, Holanda, Islan 
dia, Irlande, Italia, Luxemburgo, Noruega, Turquie y, 
el 28 de Noviembre, por Grecia, Suecia, Austrial/ , Chipre 
y Malta.
Ratificaron el Convenio los siguientes Estados: Austra­
lia, el 3 de Septiembre de 1958; Bëlgic#, el 14 de Ju- 
nio de 1955; Chipre, el 6 de Novierabre de 1962; Dinamar 
ca, el 13 de Abril de 1953; Grecia, el 28 de Marzo de 
1953; Holanda, el 31 de Agosto de 1954; Irlande, el 25 
de Febrero de 1953; Islandia, el 29 de Junio de 1953; 
Italia, el 3 de Septiembre de 1953; Cran Bretafta, el 8 
de Enero de 1951; Luxemburgo, el 3 de Septiembre de 
1953; Malta, el 23 de Enero de 1967; Noruega el 15 de 
Enero de 1952; Suecia, el 4 de Febrero de 1952; Turqula,
el 18 de Mayo de 1954. No fue ratificado por los siguien
tes Estados signatarios: Francia y Suiza; Francia, por 
su nacionalismo, séria uno de los Estados que tardô mâs 
en ratificar el Convenio, rat ificândolo el 3 de Mayo de
1974. El ûltimo Estado en ratificar el Convenio ha sido
Liechestein, el 8 de septiembre de 1.982.
nmediante un "Dipttco" (2). Fn primer lugar, se procédé a su 
definiciôn y, en segundo lugar, se establecen las med ida s de 
apI icaciôn.
(2) Eustathiades, C- Th: "La Mise en oeuvre des Droits de 
l'Homme sur le plan international" en "La Protection 
Internationale des droits de l'homme dans le Cadre Euro 
péen". Paris 1961, pp. 217-230. Golsong, H . : "Implemen­
tation of International Protection of Human Rights. Re­
cueil des Cours, de 1 'Académie de Droit International,
La Haya, 1965, lit, pp. 7-142. Cas s in, R. "La Protection 
internationale des Droits de L'Homme, en Encyclopédie 
Française, Paris 1964. pâg. 577 y s s . .Jenks, C.W.: "Law 
and Opinion in the International Protection of Human 
Rights". Fn René Cassin Amicorum Discipulorumque, Liber. 
I. 1969, pp. 114-120. Lauterpacht, H : "The internatio­
nal protection of Human Rights" En R.C.A.D.I. La Haya 
1947, tome 70, vol. 70, pp. 1-108. Parry, C.; "Some con­
siderations upon the protection of individuals in inter­
national law". Fn R.C.A.D.I. La Haya 1956, Tome 90, vol. 
90, pp. 655-726. Susterhenn, A.: "L’idée des droits de 
l'homme et sa mise en oeuvre. En Mélanges offerts à Hen­
ri Rolin. Paris 1964, pp. 598-406. Vasak, K.: "Le Droit 
International des Droits de l'Homme". En R.C.A.D.I., La 
Haya 1975, HT, pp. 345-415. Golsong, H.: "Implementa­
tion of international protection of Human Rights, Fn 
R.C.A.D.I., 1965, tome 110, Vol. 110, pp. 1-151.
Mandelstam, A.N.: "La protection internationale des 
Droits de L'Homme". En R .C.A.D.I. Tome 58 , 1951 , vol. 58, 
pp. 125-252. Glaser, S.: "Les droits de l ’homme à la 
. lumière.du droit international positif" en Mélanges
H. Rolin Paris 1964, pp. 104- 124. Slusny, M. : "Quelques 
observations sur les systèmes de protection internatio­
nale des droits de l'homme". Fn Mélanges H. Rolin, cit. 
pp. 574-397. Dumas, J.: "La sauvegarde internationale 
des Droits de l'Homme". En R.C.A.D.I., 1957, 59, pp.
1-97. Amodio, E.: "Il controlo su i provvcdimenti res- 
trittivi délia llbertà personate in una recente pronun- 
cia délia Corte europea de i Diritti dell Uomo". En L'In 
dice Penale, n® 5, 1971, pp. 520 y ss. Gil Robles, J.M.: 
"Los derechos del hombre" Barcelona, 1969. Cuadra, 11 : 
"La protecciôn internacional de los derechos humanos". 
Méjico 1970.
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En el Tîtulo I del Convenio, no solo se deterrainan los 
derechos fundamentales, sino sus beneficiarios y el âmbito 
geogrâfico de su aplicaciôn, asî como las obligaciones que se 
derivan para las Partes Contratantes tanto en el âmbito inter 
no como en el internacional, no es el primer instrumente in­
ternacional que contiene una codificaciôn de derechos funda­
mentales, pues se ha visto precedido de la Declaraciôn Uni­
versal (3), pero existe una diferencia vital entre ambos tex 
tos internacionales, ya que el Convenio europeo se califica 
como una auténtica "Conveneiôn Internacional".
Tratândose de establecer un verdadero y efectivo siste­
ma jurîdico, no eran solo suficientes las referencias genéri- 
cas a los Derechos contemplados. Los jueces, en el alto ejer 
cicio de su misiôn, necesltan de precisiones y definiciones 
concretas, positivas. Porque, si no hubiese sido asî, se hu- 
biese corrido el riesgo de confiar, en exceso, en la discre­
cionalidad de los Estados înteresados.
Por eso, ha podldo declrse que el Convenio estâ cerca 
de ser una codificaciôn de Derecho positive, por contener con 
detalle la enunciaciôn del Derecho, al mismo tiempo que salva 
guarda y garantira de modo explicite en su articulado las nor 
mas establecidas [4).
(3) La Declaraciôn Universal de Derechos del Hombre de 10 de 
Diciembre de 1948. En Carrillo Salcedo, J.A. "Textes Bâ 
sicos de Naciones Unidas", Madrid, 1982, Capitule III, 
pp. 89 y ss.
SZABO, I.: "Fondements historiques et développement 
des droits de l ’homme" en "Les dimensions internationa­
les des droits de l ’homme". UNESCO, Nueva York, 1978, 
pp. 11-44, especialmente pp. 37-44.
(4) Véase; Convention européenne des Droits de l'Homme. Re-
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El Convenio europeo resultn mâs innovndor (pie los ante- 
riores intentes internacionales de protecciôn de derechos fui-
cueil des Textes, Estrashurgo, 1977, pâg. 103.
Nedjati, Z ., ha afirmado el carâcter objetlvo de las 
obligaciones que asumen los Estados Partes en los si­
guientes términos: "... the Convention comprises more 
than mere reciprocal engagements between Contracting 
States. It creates, over and above a network of mutual, 
bilateral undertakings, objective obligations which, in 
the words of the Préamblê^ benefit H^rom a ^collective 
enforcement". En: "Human Rights under the European Con 
vention". Amsterdam. 1978, pâg. 3.
El carâcter objetlvo de las obligaciones de las Altas 
Partes contratantes ha sido consagrado tanto por la Co­
misiôn como por el Tribunal, l.a primera sefialo: "...Aux 
yeux de la Commission, pour mettre en oeuvre la Conven­
tion a l'échelle internationale, il y a lieu de l'in­
terpréter de manière objective". Publications de la Cour 
Européenne des Droits de l’Homme. Affaire Colder. Série 
B, vol. 16, 1973-1975, pâg. 34.
"... les obligations souscrites par les Etats contrac­
tants dans la Convention ont essentiellement un carac­
tère objectif, du fait qu'elles visent a protéger les 
droits fondamentaux des particuliers contre les empiéte­
ments des Etats contractants plutôt qu'a créer des droits 
subjectifs et réciproques entre ces derniers". Asunto 
n*788/60 "Austria contra Italia, en Annuaire de la Con­
vention européenne des Droits l’Homme". Vol. IV, pâg. 14 1, 
La Comisiôn rechaza cualquier interpretaciôn restrict! 
va de las obligaciones de las Partes en los siguientes 
términos: "... et non en fonction de ce qu'une Partie a 
pu comprendre au moment où elle l'a ratifiée. En outre, 
et quoi qu'il puisse en être d'un traité international 
ordinaire, la Commission et la Cour, chaque fois qu'e­
lles se sont prononcées sur ce point d ’ordre général ont 
toutes deux déclaré que la Convention ne devrait pas 
s ’interpéter d'une manière restrictive qui 1'empêcherait 
d'atteindre son but et de réaliser son objet". Asunto 
Colder cit. Publ. Cour. Eur. D.H. Serie B. Vol. 16, 1973- 
1975, pâg. 34.
En el Asunto Wemhoff el Tribunal habîa declarado" S'agis- 
sant d'un traité normatif (la Convention), il y a lieu 
d'autre parte de rechercher quelle es l'interprétation 
la plus prope à atteindre le but et h réaliser l'objet
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manos. En parte, porque no solo efectûa una enumeracion de ca 
râcter genérico, como los acuerdos que le precedieron, sino 
que desciende, a veces con mucho decalle, a la definiciôn del 
contenido de los "derechos humanos" dignos de protecciôn (5).
de ce traité et non celle qui donnerait l'étendue la 
plus limitée aux engagements des Parties (Sentencia Asun 
to Wemhoff contra Repûblica Federal de Alemania). Publ. 
Cour. Eur. D.H. Série A, n® 7, pâg. 23, y en el asunto 
de "ciertos aspectos del Régimen linguîstico belga: "La 
Cour retient que le but que les Parties Contractantes 
se sont proposé d'atteindre, d'une maniéré générales, 
au moyen de la Convention européenne des Droits de l'Hom­
me, était une protection efficace des droits fondamen­
taux de l'homme, et ce sans doute en raison non seule­
ment des circonstances historiques dans lesquelles la 
Convention a été conclue, mais aussi du développement so 
cial et techique de notre époque qui offre a l'Etat des 
possibilités considérables pour réglementer l'exercise 
de ces droits. Aussi la Convention implique-t-elle un 
juste équilibre entre la sauvegarde de 1'intérêt général 
de la communauté et le respect des droits fondemantaux 
de l'homme, tout en attribuant une valeur particulière 
à ces derniers". En Publ. Cour Eur. D.H. Série A n* 6, 
pârrafo S, pâg. 32.
C5) Una Clara muestra la encontramos en el art. 5 del Con­
venio que por defender uno de los derechos mâs fundamen­
tales del ser humano y para evitar cualquier arbitrarie- 
dad del poder pûblico enumera exhaustivamente los su­
puestos légitimes en que al individuo se le puede privar 
del bien preciado de su libertad. Tendremos ocasiôn de 
ver al analizar las violaciones del Convenio cômo la 
jurisprudencia del Tribunal europeo y la prâctica de la 
Comisiôn se han manifestado a favor de una interpreta­
ciôn restrictiva de los supuestos de una privaciôn de 
libertad en el sentido de que la "enumeraciôn del art. 5 
tiene carâcter exhaustive", no pudiendo las autoridades 
internas ampliar el nûmero de supuestos.
Velu, J.: "Le contrôle des organes prévus par la Conven 
tion européenne des droits de l'homme sur le but le mo­
tif et l'objet des mesures d 'exception dérogeant à cette 
Convention". En Mélanges H. Rolin, cit. pp. 462-478.
9 1
Al mismo tiempo que salvaguarda y garantiza de modo expli 
ci to derechos concretos, instaura ôrganos précises de vigilan- 
cia, ejecuciôn y control para su aplicaciôn (6).
(6) Sperduttl, G.: "Caractteri del sistema europeo di prote- 
zione de i diritti dell'uomo"
"Contributo allo Studio délia Convenzione 
europea dei Diritti dell uomo". En: Rivista di Diritto 
Internazionale, 1974, n® 3, pp. 434-436.
Modinos, P.: "La Convention Européenne des Droits de 
l'Homme". En Revue Générale de Droit International Pu­
blic. 1956, pp. 87 92.
Marcus Helmons, S.: "Réflexions sur une protection effi­
cace des droits de l'homme". En Revue de Droits de l'hom 
me. Vol. II, n® 2, 1969, pp. 267-2 74.
Los ôrganos de vigilancla y control son la Comisiôn euro 
pea de derechos humanos y el Tribunal europeo de dere­
chos humanos ambos con sede en Estrashurgo. Y el ôrgano 
que desempefta la labor de vigilancia de la ejecuciôn de 
las decisiones es el Comité de Ministres del Consejo de 
Europa, Véanse arts. 19 y 32 del Convenio en Recueil des 
Textes, cit, pp. 106-107, 109.
Cabe citar a Kiss, Ch. A.; "La Convention Européenne des 
droits de l'homme et le système de garantie du Droit In­
ternational Public". En "La protection internationale 
des droits de l'homme, o b . cit. pâg. 239.
Lannung, H.: "Human Rights and the multiplicity of Euro­
pean systems for international protection". En R.D.H. 
vol. V, n” 4, 1973, pp. 651 y ss. Vasak, K.: "L’organi­
sation politique et administrative internationale (Con­
seil de l'Europe, Convention européenne des Droits de 
l’Homme, droits garantis par la Convention)". En" luris 
classeur de Droit International, n® 2, Fascicule 155-F, 
1972 , pp. 1 y ss.
Well, G.L." :The European Convention on Human Rights- 
Background, Development and Prospects!' En European As­
pects, Série Cî Polities, n® 12, Leyden, 1963.
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1. La técnica jurîdica innovadora del sistema de garantîas, 
en aras de los idéales democrâticos.
El Convenio europeo présenta unos rasgos especîficos: en 
primer têrmino veremos sus mâs singulares aportaciohes en el 
âmbito del Derecho Internacional. Los autores del Convenio re- 
chazan el tradicional sistema que inspiraba los textos interna 
cionales anteriores y en los que sus redactores se considera- 
ban satisfechos con el compromise que adoptaban las Partes de 
respetar los derechos y libertades proclamados sin establecer 
un sistema que impîicase un control internacional de las obli­
gaciones asumidas por las mismas (7).
(7) El Comité de Ministres incluyô el 12 de Agosto de 1949 
la cuestiôn relativa a los derechos humanos en el orden 
del dîa de la Asamblea, "Mesures à prendre en vue de 
1'accomplissement du but déclare du Conseil de l'Europe 
conformément à l'article premier du Statut, pour la sau­
vegarde et le développement des droits de l'homme et des 
libertés fondamentales".
Esta expresiôn como se verla inmediatamente no expresa- 
ba de manera adecuada la real intenciôn de las partes de 
modo que el texto: "pour le maintien et le progrès ulté­
rieur des droits de l'homme", llevÔ al Comité de Minis­
tres en su sesiôn celebrada del 8 al 13 de Agosto de 1949, 
a decidir que debîa de utilizarse el texto en su versiôn 
inglesa porque se adecuaba mejor a la real intenciôn de 
la Asamblea; "... Measures for the fulfilment of the de­
clared aim of the Council of Europe in accordance with 
Article I of the Statute in regard to the maintenance 
and further realisation of human rights and fundamental 
freedoms", de modo que la expresiôn "pour le maintien et 
le progrès ultérieur..." se sustituiria; "pour la sauve­
garde et le développement" que se corresponde mejor con 
la idea manifestada en la versiôn inglesa citada, y que 
se ajustaba a la real preocupaciôn de la Asamblea. Era 
intenciôn del Comité que la Asamblea se preocupase de la 
definiciôn de los derechos humanos. Esta cuestiôn susci- 
tô arduos debates durante la elaboraciôn del Convenio. 
Véase: "Or^re du jour et procès-verbaux. Assemblée Con­
sultive. 1®^® sesiôn: 3&m® séance. Annexe à l'ordre du
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Se considéré necesario abandonar el criterio que soste- 
nîa la suficrencia de les mécanismes jtirrdices internes para 
ta protecciôn de les dereches huma nés, atinque, como veremos, 
sea a estes a quienes corresponda en primer termine, pero no 
cen exclusividad, procéder a la defensa y aplicacidn de les 
dereches y libertades individuales (8).
Se abandonan, per consiguiente, las pretensiones excesi- 
vamente optimismas y, temiende que la garantîa interna carez- 
ca de eficacia pr&ctica, se opta per el establecimiente de ins 
trumentos precesales especîfices (9).
jour, en "Recueil des Travaux Préparatoires de la Cenven 
tien Eu t . D.H." vol. l, Commission Préparatoire du Con­
seil de l'Europe, Comité des Ministres, Assemblée Con­
sultative 11 Mai-8 Septembre 1949. La flaya 1975, Intro­
duction XXV, pp. 18-21 y vol. Il, pp. 249 y ss<
(8) Se ha afirmado que; "Perdida la confianza en la protec­
ciôn absoluta por los mecanismos jurîdicos internos, se 
ha ensayado la via de la protecciôn internacional para 
cuando falle la primera".
Dîez de Velasco Vallejo, M.: "Mecanismos de garantîa y 
medios procesales de protecciôn creados por la Conven 
ciôn Europea de los Derechos del llombre". En llomenaje 
a 0. Nicolâs Pérez Serrano, Tonio H ,  Madrid 1959, pp. 
585-663, aquî pég. 594.
Alcalô Zamora Castillo, N.: "La protecciôn procesal In- 
ternacional de los derechos humanos". Madrid 1975, pp. 
179 y 55.
(9) Fix Zamudio, II.: "La protecciôn de los derechos humanos
in foro interno". En "Miscellanea en honor de Ganshof 
Van dcr Meersch". Bruselas 1972, Tomo lit, pp. 107-144, 
aquî en concret© véanse pp. 145-144.
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Dicho aspecto fue subrayado de modo especial, entre otros, 
por Gasnhof Van Der Meersch en el Ccloquio de Bruselas, refi- 
riêndose al progreso y gran transformacion lograda en la pro­
tecciôn de los individuos a nivel regional, (europeo). En efec 
to, el Convenio prevee que un Estado puede otorgar su protec­
ciôn no sôlo a sus nacionales, sino tambiên a cualquier indi- 
viduo, a lbs extranjeros, a los apâtridas e incluso a los no 
subditos del Estado que hubiera cometido una violaciôn de los 
Derechos Humanos Cart. 1), No se précisa, pues, el nexo de la 
nacionalidad entre el Estado protector y la victima de la vio­
laciôn, para procéder internacionalmente a su tutela y defen­
sa, como era antes la regia general CIO)*
El Convenio configura, pues, la voluntad de las Partes 
Contratantes de someterse a un sistema de control que prevee 
un mecanismo de protecciôn de carâcter internacional y que en­
tra en juego cuando el sistema interno falle por inoperativi- 
dad 0 insuficiencia Cil)*
CIO) El art. 1 del Convenio dispone: "Las Altas Partes Con­
tratantes reconocen a toda persona dependiente de su 
jurisdicciôn los derechos y libertades definidos en el 
Tîtulo I del présente Convenio". Las ponencias y deba­
tes del Coloquio organizado por el Institute de Estudios 
Europeos han sido publicados en: "Les recours des indi­
vidus devant les instances nationals en cas de violation 
du droit européen". Bruselas, 1978.
En el debate que siguiô a la ponencia presentada por 
Mertens, P.: "Origines et fondements du Droit de Recours 
Interne en cas de violation d'une norme de Droit Inter­
national", en: ob. cit. pp. 23-50, respecto de la inter 
venciôn de Ganshof Van Der Meersch, creemos de interês 
sus palabras: "Je crois qu'il est bon de souligner, dans 
ce colloque, les inmenses progrès réalises sur le plan 
régional quant à l'étendue de la protection des indivi­
dus. . . La protection individuelle a donc subi une trans^ 
formation profonde qui, malheureusement, reste pour le 
moment limitée aux systèmes régionaux de protection", 
en ob. cit. pp. 56-57.
(11) El Art. 19 del Convenio créa la Comisiôn y el Tribunal
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Los autores del Convenio optan por una nueva técnica de 
control., mediante un sistema de demandas que se van a consti- 
tuir como elemento esencial del Derecho Europeo en lo que se 
refiere a Derechos humanos. Por ello, se puede decir que la 
mayor aportaciôn del Convenio europeo de Derechos Humanos con­
siste en la viva preocupaciôn de establecer una garantîa mas 
eficaz de los derechos humanos, que précisa la constituciôn de 
un sistema especîfico de control y ejecucion de las obligacio 
nés contraîdas por los Estados Partes.
Esta concepciôn responde al objetivo primordial del Con­
venio, como bien se deduce de sus trafaajos preparatories, que 
persigue la consolidaciôn de los regîmenes democrâticos en los 
Estados miembros. Este reforzamiento de las instItuciones de 
mocrâticas supondrîa la consecuciôn de una mayor "estabilidad 
democrat ica".
El mantenimiento de los valores democrâticos hacîa nece­
sario el es tabléeimiento de niveles materiales mînimos de las 
libertades pfîblicas y de los derechos humanos, que resultarîan 
cada vez mâs asegurados.
A ta 1 fin, el sistema de garantîas introducido protege 
directamente a la persona humana y se cal if ica al Convenio euro 
peo de Derechos Humanos como el "polemista permanente", ya que
/. .
europeo de derechos humanos. En el art. 53 del Convenio 
se dispone que las Partes se sometan a la décision de 
los ôrganos de control, confiandose la ejecuciôn de las 
decislones al Comité de Ministres del Consejo de Eiiropa 
(art. 32-3) del Convenio.
Véanse Recueil des Textes, pp. 106-107, 109.
Carrillo Salcedo, J.A.: "Soberanîa del Estado y Derecho 
Internacional, Madrid, 1969, pâg. 527.
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replantes en multiples aspectos las categorîas jurîdicas tra- 
dicionales que constituyen la trama del Derecho internacional 
general. Se cuestiona, por ello, si acaso no es cierto que el 
Convenio eleva a categorîa de sujeto de. D.I. al propio indi- 
viduo, cuya protecciôn no se encuadra en el concepto de "domi 
nio reservado", "competencia exclusiva", y no se supedita al 
principio de reciprocidad (12).
La eficacia prâctica perseguida respondîa, como sefiala 
Benvenutti, recogiendo el pensamiento de Calamandrei, al pro-
(12) En este sentido se manifiesta K. Vasak, en el Prôlogo
de la obra colectiva de Petzold, H. y Khol A.: "Los de­
rechos humanos trascienden de la esfera del domaine ré­
servé y se convierten en una cuestiôn que por su propia 
naturaleza concierne al orden Pûblico Internacional". En 
"Recueil pour les étudiants en Droit International des 
Droits de l'Homme: en "La Convention de Sauvegarde des 
Droits de l'Homme et des Libertés Fondamentales. Docu­
ments et Jurisprudence". Institut International des 
Droits de l'Homme. Estrasburgo 1977, 2 ediciôn, pâg. 6. 
En igual sentido se habîa pronunciado Vasak K. en su 
curso impartido en la Academia de Derecho Internacional 
de La Haya, véase su trabajo "Contenu et délimitation 
du Droit International des Droits de l'Homme en R.C.A. 
D.I, vol. 140, pp. 343 y ss.
Ermacora, F.: "Human Rights and domestic Jurisdiction, 
(article 2, 7, of the charter)", en R.C.A.D.I. La Haya 
1968, T. 24. pp. 371-451.
Politis, N.S.: "Le problème des limitations de la sou­
veraineté et la théorie de l'abus des droits dans les 
rapports internationaux", Tomo 6, 1924, Vol, 6, pp.
1 - 1 2 1 .
La Comisiôn de Derechos Humanos de las Naciones Unidas 
proclamé: "Los derechos del hombre se escapan del deno- 
minado "domaine réservé" de los Estados y se convierten 
en una cuestiôn, que por su propia naturaleza pertenece 
al orden pûblico internacional". Véase Informe de la 
Comisiôn E/600 del 17 de Diciembre de 1947, pâg. 36 y 
véase asimismo; "Compte Rendu Analityque de la 92 ses­
sion de la 3ème Commission. Doc. O.N.U., A/C.3/ SR, 92,
4 Octobre 1948, pâg. 13. En este sentido Mertens, P. ob. 
cit. pâg. 43.
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pôslto de evitnr una mera "eficacia pedagôgica", y superar 
las "proclamacloues abstractas” . Por cso, Renvrnuti, en ten 
dîa que la defensa de los Derechos Humanos deblera ser con 
flada a drganos supraestatales revestidos de competencia su 
fie lente, y que dispus le ran de los medios necesarios para 
"sa Ivaguardar dlchos derechos contra cualquier atentado por 
parte de los Estados nacionales".
Es de notar, en e fee to, la gran apor taclôn Innovadora 
del Convenio europeo de Derechos Humanos en el âmblto de las 
relac loues Interestatales : su viva preocupaciôn por est able 
cer una serle de garantîas (15).
Por ello, se ha podido decir que una de las Innovaclones 
del C E D  H., consiste en que ëste no se contenta con el mero 
"compromise jurîdlco" enunclado de que las Partes han de res 
petar los derechos y libertades proclamados por el Convenio 
europeo. Va mâs lejos; prevee "la creaclôn de un mecanismo de 
garantîa tendente a protéger el respeto elective de estas II 
hertades y derechos" (H). El Convenio prevé y estahlece, por 
tante, procedImientos especlates de garantîa efectlva de los
(15) En este sentido Waldock, II. "The effectiveness of the
system set up by the European Convention on Human Rights", 
en HRE.I, vol. I, 1980, pp. 1-12.
Véase, Eustathlades, C. T h . Oh. clt. pp. 217-250.
Véase là alocuclôn de BenvenutI,P . , a la sazôn Sécréta 
rlo General del Consejo de Europa al Inaugurar el CoIo 
quio organizado del 14 15 de Noviêmbre de i 9 6 0  por la 
Eacultad de Derecho y Clenclas Polît i r a s  y Ecouômlcas 
de Estrasburgo en "la Protection Internationales des Droit 
de l’Homme dans le cadre européen" Parts IRCd), pp. 15- 
17.
(14) Szaho, l.: "Fondements historiques el développement des 
droits de l'homme", en "DlmentIons Internationales des
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derechos enunciados que no eran usuales en la prâctica interna­
cional .
Este carâcter innovador ha perraitido calificar al propio 
Convenio, al Protocole Adicional y a los ôrganos por el Conve­
nio establecidos "como la base de un sistema especîfico de rea 
lizaciôn", funcionando éste por medio de los ôrganos de îndole 
intercomunitaria Internacional (15).
Los miembros del Consejo de Europa tenian clara concien- 
cia, manifestada en el Preâmbulo de su Estatuto, de que el obje 
tivo y derecho del Consejo de alcanzar la unidad europea se con 
seguirîa en gran parte mediante una mâs perfecta ejecuciôn y 
puesta en prâctica de los derechos humanos, que garantizarîa la 
consolidaciôn de los regîmenes democrâticos.
Idearon, por tanto, la creaciôn de un sistema de protec­
ciôn capaz de conseguir la ejecuciôn de estos idéales. Las difj^ 
cultades surgidas en el proceso de elaboraciôn del texto justi- 
ficaron el establecimiento de un sistema de protecciôn a dos ni^  
veles. Estos niveles se pueden identificar como un "nivel mini­
me" , que es aceptado por todos los Estados Partes, y un "siste­
ma superestructural" que refuerza el sistema primero, que pre- 
veîa la posibilidad de aceptar o no las clâusulas facultatives 
que creaban los ôrganos de control (16).
Droits de l'Homme" en la obra colectiva publicada por la 
UNESCO y dirigida por Vasak K. Nueva York, UNESCO, 1978, 
pâg. 39.
(15) Kiss, A. CH.; "La Convention Européenne des Droits de 
l'Homme et le système de garantie du Droit International 
Public" en "La Protection Internationale". Ob. cit., pâg. 
239. Se ha afirmado: "The very essence of the Convention, 
its most important innovation, lies in its machinery for 
supervising the operation of the treaty, in other words, 
in its international system of enforcement by means of 
judicial process". Véase Golsong H. Ob. cit. pâg. 62.
(16) Bobbio, N.: "II preambolo della convenzione europea dei 
diritti dell'uomo". En Riv. Dir. Int. 1974, n** 3, pp. 
437-445. I
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En realidad, se procuré aplicar con carâcter regional a 
Europa lo que era d ifle il de ensayar para todo el mundo, por- 
que era mâs factible lograrlo en el grupo homogêneo de las 
democraclas occidentales. Y esto se ve conflrmado por el Con­
venio cuando invoca tantas veces el "régimen politico verda- 
deramente democrâtico" y la "concepciôn comûn" de los Dere­
chos Humanos reinante en Europa (17).
Si la Declaraciôn de la O.N.U. no tiene, en sentido jurl- 
dico estricto "fuerza ohligatoria", en cambio, el Convenio 
establece ya en su Preâmbulo, claramente, el propôsito de los 
signatarlos de asumir verdaderas obllgaciones internaclona- 
les: "resueltos... a asegurar la garantîa colectiva" de los 
derechos y libertades reconocîdas. Y, por lo mismo, se esti- 
pula que los Estados signatarlos "reconocen a toda persona", 
dentro de su jurisdicciôn, los derechos y libertades, cuyo con 
tenido es desarrollado en el articulado subslguiente (18).
El Convenio vincula hoy a todos los Estados miembros del 
Consejo de Europa.Incllfiio Liechtenstein. No nos interesa aquî,
Vasak, K.: "Le Conseil de l'Europe. La Convention euro­
péenne des droits de l'homme", en "Les dimensions inter­
nationales des droits de l'homme". UNESCO 1978, pâgs.
536 y ss.
(17) Mikaelsen, L .: "European protection of human rights .
The practice and procedure of the European Commission
of Human Rights on the admissibility of applications from 
individual and States"Alphen Aanden Rijn, 1980, pp. 11- 
1 2 .
(18) Véase Preâmbulo del Convenio, y articules 8, 9, 10, II, 
particularmente. En Recueil des Textes, pp. 104-105.
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con vistas a nuestro estudio, el aspecto tan discutido de si 
los Estados - Miembros del Consejo de Europa estân o no 11a- 
mados, moralmente, a aceptar el Convenio. Baste decir que pa 
rece predominar el criterio contrario (19).
2. La legitimacidn activa del individuo en el piano jurldico 
internacional.
Es indudable que el Convenio implica una limitaciôn vo- 
luntaria de los poderes gubernamentales tradicionales en lo 
que concierne al tratamiento de los individuos por el Estado 
(20) .
(19) En el Preâmbulo del Convenio los gohiernos signatarios 
se basan en la Declaraciôn Universal de Derechos Huma­
nos, proclamada por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas el 10 de Diciembre de 1948: "Considerando que e^ 
ta Declaraciôn tîende a asegurar el reconocimiento y  la 
aplicaciôn universales y efectivos de los derechos en 
ella enunciados".
En el mismo Preâmbulo se declaran: "Resueltos en cuanto 
gobiernos de Estados europeos animados de un mismo espi- 
ritu y en posesiôn de un patrimonio comûn de idéales y 
de tradiciones polîticas de respeto a la libertad y de 
preeminencia del Derecho, a tomar las primeras medidas 
adecuadas para asegurar la garantîa colectiva de algunos 
de los derechos enunciados en la Declaraciôn Universal". 
Véase Recueil des Textes, pâg. 102.
(20) Conseil de l'Europe. Affaires Juridiques. "Etat des sig­
natures et des Ratifications des Conventions et Accords 
du Conseil de l'Europe" 15 Décembre, 1981. pâg. 17. 
Respecto al Instrumente de adhesiôn de Espaha al Estatu­
to del Consejo de Europa, hecho en Londres el 5 de Mayo 
de 1949, véase B.O.E. 1 Marzo 1978.
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Precisamente el respeto que la dignidad del hombre se 
merece ha sido el criterio que llevô al Institute de Derecho 
Internacional, en su sesiôn de Roma, a establecer que "los 
Estados tienën deberes no solo respecto de los otros Estados 
sino respecto de los hombres" (21).
la particularidad del sistema europeo radlca en ser el 
desarrollo mâs ampllo habido hasta ahora de las demandas in­
dividuales e interestatales sobre la materia en el piano in­
ternacional, que pueden verse segiiidas de una décision final 
obiigatoria, merced a la inclusion en el sistema de dos ins­
trumentes caracterîsticos : el derecho de recurso individual y 
el Tribunal europeo de derechos humanos.
Este sistema se ha calificado de "à la carte approach", 
y no ha dejado de ser controvertIdo, pero en la prâctica ha 
dado évidentes rcsultados (22) .
(21) Council of Europe; "The Rights of the European Citizen". 
Prefacio de Lord McNair. Estrasburgo, 1961, pp. 19-20.
(22) El Instituto de Derecho Internacional en su 36 Sesiôn y 
elaborado por su XII Comisiôn (1929) proclamé "La Decla 
raciôn Internacional de los Derechos Humanos". El texto 
aprobado, en su Preâmbulo estableciô: "Considerando que 
la conciencla jurîdica del mundo civilizado exige el re- 
conocimiento al individuo de derechos que quedan sustrai 
dos a cualquier atentado por parte del Estado". En la 
anterior redacciôn del punto primero del Preâmbulo: se 
proponîa la exprès ion "reconocimiento internacional" que 
séria sustitulda por la de sImpI e "reconoc imientcT^ y tam 
biên se pretendîa incluir la expresiôn "el reconocimien­
to internacional al individuo de una esfera jurîdica sus 
traîda a cualquier atentado" es decir, se proponîa "es- 
fera jurîdica" que al quedar redactado el texto définit 1 
vamente se sustituirîa por la de "derechos". La Declara­
ciôn fué aprobada por 45 votos a fâvnr uno en contra 
(Bustamante) y 11 abstenciones.
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Como las reclamaciones individuales estân sometidas a 
la previa declaraciôn y aceptaciôn voluntaria por los Esta-
En su articulado se Proclama (expresiôn propuesta por 
Streit) entre otros el deber del Estado de reconocer 
al individuo el derecho a la vida, libertad, derecho a 
la propiedad y el deber de otorgar a todos los iridivi- 
duos que se hallen en su territorio la plena y complé­
ta protecciôn de este derecho, sin distinciôn en razôn 
de la nacionalidad sexo, raza, lengua o religiôn. Véan­
se Resoluciones aprobadas por el Instituto de Derecho 
Internacional, 36 Sesiôn, 12 Comisiôn. Declaraciôn In­
ternacional de los Derechos Humanos en: "Annuaire de 
l'Institut de Droit International", 1929, Tome II, pp. 
298-300 y véase Annuaire cit. 1921, vol. 28, pp. 207 y 
ss.
Posteriormente en Abril de 1944. El Hudson Committée 
publica: Derecho Internacional del Future, Postulados 
Principios y Proposicîones. La protecciôn de los Dere­
chos humanos pasa de ser una cuestiôn que corresponde a 
la jurisdicciôn interna para afectar directamente al 
Derecho Internacional. El Comité estimô que el princi­
pio primordial para la defensa de los intereses colec- 
tivos de las naciones podrîa formularse en los siguien- 
tes términos: "La Comunidad Internacional se réserva 
la protecciôn de los derechos esenciales para la segu- 
ridad y bienestar de todos, la independencia y la sobe­
ranîa de los Estados, estâ limitada y subordinada al 
interés general de la Comunidad Internacional". "Ningûn 
Estado estarâ libre de actuar a su libre albedrio den­
tro y fuera de sus fronteras". La violaciôn de los de­
rechos de los individuos o de los Estados puede afectar 
vitalmente a los intereses de todas las naciones". Este 
segundo principio constituye sin duda un excelente pun­
to de partida para establecer una defensa general ju- 
risdiccional internacional de la persona humana es pré­
cisa, porque ésta es vîctima de violaciones de sus dere- 
chçs fundamentales por parte de su propio Estado. Pero 
como afirma Carjeu: "el intente de Hudson Committee fa- 
11a al no establecer las precisiones suficientes en vir- 
tud de las cuales se estableciese un mecanismo apto pa­
ra favorecer el respeto y disfrute integral y efectivo 
de los derechos y libertades". De todos modos aunque
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dos, se ha dicho que séria mâs corrocto hablar de un sistema 
mînimo aceptado por todas las Partes y de un sistema superes­
tructural para reforzar el primero. Estas supcrestructuras 
serlan el derecho de recurso individual y la jurisdicciôn obIi 
gatoria del Tribunal objeto de clâusulas facultativas (23).
En todo caso, es unânime la consideraciôn del Convenio 
europeo como el mayor logro alcanzado en el seno del Consejo de 
Europa, muy partIcularmente por su contribuciôn al "status del 
individuo" en el âmbito del Derecho internacional. Y, por otra 
parte, porque el derecho de acciôn estatal puede desempeôar un 
papel muy Importante en la aplicaciôn de 1 Convenio.
En realidad, lo que comunmente se conoce como el gran ras 
go innovador, revoluclonario, la gran aportaciôn del Convenio 
es el reconocimiento al particular del derecho de legitimaciôn 
activa ante un ôrgano internacional; es lo que se conoce como 
derecho de recurso individual o como derecho de peticiôn, que 
merece examen aparté por lo que ha supuesto de reconocimiento 
del status jurldico del individuo en el Derecho Internacional 
positive (24).
Insuficiente es loable esta formulaciôn ya que se impone 
un autêntico deber del Estado por parte del Derecho In­
ternacional se condena la arbltrariedad del Estado, se li­
mita la omnipotencia del Estado, se establece la primacîa 
del Derecho Internacional sobre el Derecho interne, se es 
tipula la conveniencia de garantlzar este standard mtnimo 
de derechos. Pero sin embargo y a pesar de todo lo enuncia 
do no constituye un instrumente de Derecho positive. Vëase 
A.J.I.L., Abril 1944, pâg. 279-289 y R.G.D.I.P. 1959, pâg. 
682, Carjeu P.M., "Le projet de la Declaration des Nations 
Unies, R.G.D.I.P. 1959, pâgs. 681-682. La Chapelle, R.P., 
"Déclaration des Droits de l’homme" Paris, 1967.
(2.3) Mikaelsen, L. : Ob. cit. pâg. 5-12.
(24) Ibidem, pâg. 13.
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Por eso, el sistema del Convenio, su amplitud y el ca­
râcter innovador de sus principios, ha podido ser califica­
do de "revolucionario" en el orden juridico internacional, por 
conferir derechos a los individuos como tales frente a sus 
propios Estados, y crear instancias de decisiôn supranaciona- 
les cuyo uso ho monopolizan ya los Estados (25>,
Se trata de una fuente de inspiraciôn de validez gene­
ral, que puede convertirse, en el future, en la base de nor­
ma s universales y régionales para la protecciôn de los dere­
chos del hombre (26). En el momento présente, constituye el 
primer intente regional de crear un instrumente internacio­
nal de protecciôn de la persona humana, conteniendo definicio 
nés, obllgaciones mutuas y un sistema de control peculiar.
Se considéra como un prototipo de ulterior perfecciona- 
miento en el logro del objetivo esencial del Consejo, que tien 
de a unificar Europa. "Es el primer intente internacional pa 
ra establecer un sistema de protecciôn colectiva". La preocu 
paciôn de los autores del Convenio consistîa en lograr un re 
forzamiento del sistema de protecciôn de los derechos huma­
nos (27).
3. El principio de la protecciôn colectiva.
La realizaciôn del objetivo, el sistema de protecciôn
(25) Truyol y Serra, A.: "Los Derechos Humanos", Madrid, 
1979, (1 reimp. de 2 ediciôn), pâg. 46.
(26) Beddard, R.: "Human Rights and Europe", Londres 1980 
(2 ediciôn) pp. 36-49.
(27) Vasak, K.: "Le droit international des Droits de l'hom­
me" en R.C.A.D.I., La Haya 1974, vol. 140, pp. 333-416
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colectiva, se pîasmarîa en la creaciôn de los ôrganos de con 
trol. El C.E.D.H., ha creado, a tal fin, dos ôrganos especî- 
ficos de carâcter internacional: la Comisiôn y el Tribunal 
europeos de derechos humanos (art. 19). Estos ôrganos espe- 
clficos se ven fortalecidos por las facultades de control que 
el Convenio confiriô, a su vez, al propio Comité de Ministres
del Consejo de Europa, y a su Secretario General (28).
Este sistema de reforzamiento de la exigibilidad de los 
derechos y deberes humanos convenidos se demuestra en las si 
guientes observaciones:
1) El autêntico compromiso de garantîa asumido por las 
Partes, que se manifiesta en el empleo del têrmino 
"asegurarân" en su disposiciôn primera y que supera 
la mera declaraciôn de intenciôn o declaraciôn progra 
mâtica.
2) La voluntad de los Estados de establecer el sistema
de garantîa colectiva mediante la opciôn por un sis­
tema de carâcter jurlsdiccional que controlarâ y san 
cionarâ su actuaciôn.
3) La obligaciôn que surge para los Estados Contratan­
tes no sôlo de respetar los derechos y obllgaciones 
contraîdas en el Convenio, sino de la voluntad de 
convertirse las propias Altas Partes Contratantes en 
promotoras de su aplicaciôn mediante un sistema de 
garantîa colectiva que plasma su voluntad de autocon 
trolarse. Es lo que se conoce por la instauraciôn del 
sistema de un "orden publico europeo" en lo relative 
al respeto de los derechos humanos.
(28) Mikaelsen, L.: O b . cit. pâg. 11.
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En efecto, el Convenio en su artîculo 24 dispone: "Toda 
Parte Contratante puede denunciar a la Comisiôn, a tra- 
vés del Secretario General del Consejo de Europa, cual­
quier incumplimiento de las disposiciones del présente 
Convenio que créa poder ser imputado a otra Parte Con­
tratante" (29).
Por consiguiente, cualquier Estado puede poner en funcio- 
namiento el sistema de control para protéger el interês 
de la comunidad que, en el supuesto del Convenio europeo, 
no es otro que la salvaguardia del patrimonio ideolôgico 
comûn întimamente conectado con la protecciôn de los de­
rechos humanos (30). A pesar de que el ejercicio del de­
recho de acciôn individual y estatal sea raro y parsimo- 
nioso, su singularidad especifica como sistema convencio 
nal continûa siendo la excepciôn en Derecho Internacional
(31), y asî se expuso claramente en el coloquio de Viena 
en 1971 (32).
(29) Véanse articules 19, 25, 32 y 46 del Convenio en. Recueil 
des Textes, pp. 106-108, 111.
(30) Recueil des Textes, pâg. 108. Spiropoulos, J .: "L'indi­
vidu et le Droit international" en R.C.A.D.I., Tome 30, 
1929, vol. 30, pp. 191-270.
(31) Se refiere el Preâmbulo a la reafirmaciôn del mantenimien 
to del régimen politico democrâtico y en la concepciôn 
comûn del respeto de los derechos humanos. Véase Recueil 
des Textes, pâg. 102.
(32) Salmon, J.A.: "Essai de Typologie des Systemas de protec 
tion internationale des droits de l'homme", en "La pro­
tection international des droits de l'Homme", Centre Hen­
ri Rolin, Bruselas, 1977, pp. 173-206, aquî pâg. 183.
37
4) Su naturaleza vinculante, ya que los Estados signala 
rios se obligan de manera expresa a su estricto ciim- 
plimiento; al igual que en los tratados internaciona- 
les normales, asumen compromises bilatérales, pero, a 
diferencia de estes, asumen asimismo obllgaciones ob- 
jetivas (33).
5) Los Estados se obligan a una aplicaciôn inmediata del 
Convenio, sin que sea necesaria una promulgaciôn, pos­
terior a la ratificaciôn, de medidas legislatives com 
plementarias (34).
En tal sentido, precisamente el Secretario General tiene 
competencia para solicltar de los Estados Partes las ex - 
plicaciones adecuadas sobre la forma en que el Derecho in 
terno garantlza, en la prâctica, el cumplimiento del Con­
venio (35).
(33) Conference parlamentaire relative aux droits de l'homme 
"quel homme doit etre pris en considération quant à la 
protection de les droits". Intervenciôn de Mertens en Doc. 
AS/COLL. D.H. (71) 4, y Salmon Ob. cit. pâg. 188.
(34) Gashof Van Der Meersch, W.J., véase "Discussion sur les 
origines et fondements", en ob. cit. pp. 55-67.
(35) El tema de los derechos humanos se cscapa "a la exclusl 
va competencia interna de los Estados, ademâs la Carta de 
las Naciones Unidas, la Declaraciôn Universal de los De­
rechos Humanos de 1948, los proyectos de pactes y otros 
textos, tanto instituciones como convencionales, han ori- 
ginado un nlîcleo de principios jurîdicos positives que no 
permlten reducir las obllgaciones de los Estados en mate­
ria de derechos del hombre y libertades fondamentales de 
la persona humana a deberes exclusivamente morales o po­
liticos, ya que aquellos principios constituyen el embriôn 
de normas jurîdicas e internacionales de lus cogens, e x ­
presiôn jurldico positiva de la disposiciôn dêl Preâmbulo
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6) La posibilidad de ampliar el âmbito territorial de la 
aplicaciôn del Convenio mediante la inclusiôn de la 
claûsula colonial.
4. El reconocimiento del derecho de recurso individual.
El sistema de ejecuciôn del Convenio prevee diferentes po 
sibilidades de reforzar el mecanismo de garantîa. El ejerci­
cio del derecho de "cualquier persona fîsica, organizaciôn no 
gubernamental o grupo de particulares", de demander a los Es­
tados queda condicionado al reconocimiento de la competencia 
a tal fin de la Comisiôn que presupone la previa aceptaciôn por 
parte de sels de los Estados signatarlos (art. 25). La entrada 
en vigor del art. 25 fue lograda en Julio de 1955. Este recono 
cimiento de la competencia de la Comisiôn se suele efectuar 
por un periodo especîfico, dos o cinco aftos o por un perîodo 
indefinido (36).
Este ûltimo supuesto ha sido el caso de Islandia, Irlanda 
y Suecia.
de la Carta que proclama la fê de los pueblos de las Na­
ciones Unidas en "los derechos fundamentales del hombre, 
en la dignidad y valor de la persona humana", véase Preâm­
bulo en Carrillo Salcedo, J.A., ob. cit. pâg. 42. En el 
Tîtulo V del Convenio en su art. 57 dispone: "A requiri- 
miento del Secretario general del Consejo de Europa, toda 
Alta Parte Contratante suministrarâ las explicaciones per­
tinentes sobre la manera en que su derecho interno asegu- 
ra la aplicaciôn efectiva de cualesquiera disposiciones 
de este Convenio". Véase Recueil des Textes, pâg. 113.
(36) Truyol y Serra, A.: Ob. cit. pâg, 46. La ponencia en los 
actos celebrados en el Ateneo de Madrid con motivo de la 
Conmemoraciôn del 30 Aniversario del Convenio Europeo pa 
ra la protecciôn de los derechos humanos y libertades fun 
damentales. Madrid 3-4 de Noviembre de 1980.
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La aceptaciôn por un perîodo breve exige la renovaciôn 
del reconocimiento que, en la prâctica, se suele realizar tâ- 
citamente cada dos anos, salvo que previamente a su expira 
ciôn el Estado denuncie su aceptaciôn. El hecho del reconoci­
miento explîcito es de gran trascendencia, porque condiciona, 
naturalmente, las decislones del Comité de Ministres y del Tri 
bunal europeo. Los factores politicos déterminantes de la acep 
taciôn crean, a veces, un clima de incertidtimbre y dificiiltan 
la renovaciôn de 1 reconocimiento.
Las soluciones posibles apuntadas -del periodo breve- re 
flejan la falta de confianza de los Estados en torno a la acep 
taciôn de la importante claûsula, y la dificultad podrîa paliar 
se mediante el reconocimiento por un perîodo mînimo de cinco 
afios o mediante el reconocimiento "indefinido".Db Îos ûltimos Es 
tados que aceptaron dicha claûsula han sido Francia (el 2 de 
Octobre de 1981) por un perîodo de cinco aûos y Espalîa (el 1 de 
luiio del mismo ano) por un perîodo de dos aôos. Hemos de apun 
tar que Francia ha sido la Parte mâs reacia a aceptar la compe 
tencia de la Comisiôn en esta materia (37).
El derecho de recurso individual previsto por el Convenio 
constituye "el triunfo del humanisme jurîdlco" y permite al in­
dividuo el acceso a la instancia internacional dentro del 
mecanismo de protecciôn previsto por el Convenio europeo de De­
rechos Humanos.
(37) Cuando lo hubieron manifestado: Suecia, Irlanda, Dinamar 
ca, Islandia, Repûblica Federal de Alemania y Bélgica. 
Véase Annuaire de la Convention Européenne des Droits de 
l'Homme, 1956. y la Declaraciôn de EspaRa, relative al 
art. 25 del Convenio, de 25 de junio de 1981, publicada 
en B.O.E. de 30 de jûnio de 1981, n” 155, pâg. 4928.
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La admisiôn del recurso individual establecido por el Con 
venio y que analizaremos mâs detenidamente, tiene como fin 
abrir un procedimiento que permita, directamente, la soluciôn 
de un conflicto de intereses humanos. El individuo aparece co 
mo participe de una actividad de carâcter procesal que se de- 
senvuelve ante un ôrgano internacional: la Comisiôn europea de 
Derechos Humanos. Su actividad es jurîdica, no meramente ins­
trumental y de hecho, por lo cual la persona adquiere una si - 
tuaciôn jurîdica subjetiva internacional.
La segunda posibilidad que prevee el Convenio se concreta 
en la sumisiôn jurisdiccional. La eventualidad incierta de que 
las Partes diesen su consentimiento favorable a la aceptaciôn 
de la jurisdicciôn obligatoria del Tribunal, ha llevado a la 
"clâusula facultativa". Su obligatoriedad depende de la volun­
tad del Estado. Esta fôrmula transaccional présenta la ventaja 
de facilitar la sumisiôn, lo que se ha denominado "â la carte 
approach", obteniendo un mayor nûmero de ratificaciones, pues 
es el caso de no haberse proyectado esta fôrmula hubiese resul^ 
tado un ôrgano inopérante (38).
Las controversias que se originaron al vislumbrar este 
sistema de claûsulas facultativas lo desarrollaremos al anali- 
zar el proceso de elaboraciôn y aprobaciôn de la normatividad 
convencional.
(38) Véase: "Etat des signatures et des ratifications des Con 
ventions et Accords du Conseil de l'Europe". Francia ha­
bîa ratificado el Convenio el 3 de Mayo de 1974 y empleô 
7 aîlos en efectuar la declaraciôn relativa al art. 25, el 
2 de octobre de 1981, el 16 de Julio de 1981, habîa efec- 
tuado la declaraciôn relativa al art. 46 por un perîodo 
de 3 afios, véase Conseil de l'Europe. Affaires Juridiques, 
Etat de signatures et ratifications des Conventions et 
Accords du Conseil de l'Europe,3 Décembre 1981, pâg. 17.
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Tradicionalmente, los ordenamlentos jurîdicos nacionales 
se preocupaban de conferir derechos y de atribuir libertades 
individuales a sus nacionales. Esta preocupacion interna podîa 
manifestarse, por via convencional, en el âmbito internacional. 
Los Estados, sin embargo, reconocen derechos y protegen a de - 
terminados grupos de particulares en base a su situaciôn espe­
cial, debido a circunstanclas determinadas o por su indefen- 
sion o debilidad. Asi ha surgido, modernamente, la protecciôn 
de la poblaciôn que sufre con motivo de los conflictos armados, 
las "vîctimas de guerra"; su protecciôn genera una nueva legis 
laciôn y una nueva concepciôn del derecho.
La moderna tônica de la protecciôn internacional se resu­
me, sin embargo, por su carâcter restringido, es decir, sôlo se 
confieren los derechos en atenciôn a la pertenencia del indivi­
duo a una categorîa especîfica. Se ha dicho que la configura- 
ciôn anterior de la protecciôn de los derechos por categorîas 
que establecen criterios diferenciales entre los hombres puede 
llevarnos a una diferenclaciôn inacabable.
Esta sltuaciôn varia notablemente a raîz de la Declaraciôn 
Internacional de los Derechos Humanos del Instituto de Derecho 
Internacional y en base a la adopciôn de Textos internacionales 
para la protecciôn de los derechos humanos en el âmbito de la
O.N.U. (39).
(39) Dupuy, "Le triomphé de l'humanisme juridique", en
"La Commission Européenne des Droits de l’Homme", en
A.F.D.I., 1957, pâg. 449.
Annuaire de l'I.D.I., ses. Nueva York, 1929, II, pp. 298- 
300. En cuanto a las Naciones Unidas; R. 217 (III). La 
Declaraciôn Universal de Derechos del Hombre de 10 de Di­
ciembre de 1948. R. 1904 (XVIII) - Conveneiôn para la pre 
venciôn y sanciôn del delito de genocidio, de 20 de No­
viembre de 1963. R. 2106. La Declaraciôn de las Naciones
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5. Los beneficiarios de los derechos: superaciôn del criterio 
clâsico de la nacionalidad.
En la actual sociedad internacional se elaboran instrumen
!..
Unidas sobre la eliminaciôn de todas las formas de discri­
minée iôn racial, de 21 de Diciembre de 1965. R. 2200. El 
Pacto internacional de derechos econômicos, sociales y 
culturales y el Pacto internacional de derechos civiles y 
politicos. Ambos del 16 de Diciembre de 1966. R. 3452 La 
Declaraciôn sobre la protecciôn de todas las personas con 
tra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos 
0 dégradantes, de 9 de Diciembre de 1975. R. 34/180. La 
Convenciôn sobre la eliminaciôn de todas las formas de 
discriminée iôn contra la mujer de 18 de Diciembre de 1979. 
Véanse los textos y comentarîos de Carrillo Salcedo J.A. 
"Textos bâsicos de Naciones Unidas" Madrid. 1982, véase 
capitule III, pp. 89-177.
Gonzalez Campos, J. "La protecciôn de los Derechos Huma­
nos en las Naciones Unidas" (De la obra colectiva O.N.U. 
Afio XX - 1946-1966),Madrid 1966, pp. 249-285.
En cuanto a la Declaraciôn Universal de 1948 los Minis­
tres del Consejo de Europa en la reuniôn del Comité de Mi­
nistres en su 63 sesiôn celebrada en Estrasburgo el 23 de 
Noviembre de 1978, subrayaron la gran fuerza moral de la 
Declaraciôn universal, cuyo 30 aniversario se celebraba, 
deberîa guardar en todo el mundo. Convinieron en que séria 
conveniente que los Estados Miembros del Consejo de Euro­
pa testimoniasen en el marco de las Naciones Unidas, el 
compromiso especîfico del Consejo en la causa de los dere­
chos del hombre que se asociasen de forma apropiada a las 
ceremonias de las Naciones Unidas que marcaban dicho Ani­
versario .
Goldman, B .: "Les jurisdictions des droits de l'homme" 
(Human Rights Tribunals) en Jurisdictions Internationales- 
International Courts (Uniôn Internationale des Avocats), 
Paris, 1958, pp. 72-115.
(Extraits de la Convention et texte integral du Règlement 
intérieur de la Commission européenne des Droits de l'Hom­
me, pp. 548-567).
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tos internacionales que generalizan la protecciôn de los de­
rechos individuales de forma que ya no se configurai! respec­
to de una determinada categorîa humana, sino que se conciben 
con un objetivo mucho mâs ambicioso. Entre ellos se destaca 
el Convenio europeo porque protege al hombre en cuanto catego­
rîa general y abstracta. Por el contrario, los Convenios y 
Tratados anteriores de protecciôn internacional de las perso­
nas se preocupaban de protéger categorîas de individuos a quie 
nés se le concedia una especial protecciôn, pero que revestîa 
un carâcter singular. Asimismo, el supuesto de la protecciôn 
diplomâtica se basaba en el vînculo de la nacionalidad, que 
originaba el derecho del sûbdito a ser defendido por su Esta­
do nacional contra el Estado infractor.
Precisamente, las limitaciones e insuficiencias del siste­
ma de la protecciôn diplomâtica, hicieron prever la protecciôn 
de determinados sujetos atendiendo a su calidad especîfica. Se 
trataba de protéger a refugiados, apâtridas, funclonarios de 
organizaciones internacionales, periodistas que se hallan cum 
pliendo una misiôn particularmcnte peligrosa, etc.
El factor que determinaba el beneficiario de la protecciôn 
es, habitualmente, la situaciôn especiaImente difîcil y vulne­
rable de las personas necesitadas de aux i1io y protecciôn, ya 
sean los nifios, la mujer, los esclaves o los trabajadores o mi - 
norîas, a quienes se protege fundamentalmente contra cualquier 
trato discriminatorio y confiriôndoles derechos positivos (40).
(40) Mirkine Guetzevitch , B.; "Quelques problèmes de la mi­
se en oeuvre de la Declaration universelle des Droits de 
l’Homme'.’ en R.C.A. D.I. Tome 8.3 (1953), Volume 83, pp. 
255-376,
Corriente Cordoba, J . A . ' "Espafia y los Convehios interna- 
ciona les de protecciôn de los derechos humanos"en Anna r io 
de Derecho Internacional, Eacultad de Derecho, Universidad 
de Navarra, III, pp. 129-172.
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En las Resoluciones aprobadas por el Instituto de Derecho In­
ternacional, en su 36 sesiôn, por la 12 Comisiôn, que elaborô 
la Declaraciôn Internacional de los Derechos Humanos, se con- 
sagraba el principio de la universalidad de los beneficiarios, 
que, como veremos, fué el espîritu que imprégné el artîculo 1® 
del Convenio europeo (41).
El Instituto de Derecho Internacional proclamé, con carâc 
ter general, los derechos fundamentales del hombre, recomen- 
dando a los Estados la obligaciôn de garantizarlos. Esta atri- 
buciôn de derechos fundamentales se referîa a "todo individuo". 
En el elenco de derechos se incluîa el derecho a la vida, a la 
libertad, a la propiedad, etc..., (artîculo 1). Esto quiere de­
cir que los redactores preferîan optar por la expresiôn mâs uni^ 
versai posible, de forma que comprendiese los derechos del hom­
bre en general (42) .
(41) Véase Salmon, J.J.A.: Ob. cit., en concrete el apartado B: 
"Qui est protege? Determination des persones proteges, pp. 
187-190 y respecto de las interveneiones de humanidad véa 
se Pérez Vera E.: 'La Protection d'Humanitè en Droit Inter­
national", Ibidem, pp. 7-30.
(42) Es relevante el hecho que el Instituto condene la prâcti­
ca de procedimientos indirectos suceptibles de impedir 
que la régla proclamada se efectûe en la prâctica y que 
se afianzaba en el art. 6 que estipulaba: "Ningûn Estado 
tendria el derecho de retirarse, salvo por motivos ex- 
traîdos de su legislaciôn general". Este artîculo cons- 
tituîa la enmienda al segundo pârrafo del anterior artî­
culo en su redacciôn primitive, propuesto por Hammarskjold 
Idea que como hemos apuntado y tendremos ocasiôn de ana- 
lizar a lo largo de nuestro trabajo constituye la esencia 
del objetivo que inspira al Convenio: la protecciôn efi­
caz del particular. En Annuaire de l'I.D.I., Nueva York, 
1929, II, pp. 298-300.
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La simple enumeracion de los derechos invocables por 
cualquier persona, sin distinciôn de raza, nacionalidad, etc.., 
nos da idea de la validez universal perseguida por el Insti­
tute (43) .
Libertad de credo y  su manifestaciôn, (art. 2), el li­
bre uso de la lengua y del sistema de ensefianza (44), el tra­
to igual para la admisiôn en los establecimientos pûblicos de 
ensefianza (derecho que se confiere rtnicamente a los naciona-
(43) El Instituto de Derecho Internacional proclama la atri 
buciôn de los derechos a los particulares en el art. 1: 
"Es decir del Estado el reconocer a todo individuo el 
derecho legal a la vida, a la libertad, y a la propie­
dad y de otorgar a todos en su territorio la plena y 
compléta protecciôn de este derecho, sin distinciôn en 
razôn de la nacionalidad, sexo, raza, lengua o religion" 
En este artîculo frente a su primera redacciôn se inclu- 
yô la enmienda propuesta por Baronj^oHn - Jacquemyns, 
en la que se propuso la sustltûcT^on lïe Ta expresTon de 
"todas 1 as personas" por la de "todo individuo", asî co­
mo a propuesta del relator Mandelstam que se adhiriô a
la enmienda presentada por Thomas Barclay quienes propu
sieron la inclusiôn de "sin distinciôn de nacionalidad" 
para otorgar una garantîa sûficiente, ya que no se tra­
taba ûnicamente de determinar los derechos de los extran 
jeros, sino los derechos "del Hombre" en general. Ibi­
dem pp. 298 y ss. Vease también, Pubi de la Cour Eur 
des D.H. Série B. Vol. II, pp. 58-59.
(44) En el art. 2, se establecîa nuevamente igual criterio 
en los siguientes términos: "Es deber del Estado el re­
conocer a todo individuo el derecho a la Igualdad en el 
libre ejerc Iciô pôbljco o privado, de cualquier fê, re­
ligiôn o creencla cuya prâctica no fuese incompatible 
con el orden Pûblico y las buenas costumbres". Annuaire
de l'I.D.I., 1929, II, pp. 298-300.
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les), (45). Los derechos se confieren, pues, sin discrimina- 
ci6n alguna, y el disfrute afecta tanto a los derechos pûbli- 
cos como a los privados (46),
En la normative del Convenio el concepto de beneficiarios 
establecido en el artîculo 1 se complementa con el artîculo 
14, y se inspira claramente tanto en la Resoluciôn del Insti­
tuto de Derecho Internacional como en el artîculo 2 de la De­
claraciôn Universal de 1948, cuyo artîculo 2 garantiza el prin 
cipio de la igualdad y libertad de todos los seres humanos en 
el disfrute de sus derechos y libertades, sin discrirainaciôn 
alguna.
(45) En el artîculo 3 disponîa: "Es deber de todo Estado el 
reconocer a todo individuo el derecho igual al libre uso 
de la lengua de su elecciôn y a la ensefianza de ésta". El 
término lengua de su elecciôn fue adoptado para evitar 
cualquier equîvoco y présenta una esencial importancia
en determinados supuestos. Ibidem, pp. 298-300.
(46) Carjeu, P.M., Ob. cit. 1959, pp. 681-682.
Schreiber, M. : "Reflexions sur la protection internatio­
nale des droits de l'homme au trentième anniversaire de 
la Declaration Universelle", en A.D.I., Eacultad de De­
recho, Universidad de Navarra, 1977-1978, IV pp. 3-14. 
Cassin. R.; "La Déclaration universelle et la mise en 
oeuvre des droits des l'homme" en R.C.A.D.I. 1951, II, 
pp. 249 y ss.
Tchirkovitch, S.; "La Déclaration universelle des Droits 
de l'Homme et sa portée internationale", en R.G.D.I.P., 
1949, pp. 376 y ss.
Lleonart y Amselem, A.J.; "Derechos Humanos y Naciones 
Unidas, Nuevas Estructuras orgânicas" en Anuario Hispano- 
Luso-Americano de Derecho Internacional (Vol. 5). Madrid 
1979, pp. 295-310 y el texto véase Carrillo Salcedo, J.A. 
Ob. cit. pp. 91-97. En el texto del I.D.I. Bustamante 
propuso la sustituciôn de dicha expresiôn por la "lengua 
materna", a la que se opusieron Baron Rolin - Jacquemyns, 
Valloton d'Erlach y Hammarskjold, quienes sefialaron que 
la expresiôn "lengua de su elecciôn" tiene el carâcter 
de un término técnico y ademâs era adoptada en un senti­
do amplio.
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B1 reconocimiento de los derechos y libertades definidos 
en el Tîtulo I del Convenio afecta "a toda persona dependien­
te de su jurisdicciôn" (de los Estados Partes, naturalmente) 
(art. 1). El principio se reafirma en el artîculo 14, que dis­
pone ;
"El goce de estos derechos y libertades reconocidos en el 
présente Convenio ha de ser asegurado sin distinciôn a l ­
guna, especiaImente por razones de sexo, raza, color, 
lengua, religiôn, opiniones polîticas. u otras, origen na 
cional o social, pertenencia a una minorîa nacionai, for 
tüna, nacimiento o cualquier otra situaciôn".
La prohibiciôn de cualquier tipo de discriminaciôn por 
los motivos enumerados, asî como por la amplia gama de moti­
ves enmarcables en "cualquier otra situaciôn", (art. 14, in 
Fine), hace posible que el principio de igualdad de todos an­
te la ley sea aplicado a un nûmero de personas amplîsimo, pues 
to que el artîculo 1 del Convenio otorga el disfrute de los de 
rechos no en virtud de un criterio de nacionalidad de cualquier 
Estado Parte, como sucede con la protecciôn diplomâtica, sino 
en virtud del criterio mâs general de la residencia o estable 
cimiento en un Estado-Parte. Por ello, los extranjeros gozan 
de una garantîa précisa frente a la posible actuaciôn de la po 
licîa del Estado en cuya "jurisdicciôn" se encuentren.
No existe, por tanto, "nlnguna limitaciôn de carâcter te 
rritorial", criterio que influenciarîa asimismo la Convenciôn 
Americana, en la que se obligan las partes.
"... a garantizar (los derechos) a todas las personas que 
estân sujetas a su jurisdicciôn..." (47).
(47) El texto del artîculo 2 de la Declaraciôn Universal de
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En cambio, en el marco del Pacto Internacional de las Na 
clones Unidas, relative a los Derechos Civiles y  Politicos, 
se restringe el âmbîto personal de aplicaciôn del Pacto me- 
diante una limitaciôn de carâcter territorial:
"Cada uno de los Estados Partes en el Présenté Pacto 
se compromete a respetar y  a garantizar a todos los 
individuos que se encuentren en su territorio y es- 
tên sujetos a su jurisdicciôn, los derechos recono- 
cidos en el présente Pacto..." (48).
1948 estipula: "Toda persona tiene todos los derechos y 
libertades proclamados en esta Declaraciôn, sin distin- 
ciôn alguna de raza, color, sexo, idioma, religiôn, opi- 
niôn polltîca o de cualquier otra indole, origen nacio- 
nal o social, posiciôn econômica, nacimiento o cualquier 
otra condicién. Ademâs, no se harâ distinciôn alguna £un 
dada en la condiciôn polîtica jurîdica o internacional 
del pais o territorio de cuya jurisdicciôn dependa una 
persona, tanto si se trata de un pais independiente corao 
de un territorio bajo administraciôn fiduciaria, no autô 
nomo o sometido a cualquier otra limitaciôn de sobera- 
nia". En Carrillo Salcedo J.A.: Ob. cit. pâg. 91-97, aquî 
pâg. 92, Recueil des Textes, pp. 102, 106. En la Declara­
ciôn del I.D.I. el articule 4 estipulaba: "Ningûn moti­
ve basado directamente o indirectamente en la diferencia 
de sexo, raza, lôngua o religion, no autoriza el Estado 
a rehusar a ningûn nacional los derechos privadosy los 
derechos pûbTicos, especialmente la admisiôn a los esta- 
blecimientos pûblicos de enseftanza y al ejercicio de di- 
ferentes actividades econômicas profesionales e industria 
les. Se utilizarîa el térmîno "nacional" frente al de 
"individuo" ya que el primero séria sierapre un têrmino 
mas restrictive. Esta dîsposiciôn cuya idea se recoge en 
el articule 14 del Convenio por le que se refiere a la 
prohibiciôn de la discriminaciôn principle que en la pro- 
clamaciôn del Institute se completaba en el articule 5 
que disponia "La igualdad prevista no deberâ ser nominal 
sino efectiva. Excluye toda discriminaciôn directa o in- 
directa".
(48) Garcia de Enterria, E. y otros: "Sistema europeo de pro- 
tecciôn de derechos humanos". Madrid 1979, pâg. 63.
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For consiguiente , para las personas beneficiarlas del Con 
venio rige el principle de la universaIidad de su aplicaciôn
(49) .
La incluslôn de este principle se debe a la aceptaciôn de 
la idea de que los derechos humanos le pertenecen al hombre en 
virtud de su propia personalIdad, en virtud de su naturaleza 
de ser humano, principle que obllga a que la protecciôn no se 
limite restrictivamente en sus efectos a los sübditos cludada- 
nos de las Partes Contratantes, sino que su garantla se asegu 
re a todas las personas que se encuentren bajo su dependencia 
o jurisdicciôn consîderândose esta materia de orden pCiblico
(50).
El Convenio contempla, por igual, a todas las personas, 
naclonales o no, extranjeros o apâtrldas, residentes en cual­
quier Estado signatario, con independencla del criterlo tradi­
tional de la nacionalidad, en el que se solia basar la idea de 
protecciôn internacional del individuo.
El âmbito de aplicaciôn del Convenio se extiende, de esa 
forma, considerablemente, en razôn de la salvaguardia esencial 
de los derechos que al hombre por sî mismo, por su propia natu 
raleza y por su personal dignîdad le corresponden, aunque el 
Estado no hubiera tenido establecidos en su Derecho interno esos 
derechos y libertades fondamentales (51).
(49) Robertson, A.H.: "Human Rights in Europe", Manchester 1977, 
pp. 35 y 249-250 y Truyol Serra, A.: Ob. cit. pAp. 82.
(50) Robertson, A.H.: Ob. cit. pp. 249-250. Suy E.: "L'individu 
devant la Cour européenne des Droits de 1 'Homme" en "Inter 
nationales Colloqium über Menschrechte", Berlin (3 Oktober 
1966), Berlin 1968, pp. 111 y ss.
(51) Ganshof Van Der Meersch, W..J.: "Does the Convention bave
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Los Estados partes se obligan, en consecuencia, a respe­
tar los derechos y libertades - definidos en el Tîtulo I del 
Convenio - "a toda persona dependiente de su jurisdicciôn".
El texto definitive del articule 1 del Convenio amplia el âm- 
bito de aplicaciôn personal, prevista en un principio, porque 
la redacciôn inicial del texto en la Recomendaciôn n” 38 ado£ 
tada por la Asamblea Consultiva (el 8 de Septiembre de 1949), 
mencionaba como posibles beneficiaries ûnicamente a "las per­
sonas que residîan sobre el territorio" (52).
Es de observer, por tanto, que el âmbito del Convenio 
ofrece singularidades no usuales hasta ahora. La salvaguardia 
de los derechos y libertades se extienden, como queda dicho, 
a "todas las personas", à los hombres que se hallen sometidos 
a la jurisdicciôn de cualquier Estado Contratante. Este prin­
cipio sobre los beneficiaries de los derechos y libertades es 
categôrico. Ni la nacionalidad ni el estado civil de las perso 
nas sirven de excusa para el incumplimiento de los deberes de 
los Estados. Y sin discriminaciôn de ningûn gênero, raza, cre­
do , etc.. .
Indudablemente, el C.E.D.H. fué concebido con un criterio 
progresivo e innovador. Su innovaciôn pragmâtica principal ra­
the force of ordre public in municipal law? "Human Rights 
in National and International" Law 1968 pp. 97, 143.
(52) Ganshof Van Der Meersch, W.J.: "La Convention Européenne 
des Droits de l'Homme a-t-elle, dans le cadre du droit 
interne, une valeur d'ordre public? En "Les droits de 
l'Homme en droit interne et en droit international sur la
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cl ica en esa ampliacion del ômbito de beneficiaries de los de - 
reclios proclamados por el Convenio, al margen de la posibiJi- 
dad de extension, también, del âmbito de su esfera geogrâfica 
(podrîa ser aplicada en otros territories conforme al art.
63) (53).
Los Estados deseosos de una autënt ica protecciôn vislum- 
braron un sistema de aplicaciôn mediante el compromise esen­
cial de asegurar los derechos y libertades en su âmbito espa- 
cial, y fuera del mismo siempre que ejerzan su autoridad sobre 
las personas y estas se encuentren bajo su propia responsabi- 
lidad (54).
La Comislôn deberâ înterpretar su competencia "ratione 
loci", con independencia del criterio tradicional del territo­
rio nacional de las Partes en litigio y deberâ atender a la 
nociôn de ejercicio de la autoridad estatal y de su consiguien 
te responsabilidad (55).
Convention Europcînne des Droits de l'Homme. Actes du 2" 
Colloque International sur la CEDH. (Viena 18-20 Octobre 
1965). Bruselas 1968, pp. 155-251, véanse los debates 
sobre la ponencia. Ibidem, pp. 253-261.
(53) Véase Conseil de l'Europe. Assemblée Parlementaire. Séan
ces VII, XI, 1949.
(54) Véase Recueil des Textes, cit. pp. 113-114.
(55) En el Asunto interestatal de Chipre contra Turquîa n"
8007/77, La Comisiôn declarô: "In art. 1 of the Conven­
tion, the High Contracting Parties undertake to secure 
the rights and freedoms defined in Sec. 1 to everyone 
"within their jurisdiction" (in the French text ;"reIevant
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En cuanto al ejercicio de la autoridad fuera del territo­
rio nacional los actos litigiosos deberân, en cualquier caso, 
ser imputables al Estado demandado (56).
de leur juridiction"). It follows from the Commission's 
decision in the previous case that this terra is not equi 
valent to or limited to "with in the national territory^ 
of the High Contracting Party concerned. It emerges from 
the language, in particular of the French text, and the 
object of this Article, and from the purpose of the Con­
vention as a whole, that the High Contracting Parties 
are bound to secure the said rights and freedoms to all 
persons under their actual authority and responsability, 
not only when that authority is exercised within their 
own territory but ako when it is exercised abroad". En 
"Décisions et Rapports" 13, pp. 8 5 y ss. parr. 18-26.
Vease asiraisrao Asunto n®6231/73 "Hess contra Gran Breta- 
fta" en "Décisions et Rapports", 2, pp. 72-73. Asuntos n® 
7289/75 y 7849/76 contra Suiza en "Décisions et Rapports", 
9, pp. 57-76.
(56) En las demandas n*6780/74 y 6950/75 en "Chipre contra 
Turquîa", la Comisiôn tuvo la oportunidad de aclarar 
que su competencia "ratione loci" implicaba para los Es­
tados la obligaciôn de garantizar los derechos del Conve­
nio a todas las personas bajo su jurisdicciôn no siendo 
suficiente la garantis limitada al territorio nacional 
del Estado en cuestiôn, siendo el Estado responsable a la 
luz del Convenio cuando ejerza sus competencies estatales 
en el extranjero. Invocô el espîritu del texto francês 
que considéré mâs explicite y tuvo en cuenta el objeto 
del articule y del propio Convenio. Las personas, naves, 
fuerzas armadas, y agentes, incluse diplomâticos y consu­
lates con independencia del lugar donde se encuentren, 
comprometen la responsabilidad estatal, por hallarse bajo 
la jurisdicciôn del Estado en cuestiôn y porque las per­
sonas y bienes sobre las que ejerzan su autoridad quedan 
también sometidos a la jurisdicciôn del Estado en cues­
tiôn. "Chipre contra Turquîa" Asunto n*6780/74 y 6950/75. 
Véase en Ann. XVIII, pâg. 83 y "Décisions et Rapports",
2, pp. 125, 136.
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El artlculo 1 del Convenio signe, en esta materia, la 
misma linea que el artîculo correspondiente de la Declaraciôn 
Universal. Pero el Convenio europeo refuerza esta disposiciôn 
en virtud del artîculo H, que prohibe cualquier discrimina- 
d o n  y, por consiguiente, el trato discriminatorio de la na­
cionalidad.
El principio de aplicaciôn general a todas las categories 
de beneficiarios, nacîonales o extranjeros, se asienta sobre 
una base muy amplia (61j. Este dato reviste una singular sig- 
nificaciôn, porque su trascendencîa prâctica es enorme. Por 
eso, se ha afirmado que:
"The fact that the benefit of the Convention is 
not limited to nationals of the Contracting Par­
ties has considerable practical Importance, as 
may be seen from the applications which are fi­
led" (62).
En la experiencia prâctica de la aplicaciôn en los aRos 
1978, 1979 y 1980, las reclamaciones presentadas por extran­
jeros se cifraban conforme a los siguientes datos: en 1978,
(61) Ratificaciôn del Convenio: Instrumento de ratlflcaclôn 
del CEDII, en "B.O.E." de 10 de Octobre de 1979, n"245, 
pp. 2556 y ss.
Declaraciôn de EspaRa, relativa al art. 25 del CEDH, de 
25 de Junio de 1981, publicada en "B.O.E." de 30 de lu - 
nio de 1981, n*155, pâg. 14928. Véase el texto en "Re- 
vista de Institueiones Europeas", vol. 8 n® 3, Septiem- 
bre-Dieiembre 1981, pâg. 995. Véase contenido declara­
ciôn: Carrillo Salcedo, J.A.: "El Proyecto de Protocole 
Adicional n® 6 al CEDH’,' en RIE, vol 9, n® 1. Enero - 
Abril 1982, pâg. 78.
(62) Bilan de la Convention Européenne des Droits de l'Homme' 
Corn. Eur. D.H. Compte Rendu Annuel, 1980, pp. 37-58.
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de un total de 335 reclamaciones presentadas ante la Comisiôn, 
272 pertenecîan a nacionales del Estado demandado, frente a 
63 pertenecientes a récurrentes extranjeros (63).
En 1979, de un total de 378, 326 reclamaciones pertene- 
cian a nacionales del Estado demandado, frente a 52 récurren­
tes extranjeros, y, en 1980, de un total de 390 demandas, el 
nûmero de récurrentes extranjeros se elevô a 77, frente a los 
313 récurrentes nacionales (64).
Estos datos nos muestran una prueba évidente de la efec- 
tividad del criterio superior y de la "nacionalidad", pues 
éste no surte efecto alguno ante la domîsiôn y "ofrece la pe- 
culiaridad de que el compromise que en ella asumen las Partes 
Contratantes no se limita a sus propios nacionales* (65).
Por ello, el Convenio europeo es un Convenio de salva­
guardia muy amplia de los derechos del hombre y de sus liber­
tades fondamentales, al no depender del conocido criterio tra^  
dicional de la nacionalidad. La îrrelevancia de la nacionali­
dad se demuestra por la aceptacîôn de reclamaciones incluso
(63) Robertson, A.H.: Ob. cit. pp. 249-250 y Mikaelsen, L.,
Ob. cit. pp. 73-87.
- --------- , ------- - ---------- ,  , - lu
xemburgueses, 12 holandeses, 1 nigériane, 1 noruego,
7 pakistanîes, 1 portugués, 2 suecos, 22 suizos, 1 che- 
coslovaco, 1 tunecino, 3 turcos, 2 yugoslavos, 2 del Zai 
re, 2 apâtridas, 3 indeterminados, véase Commission Eur. 
D.H., Compte Rendu Annuel. 1980, pp.37-38.
(65) Ibidem, pâg. 38. Truyol Serra, A.: Ob. cit. pâg. 45.
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en supuestos de ausencia de prueba. Porque, en la prâctica de 
la Comisiôn, la nacionalidad se establece segun la Informaciôn 
que présenta el récurrente, y, en algunos casos, éste ni si 
quiera la hace constar, o carece, totalmente, de nacionalidad, 
como ocurre con los apâtridas.
El anâlisis comparative nos evldencia que no son los ex­
tranjeros los que presentan mayor nômero de reclamaciones, pe­
ro ello no quita valor al principio general, gracias al cual 
la posibilidad de aplicaciôn personal del Convenio tiene un mar 
gen amplîsimo.
Se aplica a nacionales procedcntes de todos los continen 
tes: americanos y canadlenses, Indios, pakistanîes, zairefios, 
tunecinos y, dentro de la propia Europa, puede tratarse de ré­
currentes de nacionalidad perteneciente a cualqulera de las Re- 
pôblicas socialistas (checoslovacos, yugoslavos,) (66).
La gran amplitud personal de la aplicaciôn redunda en una 
mejor y mayor protecciôn del individuo particular. En este sen 
tido, es realmente interesante subrayar que, incluso, el Tri­
bunal de Luxemburgo se ha hecho ceo de la aplicaciôn al "par­
ticular europeo" de los princîpios humanitarios, extendiéndo- 
los a todo el orden comunitario, por considerar que son fruto 
de las tradiciones constituclonales comunes a los Estados miem 
bros, y que el derecho comunitario debe necesarlamente hacerse 
portador de dichos principles (67).
(66) La Commission Eur. D.H. Compte Rendu, cit. pp. 37-38.
(67) En la prâctica de la Comisiôn se hace referencia a los 
derechos de los extranjeros como équivalente a los que 
ostentan los propios nacionales. "En eî présenté caso los
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6• Las personas morales y el derecho de recurso individual.
Se ha debatido con viveza el problema de si el Convenio, 
al hablar de personas, se refiere ûnicamente a las personas 
fisicas o se extiende, tambiên, a las personas morales, y no 
ha faltado quien aflrmase que las personas morales no estân 
protegidas por el Convenio (68).
récurrentes no se hayan legitimados para invocar ante 
las jurisdicciones europeas derechos mâs amplios a los 
que podrian pretender los extranjeros*'. Com. Eur. Compte. 
Rendu, cit. pp. 37-38.
El profesor Carrillo Salcedo en el Coloquio Internacio­
nal sobre el Convenio Europeo de Derechos del Hombre 
que tuvo lugar en Madrid del 5 al 6 de Noviembre de 1979, 
en su ponencia "Ampliaciôn del Ambito de Aplicaciôn del 
Convenio Europeo de Derechos Hiimanos" en su conclusion 
expone: "Las razones que aconsejan y justifican la am- 
pliaciôn del catâlogo de derechos individuales fondamen­
tales garantizados y protegidos en el marco del Consejo 
de Europa, aftadiendo los de contenido econômico, social 
y cultural a los derechos civiles y politicos, parecen 
en efecto claras: 1) mayor amplitud del catâlogo de de­
rechos enunciados y protegidos en el Pacto internacional 
sobre derechos civiles y politicos que de los consagra- 
dos en la Convenctôn europea de derechos humanos; 2) Pre 
siôn de los paises en vîas de desarrollo y de los paises 
de étiqueta socialista, en especial a partir del Acta 
final de Helsinki; 3) Clara conciencia, en los paises 
Miembros del Consejo de Europa, de que la protecciôn con 
tra la arbitrariedad puede significar hoy, en determina- 
das circunstancias, algo distinto que lo que significa- 
ba en 1950". Véase pâg. 17 de la mencionada ponencia.
(68) VasaK, K.: "La Convention Européenne des Droits de l'Hom­
me", Paris, 1964, pp. 77 y ss.
Rottola A.: "Il problema délia Tutela dei Diritti Fon­
damental! nell ambito dell ' ordinamento Comunitario’.' En 
Riv. Dir. Eur. Anno XVIII, n® 2, Aprile, Giugno 1978, 
pp. 219-228.
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Esta concepciôn restrictiva respecto a las personas mora­
les debe ser descartada. La Intencion que inspiré a los redac 
tores del Convenio (trabajos preparatories), y el propio a r t i 
culado del texto no dan base alguna para la tesis denegatoria.
Por el contrario, el artîculo 25 del Convenio confiere, 
de modo explicite, el derecho de recurso individual y enumera 
los sujetos capacltados para presentar una demanda ante la Co­
misiôn: "por cualquier persona ftsica, organizaciôn no guber 
namental o grupo de particulares.. . ". La limitaciôn que el Con 
venio impone en el ejercicio de tal "derecho” es una condiciôn 
distinta y necesaria: la de ser "vîctima" de la vio lac ion, ade 
mâs de haber respetado los requisites exigidos para la admisi- 
bilidad de las demandas, estipulados en los artlculos 26 y 27 
que analizamos mâs adelante (69).
La cuestiôn de las personas morales se escJarece, tambien 
en sentido positive, de conformidad con el artîculo 1 del Pro- 
toloco Adicional Primero, que garantiza el derecho a la propie
Capotorti, F.: "Sul1'eventuale adeslone delle Communità 
alla Convenzione europea dei Diritti dell'uomo" Interna?.. 
63, 5-28, Fasc. I, 1980.En Riv. Dir. Int.
Victor, J.L.: "Droits de l'Homme et élargissement des 
Communautés Européennes", en: Revue des D.H., vol. V, 
n"4, 1973 , pp. 675 ss.
(69) Vasak, K.: en el trabajo citado razona en este sentido y 
combina para fundamentar su argumentaciôn los textos del 
art. 1 del Protocole Adicional 1 y el art. 25 del propio 
Convenio que se refiere no solo a las personas fîsicas si 
no a las organizaciones no gubernamentales. Véase el es - 
tudio "La Convention... eur... ob. cit." pp. 77 y ss.
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dad de las "personas morales" (70). En los debates de los tra 
bajos preparatories se did a entender que habîa que evitar una 
interpretaciôn limitative de los titulares de los derechos de­
finidos, descartândose, a tal fin, el empleo del termine "indi­
viduo", para no limiter el abanico de entes susceptibles de 
ser titulares. De ahî que el artîculo 25 citado^ confiera el 
derecho de recurso individual "a cualquier persona fisica, or­
ganizaciôn no gubernamental o grupo de particulares" siempre y 
cuando concurra en ellos la calidad de vîctima, factor que dé­
termina la posibilidad de poner en prâctica el ejercicio de e£ 
te derecho (71).
La nociôn de vîctima tiene valor déterminante no solo de 
la capacidad de legitimaciôn activa ante la Comisiôn, sino tam 
biên de su carâcter fundamental a la hora de determiner las 
condiciones necesarias de la reparaciôn, en virtud de la apli­
caciôn del artîculo 50, que es objeto de examen ulterior. Esto 
se debe primordialmente a la premisa que consagra, como vere- 
mos, la equiparaciôn de vîctima a la condiciôn de "partie le- 
sbe" o "injured party", o "parte lesionada", a la que confie­
re el derecho a la reparaciôn en el artîculo 50 (72).
(70) Recueil des Textes, pâg. 108.
(71) Ibidem, pâg. 117,
(72) Este tema lo analizaremos detalladamente al analizar las 
condiciones necesarias para ejercer el derecho de recur­
so individual, asî como al estudiar las condiciones de 
aplicaciôn del art. 50 que requieren necesariamente la 
condiciôn de "partie lesêe" sinônima como veremos a la 
nociôn de vîctima a la que se refiere el art. 25 del 
Convenio. Véase Recueil des Textes, pp. 108, 112.
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7 . El âmbito espacial de la validiez convencional.
El criterio progresivo del Convenio se manifiesta, a su 
vez, claramente, en el margen que se otorga a las Partes Con 
tratantes de ampliar el âmbito espacial de aplicaciôn. La es - 
tlpulaciôn précisa del Convenio sobre el âmbito de aplicaciôn 
espacial no ofrece duda alguna. Su artîculo 63 prescribe que 
cualquier Estado puede, en el momento de la ratificaciôn o con 
posterioridad a la misma, declarar, en notificaciôn dirlgida 
al Secretario General del Consejo de Europa, que "el présente 
Convenio se aplicarâ a todos los territories o alguno de los 
territories de cuyas relaciones internacionales es responsa­
ble" (73).
La posibilidad de aplicaciôn espacial es, también, obje­
to de regulaciôn y ampliacion por el pârrafo 4® del artîculo 
63 :
"Todo Estado que baya hecho una declaraciôn de con­
formidad con el primer pârrafo de este artîculo, 
podrâ, en cualquier momento sucesivo, declarar que 
acepta con respecto a uno o varios de los territo­
ries en cuestiôn, la competencia de la Comisiôn pa-
(73) Robertson, A.H.: Ob. cit. pp. 32 y ss. y véase también 
Heraud, G.: "Les Droits garantis par la Convention” en 
"La Protection Internationale des Droits de l'Homme dans 
la Cadre européen". Paris 1960, respecto del campo de 
aplicaciôn de los derechos garantizados "ratione perso­
nae" pp, 111-112.
En el asunto n®7289/75 y 7349/76 contra Suiza la Comi­
siôn aclararâ que la responsabilidad del Estado queda 
comprometida cuando cjerce su autoridad, control sobre 
las personas y sus bienes aunque se encuentren fuera de 
su territorio en este caso deberân ser imputables al 
Estado en: Annuaire..., XX, pp. 372 y s s =
e o
ra conocer de las demandas de personas fîsicas, de 
organizaciones no gubernaraentales o de grupos de 
particulares conforme al artîculo 25 del presente 
Convenio" (74).
La consecuencia de la ejecuciôn de esta posibilidad se 
traduce en que la esfera de acciôn, o el âmbito del Convenio 
puede extenderse, a veces, mâs allâ de las fronteras de los 
Estados signatarios, incluso fuera del territorio (por ejem- 
plo, Groenlandia) (75). El sentido de "eficacia" es el que 
anima el Convenio. Persigue, ante todo, la salvaguardia efec­
tiva de los derechos, lo que permite, ampliamente, la defensa 
del hombre contra la acciôn arbitraria, abusiva o ilîcita de 
las autoridades estatales, esencialmente en la esfera de la 
libertad personal y de la dignidad Humana. Su objetivo funda­
mental es lograr la protecciôn efectiva.
(74) Robertson, A.H.: Ob, cit. pp. 249-250 y Mikaelsen, L.:
Ob. cit. pp. 93 y ss,
(75) Véase Recueil des Textes, pp. 113-114.
En cuanto a la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de 
las Comunidades europeas se ha manifestado a favor de la 
protecciôn de los derechos humanos en el contexto comuni­
tario, el derecho comunitario debe respetar dichos prin- 
cipios porque se inspiran en la tradiciôn constitucional 
comün de los Estados miembros. El Tribunal de Justicia 
afirmô en el asunto "Mold" que los instrumentos interna- 
cionales relativos a la protecciôn de los derechos huma­
nos pueden faciliter nuevas orientaciones que deberân te- 
nerse en cuenta en el âmbito comunitario. Véase Parlement 
Européen. Rapp du C. Juridiques. Doc Rivieriez 390/7 5, 
pp. 13-15, L. Jozeau-Marigne 321/76, pâg. 84, Rapports 
del Com. de Politiques Doc. 347/77.
"M. Scelba" y Asuntos "Stauder" (29/69 European Court)
Reports, XV, pâg. 419. Internationale Handelsgesselschaft" 
(11/70 European Court, Report XVI, pâg. Il 25) y *'Nold"
4/73 - E CR, 1974, pp. 491 y ss.
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La razôn de la eficacia nos expi ica que Vos derechos con 
templados por el Convenio, aûn teniendo una esfera de acciôn 
mener que la de la declaraciôn de la O.N.U., alcanzan una 
efectividad mayor, porque van acompafïados de una serle de de 
finiciones y obligaciones muy concretas y de un sistema sôli- 
do de garantîas légales, cuyo estudio iurîdico nos Interesarâ 
en lo sucesivo. Ello nos demuestra que la trascendencia de su 
aplicaciôn desborda los limites tradicionales en el momento 
de su ejecuciôn, temà que se refiere a la "claôsula colonial" 
debatida en la elaboraciôn del texto convencional (76).
B. Los Organos tutelares de la efectividad jurîdica de la 
protecciôn y el equilihrio de poderes.
El objetivo del Convenio de lograr una mâs eficaz protec 
d o n  de los derechos humanos lleva consigo la Instauraciôn de 
un sistema especîfico de control y observancia forzosa de los 
deberes contraîdos por los Estados Partes.
En el piano internacional parecen necesarios los ôrganos 
de promociôn y de protecciôn. La Comisiôn y el Tribunal euro­
peo de los Derechos del Hombre son, por excelencia, los ôrga­
nos de protecciôn. Su acciôn ha tenido que ser râpidamente 
completada mediante la intervenciôn de otro ôrgano de fomento 
y desarrollo del Convenio, a saber, el Comité de Expertes del 
Consejo de Europa, en materia de los Derechos del Hombre, que 
de ôrgano "ad hoc" se ha convertido progrèsivamente en un ôr­
gano permanente.
(76) Véase Recueil des Textes, pâg. 114
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Memos seRalado que una de las caracterîsticas principa­
les e innovadoras del Convenio radica en el sistema de pro­
tecciôn establecido, en la instauraciôn de instancias y ôrga­
nos encargados de la salvaguardia, vigilancia y comprobaciôn 
de la efectividad, de la aplicaciôn positiva de los Derechos 
y libertades que todo hombre esté facultado para demandar a 
cualqulera de los Estados signatarios (77).
1. Los ôrganos de protecciôn y promociôn.
El sistema consta de très ôrganos bâsicos: El Tribunal y 
la Comisiôn europeos de derechos humanos y el Comité de Mini^ 
tros. Sobre este punto esencial desarrollamos mâs adelante, 
singularmente, el contenido y alcance de los articules 19, 32, 
54, 57, 62 y 66 del Convenio, asî como la prâctica jurispruden 
cial del Tribunal y los Informes y Resoluciones de la Comisiôn 
y del Comité de Ministres (78).
El sistema de protecciôn fue objeto de diverses propues- 
tas a la Asamblea Consultiva del Consejo de Europa, (Informe 
de Pierre Henri Teitgen). Se aprobô el sistema de garantîas de 
protecciôn de los derechos humanos, especialmente mediante un 
Control Jurisdiccional.
(77) Recueil des Textes, pâg. 112.
(78) Esto signifies a "new landmark in the development of the 
Status of the individual in International Law". Asî lo 
manifestô Waldock C.H.M.: "The European Convention on 
the Protection of Human Rights and Fundamental Freedoms" 
en British Yearbook of International Law 34 (1958) pâg. 
356. Véase asimismo su intervenciôn en "Cinquième anniver 
saire de l'entrée en vigueur de la Convention". Conseil 
de l'Europe pp. 19-20.
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En este sistema, "la dectsiôn pertencce, en ûltlmo têr­
mino, a una jurisdicciôn que, recibida la demanda, la instru- 
ye conforme a las reglas de Derecho y procedimiento judicial
y da una soluciôn por medio de una sentencia (79).
El Convenio se preocupa de la instauraciôn.de los ôrga­
nos especîficos para la protecciôn de los derechos humanos, 
(art. 19):
"Con el fin de asegurar el respeto de los compro­
mises que resulten para las Altas Partes Contra­
tantes del présente Convenio, se instituyen:
a) Una Comisiôn Europea de Derechos Humanos.
b) Un Tribunal Europeo de Derechos Humanos".
Existen, ademâs, otros dos ôrganos operatives, que son: 
El Comité de Ministres y el Secretario General del Consejo de 
Europa, que realiza las funciones especiales que le son con- 
feridas por el articule 57 (80). Su doble calidad como ôrgano 
de control y ôrgano politico del Consejo se régula en el ar­
tîculo 61 :
"Ninguna dé las disposiciones del présente Conve­
nio prejuzgari los poderes conferidos al Comité de
(79) Diez de Velasco Vallejo, M . : Ob. cit. pp. 585-663.
(80) De conformidad con lo establecido en el artîculo 63, pa 
rrafo primero, véase Recueil des Textes, pp. 106-107, 
109, 112-114.
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Ministros por el Estatuto del Consejo de Europa" 
(81).
En el fomento, promociôn y desarrollo progresivo de los 
Derechos Humanos en el âmbito europeo interviene, a su vez, 
el Comité Director y el Comité de Expertes de Derechos Huma­
nos del Consejo de Europa.
(81) Véanse las brillantes intervenciones de Pierre Henri 
Teitgen. dirigente del Movimiento Republiearm Popular 
francis y que fue Ministre de Justicia. En Recueil des 
Travaux Préparatoires, vol. II, La Haya 1975, pp. 33-35, 
37, 125-127, 171-181, 183, 187, 207, 211, 213-215, 217, 
231-237. En cuanto a las propuestas de enmiendas a su 
Informe véanse: Pernot "Amendements proposés au rapport 
Teitgen", Ibidem pp. 9, 225-227, Rolin, "Amendements 
Proposes au rapport Teitgen, Ibidem, pp. 3, 7, 9, 15,
23, 145-157, 181-183, 185, 209-211, 213, 215, 223 y Sundt 
"Amendement présente au rapport Teitgen", Ibidem, pâg. 
111. Por ûltimo véase Smitt-Ingebretsen. "Proposition 
tendant au renvoi de certains articles du rapport Teit­
gen à la Commission des questions juridiques. Ibidem, 
pâg, 5. Véase Doc, 3618 de l'Asamblée Parlementaire du 
Conseil de l'Europe, La Asamblea se congratula de la ini- 
ciativa emprendîda por el Secretario General, por segun- 
da vez en 1970, en virtud del art. 57 del Convenio y res 
pecto de los artlculos 8, 9, 10 y 11 del Convenio euro­
peo de Derechos Humanos, e insta al Secretario General 
para que prosiga su labor en dicha orientaciôn. Véase 
Doc. 3618, pp. 12-13.
Modinos, P.: "Les pouvoirs de décision conférés au Comité 
des Ministres du Conseil de l'Europe par l'article 32 de 
la Convention européenne des droits de l'homme" en, Mé­
langes H. Rolin, Paris 1964, pp. 196 a 216.
Ronzitti, N.: "L'accettazione délia Convenzione europea 
dei Diritti dell'Uomo e delle sue clausule facoltative 
da parte dei Stati membri del Consiglio d'Europa", en; Ri - 
vista di Diritto Internazionale, 1967, n® 2, pp. 356-366. 
Véase "Les Clauses Facultatives de la Convention Euro­
péenne des Droits de l'Homme", Bari, 1974.
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Es de observar un hecho especial en el engranaje de los 
organos de protecciôn: la d if icultad o imposibilidad de que 
solo uno de los ôrganos pueda tomar resoluciones obligatorias 
para los Estados de modo aislado y por su propia cuenta, y 
desatendiendo la actitud de los otros ôrganos institueionales. 
Parece manifiesto que, al tomar decisiôn cualqulera de los ô r ­
ganos tiene que contar, al menos, con uno de los otros dos. 
ExcepcionaImente, el Convenio introduce tan solo una oportuni­
dad de decisiôn unica: la que corresponde a la Comisiôn en m a ­
teria de admisibilidad de las solicitudes y reclamaciones, que, 
a partir del momento en que son admitidas, se convierten en 
auténticas demandas.
El hecho especial seRalado recuerda el principle democrâ 
tico del equilihrio necesario en el ejercicio del Poder del Es - 
tado (Montesquieu). Es materia que merecerâ atenciôn singular, 
porque no existe paralelismo alguno con otras instancias de de­
cisiôn internacional o nacional de carâcter judicial. Su mejor 
esclarecimiento nos llevarâ a estudiar ciertos aspectos del pro 
ceso y los documentos que reflejan las deliberaciones prévins 
a la redacciôn dcfinitiva del Convenio.
Es importante advertir que los ôrganos creados por el Con­
venio son, en cambio, £uncionaImente independlentes del Conse­
jo de Europa. Aunque creemos que este criterio tiene buena ba­
se en el Convenio, mâs adelante sefialamos los vînculos esen­
cialmente administratives o financieros que tienden un puente 
entre dichos ôrganos y cl Consejo. Desde luego, si se toma en 
cuenta el artîculo 58, résulta manifîesto que "los gastos" de 
la Comisiôn y del Tribunal corren a cargo del Consejo de Euro - 
pa.
El Consejo es compétente, a su vez, e interviene, en la 
designaciôn de los miembros de la Comisiôn y de los jueces del
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Tribunal, asî como la Secretarîa General actûa de depositaria 
de los Instrumentos de ratificaciôn y de las Declaraciones y 
notificaciones concernientes al Convenio (82).
De ahî que creamos necesario examinar la relaciôn prâcti­
ca existante entre el Comité de Ministros, el Tribunal y la 
Comisiôn, y las atribuciones y funciones especîficas de cada 
ôrgano que solo pueden encontrar una explicaciôn lôgica desde 
la perspective transaccional concertada por los Estados Partes, 
y que afecta no solo al carâcter facultative de la competen­
cia de la Comisiôn en lo que se refiere a las demandas indivi­
duales, sino también a su poder exclusive de decisiôn en mate­
ria de admisibilidad. Y, por lo que respecta al Tribunal, la 
aceptaciôn de su jurisdicciôn es facultativa. En los supuestos 
en que el Tribunal no sea llamado a conocer de un asunto, se 
harâ necesaria la intervenciôn del Comité de Ministros para la 
resoluciôn del litigio.
La prâctica actual oscila entre la jurisdicciôn optativa 
del Tribunal y la decisiôn definitiva del Comité de Ministros. 
El Comité es compétente:
1. Cuando el asunto no puede ser sometido al Tribunal, 
porque los Estados no hayan reconocido su compe­
tencia.
2. Cuando el asunto no es transferido al Tribunal, 
aunque su competencia haya sido reconocida por los 
Estados (83).
(82) Recueil des Textes, pâg. 113.
(83) Ibidem, pâg. 113.
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Esta orientaciôn facultativa del sistema fue objeto de 
arduos debates a lo largo de la elaboraciôn del Convenio, de 
modo que el propio Teitgen declarô:
"En este sentido, los gobiernos podrân aceptar et 
Convenio, comprometerse a respetar el elenco de 
libertades enumeradas en ei Convenio, pero, al 
mismo tiempo, declarar que no reconocen ni a la 
Comisiôn ni al Tribunal el derecho de controlar 
la forma en que aplican el Convenio. Aceptarân el 
Convenio sin aceptar los contrôles por ella esta­
blecidos" (84).
Ante el temor del fracaso en la adopciôn del texto y an­
te las dificultades surgidas se llegô flnalmente a la solu­
ciôn en favcr del carâcter facultative del Tribunal, siendo 
la unica forma viable para obtener la adhesiôn por parte de 
ciertos gobiernos. A pesar de no compartir esta soluciôn, hom 
bres como Teitgen comprendîan la postura del Estado soberano, 
que no renuncia con facilidad a su soberanîa ante otro Esta­
do o ante la mayorîa de los Estados soberanos (85).
(84) Ibidem, pâg. 109.
(85) Véase la alocuciôn de Teitgen a la Asamblea Parlamentaria 
de 19 de agosto de 1949, en Recueil des Travaux Prépara­
toires. Vol. II, Capitule VI, pp. 3.3-35 , 37 , 1 25 - 1 27, 
171-181, 183-187, 207, 211, 213-215, 217, 231-237. Asam- 
blée Consultative y Comptes Rendus des Débats, tomo II, 
1949, pâg. 409.
Recueil des Travaux Préparatoires. Vol. II. Véase Deu­
xième session du Comité des Ministres 3-5 Novembre 1949, 
session de la Commission Permanente de l'Assemblée Con­
sultative (7-9 Novembre 1949). Convocation du Comité 
d'experts (18 Novembre 1949), Capitules VI IX. Véase l. 
Velu: "Le bilau politique de la Convention européenne des 
Droits de l'Homme "en Cahiers de Droit Européen, 1965,
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En su opiniôn hay très vias posibles para la realiza- 
ciôn de los objetivos del Consejo: 1) el estableci- 
miento de una ideologîa comûn defendida por una auto­
ridad polîtica europea. 2) A esta compete organizar la 
salvaguardia colectiva de la ideologîa comûn. 3) S61o 
podrâ ser realidad mediante una limitaciôn de la sobe­
ranîa". Ob. cit. pp. 99-124. Véase asimismo Golsong, H. 
"These three organs together form the complete system 
of international control set up by the donvention. Their 
respective powers are synchronisect insuch a way that in 
principles is impossible for one organ to take decisions 
binding upun the states except in conjunction with at 
leart one of the other two (with the exception of deci­
sions of the commission with ragard to the admisibility 
of the application)". En ob. cit. pâg. 63.
IT . LA PROTECCION INDIVIDUAL EM EL PROCESO DF. LA ELABORACION 
DEL CONVENIO.
A) PRECEDENTES NORMATIVOS INMEDIATOS DEL CONVENIO.
El Comité internacional para la coordinacién de los Movi- 
mientos europeos se reuniô del 8 al 10 de Mayo de 1948 en La Ma 
ya. El resultado de esta sesién fue el conocido Mensaje a los 
europeos que reflejaba el comdn deseo de los 713 Delegados de 
elaborar una Carta de Derechos Humanos que habrîa de ser aproba 
da por la Federaciôn de Estados democrâticos. La Carta tenla 
que protéger los Derechos a la libertad de expresiôn, de reunidn 
y a fundar una libre oposiciôn en el seno de la organizaciôn po­
lîtica (1).
(1) Aun sein de la Commission juridique du Mouvement européen, 
nous avons, a quelques - uns - ohî très discrètement et 
très officieusemente - préparé un avant-projet de conven 
tion internationale, dont le but est, en toute simplici­
té, d'éclairer le débat et de faciliter la présentation 
de cette convention. Nous nous permettons de joindre, a 
titre très indicatif, ce modeste travail A la proposition 
de cette résolution dont nous avons saisi l’Assemblée, le 
répété qu’il n'a d'autre hurt que de faciliter la tâche de 
la Commission.
Mais, au terme de ce travail, nous avons constaté, comme 
l'ont constaté d'émiments juristes qui siègent actuelle­
ment dans notre Assemblée, qu'il n'y avait vraiment pas 
de difficultés insurmontables. D'autres techniciens, au 
cours du débat, examineront plus en détail notre propos! 
tion et la discuteront sur le plan technique. Je ne vou­
drais pas retenir trop longtemps l'attention de l'Assem­
blée. Je me contenterai de dire qu'en la matière il n'y a, 
ni du côté de la procédure, ni du droit, d'obstacles in­
surmontables. Il y a des difficultés que l'on pourra fran­
chir résolument si l'on veut vraiment organiser la pro­
tection collective des droits et des libertés humaines.
El proyecto de Convenio figura en el Annexe no figuraba 
en cambio en la versiôn confidencial de 1 os trabajos pre 
parntorios. Véase, Rec. Trav. Prep. vol. 1, pp. 49 y ss. 
y 297 y ss.
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Las ideas fundamentales que inspiraron el proyecto fueron, 
sin duda, el manteriimiento de los reglmenes democrâticos y la 
protecciôn de los derechos humanos. Para ello, se creyô necesa­
rio que, junto al ôrgano de carâcter representative que se cons^ 
tituirla en la Asamblea Consultiva del Consejo de Europa, séria 
necesario crear un Tribunal de Justicia que se encargase de ve 
lar por la garantie de los derechos (2).
Asimismo véase Annuaire... vol. 1, pp. 9 3 y ss.
En Mayo de 1948 fue el Congreso de Europa, que habla sido 
convocado por el "Comité Internacional de coordinaciôn de 
los movimientos europeos" quien reclama la elaboraciôn de 
la "Carta de los Derechos del Hombre" y la creaciôn de un 
ôrgano que garantizarâ su aplicaciôn. "Tribunal de Justi­
cia capaz de aplicar las sanciones necesarias para que sea 
respetada la Carta".
(2) En cuanto a la creaciôn de un Tribunal, véase Recueil des
Travaux Préparatoires, vol. IV, pâg, 213, 227, 283, Ibidem, 
pâg. 213, Tribunal como instancia facultativa, Competen­
cia del Tribunal pâg. 213. Presentaciôn. Instancias ante 
el Tribunal, pâg. 45.
En cuanto a la creaciôn de un sistema jurisdiccional en 
dos etapas. Véase, Rec. Trac. Prep. vol. 1, pâg. 285. 
Teitgen seflalô: "Et parce qu'elle seranée, cette Cour de 
Justice de l'Europe, sous le signe de la liberté et de la 
néccesité absolue de garantir les droits fondamentaux de 
la personne humaine et de tenir fermement les promeses du 
Statut, parce que les Etats acceptèrent par avance que 
soient sanctionnées ces promeses, no par des simplés re­
commandations parues dans les journaux, mais par des arrêts 
de Justice, qui ont devant la conscience de l'opinion pu­
blique, l’autorité de un Tribunal et d'une Cour, parce 
qu'elle sera née sous ce signe, la Cour de Justice européen 
ne emmbnera l'Europe sur les chemins de la justice".
En octubre de 1953, se celebrô bajo los auspicios del Con 
sejo de Europa, una Mesa Redonda de Europa, que se dedic3^ 
al problema espiritual y cultural de Europa, asî como la 
problemâtica de su unidad histôrica y los medios de mani­
fester la unidad en têrminos contemporâneos.
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A ralz del Congreso de La Haya, el Comi té infernacion a I 
de los Movimientos europeos enr.omendo a su secciôn iurîdica 
la tarea de llevar a feliz término este propôsito. La Comisiôn 
jurîdica se encargô de estudiar y elaborar la Carta de Derechos 
Humanos, que estableciô los "standards mînimos" de derechos y 
libertades exigibles a cualquier Estado que desèase reputarse 
como democrâtico. Estudiô, también, la posibilidad de crear una 
jurisdicciôn internacional encargada de velar el respeto de los 
derechos proclamados en la Carta.
t. El Proyecto del Convenio.
El primer Proyecto del actual Convenio europeo de dere
/. .
Schuman, R., analiza la Conferencia en su artîculo "I.’Eu 
rope est une Communauté Spirituelle et culturelle" en 
Annuaire Européen, La Haya, 1955, vol. t, pp. 17-24. 
L'Europe aura h se défendre et a défendre le monde en­
tier contre l’envahissement du totalitarisme et du maté­
rialisme qui dépouillent l'homme de sa personnalité... 
L'Unité des conceptions fondamentales se concilie avec 
la pluralité des traditions et des convictions, avec la 
responsabilité des clioix personnels. L'Europe contempo­
raine devra être faite de cette coexistence qui ne soit 
pas un simple aglomérat des nations rivales, périodique­
ment hostiles, mais une communauté d'action librement 
concertée et organisée. En Ob. cit. en concrete pâgi 19. 
Véase Ibidem. Van Kleffens, E.N.: "Unity and Diversity 
In Western Europe" pp. .3-16, en concrete factors of un i 
ty pp. 5-11. Véase Marchai, L.: "Le Conseil de l'Europe"
Ibidem, pp. 25-57. Véase "Droits de l’homme et libertés 
fondamentales” en concrete pp. 49-51.
72
chos humanos fue elaborado por la Comisiôn que lo sometiô al 
examen del Comité de Ministros - 12 de Julio de 1949 -, con el 
fin de obtener, posteriormente, la aprobaciôn de todos loa pa^ 
ses que hablan de intégrât el Consejo de Europa.
Superada la oposiciÔn inglesa a la creaciÔft de una Asam­
blea Parlamentaria, diez Estados firmaron el Estatuto del Con­
sejo de Europa el 5 de Mayo de 1949. El preâmbulo y varios ar­
tlculos del Estatuto hacîan referencia expresa a la necesidad 
de que los Estados - Partes respetasen los derechos humanos: 
(3).
(3) El 5 de Mayo de 1949, Bélgica, Dinamarca, Francia, Italia, 
Luxemburgo, Noruega, Paises Bajos, Gran Bretafia y Suecia, 
firmaron en Londres el Estatuto del Consejo de Europa. En 
materia de Derechos Humanos hace referencia el Preâmbulo 
y los arts. 1, 3, 4, 5 y 8 del mismo. Véase Annuaire Euro 
péen, cit. pp. 275-276. En cuanto al primer Anteproyecto 
del Convenio fue elaborado por la Comisiôn Jurîdica del 
Movimiento europeo. Véase Doc. CM/WP 1 (50) 14. A, 932 en 
Recueil des Travaux Préparatoires vol. 3, pp. 313, 325 y 
ss. "Tous nos pays sont exposés à connaître un jour la 
dure contrainte de la raison d'Etat. Alors, notre systè­
me de garantie nous mettrait peut-être à l'abri de ce pé­
ril-la. J'ajouterai, en mon nom personnel, qu'il nous 
mettrait peut-être aussi à l'abri d'une renaissance des 
totalitarismes, des fascismes et des nazismes. Si certains 
d'entre nous posent quelque fois certaines questions, ce 
n'est le fait ni de la haine, ni du reproche, vis-à-vis 
des malheureux peuples de ces pays, mais d'une inquiétude. 
Nous nous demandons s'ils sont bien sûrs d'être eux mêmes 
suffisement armés pur pouvoir un jour, si^le malheur 
fondait à nouveau sur nous, résister. Un honnête homme 
ne devient pas un bandit en vingt-quatre heures. Quand un 
homme commet subitement une très mauvaise action, il y a 
longtemps qu'il était gangrené par le mal. En pensée ou 
en conscience, il s'était laissé aller à la tentation il 
s'était familiarisé avec cette faute qu'il allait commet­
tre. Il descendait lentement les marches de l'escalier.
Un jour, le mal l'a emporté et il est devenu une canaille. 
Les démocraites ne deviennent pas en un jour des pays na­
zis. Le mal progresse sournoisement; une minorité agissan
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’ReftFirmando su devocidn a los valores espiritua 
les y morales que son la herencia com(in de sus 
pueblos y el verdadero orîgen de la llbertad in­
dividual, libertad polttica y la primacia del de 
recho, que constltuyen las bases de una autênti- 
ca democracla" (4).
te, comme l'on dit, s'empare des leviers de commande.
Une ^ une, les libertés sont supprimées, secteur par sec 
teur. L'opinion publique, la conscience universelle, la 
conscience nationale sont asphyxiées. Puis, quand tout 
est en place, on installe le fUhrer et cette évolution 
va jusqu'au four crématoire. Il faut intervenir avant 
qu'il ne soit trop tard. Il faut qu'existe une conscien­
ce quelque part, qui sonne l'alerte pour les opinions 
nationales menacées de cette grangrène progressive, leur 
montre le péril et leur signale qu'ils s'engagent sur 
une route qui va très loin, parfois jusqu'é Buchenwald 
ou Dachau. Une juridiction internationale au sein du Con 
sell de l'Europe, un système de contrôle et de garantie, 
ce pourrait être cette conscience dont nous avons tous 
besoin, dont d'autres pays ont peut-être spécialement 
besoin” .
Ce qu'elle nous donnerait aussi, cette garantie interna­
tionale européenne, c'est une protection contre tous les 
retours offensifs toujours possibles de la raison d'Etat. 
Beaucoup de nos collègues ont fait remarquer; mais nos 
pays sont démocratiques, ils sont profondément imprégnés 
du sens de la liberté; ils croient h une morale et au 
droit naturel; nous sommes a l'abri de la tentation et 
de l'épreuve; pourquoi alors bâtir ce système?.
Véase Assemblée Consultative, 1^'^Sesslon, Rec. TraV. Prep 
Vol. l. pég. 293.
(4) Preémbulo del Estatuto del Consejo de Europa. Esta preo- 
cupacién por la democracia motivé que en la Conferencia 
de Altos Funcionarios celebrada del 8 al 17 de junlo de 
1950 se planteara en e1 art. 3, Tîtulo l, variantes A,
A/2 del Proyecto de 1 Convenio elaborado por los expertes, 
se debatié la propuesta de incluir en el Convenio una
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Esta declaracldn fué reforzada por la exigencia de la 
cualidad democrâtica como requisito sine qua non para el in-
disposicién a fin de garantizar la proteccién de las "in^ 
tituciones democrâticas" que fue rechazada por los si- 
guientes Estados: Dinamarca, Grecia, Noruega, Raises Ba- 
jos, Gran Bretafia y Suecia. Véase Recueil Trav. Prep. 
vol. IV, pâg. 253.
En cuanto a las eventuales restricciones de los derechos 
se aceptarian aquellas que fuesen razonables en una so- 
ciedad democrâtica. Asi en el disfrute del derecho a la 
libertad de maniféstacién de sus creencias, a la liber­
tad de expresiôn y la libertad de asociacién se autorizé 
que los Estados impusieran determinadas restricciones;
"La liberté de manifester sa religion ou ses convictions 
ne peut faire l'objet d'autres restrictions que celles 
qui, prévues par la loi, constituent des mesures néces­
saires, dans une société démocratique, à la sécurité pu­
blique, à la protection de l'ordre, de la santé ou de la 
morale publiques, ou à la protection des droits et liber­
tés d'autrui. Tout individu a droit à la liberté d'expres­
sion. Ce droit comprend la liberté d'opinion et la liberté 
de recevoir ou de communiquer des informations ou des 
idées sans qu'il puisse y avoir ingérence d'autorités pu­
bliques et sans considération de frontière. Le présent 
article n'empêche pas les Etats de soumettre les entre­
prises de radiodiffussion, de cinéma ou de télévision b 
un régime d'autorisations. L'exercice de ces libertés corn 
portant des devoirs et des responsabilités peut être sou­
mis k certaines formalités, conditions, restrictiones ou 
sanctions prévues par la loi, qui constituent des mesures 
nécessaires, dans une société démocratique, à la sécurité 
nationale, à l'intégrité territoriale ou b la sûreté pu­
blique, b la défense de l'ordre et à la prévention du cri­
me, à la protection de la santé ou de la morale, à la 
protection de la réputation ou des droits d'autrui, pour 
empêcher la divulgation d'informations confidentielles 
ou pour garantir l'autorité el l'impartialité du pouvoir 
judiciaire.
Toute personne a droit à la liberté de réunion pacifique 
et à la liberté d'association, y compris le droit de fon­
der avec d'autres des syndicats et de s'affilier a des 
syndicats pour la défense de ses intérêts.
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preso como miembro de pleno derecho en el Consejo (5). El 13 
de Agosto de 1949, la Asamblea Consultiva propuso a I Comité 
de Ministros la inclusi6n en el orden del dfa de su futura reu 
nidn plenaria la cuestién relativa a la proteccidn de los de­
rechos humanos (6).
L'exercice de ces droits ne peut faire l ’objet d'au - 
trës restrictions que celles qui, prévues par ta loi, 
constituent dés mesures nécessaires, ^âns une société 
démocratique, a ia sécurité nationale, b la SÜretë^ pu­
blique , a la défense de 1'ordre et h la prévention du 
crime, à la protection de la santé ou de la morale, 
ou à la protection des droits et libertés d'autrui. Le 
présent article n'interdit pas que des restrictions lé­
gitimes soient imposées h l'exercice de ces droits par 
les membres des forces armées, de la police ou de l'ad 
ministration de l'Etat'.' Véase Cinquième Session du Co­
mité des Ministres, en Rec. Trav. Prep. vol. V, pp. 83 
129, 153 y en concreto pég. 83.
(5) Estipulada en el articule 3 del Estatuto que prescribe; 
"Cada uno de los Miembros del Consejo de Europa recono- 
ce el principle del imperio del Derecho y el principle 
en virtud del cual cualquier persona que se halle bajo 
su jurisdlccién ha de gozar de los derechos humanos y 
de las libertades fondamentales, y se compromete a cola 
borar sincera y activamente en la consecuclén de la Fl- 
nalidad definida en el capitule primero". En, Annuaire 
Européen vol. 1, pég. 275. En la elaboracién se afirmé: 
"D'autres pays viendront se joindre nous, les portes 
sont largement ouvertes et nous sommes tout prêts h les 
acueillir" en Recueil Trav. Préparatoires vol. 1, pég. 
293.
(6) La Asamblea Consultiva debîa entonces someter a la apro- 
bacién del Comité de Ministros las cuestiones que se in 
cluirian en el orden del dïa de su primera sesién. Véase 
Première sesion de l'Assemblée Consultative tenue h Stras
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El deseo de la Asamblea no obtuvo, inicialmente, acogi- 
da favorable en el drgano politico del Consejo. El Comité se 
negaba a inscribir la citada cuestién en el orden del dia de 
la Asamblea. lo cual implied un cierto retraso en sus proyec- 
tos, porque dicha aprobacidn era requisito previo para los de­
bates de la Asamblea. Esta actitud negativa del Comité de Mi­
nistres fué duramente criticada, a pesar de haberse justifies
bourg du 10 Août au 8 Septembre 1949, Troi^me et Qua­
trième séances tenues les 12 et 13 Août 1949, 1. Troisiè 
me seance tenue de 12 Août 1949. Propositions tendant b 
1'inscription d'autres questions à l'ordre du jour de la 
session. Véase Compte Rendu de la séance, en Rec. Trav. 
Prep. vol. 1, pp. 15-17. Quatrième seance tenue le 15 Août 
1949. Rapport du Bureau sur les propositions tendant à 
1'inscription de certains questions b l'ordre du jour de 
la session. Propositions tendant à l'inscription d'autres 
questions b l'ordre du jour de la session. En Ibidem pp. 
19-21. Véase Ordres du jour et procès-verbaux, Assemblée 
Consultive; 1ère session, 4bme séance; Annexe II a l'ordre 
du jour pp. 26-29. Compte rendu de la séance en Comptes 
rendus Assemblée Consultative; l^re session. Tome I, 4&ne 
Séance, pp. 106-107. Y la "Lettre adressée le 13 Août 
1949, par le Greffier de 1'Assamblée Consultative au Pré­
sident du Comité des Ministres; Annexe n° 6.
(Doc. de la Première session du Comité de Ministres, an­
nexe n® 6, pp. 70-71). Las propuestas relatives a los de­
rechos humanos eran las siguientes;
Mesures b prendre en vue de l'accomplissement du but dé­
claré du Conseil de l'Europe, confomément b l'article pre­
mier du Statut pour le maintien et le progrès ultérieur 
du Statut pour le maintien et le progrès ultérieur des 
droits de l'homme et des libertés fondamentales. Défini­
tion, sauvegarde et développement des croits fondamentales 
de l'homme. Véase Rec. Trav. Prep. vol. 1, pp. 3-30. En 
cuanto al orden del dIa definitive véase: Ordres du jour 
et procès-verbaux de l'Assemblée Consultative, première 
session. Annexe III au procès verbal de la séance du 16 
Août 1949, pâg. 39.
77
do en aras de evitar una diiplicacIdn o solapamiento de esfiier- 
zos en el âmhito universal y regional (7).
El Comité de Ministros era partidario de aplazar el exa­
men de la cuestién hasta que se concluyesen los trabajos de 
elaboracién de los Pactos Internacionales en el âmbito de Nacio 
nés Unidas. Optnién difîcllmcnte aceptable y que, afortunada- 
mente, no fué observada, puesto que los Pactos Internactonales 
supusieron una ardua y lenta elaboracién, y hasta 17 afios mâs 
tarde no se llegé a su aprobacién (8).
(7) Se expresé la opiniôn, en la primera sesién de la Asam­
blea Consultiva, que el Consejo de Europa no se ocupase 
de este tema por considerarlo excesivamente teérico. En 
cambio la Comisién entendiô que la eventual adhesién de 
los Estados europeos, a la Declaracién Universal de los 
Derechos del Hombre del 10 de Dictembre de 1948, aproba- 
da por la Asamblea General de las Naciones Unidas, favo- 
receria s in duda a la propia unién europea y porque al- 
gunos Estados europeos todavîa no eran Partes de la O.N.U 
Véase ZO^ *"® séance tenue le 7 Juillet 1949. Nouveau pro­
jet d'ordre du jour de l'Assemblée Consultative (Doc- 
SE/50 du 7 Juillet 1949 annexé au Doc. CP/20 du 7 Juil­
let 1949), pâg. 2 y el Compte rendu de la séance; Doc. 
CP/20 du 7 Juillet 1949, point. I, pâg. 1 y Rapport de
la Commission Préparatoire adopté lors de la ZS^^ie séan­
ce tenue le 13 Juillet 1949. Doc sens références du 15 
Juillet 1949, Commentaire sur le projet d'ordre du jour 
de l'Assemblée Consultative pâg. 17. Texte du projet 
d'ordre du jour de l'Assemblée Consultative. Annexe IV, 
pâg. 67 y Rec. Trav. Prep. vol. 1. pp. 5-7.
(8) En consecuencia, la Asamblea tuvo la oportunidad de ana- 
lizar ta cuestlén después de la aprobacién por el Comi­
té, el 16 de Agosto de 1949, para incluir el tema en el 
orden del dîa de la Asamblea. Véase Première Session de 
l'Assemblée Consultative tenue a Strasbourg du 10 Août 
au 8 Septembre 1949 séances tenues du 16 AoOt au 8 Sep­
tembre 1949. Cinquième séance tenue le 16 Août ordre du
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Acordada la aprobacidn por el Comité de Ministros, la 
Asamblea Parlamentaria debatié el tema y remitié el texto con- 
certado a su érgano asesor, la Comisién de Cuestiones Jurldi- 
cas y Administratives, para que lo analizara y redactase sus 
objeciones y consideraciones (9).
jour définitif de la session 1949, adopté lors de la 
séance. Ordres du jour et procès-verbaux de l'Assem­
blée Consultative, première session; Annexe III au pro­
cès verbal de la séance du 16 Août 1949, pâg. 39. Compte 
Rendu de la séance en Compte rendu Assemblée Consulta­
tive; première session; Tome I, 5^™® séance, pp. 125-129, 
152-153 y 202-205 y Rec. Trav. Prep. vol. 1, pp. 29-31.
(9) Compte rendu de la cinquième séance tenue le 16 Août
1949, Compte rendu de la sixième séance tenue le 17 Août 
1949, Compte rendu de la huitième séance tenue le 19 
Août 1949. Véase Rec. Trav. Prep. vol. 1, pp. 29-30, 31- 
36 y 37-39 respectivamente. Proposition de Résolution 
présentée par Teitgen, Sir David Maxwell Fyfe y colegas. 
Ibidem, pp. 37-155.
En cuanto a la Comisién de Cuestiones Jurldicas y admi­
nistratives, véase: "Séances de la Commission des ques­
tions juridiques et administratives tenues du 22 Août 
1949 au 5 Septembre 1949", Doc. A 9, Doc. A 45, Doc. A 
84, Doc. n® 107, Doc. A 116, Doc. A 167, Doc. n “ 184,
Doc. A. 199, Doc. A 203, Doc. A 259, Doc. A 309, Doc. A 
290, en, Rec. Trav. Prep. vol. 1, pp. 155-193, 194-216.
La Comisién de Cuestiones Jurldicas estaba compuesta 
por Sir David Maxwell - Fyfe, Présidente, Azara, Vice- 
presidente, Akan, Antonopoulos (Orfanidis suplente), Bal­
te, Bastid Cailles, Van Cauwelaert (De la Vallée-Poussin, 
suplente), Layton, MacEntee, Druins-Slot, Pernot (Ehm 
suplente), Persico (Bergman, suplente), Rolin (Fayat, 
suplente), Ruini (Marconici, suplente), Schmal, Sundt, 
Teitgen, Ungoed - Thomas, Wolter. Véase Doc. n° 3, pro­
position de résolution nûmeros 80 è 86, 88 à 95, 97 à 
99, 103 à 106, amendements et comptes rendus n° 17 y 18.
7!)
ni anteproyecto en cuestiôn habta sido redactado por Pie 
rre Henri Teitgen, David Maxwell Fyfe y Fernand Dehousse, (10) 
La Asamblea examiné y aprobé el llamado Informe n® 77, Teit­
gen, con la recomendacién 38 que expresaba la necesidad de con 
cluir un Convenio europeo de Derechos Humanos (11).
(10) Projet de rapport préparé par P.H. Teitgen, véase Doc. 
A. 290 en Rec. Trav. Prep. vol. 1, pp. 193 213. En ei 
que figuraban las opiniones mayoritarias respecte del 
sistema de garantia.
(11) Doc. 77 de l'Assemblée Consultative, première session
15 séance, 5 Septembre 1949, pp. 197-209. Rec. Trav.
Prep. vol. 1, pp. 217-235. Propositions d'amendements
au rapport de la Commission des questions juridiques
et administratives. Proposition de Rolin, Sundt, Ed-
berg y Elmgren, Doc. n® 77, rapport compte rendu n® 18 
en Rec. Trav. Prep. vol. 1, pp. 2.39- 24 1.
Se referla al sistema de eleccién de los miembros de
la Comisién, que deberlan ser elegidos por mayorîa de 
2/3 de la Asamblea Consultiva del Consejo de Europa en 
base a una lista de 3 candidates prescntados por los 
gobiernos de los Estados Miembros, limitândose a un 
miembro por nacionalidad. Sustituîa esta enmlenda los 
arts. 9 y 10 del Proyecto que prevefan la eleccién por 
el Comité de Ministros y por la Asamblea Consultiva con 
juntamente, y exigîa ademâs el art. 10 que mediase una 
mayorîa absoluta de ambos érganos. Véase Rec. Trav. Prep 
vol. 1, Tîtulo III, pâg. 233 y la enmlenda Ibidem, pp. 
239-241. Justificaban la enmlenda en los siguientes tér- 
minos:
"La double election inspirée du Statut de la Cour In­
ternationale de Justice a été imaginée dans le seul but 
d ’assurer pratiquement les Etats Membres permanents 
du Conseil de Sécurité de compter un ressortissant parmi 
les Juges de la Cour. Il ne répond ici A aucune néces­
sité" Ibidem, pp. 239-24 1, otras enmiendas fueron la Pro 
position de Rolin, Sundt y Wolter, Doc. n® 77, Rapport, 
n® 80, amendement et compte rendu n” 18, Doc. n® 77, 
Rapport, n® 80 à 82, amendements y compte rendu n® 18 
(Proposition de Rolin, Edberg, Sundt y Elmgren).
s o
El Comité de Ministros, encargado de ejecutar esta dé­
cision de la Asamblea, encomendé a un Comité de Expertos gu- 
bernamentales la tarea de preparar un Anteproyecto de Conve­
nio. Los expertos juristes elevaron el Informe al Comité de M^ 
nistros el 31 de Marzo de 1949 (12).
Proposition de Rolin y Ungoed - Thomas, Doc. n® 77, rap­
port, n® 80 à 83, amendements y compte rendu n® 18. 
Proposition de Pernot, Doc. n® 77, rapport n® 80 à 84 
amendements y compte rendu n® 18.
Proposition de Philip, Doc. n® 77 rapport, n® 80 à 85 
amendements y compte rendu, n® 18.
Proposition de Rolin, Ungoed-Thomas ; Doc. n® 77, rap­
port, n® 80 y 81 amendements y compte rendu n® 18. 
Proposition de Menthon, Doc. n® 77, rapport, 80 b 86,
88, amendements et compte rendu n® 18.
Proposition de Lord Layton Doc. n® 77, rapport 80 à 
86, 88 à 92, amendements y compte rendu n® 18.
En Rec. Trav. Prep. vol. 1, pp. 243-257.
(12) El 5 de Novierabre de 1949, el Comité de Expertos guber- 
namentales en materia jurîdica fué llamado a preparar 
el Anteproyecto, que examiné en Febrero y Marzo de 1949. 
Véase Rec. Trav. Prep. vol. 2, pp. 299-305. Procès ver­
bal de la séance, du 5 Novembre 1949. Doc. Comité des 
Ministres, 2 session, point f, pp. 14-15, Compte rendu 
de la séance. Doc. Comité des Ministres, 2 session, 
point f, pp. 70-75.
Lettre adressée par Gustave Rasmussen president du Comi­
té des Ministres a Paul Henri Spaak, President de l'As­
semblée Consultative, le 5 Novembre 1949. Doc. Comité 
des Ministres, 2 session, annexe 3, pp. 104-105 y Doc. 
n® 116 § 6, Assemblée Consultative, 1®re session pâg. 
288. Doc. AS/CP/PV (49) 11/5; n® A 514 8 7, pp. 4-5 Doc. 
n® 117. Assemblée Consultative; première session 8 7, 
pp. 294-295. Rec. Trav. Prep. vol. 2. pp. 299-305.
La Asamblea examiné el Informe n® 77, de 5 de Septiera- 
bre de 1949, el 7 y 8 del mismo mes, aprobândolo tras 
su debate en esa misma fecha. Resultado de esta sesién
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2. Las bases esenciales del future Convenio.
El Informe de los expertos indicaba las bases esenciales 
del future Convenio: enumeracidn de los derechos y libertades 
fondamentales, los érganos de control, la instauracién de un 
Tribunal con competencia obligatoria.
En este memento se plantearon problemas en cuanto a la 
Inclusién de dos derechos especîficos que finalmente serfan In 
tegrados en el Protocole Adicional: el derecho a la propiedad 
y el derecho de los padres a la educacién de sus hijos (13).
fue la aprobacién de la Recomendacién 38 del 8 de Sep- 
tiembre de 1949. La aprobacién fue decidida por una am- 
plia mayorîa 64 votes Trente a 21 abstencloties. En di­
cha Recomendacién tendente a la conclusién de un Conve­
nio europeo de garantia colectiva de los derechos huma­
nos y de las libertades fondamentales.
Orientaba su elaboracién en los siguientes términos: enu 
meracién (y no definlcién) de los derechos y libertades 
garantizados, creacién de una Comisién europea de dere­
chos humanos, accesible a los Estados particulares y per 
sonas morales, creacién de un Tribunal europeo de Dere­
chos Humanos con iurisdiccién obligatoria. En el debate 
de 7 a 8 de Septiembre ya se planteé la controversia en 
relacién a la Inclusién de 1 derecho a la propiedad y el 
derecho de los padres a la educacién de sus hijos.
(1.3) Finalmente los derechos incluldos como afirma Colsong 
"The Rights covered by the Convention were selected in 
the perspective of setting up a system of judicial con­
trol. Obviously, such a system wou 1% only he workable 
in connection with such rights as it was possible to 
apply in accordance with legal criteria. Therefore the 
so-called "social rights" had to be excluded. In addi­
tion, to make the proposed judicial system of control 
workable It was neccessary to define the rights enumera-
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El Informe exponla brevemente las modalidades del siste­
ma de garantia: el establecimiento del Tribunal Europeo de De­
rechos Humanos y una Comisién que analizarla las reclamacio- 
nes, que serlan objeto de posterior examen (14).
El Tribunal se compondrla de 9 miembros elegidos por el 
Comité de Ministros. El derecho de acceso al Tribunal se con- 
ferla a los miembros del Consejo de Europa, entes corporativos 
y a los particulares. El Tribunal tendrîa competencia para de­
clarer la existencia de infracciones de las obligaciones, anu-
ted in the Convention with sufficient precision to ena­
ble a judge to control their application".
Véase Golsong, H.: "Implementation of International Pro­
tection of Human Rights'.* En R.C.A.D.I. La Haya 1963,
III, pp. 7-142.
(14) En cuanto al Tribunal, su creacién y competencia, véase 
en Rec. Trav. Prep. Vol. 1, creacién pp. 32, 36, 46, 56, 
72, 92 y 120. pp. 48, 64, 90, 94, 136, 180, 210, respec­
te de su competencia.
Vol. 2: pp. 126-128 competencia.
Vol. 3: pp. 5, 229, 231, 245, 301 (competencia) y pârra- 
fo 5, 18, 269 (creacién).
Vol. 4: pp. 44, 200.
Vol. 5: pp. 14, 28, 38, 72, 92, 134, 163, 188, 190.
En cuanto a la Comisién: su creacién, véase: Rec. Trav.
Prep. vol. 1: pp. 36, 48, 12, 120, 190, 210 y en cuanto 
a su competencia véase Rec. Trav. Prep.
Vol. 2: pp; 125, 151, 203-206.
Vol. 3: pp. 214, 242, 296, 326.
Vol. 5: pp. 68, 72, 86, 98, 116, 132, 156 (competencia). 
En cuanto a las reclamaciones véase Rec. Trav. Prep. vol. 
4, pp. 45, 213, 227, 283 y respecte del derecho de accién 
ante el Tribunal, véase Ibidem, pp. 45, 133, Vol. 1, 
pâg. 163.
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lar los actos contraries al Convenio y conferir reparacién s i 
lo estimaba necesario (15).
El érgano politico del Consejo examiné el Informe de 
los expertos en Abril de 1950. La particularidad del texto 
conslstia en la presentacién al Comité de Ministros de pro­
puestas alternativas, cuyas singularidades especlficas se re- 
fertan a dos cuestiones bâsicas:
a) Enumeracién de los derechos. Se planteaba la 
opcién o no de un sistema de definlciones con- 
cretas de los derechos o, por el contrario, un 
sistema de simple enunciacién de los derechos 
y libertades que deblan incluirse en el Conve­
nio (16).
b) Sistema de garantia de los derechos. Se propo- 
nlan dos alternativas: la creacién de un solo 
érgano de control, la Comisién, o bien la posl- 
bilidad de establecer, junto a la Comisién, un 
Tribunal europeo (17).
(15) Véase Rec. Trav. Prep. Vol. 4, pâg. 45 y vol. 5, pp. 
249, 301.
(16) El Comité de Ministros decidié la creacién de un Comi­
té de expertos gubernamentales para que elaborase un 
Proyecto de Convenio. Las variantes propuestas por el 
Comité de Expertos. Véase Rec. Trav. Prep. Vol. 4, pp. 
53, 79. El Comité de Expertos gubernamentales h a bI a pre 
sentado un proyecto de Convenio con varias alternativas
(17) Rec. Trav. Prep. vol. 4, pp. 227, 283, respecte de la 
Comisién véase Rec. Trav. Prep. Vol. 4, pp. 133, 2 13, 
283.
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El Comité de Ministros confié, a su vez, el examen del 
Informe a un érgano que actuarîa de asesor de los expertos ju- 
ridicos. Por consiguiente, el texto fue nuevamente depurado 
por la Conferencia de Altos Funcionarios, que hizo un examen 
exhaustive del texto, finalizando sus debates el 17 de junio 
de 1950 (18).
que se referlan al método de enumeracién de los derechos 
o de su definicién, y la posibilidad de optar por dos 
posibles érganos de control, una Comisién y un Tribunal 
o ûnicamente la aprobacién de una Comisién.
(18) El 1 de Abril de 1950 el Comité de Ministros convocé la 
Conferencia de Altos Funcionarios actué de asesor del 
Comité de Ministros al igual que la Comisién de Cuestio­
nes jurldicas y administratives lo hizo respecto de la 
Asamblea Consultiva. La Conferencia debla preparar la de- 
cisién del Comité de Ministros.
El présidente de la Conferencia evoca sus orîgenes y su 
misién en los siguientes têrminos:
"L'histoire de cette Conférence et en définit le mandat: 
c'est une reunion préparatoire pour le Comité des Minis­
tres. Sur la première question de principe (mode de defi­
nition des droits) la Conférence se trouve divisée par 
molitié. Sur la seconde question de principe (la créa­
tion de la Cour), les partisans de la Cour sont nettement 
en minorité: trois méthodes sont donc possibles pour sor 
tir de l'impasse: interrompre les travaux de la Conféren­
ce en constant le désaccord sur les deux questions de 
principe; poursuivre les travaux sur la base de la seule 
création de la Commission, ou essayer de presenter, si 
possible, un texte alternatif prévoyant la creation de 
la Cour"."Each organ was assisted by a specialised commi­
ttee which was responsible for the detailed work (the Mi­
nisters, in fact, by two) an a dialogue was established 
between them". El propésito era la coordinacién de los 
deseos de los dos érganos a fin de que la aceptacién por 
parte de los Gobiernos y de los parlamentos de los Esta­
dos fuese viable. Véase Robertson A.H.: "Human Rights 
in Europe". Manchester, 1978, pâg. 15.
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El nuevo Informe -proyecto- fue transmitido al Comité 
(le Cuestiones Jurldicas y Administrât!vas, que elevé sus co- 
mentarios al Comité de Ministros, el cual lo aprobé el 7 de 
Agosto de 1950 (19). El texto revisado del Proyecto fué final 
mente sometido a la Asamblea, que procedié a debatirlo en sus 
reuniones del 14, 15 y 25 de Agosto, fecha en la que aprueba 
una Recomendacién relativa al contenido del Proyecto del Con­
venio ( 20) .
(19) Constaba de un Proyecto dnico de Convenio que a peticién 
de la Asamblea Consultiva fue trasladado a su érgano 
asesor, la Comisién jurîdica que examiné el Proyecto de 
Convenio el 23 y 24 de Junio de 1950, transmitiendo sus 
comentarios al texto el 24 de Junio al Comité de Minis­
tros. Véase "Rapport de la Conférence de Hauts Fonction­
naires. Texte du rapport au Comité de Ministres présenté 
par la Conférence de Hauts Fonctionnaires. Y Projet de 
Convention annexe au rapport". En Rec. Trav. Prep. vol.
4, pp. 243-296.
El Proyecto dnico prevela el compromiso entre el método 
de mera enumeracién de los derechos y el de su defini­
cién concreta, la creacién del Tribunal, cuyo funciona- 
mlento requerla nueve declaraciones de sometimlento a su 
jurisdiccién y la intervencién del Comité de Ministros 
como érgano decisor. La Conferencia de Altos Funcionarios 
procuré evitar aquellas materias sobre las que era impo- 
sible obtener un acuerdo de las partes es decir, los de­
rechos controvertIdos (de los padres a la educacién de 
sus hijos, el derecho a las elecciones libres) pero tam 
poco consiguieron un acuerdo respecto del "derecho de re 
curso individual".
(20) A fin de que la Asamblea Consultiva emitiera su dlctamen 
en la segunda sesién plenaria celebrada en 1950, "Rap­
port établi par le Comité des Ministres en application 
de 1 brticle 19 du Statut (Doc. Assemblée Consultative, n®8 
7 Août 1950, par 54 à 63, pp. 570-572.
Conclusions de la Reunion des Conseillers des Représen­
tants au Comité des Ministres des Affaires Etrangers, te
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La Asamblea insistia en la conveniencia de incluir en 
el texto y définir los derechos mâs controvertidos, es decir, 
el derecho de los padres a la educacién de sus hijos y el de­
recho a la propiedad, asI como el derecho a la celebracién de 
elecciones libres (21). El Comité de Ministros procedié a un
nue la 2 Août 1950, Doc. Comité des Ministres 5®™® ses­
sion, point IV, pp. 98-99.
Procès verbal de la séance du Comité de Ministres, te­
nue le 3 Août 1950, Doc. Comité de Ministres; 5® ses­
sion, point II, pp. 4-5, y point II, pp. 25-29.
Amendements véase Doc. CM I (50) I, A 1862, Doc. CM I 
(50) 2, A 1863, Doc. CM I (50) 3, A 1864, Doc. CM I (50)
3 rév. A 1872, Doc. CM I (50) 4, A 1865, Doc. CM I (50)
5, A 1866, Doc. CM I (50) 6, A 1867, Doc. CM I (50) 7, 
Doc. CM I (50) 8; texte des articles, amendés à la suite 
des délibérations de la séance du 4 Août 1950. Se refe­
rla a los Arts. I, art. 4 (3 a) art. 5 (id) art. 6 (I) 
art. 6 (3 a) art. 8 (2) art. 29 (I) en Doc. CM I (50) 9. 
Projet de Convention adopté par les Sous-Comité: Doc.
CM (50) 52 du 7 Août 1950, A 1884. El subcomité no con- 
siguié lograr un acuerdo respecto del (art. 25) "derecho 
de recurso individual", respecto del (art. 61) "disposi- 
ciones relatives a los conflictos de competencia" se tra 
taba de la renuncia a otros medios de arreglo que los 
prévistos por el Convenio, tampoco se logré un acuerdo 
respecto de la denominada "claûsula colonial" (art. 62), 
de modo que se proponlan variantes para su posterior 
aprobacién por el Comité de Ministros. El Comité de Mi­
nistres en su 5*’sesién aprobé un texto de compromiso, fi­
nalmente obtenido entre las distintas delegaciones. (Doc. 
A 1937 du 7 Août 1950) en: Rec. Trav. Prep. Vol. 4, pp. 
121-145, 147-171.
Rapport du 7 Août 1950 sur le Projet de Convention de 
Sauvegarde des Droits de l'Homme et des Libertés Fonda­
mentales, présenté au nom de la Commission par Teitgen: 
Doc. Assemblée Consultative n® 6, 7 Août 1950, pp. 517- 
535. Rec. Trav. Prep. vol. 4 pp. 173-183.
(21) El Informe fué aprobado el 25 de Agosto de 1950 estando
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rtltimo examen del texto y a su remodelacion, quedando final­
mente concluldo el proceso de elaboracién del Convenio median 
te su aprobacién por el Comité de Ministros en su sesién de 
Roma, el 4 de Noviembre de 1950.
La doctrina criticé la Ciltima remod«lacién romana por­
que el Comité no atendié cumplidamente las propuestas de la 
Asamblea. Esta remodelacién desacertada fue paliada y perfec- 
cionada después, merced a la labor que el Comité de Ministros 
confié al Comité de expertos de efectuar la redaccién de un 
texto adicional al Convenio, en el que se incluirfan los dere­
chos que habfan suscitado mayor polémica y que habian qiiedado 
exclu.tdos (22).
(20) Por Ultimo Recommandation au Comité des Ministres a 
doptée le 8 Septembre 1949 en Rec. Trav. Prep. Vol. 4 
pp. 185-191.
(21) ya cercana la conclusién definltlva del texto. La Asam­
blea Consultiva adopté una Recomendacién aprobando el 
Proyecto globalmente si bien hizo puntua1izaciones. Comp 
tes rendus. Assemblée Consultative, 2*^ "’^  Sesion, tome 1, 
séance 5, pp. 212-213 y 282-285. Dic^ Assemblée Consul­
tative, deuxième session, tome II, 6 ® séance, pp. 322-
35 5, Rec. Trav. Prep. vol. 5, procès verbaux de la séance: 
Ordres du jour et procès-verbaux Assemblée Consultative, 
deuxième session, pâg. 55.
En Rec. Trav. Prep. Vol. 5, pp. 271-273. Comptes rendus 
Assemblée Consultative, deuxième session, tome II 9 sèan 
ce, pp. 494-543. Rec. Trav. Prep. Vol. 5. pp. 273-351.
(22) A pesar de que la Asamblea insistié en su inclusién y 
definicién quedaron exclutdos: el derecho a la propiedad, 
el derecho a la ensefianza y el derecho a la celebracién 
de elecciones libres que fueron posteriormente inclufdos
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B) FACTORES SINGULARES DEL SISTEMA DE PROTECCION.
Los factores déterminantes de la elaboracién del Conve­
nio son multiples y revisten un carâcter esencialmente politi­
co, del que se ha ocupado ampliamente la doctrina. Nos intere- 
sa aqui resaltar tan solo algunos de los aspectos mâs estric- 
tamente jurldicos, que nos proyectan luz especial para la me- 
jor comprensiôn de la proteccién técnico-jurîdica, del sistema 
de la salvaguarda y de restablecimiento de los derechos prote- 
gidos (23).
Este esclarecimiento nos harâ comprender mejor el siste­
ma de protecciUn individual, el método procesal de las reclama 
ciones y la nocién y alcance del contenido de la reparaciUn en 
el seno del Convenio. Por ello, nos interesa la lista de dere­
chos que deblan ser inclufdos, la modalidad del sistema de ga­
rantie colectiva que debla aprobarse para su ejecuciôn y la in-
en el Protoloco Adicional de Convenio hecho en Paris el 
20 de Marzo de 1952 y que entré en vigor el 18 de Mayo 
de 1954. Véase Recueil des Textes pp. 116-119, y Rec. 
Trav. Prep. vol. 5. pp. 186, 224, 274, 288, (derecho opo 
sicién polltica), derecho de los padres a la eleccién 
del sistema de educacién de sus hijos. Ibidem, pp. 24,
26, 32, 36, 60, 202, 206, 250, 278 y 326. Respecto del 
derecho de la propiedad véase Ibidem, pp. 24, 26, 32, 36, 
60, 200, 204, 208, 244, 312 y 344. En cuanto a los dere­
chos econémicos y sociales véase Ibidem, pâg. 224.
(23) De ahl que el érgano asesor del Comité de Ministros pre- 
sentarâ una doble posibilidad a fin de posibilitar que 
el érgano politico llegase a aprobar el Proyecto. Véase 
Recueil des Travaux Préparatoires. Vol. 4, pp. 57 y ss.
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clusién del derecho de recurso individual y su efectividad me - 
diante la reparacién.
1. El factor ideolôgico como razén jurîdica.
La elaboracién del Convenio estâ vinculada, naturaImente, 
al momento historien del fenémeno politico unificador de Euro­
pa .
La sititacién ideolégica imperante in f lui râ decisivamente 
en la elaboracién del Convenio (24),
(24) "El Consejo de Europa es la expresién de la Idea europea 
occidental de la democracia polltica". Truyol, A.: "Los 
Derechos Humanos" Madrid 1971-7f^pâg. 43. "Es también en 
ciertos preceptos del Estatuto del Consejo de Europa de 5 
de Mayo de 1949, en donde encontramos las ideas y princi- 
pios capitales del sistema acordado por los Estados Miem­
bros". Varela Feijoo, J .: "La Proteccién de los Derechos 
Humanos" Barcelona 1972, pâg. 65. En igual sentido se ex 
presa Castberg, E.: "The Preamble to the Convention points 
on that the maintenance and farther realisation of human 
rights should also contribute towards greater unity between 
the member States of the Council of Europe". En "The Euro 
pean Convention on Human Rights", Leiden 1974, pâg. 5.
Teitgen manifesté en su alocucién a la Asamblea que recor 
dando los fines del art. 3 del Estatuto del Consejo de 
Europa, dirla: "A l'origine de notre union se trouve donc 
inscrite cette affirmation fondamentale: tout homme en 
raison de son origine, de sa nature et de sa destinée, 
possède des droits imprescriptibles contre lesquels ne 
saurait prévaloir aucune raison d'Etat" ... "L'Europe, en 
effet, doit être d'abord la terre de la liberté. Ce qu'e­
lle lui a coûté dans le passé l'histoire de nos pays le 
dit a chaque page. Vingt siècles on presque de peines et 
d'efforts, de guerres, de revolutions, beaucoup de lames 
et beaucoup de sang et sur la lassitude des peuples sou­
vent épuissés, l'appel incessant du héros et du saint. En­
fin, nous avons conquis la liberté...
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La idea prédominante es la conciencia y el sentimiento 
imperioso del respeto que se merecen la persona y los Derechos
... Il y a certes un maximum souhaitable, un idéal théo­
rique consisterait a faire pour L'Europe un code complet 
de toutes les libertés, de tous les droits fondamentaux 
des libertés et des droits individuels, des libertés et 
des droits qu'on appelle sociaux". Véase Rec. Trav. Prep. 
Vol. 1, pp. 39-51 aquI en concreto 39-45.
La Comisién jurîdica del Movimiento europeo, al preparar 
el Anteproyecto de Convenio, y a fin de que la Asamblea 
aprobase la propuesta de resolucién. Subrayé la conciencia 
de que podrîan resolver cualquier obstâculo que surgiera 
en favorecer la elaboracién del Convenio. Este firme pro­
pésito lo manifestaron en los siguientes têrminos: "Je me 
contendrai de dire qu'en la matière il n'y a, ni du côte 
de la procédure, ni du côte du droit, d'obstacles insur­
montables. Il y a des difficultés que l'on pourra franchir 
résolument si l'on veut vraiment organiser la protection 
collective des droits et des libertés humaines. Ce projet 
de Convention figure en Annexe (il ne figurait pas dans 
la version confidentielle des Travaux Préparatoires)". En 
Rec. Trav. Prep. vol. 1, pâg. 49 y pâg. 297.
El danés Lannung, asimismo expresé la necesidad de elabo- 
rar la Carta de Derechos Humanos, que aunque inspirândose 
en la labor de las Naciones Unidas (en la Declaracién Uni 
versai de 1948), deblan sobrepasar lo establecido en dicïïo 
texto:
"Mais nous ne saurions nous borner, pour l'établissement 
d'une Charte européenne, è adopter les termes de cette Dé­
claration et â proclamer notre amour de la liberté. Il est 
de la plus haute importance que d'autres mesures essentie­
lles soient prises dès que possible; il s'agirait, selon 
moi, d'établir una définition plus précise et plus détai­
llée des droits de l'homme, car - et j'y reviendrai - des 
possibilités toutes particulières nous sont offertes de 
compléter et de renforcer certaines des dispositions assez 
vagues, qui tendent à élaborer une Charte applicable au 
seul territoire européen.
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Humanos como condiciôn sine qua non para el mantenimiento de 
la democracia y de la primacîa del derecho, como expresién de 
la voluntad general y como régla que debe presidir las rela- 
ciones entre gobernantes y gobernados.
Estas Ideas esenciales se ven consagradas, entre otros do 
cumentos historicos, en la Carta de Naciones Unidas, en el Tra 
tado de Bruselas del 17 de Marzo de 1948, en el Tratado del At 
lântico Norte del 4 de Abril de 1949, y, desde luego, en el 
propio Estatuto del Consejo de Europa del 5 de Mayo de 1949 
(25).
(25) Art. 1 de la Carta de Naciones Unidas, véase Carrillo Sal­
cedo, J.A.: "Textos BSsicos de Naciones Unidas, Madrid, 
1982. pâg. 36.
En cuanto al Tratado Constitutive de la OTAN, véase, texto 
del Tratado del Atlântico Norte. Madrid. Oficina de Infor 
macién Diploraâtica 1949. Texto del Estatuto, véase Annuai­
re Européen, vol. 1, pp. 275-309.
En su art. 1, que establecc el objctivo de la organlzaclén
y asi como en el art. 3 en el que se exige el respeto de
un régimen democrâtico como condicién previa para solici­
ter la condicién de miembro de pleno derecho del Consejo 
de Europa. En este sentido se configura la previsién del
art. 4, que estuvo a punto de apllcarse en 1970 con motivo
de la sltuacién polltica griega y que se resolvié en 1974 
a ralz de la restauracién del régimen democrâtico. Y que 
actualmente podrâ surtir efectos en relacién con Turqufa, 
si no Se aclara de forma favorable la sltuacién de pleno 
respeto de los Derechos humanos, transcurrido el plazo de 
confianza que la Asamblea Parlamentaria ha concedido al 
gobierno turco. Véase Resolution 765 (1982) relative à la 
situation de Turquie. Discussion par l’Assemblée les 27 y 
28 Janvier 1982 (24^»"®, 25&m®, 26®"'® séances). Véase Doc. 
4841, Rapport de la Commission des questions politiques. 
Texte adopté par l'Assemblée de 28 Janvier 1982 (26®*® séan 
ce). Directive n® 406 (1982) de l'Assemblée sur la situa­
tion en Turquie. Véase Doc. 4841, Rapport de la Commission 
des questions politiques, cit. Recommandation 936 (1987) 
de l'Assemblée Parlementaire relative â la situation en
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Precisamente el gran europeista Robert Schuman, quien al 
suscribir el Convenio, proclamé su necesidad, con el fin de 
establecer los cimientos de base de la defensa de la persona 
humana contra cualquier tirania o totalitarisme (26).
Turquie. Véase Doc. 4841 cit, adopté par 1 'Assamblée le 
28 Janvier 1982 (26 séance) Rapport sur le Turquie, Doc. 
4841, véase Renvoi n*1302 du 24 Septembre 1980, Recomman­
dation 904 (1980) Resolution 757 (1981) y Directives n® 
392 (1980) 395, 397 y 398 (1981). En su sesién de Enero 
de 1981. La Asamblea Parlamentaria se ha mostrado pacien- 
te e Indulgente con el régimen autoritario turco. El In­
forme de Steiner, démocrate cristiano austriaco, propo- 
nla la concesléh de un margen a Turquie para que en el 
plazo previo al mes de Mayo, fecha en que el mandato de 
sus 12 diputados expira. La Asamblea puede si el gobierno 
de Ankara no lo remedia condenar y sancionar a Turquîa 
con la expulsién del Consejo. Véase Schoeller, F." L"As- 
semblée a accordé un délai a la Turquie", en Forum 81/1, 
pâg. 13.
La fuerza y la autoridad del Consejo de Europa reside 
primordialmente en el hecho de que se trata de una orga- 
nizacién fundada sobre los principios de la democracia y 
de los derechos del Hombre. El Consejo goza en este as­
pect© de una gran autoridad moral hecho que le ha valido 
su reputacién mundial.
En el desarrollo y ampliacién de su cometido la protec­
cién de los derechos del hombre, el Consejo deberâ hacer 
oir su vez por su propia competencia y experiencia en la 
materia, en este sentido deberâ solidarizarse con los 
oprimidos y perseguidos para hacer valer sus derechos 
exigiendo por parte de los Estados restantes su respeto. 
Pero para exigir que el mundo exterior procéda a esta ta­
rea serâ primordial que el Consejo sepa defenderlos en 
su âmbito geogrâfico, tratando con eficacia y honestidad 
los problemas internes en la materia a la luz del esplri- 
tu del Convenio Ullsten.V.; "Editorial", en Forum 81/1, 
pâg. 3.
(26) Recueil des Travaux Préparatoires, vol. 4, pâg. 253. Y
como se expuso en la 1 sesién de la Asamblea Consultiva:
93
De ahl surge la ordenacién jurîdica de la garantia colec­
tiva que frustrarla cualquier intento de instauracién de un 
régimen antidemocrâtico en Europa, (27). Y el Informe de Teit­
gen a la Asamblea, explicarla cémo cualquier intento de instau 
racién de una dictadura podria ser denunciado mediante un sis­
tema de alarma colectiva que entraria en funcionamiento al ob­
server cualquier limitacién progresiva de los derechos. En es­
te sentido y en favor de la proteccién individual, se debla 
crear un Tribunal que darla ejecucién a dicha conciencia colec­
tiva (28) .
La garantia y el respeto de los Derechos Humanos deben en- 
tenderse hoy como condicién necesaria para la existencia de un 
régimen democrâtico basado en principles de représentatividàd 
y pluralisme politico, consagrado en los articules 1 y 6 de 
nues tra Constitucién y en la Declaracién de los miembros de la
"La minorité de la Commission a estimé que "le Conseil de 
l'Europe devrait s ’en tenir è s'assurer que tous ses mem 
bres respectent les principes de la démocratie. Cette con 
dition dirimante étant remplie, les différents peuples dé­
mocratiques devraient pouvoir régler leurs affaires comme 
ils 1'entendent.
Le résultant pourrait, â l'avis de la minorité, être ob­
tenu en donnant k chaque Etat Membre seulement le droit de 
poursuivre devant une Cour internationale le violation par 
un autre Etat Membre de l'une quelconque des libertés 
fondamentales reconnues. Cette solution empêcherait les 
abus et les dangers qui pourraient dériver des actions 
entreprises par des particuliers". En Rec. Trav. Prep. vol 
1, pp. 226-227.
(27) Véase "Declaracién sobre la Intolerancia, una amenaza pa­
ra la democracia". Véase Doc. M. (82) 2, pp. 44-45.
(28) Rec. Trav. Prep. voll 1, pp. 6, 48, 58, 144.
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Comunidad europea, sobre la democracia del 8 de Abril 1978.
Esta labor realizada en el âmbito europeo, en defensa de prin 
cipios fundamentales y del hombre estâ llevando a la instau- 
racién de un orden pûblico comunitario que garantiza la perma- 
nencia de los regîmenes democrâticos y la dignidad de la per­
sona humana (29).
Esta tendencia tutelar de los derechos humanos habla si­
do bien manifiesta en las concepciones jurldicas proclamadas 
anteriormente por el I.D.I. En su sesién de Lausana confirmé 
la funcionalidad del Estado como salvaguardia de los derechos 
de la persona humana, sehalando metas futuras para la evolucién 
conceptual del Derecho internacional (30).
La interrelacién existante entre Derechos humanos y demo­
cracia es obvia y los principios democrâticos actuales deben 
entenderse como un criterio perfeccionista, de modo que la ca- 
lidad de la democracia debe configurarse progresivamente me­
diante una mayor y mâs eficaz proteccién de los Derechos huma­
nos (31). La mencionada interrelacién es bien necesaria:
(29) Ibidem, pp. 39-51.
(30) El Institute proclamé que: "L'Etat doit servir et non 
asservir l'homme". El Institute entendîa que el respeto 
de los derechos de la persona humana en el interior de 
cada Estado constitula un elemento esencial e Intimamen- 
te conectado con la paz internacional. El I.D.I, condena- 
ba la concepcién tradicional que concebla el Estado todo- 
poderoso: "qui voit, "dans l'Etat souverain, organisme de 
sécurité et instrument de puissance, la forme la plus hau 
te de l'ordre juridique" En Annuaire de l'Institut de 
Droit International 1947, pâg. 175.
(31) En este sentido se manifesté en su ponencia presentada por
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1) Como condicién para la misma existencia del régi­
men democrâtico.
2) Porque los Derechos humanos estân al servicio de 
la democracia, orientan e influyen el régimen de­
mocrâtico , siendo éste el dnico régimen politico 
capaz y necesario para garantizar el pleno disfru­
te de los Derechos humanos.
Es cierto que existen factores extrlnsecos e Intrlnsecos 
que ponen en tela de juicio el marco democrâtico y la realiza- 
cién de los Derechos humanos en el mismo. Se puede hacer una 
breve referenda de ellos:
1) El frâgil orden internacional.
2) La desigualdad en las relaciones interestatales.
3) El progreso técnico, que en determinados aspectos 
amenaza el disfrute de la libertad individual, de 
bido a la creciente ingerencia del Estado en la 
esfera privada del individuo.
4) Por lo que respecta a la no inclusién de derechos 
de carâcter eminentemente social, laguna que hoy 
por hoy ha sido salvada gracias a la evolutiva ju 
risprudencia del Tribunal de Estrasburgo, que re- 
viste un marcado acento social.
D. Evrigenis: "Droits de L'Homme et Démocratie" en el 
Coloquio Internacional sobre el Convenio Europeo de De­
rechos Humanos celebrado en Madrid, 5 - 6 Noviembre 
1979 , pp. 3 y ss.
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Jurisprudencia nueva que contribuye a asegurar la sal­
vaguardia y primacîa de los derechos humanos. Su necesidad 
se ha puesto en evidencia en distintos horizontes, a fin de 
incluir la proteccién de nuevos derechos (32).
Esta preocupacién por la defensa y el mantenimiento de 
los principios democrâticos y humanos sigue siendo objetivo 
constante del Consejo de Europa. Precisamente, a propuesta 
del actual Présidente de la Asamblea Parlamentaria, Jose Ma­
ria de Areilza, se celebrarqn las Conferencias de Estrasburgo 
(33), animadas del deseo de lograr el desarrollo de un mayor 
contacto entre los reglmenes democrâticos. De esta forma, se 
conseguirâ consolider los lazos de solidaridad que unen a los 
représentantes parlamentarios de las democracies pluralistes. 
Los parlamentarios se reunirîan, en lo que Areilza califica de
(32) Una proteccién cada vez mâs estricta de los derechos im- 
plica la inclusién de la nueva generacién de derechos c^ 
lificada por Vasak, K. como los "derechos a la solidari­
dad" en "Le droit international des droits de l'homme" en 
R.C.A.D.I. Vol. IV, 1974, n® 140, pâg. 344.
Respondiendo a esta necesidad cabe citar los esfuerzos 
realizados en el Acta Final de Helsinki. La Carta de De­
rechos Fundamentales de los ciudadanos pertenecientes a 
los paîses intégrantes de las Comunidades europeas y la 
elaboracién del Protocole VI al Convenio europeo de dere­
chos humanos.
Bystricky, R.: "Quelques remarques sur la revolution 
scientifique et técnique et les droits de l'homme" en,
Rene Cassin Aumicdrura Discipulorumque Liber. I, Paris 
1970, pâg. 16 y véase Ponencia de Moreno Lépez, A.: "Los 
derechos humanos de la solidaridad", en las IV Jornadas 
de Profesores de Derecho Internacional y Relaciones Inter- 
nacionales (4, 5 y 6 de Julio de 1979) Granada, 1980, 
pp. 33-53.
(33) Forum 1981/4. pâg. 3. Véase "La Protection International 
des Droits de l'Homme, dans le cadre européen" pp. 23-24, 
Paris, 1960.
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conferencia "transdemocrâtica", en 1983, removable cada dos 
afios .
Este difîcil intento trata de réunir a los paîses y re- 
forzar la posicién de los Estados democrâticos en e! mundo, 
asI como proporcionar un polo de atraccién a los que dudan so 
bre la organizacién y sus institueiones, obedeciendo a la di- 
nâmica polltica y légica institucional complementarla propia 
del Consejo y de sus érganos, y que la distinguée claramente 
de la realldad comunitaria de los diez. Lord McNalr manifesté, 
hace aftos, que esta preocupacién por los derechos humanos se 
ha interpretado como un medio de reforzar una unidad mâs am- 
plia entre los miembros del Consejo.
Piénsese que los regîmenes democrâticos constituycn una 
minorîa espectacular en el mundo, de los cuales 21 pertenecen 
al Consejo de Europa y son parte en el Convenio.
En los trabajos preparatorios del Convenio se recoge fiel^  
mente esta idea que se habla positivado en el articule 3 del 
Estatuto del Consejo de Europa, y que actuaba de motor de la 
elaboracién del Convenio. Teitgen insistié en este aspecto en 
su alocucién a la primera sesién de la Asamblea en los siguien 
tes têrminos:
"En origen de nuestra unién se encuentra esta afirmacién 
fundamental: todo hombre, en razén de su origen, de su 
naturaleza y de su destino posee derechos Imprescripti­
bles contra los que no puede erigirse ninguna razén de 
Estado... de forma que se elaborarân las propuestas que 
permitirân a Europa realizar su promesa. Europa deberâ 
ser ante todo la tierra de la libertad" (34).
(34) Véase Ponencia de Guartiieri, G., presentada al Coloquio
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2. El factor orgânico de la redaccifin y de la protecci<5n.
En la elaboraciôn del texte del Convenio y del sistema 
de proteccidn fue mûltiple la partlcipaciôn orgânica. Actud, 
por ima parte, el Comité de Ministres, aseserado per dos dr- 
ganes, el Comité de Expertes y la Cenferencia e Comité de Al­
tos Funcionarios gubernamentales, especialistas en materias 
jurldicas.
Per otro lado, la Asamblea Consultiva se vio asesorada 
por el Comité de Cuestiones Jurldicas y administratives. El 
texto europeo es, pues, el resultado de idéales jurldicos y 
politicos tamizados por transacciones de carâcter circonstan­
ciel y operative. Este aspecto de transaccién se evidencia 
en mâs de un pasaje del Convenio. En le que concierne al sis 
tema de proteccién son una buena muestra de ese espiritu las 
llamadas claûsulas facultatives.
Concretamente, por ejemplo, les articules 25 y 46 del 
Convenio, que representan una solucién inmediata, aunque no 
sean el ideal deseable (35). Porque el sistema de proteccién 
individual y, por tante, la reparacién, estân condicionados, 
en principle, a la libre aceptacién del Estado. En efecto, la 
competencia de la Comisién para conocer de cualquier demanda 
dirigida:
"Por cualquier persona fisica, organizacién no 
gubornamental o grupo de particulares",
de Madrid, S - 6  Noviembre 1979 ./Recueil des Travaux Pré­
paratoires, vol. I. pp. 39-41.
(35) Recueil des Textes, pp. 108, 111. {
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depende de que la Alta Parte Contratante acusada de vlolacién 
"haya declarado reconocer" dicha competencia (16). Le mismo 
ocurrié con la jurisdicclén del Tribunal, que ha de ser reco- 
nocida "como obligatorla de pleno derecho" (37).
Y algo anâlogo sucedié con el examen de los derechos mSs 
controvertidos. Claro esté que el Comité de Expertos traté de 
eludir los problemas de carâcter eminentemente politico para 
solucionar de forma efectiva las cuestiones jurldicas. Esta es 
la razén que explica el hecho de que redactase textes alterna­
tives, que habîan de ser sometidos a la Cenferencia de Altos 
Funcionarios (38).
Precisamente, el texto relative al derecho de recurso In­
dividual, que mâs nos interesa para nuestro estudio, fuë ohje- 
to de detenido reexamen por el Comité de Cuestiones Jurldicas 
Administratives, por encargo de la Asamblea (39).
Este Comité insistié en la necesidad de la admisién e 
inclusién de tal derecho en el texto definitive del Convenio. 
El texto finalmente aprobado refleja la necesidad que hubo de 
ciertos compromises. Esta necesidad de transaccién motivé 
ciertas crlticas, en el sentido de que el texto definitive in­
troduce una desvirtualizacién del espiritu inicial del acuerdo
(36) Ibidem, pâg. 108
(37) Ibidem, pâg. 111
(38) Cenferencia de Altos Funcionarios 8-17 Junio 1950.
Véase Rec. Trav. Prep. Vol. 4. Capîtulo Xtll, pp. 101 
241. Rapport. Conférence de Hauts Fonctionnaires. 
Ibidem, pp. 243 y ss.
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Sin embargo, los mismos signatarios del Convenio tuvie- 
ron, al parecer, plena conciencia de las imperfecciones del 
texto (40). Per ello, el Comité de Cuestiones Jurldicas y Ad­
ministratives considéré que séria necesario reexaminar en el 
futuro la regulacién de otros derechos o libertades de carâc­
ter profesional o social, con el fin de ampliar-el âmbito de 
aplicacién del Convenio. En este sentido, cabe seflalar los es 
fuerzos realizados para la ampliacién de los derechos protegi 
dos y el reconocimiento de los Protocoles Adicionales, asî co 
mo del derecho de recurso individual (41).
3. Notas esenciales de la definicién y calificacién jurldica 
de los derechos individuales.
La salvaguarda y el restablecimiento, en caso de repara­
cién, de los derechos protegidos nos viene dada y explicada, 
en parte, por los debates habidos en torno a los derechos que 
debîan de ser incluldos en el Convenio (42). El tema plantea- 
ba una doble cuestién. Por una parte, habla que dilucidar los 
derechos que debîan garantizarse y, por otra, la cuestién re­
lative a su definicién.
(40) Diez de Velasco Vallejo,H.ot. cit. pp. 586-590.
(41) Respecto del derecho de recurso individual véase la pro- 
puesta de Rolin, en Rec. Trav. Prep. Vol. 1, pâg. 184
la alocucién de Teitgen de Agosto de 1949. Ibidem, pâg.
48, su propuesta. Véase Doc. D.H. (77) 7. Cronica del Co­
mité de Ministres para hacer obligatorio el "derecho de 
recurso individual". Ibidem, pâg. 162, Proyecto Ibidem, 
pâg. 202 y Rapport de Septiembre 1949. Ibidem, pâg. 224.
(42) Rec. Trav. Prep. vol. 1, pâg. 219. Rec. Trav. Prep. vol. 5, 
pp. 24-26, 32-36, 60-64, 200-204, 208, 236-238, 244, 312, 
324, 344.
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En el Comité de Cuestiones .îurrdicns y Administratives 
del Consejo de Europa, se planted la dvsyuntiva de inclulr 
derechos y libertades tradicionales o derechos de reciente 
formaciôn o en estado de desarrollo (derechos profesionales 
o sociales); se opté por incluir aquellos derechos que sus- 
citasen menos controversia. Es decir, se incluyeron los dere­
chos y libertades fondamentales ampliamente consolidados en 
Europa, definidos y aceptados por la préctica bien consagra- 
da de los regîmenes democrâticos (43).
El razonamiento esencial del Comité podrîa cifrarse en 
los siguientes términos:
"Estos derechos y libertades constituyen el deno- 
minador comdn de nuestras instltuclones polîti- 
cas, la primera conquista de la democracia, y 
también la condicién de su funcionamiento. De 
ahî que deban ser objeto de una garantîa colec- 
tiva" (44).
Los redactores del Convenio eran, pues, conscientes de 
la existencia de libertades de carâcter profesional dignas de 
proteccién, asi como de derechos sociales que debîan ser ga- 
rantizados y definidos en el futuro. Pero, en el momento hi s - 
torico de la redaccién, la Unién europea se concebîa como ob- 
jetivo para la democracia polftica, la cual debîa atender pri 
mordialraente a la generallzacién de una democracia social y 
después se preocuparïa de coordinar las distintas economîas 
(4 5).
(43) En otros se h a ce referenda en ReC. Trav. Prep. vol. 4 
pp. 25 3, 29 3.
(44) Rec. Trav. Prep. vol. 1, pp. 39-41.
(45) Rec. Trav. Prep. vol. 1, pâg. 219 y Rec. Trav. Prep. vol 
5.pâg. 224.
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En tales circunstancias, se comprende que se cuestlo- 
nase el carâcter fundamental de determinados derechos, Los 
derechos que suscitaron mayor controversia fueron los denorai 
nados "derechos de familia", en los que se incluîa el dere­
cho a contraer matrimonio y a fundar una familia, el derecho 
de los padres a elegir la educaciôn de sus hijes, asî como 
la limitacidn del poder pûblico de intervenir arbitrariaraen- 
te en el disfrute de la vida privada pues la Comisién consi- 
deraba que taies derechos "no eran esenciales para el funcio- 
namiento de las instituciones democrâticas" (46).
Vivo fue, también el debate sobre el carâcter fundamen­
tal del derecho al disfrute pacifico de los bienes, porque 
algunos miembros de la Comisién entendlan que no existia mo­
tive alguno para separar este derecho de los restantes dere­
chos econémicos o sociales (47).
En cambio, se manifesté mayor concordia sobre el com- 
proraiso de los Estados miembros para respetar los principles
(46) Rec. Trav. Prep. vol. I, pâg. 219.
(47) Respecto de los derechos relatives a la vida privada y
familiar. Véase Rec. Trav. Prep. vol. 1, pp. 161, 169,
197. Respecto del derecho a la educacién véase Ibidem, 
pp. 125, 169, y respecto del derecho a la propiedad.
Ibidem, pp. 183, 199, 207, 255, 271.
En el Anteproyecto se incluyeron 12 derechos que inte-
graban el art. 2 del Proyecto de Resolucién. El dele-
gado britânico Lord Layton se opuso a la inclusién de [
los derechos de los padres a elegir la educacién de !
sus hijos asi como el derecho a la propiedad, s in em­
bargo, en este momento de la redaccién se incluyeron en 
el art. 2 del Anteproyecto.
mfondamentales de la democracia de bnena fe, y, de modo espe­
cial, en su terri torib metropoIitano; sobre la necesidad de 
celebrar elecciones libres en plazos razonables de tiempo me - 
diante sufragio universal y voto secreto, para garantizar la 
concordancia entre la accién gubernativa y legislativa y lo- 
grar la "expresién de la voluntad del pueblo", sin perturbar 
el derecho a la crltica y el derecho a organ!zar una oposicién 
polîtica (48) .
Ahora bien, cuando se analizo el Anteproyecto, en el se 
no del Comité de Ministres (49), algdn delegado mostré cierta 
desconfianza sobre el sistema elegido de la mera enunciacién 
de los derechos, por entender que suponfa un riesgo tanto para 
la posterior garantîa de los derechos por parte de los érganos 
de control como por la posible interpretacién llimitada que 
dichos érganos, en especial la Comisién, pudieran efectuar res­
pecto de estos derechos. Frente al método de la simple enuncia- 
cién de derechos se opuso el procedimiento de la definicién con 
creta de los mismos.
(48) Se présenté una enmienda para separar la parte subraya
da que fue desestimada por ser indiscutible, requisite 
sine qua non de la democracia. Rec. Trav, Prep. Vol. 1, 
pp. 77, 1 19, 137, 161, .169 y 209 (derechos politicos y 
a celebrar elecciones libres). Respecto del derecho a 
format una oposicién polîtica véase Rec. Trav. Prep. vol. 
4, pâg. 55 y pp. 55, 141, respecto del derecho a la cele- 
bracién de elecciones libres.
(49) Le choix entre le système de 1'énumération et celui de
la définition des droits à sauvegarder par la Convention
(Titre I du projet des experts, variantes, A. A/2 y B,
B/2, Rapports des experts, pp. 5-10). Respecte de 1 s.is- 
tema de enumeracién de los derechos propues to por la Asam 
blea Consultiva se mostraron a favor los delegados de 1ns 
siguientes Estados: Francia, Irlanda, Italia y Turqufa.
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El Comité de Ministres no aceptô la redaccién en base 
de la simple enunciacién, por considerar necesaria la defi­
nicién de los derechos. La cuestién habla sido ya ampliamen­
te debatida en el seno de la Comisién de Cuestiones Jurldicas 
y Administratives, pero el Comité de Ministres solicité, por 
medio del Secretario General, a los Gobiernos, la designacién 
de expertos gubernamentales para que conjuntamente redactasen 
el proyecto del Convenio.
En consecuencia, se convocé la Conferencia de Altos Fun 
cionarios, que élaboré el 1 de Abril de 1950, una definicién 
concrete de los derechos frente al enunciado de principle de 
los mismos que habla redactado el Comité de Cuestiones Jurîdi- 
cas y Administrativas. Entre el Anteproyecto presentado a la 
Asamblea, en Septiembre de 1949, y el proyecto puesto en su 
conocimiento en Junio de 1950 habla notable diferencia, por­
que la redaccién de los derechos varié notablemente, pues en 
el ûltimo proyecto fueron definidos y no meramente enunciados
En realidad, la Comisién de Cuestiones Jurldicas y Admi­
nistrativas habla optado por un sistema de reenvlo a las défi 
niciones de los mismos derechos tal y como se contenîan en la
/.
En cambio se pronunciaron a favor de un sistema de defi­
nicién de los derechos, que era el sistema aprobado por 
la Comisién de Derechos humanos de Naciones Unidas, los 
delegados de los siguientes Estados: Grecia, Noruega, 
Raises Bajos, y Reino Unido. Véase Rec. Trav. Prep. vol 
4, pâg. 211. (Conférence de Hauts Fonctionnaires) (8-17 
Juin 1950).
m
Declaracién Universal del 10 de Diciemhre de 1948. Se pensa- 
ba que ese reenvlo ofrecerfa una mayor clarificacién de cîda 
derecho o libertad (50).
Este propésito de referirse al docuraeiito bâsico de la 
Asamblea General obedecia, primcrdialmente, a ciertas preocu- 
paciones de la Comisién:
a) Coordinar la accién del Consejo de Europa con 
la labor llevaba a cabo por la O.N.U.
b) Tener en cuenta el valor de la Declaracién tanto 
por su autoridad moral como por su valor técnl- 
co. En cualquier caso, el reenvlo previsto solo 
se efectuarîa, segdn la Comisién, de conformilad 
con las exigencias de cada articule y énicameite 
en relacién con el articule que delimitase el 
contenido de cada libertad en la propia Déclara- 
cién (SI) .
Es decir, al elaborar la lista de derechos y 1ibertaies 
garantizados, se hacîa un reenvlo expreso a cada disposiciln 
correlativa de la Declaracién Universal, sin procederse a ma 
definicién especîfica de cada derecho o libertad (52).
(50) Le choix entre le système de 1'énumération et celui te
la définition des droits a sauvegarder par la Convcn
tion (Titre I du projet des experts, variantes A, A//, 
y B, B/2, Rapport des experts, pp. 5-10.
(51) Recueil Trav. Prep. vol. 1, pâg. 219.
(52) Teitgen en su alocucién a la Asamblea aclararîa" "cl sis
. - . / . -
106
La Comisién habla debatido, también, la posibilidad de 
définir muy detalladamente cada derecho. Esta idea no tuvo 
éxito, por considerarse que la eventualidad de définir con mi- 
nuciosidad cada derecho implicarîa la elaboracién de una legi^ 
lacién general; es decir, una codificacién internacional que 
tendrîa que incluir las modalidades y condiciones de ejercicio 
de cada libertad en cada pals. Y su realizacién supondria la 
dilacién "sine die" del propésito de la Comisién.
La Comisién comprendié que la uniformidad de la legisla- 
cidn europea era un.propésito loable pero de lenta y ardua 
ejccucién. Por tanto, decidié optar por una solucién empîri- 
ca. Y es curioso observar que se pretendié basar la decisién 
en el supuesto hecho de que en el orden internacional es pre­
cise crear la jurisdiccién antes de que se logre la codifica- 
ci<5n (53) .
En realidad, la solucién aprobada por la Comisién:
"consagré el principio tradicional, fundamental 
en Derecho internacional pûblico conforme al 
cual cada Estado tiene competencia para organi­
zer sobre su territorio las modalidades de ejer-
tema de redaccién en los siguientes términos: el dere­
cho a contraer matrimonio y fundar una familia, confor­
me al art. 16 de la Declaracién U".
"Se pretende limiter la garantie al derecho o contraer 
matrimonio, sin incluir, "los iguales derechos, respec­
to del matrimonio, durante el matrimonio y una vez di- 
suelto" que asimismo se incluyen en el art. 16 de la De 
claracién de Naciones Unidas".
(52) Recueil des Travaux Préparatoires, vol. 1, pp. 276-277.
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cicio y las condiciones cotidianas del ftinclona- 
miento de los derechos y de las libertades ga- 
rantizadas" (54).
La Comisién entendîa reservar a los Estados la competen 
cia de establecer las modalidades de ejercicio de cada dere­
cho, si bien la garantîa colectiva internacional velaria para 
que los poderes estatales no destruyesen el ejercicio de di­
chos derechos con el pretexto de su organizacién interna.
La garantîa colectiva tendrîa por objeto asegurar eFi- 
cazmente el cumplimiento de lo estipulado, conforme a los prin 
cipios générales de Derecho reconocidos por las Naciones civi- 
lizadas, de forma que la legislacién aprobada por cada Estado 
diese firmeza y seguridad al ejercicio de las libertades ga- 
rantizadas internacionalmente (55).
(54) Se justificaba el sistema seguido en los siguientes tér­
minos: "Une convention internationale établira la liste 
des libertés garanties et leur definition générale". Rec 
Trav. Prep. vol. 1, pp. 277, 280, 281,
(55) El art. 7 se referirîa a los principles generates de 
derecho reconocidos por las Naciones civilizadas tal
y como se recoge en el art. 38 de 1 Estatuto del Tribu­
nal Permanente de Justicia Internacional. Véase Rec. 
Trav. Prep. vol. 1, pp. 201, 223, 231, 279.
La remislén que la Comisién de Cuestiones Jurldicas hi - 
zo, en su articulado en el Proyecto de Resolucién a la 
Declaracién Universal, se efectué para delimifar el con 
tenido de los derechos. Véase Rec. des Trav. Prep. vol. 
1, pp. 280-281,
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En consecuencia, los expertos convocados por el Comité 
de Ministres se reunieron en el Ayuntamiento de Estrasburgo 
del 2 al 8 de Febrero de 1950 e impulsaron, como anticipâmes,
la idea de la definicién especîfica de los derechos (56).
Entre los représentantes merece resaltarsê a los de la 
Gran Bretaha y de los Paîses Bajos, fervientes partidarios de 
la definicién detallada de los derechos y de sus limitaciones. 
Sir Oscar Dawson seftalé que su gobierno consideraba esencial 
la determinacién de un "método apropiado" para la previa ela­
boracién del Convenio, sin menosprecio de la libertad de accién 
ulterior de los Estados.
En el énimo de los Delegados influla mucho la diversidad
de situaciones, porque en la intencién de los autores de la De 
claracién Universal no se preveia en modo alguno el carâcter 
obligatorio del texto (57).
(56) Conforme a la Decisién del Comité de Ministres del 5 de 
Noviembre de 1949. El Secretario General convocé el 18 
de Noviembre de 1949 un Comité de expertos mediante car­
ta dirigida a los Ministres de Asuntos Exteriores de 
los Estados Miembros. Rec. des Trav. Prep. vol. 2, pp. 
303-305.
(57) También se impugné la remisién a la Declaracién Univer­
sal ya mencionada y una vez corroborada la intencién pré­
dominante en Lake Sucess que llevé a la redaccién poste­
rior de los Pactes con un carâcter ya obligatorio.
En resûmen dichos delegados exigieron como condicién 
previa a la conclusién del Convenio de Derechos humanos; 
"La definicién précisa de los derechos garantizados y de 
las limitaciones a que podrân someterse estos derechos". 
En Rec. Trav. Prep. vol. 2, pâg. 255.
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Por el contrario, el Convenio europeo liabfa de vincu- 
lar jurfdicamente a todos los signatarios. Por eso, el de­
legado inglés, aim reconociendo la laborios idad del sistema 
preconizado, se mostrd muy esperanzado sobre la eventualidad 
de llegar a un acuerdo positive y concrete, considerando Im- 
prescindible que la definicién de los derechos revistiese una 
forma legislativa que delimitase claramente la naturaleza y 
la extension de las obligaciones concretas que debîan asumir 
los Estados. Se debîa dellmitar suficientementc el fondo de 
las cuestiones, para decidir con posterioridad las formas y 
el alcance de las garantfas del Convenio (58).
La propuesta inglesa aspiraba a disipar y evitar la in - 
certidumbre de los Estados, porque Sir Oscar Dawson formulé 
en forma muy elocuente el nCicleo de la cuestién principal:
"Los Estados signatarios del Convenio podrfan 
sentirse inseguros respecte a si debîan o no 
adherirse al Convenio; en efecto, icémo un paîs 
pedrla estar seguro de que sus leyes son con­
formes con las obligaciones que se derivan del 
hecho de que la adhesién, si no sabe exactamen- 
te cuâles son las obligaciones que suscribe?" 
(59).
La expresa laboriosldad y la supuesta impracticabilidad
(58) Por ello, déclaré insatisfactories las recomendaciones 
de la Asamblea, porque induclan a los Estados a una 
gran confusién y perturbaban la propia labor del Con­
sejo de Europa. Rec. Trav. Prep. vol. 2, pâg. 255.
(59) Ibidem, pâg. 257.
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del sistema propuesto, encontrd la oposicién de los représen­
tantes de Francia e Italia. Estos pensaban que los Estados 
dificilmente llegarian a ponerse de acuerdo respecto de de­
terminados temas, singularmente sobre los detalles de las de- 
finiciones y de sus delimitaciones. Tenlan présente, ademâs, 
la dificultad de précisât las innumerables rest'ricciones po- 
sibles al ejercicio de cada derecho concreto y su dificil pre 
visibilidad. Estos hechos exigirîan, a su vez, elaborar y ad- 
juntar la enumeracién de reglas générales junto a la enumera­
cién detallada de las restricciones (60).
No se exclula, por ejemplo, segûn el delegado belga, 
la posibilidad de la redaccién detallada de los derechos, pe­
ro se sentia preocupacién por la dilacién que esta labor im­
plicarîa y el riesgo de retrasar la creacién de érganos que 
se juzgaban imprescindibles para el buen funcionamiento del 
Consejo de Europa. La razén funcional de esta actitud tenla 
su valor pragmâtico. Se creîa ventajosa la conclusion de un 
convenio imperfecto, aunque después fuese sustituîdo por un 
convenio mâs perfeccionado (61).
Por otra parte, la concepcién de los delegados francés 
e italiano tenîa en cuenta la importancia de la circunstancia 
histérica en la que se elaboraba el proyecto, pues el siste­
ma de las reglas générales y de sus limitaciones tenîa un cier 
to significado en la Europa Occidental, y las posibles difi- 
cultades prâcticas podrîan superarse por el control posterior 
que instaurase el Convenio.
(60) Ibidem, pâg. 258.
(61) Ibidem, pâg. 258-259
I l l
Esta visiôn continental europea se hacfa patente en la 
referenda, por ejemplo, a los principles del art. .38 del Es- 
tatuto del T.Î.J, considerândolos como formando parte del pa 
trimonio europeo, y su aplicacién permitîa que lo.s érganos in 
ternacionales, por tratarse de principles establecidos, los 
pusiesen en prâctica e interpretasen de manera jus ta y flexi­
ble (62) .
Los argumentes contradictories expuestos, decidieron al 
Comité a comenzar el anâlisis del proyecto y examinât todas 
las propuestas basadas sobre un método distinto al inicialmen 
te aprobado, dejando a cada miembro en libertad de reservar 
su opinién definitive.
La composicién técnica del Comité favorecié ta inteli- 
gencia e intercomunicacién de las opiniones divergentes por 
no tratarse de un acuerdo meramente politico basado en la opi­
nién de la mayorla, El Comité, sin embargo, tuvo présenté la 
dilacién que se podria introducir en la redaccién del texto 
con la adopcién del sistema propuesto por Gran Bretafia.
El Comité, examiné, pues, el proyecto en el que se in - 
clulan los principales derechos de carâcter civil y politico: 
(63) seguridad de la persona, libertad frente a la esclavitud
(62) El art. 7 de la Asamblea se remit fa al art. 38 del E«: -
tatuto. En Rec. Trav. Prep. vol. I, pâg. 201.
(63) En el texto definitive el derecho a la seguridad se
transcribla en el art. 3, en complemento con el art. 5
<y^:^%^Æue lo garantiza conjuntamente con el derecho a la I i 
w r t a d , y se complementa por el art. 6. El art. 4. L.i
S 4 ^ ohibicién de la esclavitud y de los trabajos forzados ,
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o servidumbre, ser conducida prontamente ante un juez en ca­
so de detenciôn (64), derecho a un juicio equitativo y a cier­
tas garantîas procesales (65), prohibiciôn de la retroactivi- 
dad de la legislacién penal (66), derecho al respeto a la vida
en el texto definitive se incluirfa en el art. 4, desa- 
pareciendo a este efecto el art, 8, pues en su texto se 
incluirfa como veremos aspectos, vida privada, inviola- 
bilidad de la correspondencia y del domicilio. Arts. 9,
10 y 11.
En el texto definitive se protegerîa al individuo frente 
a cualquier arresto arbitrario solamente en el art. 5.
Los arts. 10 y 11 del texto definitive protegerlan al 
individuo para manifestar libremente su pensamiento y 
el art. 11 garantizaria la libertad de reunién, asocia- 
cién y sindicacién.
Art. 12. En el texto definitive este articule se conver- 
tiria en el art. 8.
Art. 18. En el texto definitive se protegerîa una parte, 
estas libertades de pensamiento, conciencia y religién 
en el art. 9 y por otra la libertad de expresién en el 
art. 10.
Art. 19. Protegidas en el texto definitive en el art. 10. 
Art. 20. Texto definitive art. 10.
Art, 20. Texto definitive art. 11.
Art. 23, pfo. 4. Texto definitive art. 11.
Art. 16. Texto definitive art. 12.
Art. 26, pfo. 3. Se protegerîa en el Protocole Adicional 
por falta de acuerdo en el momento de redaccién del tex­
to final del Convenio.
Art. 17. Séria finalmente incluido en el Protocole Adi­
cional y por ûltimo arts. 2:1 y arts. 3 y 4. Véase Rapport
de Heraitd. G.: "Les Droits garantis par la Convention", 
en "La Protection international des Droits de l'Homme 
dans le cadre européen", Paris 1960, pp. 105-139.
En Rec. Trav. Prep. vol. 1, pp. 229-231.
(64) El art. 5: en Recueil des Textes, pp. 103-104.
(65) El art. 6 Ibidem, pâg. 104.
(66) El art. 7 Ibidem, pp. 104.
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privada y familiar, al domicilio y a la correspondencia (67), 
derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de re­
ligién (68), derecho a la libertad de expresién (69), dere­
cho a las libertades de reunién, asoclacién y sindical (70), 
derecho a format una familia (71), el derecho a un recurso 
efectivo ante la autoridad nacional en el supuesto de que un 
derecho o libertad protegido en el Convenio no fuese respeta- 
do (72), la prohibiclén de la discriminacién en el disfrute de 
los derechos y libertades garantizados en el Convenio (73).
También fueron incluldos posteriormente los debatidos 
derechos a la propiedad privada, el derecho a la instruccién 
y libertad de los padres para escoger la educacién y la ense- 
Ranza de sus hijos conforme a sus convicciones religiosas y 
pollticas (74), derecho a elecciones libres, periédicas y sé­
crétas , (75).
(67) El art. 8 Ibidem, pp. 104-105.
(68) El art. 9 Ibidem, pâg. 105.
(69) El art. 10, Ibidem, pâg. 105.
(70) El art. 11 Ibidem, pâg. 105.
(71) El art. 12 Ibidem, pâg. 105.
(72) El art. 13 Ibidem, pâg. 105-106.
(73) El art. 14 Ibidem, pâg. 106.
(74) El art. 1” del Protocolo Adicional, y el art. 2” de 1 
citado Protocolo. Ibidem, pâg. 117.
(75) El art. 3*del Protocolo Adicional. Ibidem, pâg. 117.
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Posteriormente veremos la interpretacién que los érga­
nos de control han dado a la aplicacién de estos derechos:
"la amplitud y prolijidad de los derechos enume- 
rados demuestra bien claramente que los redacto­
res del Convenio han recogido el espiritu vigen 
te en Europa en materia de Derechos humanos".
4. Referenda a la garantîa del justo equilibrio en la protec­
cién.
Las garantîas générales de la eficacia de la proteccién 
motivaron la intrôduccién de ciertas restricciones en el ejer­
cicio absoluto de los derechos protegidos. Se procuraba evitar 
el abuso. La libertad garantizada no debîa de llevar, por ex- 
ceso, a destruir la libertad misma, de ahl la prohibicién del 
abuso (76).
El contrapunto de la limitacién de los excesos exigla, 
a su vez, otro contrapeso ineludible: la prohibicién de exten­
der el âmbito de aplicacién de las restricciones (77). Los ju£ 
tos limites del ejercicio de los citados derechos y libertades, 
esto es, las restricciones para evitar los abusos, no podrîan 
ser aplicadas mâs que de conformidad con "la finalidad" para 
la cual hablan sido prevlstas (78).
(76) El art. 17 Ibidem, pâg. 106
(77) El art. 18 Ibidem, pâg. 106
(78) El art. 18 Ibidem, pâg. 106
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El equilibrio necesario entre el ejercicio del derecho 
y la prohibicion del exceso y del abuso, se establece en ra­
zén del principio de la adecuacién razonable de las medidas 
restrictivas "a la finalidad" para la cual se admiten (79).
Esta dimensién del equilibrio, de la adecuacién razona­
ble, es la que ha de Inspirar a los érganos de control cuando 
examinen la compatibilidad de las normas o medidas internas 
denunciadas con relacién al Convenio, y si son o no necesarias 
en una sociedad democrâtica. Por otra parte, el artîculo 17 
pretende evitar la invocacién "distorsionada" de un derecho o 
libertad protegido en el Convenio (80).
Las disposiciones del Convenio no deberlan, por tanto, 
ser interpretadas de forma tal que permitlese al Estado o a 
los individuos ejercer cualquier derecho, actividad o actos 
tendentes al deterioro, destruccién o distorsién de los dere­
chos o libertades reconocidos en el mismo Convenio; las limi 
taciones mâs amplias de estos derechos o libertades no podrîan, 
tampoco, ser mâs amplias que las prevlstas en el Convenio.
El equilibrio seRalado significa una garantîa general 
en doble sentido del espiritu que informé las estipulaciones 
pmtectoras de los derechos y libertades reconocidos. La ra­
zén que justified la postura de la Conferencia de Altos Fun­
cionarios, partidaria de la definicién de los derechos (81),
(79) El art. 18 Ibidem, pâg. 106.
(80) El art. 17 Ibidem, pâg. 106.
(81) Le choix entre le système de l'énumération et celui de
la définition des droits à sauvegarder par la Convention
(Titre I du projet des experts, variantes A, A/2, B, B/2, 
Rapport des experts, pp. 5 10.
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fue, sin duda, la preocupacién de esclarecer bien la puesta 
en prâctica en el futuro de los derechos, tanto en el âmbi­
to interno como en el internacional. A pesar de este buen 
propésito, en la prâctica se han planteado graves problemas 
de interpretacién, porque el texto definitive no plasmé ple- 
namente la finalidad perseguida. Los érganos de Estrasburgo 
y, especialmente, el Tribunal, se han encargado, en la reali­
dad, de interpreter las cuestiones suscitadas en la interpre 
tacién 0 aplicacién del Convenio,
Es altamente importante esta facultad de adecuar los 
principles de proteccién a la realidad sociolégica de la vida 
normal. Las facultades interpretativas del Tribunal constitu­
yen una garantie general de efectos muy amplios. Su definicién 
es une de los aciertos de los redactores del Convenio, que dis^  
pone :
"La competencia del Tribunal se extiende a todos 
los asuntos relatives a la interpretacién y apli­
cacién del présenté Convenio que las Altas Partes 
Contratantes o la Comisién le sometan, en las con 
diciones prevlstas por el art. 48" (82).
La operatividad de las facultades de interpretacién vie 
ne correspondiéndose con el propésito del justo equilibrio men 
cionado, porque los autores del Convenio redactaron exhausti- 
vamente, en ocasiones, con vistas al âmbito interno, las res­
tricciones autorizadas y previstas en determinados supuestos, 
(83). Pero, al mismo tiempo, los redactores incluyeron la clâu-
(82) Art. 45 y art. 48. en Recueil des textes, pp. 111-112.
(83) Limitaciones del art. 5 a la libertad personal en Recueil 
des Textes, pp. 103-104.
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suia del artîculo 18 (84), con el fin de contrôlât internacio­
nalmente la actuacién de las autoridades internas y evitar que 
estas abusaran en la aplicacién de las restricciones prevlstas.
C. EL ANALISIS JURIDICO DE LOS REDACTORES SOBRE LOS DERE­
CHOS INDIVIDUALES Y SU PROTECCION (85).
Hemos anticipado ya la importante tarea del Comité de Mi - 
nistros, en el momento de la redaccién definitiva del Convenio
(86). Interesa ahora un breve anâlisls del contenido substanclal 
de las modificaciones introducidas por el Comité para hacerse 
cargo del sentido y alcance previsto inicialmente, con la defi­
nicién de los derechos individuales y su correspondiente protec 
cién (87). Realmente, el anteproyecto presentado al Comité se 
convirtié, después de sus alteraciones, en un nuevo texto.
(84) Ibidem, pâg. 106.
(85) En base a las observaciones que presentaron los delegados. 
Inicié el anâlisis de los articules atendiendo prlmero a 
aquellas libertades y derechos que planteaban problemas 
mâs ardiios por lo que se referîa a su eventual limitacién.
(86) "The criticism of the Commitee of Ministers as regards 
the failure to include the three additional rights was 
rather exaggerated'! Asl se expresa Robertson, A.M.: Ob. 
cit. pâg. 13.
(87) Aunque la iniciativa de la elaboracién del Convenio par- 
tié de la Asamblea Consultiva fue como ha dicho Robertson, 
A.U.: "it was the governmental organ, the Committee of 
Ministers, which acted on that proposal'.' Ob. cit. pâg.
15. Véase asimismo Capîtulo f, Recueil, pp. 278-291. Art. 
1, Recueil des Textes, pâg. 102.
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El Comité comenzé por eliminar el término "garantizar"
- los derechos y libertades - del artîculo 1 del Proyecto, 
sustituyendo por el de "reconocer"; esto es, las Altas Partes 
Contratantes "reconocen" a toda persona los derechos y liber­
tades definidos. Esta substitucién aseguraba raejor, a juicio 
del Comité, la proteccién por parte de los Estados (88).
El Comité sustituyé, igualmente, el término de "residen- 
te", que hacîa referencia a los beneficiarios de los derechos, 
por el de "persona bajo su jurisdiccién" - de los Estados - 
expresién anéloga a la del artîculo correspondiente del Pacto 
de las Naciones Unidas (89).
Esta actitud révisera y de mayor precisién se puso tam­
bién en prâctica con motivo de la enumeracién de los derechos 
(90). El proyecto de los Altos Funcionarios Gubernamentales
(88) El texto anterior seflalaba: "Les Hautes Parties Contrac­
tantes s'engagent à recoîtaître . . . "
La enmienda presentada por Rolin proponla:
"Les Hautes Parties Contractantes reconnaissent... les 
droits et libertés définis".
El Comité de Ministres acepté la enmienda el 7 de agos­
to de 1950. Véase "Projet de Convention adopté par le 
Comité des Ministres" en Recueil Trav. Prep. vol. 5, pp 
121-143, en concreto pâg. 147, Annexe A. art. I.
(89) Véase Ibidem, pâg. 147.
(90) El Comité suprimié la referencia explicita a la Declara­
cién Universal por motivos de técnica legislativa, si 
bien respeté escrupulesamente el espiritu dimanante de 
la misma. Ibidem, pp. 121-143. '
En el Proyecto indicado se enumeran los articules y se 
definen aquellos que plantean problemas en cuanto a su 
aplicacién, a pesar de que como indicabamos no se logra 
un pleno acierto en este tema.
11!)
contenla, como seflalamcs, soluclonos de c.ompTomiso, que so lo 
podlan ser superadas por el proplo Comité. F,n efecto, en el 
importante capîtulo de los érganos de control se confirma la 
creacién del Tribunal europeo de Derechos humanos, cuya ins- 
tauracion efectiva quedaba supeditada a la aceptacién de su 
competencia obligatorla por parte de 9 Estados (91). Y se pre- 
veta la actuacién del Comité como érgano de control (92).
I . Polëmica relativa a la inclusién de determinados derechos 
inmediatos.
En el proyecto bâsico, no se llegaba a un acuerdo pleno 
sobre la inclusién de los derechos mâs controvertidos, ni so­
bre la obligatoriedad del derecho de recurso individual. Y es 
de resaltar de modo especial que habrta de ser el Comité de Mi - 
nistros el que estableciese la claOsula facultatlva de i dere­
cho de recurso individual (93).
La admlsién de una de las innovaciones mâs originales e 
importantes del Convenio no fue consentida fâcilmente por los 
Delegados Gubernamentales. Siete delegados estaban conformes 
con la inclusién del derecho de recurso individual , frente a 
cinco miembros que se manifestaron en favor de la supresién de! 
derecho de peticlén, cuya redaccién final se elaborarîa median 
te la inclusién de la clâusula facultative.
(91) Respecto de la claOsula facultative. Véase Rec. Trav. 
Prep. vol. 5, pp. 59, 65, 93, 159, 165, 317 y 319.
(92) Coordinacién de Misiones, Comité y Tribunal.
Véase Ibidem, pâg. 29.
(9 3) Rec. Trav. Prep. vol. 5 pp. 59, 65, 93, 139, 165, 317 y 
319.
t - ' r
120
Por su parte, el Comité supo diferenciar con claridad 
el concepto de los derechos y libertades protegibles del sis^  
tema de su proteccién. Sintié la necesidad de configurer el 
"derecho a un recurso efectivo" ante una instancia nacional, 
como una garantie de las libertades y derechos incluldos, en 
los supuestos de violacién de los derechos protegidos y se 
mostré partidario de su regulacién separada, dedicando un arti­
cule especifico a este derecho y suprimiendo la referencia a 
la Declaracién Universal (94).
El Comité se pronuncié en el mismo sentido respecto al 
derecho a una vida privada y familiar y el derecho a contraer 
matrimonio (95).
Limité los aspectos que se debîan protéger en esta dere­
cho, suprimiendo en parte los derechos contenidos en el articu­
le 12 de la Declaracién Universal. El artîculo 4 del proyecto 
se remitia en términos muy amplios a los articules 10 y 16 de 
dicha Declaracién. Se excluye la referencia a atentados a la 
honra o reputacién de la persona y las restricciones relatives 
a la celebracién de matrimonio y al disfrute igual de los de­
rechos durante y después de la disolucién del mismo (96).
Naturalmente, cl Comité no pudo eludir el examen de dere­
chos mas polémicos:
- El de los padres a elegir la educacién de sus hijos.
(94) Ibidem, pp. 83, 129, 153.
(95) Respecto al derecho al respeto de la vida privada y fa­
miliar. Ibidem, pp. 81, 127, 151.
Ibidem, pp. 23, 31, 41, 60, 243, 279 (derecho a contraer
matrimonio).
(96) Rec. Trav. Prep. vol. 1, pp. 51, 59, 63, 71, 111, 141,
195, 219, 237.
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- El de la propiedad. Inicialmente, el Comité se mostré 
partidario de su inclusién en el Convenio, pero des­
pués decidié no tratar la cuestién ni presentar pro­
puesta alguna al respecto.
Se limité a subrayar la Importancia de taies derechos en 
los regîmenes democrâticos, frente a las presiones y utiliza- 
ciones erréneas ejercidas por los poderes totalitarios (97).
La irretroactividad de las leyes pénales fue otra de las 
materias bien reexaminadas por el Comité que, estimé convenien 
te seéalar que la consagracién de este principio no afectaba 
ni condenaba jurîdica y moralmente las leyes promulgadas en 
circunstancias excepcionales (98).
(97) Sin analizar sin embargo, el art. 12 del Proyecto que 
se remitia al art. 17 de la Declaracién.
En cuanto al derecho de propiedad que se inscribla en 
el pfo. 12 del art. 2 del Proyecto de Resolucién.
En la propuesta de Rolin, Layton, lingoed - Thomas, Rlm- 
gren y Edberg, Doc. n" 77, Rapport n” 80 à 8é, 88 à 94 , 
Amendements y Comptes Rendu n” 18, en Rec. Trav. Prep. 
vol. 1, pp. 255-256.
Se habîan mostrado a favor de la supresién de este de­
recho y su sustitucién por otros derechos de carâcter 
Social que ségûn los redactores de esta propuesta se 
omitlan.
El derecho al descanso y al tiempo libre conforme al art, 
24 de la misma Declaracién, y el derecho a un nivel de 
vida suficiente conforme al art. 25 de la Declaracién. 
Esta propuesta se basaba en el hecho de que los Estados 
europeos debîan limiter inicialmente el control interna­
cional respecto de aquellos actos que eran imprescindi­
bles para la realizacién de los fines esenciales del Con 
sejo de Europa, y también entendlan que su regulacién en 
materia dado que esta materia serîa objeto de dlscusién 
por tratarse de una cuestién de polîtica interna.
(98) Se referla a la legislacién promulgada con motivo de la 
Segunda Guerra Mundial. Véase Rec. Trav. Prep. vol. I, 
pâg. 63.
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Pese a ello, no falté algûn delegado - sueco - que de 
sease hacer constar que la exigibilldad de la aplicacién de 
una ley penal internacional no debiera de ser vâlida mien- 
tras no se hubiese incorpotado a la ley nacional (99). En la 
remodelacién del texto examinado por el Comité.se traté de ex 
presar claramente la salvaguarda de las instituciones demo­
crâticas de los Estados signatarios, si bien se polemizé bas- 
tante en torno al derecho a elecciones libres (100).
En todo caso,..fue un acierto del Comité el descartar la 
posibilidad de que el Tribunal europeo gozase de competencia 
para examiner esa clase de violaciones de las instituciones de 
mocrâticas. En cambio, résulté ser una buena aportacién del 
Comité la remodelacién del ejercicio y disfrute de los dere­
chos y libertades, considerando necesario ahadir dos causas 
que justificaban las restricciones previstas en el texto del 
Proyecto:
La seguridad e integridad nacional -propuesta por el de 
legado turco-, y el ejercicio de la administracién de Justicia
(99) Se plantearon enmiendas al Comité en relacién con la ce­
lebracién de elecciones libres por entender que la defi­
nicién de "sufragio universal" era dificil y por no con 
siderarla como garantîa absoluta de la democracia.
(100) Véase Rec. Trav. Prep. vol. 4, (Article 3, titre I 
variantes A, A/2, pp. 253-254.
Véase Rec. Trav. Prep. vol. 1, pp. 77, 119, 137, 161,
169 y 209.
123
-propuesta por el delegado sueco- (101)
I . Concreciones sobre el slstema de proteccidn.
Es de notar, a su vez, la intervencidn y modificacldn del 
Comité en lo que concierne a la "garantra colectiva" inspirdn- 
dose en el enfonces proyecto, procuré asegurar al Estado fren- 
te a las actividades que atentasen contra Ins derechos y liher 
fades democrâticos (102).
En relacién con la finalidad de la garantie colectiva, 
el Comité estimé necesario suprlmir la referenda al articule 
38 (c) del Estatuto del T.I.J. cuando se alude "a les princi­
ples générales de derecho reconocidos por las naciones civili- 
zadas". Considéré equlvoca esta referencia, pues la alusién del 
C.E.D.H. a los principles générales tiene més bien en cuenta 
les principles que los Estados aplican en la es fera de su acti 
vidad interna y no su aplicacîén en e 1 émbito înternacionaI 
(103).
(101) Quien solicitaha que se previera la regulacién de su 
puestos de Vagabundeo y alcoholismo incluyendolas en 
la nocién de moral y orden péblico.
Rec. Trav. l’rep. vol. 1, pp. 73-99.
(102) Véase la propuesta del delegado turco intervenclén de 
Yetkin, Ibidem, pp. 125-129.
(103) Doc. 77 de la Asamblea Consultiva 5 Septiembre 1949 pp.
197-209, en concrete punto 15. A propuesta de Rolin, la 
Comisién habla precisado: "la garantie collective aura i t 
pour objet d'assurer la conformité de la législation 
édictée par chaque Etat et de l’application de cette
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D) REFERENCIA A LOS ORGANOS DE CONTROL DE LA PROTEC- 
CION Y DE LA REPARACION.
Los ôrganos de control fueron objeto, asimismo, de ar­
dues debates en el seno del Comité (104. Se repitieron las 
acaloradas discusiones habidas en la Asamblea Consultiva, en 
la que varies Estados se mostraron contraries a la creaciôn 
del Tribunal europeo (105). Y el Comité se preocupô, tambiên, 
de evitar que la composiciôn de la Comisién revistiera un ca- 
râcter esencialmente politico. En este sentido, es curioso ob 
servar que el représentante francés propuso que los miembros 
de la Comisién fuesen elegidos por el Tribunal.
1. Composicién y competencia de la Comisién.
La opinién dominante, en cambio, consistia en encargar 
al Comité de Ministres de la elecciôn de los miembros de la 
Comisién, en funcién de una lista de nombres quele séria pre 
sentada por la Asamblea.
La competencia de la Comisién era un tema importante, y
legislation aux "principes généraux du droit reconnus 
par les Nations civilisées principes qui, aux termes 
de l’article 38 (IC) du Statut de la Cour Permanente de 
Justice Internationale, constituent l’une des sources 
du droit de gens" (art. 7) véase Rec. Trav. Prep. vol. 1, 
pSg. 223, 279, 281, en concreto pp. 233. En vol. 2, 
pp. 58 y 144. Véase tambiên vol. 3, pp. 305.
(104) Luxemburgo, Noruega, Dinamarca, Turqula, Grecia y Reino 
Unido, sin embargo, por considerarla una cuestién eminen 
temente jurîdica el Comité no la abordé. Ibidem, pp. 
227-229.
(105) El Comité propuso estas dos alternativas en el art. 12, 
supeditândose la de la eleccién por el Tribunal de los 
miembros de la Comisién a que éste se estableciera. En 
cuanto al mandate de los miembros el Comité establecié 
igual periodo de mandate para los dos ôrganos. El Comi­
té estaba deseoso de vincular desde el punto de vista ad 
ministrativo à la Comisién, al Consejo, en el art. 14 en 
el proyecto se habla fijado el recurso directamente a la 
Comisién art. 11 del Proyecto. En Rec. Trav. Prep. vol.
1 , pp. 185, 187, 203, 287.
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el Comité considéré necesario perfilar la definicién de las 
personas capacitadas para recurrlr a la Comisién. Era ineltidi 
ble que quedase estipulado qulenes tenfan acceso a la Comisién 
y au actuacién a través del Secretario General a quien dehe- 
rlan dirigirse. Teniendo en cuenta las partes que podrîan sus 
citar los litigios, se siistituyé el término de "conc11 iaciéh’’, 
que figuraba en el articule 15 del Proyecto, por considérât que 
la expresién "arreglo amistoSo" se adecuaba més a los supues- 
tos en que las partes litigantes fuesen Estado y particulares
(106).
El Comité, deseando facilitar una sepunda oportunidad de 
conciliacién, a través del Comité de Ministres, considéré nece- 
saria la no publicacién del Informe de la Comisién hasta que 
hubiese fracasado el segundo intente de conciliacién (107). .Sin 
embargo, se mantuvo la facultad de los miembros de la Comisién 
de hacer constat expresamente su opinién en el caso de no com- 
partir el criterio adoptado por el Informe. Este hecho no com- 
prometîa la autoridad del Informe, y se faculté a la Comisién pa 
ra emitir Informe en los supuestos en que el asunto no fuese 
trasladado al Tribunal.
(106) Véase Rec. Trav. Prep. vol. 1, pp. 243 - 247.
(107) El art. 16 del Proyecto facultaba, en cambio, a la Co­
misién para publicar el Informe. Se régulé especlfica- 
mente la modalidad del voto, cuestién que no se babta 
planteado hasta enfonces.
Ibidem, pp. 49, 75, 123, 163, 211.
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Fue merito propio del Comité el mantener la posibili- 
dad de que el récurrente acudiera ante la Comision sin aseso- 
ramiento legal. Deseaba evitar la intimidaciôn o imposibili- 
dad de ser representado en los supuestos en que existiera pre 
sidn polltica en el pals en cuestién (108),
La necesidad de asesoramiento legal habla sido previs­
ta por la Asamblea a modo de filtro de las reclamaciones. Pê­
ro el Comité entendié que la propia Comisién podrîa regular 
en su reglamento interno el modo de rechazar a la mayor breve- 
dad las reclamaciones infundadas.
El Comité resolvié' que el nûmero de jueces fuese igual 
al de los Estados - Partes, a fin de concéder igualdad de opor 
tunidades a todos los Estados y entendiendo que esta composi- 
cién no afectaba en modo alguno al carâcter de la funcién ju­
dicial. La Asamblea habla estimado, en cambio, deseable, limi­
tât a nueve el nûmero de jueces, pensando que, de esta forma, 
se afirmaba mâs rotundamente el carâcter judicial del ôrgano 
jurisdiccional, evitândose asi el aspecto de un Consejo politi­
co de los Estados miembros (109).
Esta preocupacién de la Asamblea, obtuvo cierta satis- 
faccién, porque el Comité establecié la operatividad del Tri­
bunal mediante salas de siete jueces, en las que formarla parte.
(108) Véase Rec. Trav. Prep. Vol. 3, pâg. 327.
Vol. 4, pp. 69, 153, 195, 229, 241, 285.
Vol. 5, pp. 86, 98, 102, 104, 116, 132, 156,
(109) Rec. Trav. Prep. vol. 1, pp. 181, 191, 211
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como juez de oficio, el juez nacional del Estado demandado pa­
ra que defendiese su posIcién (110).
2. La competencia del Tribunal.
La competencia del Tribunal merecié atencién especial 
del Comité, sobre la cual manifesté con firmeza ciertos prin- 
cipios:
1) Su falta de competencia en materia de violaciones 
del artlculo 3 del Proyecto, la "salvaguardà de 
las instituciones democrSticas", asl como para 
sancionar los actos legislatives, en cuanto que 
infringiesen el Convenio. "No se trata en estos 
supuestos de soluclonar, mediante una sentencia, 
las medidas que se tomarén; para remediarlo pro- 
cederdn medidas de naturaleza exclusivamente polf- 
tica" (111).
2) La negativa del acceso del particular al Tribunal, 
si bien sus intereses serfan defendldos, en cual- 
quier caso, por la Comisién si se trasladaba el 
asunto ante el Tribunal o era presentado por un Es
(110) El art. 43 del Convenio prevee que firme parte de ofi
cio de la Salèt del Tribunal el juez nacional del Ef-
tado demandado. Véase Recueil des Textes, pdg. 111.
(11!) Rec. Trav. Prep. vol. 1, pp. 14. 28, 38, 72, 92,138,
162, 188 y 190. Ibidem, vol. 4, pég. 45.
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tado, ya que el Tribunal tendria competencia, se- 
gûn el Comité, para examiner los supuestos de vi£ 
laciôn de derechos individuales (112).
3. La competencia del Tribunal en materia de reparacién.
Singular trascendencia reviste la actitud del Comité so­
bre la posibilidad de conferir al Tribunal competencia en ma­
teria de reparacién. Este tema fue objeto de certera reflexiôn 
por parte del Comité:
"Esta disposiciôn es conforme al Derecho interna- 
cional en vigor en materia de violaciôn de una obli 
gaciôn internacional por parte de un Estado. La 
jurisprudencia del Tribunal europeo no aportarâ 
sobre este punto ningûn elemento nuevo o contra­
rio al Derecho internacional vigente.
El Tribunal no tendrâ el poder de anular o modifi- 
car los actos que emanen de los ôrganos pûblicos 
de los Estados signatarios" (113).
Se prevee, en cambio, que el Comité de Ministres se en- 
cargue de vigilar la ejecuciôn de las sentencias del Tribunal.
Se procuré evitar, al menos teéricamente, un conflicto de ju-
(112) Rec. Trav. Prep. vol. 4, pâg. 45 y pâg. 163. Véase opi^
nién de la Comisién de Cuestiones Jurîdicas, respecte
del derecho de recurso individual. Ibidem, pâg. 185.
(113) Rec. Trav. Prep. vol. 4, pâg. 45.
Rec. Trav. Prep. vol. S, pp. 249, 301 y pâg. 303.
En concreto vol. 4, pâg. 45.
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risdicciones entre el Tribunal europeo y el T.Î..J. La posible 
intervenclén del Tribunal Internacional de Just icia se prevee 
como necesaria en los supuestos en que los Estados quisieran 
dar preferencia al T.I.J, para actuar con respecto a la apli- 
cacién del Convenio. 5e requerirla en cualquier caso, "el acuer 
do" entre los Estados interesados. En su defecto, se remitiria 
el litigio al Tribunal europeo, por tratarse de una jurtsdic- 
cién especial cuya competencia derogarta la competencia gene­
ral del T.I.J. (114).
El Comité excluyé, en cambio, la posibilidad de que el 
Tribunal controlase a la ComisiénPI^ se estimé como una "me- 
dida étil". Antes bien, se juzgé incompatible con las funclo- 
nes "elevadas" que le eran confiadas a la Comisién; como garan- 
tla de su buen funcionamiento, se habla ya previsto el sistema 
de eleccién de los miembros de la misma (116).
(114) Rec. Trav. Prep. vol. 1, pp. 226 y 258.
Rec. Trav. Prep. vol. 2, pâg. 158.
Rec. Trav, Prep. vol. 3, pp. 18, 24, 232, 246, 266,
276.
(115) Se incluyé una nueva clâusula art. 42, conocida como
la "claûsula colonial" para respetar la autonomîa re- 
servada en la materia a determinados territories de U l ­
tramar, claûsula que fué defendida especialmente por 
Inglaterra que la propuso a fin de evitar posibles pro 
blemas constitucionales internes y a la vez Facilitar 
la ratlficacién del Convenio. En Rec. Trav. Prep. vol.
2, pp. 259-279.
(116) El art. 28 del Proyecto habla previsto esta facultad.
En cuanto de la composiciôn, véase Rec. Trav. Prep. vol 
1, pp. 190, 210, vol. 2, pp. 6, 184, vol 5, pp. 86,
150, 156, 186. En cuanto eleccién de miembros véase vol
3, pp. 21, 213, 227, 241, 297, 327 y vol. 5, pp. 86, 
130, 156 y 186.
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A pesar de su ardua elaboraciôn, el Convenio puede afi£
marse que fué redactado en un lapso breve de tiempo.
"Fué el primer intento sobre una base re­
gional, para crear un instrumento inter­
nacional que contuviera definiciones, obl^ 
gaciones recîprocas y un sistema de con­
trol" (117).
(117) Véase Mikaelsen, L.; "European protection of human
rights" Alphen aan den Rijn, 1980, agrega: "The sys­
tem is, howerer to a certain extent dependent on spe 
cific declarations by the States, so it is difficult 
to characterize the machinery as one system". Ob. cit. 
pâg. 13.
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PARTE SEGUNDA (I)
LA PROTECCION JURIDICA DE LOS DERECHOS HUMANOS EN LOS ORDE­
NAMIENTOS NACIONALES EUROPEOS DE CONFORMIDAD CON EL CONVENIO 
EUROPEO.
PROTECCION EN EL AMBITO NACIONAL.
A. Mëtodos internos de protecciôn jurîdica.
El propôslto de consegulr la eflcacla real de los dere­
chos humanos es un vlejo Ideal del Occldente europeo que se 
encuentra en vlas de reallzaclôn. La efectividad jurîdica se 
puede alcanzar merced a los ordenamlentos Interno e Interna­
cional, o bien por medlo de la coordlnaclôn superior de ambos, 
basada en la voluntad de los Estados. La protecciôn Individual 
en el âmbito nacional, es llevada a cabo por los ôrganos juris 
dlcclonales regulares o bien por ôrganos especîflcos (Ombudsman) 
Los ôrganos Internes han de asegurar la garantîa de los dere­
chos Inherentes al Indlvlduo, recogldos ya no excluslvamente 
en los textes légales Internes, slno en otros de carâcter con- 
venclonal Internacional sean, estos, de carâcter declarative o 
dispositive.
Al lado de la protecciôn jurîdica nacional puede exlstlr 
y coadyuvar a su reallzaclôn efectlva un slstema supletorlo, 
complementarlo o superior jerârqulcamente. Es la protecciôn ju­
rîdica de carâcter Internacional que actuarâ en garantîa de 
los derechos de la persona cuando la tutela interna fuere ino­
pérante o Insuflclente. Por elle se habla y es bien conocldo 
el fenômeno denomlnado "Interconexlôn" entre el Derecho Inter­
nacional y el Derecho nacional (1). En este sentido, el Comité,
(1) Lauterpacht, H.: "The development of International Law 
by the International Court". Londres 1958. Sobre con­
cepto, pâg. 361.
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de Ministres del Consejo de Eviropa, se preocupô, en su 61 Se 
siôii (1977), de la puesta en prâctica en el .lmbi to del Couve 
nio europeo de esa interrelaciôn jurîdica de forma que se ma 
nifestase tanto en el examen previo de las disposiciones inter­
nas, como en la fase de su ejecuciôn. Se propuso, entonces, tea 
lizar un estudio conjunto de las posiciones europeas relatives 
a la protecciôn y a la promociôn de los derechos humanos corne 
elemento bâsico de las relaciones internacionales (estudio qie 
fue confiado por el Comité a sus Delegados).
La importancia técnico jurîdica y pragmâtlca de la in- 
terconexiôn seRalada es bien patente en el Convenio europeo.
Se nos présenta como un freno, un mécanisme moderador, un "fte 
no razonado y razonable" (2), eficaz frente al libre arbitrio 
de los Poderes pûblicos estatales y, por ello, se dice que el 
estilo del Convenio es un estilo concreto y directo impulsado 
por una voluntad real de precisiôn (3).
Los métodos internes de la protecciôn jurîdica de los 
derechos individuales soh diverses y mûltiples. Varîan segûn 
la evoluciôn histôrlca del sentimiento jurîdlco de cada pais 
y el grade del respeto atribuido a la persona Humana.
Sin intentar hacer clasificaclôn alguna, nos interesa 
recapitular las notas y tipos caracterîsticos de los diverses
(2) Sibert, M.: "Traité de Droit International Public".
Paris, 1951, pp. 427-435.
(5) lleraud. G.: "Les droits garantis par la Convention"
en "La Protection Internationale des Droits et l'Ilom 
me dans la cadre européen", Paris 1960, pp. 106-126.
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métodos, porque han de ser motivo de explicaciôn y  adaptaciôn 
positiva cuando se vean sometidos a la jerarqula convencional 
superior que dimana del Convenio europeo. Y, al margen de la 
identidad de cada uno de los prototipos nacionales, subyace en 
todos ellos el afan de tutelar en justicia la vida humana. De 
esta forma se concibe la trascendencia jurîdica del tema, has­
ta el punto de asignarsele la expresién de la "jurisdiccién con£ 
titucional de la libertad" (4), base ineludible de la aplica- 
cién de los principios del Convenio.
Los medios y procedimientos internes mâs usuales de la 
protecciôn jurîdica de los derechos humanos acostumbran a ser 
los reraedios o recursos procesales que garantizan y tutelan los 
derechos civiles ordinaries y que pueden ser utilizados indi- 
rectamente para protéger los derechos fondamentales. En esta 
categorîa se comprenden los procesos ordinaries, civiles, péna­
les, justicia administratifs.
Al lado de esta clase de recursos, existen otros instru 
mentes o vlas complementarias; que, aûn no habiendo sido esta- 
blecidos para la protecciôn de los derechos humanos sirven e in 
tervienen para sancionar las violaciones consumadas en dicha ma 
teria. Se configuran como medios procesales y represivos. Los 
procesos politicos de responsabilidad a altos funcionarios, la 
responsabilidad econômica del Estado/de sus agentes etc, cuando 
se atente contra los Derechos fondamentales de los gobernados.
Estos medios procesales especîficos se establecen para 
garantizar la protecciôn directs, râpida y eficaz de los dere-
(4) Capelleti, M.: "La Jurisdiccién Constitucional de la
Libertad". Traducciôn de Fix Zamudio, H., Méjico, 1961,
pp. 1-168.
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chos fondamentales y conllevan la reparacién, pues en taies ca 
SOS no basta la mera sancién sino que se trata de restablecer 
al demandante en el disfrute de los derechos lesionados. Es el 
restablecimiento de la situaciôn merced a la reparacién. En es­
ta clase de medios o instrumentes de procedimlento que garanti 
zan la protecciôn directa de los derechos humanos se pueden in­
d u i t  los siguientes instrumentes procesales:
1) El "habeas corpus".
2) Recurso de amparo.
3) El control judicial de la constitucionalidad de
las leyes, cuando hayan sido lesionados los de­
rechos pûblicos subjetivos de los demandantes.
4) Determinadas vlas de recursos especîficos en el 
Derecho europeo continental:
- Verfassungsbeschwerde del Derecho alemân.
- Beschwerde de la legislacién austrîaca.
- Staatsrecht1iche Beschwerde de la legislacién 
Suiza.
5) En la Commonwealth britânica y en ciertos palses 
de Iberoamerica se han introducldo, mediante trans 
formaciôn, determinados recursos tradicionales an 
glo-americanos que han servido de instrumentes es 
pecîficos de protecciôn de los derechos humanos 
como: Writs of Injunction y los Mandamus, Existen, 
tambiên, en diverses ordenamlentos internos, otros
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recursos, medios e instrumentes de garantîa de 
gran relevancia jurîdica relevantes aun sin re- 
vestir carâcter jurisdiccional y, por tanto, sin 
que sean verdaderos recursos procesales. Sobresa- 
len, en este sentido, dos construcciones jurîdicas 
para garantizar los derechos fondamentales:
a) Ombudsman escandivano adoptado por numerosos pai- 
ses (R.F.A., Gran Bretafia, Nueva Zelanda, Espafta, 
etc.), que carece evidentemente de funciones "ju- 
risdiccionales" o "contenciosas".
b) Prokuratura de origen soviético e instaurado en 
los palses socialistas y soviéticos (5).
B . El derecho a la concesiôn de un recurso efectivo ante una 
instancia nacional.
El procedimlento de garantîa del libre disfrute indivi 
dual de los derechos humanos se fundamenta, esencialmente, en 
el principle del artîculo 13 del Convenio que dispone:
"Toda persona cuyos derechos y libertades recono­
cidos en el présente Convenio hayan sido viola- 
dos, tiene derecho a la concesiôn de un recurso
(5) Fix - Zamudio, H.: "La Protecciôn de los derechos hu- 
manos in foro interno" en "Miscellanea Ganshof van der 
Meersch", Bruselas, 1972, t. III, pp. 107-144, en con­
creto, pp. 143-144.
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efectivo ante vina instancia nacional, incluso 
cuando la violaciôn haya sido cometida por per­
sonas que actuen en el ejercicio de sus funcio­
nes oficiales" (6).
El objetivo de la efectividad configura la substancia 
normativa del artîculo 13. Esta finalidad fue bien esclareci- 
da por el Ponente Teitgen en su célébré alocuciôn ante la Asam 
blea Consultiva (19 de Agosto de 1949).
El ponente después de invocar a Montesquieu ("Donde bay 
poder existe la tentaclôn de abusa r de él”) subrayô la necesi­
dad de otorgar un remedio efectivo, a nivel nacional que, pro 
tegiese al individuo frente a cualquier abuso de poder, por 
parte de los ôrganos estatales (7).
La misma preocupaciôn habîa sido ya objeto de buena de - 
liberaciôn por parte del Institute de Derecho Internacional.
En la sesiôn de Lausana, celebrada el 9 de agosto de 1947, de - 
batiô el tema de "los derechos fondamentales del hombre, base 
de una restauraciôn del Derecho internacional". Y el punto prî^  
mero del Informe de De Visscher declaraba (8).
(6) Recueil des textes, pâg. 104.
(7) Assemblée Consultative Session. En Recueil des 
Travaux préparatoires, vol. I, pâg. 285.
(8) Resoluciones del Institute de Derecho internacional
(1873-1956) pâgina 1 y ss. Ver tambiên Annuaire 1947 
vol. 41, pp. 152 - 190, 258 - 260. Rapport de De Vis- 
cher, pâg. 1-15. I.D .I.
I) En 1921 en su sesiôn de Roma; "Les Etats ont des 
devoirs, au regard non seulement des autres Etats, mais 
des hommes".
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"que el reconocimiento y el respeto de los dere­
chos inherentes a la persona humana estân Inti- 
mamente conectados con el progreso del derecho 
de Gentes".
La misma llnea de pensaraiento y en el mismo afio, mes 
de Diciembre, se manifesté en el seno de la Comisiôn de Dere­
chos humanos de las Naciones Unidas (9). El Informe de la Co­
misiôn proponla:
2) En su declaraciôn de los derechos internacionales 
del hombre que proclama:
"La reconnaissance à l'individu des droits sous­
traits à toute atteinte de la part de l'Etat".
En 1944, el Hudson Committeê formula en su Droit In­
ternational de l'avenir: "chaque Etat a le devoir ju­
ridique de veiller b ce que les conditions existant 
sur son territoire ne constituent pas un danger pour 
la paix internationale; à cette fin il doit traiter sa 
prope population d'une manière qui ne constitue pas 
une violation des principes d'humanité et de justicie 
on un défi h la conscience du monde". Véase textes de 
los Proyectos de las Declaraciones del Institute de 
Derecho Internacional en Annuaire del l'I.D.I., 1921, 
vol. 28, pp. 207 y siguientes.
Respecto del Hudson Coramitee véase A.J.I.L. Abril 1944, 
pp. 55-56 y en RGDIP, 1959, pâg. 682.
(9) Informe de la Comisiôn E/600 del 17 de Diciembre de
1947, pâg. 36, y véase: Compte Rendu Analytique de la 
92 Sesion de la 3eme Comission doc. ONU A/C.3/SR.92,
4 Octobre 1948 pâg. 13. Véase Mertens, P.: ob. cit. 
pâg. 43.
"Los derechos del hombre se escapan de la denomi- 
nada competencia exclusiva de los Estados y se 
convierten en una cuestién, que por su propia na­
turaleza, pertenece al orden pûblico internacio­
nal".
El Informe De Visscher al Institute de Derecho Interna­
cional no se limité a enunciar de modo genêrico el principle 
bâsico seftalado, sino que ofrecla, a su vez, una serie de desa- 
rrollos indispensables y complementarios. El reconocimiento y 
el respeto de los derechos inherentes a la persona humana, se 
consideraba como la base de "toda concepciôn funcional del Po­
der", cuyo tltulo esencial se asienta en la realizacién de los 
derechos individuales y sociales de la persona humana.
La difusiôn de esta idea constituirîa un elemento mode­
rador del Poder y "mantendrâ al Estado en su mis iôn protegién- 
dole de la tendencia de quienes ostentan el poder de abusa r de I 
mismo" (Punto II). Esta "concepciôn funcional" del Estado asen 
tada en el "respeto de la persona humana" en el orden interno 
es la mayor custodia e inseparable de la eficacia necesaria de 1 
orden juridico-internacional (Punto III). Por ello, el hecho 
de proclamar derechos humanos en un orden juridico determina- 
do lleva consign la necesidad de asegurar su eficacia, "Procla 
mar el respeto de los derechos de la persona humana sin asegu­
rar su eficacia mediante medidas de garantîa es insuflclente 
tanto en el orden internacional como en el orden interno" (Pun­
to IV) (10).
(10) Resoluciones del Institute de Derecho Internacional
(1873-1956) pp. 1 y ss. Ver tambicn Annuaire 1947 vol 
41, pp. 152-190, 258 260. Rapport de De Visscher, pp. 
1 13.
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Ese répertorie de ideas fundamentales compartidas por 
el Instituto de D.I. constituye el nûcleo cardinal del arti­
cule 13 del Convenio que impone a los Estados la obligacién 
de dotar de recursos eficaces a su ordenamiento interno. La 
efectividad del respeto debido a la persona en el orden inter­
ne esté, pues, semetido en el Cenvenie al examen y control de 
ôrganos internacionales. Corresponde a la Comisiôn el "control 
active sobre los actos legislatives, administratives y judicia 
les de los Estados siempre que dichos actos resultasen incom­
patibles con el Convenio" (11).
La vigilancia e inspecciôn confiadas a la Comisiôn han 
sido calificadas de "control politico" (12), porque ejerce fun 
ciones decisorias sobre la admisibilidad de las reclamaciones 
que le fueren presentadas. Se ha visto en ese control una es - 
pecie de "funciôn jurisdiccional". DesempeÔa en cierto senti­
do "el papel de juez". Y por ello, bien puede considerarse a 
la Comisiôn como el "principal artifice del sistema de garan- 
tla" de los derechos del hombre (13).
Sin embargo, hay que descartar que esa misiôn revista
una naturaleza jurîdica judicial
(11) Annuaire de l'Institut D.I. 1921, vol. 28, pp. 207 
y ss.
(12) Spatafora, E.: "La Regola del Previo Esaurimento dei 
Ricorsi Interni nella Giurisprudenza délia Commissione 
Europea dei Diritti dell'Uomo".
En Rivista di Diritto Europeo. Anno XI, 1971, pp. 101 
y ss.
(13) Derecho a disponer de un recurso. Véase Vasak K. en 
"Les dimensions internationales de droits de l'homme". 
Nueva York, UNESCO, 1978, pp. 173-174.
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1. El artlculo 13 del Convenio europeo como ga­
rantîa interna.
Los ôrganos de vigilancia y control del propio Convenio 
son los llamados a examinât y decidir la posible aplicaciôn de 
la régla del artlculo 13. Esta aplicaciôn se bai la, a su vez, 
condicionada por las reglas convencionales reguladoras de la 
propia competencia de los citados Ôrganos. De ahl que la invo- 
caciôn del artlculo 13 hace entrât en juego las reglas généra­
les de admisibilidad de las reclamaciones.
Ante todo, la Comisiôn tiene que verificar la compati- 
bilidad de la reclamaciôn con el Convenio. No se puede Invocar 
la protecciôn de un derecho que no esté Incluldo en el âmbito 
juridico del Convenio. Y no es éste el condicionamiento ûnico 
de la aplicaciôn del artlculo 13. Porque, ademâs de la compa- 
tibilidad la alegaciôn prosentada no ha de estât mal fundada, 
ni ser abusiva. Existe una clara interconexlôn del artîculo 13, 
con el artîculo 27 (2). Este texto dispone:
"La Comisiôn conslderarâ inadmisible cualquier 
demanda presentada por aplicaciôn del artlculo 
25, cuando la estime incompatible con las dlspo 
siciones del présenté Convenio, manifiestamente 
mal fundada o abusiva".
La incompatibi1idad "ratione materiae" la confirmé de 
modo concreto la Comisiôn en el asunto 6753/74, proclamando que 
la disposiciôn comentada se refiere al derecho a un recurso re 
lacionado con la violaciôn de uno de los derechos establecidos 
por el Convenio (14). El mismo principio fue reiterado de for-
(14) Recueil des textes pâg. 108. Y Décisions et Rapports. 
Commission européenne des droits de l'homme, vol. 2, 
pâg. 118.
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ma explicita en el asunto "Huber contra Austria" (15), Se acla 
r<5 la Intima conexiôn del derecho del artlculo 13 con los de­
rechos y libertades especîficos del Convenio (16).
Esta construcciôn cientifico-prâctica de la Comisiôn no 
deja lugar a duda alguna sobre el funcionamiento condicionado 
del artlculo 13:
"El derecho solo se halla protegido en el supuesto 
de violaciôn de uno de los derechos y libertades 
reconocidos en el Convenio" (17).
En consecuencia, la Comisiôn ûnicamente examinarâ la 
invocaciôn del artîculo 13 si el demandante alega al mismo tiem 
po una violaciôn concreta de cualesquiera de los derechos ga- 
rantizados.
Nos parece exacto afirmar, por tanto, la existencia de 
una gran interdependencia de la régla del artîculo 13 con las 
otras disposiciones del Convenio incluîdas en la SecciÔn I del
(15) Annuaire de la Convention européenne des droits de 
l'homme. Vol. XIV, pp. 548 y ss. en concreto p. 570.
(16) Asunto n® 3798/68 en Annuaire..., vol. XII, pâg. 306 
y ss. en concreto pâg. 316. En este caso se planteaha 
la aplicaciôn de derechos corporativos.
(17) Asunto n® 2717/66 en Annuaire..., vol. XIII, pp. 176 
y ss. en concreto pâg. 198.
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texto europeo. Esta declaraciôn de interconexiôn jurîdica es 
vâlida tanto para la cuestiôn de la admisibilidad de las deman 
das como para las decisiones relativas al fondo del asunto. La 
falta, al menos, de una aparente violaciôn hace desaparecer la 
base que justifique la aplicaciôn del artlculo 13 al supuesto 
en cuestiôn e induce a la Comisiôn a declarar su inadmisIbili- 
dad en base al artîculo 27 (2) (Asuntos "Handyside contra Gran 
BretaRa" y "Huber contra Austria") (18).
La motivaclôn de esta construcciôn jurîdica de la Comi­
siôn no es siempre indiscutiÜe, ni, a veces, demasiado clara.
La Comisiôn nos ofrece una fundamentaciôn suficiente 
de la utilidad de dicha interpretaciôn. Pudiera parecer, a prj^  
mera vista, que desde el momento en que el demandante prueba 
ser vîctima de una violaciôn de un derecho positive garanti 
zado por el Convenio, las consecuencias de la reparacién a la 
que tuviere derecho serîan las mlsmas, con independencia de 
que hubiese invocado o no el artîculo 13.
(18) Asunto n® 5493/72 en Annuaire..., vol. XVII, pâg. 228 
y ss, en concreto nâg. 300.
Asunto n®4607/70 en Annuaire..., vol. XIV, pp. 634 y 
ss, en concreto nâg. 660.
Asunto n® 4517/70 en Annuaire..., vol. XIV pp. 548 y 
ss, en concreto pag. 570.
El asunto n® 5493/72 se referîa a la alegaciôn de los 
arts. 9 y 14 del Convenio, que garantizan respectiva- 
mente la libertad de pensamiento y expresiôn y la pro- 
hibiciôn de un trato dlscriminatorio. Al ser declara- 
das manifiestamente mal fundadas dichas reclamaciones.
El art. 1 del Protocole I (el derecho a la propiedad) 
y el derecho a la libre expresiôn tambiên invocados fue 
ron asimismo descartados por la Comisiôn, y respecto de 
las dos ûltimas alegaciones fue descartada su aplicaciôn 
En los otros dos supuestos tambiên se descartô, por 
ausencia de infracciôn, la aplicabilidad deI artîculo 13,
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Esta explicaciôn jurldica no nos parece satisfactoria, 
de acuerdo con el espîritu del Convenio, porque si se inter- 
pretase de esta forma el citado articule, no desempeflarla un 
papel excesivamente ûtil en los litigios ante los ôrganos del 
Convenio. Efectivamente si se aceptase la sencilla motivaciôn 
de la Comisiôn, se podria desvirtuar la finalidad perseguida 
por la referida disposiciôn.
En efecto, el articule 13 exige, desde luego, la efec- 
tividad de los recursos internes. Y esta efectividad, es por 
si sola, de gran importancia en todo el sistema de protecciôn 
y en el desarrollo mismo del proceso de reparaciôn. Y su in- 
terconexiôn con el articulo 27 pârrafo 2. -admisiôn de deman­
das, buen fundamento y no incurrir en abuse de derecho-, nos 
lleva a valorar, a su vez, la relaciôn del articulo 13 con la 
necesidad del agotamiento de los recursos-articulo 26 que exa­
minâmes mâs adelante.
Precisamente, en esa ôptica de relaciones e intercone- 
xiones, encontramos la importancia teôrico-prâctica del arti­
culo 13. Es primordial, por un lado, que el individuo tenga en 
su defensa recursos efectivos ante las instancias nacionales.
En case negative no procederia la exigencia absoluta, mâs tar­
de, del agotamiento de los recursos internes (articulo 26). De- 
cir que la utilidad de recursos efectivos es relativa -si no van 
acompaflados de otra violaciôn- supone olvidar completamente 
la lucha de tantos aftos por el progreso conseguido con el Con­
venio: que los Estados no tengan, ni se excedan en la discre- 
cionalidad, cuando las personas traten de alcanzar el respeto 
debido a sus derechos humanes .
Y por otra parte, el principle del agotamiento de los 
recursos internes alcanza todo su valor juridico, justamente 
cuando se da en el ordenamiento interne toda una serie de re-
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cursos efectivos en favor de la persona Humana (19).
El contenido del derecho de un "recurso efectivo” in­
terne debe interpretarse, por tanto, como la garantla que los 
Estados Partes tienen que ofrecer en su Smbito nacional para 
posibilitar las reclamaciones particulares, incluso cuando 
las propias autorldades internas en "funciones oflciales" 
hubiesen conculcado los derechos y libertades del Convenio. Las 
personas que no pudieran apelar ante una instancia nacional en 
la prosecucidn de los derechos humanos, encontrarân en el ar­
ticule 13 la garantîa y justificacidn de su reclamacldn. El 
que se pretende vîctima de cierta indefensiôn jurldica tiene 
a su alcance la régla y la via adecuada para apelar a los 6r- 
ganos de control del sistema europeo (Asunto "Huber contra Au^ 
tria") (20). La norma de los recursos efectivos reviste, pues, 
una gran significacidn. La Interdependencia necesaria de la 
norma con otras obllgaciones -alegar la violacidn de un dere­
cho concrete- coadyuvarâ a poner fin, con mâs apremio, a la 
infraccidn y a la reparacldn del que haya side vlctima (21).
(19) La reclamacidn se referla a la ausencia de un recurso 
efectivo en el perfodo de internamiento del récurrente 
para un tratamiento médico. La reclamacidn n*6852/74 
fuë presentada contra los Palses Bajos. Vëase Ercman S. 
"European Convention on Human Rights guide to case law" 
Viena 1981, pâg. 79.
(20) Asunto n”4517/70 en Annuaire..., vol. XIV, pp. 548 y 
570.
(21) Ercman, S., sefiala: (13, 4) "Art. 13 must be interpre­
ted as guaranteeing an effective remedy by a national 
authority to everyone who claims that his rights and 
freedoms under the Convention have been violated". Un­
der art. 13 the applicant is entitled to have the subs-
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Cuestidn distinta es que en la prâctica, los ôrganos del Con­
venio, se ven obligados con frecuencia, a examinar y declarar 
la aplicaciôn o improcedencia de la régla del articulo 13, si 
no se confirma previamente la infracciôn de una obligaciôn con 
creta del Convenio.
Ldgicamente tiene carâcter prioritario el examen de las 
alegaciones relativas a la violaciôn del derecho o libertad que 
sea inapelable en el âmbito interno (22).
2. Naturaleza e interpretaciôn de la garantie in- 
ternacional.
La interpretaciôn doctrinal y la aplicaciôn prâctica de
tance of his complaints under Art. 8 and 10, i.e. 
the lawfulness and the necessity of the seizure of the 
pornographic material, examined by a national authori­
ty - Although no inmediate remedy was available to the 
applicant in relation to the decision of the Post Offi­
ce, he had possibility to ensure that restriction of 
his rights were applied in conformity with the provi­
sions of the Convention. (UK.7308/75).
En "European Convention Human Rights-guide to the case 
law", Viena 1981, pAg. 243.
(22) Asunto n® 4607/70 contra Gran Bretafta en Annuaire..., 
vol. XIV, pp. 634 y 660.
Asunto n*5877/72 contra Gran Bretafia en Annuaire..., 
vol. XVI, pp. 328 y 338.
En el asunto Airey contra Irlanda. En Annuaire..., vol, 
XVI, pp. 328-538.
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la regia establecida por el articulo 13 del Convenio (2.3) ha 
planteado la cuestlôn de su naturaleza jurldica, el carâcter 
relative o absolute de su violaciôn, su plena autonomla o a 
su condicionamiento por el propio Convenio. La Comisiôn y el 
Comité de Ministres se han inclinado por el criterio de la auto 
nomia relativa de la cltada norma. Rn efecto, cuando se proce 
de al examen de las demandas Interpuestas alegando una viola- 
ciôn del articulo 13 (ausencia de recurso efectivo en el âmbi­
to interne), se suele exigir siempre la concurrencia de otro 
requisite, de la pretendida existencia de una violaciôn concre 
ta de uno de los derechos definidos y garantizados por el Con­
venio .
El derecho a la concesiôn de un recurso efectivo ante 
las instancias nacionales en garantîa de los derechos humanos 
constituye, desde luego, una de las disposiciones mâs relevan­
tes del Convenio y del Pacto Internacional de los Derechos ci­
viles y politicos (en su art. 2 p. 3”) (24).
(23) Asunto n" 6753/74 en Décisions et Rapports, pâg. 118, 
Asunto n® 3325/67 en Annuaire..., vol. X pâg. 528 y 
Recueil des Décisions, 34, pâg. 48.
Asunto n® 4607/70 en Recueil des Décisions, 37, pâg. 
146 y Asuntos n® 4203/69 y n” 3485/68 en Annuaire..., 
vol. XIII y XII, pp. 836, 862 y 288, 298 respectiva- 
mente. En cuanto al Comité de Ministres véase Resolu­
tion D11 (71) 3 en Annuaire..., vol. XIV, pp. 902 y s s 
y Resolution D11 (70) 1. "Primer Asunto Criego" en An­
nuaire..., vol. XII, pâg. 511.
(24) Firmado en Nueva York el 16 de Diclembre de 1966, 
véase Carrillo Salcedo, J.A.: Ob. cit. pâg. 135.
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Esta protecciôn de la libertad individual contra el 
abuso de poder se ha exaltado como una "conquista clave" (25).
Sin embargo la aplicaciôn del articulo 13 no podrâ rea 
lizarse de forma independiente (26). La violaciôn de dicho ar 
ticulo y por tanto, la ausencia de recurso efectivo serâ invo 
cable frente al Estado que, a su vez, sea autor de una viola­
ciôn concreta del Convenio, es decir cuando puede entrar en 
juego la aplicaciôn del articulo 50 concediendo a la vîctima 
una indemnizaciôn.
La prâctica observada por la Comisiôn es concluyente; la 
alegaciôn de la violaciôn del articulo 13 solo podrâ resultar 
eflcaz, si fuere acompaflada de la invocaciôn concreta de que 
otro derecho précise hubiese sido asimismo violado. La necesa­
ria existencia del "recurso efectivo" no se da tan solo en re­
laciôn con la violaciôn genérica de cualquier derecho subjeti- 
vo, sino con referenda précisa a los derechos especîficamente 
protegidos por el Convenio (27).
(25) Robertson, A.H.: "Human Rights in Europe". Manchester 
1977, pâg. 107.
(26) Asuntos n® 2717/66 contra Repûblica Federal de Alema- 
nia, en Annuaire..., vol. XIII, pp. 176, 198. El récu­
rrente reclamaba el derecho de apelaciôn. Asimismo Asun 
to n® 5849/72, "Nul1er contra Austria" en el que el re 
currente apelaba para obtener distintos grados de jurT^ 
dicciôn en el âmbito interno. En, Décisions et Rapports, 
1, pâg. 46.
(27) Asunto n® 3798/68 contra Gran Bretafta, ente religioso 
reclamaba por un derecho que no le podla ser aplicado 
aunque se hallaba garantizado en el Convenio solo podia 
ser disfrutado por personas naturales. Todas las recla-
. . . / .  .
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Esta exigencia convencional provlene ciel hecho de que 
la Comisiôn y el Tribunal no derivan de una "declaraciôn ge­
nérica" tan amplia como la de la Declaraciôn Universal de loi 
Derechos del Hombre. Existen, en este punto, diferencias dig 
nas, segCin queda expuesto, de ser pues tas de maniflesto entre 
la Declaraciôn y el Convenio.
El articulo 13 del Convenio difiere de la disposiciôn 
de la Declaraciôn en que reconoce el derecho a un recurso efec 
tivo ûnicamente ante las instancias nacionales, "que no debe- 
rân ser necesariaraente jurisdiccionales" y la jurisdicciôn de 
los ôrgânos europeos se fundamenta de forma exclusiva en "la 
serie restringlda de derechos y libertades en que pudieron con 
certarse las Partes contratantes" (28),
La Doctrina ha criticado con severldad la Interpreta­
ciôn de la Comisiôn en este aspecto (29). Y la clara inadecua- 
ciôn del elenco de derechos entonces proclamados e incluldos 
en el Convenio ha motivado la ampliaciôn del âmbito material 
del mismo mediante la elaboraclôn de su Protocole VI (30).
maciones mencionadas las declarô incompatibles con el 
art. 27 (2). Respecte de la dltlma véase en Annuaire..., 
cit. vol. XII, pp. 306-516.
(28) Well, G; "Decisions on Inadmissible Applications by th? 
European Commission of Human Rights" en A.J.I.L. Notes 
and Comments. Vol. 54, Enero I960, n® 1, pâg. 880.
(29) Vasak, K .: Ob. cit. pâg. 28.
(30) Carrillo Salcedo, J.A.: "El proyecto de protocole adi- 
cional nfim. 6 al convenio europeo de Derechos Humanos", 
en R.I.E., vol. 9, n® I, Enero-Abril 1982, pp. 75-85.
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El articulo 13 contiene, en realidad, una garantîa in­
terna internacionalmente prevista y convertida en obligatoria 
por las propias Partes. Pero ademâs, el Convenio establece un 
sistema de garantîa, tîpicaraente "internacionales" en sus ti- 
tulos II y IV asi como la normativa posteriormente desarrolla- 
da por los reglamentos de procedimiento emanados en virtud de 
los articules 36 y 55 del convenio sobre los ôrganos creados 
al efecto: Comisiôn y Tribunal (31) y por las competencies con 
feridas al Ôrgano politico del Consejo de Europe.
En la dinâmica de la aplicaciôn del Convenio se ha vis- 
to la inoportunidad de procéder al examen de la cuestiôn de la 
reclamaciôn, presentada en virtud del articulo 13, por estimar 
innecesario el examen de fondo de la aplicabilidad o inaplica- 
bilidad de la norma. La Comisiôn puede rechazar "a priori" la 
admisibilidad de la alègaciôn. En este caso suele razonar que 
no es necesario su examen, por considerar suficiente el hecho 
de la declaraciôn de responsabilidad del Estado, en virtud de 
la existencia de una violaciôn que calificaremos de principal 
y que no procédé por tanto analizar la cuestiôn de la efecti­
vidad o inefectividad de los recursos internos, porque ello no 
aftadirla nada mâs al récurrente después de la mencionada de­
claraciôn.
El Tribunal europeo suele corapartir este criterio de 
la Comisiôn. Esta actitud no nos parece satisfactoria, de con 
formidad con los votos particulares de varios jueces. Séria
(31) Sperduti, G.: "La Convenzione Europea dei diritti 
del'uomo e il suo sistema di Garanzia" en: Rivista 
de Diritto Internazionale, 1963. pp. 161, 175.
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mâs lôgico, jurîdicamente examinar al menos inicia 1 men te , la 
procedencia o improcedencia de la alegaciôn relativa al arti­
cule 15 y no rechazarla de piano, como hace la ('omis ion, cuan 
do verifica la concurrencia de otra infracciôn del Convenio. 
Las dos infracciones son dignas de consideraciôn jurldica. De 
lo contrario se restringe y se puede limitar notablemente la 
operatividad de la régla que prevee el derecho de recurso efec 
tivo en el âmbito interno y cuya infraccidn origina la respon­
sabilidad del Estado infractor y el derecho de la vîctima a 
obtener la debida y adecuada reparaciôn. Y en fin, de nuestra 
opiniôn, la ausencia de anâllsis del incumplimlento de la o b H  
gaciôn dimanante del articulo 13 redundaria en bénéficie del 
Estado infractor.
No se valoraria como es debido el contenido del precep- 
to en claro detrimento del individuo, pues se le obliga a con- 
formarse con la simple confirmaciôn de una violaciôn del Fsta- 
do demandado con menosprecio de la otra infracciôn poslble deI 
articulo 13. Es de observar, que esa es, hasta ahora, la expe- 
riencia decisoria no solo de la Comisiôn, sino también del Tri 
bunal europeo, el cual manifesto, aun en fecha reciente, en el 
asunto "Airey contra Irlanda" que no se aventajaria en nada la 
situaciôn de la récurrente por el hecho de que el Tribunal pro 
cediera a examinar la violaciôn del articulo 13 (32).
(32) Publications Cour Européenne des Droits de l'Homme.
Affaire Airey.Série A. Arrêt du 9 octobre 1979, pâr.
34 - 35. En contra de esta tes is véase Ibidem^ sobre el veto 
particular del Juez Evrigenb.
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3. Interconexiôn del articulo 13 con la priva- 
ciôn de libertad. (art. 5 pârrafo 4°).
El derecho de acciôn individual que corresponde a "to­
da persona cuyos derechos y libertades" fundamentales hayan si^  
do violados, esto es, la concesiôn de un recurso efectivo an­
te las instancias nacionales, regulado por el articulo 13, se 
nos présenta en el Convenio al lado de otro principio protec­
tor de gran trascendencia jurldica que ofrece a "toda persona 
privada de su libertad" el derecho a presentar "un recurso an­
te un tribunal". Este es el articulo 5 que garantiza a las per 
sonas el derecho a la libertad y a la seguridad, cuyo quebran 
tamiento dm. base a la "persona vlctima" para tener "derecho a 
una reparaciôn" (pârrafos 4 y 5) (33) .
Esta doble protecciôn de la acciÔn individual formula 
una cuestiôn jurldica de amplias consecuencias. îEs acaso lici­
te y posible que la persona pueda o no invocar conjuntamente 
los derechos que le confieren el articulo 5 (pârrafo 4) y el 
articulo 13? La doctrina y la jurisprudencia no son unânimes.
El anâlisis teôrico-prâctico de los instrumentes jurî- 
dicos y la experiencia de las resoluciones de los ôrganos de 
control del Convenio nos dan una primera interpretaciôn: el ar 
ticulo 5 actuarla como "lex specialis", frente al principio g e  
neral previsto en el articulo 13.
La persona vlctima de arresto o detenciôn ilegal, de- 
finida ésta por el Convenio, debe prevalerse - io tiene que
(33) Véase Recueil des Textes, pp. 102-104 y 105-106.
limitarse? - al ejercicio del derecho que se le confiere de 
presentar un recurso "ante un tribunal" u organo judicial, (^ ue 
ha de pronunciarse sobre la legalidad de la privacion de li­
bertad .
El principio del articulo 13 reviste, a primera vista, 
carâcter general frente a la norma del pârrafo 4 del articulo 
5, (34). Esta conclusion se deduce, claramente, de la natura­
leza especifica del ôrgano interne a I que se refieren dichos 
articules.
El pârrafo 4 del articule 5 hace referenda explicita 
al carâcter judicial del ôrgano al que podrâ apelar el deteni- 
do o preso. La exigencia del mismo carâcter judicial del ôrga­
no Interno no puede en modo alguno, atribuirse a la régla del 
articule 13.
El articulo 13 requiere la concesiôn de un recurso efec 
tivo, pero éste ha de interponerse ante una "instancia nacio- 
nal" que no tiene necesariamente que ser de naturaleza judi­
cial. Esta concepciôn jurldica se ve confirmada por la prâcti­
ca e interpretaciôn de los ôrganos de Estrasburgo. Hespuôs de
(34) El articulo 5 en su pârrafo 4 estipula:
"Toda persona privada de su libertad mediante 
arresto o detenciôn tendrâ derecho a presentar 
un recurso ante un tribunal, a fin de que éste 
se pronuncie en breve plazo acerca de la legal i- 
dad de su detenciôn y ordene su libertad si la 
detenciôn es ilegal".
En cambio el articule 13 dispone el derecho de la vlc­
tima:
"...a la concesiôn de un recurso efectivo ante una 
instancia nacional, inriuso cuando la violaciôn 
haya sido cometida por personas que aetfîen en el 
ejercicio de sus funciones oficiales".
Véase Recueil des Textes, pâg. 104.
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analizar la régla han precisado que presupone la competencia 
de los trlbunales, que quedan incluldos en la nociôn del ar­
ticule 13 cuando habla de una "instancia nacional" pero que 
el recurso efectivo "before a "national authority" ("instance 
national") no exige que se trate ûnicamente de ôrganos judi- 
ciales, tal cual es exigîdo expllçitamente por los articules 5 
(4) y por el articulo 6 cuando se refieren a "un tribunal in­
dependiente e imparcial" (35).
Esta interpretaciôn lleva, también, impllcita la conse- 
cuencia jurldica: de que el recurso del articulo 13 puede ser 
efectivo y auténtico, sin necesidad, de tener que observar di- 
ferentes grados de orden jurisdiccional (36). Los ôrganos de 
control del Convenio han mostrado siempre en cambio, séria preo 
cupaciôn y observado atentamente la exigencia de que la "ins­
tancia nacional" ofrezca, sin genero de dudas, las garantlas de 
independencia e imparcialidad.
La elaboraciôn teôrico-prâctica del Tribunal europeo 
confirma el criterio expuesto, cuando tuvo que aplicar el pâ­
rrafo 4 del articulo 5 en el asunto "Winterwerp contra los Pal­
ses Bajos" se trataba de la presunta violaciôn del articulo 5
(35) Voto particular del Juez Zekia en la Sentencia de 21 
de Febrero de 1975, Publ. Cour Eur. D.H. Série A. Vol. 
18. "Affaire Colder", pârr. 33, pâg. 19.
(36) Nedjati, Z.M.: "Human rights under the European Con­
vention", Amsterdam 1978, pp. 9-10.
Asunto n°5849/72, "Müller contra Austria", en Décisions 
et Rapports, 1, pp. 46-53.
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(4): Acceso a un tribunal del récurrente, que Fue Internado 
en un establecimiento psiquiâtrico, a peticion de su esposa.
El alcalde del municipio dicto la orden de privaciôn de liber 
tad como "medida de urgencia". El internamiento de très sema- 
nas fue prolongado posteriormente debido a una "autoriZaciôn 
provisional" de prôrroga por seis semanas; transcurrldo el 
plazo, la autorizaciôn del internamiento fue renovada anual- 
mente. El récurrente, al no ser informado de ninguno de los 
procedimientos relativos a su internamiento, reclamaba por no 
haber tenido acceso a la justicia a fin de ser oldo por las 
jurisdicciones que dictaron el internamiento; y por no haber 
dispuesto de asistencia legal gratuîta.
El Tribunal declarô que el récurrente tenîa derecho 
a un recurso ante un Tribunal para el esclarecimiento de la 
"legalidad de la detenciôn". El Tribunal manifesté "que nin- 
guna de las autorldades que intervinieron en el procedimiento 
presentaba los rasgos propios de un tribunal". Subrayô la ne­
cesidad de que la decisiôn fuese aprobada por un tribunal, y 
agregô que se precisaba asimismo, el respeto de las debidas 
garantlas durante la celebraciôn del procedimiento de confor- 
midad con el articulo en cuestiôn. El procedimiento fuô regu­
lar debido a que el récurrente careciô de las "garantlas pro- 
cesaies" exigidas, y no tuvo por tanto acceso a la justicia.
El recurso para Impugnar la medlda de privaciôn de libertad de 
M a  de elevarse ante la direcciôn del establecimiento psiquiS- 
trico, y segûn el Tribunal era évidente que no podla calificar 
se ésta como un tribunal. En consecuencia, el Tribunal europeo 
declarô la violaciôn del articule S (4) (37).
(37) Sentencia en el Asunto Winterwerp contra Taises Rajos
del 24 de Octobre de 1979. El "officer van Justice" ré­
nové la solicitud de prolongaciôn del Internamiento del
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4. La necesaria efectividad de los recursos in­
ternos .
La invocaciôn de pleno derecho de la régla sobre la con 
cesiôn de un recurso efectivo requiere la comprobaciôn de la 
falta de efectividad de las vlas internas, la ineficacia de 
la regulaciôn interna controvertida, que ésta sea inadecuada a 
las prescripciones del articulo 13. Esta posibilidad jurldica 
de disponer de medios efectivos, defensa en el orden interno 
concierne a todos los "derechos y libertades reconocidos" por 
el Convenio.
La falta de un recurso interno efectivo para impugnar la 
situaciôn contraria a las disposiciones del Convenio, atenta 
contra la obligaciôn de hacer que tienen los Estados- Partes, de 
poner al alcance de las personas todos los medios idôneos para 
que disfruten de un auténtico recurso en el âmbito nacional.
Esta falta de diligencia u omisiôn de las autorldades 
internas comporta la responsabilidad del Estado.
La Comisiôn nos ofrece una serie de criterios sobre la 
eficacia o ineficacia de los recursos internos: toma en cuen- 
ta cual sea la estricta obligaciôn de los Estados Partes en re­
laciôn côn el articule 13 y cuâl haya sido la actuaciôn de los 
ôrganos o autorldades internas compétentes en el litigio.
récurrente: en ocasiones, fue la propia esposa del 
récurrente quien solicité la nueva autorizaciôn del 
internamiento.
Publ. Cour Eur. D.H. , Série A, n® 33, pârs. 29, 36 a 
38, 47-49 y 58 a 61.
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El artîciilo 13 no prescribe, como sefialamos, que el 
recurso de la vlctima sea interpuesto ante ôrganos de carâc­
ter judicial, ni se exijan diferentes grados de jurisdicciôn, 
esto es, diversas instancias de apelaciôn de carâcter judi­
cial .
En el asunto n® 27 17/66, la Comisiôn interprété que el 
articulo 13 no presupone el derecho a un recurso efectivo mis 
ladamente considerado. La Comisiôn declarô inadmisible la re­
clamaciôn porque el récurrente invocaba "el derecho de apela­
ciôn ante trlbunales ordinarios o ante un Tribunal constitucîo 
nal", considéré que la reclamaciôn era incompatible con el Con 
venio. La Comisiôn en estos supuestos rechaza la reclamaciôn 
en virtud del articulo 27 (2) (38).
Lo que realmente prescribe el espîritu de 1 Convenio es 
la efectividad y la garantîa de imparcialidad e independencia 
de la instancia nacional que examine la legitimidad de la medi- 
da interna controvertida. De lo contrario carecerla de sentido 
la disposiciôn que nos ocupa. Es cierto que si los Estados 
preveen en sus ordenamientos jurldicos internos diversos gra- 
dos de jurisdicciôn se hallarân comprometidos a garantizar su 
eficacia. El Convenio no exige a las Partes el establecimien­
to de un remedio inmediato para el supuesto controvertido. No 
se trata de un recurso directe previsto para la situaciôn li- 
tigiosa. Basta con que el individuo pueda disponer de una via 
interna ante la que pueda impugnar la substancia de la reclama 
ciôn, de modo que se le ofrezca la posibilidad de que se revise 
la legitimidad de la medlda recurrida.
(38) Asunto presentado contra la Repfiblica Eederal de Alema- 
nia. Véase Annuaire..., vol. XI II, pp. 200-238 y Asunto 
n®2645/65 en Annuaire..., vol. XIV, pp. 902 y ss.
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En el asunto 7308/75, el reclamante ad%,cla la ausencia 
de un recurso efectivo para impugnar las medldas administratif 
vas adoptadas (decisiôn de Correos) que le afectaban -la in- 
terferencia en su correspondencia-. La Comisiôn la considéré 
justificada en aras de la protecciôn del interës social, pues- 
to que las publicaciones confiscadas al récurrente fomentaban 
e inducîan a la realizaciôn de actos penados en Gran Bretafta 
asî como en las legislaciones internas de la mayorîa de los Es­
tados miembros del Consejo de Europa (39).
La Comisiôn declarô inadmisible, asimismo, la invocaciôn 
del pârrafo 2® del articulo 6 que garantiza el derecho de las 
personas a que se les présuma inocentes hasta establecerse su 
culpabilidad en los supuestos y acusaciones en materia penal. 
Entendiô que no concurria esta circunstancia en el asunto liti- 
gioso. Declarô asimismo la plena regularidad de las medidas re£ 
trictivas y comprobô la posibilidad de que gozaba el récurrente 
para apelar contra la decisiôn litigiosa, en el âmbito interno: 
aunque -el ordenamiento juridico interno no prevela una acciôn 
directa, hubiera podido el récurrente mediante el ejercicio de 
otros recursos, obtener la revisiôn de la medida impugnada. Se 
deduce que la ausencia alegada de un recurso directe no es con- 
siderada procédante, siempre que el récurrente tenga la posibi­
lidad de que se contrôle la regularidad de la restricciôn de 
que es objeto en el âmbito interne, control que deben efectuar 
autorldades independientes de las autoras o ejecutoras de la me 
dida controvertida.
Por consiguiente, basta con que exista algûn medio de re-
(39) Véase ERCMAN, S.: "Guide te case Law". Viena 1981, 
pâg, 243,
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ciirso interno para que al récurrente se le rechace la recla­
maciôn (40) .
En los casos en que existan recursos ante las Instan­
cias nacionales, la Comisiôn procédé a comprobar la compe­
tencia de los ôrganos u autorldades internas para analizar et 
contenido de la reclamaciôn, en cuyo caso el récurrente debe 
procéder a apelar previamente ante dichas instancias.
En el Asunto n® 8010/77 que se referia a la competen­
cia de dos trlbunales ingleses en relaciôn con la medida con­
trovertida, se trataba de la revlsiôn de la procedencia o im­
procedencia del despido. En este caso la Comisiôn declarô la
competencia de los trlbunales internos motivo que le obligô a 
rechazar la reclamaciôn. En todos los supuestos en que la Comi­
siôn compruebe la competencia de las autorldades internas al 
récurrente compete el previo agotamiento de los recursos inter­
nos salvo en el supuesto de que tlegue a probarse su Inefica­
cia. La visiôn que al respecte adopte la Comisiôn suele ser corn
partida por el Comité de Ministres en los asuntos en que le
competa la adopciôn de la decisiôn final, mediante la aproba- 
ciôn de la correspondten te Resoluciôn (4 1).
(40) Asunto "Klass y otros contra la Repôblica Federal de
Alemania". Sentencia de 6 de Septiembre de 1978. Publ. 
Cour Eur. D.H., Série A, n® 28, pâgs. 70-72.
(4 1) Sentencias de 18 de Junio de 1971 y de 0 de septiembre 
de 1978. Véase Publ. Cour. Fur. D.fl. Série A, n® 12 
pârf. 60, pâg. 33 y n" 28, pârf. 21.
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El Tribunal ha declarado la efectividad de los recur­
sos internos entre otros, en los asuntos de "Vagabundeo" y 
"Klass" (42). En este litigio, el Tribunal confirmé la cons- 
tataciôn de la efectividad en los siguientes têrminos:
"Si, d'aprbs la G 10, l'adoption et l'exécution 
des mesures restrictives ne sont pas suscepti­
bles de recours aux tribunaux, certains autres 
recours s'offrent a quiconque se croit surveillé: 
el lui est loisible de saisir la commission G 10 
et la Cour constitutionnelle (43). A vrai dire, 
ces recours ont une effectivité relative et ne 
joueront en principe que dans des cas exception­
nels, mais en 1*espèce on ne conçoit guère la pos­
sibilité de recours plus effectifs.
Aux termes de l'arrêt du 15 décembre 1970 de la 
Cour constitutionnelle fédérale, en revanche, 
l'autorité compétente doit aviser l'intéressé dés 
que les mesures de surveillance sont levées et 
que la notification peut s'opérer sans compromettre
(42) Ibidem, pârrafos 21-23 y 70.
(43) Entre obras cabe citar la Resoluciôn D.H. (71) 3 de
12 de Noviembre de 1971. Relativa al asunto n® 2645/65, 
"Scheichelbaner contra Austria" en Annuaire..., 
XIV, pp. 902 y ss. y en "Recueil des Résolutions du Co­
mité des Ministres adoptées en application de l'article 
32 de la Convention européenne de sauvegarde des droits 
de l'homme et des Libertés fondamentales 1959-1981. 
Estrasburgo 1981. Doc. H (81) 4.
lîiO
le but de la restriction (44). A partir de cette 
notification, diverses voies de recours judicijû - 
res - s'ouvrent a l'individu. Selon les renseig­
nements fournis par le Gouvernement, 11 peut: par 
une action en constatation, faire rechercher par 
un tribunal administratif si la G 10 lui a été 
apliquée légitimement et si les mesures de survei­
llance ordonnés étaient conformes à la loi; intro­
duire devant une juridiction civile une action en 
réparation s ’il a subi un dommage; intenter une 
action en destruction ou, le cas échéant, en res­
titution de documents, en dernier lieu, si aücun 
de ces recours n ’aboutit, se prurvoir devant la 
Cour constitutionnelle fédérale afin qu’elle sta­
tue sur la violation éventuelle de la Loi fonda­
mentale (45) .
Dés lors, la Cour considère que l’ensemble des 
recours prévus par la droit allemand remplit, dans 
les circonstances particulières de la cause, les 
exigences de l’article 13’’ (46).
En los supuestos en que comprueba la ineficacia de los 
recursos internos, los particulares quedan eximidos de los re- 
quisitos habituales relativos a la presentaciôn de las demandas 
No entrando en Juego las reglas générales relativas a la admi­
sibilidad. Al particular se le exlme de la carga del agotamien-
(44) Ibidem, pârrafos II y 19 de la Sentencia y pârrafo 7t.
(45) Ibidem, pârr. 24,
(46) Ibidem, pârr. 72.
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to previo de los recursos internes, preceptive en los restan­
tes supuestos.
En el Asunto "Airey contra Irlanda" en cuanto a la vio­
laciôn del articulo 13 "derecho a un recurso efectivo" el Tri­
bunal manifeStô que, reconocido el derecho de la récurrente a 
obtener mediante un recurso la separaciôn legal, quedaba admi- 
tida la obligaciôn que se derivaba para el gobierno irlandês 
de faciliter dicho recurso (arts. 6 y 8, respectivamente). No 
era ya preciso examinar la présente alegaciôn porque nada nue- 
vo aftadirla en favor de la récurrente (47) .
Sin embargo la sumisiôn de un asunto ante los ôrganos
de control del Convenio requiere, al menos, que se hayan dado
las circunstancias internas que permitan pensar en la existen­
cia o apariencia minima de una cierta administraciôn de justi­
cia, la falta de las garantlas necesarias del ôrgano ante quien 
se eleva el recurso: es decir, que se trate de un ôrgano irre­
gular, o bien que el ôrgano goce de la regularidad exigida, pe­
ro que haya desconocido los derechos individuales fundamenta­
les 0 bien hubiese menospreciado las garantlas elementales de 
procedimiento. En el supuesto de que fuese un tribunal regular 
el ôrgano interno compétente, este juicio solo podrîa califi- 
carse de "seudo-juicio" porque no se produce una auténtica de­
cisiôn de justicia.
En este caso la autoridad interna debe ser controlada 
y el individuo declarado vlctima por la Comisiôn. Puede lograr 
que su asunto sea elevado ante el Tribunal europeo por la in-
(47) Sentencia de 9 de Octubre de 1979. Pârrafos 34-35, 
pâg. 14.
m
fracciôn de sus derechos cometida por el tribunal u autoridad 
compétente y con el fin de que el Estado respondn por la omi­
siôn o por la parodia de justicia a la que se ha sometido a 
la vlctima.
La causa no se elevarîa en cambio al Tribunal, en el su 
puesto de que la autoridad interna compétente huMese dictado 
una decisiôn en la que se hubiera producido un error fâctico o 
juridico. La mediaciôn de error en la decisiôn interna no supo 
ne que al récurrente se le confiera el acceso ante la instan­
cia europea (48).
5. Supuesta aplicaciôn directa del Convenio en 
razôn del articulo 13.
El articulo 13 se ha esgrimido como argumente en favor 
de la supuesta aplicaciôn directa del Convenio en el âmbito iij 
terno de los ordenamientos nacionales de los Estados signata- 
rios. Se ha razonado, que el articulo 13 constituye una prue- 
ba concluyente de la aplicaciôn interna inmediata y directa del 
Convenio. La cuestiôn plantea el tema del alcance y de los li­
mites del recurso efectivo ante una instancia nacional por la 
violaciôn de los derechos y libertades reconocidos por el Con­
venio. îNo impi ica, acaso, que estos derechos y libertades for 
man parte del cuerpo de normas jurîdicas aplicables por las ins^  
tancias nacionales?. /.Constituye el Convenio una fuente de De - 
rccho interno?.
(48) Véase Recueil des Travaux Préparatoires de la Conven­
tion Européenne des Droits de l'Homme, l^re Session 
de l'Assemblée Consultative vol. I, pâg. 291.
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La doctrina no responde de modo contundente y afirmati- 
camente a taies interrogantes. Expertes bien acreditados, co 
mo Vasak, no estiman admisible de manera genérica el carâcter 
ejecutivo directe del Convenio, por no ser considerado como 
un "self - executing - treaty" (49).
Es cierto que el Estado que ratifica el Convenio debe 
ejecutarlo en el âmbito interno. Sin embargo, el Estado goza 
de cierta discrecionalldad en su aplicaciôn pragmâtica. Es 1^ 
bre en cuanto a los medios que posibiliten asegurar la ejecu- 
ciôn prâctica de las obllgaciones convencionales, al igual que 
respecte al otorgamiento del carâcter ejecutivo directe, (de 
"self - executing") y, por tanto, también sobre su aplicabili­
dad directa por los Trlbunales internes. Es criterio general 
que el articulo 13 no debe ser interpretado de forma que im­
plique la obligaciôn de incorporar el Convenio de modo automâ 
tico, a la legislaciôn interna. No cabe duda alguna de que im 
pone la obligaciôn de introducir en los ordenamientos jurldi­
cos internos las reglas que faciliten la aplicaciôn de los prin 
cipios enunciados y el deber de organizar los recursos efect^ 
vos previstos.
(49) La obligaciôn de dar efectividad al Convenio en el 
âmbito interno se debe a la obligaciôn que el art.
1 impone a las Altas Partes Contratantes. Véase Sper 
duti, G.: "La Convenzione europea dei diritti dell 
Uomo el il sou Sistema di garanzia" en Rivista di Di­
ritto Internazionale, 1963, pp. 161-175, Golsong, H,, 
Ob. cit. pâg. 83. Vasak, K.: "La Convention européen­
ne des Droits de l'Homme". Paris 1964, pâg. 246. 
Buergenthal, T.: "Un nouvel examen", en Revue de la 
commission Internationale des Juristes, 1966. pâg.
101.
La no necesidad de una legislaciôn de ejecuciôn en 
concrete para que el individuo pueda invocar las dis­
posiciones del Convenio, ha sido sefialada por Fawcett, 
J.: "The Application of the European Convention on 
Homan Rights" Oxford, 1969, pâg. 5.
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El derecho a la concesiôn de un recurso efectivo exige, 
desde luego, una acciôn positiva por parte del Estado, pero 
este dispone de un amplio margen de apreciaciôn en lo que con 
cierne a la "ejecuciôn" de dicha acciôn positiva. La obliga­
ciôn genérica de actualizar, de incorporar al Derecho interno 
las disposiciones normativas del Convenio dériva, naturalmen- 
te, de la ratificaciôn. Pero esta obligaciôn no équivale a de­
cir que entrafte una claôsula absoluta de introducclôn directa 
o adopciôn automâtica del Convenio en cl Derecho interno. Como 
dice, textualmente, Golsong "ni cl articulo 1 ni el articulo 
13 contienen una claüsula de adopciôn automât ica".
El articulo 13 enuncia, desde luego, una obligaciôn pre 
cisa, pero su aplicaciôn interna, requiere, a su vez, un acto 
suplementario estatal para permitir el ejercicio del recurso 
efectivo.
Claro estâ que el Convenio aun siendo un tratado inter­
nacional multilatéral, no se circunscribe a imponer obligacio- 
nes genéricas a los Estados. Establece y régula, ademfls, un 
dispositive juridico, un mécanisme especlfico de control, de 
vigilancia y ejecuciôn, con el fin de garantizar el respeto de 
bido de las disposiciones convencionales por parte de los Es­
tados que las hayan aceptado. La doctrina dominante sobre esta 
cuestiôn compacte ciertos criterios muy definidos:
1) La razôn de ser y la obligaciôn derivada del articu­
lo 13 tiende a lograr una aplicabilidad efectiva del derecho 
de recurso, impone un deber directamente y persigue un "efecto 
ûtil" en el Derecho interno.
2) Se trata, ademâs, de asegurar, en todos los Estados 
contratantes, una cierta armonla e igualdad en el alcance prâc
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tico del principle establecido por el Convenio. Esta armonîa 
e igualdad en la ejecuciôn prâctica de las obllgaciones con- 
traîdas por los Estados, tiende a su vez, a evitar el riesgo 
de ver disminulda la autoridad y la eficacia del Convenio, 
incluso en el piano internacional (50)
Conforme a la concepciôn expuesta se puede afirmar, en 
el terreno positive, que el Convenio es considerado como fuen­
te de Derecho interno por los siguientes Estados Partes: Aus­
tria, Bélgica, Repûblica Federal Alémana, Grecia, Italia, Lu- 
xemburgo, Holanda, Turqula, Chipre. No lo es, en cambio, para 
los siguientes; Dinamarca, Islandia, Irlanda, Noruega, Suecia, 
Reino Unido (51). El Tribunal europeo ha afirmado la importan­
te 50) Golsong, H.: "L'effect Direct ainsi que le rang en
Droit Interne de la Convention européenne des droits 
de l'homme et des decisions prises par les organes ins 
titues par celle-ci" en: "Les recours des individus de­
vant les instances nationales en cas de violation du 
droit européen" Bruselas, 1978, pâg. 66. Asimismo véase 
el Rapport de Velu: "Les voies de droit ouvertes aux 
individus devant les instances nationales en cas de 
violation de la Convention européenne des droits de 
l'homme". Ibidem, pâg. 192.
(51) Tesis citada anteriormente, sostenida por Vasak se une
Velu J. que entiende que el art. 13 no debe ser entendi- 
do o interpretado como implicando para los Estados par­
tes la obligaciôn de incorporar el Convenio en su legis 
laciôn interna, sino simplemente se dériva la obligaciôn 
de introducir en sus Ôrdenes jurldicos respectives las 
reglas de aplicaciôn del principio enunciado por dicha 
disposiciôn y a organizar los recursos efectivos que 
ésta prevee. Se exige "una acciôn positiva por parte 
del Estado" pero se le concede amplio margen de apre­
ciaciôn para la realizaciôn de dicha acciôn positiva.
Por su parte Golsong senala: "Esta obligaciôndé actuar de. in 
comorar a su deredio intemo las d is o o s ic io n e snormativas del 
Convenio se dériva de la ratificaciôn y no comporta una
Ififi
cia y las consecuencias de la incorporaciôn del c'onvenio en el 
orden juridico interno (Asunto interestatal "Irlanda contra 
Gran Bretana") y la eventual aplicaciôn directa (Asunto de "Va 
gabundeo" y "Van Oosterwijck" (52)
En definitiva la aplicabilidad directa del Convenio en 
el âmbito interno dependerâ, fundamentalmente, de lo que esta- 
blezcan las normas constitueionales de cada Estado. La actua­
ciôn de los Trlbunales internes tendrâ que atenerse sobre la 
materia, al tratamiento que la propia Cons t ituciôn reserve a 
los Tratados Internacionales. Los derechos reconocidos por la
clâusula de introducclôn o adopciôn automâtica del Con­
venio en el Derecho interne". Vôase Golsong, 11.: Ob. 
cit. pâg. 66. Velu, 1.: Ob. cit. pâg. 192, Vasak, K .: 
Ob. cit. pp. 232 y 235. En la Sentencia de 9 de Octobre 
de 1979. En cuanto a la eventual concesiôn de asisten­
cia legal gratuita: El Tribunal declarô que del texto 
del articule 6-1 se puede deducir la obligaciôn del Es­
tado de concéder asistencia legal gratuita en supuestos 
en que la representaciôn legal sea imperativa o debido 
a la complejidad del procedimiento. Entendiô que en el 
présente asunto deberfa haber gozado de dicha asisten­
cia, y su denegaciôn implicaba la violaciôn del Conve­
nio.
Véase Sentencia de 9 de Octubre de 1979, t>ubl.
Cour. Eur. D.11. , Affaire Winteruverp, Série A, n® 33, 
pârs. 26-28.
(52) Publ. Cour Eur. D.H., Série A, n® 25, pârf. 239, pâg. 
91, n® 12, pârf. 95, pâg. 46 y n" 40, pârf. 33, pâg. 
16.
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Constituciôn espaftola de 1978 deberân, ahora, de ser interpre 
tados de conformidad con el texto internacional del Convenio 
que servira de elemento de interpretaciôn de los derechos re­
conocidos positivamente por nuestro ordenamiento. Es un hecho 
ya consagrado que el Tribunal Constitucional espaftol suele re- 
mitirse, a la hora de interpreter tales derechos, a la juris­
prudencia de Estrasburgo que ha ido delimitando el contenido de 
los distintos derechos y las obllgaciones de los Estados Par­
tes (53) .
6. El derecho a una buena administraciôn de justi­
cia y el articulo 13.
Recientemente parece darse una nueva interpretaciôn del 
articulo 13. La sentencia dictada por el Tribunal europeo en el 
asunto Colder (21 Febrero 1975) permite una construcciôn jurldi 
ca distinta de la hasta ahora en boga sobre el tema del articu­
lo 13. Se ha dado una nueva orientaciôn sobre la posibilidad 
de concéder al particular una utilizaciôn conjunta de los arti­
cules 13 y 6 del Convenio e, incluso se ha pensado en la posi­
ble sustituciôn del articulo 13 por el articulo 6, porque este 
ûltimo podria resultar mâs interesante para el interesado en el 
caso concreto (54).
(53) Ejercicio de un Derecho constitucional, véase Sentencia 
del Tribunal constitucional de 8 de abril de 1981 (22) 
(RI-3). El Derecho a la defensa en régimen disciplinario 
militar véase STC de 15 de junio de 1981 (13) (RA-16). 
Principio de economia y Derecho procesal, inferior en 
rango axiolôgico al derecho a la defensa. Véase STC de
14 de julio de 1981 (4) (RA-22) a la jurisdicciôn. Conte­
nido, véase STC de 8 de junio de 1981 (2,3) (RA-15) 8 de 
abril de 1981. Derecho de reuniôn véase STC de (15.a) 
(Rl-3) El citado derecho en el âmbito laboral y sindical,
(54) Asunto Colder, Sentencia de 21 de Febrero de 1975. Pub. 
Cour, Eur. D.H. Série B, vol. 16, 1973-1975, p. 32-54.
m
El Tribunal de Estrasburgo interpret# el articule 
como el derecho del individuo de disfrutar de determinadas pa 
rantlas durante el procedimiento: derecho a ser ofdo, derecho 
a ser informado, etc., cuando se trate de un asunto relative 
a derechos y obligaciones de cardcter civil.
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véase STC de 8 de junie de 1981 (4) (RA-13). Ejercicie 
de derechos fondamentales véase STC de 8 de abril de 
de 1981 (15) (RX-3). Ejercicio bajo eventual limitacién 
véase STC de 17 de julie de 1981 (RA 19). Limitacién 
del citado ejercicio per autoridades con potestad de po- 
bierno, véase STC de 17 de julio de 1981 (11) (RA 19). 
Necesidad de motivacién en la limitacién véase STC de 
17 de julio de 1981 (13) (RA-19). Naturaleza y alcance 
universal de los derechos fondamentales véase STC de 15 
de junio de 1981 (15) (RA-16). El doble caracter o na 
turaleza subjetiva y objetiva de los citados derechos 
véase STC de 14 de julio de 1981 (5) (RI-4), competen- 
cia del Tribunal Constitucienal sobre ejercicio de los 
derechos véase STC de 17 de julio de 1981 (14) (RA-19). 
Los derechos y libertades fondamentales como elementos 
del ordenamlento jurldico. Véase STC de 13 de febrero 
de 1981, voto particular sobre el motivo primero de la 
Sentencia (19) (RI-2).
Libertad de enseUanza véase STC de 13 de febrero de 1981 
(7,8) (RI-2) presuncién de inocencia y principle de libre 
valoraciôn de la prueba por el Tuez. Véase STC de 28 de 
julio de 1981 (RA-23).
Carga de la prueba en el demandado, cuando se ha produ- 
cido restriccién de derechos fondamentales véase STC de 
17 de julio de 1981 (RA-19). En cuanto a la Réserva sus 
crita por Espaila en materia de régimen discipl inario mT 
litar en los arts. 5 y 6 del Convenio véase STC de 15 
de junio de 1981 (7, 9) (RA-16).
Prieto Sanchis, L .: "La proteccién de los derechos fun - 
daroentales a través de los proccdimientos de declara- 
ci6n de inconstitucionalidad" en "Anuario de Derechos 
Huraanos 1981". Universidad Complutense. Institute de 
Derechos Humanos. Madrid, enero 1982, pp. 37 1-421. y 
Pérez Tremps, P.: "El sistema espahol de protecclén de 
los derechos fondamentales y la préctica de 1 Tribunal 
constitucienal". Ibidem, pp. 423-445. Respecte de la prdc 
tica del T.S. véase Retegon, .1.: "Los derechos fiindamen 
taies en la jorisprudencia del T.S.". Ibidem, pp. 449 
479.
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La persona vlctima de una violaciôn de sus derechos 
garantizados, cuando revistan carâcter civil, podrâ prevaler 
se del articule 6 del "derecho a una buena administraciôn de 
justicia", porque el articule 13 le otorga simplemente el de­
recho de acceso ante una instancia nacional. El articule 6 
concede algo mâs a la persona que un simple acceso ante una 
instancia nacional. Le otorga el derecho de acceso a un tri­
bunal independiente e imparcial establecido por la Ley, que 
le juzgue equitativa y pûblicamente, en un plazo de tiempo ra 
zonable, (55). Se ha entendido, en fin, el derecho estableci­
do por el articulo 13, derecho a un recurso efectivo como con­
sistante en un medio eficaz y râpido ante una instancia inde­
pendiente e imparcial (56).
PROTECCION EN EL AMBITO REGIONAL EUROPEO: EL DERECHO 
DE RECURSO INDIVIDUAL.
A. Antecedentes juridicos del derecho de recurso individual.
La instituciôn del recurso ûtil contra la violaciôn de 
una norma de D.I. existia, en principio, en el âmbito interes- 
tatal, con anterioridad a la Declaraciôn Universal de Derechos 
Humanos. Muchos internacionalistas eran conscientes, también, 
de la necesidad de reconocer al individuo su calidad de suje- 
tô del D.I, y de atribuirle, singularmente, los derechos fon­
damentales inherentes, a la persona humana. No nos detenemos 
en este aspecto importante de la evolucidn jurldica de la sub- 
jetividad internacional. Nos interesa, ahora, fijarnos en aigu-
(55) Velu, J.: Ob. cit. pâg. 55.
(56) Mertens, P.: Ob. cit. pâg. 23-50.
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nos de los "antecedentes principales del recurso individual", 
atinque sean jurldicamente bien distintos de la institucidn re- 
gtilada por el Convenio,para darnos mejor cuenta del enorme pro 
greso que implica para la persona la regulaciôn del Convenio.
a) La Proteccidn Piplomâtica.
Sobresale, en tal sentido, la llamada Proteccién Diplo- 
mâtica que ejerce eventualmente un Estado en favor de sus na- 
cionales. Es esta una instituciôn caracteristica del régimen de 
la responsabilldad Internacional en el piano de las relaciones 
"interestatales" (57).
El carâcter interestatal de esta eventualidad jurldica 
fue bien establecido por el T.I.J. en el asunto, entre otros, 
de Nottebohm:
"La protection diplomatique et la protection par 
la voie judiciaire internationale constituent une 
mesure de défense des droits des Etats" (58).
(57) Véase Mertens, P.: "Origenes et fondements d'un droit 
de recours interne en cas de violation d'une norme de 
droit international" en "Les Recours des Individus de­
vant les Instances nationales en cas de violation du 
Droit européen: "Colloqué organise par l'Institut 
d'Etudes européennes) Bruselas 1978, pp. 23-50.
(58) Arrêt du 13 Septe.mbre 1928. CPJI, Publ. pâg. 28.
Cabe citar al efecto el Asunto de los Empréstitos bra- 
silerlos, en que el Estado que interviene a favor de 
uno de sus sObditos se limita a bacer valer un derecho 
que le pertenece"de faire respecter en la personne de 
ses ressortissants le droit international". El T.I..T, 
en su Sentencia de 6 de Abril de 1955 en la que se 
afirma que:
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El ejercicio de la Protecciôn Diplomâtica requiere, ade 
mâs, el cumplimiento de una segunda condiciôn importante: el 
previo agotamiento de los recursos internos por la persona vlc­
tima que se hallen a su disposiciôn en el Estado demandado. Es­
ta segunda régla tiene sus excepciones. No se aplica en los su- 
puestos en que al récurrente se le exime de la carga del agota­
miento previo de los recursos internes, ciertos supuestos de 
denegaciôn de justicia, falta de efectividad de los recursos 
internes. Naturalmente, el ejercicio de la protecciôn diplomâ­
tica estâ supeditado a la concurrencia de una serie larga de 
requisites que no vamos a analizar en detalle.
Condiciôn fundamental de tal ejercicio es la régla lla­
mada de la "nacionalidad de la reclamaciôn". Esta régla prescris 
be que la reclamaciôn generada en funciôn de la persona indivi­
dual o moral se asiente en la nacionalidad del Estado demandan 
te. El individuo carece de legitimaciôn activa para formular 
la reclamaciôn internacional. Habrâ de intervenir en su favor 
el Estado del cual es nacional, la persona interesada. De ahl 
que se exija la nacionalidad de la reclamaciôn, esto es, que 
el Estado solo puede, en principio, protéger a sus nacionales.
Y estes han de conservât su propia nacionalidad en el perïodo 
de tiempo en que el Estado ejercite la protecciôn. Por eso se 
habla de que la "nacionalidad de la reclamaciôn" debe existir 
en los siguientes mementos:
1) En el memento de la presentaciôn de la reclama­
ciôn por el Estado.
"La protecciôn diplomâtica y la protecciôn por la via 
judicial internacional constituyen un medio de defensa 
de los derechos de les Estados".
En Publ. e u ,  Rec. 1955, pâg. 24.
m
2) En el momento en que se ocasione el dafio a la 
persona vlctima.
3) Continuldad de la nacionalidad de la vlctima en­
tre la fecha del dafio y por lo menos la fecha de 
la presentaciôn de la reclamaciôn.
4) La continuidad de la reclamaciôn hasta el momen­
to de la resoliiciôn internacional. Este extreme 
es objeto de controversias.
La nacionalidad de la vlctima entendida segCin la Juris- 
prudencia del T.I.J., es, en todo caso, necesaria para la ad- 
misibilidad de la demanda presentada por el Estado nacional, 
dependerâ, a falta de acuerdo en contrario, de la relaciôn de 
nacionalidad existente entre el Estado demandante y el indivi­
duo lesionado.
Aunque los Estados gozan de libertad para fijar por me­
dio de un acuerdo especial cualquler fecha a falta de dicho 
acuerdo especîfico se interpretarâ "fecha de la presentaciôn" 
como la fecha de presentaciôn (date of filing) de una reclama­
ciôn Internacional formai a un Tribunal internacional o a un 
Gobierno extraniero.
Si la presentaciôn de una reclamaciôn internacional for­
mai contra un Gobierno desemboca en un arreglo diplomâtico (de 
dicha reclamaciôn) serâ tenida en cuenta la Fecha de la presen 
taclôn de la reclamaciôn "date of presentation" a distinta del 
supiiesto, de los buenos oficios. Si las partes convienen el 
arreglo judicial, serâ la fecha de la presentaciôn de la recla­
maciôn ante el Tribunal internacional la fecha que debe tener- 
se en cuenta.
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El principio de la "efectividad de vinculo", lleva a 
que el vinculo de la nacionalidad se precise tanto en el mo­
mento en que se sufre el daîlo como cuando se présenta la re­
clamaciôn .
La Jurisprudencia a este respecte ha indicado, en el 
Asunto Nottebohm que :
"La naturalisation accordé au mépris de tout lien 
de rattachement d ’un individu a l'Etat de natu­
ralisation reste inopposable a l’Etat deféndeur" 
(59).
La protecciôn diplomâtica se caracteriza, a su vez, por 
el carâcter discrecional con que el Estado puede ejercerla, asi 
como por las limitaciones indicadas que presiden su ejercicio 
(60). Esta protecciôn no es suficiente, ni se adapta bien hoy
(59) Teniendo en cuenta la ficciôn que implica una teoria que 
se basa "en un Derecho propio del Estado" pero que solo 
se ejerce en el supuesto de lesiones sufridas por los 
individuos; "la théorie classique ne peut pas, ou ne peut 
plus prétende rendre compte de la totalité de la realité 
juridique", Berliag, G.: "Contribution à l'étude de la 
nature de la protection diplomatique" en AFDI, 1957, pâg. 
72. En cuanto a la aplicabilidad de la régla en los sis- 
temas de protecciôn de derechos humanos, consûltese Gui- 
nand, J.: "La regie de l'Epuisement des voies des reco- 
rus internes dans le Cadre des systèmes internationaux 
de protection des Droits dé l'Homme" en "La protection 
international des droits de l'homme" cit. pp. 91-104.
(60) Las dos condiciones son: en primer lugar no puede reali- 
zarse sino en favor de un nacional del Estado demandante. 
Caso Nottebohm, y en segundo lugar se précisa el previo 
agotamiento de los recursos internos. Sentencia de 6 de 
Abril de 1955. Rec. CIJ, 1955, pâg. 24.
Mertens, P.; Ob. cit. pp. 23-50.
Y debate sobre su comunicaciôn: ob. cit. pp. 56-57.
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en (lin a la realidad sociolôgica y jurldica de la defensa de 
los derechos humanos, porque se basa en un derecho propio del 
Estado que se ejerce, discrecionalmente, en el supuesto de le­
siones sufridas por los individuos.
En el coloquio de Bruselas, en el debate que se produjo 
después de la comunicaciôn de Mertens se sostuvo que la pro­
tecciôn diplomâtica, hoy por hoy, era la (înica via de protec­
ciôn en D.I. Se debatiô, tarabiÔn, la cuestiôn de si la protec­
ciôn diplomâtica podla, en las circunstancias actuates, compo£
tar para el individuo la posibllldad de reclamar un derecho de 
recurso especial en el âmbito del Estado contra el cual la re­
clamaciôn se dirija. Se trataba de la manera de entender, con- 
cretamente, la "denegaclôn de justicia" (61). Se discutlô, ast- 
mismo, el tema que mâs nos afecta: Si el articulo 56 de la Car 
ta de Naciones Unidas podrla ser el punto de partida para exl- 
gir de los Estados, como una verdadera obligaclôn la introduc- 
ciôn en sus sistemas juridicos nacionales de un recurso abier- 
to directamente al individuo que se pretenda vlctima de una vio 
laciôn de los Derechos Humanos.
La definlciôn del articulo 55 es esquemâtica y no déter­
mina el contenido de los derechos que enuncia de forma genéri-
ca. El art. 5 5 solo dice que:
"La organlzaciôn promoverâ", entre otras cosas,
"el respeto universal a los derechos humanos y a
(61) Orcasitas Llorente, L S e n t e n c i a  del Tribunal Interna 
cional de Justicia de La Haya de 6 de Abril de 1955 en 
el llamado "Asunto Nottebohm" en R.E.D.I. vol. VItl, pp. 
247 y siguientes.
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las libertades fondamentales de todos". (Pârra- 
fo 4») (62). .
Por otra parte, es notorio, que la protecciôn diplomâ­
tica adolece de un vicie profundo, el individuo es introduci- 
do en un procedimiento que tiene por misiôn defehderle pero 
en el que se encuentra a merced de la voluntad del Estado, pojr 
que el interesado no puede decidir siquiera si se ha de formu­
lar 0 no la reclamaciôn y  aûn después de presentada es el Es­
tado el que puede resolver su retirada si le parece oportuno.
La situaciôn se agrava con la exigencia del previo ago­
tamiento de las vlas internas (63). Algo semejante ocurre con 
los articules 55 y 56 de la Carta de las Naciones Unidas. Se 
justifies su invocaciôn en cuanto sirve para proclamar, en ge­
neral, la protecciôn de los Derechos Humanos y este principio, 
constituye un pilar bâslco de la O.N.U.
Pero no es fâcil deducir de los referidos articules una 
obligaciôn, una exigibilidad concrete "de hacer" en favor de 
los particulares frente a los Estados.
(62) Carrillo Salcedo, J.A.: "Textos bâsicos en Naciones Uni­
das", Madrid, 1982, pp. 35-74, en concrete pâg. 71.
(63) Por su parte Ganshof Van der Meersch, seftala en el de­
bate, como indicabamos al analizar el sistema del Con­
venio, los inmensos progresos alcanzados en cuanto a la 
extensiôn de la protecciôn de los individuos que dife- 
rencia claramente al Convenio de la protecciôn diplomâ­
tica. En "Les Recours...", cit., pp. 56-57.
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b) Intervenciones de llumanidad.
El articulo 55 no se refiere, tampoco, de modo explici­
te a los Estados, sino a la Organ 1zaciôn (64). Entre los ante­
cedentes juridicos del derecho del recurso individual del Con­
venio se suele mencionar Igualmcnte, las "intervenciones de Hu 
manidad".
La expresidn es bella, pero Âqué sc entiende por Inter 
venciôn de Humanidad? La profesora Pérez Vera nos da una res- 
puesta muy clara. Consiste en la acciôn entablada por uno o va 
rios Estados contra uno o varies Estados para obtener el cese 
de tratamientos inhumanos infringidos a particulares o a pobla 
clones enteras, s in conslderaciôn a su nacionalidad (65).
En el D.I. actual la instituciôn no desempefia un papel
primordial, sino, residual, se ha dicho, incluso que la inter-
venciôn de humanidad "pierde su justificaciôn funcional" (66). 
Con justeza se ha afirmado:
(64) Carrillo Salcedo, J.A.; Ob. cit. pâg. 71.
(65) Véase Pérez Vera, E.: "La protection d 'Human i té en Droit 
International" en Revue Belge de Droit International 
1969, n® 2, pp. 401 y ss. Y "La protection d'Human i té
en Droit International" en "La protection internationa­
le des Droits de l'Homme". Bruselas 1977, pâg. 29.
(66) Salmôn, J . : "Essai de typologie des systèmes de protec­
tion des Droits de l'Homme" en "La protection interna­
tionale...", cit. pp. 175-206.
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"Estamos asistiendo a la desapariciôn progrèsiva 
del papel de la intervencion de humanidad en el 
sentido clâslco" (67).
En efecto, ha perdido actualidad, entre otras razones, 
porque sirvid de cobertura para ciertos abusos.
En cambio, la Carta de las Naciones Unidas, sitûa, como 
seRalamos el respeto al hombre en el alto nivel de los valores 
fondamentales, si bien es dudoso decir que el principio sea 
aplicado con rigor por 16s Estados-Miembros como si fuera una 
obligaciôn includible "de cooperar en el respeto efectivo y uni^  
versai de estos derechos" (art. 56).
Sin embargo, la innovaciôn de la Carta es importante por 
que en su virtud los actos de inhumanidad afectan al D.I. Gene­
ral y a los intereses de la sociedad internacional. El hecho es 
trascendente, porque el respeto de los derechos humanos se sus- 
trae del dominio reservado de los Estados. Estos no podrân in- 
vocar, en tal materia, la "competencia exclusive" a que se re- 
fiere, entre otros, (68) el articulo 2, pârrafo 7 delà Carta 
(no ingerencia en los asuntos internos).
(67) Mertens, P.: Ob. cit. pp. 23-24. Pérez Vera, E.:„"La 
protecciôn de Humanidad en Derecho Internacional* en R.E 
D.I. 1962, 2 pâg. 424 y "La protection d'Humanité en 
Droit International" en "La protection internationale 
des Droits de l'Homme" Bruselas 1977 pâg. 30. Véase en 
igual sentido Aguilar Navarro, M . : "Intervenciôn y orga 
nizaciôn internacional" en R.E.D.I. 1955, pâg. 505. Mer­
tens, P.: ob. cit. pp. 23-50.
(68) Carrillo Salcedo, J.A.: Ob. cit. pp. 48 y 36-37.
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Cabe polemizar sobre el alcance y ftierza obligatoria 
del principio del respeto de los derechos humanos estableci­
do por la Carta; a pesar de su valor puede ser eminentemente 
declarative. Pero presupone, en realidad, el reconocimiento 
al menos implicite, de una obligaclôn internacional, de carâc­
ter general, en lo que se reflere a los derechos fondamentales 
del individuo a la vida y a la libertad, que escapan del impe­
rium y de la acciôn exclusiva del Estado.
El fundamento jurldico de la protecciôn diplomâtica y 
de la intervenciôn de Humanidad puede responder a los princi­
ples generates del derecho, tal cual son contenidos e interpre 
tados por el T.I.J. del articule 38 del Estatuto. Esto es, co­
mo limitaciôn a la soberanla de los Estados (69). Sin caer en 
el exceso de negar radicalmente la soberanla del Estado, cons­
tituye, sin duda, una excepciôn al principio e independencia 
absoluta de la soberanla estatal, como base del orden interna­
cional. Pero, el intento de afirmar su calidad de principio ge 
neral de derecho susceptible de asegurar, de modo absolute, la 
primacla de ciertos valores en detrimento de la razôn de Esta­
do, es hoy por hoy, jurldicamente hablando, un tanto excesivo 
o idealista en razôn de las Naciones Unidas. Se estâ aun lejos 
de esa realizaciôn en la prâctica jurldica universal, esta rea
(69) Ibidem, pâg. 69.
Cassin, R . sostuvo que: El articule 38 de 1 Estatuto 
del T.I.J. debe entenderse como proclamando los valo­
res humanos como rector y punto de emergencia final 
de toda norma jurldica que en definitiva émana de la 
idea de los derechos minimes de la persona humana y 
constituye una de las limitaciones fondamentales a la 
soberanla estatal. Véase Cassin, R.: "La Déclaration 
Universelle et la mise en ouvre des droits de l’homme" 
en R.C.A.D.I, 1951 (II), t. 79, pp. 252 y ss.
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lidad ha demostrado que mas bien a veces se trata de justifi- 
caciones aparentes o de intervenciones pollticas. En mâs de 
una ocasiôn, se estâ en presencia de preocupaciones humanita- 
rias "ambiguas" (70).
Cierto es que la Carta de la O.N.U. proscribe "recurrir 
a la amenaza o al use de la fuerza contra la integridad terri­
torial o la independencia polltica de cualquier Estado" (art.
2 p£o. 4) (71). Pero no es menos cierto que la violaciôn fla­
grante y sistemâtica de los derechos fundamentales del hombre 
puede revestir un carâcter de tal gravedad que amenace la paz y 
justifique la aplicaciôn de las medidas coercitivas previstas 
en el capitule VII de la Carta. Se piensa que en este supuesto 
se podrla contemplar la intervenciôn de humanidad en sentido 
distinto y con alcance mâs universal que en los intentos mâs 
abusives del siglo XIX.= Pueden ser mûltiples, al menos jurldi­
camente, las clases de actos illcitos susceptibles de desenca- 
denar la acciôn humanitaria de las Naciones Unidas.
La violaciôn de los Derechos humanos puede ser imputa­
ble, directamente, a los Poderes pûblicos del Estado.
1) La responsabilldad de las autoridades podrâ contraer- 
se en virtud de una acciôn o de una omisiôn (en este ûltimo ca­
so, la situaciôn es mâs discutible): por ejemplo, las revueltas 
antisemitas en Kitchineff en 1903.
2) La violaciôn puede atentar contra los derechos del 
hombre, preexistentes a cualquier sociedad polltica. En princi-
(70) Mertens, P.: Ob. cit. pp. 23-24.
(71) Carrillo Salcedo, J.A.: Ob. cit. pâg. 36
isn
pro, los derechos susceptibles de ser protegidos se conside- 
ran .interiores y superiores a cualquier organi zaciôn polltica.
En este caso, y en teorîa jurldica, habla que excluir 
los derechos civiles y politicos que pertenecen al ciudadano 
después de haberles sido expresamente reconocidos o concedidos 
por el legislador.
La importancia excepcional de las medidas posibles en 
defensa del hombre nos obligarla a reduc i r los derechos prote­
gidos con carâcter general a un répertorie muy breve y esencial, 
como la defensa, por ejemplo, del derecho a la vida. Esta con- 
cepciôn jurldica estâ confirmada por la historia de las rela­
ciones internacionales. Sin embargo no se conoce ningôn caso de 
intervenciôn de humanidad armada llevaba a cabo por la protec­
ciôn del derecho a la libertad o a la vida, con carâcter univer 
s a 1.
3) La violaciôn ha de ser de tal gravedad, que se trate 
de crimenes especialmente reprobables, de una crueldad extrema, 
con la complicidad gubernamental que los deje impunes o de cri­
menes de tal naturaleza que hieran la conciencia de la humani­
dad .
En este sentido, el gran jurlsta etiropeo Rolin .Tacquemyns 
consideraba causas vâlidas de intervenciôn: "exces d'injustice 
et de cruaté qui blessent profondement nos moeurs et notre civi- 
lisation" (72).
(72) "Note sur la théorie du droit d'intervention" en R.ll.T.L.C 
1876, t. VIII, pâg. 675. y Pérez Vera, E .: "La Protection 
d'Ilumanité en Droit International" en "La Protection In­
ternational des droits de l'Homme", Bruselas 1977, pp. 
9-11.
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Por tanto el D.I. General permite pues, la interven­
ciôn de humanidad, pero solo cuando los actos que la provocan 
son tan inhumanos que afecten "to the sense of mankind" (73). 
Hay por 'consiguiente, una cierta coincidencia doctrinal sobre 
los derechos susceptibles de protecciôn general;
1® Cuando se refiere y limita a los derechos a la 
vida.
2* Y se trata de protéger este derecho contra la 
opresiôn.
Pero la prâctica jurldica estâ lejos de ser homogénea 
y concluyente y no nos permite una determinaciôn précisa de 
los derechos de validez universal, cuya violaciôn pueda dar 
lugar a una intervenciôn de humanidad bien justificada.
Existe, desde luego, un derecho individual indiscuti- 
ble, el derecho a la vida. En cambio, el derecho a la liber­
tad engendra discrepancias y se admite tomando en considera- 
ciôn circunstancias muy excepcionales. Por su parte, el dere­
cho a la vida no se limita solo a la defensa de la mera exis- 
tencia, sino que implica el respeto de la integridad fîsica, 
es decir la prohibiciôn de la tortura.
La vida y la libertad son, en todo caso, hoy en dîa, 
nociones inseparables e inherentes a la idea misma del ser
(73) Thomas y Thomas: "Non intervention" Dallas 1956, pâg. 
378. Formulaciôn del Derecho Internacional del Futu­
re del Hudson Commitee en A.J.I.L. Abril 1944, pp. 
55-56 y R.G.D.I.P. 1959, pâg. 682.
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humane. Bs évidente que no podrân ser cons iderad.is como ad- 
quiridas y consolidadas en el scno de una sociedad organiza- 
da sin la acciôn adecuada y efectiva por parte de los Gobier- 
nos .
Ahora bien, cuando las autoridades pôblicas del Estado 
no cumpleh su misiôn humana. el individuo, las minorlas e In­
cluso, en general, cualquier agrupaciôn de poblaciôn debieran 
jurldicamente de beneficiarse de ta protecciôn de humanidad, 
desde que el individuo, minorla o puehlo sufran atentados con­
tra sus derechos mâs elementales. (74) La protecciôn ha de con 
ferirsele al individuo en cuanto hombre, por encima de que 
pertenezca a una sociedad polltica independientemente de su 
nacionalidad (75).
Ciertamente, en este âmbito jurldico, la competencia de 
las Organizaciones Internacionales, no ha llegado aun a sus t i- 
tuir a los poderes estatales. Pero hoy en dîa, la concepciôn 
expuesta no es solo una tendencia doctrinal, sino la orienta 
ciôn positiva y prevista por el D.I. Se camina, sin duda, hacia 
la creaciôn de una auténtica funciôn ejecutiva internacional.
Y este es el gran môrito del Convenio europeo.
Mientras esa funciôn ejecutiva no se imponga con carâc­
ter universal, puede résultat indispensable, en el interegno, 
conservât la intervenciôn de humanidad como recurso dltimo, en 
tanto las Organizaciones Internacionales, sean impotentes o los
(74) Cassin, R.: Ob. cit. pp. 252 y ss.
(75) Mertens, P.; O b . cit. pp. 446-469.
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mécanismes convencionales y  de control hayan fallado (76).
Respecte de la irrelevancia del vinculo de la naciona­
lidad adquiere notables dimensiones en la aplicaciôn del Con­
venio ya que conforme al articulo 1, los Estados se coraprome- 
ten a ofrecer la protecciôn y garantie de los derechos sin 
atender a su nacionalidad, siempre que se encuentren bajo su 
jurisdicciôn (77).
c) La Protecciôn de Minorlas.
El tercer antecedente invocado en razôn de la protecciôn 
individual del Convenio europeo es el de la Protecciôn de Mino­
rlas. Los tratados de Paz de Westfalia nos ofrecen, en embriôn, 
el antecedente correspondiente al sistema de Protecciôn de Mino­
rlas previsto y regulado por la Sociedad de Naciones (funcionô, 
regularmente, desde 1920 hasta 1930) (78).
El objetivo del sistema persegula la defensa de las mi- 
norias de raza, lengua y religiôn, que asentadas en los terri­
tories de las Potencias vencidas en la Primera Guerra Mundial 
o en los Estados de reciente creaciôn moderna en la Europa cen­
tral y oriental.
En razôn, principalmente, de la desintegraciôn de la Mo-
(76) Perez Vera, E.: "La protection d*Humanité en Droit 
International" en "la Protection Internationale des 
Droits de l'homme". Bruselas 1977, pâg. 29.
(77) Recueil des Textes, pâg. 102.
(78) Mertens, P.: Ob. cit. pâg. 26.
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narquXa sustro-hungara. La Sociedad de Naciones les reconoce 
por vez primera un estatuto "cuasi codificado". Su protecciôn 
se realizaba no solo por causa del individuo aislado sino en 
funciôn y su condiciôn de grupos humanos. Estaban autorizados 
a formular las demandas control los Estados no miembros de la 
organizaciôn. Se les concediô el derecho llamado de peticiôn; 
a tal fin, se creô un sistema especial, dotado de un ôrgano sin 
gular: el Comité de Minorias, con la eventual partieipaciôn del 
Consejo.
Conviene tener présenté el procedimiento observado en 
el ejercicio de la protecciôn. Recibida la reclamaciôn por la 
Direcciôn de la Secciôn de Minorlas se iniciaba una fase pre­
via de informaciôn y examen de la reivindicaclôn. Posterlormen- 
te, la demanda junto con las observaciones del Gobierno intere­
sado era transmitida al Comité de Minorlas. Se redactaba un In­
forme. En base del Informe se elaboraba la comunicaciôn que ha­
bla de dirigirse a los miembros del Consejo. Seguidamente el 
Comité debîa procurer la conciliaciôn o el arreglo amistoSo en­
tre las partes. Si éste fracasaba, el Comité podrla archivât la 
demanda o depositarla ante el Consejo.
La fase contenciosa, si se daba, babla de désarroilarse 
ante el T.P.J.l. El sistema se asemejaba al establecido por el 
Convenio europeo. En vez del Comité es la Comisiôn europea la 
que interviene y como Ôrgano judicial actôa el Tribunal de Ds- 
trasburgo que présenta la peculiaridad de constituir, como ve- 
remos, una auténtica jurisdicciôn especlfica para la aplicaciôn 
del texto europeo.
El sistema de la Protecciôn de Minorlas de la Sociedad 
de Naciones, logrô funcionar como auténtica Protecciôn, hasta
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1930 (79). A partir de esta fecha, disroinuye y cambia de signo 
la auténtica Protecciôn de dichos grupos. Los Estados vecinos 
comenzaron a desplegar una actividad interesada, que ha podido 
calificarse de "intervenciones de minorlas". El fallo radical 
de este sistema estribô en no haber previsto, junto con el de­
recho de peticiôn, una auténtica garantla jurisdiccional.
Al término de la Segunda Guerra Mundial, surgieron nue- 
vos problemas de minorla, por causa de las modificaciones y las 
delimitaciones de fronteras de determinados palses de la Europa 
Central y Oriental. Subsisten, asI, el principio y el problema 
de la protecciôn de minorlas. Se discute, todavîa el carâcter 
de la adecuaciôn o inadaptibilidad de los métodos utilizados por 
la actual Organizaciôn Internacional. Se ha llegado incluso a 
sostener que el problema ha sido descuidado y no resuelto (80).
En realidad, no es que exista una verdadera laguna en 
el ordenamiento internacional sobre la materia. Porque los prin 
cipios y normas de la Carta son bien explicites. Lo que no ca­
be duda es que su realizaciôn prâctica carece de un sistema efeç 
tivo. Por eso se puede hablar de la oportunidad de desarrollar 
mejor el sistema internacional de protecciôn de minorlas.
El mismo concept© de minorla ha experimentado una evolu- 
ciôn que amplla el campo de la acciôn efectiva y necesaria. No 
se limita tan solo a las minorlas étnicas y religiosas (Irlande
(79) Hudson, M.D.: "La Cour Permanente de Justice Interna­
tionale". Paris 1936, pp. 119, 444, 661.
(80) Mertens, P.: O b . cit. pâg. 52.
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del Norte, Pakistan e India) sino que tiende a abarcar, hoy on 
dfa, a las minorlas culturales (Bélgica). La cuestiôn que sub- 
si Iste es la de la regulaciôn môs adecuada y la necesidad de 
proccdimientos de mayor efectividad. Se suele, en este senti­
do, recordar la dificultad de hacer respetar, con eficacla, en 
las diversas partes del mundo, los derechos mâs elementales de 
ciertas partes de la poblaciôn que, a veces, no constituyen una 
minorla, sino una auténtica mayorla (se suele aludir a Chipre).
La celebraciôn de multiples acuerdos especiales, bajo 
la egida de las Naciones Unidas no ha evitado la apariciôn de 
nuevas discriminaciones, ni la eliminaciôn absoluta de las even 
tuales denegaciones de justicia, con graves violaciones de los 
derechos humanos. Por ello se ha podido pensar que es insufi- 
ciente la protecciôn de minorlas prohibiendo las discriminacio- 
nes o que se prohibe la discrimlnaciôn y al mismo tiempo, no se 
permite el desarrollo natural de las minorlas (81).
Es indudable, en todo caso, que el sistema de protec­
ciôn individual o de minorlas no ha alcanzado aun la estructu- 
ra eficiente y la validez universal que postula en el terreno 
de los principles la Carta de las Naciones Unidas; el respeto
(81) En la actualidad se afirma el derecho a la diferencia" 
Capotorti, F.; "The protection of minorities under 
multilateral agreements on Human Rights" en. The Ita­
lian yearbook of International Law 1976, vol. II, pp. 
2-32.
Asimismo Lavieille, J.M.: "Droit h la Différence pour 
une vision globale des phénomènes minoritaires" en 
Revue de Droit International de Sciences Diplomatiques 
et Politiques (The International Law Review) Octubre- 
Diciembre 1981, n® 4, pp. 315-318.
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de los derechos fundamentales del hombre, la dlgnidad y el va­
lor de la persona humana, la igualdad de derechos de hombres y 
raujeres y de las naciones grandes y pequeflas (Preâmbulo), De 
ahl la importancia jurldica internacional del actual sistema 
del Convenio europeo y de la Declaraciôn Universal de Derechos 
Humanos (82).
En el coloquio de Bruselas se suscité lo inadecuado de 
los medios utilizados para la protecciôn de minorlas con poste- 
rioridad a la Segunda Guerra Mundial, se criticô el olvido en 
que ha caîdo la instituciôn y que consiste en una laguna del 
Derecho Internacional. Se planteô la necesidad de ampliar la no 
ciôn de minorlas en la que se encuadrarîan no solo las minorlas 
étnicas sino las religiosas y culturales (83).
Se indicô por ûltimo la dificultad de hacer respetar 
en determinados casos como es el caso de Chipre los derechos 
mâs fundamentales de la persona a grupos que no constituyen una 
minorla de la poblaciôn sino que integran la mayorla.
(82) La Declaraciôn Universal de los Derechos de los Pueblos, 
Argel 4 de julio de 1976, de iniciativa no estatal con 
sagra los derechos de las minorlas. "Lorsqu'un peuple 
constitue une minorité au sein d'un Etat, il a le droit
au respect de son identité..." (art. 19). Véase Lavieille, 
J.M.: Ob. cit. pp. 316 y ss.
(83) En el debate sobre la comunicaciôn de Mertens, se ma­
nifesté en el sentido apuntado Veasen, que manifesté
su preocupaciôn por las situaciones reinantes en Irlan- 
da del Norte, Pakistan e India y respecte de las mino­
rlas culturales como el caso de Bélgica. En "Les recours 
des individus devant les instances nationales en cas de 
violation du droit européen" Bruselas 1978, pâg. 52.
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La necesidad de que los procedimientos establecidos 
para su defensa se apliquen sin nlngûn tipo de discriminaciôn; 
ya que "el problema de las minorlas puede plantearse incluso 
existiendo procedimientos adecuados" (84), por los defectos de 
que adolece la puesta en prâctica de los mismos y porque des- 
graciadamente la formulaciôn de preceptos negatives no es su­
ficiente; no basta que se prohiba la discrimlnaciôn es necesa- 
rio que se favorezca a la minorla para que logre su pleno desa 
rrollo (85).
d) La Protecciôn del individuo en otros textos in 
ternacionales universales.
El antecedente jurldico mâs sobresaliente de carâcter 
universal sobre la protecciôn Individual, aunque no tanto so­
bre el derecho de recurso efectivo, lo constituye la célébré 
Declaraciôn Universal de Derechos Humanos.
Es criterio bien establecido que el derecho de recurso 
Individual del Convenio europeo, (art. 1.3) en defensa de los 
derechos y libertades fundamentales de 1 hombre, encuentra su 
razôn de ser mâs directa con el Anteproyecto de la Declaraciôn 
Universal.
El articulo 28 del Anteproyecto prevela, en efecto, la 
instauraciôn del derecho de recurso individual no solo en cl
(84) Mertens, P. seOalô en el debate que subsisten las
discriminaciones y aparecen otras nuevas. O b . cit.
pâg. 55.
(85) Vaesen critica la protecciôn indîrecta de las minorlas
porque la considéra insuficientc. Ibidem, pâg. 55.
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ordenamiento interne sino también en el marco jurldico de la 
Organizaciôn de las Naciones Unidas (86).
Ciertas delegaciones nacionales consideraron prematuro 
el proyecto, durante los debates de los trabajos desarrollados 
por la tercera Comisiôn de la Asamblea General. Se decidiô re- 
trasar el examen de la cuestiôn confiando su regulaciôn a los 
autores de los Pactos internacionales relatives alos derechos 
Humanos.
En realidad el derecho de recurso individual no £ué, en- 
tonces, calificado de objetivo fundamental, porque no se desea- 
ba poner en tela de juicio el prestigio de los tribunales na­
cionales y menos aûn, erigir una instancia internacional en Tr^ 
bunal de Casaciôn para las jurisdicciones internas.
En el texto definitive se tuvo en cuenta la enmienda 
presentada por el Delegado mejicano en la referida tercera Co­
misiôn de la Asamblea General, propugnando la protecciôn indi­
vidual frente al Poder pûblico del Estado en los siguientes 
términos;
"Cada uno, deberâ poder, gracias a un procedimien­
to simple y expeditivo, beneficiarse de la protec­
ciôn de los tribunales frente a los actos del po­
der pûblico que violasen en perjuicio suyo uno de
(86) E/600 de la Comisiôn de Derechos Humanos de 17 de Diciem
bre de 1947, E.C.O.S.O.C. 6 Session n® 1. Doc. O.N.U.
A.G. 3 Comisiôn, 5 Sesiôn, 300. S, 1® Septiembre 1950, 
pâg. 210.
Texto Declaraciôn véase Carrillo Salcedo, J.A. "Textos 
Bâsicos de Naciones Unidas" Madrid 1982, pp. 91-97.
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los derechos fondamentales que le confirlese la 
Constitueiôn" (87).
La enmienda presuponîa con justeza, que se trataba de 
una libertad fundamental reconocida por la mayorla de las le- 
gislaciones nacionales. Habeas corpus y el Procedimiento de 
Amparo. Lo cual favorecîa la poslble aceptaciôn de los Estados 
ya que en definitiva, existia una opiniôn generalizada favora­
ble a su consagraciôn en el piano Internacional.fue aprobada 
la enmienda (88).
(87) La enmienda de Pablo Campos Ortiz. Reproducîa fielmente 
el articulo 18 de la Declaraciôn de Derechos y Deberes 
del hombre aprobada en Bogotâ. Disposiciôn que fue apro­
bada por las ZI delegaciones présentes por unanimidad.
La enmienda aunque tardîa, reflejaba y expresaba el sen- 
timiento comôn de los palses americanos. El autor de la 
enmienda se referia concretamente al procedimiento de am­
paro de la Constituciôn mejicana de 1857 y de 1917, or- 
ganlzada por la ley de 1919 y revlsada en 1936. En el 
art. 107 se estlpulaba:
"La demanda de protecciôn se Iniciarâ respecte de 
sentencias contra las que no existe recurso ordi- 
nario de gracia mediante el que puedan ser refor- 
madas o modificadas y a condiciôn de que la viola­
ciôn de la ley sea reallzada por las mlsmas, o bien 
si se hubiese cometido durante el procedimiento, 
que haya sido denunciada en tiempo hâbil y que se 
haya elevado una reclamaciôn contra el rechazo de 
reparar y que cuando haya sido coraetida en primera 
instancia, se haya planteado ante la instancia de 
apelaciôn".
(88) En 1962 la Comisiôn Internacional de Juristas postulaba 
"un control jurisdiccional eficaz râpido simple y poco 
gravoso". En Primauté du droit et droits de l’homme. 
Principes et éléments fondamentaux. Ginebra 1966, p. 19. 
Verdoot, A.: "Naissance et signification de la Declara­
tion Universelle des Droits de l'homme". Paris, p. 118.
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La Declaraciôn Universal del 10 de Diciembre de 1948, 
estipula, en consecuencia, en su articulo 8:
Garcia Robles, A.; "Les droits de l'homme et les liber­
tés fondamentales dans la législation du Mexime" en 
Annuaire des droits de l'homme" 1946, pp. 337 y ss. Mer­
tens, P.: Ob. cit. pâg. 30, nota 24. Segûn Trujillo, E. 
"La procédure mexicaine d'amparo" en R.I.D.C., 1949,
I, pp. 229 y ss. En su origen se trataba de una simple 
sanciôn de determinados derechos individuales mediante 
un control de la constitucionalidad de las leyes y de 
todos los actos de autoridad (no importa su proceden- 
cia siempre que medie una violaciôn de las garantlas in­
dividuales) . Véase en comparaciôn con lo previsto en el 
art. 5 y art. 50 "contra cualquier acto... del Convenio.
El concept© es mâs amplio del que "habeas corpus" cuya 
ûnica finalidad consiste en protéger al individuo de 
un arresto arbitrario. El habeas corpus se recogerla 
en el art. 5, en cuanto para amparo de la libertad in­
dividual, consagrado por la mayor parte de las Constitu- 
ciones de America Latina (Argentina, Honduras, Salvador, 
Guatemala, Panamâ, Chile, Venezuela, Ecuador). Cada una 
con caracterlsticas propias una variedad singular man­
dat© de segurança brasileRa. En cuanto a au esencia se 
asemejan en este sentido al art. 5 ya que ambos preten- 
den la garantla de los derechos fundamentales mediante 
un procedimiento râpido y eficaz. Es decir se trata de 
cortseguir unos recursos eficaces, en concrete su propia 
Constituciôn prevee un recurso ofreciendo todas las ga­
ranties de seguridad y se denomina procedimiento de am­
paro (arts. 14, 16, 103 y 107 Constituciôn mejicana).
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"Toda persona tiene derecho a un recurso efecti­
vo ante los tribunales nacionales compétentes, 
que le ampare contra actos que violen sus dere­
chos fundamentales reconocidos por la Constitu­
ciôn o por la Ley" (89).
Este texto de la Declaraciôn Universal recuerda el pro
cedimiento del "habeas corpus" y procura segûn se explicô en
los debates previos, asegurar el respeto por los Estados de
los tratados de humanidad previendo la Instituciôn del recur­
so individual y nacional.
La idea de protecciôn individual de la Declaraciôn su- 
pone un buen progreso si se contemplan los procedimientos ante 
riores a la protecciôn diplomâtica de la acciôn contra la de -
negaciôn de justicia sufrida por el sCibdito extranjero y los
procedimientos de amparo y de "habeas corpus".
Las diferentes fases del desarrollo de la protecciôn 
individual culminan actualmente en el Convenio europeo de De­
rechos Humanos. La eficacia de la protecciôn pone de manifles- 
to la importancia de los recursos ante los ôrganos de control 
internos -art. 13 del Convenio-. El eminente jurista Rolin se 
expresaba en este sentido, en los siguientes termines:
"El primer modo de protecciôn de los derechos in­
dividuales contra los actos ilfcitos de los ôrga­
nos o agentes estatales es, y se olvida con fre-
cuencia, el recurso ante los ôrganos de control 
internes.
(89) Carrillo Salcedo, J.A.: Ob. cit. pâg. 9.3.
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Las vîas de recurso internas presentan la doble 
ventaja de estar abiertas igualmente a personas 
lesionadas sln distincidn de nacionalidad, ade- 
mâs pueden ser utllizadas por la sola iniciativa 
del interesado sin control ni concurso de la auto 
ridad estatal" (90).
Jurfdicamente es un hecho évidente, como hemos indica- 
cado, la influencia de la Declaraciôn Universal sobre el Con- 
venio europeo. Este, no obstante, ofrece singularidades que 
superan la efectividad de aquella. Porque el articule 13 del 
Convenio difiere del precepto correspondiente de la Declaraciôn 
Universal de los Derechos del ilombre en un punto de gran al- 
cance pragmâtico; reconoce el derecho a un recurso efectivo an­
te las instancias nacionales, que no deberân ser necesariamen- 
te jurisdiccionales.
Este principle se proyecta en dos vertientes jurldicas. 
Por un lado, la aplicaciôn estrictamente interna del recurso 
efectivo repercute despuês y condiciona el control jurisdic- 
cional de los ôrganos europeos tutelares de la protecciôn in­
dividual. Y la jurisdicciôn de los ôrganos europeos se funda- 
menta, de forma exclusiva en un elenco de derechos y liberta- 
des pactado. De modo que la aceptaciôn del control jurisdiccio-
(90) El curse de Rolin H. sobre los Principles del Derecho
Internacional Püblico en R.C.A.D.I., 1950, La Kaya 1950, 
pp. 150-151 y Slusny, M.: "Quelques observations sur 
les systèmes de protection internationale des droits 
de l'homme" en Mélanges Rolin, H. Paris 1964, pp. 374- 
397. En concrete pâg. 389, que considéra que el sistema 
de protecciôn internacional de derechos humanos es el 
mâs sencillo pero el mâs eficaz de hecho.
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mal, solo tuvo su justificaclôn para las Partes en una clara 
delimitaciôn del fimblto de competencla "rat lone materiae" de 
los organos de control (9 1).
Por otro lado, el Convenio difiere de la Declaraciôn, 
porque el recurso efectivo de 1 artfculo 13 concierne solamen- 
te a la violaclôn de los derechos y libertades consagradas por 
el propio Convenio, lo cual ha llevado a la Doctrina a soste- 
ncr que "no se aplicarS en el supuesto de que los derechos y 
libertades violados fuesen reconocidos exclusivamente por el 
Derecho interno" (92).
Estatutariamente, la Comisiôn europea es incompétente 
para admitir la demanda que invoque la violaclôn de un derecho 
no protegido por el Convenio. El anôlisis de los Informes de 
la Comisiôn nos persuade de que sus decisiones sobre este su -
(91) Weil, G.: "Decisions on inadmissible Applications by 
the European Commission of Human Rights". En the Ame­
rican Journal of International Law. Notes and Comments 
Vol. 54. Enero I960, n® 1, pAg. 880.
(92) Velu, J.: "Les Voies de Droit ouvertes aux individus 
devant les instances nationales en cas de violation 
de la Convention Européenne des Droits" en "Les Re­
cours des individus devant les Instances Nationales en 
cas de violation du Droit Européen". Bruselas, 1978. 
pôg. 189.
Mertens, P.: "Le droit è un recours effectif devant 
l'autorité nationale compétente dans les conventions 
internationales relatives a la Protection des droits 
de l'homme".
En "La Protection internationale des droits de l'homme" 
O b . cit. pp. 65-90, en concrete pp. 66-69.
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puesto son mûltiples, y suelen rechazar "de piano" las deman­
das que se salgan del elenco de los derechos pactados, consi- 
derândolas como "mal fundadas".
La amplia experiencia de la Comisiôn nos evidencia que 
en tal hipôtesis no entra a examiner el fondo o la substancia 
de la reclamaciôn formulada en la demanda, y por el contrario, 
se déclara incompétente "ratione materiae" conforme al articu­
le 27 (2),
e) El Facto de Derechos Civiles y Politicos.
El derecho de recurso efectivo, del artlculo 13 del Con 
venio se puede relacionar, en el piano universal, no solo con 
el artlculo 8 de la Declaraciôn Universal, sino, también, con 
el artlculo 2 pârrafo 3 del Facto de Derechos Civiles y Politi­
cos .
El Facto prescribe, en el âmbito jurldico general al 
que se refiere, la obligaciôn de hacer efectivos los derechos. 
El citado pârrafo 2® dice textualmente:
"Cada Estado Parte se corapromete a adoptar, con 
arreglo a sus procedimientos constitucionales y 
a las disposiciones del présente Facto, las me- 
didas oportunas para dictar las disposiciones le 
gislativas o de otro carâcter que fueren necesa- 
rias para hacer efectivos los derechos reconoci­
dos en el présente Facto y que no estuviesen ya 
garantizados por disposiciones legislativas o de
otro carâcter" (93).
(93) Véase el Comentario del Anteproyecto del Facto prepa-
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El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Politicos 
intento por consiguiente, incluir la ohligaciôn del Estado de 
garantlzar el disfrute de los derechos fundamentales a todos 
los individuos sometldos a su Jurisdicciôn. Disponla el esta- 
blecimiento de recursos eficaces, incluse en el supuesto en 
que la violaclôn hubiese sldo cometida por personas en el de- 
sempedo de la funciôn pdblica.
Este extremo es el contenldo, a su vez, en el pasaje dl 
timo del artlculo 15 del Convenio, incluso por "personas que 
actfien en el ejercicio de sus funciones oFiciales". Esta norma
rado por el Secretario General de la O.N.D. en 1955, 
a peticiôn de la Asamblea General. Doc. A/2929, pp. 51 
y 56 - 60. El art. 2 (2) redactado en Mayo, Junio de 
1949. Enmiendas que modificaron el art. 2 (2®) del Pac­
to convertido en art. 1 (3®) en 1950 - 1951 y transfor- 
mado en art. 2 (3) desde 1952. En el p.irrafo 3 se esti- 
pula. "Cada uno de los Estados Partes en el présente 
Pacto se comprometen a garantlzar que :
a) Toda persona ciiyos derechos y libertades reconoci­
dos en el présente Pacto hayan sido violados podrâ 
interponer un recurso efectivo, aun cuando tal vl^- 
Tâc îonTiübiëra sldô cômêtl da por personas que actua - 
ban en ejercicio de sus funciones oficiales.
b) La autoridad compétente judicial, administrative o 
legislative, o cualquiera otra autoridad compétente 
prevlsta por el sistema legal del Estado, decldir.i 
sobre los derechos de toda persona que interponga 
tal recurso, y a desarrollar las posibi1idades del 
recurso judicial. Las autoridades compétentes ciimnli 
rân toda decisiôn en que se baya estimado procedente 
cl recurso". Texte en Carrillo Salcedo, .J.A., Ob. 
cit. pAg. 136.
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no era de fâcil aceptaciôn por los Estados interyinientes en 
el Pacto. Numerosos sistemas nacionales se encontraban en la 
imposibilidad de incluir esa declaraciôn en sus normas consti- 
tucionales o de asegurar su consagraciôn mediante garantîas y 
leyes especiales. Naturalmente la salvaguardia real de taies 
disposiciones protectoras de los derechos fondamentales podrîa 
ser encontrada en la obligatoriedad de los compromises inter- 
nacionales y solemnes. La Declaraciôn y el Pacto, al consagrar 
los fundamentos, los principles, hablan de consolidarse en la 
profunda convicciôn del Parlamento y del pueblo (94).
El anexo al documente comentado contenîa el proyecto que 
disponla, en su punto S®, que:
"Todo individuo privado de su libertad deberâ te- 
ner una via de recurso eficaz mediante el habeas 
corpus en virtud, del cual un Tribunal decidirâ 
sin "dilaciôn" sobre la legalidad de la decisiôn"; 
y que "se ordenarla su puesta en libertad si la 
detenciôn no fuese justificada" (95).
(94) Véase Simon,D-:"La Convention des Droits de l'homme et 
le droit pénal international" RIDP, 1950, pp. 163-178.
(95) Véase Doc, O.N.U. E/CN.4/AC. 1, 4 de Junio a 5 de Ju­
nio 1947, pâg. 6. Asimismo véase Doc. O.N.U. E/CN.4/21 
Annexo 1, pâg. 21 y Mertens, P.: "Le droit à un recours 
devant l'autorité nationale compétente dans les conven 
tions internationales relatives h la protection des 
droits de l'homme". En ob. cit. pâg. 70-71.
Cassin subrayô en su curso de A.D.I. de La Haya, que 
"no fue plenamente ejecutada" "La Declaraciôn univer­
selle et la mise en oeuvre des droits de l'homme" 
R.C.A.D.I., 1951, II p. 249 ss. En el mismo sentido 
Tzatzanis: las garantîas ofrecidas por el proyecto del 
pacto aparecîan inferiores a las que formulaba el artl­
culo 8® de la Declaraciôn.
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Ante la 2® Sesiôn de la Comisiôn de Derechos Humanos.
El Proyecto (articule 2) fue objeto de diversas enmiendas 
(india y egipcia) relativas al derecho de peticiôn tendentes 
a suprimir, toda referenda al Derecho Internacional. Se apro 
bô, la enmienda (8 votos a favor y 4 abstenciones). La totall 
dad del articule fue aprobada por 10 votos contra cero y 5 
abstenciones. El Pacto fué flnalmente aprobado en Nueva York 
el 16 de Diclembre de 1966.
El alcance del articule 2, se comprende si se tiene 
en cuenta que fue ideado para compensât las lagunas del articule 
8 de la Declaraciôn Universal. Algunos représentantes, se corn 
prende si se tiene en cuenta que, fue como Malik représentan­
te del Libano que expresô ante el E .C .0.S .0.C.. la relevancia 
de este artlculo que lo consideraba como una de las disposi­
ciones mâs relevantes del texto.
Diversos palses, en cambio, celosos de su soberanta obs 
taculizaron el estableclmlento de un autëntico supranaciona- 
lismo. Por esta causa, se debilltô en definitiva el proyecto 
en lo concerniente a las garantîas que debian establecerse pa­
ra la realizaciôn efectiva del derecho. De ahl la falta de corn 
promise por parte de los Estados para establecerse conjuntamen 
te un recurso jurisdiccional propiamente dicho en todos los 
casos (96).
Merece, en fin, un breve comentario la relaciôn singu­
lar del derecho de recurso individual con la "Convenelôn rela
(96) Eue aprobado por 106 votos contra ninguno; El Protoco­
le facultative del Pacto fue aprobado tambiôn en Nueva 
York en la misma fecha, por 66 votos contra 2 y 68 ahs 
tenciones y su entrada en vigor quedô supeditada a la 
rati ficaciôn del mismo por 3S paises miembros.
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tiva al trato debido a las prisioneros de guerra". El texto es 
del 12 de Agosto de 1949. En su artlculo 3, pârrafo d , se proh^ 
be la condena y  ejecucidn de las personas que tengan derecho 
a disfrutar del trato de prisioneros de guerra (97). Serâ pre­
cise celebrar previamente un juicio ante un Tribunal regular- 
mente constituîdo. En el proceso, el prisionero de guerra tie­
ne derecho a todas las garanties procesales reconocidas por to­
dos los pueblos que las consideran como indispensables.
La misma garantie se contiene en la "Convenciôn relati­
ve a la protecciôn de las personas civiles en tiempo de guerra", 
en los articules 66 y  67, al igual que en la "Declaraciôn de 
Naciones Unidas relative a la eliminaciôn de todas las formas 
de discriminaciôn racial" (98).
A la luz de los antecedentes expuestos, cabe concluir en 
la necesidad general de resaltar la obligaciôn de los Estados 
signatarios de la Carte de la O.N.U., y  demâs instrumentes ju- 
rldicos universales de incorporer y adapter en sus legislacio- 
nes todas las garantîas requeridas para la protecciôn de los De 
rechos del Nombre.
Las garanties y sanciones convenientes han de ser efica­
ces. A este fin, habrâ que perfeccionar y asegurar la existen- 
cia de ôrganos administratives y judiciales compétentes para 
salvaguardar los derechos humanos y el funcionamiento âgil y
(97) Mertens, P.: Ob. cit. pâg. 38, Notas 61 y 62.
(,98) Carrillo Salcedo, J.A.: Ob. cit. pp. 108-121. Conven-
ciôn del 21 de Diciembre de 1965 y que entrô en vigor
el 4 de Enero de 1969.
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eficaz del aparato ejecutivo. Las garantîas legislativas de or 
den interno deberân comprender igualmente y en toda su exten- 
siôn la independencia del jucz. Paralelamente la protecciôn in 
dividual recaba el derecho de la persona de ser Juzgado equi- 
tativamente (art, 10 de la Declaraciôn) y por un tribunal inde 
pendiente e imparclal que decidirA sobre sus derechos y obii- 
gaciones as! como sobre el fundamento de toda acusaciôn que le 
fuese dirlgida en materia penal (99).
Se comprende, por tanto, la gran trascendencla para la 
protecciôn individual que supone la exigencia del art. 15 del 
Convenio europeo: los recursos ante una instancia nacional ban 
de ser realmente efectivos.
Los autores del Convenio fueron conscientes de la pro- 
blemAtica que suscitarîa la aplicaciôn del artlculo en la prAc 
tica, preocupaclôn que explica su reticencia inicial a la in- 
clusiôn del derecho a un recurso individual (100).
Aim hoy la doctrina no es unAnime al respecte y se eues 
tiona la disposiciôn. Especlalmente en aquellos supuestos en 
que consideran suficiente la garantla interna (101). Los pro-
(99) Glaser, S, en su trabajo "Les droits de l'homme â la lu 
mibre du droit international positif". F.n Mélanges a 
Henri Rolin. Paris 1964, pp. 104- 124, aqiiî pAg. 111.
(100) Mertens, P.; "Le Droit h un Recours Effectif devant 
l'autorité National compétente dans les Conventions In­
ternationales relatives h la protection des Droits de 
l'Homme". En: Revue belge de Droit International, 1968, 
2, pp. 445-447,
(101) Brunet, R .: "La garantie internationale des droits de 
l’homme après la Charte de San I ranci sco". Ginehra, 
pAg. 146.
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pios textes internacionales conflan a los ôrganos internos, 
la salvaguardia de los derechos; a pesar de que la propia ela 
boraciôn de los textes internacionales se suscita por la insu 
ficiencia o inoperatividad de los medios internes.
La importancia de los medios internacionales y su efi- 
cacia son hoy indiscutables a pesar de que nos queda la espe- 
ranza de su mayor perfeccionamiento future para garantlzar una 
plena protecciôn de los derechos humanos en la comunidad inter­
nacional .
202
B- Anâlisls de los principios bâsicos del derecho de recurso 
individual.
1. Fôrinula Jurldlca de Control Jurisdiccional.
La Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa abordé 
en 1949 la cuestiôn de la fôrmula jiirîdica o la garantla que 
deberîa asegurar el respeto de los derechos proclamados por 
el Convenio Europeo de Derechos Humanos. Tomo de base el In­
forme Teitgen. Las formulas debatidas fueron très:
Primera. Concéder a los nacionales de los Estados Miem­
bros del Consejo de Europa el derecho de peticiôn ante el pro 
pio Consejo. La Comisiôn Jurîdica rechazô por unanimldad esta 
propuesta, considerandola ineficaz. Su razonamiento se resume 
del modo siguiente:
Actualmente, los nacionales de los Estados-Miem­
bros pueden ya someter sus peticiones al Consejo 
de Europa. Estas peticiones no comprometen a na- 
die. La autoridad que las recibe no estA obliga- 
da a examinarlas, ni tramitarlas. Parece éviden­
te que si la garantla se limita a esc simple de­
recho de peticiôn equivaldrfa a renunciar a la 
soluciôn del problema (102).
Segunda. Confier la garantla a una Comisiôn del Conse­
jo de Europa, compuesta de persona 1idades eminentes, imparcia-
(102) Recueil des Travaux Préparatoires. La Haya, 1975, 
vol. I, pAg. 285.
les e independientes de los Estados-Miembros, que habla de 
ejercer las competencias del Consejo.
La Comisiôn anallzarîa las demandas mediante un proce- 
dimiento contradictorio, investigarla las demandas declaradas 
admisibles e intentarla obtener una conciliaciôn entre las Par 
tes. En caso negative, redactarla una Recomendaciôn al Estado 
demandado y publicarîa una declaraciôn en la que se pronuncia- 
se sobre los hechos incriminados.
Se puso en tela de juicio la eficacia de este sistema. 
Por un lado, se cuestionaba la autoridad moral de la Comisiôn, 
porque la negative de los Estados a someterse a sus propuestas 
llevarîa a la Comisiôn al ampararse en la influencia de la Asam 
blea para obligarles al cumplimiento de las obligaciones del 
Convenio.
Tercera. Estableclmlento de un control Jurisdiccional; 
Este se propuso en los siguientes tërminos:
"La decisiôn pertenece en ûltimo término a una ju- 
risdicciôn, que recibida la demanda la instruye 
conforme a las reglas de derecho y procedimiento 
judicial y da una soluciôn por medio de una sen- 
tencia" (103).
La Comisiôn Jurîdica optô por este ûltimo método y asI
(103) "Comme je vous l'ai dit tout à l'heure, elle a écarté 
le simple droit de pétition adressée au Conseil de 
l'Europe. Après en avoir longuement discuté, elle a 
écarté également le système des garanties fonctionnant 
par le seul moyen d'une commission instituée dans le
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lo manifesté en la primera sesiôn de la Asamblea, pronunciândo- 
se por un sistema de Control Jurisdiccional en dos etapas.
La primera fase consistfa en el procedimiento ante una 
Comisiôn Independiente encargada de examinât las demandas y me­
dlar en favor de la conciliaciôn. En caso negative, debîa re- 
mitirla a una jurisdicclôn, comenzSndose de esta forma la segun 
da fase del procedimiento. Este procedimiento habîa de ser ju­
dicial, finallzando con la correspondiente decisiôn (104).
Se aceptô el Sistema de Control Jurisdiccional propues 
to, instaurândose dos ôrganos conforme al texto de 1 actual ar­
tlculo 19 del Convenio que prescribe;
"Con el fin de asegurar el respeto de los compro- 
misos que resultan para las Altas Partes Contra- 
tantes del présente Convenio, se instituyen:
a) Una Comisiôn europea de derechos humanos.
Conseil de l'Europe. Elle s'est prononcée pour un sys­
tème de contrôle jurisdictionnel en deux étapes".
En Ibidem, pâg. 285.
(104) Véase Assémblée Consultative, session en Rec.
Trav. Prep. vol. 1, pp. 2#Z 285.
Dîez de Velasco Vallejo, M.: "Mécanismes de garantla 
y medios procesales de Protecciôn creados por la Con- 
venciôn Europea de los Derechos del Ilombre" en llomenaje 
a D. Nicolâs Pérez Serrano, Madrid, 1959, pp. 594 y 
ss, y 663.
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b) Un Tribunal europeo de derechos humanos (105).
La garantla adoptada en el piano internacional del res­
peto de los derechos del hombre, fue objeto de controversies, 
como lo habîa sido el derecho de recurso individual al que nos 
debemos referir posteriorraente.
2. El derecho de recurso individual ante una Instancia europea
En la elaboraciôn del Convenio los autores pretendieron 
conferir al particular el derecho de acceso ante una jurisdic- 
ciôn europea. Esta intenciôn era sin duda uno de los motivos 
por los que se hacîa imperiosa la creaciôn de un Tribunal espe- 
cîfico ya que el Tribunal de La Haya no se hallaba abierto a 
las demandas presentadas por particulares.
Era sin duda muy controvertida y presentaba problemas 
complejos y a la vez delicados (106), la creaciôn y el "modus
(105) Recueil des Textes, pp. 106-107.
(106) "il ne reste peu-être maintenant plus que deux problè­
mes majeurs sur lesquels les opinions sont divergentes: 
en premier lieu, les points, mentionnés par Lord Lay­
ton, qui figurent dans les trois derniers paragraphes 
de l'article 2, et que nous discutons actuellement; 
en second lieu, la question de savoir dans quelle me­
sure un particulier doit être autorisé h pétitionner 
contre les tribunaux de son pays et porter des affai­
res devant une Cour internationale - question très com­
plexe et très délicate, qui est liée intimement h celle 
de la création d'une Cour de Justice européenne. En 
tout cas, nous avons en vue le même objectif.
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operand!" del acceso del particular a un Tribunal internacio­
nal para reclamar contra las decisiones de las autoridades 
judiciales del pais nacional.
El argumente esgrlmido, entre otros, contra el acceso 
del individuo ante un Tribunal internacional se cifraba en la 
dificultad de conocer de antemano el alcance y los efectos 
que se podlan dérivât de la concesiôn tan innovadora del de­
recho de recurso individual ante una Instancia judicial inter 
nacional. Se observaba que el Consejo de Europa no era propia 
mente un Estado Federal en el que se pudiera crear, sin mâs, 
un Tribunal Federal, era patente la inexistencia de una Cons- 
tituciôn Federal. Se decla incluso que su instituciôn podla 
résultat antidemocrâtica a pesar de tratarse de una decisiôn 
por via judicial (107).
Je voudrais préciser nettement que j'ai désiré vive­
ment, dès l'abord, que nous créions une Cour interna­
tionale de Justice réellement efficace. Nos peuples 
sont las des déclarations générales qui ne peuvent 
être appliquées effectivement. Nos pays en ont assez 
des pactes tels que les Pactes de Kellogg, signés en­
tre les deux guerres et qui n ’ont nullement aidé h 
empecher la guerre". En Rec. Trav. Prep. La Haya, 1976, 
vol. 2, pAg. 59.
(107) "Let us consider for the moment the effect of giving 
individuals the right to bring a country before the 
Court. We are not a federation here. We are at the mo 
ment a small League of Nations". Asi se manifestaba a 
la Asamblea Consultiva, en nombre del Reino Unido de 
Gran Bretaha Ungoed Thomas, en Rec. des Trav. Prep, vol 
2, pp. 168-169.
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La actitud crïtica de la inclusiôn del derecho del re­
curso individual fue sostenida, incluso, por internacionalis- 
tas europeos de prestigio. El eminente jurista belga Rolin expu 
so con firmeza y  fervor su punto de vista contrario a la in­
clusion de tal derecho. Criticaba la fôrmula presentada en el 
Informe Teitgen, por entender que el establecimiento de un sis­
tema judicial europeo, era incompatible con el sistema prévis- 
to por las Naciones Unidas. Entendia que perturbaba y se oponla 
a la necesaria coordinaciôn entre el sistema universal y el re­
gional. Esta imposibilidad de coordinar ambos sistemas perjudi- 
carla, sin duda a los Estados (108).
Contra la actitud crïtica, el relator Teitgen defendiô 
ardientemente la propuesta e intentô desvanecer las dudas de 
los delegados de los Estados y el infundado temor de aceptar 
el derecho de recurso individual. Las razones favorables eran 
sôlidas. Para que un Estado pudiese ser demandado ante el Tri­
bunal era precise, ante todo, un previo instrumente de control 
que podfa declarer las demandas inadmisibles y mal fundadas.
La fase contradictoria habîa de desembocar en una reco­
mendaciôn que la Comisiôn efectuarîa a los Estados. Estos, sin 
duda, preferirlan tomar en cuenta y someterse a la recomenda­
ciôn antes de llegar a ser demandados ante el Tribunal. Esto 
permitirla a los Estados ver menos mermada su independencia y 
soberanla, e impedirla el supuesto mâs raro de que interviniera 
una decisiôn judicial.
(108) Rolin criticaba a Teitgen calificando de pintoresca 
la iniciativa del particular denunciando a un Estado 
ante un Tribunal. Véase Doc. n® 80. Ibidem, pâg. 181.
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Naturalmente se rechazô el paralelismo peligroso invo- 
cado por Rolin y se subrayô el carâcter Irinovador de la compe- 
tencia que se pretendia establecer (109).
La actitud crïtica hlzo hincapié, sln embargo, en el 
argumente contrario a la adhesiôn de un control automStico, en 
razôn de la existencia en los paises europeos de un partido 
coraunista. Contra este argumente se contmponlan las siguientes 
observaciones: por miedo a los comunistas y a las demandas de 
origen coraunista, se privarâ al conjunto de europeos, nuestros
(109) ‘Me répondrai très brièvement. D'abord, notre système 
n'expose pas les Etats, parce qu'ils puissent saisir 
la juridiction, les plaignants devraient recevoir de 
la Commission d'enquète et de triage l'autorisation de 
passer è la phase judiciaire. Avant le juge, il y aura 
cette Commission, et cette Commission classera impito­
yablement toutes les plaintes irrecevables et évidemment 
mal fondées. Puis, deuxième observation. Si les Etats 
doivent toujours obéir aux recommandations de la Com­
mission; si nous sommes sûrs que, toujours, devant ce 
procès-verbal que publiera la Commission et relatant 
les faits, les Etats s’inclineront; si c'est sOr par 
avance, alors quel Inconvénient y a-t-il à leur deman­
der de s'incliner aussi devant la justice?
Ils feront plus volontiers cet acquiescement h un arrêt 
de justice parce que, pour la souveraineté de l'Etat 
et pour son indépendance il est moins blessant -si vous 
me permettez ce terme- de s'incliner devant un arrêt 
rendu par des juges que de s'incliner devant le procès- 
verbal d'une commission.
Enfin, l'argument tiré du parallélisme. Evidemment, la 
France ne comprendrait pas qu'on fît è Paris, pour le 
département de la Seine, une Cour de cassattion spécia­
le. Seulement, ici, nous sommes en train de créer une 
compétence nouvelle". Ibidem, pâg. 18.3.
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conciudadanos, de garantîas que considérâmes indispensables.
Por miedo al comunismo, se rechazarîan instituciones confor­
mes al genio de Europa y las garantîas de las libertades fon­
damentales que son la esencia del patrimonio europeo.
"Convertiremos a nuestros paîses -decîa Teitgen- en 
paîses anâlogos a los paîses totalitarios y regîmenes de po- 
licla con restricciones de las libertades, bajo el pretexto de 
que las libertades son peligrosas porque los comunistas pueden 
abusar de ellas" (110).
Los Estados de la Europa Occidental no debian temer la 
limitaciôn de su soberanîa por la constituciôn de un Tribunal 
de Justicia que habîa de ofrecer todas las garantîas de equi- 
dad e imparcialidad.
No se trataba de que la soberanîa de un Estado se eri-
giese en centra de la soberanîa de otro Estado, sino que la
soberanîa del Estado no se erigiese contra la soberanîa del 
Derecho.
Igualmente se opusieron las crîticas de diversos dele­
gados de los Estados contra la constituciôn de la Comisiôn
europea. Inicialmente fue negativa y ârdua la discusiôn contra 
la recelosa actitud adoptada por el Comité de Ministres. En 
este sentido, merece recordarse la diafana posiciôn de Teitgen;
"AquI Sres, la actitud adoptada es un tanto ri-
(110) Expresa su deseo de que Francia fuese la primera en 
someterse al Tribunal de Justicia europeo Ibidem, 
pâg. 185.
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dicula iPor quê?. Porque esta Comisiôn funciona 
de alfa a omega bajo la tutela del Comité de Mi­
nistres" .
En efecto, la Comisiôn de encuesta y de conciliaciôn 
no podria ser llamada a conocer de un asunto por la victlma 
de un abuso, sea ésta una persona fïsica o moral, a no ser que 
el Estado acusado de la violaclôn del Convenio hubiese acepta- 
do, por declaraciôn especial, la sumisiôn al control de la Co­
misiôn (III).
La Comisiôn habîa de practicar, ante todo, una investi- 
gaciôn. Después redactarla un informe, que no tiene derecho a 
publicar. Puede solo envlarlo al Comité de Ministres. Este es 
el que adoptarâ las disposiciones ûtiles y ûnicamente en el su 
puesto de que éstas no fuesen aceptadas por el Estado culpable 
podrS él soberanamente y de su propia autoridad decldir la pu 
blicaciôn o no del Informe.
Ciertamente se preveia que la Comisiôn estuviese encar-
(111) De este modo, en la prâctlca, el Comité de Ministres 
si mantiene su texto... decidirS el someterse facul- 
tativamente a su propia autoridad, no solo el Comité 
tendrâ miedo de la Asamblea y de cualquier autoridad 
europea, sino que tendrâ miedo de sI mismo y decidirâ 
que cada Estado no se someterâ sino facultativamente 
a las medidas adoptadas por el Comité. Creo Sres. que 
bastarla atraer la atenciôn de los Cobiernos sobre 
este aspecto de las cosas para decidirles a aceptar 
unânimemente el control del Comité de Ministres.
Ibidem, pâg. 185.
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gada de una tentative de conciliaciôn y, despuês del estable­
cimiento del Informe secreto. Pero, en todo caso, dependeria 
del Comité de Ministres la ejecuciôn del Informe. De suerte, 
que lo esencial de los poderes atribuidos a la Comisiôn se ha­
llaba en manos, flnalmente, del propio Comité de Ministres.
Asimismo, no habîa razôn para desconfiar de la Comisiôn 
de Encuesta, porque séria el Comité de Ministres el que inter- 
viniese en el nombramiento de los miembros de la Comisiôn (112).
A pesar de los debates contradictories, se impuso el 
deseo sincero de todos los Estados miembros del Consejo de Euro 
pa de establecer un sistema eficaz de protecciôn del individuo, 
del respeto absolute de sus derechos y libertades fondamenta­
les. Esto no quiere decir que los Estados hayan llegado a dar 
al individuo un derecho de acceso ante el ôrgano verdaderamen- 
te judicial del sistema protector del Convenio.
El Convenio no atribuye el "ius standi" a los indivi­
duos, ante el Tribunal europeo de derechos humanos. Los parti­
culares no tienen el derecho del acceso directo ante el Tribu­
nal. El derecho de recurso individual solo podrâ ser ejercido 
ante la Comisiôn, que es la que examina el recurso, procédé a 
su calificaciôn mediante un examen contradictorio y puede de- 
clararlo inadmisible en virtud de la incompatibilidad de la de 
manda con el Convenio, o por estar mal fundada o ser abusiva 
(art. 27) (113).
(112) Véase arts. 30 a 32 del Convenio, En Recueil des Textes, 
pp. 109-110.
(113) Arts. 25, 26 y 27 del Convenio, Recueil des Textes, 
pâg. 108.
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La Comisiôn es, en realidad, independiente del Tribu­
nal, si bien, la Asamblea del Consejo de Europa propuso en el 
anteproyecto (art. 28) que fuese controlada por el Tribunal. 
Esta propuesta fue rechazada por el Comité de Juristas (114).
or principio del recurso individual directo, cuya ne­
cesidad imperativa deberîa ser compartida por todos, presupo- 
ne la instauraciôn, en el âmbito internacional, de un ôrgano 
especial investido de competencla para reclbir y examiner las 
demandas provenientes de particulares, de grupos de personas 
y de organizaciones no gubernamentales, vîctimas de las infrac 
clones nacionales en el campo de derechos humanos.
La Recomendaciôn 52 de la Asamblea Consultiva del Con­
sejo de Europa manifestaba la necesidad de este derecho del 
récurrente. Desde el principio considéré esencial para la sal­
vaguardia de los derechos humanos que las personas que se con- 
sideren vîctimas de una lesiôn en sus derechos por una de las 
Altas Partes Contratantes, pudieran someter sus reclamaciones 
a un ôrgano internacional, a fines de investigaciôn y concilia 
ciôn y sin necesidad de solicitât el apoyo oficial de un Go- 
blerno, cuya intervenciôn tendria como efecto el transformât 
una demanda individual en un litigio interestatal (115).
(114) Recueil des Textes, pp. 108-109.
(115) "Je crois donc que ce droit, confié h l'individu, de 
saisir une commission d'enquête présente, pour l’indi 
vidu, un intérêt considérable, qui vient s'ajouter au 
recours juridictionnel, et que, dans ces conditions, 
nous aurions, par une Convention de cette sorte, très 
raisonnablement répondu b l'attente louable mise en 
nous” . En Rec. Trav. Prep. vol. 2, pâg. 155.
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3. El recurso individual y la Comisiôn europea de Derechos Hu­
manos .
Los partidarios de la concesiôn del derecho de recurso 
individual ante una Comisiôn de encuesta o investigaciôn, con- 
cibieron el principio como un medio o via complementaria del 
recurso individual jurisdiccional.
El proceso de elaboraciôn del derecho de recurso indi­
vidual fue sin duda también muy controvertido, se enfrentaban 
claramente dos tendencias: los propôsitos de la Asamblea Con­
sultiva y de su Comisiôn Jurîdica frente al temor de los Esta­
dos que se manifestô abiertamente en la Conferencia de Altos 
Funcionarios.
La Asamblea Consultiva defendiô a toda costa la inclu- 
siôn del derecho de recurso individual, propôsito que no fue 
del todo frustrado. Decimos del todo porque la intenciôn ini­
cial de la Asamblea consistîa en conferirle carâcter obligato- 
rio, y éste presentaba taies dificultades que no pudieron su- 
perarse.
La Asamblea, sin embargo, se mantuvo firme frente a la 
posiciôn de los partidarios de conferirle el carâcter de un me- 
ro derecho de peticiôn, oponiéndose incluso a la utilizaciôn 
del término durante los debates. Las crîticas que manifestaron 
los delegados fueron asumidas por el Comité de Ministres de mo­
do que solo fue posible la inclusiôn del derecho mediante la ne 
gociaciôn de las soluciones propuestas por la Asamblea y el Co­
mité de Ministres (116).
(116) Rec. Trav. Prep. vol. 3, pâg. 27, y vol. 4, pp. 133, 
213, 283.
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Fueron diversas las propuestas de los Estados contra 
la introducciôn del derecho de recurso individual. La enmien­
da de Bélgica, propugnaba resueltamente la exclusion del de­
recho de peticiôn de las personas flsicas, organizaciones no 
gubernamentales o grupos de particulares.
Por su parte, Grecia, también exiglô la supresiôn de 
tal derecho por temor al abuso del derecho que suprimirîa a 
su entender la libertad misma que se proponlan garantlzar y la 
integridad del régimen democrâtico. En igual sentido se orien- 
taba la enmienda de los Palses Bajos (117).
Y en nombre de Inglaterra se présenté otra enmienda, 
con el fin de suprimir el derecho de recurso individual ale- 
gando primordialmente la futura presentaciôn a la Comisiôn de 
un nûmero excesivo de demandas que serian insuficlentemente 
fundadas, o abusives. Se seflalaba, a su vez, especlalmente la 
tergiversaciôn polltica de las reclamaciones que podria entor- 
pecer y perturber un auténtico y legltimo ejercicio del dere- 
cho de acciôn (118).
(117) Doc. CM I (50) 3; A 1864, y Doc. CM 1 (50) 3 rëv. A
1872, véase Cinquième session du Comité de Ministres,
en Rec. Trav, Prep. vol. 5, pâg. 63 y Doc. CM 1 (50)
4; A 1865, Ibidem, pp. 63-65.
(118) Ungoed-Thomas explicô la enmienda en los siguientes tér
minos: thè object of this amendment is to exclude in­
dividuals from the right of going before the Commission 
of Enquiry with complaints against the State. It i$ to 
confine the right to go before the Commission to the 
various States who are parties to the Convention ins­
tead of leaving it open to any individual who has cause 
to complain to do so.
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Asimismo, no dejô de tener cierto eco, el argumente con 
trario al derecho de recurso individual, basândose en la supues^ 
ta y suficiente eficacia de la garantla establecida por las 
reclamaciones estatales ante la Comisiôn y por el hecho de que 
el Comité de Ministres pudiera instar a una Comisiôn de Inves­
tigaciôn, la cual podla requérir de los Estados la Informaciôn 
necesaria, en torno a las garanties internas y al modo en que 
los Estados observaban sus obligaciones (119).
The difficulty does not end there. II will be open to 
politically inspired application. This is the kind of 
opportunity which invites action by these on the ex­
treme right and those on the extreme left, with whom 
none of us here have sympathy. It may be said "well 
the Commission can prevent these applications going 
further", and that is perfectly true. There is, however, 
nothing to prevent the number of applications being 
made, and the number being turned down being used for 
all kinds of propaganda purposes".
Véase Doc. n® 94, Rec. Trav. Prep. vol. 1, pâg. 188.
(119) En nombre de Noruega, Sundt, manifestô su apoyo a la
tesis de Ungoed-Thomas, consideraba innecesario el ac­
ceso directo del particular a la Comisiôn, y reputaba 
que el control del Comité de Ministres era eficaz, por­
que podla requérir en cualquier memento a la Comisiôn 
de Investigaciôn para que expresase su opiniôn sobre 
la garantla interna de cada Estado, en virtud de los 
arts. 3, 4 y 8 del Estatuto. El control colectivo lo 
subrayô a los siguientes términos:
"Every Government will thereby be responsible indirec­
tly, not only with regard to the opinion of its own 
country, but also with regard to general public opi­
nion in all the rest of the States who are Members of 
the European Council".
En Rec. des Trav. Prep. vol. 1, pâg. 190.
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El Comité de Ministres tuvo en cuenta los distintos ar­
gumentes e intentô justificar el carâcter facultative del de­
recho en razôn de criterios como el del posible abuso del de­
recho del recurso Individual, la tergiversaciôn polltica en 
la utilizaciôn de los derechos y el temor del aumento de la 
propaganda comunista calificada de subversive. La Comisiôn Ju­
rîdica requiriô con insistencla, la inclusiôn del derecho de
recurso individual:
"Elle tient, toutefois, à souligner qu'elle con­
sidère comme essentiel pour les buts poursivls
par la Convention, le maintien de ce que le rap­
port de la Conférence des Hauts Fonctionnaires 
apelle improprement, le droit de pétition et qui 
est en réalite, un droit de reclamation ou de 
recours individuel permettant â l'individu, dans 
certaincas,. de suivre la procédure en qualité 
de partie" (120).
El eventual carâcter politico de las reclamaciones ejer 
ciô cierta influencia negativa, si bien prédominé la idea prio 
ritaria de la justicia. Cuando las reclamaciones estuviesen 
justificadas, debian de admitirse, a pesar de los argumentes 
politicos. La existencia de actos ilîcitos contraries al Con­
venio, no podla desatenderse por el mero hecho de que las re­
clamaciones tuviesen matices politicos. Para tranquilizar a los 
EstadoS, se les razonô a sus Delegados que las reclamaciones
(120) Sir David Maxwell-Fyfe, a peticiôn del Relator, expu- 
so los argumentes elaborados para recusar la validez 
de las tesis contrarias y recelosas de la inclusiôn 
del derecho de recurso individual.
En Rec. Trav. Prep. vol. 5, pâg. 37.
217
debian ser elevadas a las autoridades internas antes de lle­
gar a la Comisiôn y, en todo caso, existîa el procedimiento 
de admisibilidad ante el ôrgano de Estrasburgo (121).
El motivo fundamental que inspiraba la concesiôn de tal 
derecho, era el resarcimiento de la victima en el supuesto que 
se le denegase justicia en el âmbito interno;
"La primera consideraciôn que deseamos establecer 
es que el individuo debe tèner la oportunidad de 
obtener la administraciôn de justicia y la repa- 
raciôn de la injusticia de la que fuese objeto. 
Este, solo podrâ tener acceso a la Comisiôn cuan­
do haya agotado los recursos internos de su pro­
pio Estado y las vîas de reparaciôn del mismo" 
(122).
(121) Maxwell-Fyfe, D, no aceptô la exclusiôn apuntada en 
los siguientes términos; "The second point that is made 
is that there will be political complaints. Either po­
litical complaints are right or they are wrong. If they 
are right, if they have foundation in fact and justice, 
then I cannot see any reason why they should not be ma­
de. If, on the other hand, they are wrong, then surely, 
after the matter has been in the national courts of a 
country), the Commission will be well able to decide 
whether in fact the complaint is without basis or whe- 
ter it is valid". En Recueil, cit. pâg. 200.
(122) "The first point we wish to establish is that the in­
dividual should have a chance of getting justice and 
redress against injustice that happens to him. He can 
only come to the Commission when he has exhausted all 
the remedies of his own country and the means of re­
dress open to him within his own State. The Assembly 
will remember that Article 12 only comes into opera­
tion after all other means of redress within a State 
have been tried".
En Rec. des Trav. Prep. cit. pâg. 198.
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La tesis de la eventual y futura influencia masiva de 
rec I amaclones a la Comi.si.6n, perdîa valor ante la necesldad 
de que el récurrente debla procéder, prevramente al apotamlen-
to de les recursos internes (123).
En cuanto al argumento de la utilizacidn del derecho de
recurso Individual para el fomento y publicidad de la propagan
da subversive. Lord Layton subrayarta que esta cuestiôn no ha 
bla suscitado ninguna polémica en el seno de la Comisiôn, e in- 
sistid en que los Estados no desvirtuaran el mécanisme de ga- 
rantla excluyendo el factor esencial del mismo (121).
1. Carâcter facultativo de la competencia jurîdica de la Coml 
siôn.
Se ha sostenido la improcedencia de taies argumentes;
(123) "La r&gle de l'épuisement préalable des voies des re­
cours internes et le pouvoir reconnu la Commission 
des Droits de l'Homme d écarter de piano les requêtes 
irrecevables, suffisent à protéger les Etats contre
le irisque d'abus". En Recueil des Travaux Préparatoi­
res, vol. 5, pég. 37. Se observaban la actuacién inter­
na del récurrente. "The suggestion, therefore, that it 
will produce shoals of complaints must be considered, 
with the aditional consideration that the person who 
makes the complaint must already have gone through the 
legal procedure of his own country". En Rec. Trav. Prop, 
vol. 1, pdg. 198.
(124) Recuerda la mayorla con que se acordé el derecho en 
el seno del Comité y sefialé;
"We really shall make rather a farce of our whole scheme 
if there is no right of individual petition because State 
intervention". En Rec. Trav. Prep. vol. 1, pfip. 196.
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"Los argumentes aducidos estaban mâs o menos fun- 
dos, constitulan mâs o menos pretextos; existîa 
sobre todo el temor de los gobiernos de ver apa- 
recer sobre el escenario de las relaciones inter- 
nacionales un nuevo "partner", el individuo. apa- 
riciôn que en determinadas circunstancias podfa 
perturbarle y que en cualquier caso le privaba de 
la excluslvidad de intervenciôn y acciôn en dicho 
escenario (125).
Ante la imposibilidad de llegar a un acuerdo respecte 
de la aceptaciôn del derecho de recurso individual presentado 
e ideado por la Asamblea Consultiva se concibieron dos vlas 
paralelas para la solucidn de la cuestiôn. Por una parte el 
Comité de Ministres ideô un sistema para favorecer la acepta­
ciôn por los Estados del derecho controvertido. Propuso el ca­
râcter facultativo del derecho de recurso individual. Se pen­
sé, también, que los Estados pudieran ejercer un derecho de 
veto, confiriêndoles la facultad de control "a priori" de las 
demandas que se sometieran a la Comisiôn, y que considerasen 
contrarias a sus intereses o que pudieran perjudicarlos.
Se estudiÔ, a su vez, la posibilidad de limiter el ejer 
cicio discrecional del derecho de veto, capacitando al récu­
rrente a presentar la reclamaciôn a la Comisiôn, y una vez in- 
troducida podia el Estado ejercer el derecho de veto "a poste­
riori" .
(125) MONCONDUIT, F.: "La Commission Européenne des Droits 
de l'Homme" Leyden 1965, pâg. 178.
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Lannung en la segunda sesiôn de la Asamblea Parlameiita- 
ria, a pesar de que criticô la conversion del derecho en Eacul 
tativo y la Imposlciôn del derecho del veto que no encontraba 
razonable ni necesario. AdmitlO, sin embargo, aunque sOlo par- 
cialmente la propuesta del Comité de Ministres y para lograr un 
modus vivendi entre las distintas aspiraciones propuso que se 
reemplazase el veto "a priori" por un derecho de veto que se 
ejerciese una vez que se hubiese presentado la reclamaciôn a la 
Comisiôn.
A la vez que proponla que se ejerciera un control sobre 
el Estado que vetase el examen de un as>into. Control que se 
confiaba al Comité de Ministres que podrta autorizar el examen 
del asunto si se obtenla el voto favorable de dos tercios de 
los miembros del Comité de Ministres. A pesar de esta limita- 
ciôn del ejercicio del derecho de veto, entendîa que el control 
favorecîa en la prâctlca a los Estados interesados (126).
La Asamblea Consultiva preocupada vivamente por la in- 
clusiôn del derecho, fue partidaria de atenuar sus aspiracio­
nes idéales y admitiô la competencia de la Comisiôn en la mate­
ria con previa aceptaciôn estatal (127), aunque la admitiô sin
(126) Lannung, 11. se manifesté textuaImente ; "The most serious 
retrograde step, in my opinion, is the reduction to an 
optional clause of the provisions of article 25 granting 
individuals the right to seek a remedy, the socalled 
right of petition. This seems most unfortunate and 
unreasonable; unfortunate because this right is essen­
tial for the very purpose of the Convention and unreaso­
nable because the proposal in itself contained all pos­
sible guarantees against abuse". En Rec. Trav. Prep, vol 
5, pég. 238.
(127) En cuanto al carôcter facultativo del derecho, fue pro-
221
que se le impusieran excesivos formalismes para su manifesta- 
ciôn y con una salvedad, respecte de los derechos que segûn 
ella, exiglan un "trato privilegiado", se referla a los dere­
chos fondamentales del Individuo (arts. 2, 3, 4 (1) y 7 del 
Convenio) que se debîan sustraer a la previa aceptaciôn esta­
tal (128).
Se ha observado que:
"In an endeavour to reinstate this provision while 
taking account of the reluctance of some govern®" 
ment* to accept it, the Assembly proposed that the 
procedure should be reversed and that the right 
of individual petition should obtain in all ca­
ses, unless the Government concerned had made an 
express declaration to exclude it. The Ministers, 
however, found this amendment unacceptable and 
retained the formula which they had approuved in 
August" (129).
La Asamblea Consultiva logrô, en fin, la consagraciôn 
del derecho de recurso individual, que es la piedra angular de
puesto por la enmlenda inglesa y que se justificaba para 
evitar los graves peligros en que incurrîan los Estados 
debido a la grave coyuntura polîtica mundial imperante.
(128) Doc. CM I (50) 6; a 1867.
Véase Rec. Trav. Prep. cit. pp. 67-69, en concrete pp. 
68-69 y Recueil des Textes, pp. 102-104.
(129) Robertson, A.H.: "Human Rights in Europe", Manchester, 
197f, pâg. 151 .
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su edificio de protecciôn (130). Convirtiendo al individuo en 
sujeto de Derecho internacional y permitiéndole ser el guar­
dian de sus propifts libertades polîtlcas. De esta forma, -se 
ha dicho-, "los artifices del Convenio pretendian crear un nue 
vo orden jurîdlco europeo" (131).
Esta consagraciôn ha sido calificada también como "la 
innovaciôn mâs sehalada que se aporta al campo de Derecho de 
Centes". La Asamblea era consciente de la importancia que pa­
ra la realizaciôn de los derechos humanos tenîa el capacitar 
a los indlviduos, mediante el recurso individual (a instancias 
de particulares), de forma que, se evitase el transformar una 
demanda individual en un litigio interestatal. Estimô prefe- 
rible, a su vez, que las demandas Indivlduales, si eran decla- 
radas admisibles por la Comisiôn fuesen trasladadas ante un 
ôrgano de carâcter politico como es el Comité de Ministres del 
Consejo de Europa (132).
(130) El derecho de recurso individual es calificado como 
la piedra angular del sistema por la casi totalldad 
de la Doctrina (Muller-Râppard, C., Ob. cit. pâg. 32, 
Robertson, A.H., Ob. cit. pâg. 151-152, Vasak K ., 
en "Les dimensions internationales des droits de 
l'homme". Nueva York, Unesco 1978, pp. 173-174, y un 
largo etc.
(131) Modlnos, P.: "La Convention Européenne des Droits de 
l'Homme", Ob. cit. pâg. 167.
(132) Ibidem, pâg. 167 y ss.
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La propia econorala del Convenio nos hace ver que la 
mayorîa de sus disposiciones han sido insertas con vistas al 
ejercicio eficaz del derecho de recurso conferido a los par­
ticulares.
Es prâcticamente, la primera vez que se reconoce a 
los individuos, en materia de derechos humanos, y salvo el 
rêgimen de minorlas, el derecho de acceso directo ante una 
instancia internacional, como es la Comisiôn europea, que si 
no es un ôrgano judicial, se aproxiraa a su carâcter, al me­
nos, parcialmente. Es cierto que este derecho no se puede exi^  
gir, aun, a la totalidad de los Estados europeos, y en caso 
de haber sido reconocido no se puede ejercer sino en el tran^ 
curso de un procedimiento que se célébra a puerta cerrada
(133).
(113) Vêase Conseil de l'Europe. "La Convention Européenne 
des Droits de l'Homme", Estrasburgo 1974, pâg. 13. La 
entrada en vigor se habîa supeditado a la aceptaciôn 
de seis Altas Partes Contratantes. C. T. Eustathiades 
ha afirmado que: "el sistema de la claûsula facultati­
ve es reforzado", ya que el carâcter opcional se acen- 
tûa por este hecho de la exigencia de seis declaracio- 
nes", que se produjeron el 5 de Julio de 1955, en la 
actualidad la situaciôn es la siguiente Austria efec- 
tuô el 3 de Noviembre de 1979, la declaraciôn por un 
perîodo de 3 aftos. Bélgica el 30 de Junio de 1977, por 
un perîodo de 5 aflos. Dinamarca el 7 de Abril de 1977 
por un perîodo también de 5 aflos. Francia el 2 de No­
viembre de 1981 por un perîodo de 5 aflos. Por el mismo 
perîodo de 5 aftos la efectuô la Repûblica Federal de 
Alemania el 1 de Agosto de 1981. Luxemburgo por el mi£ 
mo periodo de 5 aflos al igual que la Repûblica Federal 
de Alemania, que depositaron la declaraciôn el 28 de 
abril de 1981 y el 1 de Julio de 1981 respectivamente. 
En esa misma fecha efectuô la declaraciôn Espafta, aun-
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De todas formas, représenta un arma partlcularmente 
eficaz para la defensa de los derechos humanos. Y es una prue 
ba de su utilidad el gran nûmero de demandas indivlduales in 
troducldas.
que por un periodo Inferior. Por el mismo perîodo la 
efectuô Portugal el 9 de Noviembre de 1980, de 2 aflos. 
Noruega el 29 de -Junio de 1977 la efectuô para un pe­
riodo de 5 aflos, al igual que Gran Bretafla que la efec­
tuô el 14 de Enero de 1981. Por un periodo inferior 
de 3 aflos la han efectuado Italia y Suiza, respective 
mente el 1 de Agosto de 1981 y el 23 de Noviembre de 
1980. Por ûltimo Llechesteln la efectuô el 8 de sep- 
tiembre de 1982 por un periodo de 3 aflos.
Y es de loar la declaraciôn formulada por Irlanda, 1s 
rael y Paises Bajos que la efectuaron el 25 de Febre- 
ro de 1953, el 25 de Marzo de i960 y el 1 de Septiem- 
bre de 1979, por un periodo indefinldo. Por dltimo no 
han suscrlto la claûsula facultativa del art. 25 Chi- 
pre, Grecia y Turquîa. Véase Conseil de l'Europe. Af­
faires Juridiques, Etat des signatures et des Ratifi­
cations des Conventions et Accords du Conseil de l'Euro 
pe, 15 Décembre 1981, pâg. 27. Asimisrao, vêase Eusta­
thiades, C.T. en "La Convention Européenne des Droits 
de 1'Homme et le Statut du Conseil de l ’Europe" en Die 
Friedens-Warte, Basilea, fur Recht und GeselIschaft,
1955 , vol. 53, n" 1, pâg. 47. Robertson, A.il., "Human 
Rights in the world" Manchester, 1972, pp. 15-22, y 
"Human Rights in Europe", Manchester 1977, pp. 152 y ss,
Véase communication de Vasak, K.: "Le contrôle parle­
mentaire des Actes de l'exécutif concernant la ratifi­
cation de la Convention et l’acceptation de ses clauses 
facultatives" en "La protection Internationale des 
droits de l'homme dans le cadre européen" Ob. cit. pp. 
321-328.
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El art. 25 (1) supuso, sin duda, alguna el triunfo de 
los temores estatales frente a las aspiraciones mâs ambicio- 
sas de la Asamblea. No serla justo afirmar que la insistencia 
de la Comisiôn Jurîdica de la Asamblea sobre el carâcter abso 
luto y esencial del derecho fuese un vano intento. Es cierto 
que el resultado logrado no fue el ideal propugnado, pues la 
claûsula es transaccional y, por tanto, tiene carâcter facul­
tativo. Se Ilegô a este compromiso en el seno del Comité de 
Ministres, en su sesiôn de Agosto de 1950.
A pesar de las limitaciones del compromiso, la Asam­
blea obtuvo un éxito innegable logrando la inclusiôn de un 
auténtico derecho de acciôn individual, en vez del simple de­
recho de peticiôn propuesto por la Conferencia de Altos Fun- 
cionarios, que hubiese supuesto un derecho individual mucho 
mâs limitado (134).
5. Calificaciôn jurîdica de la demanda individual.
La fôrmula jurîdica del articule 25 ha motivado la dis
(134) En la Conferencia de Altos Funcionarios celebrada del 
8 al 17 de Junio de 1950, se pronunciaron a favor de 
la propuesta del derecho de acciôn de los particulates 
ante la Comisiôn de derechos humanos, conforme a la 
propuesta de la Asamblea. Los delegados de los siguien 
tes Estados: Bélgica, Dinamarca, Francia, Irlande, Ita 
lia, Luxemburgo, Noruega, Suecia y Turquie. Los dele­
gados de Grecia, Palses Bajos y Reino Unido, conside- 
raron que el derecho de recurso individuel podla ser 
ejercido abusivamente y reservaron la posiciôn de sus 
respectives gobiernos, especialmente por temor a la 
propagande subversiva.
En Rec. Trav. Prep. vol. 4, pp. 213-215. Ibidem, pp. 
253-255.
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cusiôn teôrico-prâctica de si el derecho de recurso indivi­
dual constituye una peticiôn o es, mâs bien, una demanda (135)
(135) Monconduit F. lo define como: "Droit qui par consé­
quent n'obligerait pas l'instance saisie À se pronon­
cer dans tous les cas et qui aurait beaucoup plus un 
caractère d'information que de règlement". En ob. cit. 
pâg. 177. Esta propuesta iba claramente en contra de
la intenciôn de la Asamblea Consultiva. La Comisiôn Ju- 
rldica lo habfa manlfestado claramente al analizar en 
la Primera Sesiôn de la Asamblea el funcionamiento del 
sistema de garantia colectiva, en la que exigîa el de­
recho de recurso individual limitado a la Comisiôn eu­
ropea en los siguientes términos:
"La Commission a repoussé comme parfaitement insuffi­
sante la solution consistant b ouvrir a la victime d'une 
violation de la Convention un simple droit de pétition, 
qu'il s'agisse d'une pétition ü adresser au Comité dés 
Ministres^ du même b une commissTon d 'enquête. ùn sait, 
en effet, que, par dé finit iotT, Pautorlté qui report 
une pétition peut, en toute hypothèse ne lui donner 
aucune suite.
Après quoi, la Commission a décidé que la garantie de­
vrait comporter un règlement judlçiaire précédé d'une 
instruction de la plainte, a'ü hesoîn, d'une enquete, 
puis d'une tentative de conciliation effectuée par les 
soins d'une commission spécialisée.
Toute personne physique ou morale victime d'une viola­
tion de la Convention pourrait en saisir la Commission, 
mais il ne lui appartiendrait pas d'en saisir ensuite 
la juridiction. Sa plainte ne serait transmise à la ju­
risdiction, h fin de règlement judiciaire, que sur dé­
cision de la Commission prise après instruction et ten­
tative de conciliation".
En Rec. Trav. Prep. vol. 1, pâg. 225.
(136) Vasak, K .: "Le contrôle parlementaire des Actes de 
l'exécutif concernant la ratification de la Convention 
et 1'acceptation des ses clauses facultatives" en "La 
protection international des droits de l'homme dans le 
cadre européen", Ob. cit. pp. 321-328. Y la DiScusiôn 
sobre el informe pp. 329-336.
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En principio la denuncia individual, cualquiera que sea su pe­
ticiôn, debe ser considerada como una "demanda potencial". La 
propia Comisiôn europea parece inclinarse por calificar tal 
derecho de raera "peticiôn" en los siguientes casos: cuando la 
reclamaciôn individual no reuna las condiciones establecidas 
por el articulo 27, que en sintesis son las siguientes; ser 
anôniffla, tener el mismo contenido de otra anterior, es decir, 
carecer de hechos nuevos, o estar pendiente ante otra instan­
cia internacional, résultat incompatible con el Convenio o es­
tar mal fundada, o ser abusiva. A estas condiciones del arti­
cule 27 es preciso agregar las de los articulos 26 y 25: el 
agotamiento previo de los recursos internos y que el Estado 
demandado haya reconocido la competencia de la Comisiôn (136).
En el supuesto de que la peticiôn no reuna las citadas 
condiciones, se requiere que las deficiencias de la reclama­
ciôn no puedan ser suplidas por el Estado parte interesado. La 
"demanda potencial" quedarla, en este caso, reducida a la no- 
ciôn de mera peticiôn. Tratândose de una mera peticiôn, el Se- 
cretario General ha de limitarse a acusar recibo de la peti­
ciôn al interesado, informândole de la falta de competencia 
de la Comisiôn.
Las conclusiones de la 21 sesiôn plenaria de la Comi­
siôn confirman lo expuesto. Se consideraron como peticiones 
solo las reclamaciones indivlduales que, no podlan ser consi- 
deradas como demandas de conformidad con el articulo 25 (137).
(137) Ibidem, pâg. 108.
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6. La persona Humana como parte en el procedimiento internacio- 
nal y las condiciones de ejercicio de su legitimaciôn acti- 
va.
El Reglamento de la Comisiôn elaborado en virtud del ar­
ticule 36 del Convenio hace referenda frecuente al individuo, 
que tiene un derecho de acciôn limitado ante la Comisiôn, pero 
ante la cual goza de calidad de parte en el procedimiento; (ci­
ternes especialmente los articules 45 y 46 del Reglamento Inter­
ne) se le sitûa en un piano de compléta igualdad con el gobier- 
no demandado.
Asi el articulo 28, hace referenda a los représentan­
tes de las "partes" e "Interesados" y el articulo 29 (2) men- 
ciona a "cada interesado". El Reglamento interne de la Comisiôn 
hace continua referenda a las partes y no establece ninguna 
distindôn apreciable entre los primeros y los segundos (138).
En efecto, la sentenda del 22 de Junio de 1972, del 
Tribunal (Asunto Ringeisen c. Austria) déclara que el individuo
(138) Ibidem, pâg. 108, y en cuanto al Reglamento a las par­
tes en general se refieren los arts, 9, 21, (1), 27,
30 (1), 31, 32 (2), 34 (2) y 39-42, 44, 50 (1), 52 (1) 
53 (1), 54 (1) y 57 (1 a), asI como los arts. 3 (2), 
(3) y 6 del Addendum. En cuanto al récurrente vëanse
arts. 37 (1), 38 (1 a) (2) y (4), 40, 42, 61, asi como
arts. 1-4 y 6 del Addendum. Respecte de la parte deman 
dada vëanse arts. 38 (1 c), 39-42 y del Addendum, los 
arts. 1 (a) y 3 (2) en Recueil des Textes pp. 301, 319
En cuanto a las modificaciones del Reglamento vëase
Eissen, M.A., ob. cit. pp. 774 y ss.
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no tiene "lus standi" ante êl. Sin embargo el "requirente", al 
dirigirse en demanda de reparaciôn a la Comisiôn, invoca la 
sentencia del Tribunal que le reservaba tal derecho (139). La 
sentencia anterior reservaba tal derecho "al requirente".
Por consiguiente, la Comisiôn ha de informer al Tribu­
nal de la peticiôn de reparaciôn, ofrecersele a su disposi- 
ciôn, sin hacer comentarios sobre las observaciones de los Go­
biernos. El Tribunal puede facultar cierta intervenciôn indi­
recte del individuo a través de la Comisiôn.
La sentencia posterior del Tribunal (22 de Junio de 
1972) en la que atribuye la reparaciôn se refiere otra vez di- 
rectamente al requirente. Este nos permite penser que el indi­
viduo goza indirectamente y relativamente de facultades de 
intervenciôn no tan lejanas del "locus standi" ante el Tribu­
nal. Pues, incluso, la reparaciôn debida al requirente no pue­
de serle mermada o alterada por el Estado, como ocurrla en el
(139) En la sentencia el Tribunal reserve el derecho a exigir 
una reparaciôn equitativa por la violaciôn del art. 5 
(3) del Convenio, se habîa excedido, sobrepasado los 
veintidos meses.
PutQ. Cour Eur. D.H. Série A. "Affaire Ringeisen", 5: 
"Dit par cinq voix contre deux, qu'il y a en violation 
de l'article 5 (3) dans le fait de la détention du re­
quérant du 14 mai 1965 au 14 janvier 1966.
6-Dit, par quatre voix contre trois, qu'aussi après le 
14 janvier 1966 et jusqu'tn 20 mars 1967, la détention 
a été poursuivi en violatiôn de la mtme disposition de 
la Convention".
7-Réserve, le droit éventuel, pour le réquerant de de­
mander une satisfaction équitable du chef de ces viola­
tions" Arrêt du 16 juillet 1971, Dispositif II, 5-7,
Y Publ.Cour.. Eu t . D.H. Série B, vol. 13, 1971 - 1972 , 
pâg. 25.
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supuesto de la Protecciôn Diplomâtica (140).
a') Calificaciôn del derecho de recurso i.ndivi- 
dual.
Se ha querido ver en el derecho de recurso individual
una similitud grande con el derecho de acciôn de los Estados.
Por ello se ha dicho que el derecho de acciôn de los particu­
lares no se distingue del de los Estados (141).
En la prâctica el individuo aparece como participe de 
una actividad de carâcter procesal que se desenvuelve ante un 
ôrgano internacional como es la Comisiôn europea. La activi­
dad jurîdica desarrollada por el particular équivale a osten- 
tar una "situaciôn jurîdica subjetiva internacional". Por eso 
el derecho de recurso Individual se configura como un ("droit 
de requête") derecho de reclamaciôn y no, como sugiere el tex
(140) El Tribunal dictô: La sentencia de Fondo el 16 de Ju­
lio de 1971. La Comisiôn trasladô al Tribunal una car­
ta del demandante en la que rogaba a la Comisiôn que 
interviniese a su favor para que el Tribunal dictase 
una decisîôn conforme al art. 50, la Comisiôn diô tras 
lado de la carta del demandante al Secretario del Tri­
bunal el 27 de Septlembre de 1971. El Tribunal se pro-
- ntinciô el 22 de Junio de 1972. Por unanifflidad el Tribu­
nal le concediô una indemnizaciôn de 20.000 marcos
alemanes que debla de abonarle la Repôblica Austriaca. 
Publ. Cour Eur. 11.11. (Question de l'application de l'ar 
tide 50), Série A, n® 15, 1972, pârs. 17 y ss, pp. 7 
y ss. Véase asimismo la Sentencia de 22 de Junio de 1972 
interpretativa de la anterior Publ. Cour. Eur. D.H. Sé­
rie A, n“ 16, 1973, pârs. 12-15.
(141) Vasak, K.: Ob. cit. pp. 261 y ss.
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to inglés, como un mero derecho de peticiôn (peticiôn) (142).
En este sentido, se ha ido generalizando en la doctr^ 
na la opiniôn de que la reclamaciôn del articulo 25 reviste 
el carâcter de una autêntica demanda (143).
b') Aceptaciôn del Estado.
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El ejercicio del derecho de recurso individual estâ 
bien condicionado por el articulo 25. "Cualquier persona fl- 
sica, organisme no gubernamental o grupo de individuos", pue- 
den presentar reclamaciones o solicitudes ante la Comisiôn. 
Ahora bien, existe una condiciôn fundamental: que la reclama­
ciôn sea dirigida contra un Estado que haya reconocido pre- 
viamente la competencia de la Comisiôn. El sometimiento del 
recurso individual a la aceptaciôn de los Estados ha disminul 
do sin duda, la eficacia de la garantia concebida y afirmada 
por la Asamblea Consultiva. Por ello, se ha dicho que "el al- 
cance de la garantia depende ûnicamente del juego de la clâu- 
sula facultativa" (144).
(142) Muller - Rappard, E.: "Le Droit d'action en vertu 
des dispositions de la Convention européenne des 
Droits de l'Homme" en "La protection internationa­
le des Droits de l'Homme". Bruselas 1977, pp. 31-63, 
en concrete pp. 43 y ss.
(143) Ibidem, pâg. 261.
(144) Modinos, P.: "Les enseignements de la Convention", 
en "La protection Internationale des Droits de l'Hom­
me dans le cadré européen", Ob. cit. pp. 337-359.
232
El perfecclonamiento y la amplitud de la garantia co- 
lectiva se darâ a partir del momento en que los Estados Con­
tratantes acepten las Claûsulas Facultatives (art. 25 y 46)
(145). La Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa ha rel- 
terado y exhortado a los Estados Partes a reconocer la compe­
tencia de la Comisiôn en materia de recursos indivlduales, y 
subrayô que las personas lesionadas en sus derechos "deben po- 
der elevar sus quejas a un ôrgano internacional... s in necesl- 
tar el apoyo de su Cobierno" (146).
El recurso individual ha sido consagrado por la prâcti-
(145) Recueil des Textes, pp. 108 y 111.
(146) Conseil de l'Europe. Assemblée Consu1tative V. Session 
15-16 septembre 1953, Textes Adoptés. Estrasburgo 1953, 
pâg. 33.
En igual sentido cabe citar la Recomendaciôn n® 183 de 
1958, y la Recomendaciôn n® 233 de 1960 dirigidas por 
la Asamblea al Comité de Ministros para que Invitase a 
los gobiernos de los Estados Partes en el Convenio a 
que reconsiderasen su posiciôn respecte a la aceptaciôn 
de las disposiciones facultat ivas teniendo présente la 
experiencia adquirida en el transcurso de los aflos de 
aplicaciôn del Convenio. Por ûltimo la Asamblea Parla­
mentaria adoptô el 27 de Septlembre de 1978, la Recomen 
daciôn 838 en la cual invita a los Estados Miembros 
que todavia no hubiesen reconocido el derecho de recur­
so individual a reconocerlo asî como a aceptar la compe­
tencia obiigatoria del Tribunal europeo de derechos hu­
manos .
Véase Kahn-Ackermann, G., a la sazôn Secretario General 
del Consejo de Europa que instaba a la aceptaciôn de 1 
derecho de recurso individual para "convertir la Europa 
democrâtica de los veintiuno en un espacio de los dere­
chos del hombre", en Forum, Conseil de l'Europe, Droits 
de l'Homme. 1-2/78, pâg. 3.
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ca de la Comisiôn como un auténtico derecho y aparecs como un 
"sucedâneo" de su acceso directo ante el Tribunal (147).
Cuando afirmamos que el derecho de recurso individual 
constituye la mayor innovaciôn del Convenio es porque no se 
trata de un simple derecho de peticiôn o de presentaciôn de 
una sencilla solicitud, sino de un auténtico derecho de acciôn 
ante un ôrgano internacional (148), Segûn Marin el tipo de re­
curso del derecho de peticiôn, se encuentra recogido, por ejem 
plo, con respecte al Consejo de Administraciôn Fiduciaria (art, 
87, b, de la Carta), podrâ la Asamblea General bajo su mandate 
el Consejo de Administraciôn Fiduciaria, que puede aceptar las 
peticiones y examinarlas en consulta con la autoridad adminis- 
tradora, pero se diferencia del art. 25 en que el récurrente 
inicia un procedimiento en el que asume una posiciôn jurîdica- 
mente relevante pero a diferencia del Convenio el ôrgano inter­
nacional no queda obligado a pronunciarse sobre el fondo de la 
cuestiôn (149).
(147) Vasak, K.: "Les problème des "petitions individuelles" 
relatives aux droits de l'homme" en "La protection in­
ternational des droits de l'homme dans le cadré euro- 
penéen", Ob. cit. pp. 261-263.
CaSSeJe, A.: " Sul funzionamento del sistema dei ricor- 
si individuali alla Commissione europea dei diritti dell 
uomo" en Riv, Dir. Int. 1974, n® 3, pp. 548-566.
(148) Ibidem, pp. 261-278.
Marin Lôpez, A.: "El recurso individual ante un ôrgano 
internacional . El caso Nielsen”, en: R.E.D.I., enero-
marzo de 1965, vol. XVIII, n" 1, pp. 3-19.
(149) Sir David Maxwell Fyfe en su alocuciôn al Comité de Mi­
nistros subrayô la importancia concedida al derecho del 
recurso individual, que definiô como "the right to seek,
a remedy directly". Documents of the Assembly, 1950,
Document, 6, Appendix 5.
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El derecho de peticiôn es segôn un medio de eje-
cuciôn "mise en oeuvre" de los derechos del homhre y en el 
piano internacional no necesita ningûn texto convencional pa­
ra ser considerado como un derecho del homhre (150).
El derecho de recurso Individual acompanado de todas 
las garanties suficlentes contra los posibles abusos es, sin 
duda, el medio mâs eficaz de asegurar el respeto de los dere­
chos y libertades del hombre (151).
En cuanto a la ampliaciôn de los derechos Incluldos en 
el Convenio y el derecho de recurso individual. May que sefia- 
lar que la aceptaciôn estatal del derecho de recurso individual 
se halla en principio prevista exclusivamente para los derechos 
protegidos en el Convenio. Posteriormente se han concertado 
nuevos Protocoles que amplîan el elenco de los derechos garanti 
zados. Y esto ha suscitado el tema teôrico-prâctico de la apli­
caciôn de la claûsula del articulo 25 a los nuevos derechos in 
dividuales. El Protocole Primero presupone la validez de la de­
claraciôn general del Convenio, En cambio, el Protocole cuarto 
exige una declaraciôn especifica que confirme la aceptaciôn de 
la claûsula comentada. Esta es la norma de su articulo 6®.
(150) Vasak, K.: Ob. cit. pp. 261 - 263.
(151) Carjeu, P.M., al analizar el "derecho de peticiôn" lo 
considéra con una eficacia limitada. Debido a la nece- 
sidad de una previa aceptaciôn por parte del Estado.
En: "Le projet de Déclaration des Nations Unies", Re­
vue de Droit International Public, 1959, en pp. 681- 
705.
Lannung, 11. : "Quelques observations sur le problème de 
mise en oeuvre des droits de l'homme dans le cadré euro 
péenne, pp. 231-238, pâg. 237.
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El Primer Protocole que entrô en vigor el 18 de Mayo de
1954, al ser depositado el décimo instrumento de ratificaciôn,
a fines de 1974 habîa sido ratificado por los 18 Estados que
habîan ratificado el Convenio y que enfonces eran todos los 
Miembros del Consejo de Europa. En la actualidad ha sido rati­
ficado por todos los Estados Partes (152).
Articulo 6 del Protocolo n® 4
1. Las Altas Partes Contratantes consideraran los articu­
les 1 a 5 de este Protocolo como articules adicionales 
al Convenio y todas las disposiciones del Convenio se 
aplicarân en consecuencia.
2. No obstante, el derecho de recurso individual reconoci­
do por una declaraciôn hecha en virtud del articule 25 
del Convenio, o el reconocimiento de la jurisdicciôn 
obligatoria del Tribunal hecho por una declaraciôn en 
virtud del articulo 46 delConvenio, no se ejercerâ en
lo que concierne al présente Protocolo mâs que en la
medida en que la Alta Parte Contratante interesada haya 
declarado reconocer dicho derecho o aceptar dicha juris^ 
dicciôn para los articules 1, 4 del Protocolo o para 
alguno de ellos (155).
(Derecho a no ser detenido por deudas contractuales, 
derecho a circular, derecho a no ser expulsado de un 
territorio de forma arbitraria'j .
(152) Recueil des Textes, pp. 116 v ss, 129 y ss. y pâg. 
108.
(153) Ibidem, pp. 129-151.
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Por su parte el Protocolo Sexto, en elaboraclôn, en su ar 
tîculo 15 (2) se ha inspirado en el articulo 6 (2) del Protocq 
lo IV. El Prof. Carrillo, comenta que dado el estado actual de 
aceptaciones de la competencia de la Comisiôn sorprende que se 
haya seguido:
"el camlno abierto por el articule 6 -2- del Protocolo 
adicional n® 4, en lugar de intentar volver a la via es^  
tableclda por el propio Convenio europeo de derechos hu 
manos, seguida por el Protocolo adicional n® 1" (154).
El método de obligarse los Estados, segûn el articulo 25, 
el reconocimiento de 1 derecho de recurso individual, estâ sien- 
do criticado por la doctrina, e incluso ha sido debatido en el 
seno del Consejo de Europa. Si se anallza de forma restrospect^ 
va el funcionamiento dé la fôrmula establecida, cabe pensar en 
que hoy por hoy conviene mantener el sistema en vigor e ir in - 
troduciendo de forma paulatina a nuevos Estados en el sistema 
de protecciôn. Sin embargo, no existe base suficiente para pre- 
conlzar su "mantenlmiento définitive".
Nos parece deseable que en el futuro se modifique la 
fôrmula de las declaraciones de dicho reconocimiento, no limi- 
tando el tiempo de la declaraciôn y facultando a los Estados 
para que limiten el perîodo de reconocimiento tan solo respec­
te de la primera declaraciôn.
El problema de las demandas indivlduales relatlvas a 
los derechos humanos serâ resuelto en funciôn del lugar que se 
otorgue al recurso individual en la economîa general del Con­
venio. Muchos son los autores que estiman que el derecho de re­
curso individual constituye la piedra maestra dei mecanismo de 
garantis del CE.D.H. sin el cual este funclonarfa al ralenti 
mediante impulses provocados por los avatares de la polîtica.
(154) Carrillo Salcedo, J.A.: "El Proyecto de Protocolo Adi­
cional, n® 6 al Convenio Europeo de derechos humanos" 
en, R.I.E. vol. 9, n" 1, Enero-Abril 1982, pp. 75-86 
aquî pâg. 85.
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Estos autores estiman y desean que se establezcan procedimien- 
tos que permitan a los "peticionarios" el convertirse en de­
mandantes y, por consiguiente, que las reclamaciones se trans- 
formen en "demandas" . Por el contrario, no faltan quienes es­
timan que el mecanismo de protecciôn no précisa el recurso in 
dividual, ya que el sistema de reclamaciones interestatales 
es suficiente para garantizar los derechos proclamados en el 
Convenio. Para estos autores el problema de las peticiones in- 
dividuales es secundario (155).
En realidad los Estados se hallan solidamente protegi­
dos no solo en razôn de los articulos 26 y 27 mencionados, si­
no en virtud de las disposiciones limitativas y de excepciôn 
de los articulos 17 y 15, que prohiben la utilizaciôn distor- 
sionada de los derechos y libertades protegidos, y pueden de- 
jar en suspense las obligaciones previstas. Como senalamos es­
tas disposiciones han de ser interpretadas con carâcter restric 
tivo. En todo la Comisiôn actûa, ademâs, diligentemente de fil^  
tro de las demandas para evitar los posibles abusos del dere­
cho de recurso individual (156).
(155) Espana efectuô una declaraciôn de intenciôn, hasta 
el 1“ de Julio de 1981 fecha en la que se autoriza 
a los particulares tanto espanoles como residentes 
en territorio espaflol a presentar denunciaSante la 
Comisiôn europea por presuntas infracciones del Con­
venio por parte de las autoridades nacionales. Ins­
trumento de ratificaciôn del CEDH, en "B.O.E." de 10 
de octubre de 1979, n° 243, pp. 2356 y ss. 
Declaraciôn de Espana relativa al art. 25, publica- 
da en "B.O.E." de 30 de junio de 1981, n® 155, pâg. 
14928.
(156) Recueil des Textes, pp. 106-108.
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La Jurisprudencia del Tribunal reconoce un "amplio mar- 
gen de apreclaciôn" a los Estados en los supuestos de que el 
derecho cuya violaciôn se invoque corresponda a una concepciôn 
esencialmente "subjetiva"; es decir, cuando no existe una con­
cepciôn comûn europea en la delimitaciôn del concepto (debido 
a que las autoridades nacionales se encuentren en una posiciôn 
mâs favorable para su delimitaciôn).
La reciente jurisprudencia ha establecido, a su vez, quo 
los Estados tendrân un margen menor de apreciaciôn cuando la 
delimitaciôn del concepto responde a un criterio objetivo com- 
partido por los Estados - Partes, en la configuraciôn del dere­
cho controvertido.
A un menor margen de apreciaciôn corresponderâ en con- 
trapartida una mayor supervision europea (157).
(157) La conveniencia del reconocimiento del Derecho del re­
curso individual se hace mâs necesaria si cabe en el
supuesto de que las Comunidades europeas ratifiquen el
Convenio europeo Intenciôn que en este momento parece 
desvanecerse pero que si se concordase supondrîa una 
grave contradicciôn.
Este argumento plerde validez desde la aceptaciôn por 
parte de la totalidad de miembros de la C E E .  salvo 
Grecia. En 1982, por vez primera la C.E.E. ha ratifica­
do un Convenio elaborado por el Consejo de Europa: "Con 
vention relative a la conservation de la vie sauvage 
et du milieu naturel de l'Europe. El Convenio entra 
en vigor respecte de la C.E.E. el 1® de septlembre de 
1982. Son Partes Italia, Liechestein, Paises Bajos, 
Portugal y Suiza desde el 1 de junio de 1982 y Luxem­
burgo desde el 1 de julio de 1982 e Irlanda desde el 
1® de agosto de 1982.
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c') S^ u^ e_tos^  legitimados g.aTa_eJ^ ejercicio del^  de­
recho de_recurso_indi^vWua_l.
El articulo 25 dispone y régula el uso y la invocaciôn 
del derecho de recurso individual por determinados sujetos ju- 
rldicos, a los que atribuye la legitimaciôn para actuar cerca 
de la Comisiôn. Textualmente califica de taies sujetos a:
"Cualquier persona fisica, organizaciôn no guber­
namental o grupo de particulares que se considé­
ré victima de una violaciôn".
Conforme al articulo 25, podrân presentar una denuncia 
para que se compruebe la violaciôn del Convenio por una de las 
Altas Partes Contratantes (158), La presentaciôn de reclamacio 
nés por los sujetos jurldicos requiere que êstos puedan ser 
considerados victima de una violaciôn de los derechos garanti- 
zados, es decir, es preciso ser titular de los mismos (159).
Hemos anticipado ya quienes son los beneficiaries de 
los derechos proclamados. El acceso a la Comisiôn queda, pues, 
abierto a todos los que gocen de las mencionadas cualidades, 
segûn su Derecho nacional. Ya se trate de personas o de un gru 
po de individuos o de diverses padres unidos por una misma preo 
cupaciôn, como puede ser la educaciôn de sus hijos en una len- 
gua determinada, o de miembros de un partido politico o de un 
sindicato y este ûltimo en la prâctica podria presentar una 
denuncia en nombre de uno de sus miembros. El rehusar a la vie 
tima el derecho de reclamaciôn es una cuestiôn muy grave, por-
(158) Recueil des Textes, pâg. 108.
(159) Vasak, K.: Ob. cit. pp. 261-263.
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que significarîa rechazar a la persona humana la ûnica posi­
bilidad de hacer valet el conjunto de los derechos que le re­
conoce el Convenio (160).
El Convenio garantiza los derechos y libertades no so­
lo al "ciudadano europeo", sino a todos los que se encuentren 
bajo la jurisdicciôn de los Estados-Partes en el Convenio y 
que estén bajo su jurisdicciôn y a quienes deben su garantia 
(art, I) del Convenio (161). El titular del derecho de recur­
so individual tiene automâtIcamente capacidad para ejercer in 
ternacionalmente su derecho con independencia de su capacidad 
de actuar en un procedimiento judicial dentro de su oropio or - 
denamiento nacional. Téngase en cuenta que son multiples las 
reclamaciones presentadas por personas recluîdas en establecl- 
mientos pslquiâtricos. Como ya observamos, la nacionalldad del 
demandante no juega papel alguno en el ejercicio del derecho 
del recurso Individual (162).
(160) En el curso monogrâfico del Doctorado sobre "Los dere­
chos humanos en América Latina". El profesor Dlez de 
Velasco, M., al comparât el derecho de recurso indivi­
dual establecido por el articulo 25 del C.E.D.1I. con 
el derecho de peticiôn previsto en el Pacto de San Jo­
sé de Costa Rica sefialô carâcter mâs progresîvo ya que 
prescinde de la limitaciôn a la previa y expresa acep­
taciôn de dicho derecho de acciôn ante la Comisiôn al 
individuo.
Véase Chueca Sancho, A.G. "Los derechos humanos prote­
gidos en la Convenclôn americana de San José de 1969", 
en R.E.D.I., 1980, pp. 33-80.
(161) Recueil des Textes, pâg. 10 y cit. pâg. Véase Ileraud, 
G., ob. cit. pp. 190-191.
(162) Kiss, A. Ch.: "La Convention Européenne des Droits de 
l’Homme et le système de garantie du Droit Internatio­
nal Public’,’ en "La protection internationale dans le 
cadré européen" Ob. cit. nq. 239 y ss. Vasak, K ., Ob. 
cit. pâg. 261 y ss.
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Lo que se requiers al demandante es que pueda ser con­
siderado victima de una acciôn illcita. A diferencia de lo 
que ocurre en el supuesto de las demandas estatales, cabe el 
supuesto de demandas presentadas por victimas indirectas, en 
cuyo caso es necesario también que se dé un interés directo en 
el ejercicio de la acciôn. En su Recomendaciôn 52 la Asamblea 
Consultiva considéré esencial, desde el comienzo del debate 
del tema, que las personas que se consideren victimas de una 
lesiôn en sus derechos pudieran someter sus reclamaciones a un 
ôrgano internacional, a fin de que procediera a su investiga- 
ciôn y que iniciara un intento de conciliaciôn. Para interponer 
la acciôn si fuese necesario y sin tener que solicitar el apo­
yo de un gobierno ya que si interviniere éste, la demanda se 
transformarîa de individual en un litigio interestatal.
El italiano Domine j.,0 propuso que en vez de hacerse re­
ferenda a las personas que se reputasen victimas debla de in- 
troducirse la modificaciôn "que ha sido victima" (163).
En el momento en que el particular présenta su reclama­
ciôn, puntualizô Teitgen, no se puede declarar si ha sido o 
no victima de los derechos y libertades garantizados. Lo ûnico 
cierto, es que se pretende victima. La verdad se conocerâ des- 
puês de que haya mediado la decisiôn, ya fuere por la Comisiôn 
o por el juez; pero en el momento en que se inicia el procedi­
miento, el ûnico hecho cierto es que el hombre, la mujer o el
(163) Véase Asunto "Winterwerp contra Paises Baj os" en el que 
la Comisiôn comprobô la falta de un juicio equitativo 
o de un auténtico control legal para revisar la medida 
del internamiento del récurrente en un es tabléeimiento 
para enfermos mentales. Vêase Publ. Cour. Eur. D.H. 
Arrêt du 24 octobre 1979, Série A, n° 33.
242
ente corporativo se reputa victima de una violaciôn del Conve­
nio (164) .
Los menores tienen, igualmente acceso a la Comisiôn, 
si su reclamaciôn es apoyada por sus padres o tutores, De lo 
contrario serâ la propia Comisiôn la que se preocupe de que 
el asunto se lleve adecuadamente.
Junto a las personas naturales estân autorizadas para 
ejercer el derecho de acciôn del articulo 25 los grupos de par 
ticulares, las personas jurldicas. En el Asunto Sunday Times 
contra Gran Bretafla*, la Comisiôn admitiô que un grupo de perio 
distas actuasen ante la Comisiôn. Reivindicaban su derecho a 
la libertad de expresiôn, que les fue recortada con motivo del 
proceso de los niflos de la talidomida (165).
Las organizaciones no gubernamentales legitimadas son 
tanto las nacionales como las extranjeras. También podrân ejer 
cer el derecho las organizaclones de este carâcter que sean 
internacionales, que podrân reclamar por las violaciones del 
Convenio que les hallan perjudicado directamente.
(164) En Recueil Trav. Prep. vol. 2, pâg. 202.
Mikaelsen, L ., comenta que esta interpretaciôn es toda 
via hoy vâlida para délimitât el contenido de la dispo- 
s iciôn.
En Ob. cit. pâg. 74.
(165) Mikaelsen L ., sefiala: "The rule is clear, even, the 
youngest individual can clain under article 25” . Ob. 
cit. pâg. 74.
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En cuanto a las organizaciones no gubernamentales de- 
ben de comprenderse las organizaciones de carâcter no guber- 
namental que complementen a las gubernamentales, que conforme 
al Derecho Internacional son ôrganos del Estado y de cuya ac- 
tuaciôn debe responder el gobierno del Estado (166).
De conformidad con su competencia "ratione personae” , 
la Comisiôn se ha visto obligada a desestimar las reclamacio- 
nes que le fueron presentadas por ôrganos internos de carâcter 
pûblico. Es decir, los ôrganos que ejerzan la funciôn pûblica 
en nombre del Estado, son ôrganos de carâcter gubernamental. Y 
como el articule 25, solo hace referenda claramente a los or­
ganismes de carâcter no gubernamental, quedan por tanto exclul- 
dos los primeros. Por consiguiente, se descarta la competencia 
de la Comisiôn para analizar las demandas presentadas en vir- 
tud del articulo 25 por "organizaciones de carâcter gubernamen­
tal" (asunto "Gussenbaiter") .
Cuestiôn distinta a efectos del articule 25, es la posi- 
bilidad de que el Estado sea denunciado por los actes irregu- 
lares o contraries a la luz del Convenio que fuesen cometidos 
por dichos ôrganos. En el Asunto "Young, James y Webster", (de- 
nominado de "closed-shop"), la Comisiôn déclaré su competencia 
"ratione personae", porque interprété que el Estado era respon­
sable de los actes impugnados. El Tribunal desestimô tambiên la 
alegaciôn gubernamental relative a la irresponsabiiidad del Es­
tado por los hechos controvertidos:
(166) Asunto n** 6538/74 contra Gran Bretana, en Annuaire XVIII, 
pp. 202, 230 y ss.
Asunto n® 2690/65 en Annuaire IX pp. 512 y ss.
Asunto n° 5178/71, en Recueil des Décisions, 44 pâg. 13. 
Mikaelsen, L .: ob. cit. pâg. 75.
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"The Commission considers that for the purposes 
of its competence ratione personae under arti­
cle 25 of the Convention, the respondent govern­
ment must be regarded as being responsible for 
the acts complained of" (167).
MSs discutible aun es si las personas jurldicas estSn 
autorizadas para el ejerciclo del derecho de acciôn. En el 
Asunto n“ 3798/68, la reclamacion fue presentada por una cor- 
poraciôn religiosa contra Gran Bretana. La Comisiôn desestimô 
la reclamacion por entender que los artîculos 9 (1) y el art! 
culo 2 del Protocolo n* 1, confleren derechos flibertad de pen 
samiento y expresiôn y cl derecho a la instrucciôn) que solo 
pueden ser ejercidos y disfrutados dnicamente por las personas 
prlvadas (168).
(167) Demanda n* 5767/72 y otros contra Austria, en Annuaire, 
vol. XVII, pp. 338 y ss, en concreto pâg. 352. Se tra- 
taba de una demanda presentada por 16 ayuntamientos aus 
trlacos. La Comisiôn se declarô incompétente a "ratione 
personae" por tratarse de ôrganos gubernamentales de la 
administraciôn local, y que ejercian funciones pôblicas 
de las que era responsable el Estado. A favor de esta 
tesis Mikaelsen, L., ob. cit. pâg. 75, Jacobs, F.G., ob. 
cit. pâg. 228 y en contra Moncondult F.: "Bilan des 
conditions de la recevabilité: Les tendences de la ju 
rlsprudence (janvier 1969 Décembre, 1974. En Revue des 
droits de l ’homme, 1975, tip. 417 y ss.
Se planteaba la responsabilidad de la "British Rail" 
por obtener a los acuerdos sindicaciôn obligatoria.
Arrêt du 13 Août 1981, Publ. Cour. Hur. D.ll. , Série A, 
n® 44, pârf. 48-49, pâg. 20.
(168) Demanda n® 4897/71 contra Austria, Recueil des Déci­
sions 42, pâg. 41. En este caso el Tribunal Regional 
de Viena que intervino hacîa responsable plenamente al 
Estado austriaco, a efectos de 1 artfculo 25. Véase De­
manda n® 3798/68 en Annuaire, XII, pp. 306, 312.
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Es évidente que solo los derechos compatibles con la 
naturaleza de las personas morales pueden beneficiaries. AsI 
la Comisiôn declarô la admisibilidad de la reclamaciôn presen 
tada por la Iglesia de la Ciencia (179),
Cuando la reclamaciôn es presentada por un grupo no 
gubernamental o por un grupo de particulares deberâ ser fir- 
mada, segûn el Reglamento de la Comisiôn, por las personas ha- 
bilitadas para representar a la organizaciôn o al grupo. De no 
ser asI deberâ ser firmada por todas las personas fîsicas que 
constituyan el grupo demandante.
En cuanto al demandado eventual: la Comisiôn debe re- 
chazar la admisibilidad de un recurso individual presentado 
contra personas privadas (180).
(179) Asunto n° 3798/69 "Church of Scientology contra Gran 
Bretana" En Recueil des Décisions, 29. pâg. 70.
ri 80) Asunto n“ 5282/71 contra Gran Bretana. La demanda se 
dirigîa contra un "counsel" que fue considerada inad- 
misible por dirigirse contra personas privadas. Véase 
Recueil de Décisions 42, pâg. 99 y Asunto n° 172/56 
en Annuaire, vol. I, pp. 221, 215 y asunto n“ 1599/62 
en Annuaire, vol. VI pp. 348, 356, Asunto n® 4225/69 
en Annuaire XIII, pâg. 114, pp. 864-886, asunto n® 
5564/72, en Recueil cit, pâg. 114.
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d') La Condi ci ôn de Vict i.ma .
La Condiciôn de vîctima es iino de los reqiiisitos del 
articulo 25 del Convenio europeo de Derechos Humanos. No solo 
es condiciôn previa para el ejercicio del derecho de recurso 
individual, sino tamhiôn, una de las condiclones de la compe­
tencia de la Comisiôn.
La reclamaciôn deberâ ser presentada por quien se pre- 
tenda victima de una violaciôn en sus derechos. Pero se préci­
sa, asimismo, que la violaciôn pueda ser imputada a un Estado 
Parte y referirse a uno de los derechos substanclales garanti- 
zados por los articules 2 y 12 del Convenio (181).
La nociôn de victima puede ser entendida con un crite- 
rio mâs amplio o bien con un criterio restrictive. Le que es 
esenctal es que el particular se considéré victima de una ac­
ciôn o bien que tenga un interés directe en que se ponga fin a 
la referida violaciôn. La demanda podrâ ser presentada por la 
propla victima o por una persona que hubiese side habilitada 
por la victima para elle.
El ônico legitimado active en un proceso sobre derechos 
humanos deberfa ser la persona victima de su violaciôn o amena- 
zada por ella, y en su defecto un Ministerlo pûblico ad hoc, a 
réserva de que en caso de muerte o de Imposibilidad de aquella, 
sus légitimes sucesores puedan impulsât la causa a fin de obte­
ner la pertinente indemnizaciôn de daflos y perjuicios (182).
(181) Recueil des Textes, pp. 101 y ss.
(182) Golsong, H.: "Implementation of International Protection 
of Human Rights, en R.C.A.D.I. 1963, 111, pp. 7-142, 
97-98.
Muller - Rappard ,f;Ob. cit. pâg. 52.
Rolin, H.: Ob. cit. pâg. 8.
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e') Nociôn_de vlçti^ma di rec ta, indi^rec^a_y_po ten - 
cial : Interpretaciones de la Comision y del 
Tribunal europeos de Derechos Humanos.
En el ejercicio del recurso individual la persona parti­
cular se encuentra, sin embargo, en situaciôn de inferioridad 
con relaciôn al Gobierno del Estado del que es nacional o en 
el que es residente. Porque no tiene derecho a presentar su re- 
claraaciôn ante el Tribunal europeo, ni de actuar como parte an­
te el mismo. Es por es to por lo que se ha comentado en el asun­
to que planteaba la interpretaciôn del derecho a la libertad 
sindical. Cuando la Comisiôn habîa decidido hacer intervenir al 
Tribunal en razôn de la novedad y de la importancia de los pro- 
blemas jurîdicos en causa. La Comisiôn no preseryaba celosamen 
te su prestigio y aceptaba que su decisiôn fuese objeto de cr^ 
ticas (183).
1, Interpretaciôn extensiva de la Comisiôn.
En los primeros anos de actividad y en sus primeras de- 
cisiones, la Comisiôn ha analizado el concepto de victima,atri- 
buyéndole una interpretaciôn amplia. Cabe citar la decisiôn 
del 16 de Diciembre de 1957 (Demanda n® 282) (184).
"El articulo 25 del Convenio comprende no solo a 
las vîctimas directes de la violaciôn alegada
(183) Schmit, F., Profesor de la Universidad Estocolmo, "La 
libertad sindical", en Forum, Conseil de l'Europe, 
Droits de l'Homme, 1-2/78, pâg. 24.
(184) Cassese, A.: "Sul Funzionamento pâg. 549.
Demanda n°282/57, Anuario I, pâg. 164.
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sino a cualquier victima indirecta a la que la 
violaciôn hubiere ocasionado un perjuicio^o bien 
que tuviese un interôs persona I eu que se pusiese 
fin a ésta".
Esta nociôn de victima indirecta se ha callficado de 
liberal. Inlcialwente, pues to que la Comisiôn no ha exigido 
que el particular que présente la denuncla se considéré victi 
ma directa y real de la violaciôn, cuando la denuncla estable 
cia hechos indicatives de tratarse de la victima real, la Co 
misiôn no dudaba en declarar admisible la reclamaciôn (185). 
Pese a que, posteriormente, en el examen de fondo del asunto, 
pudiera decidir que la victima no era tal (186).
Esta interpretaciôn amplia, permite el acceso a la Co­
misiôn de las presuntas "vîctimas Indirectas", (Asunto n* 
3897/68), (187).
En el caso concreto los demandantes denunciaban una pre 
tendida violaciôn de uno de los derechos (garantizados) y de
(185) Morrison, C.: "The Developping European Law of Human 
Rights", Leyden 1967, pâg. 71.
(186) En el Asunto n® 1706/62. La Comisiôn declarô la admisi­
bilidad de la reclamaciôn, véase "X contra Austria", en 
Recueil des Décisions 21, pp. 26 y ss. y Annuaire..., 
IX, pp. 112 y ss.
(187) "X y Y contra Dinamarca" en Annuaire XIII, pp. 626,
638, y véase Asunto n® 282/57 en Annuaire, I, pâg.
166.
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la cual resultarîa victima su hermano y cunado. No se demos- 
traba que^dstos les hubiese habilitado para actuar en su nom 
bre. Sin embargo, se podla admitir que,una vez cometida la vio 
laciôn del Convenio, un pariente prôximo de la victima o cual^  
quier tercero requiriese a la Comisiôn. A condiciôn, claro es - 
tâ, de que la violaciôn le causase perjuicio o tuviese un inte 
rés personal vâlido relacionado con la violaciôn (188),
2. El concepto de victima indirecta.
La Comisiôn, llamada a interpretar la limitaciôn de su 
competencia, "ratione personae", tuvo oportunidad de définir 
el concepto de victima indirecta. La victima puede ser tanto 
un pariente cercano como un tercero que prèsenten la reclama­
ciôn a iniciativa propia. Pero, paraielamente,ha exigido que 
la violaciôn le perjudique o que tenga un interês directe en 
que se determine o declare la violaciôn.
En la prâctica la actuaciôn de las vîctimas indirectas 
no es tan fâcil, porque la Comisiôn solo autoriza su actuaciôn, 
cuando la victima directa no puede actuar en defensa propia. 
Este hecho dificulta la prueba de legitimaciôn de las vîctimas 
indirectas.
Pero es curioso que la imposibilidad de actuaciôn de la 
victima se justifica por otra persona "sin especificar mandate
(188) Asuntos n° 5351/72 combinado con Asunto n° 6579/74
con el Asunto n® 6173/73, "X contra Bêlgica", y "So- 
ciedad AnÔnima X contra Bélgica" en Recueil des Deci­
sions, 46, pp. 71 y 85, y pâg. 180 respecte del ûlti- 
mo Asunto.
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al efecto de la victima" (189). Este hecho les permite actuar 
como représentantes de la victima. As! se amplia el derecho 
de recurso individual, ya que se extiende a las personas que 
actCan en bénéficié de quîenes se hallan imposibilitados para 
recurrir a Estrasburgo. (Décision 29 de Mayo de 1961) (190).
En los asuntos 2535/65, 4185/69 contra Repûblica Fede­
ral de Alemania, la Comisiôn considéré, que junto a la victima 
principal, el editor jefe contra el que se dirlgleron acclones 
que Infringieron sus derechos, la esposa del récurrente podla 
reputarse victima indirecta por haber sufrido un perjuicio en
(189) "With regard to the limitation ratione personae
concerning applicants the Commission has had to de­
fine what is meant by the word "victim". The appli­
cant may be either a near relative of the victim 
or even a third party who submits the application 
on his own initiative, but the violation must be 
prejudicial to him or he must have a personal inte­
rest in the termination of the violation. In addi­
tion, the victim must be unable to act on his own 
defense. Applicants have been obliged to go to great 
lengths to prove that they have been empowered or 
ought to act on behalf of the victim" Weill, L.: 
"Decisions on Inadmissible Applications by the Euro­
pean Commission of Human Rights", en: American Jour­
nal of International Law, Notes and Comments. 1960. 
Vol. 54, Enero 1960, n” 1. pâg. 876.
(190) Asunto n” 867/60 en Annuaire TV, pâg. 271.
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virtud de la infracciôn y por tener un interês légitime en que 
cesase la situaciôn infractora de los derechos en cuestiôn
(191).
Las presuntas vîctimas indirectas tienen acceso a la Co 
misiôn^familianlde la victima y terceros. Partîmes de la base:
"if the direct victim is unable to act a near 
relative or someone else may act on his behalf" 
(192) .
La Comisiôn ha aceptado dicha nociôn. (Demanda 
113/55).
Admitiendo que la Comisiôn puede ser requerida por una 
violaciôn del Convenio, por un pariente cercano de la victi­
ma o bien por cualquier tercero, siempre que la pretendida vio 
laciôn (e afecte directamente e,incluso,cuando la propia victi­
ma se encuentra en la imposibilidad de actuar para hacer valer 
sus derechosyen el caso concreto bastarla probar que,en virtud 
del articulo 40 del Reglamento Interno de la Comisiônyel deman 
dante no ha probado este aspecto y,por tanto,considéra que,en 
virtud de la aplicaciôn del articulo 27 pârrafo 2 del Convenio 
que por su inconformidad con el articulo 25 déclara la peticiôn 
inadmisible.
(191) "X contra la Repûblica Federal de Alemania" en Recueil 
des Décisions, 17, pâg. 28.
"X contra la Repûblica Federal de Alemania" en Recueil 
des Décisions 35 pâg. 140.
(192) Robertson, A.H.: Ob. cit. pâg. 153.
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En la demanda 867/60 un noruego recurrîa contra la 
Ley que en Noruega legalizaba el aborto. También la Comisiôn 
desestimô esta denuncla,ya que el sûbdito noruego reclamaba 
en nombre de los padres noruegos que podrîan perder sus h i- 
jos (por prâcticas abortivas) y también en nombre de las ino- 
centes vîctimas (193). La Comisiôn estimô que no existîa tam 
poco ninguna conexiôn entre los hechos aducldos y el recurren 
te soltero.
En el asunto 1478/62 la Comisiôn considéré que en el 
supuesto de defunciôn de la vîctima directa podîa actuar el 
hermano por tratarse de una vîctima indirecta de las violacio 
nés invocadas ante la Comisiôn. Fallecido el récurrente en el 
curso de instancia pueden los herederos reputarse a su vez vîç 
timas de la violaciôn alegada.
En el asunto 7011/75, se admitiô que el récurrente te- 
nîa un interês vâlido en el bienestar de unos vietnamitas vîç 
timas de violaciones del Convenio (194).
(193) Asunto n® 867/60. Decisiôn 29 de Mayo de 1961, en An­
nuaire, IV, p. 271 y ss.
En la reclamaciôn presentada a la Comisiôn el 6 de Fe-
brero de 1975 por la violaciôn de los arts. 6 y 1 del
Protocolo n® 1. Debido al fa 1lecimiento de Julius De 
Weer, en el curso del proceso ante la Comisiôn, su viu 
da y sus très hijas declararOfu tener "un interês ma­
terial y moral" en la finalizaciôn del procedlmiento 
iniciado por su cônyuge y padre respectivamente.
La Comisiôn aceptô la subrogaciôn de sus Familiares en 
la presentaciôn de la reclamaciôn, en este caso, en la 
"continuidad de procedimiento"ya iniciado por la vîcti­
ma directa. Publ. Cour. Eut. D.H., arrêt de 27 Février, 
1980, Série A, n® 35.
Asunto 290/57 en Annuaire III, p. 215.
(194) Asunto 7467/76 contra Bêlgica, en Recueil des Déci­
sions 8, pp. 220 y ss. Asunto n" 1478/62, contra Bél­
gica en Annuaire, VI, pâg. 590.
253
Es de observar que,en el caso de defunciôn del recurren 
te, sus herederos podrân optar por la prosecuciôn del proce­
dimiento o por que se éliminé el asunto de la lista de asuntos 
pendientes ante la Comisiôn. El demandante que se pretende 
"victima" deberâ invocar otro interês que el mero interês ge­
neral que le vincula al respeto del Convenio.
"It is not enough that a violation has ocurred, 
the applicant must be directly affected by it 
or have a personal interest in it. He cannot com­
plaint, of a violation to which he is a stranger"
(195) .
El concepto de vîctima fue calificado por Rolin de for 
ma que puede entenderse de conformidad con dos criterios:
Criterio Obietivo: vîctima directa,osea la victi­
ma real de una violaciôn.
Criterio Subjetivo: particular que,sin serlo,se 
pretenda como tal.
Victima Indirecta: Congénères de quien es la vic­
tima real pueden sentirse amenazados por el pre-
(195) Criterio aplicable asimismo para aquellas reclamacio- 
nes cuyo contenido, fuese identico a la presentada por 
el récurrente fallecido y en cuyo supuesto la Comisiôn 
optarâ por pronunciarse sobre el asunto en una ûnica 
decisiôn debido a la prâctica de êsta conforme a la que 
procédé a examinar conjuntamente las reclamaciones que 
susciten idénticas cuestiones de interpretaciôn. Asunto 
7011/75 contra Dinamarca" en Annuaire XIX, pp. 416, 450. 
Y Asuntos 6166/73 contra R.F.A. en Recueil des Décisions 
2, pâg. 58. y asuntos n° 1478/62 contra Bêlgica en
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cedente y estân por tanto interesados en su re- 
presiôn. En este concepto se encuadrarlan las 
organizaciones no gubernamentales o los grupos de 
individuos.
Es précise, en todo caso, y es importante que exista el 
nexo de causalidad entre la violaciôn y el récurrente.
La interpretaciôn del tôrmino victima por la prâctica 
de la Comisiôn no ha sido siempre unânime, porque la Comisiôn 
ha adoptado en sus decisiones criterios diferenclados.
Por un lado, la Comisiôn ha establecido que no debe dar 
se a la nociôn de victima una "interpretaciôn excesivamente 
restrictive". El tôrmino vîctima Indica no solo la vîctima di­
recta o real de la violaciôn sino también se refiere a toda per 
sona susceptible de ser considerada indirectamente como vîcti­
ma, a la que la violaciôn en cuestiôn le ocasione inevitable- 
mente un perjuicio»o bien que tenga un interês personal vâli­
do en obtener el que se ponga término a la referida violaciôn
(196) .
Lo que importa es que el particular que presents la re­
clamaciôn tenga un interês personal vâlido en cl ejercicio de 
la acciôn.
Annuaire VI, pâg. 590. n® 2690/65 contra Paises Rajos 
en Annuaire IX p. 512, n® 3071/67 contra Suiza en An­
nuaire XI, pâg. 456. Robertson, A.M., ob. cit. pâg. 153
(196) Golsong, 11.: "Implementation of International Protec­
tion of Human Rights", R.C.A.D.I., 1963, III, pp. 7- 
142, 97-98.
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3. El interês meramente genêrico del récurrente.
La Comisiôn no ha delimitado suficientemente el concep­
to de vîctima indirecta. Ha precisado que debe tener un inte­
rês jurldico en el ejercicio de la acciôn y ha rechazado re­
clamaciones en las que los récurrentes tenîan un mero interês 
genêrico.
En la reclamaciôn n®3897/68 contra Repûblica Federal
de Alemania, la Comisiôn desestimô la demanda porque no podîa re
putar vîctima al récurrente y en el asunto 7890/77 contra Gran 
Bretana no declarô admisible que el récurrente alegase la vio­
laciôn del derecho a la propiedad garantizado en el articulo 
1 del Protocolo I, porque no se puede pretender que la sustrac- 
ciôn de véhicules o el intente de robo le conviertan en vîcti­
ma cuando el récurrente no es el propietario de los véhiculés.
Analizado el caso se declarô incompatible la reclamaciôn con
el Convenio ratione personae, y se desestimô en virtud del ar­
ticulo 27 (2), y del articule 25 (1): falta de cualidad de 
vîctima del récurrente (197).
Tampoco se podrâ reputar como presunta vîctima indirec­
ta al que présenta una reclamaciôn por los mismos hechos que 
el requirente principal mâximc si la Comisiôn llega a la con-
(197) Véase Annuaire XIII pp. 628-638, Entre otros Asuntos 
n° 7641/76 en Recueil de Décisions, 10, p. 224 y ss.
En los Asuntos n® 7289/75 y 7349/76, contra Suiza la 
Comisiôn declarô inadmisible la segunda reclamaciôn 
"ratione personae" porque no le concernîan directamen­
te las violaciones alegadas. En Annuaire XX, pp. 372 y 
ss. Recueil des Décisions, n® 9, pp. 57 y ss, 75-93.
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clusiôn de que no se trata de autênficas infracciones del Con 
venio. No existiendo victima principal la segunda presunta vie 
tima indirecta no puede transformarse en victima real a la 
luz del articulo 25 (198).
Se ha crlticado a la Comisiôn por realizar un auténtl- 
co examen de fondo de la reclamaciôn al deterrainar el criterio 
subjetivo de la vîctima. Esta circunstancia le lleva a pres- 
cindir del anâlisis de la calidad de vîctima indirecta, fljân* 
dose en argumentos que se encuadrarlan en motives de declara- 
ciôn de inadmisibi1idad por no hallarse bien fundada la deman­
da (199).
(198) Asunto 6753/74 contra Paises Bajos la vîctima indirecta 
era un asistente social y la primera era una récurrente 
de 14 afios que habîa abandonado el domicilie paterno en 
Décisions et Rapports, 2 pâg. 118.
(199) En este sentido, Mikaelsen comentando la interpretaciôn 
que la Comisiôn hlzo en el Asunto n" 3897/68 en el que 
rechazô la demanda de Z, que representaba, al padre po­
litico de la vîctima, ciudadano alemân culpado de déli­
tés de fraude y encarcelado para cumpMr la pena de 23 
afios de pris iôn. Su padre politico reclamaba por haber 
tenido que sustentar a la esposa de la vîctima y a su 
hijo. Ante la ausencia de un juîcio equitativo que le 
habîa afectado serlamcnte. Mikaelsen, aunque conforme 
con los motives de inadmisibi1idad del art. 27 (2) apli- 
cados por la Comisiôn aclara que: "It would, therefore, 
have been a welcome clarification if the decision of the 
Commission was built on a model along the following li­
nes: even assuming that he could reasonably claim to be 
a (indirect) victim within the meaning of Article 25, 
his application must be declared inadmissible as mani­
festly ill-founded. These it would have been perfectly 
clear that the application was rejected on 1st substance 
and not on the preconditions in Article 25" Mikaelsen,
L . , O b . cit. p â g . 81.
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4. El ejercicio de una actio popularis.
El Convenio impide al particular ejercitar una "actio 
popularis", que réserva ûnicamente a los Estados. La Comisiôn 
considéra inadmisibles las reclamaciones, tratese de vîctimas 
directas o indirectas, que impliquen el ejercicio de una "ac­
tio popularis" (200). En estos casos déclara incompatibles 
los asuntos, "ratione materiae", con el Convenio y los recha- 
za aduciendo el pârrafo 2“ del articulo 27 (201).
La conexiôn entre el acto lesivo y el reclamante re­
quière que la Comisiôn sea llamada a conocer claramente hechos 
especîficos ocurridos y,en consecuencia,desestimarâ argumen­
tos que presenten solamente un carâcter genêrico o hipotêtico
(202). A la Comisiôn tampoco le compete entrar en el anâlisis 
de si la legislaciôn interna de un Estado-Parte contraviene o 
no de manera general el Convenio. En este supuesto se déclara 
necesariamente incompétente, por creer que no ha de procéder 
a un anâlisis "in abstracto" del Convenio (203).
(200) Asuntos n° 6742/74 contra Repûblica Federal de Alemania
en Recueil des Décisions, 3, pâg. 98.
(201) Asunto n® 6481/74 contra Italia en Recueil des Déci­
sions, 1, pâg. 79, y n® 4203/69 contra Gran Bretana en
Annuaire XIII, pp. 836, 858.
(202) Asunto n® 6565/74 contra Gran Bretafta, en Décisions et 
Rapports, vol. 5, pâg. 53.
(203) Asunto n® 6853/74 contra Suecia en Annuaire XX, pp. 214
y ss. Décisions et Rapports, 9, pp. 27 y ss, 28-32, Tam­
poco tiene capacidad la Comisiôn para analizar presuntas 
infracciones de las Partes on el Convenio que se deri- 
ven del incumplimiento de sus compromises en virtud de 
otros instrumentes internacionales. Véase Asuntos nûms. 
1821 y 1822/63. Decisiôn de la Comisiôn sobre la admisi­
bilidad, en Annuaire..., IX, pâg. 215.
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Por su parte, el Tribunal, en el asunto "Klass contra 
Repûblica Federal de Alemania", sostiene el criterio de que el 
artfculo 25 no establece, ni atribuye a los particulares el be 
neficio de una actio popularis, sobre la interpretaciôn genô- 
ricatjel Convenio:
"No les autoriza a reclamar en abstracto una ley 
por el mero hecbo de que consideren que atenta 
contra el Convenio. No basta con que el récurren­
te aduzca que una ley viola, por su simple exis- 
tencia, los derechos que le corresponden en virtud 
del Convenio: "debe haberse aplicado en perjuicio 
suyo” (204).
Distinto es el supuesto, -cuando se alega perjuicio-, 
de que el Convenio pueda haber sido violado aun no existiendo 
medidas especlflcas de ejecuciôn. La Comisiôn y el Tribunal de 
ben, en tal caso, analizar la compatibilidad de la ley interna 
con el Convenio. Por ejemplo, en los Asuntos de "Ciertos Aspec 
tos del Rêgimen Linguistlco relatives a la ensefianza en Bélgi­
ca" y asuntos "Kjeldsen, Busk Madsen y Pedersen". Se examina- 
ron las normas internas relativas a la ensefianza, para escla- 
recer si eran regulares a la luz del Convenio (205).
(204) Publ. Cour. Fur. D. H. Série A, n® 28, pp. 17-18 pârf 
33.
(205) Sentencia de 23 de Julio de 1968 y de 7 de Diciembre 
de 1976 en Publ. Cour. Fur. D . 11. Série A, n® 6 y n® 
23, pp. 22-23, pârf. 48.
En el asunto Kjeldsen, la Comisiôn declarô admisible 
la demanda relative a la ensefianza sexual obligatoria 
en primera enseûanza, a pesar de que no se habla apli­
cado la medlda a la hija del récurrente.
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Por consiguiente,en los supuestos en que la reclama­
ciôn se refiera a la legislaciôn vigente o a normas sociales, 
la interpretaciôn reciente de la Comisiôn (Asunto 6959/75) 
se puede deducir segûn la interpretaciôn del concepto de vîcti­
ma de la Comisiôn afianzada por la sentencia del Tribunal en 
el Asunto "Klass y otros contra la Repûblica Federal de Alema­
nia" va a ser mâs flexible en estos supuestos, puesto que no 
serâ indispensable que se apliquen las medidas legislativas 
controvertidas siempre que las reglas internas le afecten di­
rectamente (206).
Conforme al articulo 25, no es esencial, el momento en 
el cual se ha producido el hecho que confiere al récurrente la 
condiciôn de vîctima (207). La Comisiôn ha sido muy liberal en 
la aplicaciôn de la previsiôn del articulo no ha exigido que 
el reclamante se pretenda vîctima en el momento de presenta­
ciôn de la reclamaciôn ante la Comisiôn.
Cabria citar los Asuntos n® 4115/69 y n® 984/61, 7011/75, 
7465/76 y 7511/76 (208).
(206) Publ. Cour. Eur. D. H. Série A, n® 28, pp. 17-18.
(207) Morrison, C., no se requiere respecte del momento en
que se pretenda victima el récurrente que sea el mo­
mento en que présente la reclamaciôn "actually claim 
to be a victim". Ob. cit. pp. 71 y ss.
En sentido diferente Mikaelsen L .: "the individual appli
cant must claim to be a victim at the time he introduces 
his application". Ob. cit. pâg. 84. Invoca Asunto n° 
4115/69: "Knechtf contra Gran Bretana" en Annuaire..., 
XIII, pp. 730 y ss.
(208) Corresponden respectivamente a los Asuntos. Asuntos 
"Knechtl contra Gran Bretana", en Récueil des Décisions 
36, pâg. 43. Asunto "X contra Bélgica en Récueil des 
Décisions 6, pâg. 39. Asunto "Becker contra Dinamarca" 
en Décisions et Rapports 4, pâg. 215 "X contra Dinamar­
ca en Décisions et Rapports, 7, pâg. 153. "Campbell con­
tra Reino Unido" en Décisions et Rapport 12, pâg. 49.
2 GO
"El articulo 24 confiere al Estado la posIbilidad de 
presentar una reclamaciôn por "cualquier infracciôn del Conve­
nio", que créa poder imputar a otro Estado contratante. Se ex 
tiende la facultad, cuando los hechos son imputables:
"a una persona flsica, una organizaciôn no guber­
namental o un grupo de particulares" (209).
Concurre, pues, en este aspecto, una diferencia notable 
del "interês general" en el respeto del Convenio que prevalece en 
el artfculo 24 y autoriza a los Estados Partes a actuar contra 
cualquier infracciôn, mientras el artfculo 25 exige del recla­
mante individual que se pretenda "efectlvamente lesionado por 
la violaciôn que aduce" (210).
(209) Véase asunto n® 176/56 "Grecia contra Gran Bretafia" de­
cisiôn del Comité de Ministres de 20 de abril de 1958, 
en Annuaire, II, pâg. 183. Asunto n" 299/57 "Grecia con 
tra Gran Bretafla", decisiôn del Comité de Ministres de 
14 de diciembre de 1959 en Annuaire, 11, pâg. 187. Asunto 
n® 788/60 "Austria contra Italia" véase Informe de la 
Comisiôn y decisiôn del Comité de Min is tros de 23 de oc 
tubre de 1963 en Annuaire, vol. VI, pâg. 74 1. Asuntos 
n® 3321/67, 3322/67, 3323/67 y 3344/67 de "Dinamarca, 
Noruega, Suecia y Paises Bajos contra Grecia" en Annua­
ire, vol. X, pâg. 587. Informe de la Comisiôn de 5 de no-
viembre de 1969 y Résolue iôn D. 11. (70) 1 dC 15 de abril 
de 1970, Véase vol. XI, pâg. 691 sobre la admis ibi1idad. 
Asunto Klass y otros contra Repûblica Federal de Alema­
nia, Publ. Cour. Eur. Série A, n" 28, pp. 17-18, pârf. 35.
(210) Asunto "Irlanda contra Reino Unido", Publ. Cour. Eur. 
Série A, n® 25, pp. 90-91, pârf. 239-240. Asunto "De 
Becker contra Bélgica", Publ. Cour. Eur. D. 11., Série 
A, n® 4, pâg. 26 in fine. Asunto De Wilde. Ooms, Versyp, 
Publ. Cour. Eur. D. 11. Série A, n" 14, pâg. 10, pârf.
22 .
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Realmente la determinaciôn del perjuicio concreto, no 
depende del articulo 25, que exige la definiciôn de vîctima.
Asî lo manifesté el Tribunal en el asunto "Marckx contra Bél­
gica" (211), El Tribunal desestimô la alegaciôn gubernamental 
por entender que las récurrentes, madré e hija, se hallaban 
directamente afectadas por la legislaciôn discriminatoria en 
materia de filiaciôn natural, puesto que afectaba a su status 
jurldico, tanto de la madré soltera como de la hija natural.
En cuanto a los hechos todavîa no acaecidos, la Comisiôn 
no es compétente para pronunciarse sobre estos. No es jurîdi- 
camente posible que la Comisiôn se manifieste y examine recla­
maciones presentadas en virtud del articulo 25 que se refieran 
a derechos de carâcter individual, que todavîa no han sido vio 
lados, reclamândose ûnicamente por su eventual violaciôn futu- 
ra. Este serîa el supuesto de un proyecto de ley que todavîa 
no ha entrado en vigor y que por consiguiente no ha sido toda­
vîa aplicado en detrimento del particular. En este caso la Co­
misiôn déclara la inadmisibilidad en los siguientes términos:
"Cualquier examen de las reclamaciones presentadas 
en virtud del articulo 25 debe referirse a actos 
especîficos de las autoridades del Gobierno deman 
dado y que se hayan realizado en detrimento del 
récurrente interesado" (212).
(211) Publ. Cour. Eur. D. H. Série A n® .31, pârrafo 27.
Véase Comentario en R.I.E. vol. 8, n® 2, pp. 607- 
609.
(212) Asuntos nûmeros; 7823-7824/77 contra Gran Bretana, véa 
se Public. Cour. Eur. D. H, vol. 11, pp. 221, 231-244.
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los hechos no acaccidos no pueden generar la nociôn de 
vîctima del reclamante, pues el articulo 25 prescribe que se 
ha de tratar de la "victima de una violaciôn" actual, y no es 
admisible basar la reclamaciôn en suposiciones futuras.
La Comisiôn analiza, asimismo, si el derecho de acciôn 
individual se ejerce con relaciôn a actos de 1 Estado acaecidos 
o no despuës de la declaraciôn de aceptaciôn de tal derecho. 
Igualmente se tiene présente la ampliaciôn del derecho de re­
curso individual a otros territories. Es indudable que los he­
chos impugnados deben necesariamente haber ocurrldo o sido co­
metidos con posterioridad a la declaraciôn, o de lo contrario 
deben referirse a una "situaciôn de continuada violaciôn" (Asun 
to De Becker contra Bélgica) (213).
El principle de la declaraciôn de aceptaciôn de la compe 
tencia de la Comisiôn -articule 25-, se limita a los aconteci- 
mientos o hechos posteriores al depôsito de la declaraciôn (214)
(2 13) Asunto n" 7202/75 contra Gran Bretafla, la ampliaciôn 
del derecho de recurso Individual se habîa efectuado 
respecte del territorio BailiwicK de Jersey. Véase 
Décisions et Rapports, 7, pâg. 102.
(214) Véase Sentencia de 27 de Marzo de 1962. En Publ. Cour 
Eur. D. 11. Série A, pârfs. 4, 10-15, pp. 23 y ss.
En este caso la récurrente impugnaba que no gozarîa de 
un juicio equitativo de conformidad con lo exigido en 
eJ artîculo 6 (1). Asunto n® 7986/77. "Krause contra 
Suiza", en, Recueil des Décisions, 13 pp. 73 y ss. 
Asunto "Golder contra Reino Unido" en, Publ. Cour, fur 
Série A, n® 18, pâg. 45, pârrafo 32.
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Puede ocurrir, también que baya cesado la condiciôn de vîcti­
ma del reclamante por haberse subsanado la medida interna con 
trovertida. Respecte de los Asuntos 2822/66 y 2428/65 hay que 
puntualizar que en el primer caso la demanda se referla a la 
medida judicial que le fue impuesta al récurrente para que de- 
volviera el hijo a su ex mujer, de la que se hallaba divorcia- 
do. Con posterioridad a la introducciôn de la reclamaciôn el 
récurrente obtuvo la custodia de su hijo y por tanto cesaba su 
condiciôn de vîctima.
En el segundo asunto presentado también contra la Repû­
blica Federal de Alemania motivô la anulaciôn de las medidas 
de suspensiôn de la sentencia. Como consecuencia de la intro­
ducciôn de la reclamaciôn se suspendieron las medidas que aten 
taban contra el articulo 10 del Convenio, desapareciendo por 
tanto la condiciôn de vîctima del récurrente (215) del artîcu­
lo 25 (216) ,
5, Interpretaciôn Restrictiva.
Cabe generalizar el criterio de que la nociôn de vîcti­
ma se interpréta de modo restrictivo. La Comisiôn en ocasiones 
ha revalorizado el elemento del perjuicio sufrido y por tanto 
déclara inadmisibles numerosas demandas reduciendo el nûmero 
de personas que podrân ejercer el derecho de recurso individual 
En este sentido la Comisiôn rechaza, como senalamos la demanda
(215) Asunto n® 6323/73 contra Italia, en Décisions et Rap­
ports, 3, pâg. 80.
(216) Véase Asuntos 2822/66 y 2428/65 contra la Repûblica Fe­
deral de Alemania en Recueil des Décisions 26, pâg.
42 y el segundo presentado contra éste mismo Estado en 
Recueil des Décisions 25, pâg. 1.
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por falta de interês jurldico. La Comisiôn no ha aceptado, en 
principio, la nociôn de victima potencial, pues como hemos 
visto, se considéra incompétente para examinar en abstracto 
la compatibilidad de una ley con el Convenio (salvo que com­
porte un perjuicio para el demandante). AsI se manifesté en la 
Decisiôn de la Comisiôn en el Asunto n® 290/57, el demandante 
denunciaba la ley irlandesa que autorizaba la detenciôn admi- 
nlstrativa, la Comisiôn desestimô la peticiôn en base a que no 
le habîa sido aplicada la presunta vîctima (217).
De la prâctica de la Comisiôn relativa al artîculo 25 
se desprende en primer têrmino que el demandante debe conside- 
rarse vîctima y en segundo lugar debe, poder justificar un per 
juicio o en su defecto deberâ probar un interês personal vâli­
do para que se ponga fin-a dicha violaciôn.
La revalorizaciôn del elemento del perjuicio sufrido po- 
sibilita a la Comisiôn, para declarar inadmisibles numerosas 
demandas, reduciendo notablemente el ndmero de particulares que
tengan acceso ante el ôrgano europeo para ejercer el derecho 
de recurso individual y otra consecuencia inevitable se tradu­
ce en una reducciôn de las reclamaciones que la Comisiôn podrâ 
examinar en cuanto al fondo. Sin embargo en los supuestos en 
que el perjuicio se derive de un atentado contra el derecho de 
propiedad la Comisiôn adroite que si fallece la vîctima directa 
en el procedimiento ante êsta lo prosigan los causahabientes 
de la vîctima. Tambiên se reputarâ vîctima al accionista mnyo-
(217) Asunto n® 290/57, Decisiôn de 29 de marzo de I960 en
Annuaire, vol. Ill, pâg. 215. Vasnk, K., afirmaba que
la Comisiôn no habîa aceptado la nociôn apuntada, Ob.
cit. pp. 9R 99.
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ritario de una sociedad que hubiese sufrido un atentado con­
tra el art. 1 del Protocolo adicional (218).
Cuando la Comisiôn examina muy de cerca la cuestiôn del 
estatuto de vîctima del demandante individual, principalmente 
cuando el Gobierno demandado no le i*econoce dicho estatuto, pa 
ra determinar si el interês aducido corresponde a las exigeii- 
cias del art, 25 su complejidad requiere un examen del fondo 
del asunto (219).
En el anâlisis de los informes y resoluciones de los ôr 
ganos de control del Convenio hemos observado una tendencia 
prâctica distinta y reciente. La Comisiôn parece, ahora, mâs 
propicia a admitir el criterio de vîctima potencial. En el asun 
to "Campbell y Cosans contra Gran Bretafla", se planteaba si 
el récurrente o su hijo, podîan considerarse vîctimas a la luz 
del articulo 25, estos reclamaban por el uso de castigos corpo- 
rales como medidas de disciplina empleadas en los colegios es- 
coceses.
(218) Millier E., - Rappard, Ob. cit. pp. 56-57.
En cuanto al derecho de propiedad véase Asunto n® 
1706/62, Decisiôn de la Comisiôn sobre la admisibili­
dad, en Annuaire, IX, pâg. 113.
(219) Asunto n® 1936/63, "Neumeister contra Austria", en An­
nuaire, vol. VII, pp. 225, y ss. y pâg. 241. Decisiôn 
de la Comisiôn sobre la admisibilidad de los asuntos 
nûmeros 1774/62, 1677/62, 1691/62 y 1769/63 "Ciertos 
aspectos del rêgimen linguîstico de la ensenanza en 
Bélgica": en Annuaire, vol. VII, pâg. 141. Asunto n® 
436/58 el demandante denunciaba una decisiôn del
Tribunal interno en un supuesto en el que carecla de 
interês jurldico, y debido al mero temor de que dicho 
precedents pudiese ser utilizado por sus empresarios 
en perjuicio suyo en el future. En Annuaire..., vol. 
II, pâg. 386.
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La Comisiôn admitiô la calidad de vîctimas de amhos
(220). Esta interpretaciôn evolutiva acepta la calidad de
vîctima que se reputa como tal, aunque no haya podido probar
su condiciôn efectiva, debido a la propia naturaleza de las 
medidas impugnadas (Asunto n® 5029/71 contra Repûblica Fede­
ral de Alemania) ( 2 21 ) .
La Comisiôn maniflesta ciertas réservas en ocasiones 
frente a las demandantes individuales, y se inclina a favor 
de una interpretaciôn restrictiva de la nociôn de vîctima. En 
este sentido se manifestaba en su décision del 7 de Julio de 
(957.
"dans la mesure ob le requérant se plaint d'un
jugement rendu dans une affaire 5 laquelle il
n'était pas partie il ne peut se prétendrt vic- 
t ime".
De modo que la Comisiôn declarô la demanda inadmisible 
en virtud del articulo 27 (2), supuestos diferentes son los 
que afectan a la condiciôn de vîctima de particulares que hu- 
biesen sido incapacitados parciaImente, y a fueren menores o 
detenidos. Estos deben considerarse capacitados para actuar 
en virtud del art. 25, y si se hallasen imposIbilitados para
(220) Asuntos n® 7511/76 y 7743/76, en Recueil des Décisions 
n® 12, pp. 49 y ss. y pp. 140 y ss.
Véase comentario en Eugrz, 7.8, pâg. 51 y sentencia de 
25 de febrero de 1982 , pârf. .38. El Tribunal déclara 
que las récurrentes ban sido vîctimas de la violaciôn 
de la segunda frase del art. 2 del Protocole n® 1.
(221) "Klass y otros" en Annuaire XVII, pâg. 179. Véase Co­
mentario en "Eugrz", 77, pâg. 419.
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actuar por si mismos la Comisiôn admite que cualquier otra 
persona formule la reclamaciôn en nombre de la vîctima (222).
6 . La nociôn de victima potencial.
La Comisiôn defendiô recientemente en el asunto "Klass 
y otros contra la Repûblica Federal de Alemania" una nociôn 
mâs amplia de la vîctima. Hemos de sefialar la interpretaciôn 
que al efecto realizô el Tribunal; porque tanto el Gobierno 
como la Comisiôn atribulan y reconocîan la competencia del Trç 
bunal para establecer si en este asunto concreto los récurren­
tes eran o no "vîctimas" en el sentido del artîculo 25 (223).
Los récurrentes se pretendîan "vîctimas potenciales", 
porque si bien no habîan sufrido una violaciôn se consideraban 
legitimados para reclamar ante la Comisiôn por la eventualidad 
o incertidumbre de verse sometidos a vigilancia, en el ejerci­
cio de su derecho a comunicarse libremente o por haberlo sido 
anteriormente, sin poder probarlo, solicitaban que el Tribunal, 
declarase la legislaciôn impugnada incompatible con el conteni­
do del Convenio; pretendîan, segûn el gobierno, que el Tribu­
nal ejerciese un control abstracto y general respecto de la le­
gislaciôn impugnada.
La Comisiôn admitiô la tesis de los récurrentes en vir-
(222) Asunto n° 436/58. Decisiôn de la Comisiôn sobre la admi 
sibilidad en Annuaire, vol. II, pâg. 386. Asunto n° 
1527/62 en Annuaire vol. V, pâg. 239 y Asunto n®282/57 
en Annuaire, vol. II, pâg. 164.
(223) Recueil des Textes, pâg. 108.
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tud del criterio amplio de la nocl6n de vîctima; se auxlM6
para ello del contenido del articule invocado. A la liiz del ar
tlculo 8, para pretenderse "vîctima" de una violaciôn del Con- 
venio, no es necesario que haya habldo "una auténtlca ingeren- 
cia" en el disfrute del derecho; es suficiente con que exista 
una situaciôn que amenace seriamente el libre disfrute o ejer
cicio del derecho en cuestiôn (224).
En palabras de la Comisidn "la s i tuacI6n en la que exis­
te un riesgo serio ("risque sérietix" "reasonable risk") de ser 
vigilado secretamente, la condiciôn de vlctima hipotëtica se 
transforma en "vlctima directa", puesto que la legislacidn vi- 
gente en la Repûblica Federal de Alemania, suponla un riesgo 
real de ser sometldo a una vigilancia sécréta que pertiirbaba 
por si misma la libre comunicacidn y que no se justlficaba ex 
clusivamente por la eventual sospecha de tener cualquier parti­
cular contactes con individuos que se dedicasen a actividades 
subversives.
En taies circonstanciés cualquier persona se podla ver 
perturbada en el disfrute del derecho que le garantira el artf- 
culo 8; cualquier usuario de los medios de comunicaciôn o cual- 
qiiier future o eventual usuario podla ser obieto de las medidas 
impugnadas. la cuestiôn planteada ofrecîa cier^a s ingiil ar idad. 
Se trataba de saber si los particiilares tenîan o no derecho a 
ser informados de cualquier medida adoptada por las autoridades 
pôblicas secretamente y que pudiera afectarlos directamente; 
esto es, si los particulares tenîan o no "derecho a ser infor- 
mados prontamente". Esta posible actuaciôii del poder prtblico
(224) Ibidem, pôg. 104.
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iconstituîa una ingerencia en el disfrute de los derechos y 
libertades reconocidos en el Convenio?
El Tribunal procedio en primer têrmino a pronunciarse 
sobre su propia competencia (225).
7. Facultad del Tribunal de interpretar la no- 
ciôn de vîctima del artîculo 25,
El Tribunal afirmô su propia competencia para examinar 
todas las cuestiones tanto de hecho como de derecho que se 
planteen durante el debate de un asunto, incluso si las cues­
tiones controvertidas se refieren a la admisibilidad de la de­
manda. Esta facultad del Tribunal no merma en absolute la corn 
petencia de la Comisiôn en su labor de calificaciôn y de fil­
tre que le confia el articule 27 (226).
El Tribunal ténia, a su juicio, no solo capacidad, si- 
no la obligaciôn de aclarar la alegaciôn gubernamental que pre 
tendia la inadmisibilidad de la demanda.
(225) Publ. Cour. Eur. D.H., Série A, n° 28, pârf. 31, 
pâg. 16.
(226) En consecuencia el Tribunal "constate donc qu'elle a 
compétence pour examiner la question qui se pose sur 
le terrain de ce texte". (Se refiere a la interpreta- 
ciôn de la nociôn de vlctima en el sentido que le atr^ 
buye el articulo 25).
Ibidem, pârf. 32, pâg. 17, e invoca su jurisprudencia: 
Asuntos de "Vagabundeo" "Régimen Linguistico Belga" 
Handyside" "Irlanda contra Reino Unido" en Publ. Cour. 
Eur. D.H., Série A, n° 12, pârfs. 45-54, pp. 29-30. 
Série A, n° 5, pâg. 18. Série A n° 24, pârf. 41, pâg. 
20, y Série A, n° 25, pârf. 157, pâg. 63, respectiva- 
mente.
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Para ello, debta procéder niievainente al examen de la 
admisibilidad sobre la que ya se habla pronunciado la Comi- 
sl6n en sentido aflrmativo; y que babîa desestimado la excep- 
ciôn gubernamental de inadmlslôn por considerar que los récu­
rrentes eran autênticas victimes en el sentido del artîculo 
25. La Comislôn admite, como expusimos, que la determinaciôn 
de la condiciôn de vîctima ptiede exlgir por su complejidad un 
examen de fondo del asunto, para aclarar si a la luz del artî 
culo 25 el interés eventual que alega el récurrente corres­
ponde a las condiciones de 1 artîculo 25, en cuanto a su call 
dad de vîctima (227).
Parecîa évidente que la dcterminaciôn de la condiciôn 
de vîctlmas de los récurrentes constituîa una auténtica cues­
tiôn de fondo que no podîa, en modo alguno, ser eludlda por 
el Tribunal. El Tribunal recordô, entonces, las caracterîsti- 
cas peculiares de la legitimaciôn activa de los particulares 
frente a la legitimaciôn de los Estados en el mantenimiento 
del orden pôblico europeo.
En principle, y como dljimos solo puede reputarse "vîc 
tima" el que tenga un interôs directe en la declaraciôn de la 
violaciôn del Estado responsable. Textualmente dîlo el Tribu- 
na l :
"El artîculo 25 exige que el récurrente indivi­
dual se pretenda lesionado de forma efectiva por 
la violaciôn que alega" (228) .
(227) Recueil des Textes, pp. 104 y 108.
(228) Sentencia del 18 de Enero de 1978 en el "Asunto inte 
restatal Irlanda contra Reino Unido de Cran Bretaila" 
Publ. Cour. Eur. R.H., Série A, n" 25, pârf. 239-210, 
pp. 90-91.
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So oxIro, naturn 1 men te , la conexinn efectiva entro la 
violaciôn alegada y el per juicio sufrlrlo por el récurrente. Es 
el ne xn de causa IIdad. Como los particulares no gozan, a I igual 
que los Estados de la posibilidad dc reclamar por "cualquier 
infracciôn", no pueden Iniciar una "actio popularis" invocando 
el Convenio, no pueden impugnar "in abstracto" una ley por el 
solo becbo de estimarla incompatible con aquel (229).
El Tr i buna 1 tuvo muy présenté la teleologla del articu­
lo 28, es decir, la legitimaciôn de la vîctima y el papel de 
esta flisposiciôn en el contexto del Convenio. Por eso, el artî­
culo 28 figura como una de las claves del mécanisme de garantîa 
de 1 Convenio.
En consecuencia, cuando se trata de una demanda présen­
ta d a en virtud del articulo 28, la Comisiôn "no tiene competen 
cia para examinar in abstracto si una ley es conforme a las 
d ispos ic i ones del Convenio" (2.30). En cuanto a la imposibilidad
(220) la recIamacion en abstracto de la legislaciôn interna, 
recIamando por el interês de terceros no es suficiente 
pata que el récurrente sea cons i de rado "vîctima en el 
sentido del artîculo 25" Asunto n" 867/60 contra Morue - 
ga*J en Annuaire, IV, pp. 2 70 y ss. En principio "no ba^ 
ta con que el récurrente sostenga que una lev viola los 
derocbos que le a t ribuye el Convenio por su simple exis 
tencia, debe liabersc aplicado en perjuicio del recurren 
te, pero no se requiere que el Cobierno demandado haya 
procedido a adoptar una auténticn medida de ejecuciôn 
especîfica" (Asuntos "Ciertos aspectos relatives al Rê- 
gimen Linguistico en Bôlglca" y Asunto "Kjeldsen, Busk 
Madson, Pcrdersen contra 11 inamarca"). Arrêt du 23 lui 1 le t 
1^68, Publ . Cour Eur, 11.II., Série A, n" 6 y arrêt du 
7 fie, e mb i e 1976, Série A, n” 2.3, parf. 48, pp. 22-2.3.
( / ^tl I Eli e c t e I a s o s in embargo, las medidas incrlminadas ha - 
b I an s i do de borho .a p l i c; a da «î a I os récurrentes aunque 
e < f o no habîan procedido a agotar pre v i amen te los r e - 
eut SOS internos.
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de concreciôn de las medidas impugnadas. Es de notar que el 
Tribunal tuvo que dilucidar si el carâcter secreto de las me­
didas impugnadas que obviamente dificultaban su concreciôn im 
posibilitaban o no al particular que se pretendiese vîctima pa 
ra recurrir ante la Comisiôn. La imposibilidad de prueba se 
debîa a la naturaleza misma de la medida impugnada. El Tribu­
nal se aCtxxvo a la régla establecida en el artîculo 31 del Con 
venio de Viena sobre Derecho de los Tratados en relaciôn a la 
interpretaciôn de los mismos.
Conforme al principio del "efecto ûtil", se dilucidô
En principio los demandantes no pueden recurrir ante 
la Comisiôn simpleraente para impugnar una legislaciôn 
interna que no les ha sido aplicada. Las caracterîs- 
ticas del présente asunto, la imposibilidad de probar 
la aplicaciôn de la medida controvertida por el carâc­
ter secreto de la misma faculta al particular a recu­
rrir ante la Comisiôn. El récurrente no es informado 
de si se le somete a este control o si ya no es obje- 
to del mismo. Es decir, no hay prueba ni indicio alguno 
al efecto, ya que pueden haber sido sometidos a dicha 
vigilancia, sin apercibirlo o por el contrario puede 
tratarse de una mera sospecha sin que dicha prâctica 
les haya afectado.
"La Comisiôn no puede examinar la conformidad de una 
ley nacional con el Convenio si esta ley no es applica­
ble a una persona fîsica, una organizaciôn no guberna­
mental o un grupo de particulares, y solamente en la 
medida en que su aplicaciôn implicarîa una violaciôn 
del Convenio en perjuicio de dicha persona fîsica, de 
dicha organizaciôn no gubernamental o de dicho grupo 
de particulares.
Se trata de una de las "clefs de voûte", del Convenio 
de modo que faculta al particular para recurrir cuando 
se considéré lesionado una vez que haya observado los 
requisitos de admisibilidad de los artîculos 26 y 27. 
Véase Publ. Cour. Eur. D.H., Série A, n° 28, pârf. 32, 
pâg. 17.
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In curs t i ôn plnntrnda ntcndiendo a la finalrdad del slstema, 
a In eFicaria del mecanismo que se ver Ta sin diida dehilitada 
si se impidiese actuar al particular negândole el acceso a la 
Comisiôn, desvlrtviândose cl espîrltu del Convenio que se resu 
me en "la protecciôn del individuo" (231).
El Tribunal subrayô que el carâcter de las medidas im 
pugnadas impIicaba una posible anulaciôn del derecho garanti­
ra do rn el artîculo 8, que se agravaba por la IndeFensiôn del 
particular que, al no ser informado de la vigilancia sécréta 
a la que se le somete no procedîa ni siquiera impugnarla ya 
Fuere ante las autoridades nacionales o internacionales.
De lo contrario hubiese favorecido el Tribunal las in- 
gerencias pfiblicas en la vida privada del particular cuando
(231) "En Convention et ses institutions ayant été crées par 
protéger l'individu, les clauses procédurales de la Con 
vent ion doivent être appliqués d'une manière qui serve 
à rendre efficace le système des requêtes individuelles 
la Cour accepte donc qu'un individu puisse, sous cer 
t^ins conditions, se prétendre victime d ’une v loi at ion 
rut IeTn^e par la simple existence de mesures secrètes 
ou d ’uiip législation en permettant, sans avoir besoin 
,r avancer qu'on les lui â ré Ilement appliquées".
En cada caso cl Tribunal debe procéder a analizar si 
las circunstanclas del asunto pueden encuadrarse en ta­
ies supuestos. De forma que se précisa una definiciôn 
separada atcndiendo a las circunstancias especfficas de 
cada caso. En el présenté asunto el Tribunal anali za 
la situaciôn del récurrente respecte de las medidas sé­
crétas impugnadas as î como cl carâcter de I as mismas. 
Eubl. Cour. Eur. DU. Série vol. 28, pârf. 34, pâg. 
18, y en concrete, pârf. 36, pâg. 19.
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fuesen desconocidas por êste. El Tribunal fue consciente del 
peligro imperante en la actualidad de una ingerencia cada vez 
mayor del poder ptiblico gracias a los avances tecnolôgicos.
El temor razonable a no poder comunicarse libreraente constitu- 
ye una ingerencia en el disfrute al citado derecho.
El derecho a la libre comunicaciôn exige que las auto­
ridades pûblicas no motiven una amenaza, aunque sea de una 
eventual vigilancia, a cualquier particular usuario de los ser 
vicios, de correos y telecomunicaciôn del Estado.
El Tribunal en consecuencia, admite la posibilidad de 
recurrir ante la Comisiôn incluso si se trata de meras vïctimas 
potenciales, equiparândolas a efectos de legitimaciôn, con las 
vïctimas directas previstas en el artîculo 25:
"La Cour ne saurait admettre que l'assurance de 
bénéficier d'un droit garanti par la Convention 
puisse être ainsi supprimée du simple fait de 
maintenir l'intéresse dans l'ignorance de sa vio­
lation. Un droit de recours à la Commission pour 
les personnes potentiellement touchées par une sur
vaillance secrète découle de l'article 25, faute
de quoi l'article 8 risquerait de perdre toute 
portée" (232).
La falta de ingerencia efectiva, la no realizaciôn de 
la posibilidad legal de vigilar secretamente a los particula­
res no exime al Cobierno de responsabilidad, puesto que la con­
diciôn de "vïctimas" de los récurrentes se dériva de la incom-
(232) Recueil des Textes, pp. 104-105.
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pnHbilirlnrl «le la legislaciôn impugnada con el espîritu del 
ronvenio, RI Tribunal reconoce, pues, la tendencia moderna de 
que la coiuliciôn de vlctima puede darse aun en el supuesto de 
que les particulares no aduzcan el baber sido sometidos, en 
concrete a una medida de vigilancia.
"la Cour décide que les requérants sont chacun en 
droit de "se prétendre victimes d'une violation" 
de la Convention bien qu'ils ne puissent alléguer 
à l'appui de leur requête avoir subi une mesure 
concrète de surveillance. Pour savoir s'ils ont 
réellement été victimes d'une telle violation, il 
faut recherher si la législation contestée cadre 
en elle-même avec les clauses de la Convention"
(233).
PI Tribunal no procediô sin embargo, a examinar si el 
"dp r<"cho a ser informado" en estas ci rcunstancias, se halla pro- 
tegido o no por el Convenio. En este sentido y a favor de su 
reconoci mi <^ nto se manifesté el miemhro de la Comisiôn,el ita- 
liano C. Sperdutti (234).
Mo es ahora tan relevante como antetiormente la condi- 
c i on de la persona a la hora de déterminai la condiciôn de "vît 
tima". Se ha superado la duda de si puede pretenderse vîctima 
tanto una persona natural como jurîdica. El récurrente que se
(233) l’ubl. Cour. Eur. P.M., Série A, vol. 28, pârf. 38, 
pâg. 20.
(234) Ibidem, pârf. 39-60, pp. 20-28 y pârf. 73-75, pp
276
pretende vlctima de una violaciôn del Convenio, supuesto del 
artîculo 10, la libertad de expresiôn no estâ incapacitado 
por el hecho de que posea personalidad natural o jurîdica.
En este sentido se pronunciô la Comisiôn en las Deci- 
siones sobre admisibilidad de las demandas. N® 2690/65 Tel- 
vizier contra Paîses Bajos, n® 5178/71 De Geillustreerde Ders 
N. V. contra Paîses Bajos, n® 6538/74 Times Newspapers Ltd. y 
otros contra Cran Bretafla (235) .
f )  Libertad e independencia del particular en 
el ejercicio de su derecho.
Para facilitar el ejercicio del derecho se ha suscita- 
do la posibilidad de establecer una "personalidad independien- 
te" para asistir al récurrente individual. De esta forma se 
tratarîa de asistir a los individuos por lo que se refiere a 
la presentaciôn de reclamaciones ante la Comisiôn europea. La 
necesidad de orienter los esfuerzos en esta direcciôn se ha 
precisado en los siguientes têrminos:
"La creaciôn en cada Estado que haya reconocido 
el derecho de recurso individual a la Comisiôn, 
de organismes que actûen para la salvaguarda del 
Derecho Pûblico europeo y que sean idôneos para 
procurer a los individuos la asistencia necesaria 
por lo que se refiere a la presentaciôn de recur-
(235) En Annitaire, vol. XVI, pâg. 124 y sentencia del 26 de 
abril de 1979, relative al fondo y del 6 de noviembre 
de 1980 relative a la aplicaciôn del artîculo 50. Publ. 
Cour. Eur. D.H. Série A, n° 30 y n® 38.
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SOS on el sentido del nrtrciilo 25 del Convenio"
(2 36) .
Esta eventual idnd redundaria a nuest.ro juicio en bene- 
ficlo no solo del particular sino del propio procedimiento an­
te la Comisiôn que se verfa mejor protegido frente a la avalan 
cha de reclamaciones mal ftindadas. En cuanto a la libertad en 
el ejercicio del derecho de recurso individual, esta garantira 
da por el artîculo 25 del Convenio (237). En la prâctica se 
cons i de rô necesaria la elaboraciôn de un Acuerdo especial que 
garantizase el ejercicio de dicho derecho. Nos referimos al 
"Acuerdo relativo a las Personas que participai! en los Proce- 
dimientos ante la Comisiôn y el Tribunal europeos de derechos 
humanos" (238).
(236) Sperdut ti, 
335 .
G. ’Su11a presentazione Ob. cit. pâg
( 237)
(238)
Recueil des Textes, pâg. 108.
Asunto n® 4203/69 en Annuaire XIll, pp. 836, 864 y 
Asunto n® 4)01/69 contra Repôblica Federal de Alema 
nia. Ibidem, pp. 7 20, 72 8.
des Droits de l'Homme. Estrasburgo, 1969.
Primer Proyecto Fuô elaborado en Marzo, y en Agosto 
1962 fue sometido a travês del Secretario General 
Comité de Ministres. Exist.îa previamente un "Acuer- 
General relativo a los privilégies e i nmun idades 
Consejo", hecho el 2 de Geptiembrc de 1949, véase
(onseil de l'Europe relatif aux personnes participant 






d e  1
Séries de Traités Européens, n® 2. El Primer Protocole 
a d i cho acuerdo, hecho cl 6 de Noviembre de 1952 , figu­
ra con el n® 10 de las Series de Traités Européennes.
El Segundo Protocole hecho el 15 de Diciembre de 1956 
y que figura Ibidem, con el n® 22. El Tercer Protocole 
del 6 de Marzo de 1959, Ibidem, n® 28 y el Cuarto Pro­
tocole del 16 de Diciembre de 196 1. Estes Protocoles 
e refieren a 1 oa privilégiés Inmun idades de los Repre- 
s rn t an tes Pe i ma non tes ac red i t ados ante el tam'^ejo, Pro - 
rocolo (I), a los miembros de la fiomisiôn (Protocole 11) 
a la (undaciôn y el (i 11imo hace rcferencia a los Jueces 
<lo| Tribunal.
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Son beneficiaries tanto los agentes como los asesores 
y abogados de los Gobiernos. El apartado (a) del articulo 1, 
establece. "Agents of the Contracting Parties and advisers and 
advocates assisting them".
El artîculo 1 del Acuerdo en sus apartados (a) y (e), 
enumera las personas a quienes bénéficia el Acuerdo del 6 de 
Mayo de 1969. Concepto que se amplia gracias a la previsiôn 
üel artîculo 1 (e) (239) refiriéndose a "otras personas" 
llamadas a participât en el procedimiento.
Se ha valorado favorablemente su aportaciôn:
"Its novelty lies in the fact that these partici­
pants include a much great variety of persons, 
who may kind themselves in a greater variety of 
circumstances than those commonly concerned in 
agreements of this sort" (240).
Su particularidad se debe en gran medida al sistema en 
que fué elaborado. El texto del Acuerdo fue preparado conjun- 
tamente por el Tribunal y la Comisiôn europeos de derechos 
humanos. A primera vista, parece innovador el sistema de ela­
boraciôn del Acuerdo. Lo redactaron los miembros de los ôrga-
(239) Véase el texto en Recueil des Textes, pp. 201 y ss.
(240) Robertson, A.H.: "Agreement relating to persons par­
ticipating in proceedings of the European Commission 
and Court of Human Rights", en Miscellanea W.J. Ganshof 
vander Meerch, T.I., Bruselas 1972, pp. 545-564, en 
concrete pâg. 546 y "Human Rights in Europe" Manches­
ter 1977, pp. 154-158.
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nos do roMtrol (Comisiôn y Tribunal), con todnl independen­
cia de sus respect i vos (îobiernos.
Sin embargo, los resultados no Fueron excesivamente 
prâcticos, porque bubo de recurrirse al procedimiento clâsi-
co de negociaciôn de tratados. El proyecto se remitiô al Co­
mité de Expertes en Derechos humanos, cuyos miembros operan 
en virtud de las directrices que les dictan sus respectives 
gobiernos. Y on la aprobaciôn de 1 texto definitive intervino 
asimismo el ôrgano asesor del Comité de Ministres (241).
En las categorfas incluîdas en el texto se ha euestlo­
ti ado la diferencla entre consejero ("counse1" (conseil) y abo 
gado ("advocate" (avocat). Es simplemente una cuestiôn termi­
ne lôg ica .
"It would appear that "counsel" is a poor trans­
lation of the French "conseil" (242).
I,a misma terminologla habfa sido utilizada previamente 
por el artîculo 17 del Tribunal Internaciona1 de Justicia (245)
(241) Rapport du Commité d'Experts. Véase Doc. II (69) 15 de 
2 7 de Octobre de 1969.
( 24 2 ) Robertson, A. II., Ob. cit. pâg. 249 y nota 11. El texto 
frnncés establece "les agents des Parties Contractantes 
ainsi que les conseils et avocats qui les assistent", 
(npnrtado (a) del art. 1) en Recueil des Textes, pp.
202 y ss.
(24 5) Véase "Acts and Documents relating to the organisation 
of the International Court of Justice, Séries D, pp. 
86-90.
Fin el supuesto del Tribunal de lus tic in de las Comuni- 
dn«1r< np les confrere a los litipantes cn virtud del 
I’roinroln del 17 dr Abril de 1957 y el Reqlamento del
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Y, tambiên por el artîculo 24, pârrafo 2® del Reglamento del 
Tribunal europeo de derechos humanos que estipula la recusa- 
ciôn de los jueces;
"Aucun juge ne peut participer à l'examen d'une 
affaire dans laquelle il est personnellement in­
téressé oïL dans laquelle il est antérieuremente 
intervenu soit comme agent, conseil ou avocat 
d'une Partie on d'une personne ayant un intérêt 
dans l'affaire, soii comme membre d'un tribunal 
d'une commission d'enquête ott à tout autre titre"
(244) .
El Acuerdo reviste singularidad en cuanto que se refie­
re también al ejercicio del derecho de recurso individual por 
particulares (art. 25 del Convenio). Si el Estado demandado ha 
reconocido el derecho de recurso individual, (245) también se 
ha comprometido:
"a no poner traba alguna al ejercicio eficaz de 
este derecho" (246).
Tribunal del 11 de Noviembre de 1959, en Journal Offi­
ciel des Communao-te's du 1959, pp. 349-370, y del 1960, 
pp. 13 y ss. pp. 17 y ss (arts. 32 y ss. y 47 y ss).
(244) Recueil des Textes, pâg. 409.
(245) Modinos, P.: "La Convention Européenne des Droits de 
l'Homme. Ses origines, ses objectifs, ses realisations", 
en: Annuaire Européen, vol. 1, La Haya 1955, pâg. 167.
(246) Recueil des Textes, pâg. 108.
f,n Comisiôn cuando el recurren le alega la existencLa 
de alguna Iraha en eI ejercicio de su derecho, procédé a corn- 
prohar la existencia del obstâculo y requiere al Estado inte- 
resado para que haga desaparecer el obstâculo o impedimento 
adticido y en ese caso no se api i can las reglas générales de 
admisibilidad. De lo contrario el particular no estâ legitima- 
do para proseguir la acciôn.
Es crucial para que el récurrente pucda ejercer efîcaz- 
mente el derecho de recurso individual que se le asegure la 
libertad de manifestarse y comunicarse libremente con la Comi­
siôn o con el Tribunal si su asunto fuese elevado ante el ôrga 
no juiisdiccional. Esta libertad e independencia son necesa- 
rias incluso una vez que ha flnalizado el procedimiento ante 
los ôrganos de Estrasburgo, y estas garantlas se le conceden a 
partir del momento mismo en que el récurrente entra en rela­
ciôn con la Comisiôn.
Estas garantlas se condicionan a que el Estado deman­
dado hubiese reconocido al particular el ejercicio del derecho 
de recurso individual (247), y al propio comportamiento digno
"... a l’expression "participer a la procédure" vise 
aussi toute communication préliminaire tendant a l’in­
troduction d ’une requête dirigée contre un Etat qui a 
reconnu le droit de recours individuel selon l'article 
25, de la Convention". (Pârrafo 2® in fine del Art. I 
de I Acuerdo), en Recueil des Textes, pâg. 202.
El Comité de Expertes en Derechos humanos que "tomen 
parte en los procedimientos” induira "making communi­
cations witli a view to a complaint against a State which 
has recognised the right of individual petition under 
art. 25 of the Convention", véase Robertson A.11. Ob. 
cit. pâg. 545.
f M  ' ) Rr, u'- i I des Tex tes , pâg . 202, véase Asunto n® 5265/7 1
reiilra C ran Rretnua en Décisions et Rapports, .3, pâg. 5.
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del récurrente. El artîculo 2 estipula la inmunidad de juris- 
dicclôn de los beneficiarios del Acuerdo de 1969, siempre que 
se trate de aquellas actividades que formen parte de los pro­
cedimientos (248). Se impone a los particulares la obligaciôn 
de no divulgar las declaraciones efectuadas o los testimonies 
presentados en los procedimientos ante la Comisiôn o ante el 
Tribunal. La conducta incorrecta del beneficiario y que entor- 
pezca la administraciôn de justicia, no le permite invocar los 
privilégies inmunidades y facilidades que le otorga el Acuerdo 
La Comisiôn o el Tribunal deberân retirarle dicha inmunidad, 
siempre que no se oponga a la finalidad prevista en el artîcu­
lo 1 .
El elevado nômero de demandas presentadas por particula­
res privados de su libertad concede interés especial, singular 
mente, a la libertad de correspondencia de los detenidos garan- 
tizados en el artîculo 3, pârrafo 2, del Acuerdo, en cuyo apar­
tado a) se estipula el derecho a que su correspondencia no sea 
retenida por las autoridades penitenciarias que estân obliga- 
das a tramitarla expeditivamente, aunque pueden abrir las car- 
tas y leerlas sin enmendarlas (249). El apartado (c) les garan­
ti za el derecho de comunicarse con un letrado.
(248) Les personnes visées au premier paragraphe de l'article 
1 du present accord jouissent de "immunité de jurisdic­
tion à l'égard de leurs déclarations faites oralement 
ou par écrit à la Commission ou S la cour, ainsi qu'.à 
l'égard des pieces qu'elles leur soumettent".
(249) No hubo prueba suficiente respecte a la perturbaciôn 
del derecho a la libertad de correspondencia. Igual ocu- 
rriô en los asuntos n® 5371/72 y 6579/74 en Recueil des 
Décisions 46, pâg. 85, la demanda fue retirada. Tampoco 
pudo probarse la interferencia en el ejercicio del de­
recho del detenido que reclamaba por el traslado de pri- 
sion. Asunto n® 5282/71, en Recueil des Çécisions, 42, 
pâg. 99.
. * . / — .
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La lil>erta<l de movitnientos es fundamental a estos efec 
•os, el artîculo 4 la garantjza en principio, aunque admite 
una serte de 1imitaciones, que son -idénticas a las incluîdas 
en el artîculo 2 de 1 Protocole IV del Convenio. Estas limita- 
ciones no dejan indefenso al récurrente puesto que la Comisiôn 
puede envlar "in situ" a sus delegados para que oigan al par­
ticular retenido. Se entiende que tendr.ln derecho de trânsito 
para desplazarse a Estrasburgo, las personas inculpadas por 
bechos acaecidos, con anterioridad al inicio del desplazamien- 
to.
Los Estados estân capacitados para imponer restriccio- 
nes que deberân estar justlficadas en razôn de un interés ob- 
jetivo. Se admite la posibilidad de que el Estado imponga res- 
tricciones que puedan cnnsiderarse:
"in accordance with the law and is necessary in 
a democratic society in the interests of natio­
nal security, for the detection or prosecution 
of a criminal offence or for the protection of 
hea1th".
/ . .
Véase Asunto n® 4 35 1/70 contra RepOblica federal de 
Alem.anla en Annua irè XII I, pp. 914 -920.
VAase asimismo Asunto n® 38ÔB/68 en Annuaire, cit. 
pp. 600-018 y Recueil des Décisions 34, pâg. 10.
En cuanto a la actitud de las autoridades peniten­
ciarias Asunto n® 4225/69 contra Cran Rretana, en 
Annuaire XîlT, pp. 864 y 886. Se comprobô la ingeren 
cia PU los asuntos n® 3717/68 contra Irlanda en An - 
nu.airp XT11, pâg. 5 2 8 y Recueil des Décisions, 31,
pâg. 96.
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Se ha afirmado que las previsiones del artîculo 4 del 
Acuerdo parecen haber establecido un grado razonable de li­
bertad de movimientos para acudir a los procedimientos de la 
Comisiôn y del Tribunal (250). Es précise valorar que, como 
es lôgico, sôlo la Comisiôn y el Tribunal estân capacitados 
para suspender el disfrute de los privilégies•e inmunidades, 
aunque el Estado interesado deberâ aportar pruebas que justi- 
fiquen la medida, al Igual que el récurrente que alegue la 
violaciôn de su derecho deberâ aportar pruebas del obstâculo 
interno (251).
C. Normas esenciales de los ôrganos fiscalizadores y 
de decisiôn sobre los derechos de reclamaciôn y de 
reparaciôn individuales♦
1. La Comisiôn europea de Derechos Humanos.
a) Naturaleza jurîdica y el acceso directe de las 
personas fîsicas y jurîdicas.
La Comisiôn es el ôrgano mâs sobresaliente de la es- 
tructura ejecutiva y de la protecciôn individual del Convenio. 
Su constituciôn estaba prevista y fue creada inmediatamente 
despuês de la entrada en vigor del mismo. La primera cuestiôn 
que analizaremos es la relativa a su verdadera naturaleza ju­
rîdica, de la que depende el mejor conocimiento de sus funcio- 
nes, y de su competencia en el âmbito de la protecciôn europea 
de los derechos humanos.
(250) Robertson, A.H., Ob. cit. pâg. 560.
(251) En cuanto a la presentaciôn de pruebas. El récurrente 
reclamaba por no disfrutar del derecho de recurso in­
dividual para reclamar contra su culpabilidad. No pudo 
comprobarse que se le hubiese obstaculizado su derecho, 
véase Asunto n® 5158/71 contra Austria, en Recueil, 
cit. vol. 42, pâg. 136.
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Apnrenromen(e , In Comisiôn no so présenta, en sentido 
pstrirto, rnmo im ôrgano judicial, ya que csa designaciôn, se 
gôn el prnpio Convenio, le corresponde al Tribunal, Sin em­
bargo, siendo como es la Comisiôn, el ôrgano princIpaImente 
llamado a decidlr la admisiôn o no, esto es, la admisibilidad 
de las demandas o instancias de protecciôn y tratândose al 
mismo tiempo, segôn el propio Convenio, de decisioncs défini- 
tivas, pudiera deducirse que la actividad de la Comisiôn ré­
sulta, en la prâctica, muy prôxima a la caracterîstica de la 
acc ion judicial.
ri tema merece atenciôn, porque fâcilmente se le cali- 
fica de instancla "sui generis", y porque, tampoco, se puede 
decir que sea un ôrgano de Igual naturaleza y funcionamiento 
que los tr ibuna les internos. Se ha dicho, con justeza, que la 
Comisiôn desempeôa un papel tan diplomâtico como judicial y, 
por otro lado, la misiôn de la Comisiôn ante el Tribunal no es 
litigiosa, sino func iona1 (252).
(252) Se lia dicho que la naturaleza de la Comisiôn viene con 
dicionada por la transacciôn de las Partes. Textualmen 
te ;
"Solution de compromis entre les exigences contradic­
toires de l’individu - à qui les promoteurs de la Con­
vention, voulaient ouvrir les portes du prétoire inter­
national d'un côté, et de l’Etat qu’il fallait protéger 
contre les recours individuels abusifs de l'autre, la 
création de la Commissiôn résume, san doute, l'origina­
lité de la Convention. N'étant pour l'individu qu'un 
succédané de la Cour, alors qu’elle est le tribut payé, 
sinon l'hommage rendu aux souverainetés des Etats...". 
Vasak, K .: "la Convention Européenne des Droits de 
l’Homme", (Tes Organes de la Convention 1 Cahier). En 
dur is classeur de Droit International. Fascicule 155, 1 
Cahier. 9 , fOÔO, Paris, 1969, pp. 12-1.3.
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La naturaleza jurîdica de la Comisiôn no puede, sin 
embargo, establecerse tan solo en base a un criterio teleolô- 
gico, es decir atendiendo a las funciones que le han sido en- 
coraendadas, pues importa no olvidar el contexto en el que se 
creô este ôrgano para comprender cual es su autêntica natura­
leza. Es cierto que las funciones que le han sido encomenda- 
das podrîan llevarnos a pensar que se trata de un ôrgano de 
carâcter judicial. Pero esto no se corresponde sino con una 
parte de la tarea que le ha sido encomendada.
Se suele subrayar, tambiên, el papel de la Comisiôn co­
mo desestimadora de demandas inadmisibles. Pero esta tarea 
aunque ocupa gran parte de su labor no creemos que pueda, ni 
deba desempaflar la relevancia de otras tareas que son desde 
nuestro punto de vista esenciales: el papel diplomâtico nego- 
ciador de intermediaria entre las partes, y la misiôn funcio- 
nal que ejerce ante el Tribunal en lo que se ha calificado de 
defensora de los intereses del particular ante el Tribunal, 
supliendo la falta de acceso del mismo.
En la prâctica el sistema de actuaciôn de la Comisiôn 
tiene por objeto evitar que se le considéré como un ôrgano ju- 
risdiccional con una tarea que le inhabilitarîa para una fun- 
ciôn juzgadora y debido también, esencialmente, a la falta de 
competencia obligatoria del Tribunal. Pero incluso en estos 
casos no compete a la Comisiôn la decisiôn final sino que co­
rresponde al Comité de Ministres.
El carâcter final ((e su decisiôn se ha criticado por creer 
que redunda en bénéficie de los Estados que puedan elevar, nue 
vamente, las excepciones de inadmisibilidad ante el Tribunal, 
como exponemos, mâs adelante. Esta eventualidad es la actitud 
mâs prédominante en los supuestos de reparaciôn. La consecuen 
cia de esta facultad estatal implica la posibilidad de una de-
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clnrncinn de inadmisibilidad contraria y posterior por parte 
del propio iribunal.
Es significative a la hora de establecer la naturaleza
de la Comisiôn que el Tribunal no se configura como una instan
cia de apelaciôn respecte de la Comisiôn, sino del ônico ôrga­
no de carâcter Judicial a quien corresponde la decisiôn final. 
Aunque la Comisiôn pueda, sin duda alguna ayudar al Tribunal al 
que estâ asociada por el propio Convenio.
î,a Comisiôn no tiene, tampoco el carâcter de ôrgano o 
tribunal de apelaciôn que pueda derogar las decisiones internas 
contrarias al Convenio. Su misiôn es la de asegurar los compro 
misos asumidos por las Partes Contratantes en virtud del Conve­
nio y de sus Protocoles Adicionales. En relaciôn con los tribu-
nales internos, las decisiones de la Comisiôn y no la jurispru­
dencia como a veces se comenta su labor, tienen gran valor pa­
ra Jas autoridades internas por la propia voluntad de los Esta­
dos- Partes de someterse al sistema de control establecido. Supe 
ditanto su actuaciôn al control por ôrganos internacionales.
Esta voluntad, como bemos vis to, se acentuô al llegarse 
a un compromiso entre los autores del Convenio que permitiô es­
tablecer la Comisiôn y el Tribunal, Frente a los pa rt idar ios de
Ta instauraciôn de una Comisiôn finica (253).
(253) Con motivo de la redacciôn de la enmienda al antipuo
artîculo Iô se debîa a la voluntad de conferir un mayor 
poder a la Comisiôn si se exclura el Tribunal. Sc ha dj^  
cho que en la primîtiva prâctica de la Comisiôn esta con 
fundîa las réglas relativas a su competencia v las rela 
• i vas a la inadmisibilidad de las dem.andas:
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Importa subrayar, que el Informe de la Comisiôn no es 
absolutamente vinculante respecte del auténtico ôrgano juris- 
diccional del Tribunal. Las funciones caracterlsticas de la Co 
misiôn se cifran en el examen e investigaciôn de la reclama­
ciôn, el esclarecimiento de los hechos y a formular su opiniôn 
en cuanto al Derecho (254).
"ce n'est que depuis le 11 Janvier 1961 qu'elle établit 
une distinction entre les régies gouvernant sa compéten 
ce établit une distinction entre les régies gouvernant 
sa compétence et les conditions de recevabilité des re­
quêtes, encore ne fair elle depuis cette date, cette di£ 
tinction qu'episodiquemente, continuant à utiliser fré- 
quement sa formule antérieure". Véase Monconduit, F.:
"La Commission européenne des Droits de l'Homme, Leyden 
1965, Cap. II, pp. 155-214, en concrete pâg. 155, y res­
pecte de la prâctica iniciada en 1961, se refiere al 
asunto n® 788/60 "Austria contra Italia". Déclara que 
las reclamaciones se encuadran en el marco del Convenio, 
descarta su "incompetencia ratione materiae" y senala 
"considérant qu'auncun autre motif d'incompétence ou 
d’irrecevabilité n'a être retenu d'office", "Where as 
it has not found ex officio any other grounds of incom­
petence or inadmissibility". Véase Annuaire... vol. IV, 
pâg. 183. Y por ûltimo respecto del peligro apuntado 
véase Recueil des Travaux Préparatoires de la Convention 
Eur. D.H. vol. 1, pp. 90-91.
(254) En la propuesta de enmienda de Chaumont, se obligaba
al Estado a facilitar debidamente la labor investigado- 
ra de la Comisiôn. En el mismo documente los expertes 
Roed y Welter, propusieron que fracasada la concilia- 
cïôn, la Comisiôn "constatarâ los hechos y facilitarâ, 
si es posible, una exposiciôn de su opiniôn". Dupuy, J.: 
"La Commission européenne des droits de l'homme", en 
A.B.D.I. , 1957, pp. 449-477,
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Pnrn que la Comisiôn fiiera un ôrgano judicial deberia 
reunir ias condiciones exigidas en ei artîculo 6 respecto a 
los Tribuuales nacionales. Derecho de juzgar de forma "equi- 
tativa y pôblicamente", mediante un procedimiento ônico.
El papel importante que desempeôa la Comisiôn se debe, 
sin duda, a que la aceptaclôn de la jurisdiction del Tribunal 
es facultatlva (art. 46) y en su defecto y en todo caso la Co­
misiôn ha de decidir sobre la admisibilidad de las demandas, 
decisiôn que es adoptada antes de que sea examinado el fondo 
del asunto. De esta suerte la Comisiôn contrôla "de facto" en 
medida decisiva, el mecanlsmo de protecciôn establecido por el 
Convenio.
la Comisiôn desempeôa, pues, un papel central que difie- 
re mueho del que, in leialmente, prétendra otorgârsele (255). La 
Comisiôn, al carecer el individu© de "lus standi" ante el Tri­
bunal, se ha visto llevaba por la propia dinâmica del sistema 
protector a ser el eco de los Intereses individuales, el por- 
tavoz de 1 individuo ante el Tribunal europeo de Derechos Huma - 
nos .
incluso quienes sostienen el carâcter jurisdictional de 
este ôrgano, reconocen que la correlation ôrgano-funcion no 
puede siempre responder exactamente a la cuestiôn relativa a 
la naturaleza del ôrgano que es la Comisiôn (256).
(255) Respecto de la func ion jurisdiccional, véase Moncon­
duit, E .: "La Commission Européenne des Droits de 
l'Homme". Leyden 1965, pp. 299 y ss.




No puede considerarse a la Comisiôn como un "ôrgano ju 
dicial" pues carece de poder decisorio, vinculante, en rela­
ciôn a la reclamaciôn examinada. Solo tiene poder de decisiôn 
para declarar la inadmisibilidad de las demandas conforme a lo 
estipulado en los artîculos 26 y 27. Estos detallan debidamen­
te cuales son las causas de inadmisibilidad decantando clara- 
mente los limites de la acciôn decisora de la Comisiôn (257).
La labor investigadora y despuês la celebraciôn de un 
procedimiento contradictorio permite a la Comisiôn elaborar un 
Informe con una valoraciôn jurîdica de los hechos y con propue^ 
tas para la superaciôn de los conflictos. El Informe expone la 
vision del pleno si es unânime, si no se incluyen los votos par_ 
ticulares que facilitan la labor de los Ôrganos de decisiôn, 
porque tendrân una base de conocimiento del asunto con un buen 
abanico de matizaciones y consideraciones en torno a los hechos, 
y a su apreciaciôn jurîdica (258) .
Sin embargo, debe siempre entenderse que es un ôrgano de 
investigaciôn para lo cual tiene amplias facultades y un ôrgano 
conciliador al que corresponde una misiôn singular de coopera- 
ciôn con el Tribunal (259). La conocida labor de filtro de la
Varela Feijoo, J.: "La protecciôn de los derechos huma­
nos "Jurisprudencia de la comisiôn y Tribunal europeo 
de Derechos del Nombre" Barcelona, 1972, pp. 193-196.
(257) Recueil des Textes, pâg. 108.
(258) Véase los arts. 28 al 31 del Convenio, en Recueil des 
Textes, pp. 108-109.
(259) Informe de Teitgen. Asamblea Consultiva 1950, porque el
Comisiôn es la que tiende a afirmar su carâcter quasi judicial, 
que lin compartimos, y que nos parece nue pretende salvaguardar 
con excesivo celo las prerrogativas que se la han concedido, pe 
ro no su carâcter (260),
proyecto sea debatido por la Asamblea y posteriormente 
fuese reenviado a la Comisiôn y en palabras del britâ- 
nico Foster "servir de base h un nouveau rapport" en el 
Compte Rendu analitique de la 6 séance. Despuês de ana­
lizar los derechos garantizados, examina la Cuestiôn 
del sistema de garantîa de los mismos. Anteproyecto del 
Convenio europeo de Derechos humanos preveîa una Comi­
siôn de encuesta y conclliaciôn y en el supuesto en nue 
êsta fracasase en su Intento se someterîa a un Tribunal 
europeo de Justicia. Véase Rec. Trav. Prep. vol. I, pu. 
90 9 I .
Eu el Tîtulo ri de 1 Convenio séria finalmente donde se 
previô el establecimiento de la Comisiôn y el Tribunal 
europeos de Derechos humanos con sede en Estrasburgo, 
en Recueil des Textes, pâg. 107.
(260) Cassese A., callfica esta funciôn que ejerce la Comisiôn 
como "cuasi jurisdiccional". (a Comisiôn tiene poder de 
juzgar. Cuando el pleno de la Comisiôn comunica una dé­
rision en cuestiôn de admisibilidad, se puede afirmar 
que esta actrta en su "judicial capacity". Ya que ademâs 
desemboca en una decisiôn obligatoria que de ser positi­
va faculta al Individuo para continuar el procedimiento 
invocado. Véase "Le droit de recours individuel devant 
la Commission européenne des droits de l'homme" en: "Les 
Clauses Facultatives de la Convention Européenne des 
drolls de l'Homme" Ra ri 1974, pâg. 57.
Eu cuanto a i a posicion de 1 individuo ante Ta Comisiôn, 
véase Puente Egido 1 : "Algunas consideraciones en torno 
a la situaciôn proccsal dp los particulares ante las ins 
taurins internacionales". En, R.E.D.l. 1967, n® 2, pp.
2 60 20%.
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b) Composiciôn y funcionamiento como ôrgano de 
encuesta y conciliaciôn.
La elecciôn de los miembros de la Comisiôn fue debati- 
da en el proceso de elaboraciôn del Convenio. Se debatiô si 
los ôrganos encargados de su elecciôn podîan ser el Comité'de 
Ministros y la Asamblea Plenaria conjuntamente o bien la al­
ternative que preveîa que la elecciôn correspondiera ûnicamen 
te al Comité de Ministros o al Tribunal europeo. La elecciôn 
debîa efectuarse en base a una lista de candidates previamente 
seleccionados por la Asamblea, cada grupo nacional de la Asam­
blea debîa presenter très candidates.
El sistema que se aprobô, confiera al Comité de Minis­
tros la misiôn de elegir los Miembros de la Comisiôn en razÔn 
de la lista presentada por la Asamblea, en la que figuran très 
candidates de cada Estado; dos de los cuales, deben necesaria- 
mente ser nacionales, aunque aquella no podrâ estar integrada 
por mâs de un nacional de cada Estado. La elecciôn debe efec­
tuarse por "mayorla absoluta de votos" y escrutinio secreto
(261).
En la prâctica los grupos nacionales intégrantes de la 
Asamblea toman en censideraciôn las exigencies requeridas para 
ejercer la funciôn de Juez, para garantizar su "imparcialidad" 
ya que actuan a "tîtulo individual". Existe la posibilidad 
de que se elija como miembro de la Comisiôn a un funcionario 
de un Estado-Parte (262).
(261) El art. 39 (1) dispone la elecciôn,en Recueil des 
Textes pâg. 110.
(262) Véase Estatuto del Consejo de Europa: Composiciôn de la
ni nrtIiMilo 20 nstahlece que el nfîmero de miembros inte 
gr finies de l;i f'nmis i 6n ses igual al de las Allas Partes Contra 
tantes del Convenlo. Con la salvedad de que "no podrS haber 
mfîs de un naclonal del mi smo/Cstado" (263).
No qulere decir que cada Estado esté Eacultado o llama 
do a tener, automdtlcamente, un représentante de su nacionali- 
dad en el seno de la Comisién, aunque hasta el momento présen­
té no se ba dado la poslbilidad distinta. El procedimiento de 
eleccion y el période de 1 mandate se ha dicho que signe el mo­
dèle establecido en el artîculo 13 del T.I.J. (204).
/. .
Asamblea Consultiva, art. 25, enmendado en 1970. Art.
21 (1) del Convenio. Recueil des Textes, pég. 107. 
Robertson A.11., seRala que en la practica, el requisi­
te del art. 21, 1, bace que exista un miembro de la 
Comision de la nacionalidad de cada une de los Estados 
Partes. Véase "Human Rights in Europe" Manchester 1977, 
pag. 140, este autor también examina los problemas 
que surgen cuando se désigna a un funcionario pOblico 
y la préctica en este caso, a instancia de la Asamblea 
Consultiva, Ibidem, pég. 143, y Assemblée *^a r lamenta i- 
re, Pocumonts, n" 2825, par. IX de 18 de Septiembre de 
19 70.
(203) Recueil des Textes, pdg. 107. Véase Zanghi, C .: "Osser- 
vazioni sulla composizione délia Commissione europea 
dei diritti dell'uomo (Per un commente agli articoli 
20 23 délia Convenzione Europea)" en, Rivista di Diritto 
Europco. Ottobre-Dicembre 1974, Anno XIV, n" 4, pp.
3 17-325.
(204) El art. 21 definitive en su pérrafo 1” dispondrîa: "Los 
miembros de la Comisién son elegidos por el Comité de 
Ministres, por mayor la absoluta de votes, de una lista 
de iinmbre'; e la liorada por la Mes a de la Asamblea Consul- 
1 ivr», cada ptupo de représentantes de las Al tas Partes
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1. La duraciôn del iandato.
El perlodo de elecciôn variô en cuanto a la primera 
elecciôn. Se dispuso que el mandate séria de seis aftos siendo 
reelegibles (art. 22, pfo. 1) (265), pero*fla primera elecciôn 
fue necesario que el mandate de siete miembros expirase una 
vez cencluîdes los très primeros aflos, y los otros cuatro 
miembros conservasen su mandate por un perlodo de seis aflos 
en el que expirarla el mismo. Su determinaciôn la efectuarîa 
el Secretario General por sorteo apenas que se hubiera proce- 
dido a la primera elecciôn (266).
Estableciéndose un perlodo mâximo del mandate fijado 
en nueve aftos y un mlnimo en très aftos, en esta primera elec­
ciôn para hacer posible la renovaciôn de la Comisiôn siete de 
los miembros de la Comisiôn finalizaron su misiôn a los 3 aftos 
de su elecciôn. Posteriormente la elecciôn se ha venido veri- 
ficando periôdicamente, produciendose en ocasiones la reelec- 
ciôn de sus miembros (267),
Contratantes en la Asamblea Consultiva présenta très 
candidates de los que al menos dos serân de su nacio­
nalidad", en Recueil des Textes, pâg. 107.
Véase Diez de Velasco Vallejo, M . , Ob. cit. pp. 600 
y ss.
Truyol, A., ob. cit. pp. 46-52.
Castberg, F., ob. cit. pp. 14 y ss.
Garcia de Enterria E., y otros, pp. 109-111.
(265) Recueil des Textes, pâg. 107.
(266) Ibidem, pâg. 107.
(267) Art. 21 (3), Ibidem, pâg. 107
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En la actual Idad veintiuno soi los miembros de la Coml- 
sîdn, sierulo miembro de la Comisiôn europea, el Catedrâtico 
espaHol CarriJlo Salcedo, J.A. (268). El procedimiento para 
la elecciôn conforme a lo estipulado en los articules 20 a 
22 se diferencia del modo de elecciôn de los miembros del Tri^  
buna 1 europeo que corresponde al Comité decidir el candidate 
elegîdo (2Ô9).
Se prevee que cuando se elija un miembro como sust itu- 
to, este cumplirâ el término del mandate de su predecesor 
(2 70).
(268) Elegido en Piclembre de 1979, una vez que Espana bubo 
ratificado el Convenio. Véase R.I.E., 1980, I, pâg. 
239.
(269) Recueil des Textes, pâg. 107, y respecte de la elec­
ciôn de los miembros de 1 Tribunal véase arts. 39 y 40
Ibidem, pâg. 110.
la elecciôn se rcaliza por mayoria absoluta y voto se­
crete eu base a la lista de nombres que le es dirigida 
por la Asamblea Parlamentaria, tema que corresponde a 
cada Estado, debiendo ser dos nacionalcs.
(270) El art. 13 del Anteproyecto se i ne lui a un tercer pâ-
rrafo a este fin. El art. 22 (5) on Recueil des Textes,
pâg. 107.
ba Comisiôn después de actuar de filtro de las deman­
das, actuarâ de conciliâdora y establecerâ los hechos 
de las demandas declaradas admisibles. La Comisiôn eicr 
cerâ posteriormente un derecho de acciôn derivado o se 
cundario, ya que serâ ésta la que interponga la deman­
da ante el Tribunal Europeo de Derecbos del Membre. El 
derecbo de recurso indirecte a través de la Comisiôn 
requlriô la creaciôn de un Tribunal europeo adecuado 
a 1gunos miembros de la Comisiôn de Cuestiones .lur1dicas 
y Administrât!vas manifestaron ya en e1 Provrcto de Re- 
soluciôn près en t ado a la Asamblea Consultiva a su cono-
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En un principle correspondîa al Secretario General del 
Consejo de Europa convocar a la Comisiôn. Esta previsiôn que- 
dô notablemente modificada en la prâctica.
La apreciaciôn de la conveniencia de la convocatoria 
de una reuniôn debla corresponder en parte al propio ôrgano 
y para ello debla consultarse a su Présidente (271), En la ac 
tualidad la Comisiôn se reune por decisiôn de su Présidente, 
cada vez que este estima que se dan las circunstancias que lo 
exigen. Debe reunirse ademâs si lo solicita, al menos un ter- 
cio de sus miembros (art. 15 del Reglamento).
cida sesiôn plenaria de Septiembre de 1949, necesi- 
dad de vincular la instituciôn de la Comisiôn de in- 
vestigaciôn y conciliaciôn con el Tribunal europeo.
Esta interpretaciôn entendia que no era conveniente 
la creaciôn de una Comisiôn que gozase de plena inde- 
pendencia frente al Tribunal. Uno de los modos que 
previeron a fin de vincular a la Comisiôn con el Tri­
bunal consistia en habilitar al Tribunal para que pro- 
cediese a la elecciôn de los miembros de la Comisiôn. 
Esta ademâs estarîa sometida a un cierto control por 
parte del Tribunal.
(271) En cuanto a las modificaciones de su Reglamento mar- 
can segûn Eissen M.A., una orientaciôn claramente li­
beral y pueden enmarcarse en cuatro diferentes catego- 
rîas :
1. Aquellas que tienden a mejorar la eficacia del fun- 
cionamiento de la Comisiôn.
2. Otras a revelar la independencia y autoridad de esta 
ûltima.
3. Aquellas que tienden a reforzar la posiciôn del in- 
dividuo demandante.
4. Finalmente aquellas tendentes a précisât las rela- 
ciones de la Comisiôn con el Tribunal".
P.n tin principle s r estipiilô la celebracion de dos se - 
siones ord i nar i as annales, y las extraordrnarias que impusie- 
sen las circunstancias. F.n realidad la Comisiôn no célébra 
sesiones poriôdicas, Fsto se debe a la variabilidad en la 
aflnencla de reclamaclones y las mCiltiples tareas de sus miem 
bros ban obligado a que la propla Comisiôn fi je la convocato­
ria de su prôxima reuniôn, al término de la sesiôn precedente 
(art. 15) (272).
Esta dedicaciôn (part-time) de los miembros de la Comi­
siôn ba sido objeto de crîticas. Se replantea la poslbilidad 
de una nueva configuraciôn del funcionamiento de este ôrgano, 
que se soiucionô parcialmente mediante la suavizaciôn del sis- 
tema de votaciôn rcquerido, reducciôn de 1 quorum, justificada 
pr Imordia 1 men te por la falta del carâcter de permanencia de la 
Cornis ion.
Para su funcionamiento se requiere el quorum de un mi - 
nimo de 9 miembros en la celebraciôn de sesiones plenarias. Asun 
tos partlculares se exarninan por una Comisiôn con una compost- 
ciôn de seis miembros (273). La labor de la Comisiôn se distin-
Vôase: "I,e nouveau règlement intérieur de la Commission 
Européenne des Droits de l'Homme", en A.F.D.Î., 1960, 
pp. 7 74-790.
El art. 55 del Convenio disponîa que la Comisiôn se reu 
nia a instancia de 1 Secretario General del Consejo de 
Europa. Recueil des Textes, pâg. 110.
( 272 ) ibidem, pâg. .305.
( 27 3 ) Moim 'Utt’n i f , i . ( b. cit. p) . 2192/0
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gue por su carâcter confidencial, sus sesiones se celebran a 
puerta cerrada. Esta particularidad es muy polemica hoy en 
dia, y no parece que fuese la intenciôn que abrigaban los auto 
res del Anteproyecto que preveîan la publicaciôn del Informe 
de la Comisiôn (274) .
Ahora bien, el 'carâcter confidencial se justifica pri^  
mordialmente por el deseo de favorecer la labor conciliadora 
no solo ante la Comisiôn sino posteriormente ante el Comité. 
Incluso la publicidad del Informe se prevee como eventual san- 
ciôn por parte del Comité en los supuestos en que el asunto 
no sea trasladado ante el Tribunal.
La falta de permanencia del ôrgano se suple por la Se- 
cretarîa de la Comisiôn, en la que prestan sus servicios, abo- 
gados cualificados, y a la que corresponden las tareas admi­
nistratives y la labor que entre los intervalos de sesiones 
realizan los miembros de la Comisiôn, reuniéndose en ocasiones 
fuera de Estrasburgo y realizando investigaciones "in situ".
La ventaja derivada de la falta de permanencia es su 
movilidad y la flexibilidad discrecional de su organizaciôn, 
que se evidencia en la formulaciôn de su Reglamento interno y 
en las sucesivas y continuas modificaciones a que se le ha so - 
metido, en virtud de la facultad estipulada en el artîculo 36 
del Convenio (275) .
(274) Doc. CM/WP, 4 (50) I, Confidencial y véase art. 8
del Estatuto del Consejo de Europa, en Annuaire Européen 
vol. I, Instrumente de adhesiôn de Espana al Estatuto, 
véase B.O.E. 1 de marzo 1978.
(275) Recueil des Textes, pâg. 110.
Monconduit, P., ob. cit. pp. 225 y ss.
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2. CuaIificacion He sus miembros y el carâcter 
ciel mandate.
Como peculiaridades de la composiciôn de la Comisiôn se 
pueden seflalar, entre otras, las condiciones requeridas para 
ser miembro y el carâcter del mandate de los miembros.
la cualIfrcaciôn para ser miembro de la Comisiôn radica
en la buena reputaciôn jurîdica, internaciona1 y moral de los
Candida tos.
No se exige su pertenencia a la carrera judicial, hecho
que, para a 1gunos puede afectar a su auténtica independencia.
Los miembros de la Comisiôn deberân ser buenos conocedores de 
sus respectives Derecbos internes, cuya legislaciôn es suscep­
tible de ser examinada por la Comisiôn (276). El carâcter del 
mandate viene claramente establecido en el articule 23 del Con 
ven i o ;
"Los miembros de la Comisiôn forman parte de ella 
a tîtulo individual". Esta disposiciôn pretende 
evitar la influencia gubernamental sobre sus re­
présentantes" (277).
La importancia de la salvaguardia de los derecbos huma- 
nns recaba, también, la necesidad de que los miembros de la Co
(276) Robertson, A.II., o b . cit. pâg. 110. Autor que cree que 
pfulrîa elegirse un miembro no naclonal.
(277) Rpcupîl des Textes, pp. 107-108
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misiôn sean completamente independientes en su acciôn y su 
juicio. Sin plena independencia e imparcialidad, la Comisiôn 
no podrîa cumplir la alta misiôn de salvaguardar la observan- 
cia de los principles fondamentales establecidos por el Con­
venio. Y éste prescribe, sin dejar lugar a duda alguna, que 
las funciones a cumplir por los miembros de la Comisiôn han 
de responder siempre a la honorabilidad, fidelidad e imparcia- 
lidad -y secreto- requeridos por la gran misiôn que les incum 
be (278) .
La independencia de la Comisiôn no ha de ser solo teni- 
da en cuenta por los Estados nacionales, sino igualmente por 
el propio Tribunal, que no puede anular cualquier artîculo de 
su Reglamento (279) . El carâcter de imparcialidad y de indepen 
dencia de los miembros de la Comisiôn se manifiesta en la fôr- 
mula de prestaciôn de juramento de los nuevos miembros al en- 
trar a formar parte en la misma, y en la poslbilidad de que
(278) Castberg, F., ob. cit. pp. 14 y ss.
(279) El art. 23 del Convenio. Recueil des Textes, pâg. 107. 
Fue el Comité de Expertes quien en el texto modifica- 
do y presentado en la sesiôn del 7 de Marzo de 1950 
previo a esta adiciôn al art. 12 que en su pfo. 2 y 3 
se recalca la imparcialidad de los miembros "a tîtulo 
individual". Y en el pfo. 3 se atiende a la posibili- 
dad de seguir procedimiento de elecciôn "en cuanto sea 
aplicable" para proveer a la elecciôn de los miembros 
représentantes de los Estados que se constituyau en el 
future como nuevas partes en el Convenio y para proveer 
a las vacantes.
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sus miembros hngan cnnstar on su Informe las opiniones diver­
gentes de la decisiôn aprobada (280).
En la prâctica estas condiciones se manifiestan en la 
trayectoria positiva de su misiôn, por su enorme laboriosidad 
y la îngente tarea llevada a cabo en los 2Î anos de funciona­
miento (281).
Y es bien notorio que procuran ante todo salvaguardar 
los intereses de la parte lesionada sin obedecer en modo a 1 - 
guno las directrices o presiones de sus respectives gobiernos 
El âmbito de su actuaciôn se ha ampliado notablemente gracias 
al creciente reconocimiento de su competencia en materia de 
reclamaclones indivlduales (282).
El tema de las llamadas "incompatibi1idades" no parece
(280) El art. .31 (1) del Convenio. 11) idem, pâg. 109
(281) la Comisiôn empezô a actuar en 1955, cuando 6 partes 
reconocieron el derecho de recurso individual confor­
me al art. 25 (4) en Recueil des Textes, pâg. 108. Se 
ba sefîalado que en la primitiva prâctica ôsta confun- 
dla las reglas relativas a su competencia con las rc- 
lativas a la inadmlsibilidad.
( 282) En 1974 babla sido aceptado por 1.3 Estados, el 31 de 
Piciembre de 1981, 16 Estados hablan efectuado la de - 
claraciôn.
Eu la actualidad solo faltan por reconocer el derecbo 
dp recurso individual: Chipre, Grecia y Ttirquîa. Con­
seil de l'Europe. Etats de signatures et ratifications 
des Accords et Conventions au sein du Conseil de 
I 'Eu rope. 1982.
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estar bien definido en el Convenio, porque la funcidn de los 
Miembros de la Comision no es de dedicaciôn plena y absoluta, 
y consideraciones financieras determinan en gran medida su 
resoluciôn (283) .
El funcionamiento, la actuaciôn y el procedimiento de 
la Comisiôn estân regulados por los articules 28 a 36 del Con 
venio, que se amplîan en su Reglamento interno (284). En la 
configuraciôn de sus actividades se preveen las funciones del 
Présidente, Vicepresidentes y Secretario, que regulada por 
los articules 11, 14 del Reglamento intemo, y que ostentan 
cargos fondamentales (285) . En la estructura primitiva de la 
Comisiôn se preveîa el examen previo de los asuntos mediante 
subcomisiones que en la prâctica resultaron poco eficientes.
El Reglamento inicial tuvo que ser modificado, ésta necesidad 
se debiô no solo al incremento de la actividad de la Comisiôn, 
sino al principle de continuidad en su acciôn que hubiese re- 
querido la "dedicaciôn exclusiva" de sus miembros.
Conforme al Reglamento primitive, el examen de la cue^ 
tiôn de admisibilidad correspondîa a un grupo de très miembros
(283) La financiaciôn de la asistencia. (arts. 32 y 33 de su 
Reglamento interno, que prevee la separaciôn, absten- 
ciôn, incompatibilidades. En Recueil des Textes, pâg. 
308.
(284) Ibidem, pp. 108-110 y 301 y ss.
(285) El Capitule II, art. 5 (1) especifica la elecciôn de
los mismos. El Capîtulo III, en sus arts. 11 a 13 se
especifica la regulaciôn del funcionamiento de la Se
cretarîa, en Recueil des Textes, pp. 304, 305.
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quo p r A n designates por el Pleno de la Comisiôn (art. 34, pfo.
2), y solo se preveîa que el Pleno de la Comisiôn podîa invi- 
tar a las Partes para que presentasen observaciones escritas o 
explicariones orales sobre la admisibilidad de una demanda in­
dividual o estatal (art. 46).
ni nuevo Reglamento, en cambio, confiriô una delegaciôn 
de poderes a su Présidente y estableciô en atenciôn a las nece- 
s idades surgidas, que en caso de necesidad puede procéder a la 
ronstituciôn de un grupo de très, o bien sustituir a cualquier 
miembro que se ballase Imposibi1itado para partieipar en los 
trabajos de un grupo ya constituîdo.
El antiguo Reglamento, a diferencia del artîculo 34, ha 
blaba de "3 miembros" ut i singuli. En la nueva redacciôn, por 
el contrario, se menciona al "grupo" como tal, lo que parece 
llustrar la relevancia atribuida al mismo (286).
3. La Secretarîa.
Las funciones de secretarîa de la Comisiôn "quedarân ase 
giiradas por el Secretario General del Consejo de Europa" (art. 
37 del Convenio), y el Reglamento prCvce su composiciôn: Secre­
tario y A gentes designates de conformidad con el Convenio (arts
(286) Véase Eissen, M.A., ob. cit. pp. 774-780. Travaux de la 
Commission relatifs à l'élaboration de son règlement 
intérieur. Document établi par le Secretariat, D.fl.
(55) 9. Dupy, 1.: "La Commission Européenne des Droits 
de 1'Homme" en A.E.D.I. 1957, pp. 449 y ss. y Recueil 
des Textes, pp. 309-311.
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37 y 11). Las atribuciones de la Secretarîa son reguladas por 
el Présidente de acuerdo con el Secretario General (287) .
En las primitivas redacciones del Reglamento se conce • 
dIa un papel mas bien modesto al Secretario. En la prâctica 
adquiriô mâs importancia y  se sustituyô su denominaciôn por la 
de "Secretario de la Comisiôn".
La Secretarîa depende del Secretario General del Con­
sejo de Europa. El Estatuto del Consejo le hace responder ante 
el Comité, (arts. 37 y 38) ôrgano que, en definitive es el lia 
mado a aprobar los presupuestos de la Secretarîa (288).
Los miembros de la Secretarîa y del Tribunal son fun- 
cionarios del Consejo de Europa, y por consiguiente dependen 
en definitiva de las decisiones del Comité. Sus funciones con- 
sisten en auxiliar a la Comisiôn / Sub-Comisiones y a sus miem­
bros en el ejercicio de sus funciones. Hemos de destacar su ac 
tuaciôn de intermediario para todas las comunicaciones relacio 
nadas con la Comisiôn ademâs del ejercicio de las funciones 
del Registre (289) de las reclamaclones que no se corresponde
(287) Sdrensen M .: "Les éxperiences personelles de la Conven­
tion: l’expérience d ’un menfcre de la Commission" en 
Revue D.H. n“ 3, 1975, pp. 329 y ss.
Asunto n “ 343/57 "Nielsen" decisiôn de 2 de Septiembre 
de 1959. En Annuaire,.., Vol. II, pp. 413 y ss. y 455.
(288) Recueil des Textes, pâg. 309.
(289) El antiguo Reglamento, art. 11, pârrafo 2, se referla 
"al agente responsable encargado de la direcciôn de la 
Secretarîa de la Comisiôn".
305
iicrosnrI amen te con la presentacrôn de las mismas aunque en 
la prâctica la (Comisiôn no se haya mostrado Formalista a efec 
tos rie computes de plazo conforme a la exigencia prevista en 
el art. 26 (2) y que requiere la presentacion de las reclama- 
ciones dentro de los seis meses a partir de la decisiôn inter 
na definitiva (290).
c . Competencia ("ratione-materiae" y "ratione 
personae") y su relaciôn con el Tribunal y 
el Comité de Ministros.
I,a Comisiôn europea ha sido instituida con el fin de 
"asegurar el respeto de los compromises" contratdos por las 
Partes Contratantes (art. 19). Esta tarea deberS ser realiza- 
da conjuntamente con el Tribunal. Se excluye, sin embargo, 
la atribuciôn de una fiinciôn anâloga a la Asamblea Parlamenta 
ria (291).
Art. 13, 2, "el agente responsable de la Secretarîa 
de ta Comisiôn".
Art. 27, pârf. 3, 39, 59, 61 y 69 "el agente que hace 
la Funciôn de secretario".
(290) Recueil des Textes, pp. 106-107.
(29 1) Recueil des Textes, pp. 106-107. Su papel de guardian
solo se empezô a desarrollar a partir del 5 de Julio
de 1955, satisfecba la exigencia del art. 25 (4); "La
Comisiôn no ejercerâ la competencia que le atribuyc 
el présenté art. hasta que seis Altas Partes Contrô­
lantes al menos, se encuentren vinculadas por la de - 
c1 a rac iôn prévis ta en los pârrafos précédantes" en Re­
cueil des Texte; , pâg. 108.
306
En un principle la Comisiôn fue concebida como un ôrga­
no cuyo carâcter podrîa equipararse a un ôrgano administrati­
ve "de filtro de las demandas" do ahî que el Convenio régulé 
ampliamente las cuestiones relativas a la admisibilidad y en 
cambio no especifique las cuestiones relativas a su competen­
cia y sea ésta en la prâctica la que se halla encargado de pro- 
clamarle en los distintos supuestos que se le han presentado.
Sin embargo, es muy importante que la labor del filtro 
de la Comisiôn no desvirtue el sistema de garantia colectiva 
que inspira al Convenio. La investigaciôn se realiza de oficio 
y ha de establecer si el objeto de la demanda estâ, por su pro 
pia naturaleza, comprendido en el âmbito de aplicaciôn del Con 
venio. El demandante no tiene que hacer, necesariamente, men- 
ciôn expresa y concreta de los artîculos del Convenio (292) .
Naturalmente la Comisiôn examina de oficio, el tema de 
su competencia para resolver la demanda conforme a las facul- 
tades que le confiere el Convenio (293) . Las condiciones de la
La Comisiôn sefialÔ: "our findings then have character 
more of the findings of a jury of experts that is ex­
perts of human rights in the free democracies of Europe 
and on International Law". Primer Asunto contra Grecia. 
n® 3321-3323/67 en Annuaire, vol. XI, pâg. 691.
(292) El art. 38 -d- estipula que el récurrente aclare el ob­
jeto de la demanda y el art. del Convenio infringido, 
pero abre cierto margende flexibilidad con la expresiôn 
"autant que possible" "as far as possible” , en Recueil 
des Textes, pâg. 309. Véase Weil, G.L., ob. cit. pâg. 
877.
(293) Asunto n“ 343/57, "Nielsen", décision de 2 de septiem­
bre de 1959, en Annuaire, vol. II, pâg. 455,
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riflmi s i h i H  find de 1ns demandas estân regtJlndns muy nmpliamen- 
te. f'rîtulo n  del Convenio) (294).
Entre las misiones importantes de la Comisiôn estâ la 
de esclarecer y comprobar el cumplimiento de las disposiciones 
del Convenio por los Derecbos nacionales. Sabemos ya que, la 
ratificaciôn de aquél, implica el deber de las legislaciones 
nacionales de Incorporar de;manera, mâs o menos, indirecta, pe 
rn nutomâtica, los principles democrâticos y humanitarios sus 
critos. En la fase del examen de la admisibilidad de las de­
mandas , no parece que tenga que conocer los errores de derecho 
o de hecho presuntamente cometidos por los Tribunales internos 
Salvo y exclusivamente en la medida en que dichos errores ha - 
yan ocasionado la violaciôn de alguno de los derecbos y liber- 
tades que de forma delimitativa son enumerados en el Convenio
(295) .
SegEin la concepclôn do la Comisiôn respecto de su pro­
pre competencia ha utilizado la teorla de los poderes implici­
tes , que justifica en hase a un criterio funcional; serâ por 
tante compétente en tan to que desarrolle las funciones inheren 
tps a la misiôn para la que ha sido establecida (296).
(294) RocueiI des Textes, pp. 106-107.
(295) Art. 19, Ibidem, pâg. 106, Fawcett, .1.E.S. ,"European 
Commission of human rights at work en" World today, 
vol. 28, n® 5, May 1972, pp. 209 y ss.
(296) Asunto "Lawless" on Publ. Cour. Bur. D.M., Série B, 
Audiences des .3 Octobre 1960. Exposiciôn Présidente 
W.ildork, II. para justificar su papel ante el Tribunal
europeo.
Moiu oiidu i t , E,, ob. cit. pâg. 1 55- 1 58.
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La competencia de la Comisiôn puede ser obligatoria u 
opcional. El pensamiento e idea directiva del Convenio consis 
te, en materia de competencia procesal, en asignar a la Comi­
siôn el papel primordial. Baste indicar dos normas esenciales
de su competencia;
1. La intervenciôn del Tribunal no puede darse si
no ha habido antes decisiôn alguna de la Comisiôn
Sôlo cabe apelar al Tribunal si la Comisiôn no 
ha logrado el "arreglo amistoso" que se propuso 
(art. 47) (297).
2, El Comité de Ministros intervendrâ después de 
haber recibido el Informe de la Comisiôn (art.
32) (298).
Es pues, la Comisiôn la que estâ facultada en primer 
término, para admitir las instancias.
La Competencia "ratione personae"; las instancias pueden 
ser prescntadas por los Estados,contra otros Estados signata- 
rios; (art. 24) (299) y por "cualquier persona" fîsica u orga­
nizaciôn no gubernamental o grupo de particulares que se con­
sidéré vîctima de la violaciôn por el Estado de los "derechos 
reconocidos" por el Convenio (art. 25).
(297) Véase asimismo el art. 28 en Recueil des Textes, pp, 
108, 109 y 112.
(298) Ibidem, pâg. 109.
(299) El art. 39 (1) dispone la elecciôn en Recueil des 
Textes, pag. 110.
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I,os nrtîculos 24 y 25 del Convenio, regulan la acciôn 
de las par l es  en el pTocedimiento, y determinan, por tanto, la 
legitimaciôn activa y pasiva ante la Comisiôn (300). Los IHsta- 
dos pueden presentar "reclamaclones interestatales" y decidir- 
se por la defensa de los derechos de cualquier persona que re­
sida en el terrltorlo de cualquier otro Estado-Parte. Es lo 
que se llama la defensa del "orden pdblico europeo". La recla- 
maciôn de carâcter Interestatal en virtud del art. 24 no presu- 
pone un derecho u ob1igaciôn directa entre los Estados-Partes.
El sistema de protecciôn obligatoria para el supuesto de 
demandas interestatales se configura como caracterîstica fun­
damental del sistema, en virtud de la funciôn de "garantia co­
lectiva" que confia el Convenio a los Estados, erigiendoles en 
guardianes del orden pôblico europeo (301).
(300) Ibidem, pâg. 108, Asunto "Chipre contra Turquia" en 
Décisions et Rapports, 13, pp. 85 y Asunto "Irlanda 
contra Reino Un ido" en Publ. Cour. Eur. D. H. 1978. Sé­
rie A, n" 25 pârf. 2.39;
"These special obligations of a High Contracting Party 
are obligations towards persons within its jurisdiction, 
not to other high Contracting Parties". Asunto n"
8077/77 en Décisions et Rapports, vol. 1.3, pp. 85,
117, 148, 220, 221.
(301) Dupuy, .1., ob. cit. pâg. 461.
Nedjati, 3., ob. cit. pp. 6-8. Monconduit, E ., ob. cit. 
pp. 162-167 y Asuntos n° 473 / 59 .  Décisions de 29 de 
Agosto 1959, en Annuaire... vol. It, pâg. 406.  Asunto 
n^ 332/57 , decisiôn de .30 de agosto de 1958 , en Annuaire, 
vol .  I l ,  pâg. 335.  Asunto n" 753 / 60 ,  decisiôn de 5 de 
Agnsto de I 960 ,  en Annuaire, vol. III, pâg. 319,  y Asun 
to n" 788/60 Informe de la Comisiôn "Austria contra Ita­
lia", A. 84 . 54 8 , pâg. .36.
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1. La legitimaciôn activa y pasiva ante la Comisiôn: diferen­
tes requisitos segûn se trate de demandas interestatales 
d indivlduales.
Las demandas estatales del articule 24 varîan en compa- 
raciôn con las condiciones previstas en el artîculo 25 para 
las demandas indivlduales (302),
Seftalaremos los siguientes aspectos: la Parte demandada 
(legitimaciôn pasiva) y las condiciones exigibles o no segün 
se trate de demandas estatales o indivlduales. En las demandas 
estatales se prescribe que tanto el Estado demandante como el 
demandado deben ser Partes Contratantes y ambos han de ser re- 
presentados por un agente en el procedimiento y si fuere el 
caso asistidos por consejeros (303).
En las reclamaclones indivlduales la reglamentaciôn li­
beral y la prâctica de la Comisiôn hacen que la representaciôn 
de los demandantes présente en cierta forma una mayor exten- 
siôn de los titulares del derecho de acciôn (304).
(302) Recueil des Textes, pâg. 305.
(303) Recueil des Textes, pp. 108 y véase el art. 40 (1) del 
Reglamento de la Comisiôn que prevee en los supuestos 
de organizaciones no gubernamentales o grupos de parti­
culares la representaciôn corresponderâ a los représen­
tantes légales de estos, si estân reconocidos en el Es­
tado bajo cuya jurisdicciôn se encuentren. Véase asimis 
mo pârrafo 2 del art. 40 y 35 (1) y 37. En Recueil des 
Textes, pp. 309-310.
(304) Este tema lo hemos analizado al referirnos a la nociôn 
amplia de vîctima en la intetpretaciôn de la Comisiôn y
En ni, supnest.o del artîculo 24, el Estado puede presen 
t A r uuA denuncia de incumplLmlento a partir de la entrada en 
vigor del Convenio, el ,3 de Septiembre de 1963; el demandado 
debe râ ser otro Estado contratante.
Las demandas estatales no tienen que cumplir los mismos 
requisltos que las reclamaclones indivlduales: no requieren 
la condiciôn de vîctima, ni precisan el interés directe en la 
acciôn. Ni la violaciôn en concreto de una disposiciôn del Con 
venio. Ni el agotamiento previo de los recursos internos pre- 
siipone una condiciôn de su admisibilidad (305).
El Informe de la Comisiôn de 25 de Enero de 1976, de - 
clarô que :
el Tribunal, vôase Parte Segunda, II, Protecciôn en el 
âmbito internaciona1, punto 6 (b) Nociôn de vîctima di­
recta e indirecta y potencial. Robertson A.II. , ha afir- 
mado que" :If the direct victim is unable to act a near 
relative or someone else may act on his healf", ob. cit 
pag. 153. Y Alcala Zamora Castillo N.: "La protecciôn 
procesal internacionaI de los derechos humanos" Madrid 
1975, pâg. 112.
(305) Asunto n" 99/55 en Annuaire vol. I, pâg. 160. Publ.
Cour. Eur. D.ll. "Affaire He Weer", Série A, n" 35, 
pârf. 26 y 29, invoca la sentencia e.n el asunto Airey 
de 6 de oc tub re de 1979 , Publ. Cour. Eur. D.I1. Série A, 
n" 32, pârf. 19, pâg. Il, Véase asimismo Asunto "Klass 
y otros contra R.E.A." Publ. Cour. Eur. D.ll. Série A, 
n" 28 , pârra fo 33.
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"Las reelamaciones interestatales presentadas en 
virtud del art. 24 y  las presentadas en virtud 
del art. 25 se diferencian en que el Estado no 
puede ser vfctima de una ingerencia. Ello explica 
la diferente redacciôn entre los dos artîculos".
Es suficiente la mera calidad de Parte en el Convenio 
para iniciar este tipo de acciôn. Es lo que se conoce como el 
principio de que "la libertad de cada uno debe ser la respon- 
sabilidad de todos". Este interés general es el que justifica 
a la Comisiôn para declarar la admisibilidad de las demandas 
interestatales.
Es cierto que en la prâctica el Estado solo ejercita 
la acciôn en supuestos de violaciones concretas del Convenio, 
en las que los Estados censuran el comportamiento del demanda­
do, sus leyes internas y el tratamiento general que confiera 
el Estado a las personas sometidas a su jurisdicciôn (306).
El artîculo 24 requiere ûnicamente la poslbilidad de 
que el Estado pueda imputar al demandado "cualquier incumpli- 
miento de las disposiciones del Convenio" (307).
(306) Ibidem, pâg. 108.
(307) Examinâmes en la Primera Parte el carâcter objetivo 
de las obligaciones asumidas por las Partes. Véase 
Asunto "Austria contra Italia", n® 788/60. Informe 
de la Comisiôn, A. 84.548, pp. 36-37. Lord McNair ha 
seftalado: "but to all-insofar as the Governments 
parties to the Convention have the power to ensure 
that respect", en "The rights of the European Citizen' 
Estrasburgo 1961, pâg. 9.
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f.,A î mputab i I idad de la acciôn interestatal no précisa, 
tampoco, la priieba de la exact itud de las alegac iones. Es sii- 
ficîente que "el Estado demandante créa que ha habido un in­
cumpl imien to" que sea imputable al Estado demandado. La recla- 
maciôn Formulada en la demanda debe ser enmarcada en los prin- 
cipios del Convenio. Pero la prueba, la confirmaciôn de la 
exactitud de las alegaclones y la investigaciôn pertenecen al 
fondo del asunto.
Podemos entender el artîculo 24 en el sentido de que 
comprende no solo el incumplimiento de 1 Estado demandado de su 
ohligaciôn de respetar los derechos fondamentales reconocidos 
(en el tîtulo l, art. 2 a 12), a toda persona dependiente de 
su jurisdicciôn, sino tambiën, el incumplimiento de respetar 
cualquier otro compromise del Convenio "cualquier inobservan- 
cia o Infracciôn" (308).
La inohservaciôn o infracciôn estatal no tiene que i r 
acompaîlada del elemento de la lesiôn o del perjuicio sufrido. 
La supues ta ohligaciôn de los Estados de ejercer su derecho 
contra "cualquier infracciôn" base del "orden pOblico europeo"
(308) Giuliva, D.: "La compétence de la Commission europén-
ne dns droits de l’homme en matière de requetes indi­
viduelles et ses limitations ratione temporls dans la
déclaration italienne d'acceptation du droit de recours 
individuel, en "Les Clauses Facultatives de la Conven­
tion Européenne des Droits de l’Homme". Barl 1974, pp. 
107 y ss. Se ha dicho que "To accept that a government 
may avoid "collectived enforcement of the Convention 
under art. 24, by asserting that they do not recognise 
the government of the purpose of the Convention'*. Véase 
Asunto n" 8007/77, "Chipre Contra Turquîa, en Décisions 
et Rapports, 13, pp. 8 5 y ss.
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(309) carece de textes légales que lo califiquen con justeza.
Tampoco podrâ ser declarada inadmislble la demanda in­
terestatal en razôn de los requisites del artîculo 27, pârra­
fo 2, manifiestamente mal fundada o abusive. La cuestiôn del 
fundamento de la demanda deberâ ser aclarada en la fase rela­
tive al fondo del asunto (310).
El articule 44 del Reglamento interno de la Comisiôn 
estipula que las demândas estatales, sean comunicadas a la 
otra Parte interesada a fin de que aporten pruebas y conclu- 
siones. A diferencia de este precepto, el artîculo 42-5 sobre 
las demandas indivlduales no se comunica su recepciôn a la 
Alta Parte Contratante salvo en el caso que el grupo de très 
miembros por unanimidad decidiesen que la demanda individual 
parece admisible,en ese caso,se invita a la Parte demandada 
para que eleve sus observaciones relativas a la admisibilidad 
que serân comunicadas al récurrente para que présente los es- 
critos de réplica correspondientes.
La legitimaciôn pasiva, en el caso de demandas estata­
les corresponde siempre también a los Estados. Deberân respon­
der ante la Comisiôn por la infracciôn de sus obligaciones.
(309) Müller, Rappard, E., ob. cit. pâg. 47 y Vasak, K., ob 
cit. pâg. 77.
(310) Recueil des Textes, pâg. 108.
Eissen M.A., et Mcnulty, A.B.: "Commission européenne 
des Droits de l'Homme. Procedure et Jurisprudence" en 
Revue de la Commission Internationale des Juristes, 
vol. I, n® 2, pp. 212-238.
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PiiPflon Jennnc 1 aJos por otrns Estados, o por los particu­
lar's siompro quo el. Estado en cuestiôn haya reconocido el 
derecho do recurso individual. El Estado acusado es a la vcz 
parte on sentido formal y material, dado que se le demanda co 
mo titular de la ohligaciôn controvertlda.
El Convenio no atribuye, en cambio, plenamente al indi- 
viduo la cualidad de sujeto pasivo de sus normas. Si la deman­
da Se dirige contra una persona particular se déclara inadmi- 
sible (311).
la legitimaciôn activa de los particulares, capacita- 
dos para actuar ante la Comisiôn, es una legitimaciôn activa 
facultativa, pues se halla condiclonada por la declaraciôn ex­
presa de aceptaclôn de los posibles Estados demandados.
Las condiciones expuestas e imprescindibles del ejerci­
cio por el particular de su derecho de acciôn,que requiere la 
previa aceptaclôn del Estado del derecho de recurso individual, 
y el hahmr agotado los recursos internos, ademâs de tener un
(311) La Comisiôn especificô en la demanda n® 172/56 dichos 
motivos: Demandas dirigidas contra Estados no miembros 
del Consejo de Europa.
Demandas dirigidas contra simples particulares. "Con- 
siderando que la demanda se dirige en realidad contra 
un simple particular, se dériva del art. 19 del Conve­
nio Europeo de derechos humanos, que la Comisiôn tiene 
por misiôn el asegurar el respeto de los compromises 
de ri vados del Convenio para las Altas Partes Contra­
tantes. As l como, y en virtud del art. 2 5.' Vôase Eus - 
tathiades C .T . "Les recours individuels â la Commission 
Européenne des Droits de 1'Homme’Mé1 anges Spiropoulos, 
p â g . M l .
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interés directe en el ejercicio de la acciôn. Es la condiciôn 
de vîctima. La violaciôn alegada deberâ ser imputable al Es - 
tadô; pudiendo tratarsè de una acciôn positiva o de una omi- 
siôn, aunque el particular no puede ejercer una "acciôn popu­
lar" (312).
El procedimiento instaurado es, sin duda alguna, el 
sistema de garantie individual; pese a sus imperfecciones,mâs 
efectivo de los hasta ahora ideados por cualquier Organizaciôn 
internacional, salvo la acciôn individual obligatoria del Pac­
te de San José de Costa Rica , pues no se trata de una le­
gitimaciôn activa facultativa sino obligatoria. (313).
1. La representaciôn.
Los particulares pueden defender por si mismos las re- 
clamaciones que presenten ante la Comisiôn, siempre que ten- 
gart un interés légitimé en su ejercicio.
(312) Mcnulty A.B. y Eissen, M.A.; "The European Commission 
of Human Rights: Procedure aad Jurisprudence"Journal 
of International Commission of Jurists, vol. I, n® 2, 
pp. 198-219. Eissen, M.A.: "Le limitazioni.ratione 
temporis nelle dichiarazioni di accetazione della com- 
petenza della Commissione rispetto dei ricorsi indivi­
dual i" en Riv. Dir. Int. 1974, n® 3, pp. 536-547.
(313) Monconduit, F.: "L"abus du droit de recours individuel 
devant la Commission européenne des droits de l'homme" 
En A.F.D.I, vol. XVII, 1971, pp. 437 y ss.
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EueJen "ser asistulos o representados por un abogado, 
un prnruradnr o un profesor de derecho, asî como por cualquier 
otro jurista aceptado por la Comision". En cuanto a la repre­
sentaciôn, la Comisiôn admite como représentante a toda perso­
na, juris ta o no jurista que haya sido previamente habilitada 
en su nombre y por su cuenta, siempre y cuando la vîctima le 
facilite dicho poder (514).
La representaciôn del particular y la asistencia técni- 
ca del récurrente se estipula en los articules 36 del Regla­
mento interno de la Comisiôn. La Comisiôn es partidaria de con 
ferir asistencia judicial siempre que el récurrente lo precise 
Se le concede gratuitamente. El Convenio no regulaba la mate­
ria y en esta llnea de pensamiento se justifica el addendum a 
su Reglamento interno que estipula, dicha poslbilidad, en sus 
artîculos 1 a 7 (315).
Actualmente, se ha acentuado en grado notable la coope- 
raciôn europea en materia penal para facilitar la asistencia 
judicial.
(314) Sperduti, G.: "Sulla presentazione dei ricorsi indivi­
dual i davanti alla commissione europea dei Diritti 
dell'uomo" en Rivista di Diritto lntemaziona1e n® 3, 
1974, pp. 531 y ss.
En las acciones estatales vimos que se prescribe que 
es ten representados por sus agentes, que pueden estar 
asistidos por consejeros o ahogados. Vôase Recueil des 
Textes, pâg. 309 y ss.
(315) A los récurrentes indivlduales que carezcan de medios 
se les confiere asistencia legal gratuita. Vôase Ad­
dendum al Reglamento interno Ibidem, pp. 315 y ss.
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2. La formulaciôn de la demanda.
Las demandas suelen, en la forma, ser escritas y fir- 
madas por el demandante o por su représentante. Se dirigen 
al Secretario General del Consejo de Europa quien registra la 
demanda. Ha de indicar el objeto, la disposicidn cuya infrac- 
cidn se aduzca y una exposicidn y de les hechos. Aporta, si 
fuese posible los documentes probatorios. Lo realmente irapres 
cindible es que el récurrente indique claramente la cuestiôn 
y fundamento jurîdico que motiva su actuacidn ante la Comisiôn 
en virtud del art. 25. La forma précisa en que formule sus 
pretensiones carece de relevaneia.
El procedimiento ante la Comisidn se caracteriza por 
una gran flexibilidad y por la ausencia casi total de forma­
lisme. En este aspecto actüa como una instancia internacional 
pues no estâ vinculada por formalismes tan estrictos aomo lo 
estân las jurisdicciones nacionales (316).
(316) Vëase Asunto n® 1468/62. Decisidn de admisibilidad en 
Annuaire VI, pâg. 279. Asunto n® 32157 decisiôn sobre 
admisibilidad en Annuaire II, pâg. 309.
Hecho que se manifiesta en la comunicaciôn informai 
al Secretario General que serâ complementada con el 
envie por su parte de un modelo oficial, aprobado por 
la Comisiôn en su tercera sesiôn. Vëase Asunto n®244/57 
decisiôn sobre la "admisibilidad” en Annuario, I, pâg. 
196.
Rolin, H.: "Le rôle du requérant dans la procédure pré­
vue par la Commission Européenne des Droits de l'homme” , 
en Revue hellénique de droit international 1956, pp.
3-15 y Dupuy, J ., ob. cit. pâg. 449. Modinos, P. , ob. 
cit. pâg. 155.ExtHidiendose e 1 derecho de recurso indivi­
dual a aquellas personas que actûan en bénéficié de 
aquellos que se hallan imposibilitados para recurrir a 
la Comisiôn. Cassese^ A., ob. cit., pâg. 550-551. Vëase 
"Conclusions de la 1 sesion plenifere de la Commission 
européenne.des droits de l'homme” , D.H. (54) 3, pâg. 10 
y de la 24 sesion plenière, D.H. (60), 10, pâg. 20.
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Procpsalmente, io primero que t iene que examlnar la Co- 
mi.'îion es el carâcter de admisible o no de la instancia pre- 
sentada. F.l examen se efectlia mediante un procedimiento expe- 
dîtivo. Su decisiôn es deflnltiva. Es importante la capacidad 
decisorla de la Comisiôn, por depender de ella la posible in­
tervene iôn del Comité de Ministres y del propio Tribunal (art. 
47). Por eso se ha hablado, desacertadamente de las funciones 
"cuasi-judici aies" de la Comisiôn (317).
Memos indlcado los matices de las condiciones que se 
requieren para la formulaciôn de las Instancias, segûn pro- 
vengan de una persona o de un Estado, Los supuestos de Inadmi- 
sibilidad establecidos en el articule 27 son: Si es anônima, 
si es igual a otra ya examlnada, si es incompatible con el Con 
venio. Cuando es esencialmente igual a otra examinada ya por 
la Comisiôn, o por otra instancia internacional si no contie- 
ne hechos nuevos (art. 27). Cuando la Comisiôn estima que es 
incompatible con las disposiciones del Convenio, que estâ mal 
fundada o que es abusiva (art. 27). Una vez admitida la ins­
tancia puede aun ser rechazada por la Comisiôn, si ésta com- 
prueba la existencia de alguno de los motives de no-admisiôn, 
antes seTialados (art. 29), posteriormente a la declaraciôn ini 
clal de admisibilidad es decir durante el examen de fonde del 
asun to.
(317) Weil, C.L.: "Decisions on Inadmissible applications 
by the European Commission of Human Rights'! A.J.l.L. 
vol. 54, Ian. 19C0, n® 1, pp. R74 924, en concrete p 
R77-RR0 y Recueil des Textes, pp. 109-112.
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Esta posibilidad de declarar inadmisible la demanda se 
recorta por la exigencia de un quorum estricto. Otras condi­
ciones de admisibilidad para las instancias de particulares del 
art. 27, pfo. 1-2 es la relaciôn con el 25.
En consecuencia, cuando se da la identldad de la acciôn 
y del objeto, pero no de las partes, la Comisiôn analizarâ si 
esa coincidencia de identidades convierte a la instancia en 
substancialmente la misma que la ya examinada. Es digno, a su 
vez, de recordarse la hipôtesis de la incompatibilidad con las 
disposiciones del Convenio y el caso del abuso del derecho de 
reclamaciôn.
Mâs peculiar es la causa "mal-fundada” de modo manifies
to.
En la prâctica la Comisiôn recibe mûltiples demandas in 
dividuales que tienen por objeto materias no incluîdas en el 
Convenio. En estos casos la Comisiôn rechaza de piano las de­
mandas e informa ûnicamente al demandante (318).
(318) Ibidem, pâg. 108. Eustathiadès, C.T., ob. cit. pâg. 111. 
Asunto de "Chipre contra Turquîa” , n® 299/57, decisiôn 
de 12 de Octubre de 1957, en Annuaire, vol. II, pâg. 187 
Asunto ”De Becker contra Bêlgica” en Publ. Cour. Eur. 
D.H. Série B. pâg. 62. En el caso de las demandas indi- 
viduales la misiôn de la Comisiôn se circunscribe a la 
tarea que le confia el art. 19. De forma que estâ obli- 
gada a declarar su incompetencia cuando los récurrentes 
aleguen actuaciones internas que no impliquen una concul 
caciôn de uno de los derechos o libertades incluîdos en 
el Convenio, asi lo hizo en los asuntos "Huber contra 
Austria” "Wemhoff contra Repûblica Federal de Alemania” , 
Asunto relativo a ciertos aspectos del "Régimen Linguîs- 
tico Belga” , "Iversen contra Noruega” .
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■ funto con la causa seRalada la falta de la observan- 
cia del previn agotamiento de los recursos internes al que 
dedicamns un capitule aparté son las causas que motivan ma­
yor ndmero de declaraciones de InadmisIbi1idad. Sln embargo 
los efectos son respecto del particular distlntos. En el pri­
mer supuesto no cabe acclôn posterior alguna. En cambio en 
el segundo, subsanado el previo agotainiento y si persiste el 
perjuicio el particular podrâ interponer de nuevo una acciôn 
ante la Comisiôn.
3. El plazo para su presentaciôn.
En primer lugar serâ preciso que se cumplan los requi 
sites establecidos por el articulo 26 del Convenio: prueba 
de haber sido agotados previamente los recursos internos (en 
el supuesto de las demandas individtiales) (319).
"No es compétente para examinar una reclamaciôn en la 
que se aleguen errores de derecho o de hecho que hayan 
cometido los tribunales nacionales salvo en el supuesto 
que considéré que dichos errores pueden implicar una 
violaciôn de los derechos y libertades establecidos en 
el Convenio". La Comisiôn tampoco puede examinar aque­
llas reclamacioiies que pretendan una interpretac iôn de - 
sacertada de la ley interna y de la jurisprudencia de 
los tribunales internos, o un control abstracto.
(319) Publ, Cour. Eur. D.H. Affaire De Decker, Série B, pp.
53, 57 5R.
El I ri buna 1 comprobô que el récurrente carecîa de un 
recurso eficaz en el orden interno, de modo que la ré­
gla do los sels moses no debfa aplicarsc- Vease asimismo 
Asunto "Nielsen contra Dinamarca" n’ 343/57, Informe de 
la Comisiôn pâg. 37. Véase Marin Eôpez A.: "El recurso
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Segûn el Reglamento la demanda indicarâ la Alta Parte. 
Contratante demandada; el objeto de la demanda; la disposi- 
ciôn del Convenio cuya violaciôn se alegue, la exposiciôn de 
los hechos y medios; las piezas anexas. El articulo 42 amplia 
un requisito que reviste carâcter facultative: Deberâ indi- 
carse la indemnizaciôn requerida.
Plazo: Cumplimiento del plazo estipulado en el articu­
lo 26. Deberâ interponerse "dentro de los 6 meses siguientes 
a la decisiôn interna definitiva", que examinaremos junto con 
la carga de la prueba (320). Admitida la instancia, la Comi­
siôn se pone a disposiciôn de los interesados para ver si es 
posible una "conciliaciôn" en el litigio que se inspire en el 
"respeto de los derechos del hombre" (art. 28) (321).
A tal fin, la Comisiôn puede practicar encuestas por 
medio de una sub-comisiôn. Los Estados estân obligados a dar
individual ante un ôrgano internacional. El caso Niel­
sen". En R.E.D.I., vol. XVIII, n® 1, Enero, Marzo 1965, 
pp. 3-19.
(320) Asunto n® 918/60, decisiôn de 18 de Septierabre de 1961, 
En Recueil des Décisions n® 7, pâg. 110. Asunto n® 
654/59, decisiôn de 3 de Junio de 1960 en Annuaire, vol 
IV, pâg. 285.
Asunto n® 846/60 decisiôn de 18 de Septiembre 1961, en 
Recueil cit. n® 6, pp. 64-65.
(321) Recueil des Textes, pâg. 108.
Asunto "Austria contra Italia", n® 788/60. Informe de 
la Comisiôn. A. 84.548, pp. 20 y 275.
3.23
11 " f.1 r i I I flncfp<; nec.esa r las” (322).
M.1 f nra 1 mente, el Convenio prevee el supuesto de que la 
Com is inn no logre el "arreglo amistoso" (art. 28 y art. 31).
En este caso, la Comisiôn no tiene facultades decisorias abso­
lu ta s , aun<|ue debe procéder al establecimiento de los hechos 
de aquellas demandas declaradas admisibles, despuôs de examinar 
centradictoriamente la demanda. Cuando no se "Jograra una solu- 
c iôn", delierâ redactarse un Informe que ha de ser sometido al 
Comîtô de Minlstros (art. 31). En este supuesto, la Comisiôn 
puede foimular las propuestas que juzgue oportunas (323).
(322) El Interôs de protéger los compromises asumidos por las 
partes obllga a la Comisiôn a proseguir examinando una 
determinada reclamaciôn cuando pueda observât que un 
detèrminado asunto présenta problemas en relaciôn con 
la aplicaciôn del Convenio. Y este interés general de 
velar por el cumplimiento de las obligaciones del Con­
venio es lo que justifica que a pesar de que el recurren 
te pueda llegar a renunciar a proseguir el procedimiento 
Iniciado ante la Comisiôn, ésta decide proseguir su exa- 
me n .
"... en el supuesto de que la renuncia a la reclamaciôn 
sp présenté después de la admisibilidad, la Comisiôn 
dpcide que el asunto en litigio presentaba cuestlones 
a la lur. del Convenio que podîan ir mas leios de los in - 
terpses de la reclamaciôn, en base a lo que decidiô re- 
tpner la reclamaciôn a pesar de la declaraciôn de renun­
cia fnrmulada por el récurrente". "Affaires lawless" 
Publ. Cour. Fur. D.ll. Série B, pâg. 184, no se pudo lo- 
grar la conciliaciôn.
Vôasp Asunto 2004/63 en Annuaire, vol. IX, pâg. 304.
(323) Asunto n ” 5523/72 en Annuaire, vol. XVTl. pâg. 314.
Asunto n'' 4428/70 en Annuaire, vol. XV, pâg. 264.
Asunto n" 2122/64 en Annuaire, vol. Ill, pâg. 288.
Asunto n" 1468/62 en Annuaire, vol. VI, pâg. 278 y
Asunto n " 458/59 en Annuaire, vol. 111, pp. 2 2 2 y 236.
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2. El Tribunal europeo de Derechos Humanos.
a) Composiciôn y la responsabilidad relativa a la pro- 
tecciôn individual y la reparaciôn.
El Tribunal europeo de derechos humanos comparte con 
la Comisiôn la responsabilidad de la eficacia de la garantie 
colectiva y de la protecciôn individual. Esta responsabilidad 
se basa y se justifica en su "poder jurisdiccional*.
El articulo 56 del Convenio subordinaba su constituciôn 
al reconocimiento como jurisdicciôn obligatoria, por ocho Al- 
tas Partes Contratantes, Y a pesar de que el Convenio entrô en 
vigor el 3 de Septiembre de 1953, la constituciôn del Tribunal 
no fue posible hasta cinco aftos mâs tarde: el 3 de Septiembre 
de 1958 (324).
Véase Sdrensen M . : "La recevabilité de l’instance de­
vant la Cour Européenne des Droits de l ’Homme. Notes 
sur les Rapports entre la Commission et la Cour" en 
René Cassin Araicorum Discipulorumque, liber I, Paris, 
1969, pp. 334-346.
(324) El art. 56 (1) dispone; "La primera elecciôn de los 
miembros del Tribunal tendrâ lugar después de que se 
reunan ocho declaraciones de las Altas Partes Contra­
tantes a que se refiere el art. 46. Recueil des Textes, 
pp. 113 y 108.
La primera elecciôn de sus miembros se efectuô el 21 
de Enero de 1959 y la primera sesiôn tuvo lugar el 23 
de Febrero de 1959. En cuanto al reconocimiento por los 
Estados de su competencia, Robertson, A.H., ob. cit. 
pâg. 204.
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ni Tribunal se bn lia Integrado por igual nûmero de lue 
rr< ni fin Estados miembros del Consejo de Europa (arts. 38 y 
43). (325). Es el rasgo de su origen convencional y no ignora 
la ins t i tueiôn de los jueces nacionales y "ad hoc" (326).
la elecciôn de los jueces corresponde a la Asamblea Con 
sultiva por mayorfa absoluta de votos, sobre una lista de nom- 
lires coustituîda por nombramientos realizados por el Comité 
de Ministros (32 7).
l a equ i,va 1 enc la entre el ndmero de jueces y el ndmero 
de Estados, Fue solicitada por los Estados pequefios, que te - 
mlan que los grandes monopolizasen los puestos de Jueces. La 
Asamblea Consultiva habîa propuesto que se compusiera de nueve 
jueces (328) .
(325) Reçue 11 des Textes, pp. 404 y ss.
( 326) Art. 5 de 1 Reglamento. Ibidem, pâg. 404.
( 32 7 ) Art. 40 de 1 Convenio. El période de mandate de nueve
aE\os salvo primera elecciôn, en la cual 4 jueces expi- 
r.arnn su manda to a los très ancs y otros 4 jueces tran£ 
curridos sels aRos desde su elecciôn. En Recueil des 
Tex tes , pâg. 110.
(328) Rec. Trav. Erep. vol. 1, pp. 227 y ss. El art. 38 es -
t i pu la que solo puede haber un juez nacional. Existe
una diferencia évidente entre la composiciôn de 1 Tri­
bunal y de la Comisiôn. El primcro consta de igual nô- 
mero de miembros que los del Consejo de Europa en cam­
bio la Comisiôn estâ integrada por igual nCimero de Par 
tes t’ontrni antes .
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El juez es elegido a tîtulo de un Estado, pero aunque 
éste no haya ratificado el Convenio, el juez podrâ ocupar su 
lugar en el Tribunal. (Ej: Espafla, elige como primer juez al 
Catedrâtico E. Garcia de Enterrla, sin haber ratificado toda- 
vîa el Convenio) (329).
La elecciôn de los jueces del Tribunal por un ôrgano 
parlamentario tiende a asegurar la independencia de los Jueces 
respecte de sus Gobiernos. Son elegidos por un perlodo de nue­
ve aflos (330).
Al término de su mandate, los jueces continûan aun en 
funciones si tienen que acabar de conocer asuntos pendientes. 
Se asemeja al articulo 2 del Estatuto del T.I.J.
Los candidates para el puesto de Juez europeo deberân 
gozar de la mâs alta consideraciôn moral y reunir "las condi­
ciones requeridas para el ejercicio de altas funciones judicia 
les o ser jurisconsultes de reconocida competencia" (art. 39, 
pf® 3). Hay que subrayar lo que respecta a la diferencia de la 
condiciôn exigida para los miembros de la Comisiôn de la exigi 
da para los jueces.
(329) Este ôrgano se encuentra entre los mâs numerosos en 
cuanto al ndmero de jueces. En la actualidad 21, art.
38 del Convenio. En Recueil des Textes pâg. 110, Ro­
bertson, A.H., ob. cit. pâg. 197.
(330) Las renovaciones parciales previstas art. 40 (1). En 
Recueil des Textes, pâg. 110. Los jueces pueden ser 
reelegidos. En cuanto al mandate del Présidente y Vice- 
présidente, véase art. 7 (1-3). Ibidem, pâg. 405.
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Yn qiin se requiers,que concurra en el candidate,propues 
to en la lista para ser elegido miemhro del Tribunal, la con- 
dîciôn de "juez do oficio",igualmente el desempeno de esa fun- 
cIôn Judicial podrâ ser llevado a cabo por un jurista de "note 
ri a competencia" (331).
I.a primera elecciôn se efectuô el 21 de Enero de 1959 
celebrando su primera sesiôn el 23 de Febrero del mismo aôo.
El articule 41 del Convenio europeo de derechos humanos, fa - 
cul ta al Tribunal para elegir a su Presidents y Vicepresiden- 
tp, por un période de très afios reelegibles (332).
(331) Recueil des Textes, pâg. 110. En cuanto al T.I.J. El 
Estatuto prevee: "Art. 2: "La Corte serâ un cuerpo de 
magistrados independientes elegidos sin tener en cuen- 
ta su nacionalidad, de entre personas que gocen de al­
la consideraciôn moral y reônan las condiciones reque­
ridas para el ejercicio de las mâs altas funciones ju- 
diciales en sus respectives paises , o que sean jiiricon- 
sultos de reconocida competencia en materia de derecho
1 n te rnac iona1".
Véase Carrillo Salcedo, J.A., Ob, cit. pâg. 92.
1332) Mosler, II.: "La procedure de la Cour Internationale de 
.lus t ice et de la Cour Européenne des Droits de l'homme 
observations à l'occasion de la nouvelle procédure in­
terne de la Cotir Internationale de Justice" en René 
Cassin Amicorum Discipulorumque, Liber I, 1969, pp. 196
2 12. El s sen : M.A.: "La Cour des Droits de l'Homme",
en A.F.D.I., 1959, pp. 618 y ss, en concrete pâg. 6.35. 
y véase Recueil des Textes, pâg. 111.
En cuanto a la recusaciôn de los jueces, arts, 21 (2), 
23 (I), 24 (2 y .3) del Reglamento y e 1 art. 21 (5) res­
pecte de la recusaciôn de 1 Présidente de la Câmara, en 
Ibidem, pp. 407-408.
Robertson, A. 11., ob. cit. pp. 203 y ss .
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Los jueces deben actuar a titulo puramente individual 
y gozarân, en el ejercicio de sus elevadas funciones, de la 
independencia compléta que postula el Convenio (333).
b) Competencia del Tribunal y procedimiento.
La plenitud del ejercicio de la competencia del Tribu­
nal se opera el 3 de Septiembre de 1958, cuando catorce Esta­
dos habîan aceptado la clausula facultativa del articulo 46.
La competencia del tribunal se halla condicionada a la previa 
aceptaciôn general de su jurisdicciôn por los Estados o bien a 
la aceptaciôn de su jurisdicciôn "ad hoc" que le capacita pa­
ra conocer un determinado asunto (art. 46 y 48) (334). Y se 
extiende "a todos los asuntos relatives a la interpretaciôn y 
aplicaciôn del Convenio", que le sornetan las Altas Partes Con­
tratantes 0 la Comisiôn, a fin de contribuir al mâs exacto cum 
plimiento de las obligaciones dimanantes del respeto debido de 
los derechos humanos (art. 45) (335).
(333) El art. 3 (1) del Reglamento prevee esta condiciôn en la 
fôrmula de prestar juramento. En cuanto a los obstâculos 
para el ejercicio de la funciôn de juez. Véase Recueil 
des Textes, art. 4, pâg. 404.
(334) Ibidem, pp. 111-112. Garcia de Enterrla E., Ob. cit. pp. 
123-124. Vasak, K.: "Commission et Cour européenne des 
Droits de l'Homme" en:"lurisclasseur de Droit Interna­
tional, Paris, 1961, Fasciculo 155.
(335) Eissen M.A., deduce de los arts. 50 (1) y 54 (1) del 
Reglamento interno del Tribunal, Eissen, M.A., En Ob. 
cit. pp. 145-146.
En este sentido véase Voto particular del juez Bilge, 
en Publ. Cour. Eur. D. H. Série A, n® 12 pp. 29-49. El
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n') Competencia "Ratione Personae": Las Partes 
an te el Tr ibunal.
La competencia’’Ratione Personae”/ las Partes ante el 
Tribunal: Son parte ante el Tribunal, los Estados. El articu­
le 48 habla de las Altas Partes Contratantes "interesadas".
1) Cuando la vîctima sea un nacional suyo.
2) La Parte que baya sometido el caso a la Comisiôn.
3) La Parte que baya sido demandada.
Y la Comisiôn, actuando en protecciôn de la persona
hiimana, porque los particulares, las personas fîsicas o jurî- 
dicas, 1 as organlzaciones no gubernamentales no tienen acceso 
directe a? Tribunal (336). Son, pues, los Estados y la Comisiôn 
los ôni COS que tienen derecho a recurrir ante el Tribunal y 
comparecer jurîdicamente ante el mismo.
/. .
art. 50 (I) trata de las circunstancias de hecho y el 
art. 54 (1) prevee la posibilidad de apariciôn de nue
vos hechos posterlores a la sentencia y que permiten que 
se revise el asunto. Y Recueil des Textes, pp. 415-417. 
Del coniunto de las reglas que estipulan las faculta­
des del Tribunal no puede interpretar las disposiciones 
del Convenio de forma abstracta, sino solo en funciôn 
del caso que le sea elevado. Garcia de Enterrla, E., O b . 
cit. pp. 197, y pâg. 204.
Castberg,F., O b . cit. pp. 67-74.
Sentencia de 4 de Noviembre de 1960. "Affaire lawless", 
en Droit, En Annuaire, vol. Ill, pâg. 493 o Publ. Cour. 
Eur. D.ll. Série A, pâg. 11.
(336) El arf. 48, b, c y d , del Convenio, en Recueil des T e x ­
t e s ,  p â g . 1 1 2 .
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En interês de una buena administraciôn de Justicia, el 
Tribunal puede, tomar en consideraciôn el punto de vista del 
demandante individual (337).
b') fil particular y la carència de "Locus Standi" 
ante el Tribunal.
fis obvie que la protecciôn de los derechos del particu­
lar resultarîa mâs reforzada si se le concediese el derecho de 
acciôn ante la jurisdicciôn internacional. Pero el Convenio no 
permite el acceso directo del récurrente individual. El rigor 
del principle ha sido atenuado en la prâctica gracias a dos faç 
tores; porque la Comisiôn se encarga, en su labor de interme- 
diaria, de elevar al Tribunal los razonamientos del récurrente 
individual, persona flsica o jurîdica. Porque el Tribunal ha 
llegado a admitir que el abogado del récurrente participe igual^ 
mente en el procedimiento judicial.
La Comisiôn ha procurado mejorar la situaciôn del indi- 
viduo respecto al Tribunal. En el asunto Lawless (338) razonô 
que los autores del Convenio no pretendieron disociar radical- 
mente al particular del proceso que se desarrolla ante el Tri-
(337) Es de observer que iniciado el procedimiento puede dar­
se el des 1stimiento. Este, aun en funciôn de las perso­
nas particulares tiene que ser formulado por los Esta­
dos, porque el Convenio no prevee para las personas fî­
sicas o sociales, la apelaciôn directa ante el Tribunal 
Véase Publ. Cour. Eur. D.H. "De Wilde Ooms y Versyp", 
(Asunto de Vagabundeo). Sentencia de 18 de Noviembre
de 1970, Séries A, pâg. 6.
(338) En Annuaire, vol. III, pp. 492-493 y Publ. Cour. Eur. 
D.H. Série A, pâg. 11 y sentencia de 1 de Julio de 1961,
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Imrifil, s i hi en no le facultaron para elevar directamente el li- 
r I g i o ante é 1.
I.a sentencia del Tribunal, de 4 de Noviembre de 1960, re 
fleja oI propôsito de tener en cuenta la posiciôn del récurren­
te en el litigio. Debe atender, ante todo y en primer término, 
al Informe de la Comisiôn, que establece los hechos y transcri­
be las alegaciones y pretensiones del particular, incluse aun­
que no sean éstas asumidas por la Comisiôn (.339), En aras de 
la misiôn protectora del interês general, la Comisiôn tiene d e ­
recho a hacer constar ante el Tribunal los puntos de vista y ra 
zonami entos del individuo, si bien, el Tribunal es libre de to­
mar o no en consideraciôn las alegaciones del récurrente.
El articulo 38 del Reglamento faculta al Tribunal para 
oir al récurrente y puede invitar de o f icio a la Comisiôn para 
que le présente las observaciones del récurrente sobre el In­
forme de la misma o sobre cualquier otra cuestiôn suscitada d u ­
rante los debates (340).
Rsto puede acordarlo el Tribunal a titulo de medida de 
învestigaciôn.Es tema controvertido el de la extensiôn de la 
competencia del Tribunal.
(339) Véase Annuaire IV, pp. 442-443.
(340) Sdrmsen. M. : "I.a recevabilité de l'instance devant la 
Cour Européenne des Droits de l'homme" en René Cassin, 
Amicorum Discipulorumque Liber 1, pp. 333-335 y 34 1. 
Recueil des Textes, pâg. 309.
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c ') Competencia "Ratione materiae".
Se ha dicho que el texto del Convenio atribuye al Tri­
bunal un poder de interpretaciôn limitado en los que respec­
ta a la interpretaciôn del Convenio.
El texto polémico, es el articulo 45 que dice: La Com­
petencia del Tribunal se extiende a "todos los asuntos rela- 
tivos a la interpretaciôn y aplicaciôn" del Convenio (341).
Con sentido restrictivo puede decirse que el referido 
texto sôlo permite al Tribunal interpretar el Convenio cuando 
ha sido llamado a conocer de un asunto por la Comisiôn o por 
una Parte Contratante (en las condiciones del art. 48) -en el
(341) El Tribunal puede examinar tanto las cuestlones de
hecho o de derecho que se susciten a lo largo del pro 
cedimiento para contribuir a que los Estados cumplan del mo­
do mâs perfecto posible sus obligaciones. Por ello en 
el supuesto de que las partes lleguen a un acuerdo el 
Tribunal puede proseguir su examen.
Véase Nedjati, Z., Ob. cit. pâg. 48.
El Tribunal tiene competencia para ejercer una funciôn 
consultiva. El Protocolo 2 en su art. 3 configura la 
emisiôn de dictâmenes por el Tribunal, que se reune en 
sesiôn plenaria, y que emite la opiniôn motivada y si 
no existe una opiniôn unânime figuraran las opiniones 
individuales. Véase al respecto Robertson, A.H.: "Ad­
visory opinions of the Court of Human Rights" en René 
Cassin Amicorum Discipulorumque, Liber I, 1969, pp. 
225-240 y”Human Rights in Europe'', International Review 
n® 4, 1975, pp. 41 y ss. Y su comunicaciôn: "Avis con­
sultatif de la Cour", en "La protection internationale 
des Droits de l'Homme dans le cadré européen", Paris 
1960, pp. 361-376.
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r.nno dr alrgarsc nna violaciôn determinada-. Es mâs, se ha 
llegado a pens ar que el Tribunal debia limitarse a estatuir o 
establecer el Derecho (342).
Esta versiôn restrictiva no se conviene con la dinâmi- 
ca de la vida jurîdica. Supongamos que los razonamientos de 
la Comisiôn sean errôneos, imprecisos o insuficientes debido 
a los medios llmitados que tuvo a su alcance, o que se hubie- 
ran conocido despuôs nuevos acontecimientos o hechos dignos 
de interôs o se hubieran facilltado posteriormente otros ele- 
m e n tos de juicio o de prueba. En realidad, serîan mûltiples los 
supuestos en que el Tribunal no debiera de limitarse con sen ­
tido estricto, a establecer el Derecho, sino mâs bien ampliar 
y completar la instrucciôn del asunto.
El Tribunal podrâ, ademâs, examinar todas las cuestio- 
nes de hecho o de derecho que se susciten a lo largo del pro­
cedimiento, con el fin de contribuir al cumplimiento mâs per- 
Frcto posible de las obligaciones que se deriven para las Par­
tes (34 3).
El Tribunal puede entender no solo de las cuestlones 
de derecho, sino de hecho que suscite el asunto (arts. 50 y 54 
del Reglamento) (344). Y no hay que olvidar que el Tribunal 
estâ capacitado para decidir aun cuando mediase el acuerdo en -
(342) Recueil des Textes, pâg. 112.
(343) Eissen, M.A., O b . cit. pp. 145-146.
( 344 ) Publ. Cour. Eur. D.ll. Série A, n" 12, pp. 29-49 y Re 
fiieil des Textes, pp. 415-417.
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tre las Partes, de no proseguir el litigio. Esta visiôn amplia 
de su competencia es la compartida por el Tribunal. En el voto 
particular del juez Bilge en la sentencia de 18 de Junio de 
1971, se razonaba que el Tribunal gozaba de plenitud de juris­
dicciôn para conocer todas las cuestlones que se planteasen en 
el examen del asunto fueran de hecho o de derecho.
Por otra parte, es bueno recorder que las reglas concer- 
nientes a las facultades del Tribunal, no le impulsan a inter­
pretar de forma abstracta las disposiciones del Convenio, sino 
sôlo en funciôn del caso concreto en litigio (345).
La facultad de concéder una reparaciôn del Tribunal, 
viene limitada por el pârrafo 3* del articulo 50 del Reglamento 
Interno del Tribunal que faculta a este ôrgano para concéder 
la reparaciôn en la misma sentencia del fondo del asunto o bien 
posponiendo la aplicaciôn de este derecho a una posterior deci^ 
siôn, si este aspecto no se encuentra visto para sentencia. En 
la prâctica sigue este sistema.
La extensiôn es limitada: no implica la anulaciôn del 
acto illcito, sino que comporta una simple "satisfacciôn equita 
tiva" y, ademâs, en el ûnico caso en que el Derecho interno no 
borra completamente las consecuencias de la violaciôn. Feliz- 
mente, el Tribunal aparece como una verdadera jurisdicciôn.
d ’) Procedimiento ante el Tribunal.
El procedimiento ante el Tribunal europeo se asemeja en
(345) Sentencia de 14 Noviembre de 1960, Asunto "Lawless", en 
droit, Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, pâg. 11.
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Jetormi nn«los puntos n I del T.I.J. Las d.i Ferencias mâs importan 
tes se deben a las funciones particulares que ejerce el Tribu­
nal en los termines del Convenio y sobre todo al papel especial 
de la Comisiôn (.34 6).
En principio, el Tribunal ejerce su funciôn jurisdiccio­
nal mediante una Câmara de siete jueces. El Reglamento prevee 
casos en que la Câmara podrâ o incluso estarâ obligada a desen­
te n d e r s e en favor del Pleno del Tribunal. Las decisiones de la 
Câmara son consideradas como las resoluciones del Tribunal.
La primera fase del procedimiento es escrito. y una vez 
que ban concurrido ante el Tribunal los "représentantes" de 
1 as Partes y los Delegados de la Comisiôn, se establece el o r ­
den y plazos de depôsito de la memoria, contramemoria, y otros 
documentos (347).
El punto de partida y base del procedimiento lo consti- 
tuyc el Informe de la Comisiôn (348). El procedimiento se des-
( 346) Castberg, P., O b , cit. pp. 67-74.
Robertson, A.II., o b . cit. pâg. 203.
(347) En cuanto al procedimiento escrito vëase, art. 14 (t) y
(2) y art. 27. (3), art. 27 (2), 35, 46, 47 bis 1 , 49,
50 (1 f ) , 53 (3), art. 54 (3), art. 57 (2), 56 y 59.
En cuanto a las memorias y otros documentos véase arts. 
14 (2). .35 (I y 3), 38 (3 y 4), 52 , 53, (5), 54 (3),
58 y 59. Reçue il des Textes, pp. 406, 408-409, 414-418.
(348) Art. l k, 29 (2 y 3), 31 (1b, c y 2), 32 (2) y 52 (I).
Ibidem, pp. 4 10-4 11 y 416.
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glosa en dos fases. Ultimada la fase escrita, se abre el pro­
cedimiento oral, es decir mediante sesiones pûblicas. Se dice 
que la publicidad de los debates orales incrementa la autori- 
dad moral y polltica de la decisiôn (349).
Conforme al sistema procesal del Tribunal es posible 
que la Câmara devuelva el ejercicio de su competencia al Pleno 
de aquel. E, incluso, el Tribunal en pleno puede retener un 
asunto de competencia discutible para la Câmara o reenviarlo 
a la Comisiôn. Parece deducirse de taies casos que, opera mucho 
la preocupaciôn de mantener un mînimo de homogeneidad en la 
jurisprudencia.
El Tribunal adopta sentencing, pero no puede dar ôrde- 
nes précisas y directes a los Estados sobre las medidas que 
deban practicarse en la reposiciôn, rectificaciôn o restable- 
cimiento de la situaciôn objeto del acto illcito (350). Salvo 
los supuestos de aplicaciôn del articulo 50, cuando el Tribu­
nal decide concéder una reparaciôn a la vîctima. Pero aun en 
estos supuestos es al Estado demandado al que le corresponde, 
como veremos, poner en prâctica la reparaciôn.
Lo que si estâ claro en el Convenio es la facultad del 
Tribunal de ordenar "una satisfacciôn equitativa" a la parte
(349) En cuanto al procedimiento oral véanse art. 2 (3), 14 
(3), 18, 27 (2, 3 y 4), 30 (2), 36, 37, 38 (1), 39,
40, 41, 42, 43, 44, 45, 46 (2), 47 bis, 1, 49, 50
(If), 59, en Recueil des Textes, pp. 407, 409-410, 412,
416 y 418.
(350) Arts. 4, 18, 19 (2), 24 (3), 35 (2), 39 (1), 42 (2) y
60, en Ibidem, pp. 404, 407, 409, 412-413 y 418.
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1o5Îonnr1,i: ^rtfculo 50. Y lo que parece original es que el ar 
lîcuîo 50 no habla del Estado como "parte lesionada", lo cual 
nos da a entender que se trata de compenser, reparar o dar sa 
tisfaccion directamente a la persona vîctima de la violaciôn 
del Convenio (351). ta decisiôn del Tribunal es definitiva.
e ’) ta Sentencia del Tribunal.
ta sentencia del Tribunal debe ser motivada y si la 
sentencia no expresa en todo o en parte la opiniôn unânime de 
los jueces, cualquier juez tendrâ derecho a unir a ella su vo 
to particular, tas Altas Partes Contratantes se comprometen a 
conformarse a las decisiones del Tribunal en los litigios en 
que sean parte, ta sentencia del Tribunal serâ trasladada al 
Comite de Ministres que vigilarâ su ejecuciôn.
5olire las normas de procedimiento y de carâcter regla- 
mnntario en materia de la competencia del Tribunal es preciso 
tener en cuenta el art. 55 (352).
(35 1) Rec. Trav. Prep. vol. V, pp. 13R-141. Vôase sobre la
competencia del Tribunal para concéder la reparaciôn y 
solire el carâcter cjecutivo de la sentencia de repara­
ciôn, vôase Robertson, A.11., ob. cit. pp. 211-212 y 
pp. 261-262 respectivamente.
ta primera sentencia en que se trata la cuestiôn de la 
reparaciôn fue en ciertos aspectos de 1 Régimen tin-
gufstico Relga, aunque no se llegô a aplicar. ta prime­
ra que se decidiô al efecto fue en la sentencia relati 
va al art. 50 de 10 de Marzo de 1972 en el Asunto "De 
Wilde, Ooms y Versyp" contra Rélgica. Publ. Cour. Eur. 
P.M. Série A, n" 14, arrêt du 10 marS, 1972.
(352) El tribunal aprobô su Reglamento en su tercera sesiôn
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El procedimiento ante el Tribunal descansa en el prin­
cipio de que un asunto es presentado por el représentante de 
la Comisiôn que puede escoger los argumentos a su agrado (353).
La actuaciôn del Tribunal no ha sido demasiado amplia. 
Hasta fines de 1974 solo habîa Intervenido en quince casos con 
tenciosos. El Comité de Ministros en idéntico lapso de tiempo, 
habîa resuelto dieciocho casos contenciosos. Existe cierto 
riesgo en perjuicio del Tribunal y, por tanto, del sistema de 
protecciôn general del Convenio si su actuaciôn no obtuviese 
un mayor grado de desarrollo en el future.
El Tribunal europeo de los derechos del Hombre, como 
se ha sefialado es algo mâs que un simple Tribunal de arbitra- 
je, dependiente de la voluntad de los Estados, sino que sus 
decisiones son ejecutivas en los asuntos concrètes y ademâs sus 
efectos van mâs lejos del asunto individual.
plenaria el 18 de Septiembre de 1959.
Respecto del Primitive Reglamento, véase Annuaire, 
vol. II, 1958-1959, pp. 3-63.
(353) Sobre el carâcter de su decisiôn, véase Rec. Trav. 
Prep. vol. 5, pp. 138-141.
Eissen M.A., propone la elaboraciôn de un Protocolo 
Adicional en el que se confiriese "locus standi" al 
individuo ante el Tribunal. Ob. cit. pp. 145-146. 
Schmidt, F., el profesor de la Universidad de Estocol- 
mo al comentar la libertad sindical trata la partici- 
paciôn del récurrente, en Forum,Conseil de l'Europe. 
Droits de l'Homme. 1-2/78, pâg. 24.
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Fslo "alcance general" no se dériva de su primacîa por 
que nn ç:e trala de un Tribunal de casacrôn, sino de la posi- 
liilldad de infliienciar mediante su jurisprudencia, la actua- 
r«f1n de las instancias y jurisdicciones internas que deberân 
aplicar sus directrices a los asuntos de igual naturaleza (354)
RI Tribunal constituye una autêntica jurisdicciôn in­
ternacional .
3. El Comité de M inistros.
a . Composiciôn y aspectos jurldico-pollticos de 
su funcionamiento.
El Comité de Ministres del Consejo de Europa fue esta- 
blerido por el articulo 14 del Estatuto del Consejo de Europa 
( 355). Es el ôrgano de decisiôn de la organizaciôi.Actfia en nom­
bre del Consejo y su actividad se desarrolla en âmbitos diver 
SOS fart. 13) (356).
(354) Asi Se expresô el juez del Tribunal Internacional de 
Justicia H. Mosler en el Coloquio sobre Derechos del 
nombre celebrado en Franckfurt, del 9 al 12 de Abril 
de lORC.
(355) llecbo en Londres el 5 de Mayo de 1949, Espana se adhi 
riô aj Estatuto, en 1978. 8.0.E. 25 Septiembre 1978.
(356) Del Estatuto del Consejo de Europa. B.O.E. Septiembre 
1978. Es el ôrgano compétente y que actCia en nombre 
de I Consejo.
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Nos interesa, en materia de derechos humanos, porque 
orienta la acciôn del Consejo, con el fin de realizar los ob- 
jetivos de la organizaciôn. Y, precisamente uno de los objeti- 
vos primordiales es "la promociôn y protecciôn de los derechos 
del hombre" (art. 1*) (357).
El Comité de Ministros desempeha, ademâs, una funciôn 
muy relevante en el âmbito del Convenio.
Sus facultades, segûn los artîculos 32 y 33, son décisi­
ves. Es el ôrgano politico decisorio. Su participaciôn en el 
sistema de garantis es consecuencia, también de la necesidad de 
la "soluciôn de compromise", cuando no se acepte la jurisdicciôn 
obligatoria del Tribunal (358).
No es un ôrgano exclusive del Convenio como la Comisiôn 
y el Tribunal (art. 19), El Comité actüa en realidad, en fun­
ciôn y es, prâcticamente, el ôrgano esencial o principal del
(357) La finalidad consiste en realizar una uniôn mâs es- 
trecha entre sus miembros. El art. 1 del Estatuto dis­
pone en su apartado b):
"Esta finalidad se perseguirâ a través de los ôrganos 
del Consejo, mediante el examen de los asuntos de in- 
terés comûn, la conclusiôn de acuerdos y la adopciôn 
de una acciôn conjunta en los carapos econôraicos, so­
cial, cultural, cientifico, jurîdico y administrative, 
asî como la salvaguardia y la mayor efectividad de los 
derechos humanos y las libertades fondamentales"
B.O.E. 25 de Septiembre de 1978.
(358) Recueil des Textes, pp. 109-110.
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Consejo de P.tiropa. Por eso, su organizaciôn y competencia son 
regulados, FundamentaImente, por el Estatuto y no por el Con­
venio.
El. singular carâcter del Comité se debe a su actuaciôn 
como ôrgano politico del Consejo de Europa: Ejecutivo y como 
ôrgano de control de la aplicaciôn del Convenio (359).
El Comité se halla integrado por un représentante de 
cada uno de los Estados miembros del Consejo de Europa.
En la actualidad cuenta con 21 miembros; como repré­
sentantes de los Estados actûan los Ministros de Asuntos Exte- 
riores, antique en la prâctica los Delegados son los que aprue- 
ban gran nûmero de decisiones.
Su composiciôn y carâcter politico podîan obstaculizar 
la aprobar.iôn de decisiones cuando tuviera que declarar la exi s­
tencia de una infracciôn estatal del Convenio. Se tratô de évi­
ta r este riesgo mediante la mera exigencia, para sus decisio­
nes, de una "mayorîa de dos tercios" (art. 32). Contrariamente, 
a la "tinanimidad" necesaria cuando aprueba cuestlones importan 
tes en su ftinciôn de ôrgano ejecutivo del Consejo de Europa
(360).
SI tt embargo, su Funciôn como ôrgano decisorio se halla 
some 1 1 d a a 1imitacione s .
13591 Ibidem, pp. 106-107 y arts. 15 y 16 del Estatuto. 
B.O.E. 25 de Septiembre 1978.
Robertson, A. il. , nb . cit. pp. 237 y ss, y Garcia de En 
t o n  1.1, E., O b . cit. pp. 135-140.
(360) Reçue il des Textes, pâg. 109.
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Los Gobiernos representados participan en el ejercicio 
de las facultades que le confiera el articulo 32, con absolu­
ta independencia de que hayan o no ratificado el Convenio (361) 
En ocasiones pueden ser "jueces y parte en el litigio" (362).
Esta intervenciôn decisoria del Comité de Ministros se 
presta a discusién. Inicialmente, no se pensaba otorgar taies 
poderes al Comité. Se llegô al articulo 32 por via de compro­
mise entre los Estados (363).
(361) El Comité de Ministros estableciô unas "Reglas para la 
aplicaciôn del art. 32 del Convenio europeo". El primer 
texto se aprobô en su 68 sesiôn en Enero de 1959, modi- 
flcândose en su 94 sesiôn de Enero de 1961, en su 99 se 
siôn de Mayo de 1960, en su 140 sesiôn de Abril de 196? 
y en su 164 sesiôn de Octubre de 1967.
En cuanto a la posiciôn de los Estados, se refiere a 
los que no han ratificado el Convenio, la Régla n® 2, 
que légitima la actuaciôn del représentante. Véase Re­
cueil des Textes, pp. 501-505.
(362) Las Reglas 7 y 8 se refieren a las partes en el litigio, 
cesiôn de la Presidencia en el supuesto de que el Pré­
sidente fuese représentante de una parte en. el litigio. 
La régla n® 8, que se aplica tanto a las demandas indi­
viduales como a las interestatales se refiere al esta­
blecimiento del procedimiento a seguir y plazos para la 
presentaciôn de documentos. El Comité escucha a las par 
tes antes de decidir. Recueil des Textes, pâg. 502. ~
(363) Doc. CM (50) 52 de 7 de Agosto de 1950, A 1884 en 
Recueil des Travaux Préparatoires, vol. V, pp. 77, 93 
y ss.
Recueil des Textes, pâg. 109.
mh . Competencia, proceclimiento y facultades rela- 
cionnflas con el derecho de reparaciôn.
ni i r M c u l o  32 del Convenio détermina, esenc ia Imen t e , 
la mlsl6n Importante del Comité de Ministres en materia de pro 
tecrién Individual y de reparacién. Le atribuye funciones de 
control y decisorlas, pese a que el Consejo, tenga por objeto 
primordial el fomento de la concordia y armonîa politico en 
la une i en te Curopa. Cn efecto, al Comité de Ministres le com­
pete, segOn el articule 32:
a. Decidir, en base del Informe de la Comisiôn, "si 
ha habido o no violaciôn del Convenio".
b. Decidir cuales son las "consecuencias" del hecho 
de que la Alta Parte Contrôlante interesada no 
adopte las medidas que se deriven de la decision 
del Comité.
Pstas facultades de decision ban sido calificadas de 
fnncién "quasi -j udlela l". La calificaciôn es excesiva. Al mis- 
mo tiempo, el Convenio asigna otra fnncién importante al Com i­
té do Ministres: realizar una tarea supervisera o de control, 
os to es, "vlgilar la ejecucion" de las sentencias del Tribunal 
(art. 31) (3é4).
l.) La Puncién decisoria del articule 32.
La Funcién y facultades de decisién son ejercidas, en
f iCol I I b i dom , pég . 112.
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supuestos diverses, tanto por el Tribunal como por el Comité. 
Ahora bien, la calificaciôn de decisiôn "judicial" le corres­
ponde ûnicamente a la sentencia del Tribunal. Porque el Comité 
es un ôrgano de carâcter eminentemente politico. Su actividad 
manifiesta siempre esa calidad. Sus decisiones pueden, en efeç 
to, poner término al procedimiento iniciado ante la Comisiôn, 
pero se asemejan con frecuencia a un "acuerdo politico", de 
naturaleza y contenido distinto a la "decisién" que hubiera, 
posiblemente, adoptado el Tribunal en el raismo asunto (365).
Sin embargo, a pesar del carâcter politico del érgano, 
al aprobar sus decisiones deberâ conformarse con los limites 
establecidos por el articule 32 del Convenio (366).
Los motives que justifiquen la decisién del Comité de- 
berân basarse exclusivamente en el Convenio y en consideracio- 
nes juridicas y no en factores politicos.
Su actuacién como érgano- decisorio principal se halla, 
ademâs, condicionada por el plazo temporal, (art. 32) y porque 
la Comisién deberâ haber instruido el asunto y elaborado el
(365) Vasak, K.; "Institutions régionale de promotion et pro­
tection des droits de l'homme" en "Les dimensions In­
ternationales des droits de l'homme" Unesco, Nueva York, 
1978, pâg. 565, punto 1272 y Robertson, A.H., Ob. cit. 
pp. 237 y ss.
(366) En este sentido deberâ realizar su actividad de confor- 
midad con los principles establecidos en la opinién con 
sultiva del T.I.J. de 28 de Mayo de 1948 interpretando 
el art. 4 de la Carta de Naciones Unidas (Nuevos miem- 
bros de la organizacién y sus condiciones). Véase Ro­
bertson, A.H., ob. cit. pp. 237 y ss.
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oporiuno Informe, formnlando su opinion sobre ta existencia 
o no de violacién de! Convenio y las propues tas que considéré 
apropiadas (art. 31). El Comité deberâ decidir si ha habido 
o no viotacién, transcurridos très meses a partir de la pre- 
sentacion del Informe de la Comisién, si el asunto no hubiese 
sido deferido al Tribunal.
Se suele admitir que el Comité actéa "subsidiariamen- 
te": es decir, cuando el Tribunal no es llamado a conocer un 
asunto o no se reconozca su jurisdicciôn como obligatoria. En 
estas casos, el Comité constituye el érgano decisorio princi­
pal a falta de aceptacién de la clausula facultativa de I artî- 
culo 4fi.
Las incidenclas y cuestiones de procedimiento suscita- 
das en el ejercicio de las facultades del articule 32, ban 
oblignrlo al Comité a resolver tales problemas merced a la re- 
darcion y apllcacién de las "reglas para la aplicacién del ar- 
tlrolo 32". En realidad, el Comité goza, en principio, de to­
tal lihertad sobre e 1 método o el modo de adoptar la decisién 
(3fi7).
El procedimiento sue le resolverlo med i ante una "deci­
sién ad hnc" en la que indica a la Comisién lo que requiera 
el a s t m t n ,  El Comité de Ministros no se halla en modo alguno
vinculado por la opinién de 1 Informe de la Comisién. Puede
rxaminar, nuevamente, los hec h o s . En la prâctica, acostumbra a
rompartir el criterio expiiesto en el Informe de la Comisiôn.
(3fi7) grctieil des Travaux Préparatoires, vol. V, pâg. fiS.
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2) La funcién conciliadora.
Con arreglo al esplritu del Convenio, el Comité procura 
que medie un arreglo o conciliacién entre las partes y, de es­
ta forma poner fin al procedimiento. Las partes se comprometen 
a ejecutar las decisiones del Comité y del Tribunal. Como el 
Tribunal no puede ejercer funciones sancionadoras corresponde 
actuar en tal sentido al érgano politico que es el Comité. Go­
za en este terreno de un amplio margen de apreciacién.
Si el Comité reconoce la existencia de una infraccién, 
otorga un plazo al Estado infractor, para que adopte las medi­
das necesarias, "que se deriven" de la decisién de aquél. Trans^ 
currido el plàzo sin haber adéptado al Bàtado-Parte las "medi­
das satisfactorias", el Comité resolverâ "cuales son las conse­
cuencias que se derivân de su decisién inicial". Las Partes- 
Contratantes se comprometieron a considérât obligatorias taies 
decisiones.
3) La funcién dé ejecucién de la sentencia.
Por otra parte, el Comité ha de vigilar la ejecucién y 
el buen cumplimiento de las sentencias del Tribunal (art. 54) 
(368) .
Naturalmente la efectividad de las sentencias del Tribu­
nal serâ bien consolidada, merced a esa vigilancia de su cum­
plimiento. Esta tiene trascendencia jurldico-polîtica no solo
(368) Véase "Régies adoptées par le Comité des Ministres re­
latives à 1'application des articles 32 et 54 de la 
Convention", en Recueil des Textes, pp. 500-600.
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en In floctrinn, sino en la realidad jur isprndenc ta l. Con fre- 
cuenria oI Comité ?e limita a "tomar on conaideracion" las mo- 
didns dorivadas do las sentencias. fgualmente toma nota de la 
doc is ion nogativa sobre la pretendida violaciôn.
La sentencia declaratoria de la violaciôn obliga al Es- 
tado Infractor a modificar la legislaciôn impugnada. 3;i la re­
forma logislativa se reallza antes de la intervenciôn del Comi 
té este "expresa su satisfacciôn por la medida adoptada" (569)
(569) Rosoluclôn (76) 55 en el asunto "Colder contra Cran
Bretafla" relativa a la Sentencia del Tribunal europeo 
de 22 de junio de 1976, aprobada por el Comité en su 
259 scsiôn de delegados.
Rosoluclôn (77) 10 en el asunto "Engel contra Raises 
Bnjos" aprobada el 20 de abril de 1977 por la 268 sosiôn 
de delegados.
Voasë asimismo el anexo a la citada Resoluciôn. 
Roe;oluciôn (73) 55 en el asunto "Irlanda contra Cran 
BretaBa" de 27 de jtinio de 1978 , aprobada por la 290 
rouniôn de delegados y su anexo.
Resoluciôn (78) 59 relativa al asunto "Tyrer contra Cran 
B re tafia" de 15 de octobre de 1978 aprobada por la se - 
siôn de delegados.
Resoluciôn DM (80) 2 en asunto "Koning contra R.F.A." 
de 10 de octobre de 1980 aprobada por la 525 sesiôn de 
delegados. Resoluciôn OH (80) 5 en el asunto "Art i co 
contra ltalia" de 18 de diciembre de 1980 aprobada por 
la 527 sesiôn de delegados. Resoluciôn DU (81) 2 en el 
"Asunto Sunday Times contra Cran Bretafia" de 2 de abril 
de 1981 aprobada por la 552 sesiôn de delegados. 
Resoluciôn DU (81) 6 en el asunto "Cuzzardi contra Ita­
lia' de 50 de abril 1981 aprobada por la 555 sesiôn de 
delegados y Resoluciôn D11 (81) 8 en el asunto "Airey con 
tra Irlanda” de 22 de mayo de 1981 aprobada por la 554 
sesiôn de delegados en "Collection of Resolutions adop 
ted by the Committee of Ministers in aplication of arti­
cle 54 of the European. Convention for the protection 
of human rights and fundamentd freedoms". Estrasburgo, 
1981.
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En el caso de que la legislaciôn controvertida sea mo- 
dificada por el Estado culpable, el Comité de Ministros deberâ 
"calificar" la adecuacién de la reforma al Convenio. En esta 
calificaciôn recaba "asesoramiento jurldico", aspecto no pre- 
visto por el Convenio. Por ello, se ha pensado que el Comité 
puede consulter al Tribunal sobre la decisién a adoptar cuando 
actûa en virtud del articule 54.
Porque el Comité debe vigilar Si las autoridades del Es­
tado infractor han cumplido la obligacién de reparar o reroe- 
diar en lo posible los perjuicios ocasionados al récurrente, 
independientemente del hecho de que el Tribunal otorgue al dam 
nificado una indemnizacién a titulo de reparacién o bien de 
que el individuo haga uso del derecho que le reconoce el Tribu­
nal en la sentencia relativa al fondo del asunto.
La actitud del Comité debe ser en cualquier caso "posi­
tiva" tanto en el supuesto de que el Tribunal décida que ha 
habido violaciôn o bien que haya concedido una reparacién (370)
El Comité goza de un amplio margen de apreciacién en el
ejercicio de su facultad sancionadora y podrâ, entre otras,
adoptar las siguientes medidas:
a) Influir y presionar a los Estados mediante la 
publicacién del Informe de la Comisién. En la 
prâctica, no lo ha hecho, salvo dos excepciones.
(370) Robertson, A.H., Ob. cit. pp. 263-265. 
Jacobs,F.G., Ob. cit. pâg. 267-271.
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b) Decidir In reparncion de los perjuicios ocasio- 
nndos por In violaciôn, median te la concesiôn de 
una satisfacciôn equitativa.
c) Rn Ultimo término, conforme al articulo 8 del Rs- 
tatuto, la expulsiôn del Estado infractor.
La decisiôn de expulsiôn fue adoptada por el Comité de 
Ministros, como sanciôn al "Gobierno de los coroneles" de Gre- 
cia. Sin embargo la verdadera sanciôn para Grecia fue la sus­
pens iôn del Tratado de Asociaciôn entre Grecia y las Comunida- 
des, con ta supresiôn de las ventajas econômicas, en virtud de 
la decisiôn paralela del Comité de Ministros de las Comunida- 
des .
Entre las principales cuestiones de procedimiento que 
se bon planteado, esté la de saber si los Estados-Partes, en 
el litlgîn tienen derecho al voto; cuestiôn que afecta, a su 
vez a los Estados que no hayan ratificado el Convenio.
El Comité solucionô la primera cuestiôn, de modo afir- 
mativo, interpretando el articule 52, en cl sentido de que la 
participaciôn de todos los miembros del Comité, sean o no Par­
tes en el litigio, presupone la emisiôn del voto. Si el Prési­
dente a la sazôn del Comité fuera parte interesada deberâ cé­
der la Presidencla.
Asimismo, el derecho de voto se confiere a todos los 
miembros del Comité, con independencia de que hayan o no rati- 
f i cadn el Con ven i o (571).
157 1) 1,0 Régla n" 2. Véase "Régies adoptées par le Comité
des Ministres relatives a l'application des articles 
5 2 of 54 de la Convention", en Recueil des Textes, 
pâg. 5CO.
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La otra cuestiôn se relaciona con el papel que desempe- 
fla la Comisiôn ante el Comité (conforme al art. 31 (3) ). El 
Comité ha dispuesto para evitar propuestas de la Comisiôn "ul­
tra vires", que ésta formule propuestas cuando se hubiera de- 
cidido la violaciôn en el asunto en litigio. Las funciones de 
la Comisiôn con respecto al Comité no estén bien definidas pe­
se a las reglas del Comité. Estâh mejor formuladas las rela- 
ciones de la Comisiôn y el Tribunal.
Es posible que el Comité intervenga y desarrolle la in- 
vestigaciôn y establecimiento de hechos, aropliando las cues­
tiones suscitadas en el Informe. No suele mantener relaciôn con 
la Comisiôn durante el examen del asunto, salvo que le requiera 
para mayor informaciôn, aunque no puede afirmarse que sus rela- 
ciones sean esenciales (372).
El Comité desarrolla, ademâs, funciones administrati­
ves y financières, interviene en la elecciôn de los miembros 
de la Comisiôn y del Tribunal y aprueba el presupuesto.
La elecciôn de los miembros de la Comisiôn compete al 
Comité (art- 21). La primera elecciôn se realizô el 18 de Mayo 
de 1954. Son elegidos por un perlodo de 6 aflos (373). En Reso-
(372) Monconduit, F., Ob. cit. pâg. 536. Respecto de las re-
laciones con otros organos véase Castberg, F., Ob.
cit. pp. 17-20.
(373) Se prevee que la mitad de los miembros de la Comisiôn
sea renovada cada 3 ahos; a tal fin,el Protocole del 20
de Enero de 1966, faculta al Comité para prolonger el 
perlodo de 6 aflos previamente a procéder a una nueva 
elecciôn. Este periodo no podrâ exceder de 9 aflos ni 
serâ inferior a 3 aflos.
hiclôn ni>robrîdn cl 12 de Diciembre de 1979 se eligiô al Cate- 
(Irât icfi cspailol J.A. Carrillo Salcedo, como miembro de la 
Comi s i on, en razôn de la calidad de Miembro de Espatïa. La elec 
f iôn do los miembros del Tribunal corresponde a la Asamblea 
Parlamentaria. Pero, en la prâctica, el Comité élabora la lis­
ta de candidates (574). En su 285 Reuniôn de Delegados, el Co­
mité élaboré la terna para elegir el juez espaRol, condiciôn 
que ba recaîdo en el Catedrâtico espaflol, E. Garcia de Ente- 
rrîa (575).
(574) A partir de la primera elecciôn celebrada el 15 de Di­
ciembre de 1958, fue el Comité quien configuré una li£ 
ta de las quince presentàdas por los Gobiernos. Las 
cualIdades de que deben hallarse revestidos los candi­
dates se estipulan en el art. 59, espccîfIcamente. 
Recueil des Textes, pâg. 110.
(575) El Comité de Ministros desarrolla otras actividades:
La Declaraciôn de derechos del Nombre de 27 de Abril de 
1978, cuyo desarrollo y aplicacién se le encomendô al 
Comité de Expertes. Véase Doc. H (82) 2, pâg. 58. As i 
como b) la ampliaclôn de los derechos protegldos. Pro- 
yecto de Protocole Adiclonal n” 6 cuya primera lectura 
fue efectuada por el Comité Director de los Derechos 
Ihimatios, véase Doc. Il (82) 2, pâg. 58. c) Promociôn de 
los derechos del hombre, mediante la Educaciôn y la in 
formaciôn, d) Examen de la compatibilidad de la api ica- 
ciôn del slstema del Convenio y el Pacto de derechos 
civiles y politicos, f) El perfeccionamiento del siste- 
ma del Convenio. Asimismo estudia la eventual revisiôn 
del Protocole n° 2. Véase Doc. Il (80) 5, pp. 25-27.
Véase "Activités du Comité des Ministres en ce qui con­
cerne la mise en oeuvre de la Convention Européenne des 
Droits de 1 ’Homme". En "Activités du Conseil de l'Europe 
dans le domaine des Droits de l'Homme au cours de 
l'annee 198 1". Doc. H (82) 2pp. 27-56. Véase la Re­
soluciôn Relative a l'accès a l'information détenue 
par les autorités publiques". Doc. H (82) 2 pp. 59-4 1.
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PARTE TERCERA
PRESUPUESTOS JURIDTCOS DEL STSTEMA TUTELAR DE LA ACC ION INDI 
VI DUAL Y DEL DERECIIO DE REPARACION.
ACOTAMTENTO DR LOS RECURSOS INTERNOS Y ADMISION DR LAS 
DEMANDAS DE REPARACION.
1. La regia general y la proteccion de los derechos 
humanos.
1. Es fera de aplicaclôn.
5. Fiindamentaciôn especial de la régla general segiin 
e1 Convenio europeo.
La régla general en otros Convenios intcrnactonales 
sobre proteccion de los derechos humanos.
5. Renuncia del Estado a la régla general y primacla 
de la competencia de la Comisiôn europea.
ô. Los principles internacionales y los actos legisla­
tives judîclales y administratives en relaciôn con 
las demandas indivlduales y las interestatales.
a) La prâctica administrativa tolcrada por las auto­
ridades infer lores.
b) La prâctica administrativa tolerada por las auto­
ridades jerârquicamente superiores.
7. lnterpretaciôn del Tribunal europeo y las demandas 
de reparacién.
8. El carâcter de excepciones previas: los plazos 
procesales y el "stoppel
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A. La carga de la prueba:
a) Principio general y su conforraidad con el D.I.D.H.
b) El Reglamento de la Comisiôn e interpretaciôn teôri- 
co-prâctica,
c) A quiên corresponde el deber, segûn el articulo 41 
del Reglamento.
d) Crîtica de la primera interpretaciôn de la Comisiôn.
e) Nueva redacciôn del Reglamento y sus caracterîsticas 
esenciales:
1) Quiên la alega.
2) Comienzo de prueba.
3) Circunstancias especiales.
4) Investigâciôn "ex officio"
5) Distribuciôn de la prueba.
6) Renuncia.
B. Limite temporal del ejercicio del agotamiento:
a) Decisiôn interna definitive,
b) 1 plazo de seis meses.
c) Modificaclones al limite temporal, 
a*) Recursos administrâtivos.
b*) Recursos ante Trîbunales constitucionales.
1. Situaciôn de "violaciôn continuada"
2. Validez relativa del plazo segûn sea la natura 
leza del dafto.
ni
5. La aclmisibi 1 Idad del recurso Interpuesto fuera 
del plazo de los sels meses.
4. El plazo y la notlficaciôn interna.
('. Excepciones: "circunstancias especiales":
a) Jurisprudencia consagrada.
b) Recursos que reiteran decisiones anteriores.
c) Lentitud o prolongacion indebida en el procedimiento.
d) Ineficacia de los recursos internos.
e) Parcialidad de los Tribunales y la denegaciôn de jus- 
tic i a .
C'. Illpotesis de excepciôn Inadmisibles:
a) La insuficlencla de medios econômicos.
b) La mera ignorancta de la existencia del recurso.
c) La opinién subjetiva sobre la improbabilidad de cxito 
deI recurso.
d) La diferertcia de redacciôn en los textes oficiales.
e) La s condiciones y el mal estado de salud.
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PARTE TERCERA
PRESUPUESTOS JURIDICOS DEL SISTEMA TUTELAR DE LA ACCION INDI 
VIDUAL Y DEL DERECHO DE REPARACION.
I. Agotamiento de los recursos intemos y admis iôn de las de­
mandas de reparaclôn.
1. La régla general y la protecciôn de los derechos humanos.
El Convenio europeo contiene en su articulo 26, el fun 
damento jurldico formai de la aplicaciôn del principio de De­
recho internacional general del previo agotamiento de los re- 
cursos internes antes de iniciarse el procedimiento ante una 
instancia internacional. Su carâcter obligatorio es bien noto- 
rio. Por ello, ha podido afirmarse certeramente que su validez 
positiva dériva direetamente del principio "pacta sunt servan­
da". El articulo 26 dice textualmente:
"La Comisiôn no podrâ ser requerida mâs que des- 
pués del agotamiento de los recursos internos, 
tal como se entiende segûn los principios de de­
recho internacional generalmente reconocidos y 
dentro del plazo de seis meses a partir de la fe- 
cha de la decisiôn interna definitive".
Esta disposiciôn se complementa con el pârrafo 3 del 
articulo 27 que establece la declaraciôn asimismo, de la inad- 
misibilidàd de la reclamaciôn por haber incumplido el anterior 
requisite. El pârrafo 3“ del articulo 27 dice:
353
"La Comtsinn rech.izarâ cualquier demanda que con­
sidéré inadmisihle conforme al articulo 26" (1).
ni principio general internacional del previo agotamien 
to de los recursos internos se debe tanto a razones eminente­
mente juridicas como a motives de carâcter politico, que han 
sido ten i dos en cuenta por los redactores del Convenio. La pri 
mera "ratio" jurldica que inspiré a los autores del Convenio 
fue sin dtida la orientaciôn general prédominante en la Comuni- 
dad internacional, donde estâ bien consagrado el criterio del
(1) Recueil des Textes de la Convention européenne des 
droits de l'homme. Estrasburgo 1977, pâg. 112.
Cavaré, L.: "Le droit international public positif". 
Paris 1969, t. II, pp. 430 y ss, 440 y ss. Monaco, R.: 
"Manuale di diritto internazionale pubblico", Turin, 
1971, pâg. 569. Aireras inghe, C.F.: "The Formai Charac­
ter of the Local Remedies Rule", en Zadrv, 1965, pp.
445 y ss. Ago, R .: "La regola del previo esauarimento 
del ricorsi interni In tema di responsabilité interna­
zionale" en Archivio di Diritto Pubblico, 1958 pp. 181 
y ss. Rorchard, E .: "The Local Remedies Rule", en A.J. 
I.L. 1954, pp. 729 y ss. Briggs, M.W.: "The Local re­
medies rule a drafting Suggestion", en A.J.I.L., 1956, 
vol. 50, n” 4, pp. 921 -927. Miaja do la Mue la A.: "El 
agotamiento de los recursos internos como supuesto de 
las rec1amaciones inte rnacionales", en Anuario urugua- 
yo de derecho internacional 1965, pp. 9 y ss. Diez de 
Velasco,M. :"La protection diplomatique des sociétés et 
des actionnaires" en R.C.A.D.I. 1974, 1, pp. 87 y ss. 
Dagleton, C.: "L'épuisement des recours internes et 
le denit de justice d'après certaines decisions récen­
tes en R.P.l.L.C. 5 s., 1955, pp. 504 y ss. Guggenheim,
P.: "Traité de droit International public". Ginebra 
1954, t. 11, pp. 21 y ss. Quoc Dinh, N., Daillier P. y 
Pellet A.: "Droit International Public", Paris 1980, 
pp. 551 555, 711-7 15. Chappez, .1.: "La règle de 1'épui­
sement des voies de recours internes". Paris 1972, pp.
4 y s s .
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previo agotamiento de los recursos internos (2).
Aun siendo bien manifiesta la validez internacional 
del principio general, las Partes Contratantes consideraron 
oportuno su reconocimiento explicite en el Convenio, con el 
fin de evitar equlvocos en la presentaciôn de reclamaciones 
a la Comisiôn: esta intenciôn de las Altas Partes Contratan- 
tés se plasmarla en un tèxto clâro à fin de impedir que una 
reclamaciôn se presentase ante la Comisiôn europea contra cual 
quiér Alta Parte Contratante sin haber sido previamente exami 
nadas de forma exhaustiva en el âmbito interno tendrîan, en 
todo caso, que agotar los recursos internes. En efecto, no po 
drlan requérir a la Comisiôn "mâs que despuës del agotamiento 
de los recursos internes". De este modo el interês légitimé 
de los Estados todo quedaba mejor protegido. Las Partes Con­
tratantes manifiestan en dicho texte, el carâcter subsidiario, 
que en cierto sentido tienen, el âmbito de la protecciôn de 
los derechos del hombre, establecido por el Convenio (3).
(2) En cuanto al fundamento de la régla. Annuaire de l'Ins­
titut de Droit International, 1956, vol. 46, pâg. 358. 
En cuanto a la prâctica del Convenio: Asunto n" 5964/72 
en Décisions et Rapports, 3, pp. 57 y ss. Asunto n “ 
343/57 en Annuaire..., II, pâg. 439.
Asunto n° 788/60 en Annuaire..., IV, pâg. 149.
Asunto n® 712/60 en Annuaire..., IV, pâg. 400.
Asunto n®1994/63 en Annuaire..., VII, pâg. 260.
Wiebringhaus, H.: "La règle de l'épuisement préalable 
des voies de recours internes dans la jurisprudence 
de la Commission européenne des droits de l'homme", en 
A.F.D.I, 1959, pp. 685 y ss. Casseôe, A. : ''Le droit de 
recours individuel devant la Commission européenne des
(3) El individuo solo podla ejercer el derecho de recurso 
individual cuando "... he has exhausted all the reme­
dies of his own country and the means of redress open to 
him within his own State. The Assembly will remember
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Ln? Partes en el Convenio se comprometen a garmntizar, 
en primerlsimo término, la protecciôn de los derechos en sus 
prop Vos ôrdenes internos. Tan solo en el supuesto de que las 
autoridades nacionales no ofreciesen la debida garantîa, serfa 
cuando entrase en juego et sistema Introducido por el Convenio 





droits de l'homme"., en "Les Clauses Facultatives de 
la Convention européenne des droits de l'homme". Bari, 
1974, pâg. 57. Cançado Trindade, A.A.,: "The Burden of 
the Proof with regard the Exhaustion of Local remedies 
in International Law", en RiVista Trimestrale di Dirit­
to e Procedura civile 1977, n ” 11, pp. 568-614, aqui 
pp. 570-573. Ruiloba, E . : "El agotamiento previo de los 
Recursos internos como requisito de la protecciôn Inter 
narional de Individuo". Universidad de Valencia, 1978, 
pp. 1.31 y ss.
that article 17 only comes into operation after all 
other means of redress within a State have been tried".
En Recueil des Travaux Préparatoires, vol. 5, pâg. 198. 
Vîsscher, C. de,: "Théories et réalités en droit inter­
national public". Paris 1970, pp. 48 y ss.
Guggenheim, P., oh. cit. pâg. .32.
Ago, R . , ob. cit. pâg. 26.
En cuanto requis i to de admisibi1 idad , véase: Vitta, E . : 
"Processo civile e diritti dell'uomo" en Rivista Trime^ 
traie di Diritto e Procedura civile, 1977, n ” II, pp.
5 76 y s s .
Alc.al.1, Zamora Castillo, N . : "La protecciôn procesal in­
ternacional de los Derechos Humanos", Madrid, 1975, pâg. 
87 .
Sperdutti: G.: "La Convenzione europea de i diritti 
dell'uomo ed il sue sistema di garanzie" en Rivista di 
Diritto Internationale 1963, pp. 161-175.
Rente r , P.: "Quelques remarques sur la s i ­
tuation juridique des particuliers en droit internatio­
nal public", en "La technique et les principes du droit 
public". Etudes en l'honneur de Scelle, G., Paris 1950, 
t. Il, pp. 535 552.
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turbada en el ejercicio de la funciôn que le confia el texto 
europeo (4).
Sin la aceptacién expresa de la régla clâsica, el pro­
cedimiento ante la Comisiôn se verla sobrecargado, y se prolon 
garla indebidamente. Y su decisiôn final séria naturalmente la 
inevitable afirmaciôn de inadmisibilidad de la reclamaciôn por 
el no-agotamiento (5).
(4) Guinand, J.: "La règle de l'épuisement des voies de re­
cours internes dans le cadre des systèmes internationaux 
de protection des droits de l'homme". En Revue belge de 
droit international 1968, pp. 471 y ss.
Spatafora, E.: "La regola del previo esàurimento dei 
ricorsi interni nella giurisprudenza délia Commissione 
Europea dei Diritti dell'uomo", en Rivista di diritto 
europeo 1971, pp. 101 y ss. Amerasinghe, C.F.: "The rule 
of Exhaustion of Domestic Remedies in the Framework of 
International Systems for the Protection of Human Rights" 
En Zeitschrift fur auslandisches offentliches Recht uid 
Vôlkerrecht, 1968, pp. 257 y ss, en concrete pp. 258 y 
265.
Sulliger, D.: "L'épuisement des voies de recours inter­
nes en droit international général et dans la Convention 
européenne des droits de l'homme", Lausana 1979, pp. 9 
y ss. Vasak, K.: "Le droit international des droits de 
l'homme" en R.C.A.D.I, 1974, IV, pp. 333 y ss.
(5) Mertens, P.: "Origines et fondements d'un droit de re­
cours interne en cas de violation d'une norme de droit 
international", en "Les recours des individus devant les 
instances nationales en cas de violation du droit euro­
péen". Bruselas, 1978, pp. 40 y ss. Dominicé, C.: "La 
Convention européenne des droits de l'homme devant le 
juge national", en Annuaire suisse de droit internatio­
nal, 1972, pp. 9 y ss. Séfériadés, S.: "Le problème de 
l'accès des particuliers è des jurisdictions internatio­
nales", en R.C.A.D.I, 1935, I, pp. 5-119. Eissen, M.A. : 
"La Cour européenne des droits de l'homme", en A.F.D.I, 
1959, pp. 618-658. Monconduit,: "La Commission europé 
des Droits de l'homme". Leyden 1965, pp. 304 y ss. Asun- 
tos n® 1420/62, 1477/62 y 1478/62, de 16 de diciembre de 
1964, en Annuaire..., VI, pâg. 591.
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Lé competencia de la Comisiôn es esencialmente 
subsldaria, el Estado es el primer ôrgano encar- 
gado de asegnrar el respeto de los derechos ga- 
rantizados. De a h l , se dériva que la presentaciôn 
de una demanda ante la Comisiôn no créa litispen 
dencia alguna oponible a las jurisdicciones inter 
nas que examinen el asunto. La régla del agota­
miento puede interpretarse como imponiendo una 1i- 
tispendencia a la Comisiôn" (6).
(6) Wiebringhaus, II.: "La règle de l'épuisement préalable
de recours internes dans la jurisprudence de la Commis­
sion européenne des droits de l'homme", en A.F.D.I, 1959, 
pp. 685-688.
Zanghi, C ,: " L 'esàurimento dei ricorsi interni nella giu 
risprudenza délia Commissione Europea dei Diritti dell' 
uomo". Notiz del Centro Internazionale di Studi per la 
Protezione dei Diritti dell'uomo 1967, n*2-3, op. 62 y ss 
Antonopoulos , N. : "La jurisprudence dos organes de la 
Convention européenne des droits de l'homme". Leyden, 
1967, pp. 48-50.
Marin Lôpez, A . : "El recurso individual ante un ôrgano 
internacional. El caso Nielsen", en R.E.D.l, 1965, vol. 
X V I 1 1 , n" I, pp. 15- 16.
Riiiloba, E .: "La régla del agotamiento de los recursos 
internes a través de las decisiones de la Comisiôn euro­
pea de los Derechos del hombre", en "Ilomenaje al frofe- 
sor Luis Sela Sampil", Oviedo, 1970, t. I, pp. 467-504.
Y: "El agotamiento de los Recursos Internes como requi- 
sitn de la protecciôn Internacional del Individuo". U n i ­
versidad de Valencia, 1978, pp. 132-136.
Grille Pasquarelli, E . : "The question of the Exhaustion 
of Domestic Remedies in the Context of the Examination 
of Admissibility of an application to the European C o m ­
mission of Human Rights" en "Privacy and Human Rights", 
en Manchester, 1973, pp. 332 y ss.
Eawcett, .I.E..S.: "The application of the European Co n ­
vention on Human R ights", Oxford, 1969, pâg. 452 y ss.
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La intenciôn initial de los autores del Convenio no ha 
recibido una respuesta positiva en la prâctica ya que los par- 
ticulares siguen presentando, en nûmero elevado, reclamaciones 
ante la Comisiôn que no pueden prosperar como taies demandas 
por no haberse efectuado el previo agotamiento de los recursos 
internos.
La Comisiôn ha tenido, por tanto, innumerables ocasio- 
nes de pronunciarse sobre la aplicaciôn en concrete de la clâ- 
sica régla, y su interpretaciôn ha diferido en ocasiones de la 
realizada por el Tribunal cuando se ha visto llamado a pronun­
ciarse sobre esta excepciôn preliminar (7).
La interpretaciôn de la Comisiôn y del Tribunal se efec- 
tûa de conformidad con las circunstancias especificas de cada 
asunto en litigio y por ello se dériva la consecuencia inmedi^ 
ta de la dificultad de extraer conclusiones vâlidas sobre la 
materia para la totalidad de los casos y supuestos diversos.
(7) En cuanto a la Comisiôn cabe citar entre otras; la de­
cisiôn de la Comisiôn de 31 de Mayo de 1956 en el Asun­
to n® 27/55, en Annuaire..., I, pâg. 130. Decisiôn de 
17 de Diciembre de 1957 en el Asunto n® 188/56, en An­
nuaire..., I, pâg. 174.
Decisiôn de 20 de Diciembre de 1957 en el asunto n® 
277/57 en Annuaire..., I, pâg. 219.
Decisiôn de 8 de Enero de 1959, en el asunto n® 222/56,
en Annuaire II, pâg. 344.
Asunto n®343/57, en Annuaire, II, pâg. 437.
Asimismo Asunto n® 617/69 "Hôpfinger contra Austria" en
Annuaire III, pâg. 370.
Asunto n® 712/60 "Retimag" en Recueil des décisions, 8, 
pâg. 38 y en Annuaire..., IV, pâg. 384 Asunto n® 1193/61 
decisiôn de 29 de Septiembre de 1965, en Annuaire..., 
VIII, pp. 153-155.
f,é fecunda interpretaciôn de la Comisiôn debe examinar- 
se con la debida precaiiciôn para evitar la genera 1 izaciôn Fâ- 
cil de les principios especîficos establecidos.
La Comisiôn attende ante todo a los daflos que en cada 
caso ban sido causados a la vîctlma y analiza con cuidado si 
el o r d m  interno es o no capaz de repararlos. Por otro lado,
PS preciso observât la repercusiôn inmediata de la decisiôn de 
la Comisiôn en el propre sistema legal vigente de los Estados 
miembros. Porque el objetivo perseguido por la disposiciôn c i- 
tafia es el de hacer responder al Estado infractor ante la ju­
risdicciôn internacional.
La Comisiôn, a su vez, lia interpretado textualmente el 
rpenvio que el articulo 26 hacc a la aplicaciôn de los "prin­
cipios générales de Derecho internacional en la materia". La 
Comisiôn ha acudido en numerosas ocasiones a dicho reenvto, y 
ha i nvocndo i a norma consueludinaria de Derecho internacional 
pfibliro cuando entra en tela de juicio la responsabi 1 idad de 
los Estados. Esta remisiôn frecuente de la Comisiôn se justifi 
ca porque los redactores del Convenio no expresaron en los tra 
bajos preparatories los criterios conforme a los cuales debîa 
apiicarse la régla (8).
(8) Ruiloba, E . : "El agotamiento de los Recursos internes
como requisite de la protecciôn internacional del Indi­
viduo". Valencia, 1978, pp. 129 y ss.
Eaclii r i , A.P.; "The Local Remedies Rule in the Light 
of the Einnish .Ships Arbitration", en B.Y.B.I.L., 19.36, 
vol . XVII, pp. 19 y s s .
Eawcett, .1.E .S . : "The Exhaustion of Local Remedies, 
Substance or Procedurefen B.Y.B.I.L, 1954, 31, pp. 452- 
4 58. Mi p. a el sen, L . : "European Protection of Human R i ­
ghts". Alphen den Rijn, 1980, pp. 105 y ss. Amerasinghe,
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En general puede sentarse el criterio de que ciertamen- 
te esta disposiciôn concreta (art. 27-2) no es invocable para 
las demandas interestatales.
Pero ello no quiere decir que la demanda interestatal 
no puede ser desestimada en virtud de la inobservancia de la 
régla del agotamiento de los recursos internos. Porque el mis- 
mo articulo 27 estipula en su pârrafo 3®.
"La Comisiôn rechazarâ cualquier demanda que con­
sidéré inadmisible por aplicaciôn del articulo 26",
Este pârrafo 3® del articulo 27, no circunscribe tan 
solo su validez para las reclamaciones individuales y es, pues 
aplicable a las dos clases normales de demandas, la individual 
y la interestatal.
En efecto, el articulo 27 hace dos referencias distin­
tas al articulado del Convenio. Por un lado, contempla de modo 
especifico las demandas individuales, cuando remite al articulo 
25 en el que se fundamentan, justamente, las reclamaciones in­
dividuales o de grupos de particulares (9).
C.F.: "State Responsibility for Injuries to Aliens", 
Oxford, 1967, pâg. 265.
En cuanto a la prâctica véase Asunto n® 2614/65, "Rin- 
geisen(.Austria", en cuanto a la tesis de la Comisiôn en 
Recueil des décisions, pp. 29 y ss. Y respecto Tribunal 
véase. Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n® 13, pârf. 85-93
(9) Panzera, F.: "Le pouvoir de la Cour européenne des
droits de l’homme d'accorder une satisfaction équitable
Por otro Inrîo, cl mismo articulo 27 apela de modo ge- 
nériro, ademâs, al articulo 26 y, por ello, es aplicable a 
amba s categorîas de demandas, ya que el articule 26 no intro 
d u c e , tampoco, distinciôn alguna entre demandas individuales 
o interestatales (10).
a la partie lesée", en "Les Clauses Facultatives de la 
Convention Européenne des droits de l ’homme” . Bari, 
1974, pâg. 105.
Sperdutti, G.: O b . cit. pâg. 818, Castberg, F., Ob. 
cit. pâg. 57. Amerasinghe, C F . :  "State Responsibility 
for Injuries to Aliens". Oxford, 1967, pâg. 277.
(10) El Tribunal y la Comisién expresaron en el Asunto de 
" î rlanda* Gran Bretafia"la aplicacién de la régla:
"This rule as embodied in art. 26, applies to State 
applications (art. 24) in the same way as it does to 
Individual applications (art. 25), when the applicant 
Slate does not more than denounce a violation or viola 
tions allegdly suffered by "individuals" whose place, 
as it were, is taken by the State. On the other hand, 
and in principle, the rule does not apply where the 
applicant State complains of a practice as such, with 
the aim of preventing the continuation or recurrence 
of the practice, but does not ask the Court or the Com­
mission to give a decision on each of the cases put 
forward as proof on the admissibility of the case".
En Puht . Cour. E u r . D.Il. Série A, n ” 25, pârf. 159 in 
f ine .
En ruanto a las demandas interestatales véase Castberg, 
F .: "The European Convention on Human Rights". Leyden 
1974, pâg. 49.
Amerasinghe, C.F.: "State Responsibility for infuries 
to aliens", Oxford, 1967, pâg. 278. Guinand, J .: "La 
régie de l’épuisement de voies de recours internes dans 
le cadre des systèmes internationaux de protection des 
droits de l'homme", en Revue Belge de Droit Internatio­
nal, 1968, 2, pp. 471 y ss.
Morrison, C.: "The Developping European Law of Human 
Righfs". Leyden, 1967, pp. 85-87. Vasak, K .: "Le droit 
international des droits de l'homme" en R.C.A.D.I., 
1974, IV, pâg. 378.
m2 . Es fera de aplicaciôn.
La obligaciôn del previo agotamiento de los recursos 
internos se estipula, en principio, tanto en relaciôn con las 
demandas interestatales como en relaciôn con las reclamacio* 
nés individuales.
La régla se aplica con independencia del carâcter de 
las medidas legislatives o bien prâcticas administratives. Por 
eso, se dice que el Estado ha de responder no solo frente a sus 
propios sûbditos en el momento de explicar sus actividades ad­
ministratives y judiciales sino que también deberâ responder 
de las mismas ante una jurisdicciôn internacional.
La doctrine discute, sin embargo, la aplicaciôn de la 
régla respecto de las demandas de carâcter interestatal. Es 
cierto que el articulo 26 no se refiere a las demandas interes^ 
tatales de forma expresa ni tampoco excluye su aplicaciôn de 
modo expreso, respecto de ese tipo de demandas.
Mûltiples son las razones en que se ha basado la prâc­
tica de la Comisiôn para justificar la aplicaciôn de la régla 
a las demandas interestatales.
1) El sistema de "garantie colectiva" establecido por 
el Convenio no débilita, en modo alguno, la aplicabilidad de 
la régla porque faculta a los Estados para reclaraar no solo por 
las eventuales violaciones que sufran sus propios nacionales 
sino cuando afecten éstas a extranjeros (11). AsI se manifestô
(11) Asuntos n® 6780/74 y 6950/75 "Chipre contra Turquie", 
en la que la Comisiôn seflalarla que el pârrafo 2 del
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lé (’omi'îion en sus decisiones de 12 de Octobre de 1957 y en 
îé Décision del 11 de Enero de 1961 (12).
2) El nrtîculo 26, no distingue, segOn la Comisiôn, en 
tre ma te ri a s que son p resentadas ante la Comisiôn ya sea por
/.
articulo 27 no se aplica a demandas interestatales. 
Asunto n® 800/77 - decisiôn de octobre de 1978 por la 
invasiôn turca de Chipre. En su desisiôn de 26 de M a ­
yo de 1975 declararfa la improcedencia de la excepciôn 
presentada por el gobierno demandado en cuanto al no 
agotamiento. En Annuaire, n® XVIII, pp. 12 1-125. Por 
Ultimo: "The Commission has not excluded the applica­
tion of other grounds for inadmissibility than the 
grounds mentioned in the Convention, at least in State 
applications. However, the Commission has been very 
cautious in applying such grounds which are not enume­
rated in the Convention". En Decisions et Rapports,
15, p p . 85 y s s .
Y Asunto n® 176/56, en Annuaire, vol. II, pâg. 185. 
n® 299/57, en Annuaire, vol. II, pp. 178-180.
(12) Eo los Asuntos de "Gracia c. Gran Rrctafia" y "Austria 
r. lta lia", n ® 788/60 en Annuaire, IV, pp. 116 y ss.
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individuos, organizaciones no gubernamentales o grupos de in- 
dividuos o bien per Estados. No obsta para ello el hecho de 
que el articule 27 (2), estipula ciertas "condiciones especl- 
ficas", exigibles ûnicamente en el supuesto de que se trate de 
reclamaciones individuales.
En los asuntos interestatales se aplica la régla del 
agotamiento previo asi como la régla del plazo de 6 meses como 
limite temporal para la presentacidn de la demanda. Es el pla­
zo de seis meses a partir de la fecha de la decisiôn interna 
definitiva, del articule 26. Asi se desprende claramente de la 
interpretaciôn establecida en los asuntos**Austria contra Italia** 
y en las demandas presentadas por*Chipre contra Turquia*(13).
La Comisiôn no aceptd el arguntento esgrimido por el Go- 
bierno austriaco favorable a la distinta condiciôn del Estado 
y de la "victima" particular, exigible en los supuestos de las 
demandas individuales. (14). Esta distinciôn del Estado tendria
(13) La Comisiôn rechazô la tesis austriaca declarando que 
no se circunscribe a las demandas individuales, porque 
si fuere asi se hubiese redactado en términos similares 
al art. 27 (1) y (2) que se aplica ûnicamente a las de­
mandas individuales. Vêase decisiôn de 11 de Enero de 
1961 en el asunto n® 788/60, en Annuaire..., vol. IV, 
pâg. 153 y Asunto n* 6780/74 y n“ 6950/75 en Annuaire.. 
XVIII, pâg. 83 y en Décisions et Rapports, 2, pâg. 125.
(14) Véanse Asuntos "Irlanda c. Cran Bretafla", presentado 
ante la Comisiûn en 1971, n® 5310/71, y 5451/72, en 
Annuaire XV, pp. 76 y ss, y en Recueil des Décisions 
41, pâg. 3.
Y Asunto de "Chipre contra Turquia" (Primero y segundo 
Asunto) n“ 6780/74 y 6950/75 en Annuaire..., XVIII, pp. 
83 y ss, y en Décisions et Rapports, 2, pp. 125 y ss.
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por cnnsecuenc I ri I.i necesidad de exclut r la regia del agota- 
mipnto para los supuestos de demandas interestatales. En sen- 
tido contrario se habîa manifestado el gobierno italiano in - 
terpretando la régla en el sentido de que la obligaciôn de los 
Individuos de agotar los recursos internes no excluîa la v a ­
lidez de la tnisma obligacién para los Estados. La diferencia 
formai entre los dos articules 24 y 25 no implicaba la inten- 
cidn de eximir al Estado del previo agotamiento establecido en 
términos generates per el articule 26.
"La Comisién no podrâ ser requerida mâs que des- 
pués de agotamiento de los recursos internes, ta 1 
como se entiende segfln los principles de derecho 
Internaciona l generalmente reconocidos y dentro 
del plazo de sers meses a partir de la fecha de 
la décision Interna definitiva".
Y este criterio fue sustentado, también, por la Comision 
Sun
quia"(15).
en el as to*Irlanda contra el Reine Unido"y*^hipre contra Tur
(15) Asunto "Chipre contra Turquia" n® 67R0/74 y 6950/75
en Annuaire..., XVITT, pâg. 83 y Recueil des Décisions,
2, pég. 125.
Asunto n" 8007/77 "Chipre contra Turquia" en Décisions 
et Rapports, 13, pp. 85 y ss.
As un te n" 5.310/71 "Irlanda c. Cran Bretafia" en Recueil 
des Décisions 41, pâg. 4 y ss.
Asunto n" 4448/70 "Dinamarca, Raises Dajos y Suecia c. 
Crée la" (Denominado segundo Asunto C r i e g o ) , en Annuaire., 
XI II, pp. 108 y ss, y Recueil des Décisions, .34, pâg.
70.
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La Comisién, Invocô que conforme a lo establecido en 
el articule 27 (3) es precise aplicar la régla del agotamien 
te con independencia de que la reclamacidn se baya presenta­
do ante la Comisiôn en base al articule 24 o bien en base al 
articule 25,
La Comisiôn interpréta la remisiôn a los "principles 
generalmente reconocidos del Derecho internacional" en el sen 
tide de que no puede deducirse de elles, que sea inaplicable 
la régla a las Altas Partes Contratantes y se limite tan solo 
a los supuestos de reclamaciones individuales, trâtese de in­
dividuos, organizaciones no gubernamentales o grupos de indivi­
duos .
Es interesante, sin embargo, observar la singularidad 
de la jurisprudencia de la Comisiôn cuando se trata de la apl^ 
caciôn de la régla; supuesto de una reclamaciôn concerniente a 
"medidas legislatives" o a una "prâctica administrative" (16). 
En principle se ha sostenido que la régla no se aplica si la 
reclamaciôn se refiere a la compatibilidad de determinadas re 
glas o un conjunto de elles en relaciôn con el Convenio en ge­
neral. Esta cuestiôn merece ulterior examen.
En fin, no puede considerarsc que el Convenio europeo 
se encuentre entre los Convenios de "garantie colectiva" de los 
derechos humanos en las que se omite la previsiôn del agota­
miento .
(16) Asuntos n"* 5310/71, n® 6780/74 y n® 6950/75 en Recueil 
des décisions 41, pâg. 3 y Annuaire...., XVIII, pp.
83 y ss.
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En principio, la Tegla se aplica "prima f a d e "  a todos 
los procedimientos que se desarrollen ante la Comisiôn (17). 
Cierto es que hay autores que introducen la salvedad de pro- 
cedimientos que impugnen medidas générales. Esta apreciaciôn 
no es compatible de modo absolute, como examinaremos mâs ade- 
lante.
3. Eundamentaclôn especial de la régla general segCin el C o n ­
venio europ e o .
El fundamento de la régla se suele encontrar en la fi- 
nalidad misma que persigue, de dar una ûltima ocasiôn de sol- 
ventar el conflicto al Estado antes de verse enjuiciado inter- 
nacinnaImente. La Comisiôn europea, en su interpretaciôn, ha 
ciimpl Imontado conscientemente su necesaria part icipaciôn en la 
delimitaciôn del objetivo de la régla (18).
Por eso la Comisiôn estableciô, en el asunto Nielsen,
(19) que el fundamento de la régla estribaba en la pues ta en 
jiiego de la responsabi 1 îdad de los Estados (20). Pronunciândose
(17) Amorasinghe, C.E., oh. cit. pâg. 278.
An tonnpeuI os N. , oh. cit. pp. 49-50.
(18) Vôase Primer Asunto de "Grecia c. Cran Bretana", en 
Annuaire, II, pp. 182 y ss. Asunto de "Irlanda contra 
Cran Bretafia", n" 5310/71 en Recueil des décisions 38, 
pp. 18 y ss. En el asunto n® 788/60 "Austria c. Italia" 
se expresarîa el objetivo de la régla. En Annuaire..., 
IV, pp. 172 y ss.
(19) Asunto n " 343/57 "Nielsen c. Dinamarca", en Annuaire..., 
l I . p p . 4 13 y ss.




la Comisiôn en tal sentido no se separaba bâsicamente del fun
damento de la régla en el âmbito de la prâctica de la Protec-
ciôn diplomâtica. La Comisiôn decla.'ô:
"Al igual que en el sistema de protecciôn diplomâ­
tica la necesidad del previo agotamiento de los
recursos internos se dériva del hecho de que se
trata en principio de la puesta en juego de la
responsabilidad internacional de un Estado y que 
en consecuencia no es razonable ponerla en juego 
sin haber intentado previamente obtener la repa- 
raciôn ante las autoridades internas normalmente 
compétentes del Estado demandado" (21).
La Comisiôn ha procurado no solo dar la prioridad que 
se merecen los intereses del Estado demandado, sino que les 
confiere la posibilidad de que se reparen los dafios ocasiona- 
dos en su propio ordenamiento interno, conforme a los princi- 
pios de la "reparaciôn interna".
Es bien lôgico y necesario evitar que el procedimiento 
internacional substituya a los procedimientos internos que sean 
accesibles al particular (22) . La Comisiôn establecerla en el
Asunto n® 343/57 en Annuaire..., II, pâg. 439.
Asunto n® 788/60 en Annuaire..., IV, pâg. 149.
Asunto n® 712/60, Ibidem, pâg. 400.
Asunto n® 1994/63 en Annuaire..., VII, p. 260.
(21) Wiebringhaus, H., ob. cit. pp. 689 y ss.
(22) Cassese, A., ob. cit. pâg. 57. Fawcett, J.E.S., ob. cit 
pp. 293-294. Sulliger, D., ob. cit. pp. 42-45.
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.T^iinfo Ni ni sen:
" La regia segûn la cual es necesario agotar los 
recursos Internos antes de presentar una deman ­
da internacional estâ fundada en el principio de 
que el Estado demandado debe, por sus propios me 
d i o s y en el marco de su orden jurîdico interno, 
poder reparar el dano alegadd" . (23).
Es deci r la Comisiôn tiene en primer têrmino présente 
la finalidad que persigue la régla. La Comisiôn se inspira en 
dl<bo asunto y on el de "Vagabundeo" y en la sentencia arbitral 
del caso Amba tlelos y la sentencia del T.l.J. en el asunto In­
to rhande l (24).
En el caso Ambatielos, la Comisiôn arbitral estableciô:
"Los ôrganos cualificados del Estado deben poder 
doc ldi r previamente sobre la reclamaciôn. Deben 
poder precisar el contenido del litigio y estable- 
cer su alcance" (25).
12.3) Asunto n" 34.3/57 contra Dinamarca en Annuaire..., II, 
pp. 4 13 y s s .
(24) Sen tencias de. T.l.J., de 19 de Mayo de 195.3 y de 21 
do Marzo de 1959. En C . I . J . Reçue i 1 195.3, pâg. 23 y 
1959, pâg. 2ô.
(25) Rompre to del Asunto "Ambatielos", vôase E. Spatafora, 
o b . cit. pâg. ICô.
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El principio del previo agotamiento de los recursos 
internos fue asimismo consagrado en la sentencia del T.l.J. 
en el asunto Interhandel al que hizo referenda la Comisiôn
(26):
"Antes de recurrir a la jurisdicciôn internacio­
nal, se considéré en tal caso, que el Estado don 
de se cbmetiô la lesiôn debîa tener la posibili­
dad de remediar la situaciôn por sus propios me- 
dios y  en el marco de su orden jurîdico interno"
(27).
En la prâctica el Tribunal internacional habla admitido 
la excepciôn preliminar debido a que el nuevo recurso iniciado 
ante las autoridades americanas "writ of certiorari" ante el 
Tribunal Supremo, no habla finalizado el procedimiento (28).
La doctrina ha consolidado el criterio que preconiza el 
necesario equilibrio y respeto entre las jurisdicciones naciona
(26) Perrin, G.: "L'affaire de 1'Interhandel: phase des ex­
ceptions préliminaires". En A.S.D.I, 1959, pp. 73 y ss
(27) Recueil, C.I.J. 1959, pâg. 26.
(28) Respecte del Asunto Interhandel vêase:
Spatafora, E., ob. cit. pâg. 104.
Guinand, J., ob. cit. pâg. 258 y Ruiloba, E. ob. cit.
pp. 110-116.
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les e i 11 fp rn.TC ionn les (29). Sobre esta base se afirma que:
"A la régla <lel agotamiento previo de los r e c u r ­
sos Internes le corresponde la tarea de d é t e r m i ­
na r la posicTon de las instanclas nacionales en 
relaciôn con las instanclas internacionales" (30).
Entend Ida de esta forma la régla se confirmarta el ca-
râcter subsidiario del sistema europeo. La observancia de la
régla sitfia a las Instanclas internacionales en la crtspide 
de una pirâmide y para alcanzarla es necesario que se respete 
el orden jerârquico establecido. En este sentido cuando, exa 
mi nemos los recursos internos que deben ser agotados hemos de 
ver como la Comisiôn ha interpretado que la reclamaciôn se de 
be plantear necesariamente en el âmbito interno hasta llegar 
a la jurisdicciôn superior. Naturalmente serâ, en todo caso im 
presrindible que la reclamaciôn formulada por el récurrente an 
te la Comi s i ôn sea idôntica a la formulada en el piano interno.
Si nos atenemos a la finalidad, a la teleologîa de la
regin, para determinar su fundamento, observâmes como la opor 
t un i dad dada al Estado del agotamiento previo de los recursos 
por el demandante se corresponde con los fines intrînsecos del 
principio general. Este criterio finalista, como causa determi^ 
liante de I fundamento de la régla, coexiste con otros très po- 
sibles far tores justificatives, como son:
(29) C a s s e s e , A., o b . cit. pâg. 57.
Eawcett, .I.E.S., o b . cit. pp. 293-294. 
Sulliger, P., o b . cit. pp. 293 294. 
Ruiloba, 0., o b . cit. pp. 133-136.
Guinand, 1., ob. cit. pâg. 102.
Alr.aiâ Zamora, N., ob, cit. pâg. 88. 
Vasak, K . , o b . cit. pâg. 37 5.
Reuter, P., ob. cit. pâg. 375.
(30) Guinand, .1., oli. cit. pp. 92 y ss .
Eawcett, .I.E. S. , o b . cit. pp. 452 y ss
m1) La positividad del Derecho:
"desde un piano jurîdico positivo la régla déri­
va de la legitimidad de su fuente" (31).
2) La razôn técnica-sistemâtica:
"desde un punto de vista lôgico-jurîdico la régla 
se deduce necesariamente como una exigencia têcn^ 
ca del sistema en que estâ enclavada" (32).
3) La estimaciôn de volores meta-jurldicos: "el fun­
damento de la régla radica en su axiologla" (33). 
Sin embargo, los factores justificatives indica- 
dos no restan importancia alguna, antes bien son 
coincidentes con el fundamento teleolôgico de la 
régla:
"Al fundamento de la régla se llega también por el ca 
mino de su teleologîa. En este sentido la validez de 
la régla reposa sobre là conveniencia o justicia de 
sus fines en si mismos considerados. FundamentaImente 
cabe seftâlar très: el de dar oportunidad al Estado pa 
ra que repare por sus propios medios el daAo causado, 
su consecuencia contingente de evitar la controversia 
internacional y el de contiibuir a la armonla y equi­
librio entre las exigencias internas y las superiores 
de la Comunidad internacional" (34).
(31) Ruiloba, E., ob. cit. pâg. 322
(32) Véase Ibidem, pâg. 322.
(33) Véase Ibidem, pâg. 322.
(34) Véase Ibidem, pâg. 323.
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A In rxplicnclôn telcol6gi.cn- se conforma claramente la 
Comision (35) que lia re i te rado la idea de que la régla se basa 
en la nerc< î dad de dar en primer lugar al Estado demandado la 
pos ibilidad de remediar la situaciôn litigiosa por sus propios 
medios y en su orden jurîdico interno a la luz de la jurlspru 
donc i a consagrada en el Asunto Interhandel (36).
bas resoluciones de la Comisiôn sobre el agotamiento 
provio de los recursos internos, derivado del articule 26 del 
ConVen i o . nos dan también, a entender que en el fundamento de 
la régla existe otro razonamiento pragmâtico digno de considé­
ra r i ôn .
l a necesidad de a tender el resultado que obtendrîa el 
récurrente que reclama ante la instancia internacional. En el 
supuesto de que la Comisiôn se pronunciara en favor del récu­
rrente el resultado alcanzado podrîa ser o no identico al que 
hubiese ob ten i do ante la instancia interna. La cuestiôn es im­
portante en la Interpretaciôn del articule 26, porque es lôgico 
pens a r en "la posibilidad de obtener identico resultado ante 
las dos ins tanc i as" (37).
(35) Asunfo n" 5964/72 en Décisions et Rapports, 3, pp.
57 y ss. Asunto n" 788/60 "Austria c. Italia" en An­
nuaire..., IV, pp. 166-182. Asunto n” 712/60 "Retimag" 
en Annuaire..., IV, pp. 384 y ss.
(36) Ç . I . .1. Recueil, 1959 , pâg. 26.
(37) Asuntos n® 5573/72 y 5670/72 en Décisions et Rapports, 
7, pp. 8 y ss.
Asunto n" 263/57 en Annuaire..., I, pp. 146 y ss. 
Asunto n" 110 3/61, en Annuaire..., V, pp. 168 y ss.
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Claro estâ, que esa eventualidad explica la necesidad 
que indicamos antes, de que la reclamaciôn sea idêntica en am 
bas instanclas. En conexiôn con este aspecto se encuentra la 
idea de la "repercusiôn inmediata" que puede tener la decisiôn 
de la Comisiôn no solo para el Estado demandado, sino también 
para cualquier otra Parte Contratante.
La significaciôn de este hecho es indudable, pues tendrâ 
inmediata repercusiôn en el sistema legal interno de todos los 
Estados miembros.
Baste sehalar en tal sentido que la Comisiôn al limitât 
el objetivo de la régla, tiene que decidir sobre la eficacia o 
ineficacia de los recursos internos existantes en el Estado de 
mandado. Y, en efecto, la Comisiôn hubo de pronunciarse, con 
cautela, sobre la "ratio" de la disposiciôn, del articule 26, 
cuando tuvo que interpreter la diferente redacciôn de la régla 
en los textes ftancés e inglés.
1. "Las Altas Partes Contratantes no quisieron solo 
confirmât, en bénéficié propio que el recurso 
presentado contra cualquiera de ellas no puede, 
en el piano internacional, examinarse en cuanto 
al fonde, antes de que el examen de las reclama­
ciones se efectûe de forma exhaustiva en el âmbi- 
to interne".
Asunto n® 6780/74, 6950/75 "Chipre c. Turquia" en Dé­
cisions et Rapports, 2, pp. 125 y ss.
Asunto n® 788/60 "Austria c. Italia", en Annuaire..., 
IV, pp. 172 y ss.
Asunto n® 4340/69 "Simon-Herold c. Austria", en An­
nuaire..., XIV, pp. 352 y ss.
Asunto n® 7456/76 "Wiggins c. Gran Bretafia" en Déci­
sions et Rapports, 13, pp. 40 y ss.
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2. Asimismo preteiidieron evitar cualquier retraso 
en el procedimiento que se llevase a cabo ante 
la Comisiôn debido a la prescntaciôn prematura 
de la demanda; para garantizar el alcance de es­
te objetivo previeron explîcitamente que la ape- 
laclôn a la Comisiôn séria después del agotamien­
to de los recursos internes (38).
Al margen de las multiples explicaciones jurldicas so­
bre la roçia general, no se ha de echar al olvido otra motiva- 
riôn que se ha dado sobre la régla: no solo se debe a una ne - 
residad practira sino "polttica". Por un lado, resultaria inO- 
til que la Comisiôn tuviese que entender de reclamaciones para 
las que existiesen recursos suficientes y accesibles en el Es - 
tado requerido. Y por otro lado, séria cuestionable y dudoso 
que los Estados hubiesen aceptado un sistema de control inter- 
iiarionnl que no les hubiese otorgado la facuitad previa de re­
parar la infrarriôn alegada en el contexte de su sistema jurî- 
d i r o f 3 9 ) ,
1 La régla general en otros Convenios internacionales sobre 
protecciôn de los derechos humanos.
La régla se bal la inserta en otros textes internaciona 
les de protecciôn de los derechos huma nos de âmbito universal 
El artîculo '11 del Pacto Internacional de derechos civiles y
(3G) Pub I. Cour. Eu r. P.M., Série A, n® 13, 1971, pâg. 213
f3U) Mikarlsen. L., ob. cit. pâg. 106.
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politicos. se refiere al funcionamiento de las comunicaciones 
escritas por las que un Estado pone en evidencia que otro Es- 
tado-Parte no se conforma con las obligaciones que se derivan 
del presente Pacto.
En el pârrafo 1® en el apartado c) estipula:
"El Comité no puede conocer un asunto que le fuese 
sometido sino después de haberse asegurado de que 
todos los recursos internos disponibles ban sido 
utilizados y agotados, conforme a los principios 
de D.I. generalmente reconocidos".
Los articules 2 y 3 tratan el tema del agotamiento y la 
inadmisibilidad de las comunicaciones del Protocole facultati­
ve del Pacto Internacional de derechos civiles y politicos, y 
reconocen la competencia del Comité de Derechos del Hombre pa­
ra conocer de las peticiones individuales que le fuesen presen 
tadas una vez que los récurrentes hubiesen agotado previamente 
los recursos internos.
"El Comité no examinarâ ninguna comunicacién pre- 
sentada por un particular sin haberse asegurado 
previamente de que el oarticular ha agotado todos 
los recursos internos disponibles" (art. 2) (40).
(40) Carrillo Salcedo, J.A.: "Textos bâsicos de Naciones Uni- 
das", Madrid, 1982, pâg. 136.
En relaciôn con las reclamaciones individuales. Véase 
art. 5, n® 2 (b) del Protocole Facultative del Pacto de 
Derechos Civiles y Politicos. En relaciôn con las deman­
das estatales, arts. 41, n® 1 (c) del Pacto. Ob. cit. pp, 
151-156 y 149. Asimismo Das, K.: "Institutions et procé­
dures issues des conventions relatives aux Droits de 1'- 
homme et aux libertés fondamentales" en "Les dimensions 
internationales", cit., pp. 427-428.
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Esta regia no se aplica en el supuesto en que los pro- 
cedimientos de los recursos existentes excedieran plazos con­
siderados razonables.
El Convenio internacional para la eliminacion de todas 
las formas de dlscriminaciôn racial. Establece un Comité para 
la eliminaciôn de la dlscriminaciôn racial. Este ôrgano reci- 
be î os Informes de los Estados-Partes que se refieren a la pues 
ta en prâctica del Convenio en el âmbito interno.
Tiene también competencia para examinar las desavenen- 
cias que sur j an entre las partes en cuanto a la no aplicaciôn 
del Convenio. Con arreglo a las atribuciones del Comité, este 
se encuentra obllgado a cerclorarse de que los recursos inter­
nos b a y a n sido agotados en las condiciones exigidas (4 1).
El Comité ha de examinar, pues, todas las comunicacio­
nes, teiiiendo en cuenta no solo las informaciones que le sumi- 
nistre el Estado-Parte tnteresado, sino también el récurrente. 
Gin embargo, dicho examen solo puede darse después de haberse 
esclarecldo bien que el récurrente ha agotado los recursos in­
ternos a su disposiciôn (42).
f4 1) El Pacte en su art. 11, p.irrafo 3, dispone :
"El Comité conocer.1 de un asunto que se le someta, de 
acuerdo con el pârrafo 2 del présenté artîculo, cuando 
se baya cerciorado de que se han interpuesto y agotado 
todos los recursos de jurisdicciôn interna, de confor- 
mldad con los principles de dcreclio internacional, ge- 
ncralmcnte admitidos", Carrillo Salcedo, J.A., ob. cit. 
pâg. 115.
(4 2) lit idem, pp. 115 y 117.
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Esta regia se estipula en el artîculo 14, pârrafo 7, 
apartado a), y es anâloga a la estipulada en el artîculo 11, 
pârrafo 3 del Convenio, estableciendo que el Comité no ha de 
conocer del asunto que le sea somecido "sino después de haber 
se asegurado de que todos los recursos internos disponibles 
han sido utilizados o agotados, conforme a los principios de 
derecho internacional generalmente reconocidos". Es de obser­
ver, repetimos, que esta régla no se aplica si los procedi­
mientos de los recursos exceden los plazos razonables. Al igial 
que en el Pacto antes examinado. Por ello es lôgico que el ar­
ticule 69 del Reglamento interno, se estipule que el Comité 
podrâ recabar de los Estados-Partes cualquier informaciôn que 
se refiera a la aplicaciôn del artîculo 11 (43). Ahora bien, 
ni el Convenio ni el Reglamento interno del Comité desarrollan 
el modus operandi del Comité para llegar a cerciorarse de la 
efectividad del agotamiento. Esta laguna es importante y, por 
ello, motivô la manifestaciôn contraria de ciertos Estados que 
aspiraban a excluir la régla configurada en el artîculo 11, pâ 
rrafos 4 y 5 (44).
(43) Amerisanghe, C.F., ob. cit. pâg. 274.
(44) En el pârrafo 4 dispone:
"En todo asunto que se le someta, el Comité podrâ pe* 
dir a los Estados Partes interesados que faciliten 
cualquier otra informaciôn pertinente". Véase Carrillo, 
J.A., ob. cit. pâg. 115. Das, K., véase "Institution; 
des Nations Unies", en ob. cit., pp. 367-441, especial- 
mente pp. 375-408, en cuanto al previo agotamiento de 
los recursos internos, ibidem, pp. 392-393.
Ruiloba, E., ob. cit. pp. 129-131.
En el pârrafo 5 dispone:
"Cuando el Comité entienda en cualquier asunto derivido 
del présente artîculo, los Estados Partes interesados 
podrân enviar un représentante que participarâ sin de­
recho a voto en los trabajos del Comité raientras se exa 
raine el asunto. Vêase Carrillo Salcedo, J.A., ob. cit. 
pâg. 115.
37.9
P.stn prnpiiestn no prospéré en la Asamblea General, Y no 
ca recta de f tcaciôn, porque tal cnal se envincio la regia
halifa dp. ser do dl fieri aplicaciôn. Carecîa, ademâs, de la pré­
cisa determinaciôn de a qui en corresponde la carga de la pnie- 
ba. Y a taie a motlvos se agregaba el temor siempre présente de 
los Estados a ona torcida o abus iva aplicaciôn de la clausula 
del no agotamiento (45).
La Convenciôn inter-americana de derechos del hombre 
hare referencia explicita de la régla.
La t'omis iôn in teramer icana de derechos humanos que fue 
creada para rontrihuir a la realizaciôn de los objetivos de la 
organizaciôn fart. 51, pârf. 3) del Protocole de Buenos Aires 
que reformaba la carta de la OEA, as i como para controlar la 
aplicaciôn de los derechos humanos, la Comisiôn en el ejerciclo 
de sus f une i ones examen de las comunicaciones que le fiieran 
elevadas debe râ cerciorarse y examinar si "hnbîan sido utili- 
7a dos y a go t ados los procedimientos y las vîas de recursos in­
ternos de I os Es tados miembros debidamente" (46).
f45) En el p.irrafo 3 se exîme de su observaciôn.
" . . .  N o  se aplicarâ esa régla cuando la substanciaciôn 
de Ios mencionados recursos se prolongue injustificada- 
mente". Ibidem, pâg. 115.
(46) La reforma fundamental afectaba a la propia Comisiôn.
Vôase sobre la Tercera Conferencia I nte ramericana ex - 
t r a'irdi na r ia de Buenos Aires, Vasak, K . , "La Commission 
intoTaméricaine des droits de l'Homme" , Paris 1968, 
p .1 g s . 96 9 8, pp . 44-45.
Es pie II, H., "L'organisation des Etats américains" (OEA) 
en " L e s  dimensions internationales des Droit? de 1'homme' 
DMEGen 1978, pp. 600-633, Buergenthal . Th.: "The revised 
OAG tba rter and the Protection of human rights", en 
A..I.I.I.., 1975, vol. 69, n'’ 4, pn. 8 26-836.
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En la prâctica la Comisiôn ha entendido que los recur- 
SOS que deben ser agotados son los recursos de carâcter "judi­
cial", en este aspecto se diferencia notablemente del sistema 
de protecciôn europeo, en el que no se exige el carâcter judi­
cial de los mismos sino lo que realmente es trascendente es su 
"eficacia", el art. 13 que requiere a las Partes a que provean 
recursos internos en supuestos de infracciôn no exijen sin en- 
bargo que se trate de instanclas de carâcter judicial.
Por el contrario la Comisiôn americana no déclara
la inadmisibilidad de una demanda que haya sido presentada ai- 
te una instancia no judicial interna y que se halle todavia en 
curso y pendiente de soluciôn. En el art. 46 de la Convenciôm 
interamericana en su pârrafo 1 se estipulan las condiciones 4e 
admisibilidad y entre ellas se exige el previo agotamiento de 
los recursos internos.
Aunque existe la exenciôn de esta obligaciôn en el su­
puesto de que el requirente no disponga de un recurso efectiro 
contra la infracciôn de que ha sido objeto o bien debido a le 
imposibilidad de procéder a su ejercicio o debido a un retraso 
injustificado de las autoridades internas para decidir la pro- 
cedencia de la instancia.
Hemos de seftalar que el Tribunal en su primera decisiôn 
de 13 de Noviembre de 1981 se ha pronunciado sobre el agotamien 
to en el "Asunto Viviana Gallardo y otros" (47) .
(47) Asunto 1967, XVIII Periodo de Sesiones, OEA/Ser. L/V/
11.28, doc. 24, parf. 26-41, pp. 8-13; Asunto 1684, 
pp. 14-21. Véase Gros Espiell, H., Ob. cit. pp. 613-614. 
Véase Saba, K., :"L’Unesco et les droits de l'homme" 
en "Les Dimensions internationales des Droits de l'hon- 
me", pp. 473-506 y especialmente pp. 489 y ss. Véase re^ 
pecto de la decisiôn de 13.XI.1981 n®G 101/81, véase zo- 
to particular de Rodolfo E. Pizza Escalante en C.D.E., 
(H./Inf. (82) 1, Teville Information Direction des Druits 
de l'homme, Estrasburgo 7 de octubre 1982, pp. 15-26.
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Ru l9 convenciôn concerniente a la lucha contra la 
ôiscriminaciôn en et dominlo de la ensenanza, aprobada por 
la Conferencia General de la Unesco, el 1.4 de diciembre de 
1964, se configuré por el Protocole aprobado posteriortnente 
por la Conferencia en 1962 y que entré en vigor en 1968, la 
Corn 1 s iôn de concillaciôn y de buenos oficios encargada de so 
hicionnr I as controversias que surjan entre los Rstados Par 
tes.
La competencia de la Comisiôn tiene buena trascenden- 
cia, por su carâcter obligatorio. Pero se refiere solo a las 
demandas interestatales. No se les concede a los particula- 
res el acceso a la misma.
Con forme a lo establecido en el artfculo 14 de su Pro 
tocolo, la Comisiôn estâ facultada para examinar los asuntos 
que previamente se hubiesen atenido a la régla del agotamien 
to en el sentido que el D.f. confiere a esta expresiôn (48).
(48) Saba, K.: "Institutions et procedures issure des
conventions relatives aux droits de l'homme et aux 
libertés fondamentales" en "Les dimensions interna­
tionales des Droits de l’homme". Unesco 1978, pp.
36 7 y 44 1.
Ruiloba, P.. , ob. cit. pâg. 131 y para consultar tex 
to vôase A.r.D.l., 1962, pp. 670-675.
382
A diferencia de los textos internacionales mencionados, 
en el âmbito de las Naciones Unidas, existe una salvedad en 
el supuesto de la puesta en prâctica del mecanismo de garantie 
prévisto en el Facto Internacional de derechos econômicos, so­
ciales y culturaies, no servirla la alegaciôn del no agotamien­
to para declarer la incompetencia de los ôrganos de control, 
porque no existe provisiôn alguna que exija el previo agota­
miento con anterioridad al inicio del procedimiento (49).
Por ello, la interpretaciôn de la Comisiôn europea de 
la régla del artîculo 26 présenta caracterlsticas singulares. 
Nos referimos a este tema de forma amplia al examinar la carga 
de la prueba, con el que estâ intimamente conectado. Podemos, 
sin embargo, seftalar ahora ciertos aspectos especiales.
1) Por un lado, la Comisiôn ha entendido siempre que 
era tarea suya peculiar la misiôn de vigilar la observancia
de la régla del agotamiento previo de los recursos internos. 
Esto significa que podrâ efectuar el examen de la cuestiôn del 
agotamiento incluso "de oficio".
Conforme al primer periodo de la experiencia y prâctica 
de la Comisiôn, ésta atribula al récurrente el deber de apor- 
tar la carga de la prueba del previo agotamiento.
Este criterio aplicado en la fase de la admisibilidad 
de la demanda no impedia a la Comisiôn, e incluso al propio 
relator o ponente, que se considerasen facultados para solici- 
tar de oficio informaciôn al respecte: tanto al récurrente como
(49) Carrillo Salcedo, J.A., ob. cit. pp. 122 y ss.
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il gobierno ôemondodo. la carga de la prueba exiglda se cifra 
lia rtnirainente en la presentaclôn de una prueba "prima facie"
(SO) que rnsultase suficiente. Y al Estado demandado le corres 
pond Ta la obligaciôn de probar la existencia de recursos que, 
en su opiniôn, no hubiesen sido debidamente agotados por el ré­
currente (Si).
"l,a parte que alega la excepciôn debe aportar una 
prueba prima Facie de la existencia de recursos 
inagotados. La oposiciôn de la parte contraria com­
porta la carga de la prueba del agotamiento de 
los recursos alegados por el Estado demandado o de 
su ineficacia o insuficiencia" (52).
(SOI Trechsel, S.: "L'établissement des preuves devant la 
fbmmlssion européenne des Droits de l'homme" en "La 
présentation de la preuve et la sauvegarde des libertés 
individuelles". Bruselas, 1977, pp. 121-142, en concre­
te pâg. 151 y Sulliger, D., ob. cit. pp. 154-157.
(51) Vitta, F.., ob- cit., pâg. 577.
Wiebringhaus, H., ob. cit., pp. 686-688.
Morrison, C., ob. cit. pp. 78 y ss, y 85 y ss.
Ame rasinghe C.F.,: "The rule of Exhaustion of Domestic 
Remedies in the Framework of International Systems for 
the Protection of Human Rights" en ZaoRv, 1968, pâg.
296. Castherg, F., ob. cit. pâg. 49. En cuanto a la prâc 
lien véanse Asuntos n” 99/55 en Annuaire..., I, pâg.
161. Asunto n" 1727/62 en Annuaire..., VF, pâg. 597.
Asunto n® 6482/74 en Décisions et Rapports, pp. 75-76.
Asunto n®5574/72 en Décisions et Rapports, 5, pp. 10 y 
ss. Y por liltimo asunto n® 4625/70, en Annuaire..., XV, 
pâg. 5 75.
(52) Respecte a los Asuntos n® 222/56 y 252/57 véase Wiebrin­
ghaus, H., ob. cit. pâg. 689 y Publ. Cour. Eur. D.H.,
arrêt De Wilde, Ooms et Versyp du 18 Novetmbre 1971, 
Série A, n® 15, pâg. 53.
384
A partir de la revisiôn del Reglamento interne de la 
Comisiôn, ofrece una eventualidad distinta y muy flexible. La 
revisiôn resultô innovadora porque, desde entonces, el récu­
rrente no necesita probar la efectividad del agotamiento.
Es relevado de esta carga, desde el momento en que es 
cuestiôn examinada incluso, como velamos "ex officio", por la 
Comisiôn. Nos detenemos mâs en el sentido de la cuestiôn al eza 
minar la carga de la pruebâ. Podemoà anticiper que el resulta­
do de la innovaciôn es de gran alcance prâctico y por ello pue­
de decirse que la régla incide mâs profundamente en el sistemi 
del Convenio que en el derecho internacional general (53).
2) La segunda peculiaridàd viene determinada por la even­
tual renuncia del Estado demandado al alegar la excepciôn del 
previo agotamiento de los recursos internos. En este caso la 
Comisiôn no entraria a examinar, conforme a su prâctica habituai, 
la cuestiôn del agotamiento.
La admisiôn de la renuncia del Estado, a invocar la ré­
gla del artîculo 26, presupone que esta disposiciôn no se in- 
cluye entre las normas générales consideradas de "ius cogens", 
que tiene solo carâcter dispositive y que puede "ser descartaia 
por la voluntad expresa o tâcita de las partes" (54).
(53) Sulliger, D., seRala que esta facultad de la Comisiôn 
distingue claramente la régla del derecho consuetudina- 
rio, ob. cit. pâg. 156.
Véase asimismo, Trechsel, S., ob. cit., pâg. 124 y Mi- 
kaelsen, L., ob. cit. pâg. 109.
(54) "La régie ne s ’applique pas... au cas où son applica­
tion a été écartée par l’accord des Etats intéressés".
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En re.nlitladl, conforme a la prâctica de los Estados, la 
invocacion de la régla del previo agotamiento de los recursos 
Internos no renia, tampoco, carâcter imperative para el Estado 
demandado. Era una exigencia usual, para el Estado demandante, 
cuva aplicaciôn resultaba facultative para el Estado demandado.
El tema merece ulterior desarrollo al tratar la carga 
de la prueba. Indlcaremos ahora que la Comisiôn entiende, a su 
vez, que los Estados Contratantes son los compétentes para apre 
cla r la conveniencia o no de la utilizaciôn de esta facultad 
que le confiere el artîculo 26, cuyo objetivo primordial es pre 
ci s amen t e , la defensa del orden jurîdico interno del Estado de - 
mandado. Por ello, cuando el Estado interesado, sin interponer 
tal excepciôn preliminar, solicita que la Comisiôn se pronuncie 
en cuanto a la admisibilidad de una demanda se entiende que r e ­
nuncia man l f i es t.amente al bénéficié de la facultad y de la pro- 
tecclôn mènelonadas. En ta 1 situaciôn los principios de derecho 
internacional generalmente reconocidos en la materia dispensan 
a la Comi s iôn de pronunciarse sobre el agotamiento de los recur 
"los i n te rnos (55).
. . . / . .
Peso lue i ôn aprobada por el Institute de Derecho Inter­
nacional en su sesiôn de Cranada, en 1950, en Annuaire 
de l'Institut de D.I., 1956, pâg. 558. Vôase Asunto Rin 
ge i sen en Ptibl. Cour. Eur. D.H. Série A, n® 5, pârfs.
85 93.
(55) Décision de la comisiôn sobre admisibilidad en el A s u n ­
to 1994/65 en Annuaire..., VII, pp. 25 5 y ss.
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3) Naturalmente la actuaciôn de la Comisiôn queda supe- 
ditada de tal forma al previo agotamiento que este "supone un 
juicio preliminar destinado a examinar los presupuestos proce- 
sales subjetivos u objetivos" (56). Esta régla constituye un 
limite a la admisibilidad de las demandas, tanto individuales 
como interestatales. Un limite, "in limine-litis".
No ha sido ese, inicialmente, el pensamiento de la Comi­
siôn, que crela gozar de competencia "exclusive" en relaciôn 
con la cuestiôn del examen de la excepciôn del previo agotamien 
to (57).
(56) Lorsqu'il y a doute, lorsque le Gouvernement défendeur 
s'abstient sans fournir d'explication de se prononcer 
sur l'épusiment alors qu'il y a été invité et même lors­
qu'il déclare n'élever aucune objection contre la rece­
vabilité de la requête, la Commission examine propio 
motu si le préalable de 1 'épuisement est réalisé’.' Vêase 
Sulliger D., ob. cit., pp. 156-157.
Esta interpretaciôn ha sido criticada en el sentido de 
que la Comisiôn admite de forma restrictive el hecho de 
que un Estado renuncie a valerse de la régla.
(57) En la Demanda n® 1474/62; Presentada por "23 Habitantes 
de Alsemberg y De Beersel contra Bêlgica". La Comisiôn 
en su decisiôn parcial de 26 de Julio de 1963 seRalô: 
"Qu'à l'audience contradictoire du 25 Juillet 1963, les 
représentants du Gouvernement belge ont d'ailleurs dé­
claré ne pas insistir sur 1'exception de tardivité , 
qu'ils avaient soulevée au cours de la procedure écrite, 
(habian invocado la inadmisibilidad de la demanda en ba­
se a los arts. 26 y 27 (3), por tratar la demanda de im- 
pugnar, la ley de 24 de Julio 1961, publicada el 1 de 
Agosto, es decir transcurrido mâs de 6 meses, a partir 
de la presentaciôn de la demanda. Véase en Annuaire..., 
VI, pp. 333 y aqui pâg. 345 y en la demanda n® 1769/62. 
"X y otros c. Bélgica", en su decisiôn de 26 de Julio
de 1963, comprueba en la vista contradictoria que el go­
bierno sostendria idéntico argumento al expuesto en el 
asunto n® 1474/62 y no insistieron en la excepciôn de
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5. Renuncia del Estado a la régla general y primacîa de la 
competencla Je la Comisiôn europea.
La renuncia expresa tlel Estado a invocar el artîculo 
26 impi de a la Comisiôn poder investlgar "ex officio" la eues 
tfôn del agotamiento?
Ilahrâ, ante todo, que tener présenté el cômo y cuando 
el Estado efectiîa la renuncia. La prâctica de la Comisiôn re- 
gistra el hecho de que el Estado haya sido o no invitado expre 
samente a presentar sus observaciones en torno al agotamiento. 
Y, en caso positivo, que el Estado manifieste, claramente, que 
renuncia a hacer uso de su derecho.
En este sentido, se debe recordar lo que la Comisiôn e s ­
tableciô en el Asunto n® 4448/70:
"Segrtn los principios de Derecho internacional g e ­
neralmente reconocidos en esta materia la Comisiôn 
no estarâ obligada a pronunciarse sobre la eues -
/. .
presentaciôn fuera de plazo presentada en el procedi­
miento oserito.
La C’nmîslôn interprète la excepciôn del plazo, consi- 
derândola inaplicable, invocô el asunto n® 214/56 "De 
Becker" en Annuaire..., VI, pp. 44 5 a 459, aquî 4 59. 
Vôase asimismo Annuaire..., VII, pp. 243-247. La renun­
cia en cualquier caso deberâ ser "cl ara". Asunto n® 
3438/67 en Annuaire..., XI, pâg. 589. Y en el asunto n" 
2208/64 en Annuaire..., IX, pâg. 407.
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tiÔn de los recursos internes" (58).
Ahora bien, el hecho de que la Comisiôn sea relevada de 
su deber de examinar la cuestiôn del agotamiento no impiica 
merma ni limite alguno del derecho que tiene a investigar la 
cuestiôn.
(58) En su decisiôn de 5 de Marzo de 1964 la Comisiôn, sefta- 
la que a pesar de que tiene competencia para examinar 
de oficio la cuestiôn del agotamiento no puede entender 
que deba efectuarlo cuando medie una renuncia:
"... Lorsque l'Etat défendeur, invité comme en l'ocurren- 
ce k exprimer son opinion sur la recevabilité d'une re­
quête (article 44 ou article 45 paragraphes 2 et 3 (b) 
du Règlement Intérieur), renonce manifestement au béné­
fice de la faculté et de la protection susmentionnés". 
Anteriormente habla seAalado el objetivo de la régla que 
en su opiniôn no era otro que "protéger leur ordre ju­
ridique interne", continuando la Comisiôn; "qu'en pareil 
cas, les "principes de droit international généralement 
reconnus" en la matière dispensent la Commission de se 
prononcer sur l'épuisement des voies de recours internes". 
La Comisiôn déclara que no procédé investigar si los ré­
currentes deblan haber o no recurrido ante el Consejo de 
Estado belga comp. mutatis mutandis. La Resoluciôn del 
I.D.I. y cita el asunto 808/60 y Asunto 1994/63 en An­
nuaire..., VII, pp. 253-261 aquI pâg. 261. en Annuaire.., 
V, pp. 121-222.
En el Asunto "Isop contra Austria", en el que la Comi­
siôn decidiô que ante la ausencia de un recurso eficaz 
en el orden jurîdico austriaco, debido a que la posible 
invocaciôn del art. 6, ante los tribunales internos no 
podla reputarse suficiente y en consecuencia Isop no ne- 
cesitaba agotar los recursos internos. Véase Annuaire..., 
V, pâg. 123 y agrega que el gobierno austriaco "en l’esr 
p'éce il n'entendait pas invoquer l'article 26 de la Con­
vention". Véase Annuaire..., cit., pâg. 121. En el deno­
minado Segundo Asunto Griego, vêase el informe de la Co­
misiôn, en Annuaire..., XIII, pp. 108 y ss y 120 y ss. 
Véase asimismo Asunto n® 1994/63, en Annuaire..., VII, 
pp. 252 y 260,
On el procedimicnto que se dessirrolln ante la Comislon, 
esta piiede decidir "ex officio" el examen sobre el agotamien- 
to, si el Hstado hacc a 1 guna r e f e r e n d a  a la existencia de cier 
tos recursos internes. Na tiira Imente, la Cortiision, con su e xa ­
men, "ex officio", res lieIve la cuesti6 n do si el Estado ha te­
rn ido o no la intenci6 n do presentar u na ohjecidn formal del no 
agotamien to (59).
Tor otro Iad o, tambiën, la Comision suele procéder a exa 
mi na r "ex officio" la cuestiôn del agotamiento si la reclama- 
ci6 n i nd i vidua I no es comunicada aI Gobierno requerido, con el 
Fin de que este filtimo presente sus observaciones (60).
(59) Do la prSctica do la Comisiôn parece deducirse que aun- 
quo medie una renuncia per parte del Estado a prevater­
se de la regia del art. 26, la Comision se cerciora de 
si media o no una renuncia "clara". En el supuesto de 
que el gobierno no elevase ninguna objecion a la admisi- 
bilidad de la demanda, la Comisidn deberla abstenerse de 
analizar la cuestiôn, puesto quo el Estado renuncia de 
forma implfcita a I no elevar ninguna objecion, ya que de 
Itecho renuncia a I bénéficié que le confiere la regia del
art. 26, es decir la protecciôn de su orden jurldico in­
terne. En este sentido se pronuncia en el asunto 1994/63 
en Annuaire... VIT, pAg. 253 y ss. En este supuesto, no 
se concibe porque dcbe actuar la Comisidn de oficio p a ­
ra analizar la cuestion del agotamiento. Asunto n"
3435/67 "X y otros c. Gran BretaHa", en Recueil des D é -
c is ions, 2 B , pAg. 109.
V 6 .1 SP Castberg, F., o b . cit. pSg. 49 y Sulliger D., o b . 
(it. p A g . 157.
(60) Asunto n'’ 4448/70 "Dinamarca, Noruega y Suecia c. G r e ­
et a" . DecisiAn de Mayo de 1970, en Recueil des Décisions,
34, p A g . 64.
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La renuncia expresa del Estado requerido puede, por cor 
siguiente, relevar a la Comisiôn de su obligacidn de examiner 
"ex officio" la cuestiôn del agotamiento previo.
Este criterio es confirmado, asimismo, por la decisiôn 
de 1964. "Los principios de derecho internacional generalmente 
reconocidos en la materia" dispensan a la Comisiôn de pronun- 
ciarse sobre el agotamiento de los recursos internos cuando e] 
Estado requerido, invitado como en el présente caso a manifeî- 
tar su opinion sobre la admisibilidad de una demanda, (61) re­
nuncia manifiestamente al bénéficié de tal facultad y de la pro- 
tecciôn mencionada (protecciôn de su orden jurldico interno) 
(62).
Previamente, la Comisiôn, en el Asunto 1727/62 habîa mt- 
nifestado que se verîa eximida del examen de oficio en relaciîn 
con el agotamiento, aunque no habfa mediado expresa renuncia por 
parte del gobierno. Examinado el asunto, la Comisiôn indicô qie 
se verîa relevada de su obligaciôn de examiner la cuestiôn del 
agotamiento si el gobierno belga hubiese renunciado clarament* 
al bénéficie de este articule 26.
En el asunto 4115/69, supuesto en que el gobierno habli 
renunciado de forma expresa a valerse de la régla, la Coraisiôi
(61) Articules 44, 45, pârrafos 2 y 3, apartado (b) del 
Reglamento interno de la Comisiôn, en Recueil des tex­
tes , pâg. 311.
(62) Asunto n* 1994/63 "57 habitantes de Lovaina c. Bélgica' 
en Recueil des Décisions, 13, pâg. 104.
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dcriflto que no podia declnrarse la inadmis i b 11 idad de la d e ­
manda invocando el articule 26 (63).
D oc trinaImente, la cuestiôn ha suscitado una cierta di- 
verpencia de pareceres. En efecto, el hecho de la renuncia del 
Estado ha sido interpretado como causa déterminante del compor 
tamiento de la Comision. Danelius afirma: "the Commission has 
taken the position that it should not reject an application 
for non exhaustion of domestic remedies if the government has 
expressly indicated that it does not wish to invoke this ground 
of inadmissibility".
Hi k a e 1 sen entiende que Danelius utiliza erroneamente el 
férmino de competenc.ia respecte de la decisiôn que adopte la 
Comisiôn y afirma que la interpretacion de la Comisiôn debe se r 
on tend i da en el s igurente sentido:
"Although the Commission, as long as the application 
has not been referred to the respondent government, is competent 
to and obliged to - establish ex officio wether the rule has been 
strictly observed, the same does not apply when the respondent 
State manifestly declined to plead that domestic remedies have 
not been exhausted" (64).
(6.',) Asunto "Knechtl c. Gran Bretafia", en Recueil des deci­
sions , .36, pAg. 4 3.
M i k a e l  -
(64) sen, I.., o b . cit. p. 1 10 y Danelius II., o b . cit. pp. 287 
y ss. En ctianfo a la prActlca de la Comisiôn véase asun 
to "Boeckmans c. Bélgica" n ” 1727/62 en Recueil des d e ­
cisions, 12, pAg. 29 y Asunto "Knechtl c. Gran Bretafia" 
en Annuaire XT II, pAg. 7 30.
As un tos n" 4448/70 en Annuaire..., XIII, pp. 131-133.
Y Asunto nC5207/7l en Annuai r e ..., XIV, pp. 709-71 1.
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En base a su razonamiento concluye que se deduce por 
tanto la conclusiôn de que la renuncia del Estado no precluye 
a la Comisiôn para investigar ex officio la cuestiôn,interpre 
taciôn que es sin duda mâs acorde con la prâctica de la Comi­
siôn que ha adoptado la postura de que no debe rechazar la re- 
clamaciôn por no agotamiento de los recursos internos si el 
gobierno no ha indicado expresamente que no desea invocar esta 
causa de inadmisibilidad (65).
Esta conclusion ha sido criticada y considerada como ex 
cesivamente amplia (66). Por un lado, es cierto que la Comisiôn 
considerô, en el caso de la renuncia expresa, hallarse libre y 
quedar eximida de su obligaciôn de pronunciarse sobre el agota­
miento. Ahora bien, por otro lado no es menos justo reconocet 
el hecho de que la Comisiôn no solo tiene la competencia, si- 
no, mâs aûn, se encuentra en el deber de determiner "ex offi­
cio" si se ha producido o no el agotamiento (67).
En contra de la opiniôn de Danelius, H., se manifiesti 
Mikaelsen L., el primero considéra que la renuncia pre­
cluye a la Comisiôn para efectuar el examen de la admi­
sibilidad. Ob. cit. pp. 110-111.
(65) Aunque no queda la revocaciôn de la renuncia véase Su­
lliger, D. , ob. cit., pp. 156-157.
(66) Mikaelsen, L., ob. cit., pp. 110-111.
(67) Sulliger, D., ob. cit., pâg. 156. En contra del examei 
"ex officio" de la Comisiôn. Amerasinghe C.F. "The Rule 
of Exhaustion of Domestic Remedies in the Framework of 
International Systems for the Protection of Human Rigits 
en ZaôRv, 1968, pâg. 296. Entre otros Castberg, F., oo. 
cit., pâg. 49.
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Nn se lia de nlvldar que el deber de la Comisiôn cons is­
te, precisnmente, en tutelar y velar por el cumplimiento de la 
régla del articule 26. Pero esto, no implica que el principle 
se apllque mecônicamente a sensu con trario, cuando el Estado 
demnndado renuncie manifiestamente a prevalerse de la régla 
del agotamiento. Esta es la interpretaciôn que nos parece mâs 
coherento con la propla praxis de la Comisiôn.
En este sentido, en el asunto 5207/71 la Comisiôn e x ami ­
né "ex officie" la cuestiôn del agotamiento de los recursos in 
ternes por parte del récurrente a nesar de que el gobierno in 
teresado no h ici era ninguna r e f e r e n d a  a la cuestiôn del ago ta­
miento, a fin de Impugnar la admisibilidad de la demanda (68).
Por consiguiente, compartimos el criterio de que una 
clara renuncia por parte del Estado solo releva a la Comisiôn 
de I d e b e r , pero no precluye su derecho a investigar "ex o f f i ­
cio" la cuestiôn del agotamiento.
la aplicaciôn de la môxima del agotamiento previo de los 
recursos (art. 26), ha llevado a la Comision a tener que rela- 
cionar dicha régla con los principios générales del Derecho. Y 
no solo por la razôn de que el articule 26 deI Convenio se r e ­
liera, de modo explicite, a los "principles generalmente recono 
c i dos del Derecho internacional” , conforme a los ctiales ha de 
se r entend Ida la régla en cuestiôn.
(68) Asunto "Raup C. la Repôhlica Federal de Alemania". De - 
c isiôn de Diciembre de 1971. Vôase Annuaire..., XIV, 
p â g . 698 y Recueil des Décisions, 39, pôg. 99 y dé c i ­
sion de funio de 1972 en Recueil des décisions 42, 
p A g . 85.
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Han sido mâs bien los Estados los que impulsaron, en 
tal sentido, a la Comisiôn, y esta motivaciôn estatal es, de 
todo punto, bien lôgica, pues es indudable que los Estados que 
ratificaron el Convenio, se comprometieron a renunciar a una 
parte considerable de su soberanla jurisdiccional en favor de 
determinados ôrganos internacionales, y es natural que al ha- 
cerlo pretendieran saber hasta donde llegaba exactamente esta 
limitaciôn de soberanla. Con arreglo a la declaraciôn de un 
Agente gubernamental ante el Tribunal ;
"Il allait aussi loin qu'â la connaissance de 
leurs conseillers juridiques cela correspondai 
aux règles généralement admises du droit inter­
national, mais pas aussi loin que le voudrait 
aujourd’hui l'intérprétation extensive adoptée 
par un organe de la Convention" (69).
Naturalmente la Comisiôn habîa de interpreter, la régla 
conforme a los principios del Derecho internacional general. 
Aun siendo lôgico y natural que la Comisiôn habîa de atenerse* 
en la prâctica a los principios générales del Derecho sobre la 
materia, se viô motivada a tener que reiterarlo de manera ex­
presa: los principios de Derecho internacional generalmente re­
conocidos serân los que determinen si se cumple en cada caso 
en concrete la exigencia del agotamiento. Asî lo reconociô, ex 
plîcitamente, la Comisiôn en el asunto de Becker (70).
(69) Tesis sostenida por el agente del gobierno austriaco 
en el asunto "Ringeisen", véase Publ. Cour. Eur. D.H 
Série B, vol. 11, pâg. 257.
(70) Asunto n* 214/56, decisiôn de 9 de Junio de 1958, en 
Annuaire..., II, pâg. 237.
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Y, île acuordo con los principios mencionados la Comi- 
s iôn cloiermina en su prâctica cuestiones taies como:
a) Las referentes a que clase de recursos se habr.1 
de apelar y deben ser agotados. Se ha estableci 
do al respecte un principio general especîfico 
en la prâctica de la Comisiôn (71).
(71) Los récurrentes tienen la obligaciôn de apelar hasta
el nivel mâs alto de jurisdicciôn.
Véase Asunto n ’ 61 73/73 c. Bôlgica, en Reçue i l de d é ­
cisions, 46, pâg. 180,
Cn igual sentido, asuntos n® 263/57, en Annuaire...,
I, pp. 146-147.
N" 6 17/59, Asunto "Hopfinger c. Austria" en Annuaire.. 
H T ,  pâg. 370.
N" 1103/61 "X c. Bélgica", en Annuaire..., V, pâg.
168.
N * 1816/63, en Annuaire..., VII, pâg. 204.
N'’ 2002/63, "X c . Noruega", en Annuaire..., VII, pâg. 
262.
Asunto n" 2547/65, "X c. Austria” . Decisiôn de Febrero 
de 1966, en Annuaire..., IX, pâg. 458.
En cuanto a la exigencia de apelar hasta el Tribunal 
Cous11 tuetona1 véase Asuntos n° 4002/69, "X c. Austria' 
en Annuaire..., XIV, pp. 178 y ss y en Recueil des d é ­
cisions, 57, pâg. 21. Asunto n" 6830/74, "X c. Repô- 
blica Federal de Alemania" en Décisions et Rapports,
9, pp. 23 y ss. Asunto n “ 6729/74, "X c. RepOblica Fe­
deral de Alemania" en Décisions et Rapports, 1, pâg.
93.
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b) Las referentes a la imputabilidad de la carga de 
la prueba. Singularmente en el supuesto de la ale- 
gaciôn del no agotamiento de recursos existentes 
por parte del Estado demandado (72).
De todo ello se deduce que la régla del agotamiento ope 
ra, en cierto modo, de elemento de conexiôn entre el Derecho 
Internacional general y  el Derecho Internacional de los dere- 
chos del hombre.
Se da por bien sentado que la funciôn que cumple la ré­
gla en el Derecho Internacional general, (73) es la misma y re- 
viste anâloga naturaleza en el contexte del Convenio cuando se 
trata de demandas interestatales. Esto es, se trata de obtener 
el mdximo respeto de los respectives ordenamientos de los Esta­
dos y evitar controversies inutiles o prematures (74).
6. Los principios internacionales y los actos législatives, 
judiciales y administrativos en relaciôn con las demandas 
individuales y las interestatales.
La interpretaciôn teôrica y doctrinal de los recursos 
que, en principio, han de ser objeto del agotamiento se traduce
(72) Amerasinghe, C.F., ob. cit. pâg. 297 
Vasak, K., ob. cit. pâg. 379.
(73) Antonopoulos N., ob. cit. pp. 71-72
(74) Vitta, E., ob. cit., pâg. 579.
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en la prâclicn judicial internacional por la determinaciôn con 
creta de îaa Instancias ante las que tiene la obligaciôn de re 
ctirrir el réclamante. Conforme a las ideas juridical del inter­
nacional ista espaMol, Profesor Diez de Velasco, la soluciôn 
nos "vieno taxativamente dada por la aplicaciôn de los princi­
ples générales del Derecho Internacional" (75).
Por su parte, el Profesor Roi in, en su curso en la A c a ­
demia de La Ilaya, expuso que la régla del agotamiento previo 
de los recursos internos se habîa concebido tradicionalmente 
en Derecho Internacional con el fin de impedir que las demandas 
fuesen presentadas prematuramente ante las jurisdicciones in­
ternacionales. Textualmente declarô:
"Preferimos ver en el recurso interno, al 11 donde 
exista una auténtica jurisdicciôn de primera ins 
tancia investida por el derecho de gentes de la 
funciôn de asegurar el respeto (la protecciôn de 
los derechos individuales)..., presentando estas 
vîas de recurso internas la doble ventaja de e s ­
ter abiertas a las personas les ionadas s in distin- 
ciôn de nacionalidad y de poder ser utilizadas 
con la sola Iniciativa del interesado s in control 
o concurso de una autoridad estatal" (76).
La Comisiôn europea ha expresado cl principio general 
en los sipuientes tôrminos:
175) niez de Velasco, M. : "flecanismos de parantîa y medios
procesales de protecciôn creados por el Convenio europeo 
de Derechos del Flombre" en "Momenaje a N . Pérez Serrano" 
Madrid 19 59, pp. 585-66.3, aquî pp. 605-606.
(76) "Les principes du Droit international public" en R C A D I , 
10 50, II, pp. 309 476.
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"El conjunto del slstema de protecciôn legal es- 
tablecido por el ordenamiento jurldico interno, 
deberâ ser agotado antes de recurrir al Tribunal".
Naturalmente, la Comisiôn se ha referido con frecuencia 
al articulo 26 del Convenio sobre el agotamiento, que ha de 
ser "entendido con arreglo a los principios generalmente reco­
nocidos del derecho internacional". Interpretândolo de esta 
forma es como la Comisiôn cree que se debe determiner si las 
vîas de recurso internas han sido o no vâlidamente agotadas
(77).
Se admite, en general, claro esté, que las cuestiones 
polémicas se suscitan en la realidad judicial cuando la Comi­
siôn tiene que descender del terreno de los principios généra­
les al de las resoluciones obligatorias concretes. En este sen 
tido se ha establecido que la no utilizaciôn de un recurso 
"esencial", para establecer el buen fundamento de la causa 
ante los Tribunales del Estado demandado, comporta la inadmi­
sibilidad de la reclamaciôn internacional (asunto Interestatal 
Austria contra Italia, apoyandose en la sentencia arbitral del 
6 de Marzo de 1956 en el asunto Ambatielos) (78).
La Comisiôn entiende, sobre la carga de la prueba, que 
con arreglo a los principios del Derecho Internacional, incum-
(77) Asunto n* 788/60 en Annuaire..., vol. IV, pp. 117,
149 y ss. y especialmente pâg. 183.
(78) Asunto de "Austria c. Italia", n* 788/60 en Annuaire. 
IV, pp. 116 y ss. Ruiloba, E., ob. cit., pp. 80 y ss,
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he n I Gobîefno Interesado la presentacion de la oxcepciôn del 
no agotamiento de las vins de recurso internas. (Asunto Alam 
Kahn c. (Iran Bretafia y Asunto Grecia c. Reino Unido) . Se
estima que es, a su vez, deher del Estado el demostrar la ex is­
tencia, en el ordenamiento jurldico interne, de un recurso c o n­
crete que no liaya sido utilizado por el récurrente (79).
I.as reglas relativas al agotamiento, tal y como son en- 
tendldas en la actualidad, exlgen, en principio, que se ejerzan 
todos los recursos que ofrczca la legislaciôn nacional, en cuan 
te sean susceptibles de ofrecer un medio eficaz y suficiente pa 
ra reparnr los daflos respecte de los cuales el Estado demanda­
do , es considerado responsable en el âmbito internacional.
En !>nse a los principios générales se exime por tanto, de
fa aplicaciôn el agotamiento cuando los recursos estân caracte-
rizados por la ineficacia o la instificiencia. Estos criterios 
son b A s i c o s y constantes, si bien suscitan ambiguedades en su 
aplicaciôn, s in embargo, no se api ica el agotamiento conforme a 
los citados principios en las rec1amaciones 3.321/67, 3323/67, 
332.3/67 y 3344/67, presentadas contra Grecia, La Comisiôn, en su 
decisiôn de Enero de 1968, se pronunciô en este sentido invocan 
do la postura mantcnida en el asunto de Chipre.
El uso normal de tos recursos "efectivos y adecuados" 
comprenden "la totalidad del slstema de protecciôn jurîdica e s ­
tablecido por el slstema de Derecho interno" (Asunto Interesta-
(70) Asunto n" 2991/66 en Recueil des decisions, 24, pp. 
I16 y s s .
Asunto o'* 299/57 en Annuaire..., Il, pp. 186 y ss.
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tal Austria contra Italia (80).
En la hipôtesis de que el Estado demandado renuncie al 
bénéficie que le confiere la facultad de exigir el previo ago­
tamiento, la Comisiôn ha invocado la Resoluciôn elaborada por 
el Institute de Derecho Internacional en su sesiôn de Granada 
de 1956 (81).
Y la propia Comisiôn, en el Asunto Isop contra Austria, 
hizo referencia "mutatis mutandi", a la citada Resoluciôn para 
afirmar que es innecesaria la acciôn o se queda eximido de la 
obligaciôn para pronunciarse sobre el previo agotamiento.
Los principios de Derecho internacional generalmente re­
conocidos posibilitan, a su vez, la no aplicaciôn "en el supues­
to en que su cumplimiento sea descartado mediante el acuerdo 
preciso entre los Estados interesados" (82).
La Comisiôn se ha visto, igualmente, obligada a délimi­
tât la nociôn y alcance de "Resoluciôn interna final" y tuvo 
que précisât, asimismo, el concepto de "période de 6 meses" a 
que se refiere el articulo 26 del Convenio. Tuvo que apelar, 
de nuevo, a los principios générales de Derecho internacional.
(80) Las demandas presentadas por "Dinamarca, Noruega, Suecia 
y Raises Bajos c. Grecia", Véase Decisiôn de Enero de 
1968, en Recueil des décisions, 25, pâg. 92.
Véase Mikaelsen, L., ob. cit. pâg. 123.
(81) Institut de Droit International, 1956, Annuaire,.., vol,
46, pâg. 358.
(82) Asunto n“ 808/60 en Annuaire..., V, pp. 108 y ss.
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Euiondldo que el articulo 26 se refiere a la decisiôn 
interna de F initiva (en el sentido que establecen los citados 
principios, de modo que el plazo de 6 meses solo puede operar 
en este contexte), nfladiô que su interpretaciôn se veîa confir 
mada por los trabajos preparatories del Convenio, especialmen­
te por el Informe elaborado en 1950 por la Conferencia de A l ­
tos Tuneionarios.
En el primer perfodo de la interpretaciôn teorico-prâc- 
tica del articule 26, la Comisiôn hubo de atenerse a los prin­
cipios dé Derecho internacional tal y como hahîan sido aplica- 
dos por la j tir i sprtidencia y prâctica arbitral.
A liera bien, es no to rio que la Comisiôn no realiza de 
forma automâtica dicha remisiôn. El période inicial se viô pron 
to se guido de una Interpretaciôn mâs libre y amplia por la pr o ­
pia Comisiôn. Segôn se va desarrollando la propia jurispruden- 
cia de la Comisiôn se ha hecho cada vez mâs innecesaria la a p H  
cariôn estricta de la antigua concepciôn arbitral. No es que 
ôsta hubiese pasado a desempehar un papel sccundario, como ha 
sostenido algôn comentarista del articulo 26 del Convenio. Es 
mâs bien que la propia Comisiôn desarrollô una obra innovadora 
que contribuyô de forma sohresa1 lente al desarrollo de la doc- 
trina del agotamiento (8.3).
(83) Véase la opiniôn manifestada por el delegado britânico 
en la citada Conferencia, que tuvo lugar en Estrasburgo 
de I 30 de Marzo del 17 de Junio de 1950, en Recueil des 
Trav.aux Preparatories, vol. Ill, pp. 544 y ss.
Véase asimismo. Recueil des Travaux Preparatories, vol.
V , pâg. 182.
Véase Asunto n"' 214/56, "De Recker c. Bélgica", deci­
sion de 9 de Jtinio de 1958 en Annuaire..., IT, pâg. 237.
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La aplicaciôn de la régla del agotamiento del articulo 
26 a los supuestos de demandas, individuales o estatales, que 
se puedan presenter ante la Comisiôn merece consideraciôn es­
pecial cuando se trata de denunciar una "prâctica administra­
tive" o impugnar "medidas legislatives". No solo no existe 
acuerdo doctrinal sobre la materia, sino que la misma praxis 
y criterios de la Comisiôn no ofrecen un carâcter uniforme. La 
interpretaciôn técnico-jurîdica de esta cuestiôn requiere un 
breve anâlisis de las posiciones contradictories.
î) La actitud mâs radical, mantenida por una gran 
parte de la doctrina y por la propia Comisiôn: 
la tesis segûn la cual no se aplica en dichos ca­
ses la régla del agotamiento (84).
2) La actitud condicionaCa que preconiza la aplica­
ciôn de la régla, reconociendo el papel secunda- 
rio que desempefia el agotamiento en este tipo de 
demandas (85).
Asunto n* 235/56 en Annuaire..., II, pâg. 305.
Asunto n® 343/57 "Nielsen", decisiôn de 2 de Septiem- 
bre de 1959 en Annuaire..., Il, p. 443.
Asunto n® 712/60, "Retimag c. Repûblica Federal de Ale­
mania". Decisiôn de 16 de Diciembre de 1961, en Annuai 
re..., IV, pâg. 385. Asunto n® 1994/63, decisiôn de 5 
de Marzo de 1964, en Recueil des décisions n® 13, pâg. 
109.
(84) La tesis de la Comisiôn fue compartida por el Tribunal 
en el Asunto "Irlanda c. Gran Bretafia" en Publ. Cour. 
Eur. D.H. Série A, n® 25, 1978, parf. 159 in fine.
(85) Mikaelsen, L., ob. cit. pâg. 107.
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In floctrina sostiene, en general, una actitud contraria 
a la aplicaciôn de la regia del agotamiento, en los supuestos 
de rec1amariones quo imptignen una "prâctica administrativa" o 
la rnmpatibi1idad de determinadas "medidas legislativas" con 
el Convenio.
Fn efecto, ciertos autores parten de la idea bdsica de 
la aplicaciôn genôrica de la regia del agotamiento, considerân- 
dola invocable "prima facie" para todos los procedimientos que 
<e lleven a cabo ante la Comisiôn, que impugnen "medidas gé n é ­
rales". Esta concepciôn radicalmente limitativa coincide, en 
principle, con la estimacion, igualmente, negativa, sobre la 
eventual aplicaciôn de la regia en la hipôtesis de "reclama- 
ciones interestatales" (86).
En la primera fase de su acciôn resolutiva, la Comisiôn 
se inclinô, tambiôn, por la concepciôn limitativa. En este sen 
tido, se debe recordar el primer Asunto de Chipre, en 1956. Ba 
sândose en los principios de Derecho internacional, tuvo que 
pronunciarse sobre el concepto de recursos internes, y la Comi^ 
siôn ent en d l ô , entonces, que la nociôn de recursos no compren- 
dîa "las medidas legis1 ativas" y las "prâcticas administrâti- 
vas". En igual sentido se manifestô en el primer asunto relati_ 
vo a Créera, en 1967. La Comisiôn no exigiô el previo agotamien
(86) Vôase Amerasinghe, C.E., ob. cit. pâg. 297.
Wichrin gha us, H . , oh. cit. pâg. 699.
Mikaelsen, L., ob. cit. pâg. 107,
En cuanto a la no apllcahilidad respccto de las deman­
das interestatales, vôase Segundo Asunto Grieqo "Dina- 
marca, Noruega y Suecia c. Gran Bretaha" n® 4448/70, en 
Annuaire..., XIIl, pp. 108 y ss.
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to de los recursos internos (87).
Las indicadas afirmaciones doctrinales y la primitive 
interpretaciôn de la Comisiôn en los asuntos Interestatales 
mencionados resultan, a primera vista, excesivamente "categô- 
ricas". Esta actitud radical no parece conformasse con la in­
terpretaciôn mâs reciente elaborada por la propia Comisiôn, 
si consideramos los Asuntos Donelly y el Asunto Interestatal 
Irlande contra Gran Bretafia (88),
(87) Asunto n® 176/56 "Grecia c. Gran Bretafia", en Annuai­
re..., I, pâg. 182-184.
Asuntos n® 3321/67 "Dinamarca c. Grecia" y las deman­
das n® 3322/67, 3323/67 y 3344/67, presentadas contra 
el citado Estado por Noruega, Suecia y Paises Bajos. 
Decisiôn de Enero de 1968, en Recueil des décisions,
25, pâg. 92 y ss. y Annuaire..., XI, pp. 690 y ss. 
Decisiôn de Mayo de 1968 en Recueil des Décisions,
26, pp. 80 y ss.
Y Annuaire..., XI, pp. 730 y ss.
(88) Véase Asuntos n® 5577 y 5583/72 c. Gran Bretafia” en 
Décisions et Rapports, 4, pp. 4 y ss.
En el asunto interestatal, el Tribunal afirmô "... in 
principle the rule does not apply where the applicant
State complains of a practice as such, with the aim
of preventing the continuation or recurrence of the 
practice, buq does not ask the Court or the Commission
to give a decision on each of the cases put forward
as proof or illustration of that practice". Véase 
Publ. Cour. Eur. D.H. Série A., n® 25, 1978, pârf. 159 
in fine.
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No 10 adpcrta, ademâs, la interpretaciôn primitive de la 
Coimi 5 iôn con su concepciôn genérica y habituai sobre la régla 
del agotamiento previo de los recursos internos. Esto se pone 
de manlfiesto cuando la Comisiôn tiene que examinar la régla 
como Intimamente conectada con la cuestiôn de la eficacia o ine 
ficacia de los recursos internos accesibles. Precisamente en 
este tema es claro el pensamiento de la Comisiôn, al estimar 
como posible circunstancia eximente de la carga del previo ago 
tamiento a ciertos recursos internos, que no responden a la 
idea de la eficacia. En este sentido, la Comisiôn se remite ha- 
hi tuai mente en su prâctica a los principles de Derecho interna 
cional generalmente reconocidos. Y es bien notorio que estos 
principles générales no ofrecen fundamento seguro a la concep­
ciôn categôrica seRalada (89).
Nos parece correcte pensar que la Comisiôn no puede de - 
dinar el examen de la determinaciôn de la eficacia o inefica- 
cia de lo5 recursos accesibles y disponibles para el récurren­
te, razonando tan solo, pura y simplemente, que la reclamaciôn 
roncierne a una "prâctica administrative".
Es la propia Comisiôn la que en sus interpretaciones 
mâs reriPU tes analiza y examina, con cuidado, los conceptos de
(89) As,u,tos n® 3321/67, 3322/67, 3323/67 y 3344/67 contra 
Grecia. Vôase Recueil des Décisions, 26, pp. 80 y ss. 
Asunto "Austria c. Italia", en n” 788/60, en Annuai­
re..., VIT, pâg. 127.
Asunto n® 493/59, en Annuaire.,., IV, pâg. 384.
Asunto n® 4 897/71"Gussenbaucrc. Austria" en Recueil 
des Décisions, 4 2, pâg. 4 1.
Y los Asuntos n® 5219/71 y 4897/71 combinados en Recueil 
dps Décisions, 42, pp. 94-96.
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"medidas legislatives" o "prâcticas administratives". Pueden 
acaso desempefiar un papel "subordinado" y ponerse, por ello, 
en duda si cabe afirmar que juegan un papel déterminante cuai 
do se trata de demandas individuales y se contempla la cues­
tiôn del agotamiento previo de los recursos internos como re 
quisito condicionante de admisibilidad de las citadas demandis.
Lo realmente importante en taies supuestos es la neceia- 
ria intervenciôn de la Comisiôn para cerciorarse de la eficacia 
o ineficacia de los recursos internes existentes. Esta es la 
lînea de pensamiento que manifiesta la Comisiôn en los Asuntos 
Donelly e Irlanda contra Gran Bretafia, y esta orientaciôn habi­
tuai ha sido encomiada por un buen sector de la Doctrina.
No se ha de admitir, de modo genérico, que pueda rechi- 
zarse la aplicabilidad de la régla del agotamiento a las deman­
das individuales que planteen la compatibilidad de determinates 
medidas legislatives con el Convenio. Es, en cambio, preciso di^ 
tinguir, en la aplicabilidad de la régla del agotamiento, el ca 
so de las demandas individuales de las demandas interestatales. 
En estas ûltimas, la régla citada desempefia un papel diferenze 
(90).
En las demandas individuales procédé tener en cuenta Los 
siguientes razonamientos:
(90) Castberg, F., ob. cit. pâg. 46.
Jacobs, F.G.; "The European Convention on Human Right;". 
Oxford, 1975, pâg. 237. Danelius, H.,: "Den europeiski 
Konventionen om de mânskliga rattighetezne i praktisk 
tillampning (Sou 1974, 88: Medborgerliga fri-och ratti- 
gheter. Europakonventionen och europeiska sociala stai- 
gan, pâg. 287. Citado por Mikaelsen, L., ob. cit. pâg 
123.
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I) En el supuesto de las demandas individuales que 
impugnen una determinada "prâctica administrati-
va", aparece en primer término, la idea del dafio,
de su existencia, para que pueda hablarse de vîc 
tima de la violaciôn del Convenio,
- F,a Comisiôn ha exlgido siempre que los récurrentes 
conforme al articulo 25, tenfan que considerarse y acreditar- 
se victimes de la decisiôn o de la prâctica administrative que 
impugnan. Esta condiciôn bâsica hahla de influir y diferenciar 
lôgicamente la interpretaciôn de la Comisiôn, scgCin se trate 
de demandas individuales o interestatales. En efecto, la Comi­
siôn examiné, de modo especial, la cuestiôn en relaciôn con 
las demandas interestatales. En esta hipôtesis, los Estados 
podrân denunciar el comportamiento y una determinada prâctica 
administrâtiva "en general". No es necesario que en la recla­
maciôn medie la nociôn de "vlctimas" concretas. De hecho, pue
den darse la concurrencia de vlctimas concretas en la demanda
interestatal. Pero, en este caso, variarâ la aplicabilidad de 
la régla, segôn luego expondremos (91).
En las demandas individuales, la Comisiôn ha venido exi^  
giendo, ademâs, que los récurrentes que se estimen "vlctimas"
(9 1) En cuanto a las demandas individuales, véanse Asuntos
n® 1ÔÔ1/62, "X y Y contra Bôlgica” en Recueil des Dé­
cisions, 10, pâg. 16.
Asunto n" 37R9/68, "X c. Bélgica" en Recueil des Dé­
cisions, 33, pâg. 1.
Asunto n"5095/7 1, "Kîeldsen c. Dinamarca" en Annuaire 
XV, pp. 482 y ss. "
En cuanto a las demandas interestatales.
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prueben la existencia efectiva de la prâctica adninistrativa 
causante del dafio. Habida cuenta de que esta prueba présenta 
dificultades fâcticas innegables, la Comisiôn ha suavizado el 
rigor de la norma y atenuado la onerosa carga del récurrente, 
limitando la exigencia a la presentaciôn de medios de prueba 
que raanifiesten "prima facie" la efectividad de la prâctica im- 
pugnada (92).
De esta forma la Comisiôn ha llegado a una soluciôn equ^ 
librada. Por un lado suaviza la interpretaciôn estricta y rigu- 
rosa de conformidad con los principios générales de Derecho in­
ternacional. Y por otra parte, estfblece y salvaguarda la norma 
genérica: "es necesario presentar medios de prueba "substancia- 
les" siendo insuficiente la mera alegaciôn". Este criterio pon- 
derado se réitéra en diverses asuntos (93).
Asuntos n® 3321/67 y otros c. Grecia en Recueil des Dé­
cisions 25, pp. 92 y ss.
Asunto "Irlanda c. Gran Bretafia", véase Publ. Cour. Eur.
D.H. Série A, n® 25, 1978, pârf. 159 in fine.
(92) Asunto "Donelly y otros contra Gran Bretafia" en Déci­
sions et Rapports, 4, pp. 4 y ss.
(93) Asuntos n® 176/56 "Grecia c. Gran Bretafia", en Annuaire...,
II, pp. 182 y ss.
Asuntos n® 3321/67 y otros contra Grecia en Annuaire...,
XI, pp. 690 y ss.
Asunto n® 4448/70 "Segundo Asunto c. Grecia", en Recueil 
des décisions, 34, pâg. 64.
Asunto n® 5310/71 "Irlanda c. Gran Bretafia" en Recueil 
des décisions 41, pp. 1 y ss.
Y Asunto n® 5451/72 Irlanda c. Gran Bretafia en Annuai­
re..., XV, pp. 80 y ss.
40.9
Nn ( urn 1 men te, el suavizarse el rigor de la exigencia 
del piinrtpio, obligatorio para el récurrente, no slgnifica que 
In Com I? iôn baga dejaciôn de su derecho y deher de examinar la 
e Ficacia o ineficacia de los recursos en litigio, ni que no pue 
da declarar la inadmisibilidad de la reclamaciôn a pesar de la 
presentaciôn de una prueba significativa "prima facie".
Cuestiôn técnico-jurîdica muy debatida es, también, la 
determinaciôn y el contenido del concepto de "prâctica adminis­
trât iva", en oposiciôn a la idea de "medidas legislativas” o 
npnrentemente indlcativa del hecho alegado.
Cnnociendo el sentido y alcance atrihuido al concepto de 
"prâctica admin is t ra t. iva" , se nos aclara la interpretaciôn dada 
por la Comisiôn a la exigibilidad de la régla.
Realmente, la Comisiôn ha interpretado de forma amplia 
el concepto de "prâctica administrativa"; se pueden encontrar 
sltuaciones de hecho y jurîdicas muy diversas, condicionadas 
todas de forma directa, en razôn de su contenido, segun la in- 
fracciôn invocada por el récurrente.
I.a amplitud interpretativa otorgada a la nociôn de "prâc 
tlca administrativa", viene, S in embargo; supeditada a una exi^  
gencia jurîdica esencial, a la concurrencia del nexo de causali- 
dad entre el acte en sf mismo y la actuaciôn de las personas 
con él re l arionadas. Es lo que la Comisiôn entiende y califlca 
de "relteraciôn o repetic lôn de actos", y relaciona con la "to- 
lerancia oftcial" de dichos actos.
Es de capital împortancia el sentido que la Comisiôn asig 
na a la idoa de la "reiteraciôn o repeticiôn" de los actos. No 
es siifif ionte que el récurrente se refiera en su reclamaciôn a
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actos de "naturaleza similar". Ni que se hayan producido de 
forma "aislada" o esporâdica. Es de todo punto necesario que 
exista una vinculaciôn neta o una relaciôn directa entre los 
actos considerados en si mismos y las circunstancias especlfi- 
cas de su realizaciôn, tierapo y lugar, con la actuaciôn de les 
personas involucradas. Si falta esa ûltima relaciôn causal ne 
puede hablarse de "prâctica administrativa", en el sentido y 
alcance que le atribuye la Comisiôn.
Igualmente es muy caracterlstico el requisite de la lia 
mada "tolerancia oficial". La Comisiôn entiende que dicha to- 
lerancia puede darse a cualquier nivel jerârquico. No se limi­
ta la responsabilidad tan solo al denominado "superior jerâr^u^ 
co". La imputaciôn es vâlida, también, si se trata de una "a«to 
ridad inferior". El factor decisive es el de la "inmediatez"
Se da la tolerancia cuando ésta es practicada simplemente po' 
la autoridad jerârquica superior inmediata (94).
Ahora bien, la aplicabilidad de la régla del agotamiei- 
to del articule 26 a las demandas individuales sufre ciertas 
variaciones, segûn que la "prâctica administrativa" en litig.o 
haya sido tolerada a nivel de autoridades internas inferiore; 
o superiores.
La Comisiôn reconoce el hecho de que la propia prâctica 
administrativa pueda, en determinadas ocasiones, desvirtuar la 
naturaleza de los recursos internos, incidiendo en la improcî- 
dencia de la aplicaciôn de la régla (95).
(94) "Irlanda contra Gran Bretafia" en Publ. Couf. Eur. D.H. 
Série A, n® 25, 1978, Informe de la Comisiôn, pp. 384- 
388.
(95) Asunto n® 5310/71 en Recueil des decisions, 41, pp. 4 
y ss.
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fi) I.n "prâctica administrativa" tolerada por autorida­
des inferiores:
La mclamac i ôn individual dirigida contra una prâctica 
tolerada a nivel inferior mueve a la Comisiôn a cerciorarse en 
cada caso sobre la cuestiôn de si los recursos de que dispone 
el récurrente eran o no eficaces. En estos supuestos procédé, 
en principio, la aplicaciôn de la régla, salvo que los recur­
sos internos fuesen ineficaces. El récurrente debe atenerse a 
la mâxima de 1 agotamiento siempre que el ordenamiento interno 
prevea la posibilidad de recurrir contra dicha prâctica admi­
nistrativa, por ser contraria al Convenio o por ser anticonsti- 
tucional, si el Convenio ha sido incorporado al orden Interno y 
goza de rango constitueionaI.
Ciertamente, la Comisiôn admite que la prâctica adminis­
trât iva pnede, a veces, desvirtuar la naturaleza de los recur­
sos internos accesibles convirtiéndolos en inadecuados o inefi­
caces. Este criterio no implica que toda "prâctica administrati 
va", contraria al Convenio, desvirtue ipso facto e inutilice, a 
la vez, ins recursos accesibles. En consecuencia,las reclamacio 
nés individuales, a diferencia de las interestatales, estân so - 
metidas a la exigencia del "previo agotamiento". Este deber com 
prende la utilizaciôn incluso del recurso de anticonstituciona- 
lidad, si ftiere viable (96).
En el Asuntn Poneily se observa con claridad que la Comi
(96) Asunto n® 4897/71 "Cussenhauerc. Austria", en Recueil 
des décisions, 42, pp. 41 y ss. Y 5219/71 Ibidem, pp.
94 y s s .
Y Asunto de "Vagabundeo", en Publ. Cour. Eur. Arrêt du 
18 Juin 1971, Série A, n® 12, pp. 33 y ss.
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siôn asigna a los conceptos de "prâctica administrativa" o "me 
didas legislativas" "escasos efectos" sobre la régla del agota­
miento. Cuando la Comisiôn examinô el fondo del asunto compro- 
bÔ la existencia efectiva de recursos en el âmbito interno.
El récurrente tenîa por tanto, la posibilidad de obtener 
reparaciôn en el âmbito interno y al no concurrir circonstanciés 
de excepciôn, la Comisiôn se viô obligada a desestimar la recla­
maciôn en su decisiôn del 2 de Diciembre de 1975 (97).
b) La prâctica administrativa tolerada por las autorida­
des jerârquicamente superiores:
Existe certidumbre manifiesta sobre la "prâctica admini^ 
trativa" impugnada por el récurrente cuando fue tolerada al mâs 
alto nivel de las autoridades estatales: no procédé la aplica­
bilidad de la norma prévista en el articulo 26. En este supues­
to se da una excepciôn al principio: cuando existîa un recurso 
de anticonstitueionalidad, este recurso debe interponerse. Na­
turalmente, el recurso puede existir cuando el Convenio hubiese 
sido incorporado al ordenamiento interno y goce de rango cons- 
titucional o forme parte del Derechi constitucional del Estado 
demandado (98).
(97) Asuntos n® 5577 y 5583/72 contra Gran Bretafia, en Dé­
cisions et Rapports, 4, pp. 4 y ss.
(98) Asunto n® 5095/71, "Kjeldsen contra Dinamarca" en An­
nuaire..., XV, pp. 482 y ss.
Y Asunto n® 5926/72 "Pedersen c. Dinamarca" en Recueil 
des Décisions, 44, pp. 93 y ss. Y Asunto n® 7216/75 con 
tra Repûblica Federal de Alemania, en Décisions et Rap­
ports, 5, pp. 137 y ss.
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2) En segundo término, estimâmes pertinente hacer refe­
renda a las demandas individuales relacionadas con las "medi- 
dns legislativas". En estos supuestos la cuestiôn primera que 
se planted la Comisiôn consistiô en analizar el rango del Con­
venio en el seno del Dereclio interno. Y procediô, seguidamentc, 
a estudiar la eficacia de los recursos que se le ofrecîan y 
eran accesibles al individuô lesionado. La cuestiôn bâsica ha - 
bla sido ya muy elaborada, en términos générales, por la Doctri^ 
na y la furisprudencia internacional, ya que se asienta en el 
tema clâsico de las relaciones del Derecho internacional con 
el Derecho interno.
La Comisiôn tuvo ocasiôn de aplicar e interpretar los 
criterios internacionales establecidos, cuando se formulô el 
problema en relaciôn con el asunto de "ciertos aspectos del Re 
gimen Lingnls t ico Belga" observô y reconociô el rango de prima 
cia o prioridad que eI Convenio tenta, en principio, en el or­
den înterno belga. Sin embargo, comprobô en el terreno de los 
herhos, que, una vez entrado en vigor el Convenio, la prâctica 
judicial belga habta sido reacia a admitir la prioridad que le 
correspondra al Convenio internacional. Este parecîa ser el 
comportamiento habituai, y por ello, las autoridades belgas ha­
hîan procedido a aplicar de modo prioritario su Derecho nacio­
nal (99).
En relaciôn con esta cuestiôn principal, se considerô 
también la cuestiôn de la eficacia de los recursos accesibles.
(99) Asunto de Vagabundeo, Publ. Cour. Eur. D.H., Série A, 
n" 12, pâg. 18.
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La Comisiôn entendiô que el récurrente habla podido, en el ci- 
so concrete, acudir ante el Tribuntl de casacidn,/ante el Coi- 
sejo de Estado. Y en este punto se arrojô luz sobre el criterio 
polêmico de apelar o no a dichos recursos.
Puede darse cierta incertidumbre, sin embargo, ante m a  
determinada situacidn, pero a pesar de ello, no se han de eli- 
dir las posibilidades existantes. A juicio de la Comisiôn, stem 
pre y cuando exista una probabilidad de êxito en la interposi- 
ci6n del recurso, el récurrente deberâ procéder a su agotami»n- 
to.
La concepciôn teôrico-prâctica expuesta ha sido réitéra- 
da y perfilada aun mâs en diverses asuntos litigiosos ante li 
Comisidn. En efecto, la reclamacidn 3789/68 £ue declarada imd- 
misible, porque el récurrente, presunta vîctima de una viola:i6n 
del articule, no habîa apelado ante el Consejo de Estado. De mo 
do anâlogo, en el asunto 2780/66, se declarô la inadmisibililad 
porque el récurrente no habfa utilizado el procedimiento estable 
cido en el articule 66 de la constitueidn nacional, que posibillta- 
ba el impugnar la medida legislativa estimada contraria al On- 
venio. En otros supuestos parecidos, la ComisiÔn, sin dejar de 
apreciar les criterios anteriores, puso de relieve la importan- 
cia que se merece la efectividad y la eficacia de les recursgs 
existantes (100).
(100) Asunto n® 6452/74, "Sacchi c. Italia" en Décisions et 
Rapports, 5, pâg. 43.
Asunto n “ 5493/72 "Handyside c. Gran Bretafla" en Annmi- 
re.,., XVII, pp. 288 y ss.
Asunto n“ 7465/76 c. Dinamarca en Décisions et Rapports, 
7, pâg. 153. Asunto n® 7598/76 "Kaplan c. Gran Bretaâa" 
en Décisions et Rapports, 15, pp. 120 y ss. Mikaelsen, L. 
ob. cit. pp. 122 y ss. XV.
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Ast, la demanda 5095/71 fue declarada admisible en vir 
Ind de la ineflcacla de los recursos internos. Se dispenso, 
pnr ello, al récurrente del ejercicio del agotamiento.
r.n conclusion, cahe enunciar la firmeza de cierta n o r ­
ma general vlene esclarecida por la Comlsidn. Es manifiesto que 
no se puede exlmir al particular del d.eber del agotamiento por 
el simple becho de relacionar su reclamacidn con "medidas le- 
gislativas" o "prOcticas administrativas".
Nos parece loable la prâctica de la Comision exigiendo 
la aplicaciOn de la regia del agotamiento para las demandas in 
di vidua les. tanto cuando se trata de impugnar medidas legisla- 
tivas como, "a fortiori" cuando se trata de prâcticas adminis­
tra ti vas. Sea dial fuere la naturaleza de las medidas internas 
que causen violaclOn alguna del Convenio puede desencadenar el 
s is tema de protecciOn regulado por las disposiciones de los a r ­
ticules y 27, en funciOn del articulo 25 del mismo (101).
En las demandas interestatales prevalecen ciertas singu­
la ridades. Ilemos apuntado ya la primera diferencia importante, 
que condîciona, sin d u d a , la distinta aplicacion de la regia 
del agotamiento segrtn se trate de demandas individuales o inte- 
restatales. En el supues to de las demandas interesta ta 1 e s , a 
diferencia de 1 as individuales, no es precise la existencia de 
"vTctimas concretas", ni de actes "concrètes impugnables".
El Estado puede reclamar ante la ComisiOn por causa de 
"medidas legislatives" o de "prdcticas administratives" de otro
fini) Entre otros Asunto n ® 6861/75 contra Gran Bretana en 
bec is ions et Rapports, 3, pâg. 147.
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Estado, por considerarlas, de modo general, incompatibles con 
las obligaciones que se derivan del Convenio.
En estos supuestos no se considéra aplicable la régla 
del previo agotamiento de los recursos internes. Esta es la ac 
titud adoptada por la Comisidn cuando se planted una reclama­
tion que aducîa como argumento genérico, inter alia, la compa- 
tibilidad del articulo 3 del Convenio con la prâctica adminis- 
trativa (102). Anâlogo criterio se sostuvo en el asunto de Donel- 
ly y otros contra Gran Bretafta, a pesar de tratarse de 7 deman­
das individuales. îQue ocurre, si el ordenamiento interno con- 
trovertido régula la existencia de recursos ante pn Tribunal 
ordinario o extraordinario, ante los que se deba apelar contra 
las "medidas legislativas" o la "prâctica administrativa" impu# 
nada?.
La cuestiôn no puede resolverse de una mènera general de- 
berâ responderse de diverse modo segûn sea el contenido y las 
circunstancias que concurran en la demanda. Es posible matizar 
la soluciôn cuando la demanda interestatal ponga en tela de jui­
cio, con carâcter general, "las medidas legislativas" o "la prâc 
tica administrativa" de otro Estado, se estâ en presencia de 
un supuesto distinto del de una demanda interestatal que formu­
la reclamaciôn por violaciones concretas que afectan de forma 
directa a determinados particulares.
(102) Primer Asunto de Chipre en Annuaire..., II, pp. 182-184. 
Primer Asunto Griego, Ibidem, pp. 730-770. Segundo Asun 
to Griego en Annuaire..., XIII, pp. 122 y ss. y 132-13?. 
Asunto "Irlanda c. Gran Bretafia", en Recueil des Déci­
sions, 41, pp. 3 y ss. y pp. 86-87.
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ni Iratnmrento debitlo en ambos casos no es el mismo. En 
In primera hîpotesis, puede clcclrse en términos générales, que
no se exige al Estado demandante el previo agotamiento de los
recursos. Esta régla no es, e n t a i  caso, condiciôn déterminan­
te de la admis ibiIIdad de la demanda. Si la reclamaciôn es de 
carâcter general no es aplicable la régla, con independencia 
del contenido mismo de la reclamaciôn. Recaiga êsta sobre "prâc 
ticas admin1strativas" toleradas a nivel superior o inferior o 
se rpfiera a "medidas legislativas" en general.
Muy distinta es la bipôtesis y diferente su tratamiento
jurldico cuando la reclamaciôn interestatal se refiere a viola- 
c iones concretas con vtctimas dlrectas. Las supuestas vîctimas 
deber.ln procéder al agotamiento de los recursos existentes. In­
cluse en el supues to de que la "prâctica administrativa" se rea- 
lice a nivel inferior. En esta segunda bipôtesis, la Comisiôn 
procédé a examinar, en cada caso concreto, si los recursos in­
ternos son efectivos. (Asunto Irlanda contra Gran Bretana (10.1).
No ba sido fâcil ni râpido el proceso clarificador de 
la apiicabilidad de la régla del agotamiento de los recursos en 
materia de reclomaciones cuyo contenido se refiera a una "prâc 
tira adm in I s t rat iva" n las "medidas legislativas". Las razones 
pxplicalivas de I lento proceso habido son dos principalmente. Se 
deb i ô , en gran parte, a las posturas dogmâticas defendidas por 
la floctiinn, influlda por teorîas générales anteriores y, en par 
le, t amb i 6 n , a la fluctuante prâctica de la propia Comisiôn.
(101) En Recueil des Décisions, 4 3, pp. 122 y 146- 147.
En Recueil des Décisions, 41, pp. 3 y ss. y pp. 86-87
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Al comienzo parecîa predominar el pensamiento excluyen- 
te del agotamiento, en relaciôn con todas las demandas que se 
refiriesen a esta materia. Creeraos, sin embargo, que el estu- 
dio de la ûltima jurisprudencia de la Comisiôn nos permite es- 
tablecer ciertas proposiciones.
1. Es razonable afirmar la diferente aplicabilidad le 
la régla del agotamiento segûn se trate de deman­
das interestatales o individuales que impugnen "ne 
didas legislativas" (Asunto Donelly) (104).
2. Es realmente importante determiner la cualidad de 
los recursos en litigio. Esta norma es esencial. 
Porque, en todo caso, interesa averiguar si los re­
cursos internos se corresponden bien al principle
de la efectividad, de la eficacia. Es lôgico que las 
"prâcticas administratives" o las "medidas legisla­
tivas" impugnadas requieran un severo anâlisis, por 
que los recursos de esa naturaleza suscitan mâs in­
certidumbre que los ordinarios sobre su eficacia y 
adecuaciôn.
3. En la actualidad, no parece haber razones teôricas, 
ni prâcticas para eximir de la régla y de la carga 
de la prueba a las demandas particulares que fozmu- 
len reclamaciones sobre "medidas legislativas" c 
"prâcticas administratives".
(104) En Recueil des Décisions, 43, pp. 122 y ss. y 146 y ss.
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4. ni conteniflo de la reclamaciôn no puede actuar 
como excepciôn del requisite de admisihi1idad , pe 
rn podrâ intervenir como factor déterminante en 
ei examen de fondo de la reclamaciôn, por surgir 
entonces el tema de la gravedad de la infracciôn.
5. Las demandas interestatales han de ser ohjeto de 
claslficaciôn, segôn concurran o no supuestas vîc 
t.imas particulares, Los Estados que presenten re­
clamaciôn no pueden, en principio, actuar como sim 
pies demandantes ante los Tribunales internes, 
cuando en este tipo de reclamaciones no se exija 
la condiciôn de vîctima.
A pesar de la existencia de autenticos recursos ante 
los Tribunales internos que determinen la compatibilidad de la 
ley impugnada con la Constituciôn o con las obligaciones inter- 
n a c ion aies que se derivan para el Estado que hubiese ratificado 
el Couveu i o (105).
7. Intcrpretaciôn del Tribunal europeo y las demandas de repa- 
1 acj ô n .
En el examen de la régla del agotamiento previo de los 
rof iirso*^  înternos no podemos dejar de hacer menciôn expresa so
(105) Mikaelsen, L., se apoya en la tesis sostenida por Dane-
lius, o b . cit. pag. 286. Mikaelsen, L., afirma: "However, 
in no country can a 11C Part, as a plaintift in such a 
case before the national courts and further, when d e a ­
ling with State applications there is no requirement 
that there shotjld be victims at all". En o b . cit., pâg.
13 1. Respecto demandas individuales. Véase Asunto " n o ­
nelly c, Ç ran nretaba", n® 5577/72 , 5583/72 , en Recueil 
des Itôrisions 4 3, pp. 131 y .ss .
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bre la litlspendencia en torno a su especial repercusiôn en 
las demandas de reparaciôn, y debido a la singular interpréta- 
ciôn efectuada por el Tribunal. La oroblemâtica relative a la 
contraposiciôn de criterios entre la Comisiôn y el Tribunal en 
cuanto a la admisibilidad de la demanda es el aspecto que ana- 
lizaremos ahora, dejando para la Parte VII el anâlisis del ca­
râcter del procedimiento relative al ejercicio del derecho de 
reparaciôn y su conexiôn con la régla.
La interpretaciôn del Tribunal europeo sobre la régla 
del agotamiento previo de los recursos internos ejerce una in- 
fluencia, a su vez, muy considerable sobre ciertas demandas de 
reparaciôn.
La primera cuestiôn a examinar concieme a la admisibi­
lidad de las demandas, en relaciôn con la régla del agotamien­
to previo de los recursos internos. ^Procédé, acaso, que el 
Tribunal intervenga en taies materias después de haber sido con 
templadas y resueltas, en un primer piano, por la Comisiôn?. 
âGoza, acaso, la Comisiôn de competencia exclusive sobre la ad­
misibilidad relacionâda con 01 agotamiento? iY, puede, en fin, 
el Tribunal enjuiciar la aplicaciôn de la régla del agotamiento 
después de que la Comisiôn adoptÔ ya una resoluciôn sobre la 
misma materia?(106).
El anâlisis y conocimiento teôrico-prâctico de la ju­
risprudencia del Tribunal nos esclarecerâ los interrogantes 
anteriores y nos servirâ de gula para sentar los criterios que
(106) Asunto de "Vagabundeo"-en Publ. Cour. Bur. D.H. Série 
A, n® 12, 1971, pârf. 50.
prov n1ecpii, en general, en las demandas individuales y sus 
epnchos sobre la reparaciôn.
Al comienzo la Comisiôn se pronunciô claramente en fa - 
vor de que su "competencia exclusiva" abarcarîa, en principio, 
tanto las decisiones de inadwisibiîidad de las demandas como 
las de admisibilidad o aceptaciôn de las reclamaciones.
Conforme a esta actitud inicial, el Tribunal no deberla 
examiner de nuevo la cuestiôn que incidiese en la resoluciôn 
de admisibilidad. Esta toma de posiciôn radical se enunciaba 
asT: "la decisiôn de la Comisiôn constituye una decision
"defi n i t i va" (107).
No transcurriô mueho ticmpo antes de que pudiera pronun- 
ciarse solire el tema, y no compartiô la visiôn de la Comisiôn 
en el asunto "De Wilde, Ooms y Versyp". El Tribunal se vio o b H  
gado a examinar su propia competencia y si tenîa, por tanto, 
jurisdicriôn para enjuiciar las cuestiones del no agotamiento 
de los recursos internos y la presentaciôn fuera de plazo de la 
demanda. I.as cuestiones concretas fiieron formuladas por el Co- 
bierno demandado al soliciter la inadmisibilidad de la demanda.
IlI Tribunal tuvo, lôgicamente que pronunciarse sobre su 
"competencia ratione materiae", y, a tal fin, la intcrpretaciôn 
del Tribunal europeo sobre la régla del agotamiento previo de
fin?) Asunto "S tôgmfîl I e r " , en Publ. Cour. Eur. D-II. Série A, 
n" 10, 1969, pârf. 6, pâg. .32.
Véase Informe de la Comisiôn en el Asunto de Vagabundeo 
1069. pârf. 177.
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los recursos internes nos aclàra el anâlisis que nos permite 
deducir las consecuencias pertinentes sobre el sistema de la 
reparaciôn.
El razonamiento seguido por el Tribunal da la impresiôi, 
a primera vista, die ser sencillo. El Convenio faculta al Tribu­
nal para entender en "todos los asuntos" ("tous les affaires") 
que se relacionen con la interpretaciôn y la aplicaciôn de la 
Convenio (art. 45). Cuando surgen taies cuestiones se da por 
establecida la "base de la jurisdicciôn ratione materiae". Y el 
Tribunal atribuyô un sentido general, un carâcter muy amplio, 
al texto del articulo 45 que viô doblemente confirmado por la 
versiôn inglesa del articulo 45 y del 46 "all cases".
Para el Tribunal todos los asuntos que se le hubiesen 
"formulado debidamente" calan dentro de su jurisdicciôn, a ccn- 
diciôn de que se diese la concurrencia de los requisitos pre- 
vios estatuidos por el Convenio: planteamiento del asunto den­
tro de los très meses a partir del momento en que la Comisiôn 
eleva su "informe" al ConjÜâ. de Ministres (47) , y que el Esta­
do interesado en suscitar la cuestiôn hubiese aceptado la juri£ 
dicciôn del Tribunal (48) (108).
(108) El Tribunal con anterioridad al Asunto de Vagabundeo se 
habla pronunciado, en cuanto a la excepciôn preliminai 
de incompetencia suscitado en el asunto de "Ciertos as- 
pectos del Régimen Lingulstico de la ensehanza en Bélgi- 
ca". Asimismo, en la sentencia de fondo del asunto 
"Lawless", el Tribunal se pronunciô sobre la excepciôr 
presentada en base al art. 17 del Convenio por el Gobier- 
no irlandés. En el asunto "Neumeister" el Tribunal sir 
invocar su incompetencia, examinô el argumento del go- 
bierno austriaco que reclamaba en base a que la Comisiôn 
no habla analizado hechos acaecidos con posterioridad a 
la presentaciôn de la demanda.
mP.ii intps condir.iones , estâ dotado de plena jurisdicciôn 
porqiie, segfin el Tribunal, no era concebible que un problema 
importante en litigio no constituyese materia de "interpreta­
ciôn y aplicaciôn" del Convenio. Y la cuestiôn litigiosa era 
realmente importante, porque se trataba de aclarar si se habîa 
produci do o no el agotamiento de los recursos internos.
Mallândose en litigio, la régla del agotamiento de re ­
cursos fart. 26), el Tribunal entiende que su esclarecimiento 
refuorza do modo mâs razonable el ejercicio de su competencia, 
poifpie la régla del agotamiento de los recursos impi ica una de - 
Ifmitaciôn del ârea considerada Indispensable para la acept a­
ciôn por los Cobiernos del Convenio - la oportunidad de resta- 
blecer la situaciôn jurîdica creada por sus ôrganos estatales 
antes de snmeterse a una jurisdicciôn internacional. Y parecîa 
lôgico que el Tribunal velase tanto por los derechos de los 
Estados como por las libertades individuales garantizados ambos 
por el Convenio.
r.n los asuntos "Stogmuller"y "Matznetter" examiné un 
argumento anâlogo que se referîa al no agotamiento pre 
vio de los recursos internes, pronunciândose respecto 
n la înaplicabiIidad de la excepciôn en el asunto:
"en matière de détention préventive, c'est d'après les 
circonstances de la cause qu'il y a lieu d'apprecier, le 
cas échéant, si et dans quelle mesure le requérant d é ­
tenu, après avoir épuisé les recours avant que la C o m ­
mission déclarât sa requête recevable, devait ensuite, 
en vertu de l'article 26, introduire de nouveaux recours 
devant les jurisdictions nationales pour que puisse etre 
vérifié du degré international le caractère raisonnable 
(le son maintien en détention".
Cn el asunto Matznetter, sobre este mismo problema se 
pronunciarîa en el sent ido de que el récurrente habîa ago 
tado debidamente los recursos internos. Véanse Publ. Cour. 
Pur P.11. Série A, n" 5, pp. 18-19. Série A, n® 3, pârf. 7; 
Série A, n® 8, pârf. 22-25; Série A, n ” 9, pârf. 9-12; 
Série A, n ” 10, pp. 32-33, respectivamente.
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La inicial contraposiciôn de criterios entre Comi­
siôn y Tribunal habîa de verse superada merced a la concep­
ciôn amplia del articulo 45. Era razonable que el Tribunal 
considerase imprescindible y se manifestase partidario de una 
interpretaciôn no restrictiva del Âmbito de su competencia. 
Mâxime si se tiene en cuenta que las expresiones distintas de 
los dos textos dan fê con igual valor (109).
La versiôn francèsa se refiere a "affaires concernant 
1 * interpretation et 1'application de la Convention". El texto 
inglés dice; "all matters". Segûn tl Tribunal el alcance ge­
neral de su competencia se justifies claramente en base a la
(109) "La plénitude de la jurisdiction de la Cour, ou le
cas échéant du Comité de Ministres, reste intacte pour 
toutes les affaires dont l'un ou l'autre de ces orga­
nes ce trouve saise.
Elle s'étend non seulement au fond, mais aussi aux ques­
tions de compétence de recevabilité. Il n/est certaine­
ment pas possible d'admettre que les exceptions ayant 
un caractère judiciaire, et notamment les exceptions re­
latives à la competence ou à la recevabilité, ne pou­
rraient plus être soulevées devant la Cour".
La Comisiôn recuerda que el Tribunal se habla pronun­
ciado en el asunto de "ciertos aspectos del régimen lin 
gulstico de enseflanza belga" en el sentido que tenla ~ 
competencia para examinar la excepciôn de incompeten­
cia "ratione materiae" antes de analizar el fondo del 
asunto, a pesar de que segûn la Comisiôn anteriormente 
el gobierno belga no habla cuestionado la competencia 
de la Comisiôn, impugnando asi la procedencia de la ex­
cepciôn y no la competencia del Tribunal.
Véase Asunto de Vagabundeo, Publ. Cour. Eur. D.H., Sé­
rie B, n® 15.
Vista pûblica de Noviembre de 1970, Véase pâg. 267.
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vrrs1ôn inglesn del pârrafo 1® del articule 46, Este articule 
ne emplen la expresiôn de "ail cases" como se iitiliza en el 
artlrnlo 45, sine la de "all matters" (110).
El âmhi.to de competencia del Tribunal resultarla mâs
0 menos amplio (art. 45), segûn se combinen o apliquen separa- 
damente ambos articules. No se trata de una mera cuestiôn ter- 
minolôgica, slno de la interpretaciôn combinada de los dos ar-
1 feules, en su texte ingles, y en funciôn de los fines de pro 
tecciôn perseguidos por el Convenio.
Desde luego, parece claro que la expresiôn de "casos o 
de asuntos" - "materias" (art. 46) se presta a la inclinaciôn 
lôgica y amp lia adoptada por el Tribunal.
Elevande la cuestiôn al piano de los principios y propô- 
sites del preâmbulo del Convenio, es indudable que el recono- 
cimiento efectivo de los derechos protegidos y su protecciôn y 
désarroi le se avtenen mejor con la interpretaciôn amplia que a 
su compelencia le ha conferido el Tribunal. De ahî que decidie- 
se por unanimidad la imprecedencia de la excepciôn preliminar 
adiicida por el Gobierno interesado segûn la cunl el Tribunal 
ra rec1 a de competencia en el asunto en litigio. Ciertamente, el 
Tribunal se hubiese vis to obligado a manifestarse incompétente 
en eI supues to de que los récurrentes hubiesen presentado peti- 
c i ones que no estuviesen amparadas explleitamente por el Con ve­
nio fill).
( M O )  r„bl . Cour. Eur. DIM. Série A, n® 12, pârrafos 47-48, 
pâg. 29.
(Ill) En tgual sentido se manifesto recientemente el Tribunal 
en la sentencia dictada en el asunto interestatal " I r ­
landa contra Gran Bretafia". Sentencia de 18 de Enero de 
19 78. l’ubl. Co ur. E u r . P. 11. Série A, n® 25, pâr. 154.
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Por su parte, el Tribunal no solo ha de tomar en cuen­
ta, sino basarse, slempre que sea posible, en los propios In­
formes de la Comisiôn. Y cuando de ellos se deducen observacLo 
nés y posiciones jurîdicamente irréconciliables entre las Par­
tes en litigio que llevan a sentir "la necesidad de interpre­
ter el Convenio", es natural que el Tribunal reexamine, en el 
terreno de los principios, las reclamaciones declaradas admisi- 
bles por la Comisiôn.
Esta necesidad se hace aun mâs évidente cuando el desa- 
cuerdo entre las Partes sobre la interpretaciôn de las dispo- 
siciones del Convenio se pone de manifiesto durante la cele- 
braciôn de las vistas orales ante el propio Tribunal.
La determinaciôn de la competencia "ratione materiae" 
del Tribunal no ha de fundarse, ademâs, tan solo en los referi- 
dos articules 45 y 46. Es justo invocar, también, el articulo 
19 del Convenio. Este articulo confia tanto a la Comisiôn ccmo 
al Tribunal una mâs amplia misiôn que el simple pronunciamien- 
to correcte sobre un determinado asunto (112).
La misiôn que se les confia a ambos ôrganos no es solo 
la de garantizar el respeto de las obligaciones dimanantes para 
las Partes sino la de delimikar salvaguardar y desarrollar las 
normas y principios establecidos por el Convenio.
Ese planteamiento general se puso bien en evidencia m  
el asunto denominado de Vagabundeo. El Tribunal hubo de dettrmi-
(112) Recueil des Textes, pp. 111 y 106-107.
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nm r r; i. r 1 Convenio reqnerîa o autorizaba el procedimiento que 
resolviô seguir la Comisiôn al margen de las intenciones del 
instante particular y de la interpretaciôn subjetiva del G o ­
bierno, que aducîa el no agotamiento de los recursos internos 
por parte de los récurrentes De Wilde, Ooms, y Versyp, La te­
sts gubernamenta 1 que constituîa su conclusiôn principal en el 
planteamiento general del problema ante el Tribunal, fuô con- 
trovertida por la tesis sostenida por la Comisiôn en su memoria 
de 1 8 de Abri 1 de 1970 (113). Esta creîa poder afirmar la falta 
de competencia del Tribunal para criticar o impugnar las deci­
siones de la Comisiôn en materia de admisibilidad. La Comisiôn 
defendîa su "competencia exclusiva" valiendose de los siguien- 
t.es argumentos:
1) El Tribunal europeo no constituye una "instancia 
de apelaciôn" respecto de las decisiones ya apro- 
badas por la Comisiôn.
2 )  El Tribunal quedarîa vinculado por una decisiôn de 
la Comisiôn, en la que êsta hubiese comprobado el 
agotamiento previo de los recursos internes.
El sistema es tablecIdo por el Convenio no prevee, segûn 
la Comisiôn, dos grades de jurisdicciôn, organizados jerârqui- 
camente, de forma que el Tribunal constituyese una instancia de 
apelaciôn para 1 as decisiones adoptadas por la Comisiôn. El ar-
(113) El Gobierno belga invocaba la tesis sostenida por S^ensen 
M. , en su obra "La recavabilitê de l'instance devant 
la Cour Européenne des Droits de l'Homme" en "René Cas- 
5 in Amicorum Discipulorumque" Paris, 1969 , T.I., pâg.
3 3 5.
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articulo 19 se limita a confiât a dos ôrganos la tarea de ase- 
gurar el respeto de los compromises que se derivan para las Al- 
tas Partes Contratantes (114).
Las funciones respectives estân bien delimitadas. Las 
atribuciones de estos dos ôrganos. Tribunal y Comisiôn, deri­
van, pues, directamente, del Convenio y éste no deja vislumbrar 
lazo alguno de subordinaciôn entre ambos ôrganos, cuan
do estableciô sus respectives competencias.
(114) La Comisiôn en su memoria presentada el 7 de Febrero de 
1970, decia:
"Q'il plaise à la Cour de dire que les requêtes intro­
duites contre la Belgique par Jacques De Wilde, le 17 
Juin 1966, par Franz Ooms le 20 mai 1966, et par Edgard 
Versyp le 16 Août 1966, n'ôtaint pas recevables, les 
requérants n'ayant pas épuisé les voies de recours in­
ternes, et que la Commission européenne des Droits de 
l'Homme aurait donc dû les rejeter en vertu des arti­
cles 26 et 27 (3) de la Convention"
Véase Asunto de Vagabundeo, Publ. Cour. Eur. D.H. Série 
B, vol. 15, pâg. 205.
El agente del Gobierno belga se pronunciaba en sentido 
contrario invocando el art. 45 del Convenio que otorga 
competencia al Tribunal para pronunciarse sobre cual- 
quier problema que se refiera a la interpretaciôn y a 
la aplicaciôn del Convenio, en cualquier caso correspon­
de al propio Tribunal decidir sobre su propia competen­
cia si ésta fuese controvertida".
El Gobierno utilizaba la tesis sostenida por Max Sren- 
sen, ob. cit., pâg. 342. Véanse votos particulares, Jue- 
ces, Ross, Bilge y Wold a la sentencia de 18 de Junio 
de 1971.
Publ. Cour. Eur. Série A, n® 12, Veto Particular del 
Juez Bilge.
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En efecto, el Convenio ha atriboiclo a la Comisiôn la 
competencia para examinar y decidir la admisibilidad de las de 
mandas. Esta competencia se régula de modo preciso en el artî- 
cnlo 27 del Convenio: "La Comisiôn declararâ inadmisible toda 
sol ici tud o reclamaciôn presentada de conformidad con el artf- 
ciilo 25, si el la estimas^ que... es incompatible..." con el Con 
venio.
Definido bien el principio general en materia de admisi­
bilidad, se ha cuestionado si la finalidad de los artîculos 2 6  
y 27 estriba en restringir la competencia del Tribunal en tal 
materia. ;,F.ra esta, en realidad, la intenciôn de los autores del 
Conven î o? f M  5) .
La respiiesta ha de buscarse en la jurisprudencia del 
Tribonal. Y éste se ha manifestado resue 1tamente sobre las re- 
laciones que median entre los dos ôrganos de control en el ejer 
cirio de sus funciones especfficas. La dlficultad dimana del he 
cho de que e 1 Convenio les ha confiado a estos dos ôrganos sol- 
ven ta r sus relaciones especfficas que no estân reguladas expr e­
sa men t p .
La misiôn de la Comisiôn y del Tribunal de delimitar sus 
recTproras competencias deberâ ser realizada ûnicamente a la 
luz de las circunstancias concretas de un asunto ta 1 y como se 
présenta ante el juez serâ posible dar una respuesta definitive 
a esta eues lion dîfîcil (llô).
(115) Asunto de "Vagabundeo". Publ. Cour. Eur. 0.11. Série B, 
vol. 15, p p . 262 - 263.
(116) La Comisiôn impugnaba en la audiencia pûblica de Noviem­
bre de 1970 la tesis del Gobierno belga. "La finalidad
430
Para dilucidar en cada caso concreto la cuestiôn bâsica 
de la competencia no se han utilizado solo las disposiciones 
citadas de los artîculos 45 y 19 del Convenio. Es de importan- 
cia capital, también, el articulo 49, porque déclara compéten­
te al Tribunal para decidir en aquellos supuestos en que se 
cuestionase su propia competencia. El articulo 49 dice textual 
mente:
"En caso de disputa sobre la cuestiôn a si el Tri­
bunal es o no compétente, éste serâ quien décida" 
(117).
del art. 45 es la de determiner las categories de asun­
tos, e insiste en la denominaciôn "asuntos"... para 
los que tiene competencia el Tribunal. Invoca el art.
36 del Estatuto del T.I.J.: Véase Asunto "Vagabundeo", 
Publ. Cour. Eur. D.H. Série B, vol. 15, pp. 227-228 y 
260-263.
(117) Recueil des Textes, pâg. 112.
El autor invocado habla sugerido exclusivamente que 
el Tribunal no estarîa vinculado por una decisiôn de 
la Comisiôn en la que se hubiese comprobado el agota­
miento. En este caso el Gobierno habla solicitado que 
el Tribunal declarase inadmisible las demandas. Se 
cuestionaba su actitud por haber sido el propio go­
bierno, el que habla elevado el asunto ante el Tribu­
nal .
Véase Publ. Cour. Eur. D.H. Série B, vol. 15, pp. 
262-263.
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En rofîlidîid el Tribunal ba mostrado gran pondernciôn 
al deierminar los efectos de las decisiones de la Comisiôn en 
materia de admisibilidad. Ma considerado necesario examinar 
en cada caso si se planteaban problemas de. interpretaciôn o de 
aplicaciôn de 1 Convenio.
En principio, la interpretaciôn del Tribunal se atiene 
pues, a dos nociones genôricas del Convenio integradas de tal 
sue rte en los artîculos 45 y 46 que se corresponden, en ambos 
textos, con una misma expresiôn: El Tribunal es compétente p a ­
ra entender en "todos los asuntos referentes a la interpreta­
ciôn y aplicaciôn del présente Convenio". La idea de salvaguar­
dar la correcta "aplicaciôn" del Convenio presuponc que "todos 
los asuntos" controvertidos que lleguen a conocimiento de 1 Tri^ 
bunal, han de ser resueltos por éste sin considorarse prejuzga- 
do en su libertad de decisiôn por cualquiera que sean las réso­
lue! ones previas de la Comisiôn. Y, por otro lado, la obliga- 
r i ôn que tiene el Tribunal de pronunciarse sobre todos los asun 
tos que de algôn modo se refieran a la "interpretaciôn" del 
Convenio, se corresponde con la concepciôn teôrico-prâctica de 
la vida judicial internacional (118).
/,No serîa extraEin ver desprovisto el Tribunal europeo 
de una de las atribuciones que pertenecen normalmente a cual- 
fpn'er ôrgann judicial o jurisdicciôn internacional?
(118) El Tribunal tiene competencia para decidir en caso de 
desacuerdo sobre los lîmites de su propia competencia. 
Vôase Recueil des T ext es, pâg. 112.
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Y en consecuencia, aserla lôgico prnsar que el Tribural 
europeo se desentendiese de las excepciones preliminares que 
le fueren planteadas? (119),
El Tribunal no podla, ni debfa considerarse desligad< 
de la aplicaciôn e interpretaciôn de la régla del previo agi- 
tamiento de los recursos internos, que constituye una de lai 
condiciones mâs esenciales de la admisibilidad de las demanias 
Esta condiciôn estâ, ademâs, relacionada en general, con los 
"mecanismos establecidos por el Convenio en su conjunto" (1!0),
Pensar que el Tribunal se encontrase supeditado, en ra­
ies materias, a las resoluciones anteriores de la Comisiôn Lm- 
pliëârla aubvertir el orden de valores jurfdicos que caracte- 
riza en general, al sistema jurisdicciortal internacional.
Es, por el contrario, razonable pensar que el Tribural 
pueda y deba, legitimamente examinar si las condiciones esen­
ciales de la aplicaciôn del Convenio se han cumplido en cual­
quier caso concreto, con independencia de la actitud y crite­
rios que hayan podido inspirar a la Comisiôn en sus decisiones 
sobre la admisibilidad de las demandas de reparaciôn. Es mâs, 
las decisiones de la Comisiôn no pueden vincular al Tribunal y
(119) Sérensen, M.: "La recevabilité de l’Instance devant la 
Cour Européenne des Droits de l ’Homme" en "René Cassin 
Amicorum Discipulorum que" Paris 1969, T.I., pp. 335
y ss.
(120) Ibidem, pâg. 342.
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limiinr sti llbortad y el alcance de su examen (121).
Do estos razonamîentos se sirvieron los Hobiernos de - 
mandados para afirmar la competencia del Tribunal en los si- 
gu i on tes términos. Segûn parece, bay que admitir que los pr o­
blemas relatives a la competencia de les ôrganos establecidos 
por el Convenio y la admisibilidad de las demandas relativas al 
nimplimiento por parte de los Estados de estas disposiciones. 
son necesarlamente problemas de interpretaciôn o de aplicaciôn 
del Conveni^o.
RI razonamiento gubernamental fue impugnado por la C o m i ­
siôn, en la vista pûblica celebrada en Noviembre de 1970 ante 
et Tribunal. Sin embargo, nos parece, en este caso, excesiva- 
mente restrictive el pensamiento de la Comisiôn (122).
(12 1) Asunto de Vagabundeo (Question de l'application de l'ar 
tîrlc SO de la Convention). Publ. Cour. Eur. D.H. Série 
A, n" 14, 1972, pârfs. 14-17.
(122) Publ. Cour. Eur 
En el Asunto de 
en de enseflanza 
zonado que"
"El Tribunal no
D.H. Série B, n® 15, pp. 205 y ss. 
"Ciertos Aspectos del régimen linguîsti- 
en Bélgica", el gobierno belga habla ra-
puede sino constata 
i as plantcan cuestiones relativas 
a la aplicaciôn del Convenio, que 
t a cuestiones, deberâ investigar 
t il ui a res de los derechos que invocan
que todas estas que- 
a la interpretaciôn y 
para decidir sobre es 
si los récurrentes son 
(artîculos 8, 14 
del Çenven io) y en el artîciilo 2 del Protocolo Adicional 
y si estas disposiciones originan, a cargo del Estado 
belga, las obligaciones de cuya vîolaciôn alegan los ré­
currentes, lo que implicarîa no solo abordar el fondo si 
no tomar posiciôn respecto de uno de los elementos esen­
ciales, es decir, respecto de las cuestiones de interpre 
tarinn y de aplicaciôn indisociables respecto del fondo. 
Publ. Cour. Eur. D 11. arrêt du 9 février 1967. Série A, 
n® 5. pp. 18 - 19.
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En relaciôn con la Comisiôn, la libertad de decisiôn del 
Tribunal ha de ser plena y asI lo confirma su experiencia judi­
cial; con independencia del carâcter amplio o restrictivo con 
que se interprète el articulo 45. Por ello, es licito admitir, 
también, que el Tribunal no estarîa vinculado por una decisiôn 
de la Comisiôn que confirmase, en principio, el agotamiento efec 
tivo de los recursos internes (123).
No se agota con lo expuesto, sin embargo, la discrepan- 
cia de pareceres sobre las esferas de acciôn y competencia co- 
rrespondientes a la Comisiôn y al Tribunal (124).
La tesis restrictiva respecto al Tribunal se ha esforza- 
do por extrâer, un nuevo razonamiento, de la comparaciôn entre 
el articulo 45 del Convenio y el articulo 36 del Estatuto del 
Tribunal Internacional de Justicia. Este ôltimo articulo dice:
"La competencia del Tribunal se extiende a todos 
los litigios que las Partes le sometan y a todos 
los asuntos especialmente previstos en la Carta 
de las Naciones Unîdas o en los tratados y conven- 
ciones vigentes" (125).
De esa comparaciôn se ha deducido que la competencia del 
Tribunal europeo estâ caracterizada por su naturaleza "limitada"
(123) Recueil des Textes, pâg. 111.
(124) Publ. Cour. Eur. D.H. Série B, n® 15, pp. 205 y ss.
(125) Carrillo Salcedo, J.A.: "Textos bâsicos de Naciones 
Unidas", Madrid, 1982, pâg. 68.
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y '‘p<',pnr i n ! i . Solnmente "la interpretaciôn y la a plica­
ciôn fie 1 Convenio", mientras la competencia ciel Tribunal Tnter- 
nacinnal rie Justicia se extiende a cualquier cuestiôn de Dere- 
cbo internacional: Todos los litigios que se le sometan y a to 
dos 1ns asuntos previstos en los tratados internacionales (126).
El supues to carâcter limitado de la competencia de 1 T r i ­
bunal europeo se confirma, segûn la tesis restrictiva, por c a u ­
sa de las condiciones " 1 imitativas" dimanontes del articulo 48 
de 1 Convenio, que détermina que las partes, ademâs de la C o m i ­
siôn, podrân someter asuntos ante el Tribunal, y las Partes in - 
teresadas no pueden someter asuntos ante el Tribunal europeo 
tratândose solo de la "interpretaciôn y aplicaciôn" del Conve­
nio, como permite el sistema clâsico y en vigor para el Tribu­
nal Internacional de Justicia, merced al simple acuerdo de vo- 
luntade^ entre Estados - el "compromise" de suinisiôn de cualquier 
con trovers i a jurldico-internacional-.
En consecuencia, el articulo 4 5 del Convenio tendrîa por 
misiôn esencial determinar la finalidad y la categorîa de 
asuntos susceptibles de ser sometidos al Tribunal europeo exclu- 
sivamnnte las cuestiones de "interpretaciôn y aplicaciôn del Con 
venio" (12 7).
El Tribunal, por el contrario, sostiene una concepciôn 
amplia y dilfat.adn de lo que ha de entenderse por "interpretaciôn
(126) Vôase Asunto de "Vagabundeo". Publ. Cour. Eur. D.H 
Série n . n® 15, pp. 260-263.
(127) Ibidem, p p . 227-228.
43G
y aplicaciôn" del Convenio que las demandas y reclamaciones 
con perjuicios diferenciados presentan problemas que inciden 
en la propia interpretaciôn y aplicaciôn del Convenio. Cuando 
las cuestiones planteadas tienen esa incidencia resultan, en 
su opiniôn, "indisociables respecto del fondo" (128).
Esa es también, la interpretaciôn dada por el Tribunal 
Permanente de Justicia Internacional en su sentencia relative 
al asunto de la Compaôla de Electricldad de Sofia y Bulgaria 
(129).
Conforme a esta interpretaciôn genérica, el Tribunal es­
tâ llamado no solo a abordar la cuestiôn de fondo sino a tomar 
posiciôn respecto a uno de sus elementos esenciales, como pue­
de ser la régla del agotamiento y decidir, por tanto, sobre ta­
ies cuestiones relacionadas con la interpretaciôn y aplicaciôn 
del Convenio. Para dilucidar taies cuestiones se deberâ inves­
tigar, en primer término, por ejemplo, si los récurrentes son 
o no titulares de los derechos que invocan en concreto, (pueden 
ser las disposiciones de los artîculos 8, 14 y n® 2 del Proto­
colo Adicional 1), y seguidamente determinar si el Gobierno in­
teresado es responsable de su violaciôn. En opiniôn del Tribunal 
su competencia se establece, en taies casos "ratione materiae", 
con tal evidencia que debe ser afirmada de piano.
(128) Asunto De Wilde, Ooms y Versyp, sentencia de 18 de Ju­
nio de 1971, Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n® 12, pârf.
49 y 51, pp. 29-30,
(129) Sentencia de 4 de Abril de 1939. C.P.J.I. Série A/B
B, n® 77, pâg. 83.
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F,I Tribunal por cons igui ente , rechaza el argumento es - 
grimiJo por la Comisiôn que sostenfa que en los ôenominados
asontos rie "Vagabundeo" que no se podla afirmar que se présen­
ta se en ellos una cuestiôn que no fuese de fondo, hecho que 
condujo a la Comisiôn a considerar que se escapaban estos asun­
tos de la competencia del Tribunal.
En tal sentido, el Tribunal en su sentencia del 18 de 
Junio de 197 1 se pronunciô en favor de una interpretaciôn am­
plia formutando respecto al contenido del articulo 45, lo s i- 
gui ente :
"Podrâ conocer todas las cuestiones de hecho y de 
derecho que se susciten en relaciôn al examen o 
durante en el procedimiento de un asunto". (Una
vez que se han observado las disposiciones de los
arts. 47 y 48) (130).
Este criterio bien manifestado en el asunto de "Vagabun­
deo" habîa sido apuntado anteriormente por el propio Tribunal 
en sus sentencias del 10 de Noviembre de 1969 relativas a los 
asuntos "togmulier y Matznetter. Y séria reafirmado en la sen­
tencia del 17 de Enero de 1970 en e1 asun to Delcourt y recien­
temente en las sentencias del 7 de Diciembre de 1976 en el Asun- 
te |landy< i de, asi c.omo en la sentencia del 18 de Enero de 1978 
rornîa en el Asunto interestatal Irlanda contra Reino Uni do (131)
(130) Publ. Cour. Eur. D.H. Série A. n® 12, pp. 29-30.
(131) Publ. Cour. Eur. 11. II. Séries A, n® 9, pârf. 7, pâg. 
41. Asunto ".Stogmfil 1er contra Repfiblica Federal de Aie
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Por consiguiente y de conformidad con la prâctica in­
ternacional y nacional la jurisdicciôn europea se considéra ha 
bilitada para conocer los hechos sobrevenidos en el transcur- 
so del procedimiento y que constituye una mera ampliaciôn de 
los hechos denunciados en el origen.
Por ello, el Tribunal se manifesté contrario a la opi­
niôn excesivamente formaliste de ciertos Cobiernos, en cuanto 
al examen de los hechos cuando alegaron que el Tribunal carecla 
de competencia para su examen por haber sido presentados con 
anterioridad al examen de fondo de la Comisiôn (132).
En consecuencia, el Tribunal es compétente a partir del 
momento en que se suscite cualquier cuestiôn relacionada con 
la interpretaciôn o la aplicaciôn del Convenio. De ahl cabe de­
ducir que las excepciones preliminares presentadas por las Par­
tes, para impugnar la jurisdicciôn del Tribunal, se encuentran 
"estrictamente liroitadas".
Série A, n® 10, pârf. 5, pp. 31-32. "Matzenetter con­
tra Repûblica Federal de Alemania". Série A, n® 11, 
pârf. 40, pâg. 20. "Delcourt contra Bélgica". Série A, 
n® 24, pârf. 41, pâg. 20. "Handyside contra Gran Bre­
tafta". Y por ôltimo respecto del asunto interestatal. 
Véase, Série A, n® 25, pârf. 157.
(132) Asuntos Stogmuller, Matznetter y Delcourt.
Véase Publ. Cour. Eur. D. H. Série A, n® 9, pâg. 41, 
n® 10, pp. 31-32 y n® 11, pâg. 20, respectivamente.
miTcito que el Tribunal tienc la obligaciôn de "dec 1i 
nar" an r.r)tnpef:encia en e! supuesto de que los récurrentes se 
extra Iîmitasen en sus reclamaciones relacionadas con los dere- 
cbos y libertades inclutdos en las disposIciones del Convenio 
o de sus I’rntocolos- Es el supriesto de las rec I amac iones llama- 
das "abusivas". Y esta hipdtesls se da en aquellos casos en que 
los récurrentes no hubiesen ohservado las condiciones estable- 
ctdas en los articules 47 y 48 del Convenio que estipuian las 
condiciones y qiiienes se hallan capacitados.para someter un 
asunto a i Tribunal europeo una vez que hubiese fracasado el in­
tente de conciliaci6n propiciado por la Comision y cuando no 
bubiese transcurrido un plazo superior a los tres meses a par­
tir del memento en que la Comisidn transmit!# su Informe al Co­
mité de Ministres (133).
El Tribunal justifie#, a su vez, su competencia "ratio- 
ne ma ter i ae" invocando eî articule 49 que le déclara compéten­
te en case de controversia sobre su propia competencia. Y se 
considéra llamado a conocer de taies materias conforme a le es - 
t i pulado en el articule 45, de su propio Reglamento. Es lôgi- 
co, por tanto, compartir el criterio de que la eues t i#n del ago 
tamiento, es decir, la interpretaci#n y la aplicaciôn de 1 arti­
cule 25, queda comprendida entre las materias sobre las que go - 
z a de competencia el Tri buna 1 (134).
(133) En el Asunto de Vagabundeo, citado el Tribunal consider# 
que babîa side llamado a conocer el asunto de forma re- 
glamentaria conforme a lo estipulado en el Convenio. 
VAase Recueil des Textes, pp. 111-112.
(134) l’ub). Cour. Eur. D.lt. .Série A, n° 12, parf. 50, pAg. 29.
Confirma este criterio el hecho de que la régla del pie 
vio agotamiento de los recursos internos délimita el âmbito en 
el que los Estados se sienten obligados y se han comprometidc 
a ajustar su comportamiento a los deberes dimanantes del Come- 
nio: a someterse al control de los ôrganos de Bstrasburgo, per 
las denuncias de que fuesen objeto.
Y no se ha de olvidar la funciôn que el Convenio ademfs 
confia al Tribunal: garantizar el respeto de los derechos y ]i- 
bertades estipuladas y reguladas por el Convenio.
El supuesto carâcter incuestionable de la decisiôn de 
la Comisiôn en materia de admisibilidad de las demandas indiii- 
duales, es sostenido con firmeza su decisiôn sobre la admisili- 
lidad no puede ser censurada ni enjuiciada, posteriormente p«r 
el Tribunal.
La Comisiôn ha procurado razonar de forma tal que su :e- 
sis no fuese calificada de excesivamente "rigurosa" y "teôrita" 
(doctrinal). La revisiôn -se dice- por el Tribunal de la dec- 
sidn de la Comisiôn resultarla extrafla y poco propicia para :o- 
mentar la autoridad de las instituciones creadas por el Conv«- 
nio.
El reexamen de cuestiones controvertidas y resueltas ;ro 
ducirîa una situaciôn y un fenômeno ya duramente criticado aite 
otras jurisdicciones internacionales,
La posible censura por el Tribunal de las decisiones le 
la Comisiôn, y a esto équivale la atribuciôn del derecho de 
reexamen al Tribunal, constituirîa s in duda un trato de favo* 
concedido a la parte requerida es, en opiniôn de la Comisiôn, 
"la cuestiôn primordial". En la prâctica de los Estados es ni-
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turn I espernr que et Hobierno demandndo solicite del Tribunal 
que declare inadmisible la demanda, que fue aceptada por la Co - 
misiôn. ,'lieudo esto teorrca y prdcticamente posible.
El Tribunal establecerfa un precedente que tendrîa la 
consecuencin inmediata de "reforzar la desigualdad ya excesiva­
mente marcada en el Convenio entre el particular récurrente y 
el Cobierno requerido en el procedlmiento ante el Tribunal (135)
En efecto, la desigualdad seria bien patente porque el 
récurrente carece de capacidad para apelar contra la decisiôn 
de la Comisiôn. En la realidad el particular, considerdndose 
vTctima de una violaciôn, carece de un recurso preciso para im- 
pugnar la decisiôn de inadmisibilidad.
Ter otro lado, la desigualdad se hace aun mAs évidente 
si se recuerda que el récurrente particular carece de "locus 
standi" ante el Tribunal. En cambio, on el supuesto de que la 
demanda fuese declarada admisible, el Estado requerido podrâ 
elevar el asunto ante el Tribunal que puede reexaminar la eues - 
t ion de la admisibilidad. De esta suerte, se le concederîa al 
Estado requerido un nucvo recurso y la posihilidad de impugnar 
la decisiôn de inadmisibilidad.
A pesar de la lôgica aparente del razonamiento expuesto, 
el Tribunal, se pronunciô, por el contrario, en favor de su pro 
pia competencia para conocer "las cuestiones del no agotamiento 
y de la presentaciôn fuera de plazo" suscitadas en el procedi- 
miento. Esto quiere decir que la opiniôn de la Comisiôn, sobre
(1351 Wi ebr inpbaus , II., Oh. cit. pp. 699 y 704. 
Spat a fora, E.. Ob. cit. pp. 110-111.
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la admisibilidad de una demanda, no vincula en modo alguno al 
Tribunal europeo.
Efectivamente, la decisiôn positiva de la Comisiôn so­
bre la admisibilidad no tiene, segûn el Tribunal, otra funciôn 
que la definida en los articulos 28 a 31 (136).
8. El carâcter de excepciones previas: los plazos procesales 
y el "stoppel".
La competencia "ratione materiae" del Tribunal viene de- 
terminada, como sabemos, especialmente, por el articulo 45 del 
Convenio: se extiende "a todos los asuntos" relativos a su "in 
terpretaciôn y aplicaciôn". Asl lo estableciô ya el Tribunal en 
su sentencia de 9 de Febrero de 1967 - caso de ciertos aspectos 
del régimen "linguîstico". (La amplitud, el alcance general del 
articule 45 se ve confirmada por el articulo 46 - "ail matters") 
(137).
(136) Asunto de Vagabundeo en Publ. Cour. Eur. D.H. Série B, 
vol. 15, pp. 261-262. Y Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, 
n® 12, pârf. 52, pâg. 30.
En contra de la opiniôn del Tribunal, los jueces Ross, 
Bilge y Wold, en su veto particular entendieron que: 
"la admisibilidad de las peticiones es una "cuestiôn 
ûnica e indivisible". La Comisiôn tiene o no jurisdic- 
ciôn.
(137) Asunto de Ciertos Aspectos del Régimen Linguîstico Bel 
ga, véase excepciôn preliminar. Publ. Cour. Eur. D.H. 
Arrêt du 9 Février 1967, Sér.’e A, pp. 18-19. Y Arrêt 
du 18 Juin 1971, par 47-48, pég. 29.
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NntiiraImente, et ejercicio de esa competencia presupo- 
ne haberse dado las condiciones definidas por los articulos 47 
y 48: ser diferido et asunto en "el plazo de tres meses" a pa£ 
tir de la transmisiôn del Informe de la Comisiôn al Comité de 
Ministres y cuando el Estado baya aceptado la jurisdicciôn obli 
gatoria del Tribtinal (138).
No es lôgico pensar que tenga jurisdicciôn exclusiva, 
cuando rechaza y no la tenga, cuando la declare admi­
sible. MAxime, cuando la Comisiôn puede aceptar un asun­
to y luego recbazario después de estudiarlo. Se refie- 
ren a la posihilidad prevista en el art. 29 de conformi- 
dad con el art. 2 7 del Convenio.
Véase Recueil des Textes, pp. 106-107.
Y Publ. Cour. Eur. D.ll. Série A, arrêt du 18 Juin 197 1. 
Voto particular .lueces Ross, Bilge y Voold.
(138) El articulo 48 dispone:
"A condiciôn de que la Alta Parte Contratante interesa- 
da, si no bay mis que una, o las Al tas Partes Contra tan 
tes interesadas, si bay més de una, estén sometidas a 
la jurisdicciôn obligatoria del Tribunal o, en su defec- 
to, con el consentimiento o el asenso de la Alta Parte 
Contratante interesada, si no bay môs que una, o de las 
AI tas Partes Contratantes interesadas si bay més de una, 
ej Tribunal puede ser requerido:
a) pot la Comisiôn.
b) por una Alta Parte Contratante, cuando la vîctima es 
un nacional suyo.
c) por una Alta Parte Contratante, que baya presentado 
el caso ante la Comisiôn.
d) por una Alta Parte Contratante que baya sido deman- 
dada
Recueil des Textes, pAg. 112.
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Esa plenitud de jurisdicciôn posibilita el conocimiento 
de "todas las cuestiones de hecho y de derecho" que se susci- 
ten en el curso del examen del asunto. Y, por tanto, las rela­
tives a la interpretaciôn y aplicaciôn del articulo 26 que tra 
ta del agotamiento de los recursos internes. Porque êsta regia 
"délimita el dominio" en que los Estados han consentido en res­
ponder a las infracciones que se le reprochen. Y el Tribunal 
tiene que asegurar la observancia de estas disposiciones -que 
se refieren al Estado-, tanto como el respeto de los derechos y 
libertades individuates. Y el plazo de los seis meses del arti­
cule 26 -a partir de la fecha de la decisiôn interna definiti- 
va es una claûsula sobre el agotamiento de los recursos inter­
nes especial y un "factor de seguridad jurldica".
La plenitud de jurisdicciôn "ratione materiae" del Tri­
bunal no es invalidada, como seflalamos, por las facultades que 
el Convenio atribuye a la Comisiôn en materia de admisiôn de 
instancias (art. 27). La decisiôn en toda independencia de la 
Comisiôn sobre la admisiôn o no-admisiôn de una instancia no es 
susceptible de recurso. Pero una ver admitida la instancia, y, 
mâs tarde, elevada al Tribunal, la decisiôn de la Comisiôn no 
vincula sustancialmente al Tribunal, al igual que, tampoco, la 
vincula el "parecer" contenido en su Informe final sobre si "los 
hechos comprobados revelan... una violaciôn" (art. 31) (139).
El Tribunal se considéré, pues, compétente para conocer
(139) Vëase Asunto de "Vagabundeo" en Publ. Cour. Eur. D.H. 
Série B, vol. 15, pâg. 209, pârf. 6 Ibidem. 
"Conclusions".
Véase asimismo la segunda memoria presentada por el 
gobierno belga, pp. 227 y ss.
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In? cue? f i one? del no agntnmiento y de la dilaciôn, presenta- 
riôn de "fuera de plazo" que se discutiô en los casos concre- 
t:os (1401 .
El r.srado puede haber objetado la competencia del T r i b u ­
nal en razôn del no-agotamiento de los recursos (art. 26), y pe 
se a ello, el Tribunal puede enterarse por la "actitud" adopta- 
da por el mismo Gobierno durante el procedlmiento ante la C o m i ­
siôn. El Reglamento del Tribunal prescribe (art. 46, pârf. 1) 
que las "excepciones preliminares" han de ser planteadas "in 1i 
mi ne l i t is" (14 1).
(140) Competencia del Tribunal para decidir sobre su propia 
competencia. En cl Asunto Klass invoca Jurisprud. ant. 
pAg. 13. "u Jurispnidencia anterior Asunto Vagabundeo. 
Publ. Cour. Eur. D.ll. , Série A, n" 12, pp. 2 9  y 30, 
pArfs. 4 7-54.
Asunto de ciertos aspectos del régimen linguîstico de 
ensefianza en Bélgica, sentencia 9 de Febrero de 1967. 
Excepciôn preliminar. Publ. Cour. Eur. D.ll. Série A, n® 
5, pAg. 18. Y asunto "flandyside", sentencia 7 de Diciem- 
bre de 1976. Publ. Cour. Eur. D . H . , Série A, n ” 24, 
y por ôltimo Série A, n ” 28, pârf, 32, pAg. 13, pârf. 41 
pAg. 20.
"Irlanda c. Cran Bretafia", sentencia 18 de Enero de 
1978, Publ. Cour. Eur. D . H . , Série A, n" 25, pârf. 157, 
pAg. 63.
(14 1) Publ. Cour. Eur. D.ll. Série B, vol 
205 206.
15, pârf. 6, pp
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Cierto es que el procedimiento ante el Tribunal no es 
el mismo que el seguido ante la Comisiôn. Pero, el asunto es 
el mismo. Por eso, las excepciones deben presentarse antes an­
te la Comisiôn - en la medida de lo posible (142).
Cabe que el Estado renuncie al beneficio de la régla 
del agotamiento de los recursos internes, que protege el orden 
jurïdico nacional. Si esa renuncia ocurre ante la Comisiôn no 
es congruente que luego el Gobierno la invoque ante el Tribu­
nal (143).
(142) Vëase Memoria de la Comisiôn de 8 de Abri! de 1970.
Ibidem, pârf. 8, pâg. 21. Asimismo véase pp. 214 y ss. 
y pâg. 229.
En el asunto "Winterwerp c. Paises Bajos", el Tribunal 
exigiô la formulaciôn de la excepciôn del no agotamien­
to por parte del Gobierno "in limine litis", puesto que 
la desestimô porque el gobierno holandés no habfa pre­
sentado la citada excepciôn, en el procedimiento ante 
la Comisiôn.
Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt du 24 du Octobre 1979. Sé­
rie A, n® 33, pp. 63 y 157.
En cambio respecto del récurrente, en este asunto, el 
Tribunal se inclinô en favor de la vîctima, a la que 
no se le puede exigir el cumplimiento de un requisite* 
estrictamente procesal si se le priva de asesoramiento 
jurïdico. Ibidem, pârf. 32, pâg. 11.
(143) Asunto n® 4448/70 en Annuaire..., XIII, pp. 131-133. 
Asunto n® 5207/71, en Annuaire..., XIV, pp. 709-711. 
Asunto n® 1994/63, "57 Habitantes den Lovaina c. Bél­
gica", en Annuaire..., VII, pp. 259-261.
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En el procedimiento ante la Comisiôn, el Gobierno habla 
atlncidn la excepciôn del no-agotamiento respecte a uno de los 
agravios en el asunto de Vagabundeo. La Comisiôn habiendo con- 
slderado mal fiindado el agravio no se pronunciô sobre la excep­
ciôn. En el curso de los debates orales la Comisiôn interrogé 
al Agente del Gobierno sobre la posihilidad de impugnar ante 
el Consejo de Estado las decisiones del juez de paz en cuestio­
nes de vagabundeo. La respuesta manifesté que la alta jurisdic­
ciôn administrativa se estimaba incompétente, pero que "al me - 
nos" se b a 11 a b a "en curso" un procedimiento de esa naturaleza 
(M4).
Y agregô que la decisiôn de un Ministro contraria a una 
"demanda de lihertad" podîa ser anulada por el Consejo de Esta­
do. Pese a ello, el Agente gubernamental no invitô a la Comisiôn 
a recbazar las instancias por razôn del no agotamiento (145). Y 
la Comisiôn declarô "admi s ibles" las peticiones, concluyendo en 
la inexistencia de medios de recursos internes disponibles (146)
(144) Vôase la Segunda Memoria presentada por el Gobierno,
en Publ. C o u r . Eur; D.ll. Série B, vol. 15, pp. 227 y ss
(145) Ibidem, pârf. 128 in fine, pâg. 72.
(14 6) De cl a rô q u e :
"D'après les principes de droit international auxquels 
renvoie l'article 26 de la Convention un requérant est 
dispensé d'épuiser une voie de recours interne, si, en 
vertu d ’une jurisprudence constante des instances natio 
nales, cette voie n'offre aucune chance raissonable 
d 'aboutir".
Ibidem, pârf. 178, pâg. 94.
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Dos meses mâs tarde, el Consejo de Estado declarô admi­
sible un recurso -distinto- de anulaciôn contra la decisiôn de 
un juez de paz, alterando la jurisprudencia anterior. El Go­
bierno informô de ello a la Comisiôn y solicitaba, en una segun 
da decisiôn, la no-admisiôn de las demandas en litigio en vir- 
tud del no agotamiento (147). La Comisiôn rechazô esa peticiôn, 
razonando que, en Derecho Internacional, no procédé el agota­
miento si una jurisprudencia interna constante no ofrece una 
oportunidad razonable de que un recurso determinado prospéré. Y 
que el "element© nuevo invocado" no justificaba el reexamen de 
la decisiôn (148).
(147) Invocaba el Gobierno el cambio de los supuestos jurldi- 
cos de las reclamaciones, a partir de la decisiôn del 
Consejo de Estado eh el asunto "Du Bois", y que ofrecîa 
a los récurrentes la oportunidad de que se controlase 
la legalidad de las medidas controvertidas.
Vêase Publ. Cour. Eur. D.H. Série B, vol. 15, pârf.
123, pâg. 70.
(148) La Comisiôn desestimando el argument© se remitiô a los 
motivos de inadmisibilidad primitives. Publ. Cour. Eur. 
D.H. Série B, vol. 15, pârf. 177, pâg. 94. En igual sen 
tido su prâctica anterior véanse Asuntos n® 899/60 en 
Annuaire..., vol. V, pâg. 145.
Asunto "Irlande c . Gran Bretafta" n® 6840/74 en Décisions 
et Rapports, 10, pp. 5 y ss.
Asunto n® 7705/75 en Décisions et Rapports 9, pp. 196 y 
ss. Y en el Asunto de "Vagabundeo",ubl. Cour. Eur. D.H. 
Série B, vol. 15, pp. 94, 283, 307-308 y ss. Tesis del 
Gobierno. Véase Publ. Cour. Eur. D.H. Série B, vol. 15, 
1969-1971, pp. 227-229, 280-283 y 302-304.
En cuanto a la tesis de la Comisiôn Ibidem, pp. 210,
214, 280, 291-297.
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Por 'ïi.i parte el Tribunal, analizadas taies condiciones, 
estrmô rjne el Gobierno no se encontraba "Forclosed" (precluîdo) 
y pr’dln prevalecerse de la excepciôn del no-agotamiento respec 
tn a las decisiones, en litigio, de los jueces de paz (149).
No ocurre lo mismo con la objeciôn de la dilaciôn, pré­
sentât: iôu "fuera de plazo". El reqiiirente aciidiô a la Comisiôn 
transcurridos mâs de sels meses después de la decisiôn interna 
(art. 26). Pero esta objeciôn no la invocô el Gobierno ante la 
Comisiôn, ni durante el procedimiento escrito ante el Tribunal. 
La présenté por vez primera en la fase oral de los debates: es 
decir, très aôos mâs tarde de la decisiôn de la Comisiôn y mâs 
de un abo después de iniciarse el proceso ante el Tribunal. En 
consecuencta, e 1 Tribunal resolviô que el Gobierno estaba "for­
closed" precluido respecto a la objeciôn de presentaciôn "fuera 
de pl azo ". 1.0 mismo resolviô sobre la excepciôn del no-agotamien 
to respecto a las decisiones de 1 Ministro de Justicia: por que, 
el Gobierno no la hahî.a invocado ante la Comisiôn, "no podîa ha -
(149) "l.a Cour a compétence pour connaître de telles questions 
préliminaires pour autant que l ’Etat en cause les ait 
soulevées au préalable devant la Commission dans la m e ­
sure oh leur nature et les circonstances s ’y prêtaient". 
Arrêt du 18 Juin 1971. Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, 
n ” 12, pârf. 47, 55, pp. 29-31.
Véase asimismo Asunto "Artico". Arrêt du 13 Mai 1980.
Pull 1. Cour. Eur. D.H, Série A, n® 37, pârf. 24.
Véase asimismo pârf. 37, pp. 24-25, pârfs. 56-57 pp.
3 1 32 y pârfs. 61-62, pp. 33-35.
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cerlo por primera vez ante el Tribunal" (ISO)
(150) Arrêt 18 Juin 1971, pârf. 51, pâg. 30.
En cuanto a la excepciôn "ratione temporis" o por la 
presentaciôn transcurrido el plazo de seis meses si el 
Estado no hubiese tenido la oportunidad de contester 
una reclamaciôn del récurrente por no haber sido presen 
tada en la fase de la admisibilidad.
Véase Arrêt Delcourt du 17 Javier 1970.
Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n® 11, pârf. 15, pâg. 8, 
pârf. 39-40, pp* 19-20.
Arrêt Schiesser du 4 Décembre 1979. Publ. Cour. Eur. 
D.H. Série A^ n® 34, pârfs. 20-21 * pâg. 10 y pârfs. 
39-41, pp. 16 y 17.
Por ûltimo en el asunto "Artico" se pronunciô sobre la 
preclusiôn.
Arifêt du 13 Mai 1980. Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n® 
38, pârfs. 28-29.
snntrMpA ta r t e
A . La carga de la prueba.
a ) Fri nci pio general y su conformidad con el P.l.D.H.
La carga de la prueba del agotamiento de los recursos 
internes présenta un interés muy especial porque de ella de - 
penderA. en definitiva, de la aplicaciôn debida del principle 
establecido en el articulo 6 del Convenio, que consagra la 
"igualdad de las partes" en el procedimiento (Principle dell' 
eugaagiîanza delle armi, égalité des armes, equality of arms, 
Waffengleicbeit) (151).
En el ll.r. ha tornado ya carta de naturaleza el princi- 
pio procesal del "onus probandi incumbit actori", (152) si 
bien el principle general ha sido interpretado en la prâctica 
arbitral y en la jurisprudencial, de forma mâs amplia y flexi 
ble que por los tribunales internos, en razôn de la ausencia 
de reglas jurldicas Internacionales en esta materia y muy es - 
pecialmente en lo que concierne a la distribuciôn de la carga 
dp la prueba.
(15 1) Cançadn Trindade, A.A.: "The Burden of the Proof with 
regard to Exhaustion of Local Remedies in Internatio­
nal Law", en: Revue de droits de l’homme, 1976 pp. 
R1-I2I, aqul, pâg. ^9. Y Vitta, E . , "Procceso civile 
e diritti d e l l ’uomo', en: Rivista Trimestrale di Dirit 
to e Procedura civile 1977. n° 11 pp. 568-614, aquî 
pp. 570-57.3.
(152) Ibidem, pp. 570-573.
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El principle, como es sabido, proclama que la parte que 
plantea una cuestiôn litigiosa tiene que probar lo bien funda- 
do de su alegaciôn (153). Por tanto, el término de "actor" no 
se entiende aplicable a la parte demandada, sino que debe ser 
interpretado y atribuible a la parte que formula la alegaciôn 
y a quien es en definitive, el beneficiario de la acciôn (154).
El criterio indicado no fue aceptado siempre de forma 
indiscutible, pues basta recorder, en ese sentido, que la Comi­
siôn General de Reclamaciones de Méjico - EE.UU. negô la exis- 
tencia en el orden internacional de las reglas procesales que 
presiden la carga de la prueba inspiradas en los sistemas del 
Derecho interno.
Por razones anâlogas, no deja de ofrecer ciertos ries- 
gos la aplicaciôn automâtica de la régla interna al D.I. de los 
derechos humanos (155).
(153) En este sentido: Amerasinghe, C.F., la parte interesa­
da deberâ: "adduce evidence", en: "State Responsability 
for Injuries to Aliens", Oxford, 1967, Aqul, pâg. 265.
(154) Trindade, A.A.: "The burden of proof rest upon the 
claimant who asserts to proof his assertion" en ob. 
cit. pâg. 82. Y entre otros Witenberg, J.C.: "La théo­
rie des preuves devant les jurisdictions internationa­
les", en: Recueil de Cours de 1'Académie de Droit Inter­
national 1936 II. pâg. 41. Ripert, G.: "Les regies d u -- 
droit civil applicables aux rapports internationaux:, 
en: Recueil des Cours de 1*Académie de Droit Interna­
tional 1933, II, pâg. 646.
(155) Can^ado Trindade, A.A.: Ob. cit. pâg. 110.
En este derecho especîfico es muy preciso tener en cuen 
la In distinta caliJad de las partes intervinientes en la re- 
clnmaciôn internacional. En este tipo de reclamaciones nos en - 
contramos, en la mayoria de los supuestos, con protagonistas de 
naturaleza diferente:
a) Con una parte demandante particular (individuo, 
griipo de individuos o bien organizaciones no gu- 
bernamentales), que ejerce el derecho de peticiôn 
que le confiere el articule 25 del Convenio.
bj Trente a una parte demandada que es un Estado s o ­
it e rano.
1,3 dis tinta calidad de las partes intervinientes presen 
ta, pues, dificultades a la hora de observar el principio de 
La "tRiialdad de las partes" en el procedimiento prévis to por el 
articulo 6 de 1 Convenio.
En materia de Derechos humanos, al igual que en otros 
sectores dr| orden juridico Internacional, no es dable pensar 
en una aplicaciôn directa de 1 principio indicado tal cual es 
en t end i do por el Derecho interno.
y no es aconsejable la aplicaciôn estricta del mismo, 
porque la régla de 1 agotamiento previo de los recursos inter- 
non puede favorecer a la parte de por si mâs Fuerte, es decir, 
el Estado soberano. Si la rigida aplicaciôn de la régla inter­
na tuviese lugar, la parte mâs dêbil se verîa obligada a una 
doble carga; en primer lugar, al complejo y mecanico agotamien 
to previo de una gama muy variada de los recursos internos fsa£ 
vn en ciertos supuestos, que veremos mâs adelante), y en segun- 
>ln lugar tambiôn correria a su cargo el desarrnllo de la prueba 
ofortiva de dicho agotamiento.
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Evidentemente el trato que se dlspensase a las partes 
en el proceso serla de naturaleza desigual y llevarîa a infrin 
gir el precepto bâslco establecido nor el articulo 6, "cuya 
esencia consiste en la igual posiciôn que deben encontrarse las 
partes en el proceso (156),
Esta concepciôn sobre la régla interna no fue observada 
por la Comisiôn en la primera etapa de su actuaciôn. En la prâç 
tica, la Comisiôn ha seguido dos orientaciones distintas en la 
aplicaciôn del articulo 41 (6) y de la carga de la prueba. De 
1955 a 1960, la Comisiôn interpretô con mucho rigor el texto 
del articulo 41.
En efecto la mayorla de los expertes de derechos 
humanos coinciden en calificar de "excesivamente rigida" la 
prâctica observada por la Comisiôn, teniendo en cuenta las de­
cisiones adoptadas en sus primeros 5 aftos de actividad.
b) El Reglamento de la Comisiôn y la interpretaciôn teô- 
rico-prâctica.
La Comisiôn empezô a actuar el 5 de Julio de 1955, y en 
Septiembre de este mismo aflo se viô obligada a introducir modi- 
ficaciones en su Reglamento interno, en virtud de la facultad 
que le conferla a tal efecto el propio Convenio (arts. 36 y 34) 
Sucesivas modificaciones serîan realizadas en julio de 1957 y 
en Junio de 1958 y en Enero a Diciembre de 1959.
(156) Vitta, E.: Ob. cit. pâg. 572. 
Recueil des Textes, pâg. 108.
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f,n modi f icacion stistancial que introdujo una nueva prAc 
tica, en materia de la aplicaciôn do la carga do la prueba, se 
lleva a cabo en i960. (157). En esta fecba la Comision rectifi- 
ca su primera posiciôn y adopta un criterio mâs flexible, con- 
formândose con mâs agilidad a los principios que presiden la 
carga de la prueba de P.l. general.
Durante el primer période, la Comisiôn babîa rechazado 
numerosas reclamaciones individuales por no atenerse al concep- 
to del no agotamiento de los recursos internos, segûn prescri- 
ben los articules 2 6  y 27 del pârrafo 3®. A fines de Diciembre 
de 1957 se cifraban (158) en 7 6 las reclamaciones no admitidas 
por la Comisiôn en funciôn del referido principio.
El primitive articulo 41, pârrafo 2®, del Reglamento in- 
terno de la Comisiôn establecfa;
"A Fines de la aplicaciôn del articulo 26 del Co n ­
venio la parte debe probar que les recursos inter­
nes han sido agotados" (159).
(157) Eissen, M.A.; "le nouveau règlement intérieur de la
Commission européenne des droits de l'homme", en
A .E.D.l. (I960) pp. 774 y s s .
(158) Eissen, M.A.: O b . cit., pâg. 774. El art. 36: "La C o m ­
mission établit son règlement intérieur", y el art. 34
que le facilita para su modi f icaciôn. La nueva redacciôn 
Annuaire... vol. Ill, pâg. 25. Annuaire... vol. I, pp.
137 258.
(159) Earn consul tar los textes véase Annuaire... vol. 1, pâg 
74. El art. 4 I del Reglamento interno de la Comisiôn h a ­
bla sido aprobado el 2 de Abril de 1955. Véase Recueil 
des Textes, pâg. 310.
456
c) A quien corresponde el deber. segûn el articulo 41 
del Reglamento.
La parte a la que incurabe la prueba es, segûn la Comi­
siôn la "parte requirente". Este concepto se perfila con clari- 
dad en las siguientes: (160).
- Decisiôn de 30 de Mayo de 1956 (161):
**Qu’il appert que le requérant n'a pas epuissé les 
voies des recours internes, son appel étant encore 
pendant la Cour".
- Decisiôn de 31 de Mayo de 1956 (162): exigiÔ al 
demandante la carga de la prueba del agotamiento 
de los recursos internos. En igual sentido se ma- 
nifestô en el mismo aflo en los asuntos (n* 188/56, 
n® 23/56, n® 307/57) (163).
(160) Asunto n® 226/56: "Le requérant n'a introduit aucun 
recours devant les autorités allemandes".
En: Annuaire, vol. I, pp. 142-143.
(161) Asunto n® 115/55, en Annuaire..., vol. I, pp. 137-138.
(162) Asunto n® 27/55, en Annuaire..., vol. I, pp. 138-139.
(163) Annuaire..., vol. I, pp. 174 y ss. (Asunto n® 188/56) y 
Annuaire... vol. I, pâg. 143 (Asunto n® 232/56). En
los que la Comisiôn estableciô que: "It's for the appli­
cant to prove that he has exhausted every remedy avalai 
ble to him".
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- Decision de 6 de Marzo de 1957 (164); le requé­
rant "n'a pas introuduit contre la decisiôn... 
le recours judiciaire que la loi lui accordait 
en sus du "recours hiérarchique". En igual senti­
do decisiones de 15 de .Julio de 1957, (165), 18 
de .Julio (166) del mismo afio asl como la del 20 
de Julio (167) y 6 de Septiembre (168) y 16 de D i - 
ciembre (169).
El reclamante ante la Comisiôn europea estaba, pues, 
oblipado a algo mâs que la mera alegaciôn de haber agotado los 
recursos internos, ya que a la parte requirente - el Estado o 
particular - incumbta la carga de la prueba de habcrlos agotado 
el Estado o particular- (170). Esta interpretaciôn realizada
(164) Asunto n® 181/56, en Annuaire..., vol. l, pp. 159-141.
(165) Decisiôn de 15 de Julio de 1957; Asunto n® 252/56, en
Annuaire... vol. T, pp. 14 5-145.
(166) Decisiôn de 18 de .Julio de 1957; Asunto n® 225/56 , en
Annuaire... vol. T , pp. 145-146.
(167) Décision de 20 de Julio de 1957: Asunto n® 263/57 , en
Annuaire... vol. J, pp. 146-147.
(168) fVcisiôn de 6 de Septiembre de 1957; Asunto n® 289/57, 
en idôntico Annuaire, vol. I, pp. 148-149.
(169) Decisiôn de 16 de Diciembre de 1957: Asunto n® 261/57, 
en Annuaire... vol. J, pp. 255-258.
( 170) Spa t a (o ra E .: O b . cit. pâg. 109. Wiebringhaus; "La re- 
j; I e de 1 'épuisement préalable des voies des recours.
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por la Comisiôn en aras al articulo 41 ha sido considerada 
contraria al esplritu de la Convenio y en concrete al arti­
cule 26 de la misma (171).
Esa aplicaciôn rigida del principio no se oponla sôlo 
al propio esplritu del Convenio, sino, también, muy especial­
mente a los intereses concretes del individuo, como parte mâs 
dêbil en el proceso. Porque llegaba a resultarle, en mâs de 
una ocasiôn, prâcticamente un obstâculo insuperable el probar 
dicho agotamiento (172).
d) Crltica de la primera interpretaciôn de la Comisiôn.
La doctrina ha criticado ampliamente la primera aplica­
ciôn rigida de la régla hecha por la Comisiôn. Los razonamien- 
tos utilizados por diverses autores pueden sintetizarse del si 
guiente modo:
internes dans la Jurisprudence de la Commission Euro­
péenne des droits de l'homme", en A.F.D.I. (1959) pp, 
685-704, aqul pâg. 688.
(171) Antonopoulos, N.: "La jurisprudence des organes de la 
Convention Européenne des droits de l'homme". Leyden, 
1967, pâg. 68, nota 124.
(172) Vasak, K. : "Le Droit International des droits de l'hom­
me" en R.C.A.D.I., La Haya 1973, t. III, pp. 345-415,
y "La Convention européenne des droits de l'Homme". 
Paris 1964, pâg. 114.
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1) fncrirrfn en un claro antagonisme con la "accion 
pOhlica ' es tabléeida por la donvenio (173).
2) Beneftciaba los Intereses de los Estados que se 
velan doblemente protegidos:
a) por la propia régla del agotamiento y
b) por la atribuciôn de la carga de la prueba al 
individuo particular. Sin embargo, este crite­
rio no ha sido unânimemente admitido, porque 
como se ha dicho, tratando de justificar la pos 
tura de la Comisiôn: "la actitud de la Comisiôn 
no se puede criticar por rigidez, ya que se 
justifica en base a que la Comisiôn al aplicar 
el articulo 26, 1 c , procura defender la digni- 
dad de los Estados y sus derechos frente a 
cualquier acto contrario a las leyes internas, 
respetando al mismo tiempo los derechos de los 
individuos". (174).
3) Violaba el principio de igualdad de las partes 
(art. 6 C.E.D.I1.).
4) l.a desigualdad îndlcada se veîa agravada por la 
(al ta de una interpretaciôn uniforme de la régla. 
(175). Prueba de ello la encontrainos en la inter-
(173) Antonopoulos, N.: O b . cit. pp. 71 y 72. Vasak, K .:
Ob. rit. pâg. 379.
(174) ."pntafora E. : O b . cit. pâg. 109, nota 27. Can^ado Trinda 
de A. A.; O b . cit. pp. 101-104 y 110-111, y p. 82 y ss.
(17 5) Es r ;i (alla de un i (nrmidad sc verîa incluse acentuada 
en la segunda fase (a partir de I960).
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pretaciôn realizada por la Comisiôn en una deman­
da de carâcter interestatal. Nos referimos al 
asunto Grecia contra Gran Bretafia con respecto a 
Chipre (176). Es preciso tener en cuenta que las 
partes en el litigio se hallaban en pie de Igual­
dad por tratarse de Estados soberanos y a dife- 
rencia de la desigualdad que preside la mayorla de 
las reclamaciones suscitadas entre Estados e indi­
viduos .
La Comisiôn en su decisiôn de 12 de Octubre de 1957, in­
vocando los principios de D.I. generalmente reconocidos estimô 
que correspondis al gobierno que alegaba el no-agotamiento el 
probar la existencia de recursos internos. La Comisiôn, gracias 
a la adopciôn de esta postura mâs flexible, facilitô de forma 
notable el cumplimiento de la carga del agotamiento, por parte 
del particular. Pues, en realidad, la desigualdad de las par­
tes en el litigio se veîa agravada no solo por la inexistencia 
de una jurisprudencia uniforme que hubiera orientado al parti­
cular sino por el hecho de que el individuo desconoce prâctica­
mente los recursos que le incumbe agotar (de conformidad con 
el art. 26). Este desconocimiento puede ser utilizado por el 
gobierno demandado que alega, a menudo, bien el no-agotamiento 
o bien el incumplimiento del limite temporal establecido en el 
articulo 26. El plazo de seis meses a partir de la decisiôn 
interna definitive de que dispone el particular para interpo- 
ner su demanda ante la Comisiôn de Bstrasburgo (177).
(176) Asunto n* 229/57, Annuaire..., vol. II, pp. 190-192,
(177) Antonopulos N.: Ob. cit. pâg. 69.
Vasak, K.; Ob. cit. pâg. 379.
4 6 !
Em 1nmble por consiguiente, la soluciôn que adopta la 
Com i s i on a fin de facilitar el cumplimiento de la carga de la 
prueba por el particular exigiendo que sea el propio Estado 
el que Indique los recursos existantes en su ordenamiento in - 
ferno y que deban ser agotados por el particular. Estas cuatro 
1 i mi tac iones seflaladas se convierten, en mâs de una ocasiôn, 
en un obstâculo dificil de superar por parte del propio indiv£ 
duo (178).
En consecLiencia la interpretaciôn rigida no résulta 
aceptnble. Mo solo ampara primordialmente los intereses del 
Estado frente a los del individuo particular (179), sino que, 
a su vez, pierde de vista el objctivo bâsico del recurso inter 
nacional en la materia, consistente en la protecciôn de los de 
rechos humanos.
l.a soluciôn posible y mâs aconsejable es analizada, mâs 
adelante, al examinar las perspectivas del future de la régla 
en cuestiôn. Cabe ant icIpar ya que su esencia estriba en una 
interpretaciôn mâs atenuada de la régla, y en la distribuciôn 
mâs equilibrada de la carga de la prueba entre las partes en 
I i t i g i o .
f' ) Nue va redacciô n d e l Reglamento y sus caracteristicas 
esenc iales.
la prâctica y las crîticas expuestas habian de llevar
(178) Vnsak, K.: O b . cit. pâg. 379.
Casscse, A.: O b . cit. pâg. 59
(170) Vit t a , E. : Oh. cit. pâg. 579.
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a la Comisiôn a un reexamen de su postura y a aligerar la car­
ga de la prueba que recala sobre el requirente, mediante la 
modificaciôn del texto primitivo del articulo 41.
La Comisiôn intentô paliar las dificultades que surgie- 
ron en perjuicio de los interesados individuales y redactô de 
nuevo en 1960 el articulo 41 en la forma siguiente: "La parte 
requirente debe proporcionar los elementos que permitan esta- 
blecer que las condiciones del articulo 26 del Convenio se en- 
cuentran cumplidas" (180). Se continué manteniendo el plazo an­
terior de los seis meses, a partir de la fecha en que fuese die 
tada la decisiôn interna definitiva.
El objetivo fundamental de la renovada redacciôn consis- 
tia en lograr una mayor equidad en la puesta en prâctica de la 
obligaciôn bâsica del previo agotamiento de los asuntos inter­
nes .
La nueva redacciôn se considéra como la mejor respuesta 
a la orientaciôn claramente liberal que habfa adoptado la Comi­
siôn sobre la materia (181).
Se fue generalizando la opiniôn de que la defensa mâs 
equitativa de los Derechos humanos recababa una aplicaciôn mâs 
flexible de los principios générales, a fin de solucionar de 
forma mâs adecuada y mâs justa los litigios en los casos con-
(180) Art. 38 (2) en: Annuaire... vol. III, pâg. 25, Recueil 
des Textes, pâg. 310.
(181) Eissen, M.A.: Ob. cit. pâg. 774.
mrrrtos eu que me hallaban en juego los intereses fondamentales 
de ia persona humana. La Comisiôn fue otorgando una mayor fle- 
x i b i H d a d  cmpirica a la carga de la prueba. As I se alcanzô una 
soluciôn mâs equilibrada del "onus probandi", en razôn del ar- 
tTciiIo 27 pârrafo 3" del Convenio. De este modo, la prâctica 
de la Comisiôn se ajustaha mâs a la esencia misma de los P rin ­
cipios del Derecho generalmente reconocidos. La carga de 
la prueba h a b i a de recaer sobre la parte que sue le invocar el 
no agotamiento, esto es el Estado, o bien sobre el individuo 
en el supuesto de que hubiese alegado su agotamiento (182).
La nueva orientaciôn présenta las caracteristicas es e n ­
cia les siguientes;
1. La carga de la prueba recae sobre la parte que la in 
voque (183) "onus probandi incumbit actori" "onus probandi i n ­
cumbit e i qui dice t." (184).
2. A los requirentes individuales se les exigirâ ônica- 
mente lo que la Comisiôn califica de "evidencia prima facie", 
"commencement de preuve" o "prima facie evidence" (185).
(182) Asunto n® 232/56. Annuaire..., vol. I, pâg. 143. 
Reçueil des Textes, pâg. 108.
(18 3) Ru i Ioba , E . : O b , cit. pâg. 312.
(184) Cancado Trindade, A.A,; O b . cit. pp. 82 y 89 y ss
(185) Ibidem, pp. 8 2 y 92.
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3. Continuarâ siendo insuficiente la alegacidn pura y 
simple (186), la mera afirmaciôn, ya que el requirente debe 
aportar un comienzo de prueba, "commen^ment de preuve", o 
bien de haber agotado los recursos iiternos (187), o bien de 
la concurrencia de circunstancias especiales que le eximen de 
dicha obligaciôn (188).
4. Queda establecida una garantia adicional a favor del 
individuo ya que la misidn de salvaguardia de los Derechos hu- 
manos encomendada a la Comisiôn, le faculta para procéder "ex 
oficio" a la investigaciôn: (189).
a) del agotamiento.
b) o de la existencia de circunstancias especiales.
Es decir, la Comisiôn queda por consiguiente, limitada por la 
prueba que le baya sido presentada por las partes. Sin embargo 
corao contrapartida se réserva la facultad de declarar, si lo 
juzga necesario, inadmisible una reclamaciôn por el no-agotamien 
to de los recursos internos.
(186) Wiebringhaus H.: Ob. cit. pâg. 689.
Cançado Trindade, A.A.: Ob. cit. pâf. 92.
(187) Cançado Trindade, A.: Ob. cit. pâg. 92. 
Ruiloba E.: Ob. cit. pâg. 312.
(188) Spatafora, E.: Ob. cit. pâg. 109.
Ruiloba, E.: Ob. cit. pâg. 314 y 317. 
Amerasinghe, C.F.: Ob. cit. pp. 283 y 293
(189) Amerasinghe, C.F.: Ob. cit. pâg. 273. 
Ruiloba, E.: Ob. cit. pâg. 316.
S . I.n Comisiôn nplica e 1 principle de distribnciôn de 
la carga de la prueba entre las partes en litigio (190).
ô. F,n el siipuesto de renuncia por parte de 1 Estado al 
beneficio del articule 26, la Comisiôn generaImente ne precede 
al examen del agotamiento o bien no prosigue el mismo si lo 
hiibiera înlciado (191).
1. Q uien la a leg a.
Analizaremos ahora estas caracterîsticas o nuevos ras-
gos apuntados de la prâctica de la Comisiôn desde 1960.
la primera caracteristica de la innovaciôn hace recaer
el "oiiii': probandi" en la persona o sujeto procesal que alega 
la excepciôn ("incumbit qui dicet") . En este sentido el Tribu 
nal de Estrasburgo declarô en su sentencia de 18 de Junio de 
197 I :
"El gobierno que alega la excepciôn debe de ini- 
clar los medios q u e , a su juicio, se encontraban 
a disposiciôn del interesado y que podlan haber 
sido utilizados" (192).
(190) Ruiloba, E . : O b . cit. pâg. 312.
Cançado Trindade, A.: O b . cit. pag. 89.
Amerasinghe,E.: O b . cit. pp. 276-277.
(19 1) A partir de 1964 vease Cançado Trindade, A.A.: Ob. cit 
pôg. 177.
(|nZ) Asutito De Wilde, Ooms y Versyp, en cuanto al fundamen-
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Ya habîamos visto como esta postura habîa sido adopta- 
da en el segundo asunto Chipre, Grecia contra Gran Bretafla; el 
tribunal estimd que:
"de conformidad con los principios.de D.I. general 
mente reconocidos corresponde al gobierno que ale­
ga el inagotamiento probar la existencia de dichos 
recursos".
En igual sentido se pronunciô en el Asunto Alam Khan con­
tra Gran Bretafla: "... corresponde ... que présenta la excepciôn 
probar la existencia en su ordenamiento jurldico interno de m  
recurso que no ha sido agotado".
Este criterio nuevo bâsico del Tribunal se refleja, igral^  
mente, en otras sentencias que presentan matices jurîdicos dig­
nes de atenciôn singular.
En el asunto de "Grecia contra Gran Bretafla" sobre Chi­
pre (193) y en el litigio "Alam Khan contra Gran Bretafla" (191) 
se seflala el deber del Estado de "probar la existencia de los
to de la excepciôn de inagotamiento de los recursos 
internes. Sentencia 18 de Junio de 1971. Publications 
de la Cour Européenne des Droits de l'Homme. Série B, 
1971, pâg. 60.
(193) Asunto Chipre, Grecia contra Gran Bretafla: véase Cança­
do Trindade A.A.: Ob. cit. pâg. 92 y nota y ss.
(194) Asunto n: 2991/66 "Alam Khan contra Gran Bretafla" en
Recueil des Décisions, vol. 24, pp. 116 y ss.
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rprursn??", ciiyo n o -agotamiento habta side alegado (195).
Esta ori.ent.aclôn innovadora del Tribunal se extendiô, 
a su ver., a la propi a Comisiôn. Cabe citar, concretamente, el 
a son to de "Ans tria contra Italla" (196), en cl que se planteô 
la excepciôn del no agotamiento y la Comisiôn resolviô que los 
Estados no solo estaban obligados a precisar la existencia de 
los recursos invocables en cl caso concrete -Estado demandado- 
s i no que Ionian, asimismo, que presentar "los elementos de prue 
ba" de baberse agotado efectlvamente el recurso utilizado 
- Estado demandante -. (197).
I.a doctrina comparte, favorablemente, el concepto inno- 
vatlor practicado por el Tribunal y la Comisiôn, co nsiderândolo 
môs en armonfa con los principles générales de Derecho proce­
sal înternaciona1.
"Qtiien alega, ba de probar los hechos alegados" (198),
Vi s 1ôn que es compartida por la mayorla de la doctrina (199).
1195) En la Pecjsiôn 12 Octobre 1957, Asunto n ” 299/57 en
Annuaire... vol. TT, pp. 191-193.
(196) "Austria contra îtalla", Asunto n" 788/60. Report of 
the Plenary Commission on the Austria contra Italia. 
Aprobado el 31 de Marzo de 1963. ConsCiltese N.A. -84- 548 , 
Es t rasburgo 1963, pâg. 57.
(197) Antonopoulos, N . ; Ob. cit. pâg. 68, nota 124.
(198) A n tonopoulos N .: Ob. cit. p. 68, nota 124.
(199) Eawrett .I.E.S.; "The exhaustion of Local Remedies. S u b s ­
tance or Procedure? En: British Yearbook o^ Internatio­
nal Law. 31. (1954) pp. 452-458, aqui pâg. 458.
Castberg, P.: Ob. cit. pp. 41-50.
Ruilnba, E .: Ob. cit. p. 312.
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Se ha afirmado que "existe una atribuciôn directa de la carga 
de la prueba a la parte que la formula" (200).
"La alegacidn del inagotamiento de los recursos 
internos viene acompaflada de la carga de probar 
la existencia de recursos abiertos y prima facie 
adecuados para la 'reparacidn del dafio".
Ahora bien, puede darse el caso de que el Estado haya 
probado la existencia de recursos adecuados y efectivos que la 
persona jurldica o el individuo particular no hayan realmente 
agotado. Este supuesto ha sido contemplado por la jurispruden- 
cia que estableciô un criterio especifico conforme al cual el 
individuo que no hubiese agotado los recursos que el ordena­
miento intemo pone a su disposicicn tendrâ la obligaciôn "de 
probar la concurrencia de circunstancias especiales que le exi^  
man de dicho agotamiento". (201) Naturalmente, tratândose de 
recursos internes, se formula, a su vez, otra cuestiôn jurîdi- 
ca importante que analizamos mâs adelante: su efectividad (202)
2. Comienzo de prueba.
La segunda caracterlstica seflalada antes es la exigen- 
cia relativa al "comienzo de prueba" segûn la terminologîa ju- 
risprudencial.
(200) Ruiloba, E.: Ob. cit. pâg. 314.
(201) Fawcett, J.E.S.: Ob. cit. pâg. 300.
(202) Este tema serâ analizado al estudiar las circunstancias 
especiales.
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î n I c i a 1 mente la (lomisiôn exigla al requirente la pre- 
sentaciôn de documentes de prueba aptos para demostrar plena- 
mnnte el agotamiento. Esta obligaciôn Eue establecida en m u l ­
tiples decis tones. (203) Y a partir de la innovaciôn comentada 
la Comisiôn se va a conformar con que esta parte que alegue 
la excepciôn del no agotamiento présente un "comienzo de prue­
ba" o testimonie de forma évidente el hecho de haber procurado 
de buena fe el agotamiento prescrito de los recursos en cues­
tiôn. Esta es la "evîdencla prima facie" iOue se entiende por 
"comienzo de prueba" o "evidencia prima f a d e "?
la Comisiôn abordô la cuestiôn al decidir la inadmlsihi- 
lidad del asunto por no-agotamiento de los recursos internos. 
beclarô la Inadmisibllidad en base a que el requirente no habîa 
presentado "le moindre commencement de preuve", "least prima 
Facie evidence", y por consiguiente faltaba la prueba necesaria 
que sirva de Fundamento de sus reclamaciones (204) ya que se le 
exige ônicamente una prueba inicial, incoada, indicativa o pro­
visional que sirva de base a sus alegaciones. Como dice Ruiloba 
"el contenido de la carga -de la prueba- no va mâs allâ de lo 
necesario". Se trata, agrega, "de un principle de prueba provi­
sional e incompleta, pero indispensable" (205).
(203) Asunto n"* 252/57, Décision 20 de Julio de 1957.
Asunto n ” 188/56, en Annuaire..., vol. I, pâg. 174.
Asunto n" 232/56, en Annuaire..., vol. I, pâg. 143.
( 204) Peinandn n" 8 5 2/60, en: Recueil cit. vol. 6, pp. 83-84 
Roi lob.a, E.: Ob. cit. pâg. 312.
(205) Ob. cit. pâg. 313.
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Por tanto, la alegaciôn pura y simple rechazada por la 
Comisiôn como prueba insuficiente. En su decisiôn de 24 Septiem 
bre de 1963 (206) declarô textualmente:
"pareille affirmation - la mera afirmaciôn 
del interesado - ne saurait cependant equi- 
valer à la preuve indispensable, car elle ne 
s'appuie sur aucun élément de nature a coro- 
borer" (207).
Precisamente en un litige en el que un supuesto delin- 
cuente fue tratado como verdadero infractor y culpable duran­
te el période de su detenciôn, la Comisiôn no vacilô en decla­
rar que ese trato provisional "aumentaba la violaciôn del arti­
cule 6, pârrafo 2® que se asienta en la presunciôn de la inocen 
cia del acusado" (208).
(206) Asunto 1474/62. Decisiôn del 24 de Septiembre de 1963, 
en: Recueil... vol. 12 p. 27. Vêase pp. 18 y ss.
(207) En el asunto 22/56. La Comisiôn estableciô: "Il lui 
appartient d ’apporter la preuve du bien fondé de ses 
allégations, en prouvant... "en Annuaire..., II, pâg. 
344.
(208) Asuntos n* 5577/72 "Gerald Donelly J. y otros contra 
Gran Bretafla" en Recueil des Décisions, vol. 43, pâg. 
148.
Cançado Trindade, A.A.: Ob. cit. pâg. 100.
47:1
En nstn sentido, merece recordarse la decision de 5 de 
Abri 1 . Corindo la Comisiôn estimô que la prueba aportada por 
los reqtii ren tes podfa se r calificada "prima facie", de acepta- 
ble, (209) porque servTo de Fundamento de sus alegaciones (210).
Se t r a t a b a de la existencia de una prâctica administra- 
tîva que violaba cl articule 3 que prohibe la tortura y los tra 
tamientos inhumanos. Esta declaraciôn equivalla, por tanto, a 
que la régla del agotamiento no se habîa de aplicar rigurosa- 
mente a la parte de las demandas que aducîan dafios corpora les, 
materia que podla depender directamente del examen de fondo de 
caso concrete. Como hemos de ver mâs adelante, esta actitud hu- 
manitarîa de la Comisiôn se relaciona con la inoportunidad de 
la excepciôn del no agotamiento cuando concurren "circunstancias 
especla les".
(209) Vasak, K .: senala que segôn el art. 38 pf” 2 del Régla 
men to intcrno de la Comisiôn, una jurisprudencia libe­
ral exige: "los elementos que permitan establecer" el 
agotamiento de los recursos internes en: Ob. cit. pâg. 
380.
(2 10) Cançado Trindade A.A, en sus conclusiones , estima que
a |iartir de la nueva redacciôn de 1 art. 4 1 los requiren- 
trs ban sido obligados a aportar ônicamente "prima Facie 
ev i dence" de conformidad con los principles de D.I. ge­
ne rai mente reconocidos en: O b . cit. pâg. 100.
Trecbsel S., indica que se plantean mayores dificultades 
en los supuestos de los requirentes que se encuentran 
privados de su libertad o recluidos en establecimientos 
ps iqui â t r i C O S . En estos casos, en que. el gobierno reque- 
rldo a travôs de las citadas instituciones puede obstacu 
lizar la presentaciôn de la prueba, a falta de esta pre- 
sentaciôn "commencement de preuve", quedarîa s in protec- 
c ion 1 as victimas. El autor propone la designaciôn de
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La Comisiôn estima, en determinados asuntos como el que 
acabamos de hacer referencia, que la cuestiôn del no-agotamien 
to deberS ser examinada con posterioridad y por tanto depende- 
râ, en definitive, del examen que realize del fondo del asunto. 
Por consiguiente "la parte que alega la excepciôn debe aportar 
una prueba prima facie de la existencia de recursos inagotados. 
La oposiciôn de la parte contraria comporta la carga de la prue 
ba del agotamiento de los recursos alegados por el Estado de- 
mandado o de su ineficacia o insuficiencia" (211).
Al margen de la "prueba prima facie" (212) es bien noto- 
rio que la prueba mâs fehaciente y plena que puede presentar 
el requirente es la presentaciôn de la decisiôn interna defini- 
tiva. Entre esta prueba definitive y la indicativa o provisio­
nal que se dériva de la nueva redacciôn del articule 41 puede 
decirse que se da un ampllsimo margen interpretative a la esti- 
maciôn de los casos concretes por el Tribunal y la Comisiôn.
Por elle, como dice Ruiloba, la exigencia del articule 41 esta- 
blece "mâs que Onus, un autêntico requisite de prueba a cumplir 
exclusivamente por la parte demandante" (213).
un ombudsman especializado con libre acceso a los esta­
blecimientos de detenciôn o reclusiôn. Véase: "L'établis 
sement des preuves devant la Commission européenne des 
Droits de l'homme" en: "La presentation de la preuve et 
la sauvegarde des libertés individuelles". Troisième 
Colloque du Département des Droits de l'homme Centre 
d'Etudes Européennes. Bruselas 1971, pp. 128-129.
(211) Ruiloba, E.; Ob. cit. pâg. 327, punto 36.
(212) Chapez, J.: "La régie de l’epuisement des voies de re­
cours internes". Paris 1972, pâg. 199".
(213) Ruiloba, E.; Ob. cit. pâg. 313.
47.1
Ctiro esta que la Comisiôn habîa de perfilar en têrmi- 
nos pt .1cf icos e! alcance de la innovaciôn introducida en el ar- 
lîcuTo 4t. En este sentido importa subrayar el pensamiento ma - 
nifest-ido en el asunto d e ”lrlanda contra Gran Bre tafia" respecte 
a la cuestiôn de la determinaciôn de los elementos de la prueba. 
Ge slrve del mlsmo criterio que utilizô en el asunto "Grecia 
contra Gran Bretafia" (214).
Es el criterio de la.prueba suficiente que llega a colmar 
cualquler duda razonable (2 15). Este criterio que supone la su- 
peraciôn de la duda razonable fue bien esclarecido por el Trib u­
nal en su sentencia de 18 de Enero de 1978. La idea expresada 
sobre la apreciaciôn de los elementos de prueba implica el prin 
cipio de prueba que lleva "au-de lade tout doute raisonable" 
(216) .
El pensamiento innovador supone, segrtn la Comisiôn, que 
ta prueba "peut résulter d'un faisceau d'indice, ourde présomp­
tions non réfutés, suffisament graves, precis et concordants.
Le comportement des Parties lors de la recherche des preuves",
Y en el asunto el supuesto contemplado se referîa a
(214) Annuaire 1969, pâg. 196, pârrafo 30,
(215) " 1 rlanda contra Gran Bretafia", Sentencia 18 Enero 1978, 
en Pub 1 . Cour. Eur. P.II. Série A, vol. 25, pp. 55- 56.
(216) "Grecia contra Gran Bretafia", en Annuaire.,., 1969, 
pâg. 196.
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"Irlanda contra Gran Bretafla" (217) reclamaciôn que plan- 
tea a la cuestiôn de interés general sobre la compatibilidad 
con la Convenio de las medidas legislativas o prâcticas ad 
ministrativas internas. Se trataba de una materia en la que 
la Comisiôn, de conformidad con su Jurisprudencia considera- 
ba inaplicable la régla del agotamiento.
De conformidad con la postura adoptada por la Comisiôn 
"no basta la alegaciôn de la existencia de dichas medidas o 
prâcticas administrâtiras" Incompatibles con la Convenio 
para excluir la aplicaciôn de la régla del agotamiento. Es 
preciso, ademâs, que en razôn de dicho fundamento, que sea 
demostrada la existencia real de taies medidas mediante una 
"evidencia substantlva" (218).
(217) "Irlanda contra Gran Bretafta, Sentencia 18 Enero 1978, 
en Publ. Cour. Eur. D.H. , Série A, vol. 25', pp. 55-56. 
Asunto n* 5310/71, Irlanda contra Gran Bretafia. Ane- 
xos I y II al Informe de la Comisiôn aprobado el 25 
de Enero de 1976 Consejo de Europa, Estrasburgo 1976, 
pâg. 115 y en Annuaire..., XV, pp. 80 y ss.
(218) En el mismo sentido se expresô la Comisiôn en el pri­
mer Asunto Griego. En este caso la Comisiôn estimô 
que, recordando lo establecido en el primer asunto de 
Chipre, la régla del agotamiento no se aplicaba a las 
alegaciones de violaciôn del art. 3, en este asunto 
las alegaciones del Gobierno no podlan ser rechazadas 
en base a la no existencia de "prima facie evidence" 
en Annuaire..., vol. II, pp. 690, 726, pp. 730, 768- 
770.
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En cl asunto de referencia (Irlanda contra Gran Breta­
fia) (2 19) la Comisiôn considéré que "una vez examinadas las 
alegacionos de amhas partes, no estima que el gobierno requi- 
rentp baya aportado una "substancla al evidence" para demostrar 
la existencia de la prâctica administrativa alegada por el Go 
bip run requirente.
La Comisiôn declarô inadmisible aquella parte de la re- 
rlamaciôn que en razôn del articule 27 (3), se basaba en el 
agotamiento de los recursos existentes porque el agotamiento 
no se babla proi’ado y efectuado de conformidad con el ordena­
miento jurldico de Irlanda del Norte.
Gin embargo, la Comisiôn estatuyô que el Convenio, arti 
f'uto 27 (3), exige la aplicaciôn de la régla en el modo esta- 
btecido en el articule 26, (exigencia del agotamiento) para 
cualquler reclamaciôn presentada en base a los articules 24 y
25.
3. Cire uns tancias especiales.
t>tra de las ca rac te r t s t icas esenciales de la innovaciôn 
del art iculo 4 1 se refiere a las "circunstancias especiales"
(2 19) La Comisiôn estimô asimismo que debido a que la recla­
maciôn de Irlanda se basaba en la violaciôn del trata­
do, es decir, el Gobierno requirente exigîa ejecuciôn 
del Convenio y por tanto que en este asunto, y de c on­
formidad con los principles générales de D.I. la régla 
del agotamiento no se aplicara, Astinto n ” 5310/71 Ibi­
dem pâg. 115.
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que eximen al requirente, realmente,,de la aplicaciôn de la 
régla del agotamiento pleno de 10s recursos internes. Dada la 
importancia de esta circunstancia singular, le tratamos mâs 
adelante en detalle (220).
4. Investigaciôn "ex officio".
Muy interesante es, también el cuarto rasgo indicado 
del "examen de oficio" por la Comisiôn que se perfila, aho­
ra, mejor en la prâctica del Convenio.
La Comisiôn no queda ya vinculada, sin mâs, por las 
pruebas aportadas por las partes. Estâ facultada para procé­
der de oficio a la Investigaciôn que considéré necesaria a 
fin de esclarecer bien la cuestiôn, en concrete, del agota­
miento de los recursos internes.
Esa prâctica es extraordinaria en la jurisprudencia in- 
ternacional. Y este hecho original no ofrece lugar a duda al- 
guna. En efecto, en los Asuntos n® 214/56 de 9 de Junio 1958
(220) Sulliger, D.; "L'épuisement des voies de.recours in­
ternes en droit international general et dans la Con­
vention Européenne des droits de l'homme". Lausana 
1979, pp. 122 y ss. Amerasinghe, C.F.: "The rule of 
Exhaustion of Domestic Remedies in the Framework of 
international System for the protection of human rights" 
en" Zaorv, 1968, pp. 266 y ss.
Cassese, A.: "Le droit de recours individuel devant 
la Commission européenne des droits de l'homme en "Les 
clauses facultatives de la Convention européenne des 
droits de l'homme". Bari 1974. y "Sul funzionamento 
del sistema dei ricorsi individuali alla Commissione 
europea dei diritti dell'uomo", en Riv. Dir. Int. 1974, 
n® 3, pp. 548-566.
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(22 1) y ti’ 5 M / 5 9  de 5 de Enero 1960 que do bien claro que la 
Cnmi < 1 nn nr: libre de "declarar inadmisible", en determinados 
SMfuir’s f o'; , una reclamaciôn concreta por no baberse dado como 
era debido el agotamiento de los recursos internes (227). Y 
lo que es mâs peculiar afin es que la Comisiôn puede hacer uso 
de esa Facultad "incluse en el supuesto de que la excepciôn no 
hubiese sido alegada por el gobierno demandado (225).
l,a comentada facultad extraordinaria de la Comisiôn fue 
obieto de explicita confirméeion y diâfano desarrollo en el 
asunto Nielsen en 1961 (224).
Mo sôlo reiterô la facultad de principle, sino que la 
oniuicin como un deber procesal. La Comisiôn manifesté textual^ 
men te :
(22 1) Asunto 214/56 Decisiôn 9 de Junio de 1958; "It was 
incumbent upon itself to verify of the requirement 
of the exhaustion of local remedies according to ge­
nerally recognized principles of international law 
had in the case been complied with". Véase Asunto 
"Do Decker c. Bélgica" en Annuaire, II, pp. 214 y ss
(222) Asunto 514/59 "X c . Austria" en Annuaire... vol. II, 
p i g . 257. on Recueil..., vol. 2, pâg. .5.
(225) Dane ( lus II.; "Conditions of admissibility in the Euro 
poan Commission of Human Rights", en Revue des droits 
do I’homme 1969, pâg. 289.
(224) Asunto n" 543/57, "B. S. Nielsen c. Dinamarca", In­
forme de la Comisiôn de 15 de marzo de 1961, Es t rasbur 
go 1961, pâg. 45.
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"es deber de la Comisiôn, investigar de ofi­
cio si goza de competencia en cada caso 
concreto para examinar la reclamaciôn de con 
formidad con las facultades que le han sido 
conferidas por el Convenio" (225).
La idea de que se trata no solo de una facultad, sino 
a su vez, de un deber es reiterada en el asunto n® 3518/68
(226) y  en el asunto de Becker (227).
La Comisiôn proclamô, entonces, que tienen "la facultad 
y el deber" de investigar ya sea de oficio o ya sea a "instan 
cia de la parte interesada" si el individuo particular ha si­
do o no "obstaculizado en el ejercicio del derecho de peti- 
ciôn" (art. 25) (228). Y en el asunto 514/59 X contra Austria
(225) Asunto 343/57 "B.S. Nielsen c. Dinamarca" Informe de 
Commission, 15 de Marzo 1961, Estrasburgo 1961. pâg. 45.
(226) Asunto n® 3591/68 "X c. Austria" Decisiôn de febrero 
1970: en Recueil des Décisions... vol. 31, pâg. 45.
(227) Asunto n® 214/56 "De Becker c. Bélgica" en su Decisiôn 
de 9 de Junio de 1958 se declarô: "compete a la Comi­
siôn el comprobar si los recursos internos han sido ago 
tados de conformidad con los principios de D.I." en 
Annuaire..., vol. II, pâg. 237.
(228) Art. 30 (1). La Comisiôn estâ facultada para llevar a 
cabo, de oficio o a peticiôn de una de las partes, to- 
dos los actos que considéré necesarios o dtiles para 
una buena ejecuciôn de las tareas que le han sido con- 
fiadas por el Convenio. Recueil des Textes, pâg. 308.
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(229) on 1959 so confirmé el mismo criterio: "es deber de la 
Oimislôti si el requisite del previo agotamiento ha sido rea- 
llzado" (2 50).
Tor rtltimo es preciso tener en consideraciôn la prâcti­
ca introducida por la Comisiôn a partir de 1964 en los supues 
tos do renuncia.
(229) Asunto 514/59 "X contra Austria", Decision 5 de Enero 
1960, en Recueil des Décisions... vol. TI , pâg. 3.
(230) I.a Comisiôn, para el establecimiento de los hechos, ha 
tendido a combinar dos sistemas. "a blend of the accu­
satorial presentation by the parties and the inquisito­
rial ex officio inquiries systems, sometimes with a mar 
ked preference for the latter". Canqado Trindade A.A.: 
Oh. cit. pâg. 111. Trechset S., nos indica que el pro- 
cedimiento que se desarrolla ante la Comisiôn no se 
limita a la aceptaciôn de las alegaciones de las partes 
ya que si bien a éstns corresponde la carga de la prue­
ba, la Comisiôn debe investigar para dilucidar la ver- 
dad material de los hechos deberâ investigar la auten- 
tiridad de I as pruebas presentadas y puede solicitor
de oficio, incluse el propio relator, in formac iôn que 
recaba tanto del gobierno demandado.
Sofia la asimismo el carâcter mixto del procedimiento que 
se célébra en la Comisiôn a efectos de la presentaciôn 
de la prueba. Carâcter mixto porque se signe en parte 
el procedimiento penal y civil anglosajôn y por otra el 
procedimiento penal continental en materia de adminis­
t r e  I ôn de la prueba. Véase Trecbsel "La presentation 
de la preuve et la sauvergarde des libertés individuel­
les". Rniselas 1977, pp. 121-142 y en concreto 127-128.
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El examen de oficio, para comprobar el cumplimiento de 
la obligaciôn del agotamiento de los recursos por parte del 
requirente, ha sido motivado y aplicado con gran amplitud por 
la Comisiôn, hasta el punto de que ya se utiliza ahora una ex- 
presiôn tlpica que caracteriza el hecho. Se ha califîcado de 
"Principio de investigaciôn ex officio". Decisiones de 31 de 
Mayo de 1956 y de 6 de Marzo de 1957 (231). La Comisiôn puede 
examinar si concurren en el caso concreto ciertas circunstan­
cias particulares que no hayan sido invocadas por el requiren 
te, e incluse puede hacer investigar por su cuenta si la ré­
gla del previo agotamiento era o no aplicable o hubiese sido 
o no "cumplida".
El examen de oficio se materialize, de forma muy préci­
sa en otra de las circunstancias de la moderna aplicaciôn del 
articule 41; el principle de la distribuciôn de la carga de 
la prueba. El principle habîa sido bien definido, anteriormen 
te, en 1953 por el T.I.J. que estableciô en el asunto de Min- 
quiers y Ecrehos (Gran Bretafla contra Francia) (232) que la 
carga de la prueba "correspondis a ambas partes", debiendo 
cada una probar su respectiva alegaciÔn. El T.I.J. reafirmô su 
postura en sucesivas ocasiones.
(231) Decisiôn de 31 de Mayo de 1956: en el asunto n® 27/55.En An­
nuaire,vol. I. Decisiôn de 6 de Marzo del mismo aflo en el
asunto 181/56 Annuaire..., vol. I, pp. 139/141, y de­
cisiôn de 6 de Marzo de 1957, en el asunto 199/56 en 
Annuaire..., vol. I, pâg. 141.
(232) Minquiers y Ecrehos, T.I.J; ICJ Reports 1953, pp. 67 y 
52. Otros asuntos en que el Tribunal reafirmô el princi*- 
pio: Asunto del "Asilo entre Colombia y Perû: "La carga 
de la prueba corresponde a la parte que alega la exis­
tencia de la costumbre regional". I.C.J. Reports 1950, 
pâg. 276.
4 81
El principle so ha convertido, también, en norma pr âc­
tica en la aplicaciôn del 0.1. de los derechos humanos. La 
t e n d e n c i a a una auténtica distribuciôn de la carga de la prue 
ba se maniflesta en beneficio de los requirentes individuales 
tanto en las decisiones de la Comisiôn, como en la prâctica 
del Comité de derechos humanos de las Naciones Unidas (233).
5. Distribuciôn de la p rue ba.
La Comisiôn europea ha aplicado dicho prlncipio obligan- 
do a un reparte equitativo entre las partes interesadas en el 
litigio.
El Pacte de los Derechos Civiles y Politicos de las N a ­
ciones Unidas Facilita al Comité para examinar la comunicaciôn 
de un particular teniendo présente las Informaciones presenta­
das por ambas partes (art. 5 (234) pfo. 7 a ) .  En consecuencia 
la régla de la distribuciôn de la carga de la prueba se estâ 
erigiendo en norma general internaciona l que no es solo escru- 
pulosamen te aplicada en relaclôn al Convenio, sino, también 
por 1 os ôrganos especlficos de las Naciones Unidas que amparan 
a I i n d1Vi d u o .
12 33) ’’What the Commission has done is to have acknowledged
and applied the principle of the division oF the burden 
of prove between the contending parties by virtue of 
which in the course of the proceedings the party who m a ­
kes an asset ion is bound to prove it". Cançado Trinda­
de A.A., oh. cit. pâg. 93.
(234) Vasak, K .: Ob. cit. pâg. 380.
482
En fin, la aportaciôn de la prueba no corresponde ex- 
clusivamente al requirente sino a ambas partes en el litigic.
6. Renuncia.
El sexto rasgo caracterîstico de la prâctica innova- 
dora de la Comisiôn contempla el supuesto de la renuncia de] 
Estado a su derecho de alegar la excepciôn del no-agotamien- 
to: Como es sabido, las condiciones o requisites cuyo cum­
plimiento es necesario para la admisibilidad de la demanda, 
han sido incorporados en el artîculo 26 del Convenio, que tia 
ta de protéger los intereses de la parte demandada; la Comi­
siôn entiende que los Estados contratantes son los mâs cali 
ficados para juzgar la conveniencia u oportunidad de prevaltr- 
se de dicho beneficio (decisiôn de 5 de Marzo de 1964). La ex 
plicaciôn dada pone en evidencia el fin primordial para el 
que fue establecido el artîculo 26; la protecciôn de los "sis 
temas jurîdicos internos" (235).
(235) Decisiôn de 5 de Marzo de 1964: "57 habitantes de Lo- 
vaina y Cercanlas contra Bélgica", Asunto n® 1994/64, 
en Annuaire..,, vol. III pâg. 260 y pâg. 252, Trechsel.
S., indica que el récurrente deberâ establecer los he­
chos que estime que constituyen una violaciôn y el Go­
bierno requerido deberâ probar los hechos a fin de 
justificar su ingerencia. En ob. cit. pp. 131-132. En 
el asunto "Lawless" el juez Waldock declarô que la cai 
ga corresponde al Estado que deberâ justificar ante 
la Comisiôn que la medida de restricciôn impuesta al 
Convenio fue la estrictamente requerida por las exiger- 
cias de la situaciôn de emergencia. El momento que se 
debe apreciar es en el que se impuso la medida. Asuntt 
Lawless, Publ. Cour. Eur. D.H. Série B. 1960-1961, pâf. 
114. Parf. 106 del Informe de la Comisiôn invoca el 
Asunto Griego. Voto Particular de Susterhenn. En An­
nuaire, vol. XII, pâg. 110.
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Nniurnlmente, cl Estado demandado puede beneficiarse 
de (I i r ba régla o remincvar de forma expresa o tâcita a su 
aplicariôn. Y la Comisiôn ha reconocido esta libertad discre 
c iona I del Estado de forma que (2.36) "puede man i f ies tamente 
reminciar a tal beneficio en el supuesto que solicite a la 
Comisiôn que se pronuncie sobre la admisibilidad. (237). La 
Comisiôn no ha hecho mâs que respetar el deseo del Gobierno 
demandado que habîa declarado de modo expreso, su renuncia a 
la a p 1icnciôn de la régla.
El supuesto de la renuncia por parte del Estado deman­
dado ha sido perfeccionado gradualmente por la Comisiôn. En 
la actualidad se puede considerar que la Comisiôn ha optado 
por no aplicaciôn de la régla del agotamiento en dos casos muy 
r I a ros :
1) Cuando el Gobierno demandado renuncia expre- 
samente,
2) Cuando el Gobierno interesado no ha invoca- 
do de manera explicita, la excepciôn (238).
(2 36) Antonopoulos N., o b . cit. pâg. 69.
( 2 37) Dec i s iôn de 5 de Marzo de 1964. Asunto n ” 1994/63 en An 
iniaîre... vol. Vil pâg. 252. En igual sentido Asunto n* 
1772/1962, véase Recueil des décisions, n® 12, pâg. 45.
(238) Asunto 1994/63: "Asunto 57 habitantes de Lovaina y cer- 
canîas contra Bélgica", en: Annuaire..., vol. VII, pp. 
260-26 2.
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Esta prâctica introducida por la Comisiôn e intensifi- 
cada a partir de 1964, ha sido calificada y supone, en reali- 
dad, "un gran progreso". Ahora bien no se puede olvidar que 
esta prâctica si bien constituye la tônica general no impide 
que la Comisiôn continûe estando facultada para declarar inad 
misible cualquier asunto en razôn del no-agotamiento incluso 
en el supuesto de que mediase "renuncia del Gobierno demanda­
do" (239). Este juicio ha sido corroborado por la propia Co­
misiôn que en determinados asuntos ha proseguido el examen 
del agotamiento o no-agotamiento, pese a la voluntad explici­
ta contraria del Estado.
Baste sefialar una de sus decisiones mâs concluyentes 
sobre este tema. En el asunto de Isop contra Austria se dice 
textualmente:
"La Comisiôn en cualquiera de estos supues- 
tos permanece libre para declarar la inadmi- 
sibilidad de un asunto por el no-agotamiento 
de un recurso que no ha sido alegado por el 
Gobierno" (240).
(239) Cançado Trindade, A.A.: Ob. cit. pâg. 99.
(240) Asunto "Isop contra Austria", Asunto n® 808/60, en: 
"Recueil des décisions..., vol. 8, pp. 80-90. La de­
manda fue declarada inadmisible en base a otro requi­
site del art. 27 del C.E.D.H., ya que la Comisiôn es­
timô que la reclamaciôn estaba mal fundada.
Danelius H., "Conditions of Admissibility in the Juris­
prudence of the European Commission of Human Rights" 
en" Revue des droits 1969, pp. 287-289. AquI 289.
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En ni nsunto n® 1727/1962 la Comisiôn se expresô en los 
s igui en tes lérmlnos:
"... nada hubiese impedido a la Comisiôn in­
vestigar ex-officio como suele hacerlo con 
frecuencia que las condiciones del artîculo 
26 hubiesen sido cumplidas en el asunto con 
creto, salvo si el Gobierno belga hubiera m a - 
nifiestamente renunciado al beneficio de di- 
cbo artîculo" (241).
Podemos, por tanto, afirmar que el individuo queda li- 
berado de la carga de la prueba del agotamiento si el Estado 
demandado no invoca el derecho que le confiere el artîculo 26: 
ya sea no invocando la excepciôn o bien renunciando a ella y 
solicitando a la Comisiôn que examine la cuestiôn bâsica de la 
admi s il) il j dad .
Es natural que si el Estado demandado no invoca la ré­
gla de I agotamiento no hay razôn alguna para que la Comisiôn 
la apIi que (242) ademâs su propia facultad de seguir un curso 
de acciôn procesal distinto de 1 deseado por las partes intere­
sadas. Y asI se ha romportado, "como hemos advertido, porque 
en diversas ocasiones ha proseguido "ex officio" el examen 
del agotamiento, a pesar de la renuncia -expresa o manifiesta- 
pni parte del Gobierno demandado.
(711) Asunto "Hoeckmans contra Bélgica" en Recueil des dé 
ris ions, n® 12, pâg. 45.
(717) Cas tbe rg, E., ob. cit. pâg. 49
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Por su parte el Tribunal europeo de Derechos humanos 
ha corroborado la prâctica expuesta. En su asunto De Wilde, 
Ooms y Versyp declarô: "nada impide a los Estados renunciar 
al beneficio de la regia del agotamiento de los recursos in- 
ternos". Y adoptô la interpretaciôn mâs conforme al D.I. co- 
mûn. Es notorio, que en D.I. general dos Estados deben pre­
sentar la excepciôn de inadmisibllidad en limine litis, a 
fin de acelerar el procedimiento pues de lo contrario se en­
tiende que ha intervenido la renuncia de forma impllcita (2/3),
La apelaciôn a la Comisiôn no puede ser interpuesta ai- 
tes del cumplimiento de dos requisites bâsicos: el agotamier- 
to de los recursos internes y, preceptivamente, también, "em 
el plazo de seis meses a partir de la fecha de la decisiôn :n 
terna definitiva" (art. 26) (244).
Procédâmes, ahora, al examen de la importante régla de 
la^  "limitaciôn-iremporal" que condiciona, de forma absolute, là 
admisibilidad de las instancias ante la Comisiôn.
Las reclamaciones no son, en principle, admisibles, ei 
ningûn caso, sino son interpuestas en el plazo determinado j 
prescrito por el Convenio. El momento preciso que debe ser te 
nido en cuenta para el cômputo del plazo es "la fecha de la de­
cisiôn interna definitiva" (245).
(243) Fawcett, J.E.S., ob. cit. pâg. 289.
(244) Art. 26, Recueil des Textes, pâg. 108.
(245) Vitta, E., ob. cit. pâg. 676. Asunto n° 188/55 en 
Annuaire..., vol. I, pâg. 174, asunto n“ 214/56 en
Annuaire... vol. II, pâg. 215 y Asunto n® 343/57 De
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l.n Comisiôn se h;i visto obligoda o expcner con deteni- 
miento su interpretncion sobre tema tan trascendente para el 
desarrollo del proceso sobre la admisiôn de las reclamaciones. 
Multiples son sus decisiones.
Y, abordaremos, su Interpretaciôn prâctica fijândonos, 
sobre todo, en las resoluciones que ban tenido alcance de cri^ 
terio y valor de doctrina jurisprudencia 1 en la materia.
r.s de advertir, desde ahora, que goza de carâcter pre- 
clus i vo el plazo de los seis meses, no solo en razôn del artî- 
ruln 76, sino, también, en funciôn del articule 27, pârrafo 3. 
Tanto el artîculo 26 como el artîculo 27 pârrafo 3 del Conve­
nio establecen, segrtn la Comisiôn, "una cadiicidad o una pre­
clusion", indudables que han de ser interpretadas "restricti- 
vamente", do conformidad con los principios de D.I. general- 
mente reconocidos (246).
Las réglas contenidas en los articules citados "limitan 
la competencia" que a la Comisiôn le atribuyen los artîculos 
24 y 25 del Convenio, esto es la capacidad para admitir recla- 
mac i ones y examinar demandas interestatales y particulares.
cisiôn 3 Junio 1960 en Annuaire..., vol. IV, pp. 276- 
784. Alcalâ Zamora, N. sefiala que: "... despues de 
seis meses, al contar de la fecha de la decisiôn inter 
na definitiva, lease firmeo in impugnable, o del dia en 
que la parte haya tornado conocimiento de la misma, es 
decir, en que baya operado la preclusiôn para asumir 
la carga de accionar". O b . cit. pp. 90-91.
(746) Asunto n® 214/56 ett Annuaire..., vol. II, p â g . 2 15,
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Es de observer, a su vez, que esta excepciôn a la atribuciôn 
de coropetencias deberâ ser interpretada de forma restrictive, 
al igual que con respecto a los artîculos 26 y 27, pârrafo 
3®. La Comisiôn ha sido muy terminante sobre este extremo:
"Les dispositions limitatives de ce genre 
ne se prêtent donc a aucune interpretation 
extensive" (247).
Tratândose, como dice Marin Lôpez, de un "juicio preli- 
minar" en el que se procédé al examen de "los presupuestos 
procesales", era natural que hubiera de pronunciarse sobre 
la materia no solo la Comisiôn, sino el propio Tribunal. Y 
en efecto, asi ocurriô en mâs de u.>a ocasiôn.
El Tribunal europeo de Derechos humanos adoptô, en la 
prâctica, la misma orientaciôn de la Comisiôn. Considerô co­
mo "prâctica usual" que las excepciones de inadmisibllidad de^  
blan de ser alegadas in limine litis, al igual que ante las 
jurisdicciones internacionales o internas. Este criterio sir 
ve de régla general, aunque no siempre sea imperative y abso­
lute. Ha estimado que "es un desideratum para la buena admi-
(247) Alcalâ Zamora, N., ob. cit. pâg. 120 considéra que el 
plazo de los seis meses tiene carâcter "preclusive". 
Segûn Marin Lôpez, A., los requisites establecidos en 
el articule. 26. Agotamiento y recurso a la Comisiôn 
en el plazo de los seis meses: "supone un juicio pre- 
liminar destinado a examinar los presupuestos procesa­
les subjetivos u objetivos". En: "El recurso individual 
ante un ôrgano internacional, El Caso Nielsen" en R.E. 
D.I. XVIII, n® 1, Enero-Marzo 1965, pp. 3-19. Aqui 
pâg. 7, Asunto n® 214/56, en Annuaire... vol. II, pâg. 
215.
Il i ?; f rnc î »)M fie jiisl ici fi y una exigencia de la seguridad jurî- 
d i c a " .
El articule <10 pdrrafo 1” del Reglamento del Tribunal 
establere que "cuaIquier excepcidn prelIminar deberd ser pre 
<eutada la mds tardar con anteriorldad a la expiracion del 
plazo O'? t i pul ado para el depdsito de la reclamacidn por la Par 
te que nlega la excepcidn.
Sue le s e t , par tanto, el primer instrumente o documente 
bdsico del procedimiento escrito (248).
Pn razdn de la "economia general del Convenio", se en- 
ttende fpie las excepciones de incompetencia y de inadmisibi- 
lldnd ban de ser alegadas primeramente ante la Comision, *'en 
I a medida en que su naturaleza y las circunstancias lo permi- 
tan" . (249). Esta es la conccpcidn propia del Tribunal de E s - 
trasbiirga expresada en di versas sentencias (250).
(248) Recueil des Textes, pdg. 414.
(2 4U) Asunto de Wilde, O o m s , y Versyp "Vagabundeo", senten- 
cla de 18 de Junfo de 1971, en Pub l. Cour. Eur, D.H. 
Ser le A, n'’ 12, p;1g. 15.
(250) Asunto "Stogmulle r " , Sentencia de 10 de Noviembre de 
19(19, Publ. Cour. Eur. D.ll. Sdrie A, n" 9, pp. 41-42, 
8. Asunto Ma17.netter". Sentencia de 10 de Noviembre 
de 1909, Publ. C o u r . Eur. D.ll. Serie A, n" 10, p4g. 32
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B.- Limite temporal del ejercicio del agotamiento.
a) Decisidn interna définitiva.
Por otra parte, existe tma relacidn directa entre las 
dos réglas esenciales contenidas en el articule 26: el ago­
tamiento de los recursos internes y  el plazo de seis meses. 
Esta relaciôn Intima no se debe tan solo al simple hecho de 
su inclusiôn en un mismo articule. Es mucho mâs substantive, 
porque el mismo articule 26 incorpora dos nociones complemen 
tarias importantes: Por un lado, se refiere al carâcter de 
la decisiôn interna que ha de ser "definitive" y considera- 
da, por otro lado, "tal corne se entiende segûn los principles 
de D.I. generalmente reconocidos". La interpretacidn de esa 
interdependencia entre dichas nocionés aparece, a su vez, en 
los trabajos preparatories del Convenio, especialmente el In 
forme establecido en Junio de 1950 por la Conferencia de Al­
tos Funcionarios. La trascendencia de esa relaciôn Intima, 
jurldica y procesal, de ambas nociones ha sido subrayada por 
la propia Comisiôn. (Decisiôn de Becker contra Bélgica en 
las demandas n“ 214/56 (251) y de Nielsen contra Dinamarca 
n“ 343/57 (252)-.
La Comisiôn ha dado, en diversas ocasiones, la debida 
interpretaciôn sobre el "limite temporal". En el asunto n*
(251) Demandas n® 214/56, "De Becker c. Bélgica", en An­
nuaire..., vol. II, pâg. 215.
(252) Demanda n® 343/57, "Nielsen contra Dinamarca", en 
Annuaire..., vol. II, pâg. 343.
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4404/70 ni rnqnirentn alegaba la violacinu de los articules 
11 y 14 cnmbinados con el articule 17 del C.E.D.II. Se tra- 
1 nl)a de la supiiesta eposiciôn de las autoridades belgas al 
désarroi le Sindicato Nacional de la Pelicla Belga (253).
ni requirente alegaba el agotamiente de tedes los re- 
r-iirsos iiacTonales, por baber impugnado la legalldad, c onfor­
me ai Convenio, de 1 "l'arrêté royale" de 2 de Agosto de 1966. 
liai) la s i do utlllzado el Tinico medio de defensa, el recurso 
existante, segCin el derecho en vigor en Bélgica, que era el 
recurso de anulacién ante el Consejo de Estado y que habîa 
sido rerbazado por sentencia de seis de Noviembre de 1969.
El Cobierno demandado, oponiendose a la admisién de la 
reclamacién, alegé que el ejercicio de diclio recurso no dis- 
pr-nsaba al requirente, del deber que tenla de agotar otros re 
riirs»)s internos contra la decisiôn que impugnaba ante la C o ­
in i s ion .
Por su parte la Comisiôn se resolviô en su primera d e ­
cisiôn (254) de 28 de Mayo de 1971 por la admisiôn del asunto 
a condiciôn de que el sindicato requirente demostrase, en el 
examen ulterior del tema, el baber observado la régla de los 
sels me s e a partir de la decisiôn interna definitiva.
1753) Asunto n" 4464/70 "Sindicato Nacional de la Policîa 
Belga contra Bélgica" en Annuaire... vol. XV pôg.
789 y ss. aqui p.lg, 299.
1754) Asunto n" 4464/70 Décision Parcial 28 de Mayo de 1971, 
en Annuaire... vol. XV, pag. 309 y ss. Aquî, pâg. 305.
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Esta primera decisiôn parcial, de 28 de Mayo de 1971, 
se producla a pesar de la existencia de la alegaciôn del Co- 
biemo belga de que el requirente habîa incumplido la limita- 
ciôn temporal del plazo de seis meses impuesta por el artîculo 
26. La Comisiôn obsèrvô que no existiendo, al parecer, ningûn 
recurso ordinario, ni especialmente concrete contra la ley 
impugnada, el requirente podîa "presenter su demanda directa- 
mente a la Comisiôn" y de conformidad con el articule 26. Es- 
tudiado mâs de cerca el tema del plazo de los seis meses (asun 
te del Sindicato Nacional de la Policîa Belga) en su decisiôn 
final - de 8 de Febrero de 1972 - (255). La Comisiôn resolviô 
por el contrario que la condiciôn temporal no habîa sido ob- 
servada, por consiguiente declaraba inadmisible la demanda - en 
virtud de la aplicaciôn del articule 27, pârrafo 3®.
b) El plazo de seis meses.
La Comisiôn ha introducido una interpretaciôn singular, 
en el asunto n® 4475/70 - Svenska Lotsfb’rbundet contra Suecia, 
decisiôn 13 de Julio de 1971 - (256). Por un lado, declarô inad 
misible la demanda porque la decisiôn interna definitiva -die 
tada el 22 de Mayo de 1969- podîa considerarse como un recur­
so eficaz y adecuado -segûn el articule 26- y entendia que el 
perlodo de los seis meses, el plazo dentro del cual el requi­
rente debla haber introducido su demanda, habîa empezado a par
(255) Asunto n® 4464/70 Decisiôn Final de 8 de Febrero de 
1972 en Annuaire— , vol. XV, pp. 309 y ss. aquî pâg, 
359.
(256) En Annuaire..., vol. XV, pâg. 329, aquî, pp. 343-399
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tir fif'l 27 rie Mayo rie 1969. Y como el requirente acudiô a la 
Cnmi'îlnn en el mes rie Febrero de 1970, habîa expirado ya el 
plazo de los seis meses que tenla que observar el requirente, 
interesa, s in embargo, subrayar en esta decisiôn un comenta- 
rio especial de su razonamient o. Porque despuôs de reconocer 
la expiraciôn del plazo prescrite hace la observaciôn siguien 
te muy digna de atenciôn para lo sucesivo: (257) " s in alegar 
la roncurrencia de circunstancias particulares aptas para in- 
terrumpir o suspender el plazo de los seis meses" (258).
r.n su decisiôn del 20 de Julio de 1972 , en el asunto 
Svenska bnkmannafôrbundet contra Suecia estimô la Comisiôn 
que el requirente habfa introducido su reclamaciôn observando 
el plazo de los seis meses a partir de la decisiôn interna de 
Finitiva. (de conformidad con lo establecido por la Comisiôn 
en el asunto 4475/70) (259).
c ) Modificaciones al limite temporal.
Sentando tal criterio, la Comisiôn da a entender que el 
limite temporal, del plazo de los seis meses, puede ser obje- 
to de aplicaciôn Flexible, como iuego veremos, si se da la 
concurrencia de "circunstancias especiales". Se abre asI el
(2 57) fvtzold II., y Kohi, A. La Convention de sauvegarde...
Documents .Jurisprudence. Estrasburgo 1971, pôg. IV. 7
(758 ) Asun to n" 44 75/70 , en Annuaire..., vol. XV pôg. 399, 
aquî p.lg. 3 59.
(759) Asîuito n'’ 5614/72 en Annuaire..,, vol. XV, p.lg. 595, 
aqui p a g . 603.
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camino a una posible interrupciôn o suspension del plazo que 
convencionalmente es riguroso y que la misma Comisiôn habfa 
considerado generalmente como de carâcter absolute. Este prin 
cipio fue admitido por el Tribunal en 1971.-De Wilde, Ooms, 
y Versyp ..La prâctica del Convenio en la interpretaciôn del 
"plazo de seis meses" ha dado ocasiôn a su vez, a la acepta- 
ciôn de otros conceptos jurldicos que existlan en el Derecho 
Internacional comûn. No referimos a la mâxima, ya clâsica, muy 
practicada -"stoppel"- por la jurisprudencia anglosajona y ba 
sada en el concepto romano de ser inadmisibles las alegacio- 
nes que van en contra de los actos propios del interesado. Se 
trataba de la aplicaciôn del plazo después de la "decisiôn in 
terna definitiva" . durante el cual se viene obligado a formu- 
lar su reclamaciôn ante la Comisiôn (art. 26) (260).
En el caso concrete era el Gobierno belga el que invoca 
ba su aplicaciôn, con el fin de que el Tribunal rechazase su 
conclusiôn de la Comisiôn sobre el tema, entendiendo que no 
procedia la invocaciôn de dicha régla procesal en el asunto en 
litigio. El Gobierno se apoyaba en la régla para solicitar al 
Tribunal que declarase inadmisible la demanda particular.
El Tribunal aceptô, por el contrario, el criterio de la 
Comisiôn, observando que el Gobierno no habîa apelado a tal 
régla anteriormente ante la propia Comisiôn. Y considerô, tam- 
bién, el hecho de que la régla no habîa sido invocada, tampo- 
co, en el procedimiento escrito por el Tribunal.
(260) Recueil des Textes, pâg. 108.
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r.n rpalAJad cl Agcnte del Gobierno habfa razonado su 
nplicarion durante el debate oral ante el Tribunal, esto es, 
un afin después do hallarse el asunto en curso. Y el Tribunal 
sentenr.iô, con clarldad, que el Gobierno no podîa invocar por 
vez primera en el proceso oral ta 1 causa de inadmisibilidad, 
después de no haberlo hecho nunca ante la Comisiôn (261).
Al margen del hecho importante de ser aceptada dicha 
«xcepcion por el Tribunal cabrfa examinât la posibilidad de 
Invocar n no ante el Tribunal una causa de inadmisibilidad que 
no hub i e ra sido formulada antes cerca de la Comisiôn. El tema 
es de importancia considerable y serô objeto de examen poste­
rior.
Por otra parte, hemos hecho ya una breve referencia a la 
eues t iôn que se suscita con motive del "plazo de los seis me - 
ses"; cl mornento en que debe apreciarse el termine del agota­
miento o cual sea el momento que define el "limite temporal" 
que sep/iii dice el Convenio es "a partir de la Fecha de la d e ­
cisiôn interna definitiva" (262). ba Comisiôn tuvo mâs de una 
ocasiôn de pronunc iarse sobre el tema, en su decisiôn de 16 de 
•folio de 1068 manifesté que la finalidad prevista por el artî-
(261) Asunto De Wilde, Ooms y Versyp; Sentencia de 18 de Ju- 
n i o de 197 1, en Publ. Cour. Eur. P. 11. Série A, n® 12,
pp. H  15
(262) Asunto n" 2614/65 "Ringeisen contra Austria", Decisiôn 
16 funi o 1968, en Annuaire... vol. Il, pâg. 268 y Publ 
Cour. I u r . D.ll. Série B. vol. Il, 1972, pp. 24, 43-44, 
114, 115, 18.3- 184 , 200, 206- 207, 222- 225, 246-247.
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culo 26 se satisface siempre que el agotamiento haya sido efec 
tuado "dentro de un plazo razonable después de haber sido in- 
terpuesta la reclamaciôn ante un foro internacional" (263). Y 
en el mismo asunto hubo de intervenir el Tribunal de Estrasbur­
go declarando que los recursos internos deberfan "haber sido 
agotados en el momento" en que la Comisiôn declare la admisibi- 
lidad 0 no de la demanda, de acuerdo con el artîculo 26 y 27, 
pârrafo 3® (264). Es pues, imprescindible, segûn el Tribunal, 
que los recursos internos hayan sido agotados en el momento en 
que la Comisiôn se pronuncie respecte a la admisibilidad de la 
demanda.
En la prâctica,la interpretaciôn del articule 26 ha si­
do una de las cuestiones que con mâs reiteraciôn fue abordada 
por la Comisiôn y el Tribunal. No solo por el aspecto de la de- 
terminaciôn del "plazo de seis meses", sine, porque al compu- 
tarse el plazo de los seis meses para el ejercicio de la acciôn 
por el particular, hay que tener, a su vez en cuenta, cual sea 
la decisiôn interna definitiva. En la determinaciôn del plazo 
es de esencial importancia conocer, con claridad, la naturale­
za o carâcter definitive de la decisiôn interna. Igualmente se- 
râ preciso hacer referencia al recurso interno que la Comisiôn 
requiere, para poder hallarse, tras su agotamiento, ante la 
decisiôn interna definitiva, de conformidad con los principios 
de D.I. generalmente reconocidos.
(263) Ibidem, pp. 115-119, 182, 208-220, 220-222, (en gene­
ral) y respect© del momento de su realizaciôn pp. 196, 
198, 199-200, 210-220, 220-222, 256-257, 258-259, 269.
(264) Recueil des Textes, pâg. 108.
P rocîsamente, la diflcultad existence en la prâctica ju 
rîdicn procesal derlvada de la aplicaciôn del artîculo 26 y 
27 pârrafo 3® de la Convenciôn, ha llevado a la Comisiôn a de 
clarar inadmisibles môltiples demandas por inobservancia del 
plazo de seis meses y de los requisites concretes que compor­
ta (Asiintos n® 189/56 y n® 267/57) (265).
P.n el asunto de îversen contra Noruega (266) la Comisiôn 
coincidiô con las partes en considerar como definitiva la de - 
risiôn del Tribunal Supremo Noruego. Pero no siempre es fâcil 
déterminai cual sea la decisiôn interna definitiva que presu- 
ponga el agotamiento de los recursos internos. El requirente 
particular no tiene siempre buen conocimiento de los recursos 
internos que debe de agotar. Y la propia Comisiôn ha de anali- 
zar, en mâs de una ocasiôn, las sentencias internas a fin de 
esclarecer si se encuentra en presencia del recurso debido y 
de su naturaleza de definitive, de conformidad con los princi­
pios de D.I. generalmente reconocidos. La importancia del te­
ma habîa llevado al Institute de Derecho Internacional a estu- 
diar y ofrccer su concepciôn jiirîdica sobre la materia, en re- 
lariôn ton la proterc iôn diplomâtica de carâcter general: (267)
(265) Asunto Ringeisen, sentencia de 16 de Julio de 1971, en 
Publ. Cour. Eur. D.ll. vease, Série A, vol. 13, pârfs.
85 93. Annuaire... vol. 1 pâg. 153. Asunto n® 188/56:
"X c. R F A . "  Decisiôn 17 de diciembre de 1957, en A n ­
nuaire... vol. 1, pp. 174-179, aquî pâg. 178.
(766) Asunto n® 1462/67, documente A 86644, 17.XTt.1963. vôa- 
se Morrison. C .: "The Developping European Law of H u ­
man Rights. I.ayden 1967 , pp. 83-84.
(767) Reso 1uc ion del 18 de Abril de 1956, sesiôn de Granada
tie I Instituto de Derecho Internacional. Vease on Annuai­
re del I.D.Î. 1956. vol. 46, pp. 265-316, 358, 364, ô en 
Re s o I ur i ones î . I). 1 . de 1873 a 1956, pâg. 10.
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"cuando un estado pretende que el perjuicio 
sufrido por un nacional suyo, en su persona 
0 en sus bienes ha sido cometido en viola- 
cidn del D.I., cualquier reclamaciôn diplo­
mâtica o Judicial que se presente es inadmâ^
sible cuando exista en el ordenamiento jurl- 
dico interno de Estado demandado, vias de 
recurso a las que tenga acceso la persona pe£ 
judicada siempre que fuesen eficaces y sufi- 
cientes y que no hubiesen agotados dichos re 
cursos".
El répertorie de condiciones contenidas en esa defini- 
ciôn del Instituto, fruto de la experiencia Jurldica intema- 
cional, han de operar naturalmente en el ânimo de los exper­
tes y Juristes que integran la Comisiôn y el Tribunal europeo.
Por elle es de interés tener présente los conceptos enuncia-
dos por el Instituto D.I. para comprender mejor la puesta en 
prâctica de las reglas del Convenio. El Instituto de D.I. acon 
seja, pues, la interposiciôn de recursos que sean "eficaces y 
suficientes", cuestiôn muy discutible, a veces en el desarro- 
llo de les cases concretes. El artîculo 26 del Convenio, en 
cambio, ofrece matices diverses en su redacciôn francesa e in- 
glesa. El texte inglés dice;
"The Commission may only deal with the matter 
after all domestic remedies have been exhaus­
ted according to the generally recongnised 
rules of international law...".
Por el contrario el texte francés no hace expresa refe­
rencia al agotamiento de la totalidad de los recursos existen- 
tes, ya que simplemente dice: "...Qu'après 1'eppuissement des
vni ^s  Jp rproi t rs  I n t e r n e s . . . "  ( 2 6 8 ) .
I..T Comisiôn huho de tomnr posiciôn sobre tan importante 
extreme, y ba precisado qne el agotamiento conforme al articu- 
ie 7 6 "-n rofiere a los recursos que hayan sido Interpuestos 
ante lea fiibunales ordinarlos habiendo pues to en funciona- 
mionto "tndo el sis tema de recursos judiciales previstos por 
el n r d e n a m i o n  Io jurtdico del Estado demandado" (269).
El principio general sentado por la Comision presupone la 
utilizaciou y el agotamiento de todo el sistema de proteccion 
legal intorno, previamente a la interposiciôn de la demanda a n ­
te la Comisiôn. El acceso de las vîctimas a la Comisiôn se s u ­
per! i ta, p u e s , al previo agotamiento de la totalidad de los r e - 
cursos interuos, de acuerdo con la redacciôn inglesa del artî- 
culo 26.
la aplicaciôn prâctica del principio general ha suscita- 
r l n  diidas srth r e como ha de entenderse el concepto de la total i-
(268) "Pepnrtoirc de la lurisprudence relative â la Con ven ­
tion européenne des droits de l'homme", 1970, pâg. 266. 
Il ari. 2 del Protocolo Facultative del Facto Interna- 
c i onaI de los Derechos Civiles y Politicos, aprobado 
pu r las Mac loues llnidas el 16 de Diciembre de 1966 p a ­
ra establecer la competençia del Comité de Derechos hu- 
manos de las Maciones llnidas para admitir rec1amaciones 
individuales exige: "el agotamiento de todos los recur- 
sq^_J.nt c rnos di sponibles^*^. Véase Carrillo Salcedo, .J.A. 
"bofnmentos~R^sTcos de Maciones llnidas", Madrid, 1982, 
p â g . 155.
( 260) A': un to n® 332/56, en: Annuaire... vol. II, pâg. 309.
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dad de los recursos. Se entiende por recurso las distintas 
instancias a que da acceso el ejercicio de una acciôn. Y co­
mo dice el bien conocido procesalista Alcalâ-Zamora ha de 
comprenderse "no sôlo en el sentido estricto de medios impu| 
natives de las sentencias -quedan fuera al concepto de prim* 
ra instancia- sino recurso sinônimo de grades o instancias * 
que el normal ejercicio de una acciôn puede dar lugar" (270%
El criterio de la Comisiôn es, asimismo, muy amplio. II 
agotamiento ha de comprender "el conjunto del sistema de pr«- 
tecciôn legal tal y como es establecido por el ordenamiento 
jurldico interne". (Asunto 4897/71, de 22 de Marzo de 1972) 
(271).
En el mismo sentido y , precisamente, en términos généra­
les de la aplicaciôn del principio, Ruiloba se manifiesta dtl 
modo siguiente:
"La necesidad de agotar los recursos internis 
abarca el ejercicio de todos los procedimiin 
tos previstos en el Derecho interne, por mt-
(270) Alcalâ Zamora, N, entiende que no importa el nûmero yi 
que los grades podrân ser très o cuatro segûn el régi 
men establecido. En ob. cit. pâg. 85.
El recurso no se extiende a les-medios de que pueda vi 
lerse el individuo dentro de cada procedimiento para 
fundamentar su demanda. Ruiloba, E., ob. cit. pâg. 321,
(271) "H. Gussenbauer contra Austria", asunto n® 4897/11, ei 
Annuaire... vol. XV, pâg. 449, aqui pâg. 465.
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dio do los cuales el particular se dirige a 
un ôrgano compétente del Estado del que se 
pueda esperar una reparaciôn adecuada del 
dailo que origina la rcsponsabilidad interna­
cional" (272).
Se entiende, por tanto, que los recursos han sido agota- 
dns cuando el particular "concluya el ejercicio de los distin- 
tos prof-ndîmientos" establecidos por "los diferentes recursos" 
at que 'îu derecho de acciôn dé lugar (273).
En raznn de I articule ZCy del Convenio serâ necesario di - 
rigirsp primeramente a "todas las instancias" del orden jurl- 
d i r o tnterno que hubiesen podido evitar los efectos de "la pre 
son ta vif>laciôn de los derechos luimanos" (274).
En los recursos contemplados por el artîculo 26 se com- 
prenden, por un lado, "todas las acetones u otros recursos j u­
diciales" usual es ante los Tribunales del Estado demandado, ta 
les como la apelaciôn, el recurso de casaciôn, e inc luso el re 
curso ante el Tribunal constitueiona1. Es decir, todos los re­
çu rsos judiciales ordinaries y los recursos extraordinarios. Y 
por otro lado, habrâ de tenerse en cuenta también la eventuali
(272) Ruiloba, E., o b . cit. pâg. 324.
(27 3) Ruiloba, E., ob. cit. pâg. 325. 
(274) W I f»|i r i nphaus , IL, ob . cit. pâg. 689
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dad de las demandas por requerimientos dlrlgldos contra las 
autoridades administrâtivas asl como los recursos eventual- 
mente accesibles "ante los Tribunales administratives" (275). 
La regia del agotamiento se aplica, por tanto, de modo gene­
ral, con independencia del carâcter ordinario o extraordina- 
rio de los recursos internos. Y lo mismo es vâlido para los 
recursos ante las autoridades administrâtivas (276). La Comi­
siôn exige, pues, el agotamiento de todos los recursos exis­
tences en el ordenamiento jurldico interne. Y es de observar, 
por ello, que se comprenden, a su vez, los recursos constitu-
(275) Ibidem, pâg. 690.
(276) Vitta, E .: ob. cit. pp. 586-590. Vitta distingue, al 
analizar esta cuestiôn la operatividad de la regia en 
funciôn de la existencia de la ley interna que prevé 
el art. 6, el modo en que se configuran los recursos 
en los Derechos internos. Asl en Suiza considéra que 
la régla del previo agotamiento actuarâ solo frente a 
los recursos contra las leyes cantonales debido a la 
existencia del "recours des droits publics" o "Staats- 
rechtslichesBeschwerde".
En Austria, los particulares deberân agotar los recur­
sos existantes incluldo el recurso de constitucionali- 
dad ûnicamente frente a los actos legislatives y no 
contra actos administrativos.
En la R.F.A. el "Verfassungsberschwerde" es el recur­
so de constitucionalidad que podrâ ser ûnicamente ago- 
tado cuando lo hubieran sido los recursos ordinaries. 
Este recurso, por lo tanto, exige asimismo el agotamien- 
to de los recursos ordinaries en el âmbito interne, an­
tes de ejercer este recurso (que reviste carâcter ex- 
traordinario) Mertens, P.: ob. cit. pâg. 82. No consi­
déra que pueda aplicarse la régla a los supuestos de re­
cursos politicos.
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riniinips. f.as declsioncs de la Comisiôn son terminantes: el 
rp(|iii rente se haya obligado a agotar cualquier recurso inter 
no que tenga probabilidad de êxito de reparar el daho causa- 
d n . (Decisiôn de 11 de Noviembre de I960) (277).
Al hablar de todos los recursos establecidos por la 
ley interna, es de advertir que la Comisiôn ha tenido p r é ­
sente la necesidad de que se trate de recursos susceptibles 
rea1 men te de reparar el perjuicio ocasionado que motiva la res 
pnnsabîîidad internacional del Estado. Se ha de tratar de re­
cursos internos que span e ficaces y sufici entes (278). En e s ­
te sentido la Comisiôn comparte plenamente el julcio de valor 
sobre la materia sentado por el Instituto de D.I. en su sesiôn 
de Granada: los recursos que tenga acceso la persona p erjudi­
cada "siempre que fuesen eficaces y suficientes" .
El mismo principio se contiene en las decisiones de la 
Comis iôn respecte a la admisibilidad de los asun tos (279).
( 277) Asun to n® 712/60 en Annuaire..., vol. IV, pp. 401-407
(278) Robertson, II.A.: O b . cit. pâg. 162, se manifiesta en 
igual sentido.
Ruiloba, E., ob. cit. pâg. 305. Ante la efectividad y 
siiriciencia de los recursos déclina el carâcter ordi­
nario n extraordinario de los mismos.
(270) Asunto n ” 712/60 en Annuaire..., vol. IV, pâg. 365.
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En el asunto n® 4474/70 la Comisiôn manifesté que se 
exigen el agotamiento siempre:
"pourvu qu'elles se revalent susceptibles de 
fournir un moyen vraisemblablement eficace 
et suffissent de redresser les griefs formu­
lés, SUT le plan international, contre l'E­
tat défendeur; il ne suffit donc pas qu'un 
requérant exerce les recours internes qui 
lui sont ouverts au sein du dit article, il 
doit égalment faire valoir devant l'autorité 
judiciaire supérieure les droits il allège 
la violation" (280).
Conforme a los Principios de D.I. generalmente recono­
cidos en la materia es competencia de las autoridades naciona- 
les el determiner las normas y plazos que los individuos deben 
de respetar cuando se dispongan a recurrir ante las jurisdic- 
ciones internas.
Este principio general es, igualmente, bien compartido 
por la Comisiôn:
"Para conformarse a las disposiciones del ar­
tîculo 26, los requirentes no solo deben so-
(280) Asunto n® 493/60 en Annuaire... vol. IV, pâg. 303.
Asunto n® 4464/70 "Sindicato Nacional de la Policîa 
Belga c. Bélgica". Decisiôn del 28 de Mayo de 1971, en 
Annuaire..., vol. XV, pâg. 289. aquî pâg. 305.
En igual sentido véase: Annuaire..., vol. I, pâg. 147, 
Annuaire... vol. IV, pp. 153 y ss. Recueil VIII, pp. 
23-24. Annuaire..., vol. V, pâg. 187. Annuaire..., vol, 
VI, pp. 365 y ss.
505
meter sus asuntos ante las distintas jurisdic 
clones internas compétentes sino que ademâs 
deberân actuar dentro de los plazos légales 
por ellas establecidas".
En este sentido se pronunciarîa la Comisiôn en los asun- 
tos n® I9R/56 de X contra R.F.A. y Austria y n® 352/58 (281). 
En el primer asunto el requirente no probô suficientemente a n ­
te i a Comisiôn el haber agotado los recursos internos existen- 
tes contra Decisiôn de 1 Tribunal interno.
Y en el asunto n® 352/58, el requirente no habîa inter­
pues to el recurso c o n s t itucional en el plazo de un mes a p ar­
tir de la decisiôn del Tribunal compétente, de conformidad con 
lo prescrite en el artîculo 93 de la ley del Tribunal Federal 
Cons11 tueiona 1 (282).
Claro estâ que la Comisiôn se réserva, en todo caso, su 
facultad de eXaminar, si fuera precise, las reglas procesales 
internas. Entiende que pueden concurrir, a veces, circonstan­
ciés particulares aptas para eximir al requirente, de confor­
midad con los principios de D.I. generalmente reconocidos, de 
la obligacinn de introducir el recurso "en el plazo fijado por 
la legislaciôn nacional aplicable". Y es natural que el Conve-
(281) "X c. R.F.A.", Decisiôn 17 Diciembre de 1957. Fn An - 
nuaire..., vol. I , pp. 174-179. Asunto n® 352/58, "X c. 
R.F.A.", Decisiôn 4 Septiembre de 1958, en Annuaire..., 
vol. Il, pp. 34 2-344.
(282) "X r. R.F.A." en Annuaire..., vol. II, pâg. 407.
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nio confie, en principio, a los Estados contratantes la misiôn 
de interpretar las disposiciones pertinentes de su legislaciôn.
(283) Esta facultad usual del Estado no priva a la Comisiôn de 
su derecho a intervenir siempre que el demandante hubiese su­
frido una denegaciôn de justicia con motivo de dicha interpre­
taciôn o aplicaciôn. Sin embargo, la Comisiôn puede en la prâc­
tica, abstenerse de esa acciôn jurldica si la persona interesa 
da no alega ni establece que haya sido vïctima de tal abuso
(284).
La Comisiôn suele examinar, de oficio, si concurren o no 
las circunstancias particulares aptas para relevar al indivi­
duo de la obligaciôn de ejercer el recurso en el plazo legal.
En este sentido se ha manifestado en multiples asuntos litigio- 
sos (285).
Examinado con detenimiento las decisiones de la Comisiôn, 
sobre la calidad de admisible o no de las reclamaciones parti­
culares, nos encontramos con una llnea muy constante en torno
(284) Dane1lus H.: "Conditions of Admissibility in the Juris­
prudence of the European Commission of Human Rights", 
en R.D.H. 1969, pp. 284 y ss.
Eustathiades C.T.: "La responsabilité internationale de 
l'Etat pour les actes des organes judiciaires et le pro­
blème du déni de justice en droit international" Paris 
1936 y "Les recours individuels à la Commission euro­
péenne des droits de l'homme" en Festschrift fur Jean 
Spiropoulos. Bonn 1957, pp. 111 y ss.
(285) Danelius, H.: ob. cit. pp. 284 y ss. Sulliger D., ob. 
cit. pp. 143 y ss. y 154 y ss.
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ni reqtii 5î i.fo previo del agotamiento pleno de los recursos in­
ternes .
Al margen de las instancias cnncernientes a los procedi 
mientos judiciales ordinarlos -objeto de consideraciôn aparté 
vamos a seRalar unos cuantos relatives a los recursos adminis 
trativos y ronstitue 1o n a l e s .
a ') Recursos administrativos.
En el asunto n® 165/56 (X c. R.F.A.) se alegaba la vio- 
I ne iôn del art. 9 del Convenio que concierne a la libertad de 
"peusami o n t o , conclencia y religion". En su Decisiôn de 29 de 
septiembre de 1956, la Comisiôn declarô inadmisible la demanda 
debido a que el requirente no habîa ejercido el "recurso adm i- 
nistratiyo" de que disponîa, en contra de las decisiones a d m i ­
nistrât i vas que alegaba (286). Igual criterio se observô en 
el asunto n® 172/56 (287), en el que conviehe destacar la re- 
Ferenria singular de la exenciôn del deber del agotamiento, co 
mn seRalamos anteriormente.
El requirente "no habîa ejercido el recurso de apela- 
r iôn" an te los tribunales internos, y no concurrîan "circuns-
1286) Decisiôn de 29 de septiembre de 1956 en el Asunto n ” 
165/56 en Annuaire..., Vol. 1, pâg. 20.3-204.
( 287) Asunto "X r. Sure i a" en Annuaire..., vol. I , pâg. 211-
2 19.
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tancias especiales" que justificasen eximirle de tal obliga­
ciôn (Decisiôn de 20 de diciembre de 1957). En el asunto 266/56 
se discutîa la supuesta violaciôn del respeto debido a la in- 
tegridad flsica, libertad y seguridad personales (art. 3, 4 y 
5, p£® 1°). Asimismo se trataba de un refugiado de antigua na 
cionalidad polaca, residente en la Repûblica Federal de Alemania 
y bajo el control del alto Comisariado de las Maciones Unidas 
para los Refugiados. En este caso la Comisiôn declarô inadmi­
sible la instancia, también, por falta del agotamiento de los 
recursos internos: "le requérant n ’a introduit auncun recours 
devant les tribunaux allemands". El requirente no habîa ofre- 
cido, a las autoridades alemanas, "la posibilidad de reparar 
el perjuicio ocasionado", porque se limité a dirigir una car­
ta al funcionario pûblico encargado de vigilar el procedimien­
to de indemnizaciôn, y, naturalmente esta simple comunicaciôn 
personal podîa ser considerada como "circunstancia particular 
que le relevara del deber del agotamiento (288).
El tema de los recursos administrativos es de gran sig- 
nificaciôn en la tarea de la Comisiôn, porque una gran multi- 
plicidad de casos recaen sobre esa materia. Y es natural que 
sean muy abundantes las decisiones de la Comisiôn, porque las 
libertades personales suelen ser, en primera instancia, vigi- 
ladas generalmente, por las autoridades administratives y sus 
funcionarios (289).
(288) Asunto "X c. R.F.A.", Decisiôn 7 Marzo 1956.
N® 226/56, en Annuaire..., vol. I, pp. 142-143
(289) Dominicé, C., ob. cit. pâg. 9 y ss.
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h') Recursos a n te Tribunales Constitucionales.
En es Fera de acciôn de los Tribunales constituciona les 
se ba extendido en la prâctica jurisprudencial interna con 
motivn de la ratificaciôn del Convenio por los Estados. Ha si^  
do tema mny polémico en la doctrina que la Comisiôn se ha vis- 
to linmada, mâs de una vez, a abordar y définir con firmeza 
(290) .
la discusiôn se centra en la obiigatoriedad o no para el 
individuo de tener que agotar los recursos ademâs de ante los 
Tribunales ordinaries, ante el Tribunal constitucional inter­
ne, con el Fin de lograr la reparaciôn debida en los supuestos 
de dafins ocasionados, a veces, por los Funcionarios pôblicos 
del Estado.
Tratândose de las libertades fondamentales del hombre, 
pa r o d a  aconsejable que las personas lesionadas o vîctimas de 
i n F r a c c i ô n aIguna en virtud del Convenio no dejasen de agotar
(29(1) l.a A s,a mb lea Pa r lamentaria del Consejo de Europa en su 
Recomendaciôn 7 5 7 (1975), teniendo como base las con- 
cI us iones que habîan sido adoptadas por la reunion ce - 
1ebrada por la Comisiôn de Asuntos Jurîdicos de la Asam 
blea con los Ombudsmans y los Comisarios parlamenta- 
rios de los Estados miembros de 1 Consejo. Reuniôn que 
(iivo lugar del 18 a 1 19 de Abril de 1974. La Asamblea 
lecnmiendn al Comité de Ministros que invite a los Es - 
tndos miembros a instaurar estas inst ituciones a nivel 
nn solo nacional sino regional o local. En Assemblée 
Pa r I rmeii t a i re . Recueil des Textes 1977, pâg. 912.
510
los recursos, incluso ante los tribunales constitucionales, 
a fin de obtener la reparaciôn debida (291).
Por parte del Estado existla., también, un innegable in 
terés en ofrecer al individuo nuevas vlas internas que repa- 
rasen daflos o injusticias, sin verse obligado, el Estado, c m  
excesiva frecuencia, a someterse a un procedimiento reparad«r 
de carâcter internacional. La Comisiôn ha tratado de armoni 
zar en la prâctica los intereses contrapuestos, a fin de sa]- 
vaguardar mejor la protecciôn de los derechos del hombre (2*2)
Hoy en dîa es muy diâfana la concepciôn de la Comisiôi 
sobre el tema: Los individuos deben de hacer uso y agotar, li 
existen, los "recursos constitucionales" antes de invocar 1j 
intervenciôn de la Comisiôn. De lo contrario, las demandas )ar 
ticulares serân declaradas inadmisibles.
En e*fecto, el recurSo constitucional es, como dice la 
Comisiôn, un "recurso interno" que en principio queda inclu.'- 
do en el campo de aplicaciôn de las disposiciones del artlci- 
lo 26 del Convenio y cuyo agotamiento ha de ser practicado )or 
la persona interesada (293). Se trataba de materia que era le
(291) Decisiôn de la Comisiôn de 19 de Junio de 1957, en el
Asunto de "X c. R.F.A." en Annuaire..., vol. I, pp.
145-146.
(292) Sulliger, D., ob. cit. pp. 143 y ss.
(293) "X c. R.F.A.", Decisiôn 31 Mayo 1956, Asunto n® 27/55
en Annuaire..., vol. I, pp. 138-139.
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In compeirnrla del Tribunal Federal Constitucional (de la Re - 
piîlilica Federal de Alemania).
l.a obiigatoriedad del agotamiento de los recursos cons- 
t i tne ionales no se circunscribe a los nacionales del Estado 
demandado, sino, también, conforme a los principios générales 
del Convenio, se extiende a los residentes en aquêl, sean per 
s n n a s TTsicas o jurTdicas. En este sentido, es de recordar el 
Asunto n ® 712/60 -Retimag contra Repdblica Federal de Ale ma­
nia . Se trataba de una sociedad s u i z a con bienes sitos en la 
RepFiblica Federal de Alemania cuya propiedad le fue confisca- 
da por baber servldo y sido utilizada por el Partido Comunis- 
ta , declarado ilegal y disuelto.
la Comisién déclaré inadmisible la demanda por falta del 
agotamiento debido de los recursos internos, entendié que aun 
t ra tândose de una sociedad extranjera -Retimag-, ésta se b a ­
il aba obligada a agotar los recursos internos, y, a tal fin 
disponîa de un recurso ante el Tribunal Constitucional. Si 
Re t i man tenla diidas acerra de la obligaciôn del agotamiento no 
se le podia, por ello; eximir del ctimplimiento de su deber 
(2 9 4 ). Tenla que b a c e r lo posible por resolver dicbas dudas 
ante la jurîsdicclôn interna compétente ya que el artîculo 19 
de la Constituciôn que garantiza los derechos Fondamentales 
también a las personas jurîdicas, por tanto, es este caso el 
derocbo de propiedad. Segfin la Comis iôn Retimag dcbla haber 
pjercitado el recurso ante el Tribunal Federal Constitucional 
de Karlsruhe.
(294)  Asunto n" 712/ 60  "Retimag c.  R.F.A.", en Annuaire..., 
vol .  IV,  p â g . 384.
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El artîculo 19 de la Constituciôn deberla ser interpre- 
tado en el sentido de que también las personas jurîdicas ex- 
tranjeras deberlan ejercitar dicho recurso ante el Tribunal 
Federal Constitucional (295). -La demanda séria declarada inad 
misible-. En el asunto n* 1470/62 Ernst Niekisch contra R.F.A. 
Decisiôn de 14 de Julio de 1966 (296).
La Comisiôn declarô, igualmente, la demanda inadmisible 
en aplicaciôn del artîculo 27, pârrafo 3 -inadmisibilidad en 
razôn del artîculo 26: no agotamiento de los recursos inter­
nos-, porque el recurso existente ante el Tribunal Constitucio 
nal Federal, consideraba como un "recurso dentro de la aplica­
ciôn del artîculo 26 del C.E.". La Comisiôn afirmô que no 
concurrîa en el caso, "ninguna circunstancia particular" que 
eximiese del cumplimiento de dicha obligaciôn.
De conformidad con los principios générales de D.I. ge­
neralmente reconocidos, la Comisiôn estimô, a su vez, en el 
asunto n® 261/57 (297) que el requirente no habîa ejercido el 
recurso de que disponîa para apelar contra la decisiôn inter­
na que desestimô ante el Tribunal Federal Constitucional.
(295) Castberg, F., ob. cit. pâg. 44.
(296) En Annuaire..., vol. IX, pâg. 103,
(297) En Annuaire..., vol. I, pâg. 258.
Es (le observar que en materia del agotamiento de los re 
cursos, la Comisiôn sue le hacer frecuente invocaciôn a los 
principios del D.I. generalmente reconocidos, y no solo po r ­
que sea prâctico para la interpretaciôn del artîculo 26 de la 
Convenciôn. A veces, ofrece matizaciones dignas de examen, co 
mo sucede en la decisiôn de 8 de Enero de 1959 en el asunto n® 
222/56 (298).
En este caso, la Comisiôn précisé que son los principios 
de D.I. generalmente reconocidos los que determinan "si un 
recurso interno debe o no ser agotado", con anterioridad a la 
interposiciôn del recurso ante la Comisiôn. Y conforme a di- 
cbos principios generates, se considéra también que los "r e ­
cursos légales constitucionales deberân ser agotados" antes de 
lecurrir ante la Comisiôn. Y esta norma bâsica no puede dejar 
de cumplirse, aunque los Tribunales internos hagan uso de una 
versiôn linguîstica de I artîculo 26 distinta del francés o in - 
g|és. Es lo que ocurriô con la decisiôn de I de Septiembre de 
1957. El requirente alegaba la dis tinta interpretaciôn del a r ­
tîculo 26 realizado en la versiôn alemana y la Comisiôn no e s ­
timô ese razonamiento como suficiente para eximir al requiren­
te de la obligaciôn del agotamiento, porque la Comisiôn, al in 
t e rp re ta r la aplicaciôn del Convenio, solo podîa basarse en 
los rinicos textes que dan fé, que son exclus! vamente el fran­
cés o inglés (299).
(298) En Annuaire..., vol. II, pp. 344-345. Aquî pâg. 352.
(299) "X contra R.E.A.", Asunto n® 222/1956 en el que la Co 
mi siôn estimô ()ue no podîa invocarse la redacciôn del
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La mîsma doctrina sostuvo la Comisiôn en relaciôn con la 
Repûblica Federal de Austria, en el asunto n* 1706/62, X con­
tra Austria, Decision de 4 de Octubre de 1966.
Considerô que les términos del articule 26 del Convenio 
son suficientemente explicites sobre el previe agotamiente de 
les recursos internes y que el requirente se hallaba para ape- 
lar ante el Tribunal Censtitucienal, y ne se habia agotade "el 
recurse interne del que dispenia conforme al derecho austriace" 
y tampece, se daban circunstancias particulares que pudieran 
dispenser de diche agotamiente (300).
El limite temporal de les seis meses del articule 26 del 
Convenio puede ser ebjete de multiples adaptacienes que, sin 
alterar su esencia, introduce medificacienes estimables. La in- 
terpretacidn juridica de esta cuestiôn es tan esencial que con- 
diciona tede el sistema de pretecciôn de les derechos humanos 
del Convenio. La importancia de la inter relaciôn existante en­
tre Derechos substantive y procesal del Derecho interne se evi-
art. 26 en lengua alemana. Debido a que les textes 
que dan fé son ûnicamente el inglês y francés, en 
su decisiôn de 8 de Enero de 1958, la Comisiôn dé­
claré textualmente: "el suffit de souligner que les 
seuls textes qui fassent foi sont les textes anglais 
et français de la Convention, qui a été signée %, Ro­
me le 4 Novembre 1950", en Annuaire..., vol. II, pp. 
344-352, aqui pâg. 351.
(300) En Annuaire..., vol. IX, pâg. 175.
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La excepciôn consagrada por la Comisiôn respondia a los 
principios humanitarios que le compete amparar.
Porque la reclamaciôn de Becker ponîa en evidencia la 
situaciôn de una permanente perdida de libertad personal, que 
vuineraba el ejercicio de determinados derechos civiles por 
tiempo indefinido. Y esta "situaciôn violatoria permanente" 
fue probada debidamente ante la Comisiôn -Decisiôn de 9 de Ju 
nio de 1958-.
2. Validez relative del plazo segûn sea la naturaleza 
del daflo.
Es prévisible que las autoridades internas puedan apor- 
tar resoluciones sobre un asunto en el que entren en juego 
distintas clases de perjuicio sufridos por el requirente, ha- 
biendose dado una decisiôn de carâcter definitive que solo 
concierne a una parte de los daftos causados, subsistiendo la 
posibilidad de interposiciôn de nuevos recursos. La Comisiôn 
tuvo, en efecto, que pronunciarse sobre el caso del requiren­
te que reclama distintos perjuicios derivados del procedimien- 
to interno en el que existen todavia otros recursos posibles, 
al margen de la decisiôn definitive para una parte de los da- 
ftos ocasionados (303).
De acuerdo con la prâctica de la Comisiôn en otros su- 
puestos se suscita, tambiên, en este caso concreto la eventua-
(303) Chapez J .: Ob. cit. pâg. 200.
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lidnd <!p tiiavlz.ir el rigor del plazo establecido teniendo en 
cuenta: "Las circunstancias, la naturaleza y condiciones de
cada unn" de los dados suFridos. A este problema se refiere 
eI asunto n ” 343/57. Se trataba de esclarecer si el particular 
podia pi esen tar la demanda ante la Comisiôn en el plazo de 
seis meses sôlo con respecto a las reclamaciones materiales 
concretas para las que se carezca ya de recursos internes, o 
si, por el contrario, no seria precise supeditar la peticion 
a I agotamiento de otros recursos posibles en relaciôn con "la 
totalidad de la demanda". La Comisiôn condiciono en este c a ­
so la apiicaciôn de la regia general a la calidad o la "natu- 
raieza do los daOos" reclamados (304).
3 . L a ad mis i b i 1 idad del reciirso interpuesto fuera del 
p 1a zo de los seis m e s e s .
ni requirente puede haber acudido a la Comisiôn fuera 
del plazo estricto de los seis meses y , sin embargo, ser ad - 
mitida su peticiôn. F.nunciado asî el problema, es precise, 
vet cnmo la Comisiôn exp1 lea y justifica la excepcion intro- 
durida a I limite temporal. R1 hecho se ha producido, con m o ­
tive de la admisibitidad, en el asunto "Iversen contra Norue- 
ga" (305). P,l Cobierno noruego objetô que la peticiôn de Iver-
(301) Asunto n " 343/56on Annuaire..., vo .11, pôg. 4 13.
(305) Asunto n" 1468 "Iversen c. Noruega", en: Document A,
86.64 1 de 17 de Diciembre de 1963, en Recueil des De
ci s ions, 12, p ô g . 80.
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sen habfa sido registrada dos dias después de haber transcu- 
rrido el plazo de los seis meses, a partir de la decisiôn in­
terna definitiva.
En realidad, el requirente se habia dirigido por carta- 
reclamaciôn dentro del plazo reglamentario, si bien hubo de 
suplir y perfeccionar posteriormente "a peticiôn de la Comi­
siôn", fuera del plazo, ciertos defectos de que adolecîa su 
primera comunicaciôn.
i A partir de que momento se consideraba presentada la 
demanda ante la Comisiôn a efectos del cumplimiento del plazo 
de los seis meses?.
La decisiôn de la Comisiôn considéré como fecha de pre- 
sentaciôn de la demanda, el momento en que fue recibida la car 
ta-reclamaciôn del requirente (306) y desestimô la excepciôn 
del Gobierno noruego alegando a la presentaciÔn fuera de pla­
zo .
Aparentemente, no dejaba de carecer de cierta base la 
excepciôn del Gobierno noruego, pues habla razonado que el 
momento decisivo para el cômputo del plazo solia ser el depô- 
sito de las reclamaciones en debida forma ante el Secretario 
General del Consejo de Europa (art. 48/2) y que la carta pri­
mera del requirente no se podia estimar como una verdadera y
(306) De 12 de Junio de 1962, la Comisiôn recibiô la carta 
que habia sido escrita por el requirente el 8 de Ju­
lio de 1962.
ojfl
nxpIfcît.T formulaciôn de la reclamaciôn (307).
Parecc bien jn^tiClcada la interprctaciôn liberal de 
Ia romi<:iôn. Por un lado se habia enviado dentro de 1 plazo 
la carta primera que seôalaba la supuesta vlolaciôn del Con 
venio. Y por otra parte, el depôsito complementario de la 
reclamaciôn y efectuado an te el Secretario General se debla 
al p r o p Io requerimiento de informaciôn por parte de la Comi 
s ion (308). Tambiôn en el asunto n " 4429/70 la Comisiôn o b - 
servô que la primera carta del requirente indicaba de modo 
suficiente, a juicio de la Comisiôn, la voluntad de 1 p a rt i­
cular dp formular la reclamaciôn, al mismo tiempo que perfi 
Iaba, 'Me algôn modo" su naturaleza (309).
(307) Ibidem, pMg. 80. Hl articule 48/2; para el cômputo 
deI plazo, sôlo se toma en consideraciôn la fecha 
de depôsito ante el Secretario General del Consejo 
de Puropa. F.n Annuaire..., vol. I, pôg- 79.
SIn embargo, de conformidad con el art. 38, en prin- 
ripio, la demanda se considéra introducida con p r i m e ­
ra comunicaciôn del requirente, exponiendo, incluso 
süinâ rlamente, ëT ob j e to de la demanda. La Comisiôn, si 
lo estima oportuno, puede decidîr otra fecha.
(308) l.a carta-reclamaciôn adolecîa de ciertos defectos. La 
Comi s i ô n , compl-tada la informaciôn requerida regis -
t rn la reclamaciôn el 18 de Junio de I9ô2.
(309) Décision de la Comisiôn de 1 de Febrero de 197 1, en 
el asunto n" 4429/70, "X c. R.F.A.", en Recueil des 
Décisions 37, pp. 109-110 y en Castberg, F . ,  ob. cit. 
pag. 55 y Morrison C., O b . cit. pp. 83-84.
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. Naturalmente, la Comisiôn suele pondérât mucho las cir 
cunstancias especfficas de los casos concretos, tomando en 
consideraciôn los elementos de hecho y las motivaciones pré­
cisas que sea equitativo âtender. Es, en realidad, el anâli- 
sis de las causas del intervalo de tiempo transcurrido desde 
la remisiôn de la carta-comunicaciôn de los particulares y el 
deposito mâs fundado de la reclamaciôn. De esta suerte, si la 
apiicaciôn estricta del limite temporal résulta "excesiva", la 
Comisiôn asi lo decide en funciôn de los intereses humanos di£ 
nos de protecciôn (310).
4. El plazo y la notificaciôh interna.
En principio, el cômputo del plazo de los seis meses se 
inicia a partir de la notificaciôn de la decisiôn interna de­
finitiva al particular interesado. îQué ocurre si transcurre 
un cierto làpso de tiempo entre el momento de la adopciôn de 
la sentencia interna y el instante en que se hubiese notifi- 
cado al requirente?. El criterio general de la Comisiôn es el 
de antes sehalado. En el asunto n* 899/60, quedô bien claro 
que el plazo de los seis meses se cuenta a partir del momento 
en que el requirente ha sido notificado (311).
Este criterio general no es absolute. En efecto, la Co-
(310) y en virtud de lo que establece el art. 38, 3 de su 
Reglamento interno" la Comisiôn puede, si lo estima 
necesario decidir otra fecha"en Recueil des Textes, 
pâg. 309.
(311) Asunto "A a.o. c, R.F.A." en Recueil des Décisions 
vol. 9, pâg. 4.
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misiôu liuho de fidaptnrlo, también, a las circunstancias espe- 
ciales de los casos concretos. Una de las principales excep- 
ciories es el supuesto de negligencia por parte del requiren­
te, ya que puede ocurrir que el requirente tenga conocimiento 
de la decisiôn interna stn baberle sido notificada a su d ebi ­
do tiempo. Por ejemplo, si el requirente no ha solicitado no 
se ha interesado por conocer y obtener una copia de la d e c i ­
siôn interna. La Comisiôn ha abierto prôcticamente, el camino 
a excepcinnés de ese carâcter en razôn deI principio clSsico 
de la huena Fe.
C . Excepciones: "circunstancias especiales" . 
a) JurispTudencia consag rad a.
R! Convenio estipula la régla del agotamiente de los re 
cursn<; internes s in introducir excepciôn alguna a su api ica- 
cîôn, l.n régla ha de ser, en cambio, interpretada y puesta en 
practîra de acuerdo con los "principles del Derecho internacio 
nai geueralmente reconocidos" (.312).
n  reenvîo que efectôa el articule 26 del Convenio al 
Derecho l n te rnac lona 1 comtin ha scrvido de base a la Comisiôn 
para temperar el rigor de la régla con la admisiôn de excepcio 
nés razonables dimanantes de circunstancias especiales asenta - 
da en I a «% noriones perennes de la buena fô y de la equidad
(312) Rrriioil des Textes, p ô g . 108
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que inspiran los sistemas jurîdicos en general y adquieren 
mayor estimaciôn y valor cuando se trata, dlrectamente, de 
los derechos fondamentales del hombre (313).
La doctrina y prâctica jurisprudencial del Convenio ha 
ido adecuando la régla categôrica del agotamiente a un ré­
pertorie de excepciones vâlidas y admitidas por la Comisiôn y 
el Tribunal Europe©, cuyo estudio es indispensable para el 
buen conocimiento, a su vez, de la reparaciôn debida en caso 
de infracciôn.
La idea de las excepciones a la régla del agotamiente 
constituye, hoy en dîa, un criterio interr.acional de carâcter 
jurisprudencial que habia sido consagrado ya, anteriormente, 
en los ordenamientos jurldicos nacionales. En principio es la 
norma clâsica de "impossibilium nülla obligatio est" (314).
En armonla con el criterio general, la Comisiôn y el Tr^ 
bunal europeos han ido definiendo en sus decisiones y senten- 
cias las circunstancias peculiares que posibiliten la excep­
ciôn a la régla.
Es notorio pues, que el individu© o requirente pueda 
invocar "una imposibilidad" o una "circunstancia particular" 
que le exima de la obligaciôn del agotamiente previo de los 
recursos internes.
(313) Spatafora, E.: Ob. cit. pâg. 110
(314) Dig. 6* 17, 185, Bas. 2, 3, 185.
r" c21
RI primer condicionamiento estnblecido por la Comisiôn 
para la even tua 1Idad de la admisiôn posible de la excepciôn 
es el que concierne a la prueba de la concurrencia efectiva 
de I as circunstancias peculiares: "al requirente incumbe -di 
ce la Comis ion- aportar la prueba que sirva de fundamento a 
sus alegaciones".^Asunto 222/56).
Esta norma sobre la asignaciôn al requirente de la prue 
ba habla sido recogida en el reglamento interno de la Comi-
"l,a parte requirente debe proporc ionar los 
elementos que permita establecer que las con 
die tones del articule 26 se encuentran cum- 
p1 Idas" (art. 2) (515).
Y la Comisiôn ha recordado la debida apiicaciôn de e s ­
ta iiorma en mrtltiples decisiones (316). Textualmente ha de - 
c l a r a d o :
"Segôn los principios de D.I., se considéra 
causa eximente de la obligaciôn del agota- 
miento aquel supuesto en el que el requiren­
te hubiese probado la concurrencia de c i r ­
cunstancias especiales" (317).
(3 15) Asunto n ” 222/56, en Recueil des Décisions, vol. II, 
p ô g . 344.
(3 16) Asunto tt'’ 2004/63, Recueil des Décisions, vol. l Y , pôg. 
305. Asunto n ’ 712/60, Recueil des Décisions, vol. TV, 
p a g . 38 5.
(317) De, t s i 6n 12 Octubre 1957, Asunto n" 299/57, en A n n u a i ­
re.. . , vol. n, pp. 193- 195.
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Las circunstancias peculiares que eximen al requirente 
del deber del agotamiento de los recursos internos son mdlt^ 
pies. Y es necesario exponer una clasificaciôn de las mismas 
para la mejor inteligencia de la concepcidn admitida y vâlida 
para la Comisiôn y el Tribunal Europe©.
Procurâmes observât un criterio que sea lo.mâs sistemâ- 
tico y sencillo posible, pues no existe aûn armonla plena so­
bre el particular entre los diverses autores que han aborda- 
do el tema (318). Por nuestra parte nos atendremos a la clas^ 
ficaciôn siguiente:
1) Los sistemas jurldicos y los Tribunales internos sue- 
len atribuir una gran significaciôn y trascendencia a la defi- 
niciôn de nociones y criterios que sean reiterados, jurispru- 
dencialmente, en el seno de sus ordenamientos internos. Es la 
teorla anglo-sajona y pragmâtica de los "precedentes o la teo- 
rîa continental de la jurisprudencia como fuente del Derecho".
Es tambiên notorio que los tribunales de arbitraje e in 
ternacionales han asignado importancia considerable a los cri^  
terios establecidos en casos litigiosos anâlogos, si bien no 
suelen considerarse juridicamente obligados por ellos.
La tendencia prédominante en Derecho Interno e Interna- 
cional ha sido, igualmente, tomada en consideraciôn tant© por
(318) Antonopoulos N.: Ob. cit. pâg. 63.
Amerasinghe, C.F.: Ob. cit. pâg. 294. 
Wiebringhaus, H.; Ob. cit. pâg. 699.
) 6 1
1 ;i Comisiôn como por el Tribunal Europeo (319).
Rn este sent.ido, el criterio de la " jnrisprudencoa con- 
sagrada" fue admitida tambiôn por la Comisiôn, en el asunto 
n" 27/55 (320). Se declarô enfonces textualmente:
"... la concurrencia de circunstancias es pe­
ciales en el asunto, como por ejemplo: una 
jurisprudencia consagrada que tendrfa la n a ­
turaleza de eximir aJ requirente del agota­
miento de los recursos internos de conformi­
dad con los principios de D.I. generalmente 
reconocidos".
(gual actitud fue adoptada en los asuntos n ” 261/57 y 
n" 222/56. Cahe observar que la nociôn de "jurisprudencia con 
s a g r a d a" ha de entende rse de conformidad, en primer termine, 
con I principios del D . T . generalmente reconocidos, a que se 
refiere el articule 26 del Convenio.
No se trata, claro esté, esenciaImente, de la jurispru­
dencia interna, sino de la de carôcter internaciona1. S in e m ­
bargo, no ha de rechazarse la posibilidad de que la Comisiôn 
dodttzca criterios concretos de excepciôn a la régla del agota- 
mienfo, en funciôn de las prôcticas e in terpretaciones de las 
i II r i s p rude ne I as nacionales .
(319) A n t o n n p o u 1 o s , N.: O b . cit. pp. 63-67, aqui pp. 63-64
(320) Decisiôn de 11 de Mayo de 1956, en Annuaire..., vol. 
I , j>p . 139.
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Precisamente existen ya précédantes en este sentido; 
en el asunto 27/55 y el asunto 222/56 la Comisiôn que podrâ 
ser considerada como circunstancia particular la existencia 
de una jurisprudencia consagrada por la jurisdicciôn interna. 
Circunstancia de naturaleza a dispenser al requirente de la 
carga del agotamiento de los recursos internos ante esta ju­
risdicciôn interna.
Naturalmente, el criterio expuesto ha de ser vâlido, en 
el futuro, para el cuerpo de doctrina que va elaborândose en 
razôn de la praxis de la Comisiôn y del propio Tribunal euro­
peo (321).
b) Recursos que reiteran decisiones anteriores.
Este supuesto de excepciôn es bien reconocido. Y es na­
tural que constituya una de las circunstancias de excepciôn, 
no siendo necesario agotar, como dice la Comisiôn, "el recur- 
so a los tribunales internos que tuviera por resultado la repe 
ticiôn de una decisiôn ya emitida". Esta circunstancia especial 
puede darse en el asunto en litigio o en otro de anâloga natu­
raleza (322).
La misma excepciôn se adoptô en el asunto n® 808/60. El
(321) Decisiôn de 16 de Diciembre de 1957 y Decisiôn de 8 de 
Enero de 1959. En Annuaire..., vol. II, pp. 344-352. 
Asunto 899/50 "A. a.o. c. R.F.A." en Recueil des Dé­
cisions n® 9, pâg. 4 y ss.
(322) Amerasinghe, C.F,: Ob. cit. pâg. 294.
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roqni rente liabî,! R ido vtctimfi de una violaciôn del articulo 6 .  
Y debido a que los tribunales internos -austrlacos- se habîan 
pronunciado, negativnmente, en una reclamaciôn en contra del 
mismo artlculo no era y a , por tanto, precise el agotamiento, 
en vis ta de la sentencia anterior (325). Igualmente son dignos 
de mène i ô n , en anôlogo sentido, el asunto n® 5 1 5/59 (324), el 
asunto 5 14/59 (325) y el asunto n® 23ô/ô3 (326).
c) Lentitud o prolongaciôn Indebida del procedimiento.
La buena admini s traciôn de Justicia comporta un desario- 
l1o regular del proceso con plazos razonables y una cierta agi^ 
lidad en la atribuciôn de la reparaciôn debida en caso de in -
frarciôn legal. Este principle general esté inserto en los fi-
nf»s perseguidos por el Convenio (327) y ha de se r pues to en 
prôctica con la môxima justeza posible cuando se trata de los
derechos fondamentales de la libertad y de la dignidad de la
persona humana (328).
(323) Asunto n® 808/60 en Annuaire..., vol. V, pôg. 202.
(324) En Annuaire..., vol. III, pôg. 202.
(325) En Annuaire..., vol. Ill, pâg. 203.
(326) En Annuaire..., vol. VIT, pâg. 224.
( 327) PreômbuIo def Convenio; "Garantia colectiva de las li
be r tades fondamentales", en Recueil de Textes, pâg. 102.
( 328) Art. 5"; "Derecho del de ten ido o arrestado a ser juzga- 
dn en un plazo razonable", y art. 6® en Recueil des Tex 
tes, p p . 10 3- 104.
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El principio no podla dejar Je ser aplicado con rigor 
en la interpretaciôn y cumplimiento de las normas convencio- 
nales relatives a los recursos internos, cuyo agotamiento per 
mite el desarrollo del sistema de protecciôn estatuido por el 
Convenio.
Séria atentatorio contra los derechos proclamados por el 
Convenio que la tergiversaciôn intencionada o négligente o sim 
plemente efectiva de la régla del agotamiento entorpeciese, d_i 
ficultase o impidiese en la prâctica el reconocimiento y el 
respeto que merece la norma substancial que postula que la vio- 
laciôn y el dafto han de ser reparados debidameiite (329).
La Comisiôn ha estado muy atenta a la necesidad de adop­
ter y condicionar la validez de la régla del agotamiento a las 
"circunstancias especiales" que justifican y exigen una buena 
administraciôn de justicia en torno a la vida y derechos huma­
nos de las personas integradas en la sociedad democrâtica del 
âmbito del Convenio.
En efecto, la Comisiôn ha establecido que la "prolonga­
ciôn indebida" de la reparaciôn por parte de las autoridades 
internas, una vez introducido el recurso, "librarâ al indivi- 
duo de tal obligaciôn" (330). Decisiôn de 31 de Mayo de 1956 
en el asunto n® 27/55 (331).
(329) Vitta, E.: Ob. cit. pâg. 579.
(330) En Annuaire..., vol. I, pâg. 138.
(331) Asunto n® 222/56, "X c. R.F.A.", en Annuaire..., vol. 
II, pp. 344 y ss. Asunto n® 214/56, en Annuaire..., 
vol. II, pâg. 238.
Gin embargo, la falta dc decisiôn interna definitiva no 
serl cntisiderada como "circunstancia particular" de excepciôn 
a la r*’gla, si la "prolongaciôn anormal" se debe a la interpo­
siciôn por parte del individuo de nuevos recursos, y por ello 
no so hubiese dado artn la decisiôn interna definitiva en el 
momento de la presentacion de la reclamaciôn ante la Comisiôn
(332) .
P.n la puesta en prâctica de la excepciôn a la régla, 
la Comisiôn ha procurado basarse en la equidad para evitar 
que la interpretaciôn "estricta" de la régla pudiera limitar 
al mâximo el âmbito de apiicaciôn del principio (333). Asî en
el Asunto n® 568/59 (334).
Ciertamcnte, la Comisiôn ha procedldo con cautela cuan 
do admite que la prolongaciôn indebida del procedimiento pue­
de constituir una circunstancia particular que releve al r e ­
quirente de la obligaciôn del agotamiento. Por un lado e s t i ­
ma que corresponde al requirente probar lo bien Fundado de 
sus alegaciones sobre esta cuestiôn (Asunto 222/56).
Y, por otro lado, réitéra su juicio general de que "el 
carâcter razonable de la duraciôn del procedimiento" debe 
aprec i a rse en cada caso concreto y atendiendo a las circuns- 
tancins especiales que on cada caso concurran (335).
(332) Decisiôn de 16 de Diciembre de 1955 en el asunto n °
38/55. Vease decisiôn de 30 de Mayo de 1956, en el
asunto n® 1 55/55 , en Annuaire..., 1, pâg. 1.37.
(333) Antonopoulos, N.: O b . cit. pâg. 64.
(334) Vôanse Asiintos n® 514/59, en Annuaire..., vol. Ill,
pâg. 197, Asunto n® 290/59 Ibidem, pâg. 215. Asunto 
n® 458/59 Ibidem, pag. 237. Asunto n® 603/59, Ibi­
dem, pâg. 297.
(335) Art. 6® del Convenio, pârrafo I. En Recueil des T e x ­
tes, pâg. 104.
530
Es de observar que el pensamiento de la Comisiôn euro- 
pea parece haber tenido buen eco fuera del âmbito de aplica- 
ciôn del Convenio, Nos referimos concretamente al artlculo 35 
de la Convenciôn americana de 1968, que llega a considé­
rai" el "retarde malicioso en la deciilôn de taies recursos" 
como una circunstancia concluyente que exime de la obligaciôn 
del agotamiento.
La Comisiôn no ha vacilado en oponerse a la apiicaciôn 
mecânica de la régla comentada si de su riguroso cumplimiento 
pudiera generarse una denegaciôn efectiva o un retraso inex­
plicable del reconocimiento de los principios substantives del 
Convenio (336).
De ahl las diverses decisiones de la Comisiôn consagran 
do el criterio de que la lentitud excesiva, el retraso o la 
prolongaciôn indebida del procedimiento interno son causa su­
ficiente para dejar en suspense la régla indicada en ciertos 
supuestos prâcticos en los que se da la concurrencia de "cir­
cunstancias especiales" que justifican ampliamente la excep­
ciôn a la régla (337).
(336) Amerasinghe, C.F.: Ob. cit. pâg. 292.
Antonopoulos, N.: Ob. cit. pâg. 63.
Wiebringhaus, H.; Ob. cit. pâg. 698.
(337) En el asunto n" 27/55, en Annuaire..., vol. I, pâg. 
138, Asunto n® 22/56, en Annuaire..., vol. II, pâg. 
344-352, Asunto n® 261/57, Decisiôn de 16 de Diciem­
bre de 1957, Asunto 222/56, en Annuaire..., vol. II, 
pâg. 344.
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(1 ) Inefic.icia de los recursos internos.
î.a rloctrina y la prâctica jurisprudencial internaciona 
les 11 an legitimado, desde hace mucho tiempo, el concepto de 
la excepciôn del agotamiento de los recursos internos por eau 
sa de su ineficacia (338).
r, t Convenio incorpora, expl Ici tamente, la importante ex 
cepriôn (339) y la Comisiôn y el Tribunal europeo han desarro 
11 ado en dlversas ocasiones, la nociôn aplicable de la excep­
ciôn (340).
l.a materia es de sum a importancia para la buena inter- 
protaçiôn y apiicaciôn de los textes conveneionales relatives 
a la reparaciôn del dafio causado a la victima de la vlolaciôn 
do los derechos humanos (.341).
( 338) .Giiljiger, 11. ; Ob. cit. pp. 110 y ss, relativas al de­
recho consuetudinario en la materia, pp. 121 y ss. re­
lativas al derecho convencional y tratados relatives a 
arroglos de diterencias.
(339) Ibidem, pp. 122 y ss.
(340) r.ntre otros: Asunto 712/60, en Annuaire..., vol. IV, 
pp. 385-401. Asunto "Stogmul1er" en Publ. Cour. Fur. 
n.Il. Série A, n® 9, pâg. 49.
(.34!) A son to de Wilde, Ooms y Versyp. "Vagabundeo". Publ. 
Cour. Fur. P. II. Série B, vol. Il, pâg. 115.
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Ahora bien, si el acuerdo es general en el terrene de 
los principios, pronto, sin embargo, se desencadena la discu 
sidn teôrico-prâctica cuando se trata de su utilizaciôn en el 
terreno prâctico-jurîdico y se entrecruzan los intereses di­
vergentes del Estado y del individuo ante la Comisiôn o el Tr^ 
bunal europeo.
La doctrina jurisprudencial emanada de la apiicaciôn del 
Convenio constituye, desde luego, un mérito indudable en el 
proceso de clarificaciôn de las ideas sobre el tema.
La interpretaciôn del artlculo 26, segün la Comisiôn, 
ha de hacerse de forma razonable de acuerdo con los principios 
de D.I. generalmente reconocidos y por ello, la obligaciôn del 
agotamiento de los recursos internos "se limita" a exigir del 
requirente "el ejercicio normal de los recursos susceptibles 
de ser eficaces" (342).
En consecuencia.dejarâ de ser necesario "si el requiren­
te puede establecer que, en las circunstancias del caso con­
creto, el recurso tiene pocas posibilidades de ser eficaz y 
apropiado a los perjuicios sufridos. La lînea bâsica de la ex­
cepciôn al ejercicio del agotamiento responde, esencialmente, 
entre otras* a dos condiciones générales :
a) AdecuaciÔn del recurso al objetivo de la re­
clamaciôn que persigue la reparaciôn debida.
(342) Resoluciôn del Institute de Derecho Internacional
en su sesiôn de Granada, en: Resoluciones del I.D.I. 
Ob. cit. pâg. 10.
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De nhf que los comentarIs tas de la excepciôn 
dec Tnren:
"El liecho de que existan recursos idôneos 
constituye un limite general a la apiicaciôn 
de la régla" (34 3).
b) Utilidad prâctica del recurso establecido:
Si es superflue o indtil no se corresponde 
con la eftcacia debida. Este parecer es bien 
SO Stenido por la doctrina. Asl Castberg: "an 
international examination of the case is not 
excluded by the failure of the applicant to 
appeal to a court to which it would obviously 
be useless to apply" (344).
r.I principio internacional que sirve dc base a la Comi­
siôn y el Tribunal europeo es muy claro, el articule 13 del 
Convenio sienta, sin lugar a dudas, el criterio general de la 
efectiyidad, tan consustancial con el D.I. comdn (345). Tex­
tual men te se exige:
a) Toda persona, cuyas libertades o derechos 
hayan sido vtolados, debe de tener el acce- 
so debido y adecuado a los tribunales in­
ternos para formular su légitima reclamaciôn, 
es to es, disponer del recurso idôneo.
(34 3) Vitta, E.: Ob. rit. pâg. 586.
(344) Caslborg, r.: Ob. cit. pâg. 43.
(3 15) Miaj.i de la Mue 1 a , A. : " 1 n t roducc i ôn al derecho inter 
narinnal pfibliro", Madrid, 1970. El principio de la 
pfertividad, pp. 70-75.
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b) El recurso ha de ser forzosamente "efecti- 
vo" (346).
Naturalmente, la Comisiôn ha recordado y aplicado en 
diverses ocasiones este principio cl&sico de la efectividad.
No es necesario siempre que el recurso interno se cir- 
cunscriba al orden de los Tribunales judiciales de primera o 
segunda instancia, puede extenderse a la jurisdicciôn adminis^ 
trativa, al Tribunal Supremo nacional, e incluso a los Tribu­
nales de garanties constitucionales (Asunto Golder y Klass)
(347).
El pensamiento consagrado por la doctrina y prâctica ju­
risprudencial del Convenio puede, claro estâ, ser objeto de 
una definiciôn mucho mâs genérica que ha sido empleada no sô­
lo por los tribunales arbitrales sino tambiên por otros Conve- 
nios especificos sobre Derechos humanos.
(346) El art. 13 del Convenio exige que los Estados Partes 
realicen"las modificaciones pertinentes en su Ordena- 
miento Jurldico interno a fin de establecer "recursos 
eficaces" en Recueil des Textes, pp. 105-106. Mertens, 
P.: ;Le droit de recours effectif devant les instan­
ces nationales dans la Convention européenne des droits 
de l'homme". En ob. cit. pp. 40-42.
(347) No tiene por qué tratarse de recursos judiciales sino
de cualquier via de recurso. Asunto Golder. Sentencia
21 de Febrero de 1975, en Publ. Cour. Eur. D.H. Sé­
rie A., n® 18, pâg. 16, 83. Asunto "Klass y otros", 
Sentencia 5 Septiembre 1978. Conseil de l'Europe, pâg. 
24. Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n® 28, pârfs. 73-75. 
Uribe Vargas, D.: Los Derechos Humanos y el sistema In-
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!.:i convcncion amorlcana sobre Derechos Humanos de 22 de 
novinmbre do 1969 entré en vigor el 17 de julio de 1978, a los 
ntievo anos de haber sido suscrita en San José de Costa Rica 
debido on gran parte al impulse de la Resoluciôn XIV aprobada 
por la segunda conferencia înteramericana Extraordinaria de 
Rio de Janeiro. En la que mediante la Resoluciôn XII se confe- 
rirîan tambiôn mâs ampltas facultades a la Comisiôn Interame- 
ricana de Derechos Humanos y,muy especiaImente,en lo relative 
a las comun icac iones.
En e 1 art. 4 6 de la Convenciôn Americana se régula en 
eI apartado a) del primer pârrafo:
"que se hayan interpuesto y agotado los recur­
sos de jurisdicciôn interna, conforme a les 
principios de 1 Derecho internacional general 
mente reconocidos"
y se prevee la excepciôn a la apiicaciôn de la régla en los 
apartados a) y b) de 1 segundo pârrafo del art. 46,que est ipu- 
1 a p 1 supuesto de ineficacia de los recursos internos:
"No exista en la legislaciôn interna del E s ­
tado de que se trata el debido proceso legal 
para la protecciôn del derecho o derechos que 
se alega han sido vioI a d os ";
"No se baya permitido al presunto lesionado 
en sus derechos el acceso a los recursos de 
la jurisdicciôn interna o haya sido impedido 
de agotarlos".
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La inobservancia de la carga del agotamiento obliga a
la Comisiôn a rechazar la reclamaciôn. AsI el art. 47:
"La Comisiôn declararâ inadmisible toda pe­
ticiôn o comunicaciôn presentada de acuerdo
con los articulos 44 ô 45 cuando: a) Faite 
alguno de los requisites indicados en el 
art. 46".
Es la nociôn bien conocida de "denegaciôn de justicia" 
"salvo cuando el peticionario haya sido victima de denegaciôi 
de justicia o no se le permitiera acudir a los Tribunales"
(348).
Asimismo, hemos expuesto antes la clarificaciôn del coa 
cepto ofrecido por el Institute de Derecho Internacional en 
su sesiôn de Granada, estableciendo que lo esencial para apl^ 
car esta régla -previo agotamiento- no se trataba de si los 
recursos revisten carâcter ordinario o extraordinario sino 
que se requerla que los recursos disponibles fuesen "eficaces 
y suficientes" (349).
(348) Alcalâ Zamora, N,: Ob. cit. pp. 84-85.
Amerasinghe, C.F.: O b . cit. pp. 296-297.
Diez de Velasco, M.: "Mécanismes de garantie y medios 
procesales de protecciôn creados por la Convenciôn Euro 
pea de Derechos del Hombre". en Homenaje a N. Pérez Se 
rrano, Madrid 1959, pp. 583-585', aqui pp. 605-606. 
Ruiloba, E., ob. cit. pâg. 327, punto 40. Entre otros: 
Asunto n® 172/5 en Annuaire..., vol. VII, pâg. 211 y
Asunto "Nielsen c. Dinamarca", en Annuaire..., vol. II,
pâg. 412 y ss.
(349) Resoluciones del I.D.I. ob. cit. pâg. 10. en la ResolucLôni
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P,*; muy ilustrntivn, tambiên, el asunto "Lawless" en lo 
que rnncierne a la fecha déterminante del période del agota- 
mlenfo. El Gobierno i rlaudês entendîa que el momento decisivo 
a ral fin debfa ser la fecha de presentaciÔn de "la demanda 
inicial" solicitando la puesta en libertad y la indemnizaciôn 
Si el recurso ante la instancia primera de detenciôn quedaba 
comprend ido en el âmbito del artlculo 26, no podla declararse 
admis ibIe la demanda (350).
(3 17)
(eramericano". "Los Derechos Humanos y el sistema Inte- 
rampricann". Madrid, 1972, pp. 333 334, sobre la C o m i ­
siôn înteramericana vôase C. Garcia Paner: "Protecciôn 
internacional de los derechos humanos. Comisiôn ïntera- 
mericana de Derechos Humanos" en el "Sôptimo curso de 
Derecho Internacional organizado por el comité .Jurldi­
co Interamericano" (agosto 1980). Secretarla General de 
la O.E.A." Washington 1981, pp. 250-276.
.../. 
( 349)
de I 18 de Abril de 1956 se requerlan como condiciôn
prevîas de recurso disponibles a la persona lesio 
nada siempre y cuando fuesen eficaces y suficientes.
(3 5 0 ) Asunto n® 332/57 en Annuaire..., vol. II, pâg. 318.
Véaso Asunto n® 45 17/70 "lluber c. Austria" en Annuai ­
re, vol. X V , p p . 54 8 y s s .
Asunto d e ’Vagabundeo" en Publ. Cour. Eur. 
n® 12, pârf. 95. Asunto "Klass y otros c
D.H. Série A, 
R.F.A.", en
Publ. Co u r . Eur. D.H. Série A, n® 28, pârfs. 61-72
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Por el contrario, la Comisiôn declarô- textualmente: 
"como jurisdicciôn internacional, no estâ obligada a los 
mismos formalismos que las nacionales". Es de observar que 
en este punto la Comisiôn invocô al efecto el asunto Mavro 
mmatis, resuelto por el Tribunal Permanente de Justicia In 
ternacional (351).
Por ûltimo, respecto a la alegaciôn del Gobierno, que 
sostenla que el demandante no habla ejercido el recurso in- 
temo de que disponla la Comisiôn entendiô el procedimien­
to previsto que consistia en la adopciôn de un compromise 
para respetar la Constituciôn y las Leyes y no pertenecer a 
una organizaciôn para ser puesto en libertad. La Comisiôn 
estimô que la aceptaciôn de tal compromise por un detenido 
no constituîa un procedimiento previsto por la ley,,y por 
consiguiente éste no podla ser considerado como un auténtico 
recurso interno en el sentido de los Principios de D.I. ge­
neralmente reconocidos, no siendo exigible su agotamiento.
La Comisiôn comprobô que Lawless habia agotado los re 
cursos de que disponla ante los Tribunales ordinarios, deb^ 
do a que, cualquier acciôn ante los Tribunales ordinarios 
con motivo de su detenciôn/"en virtud de la ley 1940","ne 
lui offrait pas de perspectives raisonables de succès et
(351) Se deducla de la carta del demandante de 16 de
Diciembre de 1957 que a pesar de haber sido pues 
to en libertad, deseaba mantener la demanda C.F.J.I 
1924, Série A, n® 2, pâg. 34.
M o î t otre tenue pour un recours Inefficace", en el sentido de 
ios princlpios de D-t. ge ner aImonte reconocidos en la materia; 
rechaznndo la accidn de 1 "habeas corpus", el requirente habîa 
<a1 i s fecbo la condicidn de los articules 26 y 27 (3) (352).
Por su parte el Goblerno irlandês observô que Lawless 
podia haber interpuesto una acciôn contra la detenciôn arbitra 
rla en raz6u del "breve perîodo que correspondra a su traslado 
de 1 establecimîento del arresto en Dublin al campo de interna- 
miento en (àirragb". Esta alegacion no fue admitida por la Comi- 
sien, que consider# que:
1) Hubiese correspondido ûnicamente a una p o r ­
tion minima del perîodo de detenciôn.
2) Si hubiese logrado una sentencia que califi- 
case la detenciôn de arbitraria, ello no lia - 
brla podido modificar su situation respecte 
al perîodo posterior de la detenciôn, en vir- 
tud de la ley de 1940.
De todo ello se deducia que:
3) La action constituîa un "recurso ineficaz 
respecte a las alegaciones que constituîan 
objetos de la demanda" de Lawless.
La ('omis Ion, an te la cuestiôn de si el recurso ante la
1352) Recueil des Textes, pag. 108.
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Comisiôn de detenciôn quedaba comprendido en el articule 26 
y que exigla en principle su agetamiente, entendiô que pues- 
te que dicha Comisiôn ne estaba habilitada para erdenar la 
puesta en libertad del detenide ni siquiera estaba facultada 
para recemendar la decislôn de una indemnizaciôn censiderô, 
per censiguiente, "que el dereche de acciôn ante la Cemisiôn 
de detenciôn -invecade per el Gebieme irlandês- ne era un re 
curse elective y adecuado a fin de ebtener la reparaciôn re- 
clamada por el requirente (353).
e) Impesibilidad de éxite.
A primera vista,parece discutible estimar, de antemane, 
las perspectivas de éxite de un recurso determinade. Es cier- 
to que este criterie ne debe ser enunciade de un mode genéri- 
ce (354) ni cenfiade, naturalmente a la apreciaciôn subjetiva 
del requirente. Pero entre las dos excesivas actitudes jurl- 
dicas existen- diverses matices teôrico-prâctices que ban si­
de enjuiciades y bien definides per la Comisiôn:
"a reasonable prospect ef sucess". Este criterie déter­
minante de la efectividad de recurses fue reiterade claramen 
te :
(353) Eh Annuaire..., vol. II, pâg. 318.
Eissen, M.A.: "Le Premier arrêt de la Cour Européenne 
des Droits de l'Homme". "Affaire Lawless" -exceptions 
prélimaires et questions de procédure-. En: AFDI, 1960, 
pp. 444 y ss.
(354) Wiebringhaus, H.: Ob. cit. pâg. 698.
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"cuando no existe una razonable posibilidad 
de 6xito y ptieden set considerndos como re- 
medios eficaces". Decision 9 Junio 1958. F.n 
e] Asunto 214/56. (355).
R1 ngotamiento de un detenninado recurso puede resultar 
supnI F 1u o , si hubiese si do indtil.
la idea enunciada por la Comisiôn aparece rcvestida de 
reflex iones:
”Si existe duda acerca de si un recurso es o 
no intrInsecamente vSlido para ofrecer una 
autôntica posibilidad de exito, este es un 
punto que debe ser sometido a los propios Tri 
buna les internos antes de apelar a un Tribu­
nal International" (Asunto Retimag) (356).
Se entiende, de esa forma, que la simple duda o la opi- 
niôn personal sob re 1 a eficacia y Ta posibilidad de exito de 
un rerurso no es suficiente. El principle de excepciôn requie 
re haber s ido contrastado en el ejercicio y uso de las instan 
cias Internas para concluir despuôs del anôlisis la pertincn- 
r i a de la excepciôn. Vue 1 ve d.e nuevo, a asomarse el critcrio 
i u r i sp rudenc i a 1 de las "circunstancias peculiares" del caso.
(355) "bawl ess c. 1rlanda", Asunto n ” 332/57, Annuaire
vrï 1 . 11, p.1 g . 6 I R .
( .3 5%) Asunln n" 7 12/60 en Annuaire..., vol. IV, pag. 400,
bn ru.anto a la opinion personal sobre probabilidad de 
 ^X i t f ' , vease Annua i re ... , vol. I , pag. 148.
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cuya ponderaciôn ofrece a la Comisiôn una amplia es fera de 
discrecionalidad en aras de los derechos humanos (357). Co­
mo dice la Comisiôn, es preciso que la duda se apoye en "ele- 
mentos susceptibles de probar la ineficacia o insuficiencia 
del recurso". Asunto n® 289/57 (358).
Y como mayor explicaciôn y fundamento de la excepciôn 
se ha establecido una norma general muy digna de ser tenida 
en cuenta; el supuesto claro de la ineficacia de un recurso 
viene constituldo por la existencia de una "jurisprudencia in­
terna constante" desfavorable al requirente (359).
f) Parcialidad de los Tribunales y la denegaciôn de 
justicia.
Es juicio general bien aceptado por la doctrine y la 
prâctica internacional el que proclama la efectividad. Para 
que el recurso sea efectivo se requiere que la instancia in-
(357) Amerasinghe; C.F.: Ob. cit. pâg. 295.
Antonopoulos, N.: Ob. cit. pâg. 65.
(358) Asunto n® 712/60 en Annuaire..., vol. IV, pâg. 401, 
en Recueil des Décisions n “ 8, pâg. 38, y Asunto 
1427/62, en Recueil des Décisions, n® 10, pâg. 25.
(359) Asunto 289/57 en Annuaire..., vol. I, pp. 148-149. Y 
Asuntos n® 222/56 en Annuaire..., vol. II, pâg. 343. 
n® 514/48 en Annuaire..., vol. III, pâg. 196. y n® 
1936/63 en Annuaire..., vol. VII, pâg. 224.
543
tprna nntp la que intcrponga y rcüna las condicLones mîni- 
mns <|p 1 tidppendencra dp imparcialidad y de compctencia (360).
V PS Idgico que solo pueden cousiderarse los recursos 
intprnos como ef eetivosen que esté garantizada la imparcia1idad 
do los Tribunales internes.
ni informe de la Comisiôn -5 de Noviembre de 1968-, en 
p 1 Asunto X contra Crecia (.361), estimô que cuando los jueces 
son inhabi l itados por motives politicos no es fôcil considé­
rât que pI recurso ante taies tribunales pueda resultar efec- 
tivn. lut el asunto litigioso, ciertos magistrados griegos ha- 
bt an side inhabititados de sti funciôn por motives politicos.
A partir de la instauraciôn de la dictadura en Crecia (abril 
de 1967) no era dable pensar que los recursos normales fueserr 
a gozar de las garantfas neccsarias para ser eficaces. En ta ­
ies c i retins tanc las se comprende la declaraciôn siguiente:
(360) Velu, T.: "Les Voies de Droit ouvertes aux individus 
devant les instances nationales en cas de violation 
de la Convention Europénne des droits de l ’homme" en 
"Les Recours des Individus devant les instances natio­
nales en cas de violation du droit européen". Bruselas 
1*178 , pp. 187-24 3, en concrete pôg. 203.
1(36 1) Asuntos n" 3321/67 "Dinamarca, Moruega, Suecia contra 
Crecia''. Decislôn de 31 Hayo 1968, en Annuaire..., vol. 
Il, pp. 730-768. Informe de la Commission en el Asun­
to griego de 5 Noviembre de 1969, vol. I, I parte pp. 
210-212 y 211-212. Véase Castsberg, F.: Ob. cit. pp.
46 4 7. Asunto "Austria c. Italia"’, Demanda 788/60. Véa 
SP Rapport A. 84.548, pôg. 57.
Cpatafora, E .: Ob. cit. pôg. 107.
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"Cuando el requirente estima que una juris- 
dicciôn no puede darle suficientes garan­
ties de imparcialidad debido a su composi- 
ciôn 0 bien a causa del ambiente local vi- 
ciado o debido a una tensiôn polltica gra­
ve".
Puede ejercitar la acciôn, si existe "sospecha légiti­
ma", ante la jurisdicciôn superior a fin de interrumpir la 
acciôn en curso ante el Tribunal que hubiera sido "normal- 
mente compétente".
Al elaborarse el Convenio, el Comité de expertes guber- 
namentales no llegô a un acuerdo sobre una enmienda que se 
proponla especificar ante que ôrgano debla ejercerse el recur 
so por supuesta imparcialidad. Pero dejô bien claro que el re 
curso deberla ser "ejercido ante Tribunales nacionales cuya 
independencia estuviese garantizada".
El Convenio no hace referencia explicita al tema en con 
creto del ôrgano adecuado, pero es muy claro el principle es­
tablecido en su articule 13.
Se trata pues de "una instancia nacional" que debe es - 
tar revestida del carâcter jurisdiccional. Al decir jurisdic- 
cional no se excluyen las autoridades administrativas. El re­
curso a ejercer tiene que ser "efectivo". Lo esencial es eue 
constituya un autëntico recurso. Podrâ ser la autoridad ur 
Tribunal, administrative o incluso una autoridad legislativa 
(362). Esta interpretaciôn general no es compartida por igual
(362) Vasak, K.: "La Convention Européenne des Droits de 
l'homme", Paris 1964, n® 55, pâg. 29.
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l>or todo-; los compntn ris tas . El recurso -se ha cUcho- debe 
necesa riainente presentar linas garanti as que "dnicamente" estân en 
coudle innés de oFrecer las instanclas de carâcter Judicial". Es cierto 
que la "independencia, imparcialidad y garantfas del proce- 
di mien to" son "conditio sine qua non" de la huena adminis­
tra c i ô n de .lusticia. Es el concepto anglo-sajôn del "due pro 
cess of law". Sin embargo prevalece la opinidn de que el ar- 
tfctilo 13 del Convenio garantiza de modo suficiente el prin- 
cipio general. CuaIquier clase de "violaciôn" y, por tanto, 
la parcialidad, debe poder ser objeto del "recurso efectivo".
El principle implica una doble garantfa para la vfctima de la 
Viol ac ion de los derechos iiumanos .
Do la instancia nacional, debe, en general, emanar la 
decision obligatorla que anule o repare la violaciôn (363).
El recurso en termines generates, y por ello contra la 
parcialidad, "sdlo podrâ cousiderarse que es efectivo si la 
decision adoptada vincula a todas las autoridades del Estado 
inte re sado". Por ello, sc dice que la decision reparadora de - 
biera basarse "en el derecho interne existen te" (364).
El referido articule 13 puede, por tanto, ser invocado
1363) Velu, 1.: Ob. cit. pâg, 204.
(364) Oolsong, II.: "The European Convention on human rights 
before Domestic Courts", en B.Y.I.L., 1962, vol. 
XXXVIII, pp. 445-556, aqul pâg. 455-556.
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en los supuestos de parcialidad como una de las violaciones 
posibles del Convenio;
"aunque la violaciôn sea cometida por perso­
nas que actuen en ejercicio de sus funciones 
oficiales".
La parcialidad contraviene, en fin, la norma categôri- 
ca del artîculo 6 del Convenio.
Velu estima que pueden considerarse eficaces los recur­
sos jerârquicos y los recursos de tutela, es decir los dirigi- 
dos ante la autoridad superior jerârquicamente del autor del 
acto, o bien el recurso ejercido ante la autoridad que ejerce 
funciones de tutela sobre el autor del acto (365).
Por tanto, para que un recurjo pueda considerarse efec­
tivo son imprescindibles ciertas garantîas respecto a la auto 
ridad ante quien se interponga el recurso ésta deberâ ser indepen- 
diente e imparcial (366) y ademâs el procedimiento que se cele
(365) Velu, J .: Ob. cit. pâg. 46.
(366) Castberg, F,: Ob. cit. pâg. 46.
En cuanto a la finalidad del art. 6® véase Asunto 
"Neumeister", en Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n® 8, 
parfs. 22-23. Asunto "Matznetter" en Publ. Cour. Eur. 
D.H. Série A, n® 10, pârf. 13. Asunto "Wemhoff" en 
Publ. Cour. Eur. D.H., Série A, n® 7, pârf. 19. Asunto 
"Delcourt" en Publ. Cour Eur. D.H. Série A, n® 11, pârfs
20-39, 42. En cuanto al derecho de acceso a los tribu­
nales vése asunto "Colder" en Publ. Cour. Eur. D.H. Sé­
rie A, n® 18, pâg. 18, en este misrao asunto en cuanto 
a la denegaciôn de asistencia de letrado gratuite véase 
en Annuaire..., XIV, pp. 416 y ss.
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hrr> ôpbrrâ ndoriinrse a las reglas que exige el articule 6®
«le buenn n«lmi nis trnci ôn tie justicia.
P,1 art. 6® que prescribe las carac ter Is t icas inhéren­
tes al ôrgano para que esté capacitado para administrât jus­
ticia en equidad, y adem.ls exige que el procedimiento sea 
âgil y ptihlico siempre que no concurran c i rcuns tancias espe- 
ciales que desaconsejen su publicidad por perjudicar los in - 
tereses de la justicia, y ademâs confiere al acusado los d e ­
rechos procesalcs necesarios para una buena administraciôn de 
i us 11c i n , la presunciôn de inocencia y el derecho a ser Infor 
ma do «le 1 a acusaclôn de que es objeto as I como los derechos 
de defensa, tiempo y facilidades necesarias para su repara- 
r.iôn, el derecho a una defensa efectiva ya sea por si mismo 
o por medi aciôn de un abogado y por (iltimo el derecho a i n t e - 
rrogar n haber interrogado a los testigos de cargo como a con 
vocar e interrogar a los testigos de descargo en las mismas 
condlc iones que a los primeros, requisites todos ellos impres­
cindibles para que eI recurso se adecue al objetivo que ha de 
obtener la parte lesionada.
/ . .
î’n cuanto a las eventuajes Itmitaciones al derecho véa 
se el citado asunto en Publ. Cour. F u r . Série A, n ” 
18, pârfs. 37-40. Asunto "Ciertos Aspectos del Régimen 
Linguist ico de la F.nsefianza en Bélgica", en Publ. Cour 
F u r . 1). 11. , série A, n® 6, pârfs. 5 y 32. Por ültimo 
Asunto "De Becker" en Publ. Cour. F u r . D U .  Série A, 
n® 4, p â g . 26.
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La expuesta excepciôn -parcialidad de los Tribunales- 
a la régla del agotamiento subyace en otra nociôn general 
bien notoria, como es la llamada denegaciôn de justicia. Se 
ha dicho que esta nociôn es tan amplia que comprende toda cia 
se de infracciôn posible (367).
Por otra parte, nos parece adecuado sefialar aquî la de­
negaciôn de justicia, porque segôn la doctrina y la jurispru­
dencia internacionales suele ser, en su concepciôn estricta, 
precisamente cometida con motive del comportamiento, tildado 
de "parcialidad", de los Tribunales internes (368).
Claro estâ que la prohibiciôn o el acceso obstaculizado 
a la utilizaciôn de los recursos o las irregularidades en el 
desarrollo del proceso o los atentados a la "moralidad" en 
una "sociedad democrâtica" (art. 6® del Convenio) o cualquier 
clase de parcialidad pueden, justificadamente, calificarse, en
(367) Velu, J .: Ob. cit. pâg. 207.
(368) Entre otros vêanse:
Asunto n® 5613/72 "Hilton c. Cran Bretafta".
Véase Informe de la Comisiôn de 6 de marzo de 1978, 
pârfs. 103-107, en Décisions et Rapports, 4 pp. 177 
y ss. Asimismo asunto "Colder c. Raises Bajos" en 
Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n® 18, pârf. 2.B. 
Asunto "Lawless c. Irlande", en Publ. Cour. Eur. D.H. 
Série A, n® 3, pâg. 52. Asunto "Delcourt c. Bélgica", 
en Publ. Cour. Eur. D.H., Série A, n® 11, pp. 14-15.
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términn': gnnernles, de "denegaciôn de justicia" (369). Y des^ 
de I iiegn la protccciôn de los Derechos humanos ho, sido que- 
bran tada, en mâs de una ocasiôn, por actos u omisiones de las 
instoncias nacionales que dejaron de administrar bien la j us - 
t i c i n .
F.n tndo caso, es un principio, de Derecho internacional 
que el Convenio no define explîcilamente , aunque subyaco en 
la e s e n c i a misma del sistema de protecclôn humana que es table 
ce. As T ha ronfirmado la Comisiôn la interpretaciôn y aplica- 
c ion de sus normas: Asuntos n ” 1211/61 y 1 72/56 (370).
FI acceso a los recursos es indispensable si se exige 
su agotamiento (371). Y el remedio efectivo establecido por 
el artîrulo 1.3 es claro. Su objetivo fue expuesto como ya he- 
mos dicho por el relator del Convenio de Roma Pierre Henri 
T e i t g e n en su célébré alocuciôn a la Asamblea Consultiva de 
19 de Ages to de 1949, invocando a Montesquieu: "Donde bay po
de r existe la tentarîôn de abusar de él": Teitgen subrayô que 
la necesldad de otorgar un remedio efectivo a nivel nacional 
que protegiese al individuo frente a cualquier abuso de poder 
pot patte de los ôrganos estatales (372).
(369) Recueil des Textes, pâg. 104.
(370) Asunto n® 1211/61 en Annuaire..., vol. V, pâg. 224.
(371) Amerasinghe, C .F .: O b . cit. pâg. 296.
(372) Toitgon: Alocuciôn a la Asamblea, 1949. Véase Recueil 
des travaux Préparatoires, vol. 111, pp. 75 y ss.
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En la concepciôn teôrico-prâctica, "no es oponible li 
régla del agotamiento cuando el propio estado demandado ha 
impedido la actuaciôn de sus tribunales internes o ha decli- 
rado su incorapetencîa" (373).
En el supuesto de denegaciôn de justicia no se requie­
rs el agotamiento de los recursos internes ya que en el su­
puesto del Convenio, "el Estado que comete el acto ilicito de 
la denegaciôn de justicia serâ responsable por violar el artî­
culo 6® del Convenio.
Es bien manifiesto que la denegaciôn de justicia engen­
dra la responsabilidad internacional. Se considéra directanen 
te invocable la norma "en tanto en cuanto estên de por medio 
sûbditos de un Estado extranjero". Pero al mismo tiempo cabe 
agregar que el Convenio ampara por igual a los nacionales que 
sufran una denegaciôn de justicia. Deberân actuar ante la ju­
risdicciôn interna compétente en virtud del artîculo 13.
Es muy clara la definiciôn general de la doctrina:
"La denegaciôn de justicia en contra de los 
propios nacionales queda consagrada por un 
procedimiento indirecto como violaciôn a los 
derechos fundamentales del hombre europec y 
cabrîa, haciendo una interpretaciôn extersj^ 
va y analôgica, sostener que la doctrina re^
pecto al asunto çpntenida en los Principles
(373) Ruiloba, E.: Ob. cit. pâg. 327, punto 40.
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générales del D.I. es aplicable" (374).
El tema de la rennncia lo hemos analizado al examinar 
la prâctica introdticida por la Comisiôn a raiz de la modifi- 
caciôn del Reglamento de la Comisiôn. La excepciôn del agota­
miento no es oponible "cuando el Estado demandado ha manifes- 
tado, de forma j ur ldi camente vinculante, su voliintad de renun 
ciar a su alegaciôn (375).
Cîtemos al efecto los siguient.es asuntos: Asunto n" 
1994/03 y Asunto n® 1772/62 y Asunto n® 808/60 (376).
Pnr su parte, el Tribunal se ha manifestado en igual 
senti do ;
( 37 4) p i e 7 de Velasco, l’.: "Hecanismos de garantla y medios 
proresales de Protecclôn creados por la Convenciôn 
Europea de Derechos de 1 Hombre". Homenaje a N . ferez 
Serrano. Madrid, 1959, pp. 585-66.3, aquî pp. 605-606.
(375) R u i 1o b a , E .: Oh. cit. pâg. 32 7.
Robe rtson, A H . : a^lrma que "It will not be the case 
of the respondent Covernement has manifestly declined 
to raise the issue when it was invited to express his 
opinion on admi s i b i1i t y " , en o b . cit. pâg. 162.
(376) Asunto 1994/63, en Annuaire..., vol. VII, pâg. 252. 
Asunto n® 1772/62 en Recueil des décisions, n® 12, 
pâg. 45.
Asunto n® 808/60 en Recueil des décisions, vol. VIII, 
pp. 8(1-90.
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El Estado demandado puede ronunciar al uso de la régla 
del no-agotamiento. Si el objetivo esencial de la régla es 
el de protéger el orden jurîdico nacional, ofreciendo al Es­
tado la ocasiôn de hacer mejor justicia en caso de una recla- 
maciôn privada, y ese es el sentido que subyace en la larga 
prâctica internacional -que confirma el artîculo 26-, es po­
sible que el Estado "Yenuhcie" a su invocaciôn en el curso 
del procedimiento ante la Comisiôn. Por ello, el Tribunal con 
sidera dificil imaginar que el Estado se encuentre facultado 
para "retirar la renuncia discrecionalmente", después de que 
el mismo asunto ha sido sometido al examen del Tribunal (377).
Por ûltimo ha sido considerada como circunstancia par­
ticular que sirve de excepciôn al requisite del agotamiento 
el supuesto de "incompatibilidad de las medidas y prâcticas 
internas con el Convenio" (378) .
La Comisiôn ha establecido en su jurisprudencia que la 
régla que exige el agotamiento no deberâ ser exigida en el 
supuesto de que una demanda plantée como interés genérico la 
compatibilidad de medidas y prâcticas administrativas con el
(377) Asunto de Wilde, Ooms y Versyp en Publ. Cour. Eur, 
D.H., Série A, n® 12, pârfs. 47-62.
(378) Véase decisiones en cuanto a la admisibilidad en el 
primer Asunto de Chipre, en Annuaire..., vol. II, pp. 
182 y 184, en el primer Asunto griego, en Annuaire... 
vol. XI, pp. 690, 726 y pp. 730, 768-770, y en el se 
gundo Asunto Griego .Recueil de Décisions, vol. 34, 
pp. 70, 73.
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prnpin Convonlo (Asunto Irl.andn contra Gran Bretana) (579)
Ya que a la Comisiôn corresponde el "control activo so 
hre Ins actos leg is 1 ativos , administrâtivos y judiciales de 
los Es tados siempre quo dlchos actos resulten incompatibles 
con el Convenio" . F,a vigilancia e inspecciôn conCiadas a la 
Comisiôn ban sido calificadas de "control politico" (580).
c ') Hlpôtesis de excepciôn inadmisibles .
Analizados los diverses supuestos justificatives de la 
i naplicaci ôn de la régla del agotamiento de los recursos i n ­
ternos, p rocede, ahora, cl examen de aqtiellas otras hipôtesis 
de excepciôn invocadas y discutidas, ante la Comisiôn y sobre 
los que se ha elaborado doctrina y estableciô la jurispruden­
cia contraria a su admisibi1ida d.
f'on forme a los criterios generates establecidos , no 
pueden, en principio, considerarse como causas de excepciôn a 
la régla del agotamiento los supuestos siguientes:
a. I,a carencia o insuficiencia de medios econômicos.
b. |,a ignorancia de la existencia de 1 recurso o de la 
c*'mpctencia del ôrgano intcrno.
(579) Demanda n® 5510/71 "Irlanda contra Cran Bretana” . Ane 
xos l y II al Rapport de la Commission européenne 
des 25 .lanvier de 1976. Consejo de Europa droits de 
l’homme, Estrasburgo, 1976, pâg. 114.
(580) Gpatafora, F..; O b . rit. pâg. 101.
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c. La opiniôn subjetiva sobre la improbabilidad de 
êxito del recurso.
d. La diferencia de redacciôn en los textos oficia­
les .
e. Las condiciones y el mal estado de salud.
f. La negligencia del abogado.
a. La insuficiencia de medios econômicos no se admite 
como circunstancia que tenga carâcter especial para eximir al 
individuo de la obligaciôn dél agotamiento. (Asi se expresô 
la Comisiôn en los siguientes asuntos n® 181/56, 275/57, 294/
57 y 326/57 (381) .
El demandante alegaba como causa eximente la carencia de 
recursos econômicos. Sin embargo, la Comisiôn declarô inadmi- 
sible la demanda, porque el requirente no habla solicitado 
asistencia judicial y habîa incumplido la obligaciôn que le co 
rrespondiade agotar los recursos internos.
La justificaciôn de la interpretaciôn realizada por la 
Comisiôn se basa en el hecho legal de que el requirente puede 
ser asistido por un abogado de oficio, en el supuesto de que 
pruebe la necesidad de la asistencia gratuita por carencia o 
insuficiencia de medios econômicos para sufragar dichos gastos.
La "asistencia judicial" ha sido objeto de regulaciôn
(381) En Annuaire..., vol. I, pp. 140-141, 107-108
psppclfrca por el Comité de Ministres del Consejo que a tal 
eferto resolvio el 25 de Oc tubre de 1963 por medio de sus 
delegndos nprobo la Resohiciôn (63) 18. (382).
El 25 de Octubre de 1963, los Pelegados de los Minis- 
t roi europeos aprobaron en nombre del Comité, la Resolucion 
(63) 18 (383). Se acordô el otorgamiento de asistencia jud i­
cial a los particulares que hayan introducido una demanda a n ­
te la Comisiôn europea de derechos humanos.
El Comité aprobô el sistema de ayuda y decidiô que esta 
corriera a cargo de los gastos de funcionamiento de la C o m i ­
siôn, y por tanto, la asistencia serâ incluîda en el presupues^ 
to rlfî| Consejo de Europa.
I.a ronces iôn de la asistencia a los particulares ha si_ 
do prévis ta, a su v e z , para la Ease de examen de la admisibi- 
Iidad, en apiicaciôn del articule 45 pârraFo 2 °  o pârrafo 3® 
(b) de I Reglamento interne de la Comisiôn (384). Y la ayuda
(382) Resoluciôn (63) 18 del Comité de M i n i s t r e s , en A n ­
nuaire... vol. VI, pp. 2.3-27.
( 383) Resoluciôn (6.3) 18 del Comité de Ministres, aprobada
el 2 5 de Met libre de 1963, en Annuaire..., vol. VI, 
pp . 23 27.
( 384) El art. 45, pEo. 2® prescribe la comun i ca c iÔn al Go- 
b 1erno demandado de la presentariôn de la reclamaciôn 
(1 a r t i c u 1 a r a s f como la invitaciôn que realiza la Comi 
s ion a dicho gobierno a fin de que présenté sus obser 
va( i ones respecte a la admisibilidad de la misma. R e -
eue i1 des Textes, pâg. 311.
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podrîa, también, ser otorgada una vez que la demanda haya 
sido admitida.
La asistencia judicial ha de ser solicitada por el re 
quirente o por la persona que los représente o asista.
Es curioso observar que no solo la persona interesada, 
sino también la Comisiôn, "motu propio", estâ facultada para 
el ejercicio del mismo derecho en favor del requirente.
La Comisiôn notifica al Gobierno demandado su intenciôn. 
de concéder dicha asistencia gratiita al requirente para que 
présente sus observaciones. Transcurrido el plazo fijado por 
la Comisiôn, ésta decide la concesiôn de la asistencia, tan­
to si el Gobierno no présenta observaciones como si no las 
hubiese proporcionado.
Los gastos contemplados por la Resoluciôn (63) 18 del 
Comité de Ministres de 25 de Octubre son los siguientes:
a) Los gastos por desplazamiento y estancia 
extensible a los ocasionados por el mis­
mo motivo por su représentante o asesor.
b) Cualquier gasto necesario expuesto por el 
requirente o por la persona que le asista 
o le represents a condiciôn de que se 
produzcan con motivo del procedimiento an­
te la Comisiôn.
c) Los honorarios de sus asesores. Pudiendo 
cubrir los servicios de mâs de un juris­
ts. El de asesor es amplio coraprendiendo-
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se en esta categorîa (abogados procnrado- 
res, profesores de derecho y "a toda p e r ­
sona legalmente cualificada que tenga un 
estatuto anâlogo"). La cuestiôn de la asis­
tencia de un defensor fue tratada en el 
asunto Kamma contra Holanda en la decision 
parcial de la Comisiôn de 30 de ^layo de 1972
Ampliando la argumontaciôn expuesta, el Comité de Mi - 
nistros aprobô el 21 de Marzo de 1978, la Resoluciôn 78/8 que 
establece mfnimas de "asistencia". Se persigue, a ta 1 fin,
Una a rmonizaciôn legislativa por parte de los Es tados Miem- 
bros f ,385) .
Pn este sentido, los principios contenidos en el a r t î ­
culo ô <leI Convenio son muy claros. Por un lado, el acusado 
tiene «lerecho a la asistencia necesaria para su defensa.
Cuando carezca de medios para remunerar a un defensor, 
puede ser "asistido gratuitamente por un abogado de oficio" 
pâ rra fo c ) - y, por otro lado, el acusado goza, también, de 1 
derechn de verse auxiliado "gratuitamente por un interprète", 
cuando no comprend», n no hahie el ldi orna empleado en la au- 
diencia - pârrafo .3)-.
( 385) Véase Recueil des Textes. Addendum al Reglamento in - 
lerno de la Comisiôn, pp. 315 y ss.
El Comité de Expertes para la promociôn y educaciôn 
de ?ns n . H ., estudia la posibilidad y tiene interés 
en que nparezcan pub 1icaciones a fin de informar a 
I as personas intcresadas acerca de los recursos de 
que d isponen segôn el Convenio. Véase Doc. C.D.D.H. 
(79) 3, en sus puntos 11 y 12 de 1 orden del dîa. Es - 
I rasburgo 2 de Abri 1 de 1979, véase pâg. 14.
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En consécuencia el requirente carente de medios econô­
micos puede disfrutar, en todo caso, de un juicio equitativo 
y disponer, cuando es preciso, de los servicios gratuitos de 
un defensor y de un interprété. Asî se diô la debida explica- 
ciôn al artîculo 2 pârrafo 3® e), en el asunto (Asunto Lue- 
dicke, Belkacem y Koç contra la Repûblica Federal Alemana)
(386).
La Comisiôn, en el informe que elevô al Tribunal sobre 
dicho asunto, y el propio Tribunal se mostraron unânimes al 
considérai que las decisiones internas violaban el artîculo 6 
(3) del Convenio, (387) por haber condenado a los demandantes 
a los gastos de interprète, con respecto a hechos intégrantes 
de la protecclôn establecida por el artîculo 6 (3) e).
El Tribunal resolviô por unanimidad, que la Repûblica 
Federal de Alanania debîa reembolsar a los demandantes los gastos 
de intêrprete. Contrariamente a la pretensiôn del gobierno al£ 
mân, el Tribunal interprété que el sentido o significado or- 
dinario de los términos "gratuitement" y "free" equivalîa y de 
bîa entenderse "sin atribuciôn o sin gastos", "dont on jouit 
sans payer", es decir se debe estimar como una "dispensa o 
exoneraciôh definitiva" (388).
(386) Sentencia de 28 de Noviembre de 1978 en el Asunto n® 
6210/73 c. R.F.A. en Publ. Cour. Eur. D.H., Série A, 
n® 29, pârfs. 31-37. Véase asimismo en cuanto a la in­
terpretaciôn del termine "gratuita" en Décisions et 
Rapports vol. 4, pâg. 200.
(387) Ibidem, pârfs. 38-50.
(388) En su opiniôn separada el juez Lagergren estimô que: 
"el acusado declarado culpable debe ser dispensado de
I). La mera Ignorancia de la existencia de un recurso 
no es causa suficiente para descartar la aplicacion de la re - 
gla de 1 agotamiento (389). Este crlterlo esencial habîa sido 
ya anunciado anteriormente y de modo genérico por la mayorîa 
de los ordenamientos internos de los palses miembros del C o n ­
sejo de E u r o p a , "la ignorancia de las leyes no exime de su 
romp I imient o " , (390), el criterio expuesto ha sido sostenido 
por la Comisiôn en los siguientes asuntos: n® 12 11/61, y n® 
1404/62 (39 1).
No se exime, tampoco, al requirente de la obligaciôn 
de I agotamiento en cl supuesto de que desconozca la esfera o 
el .ImMto de la competencia del Tribunal interne.
El hecho de que una persona abrigue dudas sobre si esta 
facultada o no, o sobre si tiene o no derecho a invocar un 
recurso de term inado,o si el determinado recurso ofrece la pro 
babilidad de 1 éxito a «pie aspira la persona Interesada consti
remunerar al abogado defensor cuya asistencia le ha s i ­
do conferida al menos hasta que tenga medios suficien­
tes para pagarlo", en sentencia cit. loc. cit. pâg. 20.
( 389) Ca va r é , L .: "Le droit international public positif", Pa 
rf**. 1969, t. Il, pâg. 440 y la nota n® 79.
(390) El art. 2 de I Côdigo Civil de Espaûa.
(391) A s u n t o  n® 1211/1961 en Annuaire..., vol. V, pâg. 224
y ss. As 1 como en Recueil des jffecisions, n® 9, pâg.
'i6 y ss. Asunto n® 1918/1963 eh Recueil n® 12, en 
Annuaire, vol. V, pp. 2 24. Annuaire..., vol. VI, pâg. 
484. Asunto n® 1004/62 en Annuaire vol. VII, pâg.
124.
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tuyen circunstancias particulares que han sido alegadas por 
los requirentes para considerarse exentos de la obligaciôn 
del agotamiento. Estas circunstancias especlficas no eximen, 
segûn la Comisiôn, del deber general enunciado por el Conve­
nio. Este criterio se expresô claramente en el Asunto 289/57 
(392).
c. La opinion subjetiva sobre la improbabilidad de êxi­
to del recurso no justifies la excepciôn. Este criterio sub- 
jetivo es distinto de la excepciôn fundada en la inutilidad 
del recurso. Guando analizamos antes la eventualidad del ejer­
cicio de un recurso de resultados mâs que improbables, adver- 
timos que la improbabilidad deberla fundarse en elementos su­
ficientes que permitan considerar, razonablemente, el ejerci­
cio de un recurso concreto como inûtil.
Esta excepciôn se asienta en testimonies y elementos de 
prueba obj etivos y es bien distinta del razonamiento, suposi- 
ciôn u opiniôn meramente subjetivas.
La Comisiôn ofreciô una clara actitud en el asunto 
289/1957, (393) . Estimô que no era suficiente la opiniôn perso­
nal sobre la supuesta ineficacia del recurso sino que se re- 
querîan elementos de prueba que demostrasen que su ejercicio
Asunto n® 289/57, en Annuaire..., vol. I, pâg. 148, Asunto 
1661/62 contra Bélgica. Décision 17 Enero 1963, en 
(3921 Annuaire..., VI, pâg. 360. Castberg, F.: Ob. cit. pâg. 
 ^  ^ 45. En igual sentido Antonopoulos, N.: Ob. cit. pâg.
65. Robertson, A.H. Ob. cit. pâg. 162.
(393) En Annuaire..., vol. I, pp. 148-149.
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resiiltnrîn prâcticamente inûtil, "verosîmiImente ineficaz o 
Insu Fieien t e " . No basta, p u e s , que el requirente invoque a n ­
te la Comisiôn el hecho rie que en su opiniôn subjetiva el r e­
curso ca recta rie probabil idad de ôxito (394).
F.n igual sentido se habla de manifestât la Comisiôn en 
el asunto n® 1474/62 (395).
Por tanto, no constituyen circunstancias que revistan 
carâcter especial que supongan excepciones a la apiicaciôn de 
la régla las circunstancias de orden sub jet ivo . Como dice Rui 
loba «;e trata de circunstancias que afectan a la "posiciôn re 
1 a t i va del particular" con respecto a los recursos "obj e t iva - 
mente eficaces y suficientes" (396).
d . la diferencia de redacciôn en los textos o f i c i a l e s : 
El articule 26 del Convenio ha originado diversas interprcta- 
c i onos segôn se en t ienrie e 1 texto inglês o Frances sobre el 
principio de I agotamiento de los recursos internes. El texto 
fiancés Iiahia en términos genôricos de 1 "agotamiento", mien- 
t ras la redacciôn inglesa précisa que han de agotarse "todos 
les recursos internos" (397). En todo caso, la Comisiôn ha
(394) Wiebringhaus, 1(.: O b . cit. n â g . 701 y nota 49.
(395) Asunto n® 14 74/62, en Recueil des décisions, vol. 12 
pâg. 28.
(396) Ruiloba, E.: O b . cit. pâg. 326.
( 397) Renie il des Textes, pâg. 108.
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estatuido que no podrâ invocarse la redacciôn del artîculo 26 
en la versiôn alemana, porque, ademâs, de no ser oficial, ha­
ce ûnicamente referencia al agotamiento de los recursos ordi- 
narios. Se exige, segûn la Comisiôn el agotamiento de la tota- 
lidad de los recursos internos, con independencia de su carâc­
ter de ordinaries o extraordinarios. Este criterio estâ muy 
generalizado en la Doctrina moderna (398). Los ûnicos textos 
que dan fé son el inglês y el francés (Asunto n® 222/56) (399).
e. Las condiciones y el mal estado de salud: La imposi- 
bilidad material de ejercer un recurso por causa del mal esta- 
do de salud del requirente no constituye una excepciôn de ca­
râcter general con respecto al agotamiento debido.
La imposibilidad material de interposiciôn de recursos 
por motivos de enfermedad, es bien atenuada o disrainuida ante 
la prâctica jurisprudencial, tanto interna como internacional, 
Y asî ha sido, también, ante la Comisiôn. Esta ha dado una 
flexible interpretaciôn al principio de la representaciôn ju­
dicial .
La Comisiôn ha facilitado un criterio muy amplio en la
(398) Alcalâ Zamora, N.: Ob. cit. pp. 84-85 
Ruiloba, E .: Ob. cit. pâg. 326. 
Castberg, F.: Ob. cit. pâg. 46.
Vitta, E.: Ob. cit. pâg. 586. 
Wiebringhaus, H.: Ob. cit. pâg. 701.
(399) En Annuaire..., vol. II, pâg. 344.
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nflml < i ôn de Lerceros -incluso aunque carezca de vtnculos fami­
liales con la vîctima- para interpretar la demanda en nombre 
de la vïcfima. Realmente la Imposibilidad comentada, se puede 
rtnisiderar de carâcter relative. Sin embargo, la propia Comi- 
siôfi ba PS tud i ado y aceptado, en ciertos casos concretos, el 
carâcter absolute de la imposibilidad.
Cuando se confirme que la imposibilidad de ejercer un 
recurso por motivos de mal estado de salud, présenta induda- 
ble carâcter absolute -sin oportunidad de valerse de terceros- 
se puede, e nfonces, elevar a circunstancia eximente de la 
obligaciôn del agotamiento de conformidad con el artîculo 26: 
Asî se verified en el asunto 289/1957 (400),
Adaptando dicho criterio con flexibilidad, a las ’’ci r ­
cunstancias especfficas” del caso concreto, la Comisiôn ha te 
nido ocasiôn de matizar sus decisiones. Y, en este sentido, 
es de subrayar que, cl juicio de la Comisiôn, cuando el reqiU 
rente haya logrado su restablecimiento deberâ, enfonces, ago­
tar 1 os recursos internos (401).
D ) Inte rpr e taciôn razonable de la régla del artîculo 
26 del Convenio.
la interpretaciôn razonable de 1 artîculo 26 del Con 
venin afecta, esenciaTmente, a la aplicacion de:
f'tOO) F.n Annuaire., vol. I, pp. 149.
f'iitl) Asunto n® 289/57. Decislôn de 6 de Septiembre de 
195 7. en Annuaire.., T, pâg. 149.
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1) La regia del agotainiento de los recursos 
internes.
2) El plazo de Los seis meses para la interpo- [
sicidn de la demanda individual, a partir |
de la fecha de la decision interna. Î
3) El carâcter définitive de la decisiôn inter-
na. i
i
Los très elementes bâsices del articule 26 del Convenio j
han side ebjete de apreciaciôn crîtica per la doctrina y de la I
prepia Cemisiôn. |
Partîmes clare estâ, de la cencepciôn general predomi- j
nante y que le es impuesta per el articule 26 a la Cemislôn |
y al Tribunal Eurepee: la régla "he de ser entendida de cen- j
forraidad cori los principles del Dereche Internacienal general- 
mente receneçides" (402).
La intèrpretaciôn que debiera atenerse, estrictamente, 
a la funciôn de la régla en virtud del Convenio sugiere, de 
inmediato, uha primera reflexion: la Cemislôn ha interpretado 
de forma exténsiva el contenide del articule 26. Se han nul- 
tiplicado los cases de su aplicaciôn, corne requisite de la 
admisibilidad de las demandas individuales. Y, por elle, se 
ha diche que esta amplia cencepciôn lleva cen excesiva fre- 
cuencia a la "inadmisiôn de las reclamacienes individuales"
(402) Recueil des Textes, pâg. 108.
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(le rnpn rrtr.rôii (403).
In nprecinciôn en forma extensiva del articule 26 pue- 
de poner en riesgo el hiien funcionamiento del sistema d i re c­
te de preiecclon individual. La actitud de la Comisiôn ha 
Ido evniucionando y amparando cada vez mds los derechos del 
i ndIvi d u o .
Se comprende la prudencia inicial, si se tiene en cuen- 
ta que el artîculo 26 es Invocable, esencialmente, por el 
Hstado. Y para que el F.stado piieda ser demandado por los gru 
pos n personas flsicas, es necesario que previamente haya 
acep 1 ado la competencia de la Comisiôn, segün el artîculo 25.
La Comisiôn no puede atcnder las demandas individuales 
mas que en el suptiesio de que el Hstado haya "reconocido" de 
modo explîcito "la competencia de la Comisiôn" en ta 1 mat e­
ria (404). Esta clausula es facultativa. Y por ello, se ha 
p«nsado que la interpretaclôn extensiva del articule 26 é qui ­
valoir la a una especie de "recompensa" a los Estados que ha - 
hlan reconocido expresamente la intervenciôn de la Comisiôn 
en el caso de las demandas Individuales. Entendiende de esta 
forma la actitud de la Comisiôn se podîa llegar a afirmar que 
asl se aliviaban las "cargos que derlvan del articule 26" p a ­
ra el Es tado (405).
<(403) Vil ta, P.: Oh. cit. pôg. 579.
1(4(14) Rocuoii des Textes, pôg. 148.
((405) /\n( onopoiilos, N., senala textualmentc *• "La Commision 
ne vise, en ! 'espèce, que la protection des Etats de 
fondeurs et elle fait de la regie... un instrument de 
masacre procédural de requetes introduites devant 
elle" Vôase oh. cit. p.4g, 71.
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Sin llegar a la afirmaciôn crîtica, la realidad doctri 
nal es bastante unânime en impugnar la "aplicaciôn rlgida" 
de los tres elementos caracterîsticos seflalados del artlculo 
26 del Convenio.
La aplicaciôn excesivamente extensiva de dicho artîculo 
no facilitarîa el cumplimiento de la finalidad para la que 
fue concebido el Convenio. Se verîa debilitada la defensa de 
los derechos del hombre, resultarîan obstaculizados los reme­
dies previstes para reparar y satisfacer a las vîctinas de la 
vielaciôn de derechos humanos (406).
Serîa difîcil el ejercicie de taies derechos. Las crî- 
ticas doctrinales se han, a su vez, excedido. En la prâctica 
-se ha dicho- la régla del artlculo 26 ha sido ufilizada por 
la Comisiôn corne "vâlvula de seguridad" para protéger, primor- 
dialmente, les intereses de los Estados (rente a los intere- 
ses individuales. La Comisiôn ha tutelado la soberanîa esta- 
tal para evitar en definitive que los Estados revocasen su 
aceptaciôn de la Clausula Facultativa del artîculo 25 (407) . 
Por tante, se entendra que la Comisiôn habîa sido excesira- 
mente rlgida en la aplicaciôn del artîculo 26.
"La Commission ne vise, en l'espece, que la 
protection des Etats défendeurs et elle fait 
de la régie... un instrument de massacre 
procedural des requêtes introduites devint 
elle" (408).
(406) Vitta, E .: Ob. cit. pâg. 599.
(407) Vitta, E.: Ob. cit. pâg. 599.
(408) Antonopoulos, N.: Ob. cit. pâg. 71.
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I.os into rescs del. Es tad o se ven incluse rePorzados por 
el hcclio de que:
"Though the objection that domestic remedies 
has not been exhausted is raised for the 
first time during the oral explanetions p r o ­
vided by the Rule 46 of Procedure, the res­
pondent. State is not precluded from having 
the benefit of the Rule of local remedies" 
14091.
I)e alii que la Intèrpretaciôn practica de la Comisiôn va 
ya evoIucionando en un sentido mâs generoso y doctrinalmente, 
en la actu alidad, se tiende a lo que se cal if ica de "perspec­
tives huma nitarias del artîculo 26" frente a la cautelosa pos 
tiira an teriormente adoptada por la Comisiôn en el examen de 
los elementos y de la regia citada por el artîculo 26.
bas reglas contenidas en el artîculo 26 no deben ser 
interpretadas, tampoco, de forma general y automâtica. El rca 
1 i "îmn jurîdico aconseja examinar las "circuns tancias cspecîfi_ 
ras" que concurren en cada reclamaciôn.
No podomos hacer abstracciôn de los argumentos esgrimi- 
dos por la Comisiôn sobre la funciôn, y el fundamento de la 
régla, ni olvîdar las excepclones i n troducidas. flay que ha - 
cerse cargo, tambiën, cômo entiende, la Comisiôn de la mis ion 
que deben desempefîar los Estados en materia de los derechos 
de 1 bomb re. Por ello no compartimos la opinion conforme a la
1 4 0 0 ) Ain*'ra i Mghç , C.E.; Ob . cit. pag. 299.
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cual la razôjli de ser de la régla encuentra su justificaclôn
en el âmbitd*. de la protecciôn diplomâtica quedando sin sen-
'V
tido en él Yistema de garantie colectiva establecido por el 
Convenio (41.Ô).
Por Otto lado, es bien notorio eV carâcter que revisten 
las jurisdicfciones internacionales. Se suele decir que tie- 
nen un carâcter subsidiario, respecte a las jurisdicciones in 
ternas. Ese {ps el sentido del artlculo 26. No podrâ presenter 
se una demanda ante una instancia internacienal sin tener en
cuenta la existencia de las instancies nàcionales. Es natural
%
que mientraâ.’.exista la posibilidad de solucionar un asunto en 
el piano intÂrno no pueda acudirse al piano internacienal. Al 
menos, en e% estado actual de la sociedad democrâtica conten- 
porânea C4îtj .
.V
Se tràta, por tanto, de que subsistan las reglas e ins- 
tancias intètnas al raisnro tiempo que se consolida y extiende 
la garantie internacional de los derechos del hombre y el de- 
sarrollo de las instancias internacionales (412).
(410) Posturâ apoyada por Spatafora, E.: Ob. cit. pâg. 111. 
Antonopoulos, N.: Ob. cit. pp. 71-72.
(411) Kiss,Xh. A.: "La protection internationale des droits 
de l'homme dans le cadre européen". Paris, 1961, pâg. 
244, (.Travaux du colloque organisé par la faculté de 
Droit des Sciences Politiques et Economiques de Stras­
bourg);,
(412) Guinand J.: "La regie de 1'epuissement des voies des 
recours internes dans le cadre des systèmes internatio 
naux dii protection des droits de l'homme", en Revue 
Belge-de Droit International. 1968, 2 pp. 471-483, pp. 
482-4ÔX
Ç Im1 to OS que los derechos del hombre son va lores de 
caracffifir Fundamental y patrlmonio comdn no solo de las socie­
dad o s n a r tonales sino de la propia comunidad internacional.
Sin embargo en aras del objetivo propio de los recursos in - 
f:e rnac i ona I es , la protecciôn de los derechos del hombre, no 
piir>de olvidarse de la estructiira jurîdixa actual de los Estados 
democrat tens deseosos de ver respetados sus ordenamicntos, a 
la vez que convene i dos de la importancla y respeto que se m e - 
reien ln< d e rechos del hombre, se muestran dispuestos a s o ­
me terse a I si sterna protector del Convenio.
Por consigut e n t e , cabe pensar que es censurable, desde 
lueg o . I a excesiva rigidez on la interpretaciôn del artlculo 
?.(). Pnro es, asimjsmo, razonable agregar que no es concebi- 
ble, practI rameute, cl artlculo 26, si no se le relaciona bien 
con nH artlculo 25 del mismn Convenio.
A s i m i s m n  Antonopoulos estima que la rigidez se agtidiza 
respecte a la inter pretac iôn que la Comisiôn ha dado relati- 
va a los recursos internes que deberôn ser agotados, y las 
r j rcuiis tanc i as part ictilares aptas para eximir al requirente de 
la o b l i p a r i n n  del agotainiento (413).
Va abri endo paso, cada dîa, mas, cl criterio q u e , por 
un ladio aconseja a la Comisiôn atentiar la opérât ividad de la
(413) Antonopoulos, N.; Ob. cit. pâg. 71.
En t pua 1 sentidor Spatafora, E.: O b . cit. pâg. 111. 
Vasak, K .: en " L e s  dimensions internationales des 
droits de l'homme" Unesco, Ntieva York, 1978. pâg. 
3 7 9 . punto 48.
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regia del agotainiento limitando corTelativamente la tutela de
los intereses estatales, de forma que pueda ampliarse la pro- 
teccidn de los individuos (414). Pero, al mismo tiempo, se 
va aconsejando, cada dia mâs, que las instancias nacionales 
tengan tambiën la oportunidad de hacer mâs efectiva la pro- 
tecciôn del individuo en su orden interne. Ambas instancias, 
tanto la interna como la internacional, no son excluyentes, 
sino complementarias. De esa forma progresarS mejor la defen­
sa de los derechos del hombre.
cVc Amerasinghe, C.P. : Ob. cit.' pâg. 296 y ss. y 272 y ss
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GENESIS DE LA REGLA DEL ARTICULO 50
El anâlisis de la clâusula reparatoria establecida 
en el art. 50 del Convenio nos exige atender y precisar el 
origen hlstôrico del contenido de su disposiciôn, porque 
la perspectiva histôrica del art. 50 juega un papel primor 
dial a la hora de estudiar el alcance de sus resultados y 
de su aplicaciôn.
En primer lugar, merece atenciôn el proceso formati­
ve de la disposiciôn, porque nos ilustra y aclara seguida- 
mente, el origen histôrico en el que se inspira el texte 
del art. 50 y la problemâtica que se plantea en relaciôn 
con la interpretaciôn de su contenido (1).
El acudir a los trabajos preparatories del Convenio 
para interpretar la disposiciôn que nos ocupa es en princi 
pio, obligado en virtud del art. 32 del Convenio de Viena 
sobre el Derecho de les Tratados (2), que prescribe el anâ­
lisis de "las circunstancias de celebraciôn del texte" como 
medio de interpretaciôn complementario.
CD Doc. CM/WP 1 (50) 15, pâg. 33.
(2) El Art. 32: Medios de interpretaciôn complementa-
r ios.
El art. 32 dispone: "Se podrâ acudir a medios de 
interpretaciôn complementarios, en particular a las 
circunstancias de su celebraciôn  ^ para confirmât 
ëî sentido résultante de la aplicaciôn del articule
31, o para determiner el sentido cuando la interpre
taciôn dada de conformidad con el articule 31 :
a) Deje ambiguë u oscuro el sentido; o
mA. Primera redacciôn del art. 50.
Desgraciadamente, los trabajos preparatories relati­
ves al art. SO, no nos sirven de gran ayuda. Su redacciôn 
no fue excesivamente controvertida. Se creyô inicialmente 
que se trataba de reafirmar un principio de derecho inter­
nacional comûn consagrando, por tanto, la prâctica vigen- 
te (3).
Esta afirmaciôn, no fue excesivamente acertada, porque 
la prâctica interestatal hasta entonces aplicable, no se 
ajustaba plenamente a la realidad jurîdica regulada de modo 
precise por el art. 50.
La Primera Sesion de la Asamfalea Consultiva del Conse 
jo de Europa se preocupô de esclarecer y debatir la propues 
ta de resoluciôn presentada al Comité de Ministres con el 
fin de recomendarle la organizaciôn en el seno del Consejo 
de Europa de una garantîa colectiva de los derechos humanos.
b) Conduzca a un resultado manifiestamente absurde o 
irrazonable,
Convenciôn de Viena sobre el Derecho de Tratados.
Art. 32, a, b.
(3) Doc. CM/WP (50) 15, pâg. 33 en el que se afirmaba que 
la régla relativa a la reparaciôn:
"No aportarîa ningûn elemento nuevo o contrario al 
Derecho Internacional vigente".
En contra de esta tesis se manifiesta claramente VIS, 
W. :
"La réparation des violations de la Convention 
Européenne des Droits de l'Homme", en 
"La Protection Internationale des Droits de l'Homme 
dans le cadre européen", Paris 1961, pâg. 282.
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La propuesta o anteproyecto del Convenio fue elabora- 
do por la Comisiôn de Asuntos Jurîdicos, en la que destaca- 
rîa la labor, entre otros, de Teitgen, Maxwell - Fyfe (4),
El primer esbozo de reparaciôn lo encontramos en el 
art. 13 a) del anteproyecto. Estipulaba la capacidad del Trj^  
bunal para fiscalizar, en general, la actividad de las auto- 
ridades internas, con independencia de la naturaleza de sus 
ôrganos:
"El Tribunal tendrâ competencia para deter- 
minar todos los supuestos de violaciôn de 
la primera parte del présente Convenio, 
emanados de actos ejecutivos, legislatives 
o judiciales.
El Tribunal podrâ prescribir las medidas 
de reparaciôn o requérir al Estado intere- 
sado las medidas pénales o administrativas 
contra cualquier persona responsable de la 
violaciôn, de la anulaciôn de la suspen­
sion o enmienda de la decisiôn incrimina- 
da" C5).
(4) Doc. 3 Assemblée Consultative, première session. 
19 Agosto 1949, véase tambiën el Annexe.
En Recueil des Travaux Préparatoires, Vol. I, La 
Haya 1975 pp. 19-20 y pp. 297-321, respecto del 
Annexe.
(5) En el ûltimo apartado del art. 13 se estipulaba:
"La sentencia del Tribunal se dictarâ en vista 
pub1 ica".
Véase Ibidem, pp. 301-303.
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Posteriormente, en el anteproyecto de Convenio, se so 
metieron dos posibles variantes para que fueran al examen 
del Comité de Expertes y en las disposiciones finales se ha 
cîa referenda al derecho a obtener una reparaciôn (6).
El Comité de Expertes déclaré que el derecho de la vie 
tima a obtener una reparaciôn constituîa en todo caso, el re 
flejo o sîntesis del Derecho internacional vigente a la sa- 
zôn en materia de responsabilidad. Conforme a esta convicciôn 
se pensaba que la jurisprudencia del Tribunal europeo no ten 
drîa que aportar ningûn elemento nuevo o contrario al Derecho 
internacional existante en materia de violaciôn de una obli- 
gaciôn internacional por un Estado. El Tribunal no tendrâ, en 
consecuencia, facultades para anular o modificar actos que 
emanasen de los ôrganos pûblicos de los Estados signatarios 
(7).
En efecto, el Informe Teitgen establecîa los principios 
s iguientes:
a) La competencia, con amplitud del Tribunal 
para concéder reparaciôn a las vîctimas.
b) La facultad de requérir medidas sanciona- 
doras contra los responsables de las med^ 
das incriminadas (8).
(6) Véase Doc. CM/WP I (50) 14, A 932.
Y Recueil des Travaux Préparatoires, Vol. III, La Haya 
1976, pp. 313 y ss., y pp. 333 y ss. Véase art. 43 (39)
(7) Véase Recueil des Travaux Préparatoires, Vol. IV, La 
Haya 1977. pâg. 45.
(8) Esta interpretaciôn la facilita el Comité en su varian
c) El poder del Tribunal de dejar sin efec­
to la decision impugnada, mediante anula 
ciôn, suspensiôn o modificaciôn (9).
El texto propuesto habîa de sufrir modificaciones en 
el seno del Comité de Expertos que actuaba como ôrgano ase- 
sor del Comité de Ministres (10).
Cabe citar dentro de las enmiendas a los articules de 
la recomendaciôn de la Asamblea la presentada por el experte 
de Italia (11).
te A/B del Tîtulo IV, presentada por el Comité de Ex­
pertos encargado de elaborar el Proyecto de Convenio 
al Comité de Ministres.
Véase Doc. CM/WP T (50) 15, A 924 de 13 de marzo de 
1950, pp. 3 y ss.
(9) El texto estipulaba:
"La sentencia del Tribunal podrâ prescribir al Estado 
interesado":
1. Anular, suspender o modificar la decisiôn impugna­
da .
2. Reparar el daho causado.
3. Requérir contra la o las personas responsables las 
sanciones pénales, administrativas o civiles.
Véase Rec. Trav. Prep. vol. 1, La Haya 1975, pp. 193 
y ss. y Assemblée consultative, séances 19-8-1949 et 
16-8-1950, Ass. Cons/CR. 1949 pâg. 435, 1950, pâg. 513
y respecto de la intervenciôn de Teitgen P.N. véase
séance du 24 9-1953, Ass. Cons./CR 1953. pâg. 614.
(10) Art. 24 Ibidem pp. 213 y 235.
(11) Doc. A. 809, "Proyecto del texto del tîtulo 1 del Pro­
yecto de Convenio, basado en los trabajos Preparato­
ries de la Asamblea Consultiva, sesiôn del Comité de 
Expertos de 7 de febrero de 1950".
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Artîculo G .
"Si la decision del Tribunal déclara que 
una decisiôn aprobada o medida ordenada 
por una autoridad judicial o cualquier 
otra autoridad de una parte contratante, 
se encuentra entera o parcialmente en 
oposiciôn con las obligaciones derivadas 
de la présente Convenciôn y si el derecho 
constitucional de dicha Parte, no permite 
borrar las consecuencias de dicha decisiôn 
o medida, la decisiôn del Tribunal conce- 
derâ si hay lugar a la Parte lesionada 
una satisfacciôn equitativa" (12).
En este momento se decidiô que la primera parte del ar 
tîculo 24 de la Asamblea perdîa su razôn de ser, porque el 
Comité plenario habîa aceptado el recurso ûnicamente para su 
aplicaciôn a los actos législatives o ejecutivos y ademâs 
porque la régla del agotamiento previo se habrîa incluîdo pa 
ra el acceso a la Comisiôn (13).
Véase asimismo Doc. A. 812 en Recueil des Travaux Prep 
Vol. III, La Haya 1976. Cap. XI (sections A y B), pp. 
229-231 .
(12) Recueil des Travaux Prep. Vol. III, La Haya 1976 pp. 
231-233.
(13) Séance du 8 février 1950. Suite et fin des proposi­
tions du Sous-Comité de rédaction du Titre III (Doc.
A 813). Art. 28 (nouveau):
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En la reunion del Comité de Expertos se examiné el 
texto del art. 36 del tîtulo IV que disponîa: (14)
"Si la decisiôn del Tribunal déclara que 
una decisiôn dictada o una medida orde­
nada por una autoridad de una Parte Con­
tratante se encuentra entera o parcial­
mente en oposiciôn con las obligaciones 
que se derlvan de la présente Convenciôn, 
y si el derecho interno de dicha Parte no 
permite borrar sino imperfectamente las
"si la décision de la Cour déclare qu'une décision 
prise ou une mesure ordonnée par une autorité judi­
ciaire ou toute autre autorité d'une Partie Contrac­
tante se trouve entièrement ou partiellement en oppo 
sition avec les obligations découlant de la présente 
Convention et si le droit interne de ladite Partie 
ne permet qu'imparfaitement d'effacer les conséquen­
ces de cette décision ou de cette mesure, la décision 
de la Cour accordera s'il y a, lieu, à la partie lésée 
une satisfaction équitable".
En Rec. Trav. Prep. vol. III, La Haya 1976, pp. 232- 
233.
Véase asimismo art. 43 (39) del anteproyecto del con­
venio en Doc. CM/WP I (50) 14: A 932, en el que se 
presentaban dos posibles variantes que examinarîa el 
Comité de Expertos y unas disposiciones finales en 
las que figuraba el derecho a la reparaciôn (art. 43 
(39) en Rec. Trav. Prep. vol. III, La Haya 1976, pp. 
313 y ss.
(14) Véase Avant-Projet de Convention pour la sauvegarde et 
le Développement des Droits de l'Homme et des libertés 
fondamentales. (Doc. A 833 du 15 février 1950) en Rec. 
de trav. Prep. Vol. III, La Haya 1976 pp. 237 y ss.
En concreto punto 9 de dicho anteproyecto pp. 246-247.
consecuencias de dicha decisiôn o medida, 
la decisiôn del Tribunal concederâ, si ha 
lugar, a la parte lesionada, una satisfac 
ciôn equitativa" (15).
Al analizarse el nuevo texto del art. 36, se entendiô 
que la disposiciôn era conforme al Derecho Internacional en 
vigor, en materia de violaciôn de una obligaciôn internacio­
nal por parte de un Estado. Creyéndose que la jurisprudencia 
del Tribunal europeo no aportarîa en este punto ningûn ele­
mento nuevo o contrario del Derecho Internacional vigente.
Al Tribunal no se le atribuye poder para anular o modificar 
los actos que emanan de los ôrganos pûblicos de los Estados 
signatarios (16).
En la prâctica los redactores eliminaron todas las di^ 
posiciones que no eran estrictamente necesarias para estipu-
(15) Rec. des Trav. Prep. Vol. III, La Haya 1976, Comité 
d'Experts, 2 febrero-10 marzo 1950, pp. 247 y 301-303. 
Respecto de la nueva version de los tîtulos II, III y 
IV, Doc. CM/WP I (50) 4; A 917 Sesion du Comité d'Ex­
perts. 7 marzo 1950. La segunda reunion del Comité de 
Expertos se celebrô del 6 al 10 de marzo de 1950. Véase 
Rec. des Trav. Prep. Vol. III, La Haya 1976, pp. 279
y ss.
(16) Rec. Trav. Prep. Vol. III, La Haya 1976, pâg. 277 y 
Doc. CM/WP 4 (50) 16, Annexe, A.1445. Proyecto del Con 
venio anexp al Proyecto de Informe en su tîtulo IV, se 
presentaba a la Conferencia de Altos funcionarios que 
se celebrô del 8 al 17 de Junio de 1950, el art. 51 
que incluîa un texto idéntico al finalmente aprobado. 
Comité d'Experts, session 2 febrero-10 marzo 1950 en:
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lar el establecimiento del ôrgano judicial, su composiciôn 
y su funcionamiento asI como para la delimitaciôn de su corn 
petencia (17).
Rec. Trav. Prep. Vol. III, La Haya 1976 pp. 237 y 247 
Véase tambiën Doc. CM/WP (50) 16, rev.; A. 1452. Pro­
yecto de Convenio anexo al Informe. Doc. CM/WP 4 (50)
19 anexo, en el Tîtulo V, el art. 50 en Recueil cit. 
pâg. 293.
(17) Panzera, A.F.: "Il potere délia corte europea dei di- 
ritti dell'uomo di accordare un equa riparazione alla 
parte lésa", en Rivista di Diritto Europeo. Ottobre- 
Dicembre 1974. Anno XIV, n“ 4, pp .317-325, aquî pâg. 
318 nota 3.
Luzzato, R.: La Convenzione Europea dei Diritti dell' 
uomo e la Riparazione delle violazioni délia Convenzio 
ne en "Studi in onore di Manlio Udina", t. I, Milan 
1975, pp. 423-445.
Vis, W.: "La Réparation des violations de la Conven­
tion Européenne des Droits de l'Homme (note sur l'arti­
cle 50 de la Convention)" en "La Protection Internatio 
nale des Droits de l'Homme dans le cadre européenn". 
Travaux du colloque organisé par la faculté de droit 
et de sciences politiques et économiques de Strasbourg 
14-15 novembre 1960, Paris 1961, pp. 279-286 aquî pâg. 
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Golsong, H.: Subraya el carâcter interestatal que ré­
gla en las clâusulas arbitrales anteriores:
"Tous ces traités concernent exclusivement les rela­
tions interétatiques traditionelles. Dans un tel ca­
dre una procédure d'arbitrage garde son caractère in - 
terêtatique, même si le problème sous examen trouve 
ses origines dans la lésion des intérêts d'un particu­
lier, car dans le contexte d'une procédure d'arbitrage 
international, l’Etat demandeur, même en se référant 
aux droits lésés, d'un individu, fait valoir-comme l'a 
dit à maintes reprises la Cour de La Haye, son propre 
droit, le droit qu'il a de faire respecter en la person­
ne des ses ressortissants, le droit international". Véa
5S'^
Esta norma como las normas al Igual que las que se re 
fieren a los efectos de las decisiones del Tribunal son es - 
casas siguiendo el modelo del Estatuto del Tribunal Interna 
cional de Justicia, por ello no nos aclara suficientemente 
la facultad del Tribunal (18).
Teitgen critico la modificaciôn de su formula, la con­
sidéra confusa y agrega que no responde a la intenciôn unâni 
me del Comité de Cuestiones Jurîdicas, cuando delimitaron 
las competencias del Tribunal.
se Golsong, H.: "Quelques reflexions à propos du pou­
voir de la cour européenne des droits de l'homme d'ac­
corder una satisfaction équitable (article 50 de la 
Convention européenne des Droits de l'Homme)" en,
"René Cassin amicorum discipulorumque liber", tomo I, 
Paris 1969, pp. 89-94, aquî pâg. 92-93.
C.P.J.I., Série A, n® 2, p. 12 (Asunto de las conce- 
siones Mavrommatis en Palestina) , Série A/B, n® 20-21, 
pâg. 17 (Asunto de los empréstitos servios y C.I.J, 
Recueil des arrêts, 1955, pâg. 24. (Asunto Nottebohm) 
Recueil des sentences arbitrales. Nations Unies, Vol. 
II, pp. 633-634 (Asunto de los Bienes Britânicos en 
Marruecos Espanol).
(18) Eissen, M.A.: "La Cour européene des Droits de l'Homme 
de la Convention au Règlement" en A.F.D.I, 1959, pp. 
618-658, aquî pâg. 635.
Vegleris, Ph.: "Modes de redressement des violations 
de la convention européenne des Droits de l'homme. Es­
quisse d'une classification" en Mélanges Polys Modi- 
nos, Paris 1968, pp. 369-388. Aquî pâg. 377-378. Véa­
se nota 9 y 10.
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Del texto del Comité de Ministres parece deducirse 
que la atribuciôn primordial del Tribunal europeo es la de 
controlar las decisiones internas judiciales. En cambio, la 
auténtica intenciôn del texto primitive, era la de garanti- 
zar un control europeo respecte de aquellos derechos fonda­
mentales derivados de la libertad que son violados frecuen- 
temente en el âmbito interne en vez de salvaguardar princi- 
palmente al particular frente a los pocos habituales "erro- 
res judiciales” . Critico la redacciôn porque consideraba 
que desdibujaba las atribuciones especîficas del Tribunal 
(19).
En cuanto a la reparaciôn en si misma considerada, el 
texto faculta al Tribunal a concéder a las victimas danos y 
perjuicios o cualquier reparaciôn de esta indole.
La intenciôn del Comité de Asuntos Juridicos era mas 
ambiciosa porque pretendia facultar al Tribunal europeo pa­
ra anular o declarar derogada cualquier ley o reglamento 
interno que derogase una libertad determinada garantizada 
por una ley fundamental nacional, y que afectase a la total 
poblaciôn. En este supuesto la reparaciôn mediante danos y 
perjuicios aunque revistiera un carâcter simbôlico séria a 
todas luces insuficiente e inadecuada. La reparaciôn median 
te acciôn de dafios y perjuicios, indemnizaciôn pecuniaria, 
séria adecuada en el supuesto de que la medida violatoria 
afectara ünicamente a una persona determinada y no a la to-
(19) Recueil des Trav. Prep. Vol. V, La Haya 1979, pp.
75 y ss. en relaciôn con el tema del art. 50. Vêase 
Ibidem, pâg. 95.
o8?
tal poblaciôn. Es decir, cuando la vîctima se hallara deter­
minada individualmente. Supuestos de un abuso del poder de 
la policîa local, administrativa o un abuso de un miembro 
del ejecutivo.
Se citaba el supuesto de que se estableciese un regi­
men antidemocrâtico en un Estado Parte en cuyo caso se su - 
primirla la libertad de prensa.
^Serîa suficiente que el Tribunal europeo concediera 
una reparaciôn simbôlica a cada ciudadano.? Creemos que carece- 
rxa de sentido esta aplicaciôn del poder reparatorio conce- 
dido al Tribunal.
A pesar de que se consideraba necesario para que el 
Tribunal ejerciese sus funciones que seje facultase para pro- 
nunciarse sobre la nulidad de las leyes y de los decretos 
contrarierai Convenio, el resultado fue bien distinto (20).
Las enmiendas y limitaciones introducidas en el pro- 
yecto de Teitgen resultaron acertadas y delimitaron mejor el 
poder de control que han de ejercer los ôrganos de Estrasbur 
go. Las facultades de fiscalizaciôn del Tribunal se limita- 
ron a los supuestos en que realmente exista una auténtica 
vîctima a la que se le ha aplicado una norma, régla o medi-
(20) El texto habîa sido modificado a raîz de las delibera- 
ciones de la sesiôn de 4 de agosto de 1950 del Comité 
de Ministres. Doc. CM I (50) 9, véase Rec. Travaux. 
Prep. vol. 5, La Haya 1979, p. 95 y del Informe pâg. 
513.
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da interna manifiestamente contraria al Convenio.
Conforme a la propia jurisprudencia de Estrasburgo se 
ha confirmado, despues, el criterio de que al ôrgano judicial 
europeo no le compete el anâlisis en termines générales y abs^  
tractos de la normativa interna, salvo que una reclamaciôn 
concreta suscite importantes cuestiones en relaciôn con la 
adecuada aplicaciôn del Convenio por parte de un Estado.
Los ôrganos de control deberîan realizar el anâlisis de 
la legislaciôn nacional si fuere necesario para decidir la 
incompatibilidad de la norma interna con el Convenio. Cuando 
se trate de una medida o actuaciôn administrativa, se anali- 
zarâ el carâcter permanente o el grado de tolerancia general 
de la medida o de la actuaciôn controvertida.
Ahora bien, este anâlisis se realizarâ en conexiôn con 
la reclamaciôn registrada, en funciôn, por tanto, de un asun- 
to concreto.
Resultaba muy extemporâneo y por ello fue muy contro-
vertido el intente de facultar a los ôrganos de control, pre
cisamente en el momento de su establecimiento, con poderes 
tan amplios como el de revisar e incluse anular los actos le
gislativos internes contraries al Convenio.
Este poder derogatorio de los ôrganos de control se ha 
paliado mucho en la aplicaciôn prâctica del Convenio, y ha 
resultado ser, a todas luces, innecesario debido principal- 
mente a dos factures:
En razôn del valor jerârquico que se concede al Con 
venio en el orden interno de los Estados Partes.
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La ratificaciôn del Convenio obliga a las Partes a 
respetar sus obligaciones, con independencia del sistema de 
adopciôn o incorporaciôn interna que se siga en cada orde- 
namiento. La legislaciôn nacional necesarlamente deberâ con 
formarse con los principles normatives consagrados por el 
Convenio, asî como con los criterios interprétatives que los 
ôrganos de Estrasburgo efectûen respecte de su aplicaciôn.
Por consiguiente el juez nacional estarâ llamado a 
aplicar directamente las disposiciones del Convenio y no po- 
drâ aplicar ley nacional alguna que le fuere contraria.
Sin necesidad de que el particular haya apelado a la 
jurisdicciôn de Estrasburgo, el juez nacional podrâ decidir 
por si mismo si el Convenio ha sido violado, en cuyo caso po 
drâ, incluse, indemnizar a la vîctima. De no ser asi, la vie 
tima podrâ recurrir a Estrasburgo, para obtener dicha repa­
raciôn, en cuyo caso, el Tribunal europeo estâ facultado pa 
ra declarar la responsabilidad del Estado, La actuaciôn po^ 
terior del Estado declarado culpable es susceptible de ser 
controlada por el Tribunal, al igual que por el Comité de 
nistros que velarâ por la ejecuciôn de la decisiôn del Tribu 
nal.
Es, pues, innegable que el particular podrâ invocar 
el Convenio ante las autoridades judiciales internas.
El segundo de los factores indicados -sobre la inter- 
conexiôn del Convenio con la ley interna- se refiere al he - 
cho del propio "sistema de garantla colectivo" integrado en 
el Convenio. Con arreglo a este sistema, cualquier Estado 
puede ser demandado por otro que asuma la protecciôn de un 
Particular no nacional o simplemente en virtud del hecho de
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que los Estados Partes se comprometen a protéger a cualquier 
persona en el âmbito de su territorio.
Es natural que en la prâctica los Estados procuren 
evitar las posibles demandas interestatales y procedan a mo- 
dificar su legislaciôn interna antes de que sean declarados 
culpables, mâxime si se asemeja o es anâloga a otra que hu- 
biere sido denunciada.
Por consiguiente, no séria vâlido afirmar que los auto 
res del Convenio redactaron de forma autônoma la disposiciôn 
relativa a la reparaciôn [21).
Precisamente el informe de Teitgen describia de forma 
mâs extensa y exhaustive las facultades del Tribunal, asi co 
mo sus poderes de decisiôn sobre la materia. En este senti­
do procédé resaltar sus rasgos mâs esenciales:
1) Regulaba la competencia del Tribunal en relaciôn 
con la categoria de los actos internos que pudieran suponer 
una violaciôn del Convenio: Actos legislatives, administratif 
vos o jurisdiccionales (22).
2) Confiaba al Tribunal facultades para incidir direc­
tamente sobre los actos internes impugnados: podria anular.
(2 1) Séances 19.8.1949, 16.8.1950, Assemblée Consultative, 
CR 1949, pâg. 435, 1950, pâg. 513 y alocuciôn de Tei_t 
gen. Assemblée Consultative, CR, 1953, p. 614.
(22) Golsong, H.: Ob. cit. pp. 92-93.
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suspender o revocar la disposiciôn o medida denunciada (23).
3) En cuanto a la estipulaciôn de la reparaciôn, el 
Tribunal ténia capacidad para:
a) Adoptar medidas de carâcter positive contra los cul 
pables. Estas decisiones podrian consistir en medidas de ca­
râcter penal, administrative o civil.
b) Concéder, naturalmente, la reparaciôn del dano. Se 
preveia, por consiguiente, la modalidad habituai de la indem 
nizaciôn pecuniaria (24).
(23) Vis, W.: Ob. cit. pâg. 281.
(24) Panzera, A.F.: Ob. cit. pâg. 31
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B . - Referenda a los antecedentes arbitrales.
Los antecedentes del art. 50 del Convenio se suelen 
localizar en el art. 32 del Acta General para el arreglo 
pacîfico de controversias, adoptada por la Asamblea de la 
Sociedad de Naciones en 1928, y en las clâusulas anâlogas 
y anteriores de ciertos tratados bilatérales de concilia- 
ciôn y arbitrage, singularmente el tratado de arbitrage y 
de conciliacion del 3 de diciembre de 1921 entre Suiza y Al£ 
mania (25).
(25) La Asamblea General de la Sociedad de Naciones apro- 
bô el 26 de septiembre de 1928, "L'Acte General d'ar­
bitrage". El Acta establecla, la conciliacion obliga- 
toria, la jurisdicciôn obligatoria y el arbitraje 
obligatorio en determinadas condiciones. Los Estados 
podian aceptar cualquiera de estos très procedimien- 
tos de forma individual o cumulativamente.
El Acta General entrô en vigor el 16 de Agosto de 1929, 
una vez que se adhirieron 23 Estados. El 28 de abril 
de 1949, la Asamblea General de Naciones Unidas proce- 
diô a la revision del Acta General, entrando en vigor 
su versiôn revisada el 20 de septiembre de 1950.
Otros compromises de arbitraje obligatorio: Pacto de 
Bogotâ de 1948 revisado en 1967 por el Protocole de 
Buenos Aires. En el propio âmbito del Consejo de Euro­
pe hay que destacar el Convenio europeo para el arre­
glo pacîfico de conflictos (Convention Européenne pour 
le règlement pacifique des conflits) aprobado el 29 de 
abril de 1957 por los Estados Miembros del Consejo de 
Europa.
Véase Bastid, S.: "L'Arbitrage international", luris- 
classeur de Droit International, tome II, fasc. 245- 
249.
Zoller, E .: "Observations sur la révision et 1'inter­
pretation des sentences arbitrales" en A.F.D.I., 1978, 
pp. 327-351, véase Andrés Sâenz de Santa Maria, M.P.: 
"El arbitraje înternacional en la Prâctica Convencio- 
nal Espanola (1974-1978)", Oviedo 1982. Respecto del
588
Es posible remontarse aün mâs lejos en la Historia y 
fijarse en el Convenio de La Haya de 1907 sobre el estable­
cimiento de un Tribunal internacional de presas. Este Con­
venio no entrô en vigor, pero tiene, en el caso concreto, 
cierta significaciôn. Se trataba de las atribuiciones del 
Tribunal internacional de presas actuando como Tribunal de 
apelaciôn respecto a los Tribunales nacionales de presas en 
"las cuestiones que conciernan sobre todo a la captura de 
naves de comercio y a la confiscaciôn de sus cargas" (26).
Acta General de arbitraje. pp. 20-21. En cuanto al 
"Protocole para el arreglo pacîfico de los conflic­
tos internacionales" hecho el 2 de octubre de 1924, 
vêase Ob. cit. pp. 18-19. El texto del art. 8 del 
Acta General estipula; "If the court pronounces the 
capture to be null, the court shall order restitution 
of the vessel or cargo, and shall fix, if there is 
occasion the amount of damages. If the vessel or car­
go has been destroyed, the court shall determine the 
compensation to be given to the owner on this account, 
If the national court pronounced the capture to be 
null, the court can only be asked to decided as to 
the damages".
Brown Scott, I. ha comentado: "The community of na­
tions therefore, has an International Court of Prize 
and a substantial body of law for the guidance of the 
court charged with its administration and interpreta­
tion. Articles 7, 8, and 9 of the prize convention 
ares henceforth unobjetionable".
Vêase Brown Scott, J. , en A..J.I.L. 1911 (5) pp. 302- 
324, concretamente pp. 315-316.
(26) En ese mismo afio se aprobo la "Convention pour le 
règlement pacifique des conflicts internationaux", 
firmada en La Haya el 18 de octubre de 1907. En su 
art. 1 se establecîa: "En vue de prévenir autant que
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El citado Convenio de La Haya disponîa en su articu­
le 8, pârrafo 2: "en el caso de pronunciarse la nulidad de 
la captura, el Tribunal ordena la restituciôn del navîo o
de la carga y fija, si hay lugar, el importe danos e
intereses. Si la nave o el cargamento han sido vendidos o 
destruîdos, el Tribunal détermina la indemnizaciôn a conce
der por tal causa al propietario" (27).
possible le recours à la force dans les rapports en­
tre les Etats, les puissances contractantes convien­
nent d'employer tous leurs efforts pour assurer le 
règlement pacifique des différends internationaux".
En la Conferencia de La Haya se habîan elaborado 13 
textos internacionales, sobre el derecho de guerra el 
que nos ocupa, figuraba como el xil&^o L^s otras se 
referîan al inlcio de las hostilidades, el III, un 
Convenio sobre las leyes y costumbres de la guerra 
en tierra, con un Anexo que contenîa un Reglamento, y 
6 Convenios mâs sobre la guerra maritime al que hay 
que anadir el Convenio de La Haya sobre el estableci­
miento de un Tribunal Internacional de presas. Véase 
Nguyen Ouoc.
DIN, Droit International Public 1980, pâg. 863, punto 
781, pp. 862-863,
Sobre el Tribunal Permanente de Arbitraje. Véase An­
drés Sâenz de Santa Maria, M.P., Ob. cit. pp. 13-16. 
Myers, D.P.; "The origin of the Hague Arbitral Courts 
II "The Proposed Court of Arbitral Justice", en 
A.J.I.L, Vol. 8, 1914 pp. 769-801 y A.J.I.L., Vol. 10, 
1916, pp. 270-327 respectivamente. Francois, J.P.A.:
La Cour Permanente d'Arbitrage, son origine, sa juri£ 
prudence, son avenir", R.C.A.D.I. t.87(1955-1), pp. 
461-548.
Sobre el Tribunal Internacional de Presas: Véase 
Brown Scott, J,; "The International Court of Price", 
en A.J.I.L.Vol. 5, 1911, pp. 302-324. y
(27) Vêase Publications de la Cour Européenne des Droits 
d l'Homme. Série B, Vol. 12, Affaires De Wilde, Ooms 
et Versyp (Question de l'application de L'Article 50 
de la Convention), pp. 48 y ss.
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La referida disposiciôn prevé, pues, la imposibilidad 
jurîdica de la plena restituciôn cuando la nave o el carga- 
mento hayan sido vendidos y la imposibilidad fîsica "o impo­
sibilidad de hecho", en el caso en que el navîo o la carga 
hubiesen sido destruîdos.
En ambos casos, el Tribunal debîa de determinar la in­
demnizaciôn a concéder al propietario (28), procuraba, ademâs 
solventar las dificultades que solian surgir con la aplica-
/.
Noble Gregory, Ch.: En su estudio "The Proposed Inter­
national Prize Court and some of its difficulties", 
en A.J.I.L., Vol. 2, 1908 pp. 458-475. Afirma: "It is 
the great step forward in the reign of law and order 
in the chaos of International affairs. Whatever diffi­
culties may be foreseen or modifications sought, this 
fruitful beginning of progress ought not be abaridonet 
or its significance lessened or forgot".
Ob. cit. pâg. 47 5.
Brown Scott, H.B.: En su estudio "The proposed Inter­
national Prize Court", Afirmaba"
"It marks an important step forward in the adjustment 
of international differences. It provides ofr the first 
time so far as I Know for the compulsory arbitration 
of certain questions, though of a limited class and 
establishes a court which shall have a superior juris­
diction over the courts of the signatory powers", 
A.J.I.L., Vol. 2, 1908, pp. 476-489, en concreto pâg. 
476.
(28) Ibidem, pâg. 49.
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ciôn de los acuerdos arbitrales anteriores, que confiaban al 
Tribunal la determinaciôn del contenido de la sentencia con 
arreglo al Derecho Internacional. En este sistema los Esta­
dos podian encontrarse ante la obligaciôn de tener que eje- 
cutar la sentencia de un tribunal arbitral que declarase con 
traria al Derecho Internacional la decision de un tribunal o 
de cualquier otra autoridad interna. De esta suerte la apli­
caciôn estricta del Derecho Internacional podîa tropezar con 
dificultades constitucionales, si el Derecho constitucional 
no permitiese modificar la sentencia del tribunal nacional. Y 
si en este supuesto fuese necesaria la intervenciôn del po­
der législative para adaptar el Derecho nacional a las exi- 
gencias del Derecho Internacional, declaradas por el tribu­
nal arbitral, resultarîa, a su vez, dificil, en mas de una 
ocaslôn, obtener la decisiôn necesaria del Parlamento inter­
ne. Estas dificultades habîan sido ya contempladas y aduci- 
das en la segunda Conferencia de La Haya contra el arbitraje 
obligatorio.
Precisamente con el fin de eludir ese orden de dificul­
tades, se introdujo en el Tratado germano-suizo la fôrmula 
siguiente:
"Cuando una sentencia arbitral establezca 
que una decisiôn o medida de una instan- 
cia judicial o de cualquier otra autoridad 
de una de las Partes Contratantes se en- 
cuentra entera o parcialmente en oposiciôn 
con el Derecho de Gentes y si el Derecho 
Constitucional de la Parte interesada no 
permite anular mâs que imperfectamente, por 
medidas administratives, las consecuencias
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de la decisiôn o de la medida de que se 
trate, la sentencia arbitral concederâ a 
la parte lesionada una compensaciôn equi- 
tativa de otro orden" (29).
El ejemplo dado por el referido Tratado fue tenido en 
cuenta, enseguida, por otros muchos paîses que insertaron 
la misma fôrmula con diferencias de redacciôn, particular- 
mente en tratados bilatérales de conciliaciôn y de arbitra­
je. No habîan transcurrido siete ahos y ya se habîan firmado 
no menos de 28 tratados conteniendo, esencialmente, dicha for 
mula (50).
En la misma lînea de pensamiento, cabe mencionar el 
Tratado de conciliacion y de arreglo judicial entre Italia y 
Suiza de 20 de septiembre de 1924, el art. 32 del Acta Gene­
ral de arbitraje, de 26 de septiembre de 1928, el Tratado de 
conciliaciôn y arbitraje entre Polonia y el Reino de los Ser- 
bios, Croatas y Eslovenos, firmado en Ginebra el 18 de sep­
tiembre de 1926 (art. 21) (31). El Convenio europeo sobre pes
(29) Traité d'arbitraje et conciliation" de 3 de diciembre 
de 1921. En igual sentido se regularîa recientemente 
en el tratado de arbitraje entre el Reino Unido y Sui­
za de 7 de julio de 1965. Ambos tratados fueron invoca 
dos ante el Tribunal de Estrasburgo, vêase Publ. Cour. 
Eur. Ü.H., Série B, vol. 12, pp. 49-50.
(30) Schindler, D.: "Les progrès de 1'arbitraje obligatoire 
depuis la création de la Société des Nations", en 
R.C.A.D.I., vol. 25, pp. 237 y ss.
(31) Véase Diena, G.: "Revue de droit international et de 
législation comparée" 1925, pp. 1 y ss. Asî el articu­
le 17 del Tratado de 20 de septiembre de 1924 dispone.
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ca en el que se estipulaba que si la ejecuciôn de la senten 
cia arbitral:
"estuviese en colisiôn con una sentencia 
tomada por una autoridad tanto judicial 
como de otro tipo de una de las partes en 
litigio y si el Derecho interno de dicha 
parte no permite, o permite solo parcial­
mente anular las consecuencias de dicha 
decisiôn o medida, el Tribunal concederâ, 
si hubiere lugar a ello, una satisfacciôn 
equitativa a la Parte lesionada".
il serait accordée a la Partie lésée une satisfaction 
équitable d ’un autre ordre'.'
En Rec. S.d.N., XXXIII, pp. 91-101, en concreto, pp. 
98-99.
El articule 21 del Tratado de 1926, estipulaba la ca­
pacidad del T.P.J.I. para concéder la reparaciôn en 
los siguientes términos:
. Si, toutefois, la sentence établissait qu'une dé­
cision d'une instance judiciaire au de toute outre 
autorité relevant de l'une des Parties Contractantes 
se trouve entièrement ou partiellement ou opposition 
avec une règle du droit international universellement 
reconnue et si le droit de cette partie ne permettait 
d'effacer ou de n'effacer qu’imparfaitement par voie 
administrative les conséquences de la décision dont il 
s'agit, il sera accordé a la partie lésée une satis­
faction équitable d'un autre ordre".
Tratado n“ 1800 en Rec. S. d. N. LXXVIII, pp. 419-431 
en concreto pp. 428-429.
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Esta formula séria asimismo recogida por el "Convenio 
sobre pesca y conservaciôn de los recursos vivos en Al ta 
Mar" de 29 de abril de 1958, y al que Espafla se adhiriô el 
25 de febrero de 1971 (32). Igual acontece con el Tratado 
de conciliaciôn, arreglo judicial y arbitraje de 19 de julio 
de 1927 celebrado entre Espana y Bélgica (33) cuyo artîculo 
17, pârrafo 4 de las disposiciones générales preveia: "'si el
(32) Andrés Saênz de Santa Maria, M.P.: "El arbitraje inter­
nacional en la prâctica convencional espanola 1974-1978" 
Univ. Oviedo 1982, pp. 76-77 y 245. Véase respecto del 
Convenio de 1958, B.O.E. de 27 de diciembre de 1971,
Asi lo hicieron Bélgica al depositar el instrumente 
de ratificaciôn el 20 de abril de 1970, Francia al 
confirmer los plenos poderes de su delegado hizo ré­
serva expresa al citado capitulo. Italia al depositar 
el 29 de enero de 1960 su instrumente de ratificaciôn 
invocando el art. 34, excluye de la ratificaciôn los 
capitules II y III (conciliaciôn y arbitraje). En igual 
sentido se pronunciô Malta, los Paises Bajos, Suecia, 
Cran BretaMa. El 7 de diciembre de 1960 éste ultimo, y 
los anteriores el 12 de diciembre de 1966, 7 de julio 
 ^ y 30 de abril de 1958, respectivamente. Vêase S.T.E.,
23, ob. cit. pp. 169-172.
(33) Ratificado por Espana el 23 de mayo de 1928 en Bruse-
las. Véase Rec. S.d.N, LXXX, pâg. 17, G. de M . , 6 de
junio de 1928.
Este tratado fue invocado por el Gobierno belga fren 
te a Espafla en el asunto de la "Barcelona Traction 
Light and Power Company". Véase Exceptions Préliminai 
res.
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Tribunal Permanente de Justicia Internacional o el Tribunal 
Arbitral estableciese que una decisiôn de una instancia 
judicial o de cualquier otra autoridad dependiente de una de 
las Partes contratantes estân entera o parcialmente en opo­
siciôn con el derecho de gentes y si el derecho constitucio­
nal de esta Parte no permitiese o solo permitiese imperfecta 
mente borrar por via administrativa las consecuencias de la 
decisiôn de que se trata; la sentencia judicial o arbitral 
determinarâ la naturaleza y el alcance de la reparaciôn que 
deberîa concederse a la Parte lesionada" (34).
Una clâusula idêntica séria recogida en el art. 21 del 
Tratado de conciliaciôn, arreglo judicial y arbitraje firma­
do en Helsinki entre Espafla y Finlandia el 31 de agosto de 
1928. En ese mismo aôo se incluyô una clausula anâloga en el 
art. 17, pârrafo 4 del Tratado de conciliaciôn, arreglo judi­
cial y arbitraje celebrado entre Suecia y Espana y que fue 
firmado en Madrid el 26 de abril (35).
El objeto de estas clausulas como seflalaba De Visscher 
en su curso impartido en la Academia de La Haya consistia en 
limitar las obligaciones del Estado en materia de reparaciôn 
a las medidas que pueden realizarse por via administrativa (36).
(34) Tratado n” 1820 en Rec. S.d. N, LXXX, pp. 17-27, en 
concreto pp. 25-26.
(35) Tratado n® 1874 en Rec. S. d.N, LXXXII, pp. 229-241, en 
concreto pp. 240-241.
Tratado n 1764 en Rec.S.d.N, LXXVII, pp. 77-91, en 
concreto pp. 88-89 y en Rec.S.d.N, LXXX, pp. 25-26.
(36) De Visscher, Ch.; "Le Déni de Justice en Droit Interna­
tional" en R.C.A.D.I, 1935, II, pâg. 437.
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Andrés Saenz de Santa Maria, M.P., observa como la mitad de 
las clâusulas insertas en tratados multilatérales no hacen 
referenda a la decision arbitral. Asî sucede en el caso de 
los Convenios de Derecho Humanitario bélico de 1949 y los 
constitutives del B.I.R.D., C.F.I.. etc; (57). S in embargo 
hemos de seflalar que el Convenio concluido en el âmbito euro 
peo y en el seno del Consejo de Europa "Convenio para el 
arreglo pacîfico de las controversias" y en cuyo preâmbulo 
se hace hincapie en la "consolidacion de la paz basada en la 
justicia y que es vital para preservaciôn de la sociedad hu- 
mana y de la civilizaciôn", y recuerda el objetivo primordial 
del Consejo de Europa, que es el obtener una uniôn mâs estre- 
cha entre sus miembros, Los Estados signatarios en el capitu­
le IV del Convenio relative a las disposiciones générales 
acuerdan:
"Si l'éxecution d'une sentence judiciaire 
ou arbitrale se heurtait à une decision 
prise ou à une mesure ordonnée par une au­
torité judiciaire ou toute autre autorité 
d'une des parties en litige et si le droit 
interne de ladite partie ne permettait pas 
ou ne permettrait qu'imparfaitement d'effa­
cer les conséquences de cette décision ou 
de cette mesure, la Cour ou le tribunal ar­
bitral accorderâ, s'il y a lieu, à la par­
tie lesêe, une satisfaction équitable" (38).
(37) Andrés Saenz de Santa Maria, M.P., ob. cit. pâg. 245.
(38) Véase Série de Traités européens, en "Conseil de l'Euro 
pe, Conventions et Accords européens", vol. I (1949- 
1961) Estrasburgo 1971, pp. 157-168, en concreto, pp. 
158 y 164-165.
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Conforme al citado artîculo, se faculta al igual que 
capacita el art. 50 del Convenio de Roma a la jurisdicciôn 
europea, en este caso al Tribunal Internacional de Justicia 
o al tribunal arbitral a concéder la reparaciôn equitativa a 
la vîctima.
Desafortunadamente el Convenio europeo inserta la posi 
bilidad en su art. 34 de que las Partes no acepten el capitu­
le relative al arbitraje (39).
C . Interpretaciôn de las normas arbitrales en relaciôn 
con el artîculo 50.
La mâs fiel interpretaciôn del citado art. 10 del tra­
tado arbitral se aslenta en la declaraciôn juridico-polltica 
de la Confederaciôn helvêtica en el momento de procéder a la 
ratificaciôn del Tratado. El mensaje del Consejo federal (40) 
a la Asamblea Federal suiza para explicar el alcance y conte­
nido de la clâusula se referia a très hechos significatives:
(39) François, J.P.A.: "La Convention européenne pour le 
Règlement pacifique des différends" en Annuaire Euro 
péen, vol. VI, La Haya 1959, pp. 54-66.
(40) Message du Conseil fédéral suisse, numéro 1051 de 2 
de febrero de 1922, Mensaje que fue presentado a la 
Asamblea Federal suiza para procéder a la ratifica­
ciôn del tratado, véase pâg. 8 del citado mensaje, y 
"Message du Conseil Fédéral, numéro 9359, du 23 de 
novembre 1965, pâg. 6.
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a) La jurisdicciôn obligatoria derivada del 
tratado podîa suscitar una objeciôn sé­
ria: que la sentencia arbitral pudiera 
imponer obligaciones al Estado de dificil 
cumplimiento en la prâctica, en razôn del 
principle de la separaciôn de poderes o 
por dificultades sérias en el momento de 
su ejecuciôn.
b) Para salvar dichos obstâculos se establece 
que la medida o decisiôn de los ôrganos in 
ternos del Estado séria alterable solo "en 
la medida que sea posible hacerlo por la 
via administrativa".
c) Si la medida administrativa no fuese ade­
cuada para corregir los efectos de la de­
cisiôn incriminada, el "Tribunal concede­
râ a la parte lesionada una compensaciôn 
equitativa de otro orden" (41).
Esta concepciôn de la reparaciôn, cuando no es posi­
ble la restitutio in integrum - "compensaciôn equitativa de 
otro orden" - se fue abriendo camino y estableciendo en mul­
tiples tratados bilatérales ulteriores. Y es consagrada por 
el art. 50 del Convenio Europeo, cuyo contenido y alcance 
supone la imposibilidad del restablecimiento pleno de la s_i 
tuaciôn anterior -obstâculos de orden interno o de otra in­
dole- y la necesidad de procéder siemore que asî lo juzgue el
(41) Doc. 3 Assémblêe Consultative, première session, de 
19 de agosto de 1949. En Rec. Trav. Prep. vol. I,
La Haya 1975, pp. 19-20.
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Tribunal, a "una compensaciôn equitativa de otro orden". Co­
mo se ha dicho grâficamente: "si la soluciôn principal no es 
viable, se aplicarS una "soluciôn de recambio" (42). Este su 
puesto se ha dado en multiples casos. El ejemplo m â s  clâsico 
es el de la sentencia definitive en materia penal o la sen 
tencia en materia civil que adquiriese fuerza de cosa juzga- 
da.
Es mâs discutible, en cambio la aplicaciôn del art. 50, 
cuando el obstâculo interno del restablecimiento de la situa- 
ciôn no présenta carâcter jurldico y resuite, por ejemplo, de 
la naturaleza de las cosas. No falta quien sostenga en este 
supuesto que el art. 50 no es aplicable (43).
(42) Sobre la interrelaciôn existante entre la régla del 
artîculo 50 y el pârrafo 5° del artîculo 5, Vëase asi­
mismo, Publ. Cour. Eur. D.H., Série B, Vol. 12, pâgs. 
28, 51, 83-84.
(43) Le cas classique est celui d'une sentence définitive
en matière pénale. Si la révision ou l'annulation d'une 
telle sentence n'est plus possible en droit interne 
pour des raisons d'ordre constitutionnel ou pour d'au 
très raisons juridiques relevant du droit interne, vo­
tre Cour peut ordonner une satisfaction équitable d'un 
autre ordre.
Il en va de même si un arrêt en matière civile est 
passé en force de chose jugée. Et l'on pourrait imagi­
ner encore d'autres obstacles.
Si, par contre, l'obstacle n'est pas de caractère ju­
ridique, mais résulte de la nature des choses, l'arti­
cle 50 ne s'applique pas. Si un requérant a été tortu­
ré, s'il a été soumis au travail forcé, s'il a été pr^ 
vé de sa liberté, on ne peut évidemment pas refaire le 
passé et la restitution est impossible en fait. Une ré-
eno
Se aducen en este sentido diversas hipôtesis, por ejem 
plo, si el requirente ha sido torturado, si ha sido sometido 
a trabajos forzados, si se ha visto privado de su libertad.
Se entiende en estas hipôtesis que no es posible reha- 
cer el pasado y résulta, por ello, imposible, de facto, la 
restituciôn. La reparaciôn habîa de darse en todo caso. Pero 
el obstâculo no serîa de orden jurîdico interno. Y se ha ra- 
zonado, por tanto, que el Tribunal podrîa sentenciar, igual- 
mente, la reparaciôn, en virtud del ejercicio de la competen­
cia de plena jurisdicciôn que le es inherente. Sin necesidad, 
de invocar entonces el art. 50 (44).-
paration d'un autre ordre s'impose, mais non pas a 
cause d'un obstacle juridique en droit interne. Dans 
ce cas-là, votre Cour peut ordonner la réparation 
dans l'exercice de la compétence de pleine juridic­
tion qui lui est inhérente, sans se soucier de l'arti­
cle 50.
Voilà une conception du problème qui ouvre la voie 
à une réparation adéquate dans chacune des hypotheses 
qui peuvent se présenter à l'occasion de la violation 
de n'importe lequel des droits garantis par la Conven­
tion. L'atteinte à la liberté de la personne, telle que 
cette liberté est garantie a l'article 5, n'est pas 
un cas particulier. J'ai déjà cité l'exemple d'une vio­
lation de l'article 3 (cas de torture); on pourrait ima 
giner un cas de violation de l'article 8 (droit au 
respect de la vie privée), etc..." en Publ, Cour. Eur. 
D.H., Série B, vol. 12, pâg. 50.
(44) Este tema lo tratamos al analizar la competencia del 
Tribunal para decidir en los litigios que se plantean 
sobre su propia competencia. El Tribunal decidirâ di­
cha cuestiôn de conformidad con las facultades propias
.../..
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Esa manera de entender el problema de la reparaciôn 
ofrece, desde luego, una soluciôn teôrico-prâctica: abre la 
via de la reparaciôn adecuada para todas las hipôtesis posi 
bles de violaciôn de cualquiera de los Derechos garantiza- 
dos por el Convenio. Y suscita, naturalmente, la interrela­
ciôn existante entre la nociôn de reparaciôn del artîculo 5 
y la del artîculo 50 del Convenio (45).
La primera reacciôn derivada de esa correlaciôn, es 
afirmar que la régla del art. 5, pârrafo 5(46), no afecta
de una auténtica jurisdicciôn internacional. Véase 
Shihata, I.; "The power of the international Court 
to determine its o'Vn jurisdiction. Compétence de la 
compétence", La Haya 1965, pp. 30-31.
(45) Véase capîtulo relative a la interrelaciôn entre los 
articulos 5 y 50.
(46) Dans cette optique, la disposition de l'article 5 -5 
ne concerne pas directement les atributions de la 
Cour. Ye n'ai pas besoin de rappeler que l'article 
5 -5- stipule: "toute personne victime d'une arresta­
tion ou d'une détention dans des conditions contrai­
res aux dispositions de cet article a droit à répara­
tion".
Il s'agit ici d'un droit que la législation nationa­
le, que le système juridique national doit assurer.
Ce droit figure parmi ceux qui sont définis au Titre 
I de la Convention, il est donc régi par l'article I 
de la Convention, selon lequel "les Hautes Parties Con 
tractantes reconnaissent à toute personne rélévant de 
leur juridiction les droits et libertés définis au Ti­
tre I de la présente Convention".
Si un individu requérant allègue devant la Commission 
que ce droit lui a été refusé, la Commission doit exa-
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directamente a las atribuciones del Tribunal. Por tratarse, 
mâs bien, de un derecho que ha de ser garantizado por el sis 
tema jurîdico nacional. Y, ese derecho figura entre los de - 
finidos por el Tîtulo I del Convenio, regido por tanto, por 
su art. 1®: "Las Altas Partes Contratantes reconocen a toda 
persona dependiente de su jurisdicciôn, los derechos y liber- 
tades definidos en el tîtulo I del présente Convenio".
En consecuencia, el requirente que alegue la denegaciôn de 
ese derecho ante la Comisiôn, genera el supuesto en que la 
Comisiôn ha de examinar la demanda de conformidad con su pro- 
cedimiento normal, y se aplicarîa la régla del agotamiento de 
los recursos internos.
Es el caso de las demandas basadas en el artîculo 25 
del Convenio, cuando se alega una violaciôn del art. 5, pârra 
fo 5.
Esta interpretaciôn, sin embargo, no se conviene siem- 
pre con la prâctica jurisprudencial. Y la censurâmes al ana-
miner la requête conformément à sa procédure normale 
et la règle de l'épuisement des voies de recours in­
ternes s'applique. Mais je souligne que telle n'est 
pas la situation dans les présentes affaires, où il 
n'y a pas eu de requête basée sur l'article 25 de la 
Convention et dans laquelle una violation de l'article 
5-5 aurait été alléguée.
En Publ. Cour. Eur. D.H., Série B, Vol. 12, pâg. 51.
En sentido positivo en favor de la interrelaciôn se 
manifestaron en sus votos particulares los eminentes 
juristas Verdross y Mosler.
Véase Publ. Cour. Eur. D.H. Série B, vol. 12, pp. 43, 
64.
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lizar la interrelaciôn entre las disposiciones del art. S y 
el art. 50.
De los antecedentes exptiestos del art. 50 se deduce 
claramente, la elaboraciôn siguiente:
1. La reparaciôn se reàliza, si es posible,,restable- 
ciendo la situaciôn anterior a la violaciôn. Es la restitu­
tio in integrum. Y si procédé, agregando el importe de los 
danos y perjuicios derivados.
2. Cuando el Derecho interno no posibilite el restable­
cimiento pleno de la situaciôn anterior -imposibilidad jurldi- 
ca- o no sea posible la plena restituciôn por imposibilidad 
fîsica o imposibilidad de hecho, se procederâ a la indemniza­
ciôn adecuada o compensaciôn equitativa a la parte lesionada.
Se acostumbra afirmar que là doctrina y jurisprudencia 
elaborada con motivo de los antecedentes correspondientes del 
Convenio debiera, igualmente ser valida para la interpreta­
ciôn del art. 50. Este puede entenderse por tanto, en el mis­
mo sentido de las disposiciones anâlogas contenidas en los 
tratados bilatérales y del Acta General de arbitraje de 1928. 
Por eso, se ha podido decir que el art. 50 es una disposiciôn 
especial que permite al Tribunal adoptar -si vale la expresiôn- 
"una soluciôn de recambio" en la hipôtesis de que la "soluciôn 
principal" tropiece con obstâculos en el Derecho interno.
D . Validez relativa de la identificaciôn de las dispo­
siciones arbitrales con el artîculo 50.
Se ha dicho que las diferencias de detalle entre el tex
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to del art. 50 y las disposiciones anâlogas incluîdas en los 
Tratados de arbitraje, no son obstâculo para realizar en 
igual sentido la interpretaciôn del contenido de las dispo­
siciones mencionadas. En apoyo de la validez de este punto 
de vista, se alega que el contenido de las disposiciones de 
los tratados bilatérales todavîa hoy encuentran plena justi- 
ficaciôn. Y en este sentido cabe citar el Tratado de arbitr^ 
je celebrado entre Suiza y el Reino Unido y que data del 7 
de julio de 1965 (47).
No puede olvidarse, sin embargo, que el art. 50 es una 
disposiciôn que goza de una especificidad concreta, de forma 
que actuarîa de "lex specialis" en los supuestos en que el 
orden jurldico interno no pudiese garantizar la reparaciôn 
cuando se infrinja alguno de los derechos incluîdos en el Tî­
tulo I del Convenio (conforme a lo estipulado en el art. 1). 
Por su parte el derecho de reparaciôn -compensaciôn "justa" o 
"equitativa" - es regulado de manera especial por el art. 50 
del Convenio, en cuanto normatividad institucional relaciona 
da esencialmente con el Tribunal europeo.
Por otra parte, es precise tener en cuenta que si las 
autoridades internas no respetasen el derecho a la libertad, 
la vîctima deberîa reclamar ante la Comisiôn en virtud del art 
5, debiendo procéder, en tal caso, al previo agotamiento de 
los recursos internos. Esta afirmaciôn explica la interrela­
ciôn existante entre las disposiciones de los arts. 5 y 50. 
Pero la prâctica del Tribunal no consagra, de conformidad con
(47) Vêase Publ. Cour. Eur. D.H. Série B , vol. 12, pp. 
48 y ss.
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las pautas de actuaciôn que se derivan del espîritu del Con 
venio, la invocaciôn en términos anâlogos en ambos supues­
tos de la régla del agotamiento de los recursos internos (48)
1, Finalidades y situaciones diferentes.
La clasificaciôn actual del contenido del art. 50 nos 
llevarâ a evitar una limitaciôn excesiva de la competencia 
del Tribunal en materia de reparaciôn. Porque los acuerdos 
bilatérales de los siglos XIX y XX contemplaban una situa­
ciôn de hecho distinta de la que trata de regular el Conve­
nio (49) .
El supuesto prâctico antiguo correspondra a las cir- 
cunstancias constitucionales especiales de la anterior socie 
dad internacional en la que predominabâ, aûn con vigor, el 
concepto de la soberanîa absoluta del Estado.
Se han dado versiones e interpretaciones distintas de 
la finalidad perseguida por los articulos correspondientes de
(48) Publ. Cour. Eur. Série B, vol. 12, en relaciôn con 
la cuestiôn relativa al art. 26 del Convenio: agota­
miento previo de los recursos internos. Véase pp. 21- 
23, 26-30, 38, 42, 46-47, 57-59, 68, 76-78, 87, 90:res 
pecto de la postura sostenida por los récurrentes en 
concreto pâg. 30.
(49) "Traité d'arbitrage et conciliation", entre Suiza y 
el Reich alemân de 3 de diciembre de 1921.
Acte Général d'arbitrage de 1928. "Traité d'arbitra­
ge" entre Suiza y Reino Unido de 7 de julio de 1965. 
Véase Publ. Cour. Eur. D.H. Série B, vol. 12, pp. 49- 
50.
los tratados arbitrales (50). Pero, en todo caso existe una 
explicaciôn bastante generalizada. Se suele razonar que la
(50) En el asunto de "Vagabundeo" los récurrentes en sus 
observaciones indicaron que tonte las sentencias del 
Tribunal europeo de derechos bumanos como la regia 
del art. SO no eran directamente aplicables en el 0£ 
den juridico belga, y los tribunales belgas no esta- 
ban obligados a concéder la reparacion a los recurren 
tes.
El Tribunal Supremo de Belgica habia afirmado” "Lors­
qu'un conflit existe entre une norme de droit interne 
et une norme de droit international qui a des effets 
directs dans l'ordre juridique interne, la règle éta­
blie par le traité doit prévaloir, la preeminence de 
celle-ci résultant de la nature même du droit interna­
tional conventionnel".
En el asunto "Fromagerie franco-suisse Le ski". El Tri­
bunal se pronuncîaba sobre el art. 12 del Tratado con^ 
titutivo de la Comunidad Econômica Europea, y se plan- 
teaba si tenîa o no efectos inmediatos en Derecho in­
terno. Véase respecto sentencia
27 mai 1971. Journal des Tribunaux 1971, pag. 460 y 
Publ. Cour. Eur. D.H., Série B, vol. 12, pp. 31. El 
Tribunal belga decidié que los derechos especiales en 
cuestiôn se hablan establecido en contra del art. 12 
del Tratado de la C.E.E. y en la medida en que se pro- 
hibia la restituciôn, la ley de 19 de marzo de 1968, 
violaba asimismo el citado artîculo y considéré que el 
Tribunal de apelaciôn en su decision de 4 de marzo de 
1970 debîa haber decidido que estaban "arrêtés" por ha 
llarse en conflicto con una disposiciôn de derecho in - 
ternacional directamente aplicable.
Véase Arrêt de la Cour de Cassation du 27 mai 1971, 
en cause Fromagerie Franco-Suisse Le Ski, avec conclu­
sions du Procureur Général W.J. Ganshof Van Der Meersch 
en Journal des Tribunaux, 1971, pag. 460. Comentario 
de Salmon J.J.A. : "Le conflit entre le traité interna­
tional et la loi interne en Belgique a la suite de 
l'arrêt rendu le 27 mal 1971 par la Cour de Cassation:, 
en Journal des Tribunaux, 1971, pp. 473, 479, 509 y 539
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clâusula de reparacion de los citados acuerdos contemplaba el 
restablecimiento pleno de la situaciôn anterior, siendo posi- 
ble, por la naturaleza del acto lesivo, pero no resultando via 
blé en la prâctica la restituciôn plena en virtud de razones 
de la legislaciôn interna del Estado infractor. Esta explica­
ciôn admitîa otros matices. Por ejemplo, que la situaciôn con 
templada era la del Estado que deseando cumplir sus obligacio 
nés internacionales, no podla realmente hacerlo sin modificar 
su Constituciôn interna (51).
Respecto de la sentencia de 1970 vêase Arrêt de la Cour 
d'appel de Bruxelles du 4 mars 1970, en cause Fromage­
rie franco - suisse Le ski en Journal des Tribunaux 1970, 
pag. 413. Y respecto de la interpretaciôn de los dere­
chos especiales de importaciôn de los productos lâcteos 
impuestos por Bêlgica el 1 de enero de 1958, véase Arrêt 
de la Cour de Justice des Communautés Européennes du 
13 novembre 1 9 6 4 ,  en cause Grand-Duché de Luxembourg et 
Royaume de Belgique (affaires nûms. 90 et 91-93), y 
Publ. Cour. E u t . D.H., série B , vol. 12, pag. 66.
(51) C.P.J.I., série A, n® 2, pag. 12 "Affaire des Conce­
ssions Marrommatis en Palestine' série A/B n“ 20-21, 
pag. 17 "Affaire des emprunts serbes" y C.I.J., Recueil 
des arrêts, 1955, pâg, 24. Affaire Nottebohm.
En todo caso, los tratados arbitrales conferîan a sus 
respectives tribunales la facultad de transformar la obliga- 
ci6n de la restituciôn plena en otra obligaciôn diferente y 
consistante en abonar a la parte lesionada una compensaciôn 
equitativa de naturaleza distinta de la restituciôn plena.
Existe, ademâs, una diferencia fundamental entre el 
art. 50 del Convenio y las clâusulas de los tratados de ar­
bitra je; la "parte lesionada" a que se refiere el art. 50 
no son los Estados, sino los individuos (52).
Es de notar a su vez, que el Tribunal, después de de - 
clarar la existencia de una violaciôn, no estâ facultado pa­
ra ordenar, por iniciativa suya, directamente, a las auto-
(52) Golsong, H.: recuerda que... "Tous ces traités con­
cernent exclusivament les relations interétatiques 
traditionelles" en "Quelques reflexions à propos du 
pouvoir de la Cour européenne des droits de l'Homme 
d 'accorder una satisfaction équitable" (article 50 
de la Convention européenne des Droits de l'Homme), 
en ob. cit. pâg. 92. E invoca la declaraciôn del Pré­
sidente del Tribunal europeo de derechos humanos en
su sentencia de 14 de noviembre de 1960 "la Cour doit 
avoir notamment égard au devoir lui incombant de 
sauvegarder les intérêts de l'individu", en Publ. de 
la Cour Eur. D.H., 1960 "Arrêt Lawless (Exceptions 
préliminares et questions de procédure), série A, 
pâg. 15 y Golsong, H.: ob. cit. pâg. 93. En igual 
sentido Vis, W.: Ob. cit. pp. 282-283. Vêase asimis­
mo Doc. CM/WP 1 (50) 15, pâg. 33.
609
ridades internas ,el cambio o la adopcion de las medidas ne- 
cesarias que anulen el acto ilîcito o la accion de las auto- 
rkiades publicas nacionales. Es el propio Estado el que tiene 
que adoptar esta decisiôn, después de haber sido condenado 
por el Tribunal (53).
Esa es la actitud clâsica y la consecuencia lôgica 
de la posiciôn de los tribunales internacionales: tiene auto 
ridad o poderes respecto al Estado como tal, pero no inmedia 
ta y directamente, sobre las autoridades especîficas e inter 
nas del Estado (54).
(53) El art. 1 del Convenio exige este compromise de las 
Partes y el art. 63 otorga carâcter vinculante a sus 
sentencias en Recueil des Textes, pp. 102, 113-114. 
Panzera A.F., afirma "un ovvio presupposto per la 
concesione alla parte lésa dell'equa riparazione, pre- 
vista dall'art. 50, è constituito dall'accertamento
ad opéra délia Corte, délia violazione di un obbligo 
convenzionale da parte di uno Stato contraente", en su 
esttidio; "Il potere délia corte europea dei diritti 
dell'uomo di accordare un'equa riparazione alla par­
te lésa" en Rivista di Diritto europeo. Roma 1974 n®
4, aquî pâg. 318.
(54) El Tribunal no se halla capacitado para anular los ac- 
tos internos Vegleris, P.H. afirma;
"Mais il est certain que la Cour ne peut pronnoncer 
ni annulation des lois ou d'actes des autorités admi­
nistratives internes, ni cassation de jugements rendus 
irrévocables para le jeu des voies de recours prévues 
para l'ordre juridique des Etats parties à la Conven­
tion. Il faut en inférer qu'elle ne peut non plus or­
donner à l'Etat défendeur de procéder ^ des actes po­
sitifs ou A observer des abstentions, en prononçant 
des condamnations "in facere" ou "in non facere". Meme 
appliquée aux seules activités des autorités adminis­
tratives cette faculté dépasserait, pour les conceptions
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Se suscita, sin embargo, una situaciôn especial, cuan 
do el Estado, de acuerdo con su propia legislaciôn interna, 
no estâ en posiciôn de tomar las medidas necesarias para re- 
parar. Es el supuesto del art. 50 que permite al Tribunal pre 
ver y disponer, en tal caso, la reparacion moral o material 
a favor de la parte lesionada (55).
et dans un domaine autre que celui des relations pure­
ment patrimoniales, le pouvoir de decision normal du
(El subrayado es nuestro) véase en ob. cit. pâg.
'8 .
En el asunto de "Vagabundeo" no existîan obstâculos de 
orden constltucional que colisionasen con una eventual 
decisiôn del Tribunal.
S«5rensen M. , en nombre de la Comisiôn manifestarîa: "Si 
l'on adopte la thèse historique -si je puis m'exprimer 
ainsi- l'article 50 concerne précisément cette éventua­
lité, celle où une décision de votre Cour se heurterait 
a un principe d'ordre constitutionnel de l'Etat inté­
ressé... quelle que soit la réparation quelle que soit 
la satisfaction que votre Cour décide d'octroyer aux 
requérants, sa décision pourra très bien être executêe 
sur le plan national". Vêase Audiences Publiques de 
février de 1972 en Publ. Cour. Eur. U.H., série B, vol. 
12, pâg. 89. En este asunto en el Doc. de 17 de diciem- 
bre de 1971 el goblerno sostenîa que los récurrentes: 
"... pourraient trouver une source de satisfation dans 
le fait que le législateur a été amené à agir de la 
sorte à la suite de l'initiative qu'ils ont prise en 
introduisant leurs reouetes". Véase Audiences Publiques 
cit. pâg. 92.
(55) Veglêris P.H., ha argumentado que con independencia de 
la naturaleza de la violaciôn el Tribunal solo puede 
sancionar al Estado responsable enel âmbito patrimo­
nial: "... c'est uniquement une obligations de verser 
une indemnité ovo de restituer une chose matérielle qui 
peut naître de ses arrêts. Cela veut dire que, quelle 
que soit la nature de la violation, quelle qu'en soit 
la gravité ou la durée, l'Etat reconnu de l'avoir com­
mise par la fait de ses autorités ou agents ne s'expose,
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ni margen de las singularidades enunciadas, la doctri- 
na es unânime al seftalar el origen histôrico del art. 50.
No obstante, es précise distinguir lo que supone su inspira 
ciôn en la redacciôn de 1 texto y la situaciôn de hecho que 
pretende regular esta disposiciôn (56).
en étant mis en cause devant la Cour européenne, qu’au 
paiement d'unè somme d'argent ou a la restitution d ’une 
chose, indûment au regard de la Convention enlevée ou 
occupée", en ob. cit. pâg. 378-379. Vegleris, Ph. "Mo­
des de Redressement des Vilations de la Convention 
Européenne des Droits de 1'Homme-Esquisse d'une clas­
sification", ob. cit. pp. 369-388.
Y también vêase Vis, W., ob. cit. pp. 282-283.
Respecto a la tesis del gobierno en el asunto de "Vaga­
bundeo", véase Publ. Cour. Eur. O.K., Série B, vol. 12 
pp. 21, 23-24, 26, 38-41, 53, 57, 58, 59, 68, 70, 92.
La Comisiôn defiende la tesis de la improcedencia de 
la aplicaciôn del art. 50 en supuestos en que los obs­
tâculos que imposibilitan la reparacion de las conse- 
cuencias de la violaciôn se derivan de las propias cir- 
cunstancias del caso que imposibiliten la reparaciôn. 
Véase Ibidem pp. 50, 88-90. Tesis de los récurrentes, 
pp. 30, 31-33.
(56) Golsong, H.: "Das Rechtsschutzsystem der Europaischen
Menschenrechts Konvention", 1958, pâg. 106 y "Der Euro- 
paische Gerichtshof fur Menschenrechte" en luristen 
Zeitung, 1960, pp. 194-198. Vêase la comunicaciôn de 
Vis, W., "La Réparation des violations de la Conven­
tion européenne des Droits de l'Homme” en ob. cit. pp. 
281-282, en igual sentido Eissen, M.A. "La Cour des 
Droits de l'Homme" en A.F.D.I., 1959, pp. 618 y 
concrete pâg. 635, y Vegleris, Ph., ob. cit.
R!3LIOTtCû.
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No nos parece lôgico querer justificar de modo absolu­
te, la similitud y el contenido anâlogo de las disposiciones 
reparatorias de los tratados de arbitrage, sea cual fuere su 
carâcter, con las prescripciones del art. 50 del Convenio.
La tesis de la similitud absoluta presupondrla que el 
Tribunal gozarîa de plena competencia para aplicar el art. SO 
tan solo en supuestos en que fuese imposible "la restitutio 
in integrum", debido a obstâculos de carâcter extrajuridico y 
derivados, por tanto de la propia naturaleza de las cosas.
La imposibilidad de que pueda efectuarse "la restitutio 
in integrum" puede deberse a la propia naturaleza de la viola­
ciôn de cualquier derecho o libertad garantizado en el titulo 
I del Convenio (supuestos de privaciôn irregular de libertad), 
pero la situaciôn que régula el art. 50 es mâs amplia, va mâs 
lejos ya que pretende resarcir a la vîctima de una violaciôn 
en la que la imposibilidad de la restitutio se dériva de moti­
ves de carâcter juridico, las deficiencias del orden juridico 
interno para conferir la debida reparaciôn a la vîctima.
Interesa- analizar los aspectos substanciales de la ré­
gla del art. 50 para poder aclarar la analogîa existente con 
las disposiciones que le sirvieron de antecedente.
En efecto, las disposiciones arbitrales difieren nota- 
blemente del contenido del art. 50, aunque hayan influîdo en 
su redacciôn.
El tipo de relaciones cuya regulaciôn prevelan las clâu­
sulas arbitrales eran notablemente diferentes de las situaciq 
nés que pretende regular el art. 50 del Convenio.
La Conferencia de Altos Funcionarios, sostuvo que el art
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50 del proyecto del Convenio (57) se limitaba a recoger la 
concepciôn entonces vigente en Derecho internacional general, 
en materia de reparaciôn. Esta afirmaciôn ha sido contradicha 
por la prâctica jurisprudencial que analizamos posteriormente. 
La aplicaciôn que el Tribunal de Estrasburgo ha efectuado de 
la régla comentada ampliô y desarrollô notablemente, con un 
carâcter especifico e innovador, el concepto de la reparaciôn. 
La interpretaciôn amplia jurisprudencial se explica, sin du- 
da, por la diversidad de situaciones y del mismo contenido de 
las distintas disposiciones. La clâusula de atribuciôn de com­
petencia al Tribunal europeo en materia de reparaciôn no es, 
pues, un mero reflejo de la concepciôn tradicional de las dis­
posiciones arbitrales.
La diferencia substancial del contenido de ambas disposi­
ciones se dériva, en gran parte, de la distinta naturaleza de 
las relaciones de hecho contempladas por las referidas normas. 
Los Tratados arbitrales no prevelan, en modo alguno, la legi- 
timaciôn activa del particular, en un orden juridico interna­
cional, a efectos de la solicitud directa de la reparaciôn indi 
vidual frente a los Estados.
(57) Doc. CM/WP 1 (50) 15, pâg. 33 en contra Vis, W., no
comparte esta visiôn debido a que el Convenio introduce 
un elemento nuevo en relaciôn con las normas tradiciona- 
les de la responsabilidad internacional, el individuo 
a pesar de que carece de "locus standi" ante el Tribunal, 
puede por medio de la Comisiôn solicitar la reparaciôn 
porque es a el a quien corresponde la satisfacciôn equi­
tativa por ser la victima o parte lesionada a que se 
refiere el art. 50.
Esta nota especîfica es la que présenta un rasgo innova 
dor frente a los tratados de arbitraje que regulaban re­
laciones interestatales. Véase Vis, W . , O b . cit. pp. 279- 
286, aquî pâg, 281.
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Por el contrario, el art. 50 del Convenio faculta a la 
propia "victima" de la violaciôn para que solicite la repara­
ciôn adecuada, es la "partie lesëe", "the injuried party", la 
parte lesionada, la que tiene capacidad reclamatoria, Son, pues, 
los particulares interesados los que han de solicitar, a tra- 
vés de la Comisiôn, la reparaciôn equitativa que les serâ asi& 
nada por el Tribunal, si êste constata la violaciôn.
Se olvida con frecuencia ese hecho singular que reviste 
un carâcter fundamental para determinar el contenido de la dis 
posiciôn: es el particular al que se protège en el art. 50, y 
al que se légitima para actuar y reclamar directamente a tra- 
vés de la Comisiôn (58).
Esta defensa directa del individuo, es la caracterlstica 
que sépara claramente el sistema establecido por el Convenio 
del sistema clâsico de la protecciôn diplomâtica. De lo contra­
rio, si,de conformidad con el art. 1 del Convenio, un apâtrida 
fuese reputado victima de una violaciôn de un derecho incluîdo 
en el Tîtulo I, el Tribunal le podria concéder una reparaciôn, 
y si ésta no se la concediese directamente a la victima se da- 
rla la circunstancia anômala de que el Estado demandado se reem 
bolsaria la reparaciôn concedida por un ôrgano internacional 
ya que reverteria al propio Estado infractor. Esta situaciôn 
anômala y contradictoria desvirtuaria el significado intrînse- 
co de la disposiciôn que nos ocupa (59).
(58) Recueil des textes, pâg. 112.
(59) Ibidem, pâg. 102. Véase Vis, W . , o b . cit. pp. 279-286
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Junto a la exposiciôn de esta situaciôn hipotëtica e 
ilôgica a modo de ejemplo, debemos tener présente, a su vez, 
el espîritu que animô a los redactores del Convenio en el mo 
mento de formuler la disposiciôn del art. 50. Son muy esca- 
sas las disposiciones del Convenio que hacen r e f e r e n d a  a las 
atribuciones propias del Tribunal, y el art. 50 sin d u d a , es 
el que p r e v e e , de modo esencial, la facultad compensatoria del 
Tribunal en los supuestos de infracciôn del Convenio.
Es indudable que los autores del Convenio se propusie- 
ron protéger al particular en el disfrute de sus derechos fren 
te a cualquier ingerencia pûblica. Y fueron todavîa mâs lejos, 
porque establecieron la obligaciôn del Estado infractor de bo- 
rrar de "forma plena" los perjuicios ocasionados a la "vîcti­
ma" de cualquier violaciôn de dicha îndole. Para ello el T r i ­
bunal goza, en principio, de plena discrecionalidad; 'bi ha lu- 
gar".
Ahora bien, el Convenio europeo condiciona, al mismo 
tiempo, la capacidad del Tribunal para concéder la reparaciôn 
imponiéndole una limitaciôn taxativa respecto al beneficiario 
de las medidas reparatorias. Se trata de la limitaciôn préci­
sa que exige la concurrencia, sine qua n o n , de la condiciôn de 
"victima". La interpretaciôn del art. 50 deberâ, por tanto, 
hacerse en diferentes têrminos del sentido usual de las clâu­
sulas arbitrales, atendiendo primordialmente a la nociôn sin­
gular de "vîctima" contemplada por el Convenio, que supone un 
elemento bien diferenciado de los supuestos previstos en los 
Tratados anteriores. Es bien manifiesto que esta es una dife­
rencia fundamental entre el art. 50 del Convenio y las clâusu­
las correspondientes de los tratados de arbitraje. La "parte 
lesionada" a que se refiere el art. 50 no son los Estados, si­
no los individuos, o grupos de particulares u organizaciones no
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no gubernamentales, pese a que, el art. 50 se refiera explî- 
citamente, tan solo a la "parte lesionada" (60),
El propio Tribunal europeo no ha dejado de compartir la 
versidn histdrica de que el art. 50 tiene su origen en cier- 
tas clâusulas de los tratados de arbitraje de tipo clâsico. 
Cierto es que en estos Tratados, la reclamaciôn de compensa­
ciôn no estaba en conexiôn ineludible con la regia del agota- 
miento de los recursos internes.
En todo caso, parece evidente que la disposiciôn propia 
del arbitraje internacional se ha trasladado, con matices e s ­
peciales, al âmbito del sistema europeo de protecciôn de los 
derechos humanos.
A pesar de la explicaciôn histôrica, no se ha de olvidar 
que los tratados de arbitraje, bilatérales o multilatérales.
(60) Miele, M . , considéra que las eventuales victimas podrân 
ser los individuos, pero puede ocurrir que la cuestiôn 
de la reparaciôn se plantée asimismo ante el Tribunal 
en el curso de un procedimiento que no se ha iniciado en 
virtud de una reclamaciôn individual presentada en aras 
del art. 25 ya que podria suscitarse a raîz de una re- 
clamaciôn presentada por cualquier Estado Parte. Ahora 
bien, la teleologîa del art. 50 prevee ante todo la "re­
paraciôn directa a la persona humana", en " L ’articolo 50 
délia Convenzione europea dei diritti dell'uomo e le sue 
prime applicazioni giurisprudenziali" en "Studi in Onore 
di Manlio Udina" T. I. Milân 1975, pp. 539-550, en con­
crete pp. 541-542.
En este sentido la sentencia de 10 de marzo de 1972 (art, 
50). Publ. Cour. Eur. D.H., série A, vol. 14, pâg. 11.
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solian regular las relaciones interestatales tradicionales.
Y , por ello, el procedimiento arbitral tenîa un carâcter em^ 
nentemente interestatal, Por el contrario, la motivaciôn del 
procedimiento del Convenio la encontramos en la protecciôn d_i 
recta del individuo en caso de lesiôn de un interês particu­
lar.
2. La gran innovaciôn del Art. 50: La Legitimaciôn a c ­
tiva de la propia vîctima.
Los autores del Convenio pudieron pensar que el art. 50 
se adecuaba al Derecho internacional en vigor, a la sazôn, 
en materia de reparaciôn, por las infracciones de los Esta­
dos. Pudieron, incluso, considerar que la jurisprudencia del 
Tribunal europeo no aportarîa, tal vez, sobre este punto es - 
pecîfico "ningün elemento nuevo o contrario al Derecho inter­
nacional existente" (61).
La realidad jurîdica es distinta. El Convenio introduce 
un elemento nuevo en las normas tradicionales de la responsa­
bilidad internacional, Porque la demanda de reparaciôn puede 
ser formulada por el individuo particular, a pesar de que ca- 
rezca de "locus standi" ante el Tribunal europeo, ya que, en 
definitive a quien corresponde la satisfacciôn equitativa es 
al individuo "victima" de la violaciôn (62).
(61) Publ. Cour. Eur. D.H., Série A. Vol. 14, pâg. 8 y ss. 
Respecto de la eventualidad de la "restitutio" como jus 
tificaciôn senala Vis W . , el momento en que se redactô 
el Convenio, cuyos autores tuvieron présente la prâcti­
ca internacional vigente. O b . cit. pp. 279-286.
(62) Panzera A.P., afirma: " L 'Articolo 50 présenta notevole
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Conforme al Derecho internacional tradicional la repa­
raciôn no serîa debida directamente al individuo, sino al E s ­
tado de quien es nacional la vîctima. Desde un punto de vi s ­
ta de simple lôgica serîa paradôjico pensar que la reparaciôn 
prévis ta por el Convenio pudiera corresponderle precisamente 
al Estado infractor.
Por consiguiente la nociôn de "parte lesionada", como 
victima de la violaciôn que es el particular, supone una gran 
innovaciôn del Convenio europeo, que, en este punto, se sépa­
ra radicalmente de los tratados de arbitraje.
interesse in quanto parla di equa riparazione alla "par 
tie lésée", espressione con la quale deve intendersi 
non lo Stato di cui la vittima h cittadino-corne, inve- 
ce, seconde il diritto internazionale classico-, ma l ’ia 
dividuo che sia stato vittima délia violazione délia 
Convenzione da parte dello Stato (e ciô anche se 1'in­
dividuo non avendo lo ius standi in iK-dicio davanti alla 
Corte, non e parte in senso processuale).
Véase Panzera, A.F.: "Il potere délia Corte europea dei 
diritti dell’uomo di accordare un'equa riparazione alla 
parte lésa", en Rivista di Diritto Europeo ottobre-Dicem 
bre 1974.- Anno XIV n° 4, pp. 317-325.
El Tribunal de Estrasburgo se manifiesta en este senti­
do en el asunto "De Wilde, Ooms y Versyp" (Vagabundeo) 
(sentencia de 10 de marzo de 1972 (art. 50) en Publ. Cour 
Eur. D.H., Série A, Vol. 14, pâg. 11.
Vis, W . , se manifiesta en igual sentido:
"... A part l'Etat, la "partie léssé" peut donc aussi 
signifier l'individu victime de la violation. Ce fait a 
une importance particulière pour 1'interprétation du te£ 
me "satisfation équitable". Véase "La Réparation des vio­
lations de la Convention Européenne des Droits de l'Hom­
me". (Note sur l'article 50 de la Convention) en O b . 
cit. pâg. 283.
VanweIkenhuyzen, J.: "Jurisprudence international inté­
ressant la Belgique: l'affaire des vagabonds" en Rev. 
belge D.I. 1973, pp. 338-372.
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Asimismo, es muy peculiar del art. 50 el modo de con­
templer, ante todo, la consecuencia de la violaciôn del Con­
venio: el deber de reparar.
El têrmino "satisfacciôn equitativa", tiene por objeti- 
vo primero el de concéder si es posible, una indemnizaciôn o 
"restitutio in integrum" y no la anulaciôn o modificaciôn de 
los actos atribuibles a los ôrganos pûblicos de los Estados 
signatarios, ya que el Tribunal carece de facultades a tal fin,
El Tribunal al pronunciarse a favor o hacer réserva del 
derecho a una reparaciôn equitativa confiere a la vîctima un 
derecho subjetivo a la reparaciôn (63).
Knops, E.: "Les affaires de vagabondage" en C.D.E, 1972, 
pp. 595 y ss. y Vallée, Ch.: "Une application de l'arti­
cle 50 de la Convention- européenne des Droits de l'Hom­
me" en R.G.D.I.P, 1972, pp. 1105 y s s .
(63) Pelloux R . , subraya la trascendencia de la aplicaciôn 
de la régla del art. 50 en el asunto de "Vagabundeo" y 
"Ringeisen" en los siguientes têrminos: "... Une juris­
diction international a allowÆ une indemnité à un indivi 
du qui n'a pas le droit de la saisir lui-même ni de se 
présenter devant elle comme partie. Ajoutons que la v ic­
time qui se voit ainsi atribuer una indemnité peut 
être un national d e l 'État reconnu coupable. Il s'agit 
d'un nouvel aspect des rapports de l'individu et de la 
justice internationale".
Véase Pelloux, R , : "Le Contentieux de l'Indemnité d e ­
vant la Cour européenne des Droits de l'Homme" en M é l a n ­
ges en l'honneur che Professeur Michel Stassinopoulos, 
A tenas, 1973-4. pp. 379-403, en concreto pâg. 404 y "Les 
arrets de la Cour européenne des Droits de l'Homme dans 
les affaires Wemhoff et Neumeister" en A.F.D.I., 1964, 
pp. 276 y ss y "Les arrêts de la Cour européenne des 
Droits de l'Homme dans les affaires de Vagabondage" en 
A.F.D.I. 1972, pp. 439 y ss.
En igual sentido:
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El particular "tiene desde que se dicta tal sentencii un 
derecho subjetivo frente al Estado condenado para obtener la 
reparaciôn que le ha concedido el Tribunal"(64).
Este derecho que se estipula en la sentencia internario- 
nal constituye en si mismo un derecho subjetivo interno am- 
que para su consecuciôn y su cuantificaciôn haya sido nectsa-
Eustathiadès, C . ; "La mise en oeuvre des droits de 
l'homme sur le plan universel et sur le plan européer", 
en Mélanges Séfériades Atenas 1961, t. 2.
Von Der Heydte, F.A.: " L 'individu et les tribunaux" 
R.C.A.D.I. 1962, T. 107, en concreto pp. 332-333. 
Golsong por su parte senala: "Tout d'abord l'article 50 
de la Convention parle de la satisfaction à accorder a 
la "partie lésée", qui dans le cadre de la Convention, 
est en regie générale l ’individu victime de la violation 
et non pas l'Etat demandeur". Véase Golsong, H . : "Quel­
ques reflexions à propos du pouvoir de la Cour européen­
ne des droits de l'homme d 'accorder una satisfaction 
équitable (article 50 de la Convention européenne des 
droits de l'Homme" en René Cas s in, Amicorum discipulo- 
rumque liber, tomo I, Paris 1969, pp. 89-94, aquî pag. 
93. Vallée, C.r "L'affaire Ringeisen devant la Cour ejro 
péenne des Droits de 1 'Hommes" en R.G.D.I.P., n° 1,
1972, pp. 110 y ss.
(64) Miele, M . : "L'articolo 50 délia Convenzione europea
dei diritti dell'uomo e le sue prime applicazioni giu 
risprudenziali", en "Studi in Onore di Manlio Udina", 
T. I, Milano, 1975, pp. 539-550, en concreto pp. 541, 
542 y Vis, W . , ob. cit. pp. 279-286, Vegleris, Ph., o r
cit. pp. 369-388.
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ria la intervenciôn de un ôrgano judicial internacional.
El significado inmediato de esta afirmaciôn implica que 
el sujeto deberâ acudir ante las autoridades nacionales com­
pétentes para que le concedan la reparaciôn fijada internacio 
nalmente.
La constataciôn por la autoridad internacional de la 
violaciôn no exime al particular del deber de interponer la 
acciôn interna adecuada con el fin de conseguir la reparaciôn. 
En efecto, en el supuesto de que el Tribunal europeo se pro- 
nuncie a favor de la reclamaciôn del individuo y declare que 
la ley o medida controvertida es contraria al Convenio, el 
particular deberâ procéder en primer têrmino a la interposi- 
ciôn de la oportuna acciôn en el ordenamiento del Estado in­
fractor para que la norma interna se declare ilegîtima o anti- 
constitucional si el Convenio formase parte del orden juridi­
co interno. A este fin, el particular deberâ, incluso, acudir 
al Tribunal Constltucional si lo hubiere en el orden juridico 
en cuestiôn. Al particular le interesa primordialmente que se 
declare su condiciôn de vîctima. Es lôgico que las autoridades 
internas no se hallen dispuestas a efectuar modificaciones en 
la legislaciôn para adecuarla al espîritu del Convenio sin que 
previamente el Tribunal se haya pronunciado respecto a la con- 
travenciôn del texto europeo. La confirmaciôn explicita de la 
violaciôn sirve de punto de partida al procedimiento de la r e ­
paraciôn.
La confirmaciôn de la violaciôn por-el Tribunal europeo 
faculta al particular para que exija de las autoridades inter­
nas la ejecuciôn de la reparaciôn que le fue atribuîda interna 
cionaImente.
La vîctima de la infracciôn de un derecho o libertad, 
consagrados por el Convenio, ha de tener, por tanto una "vîa
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de acceso directe para obtener la reparaciôn a cargo de las 
autoridades internas". Esta es la consecuencia inmediata de 
la sentencia condenatoria del Tribunal (65).
La sentencia del Tribunal europeo concede al particular 
lesionado un derecho concreto cuya garantîa compete a las auto 
ridades internas, aûn cuando el particular haya tenido aue a c u — 
dir ante una instancia internacional para que se le atribuya el 
derecho. El efecto inmediato de la sentencia internacional 
consiste, Pu e s , en concéder al sujeto un derecho inmediatamen 
te tutelable frente al Estado responsable y en razôn, precisa­
mente, de su Derecho interno.
La sentencia créa por tanto una situaciôn jurîdica nueva 
que favorece a la vîctima frente al Estado infractor. En este 
sentido el art. 53 del Convenio impone, con claridad, a los 
Estados la obligaciôn de "conformarse a las decisiones del Tri^ 
bunal en los ligitios en que sean parte" (66).
(65) Publ. Cour. Eur. D.H. série B, vol. 12, pâg. 89 
Golsong. H., ob. cit. po. 91-92.
(66) Recueil des textes, pâg. 112.
^2:
1 1
FINALIDAD PRIMORDIAL DEL CONVENIO: EL INTERES HUMANO 
DE LA REPARACION.
En el ordenamiento internacional, al igual que en el 
orden interne, el sujeto juridico que sufre un dafio por 
causa illcita de otro sujeto tiene derecho al restableci­
miento en su favor del orden juridico perturbado. Esa rela 
cion jurîdica comporta la obligaciôn de reparar a la vîcti^ 
ma el daho causado (1).
(1) "C'est un principe de droit international que la v io­
lation d'un engagement entraîne l'obligation de répa­
rer dans une forme adequate" C.P.I.J. Affaire des Us i ­
nes de Chorzow.
El principio implica que: .
"La responsabilité pour la violation d'une obligation 
internationale et le devoir de réparer les consequen­
ces d'une telle violation étant connexes en droit",
C.P.J.I., Série A, n® 17, pp. 17 y 27-28. Se ha afirma­
do en consecuencia que; "Il s'ensuit que le devoir de 
reparation ne peut incomber qu'à une Partie contractan­
te" y... l'article 50 plutôt riser une des conseouen- 
ces d'une violation de la Convention, c'est a dire, le 
devoir de reparer". Véase Vis, W . : "La réparation des 
violations de la Convention européenne des droits de 
l'homme" (Note sur l'article 50 de la Convention) en: 
"La protection internationale des droits de l'homme 
dans le cadre européen. Paris 1961, pp. 279 y 286.
Véase asimismo. Vallée, Ch.: "Une application de l'ar­
ticle 50 de la Convention Européenne des droits de
l'homme" en Revue generale de Droit International p u ­
blic. 1972, n® 4, pp. 1105 y ss.
Miaja de la Muela A . : "Aspectos jurîdicos de las dife-
rencias entre Estados y personas privadas extranjeras" 
en R E D I , 1969, pâg. 12.
Marin Lopez, A . : "Aspectos actuales de la Responsabili­
dad Internacional". En estudios de Derecho Internacional
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Esa relaciôn jurîdica entrana diverses cuestiones v 
problèmes, bien de orden juridico de carâcter general o bien 
de orden juridico-técnico de carâcter concreto. Las primeras 
conciernen, esencialmente. a las condiciones necesarias para 
el nacimiento de la obligaciôn de reparar. Las segundas se 
refieren, principalmente, a la forma de operar la repara­
ciôn y a su contenido y alcance. Aquellas revisten mâs in- 
portancia doctrinal.
Homenaje al Profesor Miaja de la Muela, A-, Madrid 
1979, tomo II, pp. 815-836, vêase en concrete II. E] 
fundamento de la responsabilidad internacional, np. 
817-818.
Personnaz, .1.: "La réparation du préjudice en Droit In­
ternational public". Paris 1938, op. 7, 22, 70, 136.
137 y 327.
Pastor Ridruejo, J.A.: "La Jurisnrudencia del Tribur^l 
Internacional de La Haya" fSistematizaciôn y comenta- 
rios). Madrid 1962. pâg. 429.
Guggenhein, P.: "La validité et la nulitê des actes ju­
ridiques internationaux, en R.C.A.D.I., 1949, v. 74, pâg. 
257.
Eagleton C . . decîa; "La responsabilidad es simplemente 
el principio que establece la obligaciôn de reparar 
cualquier violaciôn de. D.I. cometida por el Estado d e ­
mandado que se traduzca en dano", en "The responsibili­
ty of States in international law", Nueva York, 1928. 
Véase "International Organization and the law of res­
ponsibility", en RCADI. vol. 76, 1950, pp. 319-425. 
Jimenez de Arechaga, E .: "International responsibility" 
en "Manual of public international law". Londres 1968. 
pp. 531-603.
Luzzato, R . : "Responsabilitâ e colpa in Diritto Inter­
nazionale" en Rivista di Diritto Internazionale, 1968, 
pp. 53-107.
En cuanto a la condiciôn de vîctima debe entenderse ]ue : 
la terme "partie lesse" vise incontestablement des E:ats. 
A par I'Etat, la "partie lesse" peut donc aussi signifier
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Estasmâs interês humano, porque su soluciôn permitirâ, tal 
vez, situar a la victima en su situaciôn primitiva (2).
./
l'individu victime de la violation. Ce fait a une im­
portance particulière pour l'interprétation du terme 
"satisfaction équitable", asî se expresa Vis, W . , O b . 
cit. pâg. 283, Pelloux, R . : "Le contentieux de 1'indem­
nité devant la Cour européenne des Droits de l'Homme 
"en Mélanges en l'honneur du Professeur Michel Stas- 
silopoulos, Atenas 1973-4, pp. 379-403, en concreto pâg. 
399.
(2) En cuanto a la condiciôn neresaria para el nacimiento 
de la obligaciôn de reparar. Serâ preciso que de c o n ­
formidad con el Convenio se haya establecido que el in­
dividuo es realmente "vîctima" de un arresto o deten- 
ciôn irregular a partir de ese momento los ôrganos de 
Estrasburgo podrân examiner el dano concreto suscepti­
ble de motivar la reparaciôn.
Se ha dicho que: "Un ovvio presupposto per la conces- 
sione alla parte lésa dell'equa riparazione, prevista 
dell'art. 50, è constituito d a l l 'accertamento ad opera 
della Corte, della violazione di un obbligo convenzio- 
nale da parte di uno Stato contraente".
Véase Panzera, A.P.; "11 potere délia Corte europea dei 
diritti dell'uomo di accordare un'equa riparazione alla 
parte lésa". En Rivista di Diritto Europeo. Roma 1974, 
n® 4. pâg. 318.En cuanto a la competencia del Tribunal 
para concéder la reparaciôn: "L'article 50, lui co n ­
tient une disposition sur la compétence de votre Cour 
d'accorder une satisfaction équitable à la victime d'une 
violation de n'importe lequel des droits fondamentaux 
garantis par la Convention. Vêase la intervenciôn de G. 
Sperduti en el asunto "Ringeisen", Audiences Publiques 
de mai 1972. Publ. Cour. Eur. D.H. Série B, vol. 13, 
n â g . 42.
Se trataba de desestimar el argumente que negaba la in- 
terrelaciôn entre los artlculos 5 y 50.
Véase Ibidem, pâg. 42.
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El interês humano de la reparaciôn constituée una de 
las finalidades primordiales del sistema normative de la 
protecciôn del derecho contenido en el Convenio europeo.
La doctrina y la jurisorudencia internacionales, sobre la 
materia anteriores al Convenio no presentaban carâcter ho 
mogéneo, ni unitario. El hecho se explicaba teniendo en cuen 
ta la relatividad y, por tanto, la evoluciôn constante  ^
progrèsiva del Derecho internacional. Todavîa en 1930, La 
têcnica de la reparaciôn era déficiente en la doctrina  ^ la 
prâctica, de ahl la necesidad de los estudios actuales en 
el seno de la Comisiôn de Derecho Internacional de las Ma­
d o n e s  Unidas (3).
/.
la competence d * accorder une reparation (Ents 
rhadigung) dans les cas oiv la restitutio in i n t e g r m  
est par nature impossible. Cela, mon gouvernement re 
le conteste point. Là où la réparation totale fwie- 
dergutmachung), la restitutio in integrum n'est pas 
possible, la Cour a sans nul doute, en vertu de l'ar­
ticle 50, la possibilité et la compétence, peut-étie 
même le devoir, d'accorder un dédommagement". As. 
Ringeisen. Publ. Cour. Eur. D.H. Série B, vol. 13. pâg. 
51. “
Ademâs la competencia del Tribunal para concéder una 
reparaciôn. se dériva ademâs del art. 50 de otra fuen- 
te, de su propia naturaleza como Tribunal internacional 
con competencia de plena jurisdiccion que le es inbe- 
rente. Asî se habla pronunciado el T.P.J.I. en el asun 
to "Chorzow" C.P.J.I., Série A, n° 17, pp. 17 y 27-28.
(3) Cassin R . , en su curso de la Academia de La Haya pre- 
sentaba el ideal future de la protecciôn de los dere­
chos humanos:
"... quelles que soint les modalités de l'avenir, une 
chose est certaine, les droits fondamentaux de l 'être 
humain ne seront connus, et effectivement protégés, que
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Se confiaba, sobre todo, en el panel primordial del
/. •
si, dans le monde entier, un vaste mouvement s'établit 
en leur faveur. Pour cela, il faut des hommes et des 
femmes de pensée, de raison, de science. Mais il faut 
aussi des gens de coeur".
Véase Cassin R. , "Les Droits de l'Homme", en R.C.A.D.I. 
1974. IV, Leiden, 1976, pp. 323-331, en concreto, pp. 
330-331.
Santo Tomâs de Aouino afirmaba el principio de que "homo 
non ordinatur ad communitatem politicam secundum se 
totum et omnia sua "en Summa theologica II, 2,64, art.
2. El respeto de la dignidad humana es la base de los 
derechos del hombre y de sus libertades fondamentales 
y debe desarrollarse como estipula el Convenio, sobre 
la base de una herencia comûn de idéales politicos y en 
la salvagiiardia de la libertad y de la supremacîa del 
Derecho. Esta fue también la convicciôn de los fundado- 
res espanoles del Derecho Internacional Moderno. Vito­
ria F . , y la escucha de Salamanca se preocuparlan del 
"orden universal de la humanidad" en Kelectio de Indis, 
III, 5, citado por Verdross, A., en "La dignité de la 
personne humaine comme base des droits de l'homme". Con 
ferencia impartida en Estrasburgo. en el circule Inter­
nacional de Juristas, 22 de abril de 1977 en la que 
indica la primera vez que anarece la calificaciôn de 
derechos humanos en el escritor Fernando Vâzquez de 
Menchaca, que en el prefacio de su obra "Controversiae 
Illustres" Praefatin de 1595, proclama como inherente 
al hombre"
"lura naturalia quasi inmutabilia", aunque no sea siem- 
pre respetado. Véase Verdross, A.: "Derecho Internacio­
nal Pûblico" Madrid, 1976, pp. 540 y 55.
Puente Egido J . , en su estudio: "Algunas Consideraciones 
en torno a la situaciôn de los particulares ante las 
instancias internacionales" en REDI, vol. XX, n® 2, pp. 
269-298, sehalaba como en el planteamiento clâsico el 
Estado se interponfa entre los individuos y el orden 
juridico internacional.El planteamiento nositivista de- 
satendiô desde un punto de vista internacional los dere­
chos del particular frente al Estado y los deberes de 
estos respecto de las personas individuales.
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juez internacional. La Conferencia de codificaciôn del Dere-
/. ,
Las réglas sobre la responsabilidad internacional ex- 
cluyen al individuo de la esfera internacional.
No se le capacita para reclamar directamente contra el 
Estado que le ha causado el dano. Es el Estado nacio­
nal quien endosa su reclamaciôn para que se le repare 
el perjuicio sufrido mediante el ejercicio de la pro­
tecciôn diplomâtica, o mediante la presentaciôn de una 
reclamaciôn ante una instancia judicial,
Con la creaciôn de instrumentes régionales la situa­
ciôn jurîdica subjetiva varia. El Convenio le confiere 
a la vîctima un derecho subjetivo individual, con la 
concesiôn del derecho de acceso ante una instancia in­
ternacional. y el Estado debe respetar el acceso de los 
particulares. Hoy asistimos a lo que se conoce por "Die 
Entzaüberung der Staatgewalt" (La desmit ificaciôn del 
Poder del Estado), se posibilita al individuo a que se 
aproxime a los ôrganos internacionales.
Ermacora subraya la evoluciôn realizada en la materia 
gracias a la influencia moral que ejerce la Declaraciôn 
Universal de Naciones Unidas.
Véase, Ermacora F.: "Human Rights and Domestic Juris­
diction" en R.C.A.D.I.. La Haya 1968, vol. 24. pp. 394 
395. En igual sentido Cassin R . , quien manifiesta la 
relevancia "del carâcter mundial, comdin de los princi- 
pios formulados" en RCADI. En Ob. cit., 1974, p o . 325- 
331 en concreto pâg. 326.
Se tiende hoy a calificar a este instrumente como fuente 
del Derecho Internacional de los derechos del hombre. 
incluso se ha llegado a decir que es la traducciôn de 
un conjunto de reglas transformadas en consuetudinarias, 
y mâs afin se ha dicho que es la mejor exprèsiôn de un 
elemento esencial del lus Cogens". Schwelb, E . , Véase: 
"Human Rights and The International Community" Chicago 
1964 y Newman, F.C.: "Interpreting the Human Rights 
Clauses of the U.N. Charter" en Revue des droits de 
l'homme, vol. V (1972), pâg. 283,
Sobre la fuerza jurîdica de la Declaraciôn Universal, 
véase el Informe de la Comisiôn de Derechos Humanos 
de Naciones Unidas: E/3616/Rev. 1, pârr. 105.
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cho internacional habîa de insistir en la importancia de la
/ .  .
En el âmbito europeo se ha seflalado que se trata de 
una jurisprudencia nueva que contribuirâ a asegurar 
la salvaguardia y la primaria de los derechos humanos. 
Weill, J.: "The European Convention un Human Rights". 
Leyden 1963, pâg. 162.
A pesar de que vimos como los autores del Convenio pen- 
saban que el art. 50 se confirmaba con el Derecho In­
ternacional en materia de violaciôn de una obligaciôn 
internacional por un Estado. LIegaron a pensar que la 
jurisprudencia del Tribunal europeo no aportarîa en la 
materia :
"Aucun élément nouveau ou contraire au droit interna­
tional existant". Véase CM/WP 1 (50) 15, pâg. 33.
En igual sentido Verdross A. , que refiriêndose tanto a 
la Declaraciôn Universal como a los Pactos internacio­
nales de derechos econômicos sociales y culturales v 
el de derechos civiles y politicos aprobados por la 
Asamblea General de Naciones Unidas el 16 de diciembre 
de 1966, y que entrarbn en vigor en 1979 afirmaba:
"Ces dispositions me semblent d'une importance capita­
le, car par elles, les Etats eux-mêmes ont formellement 
reconnu que les droits de l'homme garantis dans ces 
deux Pactes internationaux, trouvent leur base dans un 
principe d'ordre supérieur, à savoir dans le principe 
de morale universelle du respect dît à la dignité de la 
personne humaine, principe reconnu donc comme fondement 
de tous les différents systèmes du droit interne".
Véase su ponencia "La dignité de la personne humaine co m ­
me base des droits de l'homme".
Zurich 1979. pp. 415-421 en concreto pâg. 416.
En la prâctica M.A. Eissen afirmaba que:
"La Cour a évité de définir une doctrine trop rigide 
même en cette matière ou l'intérêt général ne figure 
certes pas au premier plan".
Eissen, M.A.: "La présentation de la preuve dans la ju- 
risprT'dence et la pratique de la Cour européenne des 
Droits de l'Homme" en : "La présentation de la preuve 
et la sauvegarde des libertés individuelles". Troisième 
colloque du Département des Droits de l'Homme de l'Uni­
versité Catholique de Louvain-Centre d'Etudes européen­
nes. Bruxelas 1977, pp. 143-213, en concreto, pâg. 160.
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funciôn judicial en materia de reparacion. Y alguno de los 
Estados participantes consideraba incluso, inoportuna la 
redacciôn, en forma précisa, de las reglas que debiera de 
observer el juez internacional. estimando preferible dejar- 
le resolver los problemas segûn las circunstancias del caso 
concreto. El texto tornado, entonces, en consideraciôn se r e - 
ducîa a sentar el principio genérico que "la responsabi-
/. .
Véase. Asunto "Neumeister", (art. 50).
Publ. Cour. Eut. D.H., Série A n° 17, pp. 8-9, pârra- 
fos 17-19 y pp. 10-11 pârrafos 23-24. Série B, n® 15 
pp. 33, 34. 35, 36. 42-43, 45-46, 72-73. 74-79 y 80 84, 
v Série A, n® 8, pâg. 5 pàrrafo S y Série B, n® 6, ap. 
189-190.
Asunto de Vagabundeo, Série A n ®  12, pâg. 13, pârrafo 
6 , y Série B, n® 10, pp. 187-189, 207 y 224-225.
"La Cour doit avoir notamment égard au devoir lui in­
combant de sauvegarder les intérêts de 1'individu qui 
ne peut être Partie devant elle, que la procedure or­
ganisée devant la Cour, tant par la Convention que par 
le Règlement de la Cour, est tournée vers des fins qui 
concernent le requérant, qu'il est dans l'intérêt d'une 
bonne administration de la justice que la Cour puisse 
connaître et, le cas échéant, prendre en considération 
le point de vue du requérant..." en Publ. Cour. Eur.
D.H. Arrêt du 14 de N o v e m b r e  1 960 affaire "Lawless" 
Série A, nâg. 15. Véase Golsong, H.: "The procedure 
before the Court" en R.C.A.D.I. t. III, 1963, pp. 129- 
134. De Meyer, J.: "La situation des "personnes physi­
ques" , "organisations non gouvernamentales" et "groupes 
de particulliers dans la procédure devant la Cour euro­
péenne des Droits de l'Homme" en Annales de Droit n®
M l  1974, pp. 65 y ss. Mosler, H.: "La procédure de la 
Cour Internationale de Justice et de la Cour européenne 
des Droits de l'Homme", en René Cassin Amicorum discipu 
lorumque, vol. I, 1969, pp. 196-212. Harris, D.J. : Euro 
pean Court of Human Rights (the Lawless Case)" en In­
ternational and Comparative Law quaterly, vol. 10, part 
3, 1961 , pp. 616-619.
La finalidad que debe perseguir el art. 50 es:
"La protezione ad consequentias dei diritti e delle 
liberta fondamentali della persona umana".
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lidad del Estado implicaba la obligacion de reparar los da 
nos sufridos, per causa del incumplimiento de una obliga- 
ci6n internacional". Las réglas técnicas de la reparacidn 
no habîan alcanzado aûn el grade de madurez necesaria. El 
tema es aun boy en dia, objeto de los estudios de la Comi- 
siôn de Derecho internacional de las Naciones Unidas f4).
Véase Miele, M . : "L'articolo 50 de la Convenzione euro 
oea dei diritti dell'uomo e le sue prime applicazioni 
giurisprudenziale"j o b . cit. pâg. 542.
Doc. 3 Assemblée Consultative, première sessiôn 19 ago^ 
to 1949. Véase tambiên en Rec. Trav, Prep. vol. 1, La 
Haya 1975, pp. 19-20 y pp. 297-321 respectivamente.
(41 Los trabaios de codificaciôn de responsabi1idad siguen 
igual orientacién que el Proyecto III Comisiôn de Co- 
dificacién de La Haya de 1930.
A/CN. 4/196, Annuaire de la Commission du Droit Inter­
national, 1967, II, pâe. 361. V
Rapport de la Commission sur sa 21 session, paragra­
phe 8, Annuaire cit. 1969, II n" 242 desarrollado en 
el "Deuxième rapport sur la responsabilité internatio­
nale", paragraphes 15 a 25 en Annuaire cit. 1970, II, 
pig. 193.
Véase informe 29° perlodo de sesiones y el Informe de
la comisiôn sobre la labor realizada en su 31° perîodo
de sesiones.
Véase el texte de todos los articules del Provecto apro-
bados hasta ahora por la Comisiôn.
"Les analyses de la responsabilité internationale c o m ­
portent traditionellement une distintion entre les 
différent éléments qui la constituent un fait attâbua- 
ble h l'Etat -la violation par ce fait d'une obligation 
internationale dudit Etat- un dommage causé à un autre 
Etat- un lien de causalité entre le fait du premier 
Etat et le dommage subi par le second un réparation 
du dommage ainsi causé".
m
Consideramos, por ello, necesario atenermos mâs a los 
criterios jurisprudenciales y a la técnica del sistema del 
Convenio europeo que a las puras elaboraciones doctrinales 
en curso de cristalizaciôn positiva. El Convenio europeo 
significa, ademâs, un progreso singular y extraordinario en 
la protecciôn de los derechos humanos. El individuo, la per­
sona fîsica o jurldica, ha dejado de ser, para el Convenio, 
un mero "objeto", como venîa siéndolo hasta época reciente, 
en el ordenamiento internacional.
El principio de la reparaciôn se modela en el Convenio 
europeo, conforme a una técnica nueva. en razôn de la perso­
na humana. Naturalmente siguen siendo primordiales los con- 
ceptos del dano y los medios de prueba del mismo. Pero la 
concepciôn y clasificaciôn del dano material y moral, el con 
tenido mismo de la reparacién, la técnica de su ejecuciôn 
jurîdica. etc., revisten caracterîsticas inusitadas en fun- 
ciôn y exaltaciôn del respeto debido al ser humano.
El interés humano de la reparaciôn explica la pressncia 
indirecta del individuo en juicio ante el Tribunal europeo.
Véase Informe de la Comisiôn de Derecho Internacional 
sobre la labor realizada en el Informe Riphagen. Julio 
1981.
Reuter, P.: "Le dommage comme condition de la Responsa­
bilité Internationale" en Estudios do Derecho Interna - 
cional. Homenaje al Profesor Miaja de la Muela, A., Ma­
drid 1979, Tomo II, pp. 837-846, en concrete pâg. I M .
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Sabemos que la calidad plena de presentarse, apelar y compa 
recer ante el Tribunal, no es atribuible, directamente a la 
persona fîsica o jurîdica. Este criterio estâ convencional y 
jurisprudencialmente bien establecido,
Sin embargo, la eventualidad de la presencia indirecta 
en juicio ante el Tribunal europeo del propio reclamante es 
uno de los avances del desarrollo del Convenio que no puede 
ponerse en duda. La cuestiôn se planted y resolviô, en sesiôn 
plenaria del Tribunal, como una "cuestiôn de procedimiento". 
El articule 29 del Reglamento dispone que los Delegados de 
la Comisiôn "pueden, si lo desean, hacerse asistir de cual- 
quier persona de su elecciôn" y que la persona asî elegida 
puede ser llamada a "tomar la palabra en los debates ante el 
Tribunal". Y el articule 29 no limita la libertad de opciôn 
de los Delegados y no les prohibe hacerse asistir "por el abo 
gado de un individuo requirente".
A juicio del Tribunal nada impide a la Comisiôn para 
que pueda "pedir al requirente que désigné a una persona que 
esté a la disposiciôn de los Delegados", aunque de ello no 
se deduce que "la persona" tenga "locus standi in judicio".
La persona que asista a los Delegados se debe limitar a pre- 
sentar las explicaciones que aquêllos le indiquen, y siem- 
pre "bajo el control y la responsabilidad" de los Delegados.
Este criterio jurisprudencial general es susceptible 
de ciertas rectificaciones doctrinales. Porque, en principio, 
el abogado que comparece ante la Comisiôn como consejero de 
los requirentes no debiera de intervenir ante el Tribunal 
"en nombre de la Comisiôn" Y los esclarecimientos técnicos 
del abogado debieran de limitarse a los puntos nuevos que
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suscite el procedimiento escrito u oral ante el Tribunal so 
bre los que la Comisiôn juzgue no haber sido suficientemen 
te informada anteriormente y no hubiera, por ello, podida 
hacer constancia en su Informe.
En todo caso, el articule 29 del Reglamento debe inter 
pretarse segûn el articulo 44 del Convenio que dispone que 
solo los Estados y la Comisiôn tienen capacidad para presen­
tarse ante el Tribunal.
Y la Comisiôn,que salvaguarda el interés pûblico, lo 
puede hacerse representar por el abogado del requirente.
El représentante o abogado del reclamante podria hacer­
se oir, ademâs, por el Tribunal en virtud del articule 3f 
del Reglamento, que le permite escuchar a cualesquier oerso- 
na cuyas declaraciones sean consideradas oportunas para el 
cumplimiento de la misiôn judicial. Claro estâ que, en este 
caso, es al Tribunal al que le corresponde senalar los he- 
chos que deben esclarecerse.
a) NUEVA CONCEPCION DE LA OBLIGACION DE REPARAR: LA PER­
SONA HUMANA. COMO VICTIMA EFECTIVA. CAUSA SUFICIEN- 
TE DE SU DEMANDA DE REPARACION FRENTE A LOS ESTADOS.
La obligaciôn de reparar tiene. en general, sus raic?s 
y origen material en el dano. Pero su fundamento jurîdico 
se asienta en el Convenio europeo en una nueva concepciôn de 
la responsabilidad del Estado en materia de Derechos humanos 
y de las libertades fundamentales del hombre. Los criterios 
de la comitas gentium o de la voluntad expresa de Estados 
resultan, hoy en dia. totalmente anacrônicos.
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La diversidad de las formas de reparaciôn, restituciôn 
en especie o por equivalencia, aparecen ahora como el Dere­
cho comûn de la persona humana protegida por el sistema de 
garanties establecido en el Convenio europeo (5).
(5) Las formas de la reparaciôn implican la concesiôn de 
una indemnizaciôn que normalmente serâ una indemniza- 
ciôn pecuniaria pero puede preveerse la concesiôn si 
fuere posible de la "restitutio integrum".
En este sentido se manifiesta Vis, W . , ob. cit., pâg.
586 y se apoya en la propia jurisprudencia del T.P.J.I., 
en el asunto de la Fâbrica de Chorzow, en C.P.J.I., Sé­
rie A n° 17, pâg. 17.
"Quant à la victime, personne physique ou morale, affec 
têe par la violation, en dehors de la satisfaction mo­
rale qu'elle peut éprouver à voir reconnaître sont bon 
droit', elle peut espérer que l'Etat fautif, à l'égard 
de qui l'arrêt a l'autorité de chose jugée, s'efforce­
ra d'effacer les conséquences de la mesure irréguliè­
re" Asi se pronuncia Pelloux, R .: "Le Contentieux de 
l'Indemnité devant la Cour Européenne" en ob. cit. pp.
397-404, en concrete, pâg. 397.
"La Cour a la tendence d'accorder au requérant, a ti­
tre de satisfaction équitable au sens de l'art. 50, 
aussi le remboursement des frais exposés devant la 
Cour, dans l'hypothèse qu’il ne jouissait pas de l'assj^ 
tance judiciaire".
Véase Matcher, F.: "La position de l'individu dans la 
procédure devant les organes de la Convention européen­
ne des droits de "l'homme". Ponencia presentada al Co- 
loquio internacional sobre el Convenio, celebrado en 
Madrid, 2-3 Octobre 1979, pâg. 13.
Véase asimismo Mosler, H.: "La procedure de la Cour 
internationale de justice et de la Cour européenne des 
droits de l'homme - Observations à l'ocassion de la 
nouvelle procédure interne de la Cour Internationale 
de Justice" en Ob. cit. pp. 196-212.
El contenido del dano de orden privado es variable, 
puede ser patrimonial o extrapatrimonial, econômico o mo­
ral, pero es susceptible, en todo caso, de ser evaluado por 
los ôrganos del nuevo sistema protector del Convenio euro­
peo. La consideraciôn de la persona lesionada, como verdade- 
ra vîctima, desempefta un papel decisivo y considerable ei 
el Convenio europeo. La apreciaciôn y evaluaciôn de la r;pa- 
raciôn présenta un carâcter eminentemente compensatoriî 
en favor del individuo. Naturalmente, el juez europeo, al or- 
denar la reparaciôn del dafio privado, no deja de tener ei 
cuenta las grandes llneas de las reglas consagradas por la 
prâctica del Derecho interno, pero no solo no estâ ligado por 
ellas, sino que el Convenio que tiene que aplicar prima ie ma 
nera absoluta, al igual que debe primor siempre el aspecto 
puramente técnico y humano de la reclamaciôn. La libertac de 
apreciaciôn del juez europeo no estâ hipotecada por el temor 
tradicional de herir la susceptibilidad del Estado en caisa. 
El Convenio le permite» ante todo, pensar en el carâcter in­
tegral de la reparaciôn y en el modo mâs adecuado de ejecutar 
se.
El esclarecimiento de los hechos y la cuestiôn de la 
prueba revisten un interés considerable en la ejecuciôn prâc 
tica del Convenio europeo. No es fâcil la tarea de determiner 
la existencia del dano y evaluar su alcance e importe. No es 
que el Convenio ofrezca una teorîa completamente nueva de la 
prueba en Derecho internacional.
Tanto el Derecho internacional, como sobre todo el D?re- 
cho interno, conocen bien los dos sistemas procesales usur­
ies, el tipo inquisitorio y el tipo acusatorio. El primer# 
responde mâs a la idea primitive de que el juez dirige el pro 
cedimiento y puede realizar indagaciones , mientras que el segmdo
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se refiere a las indagaciones, dadas por las partes. El prin 
cipio dominante en el Convenio es la neutralidad del juez y 
es a las partes a las que incumbe la carga de la prueba.
En las legislaciones internas la carga de la prueba se 
suele repartir entre el demandante y el demandado, mediante 
la aplicaciôn de las mâximas "actori incumbit onus probandi" 
y "reus in excipiendo fit actor". La importancia de estas 
mâximas es considerable, porque los reclamantes son admitidos 
a comparecer ellos mismos ante el juez (6). Este no es, es- 
trictamente, el caso del Convenio europeo, en el que por otra 
parte, jùega un papel esencial la reclamaciôn de la vîctima. 
Porque la reparaciôn ha de basarse, esencialmente, en el da- 
flo sufrido por la parte lesionada. Es la vîctima la que ini- 
cialmente puede apreciar mejor su alcance. La pugna procesal 
gira en torno de la vîctima, como demandante, y del Estado 
infractor, como demandado. Aquél se esforzarâ por probar el 
buen fundamento de su causa y alcance del dano. Este tratarâ 
de combatir las alegaciones de aquél. Pero, a û n en el supues^ 
to de falta de negaciôn del demandado, el juez europeo pro­
cédé a un examen atento de esas apreciaciones.
(6) Lo examinaremos al referirnos al "locus standi in iudi- 
cio" de la parte lesionada. Véase Eustathiades, C. Th,'* 
Moyens de mise en oeuvre en matière de droits de l'hom­
me et la subjectivité internationale de l'individu: 
évolutions réalisées par les nouvelles règles et par 
les mesures spéciales de mise en oeuvre" en R.C.A.D.I. 
T. III, 1953, pp. 591-600.
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Lo mâs frecuente es que el requirente solicite una in­
demnizaciôn précisa representando el daflo que pretende ha­
ber sufrido. Y aportarâ an su apoyo las pruebas de que pueda 
disponer. Pero, a veces, tambiên, el demandante no présenta 
reclamaciôn précisa de una suma determinada, sino que deja 
libre al juez de determinar a su juicio la indemnizaciôn que 
estime se debiera de otorgar.
El ordenamiento jurîdico europeo no es, como hemos vis- 
to, un orden que afecte sôlo a los Estados. Concierne direc 
tamente a los individuos, a la persona humana, a sus intere- 
ses materiales, a su libertad y a su honor. La lesiôn de sus 
intereses y derechos faculta al hombre, en general, para re­
quérir la reparaciôn debida al Estado autor del dano. Los 
simples particulares -personas fîsicas o jurîdicas- son li­
bres para invocar y reivindicar un detecho propio frente a 
los Estados. la consideraciôn de vîctima efectiva que es la 
persona humana, y la naturaleza del perjuicio, directo o in- 
directo, sufrido por los individuos es causa suficiente de 
la demanda de reparaciôn, con arreglo a la nueva técnica pro 
cesal y a las nuevas normas sisteraâticas del Convenio euro­
peo (7) .
(7) En la prâctica y para resolver la cuestiôn relativa a 
la admisibilidad de las demandas de reparaciôn que se 
le plantearon el Tribunal modificô su reglamento el 8 
de noviembre de 1972, artîculo 47 bis nuevo y art. 50 
enmendado.
A. El artîculo 4 7 bis (cuestiôn de la aplicaciôn del 
artîculo 50) dispone;
1. Si des propositions ou observations concernant 
la question de 1'application de l'article 50 de 
de la Convention n'ont pas été présentées à la 
Cour dans l'acte introductif d'instance, elles 
peuvent l'ètre par une Partie on la Commission à 
tout moment de la procédure écrite ou orale.
En realidad, el Tribunal europeo concede gran impor­
tancia a la reclamaciôn de la vîctima: constituye la base 
primera de la estimaciôn. Y a ella se refiere el Tribunal, 
incluso, cuando la rechaza y motiva esta decisiôn por su exa 
geraciôn o por su mal fundamento, o la admite, reduciéndo- 
la de modo considerable, despuês de minucioso exâmen.
Es, en general, muy raro que la demanda sea la repre- 
sentaciôn exacta y matemâtica del dafio. No sôlo porque el 
reclamante tienda a exagerar su evaluaciôn, sino tambiên,por 
que las bases de su estimaciôn no tienen siempre la perti- 
nencia jurîdica adecuada o por defecto de pruebas suficien- 
tes. Sobre todo en materia de dafio no patrimonial, por el ca- 
racter y dificultad de la evaluaciôn àe tal perjuicio,por 
ejemplo, en los casos de privaciôn de libertad.
/. .
2. "La Chambre peut à tout moment inviter toute 
Partie et la Commission a prêsentér des obser­
vations sur cette question".
El art. 50 (Contenido de la sentencia) :
"3. Lorsque la Chambre constate une violation de 
la Convention, elle statue par le même arrêt sur 
l'application de l'article 50 de la Convention 
si la question, après avoir été soulevée en ver­
tu de l'article 47 bis du présent Règlement, est 
en état; sinon elle la réserve en tout ou partie 
et détermine la procédure ultérieure. Si au con­
traire ladite question n'a pas été soulevée en 
vertu de l'article 47 bis, la Chambre fixe un 
délai dans lequel toute Partie ou la Commission 
peuvent la soulever.
4. Si la Chambre reçoit communication d'un accord in 
tervenu entre la personne lésée et la Partie re^ 
pensable, elle en vérifie le caractère équitable. 
Recueil des Textes, pâg. 415.
64n
Es principalmente en la apreciaciôn del valor de las 
pruebas aportadas donde se observa la entera libertad del 
juez europeo: no estâ limitado, como el juez interne, en 
lo que concierne a la evaluaciôn y admisibilidad de las prue 
bas. La prueba debe ser adaptada principalmente, como instru 
mento destinado a establecer las relaciones de hecho y de 
causalidad (8).
(8) El nexo de causalidad es un requisite imprescindible 
para la concesiôn de una eventual reparaciôn.
As i se puso en evidencia en los siguientes termines 
"Qu'il n'y a pas de possibilité de satisfaction équi­
table s'il n'est pas prouvé 1'existence d'un prêjud;- 
que et l'existence d'une relation de cause à effet 
entre la violation et le préjudice delà me parait êtie 
une vérité incontestable".
Audiences Publiques de Mai 1972, As. Ringeisen. Publ. 
Cour. Eur. D.H. Série B, vol. 13, pâg. 61.
En cuanto a la posiciôn del individuo ante la justicia 
internacional véase Von der Heydte, F.A.: "L'indivicu 
et les tribunaux internationaux", en R.C.A.D.I., 1962,
T. 107, en concrete pp. 332 y 333.
En cuanto a la competencia respecte de los individuos 
en las jurisdicciones Internacionales. Véase Juris Clas­
seur de Droit International, vol. 3, Fascicules 210 y 
250.
En cuanto a la presentaciôn de la prueba para la conce­
siôn de una satisfacciôn equitativa.
Véase asimismo, Asunto de "Vagabundeo" (art. 50), Puhl. 
Cour. Eur. D.H., Série B, n° 12, pp. 24, 26, 72, 73,
92. Asunto "Ringeisen" (art. 50) Publ. Cour. Eur. D.1. 
Série B, n° 13, pp. 35, 38, 48, 54, 55, 57, 59, 63 y 
78-81.
Y en este mismo asunto la sentencia interprétâtiva d?
22 de Junio de 1972, Publ. Cour. Eur. D.H., Série B, n° 
14, pâg. 8. En el asunto "Neumeister" (art. 50). Publ. 
Cour. Eur. D.H. Série B, n° 15, pp. 11, 31-32, 52,
64-75, 72, 74, 102, 118-119, 127 y 130-131.
Vanhalewyn, J . : "L'affaire Neumeister" en Cahier de d*oit 
européen, 1969, pp. 217 y ss.
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b) LA TECNICA DE LA REPARACION Y LA RELACION CAUSAL 
CON LA VIOLACION
La técnica de la reparaciôn en el Convenio europeo se 
asienta en el sistema de "garantîa colectiva" enunciado en 
su Preâmbulo, y en la finalidad u objeto del Consejo de Euro 
pa consistente en la "protecciôn" de los Derechos Humanos y 
de las Libertades fundamentales.
El sistema reparador de la protecciôn toma como punto 
de partida el desconocimiento, la inobservancia o la viola- 
ciôn concreta de las obligaciones derivadas del Convenio.
La violaciôn engendra la posible aplicaciôn automâtica 
del sistema técnico de la reparaciôn. En este sentido, el 
Convenio ofrece una sistemâtica causal ligada a la infracciôn, 
Por un lado, la violaciôn se vincula directamente con los 
"derechos y libertades" garantizados, reconocidos de modo ex 
plîcito y objetivo por el Convenio, o incluso, por la misma 
esencia o integridad del Convenio.
/.
Se subraya la interpretaciôn del Tribunal de la que es 
muestra significativa la intervenciôn de Rolin, H.:
"Il n'y a pas de possibilité de satisfaction équita­
ble s'il n'est pas prouvé l'existence d'un préjudice 
et d'une relation de cause à effet entre la violation 
et le préjudice".
En el asunto "Ringeisen" Publ. Cour. Eur. D.H. , Sé­
rie B, n° 13, pâg. 61.
Vallée, Ch.: L'affaire Ringeisen devant la Cour euro- 
pénne des Droits de l'Homme", en R.G.D.I.P. n° 1, 1972, 
pp. 110 y ss.
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Baste recordar en tal sentido, que el art. 17 condeia 
cualquiera que sea la actividad o acto "encaminados a des - 
truir cualquiera de los derechos y libertades reconocidos 
en el Convenio". Trâtese de Estados, grupos o individuos. Y 
lo mismo acontece en las reclamaciones dirigidas al Secreta- 
rio General del Consejo de Buropa, por "cualquier persona 
fîsica, organisme no gubernaraental o grupo de individuos que 
declaren ser vîctimas de una violaciôn, por una de las par­
tes contratantes, contra los Derechos reconocidos en este 
Convenio" (9). Y en termines mâs genéricos, se prevee que el 
Tribunal pueda decidir si ha habido o no una infracciôn del 
Convenio (10).
Y por otro lado, la violaciôn bâsica para poner en mar­
cha el sistema de reparaciôn, puede estar vinculada,, de modo 
mâs subjetivo, con los deberes concretes impuestos al Estado 
"la contravenciôn o infracciôn por el Estado interesado"de 
las obligaciones que incumben segün los termines del Conve­
nio (11). Y esta es la misma idea que contiene el precepto 
bâsico del sistema de reparaciôn; cualquier decisiôn o medi-
(9) El art. 3 del Estatuto del Consejo de Europa.
El Art. 1 del Convenio, vêase Recueil des Textes, 
pâg. 102,
El art. 17 y el art, 25 Ibidem, pp. 106 y 108.
(10) El artîculo 50 del Convenio Ibidem, pâg. 112
(11) El art. 1 del Convenio Ibidem, pâg. 102.
da interna que "esté de manera compléta o parcial en con- 
flicto con las obligaciones dimanantes del présente Conve- 
nio'‘C12) .
La violaciôn, por tanto, ha de estar en relaciôn causal 
con los derechos y libertades inscrites de modo objetivo y 
subjetivo, en el sistema de "garantîa colectiva" del Conve­
nio .
Es notorio que éste no contiene absolutamente todos los 
derechos y libertades que postula la concepciôn democrâtica 
liberal y social de nuestra era. Pero no por ello es menos 
prometedor el hecho histôrico de que el Convenio se configu­
ra y proclama el ideal de democracia y libertad que permite 
la protecciôn de los derechos humanos y libertades fundamen­
tales (15).
Conforme a la estructura técnica del Convenio, se suele 
hablar de violaciôn no sôlo cuando se suscite el quebranta- 
miento de alguno de los derechos reconocidos. Es, ademâs, pre 
ciso que la supuesta infracciôn sea objeto de una demanda o 
reclamaciôn concreta, dirigida al Secretario General del Con 
sejo de Europa. Y es bien manifiesto que las peticiones o de­
mandas pueden ser de carâcter estatal (art. 24) o individual 
(art. 25) (14).
(12) Art. 50, Ibidem, pâg. 112
(13) Ibidem, pâg. 102.
(14) Ibidem, pâg. 108.
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El sistema reparador del Convenio estâ, pues, condi- 
cionado no solo a la supuesta infracciôn, sino tambiên, al 
depôsito o presentaciôn de la demanda que denuncia el que- 
brantamiento de un derecho o de una libertad concreta deter 
minada.
Iniciado el procedimiento en virtud de la demanda, las 
medidas posibles de reparaciôn, segûn el Convenio, han de 
asentarse a su vez, en el Informe indispensable de la Comi­
siôn, "que podrâ formuler las propuestas que considéré per­
tinentes" (15).
El Informe de la Comisiôn puede motivar la decisiôn del 
Comité de Ministres (art. 31) o la sentencia del Tribunal 
europeo (art. 48). Pero, en todo caso, ha de razonar si los 
hechos esclarecidos "revelan una contravenciôn o infracciôn" 
de las obligaciones del Convenio (art. 31) (16).
(15) El artîculo 47 (bis) de 1 Reglamento del Tribunal dis­
pone la facultad de la Comisiôn y de la Parte para 
presentar sus observaciones sobre la aplicaciôn del 
art. 50 tanto en el momento en que se présenta la 1ns- 
tancia como posteriormente en el transcurso del proce­
dimiento escrito y oral.
Recueil des Textes, pâg. 415.
(16) Ibidem, pâg. 109. Véase Robertson, A.H.: "Le rôle du 
Comité des Ministres du Conseil de l'Europe". Collo­
que de Grenoble, 25-26 janvier 1973, en Rev. D.H. Vol. 
VI, n° 3,1973. Y Modinos, P.: "Les pouvoirs de déci­
sion conférés au Comité des Ministres du Conseil de 
l'Europe par l'article 32 de la Convention européenne 
des Droits de l'Homme" en Mélanges Rolin H., Paris 
1964, pp. 196-216. Y por ûltimo, Wiebringhaus, H.: "Ju­
risprudence et procédure du Comité des Ministres du 
Conseil de l'Europe en vertu du premier paragraphe de 
l'article 32 de la Convention européenne des Droits de 
l'Homme" en Melanges Polys Modinos, Paris 1968, pp. 
454-478.
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c) LA DECISION NECESARIA DEL COMITE DE MINISTROS" LA 
SENTENCIA' DEL TRIBUNAL EUROPEO: PI FERENCIAS DE CA- 
RACTER PROCESAL Y DE LAS MEDIDAS DE REPARACION.
Naturalmente, el esclarecimiento y razonamiento de la 
Comisiôn no presuponen la confirmaciôn formai automâtica de 
la supuesta violaciôn. Esta consagraciôn y calificaciôn tie 
ne que derivar de la decisiôn del Comité de Ministres o de 
la sentencia del Tribunal. Entretan to, claro estâ, el Estado 
en causa puede procéder por su propia cüenta a la repara­
ciôn. Pero esta no revestirâ por si sola, el carâcter de 
ejecuciôn obligatoria de las medidas reparatorias dimanan­
tes directamente del sistema de protecciôn instaurado por el 
Convenio (17).
Iniciado el procedimiento, la actitud y comportamien- 
to reparador de carâcter espontâneo por parte del Estado 
puedeflocurrir, incluso, antes de haberse manifestado y re- 
sueltela Comisiôn en favor dé la admisiôn de la demanda. Sin
(17) El informe de la Comisiôn no es vinculante ni para el 
Comité ni para el Tribunal.
Art. 31 del Convenio. Recueil des Textes, pâg. 109. 
Véase Vis, W . , ob. cit. pâg. 280.
Se habla de la presunciôn de violaciôn, hasta que in- 
tervenga el ôrgano de decisiôn:
"A decision of the European Court of Human Rights may, 
"If necessary" ("s'il y a lieu"), become a judgment or­
dering performance in those cases where the internal 
law of the Contracting Party concerned allows "only par 
tial reparation".
Observation of the Austrian Government.
"Ringeisen", Publ. Cour. Eur. D.H., Série B, vol. 13, 
1971-1972 (Question of the application of article 50 
of the Convention). Pâg. 24.
Informe del Comité de Expertes al Comité de Ministres 
CM/WPI (50) 15, y alocuciôn de Teitgen a la sesiôn de 
la Asamblea Consultiva de 16 de agosto de 1950.
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embargo, esa actitud del Estado no paraliza de modo automâ- 
tico el procedimiento en curso ante la Comisiôn. Serâ la pro 
pia Comisiôn la que tenga que ponderar el alcance de taies 
medidas adaptadas espontâneamente por el Estado durante el 
curso del procedimiento. Claro estâ que la Comisiôn, en tal 
supuesto, podrâ resolverse, o no, por declarar "ostens ible - 
mente mal fundada" la reclamaciôn, a los efectos de su admi­
siôn. Pero aûn habiendo sido admitida la reclamaciôn, no bay 
que olvidar el papel primordial que desempena en todo caso, 
la Comisiôn al objeto de "conseguir un arreglo amistoso 
del asunto'". Y el arreglo amistoso, que pueda sufrir la de­
cisiôn reparadora segûn el Convenio, ha de inspirarse nece- 
sariamente en el "respeto de los Derechos Humanos”, tal como 
los reconoce este Convenio (18).
(18) El Tribunal puede suspender el procedimiento del esta- 
blecimiento de la reparaciôn equitativa iniciado por 
la Comisiôn para favorecer un arreglo amistoso entre 
las partes. Permite al Estado que prevea el medio ade­
cuado para reparar a la vîctima.
As. Neumeister, Publ. Cour. Eur. D.H., série B, vol.
15, 1971-1974, pâg. 110.
Segûn la Comisiôn la conciliaciôn que medie entre las 
partes no debe necesarlamente ser una compensaciôn pecu­
niaria. Ibidem, pâg. 124.
"... quand il n'y a pas de règlement, comme en l'espèce, 
on se trouve sur une base diffèrent: il incombe alors 
à la Cour, d'après l ’article 50, de rechercher si tel 
règlement qui peut avoir été proposé assure une satis­
faction équitable ou, en l'absence de tout règlement dé­
finitif, de déterminer en quoi consiste en l'espece une 
satisfaction équitable". Ibidem, pp. 124-125.
En este sentido se halla redactado el art. 50 del Régla 
mento interno del Tribunal que se refiere al contenido 
de la sentencia en su apartado 4 estipula "Si le Chambre 
reçoit communication d'un accord intervenu entre la 
personne lésée et la Partie responsable, elle en vérifie 
le caractère équitable".
En Recueil des Textes, pp. 415-416.
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Realmente, el sistema de la reparaciôn debida y con- 
sagrada juridicamente por el Convenio se fundamenta de m o ­
do esencial, en la existencia de una violaciôn concreta de 
sus disposiciones reconocidas y declaradaspor la decisiôn 
del Comité de Ministres o del Tribunal europeo. En ambos ca 
SOS se impone al Estado infractor la obligaciôn inexcusable 
de reparar, de restablecer el orden perturbado.
En efecto, cuando procédé la intervenciôn del Comité 
de Ministres, tendrâ que decidir, en primer lugar, "si ha 
habido o no una infracciôn del Convenio" (19). En caso p o s i ­
tive, el Estado en causa tiene que "considerar como obliga­
toria" la decisiôn del Comité de Ministres y esta decisiôn 
puede resultar opérante y eficaz de dos modos distintos y 
sucesivos. En primer lugar, el Comité de Ministres "fijarâ un 
plazo dentro del cual la Alta Parte Contratante interesada 
deberâ tomar las medidas que lleve implicitas" la decisiôn.
(19) El artîculo 32 en su pârrafo 1 dispone:
"Si en un perîodo de très meses a partir del traslado 
al Comité de Ministres del Informe de la Comisiôn, el 
asunto no ha sido deferido al Tribunal por aplicaciôn 
del art. 48 del présente Convenio, el Comité de Minis­
tres decidirâ, por veto mayoritario de dos tercios de 
los représentantes con derecho a formar parte de él, 
si ha habido o no violaciôn del Convenio".
Recueil des Textes, pâg. 109. Véase Wiebringhaus, H . : 
"Jurisprudence et procédure du Comité des Ministres du 
Conseil de l'Europe en vertu du premier paragraphe de 
l'article 32 de la Convention européenne des Droits 
de l'Homme" en Mélanges Polys Modinos. Paris 1968, pp. 
454-478. Y Modinos, P.: "Les pouvoirs de décision con­
férés au Comité des Ministres du Conseil de l'Europe 
lar l'art. 32 de la Convention européenne des droits 
de l'homme" en Mélanges Rolin, H., Paris 1964, pp. 
196-216.
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Y en segundo término, si el Estado infractor no toma 
las medidas satisfactorias dentro del plazo concedido compe 
te al Comité de Ministres dar la "prosecuciôn que le corre^ 
ponda" a su decisiôn inicial y publicar el Informe.
La obligaciôn inexcusable para el Estado infractor 
de reparar puede tambiên derivar de una sentencia del Tribu 
nal europeo sobre el fondo del asunto en litigio y de confor 
raidad con los art. 50 a 54 del Convenio.
La resoluciôn del Tribunal, que serâ definitiva, co n ­
cédera, "si procédé", una satisfacciôn equitativa a la parte 
perjudicada. El Comité de Ministres "vigilarâ su ejecuciôn" 
(20).
(20) Asimismo el art. 32 (2) y 3, Recueil des Textes, pâg. 
109.
Véase voto Particular del Juez Mosler en la sentencia 
de 10 de marzo de 1972, que se pronuncia a favor de 
la facultad del Tribunal para establecer limites para 
que el Estado procéda al cumplimiento de sus obliga­
ciones. Véase Publ. Cour. Eur. D . H . , Série B, vol. 12, 
pp. 43 y 64.
Vis, W . , se habîa cuestionado una actuaciôn anâloga 
para los dos ôrganos. Vis Vf., o b . cit. pp. 284-285.
El sistema de convenio comporta un principio funda­
mental que el Estado reconocido responsable de la v i o ­
laciôn le pertenece al Estado tomar las medidas para 
librarse de esa responsabilidad. Por ello es indispen­
sable que el Estado disponga de un "minimo de tiempo" 
para procéder a la adopciôn de las medidas reparato­
rias .
Igual procédé el Comité de Ministros en virtud del art 
32 (2) del Convenio en que se fija un plazo a los E s ­
tados para cumplir sus obligaciones.
64Î)
Cabe discutir si existe o no diferencia alguna, per 
su naturaleza, entre la obligaciôn de reparar proveniente 
de la decisiôn del Comité de Ministros y la dimanante de la 
sentencia del Tribunal. Existen, desde luego, diferencias de 
carâcter procesal pero no substantivas. La fuerza ejecutoria 
de ambas es anâloga porque los Estados se comprometen igual- 
mente a "considerar como obligatoria" la decisiôn del Comité 
de Ministros (21) y atenerse a las resoluciones del Tribunal 
en los litigios en que sean parte (22), Por ello, la natura-
"Si l'Etat en cause n'a pas adopté des mesures satis_ 
faisantes dans le délai imparti, le Comité donne a 
sa décision initiale les suites qu'elle comporte. En 
somme, il s'agit une" décision en deux étapes: cons - 
tatation de 1 'infraction, conclusion tirée de la lié - 
faiilance de l ’Etat*' Vis, W. , o b . c i t . pâg , 2 84.
(21) El art. 32 en su pârrafo 4 disnone que;
"Las Altas Partes Contratantes se comprometen a consi 
derar como obligatoria cualquier decisiôn que el Comi 
té de Ministros puede tomar en virtud de los pârrafos 
precedentes".
Recueil des Textes, pâg, 109.
(22) El art. 53 dispone: "Las Altas Partes Contratantes se 
comprometen a conformarse a las decisiones del Tribu­
nal en los litigios en que sean parte".
Ibidem, pâg. 112, Véase Gerbino, M .: "Considerazioni 
sugli effetti délia sentenza délia Corte Europea dei 
Diritti dell'uomo", en Rivista di diritto europeo, 
1963, op. 14-21, Y Velu, J . : "Le contrôle des organes 
prévus par la convention" en Mélanges Rolin H. "Pro­
blèmes du droit des gens" Paris 1964, pp. 462 y ss.
650
leza de la obligaciôn no es distinta. Lo que es diverse, en 
el sistema reglado de protecciôn del Convenio, es lo que 
concierne, en general, a las facultades y poderes del C o m i ­
té y del Tribunal.
Al margen del origen esencialmente politico de los 
Miembros del Comité y del carâcter de "jurisconsultes de re- 
conocida competencia" de los Miembros del Tribunal -o de "reu 
nir condiciones requeridas para el ejercicio de altas fun- 
ciones judiciales"-.
En cambio, los poderes y facultades de los dos ôrganos 
citados del Convenio no son exactamente los mismos en m a t e ­
ria de reparaciôn. Hemos advertido ya que el contenido y la 
manera de ejecutarse la decisiôn del Comité de Ministros, re 
viste ciertas singularidades. Puede "fijar un plazo" dentro 
del cual el Estado interesado ha de adoptar las "medidas im­
plicitas" en la decisiôn. Y si el Estado no las adopta o no 
son "satisfactorias" el Comité darâ, a su decisiôn inicial, 
la "prosecuciôn que corresponde". Por consiguiente, parece 
otorgarse al Estado cierto margen de discreciôn, aunque sea 
relative, durante el plazo que se le prescribe para endere- 
zar y restablecer la situaciôn violada, El margen es, claro 
estâ, muy relative. Porque la naturaleza misma de la violaciôn 
condicionarâ terminantemente los medios de la reparaciôn ad e ­
cuada que, a su vez, tiene que ser "satisfactoria". Y la d i s ­
creciôn 0 iniciativa atribuida ai Estado queda condicionada, 
tambiên, por la vigilancia y fiscalizaciôn que, en ese inte­
rrègne del plazo, puede ejercer el Comité de Ministros. Trans 
currido el plazo fijado, es el propio Comité el que ha de d e ­
cidir las medidas reparadoras correspondientes, e imperativas 
para el Estado. El Estado infractor se enfrentarâ enfonces, 
con el cumplimiento de la "reparaciôn obligada". Acontece aquî
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algo anâlogo a lo que sucede, en otro terreno, con el agota- 
miento previo de los recursos internos. Se ofrece un m a r ­
gen discrecional a la iniciativa del Estado para el restable 
cimiento de la situacion (23).
(23) "... According to the wording and the meaninyof arti­
cle 50 of the European Convention on Human Rights, the 
European Court would be bound in every case of a v i o ­
lation of the Convention acknowledged by it, also to 
ascertain whether the internal law allows reparation 
of that breach of the Convention. If the European 
Court of Human Rights finds that the internal law does 
not suffice for providing full reparation, it shall 
decide whether it wants itself to afford satisfaction", 
Publ. Cour. Eur. D.H., série B, vol. 15, 1971-1974. 
"Neumeister".
"Observations of the Austrian Government" pâg. 15.
El Tribunal europeo, en el asunto de "Vagabundeo" en 
la sentencia de 10 de marzo de 1972, relativa a la 
cuestiôn de aplicaciôn del art. SO, declarô que el art 
50 permite concéder una reparaciôn equitativa a la 
parte lesionada, en el caso;
"Cuando ia naturaleza de la lesiôn permite faorrar, por 
entero, las consecuencias de una violaciôn, pero el 
Derecho interne del Estado se opone a ello".
En el asunto Ringeisen, que presentaba un notable pa- 
ralelismo con el asunto de Vagabundeo.
"Lorsqu'elle constate que la Convention a été violée, 
cette constatation vaut, avant tout, comme un solen­
nel rappel à l'ordre de l'Etat coupable et un avertis­
sement a ceux qui seraient tentés de suivre son exem­
ple"
Pelloux, R.: "Le contentieux de l'Indemnité devant la 
Cour européenne", en o b . cit. pâg. 397.
Véase Ruiloba, E . : "El agotamiento de los recursos 
internos en el âmbito de la internacionalizaciôn con­
vencional de la protecciôn de los Derechos Humanos". 
R e f e r e n d a  especial al art. 26 del Convenio de Roma 
de 4 de noviembre de 1950 en su obra "El agotamiento 
de los recursos internos como requisito de la protec­
ciôn internacional del individuo".
Valencia 1978, pp. 131-136.
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Pero, en todo caso, la obligacion de reparar persiste 
en toda su plenitud, al igual que acontece con las senten- 
cias del Tribunal.
El sistema de reparaciôn del Convenio se impone, tam- 
biën, a los Estados mediante las sentencias del Tribunal euro 
peo, cuyo carâcter obligatorio es indiscutible. En efecto, 
la fuerza ejecutoria y carâcter obligatorio de la sentencia 
no ofrecenduda alguna en el sistema de reparaciôn del Conve­
nio: "la sentencia del Tribunal serâ definitiva", dice el art, 
52. Es, pues, évidente su "fuerza de cosa juzgada".
La sentencia del Tribunal europeo produce los efectos 
normales de una decisiôn de justicia y, por ello, tiene la 
fuerza obligatoria de las confirmaciones de derecho y de h e ­
cho que apoyan su dispositivo. Es cierto, sin embargo, que la 
obligatoriedad de las sentencias es exigible a los Estados, 
cuando éstos han resuelto, voluntaria y previamente, someter- 
se a la jurisdicciôn del Tribunal europeo, que es lo que su - 
cede en la actualidad con respecte a la casi raayorîa absoluta 
de los Estados signatarios o partes del Convenio, Confor­
me a su artîculo 53,las Altas Partes Contratantes se compro­
meten a atenerse a las resoluciones del Tribunal en los liti­
gios en que sean parte. Y, por consiguiente, estân obligadas 
a cumplir estrictamente las sentencias pronunciadas en m a t e ­
ria de reparaciôn, de conformidad con el art. 50 del Convenio.
d) FACULTAD DEL TRIBUNAL DE CONCEDER UNA "COMPENSACION 
EQUITATIVA" Y SUS LIMITACI0NE5 SEGUN EL ART. 50 DEL 
CONVENIO.
Ahora bien, las facultades del Tribunal respecto a las
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medidas de reparaciôn, o del restablecimiento de las situa- 
ciones jurîdicas no parecen ser tan amplias, en principio, 
como las correspondientes ai Comité de Ministros. Porque los 
poderes que al Tribunal le asigna el art. 50, en materia de 
reparaciôn, se circunscriben a la eventualidad de concéder 
"una compensaciôn equitativa a la parte lesionada" (24). Se 
trata, pues, de la facultad primordial de otorgar una indem­
nizaciôn. Séria ilôgico pretender deducir del art. 50, tal 
como estâ redactado, una serie distinta de facultades del T r i ­
bunal, taies como la de prescribir con amplitud y  directamen 
te a los Estados, las medidas de reparaciôn necesarias o la 
anulaciôn categôrica de las medidas administrativas internas.
Pese a las divergentes interpretaciones doctrinales 
no parece lôgico admitir que el Tribunal europeo esté facul- 
tado en materlas de reparaciôn y  segûn el art. 50 para anu- 
lar leyes o actos administratives internos. Esto equivaldrîa, 
de lo contrario, a atribuir al Tribunal el poder ordenar la
(24) El Tribunal afirmô su propia competencia para concé­
der una reparaciôn equitativa a las partes lesiona- 
das, tanto en las hipôtesis en que la eliminaciôn de 
las consecuencias de la lesiôn fuese materialmente 
posible pero que el Derecho interno del Estado intere­
sado la obstaculice, como en el supuesto de que la im- 
posibilidad de la "restitutio in integrum" se derive 
de la propia naturaleza de la lesiôn. Sentencia de 
10 de marzo de 1972.
Publ. Cour. Eur. D . H . , As. "De Wilde, Ooms y Versys, 
("Vagabundeo") (art. 50), Série A, vol. 14, pp. 9 y 
ss. pârf. 20.
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actitud y el comportamiento a seguir por parte de las auto- 
ridades internas, aun limitândolo tan solo al âmbito de la 
reparaciôn (25).
El Tribunal europeo tiene, segûn el art. 50 que ate­
nerse y actuar en el âmbito circunscrito de la "compensa­
ciôn equitativa". Claro estâ que el Tribunal, dentro de este 
âmbito, puede resolver y concéder no solo la indemnizaciôn 
que compense el dano material que ha sufrido, sino tambiên 
la compensaciôn pecuniaria que estime adecuada para aliviar 
a la vîctima del perjuicio moral, e incluso, la restituciôn 
plena si fuera posible. Y por parte "perjudicada", a la que 
se refiere el art. 50, ha de entenderse las personas afecta-
(25) "... Non essendo la Corte una giurisdizione di revi-
sione o di cassazione rispetto aile giurisdizioni 
nazionali, l ’equa riparazlone non puo consistere 
nell'annullamento, nella sospensione o nella modifi- 
ca di un provvedimento di diritto interno, cosi corne 
la Corte non pub condannare gli Stati ad un obbliga- 
zione di fare o di non fare".
Panzera, A.F.: "Il potere délia Corte Europea..."
Ob. cit. pâg. 321. En igual sentido; Eissen, M.A.;
"La Cour européenne des Droits de l'Homme, De la 
Convention au Règlement", en A.F.D.I., 1959, pp.
634 y 55.
Vis, W . , ob. cit., pâg. 285, Pelloux, R . , ob. cit. 
pâg. 343.
"It is therefore for the Party (or Parties) concer­
ned to give effect to the judgement and should they 
fall to do so it would be for the Committee of M i ­
nisters to decide what action should be taken" asî 
se expresa Robertson, A.H.: "Human Rights in Europe", 
Manchester 1972, pâg. 211.
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das por la violaciôn cuya existencia hubiere sido confirmada 
por el Tribunal (26).
Es lîcito pensar que la interpretaciôn estricta del 
art. 50 no da cabida excesiva a las aspiraciones mâs genero- 
sas y mâs amplias que puedan abrigar las vîctimas del dafio o 
los defensores de una concepciôn mâs amplia en materia de re­
paraciôn. En realidad, el Tribunal europeo no parece faculta- 
do por el art- 50 del Convenio para llegar a una actualiza- 
ciôn mâs avanzada y a una aplicaciôn mâs amplia que posibili- 
te la evoluciôn progresiva de los principles générales del 
Derecho internacional de la materia. El art. 50 no contiene 
la r e f e r e n d a  expresa que a taies principles hace el art. 26 
del Convenio, con respecto al agotamiento previo de los recur 
SOS internos, aun cuando, por otra parte, esta misma condi- 
ciôn del agotamiento de los recursos internos puede limitar, 
en ciertos casos, la aplicaciôn del art. 50 respecto al exa­
men del fondo del asunto en litigio (27).
(26) Sentencia de 10 de marzo de 1972 (art. 50) en Publ.
Cour. Eur. D.H. , "De Wilde, Ooms y Versyp'.' Série A,
vol. 14, pp. 9 y ss. pârf. 20.
(27) Si no se tiene en consideraciôn la evoluciôn de los
criterios de responsabilidad se podrxa afirmar;
"... on peut être tenté d'envisager le "dommage" 
comme un élément commun de toutés les formes de res­
ponsabilité internationale, et l'exposer à ce titre 
en tête de tous les éléments constitutifs de la res 
ponsabilité internationale, l'examen des autres élé­
ments conduisant à une diversification des formes 
diverses de la responsabilité, et notament à la di s ­
tintion entre la responsabilité peur fait illicite 
el la responsabilité pour "risque". Reuter, P., r e ­
chaza una concepciôn clâsica formaliste, considéra
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Las facultades del Tribunal para concéder la "compen­
sation equitativa" se encuentran, a su vez, limitadas por el 
art. 50 que establece la condiciôn de que la "legislacion in 
terna" no permita reparar mas que "de manera imperfecta" las 
consecuencias de la decision o medida en conflicto con las 
obligaciones del Convenio.
El sistema normative y la têcnica operativa del Conve­
nio sobre las medidas de reparacion se hallan en relacion di^  
recta con la diversidad de formas que puede revestir la vio- 
laciôn de los Derechos humanos. El restablecimiento de las si 
tuaciones contrarias a los principios del Convenio, depende 
del carâcter y naturaleza de la infracciôn (28).
que no pueden efectuarse construcciones doctrinales 
excesivamente generallzadas y abstractas. Se mani- 
fiesta a favor de la metamorfosis del papel asignado 
al "dano".
Ob. cit. pp. 834 y ss. En el asunto Ringeisen se se- 
flalô que "... Award of a compensation under Article 
50 of the Convention is subject to the condition that 
the internal law does not allow reparation to he made 
for a violation of the European Convention on Human 
Rights".
Publ. Cour. Eur. D.H., Série B, vol. 13, 1971-1972,
. pâg. 27.
(28) "The decision of the European Court of Human Rights 
may "if necessary" ("s’il y a lieu") become a judge­
ment ordering performance in those cases where the 
internal law of the contracting Party concerned allows 
"only partial reparation" to be made". En el asunto 
Neumeister. Observations of the Austrian Government, 
Publ. Cour. Eur. D.H., Série B, vol. 15, 1971-1974 
(question of the application of art. 50 of the Con- 
ventioT^, pag. 15.
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Por ello, el Convenio procédé a enunciar en su Titulo 
Primero los derechos y libertades que los Estados han de re- 
conocer "a toda persona dependiente de su jurisdicciôn" (29)
El incumplimiento de las obligaciones contraidas p u e ­
de desencadenar y poner en marcha, inmediatamente, salvo c a ­
ses excepcionales de guerra o de peligro publico, el sistema 
de "garantîa colectiva" y la obligaciôn de reparar. Se prevé
Observaciones del Comité de expertes, en su Informe 
al Comité de Ministres, 16 de marzo de 1950, C.M/WP I
(50) 15.
Se ha dicho que las sentencias dictadas por el Tribu­
nal son "arrêts dêclaratoires" ^declaratory judgements) 
Vis, W . ; "La réparation des violations de la Conven­
tion européenne des Droits de l'Homme", en "La protec­
tion internationale des Droits de l'Homme dans la c a ­
dre européenn". Volume X des Annales de la Faculté de 
droit et des sciences politiques et économiques de 
Strasbourg Paris 1961, pp. 279 y ss.
(29) "Le principe que les conséquences d'une violation
d'obligations conventionelles devraient en régie géné 
raie être effacées par le droit interne ressort é g a ­
lement, semble-t-il d'autres dispositions de la Co n ­
vention. Aiusi l'article 5 (5) ... de même l'article 
13". As! lo afirma Vis, W . : o b . cit. pp. 283-284.
La Parte Contratante podrâ denunciar a otra por el in - 
cumplimiento "manquement" de las otras disposiciones 
del Convenio, ademâs de los derechos garantizados en 
el Titulo I, taies como los arts. 25, 28, 31, 32, 57, 
60, 61, 62 y 65, Recueil des Textes, pp. 108, 109,
113 y 114.
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por tanto, que las violaciones de los derechos y libertades 
reconocidos procedan, de modo originario, de las autoridades 
pûblicas de los Estados contratantes. Como dice el Convenio, 
"aûn cuando tal violacion haya sido cometida por personas que 
actüen en el ejercicio de sus funciones". Y el art. 26, re- 
gulador del agotamiento previo de los recursos internes, se 
refiere implicitamente, a las autoridades administrativas y 
judiciales, puesto que situa la fuente o causa de la viola­
cion del Convenio a partir de la fecha en que se tomo la "re- 
soluciôn interna final" o mejor dicho, "definitiva" (30).
Y, en este sentido, el art. 50 es aûn mas comprensi- 
vo, porque contempla la posible violaciôn de las "obligacio­
nes dimanantes del présente Convenio" por causa de "una de - 
cisiôn adoptada o una medida tomada por una autoridad judi­
cial o por cualquler otra autoridad de una de las Altas Par­
tes Contratantes".
La fuente de la violaciôn engloba, por tanto, a "cual 
quier autoridad" del Estado, trâtese de medidas administra­
tivas, judiciales e,incluso, legislativas. Esta es la inter- 
pretaciôn reiterada por la Comisiôn y la prupia jurispruden- 
cia del Tribunal (31).
(30) Ibidem, pâg. 108
(31) El art. 6 del Proyecto de la Comisiôn de D.I. al re- 
ferirse en el capîtulo II, "El "Hecho del Estado" se 
gûn el Derecho Internacional", estipula la "no per- 
tinencia de la posiciôn del ôrgano en el marco de la 
organizaciôn del Estado:
"El comportamiento de un ôrgano del Estado se consi- 
derarâ un hecho de ese Estado segûn el derecho inter-
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Cabrîa razonar que el Convenio, pese al criterio afir 
mativo de la Comisiôn y del Tribunal, no se refiere de modo
nacional, tanto si ese ôrgano pertenece al poder cons- 
tituyente, législative, ejecutivo judicial o a otro 
poder, como si sus funciones, tienen un carâcter in­
ternacional o interno y cualquiera que sea su posiciôn 
superior o subordinada en el marco de la organizaciôn 
del Estado".
En los subsiguientes articules se régula la "Atribu- 
ciôn al Estado de comportamiento de otras entidades 
facultadas para ejercer prerrogativas del poder pûbli- 
co (art. 7) -"Atribuciôn al Estado del comportamiento 
de personas que actûan de hecho por cuenta del Estado" 
(art. 8)- "Atribuciôn al Estado del comportamiento de 
organes puestos a su disposiciôn por otro Estado o por 
una organizaciôn internacional" (art. 9).
Vêase Diez de Velasco, M . : "La pretendida responsabi- 
lidad internacional del Estado espanol por actes de 
sus autoridades administrativas en el caso "Barcelona 
Traction" en R.E.D.I., 1970, vol. XXIIl, Num. 2.3, 
pp. 433-464 especialmente pp. 457-463.
Vease Pastor Kidruejo, J . A . : "La sentencia del Tribu­
nal de La Haya de 5 de Febrero de 1970 (Asunto de la 
"Barcelona Traction") y la responsabilidad internacio­
nal por actes judiciales’’,en R.E.D.I., 1970, vol. XXIII, 
Nûm. 2-3 -p. 413-432.
Vêase Casanovas, 0.: "Abuse de Derecho, Desviaciôn 
de Poder y Responsabilidad internacional" (Notas sobre 
la acusaciôn de abuse de derecho y desviaciôn de p o ­
der en el asunto de la "Barcelona Traction, Light and 
Power Company, Limited" (Bélgica c. Espana)”. En R.E. 
D.I., vol. cit. pp. 465-490.
En la que afirma que "las razones que pueden invocar- 
se para sostener la ilicitud de actos contraries a los 
principios bâsicos del ordenamiento nacional absoluta- 
mente imperatives (ius cogens) , taies como la viola­
ciôn de esenciales derechos humanos, en cases en que 
los perjudicados no sean extranjeros, o los argumentes 
que puedan aducirse para defender la legislacion de
6Cn
expreso y directe a las medidas legislativas. Este razona- 
miento, como ya senalâbamos, no solo contraviene el esplri- 
tu y la finalidad del sistema de garantîa colectiva introdu 
cido por el Convenio, sino que tampoco se aviene ni estâ 
en armonia con una correcta interpretacion, a sensu contra­
rio , de diverses pasajes del mismo. Baste citar algunos ar­
ticules. El art. 8, garante del respeto de la vida privada y 
familiar, del domicilie y de la correspondencia, no admite 
injerencia alguna de la ley mâs que cuando "constituya una 
medida necesaria" . Igual interpretacion a sensu contrario 
-le corresponde al art. 9- libertad de pensamiento, de 
conciencia y de religiôn-, al art. 10 -libertad de expresiôn- 
y al art. 11 -libertad de reunion-. Las medidas legislativas, 
que no sean necesarias en una sociedad democrâtica, pueden 
generar violaciones y ser susceptibles de la aplicaciôn del 
sistema de protecciôn y reparador del Convenio (32).
/.
cualquier Estado ante Tribunales internacionales cuan­
do dichos principios hayan sido violados (actio popu- 
laris) , no son aplicables bajo ningün concepto a una 
diferencia del género de la existente entre Bélgica y 
Espana en el asunto de la "Barcelona Traction". Ibidem, 
pâg. 490.
Eustathiades, C . : "La responsabilité internationale 
des Etats pour les actes des organes judiciaires et 
le problème du déni de justice en Droit International", 
2 vols. Paris..., 1936, y su curso "Les sujets du 
Droit international et la responsabilité internationa­
le".. Nouvelles tendances-en: R.C.A.D.I., vol. 84 (1953) 
pp. 397-633.
(32) Recueil des Textes, pp. 104-106.
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El sistema de protecciôn del Convenio requiere, ade­
mâs, una cierta matizaciôn especial de la violaciôn. No ba£ 
ta alegar, como ya advertimos, una supuesta violaciôn gené- 
rica, en termines abstractos e impersonales, sin conexiôn al 
guna con el ser humane. Este equivaldrîa a "deshumanizar" el 
sistema instaurado para protéger, precisamente, "a toda per - 
sona dependiente de la jurisdicciôn" del Estado (33). La 
violaciôn tiene que estar relacionada con los derechos del 
hombre, con las personas a las que se desea protéger. Y la 
obligaciôn de reparar presupone la existencia de una "victi- 
ma" Humana de la violaciôn. Esta es una de las conclusiones 
que mas claramente se derivan del art, 5 "cualquier persona 
que haya sido vîctima" - del art. 48- "que uno de sus nacio- 
nales alegue ser vîctima"- y, del art. 50 -'La parte perju- 
dicada"- del Convenio.
La matizaciôn humana de la violaciôn no q u i e r e , sin 
embargo, decir que la violaciôn deba afectar, tan sôlo, a 
una persona aislada e individualmente. Puede, por el contra­
rio, lesionar, al mismo tiempo, a diversas personas que se 
encuentren en la misma situaciôn de derecho o de hecho. La 
reclamaciôn como dice el art. 25 del Convenio, puede ser for 
mulada por "cualquier persona fisica, organisme no guberna- 
mental o grupo de personas" que declaren ser vîctimas de una 
violaciôn" (34).
(33) Ibidem, pp. 102-103 y 112.
(34) Ibidem, pâg. 108.
Vallée, Ch., ha senalado que:
"La Cour européenne des droits de l'homme et la Co m ­
mission peuvent jouer un indiscutable rôle moteur.
Leurs exhortations seront entendues si les gouvernements 
ont la sagesse de renoncer à des stériles réactions de 
mauvaise humeur et savent accueillir de tels arrets, 
non comme une offense à leur souveraineté, mais comme 
une salutaire exhortation". En Ob. cit. pâg. 15.
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CONDICIONES SUSTANTIvAS PE APLICACION DEL DERECHO
DE REPARACION (Art. 50).
La atribuciôn de la compensaciôn equitativa estâ ar- 
ticulada en una serie de preclsiones y limites derivados 
del sistema de la "garantîa colectiva" y de manera muy espe 
cîfica por el art. 50 del Convenio.
El enunciado mismo del artîculo nos permite deducir, 
directamente, las condiciones esenciales de su aplicaciôn, 
con independencia de las limitaclones de Indole general an - 
teriormente expuestas y las peculiaridades procesales del 
sistema de la protecciôn individual. Interesa ahora récapi­
tulât y esclarecer la normativa fundamental.
a) Requisites esenciales.
La "satisfacciôn equitativa" que pudiera serle asig- 
nada a la "parte lesionada" presupone, a primera vista, las 
condiciones esenciales siguientes:
1. La declaraciôn expresa del Tribunal de que la "de- 
cisiôn" o la "medida" de las autoridades internas impugnada 
por la presunta vîctima, se encuentre en manifiesta oposi- 
ciôn, enteramente o parcialmente, con las obligaciones d i m a ­
nantes del Convenio.
El primer elemento que contempla el artîculo 50 es la 
existencia de una violaciôn y no bay razôn alguna para pe n ­
sât que no incide en ese supuesto el quebrantamiento del a r ­
tîculo 50, tema que estudiamos posteriormente (35).
(35) Recueil des Textes, pp. 103 y 112
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Sabemos ya que el primer requisite esencial para la 
aplicaciôn del art. 50 es la existencia de cualquier viola­
cion de los derechos garantizados por el Convenio, imputable 
a las autoridades pûblicas del Estado demandado.
La violacion puede ser causada, como advertimos, por 
una accion positiva, un acto administrativo, una sentencia 
o incluso una medida legislative y por una omision, imputable 
al Estado demandado -incumplimiento del articulado del Conve­
nio: p.e. artîculo 6.
La Comisiôn se ha declarado incompétente para decidir 
si un Estado-Parte ha infringido las obligaciones que se d e ­
rivan de otros textos internacionales (36).
(36) En el asunto "Marck contra Bélgica" el Tribunal euro- 
peo entendiô que el art. 25 del Convenio faculta a 
los particulates para sostener que una ley viola por 
si misma los derechos individuales aûn en el caso de 
ausencia de un acto concreto de ejecucion, si se c o ­
tre el riesgo de sufrir directamente sus efectos. Los 
requirentes, decîa el Tribunal no solicitaban el ejer­
cicio "de un control abstracto de las normas" sino 
el examen de "una situaciôn legal" que les afectaba 
personalmente, en Publ. Cour, Eur. D . H . , Série A, n ”
31, pârf. 27, in fine.. Vêase sobre el art. 1, Asunto 
de "Chipre contra Turqula" n® 8007/77, en Décisions 
et Rapports, 13, pp. 85 y s s . pârf. 18-26.
Asunto n® 6231/73 "Hess c. Gran Bretana", en Décisions 
et Rapports, 2, pp. 72-73.
Asuntos n" 7289/75 y 7349/76 contra Suiza, en Décisions 
et Rapports, 9, pp. 57-76.
En cuanto al concepto de vîctima véase Asunto "Klass 
y otros contra R.F.A.", Publ. Cour. Eur. Série A, n°
28, 1978, pârrafo 33.
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Teôricamente la Comisiôn podrîa examinât las infrac- 
ciones que se refieran al funcionamiento del mecanismo de 
protecciôn. No se ha dado todavîa ningûn supuesto (37).
Por su parte y en relaciôn con las Comunidades euro- 
peas es oportuno recordar que el Tribunal de Justicia de 
Luxemburgo se ha manifestado contrario a la aplicaciôn de 
medidas incompatibles con los derechos fundamentales recono­
cidos y protegidos en las estipulaciones de los instrumentos 
internacionales relatives a los Derechos humanos a los que 
los Estados miembros hayan colaborado y sean Partes (38).
Los Estados no pueden ser demandados por actos ejerci- 
dos por ôrganos internacionales ubicados en su territorio.
La Comisiôn no aceptô la responsabilidad de la Repû- 
blica Federal de Alemania, por las decisiones adoptadas por 
el Tribunal Supremo de restltuciones con motivo de la se - 
gunda guerra mundial.
La Repûblica Federal de Alemarano fue considerada res­
ponsable de violaciôn alguna, del Convenio por no haber adop 
tado posiciôn expresa que obligase al Tribunal Supremo de
(37) Calogeropoulos, A . : Se cuestiona la eventual viola­
ciôn con carâcter independiente del art. 1, voto par­
ticular de Sperdutti, G. Véase "Droit Humanitaire et
droits de l'Homme" 1980, pp.
(38) Asunto "Stander" 29/69 - ECR, XV pâg. 419.
Asunto "Internationale Handelsgesellschaft" M / 7 0  
ECR, XVI, pâg. 1.125, y asunto "Nold" 4/73-ECR, 1974, 
pp. 491 y ss.
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Restltuciones a respetar las disposiciones, porque este T r i ­
bunal Supremo era considerado como ôrgano internacional (39).
El Convenio, sin embargo, se refiere de modo expreso 
a las autoridades internas que comprometen la actuaciôn del 
Estado, esto es, a la actuaciôn de los ôrganos del Estado, en 
los articules 13 y 50. El art. 13 garantiza el derecho a un 
recurso efectivo "ante una instancia nacio n a l , incluso cuando 
la violaciôn haya sido cometida por personas que actüen en el 
ejercicio de sus funciones oficiales" (40).
Y el artîculo 50 que confiere el derecho a la repara- 
ciôn de la parte lesionada, toma en cuenta los actos de "una 
autoridad judicial o cualquier otra autoridad de una Parte 
Contratante",
Es pues, muy amplio el sentido de ôrganos del Estado, 
sin excluir al Poder legislative.
La Comisiôn ha manifestado en su Informe en el asunto 
de Becker, la obligaciôn de las Partes de conformar su legis- 
laciôn interna a las obligaciones que se derivan del Conve-
(39) Nos remitimos al examen efectuado sobre la competen-
cia de la Comisiôn ai analizar la Parte II, Protec­
ciôn en el âmbito internacional: C) Normas esenciales 
de los ôrganos fiscalizadores y de decisiôn sobre los 
derechos de reclamaciôn y de reparaciôn individuales.
(40) Recueil des Textes, pp. 105-106 y 112.
Vêase "De Becker contra Bélgica", Publ. Cour. Eur.
D.H. Série A, n “ 4, pâg. 26 in fine.
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nio, adoptando las medidas necesarias a este fin: "El Conve­
nio se impone a todas las autoridades de las Partes, compren 
dido el poder legislativo" (41).
El Estado signatario, en cambio, no es responsable, 
en virtud del Convenio, por los actos de las instituciones 
que aûn hallândose dentro de su territorio, no dependan de su 
jurisdicciôn, o por las acciones realizadas por los individuos 
actuando en su capacidad privada.
2. La insuficiencia o ineficacia del Derecho interno 
para eliminar, de modo pleno, las consecuencias lesivas de 
la decisiôn o medida incriminada (42).
3. Motiva la decisiôn explicita del Tribunal de otor- 
gar satisfacciôn equitativa y apropiada, a la "parte le­
sionada".
(41) Respecto a las demandas interestatales al respecte 
vease, Asunto n “ 5310/71 y 5451/71 "Irlan- 
da c. Cran Bretafla", en Annuaire de la convention 
européenne D.H., vol. XV, pp. 92 y ss.
En cuanto a las prâcticas administrâtivas véase "Do- 
nelly y otros c. Cran Bretafla" asunto n° 5577/72 - 
5583/72 en Annuaire..., vol. XVI, pp. 213 y ss, espe 
cialmente pâg. 260.
Vêase asimismo Asunto de Vagabundeo, Publ. Cour. Eur.
U.H., Série A, n “ 14, pâg. 10, pârrafo 22.
(42) Recueil des Textes, pâg. 112.
Vêase asuntos numéros 5577/72 - 5583/72 "Doneily y
otros c. Cran Bretana" en Annuaire..., vol. XIX, pp.
86 y ss.
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HI texto del artîculo 50 se refiere, de una manera cia 
ra y genêrica, a la "decisiôn tomada", o a la "medida ordena- 
da" por una autoridad judicial o por cualquier otra autoridad 
interna. Estas expresiones pudieran suscitar la duda de si la 
compensaciôn procederîa solo cuando se tratase de actos, de 
acciones, de las autoridades nacionales, quedando descartadas 
las "omisiones" lesivas y  atribuibles a las mismas autorida­
des, porque la redacciôn del contenido del artîculo 50 se cir­
cumscribe aparentemente, a la "decisiôn" adoptada o a la "medi­
da" acordada (43).
El Tribunal, acorde con la tendencia internacional mas 
generalizada, no considéra aceptable la distinciôn, a efectos 
de responsabilidad, entre "actos u omisiones", y por ello cuan 
do se trata de la imputabilidad derivada de la inobservancia 
del Convenio entiende que el Estado incurre en responsabilidad 
internacional tanto en el caso de acciones como de omisiones.
No es, por ello, fâcil ni suficiente atenerse tan sôlo a un 
criterio abstracto de compatibilidad o incompatibilidad teôri- 
ca de las decisiones o medidas del ordenamiento interno con 
los preceptos imperatives del Convenio,
Habrâ que analizar, en todo litigio, las circunstancias 
précisas de los "casos especlficos" y ponderar de modo concre­
to la aplicaciôn efectiva de las disposiciones del Derecho in­
terno a las personas lesionadas, trâtese de acciones o de om i ­
siones .
(43) Asunto "Klass y otros contra R.E.A.", Publ. Cour. Eur.
D.H., Série A, n° 28, pârrafos 30-38.
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Puede darse, también, el supuesto de que no exista "de 
cisiôn" o "medida" alguna, sino simplemente una "carencia 
legislativa y jurisprudencial" o, en otros têrminos, una la­
guna en el Derecho interno (44) . Esta carencia o laguna no 
coastituye, a primera vista y por si misma, una decisiôn o me 
dida determinada. Y, sin embargo, es susceptible de ocasionar, 
en la prâctica, dahos concretos a la persona afectada.
înicialmente pudiera darse incertidumbre anâloga sobre 
el concepto de "parte lesionada" del articule 50. Esta nociôn 
nos viene esclarecida y debe considerarse "sinônima" de la 
expresiôn de "vîctima" utilizada por el artîculo 25 (45) . Am-
(44) "The Court therefore accepts that an individual may, 
under certains conditions, claim to be the victim of
a violation occasioned by the mere existence of secret 
measures or of legislation permitting secret measures, 
without having to allege that such measures were in 
fact applied to him. The relevant conditions are to 
be determined in each case according to the Convention 
right on rights alleged to have been infringed, the 
secret character of the measures objected to, and 
the connection between the applicant and those measu­
res" .
Vêase "Klass y otros c. R.F.A.", Publ. Cour. Eur. D.H., 
Série A, n® 28, pârrafo 34.
(45) Recueil des Textes pp. 108 y 112.
Respecto al concepto de vîctima véase Asunto "De Bec­
ker c. Bélgica" en Publ. Cour. Eur. D.H., Série A, n "
4, 1962, pâg. 26 in fine. Asunto de "Vagabundeo" Publ. 
Cour Eur. D.H,, Série A, n “ 14 pâg. 10, pârrafo 22. 
Asunto "Klass y otros c. la R.F.A.", Publ. Cour. Eur. 
D.H. Série A, n° 28, 1978, pp. 17-18, Asunto "Marckx c. 
Bélgica", Publ. Cour. Eur. D.H., Série A, n “ 31,
1979, pârrafo 27 in fine.
Asunto "Luedicke, Belkacem y Koç c. R.F.A.", Publ.
Cour. Eur. D. H . , Série A, n° 29, pârrafos 33-37.
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bos artîculos denotan la persona directamente afectada por el 
"acto u omisiôn" causante del d a n o . Si el elemento ilîcito, 
la infracciôn, constituye la pieza esencial de la responsabi­
lidad, el dano^elemento de hecho, constituye la condiciôn sine 
qua non de la reparaciôn. Al margen de la discutida cuestion 
en Derecho Internacional de si el simple ilîcito, aûn sin d a ­
no, genera o no la responsabilidad. La cuestiôn de la existen­
cia del dano -"la parte lesionada"- présenta mas interes prac­
tice en la fase de la reparacion que en la de comprometer la 
responsabilidad.
La nociôn de vîctima y, por tanto del dafio, estâ expe- 
rimentando una nueva tendencia progresiva en las decisiones 
del Tribunal.
Hasta época reciente los particulares que aducian la 
violaciôn de derechos individuales, tenîan que basar la recla­
maciôn en el dano concreto, en un acto preciso y lesivo de e je 
cuciôn positiva. Ultimamente es posible la reclamaciôn aûn en 
ausencia del acto concreto, si se corre el riesgo de sufrir 
directamente sus efectos. Este es el caso de la equiparaciôn 
de la filiaciôn natural a la légitima decretada por el Tribu­
nal en 1979. Los requirentes, decîa el Tribunal, no solicita­
ban el ejercicio "de un control abstracto de las normas", si­
no el examen de "una situaciôn legal" que les afectaba perso- 
nalmente (46).
(46) Asunto "Klass y otros contra R.F.A.", Publ. Cour.
Eur. D.H., Série A, n° 28, pârrafo 34.
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Para saber si realmente habla perjuicio concreto -con 
cepto que no depende del artîculo 25, que contiene la defini- 
ciôn de "vîctima"- y esclarecer si las presuntas vîctimas lo 
eran o no en la realidad, habîa que estudiar el fondo de ca- 
da uno de los agravios.
De las condiciones esenciales senaladas, resalta la 
trascendencia especial, en la prâctica jurisprudencial, de 
la concerniente a la reparaciôn "imperfecta", al hecho de que 
la legislaciôn interna no permita eliminar mâs que "de mane­
ra imperfecta" los efectos de la violaciôn, es decir, la insu- 
ficiencia de una "reparaciôn parcial" (47).
Cuando la reclamaciôn individual esté bien fundada, 
habrâ que aclarar de modo ineludible la cuestiôn de si el D e ­
recho interno permite al Estado dar plena reparaciôn al recla 
mante, en el sentido de abonar la compensaciôn debida y plena.
Esta cuestiôn têcnico-juridica reviste singular impor- 
tancia substantive y procesal : los instantes de la reclamaciôn 
tienen que aportar la prueba -como ya anticipamos- de que el 
Derecho interno no permite lograr la reparaciôn plena. Natu- 
ralmente, cuando les Estados tratan de demostrar que su D e ­
recho ofrece "recursos" susceptibles de otorgar la compensa­
ciôn plena, se suele suscitar la divergencia procesal, a re­
solver por el Tribunal, de si se da o no una de las condicio- 
nes esenciales de la aplicaciôn del artîculo 50.
(47) Panzera, A.F., Ob. cit. pp. 318 y ss. 
Golsong, H., Ob. cit. pp. 93-94.
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Los requirentes, ademâs, deberân, como es lôgico, h a ­
ber establecido, previamente, la existencia de un perjuicio 
concreto que pudiera resultarles de la situaciôn ilîcita aie 
gada. Es indispensable demostrar la alegaciôn del perjuicio 
(48). El dano es, pues, necesario de hecho. El sistema pro­
tector ampara a la vîctima efectiva. La responsabilidad en- 
trana, a cargo del autor del acto lesivo, la obligaciôn de 
reparar el perjuicio,que es su consecuencia. La condiciôn de 
la existencia de la material idad del daflo serâ,tal vez* mâs 
estrictamente exigida en la hipôtesis del daflo material que 
en el supuesto del daflo moral -ahî cabe satisfacer en lugar 
de reparar-.
b) FACULTADES DISCRECTONALES DEL TRIBUNAL.
Reunidas las condiciones sustantivas de la aplicaciôn 
del artîculo 50, compete al Tribunal resolver la procedencia, 
en el caso concreto, de aslgnar la "compensaciôn equitativa" 
a la parte lesionada. Es decir, no basta la simple concurren- 
cia formai de las condiciones senaladas. Es al Tribunal a 
quien corresponde apreciar, como dice el artîculo, "si hay 
lugar" para ello y, por tanto, si juzga "equitativo" concé­
der la reparaciôn. Se reconoce cierto poder discrecional al 
Tribunal, del cual ha de hacer uso en equidad, teniendo en 
cuenta las circunstancias del interês pûblico o privado pro-
(48) Asunto "Ringeisen c. Austria' en Publ. Cour. Eur.
D . H . , Série B, n ” 13, pâg, 61.
Asunto "Neumeister c. Austria" (art. 50) en Publ. Cour 
Eur. D.H., Série B, n"^  15, po. 1 1 , 31 -32 , 52 , 64 ,
75, 74, 102, 118-119, 127 y 130-131.
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pios de cada asunto (49) .
Las condiciones substantives de la aplicaciôn concre­
te del artîculo 50 evidencian, a todas luces, que no se ins- 
tituye un medio de restitucion directa por el Tribunal europeo 
sin tener antes en cuenta el sistema de protecciôn juridica 
del Derecho interne.
Es idea general, como hemos advertido, que el Convenio 
confia en que los Estados cumplirân sus obligaciones de repa­
raciôn voluntariamente, por medio de decisiones o medidas to - 
madas dentro de su jurisdicciôn interna (art. 53 y 54). Depen 
de Inicialmente, de la voluntariedad de los Estados para cum 
plir, de buena fé, sus obligaciones. Por ello, el reclamante 
ha de tratar y buscar la reparaciôn, inicialmente, ante los 
Tribunales nacionales. Sôlo cuando estos adopten disposicio­
nes de reparaciôn imperfecta serâ explicable la apela-
ciôn al Tribunal europeo de Derechos Humanos. Y, si el D e r e ­
cho interno no facilita la plena reparaciôn, es cuando el a r ­
tîculo 50 confiere al Tribunal la facultad de otorgar la ju s ­
te compensaciôn a la parte lesionada.
El artîculo 50 no estipula una competencia originaria 
del Tribunal en materia de reparaciôn:
"Este artîculo confirma la funciôn del T r i ­
bunal como ôrgano internacional dotado de 
competencia para comprobar si ha habido o
(49) Asunto "Ringeisen c. Austria" en Publ. Cour. fcur.
D.H., Série B, vol. 13, pâg. 51.
673
no una violacion del Convenio" (49-bis).
El carâcter subsidiario de la competencia del Tribu­
nal implica que corresponde al Estado infractor ya declara­
do responsable por la jurisdicciôn europea reparar el perjui­
cio que se derive de la infracciôn para la persona o personas 
vîctimas de esta. El Tribunal de Estrasburgo concede a las 
autoridades internas un margen de apreciaciôn para que proce­
dan estas a la reparaciôn del perjuicio ilîcitamente ocasio- 
nado. Concierne al Estado infractor el determiner de qué m o ­
do va a procéder a reparar el perjuicio ocasionado; para ello, 
el gobierno debe procéder diligentemente a reparar en forma 
debida.
El gobierno responsable debe borrar las consecuencias 
de la actividad ilîcita de cualquier autoridad interna y re^ 
tablecer la situaciôn anterior,"restitutio in integrum".
La cuestion relativa a los eventuales danos indirectos 
se plantea en D.I. en un momento ulterior:
(49-bis)
Golsong, H . : "Quelques reflexions a propos du pou­
voir de la Cour européenne des Droits de l'Homme 
d'accorder une satisfaction équitable (article 50 
de la Convention européenne des Droits de l'Homme) 
en "René Cassin Amicorum discipulorumque Liber".
Paris 1969, Tomo I, pp. 89-94, en concreto pâg. 90. 
Harris afirma el carâcter limitado de la competencia 
del Tribunal en esta materia. Véase Harris, D.J.: "Re­
cent cases on pre-trial detention and delay in 
criminal proceedings in the European Corort of Human 
Rights", en B.Y.L.B.L., 1970, XLIV, pp.87-109, en 
concreto, pp. 105-108.
"une fois l'Etat déclaré responsable, que 
sa responsabilité ait été proclamée à rai­
son d'une faute ou seulement d'une raison 
d'une infraction à la règle internationa­
le" (50).
Si se trata de los daflos ocasionados a raîz de decisio­
nes judiciales, el Estado responsable tiene que proclamer su 
nulidad o eliminar sus consecuencias lesivas.
"l'obligation de pourvoir, par les voies de 
droit interne appropiêesà l'annulation des 
actes contraires â son devoir de protection 
judiciaire ou tout à moins des effets que 
la loi interne y attache. En particulier, 
il y aurait lieu pour lui de déclarer non ave­
nues les sentences rendues par les tribu­
naux internes contrairement â ses obliga­
tions internationales ou d'abolir les con­
sequences juridiques qui en découlent" (51)
(50) Hauriou, "Les dommages indirects dans les arbitrages 
internationaux", en R.G.D.I.P. Duxieme Série, Tomo
. VI, pâg. 208.
(51) De Visscher, Ch.: "Le déni de justice en droit inter­
national" en R.C.A.D.I., 1935, II, pâg. 436. Se invo- 
caba la obligaciôn del Estado espanol en la memoria 
belga en el asunto de la "Barcelona Traction Light 
and Power Company", Vêase mémoire du Gouvernement bel 
ge, pârf. 373, pâg. 183.
Véase asimismo Annuaire de l'I.D.I, 1927, t. III, pp. 
332-334.
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La reparaciôn directe de la violaciôn originada por 
la denegaciôn de justicia deberîa ser la "restitutio in inte­
grum" siempre que esta fuere posible. En este supuesto, la 
insuficiencia o incapacidad del derecho interno para concéder 
la reparaciôn debida al récurrente, como séria el caso en que 
el proceso se prolongase Indebidamente excediendo el plazo 
razonable,la propla naturaleza de la infracciôn del art. 6 
(1) del Convenio impide que el récurrente perciba la "resti­
tutio in integrum" y por tanto sôlo le queda la posibilidad de 
soliciter una demanda de reparaciôn. Pero aunque hubiese podi- 
do presenter la reclamaciôn ante un tribunal interno el Tribu 
nal europeo no tiene la obligaciôn de rechazar la. demanda que 
le fuere presentada al respecto. As 1 lo expreso en los consi- 
derandos de su sentencia de 10 de marzo de 1972 (52).
Esta sanciôn directa de la denegaciôn de justicia la 
encontramos habitualmente en la prâctica internacional, pre- 
vlsta directamente en los compromises arbitrales entre las Par 
tes o impuesta por los jueces arbitrales (asunto Martino).
De Visscher observa cômo al proclamarse la nulidad de 
la obligaciôn de pago impuesta injustamente en el asunto ci- 
tado, el Tribunal arbitral subraya la ilicitud del acto y por 
consiguiente la aplicaciôn del principle conforme al cual las 
consecuencias del acto ilîcito debîan de ser eliminadas (53).
(52) Publ. Cour. Eur. D.H., Série A, n" 14, pp. 8-9, y parf.
16 y 20 pâg. 10. Invocado en el Asunto Koning, senten­
cia de 10 de marzo de 1980, pârf. 15.
(55) De Visscher, Ch., ob. cit. pâg. 456, nota 3.
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La delegaciôn que el Tribunal de Estrasburgo efectûa 
en las autoridades internas responsables de la reparacion no 
es discrecional sino que le es impuesta por el propio c o nte­
nido del art. 50,que supedita la actuaciôn reparatoria y la 
competencia del Tribunal a la insuficiencia o inexistencia 
de vîas reparatorias Internas; de hecho,se recorta considera- 
blemente la posibilidad de actuaciôn del Tribunal, ya que su 
poder decisorio solo podrâ operar cuando:
"the internal law of the said Party allows 
only partial reparation to be made for 
the consequences of this decision or m e a ­
sure . . . ".
"... si le droit de ladite Partie ne permet 
q u 'imparfaitement d'effacer les consequen­
ces de cette décision ou de cette m e s u ­
re..." (54) .
Junto a la limitaciôn impuesta y que se dériva del 
propio texto del art. 50, existe otra évidente limitaciôn in 
dependiente de la anterior y que se refiere a la ausencia de 
una jurisdicciôn obligatoria en el Convenio.
La actuaciôn reparatoria del Tribunal vendrâ también 
supeditada a la aceptaciôn de la clausula facultative que re 
corta nuevamente su actuaciôn debido a la posible aceptaciôn 
de su jurisdicciôn a condiciôn de reciprocidad.
En cualquier caso y a pesar de la cladsula opcional
(54) Recueil des Textes, pâg. 112.
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del art. 46, el Tribunal tiene competencia para interpretar 
sus propias facultades reparatorias conforme al principio de 
"competence de competence". En este sentido se manifiesta la 
prâctica internacional y como afirma Shihata limita en alguna 
manera la voluntad de los Estados, ya que puede ejercer del mo 
do mâs amplio posible la facultad que le confiere el art. 50.
El carâcter subsidiario de sus facultades ha justificado y 
obligado al Tribunal a interpreter el ejercicio de su capaci­
dad reparatoria, conforme al principio de "compétence de c o m ­
pétence" en el sentido de que ha entendido su capacidad para de 
cidir la cuestion de la reparaciôn en sentencia separada a la 
relativa al fondo en la que déclara la infracciôn del Convenio. 
Tiene discrecionalidad para reservar el derecho del récurren­
te a obtener la reparaciôn, confiriéndole un derecho de acciôn 
directo y eximiêndole de los presupuestos procesales ordinarios 
(55).
(55) Shihata afirma "If despite this autonomy (autonomy
of the will of the parties) the tribunal can exercise 
the power to determine its jurisdiction, the same sho­
uld apply a fortiori to the more institutionalized 
international courts where the role of the will of the 
parties is less prevalent. This logical deduction is 
affirmed by the verification of practice". Esta corapa 
raciôn es valida para la extensiôn de la competencia 
de los tribunales ya fueran tribunales arbitrales ad 
hoc o con carâcter permanente, ya que ningûn tribunal 
internacinal con jurisdicciôn permanente se configuré 
sin esta facultad. En este sentido se inspira el T r i ­
bunal centroamericano de Justicia, creado en 1907, el 
T.P.J, de 1920 el T.I.J., de 1945 el Tribunal Adminis­
trativo de O.I.T, de 1946, el Tribunal Administrât i- 
vo de las Naciones Unidas de 1949 y el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos. No séria vâlido para el Tribunal 
de Justicia de la C.E.E. por tratarse de una jurisdic­
ciôn ûnica,
Véase Shihata, I.: "The power of the internacional 
Court to determine its own jurisdiction. Compétence de
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El art. 50, en la prâctica, faculta prlmordialmente al 
Tribunal para declarar la violaciôn. El Tribunal debe procé­
der a verificar si la decisiôn interna impugnada es o no c o n ­
traria al Convenio. Ya que en este supuesto la parte lesiona­
da no podrâ emprender con éxito acciôn alguna en el âmbito in 
terno que le ofrezca el resarcimiento que le garantiza el art.
50.
Si la legislaciôn interna es la que contraviene al C o n ­
venio el Estado procédé habitualmente a demorar su actuaciôn hasta 
la interposiciôn de la denuncia internacional e incluso espera 
a que se le declare su responsabilidad, previamente a dispone^ 
se a modificar debidamente su legislaciôn interna para adecuar- 
la al Convenio.
Por consiguiente el Tribunal ve supeditada su capacidad 
reparatoria,en tanto que su actuaciôn es subsldiaria o en de- 
fecto de la actuaciôn de las autoridades internas.
Creemos que su actuaciôn reparatoria se transforma en 
principal ûnicamente en aquellos supuestos en que las autori-
/. .
la compétence". La Haya 1965, pp. 30-51. Véase asimis­
mo Goldman, B.; "Human Rights Tribunals" en Union In­
ternational des Avocats. Paris 1958, pp. 73-93. El ar­
bitre en el asunto "VTalfish Bay Boundary" declarô: "It 
is a constant of public international law that the 
arbitrator has power to settle questions as to his 
own competence by interpreting the range of the agre­
ement submitting to his decision the question in dis- 
ddsnute"en U.N., Report of International Arbitration 
Awards, 19, II, pp. 263 y ss.
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dades internas procedan a invocar directamente el Convenio 
europeo y hayan constatado su violacion. Las vîctimas de la 
infracciôn podrân soliciter al Tribunal la reparaciôn inician 
do una acciôn directamente para ser resftrcidas, si bien debe- 
râ tramitarse a través de la Comisiôn.
La actuaciôn del Tribunal deberâ guiarse por el deber 
primordial que tiene de velar por los intereses del individuo 
y conferirle la reparaciôn en equidad.
Si el art. 50 puede utillzarse de conformidad con la 
motivaciôn de la sentencia en el asunto Lawless para subrayar 
los intereses del individuo, que no pueden ser ignorados por 
el Tribunal, a pesar de la falta de "locus standi formal del 
mismo ante el Tribunal, conforme al art. 44 del Convenio (56),
. /
Vêase Vegleris, Ph.; "Modes de Redressement des viola­
tions de la Convention européenne, des droits de 
1'Homme - Esquisse d'une classification" en ob. cit. 
pâg. 378.
Visscher, Ch.: "L'Equité dans la determination et l'eva 
luation des dommages" en su obra "De 1 'équité dans le 
règlement arbitrale ou judiciaire des litiges de Droit 
International Public'.' Paris, 1972 , pâg. 59.
(56) Véase la Sentencia de 14 de Noviembre de 1960, "Excep­
tions préliminaires et questions de procédure) en Publ 
Cour. Eur. D.H., Série A, n° 1, pâg. 15. y Recueil 
des Textes, pâg.
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no parece razonable que la reparacion equitativa no 
se concéda en proporciôn directa con la naturaleza y dura- 
ciôn de la violaciôn declarada. Esta facultad para concéder 
una indemnizaciôn no parece reparar de forma equitativa el 
perjuicio de la vîctima.
Es cierto que la aplicaciôn de los criterios equitati- 
vos no puede ser resuelta sin dificultades,
En los compromisos arbitrales el compromise,fijaba 
las reglas que debîan de presidir la reparaciôn de los danos 
sufridos, pero>como seftala la profesora Bastide:
"en précisant que 1'indemnisation est oc­
troyée ex gratia et no en application des 
régies du droit international. Le pouvoir 
de l'arbitre est ainsi limite, mais les 
Etats manquent leur volonté de ne pas voir 
utiliser les régies du compromis comme pré 
cèdent pour la formation d'une coutume g é ­
néral en matière de responsabilité" (57)
El T.P.J.I. se diô perfecta cuenta en el Asunto de la 
Fâbrica de Chorzofde la gran dificultad que se présenta para 
determinar la reparaciôn mediante una indemnizaciôn que sea 
conforme a los principios de equidad (58).
(57) Bastide, S.: " L 'arbitrage international" en luris 
classeur de D.I. fasc. 245-249, 1961, pâg. 51. El 
art. 2 de la convenciôn celebrada entre Francia y 
Méjico de 1924, en Rec. N.U., t. V, pâg. 314. "Spe­
cial claims Commission affaire des reclamations S an­
ta Isabel de 26 abril 1926, en Rec. N.U. t. IV.
(58) C.P.J.I, Série A, n° 17, pâg. 47.
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C) EL PROCEDIMIENTQ ESPECIAL DE REPARACION: CONEXION 
PROCESAL PE LA REPARACION CON LA VIOLACION.
Las demandas indivlduales de reparacion por causa de 
violac.iôn del Convenio han dado ocasiôn a los Estados y a la 
Comisiôn, al Tribunal y a la doctrina de desarrollar sus con 
cepciones respectivas sobre la aplicacion del derecho de re- 
paraciôn regulado por el art. 50. El estudio de estos razona- 
mientos, criterios y decisiones nos permite comprender mejor 
la interpretacion tecnico-pragmdtlca del articulo 50, y ha- 
cernos cargo de la tendencia têcnica y progresiva que sobre 
la materia es legîtimo sostener en materia de reparacion (59)
Ciertos Estados han sostenido que las sentencias del 
Tribunal tienen carâcter declarative y pueden, "si hay iugar 
para ello” o "si es necesario", contener la decisiôn que or- 
dene la prestaciôn compensatoria, cuando el Derecho interne 
no posibilite la eliminacidn compléta de los efectos de la 
violaciôn. Conforme a este criterio, la declaraciôn de la vio- 
laciôn y la concesiôn eventual de una compensaciôn debieran 
de ser objeto de un solo procedimiento y de una sola decisiôn, 
Se pretende llegar a esa conclusion, relacionando el articulo 
50 con los artîculos 47 y 48 del Convenio,que definen los re-
(59) Bollecker-Stern , B .: "Le préjudice dans la théorie 
de la Responsabilité Internationale". Paris 1973, 
pp. 17 y ss.
Asunto "Marckix c.Bêlgica", en Pu b l . Cour. Eur. D.H., 
Série A, n" 5!, 1979, pârf, 68.
Asunto "Tyrer c. Cran Bretana", en Publ. Cour. Eur. 
D.H., Série A, n “ 26, pârrafos 44-45.
Asunto "Irlanda c. Cran Bretana", en Publ. Cour. Eur. 
D.H., Série A, n° 25, pârfs. 44-45.
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quisitos de la apelaciôn al Tribunal (60). De esta forma, se 
ha llegado a afirmar que el articulo 50 y el Reglamento del 
Tribunal no preveîan un procedimiento especial, separado y 
distinto del fondo del asunto, para la décision relativa a 
un derecho eventual de reparacion.
Cuando la primera sentencia declarativa de la infrac- 
ci6n que puede, a su vez, ordenar la compensaciôn debida no 
lo hace asî, debiera entenderse que ha clausurado definitive 
mente la instancia procesal. Esta concepciôn estatal tiene 
consecuencias importantes que analizamos pronto y obedece ai 
hechô de que el Tribunal en varias sentencias déclaratives 
de la existencia de una violaciôn no toma posiciôn definiti­
ve sobre la determinaciôn concreta de la indemnizaciôn posi- 
ble, sino que simplemente réserva a los requirentes el dere 
cho eventual de pedlr una compensaciôn. Se ha razonado, asi- 
raisrao, que este derecho reservado a los reclamantes no debie 
ra ser invocado ante el Tribunal europeo, sino ante las auto 
ridades internas, porque segûn el articulo 48 sôlo la Comi- 
slôn y los Estados gozan de la condiciôn de partes y pueden 
formularle demandas (61).
(60) Asunto "Irlanda c. Gran Bretana", en Publ. Cour. Eur. 
D.H. Série A, n" 25, pârfs. 244-246.
Recueil des Textes, pâg. 112.
Asunto "Engel y otros c. Paises Bajos" en Publ. Cour. 
Eur. D.H., Série A, 22, 1976, pârfs. 109-111. 
Asunto "Sunday Times c. Gran Bretana", en Publ. Cour. 
Eur. D.H. Série A, n “ 30, 1979, pârrafos 76-/8.
(61) Recueil des Textes, pâg. 112.
Asunto de "Vagabundeo" en Publ. Cour. Eur. D.H. Série 
A, n° 12, 1971, pârrafos 47-62. Asunto "Ringeisen c. 
Austria", en Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n° 13, 
1971, pârrafos 85-93.
6S:
Kemos indicado que el Tribunal no comparte el crite­
rio estatal de que la declaraciôn de violaciôn y la c o nce­
siôn de compensaciôn constituyan un solo procedimiento que 
debiera de reflejarse en una sola sentencia.
El articule 50 dispone, en efecto,que en caso de con 
firmarse la violaciôn del Convenio, el Tribunal tiene dere­
cho, en ciertas condiciones, a concéder reparaciôn. Esta 
clâusula puede entenderse, inicialmente, en sentido distin­
to del criterio estatal indicado. El Tribunal puede examinar 
y enjuiciar la cuestiôu de la reparaciôn en relaciôn directs 
con la de la violaciôn del Convenio. Naturalmente,cabe pen- 
sar que el Tribunal se pronuncia en la sentencia condenatoria 
tan sôlo sobre una de las cuestiones debatidas, la violaciôn, 
dejando abierto el tema de la posible y ulterior reparaciôn.
A estas sentencias se las ha calificado de no globales, 
de relativas y no definitivas del Tribunal y que pudieran in­
cluse, revestir la forma exterior de una tal sentencia r e l a ­
tive y parcial. Se ha invocado, en este sentido el asunto Law 
less. De lo contrario, se tratarla, razonablemente, de senten­
cias definitivas (62).
Sin embargo, el carâcter definitive de una sentencia 
no se altera por el mero hecho de que su dispositive reserve
(62) Pahr, W. , afirmaba en la audiencia pôblica de 1972 
"En l'espèce, au contraire, nous sommes en présence 
d'un arrêt final, d'une procédure close, et il ne 
correspond nullement aux termes ni au sens de l'arti­
cle 50 de séparer de la question principale la q u e s ­
tion des réparations". En Publ. Cour. Eur. D.H. Série 
B, vol. 13, 1972-1972, pâg. 50.
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al requirente el derecho de pedir reparaciôn. Se podrîa lle­
gar a decir que esta precisiôn en la sentencia es, en si mis- 
ma, innecesaria o superflua, porque es natural que el requi­
rente se encuentre facultado para reclamar reparacion cuando 
se le reconoce la existencia de una violaciôn de su derecho.
Las sentencias del Tribunal tienen, ademâs, y en prin- 
cipio,el carâcter de definitivas, salvo voluntad expresa c o n ­
traria. El carâcter definitivo da a entender y significa que 
el procedimiento en euestion ha quedado concluso, cerrado, 
terminado. Por eso, la eventualidad de separar la determina­
ciôn de la reparaciôn, salvando eventualmente este derecho de 
la cuestiôn principal de la violaciôn, es una de las hipôte- 
sis interpretativas que el Tribunal estima en buena corres- 
pondencia con los términos del articulo 50 (63).
(63) Panzera, A,F.: "Il potere délia corte Europea dei 
diritti dell'uomo di accordare un'equa reparazione 
alla parte lésa" en Rivista di Diritto Europeo Ot- 
tobre-Dicembre 1974, Aflo XIV, n° 4 pp. 317-325, aquî 
pâg. 318.
Golsong, H.: "Quelques reflexions â propos du pouvoir 
de la Cour européenne des Droits de l ’Homme d'accor­
der une satisfaction équitable" (article 50 de la
C.E.D.H.) en" René Cassin Amicorum discipulorumque 
Liber tomo I, Paris 1969, pp. 89-94, aquî pâg. 90 y 
94.
Art. 54 pârrafo 2; Se modifica el final del citado pâ- 
rrafo: "Elle est déposée auprès du Greffe, avec ses 
annexes, en quarante exemplaires.
El pârrafo 3: Comunicada la demanda por el Secretario 
y les invita a presenter "en quarante exemplaires" las 
observaciones. Véase, Annuaire, vol. XVI, pp. 3-5, 
textos modificados el 13 de Nov. 1972 respecto Regla­
mento anterior. Véase Annuaire, vol. II, pp. 3-45, 
vol. IV, pp. 3-13, vol. VII, p. 3, vol. VIII, p. 7, 
vol. IX pp. 3-5, vol. XI, p. 3, vol. XII pp. 21-23, 
vol. XIII, pp. 7-11, vol. XIV, pp. 7-15.
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Reconocida la infracciôn, el planteamiento de la repa­
raciôn ante el Tribunal sin observar un nuevo proceso ante la 
Comisiôn, como suele ocurrir normalmente con las reclamacio- 
nes reguladas por el Convenio, es una interpretaciôn equitati- 
va de la aplicacion del articulo 50, aunque los Estados no la 
enjuicien como muy acorde con el sistema general de la protec- 
ciôn instaurada.
La invocaciôn equitativa del Tribunal puede no estar 
en armonîa plena con la apariencia lôgica del criterio esta­
tal: si, en princlpio una sentencia definitiva pone fin al 
procedimiento, el Tribunal no debiera de estar facultado para 
reabrir de oficio aquél, y vol ver a averiguar la oportunidad 
y procedencia de concéder una compensaciôn equitativa al requi^ 
rente.
Pese a todo, la supuesta apariencia lôgica es menos ju- 
rldica que las exigencias equitativas de la protecciôn debi­
da a la persona Humana.
Las disposiciones del articulo 50 del Convenio relati­
vas 3 la facultad del Tribunal de concéder una reparaciôn han 
sido perfeccionadas y ampliadas por las modificaciones de su 
propio Reglamento Interno (Articules 47 bis, articulo 50, en 
su pârrafo 3, que fueron aôadidos ai Reglamento el 8 de Noviem 
bre de 1972 y ê 1 23 de Abril de 1977 respecto del articulo 50). 
En efectOjhoy en dla existe la posibilidad de presenter al 
Tribunal la cuestiôn de la reparaciôn durante el procedimien­
to, es decir,con posterioridad a la presentaciôn de la deman­
da, es decir, tanto en el procedimiento escrito como durante la 
celebraciôn de la vista oral. Se faculta para presentar estas 
cuestiones de reclamaclôn sobre la reparaciôn, a la Comisiôn 
o a una Parte-Contratante.
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El Tribunal podrâ requérir, de los sujetos capacita- 
dos para presentar la reclamaciôn, rodas las observaciones 
que considéré necesarias para aclarar su postura antes de de 
clararse sobre la cuestiôn (64).
Y es innovador, en sumo grado, el hecho de que la pre 
sentaciôn de la reclamaciôn de reparaciôn no es imprescindi- 
ble para la concesiôn de la reparaciôn a la vîctima, ya que 
el Tribunal puede concederla "ex officio". Para ello,procé­
dera a requérir a la Parte-Contratante o a la Comisiôn que 
presenten la reclamaciôn reparatoria dentro de un plazo esti 
pulado (65).
(64) Modificaciôn del Reglamento interno del Tribunal 
europeo aprobada en su 24ava. sesiôn plenaria.
Las modificaciones son las siguientes:
Primer articulo modificado: Art. 53 (Demanda de in - 
terpretaclôn de una sentencia) : ^ e d a  redactado del
siguiente modo el segundo pârrafo:
La demanda indica con precisiôn el punto o los pun- 
tos de la parte dispositiva de la sentencia cuya in­
terpretacion se solicita. "Elle est déposée auprès 
du greffe en quarante exemplaires".
Pârrafo tercero:
"El Secretario del Tribunal comunica a la otra Parte 
o a la Comisiôn llegado el caso, y les invita a pre­
sentar "en quarante exemplaires" sus eventuales o b ­
servaciones escritas en el plazo fijado por la Sala".
(65) Se estipula la Facultad del tribunal de decidir en
la misma sentencia relativa al fondo, as 1 como en un 
momento posterior si considéra que no se halla en es - 
tado de decidir sobre la aplicaciôn del art. 50. Pu- 
diendo adoptar si lo estima conveniente una decisiôn 
parcial en relaciôn con la reparaciôn reservândose el 
reste de las reclamaciones reparatorias para su deci­
siôn ulterior.
Véase Panzera, A.F., O b . cit. po. 319-320.
687
d) EL CONTENIDO DE LA REPARACION: LA RESTITUTIO IN 
INTEGRUM Y LA REPARACION POR EQUIVALENCIA.
El incumplimiento de las condiciones de aplicaciôn de 1 
articulo 50, ha originado mûltiples debates y diversas c u e s ­
tiones de alcance teôrico-prâctico.
1, La definiciôn del contenido que ha de tener la no - 
ciôn de la reparaciôn plena. Se puede pensar que el articulo 
50 es la ônica norma del Convenio que se refiere al conteni- 
do de la decisiôn del Tribunal. La hipotética plenitud de
la compensaciôn es un valor muy polémico. Desde l uego, el 
art. 50 permite obtener, en caso de violaciôn, la repara­
ciôn plena. Pero no seôala los criterios positivos détermi­
nantes. Se preceptûa, en forma negative, que la compensaciôn 
que otorgue el Estado no ha de ser parcial, ni anular tan 
solo de "modo imperfecto" los efectos o consecuencias perju- 
diciales del acto u omisiôn ilîcitos de las autoridades in­
ternas.
La ventaja de esta imprecisiôn natural de los crite­
rios déterminantes del contenido de la reparaciôn consiste 
en atribuir al Tribunal un amplio margen de decisiôn segûn 
sean las circunstancîas especîficas que concurran en la d e ­
manda de reclamaciôn. La soluciôn del problema se confia al 
Tribunal conforme a los princlpios y normas générales de la 
Jurisprudencia internacional.
2. La naturaleza del daho puede ser enunciada de m o ­
do genêrico y ello no excluye la procedencia y validez iurî- 
dica de la reclamaciôn: trâtese de situaciones que piiedan 
ser restauradas y restablecidas, in integrum o que la resti-
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tituciôn plena resuite imposible en virtud de la misma n a t u ­
raleza de la infraceiôn (66).
3. En principio la reclamaciôn o las demandas de in­
demnizaciôn han de ser formuladas, en primer lugar, ante las 
autoridades internas, aunque el Tribunal europeo haya recono- 
cido o comprobado la existencia de la violaciôn del Convenio 
(67) .
En las cuestiones de principio indicadas no suele ha- 
ber siempre acuerdo doctrinal o de criterio claro entre los 
jueces intervinientes en las sentencias. Estas cuestiones 
suscitan, por el contrario, diversas "opiniones separadas" o 
"votos particulares", coincidentes unas y discrepantes otras 
con la substancia y motivaciôn jurîdica de la decisiôn, al 
interpretar el sentido y alcance del articulo 50.
En mâs de una ocasiôn los jueces subscriben la senten­
cia, pero no comparten sus motives sobre la interpretaciôn 
del articulo 50. En este sentido es muy ilustrativa la diver- 
gencia en el seno del Tribunal cuando se trata de la supuesta
(66) T.P.J.I. Asunto de la Fâbrica de Chorzow, en C.P.J.I
Série A, n “ 17, pâg. 17.
Pelloux, R . , O b . cit. pp. 597-404.
Publ. Cour. Eur. D.H. Asunto de "Vagabundeo". Senten 
cia de 10 de marzo 1972 (art. 50), Série A, vol. 14, 
pp. 9 y ss., pârrafo 20.
(67) Eissen, M . A . , O b . cit. pp. 634 y ss.
Vis, Vf . , Ob. cit. pâg. 284.
Pelloux R . , Ob. cit., pâg. 343 y Robertson, A.H., Ob 
cit. pâg. 211.
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primacia procesal dei sistema interno de reparaciôn (68).
El sistema de reparaciôn del Convenio comprende tam 
bien la hipôtesis de que la imposibilidad de la restitutio 
in integrum resuite de la "naturaleza misma de la lesiôn.
Esta idea es compartida, en principio, por la Comisiôn y por 
el Tribunal. En ambos casos procédé la "compensaciôn equita­
tiva" que las personas lesionadas no hubieran podido obtener 
del Gobierno del Estado interesado. Ningün sistema jurîdico 
nacional podrîa "borrar las consecuencias del hecho, por ejem 
plo,de que los requirentes no dispongan de un recurso inter­
no que declare, sobre la legalidad de su detenciôn (69).
La circunstancia de que los requirentes pudieran pr e ­
sentar sus demandas de indemnizaciôn ante una jurisdicciôn 
nacional no obllga al Tribunal europeo a rechazar dichas d e ­
mandas por falta de fundamento, como, tampoco, ello es c a u ­
sa suficiente que oponga un obstâculo radical a la admisibi- 
lidad de la reclamaciôn (70).
(68) Vêase Voto Particular del Juez Hosier en la senten­
cia de 10 de marzo de 1972 (art. 50), Publ. Cour. Eur.
D.H., Série A, vol. 14, pâg. 20, en relaciôn con la 
Facultad de 1 Tribunal de imponer limites al Estado pa 
ra el cumpllmiento de su obligaciôn de reparar.
(69) Asunto "Ringeisen c. Austria", en Publ. Cour. Eur. 
P.M., Série B, vol. 13, 1971-1972, pâg. 27.
(70) Recueil des Textes, pp. 112.
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a) Memos seflalado que la aplicaciôn del articulo 50 
estâ sometida a una condiciôn bâsica y primordial: que el 
Derecho interno no posibilite la anulaciôn, "mâs que de ma - 
nera imperfecta", de los efectos de la decisiôn o medida 
generadora de la infracciôn. Se trata, pues, de precisar si 
el Derecho interno permite o no al Estado garantizar la pie 
na reparaciôn, o sea, indemnizar integralmente a los requi­
rentes lo que reclaman, suponiendo que su demanda esté bien 
fundada.
b) No es posible sostener siempre que el articulo 50 
es invocable tanto en el supuesto de que la imposibilidad 
de la plena reparaciôn resuite del Derecho nacional del E s ­
tado infractor, como en el caso de que la imposibilidad de 
la "restitutio in integrum" derive de la "naturaleza misma 
de la lesiôn". Este segundo supuesto tiene, a v e ces, un v a ­
lor relative, porque en la prâctica puede oponerse a ese cri 
terio la aplicaciôn de la mâxima clâsica "ad imposibilia n e ­
mo tenetur". Es el caso, por ejemplo, del période de tiempo 
de privaciôn de libertad que puedan haber sufrido los requ^ 
rentes. Equivaldria a decir que el Estado tiene la obliga­
ciôn absoluta de devolver a los requirentes el période de 
libertad del que se les habîa privado (71).
(71) Sentencia de 6 de noviembre de 1980, en Publ. Cour. 
Eur. D.H., Série A, vol. 39, pp. 39-41 (pârrafos 
105-111) y  pp. 41-42, pârrafos 112-114.
Primer informe presentado a la Comisiôn de Derecho 
Internacional, "Anuario de la C.D.I." 1956, vol. II, 
pâg. 206.
Visscher, Ch. de, comentando la jurisprudencia el 
profesor califica de directe aquella reparaciôn que 
consiste en el restablecimiento de la situaciôn an-
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En realidad, es discutible que las dos situaciones se 
naladas sean anâlogas, de modo absoiuto:
./
terior al acto ilîcito, denomina "indirecta" a la 
reparaciôn que consiste en el pago de una indemniza 
c i ô n .
En "La responsabilité des Etats" en "Bibliotheca Vis- 
seriana", t. Il Leiden 1924, pp. 118 y ss.
La jurisprudencia internacional advierte con frecuen- 
cia la distinciôn entre las dos (Art. XX de la Con- 
venciôn de 8 de septiembre de 1923 que creô la Co m i ­
siôn General de Reclamaciones (Méjico-U.S .A . ):
"Puede decidir conforme al D.I., la justicia y la 
equidad requieren que una propiedad o derecho sea res^ 
tituîdo al reclamante ademâs de la cantidad que se le 
adjudique en cualquiera de taies casos por toda la 
pérdida o dano sufrido antes de la restituciôn". El 
art. 9 de la Convenciôn manifiesta su preferencia por 
este tipo de renaraciôn.
En la sentencia del T.P.J.I. en el asunto de las Fâ- 
bricas de Chorzow, al determinarse la reparaciôn por 
la expropiaciôn ilîcita, el Tribunal declarô:
"Le principe essentiel qui découle de la notion même 
d'acte illicite et qui semble le dégager de la pra- 
trique internationale, notamment de la jurisprudence 
des tribunaux internationaux est que la réparation 
doit autant que possible, effacer toutes les conséquen­
ces de l'acte illicite, et rétablir l'état qui aurait 
vraisemblablement existé si ledit acte n'avait pas été 
commis. Restitution en nature ou si elle n'est pas 
possible, paiement d'une somme correspondant â la v a ­
leur qu'aurait la restitution en nature allocation, 
s'il y a lieu de dommages - intérêts pour les pertes 
subies et qui ne seraient pas couvertes par la resti­
tution en nature, ou le paiement qui en prend la p l a ­
ce, tels sont les principes desquels doit s'inspirer 
la détermination du montant de l'indemnité due à c a u ­
se d'un fait contraire au droit international".
En C.P.J.I., Série A, n°17, pp. 47 y ss.
Véase también Kaufmann: "Droit international de la paix' 
en R.C.A.D.I., 1935, t. IV, pp. 468 y ss., en que se
69?
a) Cuando la "naturaleza de la lesion" permite anular 
por entero los efectos de la violaciôn.
b) Cuando la naturaleza misma de la lesiôn impide la 
"restitutio in integrum" .
El Tribunal entiende que el articulo 50 es aplicable
/. .
pronuncia a favor de que la justicia compensatoria, 
exige en primer lugar la restituciôn en especie,una 
sustitucion en la situaciôn anterior o un restable­
cimiento del enrlquecimiento indebido y de ser imposi­
ble o inadecuado a la situaciôn la indemnizaciôn p e - 
cuniaria deberâ restablecer la igualdad.
Véase asimismo, Salvioli, G .: "La responsabilité des 
Etats et la fixation des dommages et intérêts par 
les tribunaux internationaux" en R.C.A.D.I., vol. 28, 
1929, pp. 231-289.
Scott, J . B . : "The Hague Court Reports" Second series, 
Nueva York, 1932, pâg. 73.
Guggenheim, P.: Ob. cit. pp. 134-239.
Eagleton, C. : "Measures of damages in international 
law" en "Yale Law Journal", 1929, pâg. 53.
Aguilar Navarro, M . : "La responsabilidad internacio­
nal" en R.E.D.I., 1956, pp. 492-578.
Amerasinghe, Ch. F.: "State responsibility for inju­
ries to aliens", Londres 1967, pp. 3, 47-48, 55-58, 
60-62, 64, 67, 121, 189, 19? y ss.
Bernard, M.: "La responsabilidad internacional del 
Estado y la "restitutio in integrum", forma ideal de 
cumplir la obligaciôn de reparar en Derecho interna­
cional general", Zaragoza, 1972. Y el resumen de la 
tesis doctoral: "La Restitutio in integrum en la prâ£ 
tica y en la Jurisprudencia internacionales" en Annua- 
rio, I.H.L.A.D.I. 4, pâg. 261.284.
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a las dos situaciones hipoteticas indicadas y que, en ambos 
casos, podrîa, en principio, acordar la asignaciôn de una 
compensaciôn equitativa. Y justamente en este punto procédé 
hacer una m a t izaciôn especial. Parece cierto que el Tribu­
nal tiene facultades decisorias en los dos casos,pero tam- 
biên se puede afirmar que en cada uno de ellos su competen- 
cia depende,naturalmente,del hecho de que el Derecho interno 
no permita una reparaciôn plena. Porque, a veces, no se pu e ­
den practicamente "anular por entero" las consecuencias de 
la violaciôn, y para ello existe la reparaciôn por equiva- 
lencia (72).
Por otra parte, se ha podido insinuar que la interpre­
taciôn jurisprudencial del articulo 50 no se armoniza plena- 
mente con las demâs disposiciones y los principles générales 
inherentes al Convenio en materia de las obligaciones que ge 
nera. En este sentido, habrîa que tener en cuenta concreta- 
mente la interrelaciôn existente entre el articule 50 y los 
articules 5, 13 y 54 del Convenio (73).
El articule 5, pârrafo 5, dispone,como sabemos, que 
"la persona vîctima de arresto o detenciôn en condiciones con 
trarias a las disposiciones de este articule tiene derecho a
(72) La reparaciôn por equivalencia es la mâs usual en la 
aplicaciôn del art. 50 por el Tribunal. Este aspecto 
es objeto de ulterior examen en Parte Ouinta. Ago, R . : 
"Le délit international" en R.C.A.D.I., vol. 68,
1939, pâg. 504, Sânchez Rodriguez, L.I,: "El hecho in­
ternacional (III)", lecc, 18 del curso de Derecho In­
ternacional Ptjblico [Gonzâlez Campos, J.D. y Sânchez 
Rodriguez, L,I,), Oviedo 1980, no. 488-489 y Bernard,
M ., o b . cit. p â g . 267.
(75) Recueil des Textes, pp. 103-106 y 112.
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reparaciôn". Ahora bien, este derecho lleva implicite el de 
ber de la parte lesionada de tratar de conseguir, en primer 
termine, la reparaciôn cerca de los tribunales del Estado que 
haya cometido la violaciôn.
Asimismo, el articulo 13 dispone con carâcter general: 
"La persona cuyos derechos y libertades reconocidas en el 
présente Convenio han sido violados tiene derecho a disponer 
de un recurso efectivo ante una instancia nacional, incluso 
cuando la violaciôn hubiera sido cometida por personas que 
actuasen en el ejercicio de sus funciones oficiales" (74).
La gama de efectos posibles del articulo 50 es muy am 
plia, a diferencia de las disposiciones reparatorias arbitra­
les. Los tratados de arbitraje concebîan la reparaciôn singu- 
larmente como indemnizaciôn pecuniaria.
Ciertamente,el articulo 50 puede producir la concesiôn 
de una indemnizaciôn de carâcter pecuniario, pero el Tribunal 
tiene facultad también de concéder otro tipo de reparaciones. 
El Estado infractor puede verse obligado a adoptar medidas 
reparatorias que impllquen la anulaciôn de los actos adminis- 
tratlvos y de las disposiciones internas restrictivas de la 
libertad; la derogaciôn de cualquier ley interna que contra- 
viniera un derecho fundamental protegido en el Titulo I del 
Convenio; la enmienda de una ley interna que fuese contraria 
a un derecho o libertad fundamental del individuo; la revi- 
siôn de una sentencia penal dictada con menosprecio de las l i  
bertades fondamentales.
(74) Ibidem, pp. 104 y 105-106.
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Estos efectos reparatorios son propios de la senten­
cia del Tribunal y no se identifican con las reparaciones 
que el Estado demandado concéda al particular durante el pro 
cedimiento previo al fallo del pronunciamiento definitivo 
del Tribunal o a la aprobaciôn del informe de la Comisiôn.
e) LA BUENA FE DEL ESTADO EN EL CUMPLIMIENTO DE LA 
REPARACION EXIGIBLE.
Relacionando los citados artîculos no parece muy ra- 
zonable pensar que el articulo 50 haya establecido "una via 
de recurso paralela" al reenvio a los recursos nacionales de 
los artîculos 5 y 13, permitiêndose el derecho de dirigirse, 
sin mâs, directamente al Tribunal (75).
Es bien manifiesto, asimismo, que los Estados no solo 
tienen que atenerse a las decisiones del Tribunal en los 1i - 
tigios en que sean parte, sino que las sentencias son trans- 
mitidas al Comité de Ministres que vigila su ejecuciôn (76).
La idea general que subyace en los referidos articu­
les, en relaciôn inevitable con el articulo 50, es que el C o n ­
venio se basa y confia en el debido comportamiento de los Es -
(75) Ibidem, pp. 104-106.
(76) Modinos, P.: "Les pouvoirs de décision conférés au
Comité de Ministres du Conseil de l'Europe par l'ar­
ticle 32 de la Convention européenne des droits de 
l'homme", en Melanges Rolin, H., Paris 1964, pp. 196 
216.
tados para que pongan en prâctica, voluntariamente, en sus 
ordenes internos -merced a medidas o decisiones concretas- 
las obligaciones dimanantes del propio Convenio. Precisa- 
mente por la confianza en que los Estados se mue£
tren dispuestos a cumplir de buena fe sus compromises se ex- 
plica que el Convenio exija, por régla general, que la parte 
que se estima lesionada trate de obtener, en primer lugar, 
la reparaciôn cerca de sus tribunales nacionales y no, en 
primerîsirao lugar, ante el Tribunal europeo de los Derechos 
Humanos. Salvo, claro estâ, cuando el Derecho interno del 
Estado no facilite la garantîa de la "reparaciôn compléta".
Es entonces cuando procédé la aplicaciôn del articulo 50,que 
faculta al Tribunal para concéder la "compensaciôn equitati­
va" a la parte lesionada.
Por parte lesionada se entienden, segûn comentamos, 
las eventuales victimas, que podrân ser los individuos, pero 
puede ocurrir que la cuestiôn de la reparaciôn se plantée as£ 
mismo ante el Tribunal en el curso de un procedimiento que no 
se ha iniciado en virtud de una reclamaciôn individual pre- 
sentada en base al articulo 25,ya que podrxa suscitarse a raîz 
de una reclamaciôn presentada por cualquier Estado Parte.
Pero la teleologla del articulo 50 prevee, ante todo, 
la "reparaciôn directa" de la persona humana (77).
(77) El articulo 31 del Convenio de Viena en la Secciôn 3 
del mismo relativa a la interpretaciôn de los Trata­
dos estipula: 1. Un tratado deberâ interpretarse de 
buena fe conforme al sentido corrlente que haya de 
atribulrse a los términos del tratado en el contexto 
de éstos y teniendo en cuenta su objeto y fin. 2. Para 
los efectos de la interpretaciôn de un tratado, el 
contexto comprenderâ, ademâs, del texto, incluidos su 
preâmbulo y anexos. Significado del articulo 50 dentro 
de la economia del Convenio encuentra su justificaciôn 
en conexiôn directa con el ejercicio del derecho de re 
curso individual prevlsto en el articulo 25.
I V
FASES TECNICO-PROCESALES DEL EJERCICIO DEL DERECHO 
DE REPARACION.
1. La demanda de indemnizaciôn no introduce un liti- 
gio nuevo y distinto del habido sobre la violaciôn 
del Convenio.
1. Memos visto que la cuestiôn del agotamiento de los recur­
sos internes (articulo 26) se plantea, esencialmente, en re­
laciôn con el articulo 50, tanto en lo que concierne a la "ad­
mis ibilidad" de la demanda como en lo que se refiere al "buen 
fundamento" de la peticion de indemnizaciôn de los requiren­
tes.
En realidad, la cuestiôn del agotamiento afecta, pues, 
a la interpretaciôn y a la aplicaciôn de dos importantes d i s ­
posiciones del Convenio,articules 26 y 50 (78).
Teôrica y prâcticamente,no cabe duda alguna sobre la 
aplicaciôn de la régla del art. 26 a cualquier demanda que se 
formule ante la Comisiôn, la cual "no podrâ ser requerida mâs 
que después del agotamiento de los recursos internos". Cuando 
se suscita la duda es en el instante en que se discute la p e ­
tition de indemnizaciôn. Por ello,procédé referirse ahora a 
la régla del agotamiento ônica y exclusivamente en funciôn de 
la demanda de reparaciôn -como antes lo hicimos en razôn de la 
admisiôn de las demandas-. Se puede pensar que, una vez reco­
nocida la violaciôn del Convenio, no debiera de invocarse de
(78) Recueil des textes, ]08 y ]12.
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nuevo la régla del art. 26 para dilucidar la procedencia e im
portancia de la demanda de indemnizaciôn.
Una vez que se ha tratado el tema del agotamiento en 
el procedimiento inicial de la admisiôn de la demanda y recal- 
da sentencia afirmativa de la violaciôn del Convenio, no pare- 
cerîa lôgico exigir, otra vez, el agotamiento previo de los 
recursos cuando se procédé al examen de la aplicaciôn del art. 
50, en relaciôn con la reparaciôn solicitada,
Conceptualmente,la demanda de indemnizaciôn, después 
de reconocida la violaciôn, no tiene por objeto introducir un 
litigio nuevo. La indemnizaciôn concierne al mismo asunto que 
motivô la sentencia declarativa de la violaciôn. Ahora bien, 
se podrîa pensar, en el âmbito teôrico, que la peticiôn de in
demnizaciôn es distinta por su naturaleza de la demanda sobre
violaciôn. Se podrîa llegar a sostener incluso que la peticiôn 
de reparaciôn constituye procesalmente una "demanda nueva".
Si esta demanda fuera distinta por su naturaleza y diferente 
por su procedimiento resultarîa comprensible que se le aplica- 
se, como a cualquier demanda,la régla del agotamiento del art. 
26. Este ha sido el parecer de ciertos Estados que considera- 
ron que la demanda de indemnizaciôn tiene un "objeto" différen­
te del contenido del procedimiento que versô sobre la Infrac­
ciôn. Hasta entonces se perseguîa ûnicamente examinar si exis- 
tîa o no una violaciôn del Convenio y, por el contrario, la 
peticiôn de indemnizaciôn serîa algo distinto. Se tratarîa de 
otra cosa; de saber -admitida la infracciôn- si hay lugar o 
no, si procédé o no, concéder una compensaciôn equitativa a 
los requirentes en forma de indemnizaciôn (79).
(79) Asunto "Ringeisen c. Austria", en Publ. Cour. Eur
El problema del agotamiento de los recursos internos 
se plantearîa, a julcio de los Estados,de manera diferente 
en cada uno de los momentos procesales. Porque,en efecto, las 
vîas de recurso en el orden jurîdico interno pueden ser muy 
distintas segûn se trate de juzgar la existencia de una vio­
laciôn del Convenio o se trate de enjuiciar la atribuciôn de 
una "compensaciôn equitativa".
Lo que se juzga en la primera acciôn es la conformidad 
de la legislaciôn interna con el Convenio -en la materia d i s ­
cutible que sea-. Es en ese piano en el que la Comisiôn y el 
Tribunal han de tomar posiciôn sobre la existencia de la v i o ­
laciôn .
En la segunda acciôn, en la de la demanda de indemni­
zaciôn, surgirîa otra situaciôn muy diferente. Habrîa que de - 
terminar en que medida los requirentes se encuentran en d e ­
recho de reclamar una indemnizaciôn, por causa de la viola­
ciôn que hubiere sido reconocida. El problema jurîdico,concep­
tualmente, es distinto. El examen de la segunda cuestiôn ha 
de hacerse desde el ângulo de las reglas que rigen la respon- 
sabiiidad del Estado. Y por ello pudiera ser necesario veri- 
ficar, ante todo, si el Derecho Interno permite o no indemni­
zar a los que se pretenden lesionados por la violaciôn del Con 
venio.
Algo anâlogo acontecerîa con el procedimiento en si
Série A, n° 13, 1971, pârrafos 85-93.
Asunto "Neumeister c. Austria", en Publ. Cour. Eu r . 
D . H . , Série B, pp. 15-16.
TOO
mismo considerado: cambiaria en uno y otro caso, de carâcter 
y de objeto. En el primer momento se podrxa hablar de un 
"contencioso subjetivo". Y la cuestiôn del agotamiento revis 
tirîa forma distinta en los dos supuestos. Ademâs, en m a t e ­
ria de indemnizaciones, como en toda otra, es preciso respe- 
tar el orden de las jurisdicciones (80).
Pero, aûn suponiendo que la régla del articulo 26 no 
fuese aplicable, necesariamente, en la "segunda fase" del 
procedimiento, siempre subsistirîan los requisites de apli­
caciôn y la esencia misma del articulo 50. El articulo 50 pre 
vê la existencia de una peticiôn tendente a la asignaciôn 
de una "compensaciôn equitativa". Esto parece indicar que la 
parte que se pretende lesionada tenga que demostrar que el 
Derecho Interno, en litigio, no permite eliminar mâs que de 
forma imperfecta todas las consecuencias de la decisiôn o de 
la medida interna declarada contraria al Convenio. La demos- 
traciôn o prueba de la Insuficiencia o parcial reparaciôn 
interna debiera de basarse, en principio, en el previo ago­
tamiento de los recursos internos de que disponga el recla­
mante para recabar la indemnizaciôn. El articulo 50 fundamen
(80) En contra de esta opinion, Golsong habîa senalado:
"... la Cour n ’aurait le droit de se prononcer sur 
une éventuelle satisfaction â accorder que dans la 
même décision qui constate l'existence d'une viola- 
tiôn de la Convention, donc dans l'arrêt sur le fond 
d'une affaire.
... une telle interpretation ne nous semble point 
justifiée, elle serait dans le contexte de l'article 
50, trop restrictive et dans le cadre de notre Co n ­
vention contraire au principe de 1 " ’effect utile".” 
Vêase Golsong, H., Ob. cit. pâg. 90. Véase asimismo 
Vis, W . , ob. cit. pp. 279 y ss. Sobre la vis iôn de los 
Estados véase: .Publ. Cour. Eur. D.H., Série B, vol.
12, 1971-1972, pp. 21-22, 23, 26, 38, 42, 57-59, 68,
76 y 77-78.
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ta, desde luego, la reparaciôn en la falta de suficiencia, 
en el caso concreto, del Derecho interno.
Por eso se ha dicho que las facultades del Tribunal 
europeo en materia de reparaciôn son de "naturaleza secunda­
ria". En el sentido de que esas facultades no debieran de 
ejercerse mientras no esté bien claro que el Derecho Interno 
no permite mâs que de un "modo imperfecto" eliminar las c o n ­
secuencias de las medidas incriminadas. (81).
Este criterio permite pensar que el Tribunal no pue 
de actuar mâs que "en defecto" o subsidiariamente, respecto 
a "la acciôn en el piano nacional" (82). La sentencia decla­
rativa de la infracciôn no basta, por si sola, para procéder 
a la asignaciôn automâtica de la compensaciôn prevista por 
el art. 50. Se impone natural y previamente, la necesidad de 
evidenciar el modo imperfecto de reparar del Derecho interno 
Cuando se recaba una indemnizaciôn, en funciôn del art. 50, 
procédé un esclarecimiento previo: si el Derecho interno pe r ­
mite o no a los requirentes la obtenciôn de la compensaciôn 
debida, y, por tanto, si les ofrece o no vîas légales para 
ello. En realidad, esta cuestiôn puede plantear un problema 
mâs amplio, el de la responsabilidad jurîdica del Estado en 
su propio Derecho interno.
(81) Golsong, H., ob. cit. pâg. 100.
(82) Serîa el supuesto de la existencia en el âmbito inter
no de un obstâculo que no permita la reparaciôn, por
las consecuencias de la violaciôn, vêase la tesis del 
gobierno aducida en el asunto de "Vagabundeo" en Publ. 
Cour. Eur. D . H . , Série B, vol. 12, 1971-1972, pp. 21, 
23-24, 38-41, 53, 57-59, 68, 70 y 92 y en vol. 15, 
1971-1974, pp. 14, 15, 16 y 17.
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2. La responsabilidad del Estado y la obligaciôn de 
los requirentes.
Es sabido que el tema de la responsabilidad interna­
cional del Estado estâ siendo aûn objeto de estudio y defi­
niciôn codificadora y progresiva por la Comisiôn de Derecho 
Internacional de las Naciones Unidas. Puede pensarse, en 
cuanto al fondo, desde el ângulo de la falta, pero, también, 
en el sentido de una responsabilidad sin falta. Independien 
temente de esta primera distinciôn, existe otra importante 
relacionada con la competencia de las jurisdicciones. En el 
orden interno las discus iones relativas a esta clase de res- 
ponsabilidad pueden ser de la incumbencia de los tribunales 
judiciales, o bien del Consejo del Estado o del Tribunal Cons 
titucional.
En general,la responsabilidad por causa de falta sue­
le estar regulada, en cuanto al fondo, por las reglas del De­
recho civil, que segûn la tradiciôn de los paises europeos, 
se aplican en la materia, tanto para el Estado como para cua^ 
quier otro sujeto de derechos y obligaciones. Se aplican ev£ 
dentemente a las personas fîsicas, pero también, segûn la ju­
risprudencia, a las personas jurfdicas y, en particular al 
Estado, cuando uno de sus Ôrganos ha causado, por sus actos 
o por su negligencia o imprudencia, un dano concreto
a las personas o sus bienes (83).
Modernamente la responsabilidad del Estado puede ha-
(83) Ibidem, pp. 22, 26, 42, 53, 68, 76, 87, y en cuanto 
a la responsabilidad de las autoridades belgas véa­
se responsabilidad por falta. Ibidem, pp. 38-39, 
59-60, 63-64.
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llarse también en causa con independencia de la falta de sus 
Ôrganos, con respecto, incluso, a danos résultantes de hechos 
que constituyan una lesiôn de los derechos o intereses de 
terceros (84).
La responsabilidad del Estado puede generarse, asimi£ 
mo, por los danos provenlentes del ejercicio del poder légis­
lative. Y es lôgico que asî sea, si existe, igualmente, la 
responsabilidad estatal por causa del ejercicio del poder re- 
glamentario. Hace ya cierto tiempo que en Europa empezô a de£ 
vanecerse el mito de la inviolabilidad de los actos del poder 
legislative, y esto de manera aun mâs particular, cuando se 
trata de la compatibi1idad de las leyes nacionales con el 
derecho Internacional o supranacional (85).
Ha sido asî establecido por la jurisprudencia de las 
jurisdicciones internacionales y del propio Tribunal europeo, 
el cual ha condenado, varias veces, a los Estados en razôn de 
leyes nacionales incompatibles con el Convenio. Lo mismo ocu- 
rre con el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas , 
que proclamé varias veces la primacia del Derecho comunitario 
sobre la legislaciôn de los Estados miembros.
Siendo ésa la realidad del Derecho interno del Estado
(84) Responsabilidad por la violaciôn de la obligaciôn in­
ternacional, Ibidem pp. 23, 31, 40, 64, 66-68, 78-79, 
80-81, 86 y 88.
(85) La responsabilidad por el dano causado por el ejerci­
cio del poder législative y poder reglamentario en 
Ibidem, pp. 40, 63-65, 66-68, 74, 80-81.
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demandado, parece natural que los requirentes, antes de di­
rigirse al Tribunal europeo, deban procéder ante los Tribu­
nales nacionales y probar y reclamar ante ellos el dano in­
vocado. Que no se haga, siquiera, el intento, de la manera 
que fuere, no estarîa muy en armonîa con la esencia del art 
50 (86).
3. Interrelaciôn de los arts. 26 y 50 del Convenio 
respecto a las demandas de reparaciôn.
La Comisiôn tuvo, lôgicamente, que abordar el proble­
ma jurîdico de la interrelaciôn del art. 26 y del art. 50.
A su juicio, el principio del agotamiento de los recursos in - 
teriios, consagrado por el articulo 26, no se aplica necesa­
riamente en el momento en que el asunto en litigio pasa de la 
primera a la segunda fase del procedimiento. Esto es, cuando 
el Tribunal va a analizar la procedencia o improcedencia de 
la peticiôn de indemnizaciôn. Es innegable, jurîdicamente, 
que la divlsiôn en dos fases del procedimiento, en vez de con 
siderarlo como dos procesos separados, tiene sus mérites (87).
Cuando la sentencia del Tribunal déclara la existen­
cia del quebrantamiento de una obligaciôn del Convenio, puede 
ocurrir que la propia sentencia salvaguarde de manera expresa.
(86) Asunto "Stander" 29/69 - ECR, XV, pâg. 419.
Asunto "Internationale HandelsgeselIschaft" 11/70 
ECR, XVI, pâg. 1125 y Asunto "Nold" 4/73-ECR, 1974, 
pp. 491 y ss.
(87) En cuanto al agotamiento previo de los recursos in­
ternes véase Publ. Cour. Eur. D.H., Série B, vol. 12, 
pp. 21 y ss., 38 y ss., 57-59, 68 y ss.
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el derecho a obtener reparacion. Esta reserva del derecho de 
reparacion puede darse sin que precise de modo concreto la 
eventual indemnizaciôn. Esta realidad jurîdica se asienta en 
buenas razones teôrico-prScticas. Ante todo,ofrece al Estado 
responsable la oportunidad de adoptar la decisiôn interna per 
tinente antes de que el Tribunal europeo tenga que interve­
nir de nuevo sobre la materia. Se abre de esa forma un cierto 
perîodo de tiempo durante el cual el Estado tiene la posibi­
lidad de reparar, pOr su propia cuenta y por sus propios me - 
dios, el perjuicio sufrido por el individuo (88).
En defecto de una soluciôn a ese nivel estatal dentro 
de un plazo razonable, es decir, si las autoridades naciona­
les no parecen dispuestas a hacer uso de esa posibilidad que 
se le ofrece, la experiencia jurisprudencial nos evidencia 
que el Tribunal puede, en razôn del articulo 50, reexaminar 
el asunto y pasar a la segunda fase,correspondiente a la in­
demnizaciôn. En relaciôn con ese instante, se suscita la polé- 
mica doctrinal y prâctica sobre el carâcter exigible o no en 
esa fase, del art. 26, es decir,que el requirente haya agota- 
do todas las vîas de recurso, en el pleno sentido del articu­
le mencionado. Jurîdicamente es discutible el alcance de esta po 
sibilidad: si se puede estimar como una facultad concedida 
al Estado en causa, pero no como un motivo de inadmisibilidad 
de la demanda ante el Tribunal (89).
(88) Se ha dicho que: "... La Cour ne peut agir qu'a défaut
ou subsidiairement h une action sur le plan national 
suite h l'arrêt constatant la violation de la Conven­
tion". Golsong, H., ob. cit. pâg. 91.
(89) Sobre la admisibilidad de las demandas de reparaciôn
véase Publ. Cour. Eur. D.H., Série B, vol. 12, pp. 2,
41 , 57- 59, 76- 77 y 78.
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El iniclo de esa segunda fase correspondiente a la 
indemnizaciôn puede operarse, segûn la concepclôn pragmâti- 
ca jurisprudencial, s in tener que agotar plenamente las vîas 
de recurso interne. La actitud del Estado puede deducirse 
y esclarecerse per vlas mas sencillas. Por ejemplo, puede 
estimarse suficiente la respuesta negativa dada a les requi- 
rentes por una instancia nacional o simple y directamente por 
el Ministerio de Justicia del Estado (90). Esta sencilla, pe 
ro Clara negativa, séria razôn justificada, de acuerdo con 
la evoluciôn jurisprudencial, para que el Tribunal comience 
sin m â s , la segunda fase del procedimiento. No séria e x i g i ­
ble, por tanto, el ejercicio en toda su plenitud, de la r é ­
gla del art. 26.
La concepciôn expuesta interpréta con liberalidad las 
atribuciones del Tribunal, en materia de reparacidn. Propug- 
na que no se vean mermadas sus facultades derivadas del art. 
50 ni que la accldn del Tribunal sea objeto de dilaciôn in - 
necesaria, cuando sea llamado a interpretar en el caso c o n ­
crete la aplicaciôn del articule 50. Este équivale a pensar 
que la aplicaciôn del art, 50 no debiera de ser interpretada 
restrictivamente, en el sentido de que limite las atribucio­
nes del Tribunal en el instante de enjuiciar equitativamente 
la debida indemnizaciôn a otorgar a la victima del quebran- 
tamiento del Convenio (91).
(90) Asunto "Ringeisen c. Austria” , en Publ. Cour. Eur.
D.H., Série B, vol. 13, 1971-1972, pp. 10, 80 y 85
(91) Publ. Cour. Eur. D.H. Série B, vol. 12, 1971-1972, 
pp. 4 8 y ss.
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Naturalmente, esa interpretaciôn liberal del art. 50 
no presuponc que les requirentes no tengan que agotar de al - 
guna forma por sencilla que sea, los recursos internes que 
esclarezcan bien la actitud del Estado antes de dirigirse a 
la Comisiôn para que esta haga intervenir al Tribunal con 
respecte a la demanda de "satisfacciôn equitativa” .
La concesiôn de la compensacion, requiere, en todo ca 
so, segûn los termines del articule 50, haberse previamente 
establecido y evidenciado que el Derecho interno de la Parte 
contratante interesada no permite eliminar, mas que de modo 
imperfecto, las consecuencias de la decision o de la medida 
que el Tribunal declare contraria al Convenio. Es obvie que 
las personas que se estimen lesionadas por tal decisiôn o me 
dida d e b e n , en primer lugar, dirigir su instancia de repara- 
ciôn a los organos compétentes de la Parte contratante, con 
el fin de que tengan ocasiôn y la oportunidad de eliminar las 
consecuencias de la infracciôn, en la medida en que lo posi- 
bilite su Derecho Interno.
/. .
Sdrensen M . , en la vista pûblica de febrero de 1972, 
afirmaba la opiniôn de la Comisiôn sobre las compe- 
tencias del Tribunal en materia de reparaciôn:
” ... Je désire souligner l'intérêt qu'il y aurait 
a ce que votre Cour ne se laisse pas influencer par 
les circonstances spéciales du cas pour adopter une 
conception trop étroite de ses attributions en m a tiè­
re de réparation. C'est seulement en se réservant les 
possibilités les plus larges, dans le cadre de notre 
Convention, que la Cour pourrait 3 la longue veiller 
d'une manière efficace au respect des Droits de 
l'Homme, en constatant les violations et en ordonnant 
la réparation des préjudices subis par les victimes” , 
en Publ. Cour. Eur. D.H. Série B, vol. 12, 1971-1972, 
pag. 52.
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No hay que olvidar, por otro lado, la obiigatoriedad 
del artîculo 26 para la Comisiôn. En principio y segûn el 
articulo 26 la Comisiôn no estâ facultada para Intervenir o 
entender en el caso de una demanda, sin haberse cumplido an­
tes la regia del agotamiento de las vîas de recursos inter- 
nos. En este punto, la Comisiôn tiene muy dellmitada su capa 
cidad de acciôn porque el contenido y alcance de la regia 
del agotamiento le viene Impuesto por el mismo art. 26 : "Tal 
como se entiende segun los principles del Derecho internacio- 
nal generalmente reconocidos". Y este es el supuesto de cual- 
quier demanda que solicite una compensaciôn equitativa: esta 
demanda debe, antes de nada, someterse a los ôrganos compé­
tentes del Estado Interesado.
Por consiguiente, la interpretaciôn liberal del arti­
cule 50 no exime a los requirentes de la obligaciôn de ini- 
ciar una acciôn judicial que tienda a condenar al Estado a 
pagar la indemnizaciôn solicitada. Y esta acciôn judicial 
ha de interponerse, en todo caso, antes de hacer intervenir 
a los ôrganos internacionales. Los requirentes tendrân pues, 
que hacer valer ante los Tribunales internes el perjuicio 
que eventualmente se les hubiere causado y quedarân faculta- 
dos para pedir la reparaciôn de ese perjuicio si pueden de - 
mostrar su misma existencia.
Ahî se observa la interrelaciôn ineludible del art. 26 
y del art. 50 con respecta a la peticiôn de indemnizaciôn y 
las fases sucesivas del procedimiento. En principio la deman 
da dirigida a la Comisiôn por los requirentes no debe ser 
admitida si no se han agotado las vîas de los recursos inter­
nes (92) .
(92) Ibidem, pp. 24, 36-37, 40 y ss. y sentencia de 10 de 
marzo de 1972. "De Wilde, Ooms y Versyp", Série A, 
vol. 14, pp. 39 y 50-51.
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Enunciados los argumentes esenciales sobre el carâcter 
apllcable o no aplicable del artîculo 26 a las demandas de 
reparaciôn, subsisten otras cuestiones que deben analizarse 
sobre la interrelaciôn de las demandas de reparaciôn y el 
artîculo 26 - agotamiento de los recursos internes.
En primer termine, se discute si la solicitud de in­
demnizaciôn ha de ser o no objéto de un procedimiento ûnico 
en relaciôn con el fonde del asunto sobre la infracciôn, o 
si el Tribunal puede determinar la indemnizaciôn en un pro­
cedimiento distinto. En otras palabras, la cuestiôn de la 
reparaciôn, ipuede o no tratarse en un procedimiento separa- 
do al relative a la cuestiôn principal?
El esclarecimiento de esta primera cuestiôn nos dilu- 
cidarâ a su vez, la cuestiôn derivada de si las demandas de 
reparaciôn constituyen o no "demandas nuevas" distintas de 
la acciôn principal sobre la infracciôn. Este criterio ha 
side esgrimido por los gobiernos demandados que consideran 
que el Tribunal deberîa aplicar plenamente, a las peticiones 
de reparaciôn, la régla del artîculo 26 (93).
La soluciôn que se aporte a la cuestiôn anterior tie­
ne repercusiôn directa sobre las obligaciones de las partes 
lesionadas que se verân eximidas o no de la carga del agota­
miento. Y, por ello procédé tener en cuenta y analizar los 
razonamientos que inclinan al Tribunal para desestimar la 
aplicaciôn del agotamiento de los recursos internos a las ins- 
tancias de indemnizaciôn.
(93) Publ. Cour. Eur. D.H., Série B, vol. 15, 1971-1974 
p a g . 110.
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4. La cuestiôn de fondo del litigio y la reparaciôn.
La opiniôn de los Gobiernos es como ya apuntamos, bien 
manifiesta (94). A su juicio la reparaciôn no debe ser obje­
to de un procedimiento distinto del que afecta a la cuestiôn 
principal. En este sentido se senala el hecho de que, al d i - 
rimirse la cuestiôn de la violaciôn de las normas del Conve­
nio el Tribunal ya emite una decisiôn definitiva de un deter- 
minado asunto. El hecho de intervenir una sentencia definiti­
va , se considéra déterminante y concluyente: debiera de impli- 
car la conclusion del procedimiento.
El carâcter final de la decisiôn del Tribunal incide, 
segûn los Gobiernos, directamente en la cuestiôn de la repara 
ciôn.
"La reparaciôn no debe de tratarse de forma separada 
de la cuestiôn principal" (95). Los Gobiernos reconocen efec- 
tivamente que la vîctima goza de un derecho a obtener repara­
ciôn y que esta puede solicitarse ante el Tribunal. Pero es 
ta eventualidad no tendrîa que alterar, en modo alguno, el 
carâcter final de la decisiôn. Conforme a ésta interpreta-
(94) Sobre la naturaleza de las sentencias dictadas por el 
Tribunal, la tesis del gobierno austriaco en el asun­
to "Neumeister", véase Publ. Cour. Eur. D.H., Série 
B, vol. 15, 1971-1974, pp. 14-16. Véanse los votos 
particulares de los jueces Favre A . , en el Asunto "De 
Wilde, Ooms y Versyp", Publ. Cour. Eur. D . H . , Série 
B, vol. 12, 1971-1972 pp. 43-94, y el voto particular 
del juez Mosler, H., Ibidem, pp. 43 y 94.
(95) Publ. Cour. Eur. D.H., Série B, vol. 15, pp. 14-16.
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cion del Convenio la sentencia sobre el fondo debe poner ter­
mine al procedimiento, y ,  por ello, tendrîa que impedir al 
récurrente la posibiiidad de formular la instancia de repa­
raciôn sin haberse iniciado previamente un nuevo procedimien­
to, esta vez, de indemnizaciôn, ante la Comisiôn (96),
El carâcter final de la decisiôn sobre la violaciôn 
del Convenio se dice tambiên que incide en la competencia del 
Tribunal. A primera vista parece razonable pensar que el T r i ­
bunal carece de facultad para incoar "de oficio" la cuestiôn 
de la reparaciôn sin que el propio récurrente haya iniciado 
el nuevo procedimiento. Sin embargo la tendencia jurispruden 
cial reciente es de signo mâs progresivo, segûn indicamos an- 
teriormente.
En este sentido se pronunciô el Gobierno austrîaco ma- 
nifestando que el artîculo 50 que confiere competencia al Tri^ 
bunal en materia de reparaciôn, debiera de interpretarse del 
siguiente modo: "La Cour examine et tranche la question de la 
reparation en laison directe avec celle de la violation de la 
Convention", ("in direct liaison with the question of the vio 
lation of the Convention") (97).
(96) Posibiiidad del Tribunal de resolver la cuestiôn del 
agotamiento en la misma sentencia relativa al fondo, 
en Publ. Cour. Eur. D.H. Série B, vol. 12, pp. 46,
87, 90.
(97) El agente austrîaco Pahr, W. , defendio la tesis de su 
gobierno en el asunto "Ringeisen", en Publ. Cour. Eur 
D.H., Sperie B, vol. 11, pp. 32 y ss., 49 y ss., 62
y ss., 72 y ss.
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La reparaciôn no podla, por tanto, tratarse por sepa- 
rado de la cuestiôn principal. Por ejemplo, en el asunto Rin 
geisen, el Gobierno razonô que la sentencia de fondo reves- 
tîa el carâcter de decisiôn definitiva ("1'arrêt définitif") 
por su propia estructura y por su forma externa. Y, aunque la 
parte dispositiva afirmaba "el derecho eventual de la vîctima 
de pedir una reparaciôn", ello no variaba el carâcter substan 
tivo de la decisiôn, que constituai realmente, una "deci- 
siôn definitiva", presuponiêndose, por consiguiente, "cerra- 
do el procedimiento". De lo contratio, se atribuirîa al Tribu 
n a l , la facultad de reabrir, nuevamente de oficio la cuestiôn 
de la reparaciôn, sin haberse iniciado, previamente el nuevo 
procedimiento ante la Comisiôn (98).
El texto y espîritu del artîculo 50 del Convenio justi- 
ficarîa la anterior elaboration conceptual, porque la compro- 
baciôn de la existencia de la violaciôn de un derecho y la 
cuestiôn de la reparaciôn "son objeto de un ûnico procedimien 
to y de una ûnica decisiôn. (99).
(98) Vallée, Ch.: "L'affaire Ringeisen devant la Cour euro 
péenne des Droits de l'Homme" en: R.G.D.I.P., n° 1, 
1972, pp. 110 y ss.
Knops, E.M.: "Les affaires de vagabondage". Cour euro 
péenne des droits de l'homme, 18 juin 1971 et 10 mars 
1972 , affaire De Wilde, Ooms y Versyp',' en: Cahiers de 
Droit européen, n" 8, 1972, pp. 544 y ss.
(99) "Un fois 1 'arrêt rendu, l'article 50 ne trouverait 
plus à s'appliquer", tesis sostenida por los gobier­
nos en Publ. Cour. Eur. D.H. Série B, vol. 13, 1971 
1972, pp. 25, 49. 50-51, 53.
En contra de la tesis se pronuncia el tribunal en su 
sentencia de 10 de marzo de 1972 en el Asunto "De Wil-
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Decidida la cuestiôn de la infracciôn séria necesario 
la iniciaciôn de un nuevo procedimiento para que el Tribunal 
pudiera pronunciarse en cuanto a la reparaciôn.
Esa interpretaciôn gubernamental del art. 50 suele 
ser, claro estâ, compartlda por los requirentes. Asî aconte- 
ciô en el asunto Ringeisen, se considéré, entonces que esa in­
terpretaciôn gubernamental no solo era absurda en la prâctica 
sino que contradecla el espîritu que habîa informado la redac 
ciôn del citado artîculo 50. (100) Porque esa tesis conside- 
raba que la cuestiôn de la posibiiidad de obtener una repara­
ciôn en el âmbito interno y el consiguiente examen de la le - 
gislaciôn interna por parte del Tribunal debîa posponerse a 
la declaraciôn de la infracciôn del Convenio.
Por otra parte, el pensamiento de la Comisiôn no corres^
de, Ooms y Versyp", Publ. Cour. Eur. D . H . , Série A, 
Question d'application de l ’article 50), vol. 14, 
pp. 39, 65.
Por sus atribuciones como Tribunal internacional, 
véase, Publ. Cour. Eur. D. H . , Série B, vol. 13, cit. 
pp. 39-40, 4 1 y 53.
(100) " C e  n'est que si l'on constate la violation d'un 
droit que si l'on peut raisonnablement se demander 
comment il convient de le réparer. Sinon, il faudrait 
que la Cour européenne recherche dans tous les cas, 
même ceux ou elle ne constate aucune violation, si la 
législation interne offre un possibilité suffisante 
de réparation... c'est ne que quand la Cour a relevé 
une violation qu'il y a lieu d'examiner si la légis­
lation interne preuvoit une réparation suffisante".
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pondîa tampoco, con el criterio gubernamental (101). La Comi­
siôn, admitîa, en efecto que la decisiôn del Tribunal, con- 
firmando la existencia de una violaciôn del Convenio, puede 
calificarse en principio de "sentencia déclarâtIva" (102).
Sin embargo, a juicio de la Comisiôn, existen ademâs 
motivos suficientes y justificatives para el estabiecimiento 
en sentencias separadas relatives a la declaraciôn de la v i o ­
laciôn y a la determinaciôn de la reparaciôn y "no se podria 
obliger al Tribunal a pronunciarse en una misma sentencia" 
acerca de ambas cuestiones. Esta eventualidad de dos decisio- 
nes separadas, por un lado, sobre el litigio fondo y, por 
otro, sobre el contenido de la reparaciôn, estâ en armonîa 
con las prescripciones del Convenio sobre las facultades y 
el "modus operandi" concerniente al Cômitê de Ministros.
En efecto, el Comité de Ministros decide primero si ha 
habido o no violaciôn del Convenio y, en caso afirmativo, fi- 
ja el plazo en el que el Estado interesado debe de adoptar 
"las medidas que se deriven de la decisiôn del Comité de M i ­
nistros". Por consiguiente, al Estado declarado responsable 
le corresponde la adopciôn, entre otras, de las medidas de re­
paraciôn oportunas. Cuando el Estado interesado no adopta las 
medidas satisfactorias en el plazo concedido, el Comité de M_i 
nistros estâ facultado para tomar otra decisiôn sobre "cuales
(101) Asunto "De Wilde, Ooms y Versyp", en Publ. Cour. Eur
D.H. Série B, vol. 12, 1971-1972, pp. 21-22, 23, 26,
38, 42, 57-59, 68, 76-78.
(102) Ibidem, pp. 28, 38 y 46-47, pp. 57 y 87 y asunto Rin­
geisen. Publ. Cour. Eur. D.H., Série B, vol. 13. Au-
diencia pûblica de Mayo de 1972, pp. 40-41.
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son las consecuencias que se derivan de su decision inicial"
(103). Ese es el sistema operative del art. 32 del Convenio, 
con respecto al Comité de Ministros. Se p r e v e , por tanto, una 
primera decisiôn sobre la declaraciôn de la violaciôn. Y otra 
décision subsiguiente sobre las consecuencias de la violaciôn
El sistema reparador del Convenio, referido al Comité 
de Ministros, no contempla la obligaciôn de pronunciarse en 
una misma decisiôn sobre las dos cuestiones expuestas.
5. Facultades del Tribunal en las dos fases posibles 
del procedimiento de reparaciôn.
Ciertamente el Convenio no régula de igual forma y 
de modo explxcito las atribuciones del Tribunal sobre la m a ­
teria en su tîtulo IV. Pero, en cambio, le reconoce y atri- 
buye el rango de jurisdicciôn internacional, consagrando, por 
consiguiente, de modo implicite, las atribuciones correspon- 
dientes a un Tribunal internacional que puede decidir, como 
es usual, sobre su propia competencia (104).
En consecuencia, parece lîcito decir que el procedi­
miento de reparaciôn ante el Tribunal no constituye "un nu e ­
vo procedimiento", sino una continuaciôn del procedimiento ju
(103) Recueil des Textes, pag. 109.
(104) En cuanto al rango de jurisdicciôn internacional vêa 
se sentencia de 10 de marzo de 1972, Voto particular 
del Juez Mosler, Publ. Cour. Eur. D . H . , Série A, vol 
14, p a g . 20.
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dicial ya iniciado sobre el fondo del litigio. La sentencia 
declarativa de la infracciôn serîa sôlo un elemento de un 
proceso ûnico. Y la demanda de reparaciôn no constituye un 
nuevo procedimiento en el sentido del art, 25: el demandan­
te no debe reiniciar un procedimiento distinto ante la Comi­
siôn (105).
Esta cuestiôn del procedimiento que deba seguir el Tri 
bunal para concéder la reparaciôn, se la planteô el propio 
Tribunal el cual se manifesté partidario de la posibiiidad de 
pronunciarse sobre la reparaciôn en sentencia separada a la 
sentencia declarativa la que pronuncia declarando la existen­
cia de la infracciôn del Convenio (106).
El Tribunal no ignora, desde luego, la necesidad y el 
cuidado de tomar en cuenta, en lo posible, el parecer y los
(105) Textualmente se afirmô que:
"Elle ne constitue pas une nouvelle procédure, et il 
n ’y a point de demande nouvelle" en Publ. Cour. Eur. 
D.H. Série B, vol. 13, pâg. 38. La jurisprudencia del 
Tribunal de Estrasburgo ha influenciado la labor de 
la Comisiôn de Derecho Internacional. Véase el segun- 
do Informe que sobre el contenido las formas y los gra 
dos de responsabilidad de los Estados présenta el R e ­
lator especial. Riphagen, W . , C.D.J. 33 periodo de se - 
siones A/C.N. 4/344 de 1 de mayo de 1981.
(106) En contra de la tesis sostenida por Pahr W., en nombre 
de su gobierno en el Asunto Ringeisen. Interpvetaba 
que el art. 50 confiere competencia al Tribunal para 
concéder la reparaciôn del siguiente modo:
"La Cour examine et tranche la question de la répara­
tion en liason directe avec celle de la violation de 
la Convention ("in direct liaison with the question 
of the violation of the Convention'^, en Audiences Pû- 
bliques Mai 1972, véase Publ. Cour. Eur. D . H . , Série 
B, vol. 13, pp. 49-52.
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intereses de los Estados demandados. Por el contrario, el Tr 
bunal estima que los Estados pueden sentir y tener réservas 
ante un debate sobre las consecuencias de la supuesta viola­
ciôn cuya realidad misma discuten. Y pueden, incluso, abrigar 
el deseo de conservai' la facultad de llegar a un arreglo sobre 
la reparaciôn directamente con la parte lesionada, sin deber 
enfrentarse con una nueva intervenciôn del Tribunal.
Ese es el sentido têcnico-jurîdico que inspira al Tr i ­
bunal cuando la sentencia declarativa de la infracciôn del E s ­
tado hace réserva, a v e ces, del derecho del requirente, de so- 
licitar la reparaciôn. Esta importante réserva de derechos tie­
ne un alcance muy claro para el Tribunal. Procura, por un la­
do, seôalar al récurrente la posibiiidad "de obtener del Tr i ­
bunal", si hubiese necesidad de ello, la concesiôn de una s a ­
tisfacciôn equitativa conforme al artîculo 5û. Y presupone, 
por otro, que esa necesidad, solo se darâ si el Estado infrac­
tor no procédé,o se niega, a realizar por su propia cuenta la 
reparaciôn debida (107).
Es jurîdicamente comprensible la elaboraciôn de inter-
(107) La propia prâctica posterior en la aplicaciôn del art. 
50 va a justificar la posibiiidad de la concesiôn de 
la reparaciôn en sentencia ulterior. Véase Golsong, H.: 
"Quelques reflexions à propos du pouvoir de la Cour 
européenne des droits de l'homme d'accorder une satis­
faction équitable (art. 50 de la Conventiôn européenne 
des Droits de l'Homme)"en René Cassin Amicorum Disipu- 
lorunque Liber I, Paris 1969, pp. 90-94 en concrete 
p p . 90-91.
Publ. Cour. Eur. D.H. Série A "Certains aspects du re­
gime linguistique de l'enseignement en Belgique" (fond) 
p a g . 87.
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pretaciones dispares y discrepantes sobre esta materia. Por­
que es notorlo que el tenor literal del artîculo 50 no se 
presta a una definiciôn précisa del "modus operandi" para o b ­
tener la reparaciôn. No hace una referencia expresa y conclu­
yente sobre el problema. Por eso la cuestiôn del procedimiento 
a seguir con tal finalidad, se suscitô ya desde el primer in^ 
tante en que el Tribunal estableciô la réserva del derecho del 
récurrente a obtener reparaciôn (108).
En este sentido la interpretaciôn restrictiva sobre la 
aplicaciôn del artîculo 50 podrîa dimanar de su propio texto. 
No alude claramente a la configuraciôn en dos fases distintas 
del procedimiento de reparaciôn. La frase que se considéra de - 
cisiva del artîculo 50 sôlo dice que la decisiôn del Tribunal 
"concédera si procédé a la parte perjudicada una satisfacciôn 
equitativa" (109).
Naturalmente, si la expresiôn de "la decisiôn del T r i ­
bunal" se interpréta en el sentido de constituir y ser parte 
de la misma resolution, que la relativa al fondo, podrîa con- 
cebirse que el Tribunal estuviese obligado a pronunciarse so­
bre la cuestiôn de la reparaciôn en la decisiôn de fondo no 
pudiendo hacerlo en un estadio ulterior (110).
(108) Golsong, H., o b . cit. pag. 91.
(109) En cuanto al procedimiento a establecer: "no se olvide
que el articulo 50 debe ser interpretado en el contex­
te del Convenio, y en interés del indivlduo". Véase 
asunto "Lawless", Sentencia 14 noviembre de 1960.
Publ. Cour. Eur. D . H . , Série A, 1960, pâg. 15.
(110) "La Cour ne pourrait plus se prononcer à un stade ul-
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La interpretaciôn extficta y restrictiva del artîculo 
26, defendida por lus Estados demandados, ha sido descartada 
con buenas razones. En toda disposiciôn jurîdico-internacio­
nal ha Je respetarse ante todo la debida eficacia, la viabi- 
lidad prâctica, el concepto genêrico de su "efecto util". Al 
igual que ocurre con las dlsposiciones de carâcter convencio- 
nal internacional, el Convenio de Viena sobre el Derecho de 
los tratados réitéra y consagra el principio del efecto util, 
de la utilidad eficiente de las previsiones jurîdicas pacta- 
das .
Ciertamente, el Tribunal no dejô de pensar que el tex­
to del artîculo 50, habîa, ademâs, de ser susceptible de la 
interpretaciôn lôgica. La lôgica ampara en principio, amplia- 
mente la competencia del Tribunal, con el fin de llegar a la 
debida "satisfacciôn equitativa a la parte perjudicada" (111) 
En este sentido, se ha podido apreciar que el artîculo 50 con 
tiene très elementos sustanciales:
a) El Tribunal estâ facultado para "declarar si una 
decisiôn o medida estatal contraviene o no, total o parcial- 
mente, las dlsposiciones del Convenio.
terieur à l'arrêt sur le fond sur une éventuelle sa­
tisfaction à accorder".
Eu contra de la tesis gubernamental se habîa manifes- 
tado Golsong H . , que habîa propuesto en su estudio 
que tanto la Comisiôn como el Tribunal deberîan pre- 
ver en sus Reglamentos internos el procedimiento para 
los supuestos de reparaciôn, y hacîa claro hincapiê 
en el carâcter accesorio del procedimiento de repara­
ciôn. Golsong, H., ob. cit. pp. 93-94.
(111) Publ. Cour. Euj., D.H., Série B, vol. 13, pp. 49-52.
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b) Parece, a su vez, innegable que al Tribunal le c o ­
rresponde confirmer la concordancia de la legislaciôn interna 
con la plenitud de la reparaciôn debida, esto es, si el D e r e ­
cho interno permite o no reparar de modo pleno las consecuen­
cias de la decisiôn o medida estatal contraria al Convenio,
o si, por el contrario, se ofrece tan solo una reparaciôn "im­
perfecta" .
c) La satisfacciôn equitativa serâ concedida, "si p r o ­
cédé", por "la decisiôn del Tribunal" (112).
Es évidente la necesidad, segûn el artîculo 50 de la 
concurrencia de esos très elementos sustanciales, jerarquiza- 
dos en el âmbito de la jurisdicciôn del tribunal, es, en c a m ­
bio, menos fâcil concluir, como alegan ciertos Estados, que 
esos très elementos sustanciales deban estar inmersos en una 
sola "decisiôn judicial". No cabe duda que constituyen, real­
mente, una unidad teôrico-prâctica en el enunciado genêrico 
del articulo 50. Pero, la misma generalidad de su redacciôn 
puede dar motivo, respetândose los principles esenciales, a 
decisiones sucesivas constituyentes y dimanautes de una m i s ­
ma acciôn judicial internacional.
De esta forma, se nos ofrece la preeminencia de la 
"declaraciôn" judicial de la ilegalidad del comportamiento 
estatal. Séria difîcil, en este estadio conceptual y proce- 
sal, tener que sentar ya un juicio definitive sobre la repara­
ciôn. Porque para establecer este criterio es preciso escla- 
recer, previamente, si la legislaciôn interna permite -o no- 
reparar los efectos del acte ilîcito.
(112) Recueil des textes, pâg. 112.
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Una vez que se ha declarado la ilicitud de la acciôn 
estatal es cuando puede intervenir el examen de la eventual 
reparaciôn por parte del Estado inculpado y despues del p r o ­
pio Tribunal, a la luz de la legislaciôn interna y del compor 
tamiento estatal. Solamente despues de esclarecerse este e x ­
treme, cabe ponderar la posible satisfacciôn equitativa del 
Tribunal (113).
No se ha estimado logico pensar, jurîdicamente, que 
esos très presupuestos se den por cumplidos, contenidos y re - 
sueltos en una sola decisiôn judicial del Tribunal" la d e c l a ­
raciôn de ilicitud, el esclarecimiento de la eventual repara­
ciôn por la legislaciôn interna y la satisfacciôn equitativa 
internacionaI.
El propio articulo 50 nos ofrece y parece abrir un 
cauce dual, en primer termine, la "declaraciôn" positiva de 
la violaciôn y, en segundo termine, la "decisiôn" sobre la 
satisfacciôn equitativa.
En cierto sentido, résulta claro afirmar que la acciôn 
judicial es la misma. Sin embargo el desarrollo procesal de 
la acciôn judicial admite grados y momentos diverses. Y esta 
manera de entender la interpretaciôn teôrico-prâctica del a r ­
tîculo 50 se avi e n e , ademâs con la ejecuciôn positiva del Con 
venio y con los principio? générales de la competencia juris- 
diccional de las Instancias internacionales.
Esta interpretaciôn lôgica del artîculo 50 nos explica
(113) Ibidem, pp. 109-112
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la falta de fundamento jurîdico sôlido del parecer de los 
Estados partidarios de la aplicaciôn reiterada y absoluta 
del artîculo 26 -agotamiento de los recursos internos- a ca- 
da uno de los momentos diverses de la acciôn judicial ûnica.
Es de tener en cuenta, por otra parte, que el artîculo 
50 no confiere al Tribunal una competencia orlginaria en m a ­
teria de reparaciôn, sino que "confirme plutôt le rôle de la 
Cour comme organe International doté de la compétence de cons^ 
tater s'il y a eu ou non une violation de la Convention".
6 . Analogîa de los sistemas de reparaciôn del Comité 
de Ministros y del Tribunal.
La aplicaciôn del artîculo 50 del Convenio, en forma 
anâloga a sus antecedentes convencionales (los antecedentes 
convencionales, se referîan, mâs bien, a los inconvenientes 
derivados especialmente, del derecho interno constitucional, 
segûn hemos analizadoj entra en juego, esencialmente, cuando 
el Estado, es decir, el gobierno que lo représenta en sus re- 
laciones internacionales, no se encuentra en situaciôn de r e ­
parar debidamente por razones del Derecho interno. Este es el 
supuesto eSencial reconocido por la doctrina y la jurispru- 
dencia que permite al Tribunal concéder la satisfacciôn nece­
saria y justificada. Y, asî, lo ha proclamado de modo bien e x ­
plicite el propio Tribunal, que entiende que el artîculo 50 
estipula su competencia en cuanto a la reparaciôn: "si el d e ­
recho interno solo permite de manera imperfecta reparar la 
consecuencia de la resoluciôn o medida interna contraria al 
Convenio. En razôn de esta realidad jurîdica se ha pensado 
que el texto y el espîritu del artîculo 50 permiten atribuir-
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le un cierto carâcter subsidiario a la actuaciôn del Tribunal 
en materia de reparaciôn. Este parece ser tambiên, ei espîri­
tu anâlogo que preside la actuaciôn del ôrgano politico del 
Convenio. En efecto el artîculo 32 del Convenio estipula con 
referencia al Comité de Ministros, los siguientes criterios:
a) El Comité de Ministros puede "decidir" si ha habido 
o no una infracciôn del Convenio, en base del Informe de la 
Comisiôn y cuando no intervenga el Tribunal,
b) "En caso afirmativo", el Comité de Ministros esta- 
blece un plazo dentro del cual la Alta Parte Contratante inte­
resada deberâ "tomar medidas que se deriven de la decisiôn 
del Comité".
c) El Estado interesado tiene la oportunidad de adoptar 
o no las "medidas satisfactorias dentro del plazo concedido", 
pero en caso negativo interviene de nuevo el Comité de M i n i s ­
tros para decidir "cuales son las consecuencias que se de r i ­
ven de su decisiôn inicial" (114).
Las très normas bâsicas del artîculo 32 confirman por 
tanto, la interpretaciôn lôgica que hemos expuesto con rela­
ciôn al artîculo 50. Refuerzan el carâcter subsidiario de la 
actuaciôn del Tribunal en materia de reparaciôn y aclaran la 
existencia de diverses momentos o fases procesales en la pues^ 
ta en prâctica del articulo 50. En una primera fase, el Comité
(114) Ibidem, pâg. 112. El art. 50 en su pârrafo 3 del Re- 
glamento del Tribunal, en Recueil des Textes, pâg. 
109 y 416.
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de Ministros "decide" segûn el artîculo 32, sobre la existen 
cia o inexistencia de la Infracciôn alegada. De modo anâlogo 
a lo que ocurre con el artîculo 50, cuando faculta al Tribunal 
para "declarar" la existencia de una violaciôn del Convenio,
El Comité de Ministros procédé, despuês, en una segunda fase 
a fijar el plazo en el que el Estado tiene necesariamente que 
restablecer la situaciôn alterada, esto es, tomar "las medidas 
que se deriven de la decisiôn del Comité". Este segundo momen 
to, es, para el Estado demandado, muy anâlogo al que se susci^ 
ta cuando el Tribunal proclama la existencia de una violaciôn 
y formula, en la sentencia, la réserva del derecho a la repara­
ciôn en favor del récurrente. Es cierto que el art, 50 no ha - 
bla de un plazo determinado, al igual que lo hace al art. 32. 
Pero no se puede ignorar la similitud de situaciones, ni dejar 
de reconocer que ei espîritu que las informa es bien anâlogo. 
Ambas dlsposiciones, una de modo explîcito y la otra de forma 
implîcita ofrecen al Estado infractor un cierto periodo de 
tiempo durante el cuai ha de procéder por su cuenta, a resta­
blecer la situaciôn o reparar el dano causado.
Y en general, cabe estimar asimismo como bien y notoria 
la semejanza del art. 32 con el art. 50 en lo que respecta al 
momento ûltimo o fase final del procedimiento ejecutivo del 
Convenio. Nos referimos a la eventualidad de que el Estado in­
fractor no se haya atenido, ni adoptado en la prâctica las m e ­
didas sugeridas por el Comité de Ministres o haya dejado de 
realizar la reparaciôn plena y debida, implîcita en la réser­
va del derecho del requirente y contenida en la sentencia del 
Tribunal. En este punto el art. 32 es mâs explîcito que el 
art. 50, pero nos parece clara la analogîa existante entre am­
bas situaciones y artîculos. Porque si bien es cierto que el 
artîculo 32 faculta de modo exoreso al Comité de Ministros
725
para dar a su "decisiôn inicial" la prosecuciôn que le co- 
rresponda, no es menos exacto que el artîculo 50 hace refe­
rencia a la "decisiôn del Tribunal" que concederâ si proce 
de la satisfacciôn equitativa.
En todo caso la aplicaciôn del artîculo 32 no parece 
haber dado base a los Estados para pensar que el sistema 
restaurador del Convenio presuponga "procedimiento" dual 
ante el Comité de Ministros sino mâs bien un procedimiento 
ûnico: desde el instante inicial de la intervenciôn del C o ­
mité de Ministros hasta el momento en que se procédé al cum 
plimiento de la sanciôn o de las medidas satisfactorias que 
aquél décida. Ese es el texto claro del artîculo 32, pârra­
fo 3: se darâ cumplimiento a las medidas o consecuencias 
que se derivan de su decisiôn inicial. La idea de que la de 
cisiôn inicial del Comité de Ministros mantiene su validez 
y su propia naturaleza desde el comienzo hasta el termine 
procesal del asunto, se corresponde plenamente con la idea 
de que el procedimiento originado por un asunto ante el Tri^ 
bunal puede constituir tambiên, un procedimiento ûnico, 
desde el inicio hasta la resoluciôn final de la reparaciôn.
La similitud de situaciones y del espîritu inhéren­
te a los artîculos 32 y 50 refuerza, por consiguiente, la 
interpretaciôn lôgica de que el procedimiento ante el T r i ­
bunal se desarrolle mediante dos fases sucesivas. Primero
se ha de confirmar la existencia de la violaciôn. Cuando
ésta ha sido declarada internamente el Estado puede obser­
ver o incumplir las medidas o consecuencias que de ellas se 
derivan o hallarse incapacitado internamente para cumplir- 
las (115).
(115) Recueil des Textes, pâg. 416.
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En consecuencia, una vez reconocida la infracciôn si 
el Estado incurre en el incumplimiento del deber de indem- 
nizar y ofrecer por su cuenta la reparaciôn plena, habrâ 
llegado el momento de procéder a la segunda fase de la adop 
ciôn de las medidas necesarias por parte del Tribunal.
Este mêtodo utilizado por el Tribunal es boy indiscu- 
tible a partir de la modificaciôn de su Reglamento interno
(116).
Es cierto que la modificaciôn realizada podrîa haber­
se efèctuado en el propio artîculo 50 del Convenio. Lo que 
es indudable y sirve para aclarar la interpretaciôn del a r ­
ticulo 50 es que el Tribunal deberâ apreciar en cada asunto 
sus "circunstancias especîficas" para poder decidir la cue^ 
tiôn de la reparaciôn en la misma sentencia del fondo o en 
una ulterior. Su razonamiento se deberâ sin duda a las ci r ­
cunstancias de oportunidad que deban entrar en juego en c a ­
da caso. El hecho de que no se pronuncie en una misma senten 
cia no ha de pensarse que sea por motivos de prudencia polî- 
tica o de respeto a la soberanîa del Estado infractor (117).
(116) De carâcter accesorio califica Golsong H., a este tipo 
de procedimiento, o b . cit. pâg. 91.
(117) El artîculo 50 (3) del Reglamento del Tribunal prevee 
con claridad el procedimiento en los siguientes ter­
mines :
"Lorsque la chambre constate une violation de la Co n ­
vention, elle statue par le même arrêt sur l'applica­
tion de l'article 50 de la Convention si la question 
après avoir été soulevée en vertu de l'article 47 bis
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En fin, cuando se han cumplido o concurren las condi- 
ciones del artîculo 50, es preciso no olvidar la parte de 
frase "si hay lugar" para ello, para la asignaciôn de la 
compensaciôn equitativa. Esa referencia del artîculo 50 con 
sagra como indicamos un cierto poder discrecional del Tribu 
nal. Este tiene que apreciar libremente, en cada caso si 
procédé concéder algo y si es "equitativo" hacerlo.
Los termines francés o inglés del art. 50 "si hay lu­
gar" o "si es necesario" y el adjetivo "equitativo" o "jus- 
to" se caracterizan por una cierta fluidez, una cierta im­
precision, que deja al Tribunal un amplio poder discrecio­
nal, en la apreciaciôn de los elementos que pueden justifi­
car o no la concesiôn de una cierta satisfacciôn a la parte 
lesionada.
Es natural que el Tribunal ejerza ese poder de e q u i d a d , 
teniendo en cuenta los intereses pûblicos y privados pro- 
pios de cada asunto: es decir el Tribunal no estâ obligado a 
asignar la compensaciôn por la simple concurrencia de las 
otras très circunstancias o condiciones caracterîsticas del 
artîculo 50 (118).
. /
du présent Règlement, es en état; sinon, elle la r é ­
serve en tout ou en partie et détermine la procédure 
ultérieure. Si au contraire ladite question n'a pas 
été soulevée en vertu de l'article 47 bis la Chambre 
fixe un délai dans lequel toute Partie ou la Commision 
peuvent la soulever". En Recueil des Textes, pâg. 416.
(118) El carâcter equitativo tambiên deberâ presidir los 
supuestos de conciliaciôn. Recueil des Textes, pâg. 
416 (art. 50 -6-) Ibidem, pp. 106-107 y 112.
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7. La renuncia al derecho de reparaciôn.
Aun siendo poco usual el demandante puede renunciar 
a la reclamaciôn de la compensaciôn pecuniaria por dahos 
morales o materiales, es decir, desistir del ejercicio de 
su derecho de reparaciôn.
a) El Tribunal no estâ obligado a aceptar, de modo 
automâtico, el desistimiento del interesado. El Tribunal
no ha entendido que no podîa eximirse de su deber en el cum 
plimiento de sus responsabilidades por el sôlo hecho de que 
el particular pueda manifestarse dispuesto a renunciar a 
los derechos que le garantira el Convenio; pero el Tribu­
nal, aûn en el supuesto de que medie un arreglo amistoSo 
entre las partes, tiene que persuadirse, con el examen del 
caso, que se han cumplido correctamente las exigencies del 
art. 50.
b) Se admite que el particular declare su voluntad de 
llegar a un arreglo en razôn de la compensaciôn que obtuvie- 
se o pudiera obtener del Gobierno demandado. Esto puede ser 
un factor importante e incluso decisivo en el momento de 
resolver sobre el carâcter justo de la compensaciôn -segûn 
el artîculo 50-. El Tribunal sin embargo considéra que es
su deber conocer bien las circunstancias del caso concrete 
y averiguar si el interesado habîa renunciado o no por anti- 
cipado con toda claridad y en equidad a la compensaciôn que 
pudiera provenirle por la decisiôn del Tribunal (119).
(119) Véase la vista pûblica de enero de 1974. en Publ. Cour. 
Eur. D.H., Série B, vol. 15, pp. 85-133, especialmen­
te pâg. 9Ô.
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Lo anteriormente expuesto nos hace comprender el v a ­
lor especial que la regia del agotamiento de los recursos 
internos tiene en la concepciôn de los ôrganos del Convenio 
en materia de reparaciôn. Porque en este punto el Tribunal 
en la segunda fase procesal no se considéra rîgidamente 
vinculado por el art. 26. Cuando las demandas reparaciôn se 
basan en la réserva genérica y explicita de la anterior sen 
tencia declarativa de la infracciôn, el Tribunal no tiene 
en cuenta el riguroso método preconizado por los Estados en 
relaciôn con la régla del art. 26.
En consecuencia el Tribunal confirma explicitamente 
la violaciôn aducida por el récurrente, este se halla justi- 
Ficado legalmente para presentar la demanda de reparaciôn 
sin que estos dos momentos procesales diferenciados puedan 
equipararse a dos procedimientos separados. La declaraciôn 
de la violaciôn del Convenio y la decisiôn relativa a la r e ­
paraciôn son parte de un ûnico procedimiento y solo por m o ­
tives de pura lôgica la decisiôn de la violaciôn precede y 
justifica la presentaciôn de la demanda de reparaciôn, que 
a su vez motivarâ una segunda decisiôn del Tribunal en m a t e ­
ria de reparaciôn, complemento necesario y consecuencia ine­
vitable de su primera decisiôn. El Tribunal se halla p l ena­
mente capacitado para decidir la cuestiôn en dos momentos di^  
ferentes, al igual que tiene competencia para dictar una sen 
tencia interpretativa (art. 53), de una decisiôn previa, que 
como en el supuesto que nos ocupa, debe emitir necesariamen­
te en un momento ulterior (120).
(120) Recueil des Textes, pâg. 416.
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P A R T E  O U I  N T A
PARTE QUINTA
LA PRIVACION IRREGULAR DE LIBERTAD Y EL DERECHO 
ESPECIAL DE REPARACION.
Principales supuestos de privaciôn irregular de liber- 
tad protegidos por el derecho de reparaciôn.
1. Principio bâsico; nadie puede ser privado de su 
libertad y seguridad.
a) Concepto del derecho protegido por el artîculo 
5: calificaciôn del derecho.
2. La privaciôn regular de libertad, conforme al Con- 
venio.
a) La legalidad de la detenciôn y el carâcter admi­
nistrative y judicial de las ôrdenes de deten­
ciôn. Necesidad de un Tribunal compétente y la 
garantîa de los ’’ôrganos de control" del Conve­
niez
1) Interpretaciôn del apartado a) del pârrafo 1.
b) El cumplimiento de las obligaciones prescritas 
por la ley o por un tribunal: sus infracciones 
y la jurisprudencia europea.
c) La comparecencia inmediata ante la autoridad ju­
dicial: sospecha fundada de infracciôn y motives 
razonables para impedirla. Decisiones de la Co- 
misiôn y del Tribunal europeo.
Y)
d) Prevenciôn de huida del infractor y el interna- 
miento de menores, alcoholicos y vagabundos.
e) Somera referenda a la prohibiciôn de entrada 
en el territorio nacional y la extradiciôn.
e) La nociôn polêmica del "plazo razonable" del ar­
ticule S y la opiniôn de la Comisiôn y del Tribu 
nal europeo.
3. El derecho especial de reparaciôn por infracciones 
de la libertad y la seguridad de las personas (art. 
5° pfo. 5).
I r
Interrelaci6n de los articules 5 y 50 del Convenio y 
el deber de compensacion equitativa a la parte leslo 
nada.
1. La autonomla del Estado y el control europeo en el 
ejercicio del derecho de reparaciôn.
2. Significado y evoluciôn progresiva del derecho de 
reparaciôn.
3. Conexiôn directa del agotamiento de les recursos in­
ternes con el derecho de reparaciôn (art. 5** pfo. 4)
4. La interrelacion de "lex specialis" y "lex genera-
1 is" y el carâcter de norma de fonde del articule 5.
5. El articule 50 como norma de competencia.
6. Facultad especial de vigilancia y fiscalizaciôn del 
Tribunal europeo sobre la concesiôn de reparaciôn.
7. Sîntesis del equilibrio del sistema en vigor.
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PARTE QUINTA
LA PRIVACION IRREGULAR DE LIBERTAD Y EL DERECHO ESPECIAL 
DE REPARACION.
PRINCIPALES SUPUESTOS DE PRIVACION IRREGULAR DE LI 
BERTAD PROTEGIDOS POR EL DERECHO DE REPARACION.
1. Principio bâsico: nadie puede ser privado de su 
libertad y seguridad.
La redacciôn del "derecho a la libertad y a la segu­
ridad" del artîculo 5 del Convenio, es de contenido mucho 
mâs amplio que la sucinta formula de la correlativa disposi- 
ciôn de la Declaraciôn Universal. El Convenio siguiô, en es^  
te punto, el criterio sugerido por los juristas anglosajo- 
nes del Common Law, partidarios de ejemplificar y especifi- 
car, con mâs detalle, los supuestos de privaciôn legal de la 
libertad, de la detenciôn legal.
Por ello, los autores del Convenio utilizaron de for­
ma extensiva y pormenorizada la definiciôn del derecho en 
cuestiôn. Esta redacciôn se ha justificado en razôn de la 
conveniencia de faciliter la tarea de la Comisiôn y del Tri­
bunal. Se ha llegado a afirmar que la citada formula consti- 
tuye un elemento esencial del sistema establecido por el Con 
venio europeo (1).
(1) Robertson, A.H.: "Human Rights in Europe".
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El artîculo es, s in duda, una de las disposiciones 
invocadas con mayor frecuencia ante la Comisiôn en materia 
de reclamaciones y de reparaciôn. Del total de demandas in 
dividuales interpuestas, se estima que dos terceras partes 
corresponden a personas que fueron privadas de su libertad 
(2).
La Comisiôn europea tuvo ocasiôn de pronunciarse -Asun 
to de Becker- , sobre el método adoptado por los redactores 
del Convenio. En su opiniôn, la idea de los autores del tex­
te era la de establecer y définir cada derecho o libertad 
por separado, incluyendo en cada artîculo las excepciones y 
réservas précisas, de conformidad con el derecho y la liber­
tad de que se tratase (3). De esta forma se justificarîa la 
ejemplificaciôn realizada en los supuestos del derecho a la 
libertad y a la seguridad, el derecho a la vida y la liber­
tad frente a trabajos forzados (arts. 5, 2 y 4 respectivamen- 
te) (4).
Manchester, 1977, pp. 50 y ss.
Vasak, K.: En cuanto a la protecciôn de la libertad 
véase: "Les dimensions internationales des droits de 
l'homme", UNESCO, 1978, Capîtulo 4, pârrafo 2, pp. 
168-173.
(2) Doc. D.D.H. (8 1) 1, pâg. 1.
(3) Asunto n’ 6040/63 contra Irlanda, Recueil des Deci­
sions, Commission Européenne des Droits de l'Homme, 
44, pâg. 121.
(4) Nedjati, Z.: "Human Rights under the European Con­
vention", Amsterdam, 1978, pp. 16 y ss.
733
La actual Constituciôn espaftola, sigue este mismo 
sistema, enuncia los supuestos en que es légitima la deten 
ciôn y seguidamente incluye los derechos del detenido (art. 
17) (5).
En principio, sin embargo, la calificaciôn de la l e ­
galidad de la detenciôn corresponde a las autoridades inter 
nas, llamadas a calificar los h e c h o s , interpretar su tipifi 
caciôn legal y su posterior aplicaciôn por los ôrganos in­
ternos. Ve r e m o s , mâs adelante las salvedades de 1 Convenio al 
principio interne (6).
(5) Recueil des Textes, pp. 102-104.
El art. 17 de nuestra Constituciôn es el precepto 
eje para regular la libertad individual, el aparta­
do primero dispone: "Toda persona tiene derecho a 
la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser p r i ­
vado de su libertad, sino con la observancia de lo 
establecido en este artîculo y en los casos y en la 
forma previstos en la ley".
En conexiôn con este artîculo se encuentran los arts. 
18 (inviolabilidad del domicilie y secreto en las 
comunicaciones) y el art. 15 que proclama el derecho 
a la vida y a la integridad fîsica.
Véase el comentario sistemâtico a la Constituciôn es 
panola de 1978, Alzaga, 0., Madrid, 1978, pp. 198 y 
s s .
(6) En Espaha rige el sistema respecte de los très ô r d e ­
nes de justicia (civil, penal y administrative) el 
sistema de un "juez ordinario aplicador de un de r e ­
cho especial", porque el Convenio goza de aplicaciôn 
directe en nuestro ordenamiento. Pero existe una sal- 
vedad; nos referimos al supuesto del Tribunal Consti^ 
tucional que corresponde a una jurisdicciôn especial. 
Véase la Ponencia del Juez Martinez Ruiz, L.F.:
"El Juez espahol ante la Convention europea de derechos 
del hombre". En el Coloquio International relativo al Con 
venio europeo de derechos humanos celebrado en Madrid, 
5-6 Novientre, pâg. 16- 22, 24-37.
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El Tribunal europeo, proclamé también, la importancia 
que el derecho a la libertad y a la seguridad, revisten en 
la sociedad democrâtica. El valor de los derechos regulados 
es tan relevante y trascendente que prédomina incluso por en 
cima de la voluntad de las personas. El individuo no pierde 
el bénéficie de la protection aunque se haya ofrecido volun- 
tariamente a ser detenido. La ilîcita detention de la p e rso­
na puede violar el artîculo 5, aunque el interesado estuviese 
de acuerdo con ella. Este es el alcance que atribuye el T r i ­
bunal a los valores consagrados por el Convenio. Asî lo reco- 
nociô en el asunto de Becker, 1962.
Desestimô el argumente de que, en el caso concrete de 
una detenciôn, no existîa privaciôn de libertad "por haberse 
dirigido voluntariamente los récurrentes a las autoridades"
(6 bis).
a) Concepto del Derecho protegido por el artîculo 5 : 
Calificaciôn del derecho.
Derecho a la libertad y a la seguridad: Se entiende 
en primer lugar, que se trata de un derecho "inalienable" de 
conformidad con los principios de derecho generalmente reco- 
nocidos, as î lo estableciô en el asunto de Vagabundeo.
La Comisiôn también interprété este artîculo en el sen
(6 bis) El gobierno belga invocaba la analogîa por tratarse 
de "casos especîficos" y no de 1 examen de la incom- 
patibilidad de la legislaciôn belga con el Convenio.
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tido de que se refiere a una ’tirivacion" de libertad exclu- 
yendo la posibilidad de una "renuncia" voluntaria a la mis- 
ma, en este asunto la Comisiôn concluyô que el artîculo 5 
era aplicable a la privaciôn de libertad de los récurrentes.
Sin embargo de este texto no puede deducirse que los 
particulares tengan derecho a exigir a las autoridades inter 
nas una protecciôn personal especîfica, e j .: poniendo a d i s ­
position de un récurrente un guardaespaldas (7).
La calificaciôn del derecho se establece en el pârra­
fo 1 del artîculo, que determinarâ quien goza de competencia 
para calificar la legalidad de la detenciôn. Se determinarâ 
en base a la legislaciôn interna, es decir si se ha ajustado 
al procedimiento como veremos posteriormente.
Pero a que ôrgano compete dicha calificaciôn &juris­
dicciôn interna o a los ôrganos de Estrasburgo?; es évidente 
que el artîculo 5 reputa compétentes a las instancias inter­
nas que son las llamadas a calificar los hechos, a interpre­
tar su tipificaciôn de arreglo a la ley interna y su poste­
rior aplicaciôn por los ôrganos internos compétentes (8).
(7) Asunto n" 6040/73 contra Irlanda. En Recueil des 
décisions, 44, pâg. 121.
(8) Pero en el supuesto de que las autoridades internas 
violen este derecho corresponde a los ôrganos de Es­
trasburgo examinar el supuesto de hecho a fin de sal 
vaguardar la aplicaciôn y el respeto del derecho, 
claramente precisado en el texto del artîculo as î c o ­
mo las excepciones autorizadas. Mosler, H., ob. cit. pp. 537 
y ss. Asunto n° 6242/73, Brückmann contra R.F.A., en 
Annuaire..., vol. XVII, pp. 458 y ss.
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La competencia de los "ôrganos de control" del Conve­
nio les lleva a protéger al particular frente al arresto y 
detenciôn arbitrarios. Para ello deberân vigilar que las d e ­
cisiones internas no incurran en una "denegaciôn de justi­
cia" (9).
El derecho a la libertad no podrâ ser en ningun modo 
interpretado de forma discriminatoria o de modo tendente a 
destruir el derecho protegido. El Convenio requiere , asimis- 
m o , que las restrictiones no puedan ser utilizadas con un fin 
distinto al previsto. (arts. 14, 15 y 18 respectivamente). 
Precisamente el artîculo 18 ofrece la posibilidad jurîdica de 
apelar al principio de desviaciôn de poder (10).
El alto grado de respeto que se merece la libertad y 
la seguridad de las personas, nos explica que las violaciones 
poslbles del artîculo 5 sean susceptibles, inmediatamente, 
del recurso ante un Tribunal acerca de la "legalidad" de la 
detenciôn y compensadas por el derecho especîfico a la repa­
raciôn :
(9) Asuntos n ” 5302/71 contra Cran Bretana. En Recueil 
des Décisions, 44, pp. 29; n° 5573/72 y n° 5670/72, 
en Décisions et Rapports, 7, pp. 8 y 26. Asunto n* 
5058/71, en Récueil des Décisions, 40, pâg. 80.
(10) Décisions et Rapports, n° 2, pâg. 52 y Asunto Wemhoff, 
Publ. Cour. Eur. D . H . , Série A, n° 7, 1968, pp. 23 y 
ss. Recueil des Textes, pâg. 106.
Véase Trechsel , S.; "The right to liberty and secu­
rity of the person, article 5 of the European Conven­
tion". En: Human Rigths Law Journal , 1980, vol. 1, 
p p . 88-135.
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"Toda persona vîctima de arresto o deten­
ciôn en condiciones contrarias al presen 
te artîculo, tendrâ derecho a una repara­
ciôn" (art. 5 pfo. 5 del Convenio).
La doctrina establecida inicialmente por la Comisiôn 
(asunto Wemhoff) y reiterada posteriormente (asunto n^ 5969/72 
contra Noruega), nos da la clave de la aplicaciôn del derecho 
de reparaciôn previsto en el artîculo 5. Es preciso, haberse 
establecido, conforme a la normatividad del Convenio que el 
individuo reclamante sea realmente "vîctima" del quebranta- 
miento de los criterios establecidos en el artîculo 5 en fa­
vor del derecho de la libertad y a la seguridad de las perso­
nas (11).
Este artîculo dispone:
"Toda persona tiene derecho a la libertad 
y a la seguridad",
Nadie podrâ ser privado de su libertad, salvo en los 
casos siguientes, y con arreglo al procedimiento previsto por la 
ley :
(11) En este sentido cabe citar a Castberg F., y Antonopou- 
los N. Lo que importa es que se halla producido una 
violaciôn de conformidad con los pârrafos 1 al 4 del 
art. 5, no sôlo del pârrafo 3 como senalaba la Comisiôn 
en el asunto "Wtemhoff" o la no inclusiôn de la dispos^ 
ciôn respecte del pârrafo 4 “ como se planteô en el 
asunto "De Wilde, Ooms y Versyp" o en el asunto "Huber 
contra Austria: "infracciôn de cualquier disposiciôn 
del art. 5". Esta ampliaciôn la manifestarîa la Comi­
siôn en el asunto n° 5969/72 contra Noruega y mâs re- 
cientemente en el asunto n° 6821/74 contra Austria.
En, Décisions et Rapports, 2, pâg. 52 y en Décisions 
et Rapports, 6, pp. 65 y ss.
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a) Si es detenido legalmente, tras la condena por un 
Tribunal compétente;
b) Si ha sido encarcelado o detenido legalmente por 
desobediencia a una orden dada conforme a ley, por un tribu 
nal o para garantizar la ejecuciôn de una obligaciôn pres­
crira por la ley;
c) Si ha sido detenido y encarcelado a fin de hacerle 
comparecer ante la autoridad judicial compétente, cuando 
existen razones plausibles para sospechar que ha cometido 
una infracciôn, o cuando haya motives razonables para creer 
en la necesidad de impedirle que cometa una infracciôn o que 
huya después de haberla cometido:
d) Si se trata de la detenciôn legal de un menor, de - 
cidida con el propôsito de educarlo sometido a vigilancia,
o de su detenciôn legal con el fin de hacerle comparecer ante 
la autoridad compétente;
e) Si se trata de la detenciôn legal de una persona 
susceptible de propagar una enfermedad contagiosa, de un ena 
jenado mental, un alcohôlico, un toxicomane o un vagabundo;
f) Si se trata del arresto o de la detenciôn legal de 
una persona para impedirle la entrada irregular en el terri­
torio o contra la que esta en curso un procedimiento de expuJ^ 
siôn o extradiciôn.
2. Toda persona detenida deberâ ser informada, en el 
plazo mâs corto y en un idioma que comprends, de las razones 
de su detenciôn y de cualquier acusaciôn de que sea objeto.
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3. Toda persona detenida o encarcelada en las condi­
ciones previstas en el pârrafo 1, c) del presente artîculo 
deberâ ser conducida inmediatamente, ante un juez u otro ma - 
gistrado habilitado por la ley para ejercer funciones judi- 
ciales y tendrâ derecho a ser juzgada en un plazo razonable, 
o puesta en libertad durante el procedimiento. La puesta en 
libertad podrâ estar condicionada a una garantîa que asegure 
la comparecencia del interesado en el juicio.
4. Toda persona privada de su libertad mediante arres^ 
to o detention tendrâ derecho a presentar un recurso ante un 
Tribunal, a fin de que este se pronuncie en breve plazo acer 
ca de la legalidad de su detenciôn y ordene su libertad si 
la detenciôn es ilegal.
5. Toda persona vîctima de arresto o detenciôn, en con 
diciones contrarias a las disposiciones del présente artîcu­
lo, tendrâ "derecho a una reparaciôn".
2. La privaciôn regular de libertad, conforme al Convenio.
a) La legalidad de la detenciôn y el carâcter adminis-
trativo y judicial de las ôrdenes de detenciôn. Ne
ces idad de un Tribunal compétente y la garantîa de
los "ôrganos de control" del Convenio.
Esta importante disposiciôn del Convenio es la prime­
ra que se refiere, de modo explîcito, al derecho de repara­
ciôn. Nos lleva a considerar la idea especîfica de su viola­
ciôn y puntualizar que es lo que debe entenderse por autênti- 
ca privaciôn de libertad, y cuales sean sus posibles restric- 
ciones.
Cabe afirmar, en primer lugar, que "el derecho a la 1i
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bertad y a la seguridad" constituye jurîdicamente un dere 
cho inalienable y universal, de conformidad con los princi­
pios de derecho generalmente reconocidos.
El principio fundamental del artîculo 5, confirmado 
por la jurisprudencia europea trata de evitar, a toda costa, 
la privaciôn irregular de libertad, excluyendo incluso la p o ­
sibilidad de la "renuncia" voluntaria del interesado.
Sabemos que el derecho a la libertad es demasiado im­
portante en una "sociedad democrâtica", para que una persona 
pueda perder el bénéficié de la protecciôn del Convenio por 
la simple razôn de haberse ofrecido, el individuo, voluntaria 
mente a ser detenido. Por ello, reiteramos la singularidad 
jurîdica de 1 Convenio de que la detenciôn puede violar el a r ­
tîculo 5 incluso aunque la persona implicada estuviese de 
acuerdo con la misma (12).
En el asunto "Schiesser c. Suiza" el récurrente, debi- 
do a su avanzada edad y delicado estado de salud, y por care- 
cer de domicilie fijo las autoridades suizas se vieron obli- 
gadas a negarle la libertad bajo fianza a fin de evitar la 
probable fuga del territorio suizo del récurrente. Estos m o ­
tives fueron considerados valides por los ôrganos de Estras-
(12) Asunto de "Vagabundeo", Informe de la Comisiôn de 19 
de julio de 1969, Publ. Cour. Eur. D.H., Série A, 
n° 12, p â r f . 174.
Guarnieri G., en el Coloquio Internacional de Madrid 
mencionado subrayô la labor realizada en el âmbito 
internacional que persigue la instauraciôn de un o r ­
den pôblico comunitario que garantice la preeminen- 
cia de los regîmenes democrâticos.
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burgo (de conformidad con lo establecido en el pârrafo 3° 
del art. 5 en relaciôn con el pârrafo 1® del mismo en su 
apartado c) (13).
La privaciôn de libertad ha de operar, en todo caso, 
"con arreglo al procedimiento determinado por la ley" (art. 
5, pfo. 1). El procedimiento de arresto puede précisât una 
orden de carâcter judicial o administrative.
La doctrina y jurisprudencia son acordes sobre la na- 
turaleza distinta, prima facie, de las ôrdenes internas, se- 
gûn sea el supuesto del arresto o detenciôn legal. Se requie 
re una orden judicial en las hipôtesis siguientes:
a) Cuando la detenciôn legal es consecuencia de la 
condena "por un tribunal compétente".
b) En el caso de "desobediencia" a la ley o para ga- 
rantizar la obligaciôn prescrita por la ley.
c) Cuando existan "razones plausibles" para sospechar 
de la comisiôn de una infracciôn o "motivos razona­
bles" para evitar la infracciôn -o la huîda, des- 
puês de cornetida-.
En cambio, se estima justificada la detenciôn en base 
de una orden administrativa en los casos siguientes:
a) La detenciôn legal del menor a fines de educaciôn 
o de comparecencia judicial.
(13) Sentencia de 4 de diciembre de 1979. Publ. C o u r . 
Eur. D.H., Série A, n® 34, pârfs. 7 a 23.
En la Sentencia de 23 de Octubre de 1979, el T r i ­
bunal europeo interpréta esta nociôn, entendiendo 
que se refiere esenclalmente a la legislaciôn n a ­
cional que deberâ ser observada siempre que el d e ­
recho interno se conforme con el Convenio, i n d u -
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b) La detenciôn de personas con enfermedades contagio 
sas, enajenaciôn mental, alcoholismo, etc.
c) Para impedir la entrada irregular en el territorio 
o contra la persona que esta en curso un procedi­
miento de expulsiôn o extradiciôn.
Los criterios doctrinales y  pragmâticos de la juris­
prudencia europea han sido desarrollados en multiples liti- 
g i o s , de tal forma que podemos elaborar un cuerpo de normas 
interpretativas que afectan tanto al concepto de "legalidad", 
como al carâcter jurîdico procesal de la privaciôn de liber­
tad. El Tribunal europeo ha sido muy sensible y cuidadoso de 
la protecciôn individual en el âmbito de la libertad y segu­
ridad de las personas.
La primera cuestiôn bâsica a senalar es la de la natu- 
raleza de la orden de detenciôn: su procedencia de carâcter 
judicial o administrative. Se alegô, en el asunto n" 7755/77 
que la detenciôn habîa sido ordenada por una autoridad admi­
nistrativa y que esta carecîa de competencia para ello, p o r ­
que siempre séria necesarlo haberse dado una orden judicial 
al efecto.
El Tribunal matizô mucho la aplicaciôn del artîculo 5, 
en razôn de las circunstancias del caso en litigio. Estimô 
que el hecho de que la autoridad administrativa dictara la 
orden de detenciôn no era Incompatible con el art. 5, si se 
basaba en una orden previa de carâcter judicial. Y en el caso 
concrete el procedimiento establecido por la ley nacional con 
fiaba de dicha forma la ejecuciôn de la sentencia suiza.
En realidad, el nûcleo polémico de la cuestiôn bâsica
.../
yendo los principios générales o implicites en el tex 
to. Véase comentario R.I.E., vol. 8, n° 1, pp. 248- 
250. Publ. Cour. Eur. D . H . , Série A, pârrafos 36 a 
38, y Recueil des Textes, pâg. 106.
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afecta al principio general de la "legalidad" de la deten­
ciôn, sobre el que se manifesto, con sutileza, la Comisiôn 
en la Demanda n® 2621/65 (14). No se considéra compétente pa 
ra interpretar, de modo general, si el derecho interno es 
aplicado debidamente por las autoridades judiciales inter­
nas, salvo en el supuesto de que ëstas hayan actuado de mala 
fê, en cuyo caso la detenciôn no podrâ calificarse de "legal' 
conforme al artîculo 5 (1) c.
El Tribunal se déclara compétente en el Asunto Winter 
werp para investigar en las materias que el Convenio remite 
al derecho interno y cuyo incumplimiento comporta el del Co n ­
venio de forma que el Tribunal se halla autorizado para ejer 
cer un control (15).
La nociôn de legalidad de la detenciôn se refiere a 
su carâcter regular, en virtud de la sentencia dictada por 
"tribunal compétente" (art. 5 prfo. 1, a).
(14) Asunto n® 7755/77 en Décisionîet Rapports, 9, pp. 
210-212. Véase Raymond, J . : "La Suisse devant les 
organes de la Convention Européenne des Droits de 
l'homme" Société suisse des Juristes, Rapports et 
Communications. Fascicule 1. Basilea 1979, pârf. 61 
y Doc. DDH (81),pâg. 13.
(15) Sentencia de 24 de Octubre de 1979, Publ. Cour. Eur 
D.H. , Série A, n® 33, pârrafos 36 a 39 y 58 a 61. 
Véase R.I.E., vol. 8, n® 1, pp. 248-250.
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1) Interpretaciôn del apartado a) del pârrafo 1 .
El Tribunal tuvo la oportunidad de interpretar el p r i ­
mer apartado del pârrafo 1 del art. 5 que estipula las pri- 
vaciones de libertad que son regulares y que reza del siguien 
te modo:
a ) . "Si ha sido penado legalmente en virtud de una 
sentencia dictada por un tribunal compétente".
En el asunto Engel, considero que pueden considerarse 
dentro de esta circunstancia los supuestos en que la persona 
haya sido condenada por la comisiôn de un acto delictivo que 
se encuentre tipificado como tal o esté sujeto a penas disc^ 
plinarias por la ley interna del Estado interesado (15 bis).
El texto no distingue segûn fuere el carâcter jurîdi­
co de la infracciôn por la que una persona es declarada c u l ­
pable. Se aplica a cualquier condena de privaciôn de liber­
tad, pronunciada por un "tribunal" que el derecho interno del 
Estado demandado califique de penal o disciplinario.
El concepto de "tribunal compétente" fue dilucidado 
por el Tribunal europeo en el asunto de Vagabundeo (sentencia 
del 18 de Junio de 1971) y, posteriormente, en el de Engel 
(sentencia de 1 8 de .Junio de 1976). La esencia de la nociôn 
se cifra en ciertos caractères fondamentales entre los que
(15 bis)
Recueil des Textes, pâg. 106.
Véase Sentencia de 8 de junio de 1976. Publ. Cour. 
Eur. D . H . , Série A, n° 22, pârf. 68.
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cabe destacar la independencia del Poder ejecutivo y de las 
Partes interesadas en el litigio, asl como las garantias de 
un proceso judicial. Es la exigencia del tribunal "indepen- 
diente e imparcial" a que se refiere el artîculo 6 del C o n ­
venio .
En cambio, el artîculo 5 del Convenio no establece re­
quisite alguno respecte al lugar geogrâfico en que debe en- 
contrarse el "tribunal compétente". Esta actitud es conforme 
a la evoluciôn moderna de los acuerdos bilatérales y multila­
térales. La progresiva cooperaciôn judicial internacional nos 
muestra que los Estados estân, en general, dispuestos a ase- 
gurar en su orden jurîdico interno las decisiones dictadas en 
el extranjero, incluso las sentencias pénales. Este hecho ha 
influîdo en los redactores del Convenio. As î lo ha reconoci- 
do la Comisiôn.
No se ha establecido "ninguna distinciôn basada en la 
situaciôn del Tribunal que decide" (16). No se prohibe, por 
tanto, que el Estado ejecute, dentro de su territorio la sen­
tencia de privaciôn de libertad, dictada por la autoridad j u ­
dicial de otro Estado contratante. La consideraciôn de "tri­
bunal compétente", a los efectos del artîculo 5, puede ser, 
incluso el Tribunal del Estado-contratante en cuyo territorio 
el inculpado cumple la condena (17).
(16) Sentencia de 8 de Junio de 1976, Publ. Cour. Eur. 
D.H. Série A, pârf. 68.
Respecte del Asunto de Vagabundeo, véase Publ. Cour 
Eur. D.H. Série A, 1971, n® 12, pârrafos 67-70.
(17) Asunto Lawless, Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n® 
31, pârf. 12, pâg. 51 y Sentencia de 27 de Marzo de
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Es criterio generallzado el de que la calificaciôn de 
la legalidad de la detenciôn corresponde, en una primera fa- 
se, a las autoridades internas (18). Pero este criterio ha de 
supeditarse a una norma superior, la de que los ôrganos de Es 
trasburgo han de enjuiciar el comportamiento de las autorida­
des internas para evitar y sancionaf la denegaciôn de justicia 
o desviaciôn de poder (19). Esta norma es decisiva en materia
1962, Publ. Cour. Eur. D,H. Série A, 1962, pp. 25 y s s . 
Sentencia en el asunto Engel y otros, Publ. Cour. Eur. 
D.H. Série A, n® 22, pârf. 69, pâg. 28.
El griego Evrlgenis senalo en el coloquio citado la ten 
dencia evolutiva en la jurisprudencia del Tribunal.
(18) La norma que nos ocupa en sus pârrafos 3 y 4 afectan 
de modo especial a la funciôn de los distintos jueces 
especialmente al juez contencioso administrative, que 
deberâ juzgar en un plazo razonable o de lo contrario 
deberâ ordenar la puesta en libertad, art. 6 (1) y 
garantîas procesales establecidas en el citado articu­
le respecte del procesado. As i se pronunciaba el juez 
Martinez Ruiz F., en su ponencia citada, pâg. 16-20,
(19) En cuanto a la concesiôn de una reparaciôn rige "com­
petencia general residual". El Tribunal (Constitucional 
"entenderi los recursos de amparo que le fuesen someti 
dos de conformidad con el tîtulo 14 de la Ley orgânica 
del T.C. Los recursos podrân interponerse contra actos 
u omisiones.
Los derechos invocables son los incluîdos en los arts. 
14 «a- 29 de la Constituciôn.
La funciôn del Tribunal Constitucional: "Deberâ limar 
las diferencias entre Constituciôn y Convenio y procla- 
mar una unidad de contenido entre los diferentes textos 
relativos a un mismo derecho. El Tribunal Constitucio- 
n a l : "Queda reducido a un eslabôn en la cadena de ins­
tancias protectoras de los derechos humanos mientras 
Espana no acepte el derecho de recurso individual. El
740
de reparaciôn, porque, la previa decisiôn interna de la le­
galidad de 1 arresto o detenciôn practicada, no priva, en ab 
soluto, a la vîctima de su derecho a la reparaciôn.
La interpretaciôn jurîdica realizada por las instan­
cias creadas por el Convenio respeta dentro de ciertos limi­
tes, las diversidades nacionales, pero no debe necesariamen- 
te permanecer estable, sino mâs bien ser flexible, haciendo- 
se cada vez mâs estricta en la medida en que progresa la ar 
monizaciôn de los ôrdenes juridicos nacionales. Prueba de 
ello es la opiniôn del Tribunal contraria a la distinciôn 
clâsica entre actos u omisiones -hoy en vîas de revisiôn-.
La doctrina y la jurisprudencia de los ôrganos del 
Convenio han estudiado y regulado con sumo cuidado el senti^ 
do del termine "legal" -respecte a la privaciôn de libertad-, 
no ateniendose a un criterio genérico de la compatibilidad 
de la legislaciôn analizando las previsiones de la ley inter 
na sobre los supuestos de arresto y haciendo r e f e r e n d a  ex 
presa a la ley de los gobiernos demandados.
Se considéra que la libertad y la seguridad de la per 
sona deben ser entendidos como un "todo dentro de un mismo 
contexto" (20).
recurso de amparo constituye el ûltimo recurso a que 
tiene acceso al particular.
El ponente hizo votos respecto de la futura labor del 
Tribunal Constitucional de la que dependerâ "la efec 
tividad prâctica de la Convenciôn", Martinez Ruiz, F. 
Vêase ponencia citada, pp. 29-37.
(20) El derecho a la libertad y a la seguridad deben ser
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La libertad clâsica implica la libertad fîsica de la 
persona. Su objetivo estriba en garantizar que no sea despo- 
jado de ella de forma arbitraria. No se trata de meras res- 
tricciones a la libertad de circular que se encuentran en el 
artîculo 2 del Protocole n® 4, que reviste carâcter faculta­
tive (21).
La determinaciôn de si el individuo se encuentra "pri­
vado de su libertad" en el sentido del art. 5, necesita p a r ­
tir de su situaciôn concreta, ya que se trata de una nociôn 
"relativa". Sin embargo el derecho a la seguridad debe ser ga 
rantizado en termines absolûtes, interpretandolo siempre en 
el contexto de la libertad.
Es preciso valorar un conjunto de criterios como el 
modo, la naturaleza, la duraciôn, los efectos y las modali- 
dades de la ejecuciôn de la medida en cuestiôn ponderando de 
modo concrete la aplicaciôn por las autoridades internas del 
derecho nacional a la persona que se estime lesionada (22).
entendidos como un todo. Asunto n® 5573/72 y 5670/72, 
en Décisions et Rapports, 7, pp. 8, 47 y Doc. D.D.H. 
(81) 1, pâg. 3. Véase asimismo Raymond, J., O b . cit., 
pârrafos 41-42.
(21) El derecho a la seguridad prohibe las ingerencias ar-
bitrarias del poder pûblico en el ejercicio de la li­
bertad e implica que toda decisiôn que se refiera al 
art. 5 debe adoptarse de conformidad con el procedi­
miento establecido por la ley. Asunto n® 7729/76 en 
Décisions et Rapports, 7, pp. 164 y 184 y Doc. D.D.H. 
(81) 1, pâg. 3. (Nota 3 (bis).
En cuanto a la seguridad, véase asimismo: Asunto 5877/ 
72 contra Gran Bretana, en Annuaire..., vol. XVI, pp. 
328-336 y Asunto n® 6040/73 contra Irlanda, en Recueil 
des Décisions, 45, pâg. 90.
(22) Sentencia de 8 de Junio de 1976. Publ. Cour. Eur. D.H.
Série A, pârrafos 58 y 59. Sentencia de 6 de Noviembre 
de 1980, se trataba de la asignaciôn de residencia en 
una isla. Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, vol. 39, asun 
to Guzzardi, pârfs. 58 a 63, pp. 21-23 y Doc. D.D.H. 
(,81) 1, pâg. 4 y Raymond J. , Ob. cit. pârf. 42.
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Porque, como ha subrayado recientemente el Tribunal, la pri 
vaciôn de libertad puede ser el resultado de las modalidades 
de ejecuciôn de la medida controvertida (23).
La situaciôn de privaciôn de libertad o la restric- 
ciôn de la misma reviste, a juicio del Tribunal ûnicamente 
una diferencia de grado o intensidad, no comporta una dife- 
rencia de naturaleza o esencia. Sin embargo, la calificaciôn 
de una u otra categorîa dependerâ en ocasiones de circunstan 
cias marginales que dificultarân su apreciaciôn. En todo ca 
so el Tribunal no podrâ declinar el examen de la cuestiôn, 
pues de ella dériva la apiicabilidad o inaplicabi1idad del 
articule 5.
No podemos olvidar que los limites que el artîculo S, 
impone a los Estados contratantes en la organizaciôn de su 
sistema judicial, disciplinario y de policîa pueden variar 
de una situaciôn a otra. (Sentencia en el Asunto Engel e in- 
vocado en su veto particular por el juez Matscher en el asun 
to Guzzardi).
Cualquiera que sea la privaciôn de libertad implica, 
por su propia naturaleza, restricciones a libre circulaciôn 
y elecciôn de residencia. Es innegable que el artîculo 5 pro 
tege al individuo contra la arbitrariedad en materia de pri- 
vaciones de libertad entendidas "stricto sensu". En cambio, 
el artîculo 2 del Protocole n® 4 protege al individuo contra
(23) Recueil des Textes, pp. 103 y 130. Véase voto parti­
cular del Juez Fitzmaurice en el Asunto Guzzardi, 
Sentencia de 6 de Noviembre de 1980. Publ. Cour. D.H. 
Série A, vol. 39, pârf. 12.
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las restricciones en materia de desplazamiento, o lugar de 
residencia. Si el artîculo 5 no se interpréta rigurosamente, 
limitandolo a su propia esfera, por el contrario, y se englo 
ba en êl las medidas relatives a las citadas restricciones 
no solo resultarla superflue el citado artîculo 2, sino que, 
ademâs, se quebrantarîan las intenciones que lo motivaron.
La interpretaciôn confusa constituirîa un medio indirecte pa 
ra someter a los Gobiernos a las obligaciones derivadas del 
citado Protocole, aunque no lo hubiesen ratificado.
b) El cumplimiento de las obligaciones prescritas por 
la ley o por un Tribunal: sus infracciones y la 
jurisprudencia europea.
Al lado del esclarecimiento de la privaciôn de liber­
tad, aparece en el artîculo 5 la importante condiciôn de 
cual sea el ôrgano que debe efectuar la declaraciôn de la 
violaciôn del Convenio. Naturalmente serân los llamados ô r ­
ganos de control, -Asunto Wemhoff-. Para saber, si un arres­
to o detenciôn supone una violaciôn es necesario una senten­
cia del Tribunal (art. 50) o una decisiôn del Comité de M i ­
nistres (art. 32-1). En principio, solo estos dos ôrganos 
pueden decidir con fuerza obligatoria, si ha habido arresto 
o detenciôn con infracciôn del Convenio (24).
(24) Vis, W . ; Ob. cit. pâg. 280. Véase Voto Particular 
del Juez Verdross, en el asunto De Wilde, Ooms y 
Versyp. Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n® 12, 1971, 
pâg. 51 y Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n® 7, 1968, 
pp. 23 y ss.
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El segundo supuesto de privaciôn legal de libertad 
contemplada por el artîculo 5, pârrafo 1, letra a) es el 
arresto o detenciôn regular por desobediencia a una orden 
judicial o para asegurar el cumplimiento de una obligaciôn 
establecida por la ley. Esta detenciôn no puede segôn indi- 
camos -ser ordenada por una orden administrativa sino por 
una orden judicial (25).
Se trata del arresto o detenciôn de una persona con 
el fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones per 
sonales y concretas impuestas por la ley. No se trata de i n ­
fracciones générales contra la paz, el orden pdblico o la se 
guridad del Estado. El precepto no es susceptible de inter­
pretaciôn muy amplia que pudiera producir consecuencias in­
compatibles con la nociôn de "procedimiento" o "régla de D e ­
recho" senalado por el Tribunal en los asuntos Colder y En­
gel (26).
(25) Por desobediencia a una orden de Tribunal, cuestiôn
que no plantea problemas de interpretaciôn aunque
existe escasa jurisprudencia al efecto. Se trata de
medidas establecidas por el Derecho interno de los
Estados contratantes, vêase Doc. D.D.H., (81), 1. pâg
7. Asunto Kamma contra Paîses Bajos, en Annuaire. 
vol. XIV, pp. 414 y ss., y Asunto n® 7755/77, en 
Décisions et Rapports, 9, pp. 210 y ss.
(26) Se pone en evidencia que el internamiento administra­
tive no se justifica alegando el art. 5-1-(b), véase 
Doc. D.D.H. (81) 1, pâg. 8;Publ. Cour E u r . D.H., S é ­
rie A, n® 22, 1976, pp. 28, pârf. 68-69.
Asunto Lawless, Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n® 3,
1961, pp. 51-53, pârf. 14.
Asunto interestatal Irlanda contra Gran Bretana, Publ. 
Cour. Eur. D.H. Série A, n® 25, pârfs. 194-196. En
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Sin embargo el particular no puede ser privado de 
su libertad para garantizar el cumplimiento de las obliga­
ciones de carâcter contractual. El hecho de carecer de me - 
dios suficientes para cumplir las obligaciones contractuales 
no puede perturbar el derecho a la libertad. Salvo que con- 
curran otras condiciones adicionales a la incapacidad de ob- 
servar las obligaciones contractuales, de tal intensidad y 
gravedad que conviertan en légitima la privaciôn de libertad
El necesario carâcter judicial de estas ôrdenes de 
privaciôn de libertad -desobediencia, cumplimiento de la ley 
no pierde su validez por la réserva formulada por algûn Esta 
do en favor de la aplicaciôn paralela de medidas administra- 
tivas. Por ello, se puede decir que las disposiciones del a r ­
tîculo 5 del Convenio, "serân aplicadas sin perjuicio de las 
disposiciones de las leyes de procedimiento administrâtivo 
relativo a las medidas de privaciôn de libertad" (27).
el asunto Lawless la Comisiôn desestimô el argumente 
aducido por el gobierno irlandês que justificaba la 
detenciôn del récurrente para impedir que este actua 
se o persistiera en su actuaciôn que califica de c o n ­
traria a las obligaciones que les imponîa la Constitu 
ciôn, en su Informe la Comisiôn subrayô que el pârra­
fo b) preveîa ûnicamente la garantîa de la ejecuciôn 
de las obligaciones especîficas impuestas por la ley: 
"in order to secure the fulfilment of any obligation", 
"en vue de garantir l'exécution d'une obligation pres­
crite par la loi". Publ. Cour. Eur. D.H. Série B, pp. 
31, 48, 59. Esta interpretaciôn fue ratificada por el 
Tribunal en su sentencia de 1 de Julio de 1961 (fondo) 
Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, pâg. 51.
(27) X contra Austria (n® 8278/78) y Asunto n® 5025/71 con-
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La Comisiôn admitiô este tipo de réservas en los asun- 
tos 1047/1961 y 1452/1962. Y muy singular es, a su vez, la 
reclamaciôn n “ 8278/78. Merece un breve comentario. El récu­
rrente fuê sometido -para examinar su filiacion- en contra de 
su voluntad a un anâlisis sanguîneo,. que considerô contrario 
al artîculo 5 del Convenio que garantiza el derecho a la 1i - 
bertad.
En opinion de la Comisiôn, la ejecuciôn forzosa de un 
examen de sangre a una persona puede, en principio, consti- 
tuir una privaciôn de libertàd, incluso si la citada priva- 
ciôn es de breve duraciôn. Sin embargo, la demanda fue decla- 
rada inadmisible por "maniflestamente mal fundada". Se aceptô 
el argumente gubernamental que invocaba el artîculo 5 en su 
primer pârrafo, apartado b ) , que autoriza la detenciôn de una 
persona por desobediencia a una orden dada conforme a la ley 
por un Tribunal, o para garantizar la ejecuciôn de una obliga- 
ciôn prescrita por la ley (28).
tra Repûblica Federal de Alemania, se planteaba si la 
prestaciôn de declaraciôn jurada sobre sus bienes po- 
dîa serle impuesta y si la coacciôn ejercida era auto 
rizada por el art. 5 (l)-b-. Véase Recueil des Déci­
sions n “ 39, pâg. 35 y Doc. D.D.H. (81) 1, pâg. 8. En 
el asunto n" 8278/78, que planteaba si la decision de 
llevar por la fuerza al récurrente a un médico para que 
le efectuara una prueba del grupo sanguîneo infringïa 
el a rt. 5.
(28) Doc. D.D.H. (81) 1, pâg. 8
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En el caso concrete, la ejecuciôn de la orden judicial 
de practicar el anâlisis sanguîneo, a efectos de la filiacion, 
venîa determinada por la sentencia declaratoria solicitada por 
là persona que no se estimaba padre del récurrente. La inge- 
rencia impugnada en el disfrute del derecho a la libertàd de - 
bîa considerarse justificada en el présente asunto. Es intere- 
sante, en fin, sefialar la posible ejecuciôn, en este punto, de 
una orden judicial extranjera.
En este sentido procédé recordar el parecer del Informe 
de la Comisiôn en el asunto n° 1322/62 contra la Repûblica F e ­
deral de Alemania.La ejecuciôn de la sentencia de encarcelamien- 
to en territorio de la Repûblica Federal de Alemania era conforme 
a la legislaciôn interna alemana que autorizaba la ejecuciôn 
de una sentencia dictada por un Tribunal penal de la Repûblica 
Democrâtica de Alemania-Siempre y cuando la detenciôn fuera compa 
tible con el "procedimiento determinado por la ley". Porque 
las garantîas del artîculo 5 tienden a impedir que los Estados 
contratantes ejecuten a la ligera las decisiones o sentencias 
inconciliables con los principios democrâticos. De ahî se d é ­
riva la exigencia de la regularidad de la detenciôn y el requ^ 
sito de la naturaleza de la orden dictada por el "Tribunal corn 
petente".
Es curioso observar que en el citado Informe de la Co m i ­
siôn se h ace una r e f e r e n d a  especial a las circunstancias pecu 
liares de la actual divisiôn de Alemania. La Repûblica Federal 
de Alemania, autoriza la ejecuciôn de las sentencias dictadas 
eh la Repûblica Democrâtica, porque este territorio se consi­
déra parte del "territorio nacional", que fuê sustraîdo de su 
poder y por circunstancias histôricas se encuentra en la "zona
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soviêtica alemana" (29) .
Ahora bien, la decision dictada por un "tribunal compe 
tente", tiene que haber adquirido valor de cosa juzgada, en 
cuyo caso la detenciôn es legal, conforme al artîculo 5 (asun 
to n® 2746/66: Informe de la Comisiôn), si concurren los pre- 
supuestos fondamentales: el procedimiento conforme a la ley y 
el juicio "equitativo y pûblico" (art. 6).
Por consiguiente, la determinaciôn positiva o negativa 
de la privaciôn de libertàd, segûn el artîculo 5 (1), habrâ 
de basarse en el anâlisis de los distintos elementos que con- 
curran en el caso concreto. El Tribunal, utilizando cierto mar 
gen de apreciaciôn ha de ponderar con cuidado todos los e l e ­
mentos intégrantes. Porque si êstos factures son vistos de mo 
do separado, tal vez, no pueden considerarse como privatives 
de libertàd, pero analizados de forma acumulada y combinada 
pueden producir una auténtica e importante privaciôn de liber- 
tad. El examen de la actuaciôn de los ôrganos internos segûn 
las normas del artîculo 5, esclarecerâ la cuestiôn primordial 
del procedimiento.
Una vez admitida la condiciôn de vîctima del récurren­
te, se podrâ procéder a examinar la admisibilidad de la recla­
maciôn y el dano concreto susceptible de generar la reparaciôn.
(29) Asunto n° 1322/62 contra Repûblica Federal de Aie 
mania, Véase DDH (81) 1, pp. 8-9.
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La Comisiôn como es habituai se limitarâ a expresar 
su opiniôn, sobre el derecho de reparaciôn, mientras al Tr^ 
bunal y al Comité de Ministres corresponde eraitir la deci- 
siôn vinculànte en favor de la concesiôn de la reparaciôn y 
estableciendo el importe pecuniario asignable a la vîctima (30)
Se ha criticado la interpretaciôn flexible del Tribu­
nal del derecho de reparaciôn del artîculo 5, afirmando, de 
modo absolute la procedencia del derecho del récurrente a 
una reparaciôn o compensaciôn a cargo del Gobierno demandado 
desde el instante en que se verifique la violaciôn, y sea or 
denada por el Tribunal o por el Comité de Ministres. Este sé­
ria el ûnico objetivo del artîculo 5 (5) (31).
c) La comparecencia inmediata ante una autoridad j u ­
dicial: sospecha fundada de infracciôn o motives 
razonables para impedirla. Decisiones de la Co m i ­
siôn y el Tribunal europeo.
El tercer supuesto de privaciôn legal de libertàd (art.
(30) El art. 5 plantea la alternative libertàd o falta de 
libertàd, cualquier nociôn intermedia, o la libertàd 
limitada o restringida privaciôn ligera de libertàd 
normal o agravada. Asunto n° 7754/77 en Décisions et 
Rapports, 11, pâg. 216 y Doc. D.D.H. (81) 1, pâg. 5. 
Y Recueil des Textes, pâg. 109.
(31) Jacobs, F.G.: "The European Convention on Human 
Rights", Oxford 1975, pp. 75-76.
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5, p£o. 1, letra c) concierne la obligaciôn de comparecer an 
te la autoridad judicial, cuando existen razones plausibles" 
-de sospecha de Infracciôn- o "motives razonables" ;-evitar la 
infracciôn o la huîda-.
El texto convencional indicado ha de ser entendido en 
funciôn del contexte complète del artîculo 5, que fija las 
categorîas de arresto y detenciôn légales.
Por elle, la privaciôn de libertàd para hacer compare­
cer al inculpado de una supuesta infracciôn, ante la autori­
dad judicial estâ en conexiôn con la garantîa de un juicio en 
"plazo razonable" del propio artîculo 5 (3). El garantizar la 
comparecencia ante un tribunal de las personas que hubiesen 
sido detenidas preventivamente o internadas en condiciones le 
gales (pârrafo 1, c.) del artîculo 5 presupone, un reducido 
lapso de tiempo que debe constituir, tan solo, un estudio pre- 
liminar antes de que la persona sea conducida ante el juez. 
Esta clase de privaciôn de libertàd, se autoriza ûnicamente en 
aras de ser conducido el inculpado ante la autoridad judicial 
(32).
En la redacclôn inlcial del artîculo 5 sobre la compa­
recencia obligada ante el juez, solo se garantizaba cuando 
hubiese fundada sospecha de que el récurrente hubiera cometido
(32) En el asunto Lawless. Publ, Cour. Eur. D.H. Série A, 
n° 3, pârrafos 8-15.
Robertson, A.H.: O b . cit. pâg. 50 y ss.
Véase asimlsmo Irlanda contra Cran Bretana, Publ. Cour 
Eur. D.H. Série A, n® 25, pârrafo 196, in fine y 199.
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una infracciôn pero no en el teôrico supuesto, de que fuese 
a cometerla, como fue admitido en la redaccion definitiva.
En la actualidad, la opinion de la Comisiôn es bien 
Clara. Este era el argumente esgrimido por el Gobierno in- 
glês basândose en la primera redacciôn del artîculo, argumen 
taciôn que fue rechazada por la Comisiôn y posteriormente ra- 
tificada por el Tribunal. Es preciso que se trate de una pe r ­
sona sospechosa de haber cometido una infracciôn, o bien de 
que existan "indicios racionales" de que pudiera cometerla, o 
bien de que pudiera huir de la justicia. Dândose estas condi­
ciones requeridas, la detenciôn comentada deberâ realizarse 
de acuerdo al "procedimiento establecido por la ley" (X co n ­
tra Repûblica Federal de Alemania y X contra Bélgica) .
Ciertamente, no es fâcil définir la nociôn de "indicios 
racionales" de haber cometido una infracciôn. Habrân de tene£ 
se en cuenta las circunstancias que présente el caso concreto 
en el momento en que se efectûa la detenciôn (BjÔrn Sehonm 
Nielsen contra Dinamarca). La confesiôn de la persona que ha 
cometido el delito es justificaciôn suficiente de la sospecha 
y légitima la detenciôn. (Asunto n° 4465/70,Vampel contra A u s ­
tria) (33) .
La desapariciôn, en cambio, de la sospecha de que el
(33) En Annuaire..., vol. XIV, pp. 476 y ss. y Asuntos n° 
2621/65 en Annuaire..., vol. IX, pâg. 479-480 y A s u n ­
to n° 2279/64 en Recueil des Décisions 23, pâg. 114. 
Asuntos n° 1936/63, en Annuaire..., vol. VII, pâg. 
224. Asunto n® 1602/62. Ibidem pâg. 168, Asunto n° 
4465/70 en Recueil des Décisions 38, pâg. 58 y Asunto 
n® 7755/77, en Décisions et Rapports, 9, pâg. 210.
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detenido ha cometido la infracciôn deja sin contenido legal a 
la privaciôn de libertàd. Su permanencia en tal situaciôn in­
fringe el artîculo 5.
La garantîa dada a la persona detenida o encarcelada 
de "ser conducida inmediatamente ante un juez" comprende tanto 
el supuesto de sospecha de la comisiôn previa de un delito c o ­
mo la sospecha de la prôxima comisiôn del mismo. Este es el 
criterio del Tribunal europeo. A su juicio, las medidas de pri 
vaciôn de libertàd solo son admisibles en aras de los propôsi- 
tos explîcitamente mencionados en el artîculo 5. Cualquier d e ­
tenciôn sin "indicios racionales" supone un grave menoscabo del 
respeto al derecho a la libertàd y a la presunciôn de inocencia 
(art. 6, apartado 2):
"Toda persona acusada de una infracciôn se 
presume inocente hasta que su culpabilidad 
haya sido legalmente establecida" (34).
No es fâcil, tampoco, dilucidar con criterio general, 
los motivos que podrîan considerarse razonables para impedir 
la comisiôn de una infracciôn. Las tesis doctrinales son muy rie 
lativas. El propio Tribunal europeo pondéra, ante t o d o , las cir 
constancies especîflcas del caso concreto. Y ha aceptado como 
motivo vâlido el peligro de la repeticiôn de infracciones. A d ­
mitiô este peligro en el asunto Matznetter.Considerô vâlido el
(34) En la sentencia del 10 de Noviembre de 1969 en el
asunto StogmUller, el Tribunal afirmô que "la persis 
tence de tels soupçons est une condition sine qua 
non". Publ. Cour. Eur. D. H. Série A, n® 9, 1969,
pârrafos 1-14.
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argumente sostenido por las jurisdicciones internas sobre los 
elementos aducidos como justificantes de la repeticiôn de las 
infracciones. A juicio del Tribunal, el mantenimiento del in­
culpado o acusado en situaciôn de detenciôn preventina, podrîa 
justificarse en razôn de dos elementos principales: la prolon 
gada reiteraciôn de actos punibles y  la enormidad del dano su 
frido por las victimas que révéla la nocividad del inculpado.
Esa estimaciôn de factores no es de valor absolute, 
porque el propio Tribunal sentenciô, despuês en otro asunto, 
la inexistencia del peligro de repeticiôn de las infracciones, 
cuando el récurrente habîa cambiado de profesiôn y habîa trans^ 
currido cierto tiempo en el que el interesado no habîa cometi­
do ninguna infracciôn (Asunto StÔgmuller) (35).
La Comisiôn y el Tribunal actûan con suma cautela. en 
esta materia. En defensa de la libertàd individual y para evi 
tar el riesgo y las nefastas consecuencias de los regimenes 
policiacos y de los abusos. En este sentido reviste una trans 
cendental importancia la interpretaciôn de la Comisiôn, ratify 
cada posteriormente por el Tribunal en el asunto Lawless. Pre 
cisamente sobre la disposiciôn del pârrafo 1®-c- del artîculo 
5, y el pârrafo 3° del mismo artîculo. Se considerô contrario 
al Convenio el internamiento administrative, porque la deten­
ciôn no fue efectuada para conducir, inmediatamente, al intere­
sado ante là autoridad judicial compétente. De hecho el intere­
sado no fue presentado ante el juez en un plazo razonable, du -
(35) Ibidem, pârrafos 1-14.
7f,n
rante el perîodo de su detenciôn. El Tribunal salvaguarda 
los principios fundamentales del Convenio y trata de evitar 
el rigor de los regimenes policiales y de los sistemas arbi^ 
trarios.
Porque una estimaciôn muy lata del referido pasaje 
del Convenio pudiera contribuir a que las personas sospecho- 
sas de cometer una infracciôn fuesen, fâcilmente detenidas y 
arrestadas en base de una simple decisiôn administrativa y 
por un perîodo ilimitado, generando privaciones de libertàd en 
oposiciôn con el Convenio (36).
d) Prevenclôn de huîda del infractor y el interna­
miento de menores, alcohôlicos y vagabundos.
El Tribunal interpréta razonablemente, con sumo rigor 
la nociôn de "detenciôn necesaria" para impedir la comisiôn 
de infracciones. Con arreglo a la jurisprudencia europea no 
se puede justlficar una legislaciôn que prevea en principio 
la fâcil detenciôn preventive de personas sospechosas, consi- 
deradas peligrosas; por motivos politicos o actividades ideo- 
lôglcas. Mas polêmico es el caso de los terroristes (37).
(36) Antonopoulos, N.: Ob. cit. p. 98 y s.
Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n® 3, 1961, pârra­
fos 8-15.
(37) En opiniôn de Castberg F., el peligro de que un sos- 
pechoso pueda destruir pruebas, puede tenerse en cuen 
ta como razôn vâlida para justificar a pesar de que 
no se prevea expresamente en el pârrafo 1, apartado 
c, Ob. cit. pâg. 93 y ss.
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El Convenio prevê tambiên la privaciôn de libertàd pa 
ra impedir a una persona "que huya despuês de haber cometido" 
la infracciôn (art. 5-1-c.).
Acontece en este supuesto algo anâlogo a lo que hemos
expuesto en la hipôtesis anterior. Los conceptos de necesidad
legal y de relatividad jurîdica, se entremezclan de tal forma 
que no es posible establecer criterios categôricos sobre la 
materia. La doctrina jurisprudencial europea se suele atener 
a criterios interprétatives de carâcter estricto y restrictive.
Las circunstancias que suelen aducirse como prueba jus 
tificativa de la sospecha de la huîda son muy diversas. Pode- 
mos analizar las mâs sobresalientes. Se acostumfara a tomar en 
cuenta, en primer termine, la eventualidad de una condena seve- 
ra. Puede reputarse motivo vâlido para considerar necesario 
evitar o impedir la eventual huîda del récurrente. La gravedad
de las sanciones pénales y civiles que se le podîan imponer al
finalizar el proceso, o dicho de otro modo, el temor a una con 
dena grave.
Sucede lo mismo con la ausencia de domicilio fijo o de
lazos con el pals en el que se le persigue y la falta de recur
SOS para mantener su nivel de vida habituai. Es mâs discutible, 
el cambio de actlvidad del récurrente. Se presta a doble inte£ 
pretaciôn. Se estima por un lado que el cambio de profesiôn o 
de actlvidad contribuye a facilitar la huîda del récurrente y 
por otro lado, hemos visto que la misma causa puede reducir en 
el futuro la posibilidad de cometer nuevas infracciones.
El pârrafo 3®del artîculo 5 prevee el derecho del de­
tenido o encarcelado conforme al pârrafo 1® c) por ser sospe- 
choso de haber cometido una infracciôn a ser conducido inme-
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diatamente ante un juez u otro magistrado, este derecho impli 
ca que la conduccion ante el juez del detenido se efectûe pa 
ra ser interrogado sobre si conviene o no que se le mantenga 
privado de su libertàd.
Se ha senalado que esta disposiciôn ûnicamente puede 
ser invocada por la persona en estado de arresto o detenciôn.
En cuanto al requisite del plazo en que debe de efectuarse la 
comparecencia ante el juez, el texto estipula que se produzca 
"sin dilaciôn" es decir "inmediatamente". Hay que distinguir, 
sin embargo, entre el derecho a ser conducido ante el juez sin 
dilaciôn trente al derecho del detenido a ser juzgado en un 
plazo razonable. En el primer supuesto se trata de la primera 
comparecencia del detenido ante el juez o ante cualquier otra 
autoridad habilitada por la ley para ejercer funciones judicia 
les y que en este caso concreto deberâ decidir si el detenido 
debe ser puesto inmediatamente en libertàd o si puede ser pri 
vado de la misma: La Comisiôn tuvo ocasiôn de estudiar, con motivo del asun­
to 2894/66 las legislaciones de los Estados-Partes en esta m a ­
teria y pudo observar que si bien todas coincidxan en que el 
detenido fuese conducido ante el juez sin un retraso inûtil, 
existîa variabilIdad en los plazos estipulados. La Comisiôn ha 
reconocido en esta materia "un cierto margen de apreciaciôn a 
los Estados"siempre que se respete la inmediatez necesaria. Asî 
se ha admitido el plazo de dos dîas prorrogables en el supuesto 
de que las peculiares circunstancias del caso lo justifica- 
ran, asî ocurriô en el asunto n® 4960/71 en que la Comisiôn a d ­
mitiô el transcurso de cinco dîas previa a la conduccion del 
detenido ante el juez debido a que el récurrente tuvo que ser 
hospitalizado.
El T.E.D.H. ha declarado que existe una conexiôn entre
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los pârrafos 1 c) y 3 del artîculo 5. Se plantea la cuestiôn 
de interpretaciôn de que debe entenderse por "plazo razonable".
En opiniôn de Castberg el plazo razonable exigido por 
el artîculo 6 (1) se refiere al perîodo de espera, compren- 
diendo tanto a los que se hallan privadosde su libertàd como 
a los que permanezcan en libertàd durante el procedimiento (38)
El Tribunal en el asunto Neumeister senalô que las 
autoridades judiciales no pueden optar entre la puesta "mise en 
jugement" en un plazo razonable y una puesta en libertàd p r o ­
visional. Solo una auténtica necesidad de orden pûblico justi- 
fica una derogaciôn de la régla del respeto de la libertàd i n ­
dividual o falta de interrogatorio en 15 meses o su detenciôn 
no podîa justificarse por el peligro de huida (39).
(38) Huber contra Austria, en Décisions et Rapports, 2, 
pâg. 20, parfs. 67-83. Asunto Wemhoff, Publ. Cour. 
Eur. D . H . , Série A, n® 7, Asunto Neumwister, Publ. 
Cour. Eur. D.H. Série A, n° 8, pârfs. 20-21. Y As u n ­
to Haase contra Repûblica Federal de Alemania, n° 
7412/76. En Décisions et Rapports, 11, pp. 78 y ss.
(39) En la sentencia de 4 de Diciembre de 1974 en el
asunto "Schiesser contra Suiza" el Tribunal e u r o ­
peo analizô cuales eran los requisites exigidos 
para que pueda considerarse como magistrado habi- 
litado por la ley para ejercer funciones judicia­
les.
En Annuaire..., vol. XX, pp. 575 y ss. y Décisions 
et Rapports, 10, pp. 238 y ss.
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En el asunto Neumeister y en otros asuntos relatives 
al plazo razonable de la duraciôn de la detenciôn preventive
(40) .
El T.E.D.H. admitiô que el slstema del procedimiento 
penal en vigor en el continente europeo no infringe en cuan­
to tal la norma del artîculo 5 (3).
Se refiriô al principio en vigor en los Estados co n ­
tinentales de aclarar el buen fundamento o la falta del mismo 
en la acusaciôn, es decir la régla de la investigaciôn de of 
cio de la v e r d a d (41).
El juez Zekia en su opiniôn disidente en el asunto 
Ringeisen, senalô la necesidad de que la duraciôn de la priva­
ciôn de libertàd se limite estrictamente. A su entender, no 
puede aceptar la opiniôn mayoritaria ya que considéra que el
(40) Asunto Soltikow, en Annuaire..., vol. XIV, pâg.
868 y Resoluciôn del Comité de Ministres DH (71)
1. Asunto n “ 4220/69 contra Gran BretaRa, en A n ­
nuaire, vol. XIV, pp. 250-280 y Publ. Cour. Eur.
D.H. Série A, n° 8, 1968, pârfs. 1-12.
(41) Mosler, H.: Ob. cit. pp. 530-531, Publ. Cour. Eur. 
D.H.
Asunto Neumeister, Série B, pâg. 30 y Publ. Cour. 
Eur. D.H. Série A, n® 8, 1968, pâg. 37. Respecte 
de la opiniôn de Mosler. Véase pp. 42 y ss.
Publ. Cour. Eur. D . H . , Série A, Sentencia de 16 de 
Julio de 1971, pâg. 54. Véase Informe de la Comisiôn 
en el Asunto Neumeister, Publ. Cour. Eur. D.H., S é ­
rie B, pp. 67-68.
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Tribunal no debe limitarse a censurar las faltas cometidas 
por las autoridades internas al aplicar la legislaciôn n a c i o ­
nal, entiende que la jurisdicciôn del Tribunal puede analizar 
cualquier legislaciôn de un Estado demandado que considéré in 
compatible con un derecho garantizado (42).
La reclamaciôn mâs notable es la del asunto "X contra 
Suiza" (n® 8500/79). El récurrente, un menor, habîa sido in- 
ternado en un establecimiento penal a consecuencia de diverses 
delitos (hurtos e infracciones del côdigo de circulaciôn). Re^  
clamaba, entre otras causas que la detenciôn era contraria al 
artîculo 5, por no hallarse encuadrada en los supuestos previ^ 
tos en el artîculo 5 (1 d.). Y no justificarse, tampoco, en mo 
tivos vâlidos conforme del derecho interno (43).
(42) En el Asunto "Wemhoff" sentencia de 27 de Junio de 
1968. Publ. Cour. Eur. D.H.Série A, n° 7, pp. 36 y 
ss. Por ultimo Asunto Matznetter, Publ. Cour. Eur.
D.H. Série B, pâg. 33.
(43) Mikaelsen, L . : O b . cit. pâg. 175, en que critica la 
actuaciôn de la Comisiôn en el asunto n® 4960/71 y 
Véase Asunto StÔgmuller. Publ. Cour. Eur. D.H. S é ­
rie A, n® 9, 1969, pârf. 1-16.
El récurrente menor reclamaba por el salarie irriso- 
rio que percibîa en contrapartida de su trabajo obli- 
gatorio. Invocaba el art. 11 y 4 del Convenio combi- 
nados. Recueil des Textes, pp. 103, 105.
La Comisiôn en su decisiôn en lo que se referîa al 
art. 5 (1) comprobô que los hechos impugnados se rea- 
lizaron cuando el récurrente era "menor", conforme 
al sentido autônomo de esta disposiciôn (16 anos) h e ­
cho que se deduce y que ninguna Parte régula la mayo- 
rîa de edad antes de los 18 anos. La medida de interna
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En realidad el récurrente habîa sido privado de su li^  
bertad, por estarle prohibida la salida del centre. Pero el 
internamiento, se basaba en el Derecho penal interno y era c o ­
mo medida de instruccion, previa a la decisiôn que adoptase
la autoridad judicial, una vez que hubiere comprobado los h e ­
chos. Por tanto, segûn la Comisiôn, la detenciôn del menor era 
legal conforme al artîculo S-T-d).
La detenciôn ténia que conformarse no solo al procedi­
miento prescrite por la ley y que fuese "equitativo y adecuado", 
con arreglo al Derecho interno sino que este se adecuase a las 
restricciones del artîculo 5, 1 (d), garantizando la interven- 
ciôn de una autoridad cualificada para decidir la privaciôn de 
libertàd y evitando la arbitrarledad.
La regularidad del procedimiento de la detenciôn habîa 
sido ya esclarecida por la jurisprudencia del Tribunal especial 
mente en su sentencia del 24 de Octubre de 1979 en el asunto 
Winterwerp contra los Paîses Bajos (43 bis).
La necesidad de la concurrencia, en la detenciôn de
miento debîa considerarse como medida para hacerle 
comparecer ante la autoridad compétente. La Comisiôn 
aplicô finalmente el art. 27 y declarô inadmisible 
la reclamaciôn por ser manifiestamente mal fundada.
(43 bis) En el asunto 6301/73, Publ. Cour. Eur. D.H. Série
A, vol. 5 5 pârrafos 36 a 39.
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esos requisites ineludibles es igualmente basica para la d e ­
tenciôn regular de una persona susceptible de propagar una 
enfermedad contagiosa, del enajenado mental, alcoholico, t o ­
xicomane o vagabundo.
El internamiento, por ejemplo, del enajenado mental, 
puede prolongarse sin contravenir el Convenio. Lo fundamental 
es la observaclôn de las precisiones indicadas. La Comisiôn 
se limita a examinar la legalidad de la detenciôn, con arre­
glo a los motivos especificados. Considéra que la decision in- 
cumbîa las autoridades internas, siempre que se efectûe de 
conformidad con el procedimiento establecido por la ley. Sobre 
este punto es decisive el asunto de Vagabundeo que merece e s ­
tudio aparté.
Es interesante advertir que en esta clase de privacio­
nes de libertàd puede comprenderse el caso singular de la p e r ­
sona que por un desorden en su personalidad tiene tendencia y 
de hecho comete actos agresivos aunque no se hallen tipifica- 
dos como delitos (44).
(44) Asunto n® 7493/76 contra R.F.A. La definiciôn de las
categories citadas pueden varier de un sistema jurîdi- 
co a otro hecho que motiva que la definiciôn sea difî- 
cil. Véase Doc. D.D.H. (81) 1, pâg. 10. En el asunto 
de "Vagabundeo" el Tribunal analizô la nociôn de Va g a ­
bundo tal y como se regulaba en la legislaciôn belga, 
declarando su conformidad con el Convenio.
Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, vol. 12, pfo. 68. En 
el asunto "Guzzardi contra Italie". El Tribunal decla­
rô que el récurrente no podîa ser considerado como v a ­
gabundo. Y considerô que el artîculo autoriza el erres 
to de los vagabundos pero no puede deducirse que se auto 
rice implîcitamente el arresto de personas mâs peligro-
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e) Somera r e f e r e n d a  a la prohibiciôn de entrada en 
el territorio nacional y la extradiciôn.
El ûltimo supuesto de privaciôn legal de libertàd, a 
que se refiere el artîculo 5, 1 f ) , es el arresto o detenciôn 
regular de una persona para irapedlrle la entrada irregular en 
el territorio o contra la que estâ en curso un procedimiento 
de expulsiôn o extradiciôn.
Se discute teôrica y prâcticamente si el principio de 
presunciôn de inocencia garantizado por el artîculo 6 pârrafo 
2® es o no aplicable a las personas detenidas por motivos de 
expulsiôn. (Asunto n® 1983/63 contra Holanda) .
Parece claro, segûn la jurisprudencia europea, que el 
Convenio no garantiza un derecho contra la extradiciôn (Asun­
tos n® 2143/64 y n® 1983/63).
En cambio, la Comisiôn ha conectado el tema de la e x ­
tradiciôn, habitualmente, con lo dispuesto en el artîculo 3®: 
nadie podrâ ser sometido a tortura ni a penas o tratamientos
/. .
sas. Sentencia de 6 de Noviembre de 1980, pârrafos 
96-98.
En cuanto a la nociôn de enajenado en la sentencia 
de 24 de Octubre de 1979 en el asunto "Winterwerp" 
el Tribunal interprète que no pueden incluirse en 
esa categorîa las personas cuyas ideas o comporta- 
mientos se separen de las normas prédominantes en una 
sociedad dada. En este caso exigiô que las autorida­
des holandesas previesen un control regular de las 
medidas de internamiento, véanse pârrafos 67 y 68 
de la sentencia.
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inhumanos o dégradantes. La investigaciôn de la Comisiôn pr o ­
cura cerciorarse de si las medidas de extradiciôn exponen al 
individuo al trato prohibido por el citado artîculo 3 (45).
El Convenio despuês de regular los supuestos de p r i ­
vaciôn legal de libertàd establece los derechos fundamentales 
de los detenidos (art. 5, pârrafos 2 al 5). Destaca, en p r i ­
mer lugar, el derecho a ser informado: toda persona detenida 
deberâ ser informada en el plazo mâs corto y en un idioma que 
comprenda, de las razones de su detenciôn y de cualquier a cu­
saciôn de que sea objeto. El tema ha sido estudiado y resuelto, 
en varios casos litigiosos, por la Comisiôn y el Tribunal y da 
do motivo a la aplicaciôn del derecho de reparaciôn.
El derecho a ser informado requiere que los elementos 
sean précisés y lo mâs detallados posible. Este derecho impli- 
ca, naturalmente, la necesidad de un proceso equitativo, garan 
tizado por el artîculo 6, es decir que toda persona tiene d e ­
recho a una intervenciôn judicial equitativa, en un "plazo ra­
zonable" y por un tribunal "independiente" e "imparcial" (Asun­
to 343/57).
(45) En cuanto a la extradiciôn es preciso tener en cuenta 
la labor que el Consejo de Europa ha efectuado. "Con­
venio europeo sobre extradiciôn" hecho en Parîs el 13 
de Diciembre de 1957, asî como el Convenio sobre la 
represiôn del terrorisme firmado el 27 de Enero de 1977 
Véase Doc, H (81) 1, pâg. 21 y Recommendation du Comi­
té de Ministres n -R (80) 9. Véase Asunto "Lynas contra 
Suiza", n° 7317/75 en Décisions et Rapports 6, pp. 
141-166. Asunto "X contra Bélgica" n® 7256/75, en D é ­
cisions et Rapports 8, pâg. 161.
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La informaciôn no tiene que ajustarse forzosamente 
a una forma especîfica (46). Por otra parte los motivos que 
justifican la detenciôn y, por supuesto conforme al artîculo 
5 (î) c , no es preciso que sean "expuestos en el texto de la 
decisiôn que autoriza la detenciôn". Es suficiente que ésta 
se exprese en "termines générales" respecte a los motivos.
Es mâs relativa la doctrina establecida por la Comi­
siôn sobre la exigencia de que el detenido sea informado en 
una lengua que comprenda. En el asunto 5040/67, se declarô que 
el récurrente detenido con vistas a un procedimiento de extra­
diciôn debîa disponer de la as istencia de un interprète duran­
te el interrogatorio. En cambio, en el asunto 2689/65 la C o ­
misiôn desestimô la invocaciôn del récurrente sobre el mismo 
tema, porque si bien la orden de detenciôn se habîa redactado 
en un idioma que no comprendra el interesado, pudo comprobar 
que inmediatamente despuês de efectuada la detenciôn el juez 
instructor interrogô al récurrente en su lengua materna.
Los récurrentes aducen la ilegalidad de la detenciôn 
por la falta de informaciôn sobre los motivos del arresto. En 
general, han sido multiples las reclamaciones por déficiente 
informaciôn sobre las causas de la detenciôn. Y diversas, tam- 
biên, son las alegaciones de los Estados sobre inadmisibili- 
dad de las demandas por la falta de agotamiento previo de los 
recursos internos, en los casos de detenciôn (47).
(46) Asunto 343/57 contra Dinamarca, en Annuaire.., vol. 
II, pp. 412-462.
(47) En Annuaire..., vol. X, pâg. 518. Y Asunto "Delcourt 
c. Bélgica", en Recueil des décisions, 22, pâg. 67.
y Annuaire..., vol. X, pâg. 238.
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La Comisiôn suele declarar la admisibilidad de la d e ­
manda, cuando los récurrentes no tienen probabilidades razo­
nables de êxito en la interposiciôn de los recursos internos 
para reclamar contra la ilegalidad de su detenciôn ante los 
Tribunales internes (48).
f) La nociôn polémica del "plazo razonable" del arti­
cule 5 y la opiniôn del Tribunal europeo.
Cabe pensar, en fin, que una de las cuestiones mâs de 
batidas, por la doctrina y la jurisprudencia europea, es la 
que concierne a la determinaciôn del "plazo razonable". El 
artîculo 5 hace varias precisiones en este punto con relaciôn 
a las detenciones. Para ser informado se requiere "el plazo 
mâs corto". Debe ser juzgado "en un plazo razonable".El pro- 
nunciamiento sobre los recursos debe ser "en breve plazo" (pâ 
rrafos 2, 3 y 4).
La misma significaciôn del "plazo razonable" puede va 
riar segûn el precepto del Convenio de que se trate. Se alu- 
d e , en este sentido, al artîculo 6 (1) la vista de la causa 
-y cil pârrafo 3 del artîculo S, -conducir inmediatamente al 
detenido ante el juez-. Es opiniôn bien compartida, la de que 
en el segundo caso (49), se debe entender el plazo en el sen-
(48) Asunto n° 4741/71 en Recueil des Décisions, 43, pâg 
14 .
(49) No parece razonable ver prolongado el procedimiento
en el supuesto de que una persona se halle privada de
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tido mâs estricto posible. La dificultad de la interpreta­
ciôn objetiva y de lo que debe entenderse por plazo razona­
ble es bien notoria.
La apreciaciôn del carâcter razonable del plazo es 
natural que sea lo mâs "restrictiva" posible, con relaciôn 
a las personas detenidas que deben ser conducidas inmediata­
mente ante un juez u otro magistrado habilitado por la ley, 
en atenciôn a los graves inconvenientes que se derivan para 
el inculpado detenido y la trascendencia del proceso penal 
en contra suya. Asî lo entendio la Comisiôn en el asunto Ko- 
plinger.
El Tribunal tambiên bubo de manifestarse sobre el te­
ma, entre otros, en los asuntos Stdgmuller y Matznetter. A 
su juicio, la disposiciôn sobre el derecho a que la causa sea 
vista en un plazo razonable ademas de la equidad y de la im- 
parcialidad -(pârrafo 1 del artîculo 6) tiende a evitar que 
la persona inculpada permanezca en exceso en la situaciôn de 
incertidumbre respecte de su suerte. Y se refiere a todos los 
justiciables, protegiendoles contra la excesiva lentidud del 
procedimiento (50).
su libertàd que si no lo estuviera. En este sentido 
Robertson, A.H-, O b . cit. pp. 50 y ss. Y Asunto Wemhoff 
Publ. Cour. Eur. D . H . , Série A, n® 7, 1968, parfs. 4-5.
(50) Publ. Cour. Eur. D.H., Série A, n® 9, 1969, pârrafos
1-16. Informe en el asunto Matznetter, Publ. Cour. 
Eur. D.H. Série B, pâg. 33.
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En cambio, el conducir al detenido inmediatamente a n ­
te el juez para ser juzgado en un plazo razonable (art. 5 
(3)) se refiere sôlo a los detenidos, ("aux seuls prévenus 
détenus"), situaciôn que exige una diligencia particular del 
procedimiento que les afecta; el pârrafo 3° sôlo se aplica a 
las personas no sospechosas de haber cometido una infracciôn 
y detenidas en espera de ser juzgadas (51).
La prolongaciôn del perîodo de instruccion puede ser 
irréprochable, pero el perîodo de detenciôn nunca podrâ exce 
der el plazo considerado razonable y entendido de modo r es­
trictive. Por ello, se ha podido decir que la norma del a r t î ­
culo 5 (3) es una disposiciôn independiente. Produce sus pro- 
pios efectos con independencia de los hechos que motivaron la 
detenciôn o de las circunstancias que ocasionaron la prolonga 
ciôn de 1 procedimiento.
La finalidad de la disposiciôn ha sido claramente e s ­
tablecida por el Tribunal con motivo del asunto Wemhoff. El 
término razonable se refiere al perîodo en que una persona 
"tiene derecho" a ser juzgada, porque una interpretaciôn gra- 
matical podrîa conducir a las autoridades judiciales a optar 
entre la objigaciôn de realizar el procedimiento hasta la sen 
tencia en un plazo de tiempo razonable y la de liberar al 
acusado, si es necesario, mediante ciertas garantîas.
Esta interpretaciôn fluîda no ha sido aceptada por el 
Tribunal. Si, en cambio, las autoridades judiciales tuviesen
(51) Raymond, J.: Ob. cit. pârrafo 61 y Doc. D.D.H. (81)
1 , pâg. 13.
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la facultad, mediando la liberaciôn de los acusados, de pro 
seguir los procedimientos mâs allâ del plazo razonable,se 
contradecirîa formalmente la disposiciôn del artîculo 6 (I)
(52) .
Y es de advertir que el artîculo 5 permite, en la 
prâctica, ciertas limitaciones al principio, tratândose de 
derogaciones relacionadas con el mantenimiento del orden p û ­
blico, que exige la represiôn de las infracciones. Pero,aun 
en esta hipôtesis,se condenan los excesos y el abuso, siem­
pre que no se prolongue durante un lapso de tiempo conside­
rable.
Las circunstancias del perîodo de detenciôn de una 
persona sometida a los tribunales nacionales, procedimiento 
que eventualmente se proseguirâ ante el Tribunal europeo 
-deben examinarse y determinarse cualquiera que fuese la cau­
sa. Y habrâ de precisarse si el perîodo transcurrido antes 
de pronunciarse la sentencia sobrepasô en cualquier momento 
los limites razonables, es decir, si al inculpado se le im- 
puso un sacrificio mayor del que podîa haberle sido impues- 
to, dadas las circunstancias del caso, a una persona que se 
présuma inocente (53).
(52) Publ. Cour. Eur. D.H., Série A, n° 7, 1968, pâg.
(53) El sentido del pârrafo 3 del art. 5 exige que la de 
tenciôn de los acusados no puede ser prolongada mâs 
allâ de los limites razonables: "ne peut être ma i n ­
tenue au delà des limites ralsonables" "must not be 
prolonged beyond a reasonable time".
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El perîodo de detenciôn que debe conformarse a la ex^ 
gencia del "plazo razonable". Ha sido definido, en cierto 
sentido, por la Comisiôn al considerar:
"la comparecencia del acusado ante la auto 
ridad judicial, como término final de la 
detenciôn".
Esta interpretaciôn ha sido criticada. Los textes in- 
glés y francês del Convenio tienen matices diferentes. Y d e ­
bido a que ambos textes dan fé y, conforme a una jurispruden 
cia internacional establecida,corresponde interpretarlos al 
Tribunal europeo, este debe tratar de conciliarlos en la medida de lo posi^ 
ble.
En realidad,el texto del Convenio suscita pareceres 
distintos. Dice asî:
"Toda persona detenida tiene derecho a 
ser juzgada en un plazo razonable o p u e s ­
ta en libertàd durante el procedimiento” 
(art. 5 pfo. 3).
La palabra "trial" que aparece dos veces en el texto 
inglês désigna el proceso y no el comienzo del proceso; la 
expresiôn "entitled to trial" no significa necesariamente 
"entitled to be brought to trial" y , el contexte "pending 
trial" parece exigir la liberaciôn antes de la iniciaciôn 
del proceso, antes de su apertura.
En cambio, en el texto francês parece mas clarcvla 
obligacion- de liberar al detenido en un plazo razonable de 
tiempo y subsiste mientras el acusado no es juzgado, es d e ­
cir, hasta el momento en que se dicte la sentencia.
a776
Por su parte, el artîculo 5 protege, en todo caso, 
los presuntos infractores, frente a las detenciones preven­
tives excesivamente prolongadas hasta el momento en que se 
pronuncia la sentencia, no limitândose al momento en que se 
comienza el proceso (Wemhoff, Ringeisen) (54).
La expresiôn comentada, "puesta en libertàd durante 
el procedimiento", es muy genêrica y puede entenderse que 
comprende tanto el proceso en curso ante la jurisdicciôn corn 
petente, como el llamado perîodo de instrucciôn.
Calificar o determinar con precis iôn el perîodo razo 
nable de tiempo puede variar, por consiguiente, con arreglo 
a la naturaleza del litigio concreto. Esta es la razôn de 
las frecuentes indagaciones del Tribunal europeo sobre la ma 
teria.
Las autoridades internas tienen, ciertamente, la obli 
gaciôn de llevar a cabo el procedimiento que afecte a per­
sonas detenidas con la "mâxima diligencia". Pero esta defi­
niciôn de la diligencia debida no se presta a estipulaciones 
de carâcter genêrico. Por ello,el Tribunal desciende al e xa­
men meticuloso de los argumentes presentados por las autori­
dades internas, con el fin de enjuiciar la prolongaciôn de la 
detenciôn del récurrente y ver si los motivos alegados son 
significativos y suficientes para demostrar que la detenciôn 
no fuê prolongada irracionalmente, de modo contrario al artî­
culo 5 (3). Entre las causas que el Tribunal ha considerado
(54) Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n° 7, 1968, pârrafos 
4-5.
Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n® 13, 1971, pârrafos 
100-109.
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justificativas de la detenciôn, dentro del "plazo ra.zonable", 
se encuentran las del peligro de huîda, la destrucciôn de 
pruebas por parte del récurrente, etc, (Wemhoff) (55).
La destrucciôn de pruebas se considerô razôn justlfi- 
cativa en vista de la naturaleza de las infracciones y la 
extrema complejidad del asunto en litigio.
En les referidos supuestos, el examen critico del T r i ­
bunal recae no solo sobre la actuaciôn de las autoridades in 
ternas, sino igualmente sobre la actitud que el récurrente 
adopte durante el procedimiento.
El acusado detenido tiene derecho, desde luego, a que 
su asunto sea tratado con prioridad, con una especial celeri- 
d a d . Pero, en contrapartida,se le exige que no entorpezca los 
esfuerzos de los jueces tendentes al esclarecimiento de los 
hechos denunciados, y que proporcione tanto al ministerio fi£ 
cal como a la defensa, las facilidades necesarias para la 
aportaciôn de pruebas y presentaciôn de sus argumentes (56) .
(55) Pu b l . Cour. Eur. D.H., Série A, n° 7, 1968, pârrafo
4-5, véanse Asuntos n" 2894/66 en Annuaire..., vol.
IX, pp. 564-569 y asunto n “ 4960/71,Recueil des Dé c i ­
sions, 42, pp. 49-55.
(56) El Tribunal debe apreciar si hubo o no una conculca-
ciôn del Convenio, en virtud de los motives que se
aduzcan en las decisiones relativas a las demandas de 
pues ta en libertad provisional, as i como en base de 
los hechos senalados y no controvertidos por el récu­
rrente en su reclamaciôn. Asunto Neumeister, senten- 
cia de 27 de Junio 1968. Véase "Derecho" pârrafo 5 y 
en el asunto Wemhoff, sentencia de la misma fecha. De-
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3. El derecho especial de reparaciôn por infracciones 
contra la libertad de las personas (art. 5°. pf° 5)
El tema del plazo razonable reviste, ademâs, una sig- 
nificaciôn especial en materia de reparaciôn, al igual que 
las demis infracciones contra la libertad. Cuando el Tribu­
nal estima que el perîodo no fue razonable, puede resolver a 
favor de la vîctima su peticiôn de reparaciôn. En efecto, el 
Tribunal ha declarado, mâs de una vez, la existencia de vio- 
laciôn por la prolongaciôn excesiva del perîodo de detenciôn 
provisional (57).
recho, pârrafo 12. La Comisiôn estableciô siete crite- 
rios acerca del carâcter favorable o no a la duraciôn 
de la detenciôn matizando que la importancia de los 
criterios variarla segûn las circunstancias. Este sis^ 
tema no fue aceptado por el Tribunal en base de los 
siguientes motivos: 1) el deber del récurrente de 
agotar los recursos internos; 2) del examen contradic 
torio de los argumentes que le fueran presentados por 
las partes en el litigio y en atenciôn a las circuns­
tancias especîficas del case que pueden ser de una va 
riedad extrema y en base de todo ello se pronuncia so 
bre la razonabilidad.
Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n “ 7, 1968, pp. 23 y
ss. "La duraciôn de la detenciôn preventive no es en
sî misma decisive en el contexte del art. 5 ya que no 
se podrîa traducir la nociôn de plazo razonable en un 
mînimo fijo de raeses o anos" asî lo manifiesta el T r i ­
bunal en el Asunto Stogmuller, sentencia de 10 de No- 
viembre de 1969. En Publ. Cour. Eur, D.H. Série A, 1969, 
pâg. 40. Y véase en cuanto a la Comisiôn, Asuntos Ber- 
berich contra R.F.A., n" 5874/72 en Annuaire..., vol. 
XVII, pp. 386-422 y Levy contra R.F.A., n" 6066/73, en 
Annuaire..., vol. XIX, pp. 952-982 y Haase contra R.F.A. 
decisiôn de 12 Julio 1977 en Décisions et Rapports, 11, 
p. 78 y ss. Y Resoluciôn del Comité de Ministres DH 
(78) 2, Constata y ratifica la no violaciôn.
(57) Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, 1968, n° 8, pârf° 7.
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Sin perjuicio de referirnos mâs adelante a la prâcti- 
c a , de la reparaciôn, interesa simplemente senalar aqui que 
el Tribunal consagra la reparaciôn por las violaciones del 
articule 5, segûn su propio pârrafo n" 5 (58).
Este derecho concierne a cualquier dano o perdida que 
el requirente hubiera sufrido por el hecho de la detenciôn y 
las infracciones de los distintos derechos de la persona h u - 
mana que el Convenio reconoce en relaciôn con la libertad y 
la seguridad humana. Debemos advertir aqui que el Estado p u e ­
de perdonar una p e n a , y esta condonaciôn se estima, por su 
misma naturaleza, una reparaciôn para el requirente por la 
detenciôn provisional, cuya duraciôn habia sido declarada 
superior a un plazo razonable y, por ello, contraria al arti- 
culo 5, pârrafo 3 del Convenio (59).
(En el caso concrete, el perdôn del resto de la pena 
comprendra un perîodo un poco superior a la detenciôn provi­
sional ilîcita: esta se habia extendido durante dos anos y 
dos m e s e s ) . Correspondra al Tribunal -segûn la Comisiôn- dec^
(58) Publ. Cour. Eur. D.H. Série A (Question de 1'apiica-
tion de l'article 50) 1972, n ” 14, pârfs. 37 y ss.
(59) La Comisiôn no puede decidir la cuestiôn de la apli-
caciôn del art. 5 (5) sin que el Tribunal o el Comité
de Ministros hayan decidido sobre la violaciôn de 1 
art. 5 en sus pârrafos 1 a 4. En este sentido, Asunto 
n" 5560/72 contra Austria en Annuaire..., vol. XVI, 
p â g . 172.
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dir si esa condonaciôn equivalîa o constituîa la compensa- 
ciôn equitativa, segûn el artîculo 50 "o si habia lugar a 
prever, ademâs, una reparaciôn pecuniaria" (60).
Se entiende, pues, que el perdôn de una pena repara, 
sin duda, "en una gran medida" el perjuicio causado por la 
duraciôn excesiva de una detenciôn provisional. Pero se d a , 
asimismo, a entender, que se puede, ademâs, contemplar una 
"compensaciôn complementaria" por la detenciôn, que engendra 
la violaciôn del artîculo S, pârrafo 3.
"El hecho de deducir de la duraciôn de la 
pena privativa de la libertad infligida 
a un indlviduo la de la detenciôn sufrida 
por êl a titulo provisional, debe, sin 
duda, ser tomada en consideraciôn cuando 
se trate de apreciar la extensiôn del dano
(60) Véase "Recomendation n° R (80) 11 du Comité des M i ­
nistres aux Etats Membres concernant la detention 
provisoire". Aprobada por el Comité de Ministros el 
27 de Junio de 1980, en su 321 ® sesiôn a nivel de
Delegados de Ministros. Véase Doc. 4579 Rapport Sta­
tuaire 3 Septembre 1980 Partie 32, Ses. Ord.
Septembre-Octobre, 1980), Doc. 4579, pp. 75-79.
En cuanto a las posibles medidas que podrian susti- 
tuir la detenciôn preventiva. Véase Hulsman: "Le 
conseil de l'Europe se prononce sur la detention 
préventive” en Cahiers de droit européen, 1966, pp. 
271-277. Asimismo Velu, J .: "Le régime de l'arresta­
tion et la détention préventive, à la lumière de 
1 'evolution du droit international" en Revue de Droit 
pénal et de criminologie 1965-1966, pp. 683-774.
En cuanto a la actividad del Consejo de Europa para 
el desarrollo del Derecho Penal Europeo. Centre d'etu 
des européens: " L 'amélioration de la justice répressi­
ve par le droit européen". Respecte del Derecho Pe-
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derivado de la prolongaciôn excesiva de 
dicha detenciôn; no tiene, por tanto,
el carâcter de una "restitutio in inte­
grum", porque "no cabe libertad devuel- 
ta en reemplazo de la libertad irregular 
mente privada" (61).
El razonamiento contrario -libertad por libertad- 
llevarîa, segûn el Tribunal, a restarle al articule 5, p â ­
rrafo 3 una gran parte de su eficacia, "al menos en el caso 
en que la persona detenida provisionalmente mâs allâ de un 
plazo razonable resultase, en lo sucesivo, reconocida culpa­
ble" (62).
nal europeo, pp. 52 -57. Véase asimismo''Bulletin d'in­
formation sur les Activités juridiques de Conseil de 
l'Europe ou dans les Etats membres". Junio 1980, n° 7.
(61) El Tribunal en el pârrafo 21 de la Sentencia del Asun
to Neumeister, cit., no aceptô el criterio guberna-
tivo que defendia la"restitutio in integrum’le fue 
concedida al récurrente por la deducciôn de la pena 
que le fue efectuada, para evitar que se reduzca la 
eficacia del ci tado pârrafo. Véanse asimismo los In­
formes de la Comisiôn en los asuntos "Ventura contra 
Italia" y "Bonazzi contra Italia" "Schertenlieb c. 
Suiza" Doc. D (80) 3, pp. 2-3. Publ. Cour. Eur. S é ­
rie B, vol. 15, 1971-1974, pp. 30 y ss. Tesis de la 
Comisiôn, pp. 97-98. y Sentencia de 22 de Junio de 
1972, pp. 97-98, lit y 117.
(62) Sentencia de 27 de Junio de 1968, pp. 9-17, 30-32,
40-55, 65, 89-98.
787
La Comisiôn, por su parte, considéra aconsejable otor 
gar una "cierta reparaciôn pecuniaria" en el caso de viola­
ciôn del artîculo 5, pârrafo 3, a pesar de haberse dado el 
perdôn de la pena, para compensar el tiempo de la detenciôn 
ilîcita (63).
En apoyo de este criterio, se recuerda que la deten­
ciôn provisional que supere un plazo razonable afecta a la 
presunciôn de inocencia -enunciada en el artîculo 6 pârrafo
2- y que es, en sî misma, poco deseable. Y, ademâs se sena- 
la el peligro de que la simple imputaciôn de la detenciôn 
provisional sobre la pena, lleve a los Tribunales a desvir- 
tuar el valor verdadero de las p e n a s , ajustândolas a esa crî^ 
tica posibilidad (64).
(63) Véase asimismo asunto Bonnechaux G. contra Suiza,
n® 8224/78 detenciôn preventiva que durô mâs de dos 
anos, infrlngia el Convenio,
En cuanto a la puesta en libertad durante el procedi 
miento véase Asunto Neumeister; sentencia de 1968, 
pârrafo 37 y Doc. D.D.H. (81) 1, pp. 13-15. Y Senten 
cia de 27 de Junio de 1968, op. 100-102.
(64) La Comisiôn déclara que la detenciôn es regular aun 
en el supuesto de que el detenido recurra contra la 
decisiôn que dicta su condena, porque el legislador 
es libre para ordenar si una vîa de recurso tiene o 
no carâcter suspensive. Véase asimismo Asunto "Rin- 
geisen" (interpretaciôn de la Sentencia de 22 de .Ju­
nio de 1972). Publ. Cour. Eur. D . H . , Série A, 1973, 
n® 16, pârrafos 12-15.
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La eventual reparaciôn del dano o perdida causados al 
requirente, en caso de detenciôn ilîcita, se basa en la pr o ­
longaciôn de su detenciôn provisional mâs allâ de un plazo ra 
zonable. Naturalmente, la reparaciôn de estos danos indirec­
tes exige que el requirente suministre pruebas suficientes 
de los perjuicios alegados y, a su vez, habrîa que clarifi- 
car bien si estos dafios resultan, efectivamente, de su deten­
ciôn provisional (65).
La Comisiôn interprété una sentencia del Tribunal en 
el sentido de no excluir la posibilidad de una indemnizaciôn 
por los danos indirectes provenientes de una violaciôn (art.
5 pfo. 3) del Convenio.
Entendra que el "Tribunal" aspiraba, ciertamente, a so 
meter a "criterios severos" la manera de pedir y concéder tal 
clase de indemnizaciôn.
Tratândose de la violaciôn del artîculo 5, pârrafo 3, 
la Comisiôn considéra aceptable la concesiôn de una indemni­
zaciôn por dafios indirectes, "calculando su importe a partir 
del memento en que la detenciôn deja de ser razonable". Y es 
juste pensar asî, porque la detenciôn provisional, dentro de 
ciertos limites, suele ser justificada en todos los ordena- 
mientos jurîdicos democrâticos.
(65) Publ. Cour. Eur. D . H . , Série B, vol. 15, 1971-1974, 
pp. 31-32 y 68. Y Asunto Krzycki contra R.F.A., n° 
7629/76, en Annuaire..., vol. XX, pp. 565 y ss. y 
570-572.
Véase asimismo la confirmaciôn de la no violaciôn r a - 
tificada por el Comité de Ministros. Resoluciôn DH 
(78) 4.
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No toda detenciôn es contraria al artîculo 5 pârrafo 
3. Los pârrafos t c) y 3 del artîculo 5 obligan a distinguir 
entre los motivos de la detenciôn y su propia duraciôn o la 
infracciôn del plazo razonable.
El Tribunal acostumbra a determinar con exactitud la 
fecha en que, a su juicio, deja de ser razonable la deten­
ciôn. De ahî que la Comisiôn aconseje la indemnizaciôn de los 
dafios indirectes no en razôn de la detenciôn por si misma 
-justificable por sus orîgenes tanto en Derecho interne como 
segûn el Convenio- sino en cuanto y desde el memento en que 
se genere la violaciôn -la excesiva duraciôn o prolongaciôn.
Naturalmente, los danos indirectes deben ser probados, 
y bien probados. Asî lo aconseja la Comisiôn y lo sentenciô 
el Tribunal, de conformidad con la prâctica arbitral y judi­
cial internacionales. En teorîa, existe arraonla. La dificul- 
tad del tema, por tratarse de hechos, reside en la evaluaciôn 
en cada caso concrete. De ello se dériva la importancia de 
la prueba, en cuya estimaciôn pueden entrar mûltiples facto- 
res. Por ello, se suele hablar de "reparaciôn complementaria", 
por la violaciôn del artîculo 5, pârrafo 3, en los cases de 
privaciôn de libertad: duraciôn efectiva, gastos de la defen­
sa, perjuicios derivados, reputaciôn, salud, etc. (66).
Cuando la violaciôn se refiere al artîculo 5, es su 
pârrafo 5 al cpedebe de aplicarse como -lex special is-; el r e -
(66) Publ. Cour. Eur. D.H., Série B , vol. 15, pp. 52, 74, 
98-102, y Sentencia de 22 de Junio 1972, en asunto 
"Ringeisen".
Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, vol. 17, pp. 98-99.
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quirente ha de invocar el Derecho interne que garantiza el 
derecho de reparaciôn a toda persona privada de libertad en 
violaciôn del artîculo 5 (67).
La infracciôn del Convenio puede justificar la deman­
da de reparaciôn plena, aunque la "restitutio in integrum" 
resuite prâcticamente imposible, como sucede con la privaciôn 
de libertad en los supuestos de detenciôn provisional excesi­
va (art. 5 pârrafo 3).
Como ha dicho el Tribunal,no cabe, fîsicamente, la 
reintegraciôn plena de la privaciôn irregular de libertad.
Al margen de esta imposibilidad fîsica, la vîctima de 
una duraciôn excesiva de su detenciôn provisional puede r e ­
quérir plena reparaciôn por los danos materiales y morales 
que hubiera sufrido. Sobre este punto, el Tribunal, aceptan- 
do con determinaciôn el principio general, se muestra muy ri^  
guroso en lo que concierne a la prueba del dano sufrido.
En efecto, en el asunto Ringeisen, el requirente formu­
lé una serie de reclamaciones relativas a danos financieros 
causados, segûn el interesado, por la detenciôn. Y el Tribu­
nal estableciô dos consideraciones importantes sobre esta 
cuestiôn; necesidad, primero, de prueba concluyente de los 
perjuicios alegados y, segundo, la conexiôn indispensable y 
manifiesta del dano alegado con el hecho ilîcito "que sea la 
consecuencia de la violaciôn". Se trataba, en el caso concre­
te, de la "detenciôn provisional" excesiva.
(67) La tesis del gobierno austrîaco en el asunto Neumeis 
ter, Publ. Cour. Eur. D.H. Série B, vol. 15, 1971- 
1974, pp. 9-17, 53-56, y 119-126.
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Las mismas condiciones fueron exigidas respecto a la 
demanda de reparaciôn por "grave alteraciôn de salud" que se 
decîa dimanar del hecho de la detenciôn. Se precisaba, para 
ello, aportar el dictamen de expertes "u otro medio de prue­
ba" del que resultase clara la conexiôn entre la detenciôn y 
la alteraciôn de la salud.
A veces, "las circunstancias" especîficas que han con 
currido, en el caso concrete, pueden compensar, "en cierta 
medida", el perjuicio alegado. Es de recordar, en este senti­
do, la estimaciôn précisa realizada en el Asunto Ringeisen:
"El Tribunal no pierde de vista que Rin­
geisen ha sido declarado culpable y conde- 
nado a una pena de reclusiôn mâs larga que 
su detenciôn provisional; se ha bénéficia 
do de la imputaciôn integral de la dura­
ciôn de la segunda sobre la de la primera 
y ha estado sometido, durante la detenciôn, 
a un rëgimen menos riguroso que el que hu­
biera entrafiado la reclusiôn" (68).
Teniendo en cuenta todas las circunstancias concurren­
tes, el Tribunal concluyô admitiendo que el requirente, con- 
siderândose inocente, pudiera sentir como una "grave injusti- 
cia la detenciôn provisional tan excesiva". Y, despuês de 
apreciar y ponderar todos los elementos de hecho existentes 
en el asunto, el Tribunal resolviô "que procedîa concéder a
(68) Ibidem, pp. 43, 55, 89 y 100. Y Asunto de "Vagabundeo" 
Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, (Question de l'applica­
tion de l'article 50) 1972, n “ 14, pârrafo 16 in fine.
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Ringeisen una compensaciôn equitativa", y fijô "en veinte 
mil marcos la indemnizaciôn global que, por esa razôn, de- 
bia de serle abonada" (69).
En consecuencia, el carâcter razonable o no de la pr o ­
longaciôn de la detenciôn debe ser valorado de conformidad 
con las circunstancias concretas del asunto.
La Comisiôn aprecia los motivos invocados por las in£ 
tancias nacionales e informa si los considéra pertinentes y 
suficientes para probar que la detenciôn no ha excedido los 
limites razonables (70).
Porque la prolongaciôn del procedimiento puede deri- 
var de la falta de diligencia de las autoridades internas o 
de la propia complejidad del asunto o de la actitud del r é ­
currente. Por eso, la Comisiôn entiende que la duraciôn de la 
detenciôn no puede ser examinada de forma separada del con- 
junto de 1 procedimiento. (Asunto Haase contra Repûblica Fede­
ral de Alemania (71).
(69) Publ. Cour. Eur. D.H., Série A, vol. 17, (question
de l'application de l'article 50), pârrafos 28-31. 
Asunto Neumeister. Publ. Cour. Eur. D.H. question 
de l'application de l'article 50). Série A, n° 17, 
1974, pârrafos 37-41.
(70) Ibidem, pârrafo 44. Véase asimismo. Asunto Ringeisen, 
Publ. Cour. Eur. D.H. (question de l'application de 
l'article 50) Série A, vol. 15, pârrafos 14-27.
(71) Asunto "Wemhoff" sentencia de 27 de Junio de 1968. 
Asunto "Neumeister" sentencia de 27 de Junio de 1968,
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En consecuencia, es ilôgico pensar que la privaciôn 
de libertad, ilîcitamente sufrida, pueda ser objeto de una 
"restitutio in integrum" que no justifique reparaciôn mate­
rial alguna. Este criterio no es una raera elucubraciôn teô- 
rica,pues ha sido una tesis oficialmente sostenida para elu- 
dir la debida reparaciôn. Conviene destacar finalmente la 
insegüridad que aportarîa al sistema de la protecciôn de las 
libertades fundamentales del hombre.
En efecto, se ha sostenido que la privaciôn de liber­
tad puede, en el supuesto de detenciôn provisional excesiva, 
ser objeto de reparaciôn plena, cuando el periodo de deten­
ciôn es subsumido y tenido en cuenta por el Estado, si se le 
computa al interesado en el periodo de la pena de reclusiôn 
infligida. Cuando el tiempo pasado en detenciôn provisional 
es asimilado a una parte de la pena, resultaria integralmen- 
te reparado el dafio causado por la violaciôn del artîculo 5, 
pârrafo 3 (72).
Asunto "Haase contra Repûblica Federal de Alemania y 
Asuntos n® 222/56, n “ 297/57 y Asunto n° 530/59, d e ­
cisiôn de 4 de Enero de 1960 de la Comisiôn.
Y sentencia de 10 de Noviembre de 1969, Derecho, p â ­
rrafo 3.
Kiss, A. CH.: su comentario en Annuaire Européen, 
vol. XVI, 1968, pp. 922-925.
(72) Asunto "Wemhoff", Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n®
7, pârrafos 4-17. Asunto Neumeister, Publ. Cour. Eur. 
D.H. Série A, n® 8, pârrafos 7-12, y Asunto " Stogmu­
ller", Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n® 9, 1969, p â ­
rrafos 3-5. Asunto "Lawless" Publ. Cour. Eur. D.H. Sé
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Incluso se ha agregado que el interesado résulta be - 
neficiado por esa clase de reparaciôn. Porque la detenciôn 
provisional ofrece ciertas ventajas con relaciôn a la deten­
ciôn penal, y al ser esta ûltima reducida por aquêlla,se me - 
jora la suerte del interesado. En tal supuesto, segûn la teo­
rîa estatal, no existe base para reclamar una indemnizaciôn 
suplementaria por la primera detenciôn. No existiria vinculo 
de causalidad entre el supuesto dano y la violaciôn del artî­
culo 5, pârrafo 3 (73). Ese razonamiento estatal, aun sien- 
do sutil, no résulta vâlido.
En los casos de privaciôn de libertad, puede ocurrir 
que, realmente, la reparaciôn plena de la privaciôn de liber­
tad sea posible. Serîa el caso de la detenciôn provisional 
que no fuese contraria al Convenio, existiendo como existe la 
privaciôn de libertad autorizada por el mismo. La detenciôn 
provisional irregular no es suceptible, por su naturaleza, de 
ser amputada por la disminuciôn de la pena regular de reclu­
siôn. Equivaldrîa a admitir que la ilicitud primera se con-
rie A, 1961, n® 3, pârrafo 12, Asunto "Matzenetter", 
Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n® 10, 1969, pârrafos 
-2-12, pp. 31-35. Asunto de "Vagabundeo" Publ. Cour. 
Eur. D.H. Série A, n® 12, 1971, pârrafo 71 y por ûl- 
timo Asunto "Irlanda contra Gran Bretana", Publ. Cour 
Eur. D.H. Série A, n® 25, 1978, pârrafo 199.
(73) Asunto "Neumeister", Publ. Cour. Eur. D.H. (Question 
de l'application de l'article 50), Série A, n® 17, 
pârrafos 28-31 y Asunto de "Vagabundeo" Publ. Cour. 
Eur. D.H. (Question de l'application de l'article 50) 
Série A, n ” 14, 1972, pârrafo 16 in fine.
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vertirîa en licitud despuês. En tal situaciôn no se puede h a ­
blar de "restitutio in integrum", de "libertad contra liber­
tad".
La expresiôn quiere indicar que el dinero no compensa 
la perdida de la libertad y  se reemplaza, en lo posible, la 
libertad perdida por la misma libertad recibida.
La competencia del Tribunal, en casos de privaciôn de 
libertad y en razôn del artîculo 50, puede existir cuando el 
derecho interno no ofrezca la posibilidad de reparar los d a ­
nos eventuaImente sufridos, los perjuicios conexos, los pe r ­
juicios ligados a la privaciôn de libertad contraria al C o n ­
venio. Si, por el contrario, la ley interna sobre la respon- 
sabilidad pûblica del Estado permite reclamar una indemniza­
ciôn por privaciôn llegal de libertad, el requirente debiera 
de hacer uso pleno de esa posibilidad o,al menos, intentarlo 
antes de apelar al Tribunal (74).
Por ello, no cabe afirmar que el artîculo 5 del Conve­
nio no produce efectos directes en el orden jurîdico interno 
de los Estados-Partes, Este no tiene duda, porque el recurso 
previsto por el pârrafo 4 del citado artîculo no puede exis­
tir sin que lo haya establecido un ôrgano compétente del Es­
tado. (Toda persona privada de libertad tendrâ derecho a pre- 
sentar un recurso ante un Tribunal).
Pero ello no puede eximir a los requirentes de recla­
mar ante los tribunales judiciales internos una indemnizaciôn 
en razôn de la violaciôn del referido artîculo.
(74) Ibidem, pârrafos 18-25
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Porque, si demuestran la existencia de un perjuicio 
dimanante de la violaciôn, tendrîan derecho a la indemniza­
ciôn en virtud del artîculo 5, pârrafo 5, que es directamen 
te apiicable en el orden jurîdico interno de los Estados con 
tratantes.
Por otra parte, teniendo el Estado que reconocer la 
ilicitud de la situaciôn anterior a la sentencia condenato- 
ria del Tribunal europeo, es natural que los tribunales in­
ternes no deban manifestar resistencia a sancionar, si hay lu 
gar a ello, la situaciôn ilîcita con la concesiôn de una i n ­
demnizaciôn a cargo de 1 Estado, Naturalmente, los requirentes 
tendrân, entonces, que demostrar y probar la existencia del 
perjuicio alegado. Porque, si no ha habido efectivamente pe r ­
juicio, los requirentes no pueden ser considerados como "par­
tes lesionadas" (75).
(75) Ibidem, pârrafo 24.
I :
I I
INTERRELACION DE LOS ARTICULOS 5 Y 50 DEL CONVENIO 
Y EL DEBER DE COMPENSACION EQUITATIVA A LA PARTE 
LESIONADA.
1. La autonomla del Estado y el control europeo en 
el ejercicio del derecho de reparaciôn.
Demos visto que el Convenio europeo consagra, de m a ­
nera explicita, el concepto de "reparaciôn" como la conse­
cuencia natural en Derecho interno e internacional, de la 
responsabilidad generada por la infracciôn de sus normas en 
vigor. Este principio, bâsico en todo ordenamiento jurîdico, 
se estipula, con claridad, en el artîculo 5, pârrafo 5 y en 
el artîculo 50 del Convenio.
El artîculo 5, pârrafo 5, habia precisamente del "de­
recho de reparaciôn" o "derecho de compensaciôn" textes fran- 
cés e inglês, respectivamente, Y el artîculo 50 se refiere, 
a su vez, al deber de dar satisfacciôn "equitativa" o "justa", 
textes francos e inglês respectivamente, en el caso de ser 
violado el Convenio.
El derecho de reparaciôn del artîculo 5 parece, a pri^ 
mera vista, circunscribirse esencialmente a los supuestos de 
arresto o detenciôn ilegal, en "condiciones contrarias a las 
disposiciones" de dicho artîculo. En realidad, el artîculo 5 
tiene un alcance mâs amplio y protege, de modo genérico "la 
libertad y la seguridad" de las personas. Consagra el p r i n ­
cipio fundamental de que "nadie puede ser privado de su liber
tad" de forma arbitraria (76).
El principio genérico de la libertad individual es 
objeto, naturalmente, de diversas excepciones, pero éstas son 
reguladas de modo riguroso por el propio artîculo 5. La enu 
meraciôn de las excepciones reviste un carâcter exhaustive. 
Establecidas las excepciones, esto es, la legalidad de las 
"detenciones regulates", se registran, enseguida, las condi­
ciones que han de ser observadas en todos los casos de p r i v a ­
ciôn de libertad, cuyo incumplimiento motiva y justifica el 
derecho de reparaciôn (77).
Con arreglo a los trabajos preparatories del Convenio, 
la finalidad perseguida por el pârrafo 5 del artîculo 5 c o n ­
siste en facilitar a la persona vîctima de una detenciôn ile­
gal el incoar una acciôn por causa de la detenciôn sufrida.
La acciôn serâ dirigida contra las autoridades internas res- 
ponsables (78).
(76) El art. 5 en su pârrafo 5 dispone: "Toda persona v î c ­
tima de arresto o detenciôn en condiciones contrarias 
a las disposiciones de este art. 5, tiene el derecho 
a reparaciôn". Recueil des Textes, pp. 104 y 112.
(77) Informe de la Comisiôn en el asunto "De Becker", en 
Annuaire..., vol. II, pp. 202 y ss. Sentencia de 8 
de Junio de 1976, en el asunto "Engel y otros contra 
Paîses Bajos". Publ. Cour. Eur. D.H. (Question d'appli 
cation de l'article 50), pârrafo 57.
(78) La enumeraciôn de las excepciones reviste un carâcter 
exhaustive. Sentencia 8 Junio 1976, pfo. 57.
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El criterio reparador del artîculo 5 ha de ser inter- 
pretado en el sentido de que impone la obligaciôn a las P a r ­
tes contratantes de asegurar a las personas, merced a sus 
ordenamientos internos, los recursos o remedies necesarios 
contra cualquier clase de arbitrariedad cometida en el arres­
to 0 detenciôn individual (79).
El prestigioso mâgistrado internacional H. Mosler, ha 
dicho, certeramente, que si se realiza un estudio comparati­
ve entre las disposiciones de Derecho nacional y de Derecho 
internacional sobre los derechos del hombre, el concepto de 
reparaciôn del artîculo 5 se podrîa encuadrar en la catego- 
rîa de "leyes y procedimientos autonomes de 1 Derecho n a c i o ­
nal cuya aplicaciôn, en un caso concrete, es supuesta por un 
artîculo del Convenio"; en otras palabras, supuestos en que 
el Derecho nacional autônomo es un elemento constitutive de 
una disposiciôn del Convenio. Las leyes nacionales deberân 
respetar la substancia del derecho estipulado por el Conve­
nio. Por ejemplo, el artîculo 12 faculta al Derecho Interno 
para regular los efectos relatives a los termines "matrimonio 
y familia" (80).
(79) Doc. CM/WP 4 (50) 19, pâg. 15.
(80) Vis, W . : "La reparation des violations de la Conven­
tion Européenne des droits de l'homme" (Note sur l'ar 
t i d e  50) en: "La Protection internationale des droits 
de l'homme dans le Cadré Européen". Parîs 1961, pâg. 
279.
Mosler, H.: "L'influence du droit national sur la C o n ­
vention européenne des droits de l'homme" en "Misce­
llanea Ganshof van der Meersch", Rruselas 1972, pp.
521-543.
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Las leyes internas, en cambio, no podrân anular el es - 
piritu prédominante del Convenio sobre la materia.
Por consiguiente, la competencia del Estado es plena 
para la regulaciôn de los supuestos autonomes internes, e n ­
tre los que figura, en principio, el derecho de reparaciôn, 
ya que el Estado conserva su propia jurisdicciôn, siempre que 
la ejerza legalmente, conforme al Convenio. La detenciôn que- 
darîa, pues, sometida inicialmente al Derecho nacional, y el 
interesado no podrâ eludir o prevalerse, en primerîsimo ter­
mine, de una garantia establecida por el Convenio. Por el con 
trario, si las disposiciones internas infringen las obliga- 
ciones que se derivan del texte europeo, o si la aplicaciôn 
de la normativa Interna résulta incompatible con el Convenio, 
es cuando tiene plena validez la estipulaciôn convencional ge 
neradora del derecho a obtener una reparaciôn decretada inter- 
nacionalmente en favor de la vîctima.
Naturalmente, si las autoridades internas han infrin- 
gido en el caso concrete su propio Derecho nacional, se p o n e , 
igualmente, en funcionamiento, la garantîa que prevé la p r i ­
mera frase del artîculo 5, y los organes de Estrasburgo se 
hallan autorizados a intervenir. Procédera, por consiguiente, 
la invocation del principio del citado pârrafo 5, tanto si la 
actuaciôn del poder pûblico es impugnada por el récurrente, 
como si êste considéra que la legislaciôn interna se hallare 
en confiicto con el Convenio: actes y normas internes se su - 
bordinarân, en cualquier caso, a los criterios establecidos 
por el Convenio en materia de reparaciôn.
De ahî que se pueda decir que el Derecho nacional regu- 
lador de los derechos incluîdos en el Tîtulo I del Convenio
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reviste, en principio, carâcter "autônomo", a pesar de que 
éstos puedan ser directamente aplicables por el Derecho in­
terno del que internacionalmente forman parte. Esto es debi- 
do al hecho de que las autoridades nacionales son compéten­
tes para ordenar su ejecuciôn en la forma y con arreglo a su 
procedimiento constitucional vigente (art. 96 (1)) de nuestra 
Constituciôn.
"Con este texto la Constituciôn ha reitera- 
do la forma de la introducciôn del trata­
do... El art. 96 (1) de la Constituciôn 
hace que el Convenio europeo en su papel 
de parte del ordenamiento interno, resui­
te invulnerable ante la ley espanola. Si 
alguna ley espanola se le oponia, quedô de 
rogada por el propio Convenio, salvo las 
leyes afectadas por las réservas hechas a 
la ratification".
El juez espafiol deberi hacer prevalecer el Convenio 
frente a cualquier ley interna que le fuere contraria. D e b e - 
râ interpretar el Convenio teniendo présente los textos fran­
cos e inglês que dan fê y no la traducciôn espanola que puede 
ser inexacta.Y en su aplicaciôn deberâ guiarse por los c r ite­
rios jurlsprudenciales establecidos por el orden jurisdicclo- 
nal europeo (81).
(81) Martinez Ruîz, L.F., senalaba que: Conforme al art.
96 (1) de la Constituciôn y el art. 1 (5) del Tîtulo 
Preliminar del Côdigo Civil, el Convenio goza de a p M  
caciôn "directa". "El rango le viene dado por la di-
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Esa in.icial autonomxa nacional no es, pues, "absolu- 
t a " , porque no impide el control internacional de los limi­
tes del ejercicio de la jurisdicciôn interna establecidos por 
el Convenio. Los ôrganos de Estrasburgo estân facultados p a ­
ra examinar la aplicaciôn de una norma nacional cuya existen­
cia presupone el Convenio, y pueden resolver si este ha sido 
o no objeto de infracciôn alguna y, por tanto, si ha sido c o - 
rrecta la aplicaciôn en el supuesto aducido por el récurrente
En virtud del Convenio, se puede pensar que el juez 
espanol desempefta un papel de Juez constitucional, ya que el 
Convenio es invulnerable ante cualquier ley espanola; si el 
juez tuviera que aplicar una ley contraria al Convenio, harâ
nâmica que para la derogaciôn, modification 6 suspen­
sion de los tratados internacionales establece el 
art. 96 de la Constituciôn. Puede invocarse ante el 
juez espafiol el Convenio". En virtud del mismo el juez 
espanol juega un papel de Juez constitucional si tu­
viera que aplicar una ley contraria al Convenio harâ 
prevaler el Convenio, negando la aplicaciôn de la ley 
espafiola por ser contraria al Convenio. Véase la po- 
nencia de Martinez F . , que presentô en el Coloquio 
Internacional que sobre el Convenio europeo de de r e ­
chos humanos se celebrô del 5 al 6 de Noviembre en 
Madrid: "La posiciôn del juez espanol ante la Conven- 
ciôn europea de derechos del hombre", Centro de Estu- 
dios Constitucionales, 1979, pp. 15-19 en concrete,
pâg. 16.
Golsong, H.; "L'effet direct, ainsique le rang en 
droit interne, des normes de la Convention Européenne 
des droits de l'homme et des décisions prises par les 
organes institues par celle-ci". En "Les recours des 
individus devant les instances nationales en cas de 
violation du droit européen". Colloqué organisé par 
l'Institut d'Etudes européennes. Bruselas 1978, pp. 
59-83.
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prevalecer el Convenio, negando la aplicaciôn de la ley espa 
nola por ser contraria al mismo (82).
2. Signlficado y evoluciôn progresiva del derecho de 
reparaciôn.
Expertes y magistrados han debatido y tratado de ex - 
plicar las razones de la inclusion del concepto de reparaciôn 
en el comentado articule 5.
En efecto, el derecho a una reparaciôn o compensaciôn 
se régula en los supuestos de violaciôn del articule 5, (pâ­
rrafos 1 a 4) y, por el contrario, no se incorpora esta fa- 
cultad en relaciôn a las eventuales violaciones de los restan­
tes derechos contenidos en el âmbito del Titulo I del Convenio. 
Para comprender la Inclusiôn del concepto de compensaciôn tan 
solo en el artîculo 5 del referido Tîtulo hay que tener p r é ­
sente la existencia de otras importantes disposiciones de c a -
(82) Mertens, P.: "Origines et fondements d'un droit de re­
cours interne en cas de violation d'une norme de droit 
international". En "Les recours des individus devant 
les instances nationales en cas de violation du droit 
européen". Colloqué organisé par l ’Institut d'Etudes 
européennes. Bruselas 1978, pp. 23-51, en concrete, pp. 
40 y s s .
Velu, J . : "Les voies de droit ouvertes aux individus 
devant les instances nationales en cas de violation de 
la Convention européenne des droits de l'homme". En 
"Les recours des individus devant les instances natio­
nales en cas de violation du droit européen". Ob. cit. 
pp. 193-242.
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racter general en el mismo Titulo. En este sentido, es p r e ­
cise referirse, en concrete, al articule 13. En virtud de e£ 
te articule, se exige a los Estados el establecimiento, en 
sus ordenamientos internes, de un recurso efectivo para t o ­
dos los supuestos de violaciôn de cualquier disposiciôn del 
Convenio (83).
La explicaciôn de là inclusiôn del derecho a una re­
paraciôn en el articule 5 se ha querido encontrar, también, 
en un posible hecho decisive: de no haberse previsto de forma 
expresa la concesiôn de una compensaciôn econômica en rela­
ciôn con el artîculo 5, se hubiera corrido el riesgo de con- 
siderar como remedio adecuado contra una detenciôn irregular 
la mera puesta en libertad del interesado (84) .
Los criterios interpretativos de la Comisiôn sobre 
las condiciones necesarias para la aplicaciôn del concepto de 
reparaciôn del artîculo 5 (5) pueden sintetizarse del siguien 
te modo:
(83) Nedjati, Z.M.: "Human Rights under the European C o n ­
vention", Amsterdam 1978, pp. 16, 98-99. Jacobs, E.G.: 
"The European Convention on Human Rights", Oxford 1975, 
pâg. 79. Garcîa de Enterrîa E. y otros: "El s istema 
•europeo de protecciôn de los derechos humanos". Madrid 
1979, pâg. 79.
Vasak, K . : "La Convention européenne des droits de 
l'homme". Parîs 1964 y "Le droit international des 
droits de l'homme", en Revue des droits de l'homme,
1972, pp. 43 y s s .
(84) Jacobs, F.G.: "The European Convention on Human 
Rights" Oxford, 1975, pâg. 79.
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1) La comprobaciôn de la violaciôn del artîculo 5 (3). 
Posteriormente, merced a la labor interpretative
se ampliô el criterio, admitiêndose la infracciôn 
de cualquier apartado del artîculo 5.
2) La comprobaciôn que debe, en segundo lugar, ser 
realizada por un ôrgano de control.
3) El agotamiento previo de los recursos internos, de 
conformidad con el artîculo 26 y con respecto a la 
reclamaciôn de reparaciôn (85).
Es natural la comprobaciôn de la exigencia bâsica de 
haberse dado la denegaciôn por las autoridades internas de la 
solicitud de reparaciôn.
La Comisiôn revisô su primitiva interpretaciôn que cir 
cunscribia y vinculaba el derecho de compensaciôn al pârrafo 
3® del artîculo 5. Pronto considerô que el derecho de compen­
saciôn se extendîa a cualquier infracciôn interna de las nor 
mas contenidas en los pârrafos 1° al 4® del artîculo 5. La 
infracciôn podîa generarse directamente -supuesto de que las 
disposiciones citadas formasen parte del ordenamiento interno-, 
o bien subs t a n d  al men te.
El récurrente al que le fuere denegada la reparaciôn 
podrîa presentarse ante la Comisiôn invocando, en todo caso, 
el pârrafo 5 del artîculo 5. Sin embargo, para ello debîa de
(85) Nedjati, 2.: Ob. cit. pâg, 99.
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haber agotado, previamente, los recursos internos (86),
Esta nueva Interpretaciôn de la Comisiôn, bien mani­
fiesta en el asunto de Huber contra Austria, habia sido ya 
esbozada en el asunto 4517/70, cuando la Comisiôn considerô 
que el récurrente no habia aoelado en forma debida ante 
las autoridades austriacas internas (87).
Es curioso anotar que, en cambio, no declarô inadmi- 
sible "ratione materiae" la demanda relativa a la reparaciôn 
(88) .
Esta nueva interpretaciôn mâs flexible tiende a e v i ­
tar la excesiva prolongaciôn del procedimiento de reparaciôn, 
ya que, de lo contrario y muy especialmente si fuese preciso 
observar las distintas fases del procedimiento antes exigidas 
(doble control y doble agotamiento internos) , se incurrirîa 
en una dilaciôn estéril del procedimiento. Este peligro fue 
apuntado ya por Castberg al analizar la posiciôn que sobre la 
materia adoptô la Comisiôn en su Informe del 1 de Abril de 
1966, en el asunto Wemhoff (89). En este sentido, cabe senalar
(86) Asunto n® 6821/74: en Décisions et Rapports, 9, pp. 
'65-69.
(87) En Recueil des Décisions, 38, pâg. 90.
(88) Nedjati, Z .: O b . cit. pâg. 99.
Castberg, F.: "The European Convention on Human Rights" 
Leyden, 1974, pâg. 105.
(89) Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n® 7, 1968, pârrafos, 
4-17.
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un acercamiento en la aplicaclôn prâctica de las disposicio- 
nes del articule 5 a la correlatlva prevision del articule 
50, que analizames anteriermente.
Igualmente, se ha venide agilizande en la prâctica, la 
condiciôn y la carga del previo agotamiento de les recursos 
internes per parte del particular C 9 0 ) •
3. Cenexiôn directa del agetamiente de les recurses 
internes cen el dereche de reparaciôn: articule 5 
pârrafe 5 .
El Cenvenie, cerne es lôgice, incorpora el principle 
clâsice del Dereche internacienal cemdn de la necesidad de 
agetar les recursos internes previamente a la formulation de 
reclamation alguna en el plane internacienal. El simple he - 
the del agetamiente per el individue de les recurses internes
(90) En el asunte n° 5525/72 contra Suecia, en el que la 
Cemisiôn se viô ebligada a declarer la inadmisibili- 
dad debide a que el récurrente no habla apelado en 
el orden interne s in que pudiera cemprobar que hubiera 
ra side ceaccienade a tal efecte. En Recueil des D é ­
cisions, 43, pâg. 111; asimismo en les asuntes n* 
4802/71 y 4771/70, en las demandas de reparaciôn 
per despide imprecedente ne hablan agetade les re­
curses internes, al ne haber apelado ante el Tribu­
nal administrative de apelaciôn. En Recueil des Déci­
sions, 42, pâg. 35 y en el asunte "Kamma" en Annuaire 
vol. XV, pp. 398 y ss y en Recueil des Décisions, 42, 
pâg. 14. En les asuntes n° 5078/71 y 5172/72 contra 
la Repûblica Federal de Alemania y n° 6452/74 contra 
Italia, per ne haber presentade les demandantes el 
epertune recurse constitucional. En Recueil des Déci­
sions, 46, pâg. 35 y Recueil des Décisions, 44, pâg. 
125 y per ültime "Sacchi centra Italia" en Décisions 
et Rapports, 5, pâg. 43.
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no es, claro esti, causa suficiente por si sola para atribuir 
la reparaciôn. Es causa, desde luego, suficiente para invocar 
el derecho de reparaciôn ante los ôrganos encargados de la 
aplicaclôn del Convenio (91).
Memos razonado ya que la necesidad individual del ago­
tamiento previo de la via judicial interna para la reclamaciôn 
de reparation es conforme, en principle, cen el articule 26 
del Cenvenie y cen las nermas del Dereche internacienal cemûn. 
Sin embargo, su aplicaclôn per les ôrganos del Cenvenie efre- 
ce matices peculiares y distintes de les caracterlstices de 
etras jurisdiccienes internationales.
La Cemisiôn, al examiner la cencurrencia de este requi­
site, ha considerade la necesidad de declarer la inadmisibi- 
lidad de reclamacienes per el ne agetamiente de les recurses 
internes en muches asuntes (92).
(91) El art. 5 en su pârrafe 4 disnene: "Teda persona pri- 
vada de su libertad mediante detenciôn preventive e 
internamiente tendrâ dereche a presentar un recurse 
ante un organe judicial, a fin deque se pronuncie en 
breve plaze sobre la legalidad de su privaciôn de l i ­
bertad y erdene su puesta en libertad si fuera ilegal". 
Recueil des Textes, pp. 103-104 y respecte del art.
26 y 27 (3), pâg. 108.
(92) Cabe citar les siguientes asuntes, sin carâcter exhau^ 
tive: Asunte n° 7464/76 centra Austria en Décisions et 
Rapports, 14,-pp. 51 y ss. Asunte n° 6049/73 centra 
R.F.A. en Décisions et Rapports 1, pâg. 56. Asunte n° 
6965/75 centra Austria en Décisions et Rapports, 5, pâg 
130. Asunte "Denelly y etres centra Gran Bretana", n* 
5577/72 - 5583/72 en Décisions et,Rapports, 4, pp. 4,
y 86-87. Asunte "Huber centra Austria", n ” 4517/70 en
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Baste referirnos por su claridad a la demanda n° 
7975/77 de E. Bonazzi contra Italia: se alegaba el carâcter 
irregular de la detenciôn y la exceslva duraciôn de su d e ­
tenciôn provisional, antes de que las autoridades internas 
se pronunciasen sobre la ilegalidad de la misma.
La Comisiôn estimô, en principle, que el récurrente 
se hallaba facultade para invecar el articule 5 per les per 
juicies sufrides, pudiende, en su opinion, hacer valer su 
dereche a una reparaciôn en base al prepie Cenvenie. Sin e m ­
bargo, ne pudo cemprobar la existencia de ninguna circunstan- 
cia particular que, de cenfermidad cen les principles del De­
recho internacienal generalmente reconecides y del orepio Cen 
venie, pudiera eximir al récurrente de su ebligaciôn de plan- 
tear la reclamaciôn ante los tribunales internes.
El carâcter imperative de fuerza de ley, que tiene el 
Cenvenie en el erdenamlente jurîdice italiano, obligaba al 
récurrente a fermalizar, inicialmente, su reclamaciôn de r e ­
paraciôn ante las jurisdiccienes internas.
La Cemisiôn desestimô la demanda el 13 de diciembre de 
1978, invecando el articule 27. La cuestiôn del agotamiento 
previo de les recurses internes, en relaciôn cen el articule
/ .  .
Annuaire..., vol. XIV, pâg. 548. Asunte n° 7434/76 
centra Gran Bretana, en Décisions et Rapports, 9, pp. 
103 y ss. Asunte n° 6830/74 centra R.F.A. en Déci­
sions et Rapports, 9, pp. 23 y ss. Asunte n° 4002/69, 
centra Austria, en Annuaire,,., vol. XIV, pp. 178 y 
ss. Asunte n ” 4487/70 centra Austria, en Recueil des 
Décisions, 38, pp. 80 y ss. Asunte n° 6173/73 en R e ­
cueil des Décisions, 46, pâg. 180. Asunte "X, Y y  Z 
centra Suiza" n° 6916/75, en Décisions et Rapports, 
6 , pp. 107, 110 y 113. Asunte 7317/75 centra Suiza en 
Décisions et Rapports, 6, pp. 141, 167.
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5, aun siendo incuestionable, no deja de presentar ciertas 
dificultades interpretativas; en primer lugar, la necesidad 
de la armonia y coincidencia entre las circonstanciés compen 
satorias internas y las establecidas por el Convenio: si las 
medidas compensatorias previstas por los ordenamientos inter- 
nos se corresponden con las exigencies y circonstanciés en 
que, de hecho, se viola el articule 5 del Convenio. En otras 
palabras, si las circonstanciés reguladas por el Derecho in­
terne como justificatives de la compensaciôn son las mismas 
que las previstas por el articule 5 (93).
Es misiôn del Comité de Ministres (arts. 54 y 32) y 
del propio Secretario General del Consejo de Europe (art. 57) 
requérir information a los Gobiernos;
"sobre la manera en que su Derecho interne 
asegura la aplicaclôn efectiva de cuales- 
quiera disposiciones del Convenio" (94).
(93) En su decisiôn del 13 de Diciembre de 1978 la Comisiôn 
senalô que el derecho a una reparaciôn conforme al art. 
5 (5) una vez que ha side comprobada la violaciôn del 
art. 5. Invocaba la detenciôn irregular sufrida en con 
tra del art. 5 (1), el période de detenciôn provisional 
durô el 26 de Agosto de 1975 al 20 de Enero de 1977.
Recientemente el Comité de Ministres ha suscrito la 
opiniôn de la Comisiôn que desestimô las alegaciones 
del récurrente poniendose fin al asunte. Véase deci­
siôn de la Comisiôn de 13 de Diciembre de 1978.
(94) Robertson, A.M.: "Human Rights in Europe". Manchester
1977, pâg. 59. El Secretario General del Consejo de
Europa, en 1972 a la sazôn Lujo Toncic, recabô de los
gobiernos de las Altas Partes contratantes, informaciôn 
respecte del modo en que sus respectives ordenamientos
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Pero puede suceder que el Derecho interne sea modifi- 
cado en el curso o por causa de un procedimiento ante el Tri
internes se adecuaban a las exigencies requeridas 
por el citado pârrafe. En cuanto a la sugerencia 
para ampliar la eficacia del art. 57, v e a s e , ob. 
cit pâg. 270. Vease al Doc. 3618, C.C.J. de 1 de J u ­
lio de 1975, 27 ^ Sesion ordinaria. Assemblée Parle 
mentaire 1 a 9 Octobre 1975. Estrasburgo 1975. El 9 
de Octobre de 1964, el Secretario General ejerciô 
por vez primera la facultad que le confiere el art. 
57. La segunda vez que ejerciô dicha funciôn fue el 
23 de Julio de 1970 que solicité informaciôn a las 
15 A F C, que ratificaron el Convenio a fin de que 
le informasen del modo en que se aplicaban en sus o r d e ­
namientos la disposiciôn del art, 5 pfo. 5.
Las respuestas de los gobiernos: Doc. D.H. (72) 2 y  
Addendum. Resumen de las respuestas. Doc. 3618, pâg. 
12. De las respuestas enviadas por los gobiernos de 
las A P C  podrîan deducirse las siguientes conclusio 
nés de la situaciôn de la citada disposiciôn en sus 
respectives ordenamientos internos:
a) Todas las respuestas recibidas indican la existen 
cia en el ordenamiento interne de recursos contra la 
detenciôn arbitraria, pero pocas indican en que cir- 
cunstancias se puede hacer valer el citado recurso 
interne cerrespendiendose exactamente con las dispo­
siciones del citado pârrafe. Se adecua al Convenio, 
ûnicamente en seis supuestos. As i se deduce que exis­
te una intima correspondencia en los Estados de Bél- 
gica, Chipre, Repûblica Federal de Alemania, Luxem- 
burgo, Islandia y Raises Bajos- Se requiriô informa­
ciôn complementaria, para evaluar las situaciones re- 
visândose la legislaciôn en Noruega y Suecia.
Por ûltimo de la documentaciôn presentada se deduce 
que no se adecuaba con el Convenio la legislaciôn de 
Austria, Italia, Irlanda, Malta, Turquia y Gran Bre- 
tafta. En el caso de Dinamarca se observé que su dere­
cho interno disponîa en supuestos de violaciôn del 
art. 5 (1) el derecho a una reparaciôn de la vîctima 
pero no se en los supuestos de los pârrafos
2 a 4 de 1 citado artîculo. Véase Doc. C C J, 3618 de 
1 de Julio de 1978.
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bunal europeo, como ocurriô en el asunto de Vagabundeo. D u ­
rante el proceso se modified la "carencia legislativa" causa 
de la violaciôn. Nos parece mas que discutible -pese a la 
sentencia del Tribunal- el admitir que la modificacion de la 
ley interna en el curso del proceso pueda servir de una es - 
pecie de reparaciôn suficiente frente a una violaciôn concre 
ta del artîculo 5.
En evitaciôn de la dificultad senalada y de otras anâ 
logas, se ha pensado en la oportunidad de agregar un nuevo 
Protocole al Convenio, con el fin de ampliar la competencia 
del Tribunal para que emita dictâmenes, a instancia de los 
Gobiernos, sobre proyectos de textos legislatives o reglamen 
taries. Se créé que este facilitarîa la armonizaciôn de las 
leyes internas con las disposiciones del Convenio. El Comité 
de expertes examiné esta cuestiôn en 1978 y 1979.
En su exposiciôn de motives ratified la conveniencia 
de mantener los limites impuestos a la facultad interpreta- 
tiva del Tribunal, justificando su mantenimiento con el fin 
de evitar cualquier confusion entre el procedimiento contra- 
dictorio y el consultive.
La idea de esa propuesta de nuevas facultades de dic- 
tamen del Tribunal tendrîa, desde luego, grandes ventajas pa 
ra el desarrollo progresivo y uniforme de la "garantie colec- 
tiva" del Convenio. Pero no deja de susciter otras réservas 
importantes (95).
(95) Sesiones de Abril y Diciembre de 1978 y Marzo de
8G8
Porque podrîa suceder que el Tribunal se hubiese pro- 
nunciado, a requerimiento de un Estado, a favor del Proyecto 
de un texto legislative y, con posterioridad, el mismo T r i b u ­
nal se viese obligado, en el ejercicio de su jurisdicciôn, a 
condenar el modo de la aplicaclôn o interpretaciôn concreta 
del texto en cuya elaboration habla participado.
Por su parte, un grupo minoritario del Comité de exper 
tos entendîa que la posible facultad consultiva del Tribunal 
no era incompatible, sino complementaria, de su funciôn con- 
tenciosa.
El propio Tribunal se manifesté sobre el tema, en el 
sentido de que, si su facultad consultiva incidiese en la de 
carâcter judicial y en el buen funcionamiento de su competen­
cia contenciosa, podrîa rehusar la emisiôn del dictamen reque 
rido (96).
1979. Actualmente y en virtud del art. 1 pârrafo 1 
del Protocole n" 2 del Convenio, solo el Comité de Mi 
nistros estâ capacitado para solicitar un dictamen al 
Tribunal. Véase Recueil des Textes, pâg. 121.
(96) La compatibilidad y complementariedad se deduce del
distinto efecto de los dictâmenes respecte de los E s ­
tados y del carâcter no vinculante de los mismos en 
relaciôn con el propio Tribunal respecte de un poste­
rior examen en el ejercicio de su funciôn contenciosa. 
Véanse arts. 45 y 48 del Convenio. Recueil des Textes, 
pp. 111-112 y el Protocole n° 2 al Convenio que atri- 
buye competencia al Tribunal para emitir dictâmenes. 
Ibidem, pp. 120 y ss.
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La opiniôn de la doctrina no puede considerarse muy 
clarificadora sobre la cuestiôn. En todo caso, el Tribunal 
goza de gran amplitud y discrecionalidad en la interpreta­
ciôn de las cuestiones polêmicas derivadas de la aplicaclôn 
del artîculo 5. Porque, en virtud del artîculo 45, la compe 
tencia del Tribunal se extiende "a todos los asuntos relati- 
vos a la interpretaciôn y aplicaclôn del Convenio" (97).
(97) Jacobs, F.G., apunta al efecto tanto las dos condi- 
ciones previas que exigiô la Comisiôn en el Asunto 
"Wemhoff" como la exigencia de la carga de la prueba 
del daôo incluso en el supuesto de que el récurrente 
hubiese sido ilegîtimamente detenido durante varios 
anos, los requlsitos mencionados como exigencia "si­
ne qua non" para la aplicabilidad de la disposiciôn 
5 del art. 5. Corresponden a una interpretaciôn que 
califica este autor de dudosa por anular el objetivo 
de la disposiciôn que estriba en concéder una repara­
ciôn al particular lesionado. A lo que cabe anadir 
el efecto variable de dicha garantîa en los ordena­
mientos internos tanto debido a su regulaciôn como a 
la aplicaclôn normativa que realizan las autoridades 
internas que afectan de forma notable a la realizaciôn 
efectiva de la garantîa en cuestiôn.
Vasak, K . : por su parte en general, respecte de la 
ampliaciôn de la garantîa de derechos, entiende que 
el art. 60 facilitarîa "la claûsula del individuo mâs 
favorecido".
Cuando el Secretario General realizô la encuesta c i ­
tada la Asamblea Parlamentarla, comentarîa el Informe 
que le fuô presentado por el Comité de Cuestiones Ju- 
rîdicas que carecede poder coercitivo. Doc. 3618 de 1 de 
Julio de 1975 en su resoluciôn 596/1975, en Annuaire, 
vol . XVIII, 1 97 5 , pp. 62-65.
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4. La interrelaciôn de "lex specialis" y "lex gene- 
ralis" y el carâcter de norma de fondo del ar t i ­
cula 5 .
Por consiguiente, el récurrente que no obtenga la r e ­
paraciôn debida en virtud de la invocaciôn de 1 artîculo 5 
siempre podrâ acudir, al menos jurîdicamente, a la facultad 
alternativa del Tribunal para concederle la reparaciôn, es 
decir, utilizaciôn de la via prevista por el artîculo 50. Es - 
to no quiere decir que la vîctima de una detenciôn irregular 
puedà utilizar, a su arbitrio, el método alternative que le 
plazca para obtener la citada reparaciôn, pues ya hemos vis- 
to que la aplicaclôn del artîculo 50 ha de atenerse a condi- 
ciones muy précisas.
La interrelaciôn de los articules 5 y 50, lo que nos 
evidencia es el carâcter errôneo de la interpretaciôn del a r ­
tîculo 50, segûn la cual el derecho de "compensaciôn" equita 
tiva o justa que estipula no tendrîa relaciôn alguna, ni s é ­
ria aplicable a los casos de violaciôn de la libertad o segu- 
ridad de las personas, por hallarse esta materia regida de 
modo especîfico por el artîculo 5. Esta elaboraciôn doctrinal 
ha sido utilizada por los Estados demandados.
En tal sentido, se aduce que la persona vîctima de arres 
to o detenciôn irregular gozarîa, desde luego, de un derecho 
de reparaciôn, pero este serîa el previsto, exclusivamente, 
por el mismo artîculo que exige la legalidad de la acciôn. En 
los casos de privaciôn ilîcita de libertad, la persona lesio- 
nada habrîa de apelar tan solo al artîculo 5, y no estarîa 
facultada para invocar el derecho de compensaciôn del artîculo 
50.
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Este razonamiento entiende que el artîculo 5 consti- 
tuye una "lex speclalis" que concierne tan solo a los casos 
de privaciôn de libertad y se excluye, por ello, la posibili- 
dad de aplicar a los mismos supuestos la régla general cont£ 
nida en el artîculo 50. De esta forma, la "lex specialis" 
derogarîa a la "lex generalis" (98).
Es curioso observar que el criterio que considéra al 
artîculo 5 como una derogaciôn de la "lex generalis" del artî­
culo 50, fue mantenido dos veces consecutivas por ciertos G o ­
biernos ante el Tribunal, pese a que este rechazô desde el 
primer caso la tesis gubernamental.
El objetivo perseguido por los Gobiernos era lograr la 
declaration de inadmisibilidad de la reclamaciôn por parte 
del Tribunal, alegando que la Comisiôn no deberîa de haber fa 
cilitado el acceso al mismo de la demanda particular de repa­
raciôn, sino haberla examinado como una instancia mâs en ra- 
zôn del artîculo 25 y siguientes, es decir, sometiêndola, de 
nuevo, al agotamiento previo de los recursos internos.
En este sentido, la concepciôn doctrinal favorable a 
la interpretaciôn gubernamental lleva a la conclusiôn de que 
el artîculo 5 es una norma de fondo y "no concierne directa- 
mente a las atribuciones de 1 Tribunal". Se trata, mâs bien, 
de un derecho que debe garantizar el sistema jurîdico nacio-
(98) Jacobs, F.G.: Ob. cit. pp. 75-76. 
Mosler, H.: O b . cit. pâg. 539.
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nal (99). Y se recuerda que este derecho figura entre los de^ 
finidos por el Tîtulo 1 del Convenio, capitulo de las d i s p o ­
siciones normativas, estableciendo una régla sustantiva y con 
creta que se halla regida por el artîculo 1 del Convenio:
"Las Altas Partes Contratantes reconocen a 
toda persona dependiente de su jurisdic­
tion los derechos y libertades definidos 
en el Tîtulo I del présenté Convenio"
( 100),
Conforme a esta interpretaciôn, el artîculo 5 ha de 
considerarse como una "lex specialis" en relaciôn con el a r ­
tîculo 50 y enuncia, por ello, una "régla particular" de r e ­
paraciôn para los casos de infracciôn al derecho a la l i ber­
tad individual. En estos supuestos, no cabrîa aplicar la ré­
gla general del artîculo 50, que concierne de modo genêrico 
a la reparaciôn de las violaciones del Convenio.
(99) Asunto "De Wilde, O o m s , y Versyp". Sentencia de 18 de 
Noviembre de 1980. Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n “ 
12, pârrafos 75-78 y Sentencia de 18 de Junio de 1971 
(Question de l'application de l'article 50). Publ. 
Cour. Eur. D.H. Série A, n" 14, 1972, pârrafos 16 y 
ss. Véase la tesis de la Comisiôn en Publ. Cour. Eur. 
D.H. Série B, vol. 12, 1971-1972, pp. 28, 51, y 83-84. 
Asunto "Ringeisen" sentencia de 22 de Junio de 1972, 
Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n° 15, 1972 y senten­
cia de 23 de Junio de 1973 (Interpretaciôn de la s e n ­
tencia de 22 de Junio de 1972), Publ. Cour. Eur. D.H. 
Série A, n° 16, 1973, pârrafos 12 y ss. Asunto "Neu- 
meister" sentencia de 26 Junio 1968 y 7 de Mayo 1974, 
Publ. Cour. Eur. D.H, Série A, n “ 17, 1974, pp. 28-31.
(100) Vasak, K . : Sefiala la necesaria interpretaciôn progresi 
va de dicho artîculo.
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En los casos de quebrantamiento del artîculo 5, este 
ofrece la posibilidad, si se le combina con el artîculo 25, 
de presentar una demanda de reparaciôn por taies violaciones. 
Por consiguiente, en taies hipôtesis no résulta aplicable el 
artîculo 50 del Convenio, no hablendo causa para una repara­
ciôn complementaria. A d e m â s , si el derecho interno permite la 
reparaciôn integral, el récurrente debe hacer uso de dicha po 
sibilidad.
Esta interpretaciôn restrictiva no ha sido consagra- 
da jurisprudencialmente. El Tribunal, por el contrario, se 
suele considerar en el deber de determinar si el Convenio re^  
querîa o autorizaba en el caso concreto el procedimiento que 
resolviô seguir la Comisiôn. Esto es lo que se practicô en 
el asunto de Wilde, cuando el Tribunal se pronunciô sobre su 
jurisdicciôn para examiner las cuestiones de no agotamiento 
de los recursos internos aducidas por el Gobierno belga (101),
El Tribunal se siente amparado, ademâs, por el artîcu­
lo 45 del Convenio -amplias facultades de interpretaciôn- que 
détermina su competencia "ratione materiae". Asume la opiniôn 
manifestada en su sentencia relative a "Ciertos aspectos del 
Rêgimen Linguîstico belga" y  entiende que su jurisdicciôn, 
"ratione materiae", podrâ conocer:
"todas las cuestiones de hecho y de derecho 
que se susciten en relaciôn al examen o en 
el procedimiento de un asunto".
(101) Asunto de "Vagabundeo" Publ. Cour. Eur. D.H. Série A
(Question de l'application de l'article 50), n® 14,
1972, pârrafos 18-25.
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Interpretaciôn amplia del artîculo 45, que le revis- 
te de plena jurisdicciôn para examinar el fondo del asunto 
en materia de admisibilidad, aun tratândose del artîculo 5
( 102) .
El Tribunal no se considéra vinculado por la decisiôn 
que al respecte hubiese adoptado la Comisiôn. Este control 
general a cargo del Tribunal afecta, naturalmente, a la eues 
tiôn del agotamiento de los recursos internes, por tratarse 
de una condiciôn previa a la interposiciôn de una demanda an­
te una instancia internacienal, incluso en la ausencia de 
una estipulaciôn précisa al efecto en el artîculo 5 (103).
Ciertamente, este criterio del Tribunal puede mermar 
la autoridad de la decisiôn de la Comisiôn en materia de ad- 
misiôn de reclamaciones. Por ello, no siempre es compartido 
por todos los jueces. No ha faltado quien declarase en veto 
particular que la cuestiôn de la admisibilidad o inadmisibi­
lidad de una demanda es una "cuestiôn preliminar e indivisi-
(102) Sentencia de 9 de Febrero de 1967, en la que como 
subraya Golsong, H . , es la primera vez que se hizo 
referencia, en el dispositive de una sentencia 
a la disposiciôn del art. 50. Véase Golsong, H.: 
"Quelques reflexions à propos du pouvoir de la Cour 
Européenne des Droits de l'Homme d'accorder une s a ­
tisfaction équitable", ob. cit. pp. 89-94.
(103) Publ. Cour. Eur. D.H. Série B, vol. 12, 1971-1972, 
pp. 50, 88-90. Véase Mcarty, Th.E.: "The Internatio­
nal Protection of Human Rights: Ritual or Reality?
The Vagrancy cases before the European Court of Human 
Rights". Estrasburgo 1972.
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ble", respecto de la cual la Comisiôn tiene "competencia ex- 
clusiva" (104).
En realidad, parece ilôgico que la Comisiôn sea sôlo 
compétente cuando déclara la inadmisibilidad y por el contra­
rio no lo sea cuando la declare admisible. Este parecer es vâ 
lido para una parte de la doctrina, que se apoya en la propia 
actitud del Tribunal, porque en su parte dispositiva no hace 
referencia alguna a la admisibilidad, y preconiza la incues- 
tionabilidad de las declsiones de la Comisiôn en materia de 
admisibilidad, considerândolas de "naturaleza jurisdiccional" 
(105).
(104) Asunto "Ringeisen" (Question de l'application de 
l ’article 50). Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n°16, 
pârrafos 12-15.
(105) Vanwelkenhuyzen, A., subraya como modifica su inter­
pretaciôn Sdrensen M. . Véase Vanwelkenhuyzen, A . : "Le 
respect des droits de l'homme et la legislation belge 
pour la repression du Vagabondage", en Revue belge de 
Droit International, 1973, 1, vol. IX, pp. 338-374, 
en concreto pp 340 y ss. Asimismo en Knops, E., consi 
dera en su comentario a la sentencia que no parece 
lôgico determinar la competencia de la Comisiôn en ba 
se de las declsiones que adopte. En, Jurisprudence, 2 
Décisions commentées. I, Cour européenne des droits 
de l'homme. 18 Juin 1971, "Affaire de Wilde, Ooms et 
Versyp", en A.F.D.I., 1979, pp. 544-602. Y respecto 
de la interpretaciôn anterior de Sdrensen M . , véase: 
"La recevabilité de l'instance devant la Cour euro­
péenne des droits de l'Homme. Notes sur les rapports 
entre la Commission et la Cour", en: "René Cassin Ami 
corum Discipulorumque", pp. 33 y ss.
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La atribuciôn de funciones superiores del Tribunal en 
la admision de reclamaciones de reparaciôn segûn el artîculo 
5 puede afectar al equilibrio establecido en las institucio- 
nes de 1 Convenio, agravando la desigualdad de las partes en 
el procedimiento. Porque el particular no puede recurrir con 
tra la decisiôn de la Comisiôn de inadmisibilidad de una pe- 
ticiôn de reparaciôn en virtud del artîculo 5 y, por el c o n ­
trario, el Estado puede esperar a que se célébré el procedi­
miento ante el Tribunal para alegar la exceociôn correspon- 
diente (106).
Existe una tendencia favorable a la superaciôn de esa 
desigualdad de las partes. La revision del tema no estâ aûn 
ccnsolidada. Supondrîa facultar al particular para recurrir 
o apelar contra la decisiôn de inadmisibilidad que la C o m i ­
siôn dicte respecto de su reclamaciôn. Mâxime cuando se tra­
ta, precisamente, de la libertad y seguridad de las personas
(106) Vanwelkenhuyzen, A. critica la interpretaciôn y sena- 
la la incidencia desfavorable respecto de la eficacia 
de la funciôn conclliadora de la Comisiôn, asî como 
respecto de la eficacia de la funciôn conciliadora de 
la Comisiôn, asî como respecto de la naturaleza y efec 
tos de las declsiones de la Comisiôn en la materia.
En: "Le respect des droits d e l ’Homme et la legisla­
tion belge pour la repression du Vagabondage: en, R e ­
vue belge de Droit International, 1973, 1, vol. IX, 
pp. 338-374. Por su parte Knops E. considéra que en 
el intento de defender celosamente sus prerrogativas 
el Tribunal ha atentado contra el citado equilibrio.
En su comentario a la sentencia "Affaire De Wilde,
Ooms et Versyp" en, A.F.D.I. 1979, pp. 545, en c o n ­
creto pâg. 579.
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en las demandas de reparaciôn por violaciôn del artîculo 5.
5. El artîculo 50 como norma de competencia.
Es notorio, que el artîculo 50 estâ inserto en la Par­
te IV del Convenio que contiene las reglas institucionales y 
de competencia concernientes al Tribunal europeo. Se refiere 
esencialmente, a las facultades que puede ejercer el Tribunal 
en el desarrollo de su procedimiento, y en virtud de esa co m ­
petencia se le autoriza a dlsponer, en ciertas condiciones, 
sobre la compensaciôn justa, equitativa, asignable a la parte 
lesionada o vîctima de una violaciôn del Convenio (107),
Por ello, se ha podido afirmar que el artîculo 50 es 
la ûnica norma de 1 Convenio que trata expresamente de los p o - 
deres conferidos al Tribunal en orden al contenido de su d e ­
cisiôn.
La norma, como expusimos, contempla ûnicamente el c a ­
so de que la violaciôn dependa de una decisiôn o medida de un 
ôrgano estatal jurisdiccional d no y que el ordenamiento al 
que pertenece la vîctima no permita sino eliminar las conse-
(107) Luzzato, R . : considéra que aunque la califica de im- 
parcial e incomplete, pues se refiere solo a una de 
las hipôtesis que se pueden verificar cuando el Tribu­
nal constate la violaciôn de las obligaciones conven- 
cionales por parte de los Estados, hipôtesis que con­
templa el artîculo y que no es la mâs frecuente. En 
"La Convenzione Europea dei Diritto dell'Uomo e la R i - 
parazlone delle violazioni délia Convenzione" en "Stu- 
di in Onore di Manlio Udina". T. I, Mllân 1975, pp. 
423-445.
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cuencias de la medida o decisiôn en cuestiôn.
El artîculo 50 estâ redactado de forma mâs amplia y 
genêrica que el artîculo 5 y no se encamina a la sola pro- 
tecciôn de un derecho Individual determinado y concreto pr^ 
vaciôn de libertad- sino al establecimiento del principle 
condigno de la responsabilidad en todo ordenamiento jurîdico: 
la satisfacciôn equitativa en caso de infracciôn (108).
Sin embargo a pesar de que ambas disposiciones se si - 
tûan en pianos diferentes, se ocupan, al mismo tiempo, de 
problémas relatives a la reparaciôn en el âmbito del Convenio.
El artîculo 5 enuncia una norma sustancial y el articu­
le 50 una norma, esenc'ialmente, de competencia. Sin embargo, 
la trascendencia de la interrelaciôn existante puede bénéfi­
ciât y contribuir a la protecciôn de la persona humana. En 
este sentido cabe recordar, por ejemplo, que el Tribunal de - 
clarô, en cierta ocasiôn, inaplicable el artîculo 25 y sostu- 
vo, en cambio, desde un punto de vista procesal, la aplicabi­
lidad del artîculo 50 (109).
(108) Es la compensaciôn que se debe a la vîctima, a "la 
parte lesionada", por causa de cualquier "decisiôn" 
o "medida" adoptada por las autoridades del Estado, 
que se encuentre "entera ô parcialmente en oposiciôn 
con las obligaciones" derivadas del Convenio y siem­
pre y cuando el Derecho interno no permita anular mâs 
que de modo "imperfecto los efectos de la decisiôn o 
medida ilîcita". Recueil des Textes, pâg. 112, y pp. 
103-104.
(109) Asunto "Neumeister" Sentencia de 7 de Mayo de 1974, 
Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n° 17, 1974, pârf°30. 
Sobre la nociôn de privaciôn de libertad. Véase Doc. 
D.D.H. (81) 1, pp. 3 y ss.
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La garantîa prevista en el artîculo 5, es el resar- 
cimiento de los daflos producidos por causa de la detenciôn. 
Impone al Estado el deber de que su orden jurîdico garantice 
el derecho de reparaciôn que deberâ ser aplicado por los ôr­
ganos internos. Si el Estado no estâ en posiciôn de tomar 
las medidas necesarias para la reparaciôn, el Tribunal podrâ 
proveer, en tal caso, a la compensaciôn debida, segûn el ar­
tîculo 50.
En los supuestos de privaciôn de libertad, la déci­
sion Interna sobre la legalidad del arresto o detenciôn prac- 
ticada no priva, en absolute, a la vîctima de su derecho a ob 
tener la reparaciôn debida, bien en razôn del artîculo 5 o 
en virtud del artîculo 50. El artîculo 50 permite al Tribu­
nal adoptar una soluciôn de recambio en la hipôtesis en que 
la soluciôn principal se viese perturbada por la existencia 
de un obstâculo en Derecho Interno (110).
6. Facultad especial de vigilancia y fiscalizaciôn 
del Tribunal europeo sobre la concesiôn de repa- 
rac ion.
ET Convenio se basa en la idea general de que los Es -
(110) La idea de la obligatoriedad de las declsiones del 
Tribunal no résulta afectada por el hecho de que el 
Convenio no otorgue al Tribunal europeo poderes efec 
tivos y directes sobre las instancias internas del 
Estado. En este sentido los arts. 53 y 54 del Convenio, 
el primero exige a los Estados que se conformen a las 
declsiones y el segundo faculta al Comité para vigi- 
lar la ejecuclôn de las declsiones. Recueil des Tex­
tes, pâg. 112. Véase intervenciôn de Sdrensen, M., Publ 
Cour. Eur. D.H. Série B, vol. 12, 1971-1974, pp. 28, 
50-51, 85-84 y 88-90.
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tados han de atenerse con rigor a sus disposiciones y cumplir 
de buena fe sus obligaciones.
El incumplimlento por parte del Estado hace lôgico el 
control por parte del Tribunal.
Por tanto, la competencia del Tribunal en materia de 
reparaciôn del artîculo 50 se extiende a la observancia y vi­
gilancia por parte del Tribunal de la acciôn de las autorida­
des internas llamadas a la concesiôn de la reparaciôn (111). 
Este criterio es el patrocinado por el Tribunal cuando estima 
que tiene competencia para vigilar que la compensaciôn pueda 
ser obtenida en un plazo razonable y que el resultado sea equi^ 
tativo.
El Convenio confia, primero, al Estado demandado la fa 
cultad de dar, mediante su procedimiento interno, la repara­
ciôn adecuada a la parte lesionada. Actuando asî, el Tribunal 
sigue siendo compétente para "vigilar que la compensaciôn sea 
obtenida de manera adecuada y en un plazo razonable" a fijar 
por el Tribunal y que el resultado sea equitativo.
Es muy certero el criterio que atribuye al Tribunal una 
cierta facultad de vigilancia sobre el comportamiento de las 
autoridades nacionales llamadas a ofrecer la indemnizaciôn. 
Puede ocasionar, en cambio, incertidumbre la determinaciôn del 
"plazo razonable" en que pueda operar la vigilancia del Tribu­
nal .
(111)* Vêanse votos particulares de los jueces Verdross A. y 
Mosler H., en Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, vol. 14, 
1972.
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Cabe suponer que la vîctima vuelva a encontrarse con 
nuevos obstâculos serios para la consecuciôn de la indemni­
zaciôn que le es debida por parte de las autoridades inter­
nas. En esta hipôtesis, parece lôgico que la vîctima no se 
vea expuesta a un nuevo y largo proceso interno de indemni­
zaciôn, mâxime si se tiene en cuenta que ha debido atenerse 
anteriormente a la exigencia del artîculo 26, y a las previas 
fases procesales ante la Comisiôn y el propio Tribunal.
En realidad, se trata de reconocer al Tribunal euro­
peo una cierta facultad de vigilancia objetiva que le permi­
ta procéder al otorgamiento de la compensaciôn que juzgue 
apropiada "sin estar obligado a esperar el termine de los pro 
cedimientos nacionales".
Sin embargo, no puede olvidarse que la actual redac­
tion del artîôulo preceptûa, con rigor, que la competencia 
de reparar del Tribunal estâ muy vinculada y condicionada a 
una previa decisiôn interna asignando una indemnizaciôn con­
creta, perfecta o imperfecta, parcial o total. Aquî si que 
es muy amplio el margen de competencia del Tribunal: tiene 
facultad absoluta de enjuiciar la perfecciôn o imperfecciôn 
de la reparaciôn, su proporclonalidad y su equidad y por tan­
to, sentenciar si es justa o insuficiente la indemnizaciôn 
interna y si esta ha de comprender, a su vez, no solo los da- 
nos materiales, sino también, los indirectos o morales.
La concepciôn técnico-juridica y la realidad procesal 
insoslayable no permiten, en cambio, aconsejar que ciertos 
aspectos de la reparaciôn, por razones de celeridad, sean con 
fiados al Secretario del Tribunal. Este criterio fué sosteni- 
do por el eminente juez Zekia (112). Con respecto al "reembol-
(112) En este sentido, conviene tener présenté los termines
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so de los gastos suplementarios" que hublesen sido abcnados 
por el requirente, en razôn del procedimiento interno e in- 
ternacional cuando se ha confirmado el hecho de la violaciôn 
juridical
"el examen y arreglo de esta cuestiôn p o ­
drîa ser confiada al Secretario del Tr i ­
bunal" .
/. .
précisés del eminente juez Mosler; el Tribunal "tie­
ne competencia para juzgar, segûn las particularida- 
des de cada caso concreto, en que medida ha de espe­
rar el resultado de la reclamaciôn dirigida por los 
requirentes a las autoridades nacionales. Puede fi­
jar los plazos y, una vez cumplidos, examinar los r e - 
sultados conseguidos y estatuir, por sI mismo, sobre 
la compensaciôn". Este razonamiento parece lôgico y 
conveniente, pero, hasta ahcra, no ha sido consagra- 
do en taies termines y de modo explicite por el p r o ­
pio Tribunal. Tal vez, el artîculo 50 sea, en el f u ­
ture interpretado jurisprudencialmente, en tal sen­
tido. Claro estâ, que la necesaria condiciôn del art. 
50, de la previa decisiôn interna de indemnizaciôn no 
debe otorgar, para su concesiôn, un margen discrecio­
nal absolute en el tiempo a las autoridades naciona­
les. Y en este punto cabe pensar que el Tribunal estâ 
facultade para hacer indicaciones y determinar pério­
des de tiempo precise que sean observados por el Dere­
cho interno. De lo contrario, se correrîa el riesgo 
de que no fuese eficaz la protecciôn de la vîctima. 
Mâxime si se recuerdan los amplios espacios de tiempo 
que requiere el desarrollo regular del procedimiento 
ante las instancias nacionales e internacionales. Pre 
cisamente la sentencia comentada de 1972 fue pronun- 
ciada cinco anos después de haberse los requirentes 
dirigido, Inicialmente a la Comisiôn, 1966. Y Senten­
cia de 10 de Marzo de 1972. Asunto "De Wilde, Ooms y 
Versyp" Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n® 14, voto 
particular del Juez Zekia, y pârrafos 32-38 y 39-40.
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Puede darse, naturalmente, la concurrencia de "gastos 
suplementarios", pese a la asistencia jurîdica gratuita pre­
vista y practicada en el sistema de protecciôn del individuo. 
Puede ocurrir, tambiên, que la actuaciôn del individuo, en su 
propia defensa, no solo no sea ûtil, ni abusiva, sino que se 
corresponds con las exigencias de la buena fê. Ahora bien, la 
atribuciôn al requirente del reembolso de cualesquiera "gas­
tos suplementarios" deben seguir siendo de la competencia del 
propio Tribunal facultado, ampliamente, para concéder la co m ­
pensaciôn equitativa a la vîctima de una violaciôn de las clâu 
sulas de 1 Convenio.
Respecto del artîculo 5 es importante senalar que cier 
tos Estados han formulado réservas, de acuerdo con el artîcu­
lo 64 del Convenio (Austria, Suiza y Espana).
La réserva de Espaha se refiere a la aplicaclôn de las 
disposiciones de los artîculos 5 y 6 en la medida en que fue- 
sen Incompatibles con las disposiciones relatives al rêgimen 
disclplinario de las Fuerzas Armadas que figuran en el Tîtulo 
XXIV del 3" Tratado de Côdigo de Justicia Militar.
Se ha basado esta réserva en la soluciôn del Tribunal
en eî asunto Engel, determinando la aplicaclôn del Convenio
en el âmbito militar (113).
(113) "Asunto Engel y otros contra Paîses Bajos" Publ. Cour. 
Eur. D.H., Série A, n° 22, 1976, pârrafos 9-11, pp. 
66-70.
En este asunto se les concediô una reparaciôn simbôli- 
ca por los danos morales sufridos por la detenciôn 
irregular que les fue impuesta, pârrafos 10 y 69, pp. 
68 y 69.
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7. Sîntesis del equilibrio del sistema en v i gor.
El sistema de reparaciôn interna, se considéra, a v e ­
ces, suficiente para la reparaciôn de la infracciôn del artî­
culo 5.
El artîculo 5, pârrafo 5, ha sido interpretado restric 
tivamente, en el sentido de que "no concierne directamente 
las atribuciones del Tribunal", sino que contempla la repara­
ciôn por las autoridades internas. Se ha alegado que dicho a r ­
tîculo trata de un derecho que debe garantizar el sistema j u ­
rîdico nacional. Se recuerda que este derecho figura entre 
los definidos por el Tîtulo I del Convenio. Y, por ello, es 
regido por el artîculo 1®;
/.
En cuanto a las réservas véase Recueil des Textes, pp. 
605 y ss. Véase Annuaire..., vol. 22, pp. 51-52, pp. 
22-25. Las réservas espaholas son:
"A los artîculos 5 y 6 y 11 del Convenio, en la medida 
en que fueren Incompatibles con las disposiciones rela­
tives al rêgimen disciplinario de las Fuerzas armadas. 
"De conformidad con el art. 64 del Convenio para la Pro 
tecciôn de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fondamentales, Espafla réserva la aplicaclôn de :
1. Los artîculos 5 y 6, en la medida en que fueran in­
compatibles con las disposiciones que, en relaciôn con 
el rêgimen disclplinario de las Fuerzas Armadas, se 
contienen en el Tîtulo XV del Tratado Segundo y en el 
Tîtulo XXIV del Tratado Tercero del Côdigo de Justicia 
Militar".
2. El artîculo 11, en la medida en que fuere incompati­
ble con los artîculos 28 y 127 de la Constituciôn espa- 
fiola". En cuanto a las restantes réservas véase Recueil 
des Textes. Estrasburgo 1981, pp. 605-611. La espanola, 
véase punto 9, pâg. 609. Suiza ha retirado con efecto a 
partir del 1 enero 1982, la réserva relative al art. 5 
del Convenio. Véase "Bulletin d'information sur les acti 
vités juridiques au sein du Conseil de l'Europe et dans 
les Etats membres", n® 13, Septembre 1982, pâg. 1.
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"Las Altas Partes contratantes reconocen 
a toda persona que dependa de su juris­
dicciôn los derechos y libertades defini­
dos en el Tîtulo I del présente Convenio"
(114) .
Cuando el individuo requirente alega ante la Comisiôn 
que se le ha denegado dicho derecho, la Comisiôn tiene que 
examinar la demanda conforme a su procedimiento normal y se 
aplica, entonces, la régla del agotamiento de las vîas de r e ­
cursos internos. Y se dice que este supuesto no se da cuando 
la demanda no se basa en el artîculo 25 del Convenio y no se 
hubiese alegado una violaciôn del artîculo 5, pârrafo 5. Se 
observa, enseguida, que se trata ahî de una interpretaciôn 
restrictiva que no ha sido plenamente consagrada jurispruden­
cialmente .
F.s muy comprensibJe la idea de que no existe una rela­
ciôn directa y expresa entre el artîculo 50 y el artîculo 5, 
pârrafo 5. Serîa, en cambio, excesivo decir que no existe co 
rrelaciôn alguna entre ambos.
En efecto, la aplicaclôn del artîculo 5, pârrafo 5, 
presupone a veces, un arresto o detenciôn que contraviene e 
infringe el Convenio (115).
(114) Ibidem, pâg. 104.
(115) Ibidem, pâg. 108, véase Weil, G.L.: "The European 
Convention on Human Rights, Background, Development 
and Prospects", Leyden, 1963, pp. 104-105. Vanwelken­
huyzen, A., O b . cit. pâg. 536. Mikaelsen, L . : "Euro­
pean protection on human rights". Aalphen aan den 
Rijhn, 1980, pp. 175-178.
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Y es notorio que, para saber, si un arresto o d e t e n ­
ciôn supone una violaciôn del Convenio, es necesario una sen
tencia del Tribunal o una decisiôn del Comité de Ministres.
De ahî se ha deducldo que, en principle, sôlo estos dos ô r g a ­
nos pueden decidir, con fuerza obligatoria, si ha habido 
arresto o detenciôn con violaciôn del Convenio.
Ateniendose con criterio restrictive al texto del a r ­
tîculo 5, pârrafo 5, se puede pensar que las condiciones de
la detenciôn sean, en un caso concreto, contrarias a las dis-
posiciqnes del articule 5, sin que:
"los ôrganos instituidos por el Convenio 
hayan establecido tal contravenciôn".
En tal sentido, se ha razonado que los ôrganos nacio­
nales, los tribunales nacionales, "pueden muy bien verificar 
que una determinada detenciôn no ha sido conforme a una de 
las disposiciones del articule 5". Por ejemplo, por no haber 
motive razonable para creer en la necesidad de impedir la huî- 
da de una persona sospechosa de un crimen, o porque no se ha - 
bîa dado realmente el supuesto previsto de vagabundeo o p o r ­
que no encuentre aplicaciôn cualquiera otra de las disposicio­
nes del artîculo 5.
En taies circunstancias y otras anâlogas, la detenciôn 
puede haber sido reconocida por los Tribunales nacionales c o ­
mo contraria a las disposiciones del artîculo 5 y el intere- 
sado podrîa prevalerse del artîculo 5, pârrafo 5.
Desde luego, es admisible, en princlpio, que el sistema 
de reparaciôn interna resuite suficiente para el cumplimiento
mdel deber de compensaciôn de las infracciones habidas del 
articule 5. Mas no per elle cabe deducir que tan solo y  
siempre ha de ser invocable, de modo absolute y exclusive, 
el sistema de reparacion interna.
Justamente, cuando la insuficiencia del sistema in­
terne es bien manifiestouno se puede dejar confiada la par­
te lesionada en forma rigurosa a la discrecionalidad del Es 
tado interesado. Es en esa situacion de insuficiencia de la 
legislacion interna, cuando mâs justa y equitativa resulta- 
râ la aplicacion del artlculo 50.
P A p. T E S E X T A
PARTE SEXTA




1. El derecho del requirente a la reparaciôn.
2. Las bases reguladoras de la reparacion.
a. Efectividad.
b. Necesidad.




A. La demanda de reparaciôn.
1. La admisibilidad de la demanda.
2. La oeticiôn de indemnizaciôn constituye la 
"fase tjltima del procedimiento".
3. La instancia de reparaciôn no es una "demanda 
nueva".
4. Los magistrados que sentencian la violaciôn 
deben entender de la renaraciôn.
5. Valor de la réserva del derecho eventual del 
requirente.
I I
6 . Propôsito de favorecer el arreglo entre el Es - 
tado y el requirente.
7. El carâcter definitive de la sentencia.
B. Fundamentacion de la demanda de reparacion.
1. La natuxaleza del dafio y la compensacion e q u i ­
tativa,
2. La no distinciôn entre actos y omisiones.
3. La persona lesionada o vîctima.
4. La determinacidn del plazo no-razonable puede 
preceder al enjuiciamiento de la fundamenta- 
c i ô n ,
C. La realidad del dafio y el nexo de causalidad.
1. No precisiôn de la naturaleza, ni del alcance 
del dafio.
2. No precisiôn del derecho.
3. La causalidad en la detenciôn provisional y la 
imputaciôn de la detenciôn sobre la pena.
4. Los dafios materiales y el perjuicio moral.
5. La reputaciôn del requirente y el periuicio 
m o r a l .
D. La violaciôn y la compensaciôn equitativa.
1. La violaciôn no implica siempre compensaciôn 
automâtica.
2. La compensaciôn como una "indemnizaciôn global"
3. La rectificaciôn legal del procedimiento inter­
ne defectuoso como compensaciôn de danos,
4. La determinaciôn y contenido de la indemniza­




a. Determinaciôn de la compensaciôn equitativa.
b. Contenido de la indemnizaciôn,
c. La apreciaciôn en equidad.
d. La apreciaciôn de las costas y gastos.
5. La reducciôn de la pena como reparaciôn.
E. La "satisfacciôn" equitativa,
1. El derecho de reparaciôn compensado con la "sa­
tisfacciôn" del reconocimiento de la violaciôn.
2. La satisfacciôn del perjuicio moral y su rela- 
ciôn con el dafio material.
F. El arreglo amistoso y la apreciaciôn en equidad 
por el Tribunal.
1. El carâcter equitativo del arreglo amistoso so­
bre el derecho de reparaciôn.
2. El arreglo sobre reparticiôn de costas-gastos: 
supervisîôn del Tribunal.
3. La peticîôn de compensaciôn limitada solo a "co^ 
tas y gastos".
G. Tnnovaciôn sobre el derecho de reparaciôn y la hi - 
notétîca equiparaciôn del terrorists al vagabundo- .
H. Criterios déterminantes de la evaluaciôn de costas 
y gastos procesales.
1. Efectividad del gasto.
2. Necesidad del gasto.
3. Carâcter razonable del importe de las "costas 
gastos".
I V
I. Sinopsis de la aplicaciôn têcnico-pragmâtica del
articule 50.
1. AslgnaciÔn de una indemnizaciôn pecuniaria.
2. La constataciôn de la violaciôn como comuensa- 
ciôn equitativa.
3. La modificaciôn legislativa interna como repara­
ciôn.
4. La solicited de reparaciôn presentada por inicia 
tiva del abogado del requirente.
CONSIDERACION PREVIA
La determinaciôn têcnico-jurîdica del derecho de repa­
raciôn, segûn la jurisprudencia del Tribunal europeo, nos 
ofrece un panorama vastîsimo de cuestiones que no es fâcil 
compendiar en unos cuantos criterios enunciativos de carâc­
ter general.
Intentâmes, desde luego, expresar, en primer término, 
cierto nômero de lîneas générales derivadas del estudio de 
la jurisprudencia que se reiteran, con frecuencia. Y aborda- 
remos, despuês, el anâlisis de la experiencia jurisprudencial, 
senalando, en fin, los problemas y las decisiones jurîdicas 
întimamente relacionadas con el ejercicio del derecho de re­
paraciôn .
En este sentido, tendremos en cuenta no solo las lî­
neas esenciales del pensamiento y reflexiones del Tribunal, 
sino, tambiên las pocas elaboraciones doctrinales sobre la ma 
teria. No ensayamos, s in embargo, una visiôn general y abso­
lute de la gama amplîsima de todas las cuestiones substancia- 
les posibles de la aplicaciôn del Convenio que nos pudiera 
alejar del nûcleo esencial de este capîtulo: el derecho de 
reparaciôn, segôn el artlculo 50 del Convenio, en funciôn de 




Las cuestiones principales del ejercicio del derecho 
de reparaciôn, en la jurisprudencia europea, suelen girar en 
torno a las cuestiones siguientes:
1. El derecho del requirente a la reparaciôn,
2. Las bases reguladoras de la reparaciôn.
1. El derecho del requirente a la reparaciôn.
El derecho, en concrete, del requirente para obtener 
reparaciôn puede ser mantenido en tela de juicio hasta el ins 
tante decisorio constituldo por la sentencia del Tribunal 
europeo. Este derecho concrete queda establecido de modo cla- 
ro por la sentencia confirmatoria de la violaciôn alegada.
Por consiguiente, la reparaciôn debida no dériva, de 
modo inmediato, para el requirente del principio general de 
Derecho internacional enunciado por el Tribunal Permanente de 
Justicia Internacional en el asunto de la Fâbrica de Chorzow 
(1).
(1) "Affaire relative à l ’usine de Chorzow (demande en 
indemnité - compétence). C.P.J.I., Série A, n “ 9, 
y Série A, n “ 17, pâg. 47.
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La sentencia de 13 de Septiembre de 1928, del T.P.J.I, 
déclara :
"El Tribunal confirma que es un principio 
de Derecho internacional, esto es una 
concepciôn general del derecho, que toda 
violaciôn de un compromise comporta la 
obligaciôn de reparar".
Y el mismo asunto habia motivado otra sentencia, de 26 
de Julio de 1927, en la que el Tribunal se expresa en los s i ­
guientes termines:
"Es un principio de Derecho internacional 
que la violaciôn de un compromise entra- 
na la obligaciôn de reparar de una forma 
adecuada" (2).
Aûn asentandose teôricamente en ese importante princi­
pio general, la causa inmediata y generadora del derecho c o n ­
crete émana de los dos articules bâsicos del Convenio sobre la 
materia; articule 5 (pârrafo 5) y articule 50 (3).
(2) C.P.J.I., Série A, n “ 9. Affaire relative à l'usine
de Chorzow (demande en indemnité - compétence) y S é ­
rie A, n** 17, Affaire relative a l'usine de Chorzow
(demande en indemnité - fond), pâg. 29.
Véase Pastor Ridruejo, J . A . : "La Jurisprudencia del 
Tribunal Internacional de La Haya", (Sistematizaciôn 
y comentarios) . Mavarra 1962 , pp. 427-435 y 214 y ss.
(3) Recueil des Textes, pp. 103-104 y 112.
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Se reconoce, en teorîa, la existencia de una diferen- 
cia notable entre la aplicaciôn del mencionado principio in­
ternacional de carâcter general y las disposiciones concretas 
y especiales del Convenio. El requirente adquiere, en virtud 
del Convenio el derecho directo e inmediato a la reparaciôn. 
Este derecho subordinado y accesorio que puede beneficiar a 
las personas en el supuesto de una decisiôn favorable en una 
controversia interestatal.
2. Las bases reguladoras de la reparaciôn.
Las bases reguladoras de la reparaciôn son pondera- 
das, por el Tribunal europeo, en cada caso concrete, abste- 
niéndose de enunciar criterios categôricos que pudieran li­
miter, en lo sucesivo, su libertad discrecional y de decisiôn 
equitativa (4).
Suele aparecer, como es natural, en primer término, 
la reparaciôn debida por causa de la violaciôn del artîculo 
determinado de que se trate del Convenio.
(4) Son muy ilustrativas y decisivas en la materia,
especialmente, las sentencias recaîdas en los asun 
tos De Wilde,"Ooms y Versyp"," Ringeisen';"Neumeister" 
y "Sunday Times".
Publ, Cour. Eur. D.H. Arrêt du 10 Mars 1972 (arti­
cle 50), Série A, vol. 14, Publ. Cour. Eur. D.H., 
Arrêt du 22 Juin 1972 (article 50), Série A, vol. 
15.
Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire "Neumeister", Arrêt 
du 7 Mai 1974, Série A vol. 17 y Publ. Cour. Eur.
D.H., Arrêt du 6 Novembre 1980, Série A, vol. 38.
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En tal sentido, se han dado, con reiteraciôn, los c a ­
ses de privacion de libertad. En estos supuestos no résulta 
posible la "resfviutio in integrum". Y, no se adraite fâcilmen- 
te, la pura y simple satisfacciôn simbôlica, aun cuando haya 
sido establecida en la prâctica. En principio, no se suele 
considerar siempre como suficiente la mera confirmaciôn genê- 
rica de la violaciôn de un derecho.
En realidad, el propio Tribunal ha registrado y recor- 
dado el asunto Janes, resuelto en 1925, por la Comisiôn Mixta 
de Reclamaciones de Mêjico y Estados ünidos. Esta Comisiôn ha 
bîa estimado vigente, sobre la materia, una prâctica interna­
cional de "envergadura mundial". Conforme a esta, concepciôn 
internacional, de carâcter general, se habîan de tener en 
cuenta en la reparaciôn no solo la "compensaciôn de los d a ­
nos materiales", sino también, el aspecto de una "satisfac­
ciôn substancial" por el quebrantamiento de las mismas obliga- 
ciones (5). El requirente deberîa, por tanto, obtener la repa 
raciôn "adecuada" que dice el Tribunal Internacional de J u s ­
ticia.
De modo anâlogo, se ha pensado con respecte a las in­
fracciones del artîculo 5 del Convenio, sancionadas directa- 
mente con el derecho a una reparaciôn o las demâs infraccio­
nes justiFicativas de la aplicaciôn del artîculo 50.
La gravedad de la violaciôn, con privaciôn de libertad, 
légitima la debida reparaciôn por la violaciôn habida, ademâs
(5) Recueil des Sentences Arbitrales, vol. IV, pâg. 89.
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de la justa compensaciôn de los danos o perjuicios particu- 
lares sufridos por los requirentes, por causa de la detenciôn 
indebida, abusiva o excesiva. Teôrica y prâcticamente se tra- 
ta de clases de dados distintos. Y esta distinciôn de los 
perjuicios implica, justamente, una reparaciôn distinta para 
ambos casos. Concurren, a h î , dos bases diferentes para la r e ­
paraciôn.
Otra cuestiôn déterminante es la de la amplitud del 
perjuicio. El cilculo del dano sufrido estarâ en relaciôn con 
una serie de elementos diverses, segûn las circunstancias del 
caso, con independencla de la importancia del dano a reparar, 
por si misma, e incluse, de la base genérica de la debida r e ­
paraciôn. Con ciertas réservas se puede decir que una cosa es 
la base y otra la suma de la indemnizaciôn.
En segundo termine, existe y procédé tomar en conside- 
raciôn otro concepto, como base reguladora de la reparaciôn, 
singularmente en relaciôn con los litigios que generan la in- 
terrelaciôn del artîculo 5 con el artlculo 50. Nos referimos 
al dado o perjuicio sufrido por el requirente en el supuesto 
de una prolongaciôn excesiva de la detenciôn provisional, s u ­
puesto bien reiterado en la jurisprudencia. El tema se ha 
planteado ante la jurisdlcciôn europea, pero ya lo habîa sido 
anteriormente en otras instancias internacionales.
Precisamente la Comisiôn de Reclamaciones, Mêjico - Es 
tados Unidos, en el asunto Turner, acordô una importante in­
demnizaciôn con motivo de la detenciôn irregular y por causa 
de "la pena y afrenta infligida al requirente" (6). El razo-
(6) Recueil des Sentences Arbitrales, vol. IV, pp. 278
.../..
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namlento se basô en ideas esenciales: por un lado la deten­
ciôn ilegal hace responsable al Estado de los "peligros y ca- 
tâstrofes" que sufra y perjudiquen al interesado, porque tal 
v e z , no hubieran ocurrido si se encontrase en libertad; y por 
otro lado, la detenciôn excesiva constituye un "atentado con 
tra la libertad individual" condenado por los principles del 
Derecho internacional.
Ciertamente esos supuestos lesivos y atentatorios con­
tra las libertades fondamentales del hombre son los mâs con- 
templados y condenados, hoy en dîa por el Convenio, que régu­
la a su vez, su reparaciôn.
No es fâcil sentar normas générales para evaluar la re 
paraciôn en los casos concretos de esa naturaleza, ni determi 
nar con anticipaciôn los efectos de la prolongaciôn excesiva 
de la detenciôn del requirente.
Ni tampoco se pueden establecer categories rigurosas 
que encuadren, con firmeza absolute, la aplicaciôn de los cr i ­
terios del carâcter directo o indirecte, prôximo o remoto, de 
los danos sufridos. Prevalecerâ en todo caso, el criterio bâ- 
sico y general y la razôn decisive de la conexiôn y de la cau­
sal idad.
282. Aqui pâg. 282, Véase la invocaciôn de las pala­
bras del arbitre Van Vollsnhoven por Fawcett en el 
Asunto "Ringeisen". La excesiva duraciôn de la priva­
ciôn de libertad del récurrente contraria al art. 5
(3) del Convenio le produjo perjuicios materiales que 
requerian una reparaciôn. Publ. Cour. Eur. D.H. Affai­
re Ringeisen, Série B, vol. 13, Audiences Publiques, 
Mai 1972, pp. 47-48.
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En realidad son abondantes las sentencias arbitrales 
sobre la materia y en ellas se discuten de modos diverses las 
soluciones aplicables a cada caso. Los razonamlentos basados 
en esa fecunda fuente arbitral nos manifiestan la posible con 
elusion de que existe una raultiplicidad de maneras de déter­
minât las consecuencias de la detenciôn excesiva, y, en gene­
ral de los dafios indirectes.
Por otra parte, el hecho de valorar y evaluar la r e p a ­
raciôn y précisât la cifra e importe de la indemnizaciôn es 
materia vinculada a las bases que se juzguen déterminantes p a ­
ra la misma compensaciôn. Previamente los reclamantes han de 
establecer la lînea y la lista de sus dafios y perjuicios y de 
sus pérdidas.
El anâlisis y clasificaciôn de estos conceptos sobre 
la evaluaciôn del dano, presupone la determinaciôn de cuales 
de elles han de ser juzgados oportunos y pertinentes para la 
estimaciôn de la reparaciôn que ha de atenerse a las bases fi^  
jadas por la instancia judicial internacional. Esta decisiôn 
corresponde, segûn el Convenio, a la competencia exclusiva del 
Tribunal europeo que resuelve sobre la aceptaciôn plena o par 
cial de la lista detallada de las reclamaciones.
Fijadas las bases de reparaciôn, se podrân analizar y 
estimar los conceptos apropiados de los perjuicios y pérdidas 
y fijar, entonces, el importe de la indemnizaciôn correspon- 
diente a la compensaciôn equitativa contemplada por el artîcu­
lo 50.
Es de observât que la evaluaciôn del perjuicio deriva- 
do de la violaciôn del artîculo 5, en relaciôn con el artîculo
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50, puede comprender no solo los dafios materiales, sino tam­
biên, los morales. Y en los casos de privaciôn de libertad, 
no se han de descartar las "perturbaciones psicolôgicas", in­
quietudes y tensiones originadas, por la prolongaciôn excesi­
va de la detenciôn de la vîctima de la violaciôn, o de las mo 
dalidades del internamiento, o el desconcierto y angustia de 
la imposibilidad de ejercer su propia profesiôn o industria, 
al margen del dafio material, o el sufrimiento de un status ci­
vil contrario al Convenio -la madré y su hijo natural- etc.
Esta idea del perjuicio moral se asienta y légitima, 
también, por diversas sentencias arbitrales que consideraron 
dlcho factor como un elemento del perjuicio y de la reparaciôn 
pertinente.
Igualmente, es lîcito ponderar, a efectos de reparaciôn, 
los gastos y costas que tuviere que afrontar el requirente en 
el curso de los procedlmlentos habidos en defensa de su causa. 
Como senalamos mâs adelante, la discusiôn sobre los gastos 
del procedimiento se suscita, en torno al carâcter de las ac- 
tuaciones judiciales: si son o no admisibles solamente los 
gastos y costas procesales del procedimiento internacional o 
si, ademâs, cabe invocar los generados por el procedimiento in 
terno.
En tercer término, la doctrina y la jurisprudencia han 
reflexionado sobre la forma de materializar la reparaciôn. Es 
la cuestiôn de si la moneda en que deba abonarse la indemniza­
ciôn tiene o no, necesariamente, que ser la de curso legal en 
el paîs de la nacionalidad del requirente. En favor de este 
criterio se utiliza el razonamiento que considéra decisivo el 
lugar en el que el requirente despliega su vida, sus operacio- 
nes y actividades normales. El requirente, s in embargo, puede
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desplazar el centro de su vida, y négociés normales, a otro 
paîs distinto o domiciliarse en este ûltimo por diversas ra- 
zones. En este caso es posible solicitât el abono de la in­
demnizaciôn en la moneda del pais de residencia o domicilie.
La cuestiôn fue enjuiciada por el Tribunal Permanente 
de Justicia Internacional, resolviendo, en ciertos casos, a 
favor de una moneda distinta de la del paîs nacional del re­
clamante. Asî aconteciô en el asunto Wimbledon (7). Y este pa- 
recer fue compartldo, también, por el Tribunal europeo (8).
En cuarto término, cabe recordar el debatido tema de 
los intereses; si estos se han de agregar o no a la indemni­
zaciôn que se juzgue equitativa conforme al Convenio. Sobre es 
te extremo, el Tribunal ha dado una soluciôn tangéncial que élu 
de, de momento, la toma de posiciôn definitiva sobre el tema.
En quinto término, la cuestiôn del contenido de la re­
paraciôn, de las costas procesales y en sentido amplio de los
(7) Sentencia de 17 de Agosto de 1923. C.P.J.I. "Affaire 
du vapeur Wimbledon. Série A, n® 1 , pâg. 30. El gobier 
no alemân debîa indemnizar al gobierno francés los da- 
Ros causados por la prohibiciôn del paso por el canal 
de Kiel. Véase Pastor Ridruejo, J.A., Ob. cit. pâg.428.
(8) Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire Ringeisen Interpretation 
de l'arrêt du 22 Juin 1972. En su sentencia de 23 de 
Junio de 1973, ordeno que las autoridades austrîacas 
abonasen a Ringeisen la indemnizaciôn pecunaria en mar- 
cos alemanes, pârfs. 12-15. Véase en contra del razona 
miento y de la decisiôn del Tribunal el Voto Particu­
lar del Juez Verdross. Ibidem, pâg. 6.
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gastos del procedimiento ante el Tribunal, es materia de in- 
dudable interês que ha motivado mâs de un debate teorico-prâc 
tico ante la alta instancia jurisdiccional europea.
Entra en juego, no solo la equidad, sino también, y en 
funciôn de ella, la proyecciôn del interés social y la salva- 
guarda, al mâximo posible, del contenido de la misma repara­
ciôn.
De ahî que podemos elaborar una exposiciôn sintética de 
los principles générales que sobre la materia prevalecen en 
las tendencias normativas y reiteradas del Tribunal.
En principio, la atribuciôn de las sumas de indemniza­
ciôn, de las costas y gastos del procedimiento, en razôn del 
artîculo 50, presupone ciertas condiciones déterminantes, que 
pueden ir adquiriendo, cada vez, mayor grado de generalidad, 
e, incluse, ser decisivos sobre la importancia y el contenido 
de la reparaciôn: la efectividad, la necesidad y el carâcter 
razonable de sus elementos intégrantes.
a. Efectividad: El criterio decisivo de la efectividad 
puede requérir la aportaciôn de las pruebas pertinentes. Pero 
puede darse, igualmente el supuesto de que no sean estrictamen 
te necesarias. Esto es lo que ocurre, cuando los requirentes 
no se han beneficiado de la asistencia judicial gratuita ante 
la Comisiôn y el Gobierno interesado en el litigio y la Comi­
siôn, no han discutido la materialidad de los gastos del proce­
dimiento habido en Estrasburgo.
En este supuesto, el Tribunal no se siente en la nece­
sidad de procurarse pruebas justificativas sobre la efectivi-
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dad, salvo que existan indicios en sentido contrario (9).
b . Necesidad: En principio, el interês de una sana y 
pronta administraciôn de justicia, parece aconsejar que no se 
abrume a los ôrganos del Convenio con medios y argumentes aje 
nos a la causa en litigio y esto, desde luego, no ocurre cuan 
do los argumentes y medios empleados estan en conexiôn direc­
ta con el nûcleo esencial del artîculo del Convenio vulnerado 
en perjuicio de los requirentes. En este sentido es muy ilus- 
trativa la afirmacion del Tribunal:
"Un jurista tiene el deber de presentar 
la defensa de su cliente con la amplitud 
y el talento de que sea capaz".
De ahî que no sea fâcil predecir con certeza, la im­
portancia que el Tribunal va a concéder a cualquiera de los ar 
gumentos invocados, salvo si son "manifiestamente ociosos o 
sin valor" (10).
En razôn, de los elementos intégrantes de la reparaciôn, 
y singularmente, de las costas procesales es interesante notar, 
en fin, el hecho debatido sobre los gastos y el nûmero de aboga
(9) Publ. Cour. Eur. D.H., Arrêt Sunday Times du 6 No­
vembre 1980, Série A, n® 38 (article 50), pârfs. 13- 
14, pp. 8-9.
Publ. Cour. Eur. D.H., Arrêt Koning du 10 Mars 1980, 
Série A, n® 36, pârf. 15, pâg. 14.
(10) Publ. Cour. Eur. D.H., Arrêt Sunday Times du 6 No­
vembre 1980, pp. 8-9.
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dos utllizados per los requirentes. (Jno de los Estados deman- 
dados declaro, en cierta ocasion que no consideraba necesa- 
rios los gastos -honorarios- derivados de la participaciôn en 
el proceso de très abogados. La Comisiôn sostuvo el criterio 
contrario. Y el Tribunal matizo con cautela la cuestiôn deba- 
tida. Reiterô la idea de que los requirentes no eran parte en 
la causa ante el Tribunal; y que sus consejeros se limitaban 
a asistir a los Delegados de la Comisiôn, pero debîa de recor 
darse también que la Comisiôn no représenta a los requirentes, 
pues su funciôn principal es la de "ayudar al Tribunal", en 
virtud de su misiôn de interés general. De toda suerte, el Tri^  
bunal entendiô que el asociar de esa forma a losrequirentes al 
procedimiento, reviste una utilidad évidente (11).
En un caso concreto en litigio el Tribunal razonô lo 
s iguiente:
(11) La Comisiôn desempefia un papel de "trait d'union
"link", "voie d'acces", "road of accès" entre el re 
currente y el Tribunal.
Publ. Cour. Eur. D.H, Affaire "Ringeisen" (art. 50) 
Série B, n“ 13, pâg. 38.
Los gobiernos han acusado a la Comisiôn de haber ol- 
vidado su obligaciôn de objetividad e independencia, 
mostrândose su "parcialidad" en favor del récurrente. 
Ibidem, pâg. 49. En contra de esta argumentaciôn se 
expresô Fawcett, quien aclarô el papel de la Comisiôn, 
en cuanto "Abogado de los derechos humanos" y que no 
debe actuar como abogado del récurrente e invoca el 
procedimiento contradictorio establecido por el Con­
venio para que ambas partes sean oîdas. Publ. Cour. 
Eur. D.H. Série B , vol. 15, pâg. 120.
84:1
"Sin pronunciarse sobre el nûmero exacto 
de abogados que hubiera sido necesario, 
el Tribunal no cree que uno sôlo fuese 
suficiente".
Y concluyô admitiendo los honorarios de los tres abo­
gados participantes, sus gastos de viaje y de hotel (12).
Se rechazaron, en cambio, los gastos de desplazamien- 
to de los requirentes para hallarse en Estrasburgo en el gio- 
mento de la lectura de la sentencia.
"Si facilmente se comprende el deseo de 
los requirentes de asistir al momento 
de pronunciarse la sentencia, no se pue­
de decir a los fines del artîculo 50, 
que su presencia fuese necesaria, mâxime 
dândose la circunstancia de que uno de 
los abogados se encontraba asimismo, en 
la sala de audiencia" (13).
En conclusiôn, la nociôn de necesidad de las sumas de 
indemnizaciôn y de los gastos procesales viene muy condicio- 
nada por la estimaciôn que opere el Tribunal en cada caso con
(12) Publ. Cour . Eur. D.H. arrêt Sunday Times du 6 No­
vembre 1980, Série A, n® 38 (article 50) parfs.
29-30, pâg. 15.
(15) Publ. Cour. Eur. D.H. arrêt Koning, du 10 mars.
1980, Série A, n® 36, pârf. 15, pâg. 14.
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creto, debiendo de tenerse en cuenta el concepto general: es 
admisible "lo que es necesario para la presentacion de las 
tes is" y para la "soluciôn de los problemas en litigio". Es­
te concepto puede resultar, en la prâctica, muy amplio, y 
comprender hasta los gastos de traducciôn de escritos, el en- 
VÎO de documentes por avion, los gastos de hotel y de telëfo- 
no, etc.
c . Caracter razonable del importe global de la indem­
nizaciôn : Comprobadas la efectividad y la necesi­
dad del gasto habido y del dafio reclamado, se impone natural- 
mente el anâlisis del importe global de la suma adecuada de 
la reparaciôn: si ésta corresponde o no a un "nivel razona­
ble".
Una modalidad de la estimaciôn posible de los importes 
reclamados, por ejemplo, los honorarios de un abogado podrîa 
ser la aplicaciôn del metodo nacional de evaluaciôn de los gas 
tos. Conforme a este planteamiento estatal, no resultarîa ra­
zonable, excederse del nivel que séria normalmente reembolsa- 
ble, segûn los baremos nacionales. Por otro lado, es lôgico, 
que el Tribunal defienda su absoluta libertad de apreciaciôn. 
No tiene que verse obligado a examinar la cuestiôn desde el 
angulo nacional del Gobierno demandado. El criterio normative 
del Tribunal, es claro, entiende siempre que,
"Las tarifas o criterios nacionales no le 
vinculan en materia de gastos judiciales 
reclamados en el ambito del artîculo 50"; 
de esta forma la proporcionalidad del mismo gasto opera en 
funciôn del contenido de la reparaciôn.
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Cabrîa, teôricamente, tomar en cuenta otra modalidad 
de la estimaciôn de los perjuicios y de los gastos, a efec­
tos de la reparaciôn. En este sentido interviene el razona­
miento de que taies reembolsos no debieran de exceder de la 
cifra calculada segûn las tasas en vigor en el cuadro del si^ 
tema de asistencia judicial gratuita que funciona en la Comi­
siôn. Este criterio aBre camino a la discrecionalidad equi­
tativa del Tribunal, Y fue rechazado en mâs de un litigio pre 
valiendose, en un caso concreto del siguiente razonamiento;
"No se observa motivo alguno para denegar 
el reembolso complète de los gastos asu- 
midos, con tal de que se evidencie su ca 
racter de razonables" (14).
Esta norma genérica del carâcter juicioso de las sumas 
reclamadas y de los gastos, de lo regular y de la mesura, de 
ser conforme a la razôn, presupone un amplio margen de flexi- 
bilidad que permite apreciar al Tribunal, en cada caso concre 
to, si ciertos conceptos y gastos "se imponen de modo manifies^ 
to en el procedimiento relativo al artîculo 50".
La prudencia y tacto aplicados sobre la materia en el 
orden jurisdiccional internacional se ha revelado, también, 
por el Tribunal europeo en relaciôn con el concepto de intere­
ses de los gastos reclamados por los requirentes:
"Un interês del 10% por ano a partir de la
(14) Ibidem, pâg. 18 y Publ. Cour. Eur. D.H., arrêt Ko­
ning du 10 Mars 1980, Série A, n® 36, pârfs. 22-23 
y 25 y pp. 18-19.
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sentencia en causa" -sobre la aplica­
ciôn del artîculo 50- y hasta el momento de efectuarse el 
pago de la suma principal.
Podemos anticipar sobre los intereses de las sumas en 
litigio y de los gastos habidos o reclamados que el Tribunal 
eludlô, de manera sutil, en una de sus sentencias, la acepta­
ciôn explicita de los intereses razonando que cabîa "presumir 
que el Gobierno demandado ejecutarîa, en el mejor plazo, la 
obligaciôn que le incumbîa con arreglo al artîculo 53 del Con­
venio" .
En consecuencia, es bien évidente que el artîculo 50 
del Convenio permite una gran flexibilidad al Tribunal para en- 
juiciar la "satisfacciôn equitativa" a otorgar a los requiren­
tes, como partes lesionadas en virtud de una violaciôn del Con 
venio, trâtese de sumas reclamadas o de gastos procesales cuan 
do el derecho interno del Estado en litigio no facilite la re 
paraciôn adecuada.
Ahora bien, es de observar que la discrecciôn y pruden­
cia concedida al Tribunal ha de estar en funciôn directa del 
espîritu de equidad que inspira y preside las normas fondamen­
tales del Convenio, en materia de reparaciôn, especialmente en 
razôn del carâcter "equitativo" que ha de reflejar la compen­
saciôn otorgada en virtud del artîculo 50. Esta primacîa de la 
equidad, es consagrada, también, por el artîculo 50 (5) del Re 
glamento del Tribunal (15).
(15) De Visscher, Ch.; "L'Equité dans la détermination et
l'évaluation des Dommages" en su obra "De l'équité dans 
le Règlement arbitral ou judiciaire des litiges de 
Droit International Public", Paris 1972, pp. 57-66.
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Esta piedra fundamental de la equidad que inspira, en 
todo momento, al Tribunal contrasta con las pretensiones de 
los Estados que suelen confundir en mâs de urta ocasiôn, la dis^ 
creciôn con el arbitrio o los criterios arbitristas, en per­
juicio de los derechos y deberes fondamentales de la persona 
humana.
II. Temâtica Concreta.
A. La Demanda de Reparacion.
T. La admisibilidad de la demanda.
En funciôn del derecho de reparaciôn del artîculo 50, 
el Tribunal hubo de analizar y enjuiciar entre las cuestiones 
jurîdicas mâs fondamentales, la admisibilidad de la demanda de 
reparaciôn y el buen fundamento de la misma.
El problema fue abordado, como ya anticipâmes, con lar 
gos escritos y debates en el asunto De Wilde, Ooms y Versyp.
El gobierno interesado -Bêlglca- alegaba que las demandas de 
indemnizaciôn no debîan de ser admitidas por el Tribunal por­
que los requirentes no habîan agotado, previamente, las vias 
de recursos internos exlstentes sobre reparaciôn. Este razona­
miento bâsico era completado por otro argumente que los requi 
rentes no habîan, ademâs, probado que la ley interna "no permi- 
tiese eliminar mâs que de modo imperfecto" las consecuencias 
de la violaciôn.
El artîculo 26 del Convenio -agotamiento de los recur­
sos- antes de acudir a la Comisiôn -era aplicable, segun el
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Gobierno interesado, no solo a la "demanda inicial" que el 
interesado dirige a la Comisiôn en virtud del artîculo 25, 
sino tambiên a la "demanda de indemnizaciôn" formulada des­
puês de la confirmaciôn por el Tribunal de la existencia de 
una infracciôn del Convenio (16).
La misma tesis oficial estatal fue invocada en el asun 
to Ringeisen, cuando Austria sostuvo criterios anâlogos, pe­
ro con otros matices, aduciendo que la anterior sentencia del 
Tribunal que reconoce la violaciôn y el "eventual derecho" de 
reparaciôn, clausura, cierra y pone término definitive a la 
instancia de la reclamaciôn inicial del requirente. La instan­
cia ulterior de reparaciôn del requirente, en funciôn del "de­
recho eventual” reservado en la primera sentencia, tenîa que 
constituir, segûn la tesis estatal, el objeto de una "demanda 
nueva" a formalizar en virtud del artîculo 25 del Convenio, 
que debiera ser instruîda por la Comisiôn y sometida al Tribu­
nal, de acuerdo con las condiciones previstas en los artîcu- 
los 47 y 48 de 1 Convenio, porque, entre otras razones, la pri­
mera sentencia era definitiva (17).
(16) La tesis que sostenia el gobierno invocando el art. 26 
del Convenio: "Que les demandes d'indemnité introdui­
tes auprès de la Commission au nom des requérants ne 
sont pas recevables, les voies de recours internes 
n'ayant pas été épuissées".
Publ. Cour. Eur. D.H. Affaires De Wilde, Ooms, et Ver­
syp "Vagabondage". Arrêt du 10 Mars 1972, (article 50) 
Série A, vol. 14, véase en Droit parfs. 14-15, pp. 7-8, 
Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire Ringeisen, arrêt du 22 
Juin 1972 (article 50), Série A, vol. 15, en Droit, 
parf. 14, pâg. 7.
(17) La tesis del gobierno se expresaba:
"... La Cour ne pourrait connaître de la démande de 
réparation qu'après que celle - ci aurait fait l'objet
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Los gobiernos razonaron en fin, que el articule 27, 
pârrafo 3° del Convenio, (inadmisible por aplicacion del art. 
26) define una condiciôn ineludible de la posible interven- 
ciôn de la Comisiôn se refiere a las "demandas" o reclama- 
ciones presentadas ante el ôrgano, es decir, a la presenta- 
ciôn de instancias reguladas por el Titulo o Secciôn III del 
Convenio -regulador de las funciones y  competencia de la C o ­
misiôn- .
El Tribunal no aceptô las tesis de los Gobiernos deman 
dados. Son mûltiples sus razonamientos. Ahora nos interesa 
atenernos a las cuestiones jurîdicas mas relacionadas con el 
derecho mismo de la reparaciôn.
2. La peticiôn de indemnizaciôn constituye la "fase 
ûltima del procedimiento" .
El Tribunal entendiô en el caso concrete de Wilde,
Ooms y Versyp, que la peticiôn de indemnizaciôn no era equi- 
parable, procesalmente, a la solicited sobre la declaraciôn 
de la existencia de una violaciôn (regulada por la Secciôn o 
Titulo III del Convenio) sine que, mâs bien constituia "la fa
/.
d'une nouvelle requete formée en vertu de l'article 
25 de la Convention Instruite par la Commission et por 
têe devant la Cour dans les conditions prévues aux a r ­
ticles 47 et 48...", " L 'arrêt de la Cour est défini­
tif". Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire Ringeisen, arrêt 
du 22 Juin 1972 (article 50), Série A, vol. 15, En 
Droit, pârf. 14, pâg. 7.
Recueil des Textes, pâg. 112.
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se Oltima de un procedimiento habido ante el Tribunal, co n ­
forme al Titulo o Secciôn IV, regulador de las funciones y 
competencia del Tribunal. Por ello, las demandas de indemni­
zaciôn no eran "demandas nuevas". Se referîan al derecho de 
reparaciôn en virtud de la violaciôn reconocida por el Tribu­
nal. No tenîan "nada que ver con la presentaciôn de una ins- 
tancia ante la Comisiôn", segûn los articulos 25, 26 y 27 del 
Convenio (18).
Si la Comisiôn las habia transmitido al Tribunal, lo 
habia hecho s in adjuntar Informe alguno (como es necesario, 
segün los arts. 30 y 31, sobre la primera confirmaciôn por la 
Comisiôn de la existencia de una infracciôn que justifies la 
admisiôn de las demandas) y solo en razôn de la asistencia g e ­
neral que presta al Tribunal, segûn el articule 71 de su Re- 
glamento interior. En consecuencia, el Tribunal deducîa la no 
aplicaciôn al caso concrete del articule 26 -régla del agota- 
miento de los recursos- con respecte a la demanda de indemni­
zaciôn, por constituir la "fase ûltima del procedimiento” (19)
3. La instancia de reparaciôn no es una "demanda nueva" 
La tesis gubernamental de la necesidad de "dos demandas
(18) Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire De Wilde, Ooms, et
Versyp ("Vagabondage"), arrêt du 10 Mars 1972 (ar­
ticle 50), Série A, vol. 14, pârf. 15, pp. 7-8,
(19) La determinacion de la existencia de una violaciôn del
Convenio y la eventual concesiôn de una reparaciôn
son objeto de un ûnlco procedimiento y de una ûnica de 
cisiôn. Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire Ringeisen. En
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sucesivas" -una sobre la violaciôn y otra sobre la reparaciôn- 
no es conciliable con el fin y objeto del Convenio e introdu- 
cirîa una extrema lentitud en el sistema de salvaguardia esta- 
blecido.
La peticiôn de reparaciôn se integra, pues, en la "fase 
ûltima" del procedimiento inlciado en el asunto en litigio: la 
demanda de reparaciôn no es, pues, una "demanda nueva". De lo 
contrario se incurrirîa en un "formalisme extraflo al Derecho 
internacional", segûn habia estatuido con anterioridad el pro- 
pio Tribunal (20).
contra de la opinion de que no indicaba el Tribunal 
que su sentencia fuese parcial a la que pudiese prose- 
guir un procedimiento suplementario para la fijaciôn 
de una eventual reparaciôn en virtud del art. 50. Vêa- 
se Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire Ringeisen, Série B, 
vol. 13, pp. 25 y 41.
(20) "Les demandes d ’indemnité de trois intéressés ne c o n s ­
tituent pas des requêtes nouvelles: relatives h la ré­
paration à accorder par la Cour pour une violation par 
elle constatée, elles n ’ont rien a voir avec l ’introduc 
tion d ’une instance devant la Commission selon les a r ­
ticles 25, 26 et 27 de la Convention; si la Commission 
les a transmises à la Cour, elle l'a fait sans les acom 
pagner d ’aucun rapport et en raison seulement de l ’assT 
tance que d ’une manière générale elle prête a la Cour 
d ’après l ’article 71, de son Règlement intérieur.
La Cour estime par conséquent, avec les délégués de la 
Commission, que l ’article 26 ne s ’applique pas en l'ocu 
rrence".
Publ, Cour. Eur. D.H. Affaires De Wilde, Ooms et V e r ­
syp ("Vagabondage") arrêt du 10 Mars 1972 (article 50), 
Série A, vol. 14, Véase en Droit I, sur la recevabilité 
des demandes des requérants, pars. 14 y ss. pp.7-11 . en con 
creto parf. 15, pâg. 8.
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El Tribunal ha decidido en sentencia separada la pe­
ticiôn de reparaciôn, en los asuntos De Wilde, Ooms, y V e r ­
syp, Ringeisen, Engel y otros, Koning, Sunday Times, Airey, 
Winterwerp, X c. Gran Bretaha, Le Compte-Van Leuven y De Meyere, Young- 
James y Webster (21}.
En cambio, resolviô, en cuatro asuntos, la cuestiôn 
de la aplicaciôn del artîculo 50 en la misma sentencia rela- 
tiva al fondo en los casos Golder, Deweer, Artico y Guzzardi.
En el memento en que redactamos nuestro estudio, no se 
ha visto aun para sentencia la aplicaciôn del articule 50 en 
el asunto Campbell y Cosans (22).
(21) Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire De Wilde, Ooms, et Ve r ­
syp, arrêt du 10 Mars 1972, Série A, n° 14, pârf. 15, 
pâg. 8.
"La demande du 16 Septembre 1971 ne saurait donc etre 
traitée comme une requête nouvelle, introduite en ver­
tu de l ’article 25, et la Commission a eu raison de la 
transmettre d'emblée à la Cour". Publ. Cour. Eur. D.H. 
Affaire Neumeister, arrêt du 7 Mai 1974, pârf. 30. 
Arrêts du 18 octobre 198.
(22) El Tribunal dicté las sentencias de 18 de Noviembre de 
1970 relative a cuestiones de procedimiento en el 
asunto De Wilde, Ooms y Versyp y la sentencia de 18 de
Junio de 1971, en cuanto al fonde y la de 10 de Marzo
de 1972 relative a la aplicaciôn del art. 50, véase
Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire ("Vagabondage") Série A,
vo l . 14.
En el asunto Ringeisen el Tribunal dicté las sentencias 
de 16 de Julio de 1971, (fondo) y de 22 de Junio de 
1972 relativa a la aplicaciôn del art. 50. En el asun­
to Neumeister, dicté las sentencias el 27 de Junio de 
1968 (fondo) y el 7 de Mayo 1974 relativa a la aplica­
ciôn del art. 50. En el Asunto Kb'ning dicté la senten­
cia de 28 de Junio de 1978 (fondo) y la relativa a la
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El gobierno demandado, alegaba, a su vez, la inadmisiôn 
de la peticiôn de reparaciôn porque los requirentes, al no ha- 
ber agotado los recursos internos no habîan probado que el D e ­
recho interno no "permitiera borrar, mâs que de modo imperfec- 
t o , las consecuencias" de la violaciôn.
La parte de la frase citada del artîculo 50 enuncia, s e ­
gûn el Tribunal, Una "norma de fondo". Los redactores del C o n ­
venio no subordinaron, de modo expreso, -como ya expusimos-, 
las demandas de reparaciôn del artîculo 50 a la utilizaciôn 
previa de los recursos internos, como lo hicieron en el artîcu 
lo 26 -en relaciôn con el artîculo 27, pârrafo 3, para que la 
Comisiôn pueda conocer de un asunto.
Por ello, a juicio del Tribunal, no puede estimarse 
que el artîculo 50 -sobre el derecho de reparaciôn- consagre, 
en substancia, la misma régla del artîculo 26 -sobre la admi­
siôn de instancias de reclamaciôn por la Comisiôn- ( 23).
aplicaciôn del art. 50 el 10 de Marzo de 1980. En el 
asunto Sunday Times, dictô la sentencia de 26 de Abril 
de 1979, fondo y la relativa a la aplicaciôn del art.
50 el 6 de Noviembre de 1980. En el Asunto Airey, d i c ­
tô la sentencia de 9 de Octobre de 1979, fondo y la 
relativa a la aplicaciôn del art. 50 el 6 de Febrero de 
1981. En el asunto Winterwerp, dictô la sentencia de 
24 de Octobre de 1979, fondo y la aplicaciôn del art.
50 el 27 de noviembre de 1981.
(23) En el asunto Golder dictô la sentencia de 21 de Febre­
ro de 1975. En el asunto De Weer dictô la sentencia de 
27 de Febrero de 1980. En el asunto Artico dictô la sen 
tencia de 13 de Mayo de 1980 y en el asunto Guzzardi 
dictô la sentencia de 6 de Noviembre de 1980.
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El Tribunal entiende, ademâs, que los antecedentes del 
artîculo 50, se referîan a ciertas demandas basadas en los 
tratados internacionales de tipo clâsico que no tenîan rela­
ciôn coh la régla del agotamiento de los recursos internos.
Por otra parte, si la vîctima de la violaciôn, después 
de agotar "en vano" los recursos internos antes de dirigirse 
a Estrasburgo para denunciar la infracciôn de sus derechos v i ­
tales, tuviese que "agotarlos una segunda vez" para obtener la 
compensaclôn equitativa, "la duraciôn total del procedimiento 
resultarîa poco compatible con la "idea de una protecciôn efi- 
caz" de los Derechos del Nombre. La situaciôn resultarla "in­
conciliable con el fin y el objeto del Convenio" (24) .
4. Los Magistrados que sentencian la violaciôn deben 
entender de la reparaciôn.
El desarrollo de un nuevo procedimiento para concéder 
la reparaciôn, estimado necesario por ciertos Gobiernos no 
permitirîa al Tribunal, "en su composiciôn actual", cuando de 
clara la violaciôn conocer la cuestiôn del "Derecho eventual" 
de reparaciôn reconocido en la sentencia declaratoria de la in 
fracciôn, porque segûn el artîculo 43, "cada asunto" nuevo ne 
cesita la constituciôn de una nueva Sala (25).
(24) Publ. Cour. Eur. D . H . , Affaire De Wilde, Ooms et V e r ­
syp, arrêt du 10 Mars 1972, Série A, n “ 14, pârf. 16, 
in fine, pâg. 8.
Invocado en el asunto Neumeister.
(25) Publ. Cour. Eur. D.H, Affaire Neumeister, arrêt du 7
Mai 1974, Série A, n° 17 pârf. 30 in fine. En la sen
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Precisamente en tal sentido habrâ de ponderar el al- 
cance del art. 43 del Convenio que exponemos a continuacion:
"Para el examen de cada asunto sometido 
al Tribunal, éste se constituirâ en una 
Sala compuesta por siete jueces. La in- 
tegrarân, de oficio, el juez de la nacio 
nalidad de cada Estado interesado, o, en 
su defecto, una persona elegida por él 
para actuar en calidad de juez; los n o m ­
bres de los restantes jueces serân saca- 
dos a suerte por el Présidente, antes de 
entrar a conocer el caso" (26).
tencia interpretativa de 22 de Junio de 1972, obser­
vâmes que la composiciôn de la Câmara varia en rela­
ciôn a la que dictô la misma. Publ. Cour. Eur. D.H. 
Série A, n ” 15.
(26) El Tribunal rechazô esta tesis en el asunto Ringei­
sen;
"Elle note tout d'abord que si elle accueillait le 
moyen invoqué il en dècoulérait que même après le 
déroulement de la nouvelle procédure considérée par 
le Gouvernement comme nécessaire, elle ne pourrait 
dans sa composition actuelle connaître de la question 
de l'application éventuelle de l'article 50: d'après 
l'article 43, toute affaire nouvelle nécessite la 
constitution d'une chambre nouvelle".
Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire Ringeisen, arrêt du 22 
Juin 1972 (article 50) Série A, n° 15, pârf. 15, pâg.
7.
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Gs razonable que el interês de la buena administraciôn 
de Justicj.a aconseje que "el examen de la reparaciôn del dano 
résultante de una violaciôn del Convenio sea confiado a la 
jurisdicciôn que ha confirmado la violaciôn" (27). Esa cone- 
xiôn de las dos cuestiones subyace, segûn el Tribunal, en la 
base misma del artîculo 50, que tiene por objeto permitir la 
asignaciôn, "sin nuevos retrasos", de la "compensaclôn equita 
tiva" a la persona vîctima de la violaciôn (28).
5. Valor de la réserva del derecho eventual del requi- 
rente.
Tiene, desde luego, un gran valor especial el hecho 
singular de que el Tribunal reserve, de modo expreso, en una 
sentencia, el "derecho eventual" del requirente a obtener una
(27) En el asunto en concrete: "Asunto Ringeisen", el Tribu­
nal europeo de derechos humanos se constituyô conforme 
al art. 43 del Convenio expuesto y a los arts. 21 y 22 
de su Reglamento interno, en Camara de la siguientes 
composiciôn: los jueces, el Présidente Rolin, H., A.E.V 
Holmback Verdross A., Wold, T., Zekia, M . , Favre, A., 
Sigurjônsson S. Y como Secretario actuô Eissen M.A. y 
como Secretario delegado Smyth J.F.
Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire Ringeisen, arrêt du 22 
Juin 1972, Série A, vol. 15, pâg. 4.
(28) Afirmô textualmente:
"... Or il est certes préférable, dans l'intérêt d'une 
bonne administration de la justice, que l'examen de la 
réparation du dommage résultant d'une violation soit 
confié à la jurisdiction qui a constaté ladite viola­
tion". Publ. Cour. Eur, D.H. Affaire Ringeisen, arrêt 
du 22 Juin 1972, (article 50), Série A, vol. 15, pârf. 
15 In fine, p â g . 7.
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compensaclôn equitativa. Desde el instante de efectuada la 
réserva, el Estado sabe que no puede eludir el deber, ahora 
internacional, de compensar, como es debido, el dano causado 
a la vîctima. Este hecho de la réserva del derecho eventual 
de reparaciôn muestra la posibllidad, si fuere necesario, de 
que la vîctima obtenga tal compensaclôn por decisiôn explici­
ta y superior del Tribunal, en virtud del artîculo 50.
Cierto es, como hemos expuesto, que el requirente care 
ce de locus standi ante el Tribunal, y, por ello, es natural 
que la persona lesionada présente sus pretensiones a la Comi­
siôn, y esta, dentro de su competencia, eleve la instancia al 
Tribunal. Por ello, el Tribunal se encuentra en situaciôn re­
gular de esclarecer la procedencia y de determinar la compen- 
saciôn en razôn del artîculo 50 (29) .
En el asunto Ringeisen en la audiencia pûblica Sperdut- 
ti en nombre de la Comisiôn considéré que el Tribunal tiene 
plena jurisdicciôn en los siguientes termines:
"Implique que vous demeurez compétent 
-avec ou sans réserve dans votre arrêt 
constatant une violation- pour statuer
(29) El Tribunal cuando ha establecido la existencia de 
una violaciôn debe determinar si el derecho interno 
permite borrar las consecuencias. Si no creyese que 
pudiera obtenerse la total reparaciôn en el âmbito 
interno deberâ determinar si entiende otorgar una in 
demnizaciôn. Véase Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire Rin­
geisen, Série B, vol. 13, pâg. 25.
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sin'l'octroi d'une satisfaction équita­
ble, si cette satisfaction n'a pas été 
accordée par l'Etat en cause dans un dé­
lai raisonnable et en dépit des sollici­
tations du lésé" (30).
6 . Propéslto de favorecer el arreglo entre el Estado 
y el requirente.
Supondrîa incurrir en un "formaiismo extrano al Dere­
cho internacional", el condicionar la aplicaciôn del artîculo 
50 al supuesto deber del Tribunal de decidir la reparaciôn en 
la misma sentencia declarativa de la violaciôn, y no poder de - 
jar abierto el procedimiento a tal fin.
La prâctica del Tribunal se inspira en el propôsito de 
hacer posible que el Estado demandado, después de recaida la 
sentencia reconociendo la Infracciôn, pueda arreglar la cues­
tiôn de la reparaciôn directamente con la parte lesionada, sin
(30) La Comisiôn seôalo en la vista de 14 de febrero "Qu'il 
plaise d la Cour d'accorder aux requérants une satis­
faction appropiée en tenant compte du fait qu'une nou­
velle voie de recours a été instituée en droit belge 
â la suite de l'arrêt de la Cour européenne des Droits 
de l'homme du 18 Juin 1971, et ainsi indirectement à 
la suite des requêtes introduites para M.M. De Wilde, 
Ooms et Versyp devant la Commission".
Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire De Wilde, Ooms et Versyp 
("Vagabondage"), arrêt du 10 Mars 1972 (article 50), 
Série A, vol. 14, pârf. 19, pâg. 9.
Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire Ringeisen, arrêt du 22 
June 1972 (article 50) Série A, vol. 15, pârf. 19, pâg 
7 .
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que se vea obligado el Estado a una "nueva intervention del 
Tribunal". Este parece ser el buen sentido de la réserva del 
"derecho eventual" de reparaciôn contenida en la sentencia d e ­
clarativa de la violaciôn (31).
7, El carâcter definitive de la Sentencia.
La idea estatal de que la sentencia declarativa de la 
violaciôn es "definitive", y por tanto es precise, después, una 
demanda y un procedimiento nuevos para la concesiôn de la repa­
raciôn no se aviere, segûn el Tribunal, con el espîrltu y el con 
texte del artîculo 52 del Convenio.
Este, en efecto, prescribe que "la sentencia del T r ibu­
nal serâ defiritiva".
Pero el carâcter definitive de la sentencia previsto 
en el articule 52, tiene solo por objeto substraer las decisio- 
nes del Tribunal de la eventualidad del recurso a cualquier otra 
autoridad. La sentencia del Tribunal es firme conforme al artî­
culo 52 del Convenio. Ademâs, habrâ de ser motivada (art. 51 -2-) 
y las Partes Contratantes se obligaran a cumplir taies decisio- 
nes conforme al artîculo 53. Asî lo reconocieron los propios 
Estados ante el Tribunal.
Por ejemplo el agente austriaco Pahr W . , ante el T ribu­
nal senalo la expresa voluntad del gobierno austriaco de respe- 
tar el principle "pacta sunt servanda" y el artîculo 53 del Con
(31) Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire Ringeisen, Série B, vol.
13, pâg. 14.
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venio, e informé sobre el proyecto austriaco de conferir "fuer 
za ejecutorlé' 8L las decisiones del Tribunal cuando éste concé­
da una reparaciôn; êsta sentencia "sera inmédiateraent exécutoi­
re contra la République d'Autriche" (32).
B . Fundamentaciôn de la demanda de reparaciôn.
El tema de 1 buen fundamento de la demanda de reparaciôn
(32) "On témoignerait d'un formalisme étranger au droit 
International si l'on avançait que la Cour ne peut 
appliquer l'article 50 qu'â condition soit de statuer 
à ce sujet dans l'arrêt même relevant une violation, 
soit d ’avoir dans cet arrêt expressément maintenu 
ouverte la procédure". Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire 
Ringeisen, arrêt du 22 Juin 1972 (article 50) y Série 
A, vol. 15, pârr. 14-18 y 22, pp. 7-9, en concrete 
pârf. 18, pâg. 7. En igual sentido se habia manifesta 
do en l'arrêt De Wilde, Ooms y Versyp du 10 Mars 1972, 
Publ. Cour. Eu t . D.H. Série A, n° 14, pârf. 20, pâg. 10. 
Invocados ambos asuntos en la sentencia de 7 de Mayo 
de 1974 en Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, Affaire Neu­
meister, arrêt du 7 Mai 1974 (article 50). Série A,Vol. 13 
vol. pârf. 31. "... la pratique suivie jusqu'ici par 
la Cour en la matière a été manifestement inspirée par 
la souci de tenir compte, dans la mesure du possible, 
des voeux des Etats défendeurs, qui peuvent répugner 
â débattre des consequences d'une violation dont ils 
contestent la réalite et désirer conserver la faculté, 
en cas de constatation de pareille violation, de régler 
directement avec la partie lésee la question des repa­
rations...". Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire Ringeisen 
arrêt du 22 Juin 1972 (article 50), Série A, vol. 15, 
pârf. 18 in fine, pâg. 7.
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no ha sido analizado jurisprudencialmente de modo sistemâtico 
y genêrico, sino en razôn de los asuntos concretos, como es 
usual en las decisiones judiciales. Los asuntos resueltos nos 
permiten exponer una serie de cuestiones relacionadas con la 
fundamentaciôn.
1. La naturaleza del dano y la compensation equitati­
va .
La legislaciôn interna admitîa, segûn el Gobierno d e ­
mandado en el asunto De Wilde, Ooms y Versyp que los tribuna- 
les nationales pudieran, en principio, condenar al Estado "a 
reparar el perjuicio" ocasionado. Esta es la eventualidad con- 
templada en el artîculo 50. Por ello, los requirentes debian 
de dirigirse a los Tribunales internos, Por no haberlo hecho, 
sus demandas carecîan de fundamento.
El Tribunal no subscribiô esa concepciôn sobre el buen 
fundamento de la demanda. Entendra que, ciertamente, los tra­
tados que sirvieron de base el articule 50 contemplaban el c a ­
so en que la "naturaleza de la lesiôn" permitia borrar las 
consecuencias de la violaciôn, pero el Derecho interne se opo- 
nîa a ello. Sin embargo, los termines del articule 50 compren- 
den, tambiên, la hipôtesis de la imposibilidad de la "restitu­
tio in integrum" por causa de la "misma naturaleza de la lesiôn" 
En ambos casos ha de ofrecerse a la persona lesionada la "com­
pensation equitativa que no hubiera podido obtener del Gobierno 
del Estado interesado". Y, en el caso concrete, la compensaclôn 
fue denegada por el Ministerio de Justicia del Gobierno deman­
dado. La demanda no carecîa, pues, de falta de fundamento, aun- 
que existiesen otras instancias internas posibles (33) .
(33) Véase Audiences Publiques, Mal 1972, Publ. Cour. Eur
SCO
2. La no distincion entre actos y omisiones.
El Gobierno interesado aducla, la falta de cumplimien 
to de las condiciones del artîculo 50, porque una "cierta ca-
/.
D.H. Affaire Ringeisen, Série B, vol. 13, pâg. 52.
La decision por la que el Tribunal decide la infrac- 
cion del Convenio es el punto de apoyo para proseguir 
el procedimiento tendente a obtener la reparaciôn. S o ­
lo por lôgica antecede la declaration de la violation 
a la de la reparation. Pero ambas y esto es lo relevan 
te a nuestros efectos forman parte y son la consecuen­
cia de un mismo procedimiento.
".... 1'arrêt sur le fond n'est pas le point final de la 
procédure de réparation mais il est au contraire le 
commencement". Golsong H.: "Quelques refexions à propos 
du pouvoir de la Cour européenne des droits de l'homme 
d'accorder une satisfaction équitable, (article 50 de 
la Convention européenne des Droits de l'homme). En 
René Cassin Amicorum Discipulorumque.
En cuanto a la fuerza obligatoria de las decisiones de 
caracter definitive, en relaciôn con el Tribunal Inter­
national de Justicia. Véase Juris Classeur de Droit In 
ternational, II, vol. 3, Fascicule 128. Respecte de los 
efectos de las sentencias arbitrales véase Ibidem. Fas 
cicule 249. El Gobierno austriaco en sus observaciones 
escritas relativas a la aplicaciôn del art. 50, en el 
asunto Ringeisen se apoyaba en el punto 7 de la senten­
cia de 16 de Julio de 1971 que debîa ser interpretado 
como: "Ayant définitivement clos l'instance". Véase Publ 
Cour. Eur. D.H. Affaire Ringeisen, Série B, vol. 13, pp. 
26-27 (E. 1). Ademâs afirmaba el "carâcter declarati­
ve" de la sentencia, se limitaba a comprobar la v i ola­
ciôn. Ibidem, pâg. 26 e invocaba el efecto a Vis W . :
"La réparation des violations de la Convention européen­
ne des Droits de l'homme" en: "La Protection Internatio 
nale des Droits de l'homme dans le cadre européen". Vol.
1 des Annales de la Faculté de Droit et des sciences 
politiques et économiques de Strasbourg", Paris, 1971, 
pp. 2 79 y ss.
861
rencia legislativa o jurisprudencial" no constituia una "deci­
siôn" o "medida", definitiva e incorregible, segûn prescribia 
el artîculo 50.
El Tribunal entendîa, en cambio, que no tenîa que es - 
tatuir "sobre un problema abstracto" de la compatibilidad de 
la legislaciôn interna con el Convenio, sino de su "aplicaciôn 
al caso concreto". Y, ademâs, en materia de responsabilidad, 
por incumplimiento del Convenio, no cabe distinguir entre "ac­
tos y omisiones" (34).
En este punto, el criterio prédominante del Tribunal 
europeo considéra que no es, en ningûn caso, aceptable la ant^ 
gua distinciôn entre actos u omisiones. Esta distinciôn no ope 
ra cuando se trata de la responsabilidad derivada de la inob- 
servancia del Convenio.
Tarapoco es suficiente atenerse a un criterio genêrico, 
ni abstracto de compatibilidad o no de la legislaciôn interna 
con los imperativos del Convenio. Habrâ que analizar las cir- 
cunstancias précisas de los "casos especîficos", y ponderar de 
modo concreto la aplicaciôn por las autoridades internas del 
Derecho nacional a las personas que se estiman lesionadas (35).
(34) Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, vol. 14, parf. 16, pâg.
8 . Sobre el fundamento del derecho de reparaciôn véase 
Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire Ringeisen, vol. 13, pp. 
42-44.
(35) El Tribunal se manifesté en los siguientes termines: 
"En matière de responsabilité résultant de l'inobser­
vation de la Convention il n'y a du reste pas lieu de 
distinguer entre actes et omissions".
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En el asunto Marckx, el razonamiento oficial belga sos 
tenîa que no se habîan generado danos a los requirentes por la 
puesta en prâctica de las disposiciones internas que habîan in 
vocado.
El Tribunal entendiô que el Convenio (art. 25) faculta 
a los particulares para sostener que una ley viola por s î m i s ­
ma los derechos individuates aûn en el caso de ausencia de un 
acto concreto de ejecuciôn, si se corre el riesgo de sufrir d i ­
rectamente sus efectos. Los requirentes, decîa el Tribunal, no 
solicitaban el ejercicio "de un control abstracto de las nor- 
mas", sino el examen de "una situaciôn legal" que les afectaba 
personalmente (56).
Publ. Cour. Eur. D.H. Affaires De Wilde, Ooms et Versyp 
("Vagabondage") arrêt du 10 Mars 1972 (article 50), S é ­
rie A, vol. 14, pârf. 22, pâg. 10.
(56) En virtud de los arts. 19 y 25 del Convenio, el Tribu­
nal senalô en el asunto "De Becker" la Comisiôn expre­
so que la nueva ley incidîa en el Convenio en la medi­
da en que afectaba al derecho" a la libertad de expre- 
slôn en materia polîtica, en base de una sanciôn penal 
o medida preventiva. Sobre la alegacion del récurrente 
senalaba que: "... la Cour n'est point appelée, en v e r ­
tu des articles 19 et 25 de la Convention, à statuer 
sur un problème abstrait touchant la compatibilité de 
cette loi avec les dispositions de la Convention, mais 
sur les cas concret de l'application d'une telle loi h 
l'égard du requérant et dans la mesure ou celui-ci se 
trouverait, de ce fait, lésé dans l'exercise de l'un 
des droits garantis par la Convention", Publ. Cour.
Eur. D.H. Affaire "De Becker", arrêt du 27 Mars 1962, 
sur la demande de radiation, 10, pâg. 26. En cuanto a 
las obligaclones de los Estados y al carâcter positive 
de las mismas véase Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire Marckx,
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3. La persona lesionada o v î ctima.
La expresiôn de "persona lesionada" del artîculo 50 
debe considerarse como sinônima del termine "vîctima" del a r ­
tîculo 25. Ambos articules denotan. la persona directamente afec 
tada por el acto u oraisiôn causante del dano (37).
Claro es que la existencia misma del dano es, a su vez, 
puesta en tela de juicio, con harta frecuencia, por el Estado 
inculpado. El tema ha sido planteado, mâs de una vez, con m o t i ­
ve de la interpretaciôn y aplicaciôn prâctica del concepto "pr^ 
vaciôn de libertad". Pero es indudable que la inexistencia de 
una instancia interna que pueda examiner la legalidad, por ejem 
plo, del arresto o detenciôn de una persona constituye, desde 
luego, un dano determinable y generador del concepto de "perso­
na lesionada" y una violaciôn manifiesta del Convenio. Mâs polé- 
mico résulta hablar de la existencia de dano, cuando no sea fa 
cil esclarecer la concurrencia de arbitrariedad o irregularidad 
en el momento inicial de la detenciôn que no se vea, luego, con 
firmada por una segunda instancia interna.
arrêt du 13 Juin 1979, Série A, n" 31, pâg. 15. E invo­
cado muy recientemente en el Affaire Campbell y Cosans". 
Arrêt du 25 de Février 1982, pâr. 37, a), pâg. 13.
En la sentencia de 13 de Junio de 1979 el Tribunal equi 
para la "filiaciôn natural" a la "filiaciôn légitima". 
Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire Marckx, arrêt du 13 Juin 
1979, Série A, n° 31, pârf. 31, pâg. 15.
(37) Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, vol. 14, pârf. 23, pâg.
11.
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Naturalmente, al lado del dano material, puede gene- 
rarse el moral, pero las dos clases de dados son igualmente 
causa de lesion concreta.
La interpretaciôn de ambos en el supuesto de priva- 
clôn de libertad es, asimismo, una fuente de discrepancias 
frecuentes entre el Estado y la persona vîctima.
En efecto, el Gobierno austriaco, en el asunto Ringei­
sen, sostuvo que el individuo no estâ facultado para hacer va- 
ler ante el Tribunal el derecho eventual que le ha sido reco­
nocido en el punto 7 de la parte dispositiva de la sentencia. 
Invocaba el artîculo 48 del Convenio, la falta de "ius standi" 
ante el Tribunal. La Comisiôn en la vista oral subrayarîa su 
papel de alcance de "trait d'union" entre el Tribunal y el re­
quirente, (voie d'acces du premier) (requirent) au seconde (à 
la Cour)".
La Comisiôn se calificô, asimismo, de ser, para el re­
quirente, la "vîa de acceso" al Tribunal. Pero el Convenio no 
prevé una vîa de acceso al Tribunal. La Comisiôn no debe tomar 
el partido del requirente. Debe desempehar el papel de interme 
diario objetivo (38).
Los delegados de la Comisiôn participaron en el proce­
dimiento ante el Tribunal para presentar su informe y:
"Para explicar con toda objetividad e 
imparclalidad, en la medida de lo posi-
(38) Pub 1. Cour. Eur. D.H., Affaire Ringeisen, Série B,
vol. 13, pp. 38, 48-49.
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ble las cuestiones que se suscitan. Por 
esa razôn la Comisiôn adopta la forma in 
terrogativa en sus conclusiones" (39) .
En consecuencia, la falta de "ius standi" en juicio del 
requirente, no afecta para nada al hecho de que se sienta y lie 
gue a ser, judicialmente, declarado, como la parte lesionada o 
vîctima de la violaciôn.
Por consiguiente la "parte lesionada" a que se refiere 
el artîculo 50 se corresponde con la nociôn de "vîctima de una 
violaciôn" del artîculo 25, cualquier persona fîsica o jurîdi- 
ca. A diferencia de los tratados de arbitraje que solo contem­
plaban a los Estados.
El supuesto jurîdico del artîculo 50 del Convenio c o i n ­
cide con la idéntica r e f e r e n d a  que se hace en el artîculo 50, 
pârrafo 5 del Reglamento interno del Tribunal.
Es la legitimaciôn del particular que tendrâ derecho a 
exçir una reparaciôn equitativa. Es ésta, como indicamos, una 
de las mayores aportaciones del Convenio -al margen de la falta
(39) Véase intervenciôn del Agente Nettel en Audiencies 
Publiques Mai 1972, Ib, pâg. 48-49.
Véase Vista Pûblica de Noviembre 1970. Asunto de Va- 
gabundeo. Publ. Cour. Eur. D.H. Série B, 1969-1971. 
Intervenciôn de Sérensen M . , pp. 370-373. Derecho del 
requirente a obtener una reparaciôn. Este derecho no 
présenta ninguna duda ya que se le reconoce en la 
sentencia en que el Tribunal constata la existencia 
de la violaciôn del art. 5 (3). Publ. Cour. Eur. D.H. 
Affaire Ringeisen vol. 13, pp. 42 y 44.
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de legitimaciôn activa ante el Tribunal-. El derecho de acciôn 
lo ejercerâ de forma indirecta el particular, por medio de la 
Comisiôn, ante el Tribunal. Cierto es que el individuo carece, 
en sentido estricto de "locus standi" ante el Tribunal europeo 
y no podrâ dirigirse directamente al ôrgano jurisdiccional. P e ­
ro es, pose a ello, muy importante la posibilidad que se le con 
fiere de presentar una demanda de reparaciôn, en razôn del ar­
ticule 50, que, en mâs de una ocasiôn, va a ser resuelta por el 
Tribunal (40).
4. La determinaciôn del plazo no razonable puede pre 
ceder al enjuiciamiento de la fundamentaciôn.
Este ha sido el criterio del Tribunal en el asunto
(40) Vis, W . : "La réparation des violations de la Conven­
tion européenne des droits de l'homme (Note sur l'ar­
ticle 50 de la Convention)" en "La Protection interna 
tional des Droits de l ’homme dans le cadre européen" 
Parts 1961, pp. 279-239,, en concreto pp. 282-283. 
Panzera, A.F.; "Il potere délia Corte europea dei 
diritti dell'uomo di accordare un equa riparazione 
alla parte lésa" En Rivista di Diritto Europeo Otto- 
bre - Dicembre 1974, Anno XIV, n" 4, pp. 317-325. 
Vallée, Ch.: "Une application de l'article 50 de la 
Convention européenne des Droits de l'homme". R.G.D. 
I.P., 1972, pâg. 1110.
Golsong, H . : "Das Rechtsschutzsystem der Europâischen 
Menschenrechtskeonvention", Karlsruhe 1958, pâg. 106.
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Neumeister (41). Antes de estatuir sobre el buen fundamento 
de la demanda, era necesario determinar, segûn el Tribunal, 
la fecha a partir de la cual la detenciôn provisional del r e ­
quirente -en el caso concreto se trataba de "una segunda d e ­
tenciôn"- habia dejado de ser razonable conforme al artîculo 
5, pârrafo 3. Si este extreme no habîa sido precisado de m o ­
do expreso, en la primera sentencia confirmatoria de la v i o ­
laciôn (de 1968), obedecîa al hecho de que el requirente no 
habîa reclamado, entonces, los danos e intereses.
El Tribunal, es muy cauteloso sobre la materia. Tomô 
en cuenta una fecha determinada, advirtiendo que tenîa solo 
"un carâcter aproximativo", pues no consideraba necesaria una 
precisiôn mayor "habida cuenta de las conclusiones a que 11e- 
gaba en cuanto a la demanda de indemnizaciôn" (42).
Asimismo en el asunto Ringeisen el Gobierno austriaco 
en sus observaciones complementarias senalarîa el mal funda­
mento de la demanda de reparaciôn por la ausencia de un nexo 
de causalidad entre el dano alegado y la violaciôn del artîcu
(41) Publ. Cour. Eur. D . H . , arrêt Neumeister du 7 Mai 
1974, pârf. 37, se trataba del perîodo de 12 Julio 
de 1962 al 16 de Septiembre de 1964. Véase Arrêt 
Neumeister du 27 Juin 1968, Série A, n ” 38, pârf.
6 , pâg. 37.
(42) Ibidem, pârf. 6, pâg. 37 y Affaire Neumeister (Ques 
tion de Inapplication de l'article 50 de la Conven­
tion). Série B, 15, 1971 - 1974, pp. 115 y ss.
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lo 5 (3). Entendîa el Gobierno que el récurrente no habîa pro- 
hado la relacion entre el perjuicio sufrido y la violaciôn; 
afirmaba que el perjuicio se derivaba unicamente de la quiebra 
fraudulenta y de su posterior condena (43), pero, no de las 
autoridades nacionales.
Sin embargo la Comisiôn considerarîa que el gobierno 
austriaco no habîa adoptado en un plazo razonable las medidas 
necesarias para hacer frente a las obligaciones que se derivan 
de la violaciôn del Convenio declarada por el Tribunal (44).
C . La realidad del dano y el nexo de causalidad.
En los casos litigiosos ante el Tribunal, los requiren 
tes no llegan siempre a aportar las pruebas suficientes del da 
no o del perjuicio directo, ni tampoco de la concurrencia de 
los efectos secundarios. En realidad los requirentes no suelen 
invocar siempre compensaciôn alguna complementaria por los ga^ 
tos realizados, ni determinar esencialmente la reclamaciôn d i - 
neraria. Esta imprecision es bien explicable en razôn de los 
agravios que aduce el requirente y las violaciones distintas que 
que de aquellos puede deducir el Tribunal. Por ejemplo, cuando
(43) Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire Ringeisen, Série B, vol. 
13, pâg. 35, punto II.
(44) Observaciones de Sperdutti en Audience Pûblic de Mayo 
1972, Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire Ringeisen, Série B, 
vol. 13, pâg. 42.
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no se reconoce infracciôn alguna por el hecho de la detenciôn 
y, en cambio, se admite la existencia de una infracciôn por 
falta de recurso ulterior de que careciese la persona deteni- 
da, o esta no se haya beneficiado de la asistencia judicial 
gratulta, etc.
1. No precision de la naturaleza. ni del alcance del 
d a n o .
El interesado puede -dice el Tribunal- no aportar "pre 
cisiones, ni comienzo alguno de prueba sobre la naturaleza y 
el alcance de los danos que hubiera sufrido". Son variados los 
supuestos en los que el interesado "se remite en substancia a 
la apreciaciôn del Tribunal" (45).
(45) Recueil des Textes, pâg. 112. Cuestiôn distinta es la 
que se refiere a que el Tribunal solo examina habitua^ 
mente las reclamaciones que le son elevadas. Arrêt D e ­
weer du 27 Février 1980, Série A, n° 35, pârf. 59-60, 
pp. 31-32. Asî en el Artico el abogado del récurrente 
solicita a través de la Comisiôn que el Tribunal le con 
céda una "reparaciôn" cuyo montante deja a su discre- 
ciôn, por los honorarios de su abogado y por la d e ten­
ciôn irregular y el dano moral sufrido. El Tribunal po- 
drâ tener en consideraciôn en cuanto a la peticiôn de 
indemnizaciôn los gastos sufridos por los récurrentes 
en el Estado demandado y que son condiciôn previa para 
la presentaciôn de la demanda ante la Comisiôn (art. 26 
del Convenio). Recueil des Textes, pâg. 108 y Véase 
Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n ” 12, arrêt De Wilde, 
Ooms et Versyp du 18 Juin 1971, pârf. 29, pâg. 50.
Arrêt Airey du 9 Octobre 1979, Série A n° 32, pârf. 18, 
pp. 10-11 y arrêt Sunday Times du 6 Novembre 1980, S é ­
rie A, n" 38, pârf. 18, pâg. 11. En el asunto Artico 
el Tribunal considéré que puesto que disfrutô de asis­
tencia de abogado gratuita ante la Comisiôn no procedîa 
a este respecte la reparaciôn a la luz del art. 50. 
Arrêt du 13 Mai 1980. Arrêt Luedicke Belkacen et Koç 
du 10 Mars 1980, Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n" 36, 
pârf. 15, pâg. 8.
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Y es, entonces, cuando el Tribunal tiene en cuenta el 
"conjunto de las circunstancias de la causa". Es en esa situa- 
d o n  en la que el Tribunal concediô una compensaciôn de un mi -
llôn de liras al "mafioso" Guzzardi (46).
El caso merece algûn comentario, por la anomalîa o ex- 
traneza del tema, pues el requirente se encontraba en prisiôn, 
conforme a derecho, y era calificado de terrorista por el Go­
bierno italiano. La existencia de la violaciôn se referîa a 
ciertas restricciones de la libertad, derivadas del confina- 
miento a que estaba sometido y que el Tribunal, siguiendo a la 
Comisiôn, habîa elevado, por acumulaciôn, al rango convencio- 
nal de privaciôn de libertad.
En efecto, el requirente cumplîa la pena de confinamien 
to en una Isla y se quejaba de ciertas restricciones a la li­
bertad de circular y de elegir su residencia. Esta materia estâ 
regulada por el Protocole n" 4 -que Italia, no habîa ratificado. 
El reclamante aducla, también, supuestas violaciones de los ar­
ticules 3, 8 y 9 del Convenio -tratos dégradantes, vida fami­
liar, libertad de pensamiento y religiôn-.
(46) Que decidiô por 12 votes contra seis, en contra de la 
violaciôn se manifestaron en sus respectives votos par 
ticulares Sir. Gerald Fitzmaurice, Teitgen, Garcia de 
Enterria, Matscher, Brindschleder Robert.
Entre privaciôn y restricciôn de libertad no hay mâs 
que una diferencia de grado o de intensidad, no de n a ­
turaleza o de esencia".
Vôase arrêt Guzzardi du 6 Novembre 1980, pârf. 93, 
pâg. 27.
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2. No precision del derecho.
El Tribunal -siguiendo a la Comisiôn- admitiô que las 
modalidades de ejecuciôn del confinamiento equivalîan a una 
infracciôn del artîculo 5 -privaciôn de libertad-. Esta in­
fracciôn no habia sido, inicialmente, invocada por el requi­
rente, sino resuelta discrecionalmente por la interpretaciôn 
de la Comisiôn y confirmada por el Tribunal. En el sentido de 
que las medidas restrictivas de la libertad pueden transformât 
se en una verdadera privaciôn de libertad.
El Tribunal entendiô, sin embargo, que la Comisiôn h a ­
bîa hecho una interpretaciôn que se convenîa con "los fines y 
el objeto del Convenio", porque al requirente -profane en la 
materia- no se le puede pedir una precisiôn ihinuciosa del d e r e ­
cho. Exigirles mâs rigor llevarîa "a consecuencias no equitat^ 
vas", como se habîa establecido en el Asunto Ringeisen (47).
Y, por otro lado, el Tribunal considéra que le corresponde "el 
poder jurîdico inherente a la naturaleza de sus funciones", se 
gûn habîa razonado en el asunto Kôning (48), lo cual le p e rmi­
te dar a los hechos de la causa una "calificaciôn jurîdica dife 
rente de la que le atribuya el interesado" (49) .
(47) Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n" 13, pârf. 92, 
pâg. 38.
(48) Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n “ 27, pârf. 96, 
pâg. 36.
(49) Asunto Irlanda contra Gran Bretana, Arrêt du 18
Janvier 1978, Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n°
25, pârf. 160, pâg. 64.
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Asimismo, la evoluciôn de las normas jurîdicas y de 
las ideas tiende a acrecentar la diversidad de las formas de 
privaciôn de libertad, y el "Convenio se interpréta -dice el 
Tribunal- a la luz de las concepciones que prevalecen en nues- 
tros dîas en les Estados democrâticos" (50).
El alcance futuro de la decisiôn comentada sobre el de- 
recho de reparaciôn puede ser considerable. Porque, de un lado, 
1leva a una interpretaciôn tan extensiva del dano que permite 
englobar en el articule 5 del Convenio -privaciôn de libertad-, 
las prescripciones restrictivas de la libertad de circular y 
de elegir residencia que son reguladas por el Protocole n° 4.
Y no todos les firmantes del Convenio subscribieron el Protoco- 
lo, ese era el case de Italia.
En segundo lugar, porque la determinaciôn del dano, pue 
de permitir o dar motive para correr el riesgo de que el Tribu­
nal amplie en exceso el contenido de la demanda de reparaciôn, 
ofreciendo una causa de indemnizaciôn que no solo no sea invoca 
da por el requirente, sino que se saïga del estricto contexte 
o se halle al borde mlsmo del Convenio.
No prejuzgamos la eventualidad de que se susciten en 
el futuro nuevas ambiguedades sobre la substancia de la infrac- 
ciôn y la interrelaciôn del articule 5 con el articule 50.
(50) Arrêt Guzzardi du 6 Novembre 1980, pârf. 95, p. 28.
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3. La causalidad en la detenciôn provisional y la im- 
putaciôn de la detenciôn sobre la pena.
El Tribunal entiende, naturalmente, que los "dafios" 
alegados tienen no solo que ser bien establecidos en cuanto a 
su "realidad" sino, tambiên, bien esclarecidos en cuanto a la 
"existencia del vinculo de causalidad" en relaciôn con la vio- 
laciôn (51).
La cuestiôn fue debatida, entre otros, en el asunto 
Neumeister. El requirente reclamaba varios millones de cheli- 
nes austriacos, en raz6n del perjuicio ocasionado, (por su se- 
gunda detenciôn provisional) a la sociedad comercial de su pro- 
piedad y al mismo interesado. El dano obedecia a una causa do- 
ble: "pêrdida de su remuneraciôn de director de la empresa y 
por la injusticia sufrida". El Gobierno, en cambio, pensaba que 
la decisiôn de "gracia" que le habîa otorgado -por via de arre- 
glo- de la conmutaciôn de la pena constituîa, por si misma, una 
reparaciôn integral, ademâs del hecho de que la "detenciôn pro 
visional habla sido imputada sobre la pena" (52).
(51) "La Cour rapelle que le but de la Convention consiste
à protéger des droits non pas théoriques ou illusoires, 
mais concrets et effectifs; la remarque vaut spéciale­
ment pour ceux de la défense en égard au rôle éminent 
que le droit à un procès équitable, dont ils dérivent, 
joue dans une société démocratique".
Véase Publ. Cour. Bur. D.H. Affaire Airey, arrêt du
9 Octobre 1979, Série A, n” 32, pp. 12-13, pârf. 24 y
Affaire Artico , arrêt du 13 Mai 1980, pârf. 33.
(52) Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt du 7 Mai 1974 (Question de
l'application de l'article 50 de la Convention). Série 
A, n” 17, pârf. 21, pâg. 10.
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A juicio del Tribunal, la segunda detenciôn provisio­
nal era, en sus orîgenes, compatible con el Convenio, pero de - 
jô de serlo mas tarde por exceder de un "plazo razonable". Has- 
ta una fecba, aproximadamente, -el 1“ de Marzo de 1963- la in- 
terrupciôn de la actividad profesional del requirente "deriva- 
da de decisiones conformes a las exigencias del Convenio" (53) . 
Por ello, se interrompra la vigencia del nexo de causalidad y 
no daba origen al derecho de reparaciôn. Solamente entraria en 
lines de cuentas, la fecba a partir del momento en que la de­
tenciôn rebasaba el "plazo razonable", y siempre que ese hecho 
tuviese por resultado "un daflo distinto del que el requirente 
hubiese sufrido necesariamente en el caso en que se le hubiese 
perdonado un ano y medio mas temprano pero en prisiôn, por el 
mlsmo lapso de tiempo, despuês de su condena" (54),
4. Los danos materiales y el perjuicio moral.
El Tribunal resolviô, en el caso Neumeister que no pro 
cedia una compensaciôn por dafios materiales y admitiô, en cam­
bio, la existencia de cierto "perjuicio moral".
La duraciôn de la segunda detenciôn provisional, "jus- 
tificaba, en principio, el derecho a una reparaciôn". Tal era, 
tambiên, el parecer de la Comisiôn.
(55) Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt du 27 Juin 1968, Série A,
n" 7, pârfs. 6, 9 y 10, pp. 37-39.
(54) El Tribunal concluyô que no habia lugar a concéder al
récurrente una satisfacciôn por los dafios materiales.
Véase Arrêt du 7 Mai 1974 (Question de 1'application 
de l'article 50 de la Convention), pârfs. 40-41, pp. 
18-19 .
mAhora bien, el artîculo 50 permite cierta discreciona 
lidad al Tribunal para concéder la compensaciôn, "si hay lu­
gar" para ello. Y en el caso de Neumeister, el interesado fue 
declarado culpable y afectado por una pena mas larga que su 
detenciôn provisional, y esta fue computada, por entero, sobre 
aquella, Ademâs, se bénéficié de una reducciôn, por via de "gra 
cia", que el propio interesado habîa solicitado como la mejor 
de las reparaciones. "Estas diversas circunstancias, equilibran 
el dano moral del que se quej a". En consecuencia, a juicio del 
Tribunal, tanto el dafio material como el perjuicio moral pueden 
verse compensados por la concesiôn de "gracia" del Estado de - 
mandado -en caso de privaciôn regular de libertad-; no procédé, 
por ello, una compensaciôn pecuniaria (55).
Por consiguiente, las ventajas derivadas de la reduc­
ciôn de la pena pueden constituir una compensaciôn equitativa 
por el dafio material y moral, causado al requirente por la pro- 
longaciôn excesiva de su detenciôn provisional.
Pero esta conclusiôn no impide al Tribunal averiguar 
"si los gastos soportados por el requirente para la defensa de 
sus derechos" se encuentran suficlentemente compensados por di^  
chas ventajas. Y el Tribunal en este punto, distinguiô entre el 
"perjuicio acarreado por la violaciôn" y "los gastos necesarios" 
que el interesado sufragô para obtener el reconocimiento de la 
violaciôn y, despuês de ello, una "compensaciôn equitativa" de
(55) Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire "Neumeister",
arrêt du 7 Mai 1974 (Question de l'application 
de l’article 50). Série A, n° 17, pârf. 41, 
pâg. 19.
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las autoridades nacionales o del Tribunal europeo (56).
Y aunque la "medida de gracia équilibra en el caso 
concrete el dafio material y moral", no reviste el mismo ca- 
râcter de satisfacciôn equitativa respecte a los "gastos ne­
cesarios de abogados" durante varios anos. "Hay, pues, lugar" 
para concéder, sobre este extreme, "una compensaciôn justa".
Y, por ello, el Tribunal fijô en treinta mil chelines austrîa- 
cos la suma que el Estado demandado debîa de abonar al requi­
rente Neumeister (57).
5. La reputaciôn del requirente y el perjuicio moral.
El Tribunal ha graduado con delicadeza el détérioré de 
la reputaciôn profesional como perjuicio moral. En efecto, en 
un caso concrete no aceptô que la prolongaciôn excesiva del 
"plazo razonable" pudiera, por si mismo, atentar contra "la 
reputaciôn del requirente", pero por otro lado, admitiô que le 
mantuvo "en una incertidumbre prolongada". En el asunto Kô'ning 
en el momento que se pronuncla la sentencia en 1978, las ins- 
tancias se hallaban en curso desde hacia casi once anos, res­
pecte a la direcciôn de la clînica del requirente, y mas de 
siete anos con respecto a la prâctica de la medicina .
(56) Ibidem, pârf. 40, pp. 17-19.
(57) 1,0 decide por unanimidad. Ibidem, pârf. 41, pâg
19, y pârf. 43 pâg. 20 y Publ. Cour. Eur. D.H. 
Affaire De Wilde, Ooms, et Versyp, Arrêt du 10 
Mars 1972, Série A, n° 14, pârf. 21, pâg. 10.
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La naturaleza de esa situaciôn efectiva podîa llevar 
al requirente a vacilar y diferir el acometer una actividad 
nueva. Y convenîa tener en cuenta que existîan perspectivas de 
"reconversiôn profesional" (58).
Por otra parte, la lentitud excesiva del proceso podîa 
haber lesionado al requirente -aplazando la venta o alquiler de 
la clînica. Desde luego, la incertidumbre prolongada, en que 
viviô varios afios esperando el resultado aleatorio del proceso, 
constituîa "una fuente de inquietud permanente y profunda", 
que le habîa causado, por si misma, "perjuicio moral" (59).
D . La violaciôn y la compensaciôn.
1. La violaciôn no implica siempre compensaciôn automâ
tica.
Hemos razonado y a , que la obligaciôn de reparar el d a ­
no causado a la vîctlma es un principio general del derecho. Y
(58) Publ. Cour. Eur. D.H. Série A n° 25, pârf. 105, 
pâg. 37.
(59) "... La longeur excessive de la procédure relative a 
la direction de la clinique a, selon toute vraisemblan 
ce, lésé l'intéressé en l'incitant à renvoyer à plus 
tard la vente ou la location de cette dernière et à 
laisser ainsi échapper certaines chances ou occasions. 
Enfin, l'incertitude prolongée dans laquelle il a vécu 
pendant quelques années suplementaires, attendant l'is­
sue toujours aléatoire du procès, a constitue pour lui 
une source d'inquiétude permanente et profonde elle 
lui a causé par elle meme un prejudice moral. Ibidem, 
pârf. 19.
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de ahî su consagraciôn en el artîculo 50. Pero su enunciado 
explîcLto era insoslayable, a fin de la mejor y eficaz pro- 
tecciôn del individuo. Porque, no sin justeza se puede afir- 
mar que, a primera vista, y en sentido estricto, el objeto 
del litigio suele ser, inicialmente, no el dano causado aun­
que sea condicionante -sino la violaciôn misma del Convenio.
Y en razôn de ella se origina la competencia del Tribunal para 
"anular las consecuenclas" lesivas que la violaciôn acarrea 
al individuo.
La idea de la inexistencia del dano alegado por los 
Gobiernos fué compartida en mâs de una ocasiôn por el Tribu­
nal. En efecto, en el asunto De Wilde, Ooms y Versyp (60), los 
reclamantes solicitan una indemnizaciôn por cada dîa de deten 
ciôn. Pero el Tribunal no apreciô la concurrencia de "ilegali- 
dad, ni de arbitrariedad" en el hecho de haber estado y teni- 
do a los requirentes a la disposiciôn del Gobierno, ni en el 
hecho de la misma detenciôn.
Los requirentes se hablan, ademâs, beneficiado de la 
"asistencia judicial gratuita" ante la Comisiôn, y no habîan 
reclamado otros gastos.
Y, no se reconociô, tampoco, "dafio moral" alguno dima- 
nante de la "inexistencia de un recurso correspondiente a las 
condiciones del artîculo 5, pârrafo 4", que habîa sido el o b ­
jeto de la violaciôn reconocida por el Tribunal.
(60) Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, vol. 14, pârf. 23-24,
pâg . 11.
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En consecuencia, las demandas de reparaciôn pueden ser 
declaradas "admisibles", pero "no fundadas". Y aûn siendo r e ­
conocida la violaciôn juridica, no procéder la compensaciôn so 
licitada. Por ello, la infracciôn no presupone siempre la c om­
pensaciôn (61).
2. La compensaciôn como una "indemnizaciôn global" .
La imputaciôn integral de la duraciôn de la detenciôn 
provisional en la pena de reclusiôn mâs larga fue tenida en 
cuenta, tambiên, por el Tribunal, en el asunto Ringeisen. Pero 
con matizaciôn y alcance diferentes. Porque en este caso, el 
Tribunal estimô que dicha circunstancia compensaba, "en cierta 
medida", el perjuicio (62).
En efecto, el requirente, afirmando ser inocente, ha 
podido -segün el Tribunal- "sentir como una grave injusticia" 
la detenciôn provisional excesiva. Y esto podîa resultarle tan­
to mâs sensible cuanto que le dificultô obtener un acuerdo que 
pusiera termine a la quiebra generadora del litigio y califica 
da de fraudulenta. Apreciando los diverses elementos de la c a u ­
sa, el Tribunal acordô asignar al requirente una "compensaciôn
(61) Por unanimidad declarô admisibles las demandas de re 
paraciôn, y por 14 votos frente a uno declarô su im- 
procedencia. Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, vol. 14, 
pâg. 11.
(62) El récurrente reclamaba perjuicios morales y materia 
les. Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt du 22 Juin 1972, 
Série A, vol. 15, pârf. 23, pp. 8-9.
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equitativa" y fijô en 20.000 marcos la "indemnizaciôn global" 
C63) .
3. La rectificaciôn legal del procedimiento interno 
defectuQSo como compensaciôn de danos.
Hemos visto que siempre es discutible la determinaciôn 
teôrico prâctica de los perjuicios materiales o morales dignos 
de ser reparados segûn los artîculos 5, pârrafo 5 y 50 del 
Convenio. Y de la jurisprudencia europea, no puede deducirse, 
con todo rigor, un côdigo de normas précisas y de carâcter ge­
neral. El tema concrete se ha planteado en diverses litigios.
Singularmente, en relaciôn con la privaciôn de liber­
tad debatida ante la Comisiôn y el Tribunal. La cuestiôn ha 
suscitado una serie de pareceres divergentes,incluso en el se- 
no del propio Tribunal europeo (64).
(63) Ibidem, pârf. 26, pâg, 10.
(64) En el Asunto Neumeister tambiên se habîa excedido la 
Comisiôn de su competencia, segûn el Gobierno deman­
dado, ya que no se habîa limitado a analizar la regu- 
laridad de la detenciôn preventive aducida a la luz 
del art. S (3) del Convenio hasta la fecha en que el 
récurrente se dirigiô a la Comisiôn. En cambio, la C o ­
misiôn examinô el periodo transcurrido desde la pre- 
sentaciôn de la demanda y el termine de dicha situa­
ciôn. Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n° 13, pârf. 92, 
pâg. 38.
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En uno de los asuntos mâs significatives sobre el te­
ma, el Tribunal declarô, por un lado, la existencia de infrac 
ciôn estatal y précisa del Convenio, por la falta de recursos 
para apelar los requirentes contra el mero hecho de la deten­
ciôn. Y, por otrô lado, en cambio, declarô regular y legal el 
simple hecho fîsico de la misma detenciôn.
Y este hecho no generô, segün el Tribunal, perjuicio 
material, ni moral susceptible de reparaciôn (65).
El razonamiento de la Comisiôn sobre el mismo tema se 
habîa inspirado en parecida interpretaciôn jurîdica del Conve­
nio. Considéré que no habîa sido injustificada la detenciôn (66) ,
(65) Se referîa a las exigencias del art. 5 (4) el recurso
debîa de ser un recurso cualificado. Los récurrentes 
reclamaban por una situaciôn contraria al Convenio y 
aducîan que al poder législative compete el preveer el 
recurso eficaz y adecuado. Publ. Cour. Eur. D.H. A f f a i ­
re De Wilde, Ooms, et Versyp, Série B , pp. 301 y 308- 
309, y parf. 124-125, pp. 70-71. Respecto Asunto N e u ­
meister y Asunto de Vagabundeo. Série A, n® 12, pârf.
72-84. En cuanto a la efectividad de los recursos cuya
ausencia origina perjuicio moral y material. Véase
Asunto De Weer. Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt du 27 F é ­
vrier 198. Série A, n° 35.
(66) Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire Vagabondage. Série B,
pârf. 124--12S, pp. 70-71.
"Asî la Comisiôn considéré en el asunto de Vagabundeo 
que los plazos previstos en la ley belga para el e x a ­
men de los recursos en contra de la detenciôn excedîan 
la nociôn de plazo breve tal y como lo exije el pârrafo 
4 del art. 5, que requiere la celeridad de las decisio 
nés*. Publ. Cour. Eur. D.H. Série B, pârf. 1 78-1 79 y S^ 
rie A n° 12, pârfs. 76 y 78. El Tribunal en el asunto 
Neumeister se manifesté claramente en este sentido:
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aun habiendo sido "defectuoso" el procedimiento, y llego a es^  
timar como suficlente "compensaciôn" el hecho de que el Esta­
do demandado se viese obligado a modiflcar las disposiciones 
legales, en materia de recursos internes, introduciendo el d e ­
recho de apelar contra la detenciôn.
Este resultado -declarô la Comisiôn- "es de naturaleza 
a dar satisfacciôn a todos, contemplado desde el punto de v i s ­
ta de la protecciôn de los Derechos del hombre" (67).
"... El termine speedily indica claramente cual debe 
ser la preocupaciôn dominante, un procedimiento es - 
crito completo o debates contradictories para el exa­
men de los recursos constituîan una fuente de retrasos 
que es precise evitar en esta materia". Véase Publ. 
Cour. Eur. D.H. Série A, arrêt du 7 Mai 1974, pâg. 44. 
En el asunto primero el Tribunal recordô el asunto Ir 
landa contra Reino Unido. Série A n “ 25 pârf. 200-201, 
en ambos supuestos el Tribunal declarô que no concu- 
rrîan las circunstancias fondamentales requeridcxs por 
el art. 5 (4) en el sentido de la nociôn del término 
"court" "tribunal" y agregô que no existîa posibilidad 
alguna para que los récurrentes impugnasen o pidiesen 
una revision sobre la legalidad de su detenciôn y que 
fuese declarada en breve plazo. Série A, n° 12, pârf. 
76, subpârf. 2-3 y pârf, 78.
(67) La Comisiôn concluyô en la vista de 14 de Febrero que;
"Qu'il plaise à la Cour d'accorder aux requérants une 
satisfaction appropiée, en tenant compte du fait qu'une 
nouvelle voie de recours a été instituée en droit be l ­
ge à la suite de l'arrêt de la Cour européenne des 
Droits de l'homme du 18 Juin 1971, et ainsi indirecte­
ment â la suite des requêtes introduites par De Wilde, 
Ooms et Versyp devant la Commission".
El Gobierno habîa aducido que los tribunales internos 
bel gas podlan condenar al Estado a reparar el perjui­
cio provocado por una situaciôn ilîcita que infringiese
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Esta interpretaciôn jurîdica de la Comisiôn y del T r i ­
bunal europeo merece, a nuestro juicio, mâs de un comentario 
crîtico. Anticipâmes ya, una breve consideraciôn, de conformi- 
dad con el espîritu del Convenio (68). Nos parece peligrosa 
esa interpretaciôn, sobre todo si es puesta en prâctica con fre 
cuencia y llega a adquirir caracter mâs general. Partir de 1 
supuesto de una infracciôn del Convenio -por falta de recur­
sos internos- y no derivar de la violaciôn, dano material a l ­
guno para los interesados supone, paradôjicamente, que no hay 
victima alguna de la violaciôn cua n d o , en realidad, el intere­
sado ha podido sufrir, en mayor o menor grado, las consecuen- 
cias de la indefensiôn, pese a que la detenciôn haya podido ser 
regular.
La rectificaciôn por el Estado de la defectuosa legis- 
laciôn interna -carencia de recurso-, no nos parece, tampoco, 
suficiente satisfacciôn, para el interesado con relaciôn a la 
violaciôn habida.
normas internas o internacionales y exigîa que los ré­
currentes se dirigiesen a las autoridades belgas.
Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n** 14, pârf. 19-20, 
pp. 9-10 y pârf. 22.
(68) Con el propio objeto del art. 50, Recueil des Textes, 
pâg. 108. El propio Tribunal habîa invocado en el asun 
to de Vagabundeo.
"... la circonstance que les requérants auraient pu et 
pourraient porter leurs demandes l'indemnité devant une 
jurisdiction belge n'oblige donc pas la Cour à rejeter 
les dites demandes pour défaut de fondement, pas plus 
qu'elle ne met obstacle à leur recevabilité". Véase 
Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, vol. 14, pârf. 20 in 
fine y pârf. 16, pp. 10 y 8-9.
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Estimar como suficiente reparaciôn moral para las vic- 
timas el hecho de que el Estado corrija la legislaciôn defectuo 
sa que se les habîa aplicado, deja cierto margen de duda para 
el futuro sobre la conexiôn de lo ilîcito y la vîctima (69).
i . La determinaciôn y contenido de la indemnizaciôn con 
motivo de la violaciôn del plazo razonable.
El Tribunal habîa pronunciado -28 de Junio de 1978- 
sentercia declaratoria de violaciôn contra el Gobierno de la Re 
pôblica Federal de Alqmania, por haber excedido el "plazo razo 
nable" del artîculo 6, pârrafo 1 del Convenio -lentitud del pro 
cedimiento en el caso litlgioso de su nacional Dr. Kbning.
Se habîa reservado enteramente la cuestiôn de la apli- 
caciôn del artîculo 50; despuês de la sentencia, Gobierno y re 
quirente Intentaron, sin éxito, llegar a un acuerdo amistoso (70)
(69) El 18 de Enero de 1972, el Comité de Ministres habîa 
tornado nota en virtud del art. 54, del Convenio de la 
modificaclôn legislativa que el Estado belga habîa 11e- 
vado a cabo para adecuar la regulaciôn de la cuestiôn 
del vagabundeo con el espîritu del Convenio. Véase C o ­
mité de Ministros,"Resolution D.H. (72) 1, relative aux 
requêtes presentees par Albert La Haye, Jacques de Wilde, 
André Nys et Aime Swalens contre la Belgique (Deuxième 
Affaire de Vagabondage), en la que se fecilita por la 
nueva regulaciôn.
El Gobierno belga le habîa informado de la nueva ley 
promulgada el 6 de Agosto de 1971. Doc. C. M (71) 160 y 
transmitido el 13 de Octobre de 1971. Véase Recueil des 
Resolutions du Comité des Ministres adoptê^es en applica 
tion de l ’article 32 de la Convention européenne de 
sauvegarde des droits de l'homme et des liberte's fonda­
mentales". 1 959 -1981 . Estrasburgo 1981. H (81) 4,
(70) El récurrente no reputo suficiente, la suma de 20.000
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a . Determinaciôn de la compensaciôn equitativa.
El requirente reclamaba "reparaciôn pecuniaria" por el 
doble dano derivado de la violaciôn: el riesgo de ver arruina- 
da su "situaciôn econômica y  profesional" y el perjuicio indi- 
recto a su "reputaciôn de hombre y profesional". Daba ciertas 
indicaciones sobre el posible câlculo del perjuicio -en el pe 
rîodo del exceso del plazo razonable-, los ingresos anuales me - 
dios como medico y jefe de clînica, solicitando tambiên el reem- 
bolso de los gastos tenidos en el proceso interno y en el in- 
ternacional. Confiaba al Tribunal la determinaciôn précisa (71).
El Gobierno negaba la existencia del "nexo de causali­
dad" entre la violaciôn y el perjuicio alegado en el piano pro­
fesional. Admitîa en cambio, que podlan motivar cierta compen­
saciôn los gastos "apropiados", "necesarios" probados de los 
recursos internos que procuraban acelerar el procedimiento. Y 
debîan de reembolsarse los "gastos apropiados" asumidos ante los 
ôrganos del Convenio. Y entendra, en fin, de que correspondra 
al Tribunal la determinaciôn -si habîa lugar para ello- de una 
"indemnizaciôn" a titulo de dano "no-material" -por el solo he 
cho del exceso del "plazo razonable"-.
marcos alemanes, que le ofreciô el gobierno como in­
demnizaciôn total. Fracasando en Noviembre de 1978, el 
intente de conciliaciôn entre las partes. Publ. Cour. 
Eur. D.H. Affaire Kônlng, arrêt du 10 Mars 1980, pârf. 
1 0 .
(71) Por su parte, la Comisiôn considerô insuficiente la in 
formaciôn de que dlsponla para poder establecer las 
"pérdidas materiales précisas".
Pero, sugerîa tomarse en cuenta la "larga incertidum­
bre" sobre el porvenir profesional del requirente y en 
una edad -de cuarenta y nueve (1967) a sesenta ânos
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En consecuencia, el propio Gobierno confiaba, en la 
audiencia pûblica, al Tribunal "la determinaciôn de conformi- 
dad con el artîculo 50, una compensaciôn equitativa para el 
requirente" -dejando a su apreciaciôn "el importe y los el e ­
mentos cons t itutivos"-.
El Tribunal se considerô habilitado, por el artîculo 
50, para concéder una compensaciôn equitativa al requirente 
si, entre otras condiciones, "el derecho interno" no permitia 
borrar mâs que de modo imperfecto las "consecuencias" de la 
violaciôn declarada por sentencia anterior. "Esto ocurria en 
el caso concrete". Porque, en el proceso que se prolonga mâs 
del "plazo razonable" -cuyo respeto es prescrite por el artî­
culo 6, pârrafo 1-, la "naturaleza intrînseca de la lesiôn" 
impide la reparaciôn integral ("restitutio in integrum") (72)
(1978)- en la que se cifra, habitualmente, "la cima de 
la carrera de un hombre". La infracciôn misma del art. 
6 , pârf. 1, podîa "constituir un elemento pertinente" 
para la àslgnaciôn de una compensaciôn equitativa. 
Ibidem, pârf. 12 y Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n “ 
27, pârf. 113, pâg. 41.
(72) Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire "Kô'ning", arrêt du 20 
Mars. 1980, pârf. 12.
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En el caso Koning, el requirente solo podia formular 
una demanda de "compensaciôn equitativa". Y aunque esta peti- 
ciôn pudiera ser presentada al Tribunal nacional del requiren­
te, "el Tribunal -europeo- no tendria la obligaciôn de recha- 
zar la que se le hubiese presentado". Y, ademâs, resultaba evi^ 
dente que el "Derecho aleman no ofrecîa al interesado, en el 
caso de r e f e r e n d a , ningûn recurso adecuado para asegurarle una 
indemnizaciôn pecuniaria compléta" (73).
b . Contenido de la indemnizaciôn.
La indemnizaciôn reclamada comprendra los "diferentes 
perjuicios" résultantes de la excesiva prolongaciôn del proce­
so interno y el reembolso de los gastos derivados de las tenta- 
tivas de acelerar el procedimiento interno y de las actuaciones 
ante los ôrganos del Convenio.
La cuestiôn consistîa, pues, en determinar los excesos 
incurridos en la observaciôn del "plazo razonable" (74).
(73) Véase Ibidem en Droit, pârf. 15.
En contra se manifesto el Gobierno: "... Il n'existe 
aucun lien de causalité entre la violation relevée par 
la Cour et le préjudice que l'intéresse allégué avoir 
subi sur le plan professional par contre, pourraient don 
ner matière à compensation les frais "appropiés", "néce^ 
saires" et prouvés découlant des recours internes pour 
autant que ces derniers cherchaient a accélérer la p ro­
cedure, de plus, les "frais appropiés" assumés devant 
les organes de la Convention devraient être rembourses". 
Ibidem, pârf. 13.
(74) Para la Comisiôn era claro que "un lapso de tiempo su­
perior a cuatro anos" no podîa resultar compatible con 
el art. 6, parf. 1. Se invocaron los argumentos de la 
sentenda de 10 de Marzo de 1972, Publ. Cour. Eur. D.H. 
Série A, n® 14, pp. 8-9 y 10, parfs. 16 y 20.
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El Tribunal no habîa creido necesario -en su primera 
sentencia- "cuantificar el exceso del plazo razonable", aun­
que fuere de modo aproximativo las fechas de su comienzo o el 
perîodo global. No le parecîa posible semejante apreciaciôn, 
en razôn de su conclusiôn bâsica: el incumplimiento de las exi 
gendas del artîculo 6, pârrafo 1 derivaba "de una serie de 
circunstancias relacionadas con la manera de realizarse el pr o ­
ceso" interno. Retraso en el proceso sobre la retirada de la 
autorizaciôn de explotar la clînica. Retraso en el proceso so­
bre la retirada de la autorizaciôn de ejercer la profesiôn
Los retrasos habidos no se prestaban a efectuar una 
simple adiciôn. Existîan, entre ellos, interacciones y entrela- 
zamlentos. Pero, eran innegables. Y habîan entranado una "pro­
longaciôn de algunos anos en el procedimiento". Sobre esta base 
se habia proclamado la violaciôn del artîculo 6, pârrafo 1°. Y 
sobre ella, procedla contemplar la aplicaciôn del artîculo 50
(75) .
En la sentencia anterior declarativa de la violaciôn, 
el Tribunal no entraba en la validez de la retirada de las auto 
rrzaciones en litigio, sino "ûnicamente en el désarroilo de las 
instancias internas". No debîan, por tanto, entrar ya en conside 
raciôn "los diferentes perjuicios causados por las denegacio- 
nes en si mismas". En la determinaciôn de la compensaciôn equi­
tativa, solo podîan tomarse en cuenta los perjuicios que "el 
requirente no hubiera sufrido" si dichas instancias hubieran
(75) Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n” 27, pârfs. 102-105
y 107-111, pp. 34-37 y 38-40.
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llegado a su término "en un plazo razonable" (76).
El requirente alegaba la materialidad del dano, pero 
no especificaba su alcance, ni indicaba suma alguna que pudie­
ra corresponderle como compensaciôn equitativa. Por ello el 
Tribunal reconocîa con la Comisiôn, la dificultad del requi­
rente para "aislar netamente los dafios résultantes de la dura­
ciôn excesiva de los procesos internos".
Aunque los requirentes "normalmente deben cifrar sus 
pretensiones", el Tribunal "faltaria a la equidad prevista por 
el artîculo 50, si no tomase en consideraciôn las dificultades 
tenidas", por el requirente. En todo caso, el Tribunal no cre 
yô tener que invitarle a precisar el importe de la reparaciôn 
que reclamaba (77) .
c . La apreciaciôn en equidad.
Todos los elementos indicados no se prestan a un câlcu 
lo preciso. Apreciândolos en su conjunto, en equidad, como dis 
pone el artîculo 50, el "Tribunal considéra que hay lugar para 
asignar por esa causa una compensaciôn al requirente, cuyo im­
porte se fija en 30.000" marcos alemanes.
(76) "La Cour rappelle que son arrêt du 28 Juin 1978 ne 
concernait pas la validité des retraits d'autorisation 
incriminés, mais uniquement le déroulement des instan­
ces engagées devant le Tribunal administratif de Frank 
furt". Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt du 20 Mars 1980, 
pârf. 18.
(77) Ibidem, pârf. 19.
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El requirente tenîa derecho, ademâs, a reclamar el reem 
bolso de los gastos habidos en los procesos internos -singular 
mente para acelerarlos- e internacionales. Esta soluciôn habîa 
sido dada ya en el asunto Neumeister (perjuicios de la viola­
ciôn, gastos necesarios para evitarla, confirmarla y compensa­
ciôn equitativa despuês de la sentencia favorable) (78).
El requirente enumeraba diez recursos. Pero cinco de 
ellos no tenîan por objeto acelerar la marcha del proceso: és- 
tos no entraban en la suma indemnizable, en virtud del artîculo 
50. Otros cinco recursos constitucionales, en cambio, procura­
ban efectivamente activar las instancias.
El propio Gobierno no lo discutîa, aunque razonada que 
habîa que limitarse a los que eran "necesarios o razonables", y 
agregaba ser oportuna la aplicaciôn del baremo nacional de los 
honorarios del abogado -que daba una cifra inferior a la recla­
mada (79) .
d . La apreciaciôn de las costas y gastos.
A juicio del Tribunal, la demanda del requirente se jus 
tlficarîa, segûn el artîculo 50, en la medida en que los gastos 
de los recursos y los honorarios de abogado "revistiesen carac­
ter razonable en las circunstancias de la causa" (Neumeister). l 
asî se resolviô con respecto a très de los recursos, admitiendo
(78) Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n® 17, pârf. 40, y ss.
p p . 18-21.
(79) Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt du 10 Mars 1980, pârf. 21
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reembolso mayor del estimado por el Gobierno. Y en virtud de 
las circunstancias no se aplicaban, como en algûn caso ante­
rior (Neumeister), sino que se rebasaban, las tasas vigentes 
en el cuadro del sistema de asistencia judicial gratuita que 
funciona ante la Comisiôn (80).
El requirente no se habia beneficiado de la asisten­
cia judicial gratuita en el procedimiento ante los ôrganos 
del Convenio. Habîa asumido, por ello, los gastos de conseje- 
r o s , abogados, etc... Y estos gastos debîan de entrar en lînea 
de cuentas en el âmbito del artîculo 50. Pero hubo opiniones 
divergentes en cuanto a la "base del câlculo". El Gobierno es - 
timaba apropiado adoptar "una norma europea uniforme": el b a ­
remo establecido por la Comisiôn en materia de asistencia ju­
dicial gratuita -caso Neumeister (81).
El Tribunal no se considerô obligado por el preceden- 
t e , que se "explicaba ûnicamente por las circunstancias de la 
causa". Entendra que "no hay motivo para denegar el reembolso 
completo de los gastos habidos, con tal de que se revelen r a ­
zonables" (82). El requirente solicitaba, en fin, los gastos
(80) Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n® 17, pârf. 43, po. 
2 0 - 2 1 .
(81) Le concediô 30.000 chelines austriacos como compensa­
ciôn. Véase Ibidem, 38, 40 y 42, pp. 17-21.
(82) El Tribunal senalo en el asunto Koning que: "La solu­
tion de l'arrêt précité (Neumeister), s'expliquait 
uniquement par les circonstances de la cause. En l'es 
péce, elle n'aperçoit aucun motif de refuser un rem-
89?
diverses de desplazamientos a Estrasburgo. El Gobierno no los 
objeto.
El reglamento interior de la Comisiôn -artîculo 26, pa 
rrafo 3- preve que el requirente o su représentante comparezca 
ante ella para defender la causa. "Si no posee la condiciôn de 
parte ante el Tribunal, no por ello deja de ofrecer gran inhe­
res su presencia en la ^ala de audiencia" pues puede esclare- 
cerse en el acto, directamente o por intermedio de sus delega- 
dos o asistentes, (art. 38 y 29 del Reglamento) "la posiciôn 
del interesado sobre cuestiones que le conciernen" (83).
En conclusiôn, el Tribunal sentenciô, por unanimidad, 
que la "Repûblica Federal de Alemania debîa abonar al Dr. Kô- 
ning una indemnizaciôn de 39.789 DM" (84).
boursement complet des frais engagés pour autant qu'ils 
se revêlent raisonnables".
Arrêt du 10 Mars 1980. pârfs. 23-24, y Publ. Cour.
Eur. D.H. Série A, n® 17, pârf. 42-44, pp. 19-20, y 
Série B, n® 15, pâg. 134.
(83) Recueil des Textes de la Convention europé'enne des
droits de l'homme, pp. 307 y 309.
Arrêt du 10 Mars, pârf. 26.
(84) La suma de 9.789 marcos se le concedieron como honora­
rios de abogados y gastos personales y la suma de
30.000 marcos alemanes a tîtulo de danos por el exceso 
de plazo razonable contrario al art. 6 (1) del Conve­
nio. Véase Ibidem, pârfs. 27 y 19.
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5. La reducciôn de la pena como reparaciôn.
La imputaciôn del periodo de detenciôn sobre el de la 
condena ha sido estimado valido como método de reparaciôn. 
Ciertamente la prolongaciôn excesiva de la detenciôn, puede ge 
nerar pérdidas y danos, pero es a veces, muy difîcil -como ocu 
rriô en el caso de Neumeister- aislarlas de las que el intere­
sado y su sociedad comercial "hubieran tenido que soportar de 
todas maneras", segûn la evoluciôn de los négociés (85).
El requirente se habîa beneficiado de la "imputaciôn de 
su detenciôn provisional sobre la condena". Y, sobre todo, del 
perdôn del resto de la pena, esto es, dos anos, siete m e s e s y 
diez dîas". Y en la peor de las hipôtesis habia evitado, al me- 
n o s , una privaciôn de libertad de cerca de un ano (86).
Por otra parte, el requirente se habîa ahorrado, ademâs, 
las consecuencias nefastas que una nueva prisiôn le hubiera 
acarreado en el piano profesional. La medida de gracia, le ha 
reportado, pues, ventajas substanciales. Y el Tribunal no vaci- 
lô en afirmar:
"Si la reducciôn de la pena, tiene un c o - 
mûn con la imputaciôn de la detenciôn so -
(85) Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire Neumeister, arrêt du 7 
Mai 1974 (Question de l'application de l'article 50 
de la Convention), pârf, 38, pp. 16 17 y Publ. Cour. 
Eur. D.H. Série B, n® 6, pâg. 241 y Série A, n° 8, p 
15 y pâg. 39.
(86) Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire Neumeister.
Arrêt du 7 Mai 1974, pârf. 40, pâg. 18.
bre la pena, que no asegure una verdade- 
ra "restitutio in integrum" se aproxima 
tanto como lo permite la naturaleza de 
las cosas" (87).
Por su parte, -dice el Tribunal- el requirente opina- 
ba, al comienzo, de igual manera. "Presentaba la reducciôn de 
la pena como la mejor forma de concebir la reparaciôn". "Su opi^ 
nion espontanea inicialmente, conserva su valor y confirma el 
caracter equitativo de la soluciôn ofrecida por las autoridades 
locales" (88).
Algo analogo ocurriô en el asunto Ringeisen. El gobier­
no austrîaco sostuvô que la reparaciôn habîa sido concedida por;
"1'Imputation de la détention provisoire 
sur la peine".
(87) Ibidem pârf. 40, pp. 18-19, y Publ. Cour. Eur. D.H. 
Affaire "Ringeisen". Arrêt du 22 Juin 1972, Série A, 
n° 15, pârf. 21, p â g . 8.
(88) El récurrente habîa invocado en su recurso de gracia 
de 26 de Mayo de 1972 la imputaciôn del periodo de d e ­
tenciôn sobre el de su condena y esto fue tenido en 
cuenta por el Tribunal mâs "aun habida cuenta del ca­
râcter del perjuicio'V’la lesiôn subie étant ineffaça­
ble par natunr, comme la meilleure forme concevable de 
réparation".
Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire Neumeister. Arrêt du 7 
Mai 1974, pârf. 40, pâg. 19 y en cuanto a la indemni­
zaciôn. Véase pârf. 13 a) pâg. 7.
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En sus observaciones complementarias afiadiô que la con 
secuencia directa de la violaciôn del artîculo 5 (3) habîa si­
do plenamente resarcida, debido a que el tiempo transcurrido 
por el récurrente en detenciôn provisional le habîa sido asimi 
lado a una parte de la pena, de lo que se deducîa su total re­
paraciôn (89) .
El Tribunal por su parte no habîa aceptado la tesis gu 
bernamental en cuanto a que "l'imputation de la detention p r o ­
visoire devrait réduire la période de detention provisoire j u ­
gée contraire à l'article 5 (3)"; considerô que no podîa dejar 
de aplicarse el artîculo 50 debido a la violaciôn del artîculo 
5 (3).
El Tribunal no considerô que la imputaciôn de la deten 
ciôn provisional constituyese en todo caso, una "satisfaction 
équitable", pero Ermacora estima que incluso en el supuesto que 
la reducciôn de la pena pudiese ser considerada por el Tribunal 
como "satisfaction équitable" quedarîan aun consecuencias
(89) La tesis del gobierno austrîaco defendîa la posibilidad 
de una reparaciôn suficiente debido a la existencia de 
recursos eficaces en el ordenamiento interno, en virtud 
principalmente del art. 137 de la Constituciôn austrîa- 
ca y en combinaciôn con la ley de Responsabi1idad del 
Poder Pûblico "Amtshaftungsgesetz", y por tanto al ser 
posible la"restitutio in integrum"la reparaciôn era su­
ficiente .Véase intervenciôn del agente Pahr.
"Cette privation de liberté contraire à la Convention 
ont la compensée en renonçât a une privation de liberté 
autorisée par la Convention car la detention provisoire 
irrégulière a été imputée sur la peine restitutio in in­
tegrum liberté contre liberté".
"L'argent ne compense pas la perte de liberté et l'on 
remplace donc, autant que possible, la liberté". Véase 
Audiences Publiques Mai 1972. Publ. Cour. Eur, D.H. A f ­
faire Ringeisen. Série B, vol. 13, pp. 27 (2) y 34.
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directas de la detenciôn sin reparar (90).
Mâs discutible es el caso Engel. Este habîa sido pri- 
vado de su libertad en condiciones contrarias al artîculo 5 
(1), tal y como lo habîa declarado el Tribunal en su sentencia 
de 8 de Junio de 1976, por incompatibilidad del artîculo 45 de 
la ley de 27 de Abril de 1903 y el artîculo 5 (1) de 1 Convenio.
A pesar de la breve detenciôn de que fue objeto (22 a 
30 horas) , el Tribunal entendiô que el récurrente habîa sufri­
do "desagréments" conectados con el regimen de arrestos de ri­
gor que le produjeron un autêntico "perjuicio moral".
El Tribunal estimô que la conmutaciôn de la pena solo 
habîa compensado parcialmente a la vîctima, a pesar de la breve 
dad de la detenciôn y dado que era imposible la "restitùio in 
Integrum" considerô necesario la concesiôn de una compensaciôn 
simbôlica que se efectuô mediante la constataciôn de la viola­
ciôn (91).
(90) Ermacora Audiences Publiques 27 Mai 1972, Série B, vol. 
13, pp. 63-66, Ibidem intervenciôn de Nettel. Segun
el Tribunal la "imputation" de la detenciôn de la pena. 
En cuanto a la imposibilidad de la restitutio derivaba 
del carâcter mismo de la violaciôn. Véase Publ. Cour. 
Eur. D.H. Affaire Sunday Times, arrêt du 6 Novembre 
1980, pârf. 13 y "Affaire Koning" arrêt du 10 Mars 1980, 
pârf. 15.
(91) Se ha afirmado que: "Rimanendo ne limiti traccati 
dall'art. 50 potrebbe anche disporre la restituzione, 
in favore délia parte lésa, di una cosa délia quale la 
vittima sia stata illegitimamente privata.
Panzera, A.F.; "Il potere délia Corte europea dei dirit- 
ti dell'uomo di accordare un'equa riparazione alla par­
te lésa". En Rivista di Diritto Europeo, Roma 1974, n®
4, pâg. 322, Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire Engel, Série 
A, n® 22, pârf. 10, pp. 68-69,
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E . La Satisfacciôn Equitativa.
1. El derecho de reparaciôn cotnpensado con la "satis- 
facciôn" del reconocimiento de la violaciôn.
Es sabido que los Estados no suelen considerar muy ade^ 
cuada la indemnizaciôn para reparar el perjuicio puramente m o ­
ral. En este caso la doctrina tambiên, es unanime considerando 
que la reparaciôn mâs adaptada ha de ser también puramente m o ­
ral: esto es, la satisfacciôn.
Singularmente, cuando el acto perjudicial consiste en 
una ofensa o en ultraje. Entre Estados, caben, naturalmente, 
las sanciones internas -medldas disciplinarias o administrati- 
vas- contra el funcionarlo, autor del acto ilîcito.
De ahî que el Tribunal Internacional de Justicia haya 
declarado que la simple declaraciôn por el juez de la ilicitud 
del acto inculpado pueda constituer, per s e , una satisfacciôn 
suficiente. Es lo que ocurriô, en el conocido asunto del Estre- 
cho de Corfd (92).
(91) Se ha afirmado que: "Rimanendo ne limiti traccati dall' 
art. 50 potrebbe anche disporre la restituzione, in £a- 
vore délia parte lésa, di una cosa délia quale la vit- 
tima sia stata illegitimamente privata.
Panzera, A.F.: "Il potere délia Corte europea dei dirit- 
ti dell'uomo di accordare un'equa riparazione alla p a r ­
te lésa". En Rivista di Diritto Europeo, Roma 1974, n° 
4, pig. 322. Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire Engel, Série 
A, n° 22, pârf. 10, pp. 68-69.
(92) Recueil des décisions 1949, pâg. 36, Publ. Cour. Eur. 
D.H. Série A, vol. 31, pp. 29-31.
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La misma doctrina viene siendo sostenida y aplicada 
por el Tribunal europeo, en razon del artîculo 50 del Conve- 
nio. Porque, este comprende, en la prâctica, tanto la "compen- 
saciôn" como la "satisfacciôn". P e r o , en mas de una ocasiôn, 
la simple declaraciôn de la exîstencia de la violaciôn, como 
"satisfacciôn equitativa a la parte perjudicada" no deja de ser 
susceptible de reflexlones crlticas. Porque esta clase de sati^ 
facciôn moral no se aplica, tan solo, conforme al Convenio, a 
los dafios puramente morales, sino, también, a los materiales.
Y no solo concierne, a vèces, a los danos indirectos, 
sino, también, a los directes, cuando el nexo de causalidad es 
irrefutable. Claro esté que, esta jurisprudencia sobre el dere­
cho de reparaciôn no ha de interpretarse de modo genérico, sino 
en relaciôn directîsima del "conjunto de circunstancias" que 
concurren en la causa.
En todo caso, résulta, a primera vista, paradôjico el 
hecho de reconocer la violaciôn del Convenio y compensarla con 
una simple satisfacciôn moral, sobre todo cuando se trata de 
infracciones que afectan a la libertad y seguridad de las p e r ­
sonas. Cierto que hay que tener siempre présenté las peculiari- 
dades del caso.
Pero, por ejemplo, inicialmente, produce extraneza d e ­
clarer que una persona es "vîctima" y "parte lesionada" por eau 
sa de, nada m e n o s , que de nueve violaciones del Convenio y, a 
renglôn seguido, decir que es bien suficiente una mera satisfac­
ciôn simbôlica, la simple declaraciôn de las infracciones habi- 
das. Esto es lo que ha sucedido en el asunto Manioc (9 3) que evi-
(9.3) Affaire Deweer. Arrêt du 27 Février 1980. Es de obser-
dencia, a todas luces, la relatividad caracterîstica de la j u ­
risprudencia en general.
En este asunto y en sîntesis, las requirentes alega- 
ban que la legislaciôn belga quebrantaba el respeto debido a 
la "vida familiar" -artîculos 3 y 8 del Convenio-, consagraba 
una discriminaciôn entre hijos naturales y legîtimos y entre 
madrés sol taras y casadas, contraria al principio de igualdad 
en el goce de derechos y libertades del ser humano que no pue- 
de restringirse por el simple hecho del nacimiento como hijo na 
tural interrelaciôn del artîculo 14 y del artîculo 8-.
/.
var que el derecho de reparaciôn es transmitido a sus 
herederos, pâg. 25.
En el asunto Artico. El Tribunal se pronunciô severa- 
mente respecto del "derecho de defensa" nociôn que in­
terpréta como estrechamente conectada con el "derecho 
a un perjuicio equitativo".
Invoca el objetivo del propio Convenio que consiste en 
protéger derechos efectivos y concretos y no derechos 
que fueren meramente teôricos e llusorios. En cuanto a 
la asistencia legal gratuite no considerô procédante 
la tesis del Gobierno que estimaba haberla concedido 
mediante la mera designaciôn de un abogado de oficio. 
Tanto la Comisiôn como el Tribunal estimaron que el r é ­
currente careciô de una asistencia "autêntica" y por 
tanto "efectiva" en el procedimiento interno impugnado. 
Ademâs invoco su criterio habituai conforme a la gene- 
raciôn de la responsabilidad por omisiones del Estado 
demandado. Al decidir la violaciôn del art. 6 (1) el 
Tribunal entendiô que Artico habîa sufrido una impresiôn 
gravosa de aislamiento y desconcierto y abandono por 
no haber disfrutado de una vista pûblica. "Ninguno de 
estos elementos es susceptible de calculo". Arrêt du 
13 Mai 1980, pârf. 41-42.
Vêase Resoluciôn del Comité de Ministres, D.H. (80) 8 
en virtud del art. 54, se cerciorô de que el gobierno 
italiano habîa observado las medidas exigidas en la 
sentencia de 13 de Mayo de 1980. Véase Recueil des Re-
Segün el razonamiento oficial belga no se habian ge- 
nerado danos a 1 %  requirentes.
Pero el Tribunal sentencio que el Convenio faculta a 
los particulares para sostener que una ley infringe por si mi^ 
ma los derechos individuales, adn en el caso de ausencia de 
un acto concrete de ejecuciôn, si se corre el riesgo de sufrir 
directamente sus efectos. Merece subrayarse el carâcter progre^ 
sivo de este criterio. Y analizô très aspectos bâsicos de la 
reclamaciôn: la manera de ser establecida la filiaciôn -se ha 
llaba en litigio la condiciôn de hija natural-, la extensiôn 
de la familia a la hija y los derechos patrimoniales de la h i ­
ja y de su m a d r é .
Y declaro que el derecho belga no se convenîa con los 
principles establecidos en el Convenio. Y el Convenio -dice el 
Tribunal- "debe de interpretarse a la luz de las condiciones 
de hoy en dîa", ya que en la actualidad se camina hacia la "con 
sagraciôn jurîdica del adagio "mater semper certa est"". Este 
parecer interpretative es susceptible de buena observaciôn cr^ 
tica, desde el ângulo estrictamente jurîdico- (94).
solutions du Comité des Ministres. Adoptées en appli­
cation de l'article 54 de la Convention européenne de 
sauvegarde des droits de l'homme et des libertés fon­
damentales. Doc. D.H. (81) 5 Estrasburgo 1981.
(91) Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt Marckcdu 13 Juin 1979,
Série A, vol. 31, pârf. 42, pâg. 20. El agente belga, 
anuncia la introducciôn del principio en el proyecto de 
ley de 19 78.
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Sin embargo, aun admitiendo la concurrencia de diver- 
sas y flagrantes infracciones, el Tribunal no accediô a la 
peticiôn de los requirentes de una reparaciôn simbôlica -en 
razôn del artîculo 50- de "un franco belga por los danos" dj 
menantes del perjuicio moral. Estimô suficiente como "satis­
facciôn equitativa" la résultante del reconocimiento y confir- 
maciôn por la sentencia de varias lesiones de sus derechos"
(95).
Esta concepciôn del Tribunal, en razon del artîculo 50, 
reviste, desde luego, el carâcter de una satisfacciôn de prin­
cipio. Cabe observar, sln embargo que esta compensaciôn de tn 
dano moral bien pudiera ser adaptada concretamente, a las cir­
cunstancias del caso, si se tiene en cuenta que las requirertes 
habîan "limitado su demanda de compensaciôn al estricto mîri- 
mo en el plan pecuniario", que permitîa una satisfacciôn de 
principio mas "individualizada" -un franco belga- (96).
La situaciôn serîa bien distinta, si el requirente ro 
hubiera formulado demanda alguna de compensaciôn equitativa, 
despuês de haberle reconocido el Tribunal el buen fundamentc 
jurîdico de su reclamaciôn y declarado pûblicamente la existen-
(95) Ibidem, pârf, 68, pâg. 28, en contra el voto particu­
lar comdn de los jueces Balladore Pallieri, Pedersen, 
Ganshof van der Meersch, Evrigenis, Pinheiro Farinla 
y Garcîa de Enterrîa. Ibidem, pp. 32-33.
(96) Série A, vol. 31, pâg. 33, voto particular comdn de 
los jueces Balladore Pallieri, Pedersen, Ganshof van 
der Meersch, Evrigenis, Pinheiro Farinha y Garcîa de 
Enterrîa.
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cia de la violaciôn alegada. Esta situaciôn ha sido, también, 
conocida y resuelta por el Tribunal, en el asunto Colder, cuan 
do sentenciô, que:
"Las decisiones que preceden -reconocien 
do la violaciôn del articule 6 (1) y del 
artîculo 8- constituyen por si mismas 
una satisfacciôn equitativa suficiente 
en razôn del artîculo 50" (97).
Esta decisiôn fue tomada en la misma sentencia del fon­
de del asunto, no habiendo intervenido como en otros cases, la 
réserva previa del derecho de reparaciôn y la consiguiente d e ­
cisiôn ulterior, distinta y separada sobre la aplicaciôn del 
artîculo 50. Procesalmente, este "modus operandi" se asienta 
-como ya indicamos- en el propio Reglamento del Tribunal -art^ 
culo 47 bis, artîculo 50 (3), primera fase, combinado con el ar 
tîculo 48 (3)-. En efecto, cuando el Tribunal confirma la in - 
fracciôn del Convenio puede estatuir en la misma sentencia so­
bre la aplicaciôn del artîculo 50 o reservar ésta para un proce 
dimiento ulterior, segûn sean las circunstancias procesales del 
litigio.
Por ello; puede estimarse que "en las circunstancias de 
la causa, no hay lugar para concéder al requirente una satis-
(97) Arrêt Marckx du 13 Juin 1979, Série A, n° 31, pârf. 68, 
pâg. 29. En igual sentido:
Arrêt Colder du 21 Février 1975, Série A, n° 18, pârf. 
46, pp. 22-23.
Arrêt Engel et autres du 23 Novembre 1976, Série A, 
n" 22, pârf. 11, pâg. 69.
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facciôn equitativa distinta que la résultante de la confirtna- 
ciôn de una lésion de sus derechos". Pero en este asunto C o l ­
der, el requirente no habîa formulado demanda alguna de c om­
pensaciôn, ni tan siquiera simbôlica como en el caso de Marckx 
de un franco belga- (98).
2. La satisfacciôn del perjuicio moral y su relaciôn 
con el dano material.
Igualmente, el Tribunal ha resuelto en la sentencia 
de fondo, sobre la aplicaciôn del artîculo 50, en los asuntos 
Deweer y Artico (99).
Pero, en realidad, no se puede decir, de forma categô- 
rica, que el Tribunal siga siempre la misma lînea de pensamien 
to en el planteamiento y resoluciôn de las reclamaciones basa- 
das en el perjuicio moral. No existe, ciertamente, un criterio 
uniforme y generalizado sobre la materia.
En este aspecto la aplicaciôn del derecho de repara­
ciôn sufre oscilaciones diverses que confirman, una vez mâs, la 
relatividad de sus decisiones. En este sentido nos parece sufi- 
cientes ponderar las dos ûltimas sentencias citadas.
(98) Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt Marckx du 13 Juin 1979, 
Série A, vol. 31, pârf. 68, pâg. 28.
(99) Arrêt Deweer du 27 Février 1980, y Arrêt Artico du 13 
Mai 1980.
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En el Asunto Deweer, se considéra como satisfacciôn 
equitativa del daho moral la simple "confirmaciôn de la lesion 
de los derechos" del interesado, el cual no formulaba, por 
cierto, demanda de reparaciôn sobre tal extremo. En cambio, en 
el asunto Artico se concede al requirente "una indemnizaciôn 
de 3.000.000 de liras por el perjuicio moral". Naturalmente las 
circunstancias de cada caso eran distintas, pero la naturaleza 
de los danos era calificada de igual forma (100).
Examinando el tema de fondo de los asuntos en litigio, 
parece deducirse que el Tribunal estima que el dano moral debe 
obtener "al menos una satisfacciôn de la misma naturaleza", sin 
que la îndole del dano tenga que conllevar siempre la simple sa 
tisfacciôn moral del reconocimiento del carâcter de vîctima y 
de la mera existencia de la violaciôn.
Por otra parte, es de afirmar, igualmente, que el T r i ­
bunal, conforme a sus poderes discrecionales, puede rechazar 
la reclamaciôn de danos materiales derivados de la violaciôn y 
reconocer y compenser en cambio, los danos morales, sea o no re- 
cabada su indemnizaciôn por los requirentes.
En efecto, en el asunto Artico, el requirente solicita-
(100) El asunto Deweer^ planteaba ademâs de la cuestiôn de 
la reparaciôn que le debîa ser abonada el concepto de 
acusaclôn en materia penal, su renuncia a proseguir un 
procedimiento interno, el costrenimiento mismo, y 
el interés moral y material de los herederos en prose­
guir la acciôn una vez fallecida la vîctima directa. 
Véase Harris, D.J.: "Decisions on the European Conven­
tion on Human Rights. During 1980". en B .Y.I .L ,1980, 
pp. 329-332 y respecto de Artico pp. 332-335.
SOo
ba reparaciôn, de acuerdo con el artîculo 50, sobre las dos 
clases de danos: los honorarios del abogado y cierta "suma 
equitativa por la detenclon irregular que habîan entrahado la 
violaciôn del artîculo 6 (3) c, y por el dano moral" (101). El 
pasaje del artîculo infrlngido dice:
"Todo acusado tendra derecho a defenderse 
personalmente, o a ser asistido por un 
defensor de su elecciôn, o si no tuviera 
los medios para remunerar a un defensor, 
a que le asista gratuitamente un abogado 
de oficio cuando los intereses de la ju£ 
ticia lo requieran".
La reparaciôn de los honorarios del abogado no fue ad - 
mitida, porque el requirente se habîa beneficiado de la asis­
tencia judicial gratuita ante la Comisiôn y ante el Tribunal, 
a partir del momento de la admisiôn de la demanda.
La causa del perjuicio (derivado, en el caso concrete, 
de la excesiva detenciôn (102) ), estimada por el requirente 
no suele ser enjuiciada, naturalmente, de forma anâloga por los 
ôrganos de control del Convenio, pero promueve, en todo caso, 
el examen del Tribunal.
El perjuicio que el requirente estima haber sufrido, 
por ejemplo, en razôn de su detenciôn irregular, puede derivar-
(101) Arrêt du 13 Mai 1980, pâg. 14
(102) Ibidem, pâg, 15.
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se solo hipotêticamente o indirectamente de la infracciôn In- 
vocada [art. 6 (3) c) y, en cambio, el Tribunal puede entender 
que su causa "directa e inmediata" reside en realidad en el 
atentado a la libertad fîsica, Y la privaclôn de libertad a 
que se refleœ el artîculo 5 lleva consigo -como ya expusimos- 
el derecho a una reparaciôn por la propia administraciôn de 
justicia del pais demandado.
Por otra parte, como ya anticipamos, el perjuicio de la 
detenciôn irregular puede verse compensado por la gracia o el 
indulto interno, que si no comprende el periodo de tiempo de la 
detenciôn puede procurer un "beneficio tangible", sin que supon 
ga una reparaciôn integral "-la restitutio in integrum"-; pe­
ro, compensa "en gran medida el dano sufrido", segun razonamos 
antes (asuntos Rlngeisen y Neumeister) (103).
Lo que nos résulta ambiguo es el hecho de que los danos 
materiales puedan ser involucrados -sin la débida clasificaciôn- 
en la misma indemnizaciôn de los danos morales o viceversa.
En la prâctica, el Tribunal procura ponderar los dis- 
tlntos elementos que concurren en el asunto litigioso, aprecian 
dolos "en su conjunto en equidad", pues tornados aisladamente no 
se prestan, a veces, a un câlculo preciso. Este ha sido el mé- 
todo aplicado por el Tribunal para atribuir, en razôn del artî-
(103) Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire Ringeisen, arrêt du 22
Juin 1972, (article 50). Série A, vol. 15, pârf. 20-21, 
pp. 8-9. Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire Neumeister, arrêt 
du 7 Mai 1974 (article 50), pârf. 40, pâg. 18.
m
culo 50, una indemnizaciôn por el dano moral (tres millones de
liras en el asunto Artico y  xm total de 11.000 Libras en el Asunto Young,
James y Webster correspondiendoles 2.000, 6.000 y 3.000 Libras respectivamen 
te) 004).
F . El arreglo Amistoso y la apreciaciôn en equidad por 
el Tribunal.
1. El carâcter equitativo del arreglo amistoso sobre 
el derecho de reparaciôn.
La fiscalizaciôn de los "arreglos amistosos" por el 
Tribunal présenta variantes, segûn el contenido del acuerdo, 
pero, en todo caso, se proyecta sobre la naturaleza de las vio 
laciones reconocidas y el contenido de la demanda de repara­
ciôn .
Esta flexibilidad de la vigilancia y control del Tribu 
nal se observa, una vez m â s , por ejemplo, en el asunto Winter- 
werp (105). La sentencia declaratoria de la violaciôn reconocîa 
la infracciôn de los artîculos 5, pârrafo 4 -derecho a interpo- 
ner recurso ante un Tribunal- y del artîculo 6 pârrafo 1 del 
Convenio -derecho a que la causa sea oîda en audiencia equita­
tiva- por un tribunal independiente, El requirente padecîa en- 
fermedad mental en hospital psiquiâtrico. El paîs era Holanda.
El abogado del requirente reclamaba la concesiôn de una satis-
(104) Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire Artico, arrêt du 13 Mai
1980, pârf. 48, pâg. 17. Arrêt du 18 octobre 1982,
oârfs, 12-13,
(105) Arrêt du 27 Novembre 1981 y Arrêt du 24 Octobre 1979.
Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n ” 33, pârf. 35-76,
pp. 16-30.
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facciôn equitativa, en razôn del artîculo 50. Asimismo solici- 
taba que se le mejorase a su cliente el tratamiento medico, y 
que se le concediesen las garanties de procedimiento necesa- 
rias para que se efectuase en el futuro una autêntica revision 
periôdica de la necesidad del internamiento, a fin de que cesa 
ra esta si mediaba la recuperaciôn o mejorîa suficiente de su 
cliente. No se reclamaban, en cambio, indemnizaciones por d a ­
nos materiales, ni por perjuicio moral.
Se iniciaron conversaciones entre las partes interesa- 
d a s , que llevaron a la conclusiôn de ün arreglo: mejor trata­
miento medico y una compensaciôn pecuniaria para la posible y 
eventual relnserciôn del Interesado en la sociedad.
El Tribunal fue informado de los termines del arreglo 
amistoso. Examine su contenido. Y resolviô:
"Confirma que el acuerdo reviste "carâc­
ter equitativo" de conformidad con el 
artîculo 50, pârrafo 5 de su Reglamen­
to" (106).
Admitida la validez del acuerdo amistoso, el Tribunal 
ordenô eliminar el asunto de la lista oficial de litigios pen 
dientes, en la que figuraba el caso concrete, porque la senten­
cia declaratoria de las violaciones, habîa reservado y dejado 
abierto el procedimiento a los fines del "derecho de repara­
ciôn" .
(106) La Comisiôn no présenté objeciôn alguna a los termi­
nes del acuerdo. Vêase mutatis mutantis, art. 47 (2) 
del Reglamento del Tribunal.
Recueil des Textes, pp. 415-416.
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2. El arreglo sobre reparticion de costas-gastos: su­
pervision del Tribunal.
El Tribunal puede rechazar la tesis principal del Go­
bierno demandado, y, en cambio, analizar sus razonamientos de 
orden subsidiario. Sobre las costas y gastos procesales. Es lo 
que sucediô en el asunto "Sunday Times". En este sentido, se 
aducîa la no procedencia del reembolso de los gastos habidos 
en el paîs del litigio: porque no todos habîan servido para la 
infracciôn y, exxstîa, ademâs un concierto interno entre los 
requirentes y el Fiscal general del Estado para compartir los 
gastos.
Los gastos de los requirentes, decîa el Tribunal, te - 
nîan por objeto relvindicar su libertad de expresiôn, derecho 
consagrado por el Convenio. Y los procesos internos eran "una 
condiciôn previa" para la intervenciôn del Tribunal (107).
Ciertamente los requirentes reconocîan la existencia de 
dicho concierto interno, pero refiriendolo tan sôlo a los g a s ­
tos del Fiscal General y no respecto a los propios de los requi^ 
rentes. Para estos, la ûnica consecuencia del concierto consis- 
tîa en reducir aquellos del importe de sus pretensiones, de corn 
pensaciôn, segûn el artîculo 50. Y los requirentes, ademâs, no
(107) Como decîa la Comisiôn, era cuestiôn a determiner si 
procedîa y en que medida, "el costo de las instancias 
internas".
Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt Sunday Times du 6 N o vem­
bre 1980, Série A, n “ 38 pârf. 16 in fine, pâg. 10.
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habîan renunciado a obtener del Tribunal el abono de los gas­
tos tenidos en su paîs nacional (108).
El supuesto acuerdo sobre reparticion de gastos inter­
nes entre requirentes y Gobierno se basaba en un canje de car- 
tas, pero si estas no llegaban "a demostrar la formaciôn de un 
acuerdo de carâcter obiigatorio", a juicio del Tribunal el 
"acuerdo se habîa efectivamente realizado" (109).
La discrepancla no concernîa a la existencia del acuer­
do, sino a su conterida. Para los requirentes comprendîa solo 
los gastos del Fiscal General. Para el Gobierno comprendîa, 
también, los propios gastos de los requirentes.
El Tribunal resolviô "no englobar" los gastos internos 
en la "satisfacciôn" reclamada en virtud del artîculo 50 -ado£ 
tando la intervenciôn gubernamental de la reparticiôn de gas­
tos internos- (110).
(108) Ibidem, pârf. 15, pâg. 9.
(109) Ibidem, pârf. 8, pâg. 7.
(110) "La Cour estime q u ’en raison de l'accord susmentionné, 
conclu librement et appliqué par l'ordonnance de la 
Chambre des Lords, il n'y a pas lieu d'englober les 
frais exposés en Angleterre dans une "satisfaction" au 
titre de l'article 50-
811
En otro litigio habîa recaido el debate sobre el dere­
cho de todo acusado de verse "asistido gratuîtamente por un 
interprète", si no comprende o no habla la lengua empleada en 
el proceso interno, (art. 6, pfo. 3, letra e) del Convenio 
europeo. La materia fue estudiada en el asunto "Luedicke , Bel- 
kacem y Koc" que afectaba a la Repûblica Federal de Alemania 
(11 1).
Las supuestas vîctimas de la violaciôn eran de nacio- 
nalidad britânica, argelina y turca. El Tribunal habîa recono­
cido la existencia de dicha violaciôn y hacîa réserva del pro­
cedimiento ulterior, condiclonando la soluciôn y la cuestiôn, 
al arreglo amistoso, del pago de interprètes y abogados (112).
Habiendose llegado a un arreglo entre el Gobierno y
dos de los requirentes -con respecto al tercer requirente solo
quedaba por resolver la evaluaciôn de los honorarios del aboga 
do-, tanto el Gobierno como la Comisiôn consideraban innecesa- 
ria la prosecuciôn del procedimiento escrito y la celebraciôn 
de audiencias contradictorias (113).
El Tribunal confirmô y conociô la existencia del arre-
(111) Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt Luedicke, Belkacem et Koc
du 28 Novembre 1978, Série A, n" 29.
Arrêt du 10 Mars 1980, pârf. 14.
(112) Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt Luedicke, Belkacem et Koc
du 28 Novembre 1978, Série A, n" 29, parf. 23, pâg. 10,
(113) Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n “ 29, pârf. 26, pp.
1 1 - 1 2 .
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glo entre el Gobierno y dos de los requirentes y resolviô que 
el arreglo revestîa "carâcter equitativo", segûn lo exige el 
artîculo 50, pârrafo 5 de su Reglamento. En consecuencia, la 
supresiôn del asunto de la lista de los temas pendientes, le 
pareciô al Tribunal bien "justificadà" en lo que concernîa a 
dos de los requirentes, y asî lo sentenciô (114).
Respecto al tercer requirente, el Tribunal estableciô 
que no se encontraban ya en litigio ni los gastos de interprè­
te, ni los gastos de los recursos internos -habîan sido liqui- 
dados por las autoridades internas-. Solo subsistîa la recla­
maciôn relacionada con los "honorarios suplementarios" del abo^ 
gado, porque el requirente se habîa beneficiado de la asisten­
cia judicial gratuita. Y la conclusiôn del Tribunal fue clara. 
Admitîa que el requirente no tenîa "que soportar personalmen­
te ningûn gasto" y, por tanto, no habîa sufrido -en virtud de 
la asistencia judicial obtenida- "dano alguno susceptible de 
reparaciôn", en virtud del artîculo 50.
Pero es, en cambio, muy ilustrativo no por su conteni­
do, el hecho de que el Tribunal haya afirmado que, en el caso 
concreto, solo el requirente "poseîa la condiciôn de parte le­
sionada", segûn el artîculo 50. Por consiguiente, el abogado 
no podîa reivindicar, por su propia cuenta, una compensaciôn 
equitativa en razôn del artîculo 50. Y, ademâs, el abogado h a ­
bîa aceptado libremente las condiciones, y el baremo, de la
(114) El gobierno invoco el art. 47 (2) del Reglamento del 
Tribunal para que este borrase el asunto de la lis­
ta .
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asistencia judicial concedido a su cliente (115).
3. La peticiôn de compensaciôn limitada solo a "cos­
tas y gastos" .
Es poco frecuente, pero posible, que el Gobierno d e ­
mandado no ponga en tela de juicio, por si mismo, el "derecho" 
de reparaciôn, es decir que no objete la aplicaciôn del artîcu 
lo 50 y, en cambio, se oponga y suscite controversia ante el 
Tribunal sobre el contenido de la compensaciôn o la deniegue 
abiertamente. En este supuesto los requirentes tendrîan, de mo 
do ma n iflest o , la calidad de "parte lesionada", expresiôn sinô 
nima de la palabra "vîctima", en el sentido del artîculo 25 
del Convenio "personas directamente afectadas por la decisiôn 
contraria a las obligaciones dimanantes del Convenio". Esto es 
lo que ha ocurrido en el asunto "Sunday Times" (116).
(115) Arrêt du 10 Mars 1980, pârf. S in fine, 6 y 11, y pârf.
13. En droit. Y Recueil des Textes, pp. 415-416.
El Tribunal desestimô la demanda de Belkacem y déclaré :
"Si l'on invoque les dangers d'une rétribution trop m o ­
dique des avocats, en particulier le risque de voir ceux- 
ci hésiter a defendre les intérêts de certains requérants, 
la Cour fait observer qu'il sâgit d'un problème rele­
vant de la compétence des organes du Conseil de l'Euro­
pe. Aux termes de l'article 58 de la Convention, el in­
combe a ce dernier de fournir a la Commission le finan­
cement des ses dépenses, parmi lesquelles devraient f i ­
gurer les sommes nécessaires pour verser aux avocats des 
honoraires adéquats dans le cadre de l'asistance judi­
ciaire" .
Arrêt du 10 Mars 1980, pârf, 15-16.
Recueil des Textes, pâg. 113.
(116) Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt Sunday Times du 6 Novembre
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No se alegô, que el derecho interno -inglés- permitie 
se "borrar completamente" las consecuencias de la decisiôn en 
litigio: atentado a la libertad de expresiôn (117).
Los interesados habîan, inicialmente, mencionado el 
perjuicio moral y material sufrido. Pero en su demanda de r e ­
paraciôn, en base del artîculo 50, confirmada por sus observa- 
ciones, limitaban su reclamaciôn a cubrir las "costas y gastos". 
înteresa en este sentido, tener en cuenta que el "derecho" de 
reparaciôn suele llevar al requirente a establecer una cierta 
precision del contenido de la compensaciôn que solicita. Aun- 
que no sea estrictamente obligatorio, segûn la mâs reciente ju- 
r Isprudencia,
Porque el Tribunal puede entender que, en el dominio 
de 1 artîculo 50 no tenga que examiner mas que las reclamacio­
nes que, en concreto, se le formulen; pues no entrando en jue- 
g o , el "orden pûblico", derivado de los principios fondamenta­
les del Convenio, el Tribunal no pretende averiguar "de oficio", 
si el requirente ha sufrido otros danos.
1980, Série A, n° 38 (article 50), parf. 13, pâg. 8, 
en igual sentido se habîa pronunciado el Tribunal en: 
Arrêt De Wilde, Ooms et Versyp du 10 Mars 1972, Série 
A, n° 14, pârf. 23, pâg. 11.
(117) En este asunto los récurrentes no alegaron que el d e ­
recho inglés permitlese eliminar completamente las 
consecuencias de la decisiôn impugnada. Y, por su pa r ­
te, la Comisiôn habîa subrayado que "la naturaleza in 
trînseca de la violaciôn" impedîa una reparaciôn. Se­
gûn la Comisiôn no procedîa, en el caso concreto, te­
ner en cuenta "los danos materiales". En cambio, esti
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Por e s o , se limitô, en el caso concreto, a analizar 
las pretensiones relatives a costas y gastos (118). Esta acti- 
tud del Tribunal es, también, muy relative, mâxlme despuês de 
la sentencia del asunto Guzzardi.
En todo caso los requirentes alegaban que no habîa r a ­
zôn alguna para alejarse de la régla nacional -inglesa- habi­
tuai, segûn la cual "los gastos siguen a lo principal" (Costs 
follow the event).
Sin embargo, el Tribunal preciso, que no aplica una 
norma jurîdica nacional cuando enjuicia, en virtud del artîcu­
lo 50, una demanda de reembolso de los gastos del proceso. La 
parte lesionada no tiene derecho a recobrarlos automaticamente 
(119).
maba oportuna una "compensaciôn pecuniaria" por el 
"perjuicio moral".
Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt Sunday Times du 6 Novem­
bre 1980, Série A, n° 38 (article 50), pârfs. 13-14, 
pp. 8-9.
(118) En el asunto De Weer el Tribunal déclaré que debe ana
lizar ûnicamente los danos que se le aduzcan. Publ.
Cour. Eur. D.H. Arrêt du 27 Février 1980, Série A,
35, pârf. 59-60, pp. 31-32. Y arrêt du 26 Avril 1979, 
Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n ” 30, pp. 8-27. El 
Tribunal habîa declarado que la prohibiciôn de publicar 
"Times Newspaper Limited" en virtud de "contempt of 
court" de la legislaciôn inglesa habîa violado el art. 
10 del Convenio y que no habîa infringido el art. 14 
del mismo. Véase Ibidem pârf. 42, 73, pp. 45 (punto
1 y 2 del dispositive) y 28-43.
(119) En el mismo sentido se pronunciaba la Comisiôn.
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El Tribunal estimô apropiado distinguir, como en el 
asunto Neumeister, entre el perjuicio causado por la infrac­
ciôn a las exigencias del Convenio y los gastos necesarios. 
Interesa subrayar que, segun el Tribunal, era difîcil "imagi­
nât que una confirmaciôn de la violaciôn pueda procurât per se 
una compensaciôn equitativa respecto a los gastos" (120).
Y aunque el mandato interno de no publicaciôn de cier­
to artîculo fue despuês modificado, no por ello ha dejado de 
darse un hecho importante: los requirentes han sufrido, durante 
cerca de tres a n o s , una "privaciôn parcial de su libertad de 
expresiôn en condiciones incompatibles con el artîculo 10" (121)
Y la excusa de 1 Gobierno de su propôsito de procéder
a una reforma legislativa en materia de "desacato al tribunal", 
generadora del litigio, no se estima como circunstancia perti­
nente y eximente (122).
Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt du 6 Novembre 1980 (ar­
ticle 50) Série A, n° 38, pârf. 9 y 15, pp. 7 y 9.
(120) En la sentencia de 10 de marzo de 1980 el Tribunal 
europeo resolviô la aplicaciôn del art. 50, en el asun 
to KOning contra la Repûblica Federal de Alemania, y 
sobre el que se habîa pronunciado el 28 de Junio de 
1978. Al récurrente se le concediô, a tîtulo de indem­
nizaciôn 39.789*95 marcos alemanes.
Arrêt du 10 Mars 1980, Série A, n ” 36, pâg. 14,
(121) Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt 26 Avril 1979, Série A, n° 
30, pp. 45 y 28-43. Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt du 6 
Novembre 1980 (article 50). Série A n° 38, pârf. 15, 
pâg. 9.
(122) Ibidem, pârf. 15, pâg. 9.
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Los Estados contratantes interesados, -dice el Tribu­
nal-, tienen de todas maneras la obligaciôn de adaptar su d e ­
recho interno a las exigencias del Convenio (123).
El Tribunal réitéra el criterio de que concede una "corn 
pensaciôn equitativa" "cuando hay lugar" a ella. Por ello, go- 
za en la materia -como ya expusimos- de un poder de aprecia­
ciôn del que hace uso en funciôn de lo que estima equi­
tativo .
La compensaciôn quedô limitada a la reparaciôn de "cos^ 
tas y gastos" (124).
(123) En contra de la tesis del gobierno. El Tribunal se- 
nalô que: "On ne saurait pourtant considérer ces 
donees comme pertinentes pour l'examen des présentes 
demandes: les Etats contractants intéressés ou de 
toute manière l'obligation d'adapter leur droit in­
terne aux exigences de la Convention et nulle consé­
quence juridique ne s'attache è l'ampleur de la majo­
rité \  laquelle Commission et Cour adoptent leurs d é ­
cisions en vertu des textes qui les régissent (arti­
cles 34 et 51 (2) de la Convention, article 20 (1)
du règlement de la Cour).
N'apercevant pas de circonstances de nature â justi­
fier une dérogation à sa pratique habituelle, la Cour 
rejette la thèse principale du Gouvernnement",
Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n “ 38, pâg. 10.
(124) Affaire Le Compte, Van Leuven, et De Meyere, Arrêt 
du 18 octobre 1982. pârfs. 17-25.
Affaire "X contra Reino U n i d o " , Arrêt du 18 octobre 
1982, pârfs. 22-26. Affaire Young James et Webster, 
Arrêt du 18 octobre 1982, pârfs. 10-17.
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g, Innovacion sobre el derecho de reparaciôn y la hipo- 
têtica equiparaciôh del terrorista al vagabundo.
No es menos relevante para la aplicaciôn del derecho de 
reparaciôn las implicaciones posibles del trato jurîdico dado a 
un detenido con categorîa de "mafioso".
El Tribunal no parece, en cambio, haber atribuido v a ­
lor especial alguno a la circunstancia de que el requirente era 
un terrorista y un mafioso" (Fitzmaurice).
"El Tribunal ha descuidado completamente 
la tesis del gobierno italiano sobre las 
graves amenazas derivadas esencialmente 
del terrorisme politico y de la mafia, 
que planean hoy en dîa sobre el orden p u ­
blico en Italia" (125).
Y no es menos significative, el pensamiento del juez 
Matscher: ciertas medidas que, a la luz del Convenio, pueden 
ser criticables en una situaciôn normal, lo son menos y pueden 
considerarse conformes al Convenio en una situaciôn de crisis 
del orden pûblico y singularmente cuando se ven amenazados los 
derechos fondamentales de los demâs, también protegidos por el 
Convenio, se tratarîa de un Estado democratico luchando por la 
salvaguardia de los derechos fondamentales de sus ciudadanos (126)
(125) Arrêt du 10 Mars 1980, pârf. 5, in fine, 6-11 y pârf. 
13, 15-16. En droit. Y Recueil des Textes, pp. 415-416.
(126) Arrêt De Wilde, Ooms et Versyp du 10 Mars, 1972.
Série A, n" 14, pârf. 23, pâg. 11.
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H . Criterios déterminantes de la evaluaciôn de costas 
y gastos procesales.
La aplicaciôn del artîculo 50, debîa segûn el Tribunal 
de tener en cuenta las consideraciones jurisprudenciales de 
otros asuntos anteriores sobre la determinaciôn de las costas y 
gastos procesales. Se trata de los asuntos Neumeister, Kôning , 
Sunday Times, Artico, X c, Gran Bretafia, Le Compte van Leuven y De Meyere y 
Youn^, James y Webster (127).
En la evaluaciôn y determinaciôn de costas-gastos pre 
valecen tres normas précisas: La efectividad, la necesidad y 
el carâcter razonable de los gastos.
I. Efectividad del gasto.
Los requirentes no se habîan beneficiado de la asis­
tencia judicial gratuita ante la Comisiôn, ni cerca de sus De - 
legados. El Gobierno y la Comisiôn no discutîan la materiali- 
dad de los gastos soportados en Estrasburgo. En este caso, "en 
defecto de indicios en sentido contrario", el Tribunal no con­
siderô necesario procurarse "piezas justificativas" por el 
resto (128) .
(127) Ibidem, pârf. 23, pâg. 13 y Publ. Cour. Eur. D.H. y 
Arrêt Neumeister du 7 Mai 1974, Série A, n° 17, pârf. 
43, pp. 20-21 y arrêt Kôning du 10 Mars 1980, pârf. 
24-26, pp. 18-19. Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt du 6 
Novembre 1980, n" 38, pârf, 23, pâg. 13.
Publ. Cour. Eur. D . H . , Arrêt du 18 Octobre 1982, Série 
A, n" 55, pârrafos 14 y ss.
Publ. Cour. Eur. D.H., Arrêt "X c. Reino Hnido" pfo. 15
(128) Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt Luedicke, Belkacem et Koç 
du 10 Mars 1980, Série A, n" 36, pârf. 15, pâg. 8.
arrêt Artico du 13 Mai 1980, Série A, n ” 37, pârf. 40,
pâg. 10 y Arrêt Sunday Times, Série A, n “ 38, pârf.
24, pâg. 13. Arrêt Le Compte, van Leuven et De Meyere,
Série A, Vol. 54, pâg. 21.
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La suma en discuslôn era de 7r500 libras relativa al 
trabajo realizado por el agente de los requirentes y del jefe 
de su servicio de lo contencioso: elaboracion del texto de las 
memorias, preparaciôn y  participaciôn en los debates ante la 
Comisiôn, instructiones a dar a los abogados con vistas a las 
audiencias ante el Tribunal, Los Delegados de la Comisiôn se 
mostraron muy escêpticos sobre la realidad de taies gastos, 
por entender que las ocupaciones del agente-asesor, figuraban 
entre las funciones normales del Jefe de lo contencioso de una 
empresa y estaban cubiertas por sus emolumentos normales. El 
Tribunal concebîa que, en el caso concreto, los emolumentos ha- 
bituales podîan comprender las actividades mencionadas.
Ahora bien, si un empleado, al consagrar su tiempo a 
un proceso determinado, se ocupa de un género de tarea que in- 
cumbiere de otra forma a juristes independientes, es en gene­
ral razonable considerar como gasto del patrono la parte de los 
haberes que representan la retribuciôn normal (129).
El Tribunal concluyô que la cifra de 7.500 Libras p o ­
dîan considerarse como "realmente explicada" (130).
2. Necesidad del gasto.
Los gastos habidos en el proceso en Estrasburgo fueron
(129) Publ. Cour. Eur. D.H, Arrêt Sunday Times du 6 Novembre 
1980, Série A, n° 38, pârf. 24-25 pp. 13-14.
(130) Ibidem pârf. 25 in fine, pâg. 14.
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objeto de apreciaciôn divergente por la Comisiôn y el Gobier­
no demandado. El Tribunal ponderô los criterios discrepantes
(131).
El gobierno sostenîa que no debîan de tenerse en con- 
sideraciôn los gastos que hubiesen desembolsado los récurren­
tes y que no eran necesarios para determiner la violaciôn del 
Convenio. Es curioso observar que el Estado demandado se opo- 
nîa a ciertos gastos por considerarlos imputables a las "tesis 
sostenidas en vano" por los reclamantes. Negaba a los requi­
rentes el reembolso de las sumas utilizadas por ellos en el 
desarrollo en detalle de los argumentes que la Comisiôn y el 
Tribunal habîan rechazado. Segûn este criterio no se trataba 
de gastos necesarios para llegar a establecer la violaciôn del 
Convenio (132).
Era lôgico que los requirentes objetasen que tenîan 
que defender su causa de la mejor manera posible (133).
El Tribunal no aceptô la tesis del Gobierno. Recordaba 
que el tema habîa sido ya tratado en el asunto Neumeister y, en 
tonces, no se habîa distinguido entre los gastos relativos a
(131) Invocaba el asunto Neumeister, arrêt du 7 Mai 1974. 
Série A n" 17, pp. 20-21.
Arrêt de la Cour du 26 Avril 1979, pârf. 42, 46 y 
69, pp. 28, 30, 42-43.
(132) Arrêt du 6 Novembre 1980, Série A n °  38, pârf. 27-28, 
pâg. 14.
(133) Ibidem, pârf. 27 in fine, pâg. 14.
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los agravios invocados con exito (a titulo del art. 5 -3-) y 
los gastos relacionados con argumentos presentados en vano (Bn 
razdn de los arts. 5 -4- y 5 -1-) (134).
Ciertamente, como ya anticipâmes, el interes de una sa 
na y pronta administracion de justicia no se aviene con el he- 
cho de abrumar a los ôrganos del Convenio con medios extranos 
a la causa, pero no se pueden calificar de tales los argumen­
tos aducidos en el proceso si se relacionaban con el corazon o 
el nûcleo esencial de la interpretacion del articule 10 sobre 
la "libertad de expresion” . El buen sentido del Tribunal adver- 
tia que el jurista tiene el deber de presentar la defensa de 
su cliente con la "amplitud y talento" de que sea capaz. Y, 
por ello, no se puede predecir, con seguridad, el peso que el 
Tribunal va a atribuir a tal o cual medio de defensa, salve si 
este es "manifiestamente ocioso y s in valor" (135).
Por otra parte, son ilustrativas las reflexiones sobre 
los lionorarios abonados a les abogados, porque se planteaba la 
cuestiôn del numéro razonable de consejeros que puedan utilizar 
los requirentes.
El gobierno demandado consideraba necesarios los gastos 
ocasionados por la participaciôn de très abogados. Los Delegados 
de la Comisiôn admitian lo contrario.
(134) Publ. Cour. Eur. D,H. Arrêt du 7 Mai 1974, Série A
n “ 17, pârf. 2 y 42, pp. 4, 19-20 y arrêt du 6 N o ­
vembre 1980. Série A n* 38, pârf. 28, pp. 14-15.
(135) Ibidem pârf. 28 in fine, pâg. 15.
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Y el Tribunal ponderô con mesura, las tesis adversas, 
entendîa que los requirentes no eran, ciertamente, -como ya 
razonamos- parte en la causa ante el Tribunal y que sus conse­
jeros se limitaban a asistir a los Delegados de la Comisiôn, 
aunque esta no representaba a los requirentes, pues su funciôn 
principal es la de "ayudar" al Tribunal en virtud de su misiôn 
de interês general. Este habîa sido, tambiên la lînea de pensa 
miento seguida en el asunto Lawless (136).
Ahora bien, el hecho social de la asistencia de tal for 
ma de los requirentes en relaciôn con el procedimiento "revis- 
te un interés évidente" (137). Pese a este criterio flexible 
el Tribunal estima que en las circunstancias del caso concrete, 
"no se imponîa", la presencia de mâs de un abogado, en el cur- 
50 de la "audiencia". Se hallaban présentes, tambiên, dos de 
los requirentes.
Cosa distinta de la comparecencia ante el Tribunal son 
los servicios têcnico-jurîdicos de la preparaciôn, en un plazo 
bastante breve, de una copiosa memoria que exigîa investigacio- 
nes muy minuciosas.
"Sin pronunciarse sobre el nûmero exacte 
de abogados que fuera precise a tal fin, 
el Tribunal no piensa que une solo rasul- 
tara suficiente" (138).
(136) Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt du 14 Novembre 1970, Sé­
rie A, n® 1, pp. 11 y 16.
(137) Arrêt du 6 Novembre 1980, Série A, n® 38, pârf. 29-30,
pâg. 15.
(138) Arrêt du 6 Novembre 1980, Série A, n ” 38, pârf. 29-30,
pâg. 15.
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Teniendo en cuenta esos dates y factores concretes, 
acento en tal rdbrica el Importe de 10.000 libras de compensa- 
ciôn (159). Igualmente tienen interes desde la ôptica del 
requlrente, los gastos de viaje y de hotel generados con m o ­
tive del procedimiento. El Gobierno discutia los gastos de la 
presencia en los debates de la Comisiôn de un consejero y dos 
de los requirentes. El Tribunal, por el contrario, aceptô esos 
gastos "como necesarios". El Gobierno impugnaba tambiên la pe- 
ticiôn de la fracciôn de gastos atribuibles al viaje y presen 
cia de très abogados y très requirentes. La Comisiôn creîa 
que la decisiôn "depende de lo: que el Tribunal entiende por
necesario".
Y el Tribunal estimô que la presencia y el viaje de 
dos requirentes y dos abogados "ofrecîa un interés" y considè­
re conveniente aplicar la soluciôn adoptada en el asunto Kd- 
ning (140). Y sôlo retuvo una de las cifras solicitadas: 767 
libras. Y reconociô "como necesarios" los gastos habidos de 
"viaje y estancia" de très requirentes y su agente.
Por otra parte, fueron objeto de debate los gastos re­
lacionados con la audiencia püblica de la lectura de la sen- 
tencia. La Comisiôn se manifestaba ciertamente "es.cêptica" so­
bre los viajes y estancia a tal fin del agente y dos de los 
requirentes. El Tribunal comprendra el deseo de los requiren­
tes de asistir al acto pûblico del pronunciamiento de la sen-
(139) Ibidem, pârf. 30, pâg. 15.
(140) Ibidem, pârf. 29-30, pâg. 15
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tencia; pero no podia afirmar que su presencia fuese necesa- 
ria segûn el artlculo 50. En cambio, consideraba pertinentes 
los gastos derivados del desplazamiento del Agente (141).
M e r e c e , en fin, seftalarse la evaluacion de otros gas­
tos. Por ejemplo: El Tribunal no dudô de la necesidad de otros 
gastos solicitados: el trabajo del Agente, (memories, prepara­
ciôn para los debates e instrucciones a dar a los abogados, 
etc.), gastos de traducciôn, de mâquina, documentes, las 11a- 
madas telefônicas y deroâs comunicaciones, etc... (142).
3. Carâcter razonable del importe de las costas-gastos.
Reconocida la realidad y la necesidad de los gastos 
habidos en el proceso subsiste aûn otro elemento déterminante 
de la compensaciôn equitativa; indagar y esclarecer si los mis 
mes se sitûan en "un nivel razonable" (143).
(141) Arrêt du 10 Mars 1980, pârf. 26, pâg. 19.
(142) Ibidem, pârf. 35, pâg. 16.
El Gobierno no adujo nada en contra ; correspond!an 
7.500 Libras por los honorarios del agente; 26 li­
bras 84 por la traducciôn; 231 Libras 62 por la mâ­
quina; envîos 50 Libras 02 y 20 Libras;1lamadas te - 
lefônica? 250 Libras.
Por tanto un total de 8.078 Libras 48 
Arrêt du 10 Mars 1980, pârf. 40, pâg. 17.
( 143) Ibidem, pârf. 41, pâg. 17.Arrets du 18 octobre 1982, 
affaire "X c. Royaume Uni", pârfs. 22-24.
Affaire "Le compte, Van Leuven y De Meyere.
Affaire Yound. .James et Webster, pârf. 15. Arrêt Sun 
day Times, du 6 Novembre 1980, Série A, n° 38, oarf. 
23, pâg. 13.
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El Gobierno entendra que las sumas demandadas (en p a r ­
ticular los honorarios del abogado) rebasaban lo que séria nor 
malmente reembolsable segdn el mêtodo nacional de evaluaciôn 
de gastos.
El Tribunal no profundiza la cuestiôn, por entender 
que "los criterios o tasas nacionales no le vinculaban en ma t e ­
ria de gastos judiciales reclamados en razôn del articule 50". 
Servîa de antecedente el asunto KÔning (144).
El Gobierno aducia, por via subsidiaria, que el reem- 
bolso no debia, en todo caso, exceder la cifra calculada, se- 
gdn las tasas vigentes en el marco del sistema de la asistencia 
judicial gratuita que funcionaba ante la Comisiôn (145).
El Tribunal no aceptô el razonamiento del Gobierno. Es­
time decisive que los gastos se revelaron "razonables", conforme 
a la experiencia jurisprudencial del citado asunto Kôning (146).
Es de observer, asimismo, la aplicaciôn del carâcter 
razonable a los gastos del procedimiento en relaciôn directe y  
estricta con el articule 50.
Los requirentes consideraron razonable agregar una suma
(144) Arrêt fCbning du 10 Mars 1980, pârf. 22- 23 y 25,
p p . 18-19.
(145) Arrêts Airey du 6 février 1981. Série A, n° 41, pârf.
13, pâg. 9 y Arrêts Young James et Webster du 18 O c ­
tobre 1982, Série A, n" 55, pârf. 5-16 y 17.
(146) Arrêt Sunday Times du 6 Novembre 1980, pârf. 41,
pâg. 17.
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"por el procedimiento relative al artlculo 50" (3.000 libras). 
Ni el Gobierno, ni la Comisiôn no dijeron que no fuese "real 
y necesaria" (147).
Los requirentes no aduclan el detalle, pero se trataba 
del trabajo realizado per el Agente.
El Tribunal no precisô examinar mucho la cuestiôn: 
"ciertos gastos -declarô- se imponîan manifiestamente en razôn 
del procedimiento relative al artlculo 50" y la suma de 3.000 
libras no parecîa razonable (148). Importa a su vez, recordar 
el tema de los "intereses", que no suele ser planteado con fre- 
cuencia.
El Gobierno y la Comisiôn, no consagraron comentarios 
particulares a la peticiôn de los requirentes de "un interês 
del 10%" a partir de la sentencia y hasta el memento del abono 
de la compensaciôn debida.
El Tribunal declarô que cabîa presumir que el Estado 
ejecutaria, en los mejores plazos, "la obligaciôn que le incum- 
bîa segûn los termines del articule 53". Y no acogiô la p e t i ­
ciôn (149).
La cifra de reparaciôn global, considerada como com-
(147) Arrêt du 10 Mars 1980, pârf. 22-23 y 25, p p , 18-19.
(148) Ibidem, pârf. 24, pâg. 19 y Arrêt du 6 Novembre 1980
pârf. 42, y 5, op. 18, y 5-6.
(149) Recueil des Textes, pâg. 112.
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pensaciôn equitativa, ascendiô en el asunto "Sunday Times", a
22.626 Libras esterlinas (150).
[. Sinopsis de la aplicaciôn têcnico-pragmâtica del 
artlculo 5 0 .
Durante 24 anos de actuaciôn, el Tribunal sentenciô so 
lamente sobre 17 casos de aplicaciôn del articule 50 -al mar- 
gen de aquellos en los que considerô improcedente la reclama- 
ciôn-. La sinopsis del ejercicio judicial del derecho de repa­
raciôn es, pues muy breve, y contrasta, de modo notable , con 
la fecundidad interprétâtiva sobre la materia por parte del 
Tribunal :
1. El Tribunal asignô una indemnizaciôn pecunaria en 
11 asuntos;
a) Ringeisen: el 22 de junio de 1972 le concediô
20.000 marcos alemanes.
b) Neumeister: el 7 de mayo de 1974 le concediô 30.000 
chelines austriacos.
c) Deweer, el 27 de febrero de 1980, le concediô
10.000 francos belgas y 800 francos franceses.
d) Kôning el 10 de marzo de 1980, le concediô 39.789 
marcos alemanes con 95.
(150) Arrêt du 6 Novembre 1980, pârf. 44-45, pâg. 18
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e) Artico el 13 de mayo de 1980, le concediô
3.000.000 de Liras.
f) Sunday Times el 6 de noviembre de 1980 le conce­
diô 22.626 Libras con 78.
g) Guzzardi en la misma fecha le concediô 1.000.000 
de Liras.
h) Airey el 6 de febrero de 1981 le concediô 3.140 
Libras îrlandesas,
i) Le Compte, Van Leuven y De Meyere les concediô el
18 de octubre de 1982, 77.000, 63.000 y 42,000 F ran 
cos Belgas respectivamente.
j) Young, James y Webster les concediô en la misma fe 
cha 18.626, 46.215 y 10,076 Libras respectivamente.
k) X c. Reino Unido le concediô en la misma fecha 324 
Libras.
2. En 4 asuntos estimÔ que la mera constataciôn de la 
violaciôn debîa considerarse como compensaciôn equitativa su­
ficiente .
a) Golder.
b) Engel y otros, En este caso el 23 de noviembre de
1976 le concediô ûnicamente al primero una satisfac-
ciôn simbôlica de 100 florines holandeses, negândo-
sela a Krit, Dona y Schul.
c) Marckx.
d) Deweer: en cuanto al dano moral.
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3. Denegô la solicitud de reparaciôn: el 10 de marzo 
de 1972 en el asunto De Wilde, Ooms y Versyp declarô como re­
paraciôn suficiente la modificaciôn legislativa interna impug- 
nada por los récurrentes, declarando infundadas las solicitudes. En el 
asunto Luedicke Belkacem y Koç denegô el 10 de marzo de 1980 la 
concesiôn de reparaciôn solicitada por el abogado de Belkacem 
debido a que este no gozaba de la condiciôn fundamental para 
la aplicaciôn del artlculo 50 y borrô de la lista de asuntos 
pendlentes las solicitudes de Luedicke y K o ç . Y por ûltimo en 
el asunto Winterwerp, el 27 de noviembre de 1981 considerô equ_i 
tativo el acuerdo que mediô entre las partes y por consiguien- 
te borrô la cuestiôn de la lista de asuntos pendientes (151).
(15 1) Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt Ringeisen du 22 
Juin 1972 (article 50). Série A, vol. 15.
Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt Kôning du 10 Mars 
1980, Série A, n" 36.
Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt Artico du 13 Mai
1980, Série A, n" 37. Publ. Cour. Eur. D.H.
Arrêt Sunday Times du 6 Novembre 1980, Série A 
n° 38. Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt Guzzardi du 
6 Novembre 1980, Série A, n “ 39.
Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt Airey du 6 Février
1981, Série A, n° 32.
Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt Golder du 21 F é ­
vrier 1975, Série A, n® 18.
Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt Engel et autres
du 28 Novembre 1976, Série A, n® 22.
Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt Marckx du 13 Juin
1979, Série A, n® 31.
Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt De Wilde, Ooms et
Versyp du 10 Mars 1972. Série A, n® 14.
Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt Luedicke Belkacem 
et Koç du 10 Mars 1980. Série A, n® 29.
Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt Win- 
terwerp du 27 Novembre 1981. Série A. n® 4.
Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt le Compte van Leven et 
De Meyere, Série A, n®54. Publ. Cour. Eur. D.H. 
Arrêt Young James et Webster, Série A, n®55.
Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt X c. Reino Unido, S é ­
rie A, n® 55. Las 3 ûltimas sentencias fueron dic-
tadas el 18 octubre 1982.
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1. Asignacion de una indemnizaciôn pecuniaria.
a) En el asunto Ringeisen el Tribunal interprété los 
danos que debîan de tenerse en cuenta para determinar el de r e ­
cho de reparaciôn del récurrente. A quien concediô la suma de
20.000 marcos alemanes como compensaciôn complementaria por la 
excesiva duraciôn de su detenciôn que conculcaba el artîculo 5 
(3) del Convenio (152). Y estimô necesario considerar tanto 
los danos morales como los materiales sufridos y originados por 
la grave injusticia a que se le sometiô (153).
Èn la sentencia interpretative de 23 de Junio de 1973, 
el Tribunal declarô que la suma concedida a titulo de repara­
ciôn era "inembargable" oor las autoridades austrîacas y a tal 
fin dispuso que le fuese entregada la suma en la Repôblica Fede 
ral de AlemaraaJonde residia el récurrente y determinô que el pago
(152) Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, vol. 14, pârf. 1 y 2 
de la motivaciôn de la sentencia pâg. 11.
En contra sôlo se manifesté en su voto particular el 
juez Zekia: "Since our Court is competent to give just 
satisfaction to a victim of a violation of the provi­
sions in the Convention. I entertain no doubt that we 
possesed the power to award costs to the applicants if 
we thought the circumstances of the case warranted 
. such course". Ibidem, pp. 21-22, en concrete 22 in 
fine. La detenciôn provisional habîa sobrepasado en 22 
meses el plazo razonable exigido por el art. 5 (3). 
Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt du 16 Juillet 1971.
(153) Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt du 22 Juin 1972 (art. 50) 
Série A, n® 15, pârf. 23-26, pp. 9-10. La concesiôn 
se efectuô por unanimidad. A pesar de que los jueces 
Holmbâck y Wold que se manifestaron en contra de la 
violaciôn constatada en la sentencia de 16 de Julio de
93?
fuese directe y personal (154).
b) El Tribunal, a este mismo Estado, en su sentencia 
en el asunto Neumeister de 7 de Mayo de 1974, por unanimidad, 
le impuso la obligaciôn de abonar al récurrente la suma de
30.000 chelines austriacos (155).
El Tribunal distinguiô entre el perjuicio ocasionado 
por la violaciôn del Convenio y los gastos necesarios desembo^ 
sados en el âmbito interno, para procurar evitar la violaciôn 
y, en el âmbito internacional, para obtener la satisfacciôn.
La justa compensaciôn se le concediô partiendo de la base de 
las tasas que se aplican en la Comisiôn, para la concesiôn de 
asistencia legal gratuita (156).
c) En el asunto De Weer el Tribunal concediô unânime- 
mente a los récurrentes una reparaciôn equitativa, en virtud del
1971, En la sentencia relativa al art. 50, se conside
rô obligado a aceptar el montante de la indemnizaciôn
concedida a Ringeisen. En igual sentido se manifesto 
el juez Verdross invocando el art. 48 del Reglamento. 
En Recueil des Textes, pâg. 415 y Publ. Cour. Eur. 
D.H. Arrêt du 22 Juin 1972 (article 50) Série A, n® 
15, pp. 11-12.
(154) Ibidem, pârf. 27, pp. 10-11.
(155) Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n® 17, pârf. 43-44,
pâg. 20-21.
(156) Ibidem, pâg. 21.
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dano material sufrido que, cubrîa los gastos ocasionados en 
el âmbito interne, por la multa ilegitimamente impuesta, asi 
como los gastos con motive del procedimiento de Estrasburgo.
Desestimô la tesis belga que reputaba borradas las con 
secuencias de la violaciôn del artlculo 6 (1) del Convenio, 
mediante el reembolso de la multa "transaccional", impuesta al 
récurrente y, que fue entregada a sus herederos y la anulaciôn 
de la decision interna controvertida. Entendiô que dada la rea­
lidad de los gastos habidos por sus causahabientes el gobierno 
belga deberîa entregarles junto con el reembolso de la multa 
irregular (10.000 francos belgas), los gastos de viaje y estan­
cia motivados por las audiencias celebradas ante la Comisiôn
(157).
Sin embargo, como en los asuntos exuuestos anteriormen- 
te, considerô que para resarcir el dano moral era suficiente la 
constataciôn de la lesiôn de los derechos del récurrente falle- 
cido (158).
d) La Repüblica Federal de Alemania, hubo de abonar 
39.789*75 marcos alemanes al Dr. Kôning. El Tribunal tuvo en 
cuenta, para concéder la indemnizaciôn, la totalidad de perjui- 
cios econômicos personales ocasionados y, resolviô que el Esta­
do aleman le reembolsara los gastos del proceso de Estrasburgo, 
9.789*95 marcos alemanes y 30.000 marcos alemanes (159), para
(157) Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt du 27 Février 1980, pârf.59
(158) Ibidem, punto 6 de la motivaciôn de la sentencia.
(159) Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt Kôning du 10 Mars 1980,
Série A, n® 36, pp. 14-15.
934
resarcirle del dafio moral sufrido, asi como por la situacion 
(le incertidumbre padecida, debido a la excesiva lentitud del 
procedimiento para rehabilitarle en el ejercicio de la profe- 
sion mêdica y en la explotaciôn y direcciôn de su clinica.
e) En el asunto Artico, el Tribunal no tuvo en cuenta 
la negligencia del récurrente, que aducia el gobierno, de re- 
currir en el âmbito interno, ya que como lo ha consagrado en 
su jurisprudencia, esta actitud no obliga al Tribunal a recha- 
zar las alegaciones relatives a la reparaciôn (160).
Habida cuenta del saldo negative de que disponia el 
récurrente, a pesar de la conmutaciôn de la pena, la ventaja 
concedida no se podla considerar como una reparaciôn integral; 
en cuanto al dafio moral sufrido el Tribunal lo aprecia equita- 
tivamente y le concede una indemnizaciôn pecuniaria de
3.000.000 de Liras (161).
(160) Arrêt de Wilde, Ooms et Versyp du 10 Mars 1972.
Publ. Cour. Eur. D.H, Série A, n® 14, pârf. 14-16 y 
20, pp. 7-10. Arrêt Kôning du 10 Mars 1980. Publ. 
Cour. Eur. D.H. Série A, n® 36, pârf. 15, pp. 14-15 
y Arrêt Artico du 13 Mai 1980. Publ. Cour. Eur. D.H. 
Série A, vol. 37, pârf. 44 y pp. 20-21.
(161) A cargo del interesado todavia pesaba un ano, diez 
meses y veinte dîas.
Ibidem, pâg. 21, véase arrêt Ringeisen du 22 Juin 
1972 , Série A n® 15, pârf. 26, pâg. 10. Arrêt Neumeis 
ter du 7 Mai 1974. Série A n® 17, pârf. 40-41, pp. 
18-19. Arrêt Engel et autres du 23 Novembre 1976, 
Série A n® 22, pârf. 10, pp. 68-69. Série A, vol. 37, 
pârf. 46-48, pp. 21-22.
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£) En el asunto Sunday Times, el Reino Unido tuvo que 
concéder a los requirentes la suma de 22,626 Libras esterlinas 
con 78 p.que les atribuyô el Tribunal europeo por las costas y 
gastos del procedimiento celebrado ante las instancias de Es­
trasburgo .
En cambio, el Tribunal desestimô la solicitud de inte­
reses de los requirentes (162).
g) En el asunto Guzzardi el Tribunal dispuso que el Es 
tado italiano abonase 1.000.000 de Liras al récurrente, por la 
privaciôh de libertad sufrida; en cuanto a las condiciones y 
caracterîsticasde dicho période, tuvo en cuenta el Tribunal las 
singularidades de las mismas (163).
h) En el asunto Airey el Tribunal concediô a la requi- 
rente ûnicamente la indemnizaciôn pecuniaria de 3, 140 Libras, 
habida cuenta de que se habîa beneficiado de asistencia judi­
cial gratuita; el Tribunal entendiô que la parte lesionada no 
demostraba haber pagado o tener que pagar, a sus consejeros un 
suplemento de honorarios sobre los que pudiera reclamar el reem 
bolso (164).
(162) Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt Sunday Times du 6 No­
vembre 1980 (article 50) Série A, n® 38, pârf. 40 
y ss .
(163) Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt Guzzardi du 6 Novembre
1980, Série A, n® 39, pârf. 114.
(163 Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt Airey du 6 Février 1981
bis) Série A, n® 32.
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i) En el asunto Le dompte, Van Leuven y De Meyere el 
Tribunal dispuso que el Estado belga debîa abonar, en concep- 
to de costas y gastos la suma de 77.000 francos belgas a Le 
Compte, en esta suma se incluîan los dispendios desembolsados 
con motivo de los procedimientos celebrados en el âmbito in­
terno, asî como en Estrasburgo, cuyo origen se encontraba en 
la infracciôn del art, 6 O)» asimismo debîan serle abonados
63.000 y 4 2,000 francos belgas a Van Leuven y a De Meyere re^ 
oectivamente. (164)
j) En el asunto Young, James y Webster el Tribunal de-
cidio por unanimidad que el Reino Unido indemnizase a los ré­
currentes por el perjuicio material que les habîa ocasionado 
-salarias impagados, derechos pasivos no devengados, asi como 
otras ventajas laborales menospreciadas-. Correspondiendoles
17.626 Libras a Young, 45.215 a James y 8.076 Libras a Webster.
El Tribunal decidiô asimismo la indemnizaciôn de los 
récurrentes por el oerjuicio moral sufrido correspondiendole 
al Reino Unido abonar la suma de 2.000 Libras a Young, 6.000 
a James y 3.000 Libras a Webster, sin embargo, admitiô la pro 
puesta estatal para sufragar los gastos de los récurrentes y 
de la que se dedujo la cantidad previamente abonada a efectos
de la asistencia judicial gratuita, correspondiendo a los ré­
currentes 29.236 Libras. (164 bis)
k) Por ûltimo, en el asunto "X c , Reino Unido", el Tri­
bunal admitiô el carâcter equitativo del acuerdo que habîa me - 
diado entre las partes y por consiguiente redujo la indemniza­
ciôn, que debîa solo cubrir los gastos ocasionados al recurren 
te por los procedimientos internos celebrados, atribuyendole 
la suma de 324 Libras, (165)
(164) Publ. Cour. Eur. D.H, arrêt du 18 octobre 1982, Série 
A, n® 54, pârfs. 17-21.
(164 Publ, Cour. Eur. D.H, arrêt du 18 octobre 1982. Série
bis) A, n® 55, pârfs. 10-11, 12-13.
(165) Publ. Cour. Eur. D.H., arrêt du 18 octobre 1982, Série
A, n® 55, pârfs. 20-26.
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2. La constataciôn de la violaciôn como compensaciôn 
equitativa.
a) En el asunto Golder,en su sentencia de 21 de Febre­
ro de 1975, declarô por unanimidad que la mera constataciôn de 
la violaciôn del artîculo 8, constituîa en si misma una "sati^ 
facciôn equitativa".
En igual sentido se pronunciô en su sentencia en los 
asuntos Engel y otros y Marckx. En el asunto G older:
"La Cour considère que la dite question, 
dûment soulevée par elle, est en état 
et qu'elle doit donc la trancher sans 
plus tarder. Elle estime que dans les 
circonstances de la cause, il n'ya a pas 
lieu d'accorder au requérant une satis­
faction équitable autre que celle résul­
tant de la "constation" d'une lésion de 
ses droits"
Por unanimidad decidiô que hubo violaciôn del artîculo 
8 y por nueve votos frente a très que hubo violaciôn del artî­
culo 6 (1) (165).
(165 Publ. Cour. Eur. D.H. Affaire Golder, arrêt du 21
bis) Février 1975, Série A, n °  18, pâg. 23.
El Tribunal decidiô; "Dit à l'unanimité que les déci­
sions qui précèdent constituent par elles memes une 
satisfaction équitable suffisante au sens de l'article 
50".
Ibidem, pâg. 23, respecte de la ôltima violaciôn,pre- 
senta una singular importancia el voto particular del 
juez Sir. Gerald Fitzmaurice, pp. 32 y ss.
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b) En el asunto Engel y otros se manifestaron contr a­
ries a esta decisiôn les jueces Ganshof van der Meersch y 
Evrigenis ( 166).
"Selon l'article 50 de la Convention la 
Cour accorde, aux conditions prévues 
dans cette disposition, une "satisfac­
tion équitable" à la partie lésée, si
elle constate une violation de la Co n ­
vention. Il parait difficilement accep­
table d'affirmer que la constatation par 
la Cour d'une violation de la Convention 
dans ses dispositions matérielles, tout 
en étant une condition d'application de 
l'article 50 de la Convention, peut être 
en meme temps la conséquence juridique 
qui découle de cette même disposition".
En este asunto la juez suiza Bindschedler Robert, h a ­
bîa formulado un voto particular en el que consideraba que la 
computaciôn de la pena en base a la detenciôn provisional s u ­
frida, constituîà una reparaciôn compléta que borraba plena- 
mente las consecuencias de la responsabilidad del Estado. A h o ­
ra bien si el Tribunal habîa admitido la ilîcitud de la d ete n­
ciôn provisional, la juez estima que;
"L'imputation n'a pas constitué una pleine 
réparation et que, en plus de la consta-
(166) En sus votos particulares. Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt
du 25 Novembre 1976, Série A, n° 22, pâg. 71.
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tation de la violation de la Convention 
dont il a été victime, il y a donc lieu 
d'accorder I K. Engel une Indemnité à t i ­
tre de satisfaction pour le dommage m o ­
ral subi" (167).
Es curioso observar el resultado si se tiene présente 
que,no habîa sido el récurrente el que habîa presentado una 
demanda para obtener la satisfacciôn equitativa, sino que el 
propio Tribunal habîa analizado esta cuestiôn "ex oficio"
(168).
c) En el asunto Marckx se habîa solicitado a tîtulo 
de perjuicio moral sufrido, la indemnizaciôn de un franco 
belga, a tîtulo de danos y perjuicios. (169). En un voto par 
ticular conjunto los jueces Ganshof van der Meersch y Evri­
genis reiteraron la posiciôn ya defendida en el asunto Engel 
y otros, que fue tambiên compartido en el nresente asunto 
por los jueces Balladore-Pallieri, Pedersen, Pinheiro Farinha 
y Garcia de Enterrîa (170).
(167) Ibidem, voto particular de Bindschedler-Robert pâg 
71 .
(168) En cuanto a la"restitutio in integrum", véase Ibidem 
pârf. 10, pp. 68-69.
(169) Audience du 24 Octobre 1978, Publ. Cour. Eur. D.H. 
vol. 31, pârf. 68, pâg. 29.
(170) Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, vol. 31, pp. 32-33
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Que aun comprendi,endo que las situaciones eran di£e- 
rentes, porque en el asunto invocado el récurrente no habîa 
presentado una demanda para obtener la satisfacciôn equit a­
tiva, entienden que no puede evaluarse el carâcter equitati­
vo de la satisfacciôn debida a la vîctima, mediante la mera 
constataciôn de la violaciôn.
"Ne saurait être acquise par une décision 
de principe de portée générale seulement, 
et que 1'aoreciation du caractère é q u i ­
table de la satisfaction accordée â la 
partie lésée et la forme qui lui est d o n ­
née doivent être déterminées par les faits 
et les situations propes à chaque affaire"
(171).
Y deducen que la reclamaciôn de la concesiôn de la r e ­
paraciôn debîa de serle concedida a la madré y la declaran 
procédante; la moderaciôn de la reclamaciôn pecuniaria que 
era minima, revestîa a la reparaciôn de un carâcter de p r i n ­
ciple, debido a la honesta actitud de las récurrentes y h a ­
bida cuenta de la procedencia de una satisfacciôn de princi­
ple individualizada y personal por el dafto moral sufrido.
(171) "Il n'exist, au surplus, ni dans la Convention ni
dans les principes du droit international de régies 
qui s'opposent à l'octroi, en pareilles circonstan­
ces de fait, d'une satisfaction de principe indivi­
dualisée", por el perjuicio sufrido y por el interés 
que tienenen que se les reconozca individualmente c o ­
mo vîctimas de la situaclôn jurîdica creada por el 
Estado.
Ibidem, pâg. 33. Véase Ibidem, pp. 39-54, en concre­
te, pp. 53-54.
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En contra de su condiciôn de vîctimas se manifesté en 
su voto particular el juez tnglês Fitzmaurice.
3. La modificaciôn legislativa interna como reparaciôn.
El Tribunal al condenar a un Estado le induce a modi- 
ficar su legislaciôn interna; efectuada esta puede ser repu- 
tado como reparaciôn suficiente. En el Asunto De Wilde, Ooms 
y V e r s y p , el Tribunal en su sentencia de 10 de Marzo de 1972
(172), habîa examinado si el derecho interno permitîa borrar 
las consecuencias de la violaciôn. Segûn su sentencia de 18 
de Junio de 1971, la detenciôn de los récurrentes era regular 
conforme a la normative entonces vigente. El perjuicio p r i ­
mordial de los requirentes se derivaba de la ausencia de un 
recurso ante un tribunal, para impugnar la medida de priva- 
ciôn de libertad, y no encontraba su origen en la detenciôn
(173).
El Estado belga previô el recurso invocado por los ré­
currentes mediante la ley belga de 6 de Agosto de 1971 (174).
(172) Publ. Cour. Eur, D.H. Série A, vol. 14, pârf. 24-25, 
pâg. 11.
(173) Publ. Cour, Eur. D.H. Série A, Arrêt du 18 Juin 1971, 
pârf. 70, pp. 38-39.
(174) Doc. C M (71) 160 y Resolution du Comité des Ministres 
DH (72) 1, Recueil des Resolutions du Comité des Mini^ 
très adoptées en application de l'article 32 de la Con
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El Tribunal declarô que no existîan consecuencias se - 
cundarias que se debieran compenser, porque no pudo compro- 
bar la existencia de un dafio moral que se derivase de la 
inexistencia del recurso. Dada la propia naturaleza del p e r ­
juicio, que impedîa la "restitutio In integrum", decidiô que 
no procedîa la concesiôn de una reparaciôn a los récurrentes.
4. La solicitud de reparaciôn presentada por iniciati- 
va del abogado del requirente.
El Tribunal resolviô en el asunto Luedicke Belkacem y 
Koç que la Repüblica Federal de Alemania reembolsara a los dos 
primeros récurrentes la suma desembolsada para ser asistidos 
por un interprète en el procedimiento penal.
Los récurrentes se consideraron satisfechos cuando 
percibieron el abono de los honorarios de sus abogados. Re- 
suelta la aplicaciôn del artîculo 50 quedô borrada de la 
lista de asuntos pendientes en cuanto a Luedicke y Koç, en 
cambio en el asunto Belkacem su abogado presentô a iniciati- 
va propia,la solicitud de indemnizaciôn. El Tribunal la c o n ­
siderô improcedente porque no reunîa el requirente la condi­
ciôn de "vîctima", "partie lésée" exigida por el artîculo 50, 
no se justificaba por tanto su solicitud de honorarios c o m ­
plementer ios , y debido a que esta cuestiôn dependîa en virtud
/.
vention européenne des droits de l'homme et des 1i 
bertés fondamentales 1959-1981, Doc. H (81) 4, E s ­
trasburgo , 1981.
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del artîculo 58 del Convenio de los ôrganos del Consejo de 
Europa.
En el asunto Winter wer p, el requirente no solicitata 
una compensaciôn pecuniaria por el daflo material o moral s u ­
fridos; su abogado formulé en su nombre la solicitud de tina 
garantîa para su puesta en libertad y medidas tendantes t la 
vigilancia del tratamiento posterior al internamiento.
El Tribunal comprobô que el acuerdo que mediô entre 
las partes era equitativo y, que el requirente y su tutor près 
taron su consentimiento en los têrminos de la conciliacicn, 
en la que se le conferîan 10.000 florines al tutor de Wiiter- 
werp para su readaptaciôn y reinserciôn social.
En vista de lo cual el Tribunal borrô el caso de I t  
lista de asuntos pendientes (175).
5. Sentencia Interpretativa del artîculo 5 0 .
Merece seftalarse, en fin, el hecho singular de la exis­
tencia de una decisiôn del Tribunal europeo de carâcter inter 
pretativo sobre sus propias sentencias anteriores.
El procedimiento que iniciô la Comisiôn amparândose 
en el artîculo 53 del Reglamento del Tribunal, pretendîa la
(175) Publ. Cour. Eur. D.H. Arrêt Luedicke Belkacem et
Kbç du 10 Mars 1980, Série A, n“ 29, pârf. 15.
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aclaraciôn del contenido de la sentencia de 22 de Junio de 
1972 en el asunto Ringeisen (aplicaciôn del artîculo 50) y 
la relativa al fondo,de 16 de Julio de 1971.
El objetivo del procedimiento se referîa a los térmi- 
nos de la orden de pago y al eventual caracter embargable o 
no de la suma asignada como indemnizaciôn. Es decir, si po- 
dîan beneficiarse de ella los acreedores del récurrente, o 
bien si la indemnizaciôn debîa de ser abonada directamente 
al requirente en marcos alemanes, moneda distinta de la de su 
paîs nacional -Austria- por hallarse establecido en Alemania
(176).
Jurîdicamente,el Tribunal tuvo que pronunciarse sobre 
el contenido mismo del artîculo 52 del Convenio -carâcter de 
finitivo de la sentencia y la solicitud de interpretaciôn-.
El Tribunal habîa establecido en su sentencia de 22 de Junio 
1972 que la solicitud de interpretaciôn de una sentencia no 
slgnifica impugnar el carâcter firme de la decisiôn (art. 52), 
sino que aspira a clarificar el espîritu y la obiigatoriedad 
de su decisiôn.
Por consiguiente, su calidad de jurisdicciôn plena le 
autorizaba para pronunciarse al respecte, sin contravenir el 
Convenio, actuando en el ejercicio de su propia competencia
(177).
(176) El récurrente solicitaba el pago inmediato de los 
20.000 marcos alemanes en su lugar de residencia, 
Heidelberg.
(177) Publ. Cour. Eur. D.H. Série A, n° 15, pârf. 17. 
pâg. 7.
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En cuanto a la modalidad del abono de la Indemniza­
ciôn ordenada por el Tribunal, procuraba evitar retrasos en 
la entrega de la suma a la vîctima, habida cuenta de su pre 
cario estado de salud; y debîa efectuarse en la moneda co- 
rriente de la Repüblica Federal de Alemania (178).
El significado de la compensaciôn, segün el Tribunal, 
se correspondîa con el dafto moral sufrido, y,por ello,debîa 
serle resarcido directamente a la vîctima. Confiaba su eje- 
cuciôn a la discreciôn de las autoridades austrîacas. Debîan 
de respetar el principle de satisfacciôn personal, atribui- 
do en la sentencia, y, por tanto, la compensaciôn no era e m ­
bargable (179).
En su voto particular a la sentencia de 22 de Junio 
de 1972, el juez Verdross disentîa del razonamiento y de la 
decisiôn del Tribunal.
Pensaba que el artîculo 50 del Convenio no atribuye 
al Tribunal facultades para limitar los derechos de los 
acreedores sobre la reparaciôn otorgada al requirente. La 
relaciôn entre el récurrente y sus acreedores se escapa a 
la competencia del Tribunal, pues el Convenio no contiene 
una disposiciôn sobre la materia. Sin embargo,no debe enten- 
derse que el Tribunal haya pretendido excederse de su compe­
tencia.
(178) Seis votos frente a uno, cinco votos frente a dos,
(179) Véase voto particular del juez Verdross, arrêt du 
22 Juin 1972, pâg. 6.
Ibidem, pp. 6-8.
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El Tribunal, segün Verdross, optô por confiar a las 
autoridades austrîacas y a su buena fé la ejecuciôn de la 
Indemnizaciôn, evitando el termine de"mandato" (180).
(180) Zekia critica e impugna el efecto obligatorio de la 
interpretaciôn. Arrets du 22 Juin 1972, pâg. 6 y ss.
wC O N C L U S I O N E S
C O N C L U S I O N E S
El estudio del derecho de reparacion individual del 
Convenio europeo de derechos humanos nos ha impuesto el pre 
vie anâlisis de les principios basicos del sistema de pro- 
teccion convenclonal en los que la reparacion se sustenta. La 
têcnica jurîdica reparatoria no esclarece, por sî sola, el 
fundamento y el contenido, el alcance y la exigibilidad del 
derecho de reparacion, objetivo final de nuestra investiga- 
ciôn .
Enunciaremos de modo muy sintético las conclusiones 
esenciales que se decantan del estudio realizado.
PRIMERA
EL SISTEMA JURIDICO DE LA PROTECCION INDIVIDUAL Y DEL DERE­
CHO DE REPARACION DEL CONVENIO.
A. El sistema de garantîas y de proteccion del Convenio con
fiere derechos a los individuos, en el orden jurîdico in 
ternacional, Trente a sus propios Estados. El sistema de 
ejecuciôn del Convenio se refuerza singularmente con la 
legitimaciôn activa del particular lesionado ante un ôr 
gano internacional. El acceso de la vîctima ante una ins^ 
tancia de control internacional implica que la persona
humana se eleva con cierta relatividad, a la categorîa de
suje to active del ordenamiento europeo.
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a) La regulaciôn del derecho de recurso individual y de 
la reparacion sobrepone la dignidad de 1 hombre a la 
clâsica omnipotencia del Estado. Sin embargo, aun hoy, 
el margen de libertad estatal se evidencia y consoli­
da mediante las clâusulas facultativas■
b) La regulaciôn de las clâusulas responde a una cautela 
excesiva. Los Estados pueden obligarse en la medida 
en que lo estimen oportuno y se les permite desvincu- 
larse posteriormente, La plena consagraciôn del huma­
nisme jurîdico europeo requiere la jurisdicciôn obliga- 
toria del Tribunal y la legitimaciôn activa internacio­
nal, sin restricciones, de la persona humana Trente a 
los posibles comportamlentos arbitrarios de los Esta­
dos. A efectos de la necesarîa ampliaciôn del âmbito 
"ratione materiae" del Convenio la aceptaciôn de las 
clâusulas deberîa extenderse "per se" a los Protocoles, 
en aras de no paralizar o debilitar la evoluciôn pro- 
gresiva del sistema.
c) La estructura tutelar del sistema en razôn de la condi- 
ciôn humana del lesionado tiende a realizar el princi­
ple de unlversalidad de los beneficiaries. Este princi- 
pio de aplicaciôn general ha demostrado su especial sig 
nificaciôn y favorece sin duda la mejor proteccion de 
la vîctima. Se puede afirmar que el sentido de eficacia 
del Convenio desborda los limites tradicionales de pro- 
tecciôn en el memento de la ejecuciôn del Convenio.
B. La primacîa del sistema jurîdico europeo de garantîa colec 
tiva se realiza mediante el establecimiento del orden pûbli
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CO comunitario impulsa el acrecentamiento de la concien- 
cia europea favorable al fenomeno historico-juridico-po- 
litico de caracter integrador. El dinamismo del princi- 
pio, a los efectos de la proteccion acrecienta el perfec- 
cionamiento de los principios democraticos y la armoniza- 
cion legislativa de los criterios humanitarios persegui- 
dos por los organos de Estrasburgo.
SEGUNDA
PRESUPUESTOS JURIDICOS DE LA ACCIOiM Y DEL DERECHO DE REPAR.A-
CION.
A. El margen de actuacion reservado a las autoridades esta- 
tales pone de manifiesto la trascendencia jurîdica de la 
regia del agotamiento previo de los recursos internes en 
el ejercicio de la proteccion-reparacion del Convenio. La 
interpretacion excesivamente rigida de la regia del art.
26 pondria en riesgo el buen funcionamiento del sistema.
a) La inadmisibllidad de la reclamacion de reparacion, en 
base de la interdependencia del art. 13 -derecho a un 
recurso efectivo- con otra infraccion del Tîtulo I, no 
nos parece conforme a la mayor utilidad de dicho arti- 
culo en funcion del esplritu del Convenio.
h) La interpretacion de la regia por el Tribunal es c r i ­
tic a b 1e cuando reexamina a instancia estatal la admisi- 
hilidad de las demandas, reexamen que no le es dable 
solicitar a los individuos, acentuândose por tanto la
desigualdad procesal de las partes.
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B . La interpretacion reciente de los ôrganos europeos en 
favor de una distribuciôn mâs equitativa de la carga de 
la prueba entre las partes en el litigio, introduce una 
concepciôn innovadora. Esta flexibilidad interpretative 
faculta el examen de fondo de la reclamacion reparatoria.
C. La interconexiôn del agotamiento y de la reparaciôn ha 
llevado a los ôrganos de control a la clarificaciôn "ex 
officio" de la efectividad del agotamiento o de la exis- 
tencia de circunstancias especiales eximentes. La apre- 
ciaciôn equitativa de las excepciones razonables y la d i ­
vision del procedimiento en dos fases -problema de la vio 
laciôn y problema de la reparaciôn- eximen a la vîctima
de la carga del agotamiento en la fase ûltima. Dicha exen- 
ciôn no solo bénéficia a la parte lesionada sino que évi­
ta una interpretacion restrictive de la facultad compensa- 
toria que le confrere al Tribunal el art. 50.
TERCERA
EJECUCION DEL DERECHO DE REPARACION.
A. Afirmamos la existencia de una interrelaciôn directa y 
no excluyente entre los principios bâsicos (art. 5-5 y 
art. 50) del derecho de reparaciôn del Convenio. El art. 
5 (S) "lex specialis" protege, de modo especîfico, a la 
vîctima de una infraccion atentatoria a la libertad o a 
la segurldad de las personas. Pero, como esta proteccion 
ha de materializarse procesalmente en el âmbito interne, 
puede suceder que la reparaciôn estatal no resuite equi-
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tativa. Y es razonable, entonces, que la vîctima pueda 
apelar a la compensaciôn genêrica del art. 50 "lex gene­
ra 1 is " -contrariamente a las tesis estatales. La distin- 
ciôn de la "lex specialis" y la "lex generalis" no ha de 
servir de fundamento para debilitar la proteccion sino, 
reforzarla , ni disminuir la reparaciôn que ha de ser pie 
na .
aj El objetivo de la efectividad y de la plenitud de la 
reparaciôn requiere una mejor coordinaciôn de los or - 
denamientos interno e internacional. Porque, la volun- 
tad estatal continua aûn siendo muy relevante en el 
sistema reparatorio. Y aunque los Estados tienen deber 
de vigilar el "orden pûblico europeo", muestran a v e- 
ces, un Interés, si Bien legîtimo, un tanto excesivo en 
resaltar el carâcter subsidiario del sistema europeo 
frente al nacional.
En la ejecuciôn del derecho de reparaciôn se consagra un 
nuevo mêtodo de exigibilidad de la responsabilidad esta­
tal. La persona fîsica o jurîdica lesionada obtiene un 
derecho subjetivo a la reparaciôn, desde que se dicta la 
sentencia confirmatoria de la violaciôn. Este derecho no 
es un derecho subjetivo interno porque se asienta en una 
decision internacional y en el propio Convenio. Se ejerce 
ademâs, una fiscalizaciôn directa sobre los termines de 
los arreplos amistosos que pudieran poner termine al liti­
gio .
ai Estos ûitimos son valorados conforme a criterios obie- 
tivos y confirmados, ûnicamente, si revisten caracter 
equitativü y humanitario. La conciliaciôn résulta pre-
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ferible a la prolongacion excesiva del procedimiento, 
siendo esta una de las criticas formulables contra el 
sistema.
b) La reparacion es debida directamente al individuo, 
porque el derecho de reparacion, directa y personal, 
estâ en intima relaciôn con el sistema de proteccion 
individual.
c) El interés humano de la reparaciôn explica la presen- 
cia indirecta del individuo ante el Tribunal y su par 
ticipaciôn directa en el procedimiento ante la Corai-
s iôn.
C. La regulaciôn vigente del contenido y la ejecuciôn del 
derecho de reparaciôn del art. 50 son perfectibles y no 
responden de modo satisfactorio a las situaciones contem 
pladas por la proteccion efectiva de la persona humana. 
Continûan reflejândose las deficiencias de la antigua ba 
se arbitral en que se inspira. Precisamente la jurispru- 
dencia europea ha tratado, merced a la equidad, de col- 
mar lagunas y cooperar al desarrollo progresiyo del d e r e ­
cho de reparaciôn.
CUARTA
APLICACION DEL DERECHO DE REPARACION POR LOS ORGANOS DE CON­
TROL DEL CONVENIO.
A. La jurisprudencia del Tribunal europeo ha interpretado 
las cuestiones relativas al derecho de reparaciôn con­
forme a criterios de cportunidad y flexibilidad. Esta cir
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cunstancia imposibilita la formulacion de criterios ca- 
tegôricos sobre el ejercicio del derecho de reparaciôn 
y su contenido. Es posible enunciar, sin embargo, 1îneas 
gen erates. Entendiendo que se ha clarificado mâs el a l ­
cance del derecho de la parte lesionada que las bases de 
la reparaciôn. El Tribunal pondéra estas ultimas en cada 
caso concrete, absteniendose de enunciar criterios fir­
mes que pudieran limitar su libertad discrecional y de 
decision equitativa.
a) Los poderes del Tribunal se circunscriben a concéder 
una compensaciôn equitativa a la "parte lesionada'*, 
sinônimo de vîctima de la infraccion y de la imperfec- 
ciôn de la reparaciôn interna. Esta es enjuiciada por 
el Tribunal con absoluta discrecionalidad, pues tiene 
plena libertad para valorar la perfecciôn, proporcio- 
nalidad o equidad de la reparaciôn interna.
b) El Tribunal puede calificar juri dicamente de modo d i - 
ferente los hechos aducidos por el interesado, définir 
libremente las violaciones alegadas y evaluar de modo 
discrecional el contenido de la indemnizaciôn solici- 
tada. Es mâs, puede considerarse facultado, incluso 
para concéder la indemnizaciôn "ex officio".
c) Nos parece razonable afirmar que es posible la formu- 
laciôn de la cuestiôn de la reparaciôn en cualquier 
momento del procedimiento, tanto en la fase escrita 
como durante la celebraciôn de la vista oral.
d) Est imamos progresiva la tendencia del Tribunal al ad- 
mitir la reclamacion sin haberse aûn consumado el acto
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posible concrete; prevaliendose, para ello, la "vî:- 
tima potencial" del riesgo de sufrir directamente ;us 
efectos.
B. Las sentencias declarativas de la violaciôn no tienen :or 
zosamente que determinar, ni atribuir, al mismo tiemp» y 
de modo concrete la indemnizaciôn posible. El Tribuna. 
puede reservar en una primera sentencia simplemente e^ 
derecho eventual de pedir la compensaciôn.
a) El Tribunal analiza de manera pragmâtica el modo dt 
materializar la reparaciôn. De no ser posible la " e s- 
titutio in integrum" concede la compensaciôn pecun.a- 
ria que estime adecuada, procurando, evaluar al mi;mo 
tiempo el perjuicio moral. Requiere, en todo caso, el 
nexo de causalidad, y admite el carâcter directe o in­
directe, proximo o remote del dâho. Al determinar l»s 
perjuicios y pérdidas, pondéra los gastos y costas que 
hubiese afrontado el reclamante en el curso de los pro 
cedimientos en defensa de su causa.
b) Las condiciones déterminantes de la atribuciôn de a 
suma de la indemnizaciôn y de las costas giran en or- 
no a très principios bien reconocidos: la efectivitad, 
la necesidad y el carâcter razonable de los elemen os 
intégrantes de la reparaciôn. Habida cuenta de si la 
habido o no, judicialmente, asistencia gratuita.
C- No existe a nuestro entender diferencia substancial eitre 
la obligaciôn de reparar dimanante de la decision del Co­
mité de Ministres y la derivada de la sentencia del T i- 
bu n a l , salvo las desemejanzas de carâcter procesal y te 
facultades de los dos ôrganos de control.
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a) Nos parece certera la posibilidad de que se atribuya 
al Tribunal una cierta facultad de vigllancia sobre 
el comportamiento de las autoridades nacionales 11a- 
madas a abonar la indemnizaciôn.
D. F.ntendemos finalmente que el Tribunal viene actuando con 
circunspeccion en la concesiôn de la reparacion, cautela 
que contrasta con la abundancia de interpretaciones cer- 
teras en el piano jurîdico que ban side objeto de nuestra 
inves tigaciôn.
a) No nos parece muy certero el criterio de alguna deci­
sion del Tribunal que admite por un lado el caracter 
defectuoso del procedimiento interno y déclara después 
como suficiente compensaciôn el hecho de que el Estado 
Sea obligado a modificar sus disposiciones legates. 
Creemos que el supuesto de una infraccion positiva del 
Convenio dcbiera interpretarse mas obje t ivamente como 
causa de dano material o moral- para los afectados.
b) Nos parece asimismo discutible que se baya estableci- 
do la concesiôn de una compensaciôn simbôlica en mate- 
rias de privaciôn de libertad, estimândose como sufi­
ciente la sentencia declarativa de la violaciôn. Este 
criterio valido para los Estados résulta mâs polémico 
tratândose de individuos. No résulta muy satisfactorio 
equiparar la simple declaraciôn de la violaciôn a una 
satlsfacciôn equitativa para el individuo, después de 
habersele reconocido la condiciôn de parte perjudicada.
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PUBLICACIONES RELATIVAS AL CONVENIO EUROPEO.
I. ANNUAIRE DE LA CONVENTION EUROPEENNE DES DROITS DE 
L ’HOMME. YEARBOOK OF THE EUROPEAN CONVENTION ON HUMAN 
RIGHTS.
Esta publicacion oficial ha sido preparada por la Direc- 
cion de Derechos Humanos y contiene los textos fundamenta- 
l e s , ratificaciones , declaraciones relativas a las clâusu­
las facultativas (arts. 25 y 46). Junto a la informacion 
de carâcter general incluye la practica del Convenio, las 
decisiones mâs importantes aprobadas por la Comisiôn, por 
el Tribunal o por el Comité de Ministres. Una selecciôn de 
las decisiones aprobadas por los Tribunales nacionales de 
Estados Partes relativas al Convenio y debates parlamenta- 
rios al respecte.
Y en general da noticia de la actividad del Consejo de Euro 
pa en materia de derechos humanos. Por ûltimo incluye una 
selecciôn de bibliografîa relative al Convenio. Volûmenes; 
los anos 1955 - a - 1959 fueron comprendidos en dos volôme- 
nes I y II. Pero desde 1960 se publica anualmente. En 1982 
han aparecido 22 volûmenes. A final del ano 1982 aparecen 
los volûmenes 23 y 24. Se publica por Martinus Nijhoff, La 
Haya, Paîses Baios y es bilingue.
II. RECUEIL DES TRAVAUX PREPARATOIRES DE LA CONVENTION EURO­
PEENNE DROITS DE L ’HOMME. COLLECTED EDITION OF THE TRAVAUX 
PREPARATOIRES.
Volûmen I: Commission Préparatoire du Conseil de l'Europe,
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Comité des Ministres, Assemblée Consultative 11 Mai - 8 
Septembre 1949. - Preparatory Commission of the Council 
of Europe, Committee of Ministers, Consultative Assembly 
II May - 8 September 1949. La Haya, 1975.
Volûmen II: Assemblée Consultative. Deuxième session du 
Comité des Ministres. Commission Permanente de l'Assemblée 
10 Août - 18 Novembre 1949. Consultative Assembly, Second 
session of the Committee of Ministers, Standing Committee 
of the Assembly 10 august - 18 November 1949. La Haya 1975.
Volûmen III: Comité d'Experts. 2 Février - 10 Mars 1950. 
Committee of Experts. 2 February - 10 March 1950, La Haya 
1976.
Volûmen IV: Comité d'Experts. - Comité des Ministres. 
Conference de Hauts Fonctionnaires 30 Mars - Juin 1950. 
Committee of Experts - Committee of Ministers Conference 
of Senior officials 30 March - June 1950. La Haya, 1977.
Volûmen V: Commission Juridique - Comité Mixte ad hoc - 
Comité des Ministres. Assemblée Consultative 23 Juin - 
2 8 Août 19 50.
legal Committee -ad hoc Joint Commitee - Committee of 
Ministers - Consultative Assembly - 23 June - 28 August 
1950. La Haya 1979.
Sin aparecer los volûmenes VI a VIII que se refieren: Vol. VI 
"Assemblée Consultative Deuxiemme session de l'Assemblée C o n ­
sultative 7-28 août 1950. Documents établis par le Secrétariat 
General (septembre-octobre 1950).
Vol. VII: Commission Permanente de l'Assemblée Consultative 
Comité d'Experts, Comité des Ministres, Commission Juridique
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(3 novembre 1950 - 15 mai 1951).
Vol. VIII: Assemblée Consultative, Comité d'Experts, Comité 
des Ministres, Commission Juridique. Conseillers des M i nis ­
tres (1 octobre 1951 - 20 mars 1952).
PUBLICACIONES DEL TRIBUNAL EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS.
Séries A -Arrêts et Décisions - Judgment and Décisions: T e x ­
te de las sentencias y decisiones del Tribunal. Una relaciôn 
de las mismas se incluye en el anexo.
Série B - Mémoires, Plaidoiries et Documents - Pleadings,
Oral Arguments, Documents.
En ellas se incluye las memorias de las Partes, 
documentaciôn, vistas y el Informe de la Comisiôn sobre el 
asunto.
Una relaciôn de los asuntos se incluye en el anexo. 
Informaciôn complementaria.
Communiqués du greffier de la Cour européenne des Droits de 
1 'Homme. Sobre cada caso el Secretario de 1 Tribunal publica 
comunicados que son extractos de las sentencias y resûmenes 
de las vistas. Estos resûmenes preparados por la Secretarîa no 
vinculan al Tribunal.
Notes d'informations rédigées par le greffe de la Cour.
En éstas se pone en conocimiento de la prensa y del pûblico 
de los asuntos, los hechos de la causa, el procedimiento ante 
la Comisiôn, y del procedimiento celebrado hasta la elevaciôn
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del asunto ante el Tribunal.
Asimismo se prépara una nota informâtiva.
La Cour Européenne des Droits de l'Homme: son organisation 
et son fonctionnement, que se refiere a las sentencias dic- 
tadas por el Tribunal (54 sentencias hasta septiembre de 
1982), es decir resoecto de la funciôn contenciosa de 1 Tribu­
nal, ya que el Protocole adicional que le confiera competen- 
cia para emitir opiniones consultivas no ha sido todavîa apli- 
cado .
PUBLICACIONES DE LA COMISION EUROPEA DE DERECHOS HUMANOS.
1) Recueil des Décisions de la Commission Européenne des 
Droits de l'Homme - Collection of Decisions - Publica­
cion preparada por la Secretarîa de la Comisiôn y que com- 
prende una selecciôn de las decisiones de este ô rg a n o , en 
su version original (francesa o inglesa) con una introduc- 
c iôn relativa a las cuestiones de hecho y de derecho susci- 
tadas y que es mâs amplia que la del Annuaire. En 1982 se 
han publicado 46 volûmenes, que se refieren al perîodo de 
1960 a 1974, y su ventaja es la aportaciôn al pûblico de
la actividad previamente a su publicaciôn en el Anuario.
2) Décisions et Rapports. Decisions and Reports.
Contiene decisiones sobre admisibi1idad de los asuntos o 
resûmenes de las mismas y de los informes de la Comisiôn eu -
ya publicacion se ha autorizado, y 'que no han sido elevados
ante el Tribunal. Ha sustituîdo a la publicacion anteriormen 
te citada. Se ha publicado desde 1975 y en la actualidad
han aparecido 25 volûmenes.
5) Décisions et rapports. Sommaires et Index n°s. 1-20.
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4) Commission Européenne des Droits de l'Homme. Compte Rendu 
Annuel. Annual Review - 1981. Estrasburgo 1982.
En el que figura la actividad anual de la Comisiôn, ad - 
juntândose estadîsticas.
5) Repertoire de la jurisprudence de la Convention européen­
ne des Droits de l'Homme. Case Law Tap ies .
Eli el que se incluyen extractos de las decisiones de la 
Comisiôn y del Tribunal, publicados o no. Se agrupan por 
materias. El ûltimo aparece a final de 1982 y cubre 1955 
a 1980.
6) "Bilan de la Convention européenne des Droits de l'Homme" 
Stock-taking on the European Convention on Human Rights: 
Se trata de una nota anual sobre la aplicaciôn del Conve­
nio.
PUBLICACIONES DEL COMITE DE MINISTROS
1) Décisions prises par le Comité des Ministres conformément 
a l'article 32 de la Convention.
Recueil des Résolutions du Comité des Ministres adoptées 
en application de l'article 32 de la Convention européen­
ne de sauvegarde des Droits de l'Homme et des Libertés 
Fondamentales. Doc. H (81) 4. Reproduce las decisiones 
del Comité desde abril 1959 a diciembre de 1981.
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Doc. H (81) 5 reproduce las resoluciones aprobadas desde 
1976 a 1981, y las normas de procedimiento para la apli­
caciôn del articule 54.
2) Recueil des Résolutions du Comité des Ministres adoptées 
conformément a l'article 54 de la Convention europénne 
des Droits de l'Homme, (surveillance par la Comité des 
Ministres de l'exécution des arrêts de la Cour européenne 
des Droits de l'Homme). Y en los que figura la décision 
del Comité y la informaciôn que le hubiesen presentado los 
Estados sobre las medidas adoptadas a ralz de la constata- 
ciôn de la/s violacion/es del Convenio, 1976-1981. Estras­
burgo 1981.
INFORMES RELATIVOS A LOS DERECHOS HUMANOS.
(Dossiers sur les Droits de l'Homme).
n " 1. Introduction a la Convention européenne des droits de 
l'homme: les droits garantis et le mécanisme de p ro­
tection ( 1978).
n^ 2. La présentation d'une requete a la Commission euro­
péenne des droits de l ’homme (1978).
n" 3. Aperçu de la position du requérant individu el devant 
la Cour européenne des droits de l ’homme (1978).
4. Le droit à la liberté et les droits des détenus garan­
tis par l'article 5 de la Convention européenne des
droits de l'homme.
5. Les conditions de la détention et la Convention euro­
péenne des droits de l ’homme (1981).
PUBLICACION RELATIVA A LA PRACTICA DEL CONVENIO EN EL AMBIIG 
INTERNO.
1) Recueil des décisions des tribunaux nationaux. Se référant 
à la Convention européenne des Droits de l'Homme. Collec­
tion of décisions of national courts referring to the Con­
vention
Se trata de una selecciôn de resûmenes cronolôgicos de las 
sentencias dictadas por los tribunales internos.
OTRAS PUBLICACIONES DEL CONSEJO.
Conseil de l'Europe:
"Bulletin d'information sur les activités Juridiques au sein 
du Conseil de l'Europe et dans les Etas Membres. - Bulletin 
d 'information de la Direction des Affaires Juridiques du Con 
seil de l'Europe. Estrasburgo 1982. N" 14.
Conseil de l'Europe Forum. 4/82.
Conseil de l'Europe. "Activités du Conseil de l'Europe dans 
le Domaine des Droits de l'Homme au cours de l'anne 1982. Doc 
H (83) 1. Estrasburgo 25 de enero de 1983.
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Conseil de l'Europe. Droits de l'Homme. Feuille d'information. 
H / I n f . (82) 1, Vol. 1, 11.
Direction des Droits de l'Homme. Estrasburgo 7 de octobre de 
1 982 .
Idem. vol. II; H/Inf.(32) 1, Nations Unies.
Idem. vol. III; H/Inf.(82) 1, Organisation des Etats Américains.
Conseil de l'Europe - Catalogue des publications 1982.
Relatives i) Tratados y Convenios europeos; II) Asamblea par- 
lamentaria a) actas oficiales b) otros documentos; III) Actas 
oficiales de Conferencing; IV) Derechos Humanos.
Informaciôn complementaria.
Communiques du Secretaire de la Commission européenne des Droits 
de 1'Hom me.
En los que pone en conocimiento del pûblico los hechos de la 
causa controvertida y los argumentes de las partes.




B) Cursos publicados en el Recueil des Cours de 1 'acadé­
mie de Droit International de La Haye.
II. Obras relativas al Derecho Internacional de los Derechos 
H u m a n o s :




B) Obras relativas a la Proteccion de los derechos humanos 
en el sistema europeo;
1) a) Monografîas. 
b) Artîculos.
2) Obras relativas a los Derechos y libertades garan- 
tizados y sus restricciones.
a) Monografîas.
b) Artîculos.
3) Obras relativas a la régla del agotamiento previo 
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e d . , Par is, 1969.
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cional publico, t.. I, 6 éd., Madrid, 1982, t. II, 3 éd., M a ­
drid, 1981.
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FERNANDEZ FLORES, J.L.; Derecho Internacional Publico, T . I, 
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GONZALEZ CAMPOS, J.D, y SANCHEZ RODRIGUEZ, L.I.: Curso de D e ­
recho internacional publico, vol. I, Oviedo 1980, vol. II, 
Oviedo 1981.
GRZYBOWSKI, K . : Soviet Public International Law, Leiden, 1970.
GUGGENHEIM, P.: Traité de Droit international public, t. II,
G ineb r a , 19 34.
JIMENEZ DE ARECHAGA, E.: El Derecho internacional contempora- 
n e o , Madrid, 1980.
KOROVIN, Y.A. (ed.): Derecho internacional publico, México, 
1963.
I.' Nil ILL 1ER, J.: Elements de Droit international Public, Paris, 
19.30.
M.XNIN, Ph.: Droit international public, Paris-Nueva York-Bar- 
celona-Milan, 19 79.
MIAJA DE LA M U E L A . A.; Introduccion a 1 Derecho internacional 
piib t i c n ,  7 ed., Madrid, 1979.
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MIELE, M.; Diritto Internazionale, 3 e d . Padua, 1972.
MONACO, R . : Manuale di diritto internazionale publico, Turin 
1971 .
MORELLI, G .: Nozioni di Diritto Internazionale. 7 ed. Padua 
1967.
OLIVART, M. de: Tratado y notas de Derecho internacional pûbli- 
c o , t. II, Madrid, 1887.
OPPENHEIM, L . : Tratado de Derecho internacional nûblico, t. II, 
vol. II, Barcelona, 1967.
OPPENHEIM, L . : International Law. Treaties, 7 ed., Londres- 
Nueva York-Toronto, 1952.
PATEL, S.R.: A Textbook of International Law, Londres, 1964.
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ternos, Madrid, 1981.
PODESTA COSTA, L.A.: Derecho internacional publico, 4 ed., 
t. II, Buene Aires, 1961.
Q U A D R I , R .: Diritto internazionale pubblico, 4 ed., Palermo, 
1963.
QUOC DINH, N . : Droit international public, 2 ed., Paris, 1980.
REMIRO BROTONS, A.: Derecho internacional publico - 1. Princi- 
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I, Madrid, 1849.
ROUSSEAU, Ch.: Droit international public, 9 éd., Paris, 1979.
RUZIE, D. : Droit international public, 2 éd., Paris, 1 975.
SCHERMES, H.G.: International Institutional Law, vol. I, Lei­
den, 19 72.
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co, 1976.
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SIRERT, M .: Traite de Droit international public, Paris, 1951.
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STARKE, J.G.; Introduction to International Law, 6 e d ., Lon­
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co, 3 éd., Madrid, 1912.
TRIAS DE BES, J.M.: Derecho internacional pûblico y privado 
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BASDEVANT, J .: "Regies générales du droit de la paix" RCADI, 
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BOURQUIN, M . : "Regies du droit de la paix" RCADI, t. 55, 
(1931-1), pp. 5-229.
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ponsibility" en RCADI, t. 76 (1950-1) pp. 319-425.
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VON DER HEYDTE, E.A.: "L'individu et les tribunaux internatio­
naux" en RCADI, t. 107 (1962-III), pp. 297-357.
VISSCHER, Ch. de: "Le Déni de Justice en Droit International" 
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